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el  texto  oflcial  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  a  vil  de  J885,  CORREGIDA 
por  su  fe  de  erratas,  REFORMADA  por  el  R.  D.  de  23  de  Junio  de 
1893,  Ley  de  21  de  Agosto  de  1896  y  demás  disposiciones  promulgadas 
hasta  31  de  Diciembre  de  1904,  DESCARTADA  de  las  disposiciones 
sin  aplicación  actual  por  derogación  expresa  ó  tácita,  COMPLE- 
MENTADA con  todas  las  Leyes,  Ordenes  militares  y  Decretos  pre- 
sidenciales con  ella  relacionados,  GLOSADA  con  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales  Supremos  de  España  y  Cuba  establecida  hasta  31 
de  Diciembre  de  1898  y  1904  respectivamente,  ANOTADA  con  nume- 
rosas observaciones  prácticas,  CONCORDADA  y  RELACIONADA 
con  todos  los  cuerpos  legales  vigentes  y  SEGUIDA  de  una  serie  de 
apéndices  conteniendo  la  novísima  organización  y  demarcación  Ju- 
dicial, procedimientos  civiles  especiales  y  entre  ellos  el  de  ferroca- 
rriles y  de  inconstitucionalidad  de  las  leyes,  Aranceles  Judiciales,  de 
peritos  y  consulares,  reglas  internacionales  sobre  cumplimiento  de 
sentencias  y  oxhortos  extranjeros,  circulares,  informes  y  disposicio- 
nes generales  que  hacen  referencia  al  procedimiento  civil  etc.,  etc. 
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DOS  PALABRAS 

Con  la  publicación  de  esta  obra — modestísimo  trabajo  que  dedi- 
camos al  foro  cubano — ^iniciamos  la  empresa,  acaso  desproporcionada 
á  nuestras  fuerzas,  de  reunir  en  una  Biblioteca  de  Legislación 
Y  Jurisprudencia  todo  el  derecho  vigente  en  la  Eepública,  hoy 
esparcido  en  múltiples  cuerpos  legales  de  posesión  difícil  para  mu 
chos,  de  consulta  enojosa  para  todos. 

Compréndese  por  lo  expuesto  que  es  y  será  nuestro  propósito 
esencialmente  práctico,  careciendo  en  consecuencia  esta  obra  de  to- 
da finalidad  doctrinal  y  de  otro  alcance  que  no  sea  el  de  mera  expo- 
sición de  los  preceptos  legales  que  rigen  el  procedimiento  civil  en 
Cuba. 

Todos  sabemos,  y  la  experiencia  diaria  adquirida  en  la  labor 
forense  nos  lo  recuerda,  que  es  aquélla  materia  la  rama  de  nues- 
tro derecho  positivo  acaso  más  innovada — aún  en  sus  principios 
cardinales — ^por  acción  de  los  acontecimientos,  transformaciones  y 
progresos  jurídicos  y  políticos  ocurridos  y  efectuados  desde  la  pro- 
mulgación de  la  ley  fundamental  en  1?  de  Enero  de  1886  hasta  los 
tiempos  actuales. 

El  Código  de  Comercio,  el  Civil,  la  Compilación  orgánica  de 
1891  y  la  Ley  Hipotecaria  de  1893,  sin  contar  otras  dictadas  en  las 
postrimerías  de  la  dominación  española,  introdujeron  tantas  y  tan 
profundas  alteraciones  en  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  hiciéronla 
impropia  para  responder  á  las  necesidades  y  exigencias  de  un  buen 
sistema  de  enjuiciar,  demandando  imperiosamente  su  reforma,  hoy 
todavía,  por  desgracia,  en  trámite  de  proyecto  legislativo. 

T  si  á  las  innovaciones  apuntadas  añadimos  las  debidas  á  la 
Intervención  americana  y  al  nuevo  régimen  político  que  disfrutamos, 
ñierza  es  convenir  que  no  tenemos  hoy  lo  que  teníamos  en  1886:  un 


cuerpo  armónico  y  completo  de  preceptos  rituarios  con  honores  de 
Código;  derivándose  de  tal  conclusión  la  necesidad  de  reconstruir,  so- 
bre las  bases  que  nos  dan  la  experiencia  y  los  progresos  alcanzados, 
el  cuerpo  legal  regulador  de  la  primera  y  más  importante  de  lasñin- 
ciones  sociales. 

Pero,  lejana  todavía  la  realización  de  esa  obra,  que  acaso  la  in- 
fecundidad parlamentaria  reste  al  haber  constituyente  de  esta  gene- 
ración, creemos,  traduciendo  el  sentir  general  de  nuestra  curia,  en 
la  utilidad  de  las  iniciativas  particulares  para  suplir  con  trabajos 
de  índole  expositiva  y  práctica  las  deficiencias  harto  notables  de  la 
legislación  que  nos  rige  y  muy  singularmente  la  que  hace  referencia 
;í  la  ritualidad  de  los  juicios. 

A  este  pensamiento  responde,  y  solament^e  á  medias,  la  COM- 
PILACIOlsr  PEOCBSAL  CIVIL,  fruto  primero  de  nuestros  empe- 
ños en  aquel  orden  de  iniciativas,  y  no  el  último,  si  la  benevolencia 
pública  nos  estimula  á  continuar. 

Y  es  ahora  llegada  la  oportunidad  de  explicar  y  motivar 
el  plan  de  composición  de  esta  obra,  cuyo  título,  si  bien  no  corres- 
ponde rigurosamente  á  su  material  estructura,  expresa  por  lo 
menos  su  contenido  y  el  alcance  del  propósito  que  en  ella  desenvol- 
vemos. 

Tomando  á  modo  de  eje  fundamental  el  texto  de  la  Ley  de  1885, 
(edición  oficial  española)  previa  escrupulosa  corrección  de  erratas, 
y  siguiendo  el  método  de  la  misma,  descartamos  de  ella  las  dispo- 
siciones expresa  ó  virtualmente  <lerogadafi  que,  por  ser  ya  letra 
muerta,  sin  otro  valor  que  el  meramente  histórico,  su  coexistencia 
en  el  texto  con  la  letra  viva  pudiera  ocasionar  errores  de  lamentable 
trascendencia  no  siempre  fáciles  de  preveer  y  evitar. 

Y  esto  lo  hacemos  sólo  en  los  casos  de  total  inaplicación  del 
articulado;  que,  cuando  aquélla  es  parcial,  huyendo  de  toda  mutila- 
ción ó  alteración  de  sentido,  nunca  justificadas  en  un  texto  legal,  la 
indicamos  usando  la  letra  cursiva  ó  bastardilla,  medio  senpillo  de 
distinguir  instantáneamente  la  parte  del  precepto  que  subsiste  de  la 
que  ha  de  entenderse  derogada.  Asi  preparado  el  t^xto,  lo  ppm- 
plementamos  adicionándole  las  disposiciones  que  inmediata  y  di- 
rectamente le  son  relativas;  lo  anotamos  con  referencias  y  relaciones 
á  otros  cuerpos  legales;  lo  aclaramos  y  explicamos,  en  muchos  casos, 
con  observaciones  agenas  ó  propias  y,  finalmente,  lo  glosamos  con 
breves  extractos  doctrinales  de  las  sentencias  dictadas  en  casación 
por  los  Tribunales  Supremos  de  España  y  Cuba,  tomados  uno|S,  de 
los  más  acreditados  repertorios  de  jurisprudencia,  los  más  de  ellos, 
directamente  de  las  fuentes  originales  en  que  se  contienen. 


Pensando  que  si  en  el  orden  científico  es  la  organización  judi- 
cial parte  integrante  del  procedimiento  la  razón  de  serlo  en  el  orden 
práctico  es  aún  más  poderosa,  comprendemos  en  apéndices  adiciona- 
les las  novísimas  y  principales  reformas  introducidas  en  dicha  or- 
ganización,  con  especialidad  las  que  se  refieren  al  Tribunal  Supre- 
mo y  Audiencias  de  la  Eepública,  justificando  así — ^aparte  los  proce- 
dimientos especiales  y  otras  disposiciones  de  carácter  judicial,  tam- 
bién insertas  en  apéndices — el  título  de  este  libro  y  su  alcance  me- 
ramente expositivo. 

He  aquí,  trazado  á  rasgos  generales,  el  plan  á  que  obedece  este 
trabajo,  con  el  que  no  pretendemos  ni  remotamente  haber  realizado 
una  obra  completa,  aun  que  sí  contribuir  en  la  medida  de  nues- 
tras fuerzas  á  la  más  fácil  aplicación  y  determinación  del  derecho 
procesal  vigente  en  materia  civil. 

Sirvan  pues  ante  el  juicio  público  estas  consideraciones,  como 
atenuantes'de  nuestra  insuficiencia;  y  por  si  ellas  no  fueren  bastantes, 
tómese  en  cut^nta  la  (que  desde  luego  alegamos  como  eximente  com- 
pleta) de  ser  el  autor  de  esta  obra  humilde  estudiante  de  derecho 
á  quien,  circunstancias  fuera  de  lugar,  no  han  permitido  oir  en 
las  aulas  de  la  Universidad  ííacional  las  enseñanzas  de  los  maes- 
tros que  en  ella  son   orgullo  de  Cuba  y  honor  de  la  América  latina. 


ADVERTENCIA 

Para  el  más  f&cil  manejo  de  esta  obra  y  explicación  de  su  plan  creemos 
necesarias  las  siguientes  observaciones: 

la.  Suprimimos  del  texto  los  artículos  6  párrafos  finales  de  éstos,  to- 
talmente derogados,  y,  con  excepción  de  los  relativos  al  recurso  de  casación, 
sustituidos  por  la  Orden  92  de  1899,  insertamos  aquéllos  en  el  Apéndice  V. 

2a.  En  los  casos  de  inaplicación  parcial  del  articulado,  bien  limitada 
esta  á  un  párrafo  bien  á  un  concepto,  ó  palabra  aislada;  ponemos  en  letra 
cursiva  la  parte  que  deberá  entenderle  derogada,  no  haciéndose  extensiva  es- 
ta consideración  á  aquéllas  palabras  ó  conceptos  empleados  originariamente 
por  la  Ley  en  dicha  letra  cursiva  y  cuya  distinción,  no  obstante  ser  de  buen 
sentido,  facilitamos  relacionándolos  en  el  Apéndice  V. 

3a.  Las  sentencias  con  que  glosamos  el  texto,  de  fecha  anterior  á  31 
de  Diciembre  de  1898,  se  entenderán  dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  de 
España;  y  por  el  de  la  República  las  de  fecha  posterior  á  la  indicada. 

4a.  Siempre  que  ocurriesen  dudas  sobre  la  vigencia  de  conceptos  ó  pa- 
labras no  consignados  en  letra  cursiva — debiendo  estarlo — consúltese  el  apa- 
tado  correspondiente  del  Apéndice  V. 


MINISTERIO   DE  ULTRAMAR 


Real  Decreto 


Terminado  por  la  Comisión  general  de  Codificación  del  Minis- 
terio de  Ultramar  el  estudió  de  las  modificaciones  convenientes  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  la  Península  para  su  aplicación 
á  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Eicp;  á  propuesta  del  Ministro  del  ra- 
mo, de  acuerdo  con  dicha  Comisión  y  haciendo  uso  de  la  autoriza- 
ción que  á  mi  Gobierno  concede  el  artículo  89  de  la  ley  fundamental 
del  Reino. 

Vengo  en  decretar  Ío  siguiente: 

Artículo  19  Se  aprueba  la  adjunta  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  modificada  para  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico. 

Artículo  2?  Dicha  ley  regirá  en  ambas  islas  desde  el  día  1?  de 
Enero  del  año  próximo  de  1886. 

Artículo  39  Para  el  deslinde  y  división  de  las  haciendas  co- 
muneras los  Tribunales  seguirán  aplicando  las  prescripciones  del 
reglamento  de  6  de  Marzo  de  1819  y  de  sus  artículos  adicionales 
acordados  por  la  Audiencia  de  Puerto  Principe,  que  no  estén  sus- 
tituidas ó  modificadas  por  las  disposiciones  del  título  15  del  libro 
39  de  la  adjunta  ley,  sin  perjuicio  de  las  alteraciones  que  el  Go- 
bierno, previa  la  instrucción  conveniente,  pueda  decretaren  lo  su- 
cesivo tocante  á  dicho  reglamento. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  Setiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  cinco. 


Alfonso. 


El  Ministro  de  Ultramar^ 

Manuel  Aguin^e  de  T^ada. 


EXPOSICIÓN 
DE    LA   COMISIÓN    CODIFICADORA   DE    ULTRAMAR 


Excmo.  Sr. :  El  proyecto  que  la  Oomisióu  de  Codificación  de 
las  provincias  de  Ultramar  tiene  la  honra  de  poner  en  manos  de 
V.  £.,  lejos  de  modificar  esencialmente  las  disposiciones  conteni- 
das en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  desde  1865  en  las 
provincias  españolas  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  se  limita  á  las  refor- 
mas que  ha  venido  aconsejando  la  práctica  observada  en  la  constan- 
te actuación  de  los  Tribunales. 

Por  fortuna,  desde  tiempo  inmemorial  que  se  remonta  á  un 
siglo  antes  de  promulgarse  la  Becopilación  de  Indias,  nuestra  le- 
gislación civil  pudo  tomar  carta  de  naturaleea  en  los  dominios  es* 
pañoles  de  Ultramar,  con  el  carácter  supletorio  de  las  leyes  de 
Castilla,  tanto  para  la  resolución  de  los  casos,  negocios  y  pleitos, 
como  para  la  forma  y  modo  de  sustanciar.  Cuba  y  Puerto  Itioo,  no 
menos  favorecidas  por  el  espíritu  progresivo  de  asimilación  y  por  el 
fecunda  arsenal  de  sabias  leyes  peniniolares,  participaron  de  nues- 
tros derechos  civiles  y  de  análogos  procedimientos.  Muchas  é  im- 
portantes disposiciones,  aunque  dispersas  y  aisladas  para  regular  la 
marcha  en  las  contiendas  jurídicas,  facilitando  la  aplicacii6n  de  la 
ley  y  el  descubrimi^ato  de  la  verdad,  fueron  importadas  aUí  poi*  la 
madre  patria,  hasta  que  en  30  de  Enero  de  1855  se  promulgó  la 
Real  cédula,  cuerpo  legal,  que  hizo  extensiva  á  los  Tribunales  de 
Ultramar  la  organización  dada  en  España  al  Ministerio,  fiscal,  que 
as^uró  para  un  período  de  tiempo  más  ó  menos  largo  la  absoluta 
supresión  de  k>s  oficios  enajenados,  qxi(^  dio  unidad  y  fuerza  á  la 
acción  judicial,  y  realizó  en  fin  otras  utilidades  significando  un 
cambio  por  extremo  favorable  en  el  ejercicio  de  las  funciones  ju- 
diciales y  en  el  orden  de  los  procedimientos. 

En  este  camino  ya,  y  con  los  resultados  práeticos  de  la  Eeal 
cédula,  no  había  de  encontrar  el  menor  obstáculo  diez  años  des- 
pués la  aplicación  en  la^  islas  de  Cuba  y  Puerto  Eico  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  la  Península  de  1855,  acompañada  para  su 
más  exacta  inteligencia  de  una  instrucción  tan  oportuna  como 
previsora. 

Esta  ligera  reseña  demuestra  palmariamente  los  escasos  ele^ 
mentos  de  reforma  que  ha  podido  utilizar  la  Comisión^  dado  el 
desenvolvimiento  en  las  Antillas  españolas  de  las  formas  civiles 
de  enjuiciar.  Por  otra  parte,  las  modificaciones  necesarias  desde 
1865  preceptuadas  están  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  rige 
en  la  Pen'ímula,  razón  por  la  cual  el  honroso  encargo  de  V.  E.  queda 
circunscrito  á  redücwias  mejoras  de  innovación  y  á  intercalar  y  re- 
lacionar en  su  texto  preceptos  de  otras  leyes  ó  disposiciones  que 
deben  ventaiosamente  figurar  en  el  proyecto. 
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No  por  ser  llano  y  fácil  el  trabajo,  la  Comisión  prescindirá  de 
exponer  el  criterio  que  ha  presidido  en  su  tarea.  Antes  al  contra- 
río, siguiendo  la  provechosa  costumbre  de  informar  sobre  las  re- 
formas legislativas,  consignaiá  los  motivos  en  que  m  apoyan  las 
variantes  introducidas  en  la  ley  peninsular  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  artículo  49  del  proyecto  dispone  que  los  interesados  podrán 
comparecer  en  juicio  por  sí  mismos  ó  por  medio  de  sus  apoderados 
generales.  La  adición  que  el  precepto  contiene  determina  el  al- 
cance legal  del  apoderamiento  y  destruye  la  confusión  que  ha  pro» 
ducido  el  texto  de  la  ley  de  1881  usando  voces  sinónimas  que,  con 
sentido  excepcional  respecto  de  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior, 
han  dado  lugar  á  diversas  interpretaciones  y  á  que  los  Tribunales, 
no  admitiendo  la  representación  de  los  apoderados  generales,  exi- 
gieran la  del  Procurador.  No  ofrecerá  la  menor  dificultad  en  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Bico  la  aplicación  del  artículo  4^,  i)orque 
sobre  ser  explícito  y  terminante,  consigna  que  en  otro  caso  se  val- 
drán de  Procurador  habilitado  en  los  pueblos  donde  los  haya,  y  á 
falta  de  éste,  de  cualquier  vecino  del  pueblo,  mayor  de  edad,  en 
el  goce  de  sus  derechos  civiles  y  que  sej»  leer  y  escribir  correc- 
tamente. 

La  necesidad  i>or  un  lado  de  la  representación  tratándose  de 
provincias  habitadas  i>or  razas  de  color,  muchos  de  cuyos  indi- 
viduos carec^i  de  kt  cultura  necesaria  pai  a  la  defensa  de  sus  propios 
intereses,  y  el  espíritu,  por  otro,  de  las  leyes  modernas  sobre  pro- 
cedimientos, encaminadas  á  la  libre  representación,  han  sido  apre- 
ciadas en  todo  su  valor,  adoptándose  un  sistema  mixto,  que  sin  la 
imposibilidad  ó  inconvenientes  de  una  obligada  intennención,  ofrez- 
ca los  beneficios  que  no  pocas  veces  suele  aportar  la  idoneidad  de 
los  antiguos  personeros. 

Otra  variación  importante  se  descubre  en  el  caso  4?  del  artículo 
18  de  esa  ley  adjetiva.  La  escala  gradual,  fijando  cantidades  de 
contribución,  según  residan  los  que  aspiran  á  la  defensa  por  pobre, 
en  las  capitales  de  las  islas^  capitales  de  provincia,  cabezas  de  par- 
tido judicial  y  demás  pueblos,  descansa  sobre  bases  justas  y  equita- 
tivas que  se  acomodan  al  rigorismo  de  los  principios,  en  virtud  de 
los  cuales  la  ley  ha  de  tener  presente  que  para  evitar  abusos  ó  frau- 
des y  eonceder  los  beneficios  de  la  pobreza,  es  preciso  graduar  la 
importancia  del  sitio  en  que  las  personas  residan,  los  medios  abso- 
lutamente necesarios  al  sustento  y  el  valor  de  la  moneda.  La  Co- 
misión no  obstante  ha  rechazado  en  la  escala  del  proyecto  la  equi- 
valencia del  real  fuerte  por  el  real  de  vellón,  vistas  las  cantidades 
del  artículo  correlativo  en  la  vigente  ley  de  la  Península,  porque 
resultaria  una  desproporción  inadmisible.  Ei  tanto  y  medio  más 
queda  en  la  deforma  adoptado  para  las  multas  é  indemnizaciones  de 
dafíos  y  peijuicios,  como  tipo  admitido  ya  en  Ultramar  para  los 
juicios  verbales  y  de  menor  cuantía,  leyes  mercantiles^  Código  penal 
antillano  y  regulación  de  funciones  y  sueldos  de  los  empleados  pú- 
blicos. 
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Respetando  las  bases,  el  método  y  la  redacción  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  vigente  en  la  Península,  la  üurea  de  la  Comisión 
ha  quedado  muchas  veces  reducida  á  introducir  literalmente  en  el 
proyecto  preceptos  que  mejoran  á  todas  luces  la  l^islación  sobre 
procedimientos,  gracias  á  la  posibilidad  de  utilizar  organizaciones 
de  creación  más  ó  menos  reciente.  La  Beal  cédula  de  30  de  Enero 
de  1855  y  la  instrucción  de  9  de  Diciembre  de  1865  dieron  reglas 
para  la  decisión  de  las  competencias  que  se  suscitasen  entre  los 
diferentes  Jueces  y  Tribunales;  más  tarde  se  crearon  Juzgados  de 
I>az  sólo  para  los  pueblos  de  Cuba  y  Puerto  Bico  que  tenían  Ayun- 
tamientos ó  Juntas  municipales^  y  por  último,  desde  1879,  por  la 
ley  provisional  para  la  aplicación  en  aquellas  islas  del  Código  pe- 
nal reformado,  los  Jueces  de  paz,  con  la  denominación  de  Jueces 
municipales,  conocieron  en  juicio  verbal  de  las  Mtas  de  que  trata 
el  libro  3^  de  este  último.  La  organización  completa  de  estos  Juz- 
gados, idéntica  á  la  de  la  Península,  ha  i)ermitido  que  en  el  artículo 
99  del  proyecto  se  estableciera  una  escala  jerárquica,  antes  incom- 
pleta y  deficiente,  para  la  resolución  de  las  cuestiones  jurisdiccio- 
nales, evitando  el  desprestigio  y  efecto  lamentable  que  causan  en  la 
opinión  pública  los  diversos  pareo^i-es  de  la  administi*ación  de  jus- 
ticia- 
Para  la  remesa  de  los  autos  á  los  diversos  Tribunales  en  los 
casos  de  competencia  que  determina  la  ley,  ha  sido  preciso  alte- 
rar los  técminos,  habida  conmderación  de  las  distancias  y  del 
tiempo  que  aproximadamente  se  necesita  para  que  aquellos  lleguen 
á  su  destino.  El  artículo  100  preceptúa  además  que  la  remisión  de 
los  autos  al  Tribunal  Supremo,  se  verifique  por  testimonio  de 
los  mismos,  guai'dando  peifecta  analogía  con  el  articulado  corres- 
pondiente al  modo  de  interponer  y  sustanciar  el  recurso  de  casación. 
No  hay  para  qué  fondar  las  variantes  que  se  observan  en  algu- 
nos artículos  del  proyecto  en  sus  referencias  á  otros  de  las  respecti- 
vas leyes  hipotecarias  de  las  Islas  de  Cuba  y  Puerto  Bico.  Vigen- 
tes éstas  desde  1880,  claro  está  que  el  legislador  ha  de  atenerse  á 
ellas,  relacionando  su  precepto  con  los  de  la  reforma,  de  la  propia 
suerte  que  lo  hicieron  la  ley  hipotecaria  y  la  de  Enjuiciamiento 
civil  de  la  Península. 

Sería,  además,  prolijo  motivar  detalladamente  las  innovacio- 
nes que  se  advierten  en  el  proyecto  acerca  de  los  plazos  y  distintos 
1  ugares  en  que  hayan  de  fijarse  las  cédulas  de  citación  y  ios  edictos 
que  se  exigen  en  los  abintestatos^  juicios  voluntarios,  universales, 
ejecutivos,  quiebras  y  expedientes  de  jurisdicción  voluntaria.  Ko 
han  i»a8ado  ciertamente  inadvertidos  á  la  Comisión  factores  tan  im-. 
portantes  como  la  costumbre;  los  medios  de  publicidad;  la  impor- 
tancia de  los  bienes;  la  naturaleza  de  los  edictos;  la  presunción  da 
que  se  encuentren  en  otros  puntos  los  que  puedan  ser  perjudi- 
cados; la  imposibilidad  de  una  regla  fija,  muchas  veces,  con  la 
admisión  subsiguiente  del  arbitrio  judicial;  y  por  último,  la  nece- 
sidad de  determinar  taxativamente  plazos  y  sitios  paiu  que  no  so- 
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brevengan  abasos  é  inmoralidades,  con  dilaciones  indefinidas^  en 
mengua  de  la  justicia  y  de  la  recta  administración  de  los  Tribu- 
nales. 

Las  modificaciones  que  se  proponen  en  los  artículos  405,  421, 
565,  600  y  1.449  tienen  sencilla  y  razoaada  explicación.  Estable- 
ciéndose que  contra  las  sentencias  en  que  se  declare  haber  ó  no  lu- 
gar al  recurso  de  casación  ó  á  la  admisión  del  mismo  no  se  dará 
recurso  alguno,  salvo  el  de  revisión  ó  el  de  responsabilidad,  se  con- 
signa una  doble  excepción  de  útil  conocimiento  recordando  lo  que 
disponen  los  títulos  referentes  á  la  casación  y  revisión  y  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal^  preceptuándose  que  los  tasadores  de  cos- 
tas por  oficio  enajenado  lleven  á  cabo  las  tasaciones  en  los  Juzgados 
y  Tribunales  de  Cuba  y  Puerto  Bico,  donde  los  hubiere,  en  tanto  no 
reviertan  al  Estado  dichos  oficios,  la  ley  paga  justo  tributo  á  dere- 
chos adquiridos;  el  término  extraordinario  de  prueba  y  los  distin- 
tos plazos  que  fija  el  proyecto  se  armonizan  con  lo  que  previene  la 
ley  vigente  en  la  Península,  teniendo  en  cuenta  las  distancias^  dis- 
poniendo que  los  documentos  redactados  en  idiomas  exti*anjeros  se 
remitan  por  conducto  del  (Gobernador  general  al  Ministerio  de  Ul- 
tramar para  que  los  traduzca  la  Interpretación  de  lenguas,  sólo 
cuando  en  el  Grobierno  general  de  la  isla  de  Cuba  ó  de  Puerto  Rico 
no  exista  funciopario  encargado  de  este  servicio,  la  reforma  prevé 
que  podría  eternizarse  con  la  dilación  de  los  medios  de  prueba  el 
curso  de  los  juicios,  en  detrimento  de  los  intereses  de  les  litigantes, 
y  por  último,  aiunentando  con  sujeción  al  tanto  y  medio  más  las 
cantidades  que  la  ley  de  la  Península  señala  para  el  embargo  de 
sueldos  y  pensiones  alimenticias,  y  disponiendo  que  á  los  funciona- 
rios públicos  se  les  compute  el  sueldo  y,  sobresueldo  mientras  lo 
perciban,  ó  que  se  reduzca  el  embaí^  á  la  parte  proporcional 
cuando  tan  sólo  disfruten  del  sueldo,  el  proyecto  se  somete  al  valor 
de  la  moneda,  y  se  adiciona  al  propio  tiemjM)  con  una  novedad  con- 
veniente, porque  no  sólo  atiende  á  las  necesidades  indispensables  de 
la  vida,  sino  también  al  justo  reintegro  de  cantidades  adeudadas. 

Los  títulos  XXI  y  XXII  del  libro  II  del  adjunto  proyecto  re- 
producen  la  ley  de  Casación  y  Revisión  en  lo  civil  vigente  en  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico.  Poco  tiene  que  añadir  la  Comisión  á 
lo  que  tuvo  la  honra  de  exponer  á  V.  B.  en  el  informe  que  precede 
á  la  referida  ley  de  20  de  Julio  de  1882. 

Después  de  maduro  examen  y  estudio  detenido  de  aml)os  n*- 
cursos  y  de  las  condiciones  que  necesariamente  requieren  las  Anti- 
llas españolas,  se  proyectaron  las  modificaciones  indispensables  pa- 
ra establecerlos,  sin  obstáculos,  sin  abusos,  sin  grandes  dispendios 
y  con  las  mayores  ventajas,  dando  sólidas  garantías  á  los  litigantes 
de  Cuba  y  Puerto  Rico  para  que  sus  interest»»  se  hallai*an  bajo  la 
salvaguardia  de  los  Tribunales.  Hoy,  como  en  1882,  es  oportuno 
manifestar  que  en  el  articulado  se  introducen  modificaciones  digna» 
de  atención,  porque  dan  carácter  circunstancial  á  la  refVírma,  so- 
metida no   obstante   al   principio  asimilador ,  que  en  modo  alguno 
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pn^e  ser  desatendido.  F^anse  en  el  proyecto  las  cuantías  de  los 
depósitos  para  los  recursos  de  casación  y  revisión,  teniendo  preaeü- 
te  el  valor  de  la  moneda  en  las  Antillas^  la  Beal  cédula  de  185&  y 
lo  prevenido  en  Ultramar  para  los  juicios  verbales  y  de  menot 
cuantía;  si  bien  el  articulado  sobre  este  punto,  con  el  propósito  de 
favorecer  los  intereses  de  las  partes,  no  se  acomoda  siempre  á  las 
indicadas  r^las. 

Las  variantes  que  se  refieren  á  los  términos  y  plazos  para  pre- 
sentar en  la  Bala  sentenciadora  el  escrito  de  preparación;  para  ex- 
pedir la  correspondiente  certificación;  para  recurrir  en  queja  ante 
la  Sala  del  Tribunal  Supremo;  para  interponer  ante  éste  el  escrito 
formalizando  el  recurso;  para  acreditar  ante  la  Audiencia  respecti- 
va haberlo  formalizado  en  el  Tribunal  Supremo  dentro  del  plazo 
l^al;  para  la  comparec^icia  de  las  partes  ante  el  mismo;  para  in- 
terponer el  recurso  contra  la  sentencia  de  los  amigables  componedo- 
res; para  la  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  y  para  el  mis- 
mo objeto  cuando  el  Ministerio  fiscal  interponga  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina,  en  los  pleitos  en  que  no 
haya  sido  parte,  se  fundan  en  el  texto  una¿^  veces  de  los  artículos  de 
la  ley  vigente  en  la  Península  y  otras  en  un  criterio  convencional 
que  permite,  sin  perjudiciales  é  inútiles  demoras,*  que  sé  interponga 
el  recurso  con  las  necesarias  actuaciones  y  requisitos. 

La  Comisión  sigue  creyendo  que  las  variantes  de  más  impor- 
tancia exigidas  por  las  condiciones  de  aquellas  provincias  españolas 
en  la  forma  que  establecía  la  ley  de  1882,  y  que  determina  el  pro- 
yecto en  los  artículos  1.706,  1.732  y  1.751,  facilitan  la  interposición 
y  sustanciación  del  recurso.  No  ofrece  duda  alguna  tratándose  del 
recurso  en  el  fondo,  puesto  que  por  la  ley  de  la  Península  sólo  se 
envía  el  apuntamiento  al  Tribunal  Supremo  desde  que  se  prescindió 
de  la  remifflón  de  los  autos  originales,  que  ant^  tenía  lugar  no  sin 
gravísimos  inconvenientes.  Desaparecidos  éstos  ya,  sólo  podía  ser 
objeto  de  examen  si  respecto  de  los  recursos  interpuestos  por  que- 
brantamiento de  forma^  se  exigiría  para  Cuba  y  Puerto  Bico  la  re- 
misión de  los  autos  originales,  ó  se  libraría  testimonio  conteniendo 
brevemente  la  cuestión  debatida  y  copia  á  la  letra  de  la  parte  de 
autos^  causa  determinante  del  recurso^  previa  conformidad  de  los 
litigantes. 

La  Ck>mi8ión  adoptó  en  la  ley  de  1882,  y  de  la  misma  manera 
sostíene  en  el  proyecto  este  último  extremo,  persuadida  de  que,  aun 
cuando  se  supumese  que  la  ley  de  la  Península  quiso  que  en  el  re- 
curso interpuesto  XM)r  quebrantamiento  de  forma  juzgara  de  viso  el 
Tribunal  Supremo,  era  suficiente  para  el  acierto  y  buena  adminis- 
tración de  justíeia,  tener  á  la  vista  los  necesarios  testimonios  sin  la 
presencia  de  los  autos  originales,  mucho  más  cuando  los  casos  que 
se  ofrecen  por  quebrantamiento  de  forma  suelen  ser  más  fáciles  y  el 
apuntamiento  más  corto  y  sencillo  que  los  que  presentan  los  recur- 
sos por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina.  En  este  sentido,  pues, 
ahorrando  extraordinarios  gastos  y  venciendo  grandes  dificultedes. 
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m  consignan  en  los  últimos  artículos  referidos  los  documentos  tes- 
támoniados  que  han  de  quedar  en  los  autos  originales  y  los  de  ne- 
cesaria remisión  al  Tribunal  Supremo,  con  los  requisitos  además  de 
legalidad  que  requieren  la  interposición  y  sustanciación  del  recurso 
y  el  conocimiento  perfecto  de  la  cuestión  jurídica. 

Bedundantes  serían,  finalmente,  cuantas  observaciones  se  hi- 
cieran en  abono  de  lo  que  prescribe  el  artículo  1793  del  proyecto. 
La  más  extricta  justicia,  decíase  en  el  preámbulo  de  la  ley  de"l882, 
exige  que,  en  el  caso  de  pérdida  como  en  el  de  detención  por  fuerza 
mayor  del  buque  correo  en  que  se  hubieren  remitido  á  la  Península 
los  apuntamientos,  testimonios  ó  documentos  indispensables  para 
interponer  ó  sustanciar  los  recursos  de  isasación  y  de  queja  ante  el 
Tribunal  Supremo,  se  prorroguen  los  plazos  y  se  establezca  el  mo 
do  y  ferma  de  proceder,  dentro  de  los  nuevos  términos,  á  la  entrega 
de  los  documentos  que  correspondan. 

En  suma,  Excmo.  Sr.,  la  Comisión  mantiene  la  ley  de  casación 
y  revisión  en  lo  civil  de  1882  vigente  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerfci> 
Rico,  con  ligerísimas  variantes  en  los  artículos  1.699,  1.701  y  1.714 
sobre  términos  que  no  pueden  menos  de  semejarse  á  otros  de  la 
rel^rtna. 

Pasando  ya  ai  libro  III  del  proyecto,  que  se  refiere  á  la  juris- 
dicción voluntaria,  la  Comisión  se  i^blla  ^a  el  caso  de  recordar  que 
por  la  ley  de  14  de  Julio  de  1832  se  concedió  ala  Corona  la  facultad 
de  dispensar  de  la  observancia  de  ciertos  preceptos  legales  por  razo- 
nes de  justicia  ó  de  conveniencia.  De  aquí  que  la  conoesión  de  gra- 
cias que  enumera  dicha  ley,  entre  las  cuales  figura  la  adopción  y  en 
cuyas  disposiciones  se  ha  comprendido  la  arrogación,  deba  hacerse 
por  otorgamiento  del  Rey,  y  consiguientcanente,  á  propuesta  del  Mi- 
nistro de  Ultramar,  puesto  que  s«  trata  de  expedientes  previamente 
instruidos  y  tramitsKlos  por  los  Tribunales  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  con  sujeción  á  lo  prevenido  para  las  informaciones  so- 
bre dispensa  de  ley.  He  aquí,  pues,  sencillamente  explicado  el  mo- 
tivo de  la  innovación  que  se  advierte  en  el  art.,  1831. 

Al  llegar  aquí  la  Comisión,  ordenada^nente  procediendo,  no  de- 
be pasar  en  silencio  los  motivos  que  ha  tenido  para  mantener  íntegro 
el  título  XV  de  la  ley  peninsular,  haciendo  caso  omiso  de  las  dispo- 
siciones que  sobre  división  de  haciendas  sujetas  á  trabas  de  coum- 
nidad  mantuvo  en  vigor  durante  muchos  años  en  la  Isla  de  Cuba  el 
reglamento  ó  auto  acordado  de  6  de  Marzo  de  1819. 

Después  de  un  estudio  comparativo  entre  el  procedámien;to  que 
establecen  los  artículos  correspondientes  al  deslinde  y  amojomimiento 
y  los  especiales  trámites  que  determinaba  el  indicado  iregíamento,  la  . 
Comisión  optó  por  los  primeros,  convencida  de  que,  mn  la  menor 
deficiencia  y  con  las  debidas  garantías,  llenaban  los  requisitos  nece- 
(sarios  para  la  instrucción  de  los  expedientes,  dejando  expedita  la 
acción  de  los  Tribunales  en  los  juicios  declarativos  sobre  posesión  y 
propiedad. 

Las  4mtigiias  mercedes  de  tierras  que  los  Cabildo»  de  la  grande 
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Antilla  concedieron  hasta  el  año  1729,  según  las  leyes  de  Indias, 
ocasionaban  males  gravísimos  á  la  población  oriental,  oponiéndose 
al  progreso  del  cnltivo  y  á  la  crianza  del  ganado.  Para  allanar  los 
obstáculos  que  la  división  de  las  haciendas  comunes  ofrecía  á  los 
colindantes  ó  condueños,  dictáronse  lafi  reglas  del  auto  acordado; 
ñjando  un  procedimiento  especial,  de  indiscutibles  ventajas,  en  épo- 
ca en  que  la  madre  patria  para  los  expedienteíi  y  contiendas  de  esa 
clase  no  tenía  otra  noiona  que  las  antiguas  prácticas  generalmente 
admitidas  con  el  nombre  de  juicios  de  apeo  y  deslinde.  La  ley  de 
enjuiciamiento  civil  de  1856  dio  más  tarde  á  la  legislación  la  uni- 
dad de  que  carecía,  declarando  acertadamente  que  no  puede  haber 
juicio  si  no  hay  contienda  entre  partes,  y  que  el  deslinde  debía  co- 
locarse entre  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  mientras  se  ejecu- 
tase con  el  beneplácito  ó  aquiescencia  de  los  interesados,  remitiendo 
á  la  jurisdicción  contenciosa  el  conocimiento  del  litigio  que  surge 
cuando  alguno  se  opone  ú  la  operación  anltes  del  acto  ó  en  el  acto 
mismo.  Desde  entonces  la  Autoridad  judicial  en  el  expediente  inter 
volentes  nada  tiene  que  resol  ver  5  no  da  ni  quita  derechos;  y  por  más 
qiie  aclare  la  división  y  los  límites  evitando  numerosos  pleitos,  su 
intervención  no  es  requisito  esencial,  puesto  que  tienen  igual  fuerza 
y  valor  los  deslindes  que  los  interesados  consignan  en  acta  notarial 
6  de  otro  modo  fehaciente. 

Ahora  bien:  llevada  á  la  isla  de  Cuba  en  1865  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  la  Península,  era  lógica  é  inevitable  la 
derogación  del  auto  de  6  de  Marzo  de  1819,  porque  de  otro  modo 
se  hubiera  sostenido  un  privilegio  refractario  á  la  asimilación 
con  los  inconvenientes  de  un  procedimiento  especial  desventa- 
joso y  anómalo.  Mejorado  el  sistema  de  enjuiciar,  con  arreglo 
á  sanos  principios  de  legislación  civil,  no  era  posible  admitir  los  re^ 
cursos  de  apelación  que  el  auto  acordado  otorgaba  para  ante  la  Eeal 
Audiencia,  en  caso  de  disconformidad  de  las  partes,  tratándose  de 
las  providencias  de  deslinde  ó  de  calificación  de  las  posesiones  par- 
ciales, porque  semejante  procedimiento  pugna  con  la  línea  divisoria 
que  ha  de  existir  entre  la  jurisdicción  voluntaria  y  la  contenciosa, 
porque  prescinde  de  la«  garantías  que  acompañan  álos  juicios  de- 
clarativos que  se  promueven  con  motivo  de  la  posesión  6  de  la  pro- 
piedad, y  porque,  en  último  término,  no  procedería  la  casación,  so 
pena  de  alterar  el  mecanismo  de  la  ley. 

El  título  XV  que  íntegramente  reproduce  el  proyecto,  llena 
ademá8  los  vacíos  que  en  el  reglamento  se  observan.  Fija  el  Juez 
que  ha  de  conocer  de  las  diligencias  que  tengan  por  objeto  el  des- 
linde, autoriza  las  delegaciones  en  los  Jueces  municipales  del  tér- 
mino en  que  se  halle  situado  el  terreno  que  se  ha  de  deslindar,  da 
reglas  para  las  competencia^  ordena  la  protocolización  de  las  actas 
y  enlaza  sus  artículos  con  el  plan  general  de  la  ley,  matando  en  su 
origen  incidentes  ó  cuestiones  entre  condueños  ó  colindantes. 

Por  lo  demás,  es  preciso  reconocer  que  los  artículos  del  título 
XV  y  el  reglamento  sobre  haciendas  comuneras,  en  lo  que  se  refie- 
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ren  á  la  instracción  de  los  exi>edientes9  no  presentan  diferencia 
esencial,  como  no  sea  en  las  disposiciones  sustantivas  de  este  último^ 
cuyas  utilidades  nadie  desconoce,  y  que  después  de  todo  aplicarán 
los  Tribunales  como  reglas  técnicas  y  medios  de  prueba^  porque  sa- 
bido es  que  no  pueden  derogarse  por  leyes  adjetivas  ó  de  procedi- 
miento. No  hay,  pues,  razón  alguna  para  adicionar  el  proyecto  con 
artículos  excei>cionalmente  dedicados  á  las  haciendas  comuneras  de 
la  grande  Antilla. 

Nótase  en  la  reforma  la  completa  supresión  del  título  XYI  de 
la  ley  de  Eiyuiciamiento  civil  de  la  Península,  que  se  contrae  á  los 
apeos  y  prorrateos  de  foros,  y  por  consiguiente,  á  contratos  pecu- 
liares de  las  provincias  de  Asturias  y  Galicia,  desconocidos  en  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Bico.  Hasta  que  se  publicó  aquí  la  ley  de 
1881  vino  rigiéndose  el  procedimiento  por  lo  que  establecía  la  de 
1855,  de  suerte  que  el  título  XYI,  introdujo  una  novedad  necesaria 
en  la  nueva  ley,  por  las  dudas  y  dificultades  que  resultaban  de  tan 
complicada  materia,  i)ero  de  todo  punto  baldía  para  las  provincias 
españolas  de  Ultramar. 

Propónense,  finalmente,  alteraciones  menos  importantes  que 
no  necesitan  explicación,  unas  porque  de  su  simple  lectura  se  des- 
prenden las  causas  que  las  abonan,  y  otras  porque  se  limitan  á  pa- 
labras, frases  ó  conceptos  que  contribuyen  á  la  economía  general 
que  las  leyes  y  Códigos  han  de  tener,  s^gún  los  modelos  de  la  legis- 
lación moderna,  las  circunstancias  y  los  países  á  que  se  destinan. 

He  aquí,  Excmo.  Sr.,  trazados  á  grandes  rasgos  los  funda- 
mentos en  que  la  Comisión  de  Codificación  de  las  provincias  de  Ul- 
tramar se  apoya  al  someter  á  V.  E.  las  reformas  que  contiene  el 
proyecto  de  {enjuiciamiento  civil  para  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 
Bico. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  afios.  Madrid  9  de  Junio  de  1885. — 
Excmo.  Sr. : — ^El  Presidente,  José  María  Fernández  de  la  Hoz. — ^Vo- 
cales: Laureano  Figuerola,  Salvador  de  Albacete,  Emilio  Bravo, 
Femando  Vida,  Vicente  Hernández  de  la  Búa,  Augusto  Comas, 
Diego  Suárez,  Francisco  Loriga  y  Taboada,  Antonio  Vázquez 
Queipo,  Enrique  Díaz  Otero,  Antonio  Lsquierdo. — ^Vocal  Secretario, 
Federico  Pons. — ^Excmo.  Sr.  Ministro  de  Ultramar. 


Ley  de  Enjniciamiento  Civil 

BEFOBMADA  PABA  LAS  I8LA8  DE  CUBA  y  PUEBTO  BICO 


LIBBO  PBIMEBO 

DISPOSICIONES    COMUNES  Á  LA  JUBISDICCI6N  CONTENCIOSA 

Y  Á  LA  VOLUNTARIA 


TITULO  PEIMEBO 

De  la  comparecencia  enjuicio 

Artículo  1?  El  que  haya  de  comparecer  en  juicio,  tanto  en 
asuntos  de  la  jurisdicción  contenciosa  como  de  la  voluntaria^  debe- 
rá verificarlo  ante  el  Juez  6  Tribunal  que  sea  competente,  y  en  la 
forma  ordenada  por  esta  ley.  (1) 

JUSISFBUDENCIA. 

La  perBon&Udad  individual  de  un  Juez  no  puede  nepamiYie  de  su  carác- 
ter púbuoo.    S.  8  de  Agosto  1869. 

La  Jurisdicción  oidinaria  tiene  Mempre  la  presunción  de  ser  competen- 
te.   S.  16  Septiembre  1863. 

Los  Jueces  y  Tribunales  que  son  omn])etente8  para  conocer  de  un  pleito, 
lo  son  también  para  todas  sus  incidencias  y  para  la  ejecución  de  la  senten- 
cia.   Senté.  28  Mayo  1868^  6  Díe.  186S  y  SO  Mayo  1860. 

La  presentación  en  autcjs  de  un  tercer  coadyuvante,  no  varía  el  sistema 
de  sustandación.    S.  4  Nov.  1869. 

No  puede  tener  valor  ni  efecto  alguno  el  convenio  de  las  partes  en  se- 
guir un  prooedinüento  distinto  al  expresamente  determinado  por  la  ley, 
rennnciiúido  á  éste,  pcm|ue  siendo  las  leyes  procesales  de  carácter  público, 
no  pueden  renunciarse.    S.  SO  Mayo  1896. 


i\  >  Por  decreto  de  12  de  Mayo  de  ISW  le  declara  de  la  ezclosf  va  eompeCeocia  de  kM 
Trlbanales  ordinarios,  el  oonociinieato  de  los  pleitos  sobre  divorcio  y  nnlfdad  d^  matri* 
monlo  religioso  ó  eanónioo,  oonsasrAndose  ssf  la  sepanicidii  de  amlMis  potestades,  do- 
terminada  imofaelo  oon  el  oese  de  la  sobentnfa  espafiola  y  raUfleada  después  por  el  ar> 
tfcaloMdels  Constltoción. 
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Los  Tribunales  de  la  República  carecen  de  jurisdicción»  conforme  á  la 
vigente  Ley  de  extranjería,  para  conocer  de  acciones  personales  derivadas 
de  obligaciones  no  contraidas  ni  exigibles  en  C'uba  por  quienes  no  son  ciu- 
dadanos de  la  República.    S,  28  Sept,  1904. 

SECCIÓN     PRIMERA 


De  los  IMigantea^  Frocuradores  y  Abogados 

Art.!  '2^  ;  Sólo  podrán  comparecer  eu  juicio  los  que  estéu  en 
el  pleno  ejercicio  dé  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  comparecerán  sus  repre- 
tentantes  legítimos,  ó  los  que  deban  suplir  su  incapacidad  ooñ 
arreglo  á  derecho. 

Por  las  corporaciones,  sociedades  y  demás  entidades  jurídicas, 
comparecerán  las  personas  que  legaln^nte  las  representen.  (1) 

JURISPRUDENCIA. 

La  capacidad  jurídica  que  uno  tiene  al  interponer  uña  demanda,  no  la 
pierde  por  venir  al  estado  de  quiebra  sin  que  otra  entidad  jurídica  le  repre- 
sente 6  sustituya.    S,  2  AbrU  18SS. 

La  incapacidad  personal  ijara  comparecer  en  juicio,  es  la  que  nace  de 
la  privación  del  pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  y  no  la  falta  de  ac- 
ción para  pedir.    S,  22  SepU  1863. 

La  falta  de  personalidad  constitutiva  del  auebrantamiento  de  una  de 
las  formas  esenciales  del  inicio,  se  refiere  á  la  absoluta  ó  relativa  incapacidad 
legal  para  litigari  y  no  al  derecho  con  que  se  litigue,  por  ser  este  cuestión  de 
fondo.    SentH.  U  Mayo  1884y  lo.  Abril  1887 y  20  Sept.  y  17  Oct.  1901. 

No  es  falta  de  personalidad  en  un  Procurador  el  no  estar  corriente  en  el 
pago  de  contribución.    S.  4  Oct.  1883, 

No  carece  de  personalidad  la  tutora  á  quién,  al  discernirle  el  cargo,  se 
le  autorizó  para  que  confiriese  poder  al  Procurador  que  eligiese  sin  liníiti»- 
£ión  alguna.    S.  26  Enero  1892, 

Al  que  se  le  ha  reconocido  pei-sonalidad  en  el  pleito,  no  puede  negárse- 
le después  para  pedir  la  ejecución  de  la  sentencia  que  haya  recaído.  S.  16 
Marzo  1893, 

Tiene  personalidad  para  comparecer  en  juicio  ó  trasmitir  al  efecto  sus 
poderes  á  un  Procurador,  el  extranjero  que  los  tiene  del  Gerente  de  una  so* 
ciedad  extranjera,  siempre  que  dichos  poderes  se  ajusten  á  lo  que  las  leye» 
de  su  país  prescrioen  y  estén  legalizados  convenientemente,  aunque  no  pre- 
sente la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad,  para  saber  qué  atribuciones 
corresponden  á  dicho  Gerente,  con  tal  q^e  el  demandado  haya  tratado  coli 
el  representante  en  todo  lo  que  le  haya  sido  favorable.    S.  13  Mayo  1893, 

El  Presidente  de  una  Archicofradía  tiene  personalidad  para  representar 
en  juicio  ft  la  misma,  ó  para  nombrar  Procuradores  que  reclamen  eréditos 
pertenecientes  á  la  institución.    S,  11  Marzo  1895, 


(1)  Respecto  á  la  representación  en  inicie  de  las  persobas  Jurídicas,  véanse  los  ar- 
tículos 37  C.  Civil,  106  de  la  L.  Municipal  y  29  de  la  Ijey  de  organización  y  régimen  pro- 
vincial. La  Iglesia  Católica  es  una  corporación  jurídica  con  personalidad  para  (K>mpa- 
recer  enjuicio  por  medio  de  sus  legítimos  representantes  en  esta  Repdblica.  Circular 
de  la  Secretarla  de  ú  usíicia  de  31  de  Enero  1901, 
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£1  marido  r^iesenta  en  juicio  &  su  muler,  la  cual  sólo  podrá  compare- 
cer por  sí,  cuando  lo  verifique  con  licencia  de  aquél  ó  la  del  Juez,  en  su  de- 
fecto.    S.  7  Nov.  1884. 

Resulta  acreditada  en  forma  legal  la  personalidad  del  tutor  para  litigar 
en  nombre  de  los  menores  á  quienes  representa,  cuando  por  documentos  au- 
ténticos se  demuestra  aquel  carácter  y  también  que  su  nombramiento  resul- 
ta inscripto  en  el  Registro  de  los  de  su  clase.    S.  5  Marzo  1897. 

£s  obligación  del'  demandante  acreditar  la  representación  con  que  com- 
parece en  juicio.  Verifícándolo  como  gerente  de  una  sociedad,  transcurrido 
el  término  fijado  para  su  duración,  no  cabe  estimar  su  personalidad  aun 
cuando  en  la  escritura  social  se  exprese  que  la  liquidación,  disolución  ó  pró- 
rroga, sería  á  juicio  de  los  socios,  si  la  resolución  de  éstos  no  se  ejecutó  con 
la  publicidad  prescrita  en  los  artículos  284,  286  y  331  del  C.  de  Comercio  de 
1829.    S.  11  Marzo  1889, 

Art.  $9  La  comparecencia  en  juicio  será  'por  medio  de  Procu- 
rador legálmente  habilitado  para  funcionar  en  el  Juzgado  ó  Tribunal 
que  conozca  de  los  autos  y  con  poder  declarado  bastante  por  un 
Letrado  (1). 

El  poder  se  acompañará  precisamente  con  el  primer  escrito,  al 
que  no  se  dará  curso  sin  este  requisito,  aunque  contenga  la  protes- 
ta de  presentarlo. 

Complemento. — Orden  núm.  166  de  23  de  Abrü  de  1900. 

I.  A  partir  de  la  fecha  de  la  publicación  de  esta  Orden  {Gace- 
ta de  24.de  Abrü  de  1900),  dejará  de  ser  obligatoria  la  intervención 
de  los  Procuradores  en  los  Juzgados  y  Tribunales  de  esta  Isla.  Las 
partes  podrán  comparecer  por  sí  mismas  6  por  medio  de  represen- 
tante, que  podrá  ser  un  Procurador  ó  el  Abogado  que  las  dirija,  ú 
otra  persona  que  se  halle  en  el  disfrute  de  sus  derechos  civiles  y  se- 
pa leer  y  escribir  correctamente  (2). 

Las  partes  podrán  también  hacer  por  sí  mismas  al  respectivo 
Juzgado  ó  Tribunal,  las  peticiones  que  estimaren  convenientes  a  sus 
derechos,  aun  cuando  tengan  constituida  representación  en  autos, 
la  cual  no  habrá  de  entenderse  revocada  si  así  no  lo  hicieren  cons- 
tar expresamente  en  el  escrito  que  presenten.     Para  que  estos  es- 


(1)  No  siendo  boy  obligatoria  la  intervención  de  los  Procuradores  como  representan- 
tes de  las  partes  en  JulciOf  carecen  de  aplicación  las  palabras  que  subrayamos,  quedando 
sólo  como  precepto  subsistente  de  este  párrafo  el  contenido  en  las  palabras  que  van  en 
letra  redonda,  relativo  á  la  necesidad  de  comparecer  con  poder  bastanteado.  para  el  caso 
desde  lu^o,  de  no  comparecer  por  si  el  Interesado,  con  arreglo  &  la  Orden  166  complemen- 
taria de  este  artículo. 

Sobre  la  naturaleza,  forma,  fundamento  y  efectos  del  bastanteo  de  poder,  véanse  las 
leyes  3a.,  tít.  3o.,  11b.  II  de  la  Nov.  Rec.,  25  y  &,  tít.  5o.  de  la  Partida  3a.  y  20,  tít.  12  de  la 
Partida  5a.,  y  las  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  13  de  Nov.  de  1879  y  16 
Dic.  de  1891. 

(2)  Ck)n  motivo  de  la  interpretación  restrictiva  que  algunos  funcionarios  venían 
dando  á,  la  nota  anexa  al  epígrafe  11  de  la  Tarifa  2a.  de  la  Contribución  Industrial  vigente, 
aplicable  á  los  Agentes  Judiciales,  la  Secretaría  de  Hacienda,  en  Circular  de  28  de  Nov.  de 
1904,  declaró:  que  el  espíritu  de  dicha  nota  no  permite  en  manera  alguna,  que  se  pretenda 
poner  trabas  al  ejercicio  de  las  profesiones  cuyo  desenvolvimiento  propio  entrañe  la  re- 
presentación ajena;  y  mucho  menos,  que  se  quiera  suponer,  con  intransigencia  mani- 
fiesta, que  no  debe  darse  curso  6,  los  asuntos  gestionados  por  persona  distinta  á  los  mis- 
mos interesados,  cuando  aquella  no  Justifique  previamente  el  pago  de  la  contribución 
asignada  á  los  Agentes. 
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critos  surtan  efectos  legales,  será  necesario  que  sean  presentados 
personalmente  por  la  parte  que  los  suscriba  al  Escribano  ó  Secreta- 
rio actuario  6  que  dicha  parte  acuda  a  ratificar  su  firma  en  el  mis- 
mo día  ó  al  siguiente  de  su  presentaciÓD,  y  las  reí4oluciones  que  re- 
caigan en  los  escritos  de  que  se  trata,  serán  notificadas  al  respectivo 
representante,  si  no  le  hubiere  sido  revocado  su  poder. 

II.  En  los  juicios  de  carácter  civil,  deberán  los  mandatarios 
presentar  escritura  de  poder  bastante,  conforme  •  á  lo  dispuesto  en 
el  Artículo  3o.  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  vigente  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

V 

El  poder  conferido  para  un  pleito  determinado,  puede  utilizarse  en  otro 
pleito  derivado  de  aquél.    S.  SO  Dic,  1858. 

La  comparecencia  del  Procumdor  en  juicio  no  estará  justificada  por  la 
certificación  declaratoria  de  hallarse  poder  bastante  unido  á  otros  autos, 
cuando  dicho  documento  no  resulte  autorizado  en  debida  forma  y  por  fun- 
cionario competente.    S.  ^1  Nov.  1892, 

El  hecho  de  haber  sido  bastan teado  el  poder  por  un  letrado  procesado, 
no  afecta  á  la  personalidad  del  mandatario,  por  ser  dieha  circunstancia  in- 
trínseca 6  independiente  del  mandato.    S,  6  Nov,  1900. 

El  recurso  de  inconstitucionalidad,  dada  su  índole  eminentemente  ex- 
traordinaria, requiere,  al  fin  de  su  establecimiento^  que  en  el  poder  otorgado 
á  un  mandatario,  se  comprenda  especial  y  determinadamente  la  facultad  de 
entablarlo.    Auto  16  Agosto  1903. 

La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  de  alguno  de  los  litigantes, 
como  causa  de  casación  por  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del 
juicio,  consiste  en  carecer  tal  Procurador  de  la  representación  con  que  haya 
intervenido,  ora  por  no  existir  mandato  legalmente  otorgado  á  su  &ivor, 
bien  porque  el  otorgado  con  arreglo  á  la  ley  no  le  faculte  para  aquella  repre- 
sentación determinada;  y  por  consiguiente,  sean  cuales  fueren  los  efectos 
que  deba  producir  en  el  orden  procesal  la  omisión  del  basl^nteo  por  Letra- 
do del  poder  con  que  comparezca  el  Procurador  en  juicio,  ya  se  omita  seme- 
jante formalidad  en  el  testimonio  de  la  escritura  otorgada  por  la  parte  ó  el 
testimonio  de  la  posterior  escritura  de  sustitución  otorgada  por  el  apoderado 
á  un  tercero,  que  es  el  que  comparece,  dichos  efectos  no  pueden  alcanzar  á 
producir  la  casación  del  fallo,  procedente  tan  solo,  conforme  queda  visto, 
por  la  ilegalidad  ó  la  insuficiencia  del  poder  y  no  por  un  defecto  extrínseco 
é  independiente  de  éste,  ^ue  no  afecta  á  su  validez  y  extensión  en  modo  al- 
guno, ni  por  lo  tanto,  vicia  de  manera  esencial  la  representación  del  perso- 
nado.   S.  SO  Mayo  1901. 

(El  artículo  4.°  correspondiente  á  este  lugar,  ha  quedado  virtualmente 
sin  aplicación  dado  lo  dispuesto  en  la  precedente  Orden  166.  En  conse- 
cuencia y  conforme  al  método  trazado  en  esta  obra,  lo  descartamos  del  texto 
insertándolo  en  el  Apéndice  V. ) 


(1)  La  referencia  final  de  este  artículo  al  3o.  de  la  Ley,  confirma  lo  que  dejamos  ex- 
puesto en  la  nota  de  éste  sobre  la  subsistencia  de  las  palabras  de  su  primer  pám\fo  que 
yan  en  letra  redonda. 

Los  sellos  llamados  de  "bastan teo"  V  "aceptación*'  de  poderes,  han  sido  suprimidos 
al  cesar  las  relaciones  oficiales  entre  el  Gobierno  y  los  Colegios  de  Abogados.  Orden  núr 
mero  500,  de  10  Dic.  1900. 


^ 

Art.  5o.  La  aceptación  del  poder  se  i)resuine  por  el  hecho  de 
usar  de  él  el  Procurador    (1). 

Aceptado  el  poder  queda  el  Procurador  obligado  (2): 

lo.  A  seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su  cargo 
por  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  art.  9o. 

2o.  A  trasmitir  al  Abogado  elegido  por  su  cliente,  6  por  el 
mismo  cuando  á  esto  se  extienda  el  mandato,  todos  los  documentos, 
antecedentes  é  instrucciones  que  se  le  remitan  6  pueda  adquirir,  ha- 
ciendo cuanto  conduzca  á  la  defensa  de  su  poderdante,  bajo  la  res- 
ponsabilidad que  las  leyes  imponen  al  mandatario  (3). 

Cuando  no  tuviese  instrucciones  6  fueren  insuficientes  las  remi- 
tidas por  el  mandante,  hará  lo  que  requiera  la  naturaleza  6  índole 
del  negocio. 

3o.  A  recoger  de  poder  del  Abogado  que  cese  eñ  la  dirección 
de  un  negocio  las  copias  de  los  escritos  y  documentos  y  demás  ante- 
cedentes que  obren  en  su  poder,  para  entregarlos  al  que  se  encargue 
de  continuarlo. 

4o.  A  tener  al  cliente  y  al  Letrado  siempre  al  corriente  del 
curso  del  negocio  que  se  le  hubiere  confiado,  pasando  al  segundo  co- 
pias de  todas  las  providencias  que  se  le  notifiquen. 

5o.  A  pagar  los  gastos  que  se  causaren  á  su  instancia^  inchisos  los 
honorarios  de  los  Ahogados^  atinque  hayan  sido  elegidos  por  »u  po- 
derdante (4). 

JURISPRUDENCIA. 

Si  bien  los  Procuradores  deben  seguir  los  pleitos  de  la  n&anera  prescrita 
en  la  ley  sobre  organización  del  Poder  judicial,  esta  regla  general  se  sujeta  á 

(1)  Conservamos  en  letra  redonda  la  palabra  Procurador  en  todos  los  casos  que  la 
Ley  la  emplea,  dado  el  reconocimiento  oficial  del  cargo  por  la  Orden  166.  declaratoria  de 
la  libertad  de  representación  y  comparecencia  en  Juicio;  debiendo  entenaerse  hechas  ex- 
tensivas A  las  partes  6  á  sus  representantes  las  referencias  de  la  Ley  al  Procurador,  salvo 
cuando  aquéllas  sean  relativas  á  privilegios  ú  obligaciones  otorgados  ó  impuestos  por 
la  misma  Ley  &  dichos  funcionarios. 

Según  el  párrafo  2o.  del  art.  1710  del  Código  Civil,  la  aceptación  tácita  del  mandato  se 
deduce  de  los  actos  del  mandatario. 

(2)  Las  obligaciones  que  impone  este  artículo  á  los  Procuradores  son  extensivas  á  to- 
do representante  en  Juicio,  según  expresa  declaración  de  la  Orden  166  de  1900.  Sin  embargo, 
entendemos  que  las  responsabilidades  penales  á  que  se  rcflero  la  nota  siguiente,  no  com- 
prenden á  dichos  representantes  por  que,  interpretándose  las  leyes  de  aquel  orden  con  un 
criterio  restrictivo,  no  pueden  aplicarse  á  otros  casos  y  personas  que  los  «comprendidos 
en  su  letra. 

(3)  El  art.  387  del  Código  Penal,  castiga  con  una  multa  de  625  á  6.250  pesetas  al  Aboga- 
do ó  Procurador  que  abusando  maliciosamente  de  su  oficio  ó  procediendo  con  negligen- 
cia ó  ignorancia  inexcusables,  perjudicare  á  su  cliente  ó  descubriere  sus  secretos,  habiendo 
de  ellos  tenido  cohocimiento  en  el  ejercicio  de  su  ministerio;  y  el  368  castiga  con  las  penas 
de  inhabilitación  temporal  especial  y  multa  de  325  á  ^50  pesetas,  al  Abogado  ó  Procura- 
dor que  habiendo  llegado  á  tomar  la  defen&i  de  una  parte,  defendiere  después,  sin  su  con- 
sentimiento, á  la  contraria  en  el  mismo  negocio,  ó  le  aconsejare. 

(4>.  La  Orden  166  de  1900  declaró  no  aplicable  este  inciso  respecto  á  todo  representante 
enjuicio^  considerándose  por  tanto  derogado  á  partir  de  la  fecha  de  aquélla.  Pero,  cre- 
yendo que  dicho  inciso  puede  tener  aplicación  respecto  á  los  gastos  y  honorarios  hechos 
ó  devengados  con  anterioridad  á  la  promulgación  de  dicha  Orden,  es  que  consideramos 
dp  utilidad  no  descatarlo  del  texto  haciendo  una  excepción  á  nuestro  propósito  de  elimi- 
nar de  la  Ley  los  artículos,  ó  párrafos  Anales  de  estos,  que  expresa  ó  tácitamente  resul- 
ten derogados. 

Completan  la  materia  de  obligaciones  v  responsabilidades  de  los  Procuradores,  los 
arts.  487,  488,  489,  490,  491  y  492  de  la  Compilación  orgánica,  debiendo  tenerse  presente  que 

Sor  disposición  de  la  Secretaría  de  Justicia  de  fecha  29  de  Enero  de  1901,  los  Procuradores 
e  los  Juzgados  de  la.  Instancia  é  Instrucción  de  la  Habana,  están  obligados  á  permane- 
cer tres  horas,  por  lo  menos,  cada  día,  en  el  local  destinado  al  efecto  en  el  ediClcio  que 
ocupan  los  Juzgados. 


24 


instrucciones  y  hechos  que  necesitan  prueba  para  determinar  la  responsabi- 
lidad de  los  funcionarios  de  esta  clase,  apreciación  á  que  hay  que  atenerse, 
Ínterin  contra  ella  no  se  exponga  infracción  alguna.    S,  9  Abril  1877, 


Tienen  el  carácter  de  gastos  judiciales  todos  aquellos  de  que  se  ocupa  el 
Arancel,  y  son  siempre  de  un  óraen  preferente,  no  debiendo  confundirse  con 
los  créditos  de  los  particulares.    SenU,  10  Mayo  1882  y  SI  Marzo  1886, 

Art.  6o.  Mientras  continúe  el  Procurador  (1)  en  su  cargo  oirá 
y  firmará  los  emplazamientos,  citaciones,  requerimientos  y  notifi- 
caciones de  todas  clases,  inclusas  las  de  sentencias,  que  deban  ha- 
cerse á  su  parte  durante  el  curso  del  pleito  y  hasta  que  quede  eje- 
cutada la  sentencia,  teniendo  estas  aotaaciones  la  misma  fuerza  que 
si  interviniere  en  ellas  directamente  el  poderdante,  sin  que  le  sea 
lícito  pedir  que  se  entiendan  con  éste. 

Se  exceptúan: 

lo.  Los  emplazamientos,  citaciones  y  requerimientos  que  la 
ley  disponga  se  practiquen  á  los  mismos  interesados  en  persona. 

2o.  Las  citaciones  que  tengan  por  objeto  la  comparecencia 
obligatoria  del  citado. 

COMPI.EMENTO. — Orden  166  de  28  de  Abnl  1900, 

V.  A  los  efectos  del  artículo  que  antecede,  las  partes  ó  sus  re- 
presentantes se  hallan  obligados  á  acudir  al  local  del  Juzgado  6 
Tribunal  todos  los  días  hábiles  para  notificarse  de  las  resoluciones 
que  se  dioten  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

El  emplazamiento  y  citación  de  las  partes  son  las  formas  más  esenciales 
de  los  juicios.  Su  defecto  vicia  el  procedimiento  y  da  lugar  al  recurso  de 
casación.    S,  16  Marzo  1864, 

Cuando  se  emplaza  á  la  vez  para  comparecencia  ante  la  superioridad  al 
Procurador  y  á  su  poderdante,  sólo  está  autorizado  por  la  ley  el  emplaza- 
miento del  primero.    S,  S  Marzo  1885, 

No  procede  el  recurso  de  casación  fundado  en  no  haberse  observado  ex- 
trictamente  en  el  requerimiento  al  pago  y  citación  de  remate  las  prevencio- 
nes de  la  ley  procesal,  cuando  el  recurrente  se  ha  personado  en  el  Juicio 
ejecutivo  y  formulado  su  oposición  ejercitando  todos  los  derechos  que  puede 
utilizar,  circunstancias  que  convalidan  indudablemente  los  defectos  de  for- 
ma ale^Eidos  como  motivos  del  recurso.    S,  21  Oct,  189S, 

No  se  comete  la  falta  de  citación  prevista  en  los  números  lo.  y  2o.  de 
este  artículo,  cuando,  citado  personalmente  el  demandado  para  la  compare- 
cencia al  acto  verbal  de  un  juicio  de  desahucio,  se  persona  por  medio  de 
Procurador  y  habiendo  reclamado  éste  contra  la  competencia  del  Juzgado. 


(1)  o  representante.      Véase  la  nota  del  artículo  anterior. 

(2)  Véanse  los  artículos  260,  281, 282,  263  y  264  de  esta  Ley,  que  regulan  la  forma  de 
practicar  las  notiflcaciones  á  los  Procuradores  y  mandatarios. 
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al  resolverse  esta  cuestión  previa  y  hacerse  el  nuevo  sefialamiento  para  el 
acto  verbal,  se  entendió  la  citación  con  dicho  Procuradoí,  por  no  encontrar- 
se en  el  lugar  del  juicio  el  demandado.  S.  4  ^Febrero  1901. 


(Derogado  virtualmenteel  artículo  7o.  correspondiente  Á  este  lugar,  por 
la  Orden  166  de  1900,  lo  descartamos  del  texto  é  insertamos  en  el  Apén- 
dice V). 

Art.  8?  Cuando  un  Procurador  tenga  que  exigir  de  su  po- 
derdante moroso  las  cantidades  que  éste  le  adeude  por  sus  derechos 
y  por  los  gastos  que  le  hubiere  suplido  para  el  pleito,  presentará 
ante  el  Juzgado  ó  Tribunal  en  qué  radicare  el  negocio  cuenta  deta- 
llada y  justificada;  y  jurando  que  le  son  debidas  y  no  satisfechas 
las  cantidades  que  de  ella  resulten  y  reclame,  mandará  la  Sala  ó  el 
Juez  que  se  requiera  al  poderdante  para  que  las  pague,  con  las  cos- 
tas, dentro  de  un  plazo  que  no  excederá  de  10  días,  bajo  apercibi- 
miento de  apremio  (1). 

Igual  derecho  que  los  Procuradores  tendrán  sus  herederos  res- 
pecto á  los  créditos  de  esta  naturaleza  que  aquéllos  les  dejaren  (2). 

Verificado  el  pago  podrá  el  deudor  reclamar  cualquier  agravio, 
y  si  resultare  haberse  excedido  el  Procurador  en  su  cuenta,  devol- 
verá el  duplo  del  exceso,  con  las  costas  que  se  causen  hasta  el  com- 
pleto resarcimiento. 

Complemento. — Orden  166  de  23  de  Abril  1900. 

III.  Para  el  cobro  de  su  trabajo  y  reintegro  de  los  gastos  que 
hubiesen  hecho,  se  hace  extensiva  á  todo  representante  de  las  par- 
tes el  uso  de  la  vía  privilegiada  que  concede  á  los  Procuradores  el 
Artículo  8?  de  la  citada  Ley  y  el  242  de  la  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal. 

JUIMSPBUDENCIA. 

La  incidencia  promovida  por  un  Procurador  para  cobrar  por  medio  del 
apremio  los  honorarios  devengados  y  gastos  suplidos,  es  por  su  naturaleza 
materia  reglamentaria  ó  gubernativa  y  no  puede  ser  en  concepto  alguno 
susceptible  de  casación.    S.  10  Febrero  187^. 

Por  exigirlo  así  la  naturaleza  del  contrato,  la  obligación  de  pagar  los 
derechos  y  suplementos  de  un  Procurador,  debe  cumphrse  en  el  punto  don- 
de este  prestó  sus  servicios.    S,  4  Abril  1889. 

El  procedimiento  sumario  á  que  este  artículo  se  refiere,  es  aplicable  tan 
sólo  al  caso  de  que  el  Procurador  de  un  litigante  moroso  sea  acreedor  de  és- 
te, por  sus  derechos  personales  y  por  los  gastos  que  le  hubiese  suplido  para 
el  pleito,  cuyo  crédito  se  presume,  cuando  por  ser  rico  el  litigante,  estuviese 
obligado  al  pago  de  las  costas  y  gastos  causados  en  su  defensa,  y  como  ese 


(1)  Las  deudas  de  los  pueblos  que  no  estuvieren  aseguradas  con  prenda  6  hipoteca, 
no  serán  exigidas  á  los  Ayuntamientos  por  los  procedimientos  de  apremio.  Art.  11*5  Ley 
Municipal  yS.t  Oet.  W7. 

(2)  Esta  disposición  no  es  extensiva  á  los  herederos   de  los  demá«'  representantes. 

Sues  el  art.  III  de  la  Orden  166,  complementarla  del  presente,  solo  ha  hecho  extensiva  a 
ichos  representantes  no  Frocurcuioreaf  el  uso  de  la  vía  privilegiada  que  regula  el  párrafo 
anterior. 
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título  y  causa  de  pedir  no  existe  cuando  el  litigante  es  pobre,  porque  su  de- 
recho á  que  se  le  administre  justicia  gratuitamente  excluye  la  suposición  de 
que  sea  deudor  por  los  conceptos  expresados,  es  evidente  que  al  no  estimar- 
lo así  la  Sala  sentenciadora,  infringe  el  mencionado  art.  8o.  juntamente  con 
el  número  lo.  del  14  de  la  propia  ley  en  cuanto  otorga  una  acción  privilegia- 
da cuando  se  procede  contra  un  litigante  iK)bre  á  instancia  de  un  Procura- 
dor para  realizar  los  derechos,  honorarios  y  gastos  que  él  mismo  y  su  Abo- 
gado habían  devengado,  defendiéndole  como  rico.    S,  29  Dic.  1892. 

Los  expedientes  de  cuentas  juradas  áíjue  este  artículo  se  refiere^  son 
de  naturaleza  especialísima  v  sumaria,  no  impidiendo  que,  después  de  ter- 
minados, se  suscite  juicio  sobre  el  mismo  objeto,  por  lo  que  no  son  suscepti- 
bles de  casación.    Autos  12  Dic,  1899  y  24  Enero  1902, 

No  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  las  resoluciones  que  recai- 
gan en  el  procedimiento  sumario  establecido  en  este  artículo,  sea  cualquiera 
la  cuantía  de  los  honorarios  ó  derechos  que  en  el  mismo  se  reclamen.  Auto 
17  Enero  190S, 

Art,  99    Cesará  el  Procurador  en  su  representación  (1). 

lo.  Por  la  revocación  expresa  ó  tácita  del  poder  luego  que 
conste  en  los  autos.  Se  entenderá  revocado  tácitamente  por  el 
nombramiento  posterior  de  otro  Procurador  que  se  haya  personado 
en  el  mismo  negocio. 

2o.  Por  el  desistimiento  voluntario  del  Procurador  ó  por  ce- 
sar en  su  oficio,  estando  obligado  á  poner  con  anticipación  uno  y 
otro  caso  en  conocimiento  de  sus  poderdantes  judicialmente  ó  por 
medio  de  acta  notarial. 

Mientras  no  se  acredite  el  desistimiento  en  los  autos  por  uno 
de  estos  dos  medios,  y  se  le  tenga  por  desistido,  no  podrá  el  Procu- 
rador abandonar  la  representación  que  tuviere. 

3o.  Por  separarse  el  poderdante  de  la  acción  ó  de  la  oposición 
que  hubiere  formulado. 

4o.  Por  haber  trasladado  el  mandante  á  otro  sus  derechos  so- 
bre la  cosa  litigiosa  luego  que  la  trasmisión  haya  sido  reconocida 
por  providencia  ó  auto  firme,  con  audiencia  de  la  parte  conl  raria. 

5o.  Por  haber  terminado  la  personalidad  con  que  litigaba  su 
poderdante. 

6o.  Por  haber  concluido  el  pleito  ó  acto  para  que  se  dio  el 
poder,  si  fuese  para  él  determinadamente. 

7o.     Por  muerte  del  poderdante  ó  del  Procurador. 

Eq  el  primero  de  estos  dos  casos  estará  obligado  el  Procura-  j 
dor  á  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  Juez  ó  Tribunal,  tan 
pronto  como  llegue  á  su  noticia,  para  que  se  tenga  por  terminada 
su  representación,  acreditando  en  forma  el  fallecimiento;  y  si  no 
presentare  nuevo  poder  de  los  herederos  ó  causa  habientes  del  fina- 
do, acordará  el  Juez  ó  Tribunal  que  se  les  cite  para  que  dentro  del 
plazo  que  les  fijará  se  personen  en  los  autos,  bajo  apercibimiento  de 
lo  que  haya  lugar  (2). 

(1)  Las  disposiciones  de  este  artículo  son  aplicables  á  todos  los  representantes  en 
juicio.    Ch'den  166  de  2S  Abril  1900. 

(2)  Este  apercibimiento  se  refiere  al  desistimiento  de  la  demanda,  deserción  del  re- 
curso 6  notificación  en  los  estrados  al  demandado,  apelado  ó  recurrido.  Las  providen- 
cias en  que  tales  declaraciones  se  hagan,  deberán  dictarse  después  de  acusada  la  rebeldía. 


J 


27 


Cuando  fallezca  el  Procurador,  se  hará  saber  á  su   poderdante 
con  el  objeto  expresado. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  dos  peraonas  litigan  unidas  bajo  una  sola  dirección  y  sostenien- 
do el  misino  derecho,  si  una  de  elliis  revoca  el  poder  al  Procurador,  no  inte- 
rrumpe la  marcha  del  pleito.    S.  SO  Oct  1882. 

Lios  emplazamientos,  notificaciones  y  citaciones,  son  válidas  Ínterin  no 
conste  judicialmente  que  el  desistimiento  se  hizo  saber  al  poderdante,  y  tam- 
bién lo  son  las  que  posteriormente  se  entienden  con  la  parte  6  con  los  estni- 
dos  en  su  rebeldtía.    S,  27  Dio,  1859, 

Cuando  la  personalidad  del  litigante  haya  sido  otorgada  por  la  ley  al 
cargo  y  no  al  individuo,  no  cesará  la  representación  del  Procurador  porque 
haya  variado  la  persona  que  desempeñaba  aquél  y  en  uso  de  cuyas  funcio- 
nes otorgó  el  poder.  Sentn,  6  Abril  1887  y  11  Abril  1860, 

Aun  cuando  el  Procurador  puso  en  conocimiento  de  sus  poderdantes, 
por  medio  de  actas  notariales  su  desistimiento  voluntario  y  pidió  á  la  Au- 
diencia en  el  mismo  día  señalado  para  la  vista  del  pleito  que  se  le  tuviera 
por  desistido  de  la  representación  que  ostentaba,  habiendo  el  Tribunal  re- 
suelto que  continuara  en  su  encargo  dumntc  la  celebración  de  la  vista,  no 
pudo  este  funcionario  abandonar  su  representación  en  dicho  acto,  el  cual, 
por  consiguiente,  se  celebró  sin  la  supuesta  falta  de  su  personalidad  en  que 
se  funda  el  quebrantamiento  de  forma  alegado.    aS*.  ó  Marzo  1886. 

Art.  10.  Los  litigantes  serán  dirigidos  por  Letrados  habili- 
tados legalmente  para  ejercer  su  profesión  en  el  Juzgado  ó  Tribu- 
nal que  conozca  de  los  autos  (1).  l^o  podrá  proveerse  á  ninguna 
solicitud  que  no  lleve  firma  de  Letrado  (2). 

Bxceptúanse  solamente: 

lo.     Los  actos  de  conciliación. 

2o.  Los  juicios  de  que  conocen  en  primera  instancia  los  Jue- 
ces municipales. 

3o.     Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

En  este  último  caso  será  potestativo  valerse  ó  no  de  .Letrados. 

4o.  Los  escritos  que  tengan  por  objeto  personarse  en  el  juicio, 
acusar  rebeldías,  pedir  apremios,  prórroga  de  términos,  publica- 
ción de  probauzas,  señalamiento  de  vistas,  su  suspensión,  nombra- 
miento de  peritos  y  cualesquiera  otras  diligencias  de  mera  trami- 
tación (3). 

Cuando  la  suspensión  de  vistas,  prórroga  de  término  ó  diligen- 


(1)  "Los  abogados  que  quieran  actuar  ante  los  Juzgados  y  Tribunales,  deberán  pre- 
sentar ó  remitir  sus  títulos  profesionales  al  Tribunal  Supremo,  para  que  se  tomo  razón 
de  dichos  títulos  y  se  comunique  ñor  el  expresado  Tribunal  á  t<jdas  las  Audiencias  de  la 
Isla  y  se  publique  en  la  Gaceta  OfioiaIí  de  IíA  Habana  (hoy  de  la  República)  dicha 
loma  de  razón,  &  fin  de  que  en  todos  los  Juzgados  y  Tribunales  de  la  Isla  se  admita  &  los 
abogados  que  hayan  llenado  ese  requisito,  al  ejercicio  de  su  profesión."  Níim.  V.  Orden 
500  de  10  de  Dic.  1900. — Completan  esta  materia  las  disposiciones  del  título  XVII  de  la  Com- 
pilación orgánica  de  5  de  Knero  de  1891,  en  cuanto  no  resulten  derogadas  por  la  Oí*dcn 
citada.        ^ 

(2)  Los  Abogados  deben  autorizar  sus  escritos  con  ñrma  entera. 

(3)  Constituyen  también  casos  de  excepción  A  la  regla  general  establecida  en  este 
artículo,  los  recursos  de  amparo  y  las  vistas  de  apelaciones  de  sentencias  dictadas  en 
pleitos  de  menor  cuantía,  en  cuyas  actuaciones  pueden  las  partes  por  si  mismas  promo- 
ver lo  conducente  sin  necesidad  de  asistencia  de  Letrado.— V.  Complemento  de  la  Sección 
2a.,  tít.  XX,  lib.  II  y  art.  709  de  esta  Ley. 
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cia  que  se  pretenda  se  funde  en  cansas  que  se  refieran   especialmen- 
te al  Letrado,  también  deberá  éste  firmar  el  escrito,  si  fuere  posible. 

JURISPRUDENCIA. 

La  prohibición  de  proveer  sobre  las  solicitudes  que  no  lleven  firma  de 
Letrado,  no  deroga  ni  contraría  la  doctrina  legal  de  que,  interpuesta  apela- 
ción sin  este  requisito  y  constando  debidamente,  se  interrumpe  el  lapso  del 
término  señalado  para  interponerla.      Sents.  17  Dic.  1869  y  14  SejJ.  1861, 

La  inobservancia  de  las  disposiciones  de  este  artículo,  no  da  lugar  al 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma.    ^S'.  29  Feb,  1860,. 

La  circunstancia  de  encontrarse  procesado  el  Letrado  de  una  de  las  par- 
tes, no  produce,  ipsofacto,  la  nulidad  de  los  trámites  en  que  intervenga, 
pudienao  las  partes  utilizar  contra  esa  intervención  los  recursos  ordinarios 
que  la  ley  procesal  concede.    S.  6  Nov,  1900, 

Art.  11.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  4o.  y  10, 
tanto  los  Procuradores  como  los  Abogados  podrán  asistir  con  el  ca- 
rácter de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  concilia- 
ción, ó  con  el  de  auxiliares  de  los  interesados  á  los  juicios  verbales, 
cuando  las  partes  quieran  valerse  espontáneamente  de  ellos. 

En  estos  casos,  si  hubiere  condenación  de  costas  á.  favor  del  que 
se  haya  valido  de  í?rocurador  ó  de  Letrado,  no  se  comprenderán  en 
ellas  los  derechos  de  aquél,  ni  los  honorarios  de  éste  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

En  los  casos  en  que  es  potestativo  valerse  de  Abogado,  la  parte  que  ob- 
tenga &  su  favor  condena  de  costas,  no  podrá  exigir  de  la  contraria  los  ho- 
norarios de  aquél,  que  serán  de  cargo  de  quien  lo  utiliza.    S.  17  Jun.  189S, 

Art.  12.  Los  Abogados  podrán  reclamar  del  Procurador^  y 
»i  éste  no  iniermniera  (2),  de  la  parte  á  quien  defiendan,  el  pago  de 
los  honorarios  que  hubieren  devengado  en  el  pleito,  presentando 
minuta  detallada,  y  jurando  que  no  le  han  sido  satisfechos. 

Deducida  en  tiempo  (3)  esta  pretensión,  el  Juez  ó  Tribunal  ac- 
cedei'á  á  ella  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  8o. ;  pero  si  el  apre- 
miado impugnare  los  honorarios  por  excesivos,  se  procederá  pre- 
viamente á  su  regulación,  conforme  á  lo  que  se  dispone  en  los  ar- 
tículos 426  y  siguientes  (4). 

JURISPRUDENCIA. 

Tienen  el  concepto  de  servicios  personales  los  honorarios  de  un  Abogado 
debiendo  en  consecuencia  ser  retribuidos  en  el  lugar  que  se  prestan    S  IS 
Sept,  1882, 

No  es  incidente  de  un  juicio  de  testamentaría  terminado,  la  reclamación 
de  honorarios  devengados  por  un  Abogado  en  los  autos  de  aquél,  puesto  que 
no  afecta  á  los  intereses  del  mismo  y  sí  particularmente  á  los  de  aquellos  en- 
tre quienes  se  ha  distribuido  la  herencia.    S,  8  Abril  1866, 

(1)  Lo  preceptuado  en  este  pármfo  es  actualmente  aplicable  á  toda  clase  de  Juicios' 
respecto  á  los  derechos  del  Procurador.  Véase  tít  XI  de  esta  Ley. 

(2)  Derogado  el  inciso  5o.  del  art  3o.  de  esta  Ley,  carecen  de  acci6n  los  Abosados  nai» 
reclamar  del  Procurador  6  representante  los  honorarios  devengados  en  el  pleito 

(3)  La  acción  para  exigir  el  pago  de  los  honorarios,  derechos,  gastos  y  desembolsos 
devengados  por  los  Abogados,  agentes  y  curiales,  prescribe  ó  los  tres  afios.  ArL  1967  C  CivíL 

(4)  La  graduación  de  los  honorarios  impugnados  al  Letrado,  corresponde  hov  al 
Jues  ó  Tribunal  que  conozca  del  juicio  en  que  se  baga  la  impugnación.  Véanse  los  ar- 
tículos citadas  en  el  texto. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

De  la  defensa  por  pobre 

Art.  13.  La  justicia  se  administrará  gratnitaiueute  á  los  po- 
bres que  por  los  Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados  con  dere- 
cho á  este  beneficio  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

£s  nulo  é  ineficaz  para  dispensar  al  Estado  de  la  obligación  que  este  ar- 
tículo le  impone,  el  pacto  en  que  uno  se  obliga  á  no  litigar  contra  otro  en 
concepto  de  pobre.    *S'.  9  Abril  1870. 

El  beneficio  de  pobreza  es  personalísimo  y  no  se  extiende  á  las  socieda- 
des mercantiles  ó  industriales.    S,  22  Dic.  1860, 

Art.  14.  Los  que  sean  declarados  pobres  disfrutarán  los  be- 
neficios siguientes: 

lo.     El  de  usar  para  su  defensa  papel  del  sello  de  pobres. 

2o.  El  que  se  les  nombre  Abogado  y  Procurador  (2),  sin 
obligación  de  pagarles  honorarios  ni  derechos. 

3o.  La  exención  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los  au- 
xiliares y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzgados  (3). 

4.0.  El  de  dar  catíción  juratoria  de  pagar  si  vinieren  á  nxejor  for- 
tuna^  en  vez  de  hacer  los  depósitos  necesarios  para  la  interposición  de 
cualesquiera  recursos  (4). 

5o.  El  de  que  se  cursen  y  cumplimenten  de  oficio,  si  así  lo  so- 
licitaren, los  exhortos  y  demás  despachos  que  se  expidan  á  su  ins- 
taucia. 

Art.  15.    Sólo  podrán  ser  declarados  pobres: 

lo.     Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 

2o.  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente  ó  de  un  suel- 
do, cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda  del  doble  jor- 
nal de  un  bracero  en  la  localidad  donde  tenga  su  residencia  habi- 
tual el  que  solicitare  la  defensa  por  pobre. 

3o.  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cría  de 
ganados,  cuyos  productos  estén  graduados  en  una  suma  que  no  ex- 

(1)  El  artículo  84  de  la  Constitución  declara  gratuita  la  administración  de  justicia  en 
territorio  de  la  República,  sin  establecer  distinciones. 

En  consecuencia,  la  disposición  anotada  deberá  entenderse  circunscrita  hoy  ft  la  de- 
fen^a^  es  decir,  al  l)eneficio  de  obtener  el  nombramiento  de  defensor  quien  sea  declarado 
con  derecho  A  ello  por  ru  condición  de  pobre  legal. 

Las  instituciones  de  Beneficencia,  bien  sean  actores,  bien  demandadas,  litigarán  como 
pobres,  así  en  los  negocios  contencioso-administrativos,  como  en  los  ordinarios.  Art,  ett. 
del  R.  D.  de  S7  Abril  1876. 

(2)  Hoy  no  es  obligación  de  los  Procuradores  la  representación  gratuita  del  declara- 
do pobre,  por  haberlob  liberado  de  ella  el  artículo  XVI  de  la  Orden  166  de  1900  al  disponer 
que,  desde  su  fecha  "dejarán  de  hacerse  nombramientos  de  Procuradores  de  oficio." 

El  tumo  para  la  designa<:*ión  de  Abogado  de  pobres,  se  lleva  en  toda  la  República  por 
los  Secretarios  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  bajo  la  inspección  del  Juez.  Orden 
nám.  500  de  1900. 

(8)  Eat^  beneficio  sólo  tiene  actualmente  aplicación  en  los  Juzgados  y  Fiscalías  mu- 
nicipales, cuyos  funcionarios  continúan  percibiendo  derechos  arancelarios  no  obstante  el 
precepto  del  art.  84  de  la  Constitución. 

(4)  No  exigiéndose  lioy  depósito  alguno  para  la  int«ír|x>siclón  délos  recursos  de  car 
sación  y  revisión,  únicos  caaos  á  que  anteriormente  se  limitai)a  la  caución  juratoria  á 
que  se  refiere  este  número,  entendemos  que  dicho  beneficio  ha  dejado  de  serlo  y,  según  el 
método  trazado,  subrayamos  el  texto. 
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eedá  de  la  equivalente   al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  su 
residencia  habitual. 

4o.  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  ó  de  los 
productos  de  cualquier  comercio  por  los  cuales  paguen  de  contribu- 
ción una  suma  inferior  á  la  fijada  en  la  siguiente  escala    (1): 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  150  pesetas. 

En  las  capitales  de  las  demás  provincias  de  la  isla  de  Cuba, 
100  pesetas. 

En  la  capital  de  la  isla  de  Puerto  BicOj  100  pesetas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de  las  islas  de  Cuba  (2^  y 
Puerto  EicOj  50  pesetas. 

En  los  demás  pueblos  de  ambas  islas,  25  pesetas. 

5o.  Los  que  tengan  embargados  todos  sus  bienes  ó  los  hayan 
cedido  judicialmente  á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan  industria,  oficio 
ó  profesión,  ni  se  hallen  en  el  caso  del  art.  17. 

En  estos  casos,  si  quedaren  bienes  después  de  pagar  á  los  acree- 
dores, se  aplicarán  al  pago  de  las  costas  causadas  á  instancia  del 
deudor  defendido  como  pobre. 

J  ÜRISPRUDENCIA. 

La  ley  no  distingue  entre  personas  naturales  y  jurídicas  para  los  efec- 
tos á  que  se  refiere.     S.  28  Abril  1882, 

Todo  litigante  se  considera  rico  mientras  no  pruebe  lo  contrario.  S,  12 
Nov.  1883,^ 

Para  la  computación  de  sueldos,  á  los  efectos  del  nüm.  2o.  de  este  ar- 
tículo, deberá  rebajarse  el  descuento  legal  que  sufren  los  que  los  disfrutan. 
S.  12  Oct.  1887. 

Los  hijos  nacidos  del  primer  matrimonio  de  una  mujer  cuyo  segundo 
marido  es  rico,  pueden  tener  derecho  al  beneficio  de  pobreza.  S,  18  Abril 
1893. 

No  está  comprendido  en  el  concepto  de  salario  6  jornal,  lo  que  un  escri- 
tor gana  colaborando  en  un  periódico.     S.  16  Feb.  1897. 

Art.  16.  Cuando  alguno  reuniese  dos  ó  más  modos  de  vivir 
de  los  designados  en  el  artículo  anterior,  se  computarán  los  rendi- 
mientos de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgársele  la  defensa  por  pobre, 
si  reunidos  excedieren  de  los  tipos  señalados  en  el  artículo  prece- 
dente. 

Art.  17.  No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  compren- 
didos en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  art.  15,  cuando,  á 
juicio  del  Juez  (3),  se  infiera  del  número  de  criados  que  tengan  ásu 
servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualesquiera 
signos  exteriores,  que  tienen  medios  superiores  al  jornal  doble  de  iiu 
bracero  en  cada  localidad. 


(1)  Los  recargos  no  están  comprendidos  en  la  cuota  contributiva. 

Las  contribuciones  se  pagan  en  moneda  de  los  Estados  Unidos  y  su  conversión  íl  la 
especie  exigida  en  est«  artículo  deberá  hacerse  al  tipo  oficial.      ^    ,    ^ 

(2)  La  Isla  de  Pinos,  una  de  las  que  componen  el  territorio  de  la  República,  constitu- 
ve  hoy  cabeza  de  partido  judicial.  ^  ^  r^  .^_ 

(3)  La  palabra  Jwe2  se  refiere  indistinUimente  á.  Jueces  ó  Tribunales,     ¿f.  íBS  Sept.  188 : 
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JUBISPBU  DENOI A . 

El  artículo  15  de  esta  ley  debe  entenderle  sul)ordinado  al  presente  ar- 
tículo, no  infringiéndose  aquél  cuando  el  Tribunal  «entenciador  haciendo 
uso  de  las  facultades  discrecionales  que  éste  le  otorga,  foi:nia  su  juicio  y  con- 
cede 6  niega  el. beneficio  de  pobreza.  Senf^,  9  Oct,  1869^  11  Marzo  1884^  14 
iNoi'.  1885  y  21  Marzo  1900, 

Art.  18.  Tampoco  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  al  liti- 
gante que  disfrute  una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte  ó  al  pro- 
ducto de  los  bienes  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  corresponda, 
líoustituyan  acumuladas  una  suma  equivalente  al  jornal  de  tres  bra- 
ceros en  el  lugar  donde  tenga  la  familia  su  residencia  habitual.  (1) 

JURISPEUDENCTTA. 

Aunque  el  benefició  de  pobreza  legal  es  personalísimo,  este  principio  no 
excluye  m  necesidad  de  tener  en  cuenta  las  circunstancias  que  concurren  en 
casos  especiales,  como  cuando  se  trata  de  personas  cuyos  derechos  son  inse- 
parables de  los  otros,  como  por  ejemplo:  las  nmjeres  casadas.  S,  16  Ftb, 
1876. 

En  las  contiendas  judiciales  entre  cónyuges,  desaparece  la  unidad  de 
persona  y  de  Utigante.  no  pudiendo  acumularse,  en  consecuencia,  los  ingre- 
sos de  ambos  ni  apreciarse  en  común  los  signos  exteriores,  pfira  obtener  en 
conjunto  una  suma  6  demostración  de  riqueza  que  no  exiííte  por  separado. 

No  se  considera  pobre  la  consorte  de  marido  rico  que  entabla  el  divor- 
cio, mientras  no  se  declare  éste,  pudiendo  entretanto  reclamar  litis  expen- 
Han.     Senté.  9  AbrU  1878  y  14  Nov.^  1875, 

!E]ste  artículo  no  se  refiere  ajomales,  salarlos  ó  sueldos,  sino  exclusiva- 
mente á  las  rentas  de  bienes.    &  16  Marzo  1894. 

Art,  19.  Cuando  litigaren  unidos  varios  que  individualmente 
tengan  derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  autorizará  para 
litigar  como  tales,  aun  cuando  los  productos  unidos  de  los  modos  de 
vivir  de  todos  excedan  de  los  tipos  que  quedan  señalados. 

Art.  20.  El  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  sólo  se  conce- 
derá para  litigar  derechos  propios. 

El  cesionario  que  lo  tenga  no  podrá  utilizarlo  para  litigar  los 
derechos  del  cedente,  ó  los  que  haya  adquirido  de  un  tercero  á 
quién  no  corresponda  dicho  beneficio,  ftiera  del  caso  en  que  la  ad- 
quisición haya  sido  por  título  de  herencia. 

JURISPRUDENCIA. 

Debe  ser  desestimada  desde  luego  como  cuestión  de  derec'ho,  la  preten- 
sión de  pobreza  deducida  por  el  cesionario,  evitándose  con  ello  diligencia» 
evidentemente  inútiles.    K  SO  Sept.  1884, 

El  cesionario  de  un  crédito  no  debe  confundirse  con  el  comprador.  S,  Si5 
AbrU  1867. 

Art.  21.  La  declaración  de  pobreza  se  solicitará  siempre  en 
el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  ó  sea  competente  para  conocer 


ál)    lioe  bienes  de  los  hijos  cuyo  usufructo  corresponde  al  padre,  6  en  su  («so,  &  la 
re. 


madre,  son  los  que  especifican  los  artículos  160,  ICl  y  8í»4  C.  CítII. 
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del  pleito  ó  negoeio  en  qne  se  trate  de  ntilizar  dicho  beneficio,  y 
será  considerada  como  on  incidente  del  asunto  principal. 

JUBISPBUDENCIA. 

Para  excusar  competencias  inútiles,  es  indispensable  expresar  en  el  es- 
crito en  que  se  solicite  la  declaratoria  de  pobreza,  la  acción  que  intenta  de- 
ducir el  solicitante  ante  el  Juez  que  comparece,  sin  q^e  baste  á  dicho  ñn  la 
manifestación  vaga  de  tener  que  ejercitar  ciertas  acciones  ó  las  que  puedan 
convenirle.    Sents,  3  Oct.  y  11  Sept.  1866. 

No  se  da  recunso  de  casación  contra  las  sentencias  M>bre  pobreza  recla- 
mada para  deducir  demanda  en  juicio  de  menor  cuantía.  Auto  31  Marzo 
1890. 

Art.  22.  Cnando  el  que  solicite  ser  defendido  como  pobi\^ 
tenga  por  objeto  entablar  una  demanda,  se  esperará,  para  dar  curso 
á  ésta,  á  que  sobre  el  incidente  de  pobi'eza  haya  recaido  ejecutoria. 

!N^o  obstante,  los  Jueces  accederán  á  que  se  practiquen,  sin 
exacción  de  derechos,  aqueUas  actuaciones  de  cuyo  aplazamiento 
puedan  seguirse  perjuicios  irreparables  al  actor,  suspendiéndose  in- 
mediatamente después  el  curso  del  pleito.  (1) 

Art.  28.  Cuando  se  solicite  la  defensa  por  pobre,  tanto  por 
el  actor  como  por  el  demandado,  después  de  contestada  6  al  contes- 
tar la  demanda,  se  sustanciará  en  pieza  separada,  la  cual  «ib  forma- 
rá á  costa  del  que  pida  la  i)obreza. 

Sólo  podrá  suspenderse  en  este  caso  el  curso  del  pleito  princi- 
pal por  conformidad  de  ambas  partes. 

Art.  24.  Cuando  el  actor  no  haya  solicitado  la  defensa  por 
pobre  antes  de  presentar  su  demanda,  si  la  pide  después,  no  podrjí 
otorgársele  si  no  justifica  cumplidamente  que  ha  venido  al  estado  de 
I)obreza  después  de  haber  entablado  el  pleito.  (2) 

Art.  36.  El  litigante  que  no  haya  sido  defendido  por  pobre 
en  la  primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  beneficio  en  la 
segunda,  deberá  justificar  que  con  posterioridad  á  aquélla,  6  en  el 
curso  de  la  misma,  ha  venido  al  estado  de  i)obreza.  No  justificán- 
dolo cumplidamente,  no  se  le  otorgará  la  defensa  por  pobre. 

JUBISPKUDENCIA. 

Es  improcedente  el  recurso  extraordinario  de  casación  contra  los  autos 
de  las  Audiencias  denegando  el  beneficio  de  pobreza  solicitado  en  segunda 
instancia,  cuando  no  se  utiliza  previamente  el  ordinario  de  súplica.  Setün. 
SO  Dic.  1878^  6  Mayo  1867  y  otras. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable  solamente  al  que  no  habiéndo- 
se defendido  como  pobre  en  la  primera  instanoia'lo  solicite  en  la  s^^unda; 
pero  si  el  que  litiga  en  la  s^unda  no  litigó  en  la  primera,  no  se  le  puede 
aplicar.     S.  15  AbrU  1886. 

Art.  26.  La  regla  fijada  en  el  artículo  anterior  será  aplicable 
asimismo  al  que,    no  habiendo  litigado  como  pobre  en  la  segunda 

(1)  Como  caeos  comprendidos  en  este  párrafo,  pueden  citarse  losembaivos  pníven^ 
tivo«,  anotaciopes  de  demandas  de  propiedad,  prohibición  de  enajenar,  &. 

(2)  Este  articulo,  dado  el  sentido  que  le  mforma,  es  aplicable  d  tíxios  los  Uti^ntes, 
sean  actores  6  demandados. 
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instancia,  solicitare  qne  se  le  deftenda  como  tal  para  interponer  ó 
segnir  el  recnrso  de  casación  (1). 

«rCTBISPRUBENGIA. 

Lia  infracción  de  este  artículo  no  motiva  la  casación  en  el  fondo.    S.  13 
Oct,  1S6Ó. 

Alt.  27.  A  todo  el  qne  solicite  en  forma  la  declaración  de 
pobreza  se  le  defenderá  desde  luego  como  xK)bre,  nombrándole  de 
oficio  Abogado  y  Procurador^  si  lo  pidiere,  sin  perjuicio  de  lo  que 
se  resuelva  en  definitiva. 

También  se  nombrará  Abogado  y  Procurador  de  oficio  al  qne 
lo  solicite  con  objeto  de  entablar  la  demanda  de  x)obreza. 

Art.  3&  Esta  demanda  se  formulará  del  modo  prevenido  en 
el  art.  523  para  las  demandas  ordinarias,  expresándose  además  en 
ella: 

lo.  El  pueblo  de  la  naturaleza  del  demandante,  el  de  su  do- 
micilio actual  y  el  que  haya  tenido  en  los  cinco  afíos  anteriores. 

2o.  Su  estado,  edad,  profesión  ú  oficio  y  medios  de  subsis- 
tencia. 

3o.  Si  fuere  casado  6  viudo,  el  nombre  y  pueblo  de  la  natu- 
raleza de  su  consorte  y  los  hijos  que  tengan. 

4o.  La  casa  ó  cuarto  en  que  habiten,  con  expresión  de  la  ca- 
lle y  número  y  del  alquiler  que  paguen. 

5o.  Los  bienes  de  su  consorte  y  de  sus  hijos,  cuyo  usufructo  le 
corresponda  y  la  renta  que  produzcan. 

6o.  Y  acompañará  una  certificación  expedida  por  la  Autori- 
dad ó  funcionario  competente  de  no  pagar  contribución  de  ninguna 
clase  en  el  año  económico  corriente  y  en  el  anterior,  ó  de  la  que  pa- 
gue, acompañando  en  este  caso  los  recibos  del  último  trimestre  que 
hubiere  satisfecho,  (2)  y  otra  certifica/non  en  su  caso  para  axyredi- 
tar  8i  se  halla  6  no  inscrito  en  las  listas  electorales  y  en  qtié  con- 
cepto (3). 

JTJBISPEUDENCIA. 

Loe  hechoe  posteriores  á  la  presentación  de  la  demanda  de  pobreza  no 
pueden  influir  en  el  folio  que  recaiga.    S.  ^0  Mayo  1896. 

Art.  29.  No  se  dará  curso  á  las  demandas  que  no  contengan 
los  requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior. 

Si  alegare  el  demandante  no  haber  podido  adquirir  las  certifi- 
caciones expresadas  en  el  núm.  6o.  de  dicho  artículo,    las  reclama- 


(1)  El  tUtimo  párrafo  de  este  artículo  estA  derogado  y  se  inserta  en  el  Apéndice  V.  do 
esta  obra. 

(2)  La  cobranza  de  la  contribución  territorial  rústica  se  efectúa  por  semestres  adcs- 
lantados;  la  urbana  por  trimestres,  en  la  misma  fonna. 

(3)  Lo  dispuesto  en  las  palabras  finales  de  este  inciso,  que  no  subrayamos,  no  pueden 
tener  hoy  aplicación,  dada  m  existencia  del  sufrago  universal  en  la  República. 
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•irá  el  Juez  de  o£oio,  pero  bo  ae  dará  curso  á  Ib>  demanda  mientras 
no  se  nnan  á  los  autos. 

Art.  30. .  Las  demandas  de  pobreza  se  sustanciarán  y  decidi- 
rán por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes^  con  audiencia 
del  litigante  6  litigantes  contrarios,  y  del  Ministerio  fiscal  en  re- 
presentación del  Estado  (1). 

Cuando  se  deduzca  está  demanda  antes  de  entablarse  el  pleito, 
se  emplazará  á  los  qué  deban  contestarla^  para iqne. dentro  de  nue- 
ve días  comparezcan  con  este  objeto, 

Si  no  compareciere  el  litigante  contrario,  se  sustanciará  sólo 
con  el  Ministerio  fiscal. 

JüRISPBtJBENOIA.  « 

La  intervención  del  Ministerio  ñseal  en  estas  actuaciones^  se  limitará 
exclusivamente  á  la  defensa  de  los  intereses  del  !Estado,  no  pudiendo  exten- 
derse á  reclamar  cosa  alguna  fundado  en  omisiones  que  ocurran  en  el  proce- 
dimiento.   aS'.  ^0  Marzo  1871, 

Art.  31.  Siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  pobre,  se 
condenará  en  las  costas  de  la  primera  instancia  al  que  la  haya  so- 
licitado. 

En  caso  de  apelación,  se  impondrán  las  de  la  secunda  instancia 
á  quien  corresponda  con  arreglo  á  derecho. 

Art.  33.  Luego  que  sea  firme  la  sentencia,  se  practicará  la 
tasación  de  las  costas,  c(m  inclusión  del  papel  sellado  que  deba  rernte- 
grarsey  y  se  procederá  á  hacerlas  efectivas  por  la  Wa  de  apremio. 

JÜBISPBÜDENCIA. 

Procede  el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  niega  el  beneficio 
de  pobreza,  pues  que,  imponiendo  al  solicitante  la  obligación,  que  no  puede 
cumplir,  de  sufragar  los  gastos  que  se  causen  en  el  pleito,  imposibilita  su 
continuación  y  lo  termina  de  hecho.    Si  S  Mayo  1866, 

Art.  33.  La  sentencia  concediendo  6  negando  la  defensa  por 
pobre  no  produce  los  efectos  de  cosa  juzgada. 

En  cualquier  estado  del  pleito  podrá  la  parte  á  quien  interese, 
promover  nuevo  incidente  para  su  revisión  y  revocación,  siempre 
que  asegure,  á  satisfacción  del  Juez,  el  pago  de  las  costas  en  que  se- 
rá condenada  si  no  prospera  su  pretensión. 

De  esta  fianza  estará  exento  el  Ministerio  fiscal  cuando  pro- 
mueva dicho  incidente. 

Art.  34.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  no  se  otorgará  la 
defensa  por  pobre  al  litigante  á  quien  hubiese  sido  denegada,  si  no 
justifica  cumplidamente  que  ha  venido  á  ese  estado  por  causas  pos- 
teriores ala  sentencia  que  le  negó  anteriormente  aquel  beneficio. 


(1)  En.buenos  principios  de  derecho  y  conforme  6  la  máxima  Ceisate  raMone  legis 
cessat  lex.  la  intervención  del  Ministerio  fiscal  en  estas  actuaciones  no  estft  hoy  justificada, 
dado  que,  suprimido  el  papel  sellado,  no  tiene  la  Hacienda  pública  intereses  que  necesi- 
ten defensa  6  vigilancia  en  los  autos.  Esto  no  obstante,  no  ponemos  en  cursiva  las  pala- 
bras que  6,  dicha  intervención  se  refieren,  por  entender  qué  mientras  expresamente  no 
ce  declare  lo  contrario,  el  Ministerio  fiscal  deberá  continuar  siendo  parte  en  estas  actua- 
ciones 
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No  36  dará  curso  á  la  nueva  demanda  si  no  se  funda  en  dicho 
motivo. 

Art.  35.  La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  ün  pleito,  no 
puede  utilizarse  en  otro,  si  á  ello  se  opusiere  el  colitigante. 

Oponiéndose,  deberá  repetirse,  con  su  citación  y  audiencia,  la 
sustanciación  del  incidente  hasta  dictar  nueva  sentencia  sobre  la 
pobreza. 

Art.  36*  La  declaración  de  pobreza,  hecha  en  ftivor  de  cual- 
quier litigante  no  le  librará  de  la  obligación  de  pagar  las  costas  en 
que  haya  sido  condenado,  si  se  le  encontrasen  bienes  en  que  hacer- 
las efectivas. 

Art.  37.  Vencieodo  el  declarado  pobre  en  el  pleito  que  hu- 
biere promovido,  deberá  pagar  las  costas  causadas  en  su  defensa, 
siempre  que  no  excedan  de  la  tercera  parte  de  lo  que  en  él  haya  ob- 
tenido en  virtud  de  la.  demanda  ó  reconvención. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  importe  dicha  tercera  parte. 

Art.  38.  Cuando  no  haya  bienes  bastantes  para  cubrir  los  de- 
rechos de  la  Hacienda  y  ?o«  que  pertenezcan  á  los  Abogados,  Procu- 
radores y  demás  interesados  en  las  costas,  todos  percibirán  á  pro- 
rrata la  parte  que  les  corresponda. 

Art.  3.9.    Estará  además  el  declarado  pobre  en  la  obligación  de 
pagar  las  costas  expresadas  en  el  art.  37,  si  dentro  dé  tres  años  des- 
pués de  fenecido  el  pleito  viniese  á  mejor  fortuna. 
Se  entiende  que  ha  venido  á  mejor  fortuna: 

lo.  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  sueldo,  rentas  ó 
bienes^  6  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras  ó  cría  de  ganados,  cu- 
yos productos  sean  6  estén  graduados  en  una  cantidad  superior  al 
jornal  de  cuatro  braceros  en  cada  localidad. 

2o.  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas  dobles  á  las 
desiguadas  eu  el  núm.  4o.  del  art.  15. 

JXTBISPBUDENOIA. 

£1  término  de  los  tres  afíos  empezará  á  contarse  desde  que,  cumplida  la 
condición  de  venir  á  mejor  fortuna,  nace  la  obligación  de  satisfacer  los  ho- 
norarios y,  correlativamente,  la  acción  para  exigirlos.    S.  14-  Oct*  1886, 

Art.  lO.  El  que  haya  sido  declarado  pobre,  podrá  valerse  de 
Abogado  y  Procurador  de  su  elección,  si  aceptan  el  cargo. 

No  aceptándolo,  se  le  nombrarán  dé  oficio  (1) ,  pero  con  suje- 
ción á  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  siguientes. 

JTJBISPEÜDENCIA. 

Salvo  pacto  en  contrario,  el  Abogado  que  no  hallándose  en  tumo  acep- 
ta la  defensa  de  un  pobre,  lo  hace  con  las  condiciones  que  la  ley  le  impone. 
S.  17  Junio  1876. 

Art.  41.  El  que  haya  obtenido  la  declaración  de  pobreza  pa* 
ra  promover  un  pleito  ó  deducir  cualquier  demanda,  deberá  presen- 
tar al  Juzgado,    en  papel  común  ó  dd  sello  de  pobres,    una   rela- 

(1)    El  Ptoeurador  no^  Véase  la  nota  del  inciso  2.  o ,  art,  14  de  esta  Ley. 
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ción  circunstanciada  de  los  hechos  en  que  funde  su  derecho,  y  los 
documentos  ó  expresión  de  los  medios  con  que  cuente  para  justifi- 
carlos. 

Art*  4i  Luego  que  el  declarado  pobre  cumpla  lo  prevenido 
en  el  artículo  anterior,  se  le  nombrará  de  oficio  Procurador  y  Abo- 
gado que  se  encítrguen  de  su  representación  y  defensa,  y  se  entrega- 
rán los  autos  al  Procurador  para  gue  los  pase  al  estudio  del  Letrado. 

Art,  43.  Si  el  Letrado  estimare  que  son  insuficientes  los  he- 
chos consignados  en  la  relación,  podrá  pedir  dentro  de  10  días  que 
se  requiera  al  interesado  para  que  los  amplíe  6  aclare  sobre  los  ex- 
tremos que  aquél  designe. 

Art»  44.  Cuando  con  dicha  ampliación  6  sin  ella  estime  el 
Letrado  que  es  insostenible  el  derecho  que  quiere  hacer  valer  el  po- 
bre, podrá  excusarse  de  la  defensa,  haciéndolo  presente  al  Juzgado, 
dentro  de  diez  días,  en  escrito  sucintamente  razonado. 

Art.  45.  En  este  caso,  él  Juzgado  pasará  los  autos  al  Colegio  de 
AbogadoSj  para  que  dos  Letrados  en  ejercicio^  de  los  que  paguen  las  tres 
primeras  cuotas  de  contribución^  den  su  dictamen  sobre  si  puede  ó  no 
sostenerse  en  juicio  la  acción  que  se  proponga  entablar  el  declarado 
pobre  (1). 

8i  no  hubiere  Colegio^  el  Juez  nombrará  á  dos  de  los  Letrados 
más  antiguos  del  mismo  Juzgado  para  que  den  dicho  dictamen;  y 
si  no  los  hubiere  hábiles  ^2),  remitirá  los  autos^  por  conducto  del  Juez 
respectivo^  al  Colegio  de  Abogados  más  próximo: 

Art.  46.  Si  el  dictamen  de  dichos  dos  Letrados  fuere  confor- 
me con  el  del  nombrado  de  oficio  se  negarán  al  interesado  los  bene- 
ficios de  la  defensa  por  pobre  en  aquel  asunto,  sin  perjuicio  de  wsu 
derecho  para  promoverlo  como  rico. 

.Art.  47.  Cuando  los  dos  Letrados,  ó  uno  de  ellos,  opinare 
que  procede  entablar  la  acción,  ó  que  es  dudoso,  por  lo  menos,  el 
derecho  que  pretenda  el  declarado  pobre,  se  le  nombrará  de  oficio 
otro  Abogado,  para  quien  será  obligatoria  la  defensa. 

Art.  48.  En  el  caso  de  ser  declarado  pobre  el  demandado,  si 
el  Abogado  á  quien  corresponda  su  defensa  se  excusare  por  creer 
insostenible  la  pretensión  de  aquél,  dentro  de  seis  días  lo  manifestará 
al  Juzgado,  el  cual  dispondrá  el  nombramiento  de  otro  Abogado. 

Si  éste  se  excusare  también  por  la  misma  causa,  se  pas¿*á  el 
asunto  al  Promotor  fiscal,  cuando  no  fuere  parte,  para  que  manifieste 
si  es  ó  no  sostenible  la  pretensión  del  pobre  (3). 


(l^  Disueltos  como  corporaciones  oficiales  los  Colólos  de  Abogados,  (Orden  500  de 
10  de  Diciembre  de  1900)  y  asumidas  por  el  respectivo  Juez  ó  Tribunal  las  atribuciones 
que  &  aquéllos  correspondían,  sólo  resalta  vigente  este  párrafo  en  cuanto,  refiriéndose  al 
caso  del  artículo  anterior,  preceptúa  el  alcance  del  dictamen  sobre  el  sostenimiento  de  la 
acción  que  se  proponga  egercitar  el  pobre;  por  lo  que,  y  dada  su  relación  con  el  s^rundo, 
tanxbién  derogado  en  parte,  no  descartamos  del  texto  el  artículo  que  forman,  subn^ 
yando  según  el  método  adoptado  las  palabras  sin  aplicación  actual. 

(2)  En  este  caso,  que  la  citada  Oiuen  núm.  600  no  prevé,  entendemos  que  por  analo- 
gía deben  remitirse  los  autos  al  Juzgado  más  próximo  para  que  emitan  el  dictamen  los 
dos  Letrados  más  antiguos  del  mismo. 

(8)  Subrayamos  en  todo  el  curso  de  esta  obra  la  palabra  Promotor,  cargo  suprimido 
por  el  R.  D.  de  26  de  Octubre  de  18SB  y  cuyas  fundones  corresponden  hoy  á  los  Delegados 
fiscales  y  Fiscales  municipales. 
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Oaando  sea  parte  el  Ministerio  ñaQñl,  dará  este  diotarneu  uu 
Abogado  que  no  sea  de  pobres,  elegido  por  el  Colegio^  donde  lo  hayoj 
if  en  «i  defecto^  designado  por  el  Juez. 

Si  el  Promotor  ñscal,  ó  el  tercer  Abogado  en  su  oaso,  estima 
insostenible  la  pretensión  del  pobre,  cesará  la  obligación  de  los  Abo- 
gados para  la  defensa  gratuita;  pero  si  la  considera  sostenible,  se 
nombrará  un  tercer  Abogado  de  oficio,  el  cual  no  podrá  excusarse 
de  la  detensa. 

Lo  propio  se  practicará  cuando  el  actor  solicite  y  obtenga  la 
defensa  por  pobre  después  de  contestada  la  detnanda  ó  cualquiera 
de  las  partes  durante  la  segunda  instancia. 

Art.  49.  Los  Abogados  que  dentro  de  los  plazos  fijados  en 
los  artículos  43,  44  y  48  no  hagan  la  manifestación  á  que  respecti- 
vamente se  refieren,  se  entenderá  que  aceptan  la  defen^  del  pobre, 
y  no  podrán  excusarse  sino  por  haber  cesado  en  el  ejercicio  de  la 
profesión. 

Art.  50.  El  Letrado  que  se  haya  encargado  de  la  defensa  de 
una  parte  en  concepto  de  rica,  si  después  es  declarada  pobre,  estará 
obligado  á  seguir  defendiéndola  en  este  concepto,  cuando  no  haya 
en  el  Juzgado  Abogados  especiales  de  pobres  hábiles  para  ello. 

TITULO   II 
De  la  competencia  y  delm  contiendas  de  jurisdicción  (1). 

SECCIÓN     PRIMERA 


Di^osiciones  generales 

Art.  51.  La  jurisdicción  ordinaria  será  la  única  competente 
para  conocer  de  los  negocios  civiles  que  se  susciten  en  territorio  de 
hus  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  entre  españoles,  entre  extranjeros  y 
entre  españoles  y  extranjeros  (2). 

Complemento, — Ley  de  Extranjería  de  i  de  Julio  1870  (3). 

Art.  43.  Los  Tribunales  españoles  serán  también  competentes 
y  deberán  conocer  de  las  demandas  entre  extranjeros  que  ante  ellos 
se  entablen,  y  que  versen  sobre  el  cumplimiento  de  obligaciones 
contraidas  ó  cumplideras  en  España. 

Art.  44.  En  los  abintestatos  de  extranjeros,  la  Autoridad  ju- 
dicial del  pueblo  en  que  ocurriese  el  fallecimiento,  en  unión  con  el 
Cónsul  más  próximo  de  la  nación  á  que  correspondiera  el  ñnado,  ó 
de  la  persona  que  el  Cónsul  comisione  para  ello,  formará  el  inven- 


<1)  Los  ténutnos  ivHadiooibn  y  competencia^  repreiMiitan  ideas  oflnes,  íntimamiBnte 
relacionadas  pero  distintas  en  sus  efectos.  La  primei'a,  que  es  el  g;énero,  denota  la  potes- 
tad conferida  por  la  ley  al  Jnes  pam  administrar  Justicia;  la  segunda,  que  es  la  especie, 
indica  la  focultad  que  tiene  aquél  para  conocer  de  negocios  determinados,  bien  por  la 
naturaleza  de  éstos,  bien  por  razón  de  las  personas. 

(2)    La  palabra  españoleé  se  refiere  hoy  á  los  ciudadanos  cubanos. 

(8)  Ekita  ley  estd  comprendida  entre  las  exceptuadas  de  derogación  por  la  disposición 
final  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  sus  preceptos  procesales  tienen,  en  consecuencia, 
aplicación  preferente  &  Tos  de  ésta. 
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tario  de  los  bienes  y  efectos,  y  dispondrá  lo  necesario  para  que  se 
conserven  en  custodia  y  á  dispoáción  de  los  herederos. 

Si  el  extranjero  ñiese  domiciliado  y  falleciese  fuera  de  sn  do- 
micilio, el  Juez  de  éste,  á  quien  se  dará  noticia  por  él  del  lugar  del 
fallecimiento,  hará  lo  que  se  previene  en  el  párrafo  anterior  respec- 
to de  los  bienes  y  efectos  del  finado  que  allí  existan. 

En  el  caso  de  no  residir  Cónsul  en  el  pueblo  del  faUecüniento 
ó  del  domicilio,  la  Autoridad  judicial,  mientras  el  Cónsul  á  quien 
dará  inmediato  aviso  ó  su  comisionado  se  presentase,  se  limitará  á 
tomar  las  medidas  necesarias  para  la  custodia  de  los  bienes  y  efectos. 

Art.  45.  Tanto  en  los  abintestatos  como  en  las  sucesiones  tes- 
tamentarias de  extranjeros,  los  Tribunales  españoles  solo  podrán 
conocer  de  las  reclamaciones  y  demandas  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos anteriores. 

Art.  46.  En  los  demás  negocios  sobre  extranjeros  ó  contra  ex- 
tranjeros, los  Tribunales  españoles  serán  competentes  para  adoptar 
medidas  urgentes  y  provisionales  de  precaución  y  seguridad. 

JURISPRUDENCIA. 

Los  Tribunales  de  Justicia  son  los  únicos  competentes  para  conocer  y 
decidir  sobre  cuestiones  de  dominio  de  las  aguas  públicas  y  de  la»  senádum- 
bres  que  se  fundan  en  un  título  de  derecho  civil.    &\  ^  Nov,  1878. 

Teniendo  el  interdicto  por  objeto  la  defensa  de  un  aprovechamiento  <le 
aguas  constituido  de  antiguo  á  favor  de  particulares  contra  otro  particu- 
lar que  invoca  preferencia  en  el  riego,  corresponde  el  conocimiento  del  asun- 
to á  la  jurisdicción  ordinaria.  B.  (d  cimsulta  del  C.  de  Estado)  £7  Nov.  1878. 

Mientras  no  sean  examinadas  y  liquidadas  las  cuentas  que  debe  rendir 
el  depositario  de  fondos  municipales,  no  puede  saberse  si  es  6  no  deudor  al 
Municipio,  ni  si  ha  distraído  cantidades  pertenecientes  al  mismo;  y  por  tan- 
to, existe  una  cuestión  previa  de  la  que  parece  depender  el  fallo  de  los  Tri- 
bunales: y  hasta  que  se  resuelva,  no  hay  hecho  que  sirva  de  base  al  procedi- 
miento judicial.    R.  {á  consulta  del  C.  de  Estado)  ^1  Agosto  1878. 

La  reclamación  gubernativa  previa  á  la  judicial  en  asuntos  de  inter^!) 
del  Estado,  es  un  trámite  semejante  al  acto  conciliatorio,  no  pudiéndose  in- 
vocar la  omisión  de  tal  requisito  como  fundamento  de  la  competencia  de  la 
Administración,    i?,  {á  conmuta  del  C.  de  Estado)  19  Abinl  1878. 

Art.  52.  Exceptúase  únicamente  de  lo  prescrito  en  el  artícu- 
lo anterior  la  prevención  de  los  juicios  de  testamentaría  y  abintes- 
tato  de  los  militares  y  marinos  muertos  en  campaña  ó  navegación, 
cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Jefes  y  Autoridades  de  Gue- 
rra y  de  Marina  (1). 

Esta  prevención  se  limitará  á  las  diligencias  necesarias  para  el 
enterramiento  y  exequias  del  difunto,  formación  de  inventarío  y 
depósito  de  los  bienes^  libros  y  papeles^  y  su  entrega  á  los  herede- 
ros  instituidos  ó  á  los  que  lo  sean  abintestato  dentro  del  tercer  gra- 


(1)  A  los  efectos  de  este  artículo,  se  entiende  por  campaíia  el  sewicio  de  eampafla  que 
prestan  los  militares,  ofensiva  ó  defennlvamente  dentro  6  fuera  del  territorio  cunano. 

£1  caso  de  navegación  ocurre  cuando  el  fenecimiento  tiene  lugar  &  bordo,  después  de 
haberse  hecho  &  la  mar  el  buque. 
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do  civil,  siendo  mayores  de  edad  y  no  habiendo  quien  lo  contra^ 
diga  (1), 

En  otro  caso,  y  cuando  no  se  hayan  presentado  los  herederos, 
ó  sea  necesario  continuar  el  juicio,  se  pasaráu  las  diligencias  al  Juz- 
$¡:ado  á  quien  corresponda  el  conocimiento  de  la  testamentaría  6  del 
abintestato,  d^ando  á  su  disposición  los  bienes,  libros  y  papeles  in- 
ventariados, 

Art.  58.  Para  que  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  competen- 
cia se  requiere: 

lo.  Que  el  conocimiento  del  pleito  ó  de  los  actos  en  que  inter- 
vengan esté  atribuido  por  la  ley  á  la  autoridad  que  ejerzan. 

2o.  Que  les  corresponda  el  conocimiento  del  pleito  ó  acción 
<*on  preferencia  á  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  de  su  mismo  grado. 

JUBISPBUDENCIA. 

Cuando  una  ley  especial  atribuye  Á  los  Tribunales  ordinarios  competen- 
cia para  conocer  en  asuntos  ftdmlnistrativos,  tal  disposición  no  puede  ex- 
t«na«*8e  á  mfis  de  lo  que  en  ella  se  establece  clara  y  terminantemente.  S,  S 
Mayo  1882, 

Art,  64,  La  jurisdicción  civil  podrá  prorrogarse  á  Juez  ó 
Tribunal  que  por  razón  de  la  materia,  de  la  cantidad  olyeto  del  li- 
tigio y  de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  orden  judicial,  pueda  cono- 
cer del  asunto  que  ante  él  se  proponga  (2). 

Art,  55*  Los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia 
para  conocer  de  un  pleito,  la  tendrán  también  para  las  excepciones 
que  en  él  se  propoi^an,  para  la  reconvención  en  los  casos  que  pro- 
ceda, para  .  todas  sus  incidencias,  para  llevar  á  efecto  las  providen- 
cias y  autos  que  dictaren,  y  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

,T  rRISPEUDBKOIA. 

La  competencia  de  un  JueK  para  conocer  de  determinado  juicio  nace 
en  consideración  á  la  naturaleza  de  éste  desde  el  momento  de  su  inicio^  y  no 
puede  anularse  por  el  hecho  de  haberse  promovido  otro  juicio  con  posterio- 
ridad, cualquiera  que  sea  su  índole  y  la  relación  que  tenga  con  el  primera 
a:  29  SepL  1903. 

SECCIÓN     SEGUNDA 


Reglas  para  determinar  la  competencia 

Art«  56,  Será  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á 
que  dé  origen  el  ^ercicio  de  las  acciones  de  toda  clase^  aquel  á 
quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  expresa  ó  tácitamente  (3). 

Esta  sumisión  sólo  podrá  hacerse  á  Juez  que  ^'erza  jurisdicción 


(1)  El  tercerjrrado  civil  no  se  refiere  Alos  insUtufdofi  pero  sí  la  mayoría  de  edud  y  la 
contradicción.    Dolz.    Programa  de  Derecho  Procesal.    Iaíc.  Lili. 

12)  Los  Procuradores  no  necesitan  cláusula  especial  para  prorrogar  Jurlsdicc;i6n 
tácitamente.     Dol*.  06.  citada, 

(3)  La. competencia  que  otorga  á  los  Jueces  municipales  del  lugar  en  que  mdicu  la 
flnca  el  art  IdOO  de  esta  Ley»  es  Improrrogable.    R,  0,22  ite^yt,  ISHH, 
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ordinaria  y  que  la  tenga  para  conocer  de  la  misma  clase  de  negocios 
y  en  el  mismo  grado  (1). 

JUBISPRUDKÍíCIA. 

Cuando  el  causante  se  sometió  Á  un  Juzgado,  sus  herederos  no  pueden 
impugnar  la  competencia  de  éste.    S.  2$  Oct.  X882, 

ReservárUdose  los  contratantes  el^r  el  Juzgado  que  tengan  por  conve- 
niente, se  entenderán  sometidos  todos  á  aquel  que  elija  el  que  primero  dedu- 
ce su  acción  en  juicio.    S,  15  Feb,  1888. 

Lea  circunstancia  de  haber  consentido  un  Bxxta  de  acumulación^  no  hn- 
plica  el  sometimiento  tácito  á  que  se  refiere  este  artículo.    S,  6  Abril  190S. 

Art.  67.  Se  entenderá  por  sumisión  expresa  la  hecha  por  los 
interesados  renunciando  clara  y  terminantemente  á  su  tuero  propio, 
y  designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  sometieren. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  interesado  se  limita  á  renunciar  el  fuero  de  su  domicilio  sin 
designar  el  Juez  á  quien  se  somete,  no  procede  estimar  completa  la  smni- 
sión  expresa  de  este  artículo. 

Tampoco  constituye  dicha  sumisión  el  señalamiento  que  hagan  los  otor- 
gantes de  una  escritura,  del  lugar  donde  deberán  verificarse  las  diligencia» 
judiciales  y  extrajudicialea  que  origine  aquélla.    S,  20  Sept.  1901, 

Art.    58é     Se  entenderá  hecha  la  sumisión  tácita: 
lo.     Por  el  demandíinte  en  el  mero  hecho  de  acudir  al  Juez  in- 
terponiendo la  demanda. 

2o.  Por  el  demandado  en  el  hecho  de  hacer,  después  de  per- 
sonado en  el  juicio,  cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  pi-oponer 
en  forma  la  declinatoria. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  demandado  pide  prórroga  para  contestáir  la  demanda,  no  re- 
conoce por  este  sólo  hecho  la  jurisdicción  del  Juez  que  ordenó  el  emplaza- 
miento.   S,  18  Mayo  1892. 

No  existe  sumisión  tácita,  cuando  el  demandado,  al  contestar,  propone 
la  excepción  de  incompetencia.    8.  17  Abril  1886, 

Art.  59.  En  las  poblaciones  donde  haya  dos  ó  más  Jueces 
de  primera  instancia,  el  repartimiento  de  los  negocios  determinará 
la  competencia  relativa  entre  ellos,  sin  que  puedan  las  pai-tes  some- 
terse á  uno  de  dichos  Jueces,  con  exclusión  de  los  otros. 

.JURISPRUDENCIA . 

Las  faltas  cometidas  en  el  repartimiento  de  negocios  civiles,  no  dan  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  queorantamientí)  de  forma.  Sents.  4  de  JiinU> 
1878  y  10   Julio  1875, 

El  repartimiento  de  negocios  es  cuestión  gubernativa  y  de  orden  inte- 
rior de  los  Tribunales,  no  constituyendo  por  sí  misma  materia  de  compe- 
tencia,   t^nts,  14  Junio  187 S  y  4  Dic,  1880. 


(1>  La  competencia  para  conocer  de  las  cuestiones  sobre  nulidad  y  diA-oroio  de) 
matrimonio  religioso,  corresponde  privativamente  &  la  Jurisdicción  ordiniiria.  V.  Nota 
del  art.  I.*' 
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Art.  60.  La  sumisión  expresa  ó  tácita  á  un  Juzgado  para  la 
primera  instancia,  se  entenderá  hecha  paia  la  segunda  al  superior 
jerárquico  del  mismo  á  quien  corresponda  conocer  de  la  apelación. 

Art.  61.  En  ningún  caso  podrán  someterse  las  partes,  expre- 
sa ni  tácitamente,  para  el  recurso  de  apelación,  á  Juez  ó  Tribunal 
diferente  de  aquel  á  quien  esté  subordinado  el  que  haya  conocido 
en  primera  instancia. 

Art.  62,  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  de 
que  tratíin  los  artículos  anteriores,  se  S3guirán  las  siguÍ3nt«s  reglas 
de  competencia: 

la.     En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  , 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación, 
y  á  falta  de  éste,   á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,    aunque 
accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento. 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamente  contra  dos  ó 
más  personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  y  estén  obligadas 
mancomunada  ó  solidariamente,  no  habiendo  lugar  destinado  para 
el  cumplimiento  de  la  obligación,  será  Juez  competente  el  del  do- 
micilio de  cualquiera  de  los  demandados,  á  elección  del  deman- 
dante (1). 

2a.  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre 
bienes  muebles  ó  semopíentes  (2^  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  se  hallen,  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del 
demandante. 

3a.     En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre 
bienes  inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  esté  sita 
Ja  cosa  litigiosa. 

Cuando  la  acción  real  se  ejercite  sobre  varias  cosas  inmuebles, 
ó  sobre  una  sola  que  esté  situada  en  diferentes  jurisdicciones,  será 
Juez  competente  el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya  jurisdic- 
ción estén  sitos  los  bienes,  á  elección  del  demandante. 

4a.  En  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas,  ó  el  del  do- 
micilio del  demandado,  á  elección  del  demandante. 

.JURISPRUDENCIA. 

Regla  la. :  Ejercitándose  acción  personal  y  no  constando  el  lugar  donde 
la  obligación  debe  cumplirse  ni  encontrándose  en  el  del  contrato  el  deman- 
dado, la  competencia  corresponde  al  Juez  del  domicilio  de  éste.  *S'.  14  Sept 
1899. 

Lia  acción  para  pedir  la  nulidad  de  una  escritura  es  personal  y  en  conse- 
cuencia, corresponde  su  conocimiento  al  Juez  designado  en  aquélla  para  el 
cumplimiento  ae  la  obligación  contraída  en  la  misma.    S.  27  Jtüio  1901, 


Q)  El  pago  deberá  ejecutarse  en  el  lugar  que  hubiese  designado  la  obligación.  No 
habiéndose  expresado  y  tratándose  de  entregar  una  cosa  determinada,  deberá,  hacerse  el 
pago  donde  ésta  existía  en  el  momento  de  constituirse  la  obligación.  En  cualquier  otro 
caso,  el  lugar  del  pago  será  el  del  domicilio  del  deudor.  Art.  1171.  C.  Civil,  aplicable  por 
r^la  general  á  toda  clase  de  obligaciones.    V.  ^.  de  IS  Dio.  1899. 

(2)    Hoy  noexisten  bienes  semovientes.    V.  Tít.  ip,  Lib.  II,  C.  Civil. 
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Begla  2a. :  Debe  aplicarse  por  analogía  esta  regla  cuando  se  reclama  un 
crédito  adjudicado  en  pública  subasta,  fundándose  en  c^ue  aguel  no  era  del 
ejecutado,  pues  en  este  caso  se  entabla  una  acción  reivindicatoría.  S,  13 
Enero  1898, 

Regla  3a. :  Ya  sea  mixta,  ya  real  la  acción  ejercitada,  si  el  demandado 
tiene  su  domicilio  en  el  lugar  en  que  está  sito  el  inmueble,  el  Juez  de  este 
lugar  es  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  (á  falta  de  sumisión). 
S,  20  SepL  1901, 

Regla  4a. :  Cuando  simultáneamente  se  ejercita  una  acción  real  y  otra 
personal,  es  lo  mismo  que  si  se  hubiese  ejercitado  una  acción  mixta.  S.  Si 
Mcvrzo  1870, 

La  acción  para  pedir  la  nulidad  de  un  contrato  hipotecario,  vendría,  si 
se  estimase,  á  invalidar  derechos  reales,  por  cuya  razón  tiene  carácter  de 
mixta.    S,  28  Julio  1883, 

La  circunstancia  de  no  tener  en  cuenta  el  C.  Civil  el  carácter  de  tnixtas 
atribuido  á  algunas  acciones,  no  es  motivo  para  afirmar  que  no  existen  ya 
las  de  ese  carácter.    S.  6  Nov,  1899, 

krt.  63.  Para  determinar  la  competencia,  fuera  de  los  casos 
expresados  en  los  artículos  anteriores,  se  seguirán  las  reglas  si- 
guientes (1): 

la.  En  las  demandas  sobre  estado  civil,  será  Juez  competente 
el  del  domicilio  del  demandado. 

2a,  En  las  demandas  sobre  rendición  y  aprobación  de  las 
cuentas  que  deban  dar  los  Administradores  de  bienes  ajenos,  será 
Juez  competente  el  del  lugar  donde  deban  presentarsse  las  cuentas, 
y  no  estando  determinado,  el  del  domicilio  del  poderdante  ó  dueño 
de  los  bienes,  ó  el  del  lugar  donde  se  desempeñe  la  administración, 
á  elección  de  dicho  dueño. 

3a.  En  las  demandas  sobre  obligaciones  de  garantía  ó  comple- 
mento de  oí  ras  anteriores,  será  Juez  competente  el  que  lo  sea  para 
conocer,  ó  esté  conociendo,  de  la  obligación  principal  sobre  que  re- 
cayeren. 

4a.  En  las  demandas  de  reconvención  será  Juez  competente  el 
que  esté  conociendo  de  la  que  hubiere  promovido  el  litigio. 

lío  es  aplicable  esta  regla  cuando  el  valor  pedido  en  la  recon- 
vención excediere  de  la  cuantía  á  que  alcancen  las  atribuciones  del 
Juez  que  entendiere  en  la  primera  demanda,  en  cuyo  caso  este  re- 
servará al  actor  de  la  reconvención  su  derecho  para  que  ejercite  su 
acción  donde  corresponda. 

5a.  En  los  juicios  de  testamentaría  ó  abintestato,  será  compe- 
tente el  Juez  del  lugar  en  que  hubiere  tenido  el  finado  su  último  do- 
micilio. 

Si  lo  hubiere  tenido  en  país  extranjero,  será  Juez  competente 
el  del  lugar  de  su  último  domicilio  en  territorio  español  ó  donde 
tuviere  la  mayor  parte  de  sus  bienes. 

No  obstará  esto  á  que  los  Jueces  de  primera  instancia  ó  muni- 


(1)    Estas  reglas  no  Impiden  el  sometimiento  á  otix)  Juez  6  Tribunal,  salvo  prohibi- 
ción legal  en  con  tm  rio. 
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cipales  del  lugar  donde  alguuo  falleciere  adopten  las  medidas  ne- 
cesarias para  el  enterramiento  y  exequias  del  difunto,  y  en  su  caso, 
á  que  los  mismos  Jueces  en  cuya  jurisdicción  tuviere  bienes,  tomen 
las  medidas  necesarias  para  asegurarlos  y  poner  en  buena  guarda 
los  libros  y  papeles,  remitiendo  las  diligencias  practicadas  al  Juez 
•  á  quien  corresponda  conocer  de  la  testamentaría  6  ctbintestaio,  y  de- 
jándole expedita  su  jurisdicción. 

6a.  Se  regirán  también  por  la  regla  anterior  los  juicios  de  tes- 
tamentaría que  tepgíí»n  por  objeto  la  distribución  de  los  bienes  entre 
los  pobres,  parientes  ú  otras  personas  llamadas  por  el  testador,  sin 
designarlas  por  sus  nombres. 

Cuando  el  juicio  tenga  por  ol^eto  la  adjudicación  de  bienes  de 
capellanías  ó  de  otras  fundaciones  antiguas,  será  Juez  competente 
el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  cuya  jurisdicción  estén  sitos  los 
bienes,  á  elección  del  demandante. 

7a.  En  las  demandas  sobre  herencias,  su  distribución,  cumpli- 
miento de  legados,  fideicomisos  universales  y  singulares,  reclama- 
ciones de  acreedores  testamentarios  y  hereditarios,  mientras  estu- 
vieren pendientes  los  autos  de  test'amentaria  ó  abintestato,  será  Juez 
competente  el  que  conociere  de  estos  juicios. 

8a.  En  los  concursos  de  ¿^creedores  y  en  las  quiebras,  cuando 
fuere  voliintaria  la  presentación  del  deudor  en  este  estado,  será 
Juez  competente  el  del  domicilio  del  mismo. 

9a.  En  los  concursos  ó  quiebra^  promovidos  por  los  acreedo- 
res, el  de  cualquiera  de  los  lugares  en  que  se  esté  conpciendo  de  las 
ejecuciqpes. 

Será  entre  ellos  preferido  el  del  domicilio  del  deudor  si  éste  ó 
el  mayor  número  de  acreedores  lo  reclamasen.  En  otro  caso  lo  se- 
rá aquél  ep  que  antes  se  dpcretare  el  concurso  ó  la  quiebra. 

10.  En  los  litigios  acerca  de  la  reííusación  de  arbitros  y  ami- 
gables componedores,  cuando  ellos  no  accedieren  á  la  recusación, 
será  competente  el  Juez  diel  lugar  en  que  resida  el  recusado. 

11.  En  los  recursos  de  apelación  contra  los  arbitros,  en  los 
casos  en  que  corrresponda  según  derecho,  será  competente  la  Au- 
diencia del  territorio  á  que  corresponda  el  pueblo  en  que  se  haya 
fallado  el  pleito. 

12.  En  los  embargos  preventivos,  será  competente  el  Juez  del 
partido  en  que  estuvieren  los  bienes  que  se  hubieren  de  embargar, 
y  á  prevención,  en  los  casos  de  urgencia,  el  Juez  municipal  del  pue- 
blo en  que  se  hallaren. 

13.  En  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  de  desahu- 
cio ó  de  retracto,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  estuvie- 
re sita  la  cosa  litigiosa,  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elec- 
ción del  demandante  (1). 

14.  En  el  interdicto  de  adquirir,  será  Juez  competente  el   del 


(1)  Esta  regla,  en  cuanto  &  la  competencia  sobre  demandas  de  desahucio,  sólo  se 
aplica  á  las  que  correspondan  al  conocimiento  de  los  Jueces  de  primera  instancia.  S,  U 
Abril  I90t. 
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lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes  ó  aquel  en  que  radique  la  testa- 
mentaría 6  al>intestat0j  6  el  del  domicilio  del  ñnado. 

15.  En  los  interdictos  de  retener  y  recobrar  la  posesión,  en 
los  de  obra  nueva  y  obra  ruinosa,  y  en  los  deslindes,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  objeto  del  interdic- 
to ó  deslinde  (1). 

16.  En  los  expedientes  de  adopción  ó  arrogación,  será  Juez 
competente  el  del  domicilio  del  adoptante  ó  arrogador, 

17.  '  Un  el  Tvortíbramiento  y  discernimiento  de  los  cargos  de  tvtores 
6  curadores  para  los  bienes  y  excusas  de  estos  cargos,  será  Juez  compe- 
tente él  del  domicilio  del  padre  6  déla  nríadre  cuya  muerte  'ocasionare  el 
nombramiento,  y  en  su  defecto  él  del  domicilio  del  menor  6  incapacitado, 
ó  el  de  cualquier  lugar  en  que  tuviere  bienes  inmuebles  (2;. 

18.  Én  el  nombramiento  y  discernimiento  délos  cargos  de  curado- 
res para  pleitos,  será  competente  el  Juez  del  lugar  en  que  los  menores  6 
incapacitados  tengan  su  damicüio,  6  el  del  lugar  en  que  necesitaren  com- 
parecer enjuició  (3). 

19.  En  las  demandas  en  que  se  ejercitaren  acciones  relativas 
á  la  gestión  de  la  tutela  6  curaduría,  en  las  excusas  de  estos  cargo» 
después  de  haber  empezado  á  ejercerlos,  y  en  las  demandas  de  remoción 
de  los  guardadores  como  sospechosos  (4),  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  se  hubiere  administrado  la  guardaduría  en  su  parte 
principal,  ó  el  del  domicilio  del  menor. 

20.  En  los  depósitos  de  personas  será  Juez  competente  el  que 
conozca  del  pleito  ó  causa  que  los  motive. 

Cuando  no  hubiere  autos  (5)  anteriores,  será  Juez  competente 
el  del  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  depositada. 

Cuando  circunstancias  particulares  lo  exigieren,  podrá  decre- 
tar interina  y  provisionalmente  el  depósito  el  Juez  municipal  del 
lugar  en  que  se  encontrare  la  persona  que  deba  ser  depositada,  re- 
mitiendo las  diligencias  al  de  primera  instancia  competente,  y  po- 
niendo á  su  disposición  la  persona  depositada. 

21.  En  las  cuestiones  de  alimentos,  cuando  éstos  se  pidan  in- 
cidentalmente  en  los  casos  de  depósitos  de  personas  ó  en  un  juicio, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  tenga  su  domicilio  aquélá 
quien  se  pidan. 


(1)  Por  Juez  competente  para  conocer  de  los  Interdictos  de  retener  y  recobrar  la  po- 
sesión, se  entiende  el  municipal  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa,  con  apelación  para 
ante  el  de  primera  instancia.    Orden  SOS  de  irSept.  1900. 

En  los  deslindes  de  tiaciendas,  hatos  y  corrales,  comuneros  6  nó,  y  en  los  repartos  de 
tierras  de  comuneros,  será  competente  el  Juez  del  partido  en  que  radiquen  las  fincas,  y 
caso  de  estar  ubicadas  en  más  de  un  partido  cualquiera  de  los  Jueces  que  tengan  Juns- 
dlcclón  en  el  territorio,  á  elección  del  promovente.  Esta  competencia  excluye  toda  su- 
misión en  contrario,    v.  Complemento  del  tlt.  XV,  lib.  3o.  de  esta  Ley. 

(2)  Hoy  corresponde  al  Consejo  de  &,milia  el  nombramiento  de  tutores  y  el  ponod- 
miento  de  todo  lo  relativo  &  la  tutela,  no  teniendo  en  consecuencia  aplicación  practica 
esta  regla  en  la  actualidad. 

La  cúratela  fué  suprimida  por  el  C.  Civil. 

(3)  Esta  regla  puede  aplicarse  al  nombramiento  de  defensores,  por  haber  sustituido 
éstos  &  los  curadores  para  pleitos,  en  cuanto  se  nombraban  existiendo  padre  ó  madre  del 
menor. 

(4)  Carecen  hoy  de  aplicación  las  palabras  subrayadas  de  esta  regla.  Las  excusas 
se  proponen  ante  el  Consejo  de  familia.     V.  artículos  244  á  251  del  C.  Civil. 

(6)    La  ley  dice  actos;  pero  evidentemente  es  un  error. 
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22.  En  la8  diligencias  para  elevar  á  escritura  pública  los  tfCS- 
taiuentos,  codicilos  ó  memorias,  otorgados  A'^erbalmente,  ó  los  escri- 
tos, sin  intervención  de  Notario  público,  y  en  las  que  hayan  de 
practicarse  para  la  apertura  de  los  testamentos  ó  codicilos  cerrados, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  se  hubieren  otorgado  res- 
pectivamente dichos  documentos  (1). 

23.  En  las  autorizaciones  para  la  venta  de  bienes  de  menores 
ó  incapacitados,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  gue  los  bienen 
m  haUaperiy  ó  el  del  domicilio  de  aquéllos  á  quienes  pertenecie- 
ren (2).. 

24.  En  los  expedientes  que  tengan  por  objeto  la  administra- 
<*ión  de  los  bienes  de  un  ausente,  cuyo  paradero  se  ignore,  será 
Juez  competente  el  del  último  domicilio  que  hubiere  tenido  en  te- 
rritorio español. 

25.  En  las  informaciones  para  dispensas  de  ley  y  en  las  habili- 
huíiónes  para  comparecer  enjuicio,  cuando  por  derecho  se  requie- 
ran, será  Juez  competente  el  del  domicilio  del  que  las  solicitare, 

26.  En  las  informaciones  para  perpetua  memoria  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  hayan  ocurrido  los  hechos  6  aquél 
en  que  estén,  aunque  sea  accidentalmente,  los  testigos  que  hayan  de 
declarar. 

Cuando  estas  informaciones  se  refieran  al  estado  actual  de  co- 
sas inmuebles,  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  estuvieren 
sitas. 

27.  En  los  apeos,  prorrateos  y  posesión  de  bienes  por  acto  de 
jurisdicción  voluntaria,  será  Juez  competente  el  del  lugar  donde 
i-adique  la  mayor  parte  de  las  fincas. 

Art,  64,  El  domicilio  de  las  mujei^s  casadas  que  no  estén  se- 
paradas legalmente  de  sus  maridos,  será  el  que  éstos  tengan. 

El  de  los  hijos  constituidos  en  potestad,  el  de  sus  padres. 

El  de  los  menores  ó  incapacitados  sujetos  á  tutela  ó  cúratela, 
el  de  sus  guardadores. 

.ÍIÍBISPBUDENCIA. 

No  obstante  el  precepto  del  párrafo  primero  de  este  articulo,  cuando  el 
Tuarído  ha  permitido  que  su  miyer  viva  separada  de  él  largo  tiempo,  en  otro 
lugar,  éste  es  su  domicilio.    Sents,  17  Junio  1887  y  13  Junio  1895. 

Art,  65.  El  domicilio  legal  de  los  comerciantes,  en  todo  lo 
que  concierne  á  actos  ó  contratos  mercantiles  y  ásus  consecuencias, 
sei-á  el  pueblo  donde  tuvieren  el  centro  de  sus  operaciones  comer- 
ciales. 

Los  que  tuvieren  establecimientos  mercantilesá  su  cargo  en  di- 
ferentes partidos  judiciales  podrán  ser  demandados  por  acciones 


( 1)  La  protocolización  del  testamento  ológrafo  deberá  hacerse  ante  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  del  último  domicilio  del  testador  ó  ante  el  del  lugar  de  su  fallecimiento. 
Art.  689  C.  Civil. 

i2)  El  art.  164  del  C.  Civil  ha  modificado  esta  regla  en  el  sentido  de  corresponder  la 
(x>mpetencia4  únicamente,  al  Juez  del  domicilio. 
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personales  en  aquel  en  que  tuvieren  el  principal  establecimiento,  6 
en  el  que  se  hubieren  obligado,  á  elección  del  demandante. 

Art,  66«  El  domicilio  de  las  compañías  civiles  y  mercantileR 
será  el  pueblo  que  como  tal  esté  señalado  en  la  escritura  de  Socie- 
dad ó  en  los  estatutos  por  que  se  rijan. 

No  constando  esta  circunstancia,  se  estará  á  lo  esta*bleeido  res- 
pecto á  los  comerciantes  (1). 

Bxceptúanse  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  las 
compañías  en  participación,  en  lo  que  se  refiera  á  los  litigios  que 
puedan  promoverse  entre  los  asociados,  respecto  á  los  cuales  se  es- 
tará á  lo  que  prescriben  las  disposiciones  generales  de  esta  ley. 

Art,  (>7.  El  domicilio  legal  de  los  empleados  será  el  pueblo 
en  que  sirvan  su  destino.  Cuando  por  razón  de  él  ambularen  con- 
tinuamente, se  considerarán  domiciliados  en  el  pueblo  en  que  vivie- 
ren más  frecuentemente  (2). 

Art.  68.  El  domicilio  legal  de  los  militares  en  activo  servi- 
cio, será  el  del  pueblo  en  que  se  hallare  el  cuerpo  á  que  pertenez- 
can cuando  se  hiciere  el  emplazamiento. 

Art.  69.  En  los  casos  en  que  esté  señalado  el  domicilio  paiu 
sui-tir  fuero  competente,  si  el  que  ha  de  ser  demandado  no  lo  tuvie- 
re en  territorio  de  las  islas  de  Cuba  y  Pueiio  Eieo,  será  Juez  com- 
petente el  de  su  residencia. 

Los  que  no  tuvieren  domicilio  ni  residencia  fija  podrán  ser  de- 
mandados en  el  lugar  en  que  se  hallen,  ó  en  el  de  su  última  resi- 
dencia á  elección  del  demandante. 

Art.  70.  Las  precedentes  disposiciones  de  competencia  com- 
prenderán á  los  extranjeros  que  acudieren  á  los  Juzgados  españoles 
promoviendo  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  interviniendo  en 
ellos,  ó  compareciendo  en  juicio  como  demandantes  ó  demandados, 
contra  españoles  ó  contra  otros  extranjeros  cuando  proceda  que  co- 
nozca la  jurisdicción  española  con  arreglo  á  las  leyes  del  reino  ó  á 
los  Tratados  con  otras  Potencias. 

Art.  71.  Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anteriores 
se  entenderán  sin  perjuicio  de  lo  que  disponga  la  ley  para  casos  es- 
I)eciales. 


SECCIÓN    TERCERA 


De  las  euestioíies  de  competencia, 

Art.  72.     Las  cuestiones  de  competencia  podran  promover-se 
por  inhibitoria  ó  por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  Juez  ó  Tribunal  á  quien  se 


(1>  Complementan  y  en  cierto  sentido  modlflcan  estas  disposiciones,  las  artículos  40 
y  41  C.  avll. 

(2)  Kl  domicilio  de  los  diplomáticos  residentes  por  razón  de  su  cargo  en  el  extranje- 
ro, scrA.  el  último  que  hubieren  tenido  en  territorio  cubano.       Art,  '♦«  C.  Civil. 


•  í    T 
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<"OQsidere  competeute,  pidiéudole  que  dirija  oñcio  al  que  se  estime 
no  serlo,  para  que  se  inhiba  y  remita  los  autos* 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el  Juez  6  Tribunal  á  quien 
se  considere  incompetente,  pidiéndole  que  se  separe  del  conocimien- 
to del  negocio  y  remita  los  autos  al  tenido  por  competente. 

•I  URI8PBUDENCI  A. 

Las  cuestiones  de  competencia  sólo  deben  promoverse  para  determinar 
la  jurisdicción,  y  en  la  duda,  decidir  cual  haya  de  ser  el  Juez  á  quien  co- 
rresponde conocer  del  asunto.    S,  £7  Oet.  1860, 

En  las  cuestiones  de  competencia  no  cabe  el  i'ecurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  ó  de  doctrina  legal,  sino  en  su  caso,  el  que  se  funda  en  que- 
brantamiento de  forma.    Set».  24  Sept,  1873  ¿/  £1  Junio  1866, 

No  existe  conflicto  jurisdiccional  mientras  por  dos  Jueces  no  se  reclame 
A  la  vez  el  conocimiento  de  un  n^ocio.    S,  U  Nov,  1884. 

No  puede  dar  lugar  &  una  cuestión  de  competencia  el  requerimiento  de 
inhibición  que  dirije  un  Cónsul  extranlero  &  un  Juez  para  que  cese  en  el 
Címocimiento  de  un  abintestato,  fundándose  en  que  su  intervención  en  di- 
chas actuaciones  había  terminado.  En  éste  caso,  el  Juez  debe  antes  que 
iiada^  apreciar  si  dado  el  estado  de  las  actuaciones  cabe  cesar  su  interven- 
vención  en  el  asunto,  sin  entrar  Á  discutir  la  competencia  y  menos  sustan- 
ciar la  cuestión  propuesta  dándole  un  carácter  que  evidentemente  no  tiene. 
^tUo  SI  OeL  1900, 

Art,  73.  La  inhibitoria  y  la  declinatoria  podrán  ser  pro- 
puestas por  los  que  sean  citados  ante  el  Juez  incompetente,  ó  pue- 
dan ser  parte  legítima  en  el  juicio  promovido. 

.TURISPBÜDENCIA. 

Sólo  pueden  suscitarse  válidamente  cuestiones  de  competencia  en  los 
pleitos  promovidos  en  que  se  haya  ejercitado  una  acción  sobre  cuyo  recono- 
cimiento verse  la  contienda  jurisdiccional.    S,  £7  Agosto  1884, 

Art.  74.  En  ningún  caso  se  promoverán  de  oficio  las  cues- 
tiones de  competencia  en  los  asuntos  civiles;  pero  el  Juez  que  se 
crea  incompetente  por  razón  de  la  materia  podrá  abstenerse  de  co- 
nocer, oido  el  Ministerio  fiscal,  previniendo  á  las  partes  que  usen  de 
sil  derecho  ante  quien  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos  (1). 

Art.  75.  ^o  podrá  proponer  la  inhibitoria  ni  la  declinatoria 
el  litigante  que  se  hubiere  sometido  expresa  ó  tácitamente  al  Juez 
ó  Tribunal  que  conozca  del  asunto. 

JURISPRUDENCIA. 

Las  partes  carecen  de  derecho  para  reconocer^  y  á  la  vez  negar  compe- 
tencia ft  xm  mismo  Juez.    S,  i^  Dic,  186S. 

Art.  76.    Tampoco  podrán  promoverse  ni  proponerse  cues- 


(1)  Cabe  utilizar  previamente  el  recurso  de  reposición  contra  este  auto,  cuantió  el 
Juez  se  abstiene  de  conocer  antes  de  admitir  la  demanda  y  sin  otra  sustanciación  que  la 
audiencia  al  Fiscal. 
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tiones  de  competencia  en  los  asnntos  judiciales  terminados  x>or  au- 
to ó  sentencia  firme. 

JUKISPBUDENCIA. 

Ratificado  un  «nbaigo  preventivo  sin  oue  el  deodor  haya  «^citado  de- 
recho alguno  contra  dielia  fliligeneiu,  no  cabe  la  sustaueiacióii  de  competen- 
cia respecto  del  conocimiento  del  embargo,  por  ser  éste  asunto  Judicial  ya 
terminado.    S.  S  Marzo  1S8S, 

Para  loe  efectos  de  este  articulo,  se  entiende  terminado  el  juicio  ejecuti- 
vo después  de  pronunciada  y  consentida  la  sentencia  de  neníate,  no  teniendo 
las  actuaciones  posteriores  otro  concepto  que  el  de  diligencias  necesarias  ixi- 
ra  el  camplimieuto  de  una  ejecutoria.    SenU.  10  Junio  1878  y  otras. 

Art.  77.  El  que  hubiere  optado  por  uno  de  los  medios  seña- 
lados en  el  art.  72  no  podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  otro^  ni  em- 
plear ambos  simultánea  ó  suce^vamente,  debiendo  pasar  x>or  el 
resultado  de  aquél  á  que  hubiere  dado  la  preferencia. 

.JURISPKUDEXCIA. 

Resuelta  una  cuestión  de  incompetencia  propuesta  por  declinatoria  no 
procede  sustanciar  la  cuestión  jurisdiccional  en  los  mismos  autos,  aunque  se 
proponga  con  otro  aspecto.    S.  S6  Jfapo  190S, 

Art.  78.  El  que  promuévala  cuestión  de  competencia  por 
cualquiera  de  los  dos  medios  antedichos  expresiirá  en  el  escrito  en 
i|ne  lo  haga  no  haber  empleado  el  otro  medio. 

Si  resultare  lo  contrario,  por  este  solo  hecho  será  condenado  en 
las  costas  del  incidente,  aunque  se  decida  á  su  favor  la  cuestión  de 
competencia. 

Art.  79.  Las  declinatorias  se  sustanciarán  como  excepciones 
dilatorias^  según  pre\iene  el  art.  536. 

Las  inhibitorias  por  los  trámites  ordenados  en  los  artículos  que 
siguen. 

Art.  80.     Pueden  promover  y  sostener,  á  instancia  de  partí* 
legítima,  las  cuestiones  de  competencia: 
lo.     Los  Juzgados  municipales. 
2o.     Los  Juzgados  de  primera  instancia. 
3o.     Las  Audiencias 

Art.  81.  Ningún  Juez  ó  Tribunal  puede  promover  cuestión 
de  competencia  á  su  inmediato  sui>erior  jerárquico,  sino  exponerle, 
á  instancia  de  parte  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  las  razones  que  ten- 
ga para  creer  que  le  corresponde  el  conocimiento  del  asunto. 

El  superior  dará  vista  de  la  exposición  y  antecedentes  al  Mi- 
nisterio fiscal  para  que  emita  su  dictamen;  y  sin  más  trámites  resol- 
verá dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  proceilente,  comunicando 
esta  resolución  al  interior  para  su  cumplimiento. 

Art.  82.  Cuando  algún  Juez  ó  Tribunal  entienda  en  n^o- 
cios  que  sean  de  las  atribuciones  y  competencia  de  su  inmediato  su- 
perior jerárquico  ó  del  Tribunal  Supremí),  se  limitarán  éstos  á  or- 
denar á  aquél,  también  á  instancia  de  pai-te  y  oído  el   Ministerio 
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físcaJ,  que  se  abstenga  de  todo  procedimiento  y  le  remita  los  ante- 
cedentes. 

Art,  83,  En  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores,  los 
.Tueces  y  Tribunales  darán  siempre  cumplimiento  á  la  orden  de  su 
inmediato  superior  jerárquico,  sin  ulterior  recurso,  cuando  éste  sea 
el  Tribunal  Supremo.  Contra  las  resoluciones  de  las  Audiencias, 
y  sin  i)erjuicio  de  su  cumplimiento,  las  partes  que  se  crean  agra- 
viadas y  el  Ministerio  fiscal  podrán  recurrir  dentro  de  ocho  días  (1 ) 
á  la  Sala  tercera  (2)  del  Tribunal  Supremo. 

Esta  Sala  pedirá  informe  con  justificación  ó  reclamándolos  au- 
tos á  la  de  la  Audiencia  que  hubiere  dictado  la  resolución,  y  oyen- 
do después  al  Ministerio  fiscal,  resolverá  lo  que  estime  procedente. 

Igual  recurso  podrán  emplear  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia respectiva  los  que  se  crean  agraviados  por  iguales  resolucio- 
nes de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  su  relación  con  los  muni- 
cipales. 

Art.  84.  Las  inhibitorias  se  propondrán  siempre  por  escrito 
con  firma  de  Letrado  (3), 

Únicamente  se  exceptúan  de  esta  regla  las  que  se  refieran  á 
juicios  verbales,  cuya  cuantía  no  exceda  de  1.000  pesetas,  las  cua- 
les podrán  proponerse  y  sustanciarse  por  medio  de  comparecencias 
a>nte  el  Juez  municipal  ó  por  escrito,  sin  necesidad  de  firma  de  Le- 
trado, pero  oyendo  por  escrito  al  Fiscal  municipal. 

Art.  86.  El  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se  proponga  la  inhi- 
bitoria oirá  al  Ministerio  fiscal,  fuera  del  caso  en  que  éste  la  haya 
propuesto  como  parte  en  el  juicio.  El  Ministerio  fiscal  evacuará  la 
audiencia  dentro  de  tercero  día  (4). 

Art.  86.  Oído  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  man- 
dará, por  medio  de  auto,  librar  oficio  inhibitorio  ó  declarará  no  ha: 
ber  lugar  al  requerimiento  de  inhibición. 

Art.  87.  El  auto  declarando  no  haber  lugar  al  requerimien- 
to de  inhibición  será  apelable  en  ambos  efectos,  si  lo  hubiere  dic- 
tado un  Juez  municipal  ó  de  primera  instancia. 

Contra  los  que  dicten  las  Audiencias  haciendo  la  misma  dechi- 
ración,  tanto  en  ax)elaci6n  como  en  primera  instancia,  sólo  se  dará 
en  su  caso  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

Art.  88.  Con  el  oficio  requiriendo  de  inhibición  se  acompa- 
ñará testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido,  de  lo  expuesto 
por  el  Ministerio  fiscal,  del  auto  qne'se  hubiere  dictado  y  de  lo  de- 
más que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  ^conducente  para  fundar  su 
competencia. 

Art.  89.  Luego  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  reciba  el 
oñcio  de  inhibición,  acordará  la  suspensión  del  procedimiento  y  oirá 

(1)  Este  término  no  ha  sido  alt€nido  por  la  Orden  135  de  11  de  Agosto  de  1899,  cuyo 
sentido  fué  r«<jueir  otros  mayores  establecidos  en  esta  ley  para  comparecencias  ant^'cl 
Tribanal  Supremo.    V.  Complemento  del  Art.  100. 

(2)  Hoy  Sala  de  Justicia. 

(8  \    Aun  en  los  negocios  exceptuados  de  la  defensa  obligatoria. 

(4)  Es  tan  esencial  este  trámite,  que  su  inobservancia  impide  la  dwislón  de  la  com- 
petencia y  da  lugar  A  declararla  raal  formada.    S,  17  Nov.  1877,  ta  Dic.  imi  jf  otra*. 
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á  la  parte  ó  partes  que  hayan  comparecido  en  el  juicio,  y  si  éstas 
no  estuvieren  de  acuerdo  con  la  inhibición,  oirá  también  al  Minis- 
terio fiscal. 

JUEISPKUDENCIA. 

Desde  el  momento  en  que  un  Juez  es  requerido  como  incompetente,  no 
puede  continuar  el  procedimiento.    Sents.  11  Oct  1882  y  15  Feh,  1862, 

Infringe  este  artículo  el  Juez  que  desestima  de  plano  el  requerimiento 
de  inhibición  y  se  declara  competente.    S,  9  Sept.  1889, 

Art.  90.  La  audiencia  á  las  partes,  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  será  sólo  por  tres  días,  pasados  los  cuales  sin  devolver  los 
autos,  se  recogerán  de  oñcio,  con  escrito  ó  sin  él;  y  oído  en  su  caso 
el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  auto  inhibiéndose  ó 
negándose  á  hacerlo. 

.JURISPRUDENCIA. 

El  Juez  requerido  debe  inhibirse  6  negarse  á  la  inhibición,  absteniéndo- 
se de  acordar  de  oficio  la  competencia  Á  favor  de  otro  Juez  que  no  la  haya 
reclamado.    S,  28  Dio,  1877, 

El  auto  en  que  se  accede  al  requerimiento  de  inhibición,  no  es  definitivo 
á  los  efectos  del  recurso  de  casación.    S',- 19  Sept,  1883. 

Art.  91.  Contra  el  auto  en  que  los  Juzgados  6  Tribunales  se 
inhibieren  del  conocimiento  de  un  asunto,  podrán  entablarse  los  re- 
cursos expresados  en  el  art.  87. 

Art.  92.  Consentido  6  ejecutoriado  el  auto  en  que  los  Jue- 
ces ó  Tribunales  se  hubieren  inhibido  del  conocimiento  de  un  ne- 
gocio, se  remitirán  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  pro- 
puesto la  inhibitoria,  con  emplazamiento  de  las  partes  por  término 
de  15  días,  para  que  puedan  comparecer  ante  él  á  usar  de  su  de- 
recho. 

Art.  93.  Si  se  negare  la  inhibición,  se  comunicará  el  auto 
al  Juez  ó  Tribunal  que  la  hubiere  propuesto,  con  testimonio  de  los 
escritos  de  los  interesados  y  del  Ministerio  fiscal  en  su  caso,  y  de  lo 
demás  que  se  crea  conveniente. 

Art.  94.  En  el  oficio  que  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  dirija 
en  el  caso  del  artículo  anterior  exigirá  que  se  le  conteste  pai*a  con- 
tinuar actuando  si  se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos  á  quien 
corresponda  para  la  decisión  de  la  competencia. 

Art.  96.  Recibido  el  o^cío  expresado  en  el  artículo  que  pre- 
cede, el  Juez  ó  Tribunal  requirente  dictará  auto,  sin  más  sustancia- 
ción,  en  el  término  de  tercero  día,  insistiendo  en  la  inhibitoria  6 
desistiendo  de  ella. 

Art.  96.  Contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhibitoria  se  da- 
rán los  recursos  expresados  en  el  art.  87. 

Art.  97.  Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  el  Juez  ó 
Tribunal  requirente  desista  de  la  inhibitoria,  lo  comunicará  por 
medio  de  oficio  al  requerido  de  inhibición,  remitiéndole  lo  actuado 
para  que  pueda  unirlo  á  los  autos  y  continuar  el  procedimiento. 
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Art.  98.  Si  el  Juez  ó  Tribunal  requirente  insistiere  en  la  in- 
hibitoria, lo  comunicará  al  que  hubiese  sido  requerido  de  inhibi- 
ción, y  ambos  remitirán  por  el  primer  correo  sus  respectivas  ac- 
tuaciones originales  al  superior  á  quien  corresponda  dirimir  la  con- 
tienda. 

Art.  99.    La  decisión  de  las  competencias  corresponde: 

19  A  los  Jueces  de  primera  instancia  las  que  se  promuevan 
entre  Jueces  municipales  de  su  partido  respectivo. 

2?  A  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias  las  que  se  pro- 
muevan entre  los  Jueces  de  primera  instancia  y  los  municipales  que 
ejerzan  su  jurisdicción  dentro  del  territorio  respectivo,  fuera  de  los 
comprendidos  en  el  número  anterior. 

3?  A  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audiencias  las  que  se  susci- 
ten por  los  Jueces  de  primera  instancia,  4  otros  Jueces  6  Tribuna- 
lea  especiales  que  existan  en  el  territorio  respectivo^  ya  sean  entre  si  mis- 
mos 6  con  otros  de  diferente  fuero    (1). 

49  A  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  las  que  se 
promuevan  entre  los  mencionados  Jueces  ó  Tribunales  especiales  .entre 
si  ó  con  otros  de  diverso  fuero^  euanda  cualquiera  de  los  contendientes 
desempeñe  un  cargo  en  el  territorio  de  las  Audiencias  de  Puerto  Princi- 
pe y  de  Puerto  Bico  (2), 

5^  A  la  Sala  tercera  (3)  del  Tribunal  Supremo  en  los  demás 
casos    (4). 

Art.  10().  La  remesa  de  los  autos  se  hará  siempre  con  em- 
plazamiento de  las  partes  por  término  de  10  días  cuando  se  remi- 
tan al  Juzgado  de  primera  instancia,  de  15  cuando  se  remitan  á  la 
Audiencia,  y  de  60  si  se  dirigen  al  Tribunal  Supremo. 

Cuando  se  haga  la  remesa  de  los  autos  al  Tribunal  Supremo 
se  verificará  por  testimonio  de  los  mismos. 

Complemento. — Orden  1S5  de  11  de  Agosto  1899, 

I.  A  partir  de  la  publicación  de  la  presente  (  Gaceta  13  Agosto 
1889)^  en  todos  aquellos  casos  en  que  las  leyes  de  Enjuiciamiento 
civil  y  criminal  vigentes  establezcan  términos  para  comparecencias 
ante  el  Tribunal  Supremo,  éstos  se  entenderán  reducidos  á  diez  días, 
si  se  tratare  de  asuntos  de  que  conozcan  las  Audiencias  de  Pinar  del 
Río,  la  Habana,  Matanzas  y  Santa  Clara,  ó  Juzgados  comprendidos 
en  estos  territorios,  y  á  veinte  si  se  tratase  de  las  Audiencias  6  Juz- 
gados de  Puerto  Príncipe  (5)  y  Santiago  de  Cuba. 

II.  En  todos  estos  casos,  cuando  dichas  leyes  dispusieren  la 
remisión  de  testimonios  al  Tribunal  Supremo,  se  remitirán  los  autos 
originales. 

Art.  101.  Eecibidos  los  autos  en  el  Juzgado,  se  pasarán  al 
Promotor  fiscal  por  tres  días;  y  en  vista  de  su  dictamen,  en  otro  tér- 

(1)  No  reconociéndose  hoy  fueros  ni  Tribunales  especiales,  carecen  de  aplicación  las 
palabras  subrayadas  que  forman  la  segunda  parte  del  artículo  anotado. 

(2)  Este  numero  no  tiene  hoy  aplicación  práctica,  dada  la  nueva  organización  de  las 
Audiencias  y  el  cambio  político  operado  en  Cuba. 

<8)    V.  Nota  2,  art.  88  de  esta  Ley. 

(4)  Concuerda  este  nüm.  con  la  regla  2a.  del  art.  83  de  la  Constitución. 

(5)  Hoy  Gamagüey. 
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mino  igual,  dictará  el  Juez  sentencia  cuando  no  hayan  comparecido 
las  partes. 

Si  éstas  se  hubieren  personado,  las  citará  á  una  comparecencia 
en  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  seis  días,  poniéndoles  mientras 
tanto  de  manifiesto  los  autos  en  la  Escribanía. 

Si  comparecen  en  el  día  señalado,  las  oirá,  ó  á  sus  defensores, 
y  en  los  tres  días  siguientes  dictará  sentencia  decidiendo  la  compe- 
tencia. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso  alguno  fuera  del  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  en  los  juicios  de  desahucio. 

Art.  102.  Luego  que  se  reciban  los  autos  en  la  Audiencia  ó 
en  el  Tribunal  Supremo,  se  pasarán  al  Relator  para  que  forme  con 
preferencia  el  apuntamiento, 

Art.  103.  Formado  el  apuntamientOy  se  pasará  con  los  autos  al 
Fiscal  para  que  dentro  de  cuatro  días  emita  dictamen  por  es- 
crito (1). 

Art.  104.  Si  se  hubieren  personado  las  partes,  6  alguna  de 
ellas,  se  les  comunicarán  los  autos  para  instrucción  por  tres  días 
improrrogables  á  cada  una,  trascurridos  los  cuales  se  recogerán 
de  oficio  y  se  señalará  día  para  la  vista. 

Esta  tendrá  lugar  precisamente,  con  Abogados  ó  sin  ellos,  den- 
tro de  los  ochos  días  siguientes  á  la  devolución  6  recogida  de  los 
autos. 

Art.  106.  Dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al  de  la  vista 
ó  al  de  la  devolución  de  los  autos  por  el  Fiscal,  cuando  no  se  hayan 
personado  las  partes,  se  dictará  sentencia  decidiendo  la  competencia. 

Art.  106.  Contra  las  sentencias  de  las  Audiencias  en  que  se 
decidan  cuestiones  de  competencia  sólo  se  dará  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  después  de  fallado  el  pleito  en 
definitiva. 

Contra  las  del  Tribunal  Supremo  no  habrá  ulterior  recurso. 

JURISPRUDENCIA. 

No  se  realiza  este  caso  sino  después  de  fallado  ejecutoriamente  el  plei- 
to principal,  en  que  ha  sido  suscitada  la  cuestión  de  competencia.  &\  SI 
Uñero  1872. 

Art.  107.  Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  sobre  cuestio- 
nes de  competencia,  se  publicarán  dentro  de  los  10  días  siguien- 
tes á  su  fecha,  en  la  Gaceta  de  Madrid  (2),  y  á  su  tiempo  en  la  Co- 
lección legislativa, 

Art.  108.  El  Tribunal  Supremo  podrá  condenar  al  pago  de 
las  costas  causadas  en  la  inhibitoria  al  Juez  ó  Tribunal,  y  á  la  parle 
que  la  hubieren  sostenido  ó  impugnado  con  notoria  temeridad,  de- 


(1)  Las  palabras  en  cursiva  de  este  artículo  y  el  anterior,  carecen  hoy  de  aplicación. 
Leyéndose  pues,  sólo  las  que  conservamos  en  letra  redonda,  resulta  expresado  con  senti- 
do completo  el  único  trámite  &  que  hoy  se  reducen  ambos  artículos. 

(2)  Hoy  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  República  de  Cuba. 
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terminando  en  sn  caso  la  proporción  eu  que  deban  pagarlas,  6  si 
han  de  ser  solamente  de  cuenta  de  las  partes. 

Cuando  el  que  haya  promovido  la  competencia  se  halle  en  el 
caso  del  párrafo  2o.  del  art.  78,  se  le  impondrán  todas  las  costas. 

Las  mismas  declaraciones  pueden  hacer  las  Audiencias  y  los 
Jueces  de  primera  instancia,  cuando  decidan  cuestiones  de  compe- 
tencia. 

Cuando  no  hicieren  especial  condenación  de  costas,  se  entende- 
rán de  oficio  las  causadas  en  la  competencia  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Es  temerario  el  Juez  que  promueve  competencia  al  del  lugar  donde  de- 
bía ser  devuelta  la  sum^a  objeto  de  un  préstamo  conforme  á  lo  estipulado  en 
el  contrato.    S,  2S  Agosto  1888, 

Cuando  un  Juez  es  declarado  temerario  y  condenado  en  costas,  procede 
oírsele  en  justicia,  si  lo  reclama.    S,  14  Mayo  1859. 

0 

La  imposición  de  costas  al  litigante  que  hubiera  utilizado  los  dos  me- 
dios de  promover  las  cuestiones  de  competencia,  es  atribución  propia  del 
Tribunal  dirimente.    S,  14  SepU  1899. 

Art.  109.  El  Tribunal  que  haya  resuelto  la  ^competencia  re- 
mitirá el  pleito  y  las  actuaciones  que  haya  tenido  á  la  vista  para 
decidirla,  con  certificación  de  la  sentencia,  al  Juez  ó  Tribunal  de- 
clarado competente,  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del  otro. 

También  cuidará  de  que  se  haga  efectiva  la  condenación  de 
costas  que  hubiere  impuesto,  librando  al  efecto,  previa  su  tasación, 
las  órdenes  oportunas  (2). 

Art.  110.  Cuando  la  cuestión  de  competencia  entre  dos  ó  más 
Tribunales  6  Jueces  fuere  negativa  por  rehusar  todos  entender  en 
un  negocio,  la  decidirá  el  superior  que  corresponda,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  99,  siguiendo  para  ello  los  mismos  trámites 
prescritos  para  las  demá^  competencias. 

Art.  111.  Las  cuestiones  de  competencia  ó  de  atribuciones  que 
se  promuevan  entre  dos  Salas  de  un  Tribunal  las  decidirá  la  Sala 
de  Gobierno  del  mismo,  oyendo  por  escrito  al  Fiscal,  sin  otra  sus- 
tanciación  y  sin  ulterior  recurso,  como  no  sea  el  de  casación  cuan- 
do proceda  contra  la  sentencia  definitiva  del  pleito. 

(Los  artículos  112  y  118  correspondientes  á  este  lugar,  carecen  hoy  de 
aplicación  y  se  insertan  en  el  Apéndice  V.) 

Art.  114.  Las  inhibitorias  y  las  declinatorias  suspenderán  los 
procedimientos,  fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior  (3), 
hasta  que  se  decida  la  cuestión  de  competencia  (4). 

Durante  la  suspensión,  el  Juez  ó  Tribunal  requerido  de  inhibi- 

(1)  La  facultad  potestativa  que  otoi^a  este  artículo  á  los  Jueces  ó  Tribunales  para 
imponer  costas  en  caso  de  notoria  temeridad,  es  hoy  mandato  legal  imperativo,  v.  el 
Complemento  del  art.  358  de  esta  Ley. 

(2)  V.  el  Complemento  del  art.  358  de  esta  Ley. 

(S)  El  de  estimar  un  Tribunal  eclesiAsticocorresponderle  el  conocimiento  de  un  ne- 
gocio en  que  entiéndala  jurisdicción  ordinaria. 

(4)  El  Juez  que  requerido  de  inhibición  continúa  procediendo,  incurre  en  la  respon- 
sabilidad determinada  en  el  art.  386  del  C.  Penal. 
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ción  podrá  practicar,  á  instancia  de  parte  legítima,  cualquiera  ac- 
tuación que  á  su  juicio  sea  absolutament;e  necesaria,  y  de  cuya  dila- 
ción pudieran  resultar  perjuicios  irreparables. 

Art.  115.  Todas  las  actuaciones  que  se  hayan  practicado  hasta 
la  decisión  de  las  competencias  serán  válidas,  sin  necesidad  de 
que  se  ratifiquen  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  sea  declarado  compe- 
tente. 

SECCIÓN   CUARTA 


De  los  recursos  de  qu^a  contra  las  Autoridades  administrativas, 

Art.  116,  Los  Gobernadores  generales  (1)  de  las  islas  de  Cuba 
y  Puerto  Bico  son  las  únicas  Autoridades  que  podrán  suscitar  en 
nombre  de  la  Administración  competencias  positivas  ó  negativas  á 
los  Juzgados  y  Tribunales,  por  exceso  de  atribuciones  en  el  caso  de 
que  éstos  invadan  las  que  correspondan  al  orden  administrativo. 

Art.  117.  Las  competencias  positivas  ó  negativas  que  la  Ad- 
ministración suscitare  á  los  Jueces  y  Tribunales  se  sustanciarán  y 
decidirán  en  la  forma  establecida  por  las  leyes  y  reglamentos  que 
la  determinen     (2). 

Art.  118.  Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  suscitar  cues- 
tiones de  competencia  á  las  Autoridades  del  orden  administrativo. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y  atribuciones 
que  la  Constitución  y  las  leyes  les  confieren,  reclamando  contra  las 
invasiones  de  dichas  Autoridades  por  medio  de  recursos  de  queja, 
que  elevarán  al  Gobierno  (3). 

JURISPRUDENCIA. 

No  puede  invocarse  útilmente  contra  la  competencia  de  los  Tribunales 
ordinarios  la  omisión  de  la  vía  gubernativa,  porque  la  fiílta  de  este  trámite 
no  puede  privarles  de  aquélla,  ni  atribuirla  á  la  Administración.  S.  28 
Abril  1879, 

Art.  119.  Podrán  promoverse  los  expedientes  de  recurso 
de  queja: 

19    A  instancia  de  parte  agraviada. 

29    En  virtud  de  excitación  del  Ministerio  fiscal. 
.  39     De  oficio. 

Art.  120.  Sólo  las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  y  la 
del  Tribunal  Supremo  podrán  recurrir  en  queja  al  Gobierno  contra 
las  invasiones  de  la  Administración  en  las  atribuciones  judiciales. 

Art.  121.  Los  Juzgados  municipales  y  los  de  primera  ins- 
tancia, cuando  sean  invadidas  sus  atribuciones  por  Autoridades  del 


(1)  Hoy  el  Presidente  de  la  República  y  los  Gobernadores  provinciales. 

(2)  Constituyen  la  legislación  vigente  sobre  esta  materia,  el  Reglamento  de  4  de  Julio 
de  1861,  en  cuanto  resulte  aplicable  dentro  del  actual  orden  legal;  el  R.  D.  de  23  de  Sep 
tlembre  de  1888  y  otras  disposiciones. 

(3)  Los  Tribunales  conocerán  de  todos  los  juicios,  ya  sean  civiles,  criminales  ó  con- 
tencioso-administrativos.    Art,  85  de  la  Oonstüvunon, 
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oMen  administrativo,  lo  pondrán  en  conocimiento  de  la  Sala  de  go- 
bierno de  la  Audiencia^  para  que  ésta  pueda  formular  el  recurso  de 
queja,  si  lo  estima  procedente. 

Al  efecto  los  Juzgados  municipales  remitirán  á  los  de  primera 
instancia  de  su  partido  loe  expedientes  en  que  consten  los  hechos 
relativos  al  exceso  de  atribuciones  cometido  por  los  agentes  del  or- 
den administrativo,  y  los  segundos  los  pasarán  con  su  informe  á  la 
Audiencia  respectiva. 

Cuando  los  expedientes  nacieren  en  los  Juzgados  de  primera 
instancia^  serán  remitidos  directamente  á  la  Audiencia. 

Si  se  formaran  en  las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias  6  del 
Tribunal  Supremo,  se  pasarán  después  de  instruidos  á  la  respectiva 
Sala  de  gobierno. 

Art.  122,  Las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  recibidos 
que  sean  los  expedientes  á  que  se  refiere  el  artículo  que  antecede,  ó 
en  vista  de  los  que  ante  ellas  se  hayan  comenzado  ó  instruido,  y  la 
del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  los  pasarán  al  Ministerio  ñscal 
para  que  con  toda  preferencia  emita  su  dictamen. 

Art.  123«  En  vista  del  dictamen  fiscal  y  completando  el  ex- 
pediente si  fuere  necesario,  resolverán  las  Salas  de  gobierno  de  las 
Audiencias,  6  la  del  Tribunal  Supremo  en  su  caso,  si  debe  6  no  ele- 
varse el  recurso  de  queja. 

Cuando  acordaren  que  debe  elevarse^  lo  harán  en  una  exposi- 
ción fundada,  á  no  ser  que  aceptaren  el  dictamen  fiscal  sin  adición 
alguna. 

Art.  124.  El  Gobierno  resolverá  estos  conflictos  en  la  forma 
que  determinen  las  leyes  y  reglamentos. 

TITULO   III 

De  los  remiraos  de  fuerza  en  amocer 

Las  disposiciones  contenidas  en  este  título,  comprensivas  de 
los  artículos  125  á  152,  han  quedado  derogadas  de  hecho  con  la  se- 
paración de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  la  República.  Véase  el  Apén- 
dice V,  en  que  se  insertan. 

TITULO    ÍV 

De  las  a^mmuUicioyies 

SECCIÓN    PRIMERA 


De  la  ücumidación  de  a/cdones 

Art.  163.  El  actor  podrá  acumular  en  su  demanda  cuantas 
acciones  le  competan  contra  el  demandado,  aunque  procedan  de  di- 
ferentes títulos,  siempre  que  aquéllas  no  sean  incompatibles  entre  sí. 
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JURISPRUDENCIA. 

Para  la  acumulación  de  acciones  diversas,  bajo  un  solo  orden  de  proee- 
dimiento,  es  indisi^ensable  la  unidad  é  identidad  de  la  cosa  litigiosa.  S.  24 
Sept  1S70, 

La  materia  de  acumulación  de  acciones  es  de  carácter  esencialmente 
procesal,  y  no  puede  ser  objeto  de  casación  en  el  fondo.    /S',  3  Julio  1896, 

Art.  1 54,  Será  incompatible  el  ejercicio  simultáneo  de  dos  6 
más  acciones  en  un  misnio  juicio,  y  no  podrán  por  tanto  acumu- 
larse: 

lo.  Cuando  se  excluyan  mutuamente,  ó  sean  contrarias  entiv 
sí,  de  suerte  que  la  elección  de  la  una  impida  ó  haga  ineficaz  el 
ejercicio  de  la  otra. 

2o.  Cuando  el  Juez  que  deba  conocer  de  la  acción  principal 
sea  incompetente,  por  razón  de  la  materia  ó  de  la  cuantía  litigiosa, 
para  conocer  de  la  acumulada. 

3o.  Cuando  con  arreglo  á  la  ley  deban  ventilarse  y  decidirse 
las  acciones  en  juicios  de  diferente  naturaleza. 

JURISPRUDENCIA. 

La  acción  de  nulidad  de  actuaciones  de  un  juicio  ejecutivo,  acumulada 
á  la  real  de  tercería  de  dominio,  viene  en  realidad  á  coadyuvarla;  y  ejerci- 
tadas ambas  en  un  juicio  plen^irio,  es  evidente  la  competencia  del  Juzgado 
l>ara  conocer  de  las  mismas,  porque  no  existe  precepto  alguno  legal  que  es- 
tablezca para  ellas  procedimiento  de  distinta  naturaleza.      S,  S  Junio  18ff7, 

Art.  155.  Las  acciones  que  por  razón  de  la  cuantía  de  la  co- 
sa litigiosa  deban  ejercitarse  enjuicio  verbal  podrán  acumularse  á 
las  de  mayor  ó  menor  cuantía. 

En  estos  casos  se  determinará  la  competencia  del  Juez  y  la  cla- 
se de  juicio  declarativo  que  haya  de  seguirse  por  el  valor  acumula- 
do de  todo  lo  que  sea  objeto  de  la  demanda. 

Art.  156.  Podrán  acumularse  y  ejercitarse  simultáneamen- 
te las  acciones  que  uno  tenga  contra  varios  individuos,  ó  varios  con- 
tra uno,  siempre  que  nazcan  de  un  mismo  título  ó  se  funden  en  una 
misma  causa  de  pedir. 

JURISPRUDENCIA. 

Fuera  de  los  dos  casos  de  fundamento  de  las  acciones  á  que  se  jefiert» 
este  artículo,  no  son  acumulables  las  que  varios  individuos  ten^j^an  contra 
uno,  6  uno  contra  varios,  por  que  falta  la  identidad  de  cosas  y  de  acciones, 
que  es  uno  de  los  requisitos  indispensables  para  la  acumulación.  Si,  25  Ene- 
ro 1875. 

No  procede  la  acumulación  cuando  las  acciones  ejercitíidas  jK)r  el  de- 
mandante, proceden  de  distintos  contratos  celebrados  por  el  mismo  con  va- 
rias Compañías  de  seguros.    S.  20  Abril  1887, 

Art.  157.  No  se  permitirá  la  acumulación  de  acciones  des- 
pués de  contestada  la  demanda,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  ac- 
tor para  ejercitarlo  en  el  juicio  correspondiente.   . 

Art.  158.  Si  antes  de  la  contestación  se  ampliase  la  deman- 
da para   acumular  nuevas  acciones  á  las  ya  ejercitadas,  el  término 
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para  contestar  se  contará  de  nuevo  desde  el  traslado  del  escrito  dií 
ampliación. 

Art.  159.  La  iaeumalación  de  acciones,  cuando  proceda  y  st^ 
utilice  oportunamente  por  el  actor,  producirá  el  efecto  de  discutir- 
se todas  en  un  mismo  juicio  y  resolverse  en  una  sola  sentencia. 

SECCIÓN     SEGUNDA 


De  la  eummukuíióñ  de  autos 

Art.  160.  La  acumulación  de  autos  sólo  podrá  decretarse  á 
instancia  de  parte  legitima. 

Lo  serán  para  este  efecto  los  que  hayan  sido  admitidos  como 
partes  litigantes  en  cualquiera  de  los  pleitos  cuya  acumulación  síí 
pretenda. 

JURISPRUDENCIA. 

No  es  de  acumulación  de  autos  sino  de  competencia,  la  cuestión  promo- 
vida entre  dos  Juzgados  que  previnieron  el  juicio  mortuorio  de  la  misma 
persona.    S,  15  Marzo  1897. 

La  acumulación  de  autos  se  rige  por  disposiciones  especiales  que  no  es- 
tán relacionadas  con  las  de  competencia  de  jurisdicción.     *S'.  W  Enero  188S. 

Art.  161.     Las  causas  porque  deberá  decretarse  son: 

la.  Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de  los 
pleitos,  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción  de  cosa  juz- 
gada en  el  otro. 

2a.  Cuando  en  Juzgado  competente  haya  i)endiente  pleito  so- 
bre lo  mismo  que  sea  objeto  del  que  después  se  haya  promovido. 

3a.  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso  ó  de  quiebra  al  que  se 
halle  sujeto  el  caudal  conti^a  el  que  se  haya  formulado  ó  formule 
cualquier  demanda  (1"). 

4a,  Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaria  ó  abintestato  al 
que  se  halle  sujeto  el  caudal  contra  el  que  se  haya  formulado  ó  se 
formule  una  acción  de  las  declarada£i  acumulables  (2;  á  estos  juicios. 

5a.  Cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos  se  divida  la 
continencia  de  la  causa. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  de  la  naturaleza  del  juicio  universal  atraer  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  pendientes  que  afectan  á  los  bienes  comprendidos  en  aquél,  pues 
en  otro  caso  se  dividiría  la  continencia  de  la  causa  y  no  se  conseguiría  el  fln 
y  objeto  que  reconoce  como  fundamento.    S,  31  Dic.  1869, 

Siendo  uno  de  los  efectos  de  la  declaratoria  de  concurso,  la  ocupación  y 
embargo  de  los  bienes  del  deudor  y  el  nombramiento  de  administrador  de- 
positano  y  determinando  las  mismas  medidas — en  cuanto  procedan  practi- 


(1)  Este  caso  y  el  siguiente  se  relacionan  con  los  artículos  1.002,  LOaS,  1.183,  1.171, 
1.184,  1.1^  1.264  y  1.817  de  esta  Ley. 

(1)  Ea  texto  oficial  de  la  Ley  d\ce /ormulableM,  siendo  este  uno  de  los  muchos  errores 
que  aquélla  contiene  y  se  corrigen  en  esta  obra. 
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carse — la  prevención  del  juicio  de  abintestatOj  no  es  posible  que  se  cumplían 
simultáneamente  unas  y  otras  por  Jueces  distmtos  y  en  dos  juicios  diferen- 
tes, sin  que  se  rompa  la  continencia  de  la  causa. 

Esto  aparte,  es  un  contrasentido  jurídico  la  coexistencia  de  un  juicio 
mortuorio  y  de  un  concurso  de  la  misma  persona,  por  cuanto  siendo  olgeto 
del  primero  la  totalidad  de  los  bienes  del  difunto  y  estando  éste,  por  virtud 
de  la  declaración  del  concurso,  desposeido  de  todos  sus  bienes  mediante  el 
embargo  que  de  ellos  se  decreta  y  la  prohibición  de  administrarlos,  carece 
de  objeto  el  tal  juicio  moi^uorio.    S,  ^9  Mayo  1901. 

Art.  162.  Se  entiende  dividirse  la  continencia  de  la  causa 
para  los  efectos  de  la  disposición  que  contiene  el  párrafo  último  del 
artículo  anterior: 

lo.  Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  identidad  de  personas, 
cosas  y  acción. 

2o.  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas,  aun  cuando 
la  acción  sea  diversa. 

3o.  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  acciones,  aun  cuan- 
do las  cosas  sean  distintas. 

4o.  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa,  aun- 
que se  den  contra  muchos  y  haya  por  consiguiente  diversidad  de 
personas. 

5o.  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa,  aun- 
que sean  diversas  las  personas  y  las  cosas. 

6o.  Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aunque 
las  personas  sean  distintas. 

JUBISPBUDENCÍA. 

No  se  divide  la  continencia  de  la  causa  porque  se  sigan  á  la  vez  dos  jui- 
cios con  un  mismo  objeto,  en  los  cuales,  siendo  diversas  las  personas  de- 
mandadas, pueden  serlo  también  sus  excepciones,  las  pruebas  y  las  senten- 
cias.   S,  5  Marzo  1863, 

Art.  163.  La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquier  estado 
del  pleito  antes  de  la  citación  para  sentencia  definitiva. 

JURISPRUDENCIA. 

Para  los  efectos  de  la  acumulación,  el  pleito  principia  desde  que  se  pre- 
senta el  escrito  de  demanda,  pudiendo  pretenderse  y  decretarse  desde  ese 
momento  la  acumulación.    ¡S.  26  Febrero  1897. 

Art.  164.  Son  acumulables  entre  sí  los  juicios  declarati- 
vos (1),  los  ejecutivos,  los  interdicto^,  y  en  general  los  que  sean  de 
la  misma  clase,  siempre  que  concurra  alguna  de  las  causas  expre- 
sadas en  el  art.  161  (2). 

Art.  166.  íTo  son  acumulables  los  autos  que  estuvieren  en 
diferentes  instancias,  ni  los  ordinarios  que  estén  conclusos  para  sen- 
tencia. 


íl)    El  texto  oficial  dice  ordinarios^  pero  este  error  lo  rectifica  en  sirfé  de  erratas. 

(2)  Según  el  art.  3.^  de  la  Orden  núm.  62  de  5  de  Marzo  de  1902,  son  acumulables  6 
los  Juicios  de  deslinde  y  división  de  haciendas,  comuneras  ó  no,  todas  las  reclamaciones 
pendientes  ó  que  se  entablen  en  ejercicio  de  acciones  posesorias  6  reivindicatorías  sobre 
terrenos  de  la  hacienda,  después  de  prevenido  el  Juicio. 


Art,  166.  No  procederá  la  acumulación  de  los  juicios  ejecu- 
tivos entre  sí,  ni  á  un  juicio  universal,  cuando  sólo  se  persigan  los 
bienes  hipotecados,  salvo  el  caso  previsto  en  los  artículos  147  (1) 
ó  ni  de  las  leyes  hipotecarias  que  rigen  respectivamente  en  la  is- 
la de  Cuba  y  de  Puerto  Rico. 

•TUBISPRUDENCIA. 

Es  procedente  la  acumulación  tratándose  de  hipotecas  generales  no 
convertidas  á  especiales  después  de  regir  la  Ley  Hipotecaria^  S»  i»  Mayo 
1885, 

Art.  167.  En  dichos  juicios  ejecutivos  no  será  obstáculo  pa- 
ra la  acumulación,  cuando  proceda,  el  que  haya  recaído  sentencia 
firme  de  remate.  Para  este  efecto  no  se  tendrán  por  terminados 
mientras  no  quede  pagado  el  ejecutante,  ó  se  declare  la  insolvencia 
del  ejecutado. 

Art,  168.  Si  un  mismo  Juez  conoce  de  los  pleitos  cuya  acu- 
mulación se  pida  por  ante  el  mismo  actuario,  dispondrá  que  éste 
vaya  á  hacer  relación  de  los  autos. 

Si  se  siguieren  los  pleitos  por  distintas  Escribanías,  dispondrá 
que  los  actuarios  vayan  á  hacer  relación  de  ellos  en  un  solo  acto. 

Art.  169.  Para  el  acto  de  que  habla  el  artículo  anterior  se 
citará  á  las  partes  con  señalamiento  de  día  y  hora  en  que  haya  de 
celebrarse,    dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  providencia. 

Art.  170.  Terminada  la  relación,  y  oídos  los  defensores  de 
las  partes  si  se  hubieren  presentado,  el  Juez,  dentro  de  los  dos  días 
siguientes,  dictará  por  medio  de  auto  la  resolución  que  estime  pro- 
cedente.    Este  auto  es  apelable  en  ambos  efectos. 

.TUBISPRUDENCIA. 

No  ponen  término  al  juicio  los  autos  de  las  Audiencias  resolviendo  la 
acumulación,  tanto  en  la  segunda  instancia  como  en  el  recurso  de  suplica  y 
en  consecuencia  no  se  da  contra  ellos  recurso  de  casación.  Senfs.  25  Junio 
1878  y  22  Marzo  1875. 

Art.  171.  Si  los  pleitos  se  siguieren  en  Juzgados  diferentes, 
se  pretenderá  la  acumulación  ante  el  Juez  á  quien  corresponda  co- 
nocer de  ellos. 

Corresponderá  este  conocimiento  al  Juez  ó  Tribunal  en  que  ra- 
dique el  pleito  más  antiguo,  al  que  se  acumularán  los  más  modernos. 

Exceptúanse  de  esta  regla  los  juicios  de  testamentaria,  abintes- 
tato,  concurso  de  acreedores  y  quiebra,  á  los  cuales  deberá  hacerse 
siempre  la  acumulación  de  los  demás  autos,  cuando  proceda. 

JURISPRUDENCIA. 

Al  juicio  de  testamentaría,  como  universal,  deben  acumularse  todos  sus 
incidentes.    S.  26  Marzo  1861. 


(1)  Esta  referencia  corresponde  hoy  al  art  138  de  la  Ley  Hipotecaria  de  1893,  cuyo 
texto  literal  dice  así:  Art.  133.  No  se  suspenderá,  en  ningún  caso  el  procedimiento  ejecu- 
tivo por  las  reclamaciones  de  un  tercero,  si  no  estuvieren  fundadas  en  un  titulo  anterior, 
mente  inscrito,  ni  por  la  muerte  del  deudor  6  del  tercer  poseedor,  ni  por  la  declaración  de 
quiebra,  ni  por  el  concurso  de  acreedores  de  cualquiera  dé  ellos. 


60 ; 

Art.  172.  Del  escrito  pidiendo  la  acumulación  se  acompaña- 
rán tantas  copias  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes  en  el  mis- 
mo pleito  en  que  se  pida,  á  quienes  serán  entregadas  para  que,  den- 
tro de  tres  días,  puedan  impugnar  dicha  pretensión,  si  les  convi- 
niere. 

Art.  173.  Trascurrido  el  término  antedicho,  hayanse  pre- 
sentado ó  no  escritos  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez, 
dentro  de  tercero  día,  dictará  auto  estimando  ó  denegando  la  acu- 
mulación. 

Contra  el  auto  en  que  la  estime  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  que  la  deniegue  se  admitirá  el  de  apelación  en  un  so- 
lo efecto. 

JURISPRUDENCIA. 

No  es  definitivo  el  auto  en  que  se  deniega  la  acumulación  de  Io8  juicios 
ejecutivos  en  la  vía  de  apremio,  á  los  de  quiebra.    S,  16  Abril  t889, 

Art.  17  4.  Cuando  el  Juez  estime  procedente  la  acumulación, 
mandará  en  el  mismo  auto  dirigir  oñcio  al  que  conozca  del  pleito, 
reclamándole  los  autos.  A  este  oñcio  acompañará  testimonio  de 
los  antecedentes  que  el  mismo  Juez  determine  y  que  sean  bastantes 
para  dar  á  conocer  la  causa  porque  se  pretende  la  acumulación. 

Art.  175.  Becibidos  el  oficio  y  testimonio  por  el  otro  Juez, 
se  dará  vista  de  todo  al  que  ante  él  haya  promovido  el  pleito,  por 
el  término  improrrogable  de  tercero  día, 

Art.  176.  Pasado  dicho  término,  se  recogerán  de  oficio  los 
autos  si  fuere  necesario,  y  el  Juez  dictará  auto  otorgando  ó  dene- 
gando la  acumulación. 

El  auto  en  que  la  otorgare  será  apelable  en  un  solo  efecto.  Con- 
ti-a  el  que  la  deniegue  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  177.  Otorgada  la  acumulación,  se  remitirán  los  autos 
al  Juez  que  la  haya  pedido,  con  emplazamiento  de  las  partes,  para 
que,  dentro  de  15  días,  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho. 

Art.  178.  Denegada  la  acumulación,  el  Juez  requerido  lo 
comunicará  sin  dilación  al  requirente,  acompañando  á  su  ofik^io  tes- 
timonio de  los  antecedentes  que  estime  necesarios  para  justificar  su 
resolución,  y  exigiendo  que  le  conteste  para  continuar  actuanclo  si 
se  le  deja  en  libertad,  ó  remitir  los  autos  á  quien  corresponda  deci- 
dir la  cuestión. 

Art.  179.  El  Juez  que  haya  pedido  la  acumulación,  luego 
que  reciba  dicho  oficio,  desistirá  de  su  pretensión,  sin  más  ti^mltes, 
si  encuentra  fundados  los  motivos  porque  le  haya  sido  denegada, 
contestando  sin  dilación  al  otro  Juez  para  que  pueda  continuar  pro- 
cediendo. 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Art.  180.  Cuando  el  Juez  requerido  se  niegue  á  la  remisión 
de  los  autos  por  creer  que  la  acumulación  debe  hacerse  á  los  que 
penden  ante  él,  recibidos  el  oficio  y  testimonio,  el  requirente  dará 
vista  por  tre-s  días  improrrogables  á  la  parte  que  hubiere  pedido  la 
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aeumiila/eión,  y  evacuada  la  vista  ó  recogidos  los  autos,  dictará  la 
resolución  que  estime  procedente, 

Art,  181.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juez  que 
hubiere  pedido  la  acumulación  estima  que  ésta  debe  hacerse  á  los 
autos  pendientes  en  el  otro  Juagado,  lo  llevará  á  efecto  en  la  forma 
ordenada  en  el  art.  177, 

El  auto  en  que  así  se  acuerde  será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Art,  1 83,  Si  el  Juez  que  hubiere  pedido  la  acumulación  no 
<M-eyere  bastantes  los  fundamentos  de  la  negativa  ó  pretensión  del 
requerido,  remitirá  ios  autos  al  superior  correspondiente,  con  em- 
pla;zamiento  de  las  partes,  avisándolo  al  otro  Juez  para  que  ha>ga 
igual  remesa  de  los  suyos. 

Se  entiende  por  dicho  superior  el  que  lo  sea  para  decidir  las 
<*.oinpetencias. 

Art,  183.  Las  actuaciones  sucesivas  de  este  incidente  se  aco- 
modarán á  lo  prevenido  para  las  competencias,  pero  sin  dar  audien- 
cia al  Ministerio  fiscal. 

J  l  T  KISPKÜDENCI  A. 

En  las  cuestiones  de  acumulación  no  procede  otro  recurso  de  casación 
que  el  de  quebrantamiento  de  forma,  después  de  fallado  el  pleito  en  que  se 
originen.    &  19  Nov,  1900, 

Art.  184-.  Desde  que  se  pida  la  acumulación,  quedará  en 
suspenso  la  sustanciación  de  los  pleitos  á  que  se  refiera. 

J  UBISPRÜDBNCI  A. 

No  se  quebranta  este  artículo  cuando  á  pesar  de  hallarse  pendiente  la 
acumulación  y  en  consideración  á  la  urgencia  de  algunos  actos,  toma  el 
Juez  las  providencias  necesarias  para  evitar  perjuicios  irreiJarableS  S,  S  Ju- 
lio 1S82, 

Art.  185.  En  los  easos  en  que  ninguno  de  los  Jueces  desista 
de  su  propósito,  no  se  alzará  la  suspensión  hasta  que  el  superior  co- 
rrespondiente haya  resuelto. 

Se  entenderá  sin  embargo  alzada  la  suspensión  cuando  se  hu- 
biere dictado  alguno  de  los  autos  que,  con  arreglo  á  los  artículos 
173,  176,  179  y  181,  son  apelables  en  un  solo  efecto,  sin  perjuicio 
de  lo  que  proceda  luego  que  se  hubiere  dictado  ejecutoria  á  conse- 
cuencia del  recurso  interpuesto. 

Art.  186.  En  virtud  de  la  acumulación,  los  autos  acumula- 
dos se  seguirán  en  un  sólo  juicio,  y  serán  terminados  por  una  misma 
sentencia. 

Art.  187.  Cuando  se  acumulen  dos  ó  más  pleitos,  se  suspen- 
derá el  curso  del  que  estuviere  más  próximo  á  su  terminación,  has* 
ta  que  los  otros  se  hallen  en  el  mismo  estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumulaciones  que  se  hagan  á 
los  juicios  universales,  á  cuya  tramitación  se  acomodarán  desde  lue- 
go los  que  se  acumulen  á  ellos. 
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TITULO  V 

Be  las  recusaciones 

SECCIÓN    PRIMERA 


Disposikiones  generales 

Art.  188.  Los  Jueces  y  Magistrados,  cualquiera  que  sea  su 
grado  y  jerarquía,  los  Asesores  de  los  Jueces  municipales  que  sus- 
tituyan álos  de  primera  instancia,  y  los  auxiliares  de  los  Tribuna- 
les y  Juzgados,  sólo  podrán  ser  recusados  por  causa  legítima. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  no  se  expone  la  e4iusa  de  recusación,  no  puede  tenerse  por  in- 
tentada en  tiempo  y  forma  para  los  efectos  de  la  ley.    S»  16  Mayo  1860, 

Las  resoluciones  sobre  recusación  de  Jueces  no  dan  lugar  al  recurso   dt» 
casación.    S.  19  Enero  1885, 

Art,  189.     Son  capsas  legítimas  de  recusación : 

la.  El  parentesco  de  consanguinidad  ó  afinidad  dentro  del 
cuarto  grado  civil  con  cualquiera  de  los  litigantes. 

2a.  El  mismo  parentesco,  dentro  del  segundo  grado,  con  el 
Letrado  de  alguna  de  las  partes  que  intervengan  en  el  pleito 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  hacer  cumplir  la  prohíbiciáti  que 
tienen  los  Abogados  para  encargarse  de  la  defensa  de  asuntos  en  que  fic- 
han conocer  como  Jueces  sus  parientes  dentro  de  dicho  g^'odo  (1). 

3a.  Estar  ó  haber  sido  denunciado  por  alguna  de  las  partes 
como  autor,  cómplice  ó  encubridor  de  un  delito,  ó  como  autor  de 
una  falta. 

4a.  Haber  sido  defensor  de  alguna.de  las  partes,  emitido  dic- 
tamen sobre  el  pleito  como  Letrado,  ó  intervenido  en  él  como  Fis- 
cal, perito  ó  testigo. 

5a.  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador  para  bienes^  ó  haber  es- 
tado bajo  la  tutela  ó  curaduría  de  alguno  que  sea  parte  en  el  pleito. 

6a.  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acusador  privado  del  qne 
recusa. 

7a.     Tener  pleito  pendiente  con  el  recusante. 

8a.  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro  se- 
mejante. 

9a.     Amistad  íntima. 

10.     Enemistad  manifiesta. 

J  URISPRUDENCI  A. 

La  tirantez  de  relaciones  entre  el  Juez  y  el  Letrado  del  recusante   no 
constituye  causa  legítima  de  recusación.    S,  29  Enero  1897. 


(1)    Esta  prohibición  contenida  en  la  ley  7a.,  tít.  22,  lib.  V.  de  la  Nov.  Recop.,  ha 
«luedado  sin  efecto,  dados  loa  términos  del  art.  482  del  Decreto  ley  do  r,  de  Enero  de  1891. 
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Art.  19(),  Los  Magistrados,  Jueces  y  Asesores  en  quienes 
CH>ucurra  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  artículo  anterior  se 
abstendrán  del  conocimiento  del  negocio,  sin  esperar  á  que  se  les 
recuse. 

IjO  mismo  harán  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados  en 
igual  ca^o  (1). 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  recurso  alguno,  sin  i)erjui- 
i*io  de  lo  dispuesto  en  el  art.  216  (2). 

Art.  191.  Sólo  podrán  recusar  los  que  sean  parte  l^ítima  ó 
t<?ngan  derecho  á  serlo  y  se  personen  en  el  negocio  á  que  se  refiera 
la  recusación. 

Art.  192.  La  recusación  se  propondrá  en  el  primer  escrito 
que  presente  el  recusante,  cuando  la  causa  eji  que  se  funde  fuere 
anterior  al  pleito  y  tenga  conocimiento  de  ella. 

Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior  no  hubiese  tenido  an- 
tes conocimiento  de  ella  el  recusante,  la  deberá  proponer  tan  luego 
como  llegue  á  su  noticia. 

No  justificándose  este  extremo,  será  desestimada  la  recusación. 

Art.  193.  En  ningún  caso  podrá  hacerse  la  recusación  des- 
pués de  citadas  las  partes  para  sentencia  en  primera  instancia,  ni 
después  de  comenzada  la  vista  del  pleito  en  la  Audiencia  (3). 

Tampoco  podrá  proponerse  en  las  diligencias  para  la  ejecución 
de  la  sentencia,  á  no  ser  que  se  funde  en  causas  legítimas  que  noto- 
riamente hayan  nacido  después  de  dictada  la  sentencia. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  Presidente  de  la  Audiencia  asista  á  la  vista  de  un  pleito,  si 
hay  motivo  pam  recusarlo,  debe  intentarse  la  recusación  desde  el  momento 
en  que  se  le  ve  presidir  la  Sala.    S.  19  Nov,  186S. 

No  ha  lugar  á  sustanciar  la  recusación  en  los  casos  en  que  la  ley  lo 
prohibe,  debiendo  desestimarse  de  plano,  ^  se  interpusiere,  pues  de  otro  mo- 
do se  burlaría  el  objeto  de  la  prohibiciónj  que  se  dirige  á  impedir  el  que  por 
ese  medio  pueda  dilatarse  el  rallo  del  pleito.    S.  16  Mayo  1860. 

SECCIÓN    SEGUNDA 


De  la  recusación  de  Magistrados^  Jueces  de  primera  iristanem 

y  Asesores 

Art.  194.    La  recusación  de  los  Presidentes  y  Magistrados 
del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias,  y  la  de  los  Jueces  de 


U)  "I.  Por  la  presente  se  deroga  el  párrafo  2o.  del  artículo  190  de  la  vigente  Ley  de 
BAjmclamiento  Civil,  y  en  su  oonsecuénciai  los  Escribanos  de  actuaciones  y  demás  auxi- 
liares de  los  Juzgados  y  Tribunales,  no  podrán  abstenerse  de  intervenir  en  las  actuacio- 
nes Judiciales  por  ninguna  de  las  causas  que  enumera  el  articulo  289  de  la  misma  Ley. 

II.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  auxiliares  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  podrán  ser  recusados  en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  leyes  prescriben."  Ov' 
4e7inúm,  105  de  19  Abril  1901. 

(2)  Las  disposiciones  del  art.  216  no  son  aplicables  á  los  Asesores  ni  Jueces  munici- 
pales. 

(3)  Véase  el  artículo  327  que  establece  una  excepción  á  lo -dispuesto. 
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primera  ixustancia,  como  también  la  de  los  Jueces  municipales  y  sus 
Asesores^  en  »a  caso^  cuando  sustituyan  á  los  de  primera  instancia, 
deberá  hacerse  en  escrito  firmado  por  Letrado,  por  el  Procurador 
cuando  intervenga,  y  por  el  recusante  si  supiere  firmar  y  estuvien»- 
en  el  lugar  del  juicio  (1). 

^  ^Cuando  el  recusante  no  estuviere  presen te^  firmarán  sólo  el 
^'Letrado  y  el  Procurador  6  repi*esentante  si  uno  de  estos  dos  estu- 

*  Viere  expresamente  autorizado  para  recusar  y  debiendo  el  Procu- 
*^rador  6  representante  ratificarse  ccm  juramento  en  dicho  escrito, 
*^sin  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso. 

*'En  todo  caso  se  expresará  en  el  escrito,  concreta  y  clarameii- 
*'te,  la  causa  de  la  recusación,  manifestando  ser  cierta  (2).'' 

JUBISPBUDEKdA . 

Para  tener  por  intentada  la  recusación  es  necesario,  no  sólo  que  se  ex- 
prese clara  y  concretamente  la  causa  que  la  origine,  sino  también  que  se  au- 
torice el  escrito  con  firma  de  Letrado,  y  con  la  del  interesado  si  se  halla  pre- 
sente.   S,  16  Mayo  1860, 

El  hecho  de  desestimar  de  plano  el  escrito  en  que  no  se  expresan  elant 
y  concretamente  las  causas  de  la  recusación,  no  da  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción.   Sent^,  14  N(yv,  1896  y  ^  Enero  1897, 

krt.  195*  Si  el  litigante  que  haga  la  recusación  se  hallaiv 
en  el  lugar  del  juicio,  deberá  ratificarse  con  juramento  en  dicho  es- 
crito, sin  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso. 

Art.  1%.  A  dicho  escrito  se  acompañarán  tantas  copias  del 
mismo  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes^  á  quienes  serán  en- 
tregados al  notificarles  la  primera  providencia  que  recaiga,  para 
los  efectos  expresados  en  los  artículos  614  y  siguientes. 

^*Todo  recusante  si  no  estuviere  declarado  pobre,  acompañará 
^^precisamente  con  el  escrito  de  recusación  el  comprobante  justifica- 
^^tivo  de  haber  depositado  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto, 

*  ^una  cantidad  que  represente  la  mitad  de  lo  que  le  corresponda  pa- 
^^gar  por  multa  en  el  caso  de  negarse  Ja  recusación.  Sin  esta  for- 
^^malidad  no  se  dará  curso  al  escrito,  aunque  contenga  la  protesta 
^^de  realizarla  más  adelante  (3).^^ 

jirt.  197.  Cuando  el  Juez  recusado  estime  procedente'  la 
causa  alegada,  por  ser  cierta  y  de  las  expresadas  en  el  art.  189, 
cualquiera  que  sea  la  forma  que  haya  empleado  el  recurrente,  dic- 
tará auto  desde  luego,  dándose  por  recusado,  y  mandará  que  pasen 
los  autos  á  quien  deba  reemplazarle. 

.  Cuando  la  recusación  sea  de  un  Magistrado,    si   éste  reconoce 


íl)  Las  disposiciones  de  este  artículo  son  extensivas  A  todos  los  representantes  en 
Juicio.    También  lo  son  las  del  artículo  196  de  esta  sección.    Orden  lee  de  tS  Abrü  1900, 

(2)  La  Orden  núm.  242,  de  18  de  Junio  de  1900.  did  á  los  dos  últimos  pArrafbs  de  este 
artículo  la  redacción  con  que  aparecen  insertos  en  el  texto  y  que  ponemos  entre  comi- 
llas seg^ún  el  método  trazado  en  la  composición  de  esta  obra. 

La  misma  Orden  militar  ha  introducido  en  esta  Sección  y  en  las  que  le  siguen,  laa 
modificaciones  que  se  notan  en  el  texto. 

(3)  Este  pArrafo  ha  sido  adicionado  al  art  196,  por  la  Orden  citada  en  la  Nota  prece- 
dente. 
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como  cierta  ía  causa  alegada  y  la  Sala  la  estima  procedente,  ésta 
dictará  auto  teniéndolo  por  recusado. 

Contra  estos  autos  no  habrá  recurso  alguno,  sin  perjuicio  de  Ío 
que  se  dispone  en  el  art.  216. 

^'En  todos  estos  casos  se  mandará  devolver  el  depósito.'' 

Art  198.  El  auto  admitiendo  6  denegando  la  recusación  será 
uotiñcado  solamente  al  Procurador  del  recusante,  aunque  éste  último 
se  halle  en  el  lugar  del  juicio  y  haya  firmado  el  escrito  de  recusa- 
ción (1). 

Art.  199.  Si  el  recusado  no  se  considera  comprendido  en  la 
causa  alegada  para  la  recusación,  la  denegará  y  se  mandará  formar 
pieza  separada  á  costa  del  recusante  para  sustanciar  el  incidente: 

Dicha  pieza  contendrá  el  escrito  original  de  recusación  con  las 
actuaciones  en  su  virtud  practicadas,  quedando  nota  expresiva  en 
el  pleito. 

Art.  200.  Durante  la  sustanciación  de  la  pieza  separada  no 
podrá  intervenir  el  recusado  en  el  pleito  ni  en  el  incidente  de  recu- 
sación, y  será  sustituido  por  aquel  á  quien  corresponda  con  arreglo 
á  la  ley. 

Art.  201.  La  recusación  no  detendrá  el  curso  del  pleito,  el 
cual  seguirá  sustanciándose  hasta  la  citación  para  sentencia  definiti- 
va, en  cuyo  estado  se  susi)enderá  hasta  que  se  decida  el  incidente  de 
recusación,  si  éste  no  estuviere  terminado. 

Art.  202.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior  y  de  lo  orde- 
nado en  el  197,  cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instan- 
cia, pasará  los  autos  principales  y  la  pieza  de  recusación  al  Juez  á 
quien  corresponda  la  instrucción  de  ésta,  conforme  al  párrafo  últi- 
mo del  artículo  que  sigue. 

Art.  203.    Instruirán  las  piezas  separadas  de  recusación: 

Cuando  el  recusado  sea  el  Presidente,  ó  un  Presidente  de  Sala 
de  Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo,  el  Presidente  de  Sala  más 
antiguo;  y  si  aquél  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga  en  antigüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Magistrado  de  la  Audiencia  ó  del 
Tribunal  Supremo,  el  Magistrado  más  antiguo  de  su  Sala,  y  si  el 
recusado  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga  en  antigüedad. 

Cuando  el  recusado  sea  un  Juez  de  primera  instancia  ó  el  que 
ejerza  sus  funciones,  el  suplente  del  Juzgado,  con  acuerdo  de  Ase- 
sor si  no  fuere  Letrado,  á  no  ser  que  haya  en  la  misma  población 
otro  Juez  de  primera  instancia,  en  cuyo  caso  á  éste  corresponderá 
dicha  instrucción;  si  hubiere  tres  ó  más,  al  que  preceda  en  antigüe- 
dad al  recusado;  y  si  éste  fuere  el  más  antiguo,  al  más  moderno  (2). 


(1)  V.  Nota  del  art,  IW. 

(2)  Las  disposiciones  de  este  artículo  deben  aplicarse  hoy  en  relación  con  los  Decretos 
oi^anicos  del  Tribunal  Supremo  y  Audiencias  de  la  República,  por  haber  aquéllos  intro- 
ducido en  esta  materia  algunas  ligeras  modificaciones. 

Según  la  regla  XXXvl  de  la  Orden  núm.  80  de  15  de  Junio  de  1899,  sobre  reorganiza- 
ción de  las  Audiencias,  la  antigüedad  y  procedencia  en  cargos  de  igual  categoría  se  com- 
putarán por  la  fecha  de  los  nombramilentos;  y  si  los  nombrados  lo  hubieren  sido  en  un 
mismo  decreto  ó  disposición,  considerándose  como  de  antigüedad  igual,  la  precedencia 
se  determinará  por  la  mayor  edad.    V.  Apéndice  I. 
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Art.  204.  Formada  la  pieza  separada,  se  dará  traslado  á  la 
parte  contraria  en  el  pleito,  para  que  dentro  de  tres  días  exponga 
lo  que  estime  procedente  respecto  á  la  recusación. 

Cuando  sean  dos  6  más  los  litigantes  contrarios,  dicho  término 
será  común  á  todos,  y  expondrán  lo  que  se  les  ofrezca,  con  vista  de 
la  copia  del  escrito  de  recusación. 

Art.  .206.  Evacuado  el  traslado  antedicho,  ó  trascurrido  el 
término  sin  haberlo  utilizado,  se  recibirá  á  prueba  el  incidente  por 
término  de  10  días  improrrogables,  cuando  la  recusación  se  funde 
en  hechos  que  no  estén  justScados  y  no  hayan  sido  reconocidos 
por  el  recusado. 

.  En  todo  lo  demás  se  sustanciará  y  decidirá  la  pieza  de  recusa- 
ción en  la  forma  establecida  para  los  incidentes. 

Art.  206.     Decidirán  los  incidentes  de  recusación  (1) : 

Cuando  el  recusado  fuere  el  Presidente  ó  un  Presidente  de  Sa- 
la del  Tribunal  Supremo  ó  de  Audiencia,  el  mismo  Tribunal  en  ple- 
no á  que  i)ertenezca  el  recusado. 

Cuando  fuere  un  Magistrado,  la  misma  Sala  á  que  pertenezca. 

Cuando  fuere  un  Juez  de  primera  instancia,  el  que  conozca  de 
la  pieza  de  recusación,  conforme  al  párrafo  último  del  artículo  203. 

Complemento. — Orden  núm,  157  de  5  de  Septiemtyre  1899.  En 
todos  aquellos  casos  en  que  las  leyes  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Cri- 
minal difieran  la  resolución  de  un  asunto  á  un  ^ ^Tribunal  en  Pleno,'' 
se  entenderá  en  lo  sucesivo,  á  partir  de  la  publicación  de  la  presen- 
te, (Gaceta  6  de  Septiembre  1899),  que  corresponderá  la  decisión 
del  caso  á  la  Sala  de  Justicia  ante  la  cual  dicha  cuestión  hubiere 
surgido. 

Si  por  tratarse  de  recusaciones,  ó  por  cualquier  otro  motivo, 
no  quedare  en  la  Sala  número  suficiente  de  Magistrados  para  dictar 
la  resolución  que  proceda,  se  tomarán  de  otra  Sala  si  se  tratare  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  ó  se  llamará  á  los  Suplentes  tratándose 
de  las  otras  Audiencias  ó  del  Tribunal  Supremo. 

Art.  207.  La  declaración  de  haber  ó  no  lugar  á  la  recusa- 
ción se  dictará  pot  medio  de  auto,  dentro.de  tercero  día. 

Art.  208.  Contra  los  autos  que  dictare  el  Tribunal  Supremo 
no  habrá  recurso  alguno. 

Contra  los  que  dictare  la  Audiencia  sólo  habrá  el  de  casación 
en  su  caso. 

Los  autos  que  dictaren  los  Jueces  de  primera  instancia  ó  sus 
suplentes,  accediendo  á  la  recusación,  no  serán  apelables. 

Los  autos  en  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambos,  efectos. 

J  ÜBISPBUDENCI  A. 

El  precepto  del  párrafo  2o.  de  este  artículo  se  refiere  únicamente  al  nú- 
mero 7o.  del  artículo  1691  de  la  Ley,  y  por  consiguiente  no  es  contra  los  au- 
tos resolutorios  de  la  recusación  que  se  da  el  recurso  á  que  alude,    sino  que 

(1)    Para  la  mejor  inteligencia  de  este  artículo  y  su  Complemento,  véase  Apéndice  I, 
sobre  organización  Judicial. 


ó8te  procede  por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  sentencia  que  temiina 
el  pleito  principal.    Auto  8  Oet.  1900, 

Art.  209.  Interpuesta  y  admitida  la  apelación  del  auto  de- 
negatorio de  recusación,  se  emplazará  á  las  partes  para  que  en  el 
término  de  10  dias  comparezcan  ante  la  Audiencia  á  usar  de  su  de- 
recho, y  se  remitirá  original  á  la  misma  la  pieza  separada  de  la  re- 
cusación. 

Art.  210.  Estas  apelaciones  se  sustanciarán  y  decidirán  por 
los  trámites  establecidos  para  los  incidentes. 

Art.  211.  Cuando  se  deniegue  la  recusación,  se  eondenaní 
siempre  en  costas  al  que  la  hubiere  propuesto. 

Art.  212.  '^Además  de  la  condenación  de  costas  expresada 
''en  el  artículo  anterior,  se  impondrá  al  recusante  una  multa  de  dos- 
"cientos  pesos,  cuando  el  recusado  fuere  Juez  de  primera  instancia 
''y  de  cuatrocientos  pesos  cuando  fuere  Presidente  ó  Magistrado  de 
''Audiencia  ó  del  Tribunal  Supremo  (1).'' 

Art.  213.  "Luego  que  sea  firme  la  condena,  el  depósito  cons- 
"tituído  al  establecerse  la  recusación,  perderá  ese  carácter  entrando 
"en  firme  en  poder  del  Estado  como  importe  de  la  mitad  de  la  mul- 
ata impuesta.  Cuando  no  se  hiciere  efectiva  la  otra  mitad  délas 
"multas  respectivamente  señaladas  en  el  artículo  anterior,  sufrirá 
"el  multado  la  prisión  por  vía  de  sustitución  y  apremio,  á  razón  de 
"un  día  por  cada  tres  pesos,  en  cuyo  particular  queda  reformado 
"para  éste  solo  objeto  el  párrafo  lo.  del  artículo  49  del  Código  Pe- 
"nal  vigente  y  sin  que  la  detención  pueda  exceder  en  ningún  caso 
"de  seis  meses." 

"En  los  ocho  primeros  días  de  cada  mes  los  Jueces  de  Primera 
"Instancia  remitirán  á  los  Presidentes  de  las  Audiencias  respectí- 
"vas,  y  éstos  en  un  breve  plazo  á  la  Secretaría  de  Justicia,  un  es- 
"tado  detallado  de  los  asuntos  en  que  por  haberse  denegado  una  re- 
"cusación  haya  habido  imposición  de  multa,  expresando  la  cuantía 
"de  ésta  y  si  se  ha  hecho  efectiva,  ó,  en  su  defecto,  si  el  multado  ha 
"sufrido  la  prisión  subsidiaria  prevenida  en  el  presente  artículo, 
"siendo  el  funcionario  recusado  responsable  al  pago  de  esa  multa 
"si  por  su  culpa  ó  negligencia  dejare  de  cumplirse  esa  condenación. 
"Del  mismo  modo  el  Presidente  del  Supremo  y  los  de  las  Audien- 
"cias  remitirán  en  el  plazo  indicado  á  la  Secretaría  de  Justicia  un 
"estado,  en  los  términos  que  van  expresados,  de  las  recusaciones 
"sustanciadas  en  sus  respectivos  Tribunales,  incurriendo  también, 
"en  su  caso,  en  la  responsabilidad  mencionada." 

Art.  214.  Denegada  la  recusación,  luego  que  sea  firme  el  au- 
to, se  devolverá  el  conocimiento  del  pleito  al  Juez  originario,  el 
cual  lo  continuará  con  arreglo  á  derecho  en  el  estado  en  que  se 
halle. 

Art.  216.     Otorgada  la  recusación,  si  el  recusado  fuere   Presi- 


U)    V.  la  redacción  antigua  de  este  artículo  en  el  Apéndice  V. 
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dente  ó  Magistrado  de  un  Tribunal,  quedará  separado  del  conoci- 
miento de  los  autos. 

Si  fuere  Juez  de  primera  instancia,  quedará  también  separado 
del  conocimiento  del  pleito,  el  cual  se  continuará  por  el  Juez  á 
quien  se  hubieren  pasado  los  autos  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
art  203. 

Si  por  traslación  ú  otro  motivo  cesare  en  sus  funciones  el  Juez 
recusado,  volverá  el  pleito  al  Juzgado  originario  para  que  lo  conti- 
núe el  nuevo  Juez  que  haya  reemplazado  al  recusado. 

^  ^Otorgada  la  recusación  por  sentencia  firme,  se  mandará  devol- 
^  'ver  el  depósito.  ^ ' 

Art,  216,  Cuando  un  Juez  de  primera  instancia  se  abstenga 
voluntariamente,  ó  á  petición  de  parte  legítima,  del  conocimiento 
de  un  pleito  conforme  á  lo  establecido  en  los  artículo^  190  y  197, 
dará  cuenta  justificada  al  Presidente  de  la  Audiencia,  el  cual  lo  co- 
municará á  la  Sala  de  gobierno. 

Si  ésta  considerase  improcedente  la  abstención,  podrá  imponer 
al  Juez  una  corrección  disciplinaria,  si  hubiere  suficiente  motivo 
para  ello,  elevándolo  en  este  caso  á  conocimiento  de  la  "Secretaría 
de  Justicia,''  para  que  se  haga  constar  en  el  expediente  pei*sonal 
del  Juez,  á  los  efectos  que  correspondan. 

Art.  217.  Cuando  la  Audiencia  revocare  el  auto  denegatorio 
de  la  recusación,  se  remitirá  siempre  copia  del  mismo  á  la  expresa- 
da "Secretaría,"  para  los  efectos  del  artículo  anterior. 

SECCIÓN    TERCERA 


De  la  recusaelán  d£  los  Jueces  municipales 

Art.  218.  En  los  juicios  verbales  y  demás  de  que  conocen 
en  primera  instancia  los  Jueces  municipales  la  recusación  se  pro- 
pondrá en  el  acto  mismo  de  la  comparecencia. 

"Todo  recusante  si  no  estuviere  declarado  pobre,  acompañará 
"precisamente  con  el  escrito  de  recusación  el  comprobante  justifica- 
"tivo  de  haber  depositado  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto, 
"una  cantidad  que  represente  la  mitad  de  lo  que  le  corresponda  pa- 
"gar  por  multa  en  el  caso  de  negarse  la  recusación.  Sin  esta  for- 
"malidad  no  se  dará  curso  al  escrito,  aunque  contenga  la  protesta  de 
'  ^realizarla  más  adelante  ( 1 ) . ' ' 

Art.  219.  En  vista  de  la  recusación,  si  la  causa  alegada  fue- 
re de  las  expresadas  en  el  art.  189  y  cierta,  el  Juez  municipal  se 
dará  por  recusado,  pasando  el  conocimiento  de  la  demanda  á  quien 
deba  reemplazarle.  "En  este  caso  se  mandará  devolver  el  depósito." 

Si  no  considera,  legítima  la  recusación,  lo  consignará  en  el  acta, 
y  pasará  también  el  conocimiento  del  negocio  á  quien  corresponda. 

Contra  estas  resoluciones  no  habrá  ulterior  recurso. 


(1)    Este  último  pári-afo  es  igual  al  adicionado  al  artículo  196. 
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Art.  220.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  los  Jueces 
municipales  recusados  serán  reemplazados: 

Por  sus  respectivos  suplentes  en  las  poblaciones  donde  no  haya 
otro  Juez  municipal. 

Donde  hubiere  dos  Jueces  municipales,  por  el  otro  que  no  haya 
sido  recusado. 

,Si  hubiere  tres  ó  más,  por  el  que  le  preceda  en  antigüedad  j  no 
estando  esta  determinada  oficialmente,  por.  el  que  le  preceda  en 
edad;  y  si  el  reemplazado  fuere  el  más  antiguo,  por  el  más  moderno. 

Art,  221.  El  Secretario  del  Juez  municipal  recusado  dará 
cuenta  al  que,  conforme  al  artículo  anterior,  deba  conocer  del  asun- 
to, para  que  acuerde  lo  procedente. 

En  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  219,  el  Juez  llamado  á 
conocer  del  incidente  de  recusación  acordará  que  comparezcan  las 
partes  en  el  día  y  hora  que  fijará  dentro  de  los  seis  siguientes.  Bu 
esta  comparecencia  las  oirá,  y  en  el  mismo  acto  recibirá  las  pruebas 
que  ofrezcan  sobre  la  causa  de  la  recusación,  cuando  la  cuestión  sea 
de  hecho. 

Art.  222.  Recibida  la  prueba,  ó  cuando  por  tratarse  de  cues- 
tión de  derecho  no  fuese  necesaria,  el  Juez  municipal  que  sustituya 
al  recusado  resolverá  sobre  si  ha  ó  no  lugar  á  la  recusación,  en  el 
mismo  acto  si  fuere  posible,  en  cuyo  caso  se  hará  constar  esta  reso- 
lución en  el  9/Cta  que  ha  de  extenderse. 

En  otro  caso  la  dictará  precisamente  dentro  del  segundo  día 
por  medio  de  auto  que  se  extenderá  á  continuación  del  acta. 

Art,  223.  Contra  el  auto  declarando  haber  lugar  á  la  recusa- 
ción no  se  dará  recurso  alguno,  ^^y  luego  que  sea  firme  se  mandará 
devolver  el  depósito  constituido." 

.  Contra  el  auto  que  la  denegare  habrá  apelación  para  ante  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponda  el  Juez 
municipal  recusado. 

Art.  224.  Dicha  apelación  se  interpondrá  verbalmente  en  el 
acto  mismo  de  la  comparecencia,  cuando  el  Juez  suplente  declare 
en  ella  no  haber  lugar  á  la  recusación. 

Si  usara  dé  la  facultad  de  diferir  la  resolución  dentro  de  segun- 
do día,  se  interpondrá  la  apelación  en  el  acto  mismo  de  la  notifica- 
ción ó  dentro  de  las  24  horas  siguientes  á  ella.  En  estos  casos  se 
interpondrá  también  verbalmente  ante  el  Secretario  del  Juzgado  y 
se  hará  constar  por  diligencia. 

Art.  225.  Si  no  se  apelare  dentro  de  los  términos  señalados  en 
el  artículo  anterior,  será  firme  la  resolución. 

Cuando  se  interpusiere  apelación  en  tiempo,  se  remitirán  las 
actuaciones  sin  dilación  al  Juzgado  de  primera  instancia,  á  expen- 
sas del  apelante,  con  citación  de  las  partes. 

Art.  226.  Becibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, se  señalará  inmediatamente  día  para  la  vista  dentro  de  los 
ocho  siguientes,  notificándolo  á  las  partes  si  hubieren  comparecido, 
ó  cuando  comparezcan. 
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El  Juez  oirá  á  las  partes,  ó  á  cualquiera  de  ellas  que  compa- 
rezcan en  el  acto  de  la  vista;  y  en  el  mismo  día,  y  si  no  le  fuere 
posible  dentro  de  los  dos  siguientes,  dictará  su  resolución  por  me- 
dio de  auto. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  227.  Cuando  el  aute  sea  confirmatorio,  se  condenará  en 
costas  al  apelante.  ^ 

Art.  228.  ^^Siempre  que  se  deniegue  la  recusación  se  conde- 
^^nará  en  las  costas  al  recusante  y  además  se  le  impondrá  una  mul- 
'^ta  de  cien  pesos,  respecto  á  la  cual  será  aplicable  lo  dispuesto  en 
^^el  Artículo  213,  entendiéndose  que  el  estado  mensual  deben  enviar- 
'  ^lo  los  Jueces  Municipales  á  los  de  Primera  Instancia  y  estes  á  los 
^Presidentes  de  las  Audiencias  respectivas  para  su  remisión  á  la 
^ ^Secretaría  de  Justicia." 

Art.  229.  Declarada  procedente  la  recusación  por  auto  firme, 
y  devuelto  el  expediente  con  testimonio  del  auto  al  Juzgado  muni- 
cipal en  el  caso  de  apelación,  entenderá  en  el  negocio  el  Juez  mu- 
nicipal ó  suplente  que  hubiere  conocido  de  la  recusación,  conforme 
al  art.  220. 

Declarada  improcedente  la  recusación  por  auto  también  firme, 
el  Juez  recusado  volverá  á  entender  en  el  conocimiento  del  negocio/ 

Art.  230.  Cuando  la  recusación  del  Juez  municipal  ó  de  su 
suplente  se  proponga  en  acto  de  conciliación,  producirá  el  efecto  de 
darse  por  intentado  el  acto  sin  ulterior  procedimiento,  como  se  pre- 
viene en  el  art.  463.  ' ' 

Si  el  Juez  municipal,  sin  ser  recusado,  se  abstuviere  volunta- 
riamente de  conocer  por  concurrir  alguna  de  las  causas  expresadas 
en  el  art.  189,  pasará  á  su  suplente  ordinario  el  conocimiento  del 
acto  de  conciliación. 

Art,  231.  Cuando  sea  recusado  un  Juez  municipal  en  dili- 
gencias de  que  esté  conociendo  por  delegación  del  de  primera  ins- 
tancia, la  recusación  se  propondrá  ante  éste  por  escrito  en  la  forma 
que  previene  el  art.  194  ^^y  196  adicionado." 

El  Juez  de  primera  instan'cia  remitirá  el  escrito  al  municipal 
recusado  para  que,  con  suspensión  de  los  procedimientos,    informe 
inmediatamente  si  reconoce  ó  no  como  cierta  la  causa  de  la  recusa- 
ción, y  aquél  sustanciará  y  decidirá  este  incidente  por  los  trámites 
*  establecidos  en  la  sección  2^  de  este  título. 

Art.  232.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  de  la  suspensión  de 
las  diligencias  pudieran  seguirse  perjuicios,  á  instancia  de  parte,  las 
practicará  por  sí  mismo  el  Juez  de  primera  instancia;  y  no  siendo  po- 
sible, comisionará  á  otro  Juez  municipal  ó  al  suplente  del  recusado. 

Art.  233.  Cuando  un  Juez  municipal  se  abstenga  de  conocer 
en  las  diligencias  que  le  haya  encargado  el  de  primera  instancia 
por  concurrir  en  él  alguna  de  las  causas  legales  de  recusación,  lo 
consignará  á  continuación  del  despacho,  devolviéndolo  al  Juez  de- 
legante, el  cual,  si  estima  justa  la  causa,  podrá  dar  la  misma  comi- 
sión sin  más  trámites,  al  suplente  de  aquél  o  á  otro  Juez  municipal. 
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SECCIÓN    CUARTA 


De  la  recvsttción  de  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados, 

Art.  234.  *^Las  disposiciones  de  los  artículos  194  y  siguieu- 
*^tes  de  la  sección  2a.  de  este  título  con  las  reformas  que  van  esta- 
*'blecida«,  serán  aplicables  á  las  recusaciones  de  los  Secretarios  y 
^'Oficiales  de  Sala  en  el  Tribunal  Supremo,  Secretarios  y  Oficiales 
*^de  las  Audiencias  y  Secretarios  y  Escribanos  actuarios  de  los  Juz- 
*  'gados  de  Primei'a  Instancia,  con  las  modificaciones  que  se  estable- 
*^cen  en  los  artículos  que  siguen." 

Art.  235.  Presentado  el  escrito  de  recusación  y  ratificada  la 
parte  en  su  caso,  el  auxiliar  recusado  consignará  á  continuación, 
por  diligencia,  si  reconoce  ó  no  como  cierta  y  legítima  la  causa  ale- 
gada, y  pasará  los  autos  á  quien  corresponda  para  que  dé  cuenta  á 
la  Sala  6  Juez  que  conozca  del  negocio. 

Art.  236.  Cuando  el  auxiliar  recusado  haya  reconocido  como 
cierta  la  causa  de  la  recusación,  el  Juez  ó  Tribunal  dictará  auto  sin 
Hiás  trámites,  teniéndolo  por  recusado,  si  estima  que  la  causa  ale- 
gada es  de  las  comprendidas  en  el  art.  189.  ^^En  este  caso  se  man- 
dará devolver  el  depósito.'' 

Si  estima  que  la  causa  no  es  de  las  legales,  declarará  no  haber 
lugar  á  la  recasación. 

Art.  237.  En  estos  casos,  contra  el  auto  estimando  la  recusa- 
ción, no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  que  declare  no  haber  lugar  á  ella,  si  es  del  Tribunal 
Supremo  ó  de  la  Audiencia,  se  dará  solamente  el  recurso  de  súplica 
para  ante  la  misma  Sala,  y  si  fuere  del  Juez  de  primera  instancia, 
el  de  apelación  en  ambos  efectos. 

Admitida  la  apelación,  se  remitirán  á  la  Audiencia  las  actua- 
ciones originales  relativas  á  la  recusación,  con  emplazamiento  de 
las  partes  por  10  días,  quedando  en  el  Juzgado  para  su  continua- 
ción los  autos  referentes  al  negocio  principal. 

Art,  238,  Cuando  el  auxiliar  recusado  niegue  la  certeza  de  la 
causa  alegada  como  fundamento  de  la  recusación,  se  mandará  for- 
mar la  pieza  separada  que  previene  el  art.  199. 

Será  parte  en  ella  el  recusado  si  lo  solicitaré,  y  se  admitirá  la 
prueba  pertinente  que  proponga. 

Art.  239,  Correspondedí  la  instrucción  de  la  pieza  separada 
de  recusación: 

En  el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias,  el  Magistrado  más 
moderno  de  la  Sala  que  conozca  de  los  autos  en  que  sea  recusado  el 
auxiliar,  cuyo  Magistrado  podrá  delegar  en  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia respectivo  la  práctica  de  las  diligencias  que  no  pueda  ejecu- 
tar por  sí  mismo. 

En  los  Juzgados  de  primera  instancia,  el  mismo  Juez  que  co- 
nozca del  negocio  principal. 
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Art.  240.  Decidirán  los  incidentes  de  recusación  de  los  auxi- 
liares las  mismas  Salas  ó  Juzgados  que  conozcan  del  negocio  en  que 
íictuare  el  recusado,  sin  ulterior  recurso,  cuando  el  fallo  sea  del 
Tribunal  Supremo  ó  de  las  Audiencias. 

Tampoco  se  dará  recurso  alguno  contra  los  autos  de  los  Jueces 
de  primera  instancia,  accediendo  á  la  recusación. 

Los  autos  én  que  la  denieguen  serán  apelables  en  ambos  efec- 
tos, ejecutándose  lo  que  ordena  el  art.  209. 

Art.  241.  En  las  recusaciones  de  los  Secretarios  de  los  Juz- 
gados municipales  se  procederá  en  la  forma  establecida  para  las  de 
los  Jueces  municipales,  instruyendo  y  fallando  el  expediente  de  re- 
cusación el  propio  Juez  municipal  del  recusado. 

Art,  242.  Los  auxiliares  recusados,  desde  el  momento  en  que 
lo  sean,  no  podrán  actuar  en  el  negocio  en  que  lo  fueren  ni  en  la 
pieza  de  recusación,  y  serán  reemplazados  por  el  que  les  preceda  en 
antigüedad  de  su  misma  clase,  y  si  el  recusado  fuere  el  más  anti- 
guo, por  el  más  moderno  (1). 

Los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales  serán  reemplaza- 
dos por  sus  suplentes.    Si  no  los  tuvieren,  por  el  que  el  Juez  designe. 

Complemento. — Orden  núm.  83  de  23  de  Marzo  1901, — ^I.  En  los 
casos  de  vacante,  suspensión,  ausencia,  enfermedad,  licencia,  comi- 
sión, incompatibilidad,  recusación  ó  de  cualquier  otro  impedimen- 
to legítimo,  los  Escribanos  de  actuaciones  de  los  Juzgados  de  Pri- 
mera Instancia  é  Instrucción  de  esta  Isla,  serán  sustituidos  por  el 
que  les  preceda  en  edad  entre  los  demás  Escribanos  del  Juzgado  á 
que  esté  adscripto  el  impedido;  si  éste  fuere  el  de  más  edad  de  to- 
dos, la  sustitución  corresponderá  al  más  joven,  y  si  todos  estuvieren 
impedidos,  á  dos  testigos  de  asistencia  que  se  nombrarán  al  efecto 
por  el  Juez;  debiendo  elegirlos  con  preferencia  entre  los  escribien- 
tes del  Juzgado  que  sean  mayores  de  edad. 

Art.  243.  Además  de  lo  dispuesto  en  el  art.  193,  no  podrán 
ser  recusados  los  auxiliares  durante  la  práctica  de  cualquiera  dili- 
gencia ó  actuación  de  que  estuvieren  encargados. 

Art.  244.  La  recusación  de  los  auxiliares  no  detendrá  el  cur- 
so ni  el  fallo  del  pleito  ó  negocio  en  que  se  hubiere  propuesto. 

Art.  245.  Cuando  se  declare  haber  lugar  á  la  recusación,  se- 
rá condenado  en  las  costas  del  incidente  el  auxiliar  recusado  que 
hubiere  negado  la  certeza  ó  legitimidad  de  la  causa  alegada. 

Si  se  desestimare  la  recusación,  se  impondrá  dicha  condena  de 
costas  al  recusante,  además  del  abono  de  derechos  que  se  ordena  en 
el  art.  247  (2).  '^Y  asimismo  se  le  impondrá  una  multa  de  cincuenta 
'^pesos  respecto  á  la  ciial  le  será  aplicable  lo  dispuesto  en  el  ar- 
^'tículo  213.'' 


(1)  Lo  dispuesto  en  este  párrafo  sólo  tiene  aplicación  actual  á  los  auxiliares  del  Tri- 
bunal Supremo  y  de  las  Audiencias.  V.  Nota  del  art.  203  y  Apéndice  I,  sobre  oi^raniza- 
ción  Judicial. 

(2)  Los  derechos  Judiciales  á  que  se  refiere  este  artículo  y  los  dos  siguientes,  se  en- 
tienden relativos  á  los  auxiliares  municipales,  únicos  que  hoy  los  perciben  con  arreglo  al 
Arancel  vigente. 
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Art.  2J:6,  Luego  que  sea  firme  el  auto  estimando  la  recus-e- 
ción,  quedará  el  auxiliar  recusado  separado  definitivamente  de  toda 
intervención  en  los  autos,  continuando  en  sii  reemplazo  el  que  le 
haya  siistituído  durante  la  sustauciacióu  del  incidente,  sin  qué  pue- 
da percibir  derechos  de  ninguna  clase  desde  que  se  hubiere  inter- 
puesto la  recusación. 

Art.  247.  Si  se  desestiinare  lú,  recusación,  luego  que  sea  firme 
el  auto,  volverá  el  auxiliar  recusado  á  ejercer  sus  funciones,  abo- 
nándole el  recusante  los  derechos  correspondientes  á  las  actuacio- 
nes practicadas  en  el  pleito,  sin  perjuicio  de  hacer  igual  abono  al 
que  haya  sustituido  al  recusado. 

TITULO  VI 

De  las  aettiáeiones  y  términos  judiciales 

SECCIÓN  PRIMERA 

De  las  actuaciones  judiciales  en  general 

(El  artículo  ¿48  correspondiente  á  este  lugar  está  derogado  y  se  inserta 
en  el  Apéndice  V). 

Art.  249.  Las  actuaciones  judiciales  deberán  ser  autorizadas, 
bajo  pepa  de  nulidad,  por  el  funcionario  público  á  quien  correspon- 
da dar  fé  ó  certificar  del  acto  (1). 

Art.  250*  Los  Secretarios  y  Escribanos  de  actuaciones  pon- 
drán nota  del  dia  y  hora  en  que  les  fueren  presentados  los  escritos, 
sólo  en  el  caso  de  que  para  verificarlo  haya  un  término  peren- 
torio (2). 

Siempre  que  la  parte  lo  reclame,  le  darán  recibo  á  costa  de  la 
misma  y  en  papel  común  (3)  de  cualquier  escrito  ó  documento  que 
les  fuere  entregado,  expresando  el  día  y  hora  de  su  presentación. 

Art.  25L  Las  resoluciones  judiciales  se  dictarán  ante  el  Secre- 
tario ó  Escribano  á  quien  corresponda  autorizarlas. 

Los  Jueces  pondrán  su  firma  entera  en  la  primera  providencia 
que  dicten  en  cada  negocio,  y  en  los  autos  y  sentencias^  y  media  fir- 
ma en  las  demás  providencias  que  dictaren,  y  en  las  declaraciones 
y  actos  en  (Jue  intervengan. 

Los  autos  y  sentencias  de  las  Audiencias  serán  firmados  con 
firma  entera  por  todos  los  Magistrados  que  los  hubieren  dictado,  y 
en  las  providencias  pondrá  su  rúbrica  el  Presidente  de  la  Sala. 

(1)  También  deberán  ser  autorizadas  las  actuaciones  judiciales,  bajo  la  misma  pena- 
lidad por  el  funcionario  público  á  quien  corresponda  dictarlas.  Al  no  declararlo  asi  el 
legrifilador,  incurra  en  uno  de  los  muchos  erroi*es  do  que  adolece  esta  Ley  y  que  han  sido 
señalados  con  admirable  sentido  crítico  Jpor  el  ilustre  Catedrático  de  Procedimientos 
en  la  Universidad  Nacional,  Dr.  Ricardo  Dolz  Arango,  en  su  monumental  Prograúia  de 
Derecho  Proeescdi 

(2)  Será  obligación  de  los  Secretarios  de  los  Juzgados  municipales,  de  Instrucción  y 
de  Sala  de  Justicia  de  las  Audiencias,  así  como  de  los  Escribanos  de  actuaciones  y  actua- 
rios testigos  de  asi  stenícia: . 

"4o.  Anotar. igualmente  los  días  en  que  las  partes  tom.en  y  devuelvan  los  autos  y  en 
los  que  sin  devolución  de  estos  presenten  escritn.-<."    Art.  196  de  la  ConvpUnelbn  orgánica, 

(3)  No  habiéndose  ordenado  por  el  Gobierno  U*  impresión  de  ningún  papel  especial 
para  el  uso-de  los  Juzgados  y  Tribunales  deberfl,  usarse  el  papel  blaaaco  común  en  todas 
las  actuaciones,  con  cargo  á  la  consignación  para  material  con  que  cuentan  aquéllos. 
Resolución  de  la  fipcretaría  de  Justicia  de  '¿8  de  Febrero  1899. 
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En  las  actuaciones  que  se  practiquen  ante  el  Magistrado  Po- 
nente, pondrá  éstenaedia  firma  (1). 

Art.  262.  Los  Secretarios  y  Escribanos  autorizarán  con  firma 
entera,  precedida  de  las  palabras ^w¿6  nú,  las  resoluciones  judiciales 
y  los  demás  actos  en  que  intervenga  personalmente  la  Autoridad 
judicial,  y  las  certificaciones  ó  testimonios  que  libraren;  y  con  me- 
dia firma  las  notificaciones  y  demás  diligencias. 

(El  artículo  253  correspondiente  á  este  lugar  no  tiene  actualmente  apli- 
cación y  se  inserta  en  el  Apéndice  V). 

Art.  254.  Los  Jueces  y  Magistrados  Ponentes,  en  su  caso, 
recibirán  por  sí  las  declaraciones,  y  presidirán  todos  los  actos  de 
prueba. 

Los  Ponentes,  sin  embargo,  podrán  cometer  dichas  diligencisa 
á  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  éstos  á  los  municipales,  cuando 
deban  practicarse  en  pueblo  que  no  sea  de  su  respectiva  residen- 
cia (^2). 

Ninguno  de  ellos  podrá  cometerlas  á  los  Secretarios  ó  Escriba- 
nos sino  en  los  casos  autorizados  por  la  ley  (3). 

Art.  256.  Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  en  el  par- 
tido judicial  en  que  se  siga  el  litigio  deberán  cometerse  precisa- 
mente al  Juez  de  primera  instancia  de  aquel  en  que  hayan  de  eje- 
cutarse. 

Este  se  arreglará  á  lo  que  queda  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior. 


SECCIÓN    SEGUNDA 


De  los  dios  y  horas  hábiles 

Art.  256.     Las  actuaciones  judiciales  habrán  de  practicarse  en 
días  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad. 

JURISPRUDENCIA. 

La  mera  presentación  de  un  escrito  no  puede  calificarse  de  actuación 
judicial  y  puede  hacerse  después  de  puesto  el  sol.    JS,  12  Diciembre  1861, 


Para  que  prospere  la  acción  de  nulidad  contra  autos  y  providencias  judi- 
ciales, es  necesario  que  se  ejercite  dentro  de  los  términos  legales  y  en  la  fo^ 
ma  establecida,  por  los  que  han  sido  parte  en  el  pleito.    S,  24  Dic,  1872, 

Cuando  el  procedimiento  adolece  de  un  vicio  radical  inductivo  de  nuli- 


(1)  La  firma  y  autorización  de  las  sentencias  se  rigen  por  los  artículos  863  y  364  de 
esta  Ley. 

Los  Secretarios  y  Oficiales  de  los  Tribunales  colegiados  tienen  la  obligación  de  poner 
al  margen  de  las  providencias  los  apellidos  de  los  Magistrados  que  hubieren  asistido  y  al 
de  los  autos  y  sentencias  los  nombres  y  apellidos  de  los  mismos.  Núm.  6S*,  Art,  197  Com- 
püacidn   orgánica. 

(2)  Entre  los  casos  autorizados  por  esta  Ley  se  encuentran  los  comprendidos  en  los 
artículos  596,  508,602  y  604. 

(3)  V.  la  Circular  complementaria  del  art.  285  de  esta  Ley. 
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dad,  ésta  es  permanente  y  puede  reclamarse  en  cualquier  tiempo.    S.  16  Oc- 
tiíJbre  1858, 

La  sentencia  que  pone  término  á  un  incidente  de  nulidad  de  actuacio- 
nes, no  es  definitiva,  á  los  efectos  del  recurso  de  casación.  Auto  11  de  Abril 
de  190S, 

Art.  267.  Son  días  hábiles  todos  los  del  año,  menos  los  domin- 
gos, fiestas  enteras  religiosas  6  civiles  y  lo^  en  que  esté  mandado  ó 
se  mandai'e  que  vaquen  los  Tribunales. 

Complemento. — Ley  de  18  Marzo  de  190S. 

Artículo  lo.  Se  declaran  días  de  fiesta  nacional,  todos  los  afíos, 
el  24  de  Febrero,  el  10  de  Octubre  y  el  20  de  Mayo. 

Artículo  2o.  Se  declara  día  de  Homenaje  Nacional  á  los  muer- 
tos por  la  Independencia,  el  7  de  Diciembre  de  cada  afio. 

Artículo  3o.  Se  declaran  días  festivos,  todos  los  años,  además 
de  los  Domingos,  el  1?  de  Enero  y  el  25  de  Diciembre. 

Artículo  4o.  En  los  días  señalados  en  los  Artículos  anteriores, 
se  suspenderán  los  trabajos  en  las  Oficinas,  Dependencias  Públicas, 
Juzgados  y  Tribunales. 

Artículo  5o.  Queda  derogada  toda  disposición  legal  en  opo- 
sición á  lo  dispuesto  en  la  presente  Ley;  excepto  lo  que  esté  dis- 
puesto ó  se  disponga  en  cuanto  á  vacaciones  de  los  Tribunales  de 
Justicia  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

LíOB  días  judiciales  comprenden  las  veinticuatro  horas  que  median  de 
doce  á  doce  de  la  noche,  y  de  consiguiente  es  admisible  el  recurso,  siempre 
que  el  escrito  se  presente  antes  de  las  doce  de  la  noche  del  último  día  del 
término.     Senta,  1^  Dio.  1861  y  16  Nov.  1860. 

Art,  258,  Se  entienden  horas  hábiles  las  que  median  desde  la 
salida  á  la  puesta  del  sol. 

JURISPRUDENCIA. 

Una  diligencia  se  practica  en  hora  hábil,  cuando  en  su  mayor  parte  se 
evacúa  antes  de  la  puesta  del  sol.    S,  19  Abril  1865. 

Art.  269.  Los  Jueces  y  Tribunales  podrán  habilitar  los  días 
y  horas  inhábiles,  á  instancia  de  parte,  cuando  hubiere  causa  urgente 
que  lo  exija  (2). 

Para  este  efecto  se  considerarán  urgentes  las  actuaciones  cuya 
dilación  pueda  causar  grave  perjuicáo  á  los  interesados  ó  á  la  bue- 
na administración  de  justicia,  ó  hacer  Husoria  una  providencia  judi- 
cial (3;. 


(1)  Constituye  la  legislación  vigente  sobre  vacaciones  de  Tribunales,  la  Orden  núme- 
ro 176,  de  21  de  Septiembre -de  1899,  en  su  segunda  parte. 

SegUn  dicha  Orden,  desde  el  2rt  de  Diciembre  hasta  el  2  de  Enero,  vacarán  los  Tribu- 
nales y  Juzgados  respecto  á  todo  asunto  que  no  se  refiera  á.  Juicios  de  faltas,  Instrucción 
sumanal  y  cuestiones  relativas  á  excarcelación  de  procesados,  asf  como  al  Registro  Civil. 

(2)  Dados  los  términos  absolutos  de  la  Orden  176,  ( V.  la  Nota  del  art.  anterior)  creemos 
discaiible  la  vigencia  de  las  disposiciones  comprendidas  en  este  artículo. 

(3>  Este  último  motivo  de  urgencia  ha  sido  derogado  por  el  art.  495  de  la  Compilación 
orgánica.  No  obstante,  lo  creemos  comprendido  en  las  dos  causales  anteriores,  dado  que, 
el  resultado  Ilusorio  de  una  providencia  Judicial,  siempre  trasciende  en  un  perjuicio  pa- 
ra la  parte  interesada  ó  la  buena  administración  de  Justicia. 


76 


El  Juez  apreciará  la  urgencia  de  la  causa,  y  resolverá  lo  que 
estime  conveuiente,  sin  ulterior  recurso. 


SECCIÓN    TERCERA 


De  las  notificaeiones,  citdciones,  emplazamientos  y  requerimientos 

Art.  260.  Todas  las  providencias,  autos  y  sentencias  se  noti- 
ficarán en  el  mismo  día  de  su  fecha  ó  publicación,  y  no  siendo  i)0- 
sible,  en  el  siguiente,  á  todos  los  que  sean  parte  en  el  juicio  (1). 

También  se  notificarán,  cuando  así  se  mande,  á  las  personas  á 
quienes  se  refieran  6  puedan  parar  perjuicios. 

Complemento. — Orden  núm.  166  de  23  de  Abril  1900. — IV.  To- 
das las  providencias,  autos  y  sentencias,  se  notificarán  á  las  partes 
personadas  en  el  juicio  ó  á  sus  representantes,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  Artículos  260,  261,  262,  263  y  primer  párrafo  del  264 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  pero  limitándose  la  copia  que 
deberá  entregar  el  actuario,  cuando  se  trate  de  autos  y  sentencias  á 
los  Considerandos  y  parte  dispositiva  de  los  mismos. 

V.  A  los  efectos  del  artículo  que  antecede,  las  partes  6  sus  re- 
presentantes se  hallan  obligados  á  acudir  al  local,  del  Juzgado  ó  Tri- 
bunal todos  los  días  hábiles  para  notificarse  de  las  resoluciones  que 
se  dicten. 

Art.  261,  Si  por  la  mucha  extensión  de  una  sentencia  no  fue- 
ra posible  sacar  las  copias  para  notificarla  en  el  plazo  antes  expre- 
sado, se  podrá  dilatar  su  notificación  por  el  tiempo  indispensable, 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de  cinco  días  (2). 

Art.  262.  Las  notificaciones  se  practicarán  por  el  Escribano, 
Secretario  ú  Oficial  de  Sala  autorizado  para  ello,  leyendo  íntegra- 
mente la  providencia  á  la  persona  á  quien  se  hagan,  y  dándole  en 
el  acto  copia  literal  de  ella,  firmada  por  el  actuario,  aunque  no  la 
pida,  expresando  el  negocio  á  que  se  refiera  (3). 

De  lo  uno  y  de  lo  otro  deberá  hacerse  expresión  en  la  diligencia. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  nula  la  notificación  de  una  sentencia  cuando  el  Escribano  no  entr^ 
á  la  parte  copia  literal  de  los  particulares  que  la  ley  dispone,  y  aquélla  se 
niega  á  suscribir  la  diligencia.    S»  11  Enero  1902, 

Art.  263.  Las  notificaciones  se  firmarán  por  el  actuario  y  por 
la  persona  á  quien  se  hicieren. 

Si  ésta  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  lo  hará  á  su  ruego  un 
testigo. 


(1)  V.  Complemento  del  art.  3.°  <Je  esta  Ley. 

(2)  Este  artículo  ^ebe  aplicarse  hoy  en  relación  con  lo  dispuesto  en  el  IV  de  la  Orden 
166,  adicionada  al  artículo  anterior. 

(3)  La  copia  literal  que  según  este  artículo  deberá  entregar  el  actuaiio  á,  la  persona  fi 
quien  se  haga  la  notificación,  se  entiende  relativa  á  las  providencia*.  Los  autos  y  senten- 
cias se  notificarán  segün  lo  dispuesto  en  el  art.  IV,  de  la  Orden  166,  adicionada  al  260  (Je 
esta  Ley. 
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Si  no  quisiere  firmar  6  presentar  testigo  que  lo  h^ga  por  ella  en 
su  ca«o,  firmarán  dos  testigos  requeridos  al  efecto  por  el  actua- 
rio (1). 

Estos  testigos  no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la  multa  de  15  á 
65  pesetas. 

JURISPRUDENCIA. 

Deben  surtir  los  efectos  de  las  notificaciones  como  si  hubieran  sido  hechas 
IK>r  el  actuario  con  todos  los  requisitos  legales,  las  que  se  hacen  entregando 
el  alguacil  las  cédulas  que  contienen  todos  los  particulares  de  las  respectivas 
providencias,  y  cuya  entrega  y  la  copia  firma  el  interesado.    S.  S  Nov,  18S1. 

Art.  264.  Se  harán  las  notificaciones  en  la  Escribanía  ó  en  el 
local  que  en  cada  Tribunal  estuviere  destinado  á  este  fin,  si  aUi  com- 
parecieran los  interesados  (2). 

Complemento. — Orden  núm.  166  de  23  de  Abrü  de  1900. 

VI.  Si  el  litigante  6  su  representante  cuando  no  es  éste  Pro- 
curador no  acudiere  á  notificarse  en  el  día  en  que  las  resoluciones  se 
dicten,  el  actuario  al  siguiente,  practicará  dicha  notificación  fijan- 
do copia  dé  la  resolución  en  la  tablilla  del  Juzgado  ó  Tribunal,  con* 
signando  á  su  pié  que  por  ese  medio  se  hace  la  notificación  al  liti- 
gante ó  mandatario  de  que  se  trate  á  causa  de  no  haber  acudido  á 
notificarse,  y  expresando  la  fecha  de  la  fijación. 

YII.  Las  copias  indicada^i  permanecerán  expuestas  por  todo 
el  término  dentro  del  cual  pueda  interponerse  algún  recurso  legal 
contra  la  resolución  en  ella  contenida.'  Trascurrido  dicho  término 
se  procederá  á  agregar  la  copia  á  los  autos  de  su  referencia  con  nota 
del  actuario  expresiva  de  la  fecha  y  hora  en  que  la  haya  quitado 
de  la  tablilla. 

YXn.  Bealizada  una  ó  más  notificaciones,  citaciones,  etc.,  en 
la  forma  que  señala  el  artículo  VI  de  esta  Orden,  el  actuario  se  halla 
obligado  á  entr^ar  al  Juez  ó  Tribunal,  en  el  propio  día  que  lo  efec- 
túe, una  relación  sumaria  de  aquéllas,  expresando  los  asuntos  en 
que  se  hubieren  dictado  las  resoluciones,  la  naturaleza  de  éstas,  su 
parte  dispositiva  y  el  nombre  de  las  partes  ó  el  de  sus  representan- 
tes, á  quienes  se  hayan  hecho  las  notificaciones  en  esa  forma.  El 
Juez  ó  Tribunal  comprobará  la  exactitud  de  la  relación  del  actuario 
y  así  lo  hará  constar  al  pié  de  la  misma,  que  conservará  en  su  poder. 

IX.  Todo  litigante  6  su  representante,  cuando  hubiere  acudido 
á  notificarse  y  no  lo  hubiere  sido,  tendrá  derecho  á  obtener  del  ac- 
tuario y  solamente  en  esa  oportunidad,  una  oertifieación  sucinta  re- 
lativa á  haber  acudido  al  local  del  Jugado  ó  Tribunal,  con  expi-e- 
sión  del  día  y  de  la  hora  en  que  lo  hubiere  efectuado  y  de  habérsele 


íl)    Los  oficiales  del  actuario  pueden  ser  testigos  por  no  haber  prohibición  legal  en 
contrario. 

<2)    En  último  pArnifo  de  este  artículo  ha  quedado  den)gado  por  los  de  la  Orden  l(jtf 

3ue  se  adicionan  al  mismo.    El  texto  literal  del  párrafo  suprimido  se  inserta  en  el  Ap^n* 
ice  V, 

Las  palabras  subrayadas  no  tienen  hoy  aplicación,  puesto  que,  comparezcan  ó  nó  los 
interesados,  se  practicará  la  notificación  en  la  forma  dispuesta  en  la  citada  Orden. 
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manifestado   que  no  existía  resolución  alguna  que  debiera  serle 
notificada. 

X.  Toda  duda  que  se  relacione  con  el  hecho  de  la  notificación 
en  la  forma  que  se  expresa  en  el  artículo  VI  se  resolverá,  sin  ulte- 
rior recurso,  y  salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo  siguiente,  con  el  re- 
sultado que  arroje  la  relación  que  consigna  el  artículo  VIII,  Toda 
duda  sobre  asistencia  de  un  litigante  ó  su  representante  en  determi- 
nado día  al  local  del  Juzgado  ó  Tribunal  con  objeto  de  notificarse 
se  dirimirá  sin  ulterior  recurso  por  medio  del  certificado  que  señala 
el  artículo  anterior. 

XI.  Respecto  á  las  notificaciones  que  deban  hacerse  á  perso- 
nas que  no  sean  partes  en  el  juicio,  ó  á  quienes  por  disposición  de 
la  Ley  se  les  haya  de  hacer  personalmente,  se  observarán  los  pre- 
ceptos de  los  artículos  266,  267,  268  y  269  de  la  citada  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil. 

Art,  266.  Cuando  los  Procuradores  no  comparezcan  oportu- 
namente en  la  Escribanía  ó  local  destinado' al  efecto,  se  les  hará  tam- 
bién la  notificación  en  su  domicilio  (1).  Pero  en  este  caso  será  de  su 
cuenta  personal  el  aumento  de  gastos  que  ocasione  la  diligencia,  sin 
que  pueda  cargarlos  á  sus  poderdantes  (2). 

Art.  266.  Cuando  sea  conocido  el  domicilio  del  que  deba  ser 
notificado,  si  á  la  primera  diligencia  en  busca  no  fuere  hallado  en 
su  habitación,  cualquiera  que  sea  la  causa  y  el  tiempo  de  la  ausen- 
cia, se  le  hará  la  notificación  por  cédula  en  el  mismo  acto  y  sin  ne- 
cesidad de  mandato  judicial  (3). 

Art.  267.     La  cédula  para  las  notificaciones  contendrá: 

lo.  La  expresión  de  la  naturaleza  y  objeto  del  pleito  ó  nego- 
cio, y  los  nombres  y  apellidos  de  los  litigantes. 

2o-  Copia  literal  de  la  providencia  ó  resolución  que  haya  de 
notificarse. 

3o.  El  nombre  de  la  x>ersona  á  quien  deba  hacerse  la  notifica- 
ción, con  indicación  del  motivo  por  el  que  se  hace  en  esta  forma. 

4o.  Expresión  de  la  hora  en  que  haya  sido  buscada  y  no  ha- 
llada en  su  domicilio  dicha  persona,  la  fecha  y  la  firma  del  actuario 
notificante. 

Art.  268.  Dicha  cédula  será  entregada  al  pariente  más  cer- 
cano, familiar  ó  criado,  niayor  de  14  años,  que  se  hallare  en  la  ha- 
bitación del  que  hubiere  de  ser  notificado;  y  si  no  se  encontrare  á 
nadie. en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fuere  habido. 

Se  acreditará  en  los  autos  la  entrega  por  diligencia,  en  la  que 
se  hará  constar  el  nombre,  estado  y  ocupación  de  la  persona  que  re- 
ciba la  cédula,  su  relación  con  la  que  deba  ser  iiotificada,   y  la  obli- 


(1)  V.  Nota  del  Inc.  r>.°  art.  5.°  de  esta  Ley. 

(2)  La  última  disposición  de  este  artículo  tiene  hoy  muy  limitada  aplicación,  dado 
que,  Hiendo  gratuita  la  justicia  con  excepción  de  la  administrada  por  los  Jueces  munici- 
pales, no  pueden  los  actuarios  cargar  aumento  de  gasto  alguno  á.  los  Procuradores  por  las 
notiflcHciones  t|ue  les  hagan  en  sus  domicilios. 

(3)  Tjas  diligencias  prevenidas  en  este  artículo  y  los  267,  268  y  269,  se  refieren  á  persoí 
ñas  quo  no  sean  partes  en  el  juicio  6  &  quienes  por  disposición  de  la  ley  se  les  haya  de  ha- 
cer personalmente. 


7±_ 

g^wíión  que  aquélla  tiene,  y  le  hará  saber  el  actuario,  de  entregar  á 
ésta  la  cédula  asi  que  regrese  á  su  domicilio,  ó  de  darle  aviso  si  sa- 
be su  paradero,  bajo  la  multa  de  15  á65  pesetas. 

Dicha  diligencia  será  firmada  por  el  actuario  y  por  la  persona 
que  reciba  la  cédula;  y  si  ésta  no  supiere  ó  no  quisiere  firmar,  se 
liará  lo  que  se  previene  en  el  art.  263. 

JUBISPBUBKNCIA. 

Para  que  sea  admisible  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
íbroia,  fundado  en  haberse  practicado  viciosamente  la  citación  ó  emplaza- 
miento del  demandado,  es  necesario  que  á  dicho  recurso  haya  precedido  la 
promoción  del  incidente  de  nulidad  de  actuaciones  (1).  AiUos  7  y  9  Ju- 
fio  1900. 

Lias  sociedades  niercantiles  son  personas  jurídicas  y  no  tienen  parientes, 
no  infringiéndose  en  consecuencia  este  artículo,  cuanáo  hecha  la  citación 
en  el  domicilio  social,  se  entrega  la  cédula,  por  ausencia  del  gerente,  á  un 
socio  industrial  y  no  á  un  pariente  de  aquél,  que  no  era  el  d^iiaiidado  sino 
la  sociedad  i)or  él  representada.    S.  31  Marzo  1902. 

Para  obtener  en  casación  la  nulidad  de  diligencias  praeticadaé  en  nná. 
citación,  no  se  prepara  debidamente  el  recurso  utilizando  los  de  reposición 
y  apelación,  siendo  necesario  al  fin  expresado  recurrir  al  medio  del  inciden- 
te de  nulidad  que  otorga  la  ley  contra  las  actuaciones  que  se  practiquen  sin 
los  requisitos  que  la  misma  exige.     Auto  14  Abii>¿  1902. 

Art.  269.  Cuando  no  conste  el  domicilio  de  la  persona  que 
deba  ser  notificada,  ó  por  haber  mudado  de  habitación  se  ignore  su 
paradero,  se  consignará  por  diligencia,  y  el  Juez  mandará  que  se 
haga  la  notificación,  fijando  la  cédula  en  el»  sitio  público  de  costum- 
bre, é  insertándola  en  la  G-aceta  Oficial  y  en  los  Boletmes  oficióle»  de 
las  provincias  donde  los  hubiere  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

La  notificación  por  medio  de  edictos  surte  todos  los  efectos  legales  pro- 
pios de  esta  diligencia,  sin  que  obste  á  ello  el  que  el  interesado  alegue  no  ha- 
berse dado  por  notificado,  ya  que  si  esta  razón  fuera  valedera,  quedaría  ft 
la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  eficacia  de  las  notificaciones  hechas  en  tai 
forma  para  los  casos  en  que  sea  procedente.  S.  19  AbHl  1883. 

La  citación  por  medio  de  edictos  á  que  se  refiere  este  artículo,  proceda 
cuando  no  conste  el  domicilio  ó  se  ignore  el  paradero  de  la  persona  que  debe 
ser  notificada  y  no  cuando  dicha  persona  sea  conocida.  S.  8  Abril  1895. 

Afirmando  el  actor  bajo  su  responsabilidad  que  ignora  el  paradero  del 
demandado,  no  cabe  hacerse  el  emplazamiento  de  éste  en  otra  forma  que 
IM>r  medio  de  edictos,  porque  la  ley  no  autoriza  las  pesquisas  judiciales,  que 
tampoco  se  compadecen  con  la  índole  ó  naturaleza  del  procedimiento  civil, 
para  averiguar  la  certeza  de  aquélla  afirmación.    S.  29  Oct.  1900  (3). 

Art.  270.  Las  disposiciones  que  preceden,  relativas  á  las  no- 
tificaciones, serán  aplicables  á  las  citaciones,   emplazamientos  y  re- 

(1)  La  doctrina  contenida  en  esta  sentencia  no  es  aplicable  al  juicio  ejecutivo,  en 
el  cual  la  nulidad  se  alega  como  motivo  de  oposición. 

(2)  El  último  párrafo  de  este  artículo  se  na  suprimido  por  carecer  de  aplicación  ac- 
tual. V.  Apéndice  V, 

(3)  Esta  sentencia  es  del  Tribunal  Supremo  español,  y  aunque,  dada  su  fbcha,  no  tiene 
fuerza  legal  en  Cuba,  la  insertamos  en  el  texto  en  razón  A  su  gran  interés  doctrinal,  no 
dudando  por  otra  parte  que  en  su  oportunidad  será  aceptada  por  nuestro  más  alto 
Tribunal. 
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querimientos,  con  las  modificaciones  que  se  expresan  en  los  artícu- 
los siguientes. 

Complemento.— D^e^^^ío  presidencial  de  19  de  Septiembre  1902, 
Art.  I.  Las  citaciones  para  cx)mparecer,  exhortos,  emplaza- 
mientos ó  requerimientos  de  naturaleza  civil  ó  criminal,  así  como 
toda  comunicación  que  los  Jueces  y  Tribunales  de  cualquier  orden 
deban  dirigir  á  los  Eepresentantes  Diplomáticos  acreditados  en  Cu- 
ba y  á  las  personas  de  su  séquito,  deberán  ser  dirigidas  precisa- 
mente por  conducto  de  la  Secretaría  de  Estado  y  Justicia,  siempre 
que  conste  el  carácter  y  condición  de  la  persona  citada. 

Art,  n.  En  todos  los  juicios  civiles  y  criminales  se  observará 
el  procedimiento  indicado  en  el  artículo  anterior,  cuando  se  trate 
de  alguna  de  las  personas  mencionadas  en  el  mismo  y  siempre  que 
no  conste  de  una  manera  explícita  la  renuncia  de  su  inmunidad  he- 
cha por  el  interesado  en  los  autos  de  que  se  trate. 

J  ÜBIBPBUDENCI  A. 

Lo8  artículos  270,  271  y  274  de  esta  ley,  son  de  aplicación  general,  de- 
biendo por  tanto  acomodarse  á  la  forma  dispuesta  en  los  mismos  los  empla- 
zamientos que  se  hagan  en  los  Juzgados  municipales  para  ante  el  Tribunal 
Supremo  6  para  ante  cualquier  otro  Tribunal  superior.  Sent».  SS  Julio  y  IS 
//  -22  Sept.  1884^ 

Art.  271.  Las  citaciones  y  los  emplazamientos  de  los  que 
sean  ó  deban  ser  parte  en  el  juicio  se  harán  por  cédula,  que  será 
entregada  al  que  deba  ser  citado,  en  lugar  de  la  copia  de  la  provi- 
dencia, haciéndolo  constar  así  en  las  diligencias. 

.  J  U  RISPRUDENCI  A. 

Cuando  el  demandado  tiene  domicilio  cierto  y  conocido  y  no  se  le  em- 
plaza para  contestar  la  demanda,  es  nula  la  sentencia  que  lo  condena  puesto 
que  infringe  el  principio  inconcuso  de  derecho  de  que  nadie  puede  ser  oon- 
cienado  sin  haber  sido  oido  previamente,  citado  y  vencido  en  juicio.  S.  12 
J>íc,  1860. 

8on  innecesarias  la  citación  y  el  emplazamiento  cuando  el  demandado 
se  presenta  espontáneamente  en  el  juicio.    Sents,  12  y  17  Sept  1867: 

El  emplazamiento  y  citación  de  las  partes  interesadas,  son  fórmulas 
esenciales  de  los  juicios,  hasta  el  punto  de  viciar  su  defecto  todo  el  procedi- 
miento.   S.  16  Marzo  1864. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  y  del  siguiente  son  rituarias  y  sólo 
dan  lugar  á  la  casación  en  la  forma.    S,  16  Dic,  1897, 

Art.  272.    La  cédula  de  citación  contendrá: 

lo.  El  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dictado  la  providencia,  la 
fecha  de  ésta  y  el  negocio  en  que  haya  recaido. 

2o.  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona  á  quien  se  haga  la 
citación. 

3o.  El  objeto  de  la  citación  y  la  parte  que  la  hubiese  soli- 
citado. 

4o.     El  sitio,  día  y  hora  en  que  deba  comparecer  el  citado. 
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5o.  La  prevención  de  que  si  no  compareciere  le  parará  el  per- 
juicio á  que  hubiere  lugar  eu  derecho;  terminando  con  la  fecha  y  la 
firma  del  actuario. 

Cuando  deba  ser  obligatoria  la  comparecencia,  se  le  hará  esta 
prevención;  y  si  por  no  haber  comparecido  fuere  necesaria  segunda 
citación,  se  le  prevendrá  en  ella  que  si  no  comparece  ni  alega  cau- 
sa justa  que  se  lo  impida,  será  procesado  por  el  delito  de  desobe- 
diencia grave  á  la  Autoridad  (1). 

Art.  273.  La  citación  de  los  testigos  y  peritos  y  demás  i)er8o- 
nas  que  no  sean  parte  en  el  juicio,  cuando  deba  practicarse  de  ofi- 
cio, se  hará  por  medio  de  un  alguacil. 

A  este  fin  el  actuario  extenderá  la  cédula  por  duplicado,  y  el 
alguacil  entregará  un  ejemplar  al  citado,  el  cual  firmará  su  recibo 
en  el  otro  ejemplar,  que  se  unirá  á  los  autos. 

También  podrán  hacerse  estas  citaciones  por  medio  de  oficio 
cuando  el  Juez  así  lo  estime  conveniente. 

Art.  27é.  La  cédula  de  emplazamiento  contendrá  los  requisi- 
tos lo.,  2o.,  3o.  y  5o.  del  artículo  272,  expresándose  además  en 
ella  el  término  dentro  del  cual  deba  comparecer  el  emplazado,  y  el 
Juzgado  ó  Tribunal  ante  quien  haya  de  verificarlo. 

JtJItlSPRtrDENCIA. 

El  interesado  que  no  habiendo  sido  parte  en  primera  instancia,  compa- 
rece voluntaríam^ite  en  la  segunda  á  seguir  la  apelación,  se  oblifla  por  este 
hecho  á  tomar  los  autos  en  el  estado  que  tengan  en  el  momento  de  personar- 
se en  eUos,  quedando  por  el  propio  hecho  subsanadas  las  falta»  de  emplaza- 
miento al  mismo  y  de  su  citación  para  sentencia  en  primera  instancia.  S,  9 
Nóv.  186L 

£Implazada  &a.  forma  una  persona  para  ante  Tribunal  conipetente  y 
aceptada  por  la  misma  la  diligencia,  está  obligada  6,  comparecer  dentro  del 
término  ante  dicho  Tribunal  y  no  ante  otro  alguno,  salvo  el  caso  de  ordenar 
la  ley  otra  cosa.    AtUo  9  Junio  1899, 

Art,  275.  Los  requerimientos  se  harán  notificando  al  reque- 
rido en  la  forma  prevenida  la  providencia  en  que  se  mande,  expre- 
sando el  actuario  en  la  diligencia  haberle  hecho  el  requerimiento  en 
aquélla  ordenado. 

Art.  276.  En  las  notificaeiones,  citaciones  y  emplazamientos, 
no  se  admitirá  ni  consignará  respuesta  alguna  del  interesado,  á  no 
ser  que  se  hubiera  mandado  en  la  providencia. 

En  los  requerimientos  se  admitirá  la  respuesta  que  diere  el  re- 
querido, consignándola  sucintamente  en  la  diligencia. 

Art,  277*  Cuando  la  citación  ó  emplazamiento  haya  de  ha- 
cerse por  medio  de  exhorto  ó  carta  orden,  se  acompañará  al  despa- 
cho la  cédula  correspondiente. 

Art.  278.  Las  cédulas  para  las  notificaciones,  citaciones  y 
emplazamientos  se  extenderán  en  papel  común. 


(1)    Esta  reeponvabllldad  se  entiende  Bin  pei:}uiciO  d^  la  facultad  que  oton^a  al  Juez 
el  art.  642  de  esta  Ley.  . 
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Art»  279,  Serán  nulas  las  notificaciones^  citaciones  y  empla- 
zamientos que  no  se  practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  esta 
sección. 

Sin  embargo,  cuando  la  persona  notificada,  citada  ó  emplazada^ 
se  hubiera  dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá  desde  entonces  la 
diligencia  todos  sus  efectos,  como  si  se  hubiese  hecho  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  la  ley. 

'No  por  esto  quedará  relevado  el  actuario  de  la  corrección  dis- 
ciplinaria establecida  en  el  artículo  que  sigue. 

JURISPRUDENCIA.  ^ 

Puede  haber  nulidad  cuancjo  no  se  cita  á  las  personaba  á  quienes  hayan 
de  perjudicar  los  compulsorios  que  se  libren  para  llevar  al  juicio.  S,  IS 
Sept  1869. 

Compareciendo  el  demandado  á  contestar  la  demanda  antes  de  haber 
sido  emplazado,  no  se  vicia  el  procedimiento  por  la  falta  de  dicha  diligen- 
cia, que  se  subsana  y  se  hace  innecesaria  con  la  presentación  espontánea  del 
interesado.    Sents,  18  Sept,  1867  y  18  Marzo  1901. 

Sea  cualquiera  la  forma  en  que  se  hizo  á  la  Compañía  el  requeilmiento, 
es  lo  cierto  que  no  se  utilizó  contra  él  recurso  alguno,  quedando  firme  por 
ello.    S.  6  Marzo  1887, 

No  puede  alegarse  falta  de  formas  en  el  procedimiento  cuando  se  con- 
sienten ó  no  se  reclaman  en  tiempo.    S,  5  Mayo  188S, 

La  infracción  de  este  artículo  y  de  los  anteriores,  no  da  lugar  al  recurso 
de  casación  en  el  fondo.    S,  29  Enero  1886. 

El  hecho  de  omitir  el  actuario  la  diligencia  de  haberse  ñjado  los  edictos 
en  la  tablilla  del  Juzgado,  no  prueba  evidentemente  que  aquellos  dejaron  de 
fijarse.    S,  14  Marzo  1896, 

Las  faltas  de  forma  cometidas  en  el  procedimiento,  sólo  pueden  alegarse 
en  casación  por  la  parte  á  quien  afecten  y  no  por  otra  que  no  tenga  la  legí- 
tima representación  de  aquélla.    S.  8  Junio  1901. 

Compareciendo  en  autos  los  ejecutados  y  habiendo  opuesto  y  discutido 
excepi^iones,  quedaron  subsanadas  las  faltas  cometidas  por  el  actuario  al  ci- 
tarlos de  remate.    «SI  8  Junio  1901. 

No  puede  válidamente  invocarse  la  nulidad  de  la  citación  de  remate 
como  fundamento  del  recurfeo  de  casación,  cuando,  deducida  en  tiempo  la 
oposición  ^  pedida  dicha  nulidad,  quedó  subsanada  la  felta  por  actos  poste- 
riores reahz£ulos  por  el  representante  del  ejecutado  en  los  autos.  S,  18  Mar- 
zo 1902, 

El  término  para  recurrir  contra  una  sentencia  indebidamente  notificada, 
cflnpieza  á  contarse  desde  la  fecha  en  que  la  parte  se  da  por  enterada  en  jui- 
cio, haciendo  desde  ese  momento  eficaz  la  notificación,  sin  que  sea  obstáculo 
á  esta  inteligencia  el  que  aquélla  manifestase  que  se  le  había  notificado  en 
forma  irregular  desde  fechk  determinada,  puesto  que  con  ello  afirmaba  un 
hecho  cierto  del  cual  resultaba  la  nuUdad.de  la  notificación.  .S^  11  Enero 
1902. 

Art.  280.  El  auxiliar  6  subalterno  que  incurriere  en  morosidad 
en  el  desempeño  de  las  funciones  que  por  esta  sección  le  correspon- 
den, 6  faltare  á  algunas  de  las  formalidades  en  la  misma  establecidas. 
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será  corregido  disciplinariamente  por  el  Juez  ó  Tribunal  de  quien 
dependa  con  una  multa  de  65  á  125  pesetas. 

Será  además  responsable  dé  cuantos  perjuicios  y  gastos  se  ha- 
yan ocasionado  por  su  culpa  (1). 

SECCIÓN    CUARTA 


J>e  Ids  notificacUmes  en  estriados 

Art.  281.  En  toda  clase  de  juicios  é  instancias,  cuando  sea 
declarado  ó  se  constituya  eu  rebeldía  un  litigante,  no  compareciendo 
en  el  juicio  después  de  citado  en  forma,  no  se  volverá  á  practicar 
diligencia  alguna  en  su  busca. 

Todas  las  providencias  que  de  allí  en  adelante  recaigan  en  el 
pleito,  y  cuantos  emplazamientos  y  citaciones  deban  hacérsele,  se 
notificarán  y  ejecutarán  en  los  estrados  del  Juzgado  ó  Tribunal, 
salvo  los  casos  en  que  otra  cosa  se  prevenga. 

Árt.  282.  Las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  de 
que  habla  el  artículo  anterior  se  verificarán  leyendo  las  providencias 
que  deban  notificarse,  ó  en  que  se  haya  mandado  hacer  la  cátación, 
en  la  audiencia  pública  del  Juez  ó  Tribunal  que  las  hubiere  dictado, 
y  á  presencia  de  dos  testigos,  los  cuales  firmarán  la  -  diligencia  que 
para  hacerlo  constar  se  extenderá  en  los  autos,  autorizada  por  el 
actuario. 

JUBISPRUDENOIA. 

Cuando  se  persona  el  interesado  y  no  formula  protesta  alguna,  no  puede 
lu^o  impugnar  como  viciosas  las  notificadones  que  se  le  hicieron. '  S,  14 
Marzo  1888. 

Árt.  283.  Los  autos  y  sentencias  que  se  notifiquen  en  estrados 
y  las  cedidas  de  las  citaciones  y  emplazamientos  que  se  hagan  en 
los  mismos  se  publicarán  además  por  edictos  que  deberán  fijarse  en 
la  puerta  del  local  donde  celebren  sus  audiencias  los  Jueces  6  Tribu- 
nales, acreditándolo  también  por  diligencia. 

La  parte  dispositiva  de  las  sentencias  definitivas  se  insertará 
además  en  los  periódicos  oficiales,  en  los'  casos  y  en  la  forma  que 
determina  la  ley.  En  este  caso  se  unirá  á  los  autos  un  ejemplar  del 
periódico  en  que  se  haya  hecho  la  publicación. 

JURISPRUDENCIA. 

Mientras  no  se  hayan  practicado  todas  y  cada  una  de  las  publicaciont^s 
que  ordena  este  artículo,  no  será  ejecutoria  la  sentencia  ni  empessará  á  correr 
el  término  de  la  apelación.    S.  29  Octubre  1874- 

SECCIÓN    QUINTA 


De  los  suplicatorioSj  exhortas^  cartas  órdenes  y  mandamientos 
Art.  284.     Los  Jueces  y  Tribunales  se  auxiliarán  mutuamente 


(1)    La  indemnlzacidn  á.  que  se  refiere  este  párrafo,  es  extensiva  á  los  enfios  de  los 
artículos  240  y  256  de  esta  Ley. 
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para  la  práctica  de  todas  las  diligencias  que  fueren  necesarias  y  se 
acordaren  en  los  negocios  civiles. 

Art,  286,  Cuando  una  diligencia  judicial  hubiere  de  ejecu- 
tarse fuera  del  lugar  del  juicio,  6  por  un  Juez  ó  Tribunal  distinto 
del  que  la  hubiere  ordenado,  éste  cometerá  su  cumplimiento  al  que 
corresponda  por  medio  de  suplicatorio,  exhorto  ó  carta  orden. 

Empléala  la  forma  de  suplicatorio  cuando  se  dirija  á  un  Juez  6 
Tribunal  superior  en  gibado:  la  de  exhorto  cuando  se  dirija  á  uno 
de  igual  grado;  y  la  de  carta  orden  ó  despacho  cuando  se  dirija  á  un 
subordinado  suyo. 

Complemento. — Circulay'  de  la  Secretaria  de  Justicia  de  9  de 
Marzo  1901. 

I.  Que  los  Jueces  de  1?^  Instancia  eviten,  en  cuanto  sea  posible 
sin  dafio  del  servicio,  las  delegaciones  en  los  Municipales  para  la 
práctica  de  diligencias  en  asuntos  civiles. 

II.  Que  en  ningún  caso  hagan  tales  delegaciones  cuando  se  tra- 
te  de  diligencias  que  hayan  de  practicarse  dentro  del  territorio  del 
Juzgado  Municipal  de  la  Cabe<)era  del  Partido  Judicial  respectivo. 

III.  Que  siempre  que  se  vean  en  el  caso  de  delegar,  cuiden  de 
hacer  constar  debidamente  si  la  parte  que  solicitó  la  diligencia  de 
que  se  trata  está  declarada  pobre  ó  nój  y 

IV.  Que  el  precepto  del  indicado  artículo  VIII  de  la  Orden 
nám.  523,  no  se  opone  á  que  los  funcionarios  de  los  Juzgados  Mu- 
nicipales, encargados  de  practicar  diligencias,  á  virtud  de  las  ex- 
pre^bdas  delegaciones  y  solicitadas  por  partegi  no  declaradas  pobres 
para  litigar,  reclamen  y  perciban  los  derechos  que,  según  el  respec- 
tivo Arancel,  procedan. 

JUBISPBIJDENCIA. 

Limitado  un  exhorto  á  la  práctica  de  diligencias  para  que  el  adminis- 
trador de  un  abintestato  exhiba  un  documento  y  liquide  y  abone  rentas 
vencidas,  debe  el  Juez  exhortado  disponer  su  cumplimiento,  sin  que  haya 
mérito  para  proponer  cuestión  jurisdicdional     S,  6  Octubre  1860, 

Art.  286*  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  entenderá 
sin  perjuicio  de  la  facultad  que  tienen  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia para  constituirse  en  cualquier  punto  ó  pueblo  de  su  partido  ju- 
dicial, á  fin  de  practicar  por  sí  mismos  las  diligencias  judiciales 
cuando  lo  estimen  conveniente. 

Art.  287.  El  Juez  6  Tribunal  que  hubiere  ordenado  la  prác- 
tica de  una  diligencia  judicial  no  podrá  dirigirse  con  este  objeto  á 
Jueces  ó  Tribunales  de  categoría  ó  grado  inferior  que  no  le  estén 
subordinados,  debiendo  entenderse  directamente  con  el  superior  de 
éstos  que  ejerciere  la  jurisdicción  en  el  mismo  grado  que  el  exhor- 
tante. 

Art.  288,  Para  ordenar  el  libramiento  de  certificaciones  6 
testimonios,  y  la  práctica  de  cualquiera  diligencia  judicial  cuya 
ejecución  corresponda  á  Registradores  de  la  propiedad,  Notarios^ 
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auxiliares  6  subalternos  de  Juzgado  6  Tribunal,  se  empleará  la  for- 
ma de  mandamiento  (1). 

Art»  289,  Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  tengan  que  diri- 
girse á  Autoridades  ó  funcionarios  de  otro  orden,  usarán  la  forma  de 
oñcios  6  exposiciones,  según  el  caso  lo  requiera  (2). 

Art.  290,  Los  exhortes,  y  demás  despachos  serán  admitidos  en 
el  Juzgado  6  Tribunal  exhortado,  sin  exigir  poder  á  la  persona  que 
los  presente,  ni  permitirle  que  los  acompañe  con  escrito,  á  no  ser 
que  fuere  indispensable  para  dar  explicaciones  ó  noticias  que  facili- 
tan su  cumplimiento. 

El  actuario  á  quien  corresponda  extenderá  diligencia  á  conti- 
nuación del  exhorto  ó  despacho,  expresando  la  fecha  de  su  presen- 
tación y  la  persona  que  lo  hubiere  presentado,  á  la  cual  dará  recibo, 
y  firmará  con  ésta  la  diligencia,  dando  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  en 
el  mismo  día,  y  si  no  fuere  posible,  en  el  siguiente  hábil. 

J  ÜKISPEUDENCIA. 

lia  presentación  de  un  exhorto  debe  hacerse  en  la  forma  dispuesta  en 
este  articulo,  siendo  abusiva  la  práctica  de  acreditar  aquélla  por  compare- 
cencia del  portador  del  exhorto  ante  el  Juez.    Senta,  8  Enero  y  6  Feb,  1886, 

Art«  291.  Los  exhortes  y  demás  despachos  antes  expresados 
se  entibarán  para  que  gestione  su  cumplimiento  á  la  parte  á  cuya 
instancia  se  hubieren  librado. 

Si  lo  solicitare  la  contraria,  se  le  fijará  término  para  presentarlos 
á  quien  vayan  cometidos. 

Art.  293.  La  persona  que  presente  un  exhorto  ú  otro  des- 
pacho queda  obligada  á /acuitar  el  pa^daelU^  y  satisfacer  los  gastos 
que  se  originen  para  su  cumplimiento. 

Art.  293«Lo  dispuesto  en  los  tres  artículos  que  preceden  no 
será  aplicable  á  lo  exhortes  y  despachos  que  se  cursen  de  oficio  6  á 
instancia  de  parte  pobre.  De  éstos  se  acusará  el  recibo  al  exhortante, 
y  se  practicarán  también  de  oficio  las  diligencias  que  se  encargaren, 
extendiéndolas  en  papel  del  sello  de  oficio  (3). 

JUBISPBUDENOIA. 

Cuando  la  parte  exhortante  no  cumplimenta  un  exhorto  que  se  le  había 
entregado  parala  práctica  de  una  prueba,  no  puede  luego  alegar  denegación 
de  ésta  á  loa  efectos  de  la  casación,  siendo  aplicable  esta  doctrina  aún 
cuando  aquélla  fuese  pobre  si  aceptó  el  despacho  para  diligenciarlo.  S.  28 
Abril  1898, 

En  materia  de  gastos  y  costas  tiene  aplicación  preferente  el  Código  civil 
cuando  sus  disposiciones  sean  diferentes  á,  las  de  esta  Ley.   S.  f7  Abril  1898, 


(1)  Ooando  los  íünclonaríos  no  seaxK  del  distrito  del  Juez  que  ordena  los  dilis^enolas  á 
que  este  artículo  se  refiere,  deberá  aquél  requerir  la  pr&ctica  de  las  mismas  por  conducto 
del  Juez  ó  Tribunal  del  partido  á  aue  pertenezcan  dichos  funcionarlos.  Mesol,  dfi  la  Dir. 
Gen.  del  Registro  de  la  propiedad  de  99  Agosto  1871. 

No  es  necesario  mandamiento  judicial  paca  inscribir  elacto  de  a<Uudicaciónde  bienes, 
bastando  6.  ese  fin  el  mero  testimonio  de  dicho  acto,  librado  por  el  Escribano.  Resol,  de 
la  IHr.  Oen,  de  los  Rea,  de  99  de  Nov,  1899. 

(2)  SefiTün  el  art.  V.  de  la  Orden  222  de  30  de  Mayo  1900,  cuando  el  Juez  se  dirija  al  Jefe 
del  Archivo  General  de  la  Bepa]t)lica  para  la  extracción  de  actuaciones  ó  libros  A  el  tras- 
ladados,'Ío  harA  directamente  usando  la  forma  de  orden. 

\S)    V.  Complemento  del  art.  285  de  esta  Ley. 
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Jlrt.  294.  El  Juez  exhortante  podrá  remitir  directamente  al 
(exhortado  un  exhorto  librado  á  instancia  de  parte  rica,  cuando  ésta 
lo  solicitare  por  carecer  de  relaciones  para  gestionar  su  cumpli- 
miento en  el  lugar  á  donde  deba  dirigirse. 

En  estos  cafios,  dicha  parte  de^>erá  fo/cüitar  d  papd  geUado  qu^ 
He  crea  necesario  para  las  düigencias  que  hayan  de  practicarse  á  fin 
de  que  se  acompañe  al  exhorto;  pagará  el  porte  y  certificado  de 
correo,  y  quedará  obligada  á  satisSÉlcer  todos  los  gastos  causados  en 
su  cumplimiento  tan  pronto  como  se  reciba  la  cuenta  de  ellos,  y  los 
demás  que  puedan  originarse  en  la  vía  de  apremio,  que  se  empleará 
para  exigírselos,  si  dentro  de  ocho  días  no  acredita  haberlos  satis- 
fecho. 

Haciéndose  constar  estas  circunstancias  en  el  oficio  de  remisión, 
el  Juez  exhortado  deberá  acordar  el  cumplimiento  del  exhorto,  y  ha- 
(íer  que  se  lleve  á  efecto  sin  dilación. 

JUBISPRUDENCriA. 

Es  nulo  lo  ejecutado  por  el  Juez  exhortado  que  se  excede  de  las  ínstrue- 
(5Íones  recibidas  del  Juez  exhortante.    aS'.  6  Jimio  1886, 

Art.  295.  El  Juez  ó  Tribunal  que  recibiere,  ó.á  quien  fucile 
presentado  un  suplicatorio,  exhorto  ó  carta  orden  extendido  en  de- 
bida forma,  acordará  su  cumplimiento  si  no  se  perjudicare  su  pro- 
pia competencia,  disponiendo  lo  conducente  para  que  se  practiquen 
las  diligencias  que  en  él  se  interesen  dentro  del  plazo  que  se  hubie- 
re fijado  en  el  mismo  exhorto  ó  lo  más  pronto  posible  en  otro  caso. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá  al  exhortante  por  el  mis- 
mo conducto  que  lo  hubiere  recibido. 

JURISPRUDENCIA. 

Proqiovido  incidente  de  nulidad  de  actmwciones  praotieadas  por  el  Juez 
exhortado,  carece  éste  de  competencia  para  conocer  de  aquel,  la  cual  corres- 
ponde al  Juez  que  entiende  en  el  negocio  principal.     S.  10  Feb,  1892. 

Art.  296.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  exhortado  no  pudiere 
practicar  por  sí  mismo,  en  todo  ó  en  parte,  las  diligencias  que  se  le 
encargaren,  x>odrá  delegarlas  en  un  Juez  inferior  que  le  esté  subor- 
dinado, remitiéndole  el  exhorto  original,  ó  un  despacho  con  los  in- 
sertos necesarios,  si  aquél  se  necesitare  para  otras  diligencias  que 
fuere  necesario  practicar  simultáneamente  (1). 

Art.  297.  También  podrá  acordar  el  Juez  exhortado  que  se 
dirija  el  exhorto  á  otro  Juzgado,  sin  devolverlo  al  exhortante,  cuan- 
do no  pueda  darle  cumplimiento  por  hallarse  en  otra  jurisdicción 
la  persona  con  quien  haya  de  entenderse  la  diligencia  judicial. 

JURISPRUDENCIA. 

El  .Tuez  exhortado  puede  reí^uerir  el  auxiUo  de  otros,  si  para  cumplir  lo 
(pie  se  interese  en  el  exhorto  no  halla  términos  hábiles,  dentro  de  su  distri- 


(1)    En  el  caso  de  este  artículo  y  el  siguiente,  los  exhortos  del>en  devolverse  directa- 
mente al  Juez  exhortante,  por  el  que  los  cumplimenta. 
V.  el  Complemento  del  art.  285  de  esta  Ley. 
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to,  con  tal  de  que  el  Juez  de  quien  recibió  el  exhorto,  al  librar  éste,  hubiese 
tenido  presentes  los  hechos  que  no  están  al  alcance  del  exhortado,  y  éstos 
se  hallen  expresados  en  el  exnorto,  porque  en  este  caso  sólo  obra  á  nombre 
del  exhortante  en  quien  permanece  la  jurisdicción  i'especto  del  negocio  de 
que  oonoce.    S,  5  Julio  1871, 

Art*  298*  No  se  notificarán  al  portador  de  un  exhorto,  supli- 
catorio ó  carta  orden,  las  providencias  que  se  dicten  para  su  cum- 
plimiento, sino  en  los  casos  siguientes: 

lo.  Cuando  se  prevenga  en  el  mismo  despacho  que  se  practi- 
que alguna  diligencia  con  citación,  intervención  6  concurrencia  del 
que  lo  hubiere  pi'esentado. 

2o.  Cuando  sea  necesario  requerirle  para  que  suministre  algu- 
nos datos  ó  noticias  que  puedan  facilitar  el  cumplimiento)  del  exhorto. 

Art,  299*  Cuando  se  demore  el  cumplimiento  de  un  suplica- 
torio ó  exhorto,  se  recordará  por  medio  de  oficio  á  instancia  de  la 
parte  interesada. 

Si  á  pesar  del  recuerdo  continuase  la  demora,  el  exhortante  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  superior  inmediato  del  exhortado  por 
medio  de  suplicatorio,  y  dicho  superior  apremiad  al  moroso  con 
corrección  disciplinaria,  sin  perjuicio  de  la  mayor  responsabilidad 
en  que  pueda  incurrir. 

Del  mismo  medio  se  valdrá  el  que  haya  expedido  un  despacho 
ó  carta  orden  para  obligar  á  su  inferior  moroso  á  que  lo  devuelva 
cumplimentado. 

Art.  300,  Cuando  haya  de  practicarse  un  emplazamiento  ú 
otra  diligencia  judicial  en  país  extranjero,  se  dirigirán  los  exhortes 
por  la  vía  diplomática^  ó  por  el  conducto  y  en  la  forma  establecida 
en  los  Tratados,  y  á  falta  de  éstos  en  la  que  determinen  las  disposi- 
ciones generales  del  Gobierno  Supremo. 

En  todo  caso  se  estará  al  principio  de  reciprocidad. 

Estas  mismas  reglas  se  observarán  para  dar  cumplimiento  en  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Eica  á  los  exhortes  de  Tribunales  extranjeros, 
por  los  que  se  requiera  la  práctica  de  alguna  diligencia  judicial  (1). 

Complemento. — Orden  núm.  269 ,  de  3  de  Julio  de  1900. 

I.  Los  exhortes  que  se  dirijan  al  extranjero  deberán  remitirse 
á  la  Secretaría  de  Estado  y  Gobernación  (2)  por  conducto  de  la  Se- 
cretaría de  la  cual  depende  el  funcionario  exhortante. 

n.  Deberán  estar  dirigidos  á  la  Autoridad  á  quien  se  pida  la 
práctica  de  la  diligencia  que  los  originen,  redactados  en  forma  ro- 
gatoria y  contener  todos  los  requisitos  que  los  hacen  valederos  y 
auténticos  conforme  á  las  leyes  vigentes  y  la  promesa  de  reciprocidad. 

Orden  wám.  26^  de  25  En&ro  de  1901. 

I.     No  se  dará  curso  á  ningún  exhorto   ó  comisión  rogatoria 


(1)  Constituyen  el  derecho  novísimo  sobre  esta  materia,,  las  disposiciones  que  so 
insertan  en  el  Complemento  de  este  artículo. 

Corresponde  al  Tribunal  Supremo  el  cumplimiento  de  las  sentencias  pronunciadas 
por  Tribunales  extranjeros.  Se  exceptúa  el  caso  de  que  en  los  tnitados  que  se  celebren, 
so  atribuya  su  conocimiento  á  otros  Tribunales.  íííím.  15,  Art.  VIL  Orden  UU  de  U 
Abril  1899. 

(2)  Hoy  Secretaría  de  Estado  y  Justicia. 
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dirigida  por  los  Tribunales  ó  Autoridades  de  Cuba,  á  las  de  cual- 
quier nación  extranjera  solicitando  la  práctica  de  diligenciasen 
asuntos  civiles,  sin  que  se  acompañe  por  el  interesado  en  su  dili- 
genciamiento,  un  giro  postal  á  favor  del  Secretario  de  Estado  de  Im 
Estados  Unidos  (1),  por  valor  de  veinticinco  x>eso8,  moneda  de  los 
Estados  Unidos,  para  responder  de  los  gastos  que  ocasione. 

II.  Si  los  gastos  del  diligenciamiento  excediesen  de  la  canti- 
dad girada,  el  interesado  quedará  obligado  á  reintegrar  la  diferen- 
cia á  la  primera  notificación,  reclamándosela  por  la  vía  de  apremio 
si  no  lo  hiciere;  en  otro  caso  recibirá  el  exceso  que  resultare  á  su 
favor. 

Decreto  presidencial  núm.  ^8^  de  11  de  Abril  de  1903, 

Artículo  lo.  La  legalización  exigida  i>or  las  leyes  para  que 
surtan  efecto  en  Cuba  los  documentos  públicos  ú  oficiales  de  todas 
clases  expedidos  en  el  extranjero  por  funcionarios  extraz^jeros,  de- 
berá hacerse  necesariamente  por  un  Agente  diplomático  ó  Consular 
de  la  Bepública,  ó  por  quienes  le  sustituyan. 

Cuando  el  documento  haya  sido  expedido  en  pais  donde  no  hu- 
biere acreditado  Agente  Diplomático  6  Consular  de  Cuba,  podrá 
ser  legalizado  por  el  Agente  Diplomático  ó  por  cualquiera  de  los 
Consulares  del  mismo  pais  acreditados  en  la  Bepública. 

Ail).  2o.  Para  tener  en  Cuba  x>or  eficaces  las  legalizaciones 
efectuadas  con  arreglo  á  lo  determinado  en  el  artículo  precedente, 
será  además  requisito  indispensable,  que  la  firma  del  funcionario 
que  aparezca  autorizándolas  esté  á  su  vez  legalizada  por  el  Secreta- 
rio de  Estado  ó  por  el  Director  del  Departamento.  Igual  requisito 
deberán  contener,  para  ser  considerados  en  Cuba  como  auténtieos, 
los  documentos  notariales  que  expidan  los  Agentes  Diplomáticos  ó 
Consulares  de  la  República  y  los  que  libren  con  referencia  al  Regis- 
tro del  estado  civil. 

Art.  3o.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores  será 
aplicable  á  los  documentos  que  se  presenten  en  los  Juzgados,  Tri- 
bunales ú  Oficinas  del  Estado,  desde  la  fecha  en  que  comience  á  i-e- 
gir  el  presente  Decreto  (2). 

SECCIÓN    SEXTA 


De  los  términos  judiciales,  apremios  y  rebeldías 

Art.  801 .    Las  actuaciones  y  diligencias  judiciales  se  practi- 
carán dentro  de  los  términos  señalados  para  cada  una  de  ellas. 

Cuando  no  se  fije  término,  se  entenderá  que  han  de  practicarse 
sin  dilación. 

'La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  será  corregida 


(1)  En  la  fecha  de  esta  Orden  correspondía  al  Secretarlo  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos  la  representación  internacional  de  Cuba.  Hoy  deberá  hacerse  la  entrega  de  la 
cantidad  señalada  para  gastos  al  Secretarlo  de  Estado  y  Justicia  de  la  República. 

(2)  Publicado  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  República  el  día  20  de  Abril  de  190B. 
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disciplinariamente,  según  la  gravedad  del  caso,  sin  perjuicio  del 
derecho  de  la  parte  agraviada  para  reclamar  la  indemnización  de 
peijaicios  y  demás  responsabilidades  que  proceden  (1). 

CoíiPLEMENTO. — Decreto  presidencial  núm.  315^  de  17  de  Oct.  de 
1904,  (2). 

De  acuerdo  con  el  parecer  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia 
y  á  fin  de  evitar  demoras  injustificadas  en  la  tramitación  de  los  jui> 
cios  civiles,  vengo  en  disponer  lo  siguiente: 

Art.  lo. — Cuando  los  Escribanos  de  actuaciones  y  Secretarios 
de  Juzgados  Municipales  no  puedan,  por  cualquier  motivo,  cumplir 
en  lo  que  les  concierna  las  resoluciones  judiciales,  ni  practicar  las 
actuaciones  y  diligencias  de  su  cargo  dentro  del  término  señalado,  ó 
sin  dilación,  si  dicho  término  no  estuviere  fijado,  según  lo. dispuesto 
en  los  párraifos  lo.  y  2o.  del  art.  301  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil,  darán  cuenta  al  Juez,  consignando  en  los  autos,  clara  y  de- 
terminadamente, la  causa,  diligencia,  actuación  ó  el  motivo  que  lo 
impida,  para  que  el  Juez  provea  en  su  vista  lo  que  estime  proce- 
dente con  arreglo  á  derecho. 

Art.  2o. — ^Los  Magistrados  Ponentes,  al  devolver  los  autos  en 
el  trámite  de  instrucción  á  que  se  refieren  los  artículos  870  y  893  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  informarán  por  escrito  en  los  mismos 
autos  á  la  Sala,  para  resolución  de  ésta,  si  en  primera  instancia  se 
han  observado  las  prescripciones  del  art.  lo.  de  este  Decreto;  si  los 
Jueces  han  impuesto,  en  su  caso,  las  correcciones  disciplinarias  á 
que  se  conti-aen  los  artículos  301  y  302  de  dicha  Ley;  si  los  Escri- 
banos de  actuaciones  han  cumplido  lo  que  determina  el  art.  315  de 
la  misma  Ley,  dando  cuenta  con  los  escritos  ó  c<m  los  autos  cuando 
tengan  estado  en  el  mismo  día  ó  en  el  siguiente;  y  si  existen  ó  no 
demoras  injustificadas  ó  actuaciones  innecesarias  ó  no  autorizadas 
por  la  Ley,  señalando  lo  que  sobre  esos  particulares  resulte. 

Art.  3o. — Los  Jueces  de  Primera  Instancia,  al  conocer  de  las 
actuaciones  cursadas  ante  los  Municipales,  consignarán,  por  escrito, 
en  los  autos,  los  particulares  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  é 
impondrán,  en  su  caso,  las  correcciones  disciplinarias  que  procedan. 

Art.  4o. — Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  337,  371, 
y  457  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  los  Jueces  y  las  Salas  par- 
ticiparán al  Presidente  de  la  Audiencia  respectiva  todas  las  correc- 
ciones disciplinarias  que  impongan,  á  fin  de  que  pueda  promover, 
en  su  caso,  lo  que  proceda. 

Art.  5o. — El  Secretario  de  Estado  y  Justicia  resolverá  las  du- 
das á  que  dé  lugar  la  aplicación  del  presente  Decreto,  que  empezará 
á  regir  á  los  diez  días  de  su  publicación  en  la  Gaceta  (3). 


-/^ 


(1)  La  morofiiclad  en  las  notificaciones,  citaciones,  emplazamientos  y  requerimien- 
tos no  estA  comprendida  en  este  párrafo,  sino  se  rige  por  el  art.  280  de  esta  Ley.  Dolz.— 
Proarama  de  Derecho  Procesal. 

(2)  Las  disposiciones  de  este  Decreto  reproducen,  con  carácter  general,  las  contenidas 
en  la  Circular  de  la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  16  de  Agosto  1902. 

(3)  Publicado  este  Decreto  en  la  Gaceta  de  25  de  Oct  de  1904. 
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JURISMUDENCIA. 

Los  términos  de  esta  Ley  obligan  á  las  partes,  sea  cualquiera  el  carácter 
jurídico  del  litigante,  incluso  el  que  represente  al  £stado.    &  H  Mayo  1887, 

Art.  302.  Los  Jueces  y  Tribunales  impondrán,  en  su  caso,  di- 
cha corrección  disciplinaria  á  sus  auxiliares  y  subalternos,  sin  ne- 
cesidad de  petición  de  parte;  y  si  no  lo  hicieren,  incurrirán  á  su  vez 
en  responsabilidad. 

También  la  impondrán  á  los  Jueces  y  Tribunales  que  les  estén 
subordinados,  cuando  por  apelación  ú  otro  recurso  conozcan  de  los 
autos  en  que  se  hubiere  cometido  la  falta,  ó  en  virtud  de  queja  jus- 
tificada de  cualquiera  de  los  litigantes  (1). 

Art.  303.  Los  términos  judiciales  empezarán  á  correr  desde  el 
día  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento,  citación 
ó  notificación,  y  se  contará  en  ellos  el  día  del  vencimiento  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  fueren  varios  los  interesados^  el  término  del  emplazamiento 
deberá  contarse  desde  la  notificación  al  último  de  ellos.     aSC  6  Oct.  1866. 

En  los  términos  judiciales  los  días  se  han  de  entender  naturales,  com- 
prendiendo las  veinticuatro  horas  que  median  de  doce  á  doce  íie  la  noche. 
iS^ents.  16  Nov.  1860  y  12  Dic.  186 L 

Las  reglas  establecidas  en  este  artículo  y  en  el  siguiente,  no  son  aplica- 
bles á  los  términos  que  no  pueden  calificarse  de  judiciales  ó  sea  los  que  no 
tienen  por  punto  de  partida  una  citación,  emplazamiento  ó  notificación. 
S.  H  Marzo  1893. 

Art.  30é.  En  ningún  término  señalado  por  días  se  contarán 
aquéllos  en  que  no  puedan  tener  lugar  actuaciones  judiciales  (3). 

J  URISPRUDENCI  A. 

Las  vacaciones  de  los  Tribunales  impiden  el  que  puedan  tener  lugar  ac- 
tuaciones judiciales,  sin  que  se  pueda  imputar  á  las  partes  el  que  éstas  dejen 
de  practicarse.    S.  17  Marzo  1869, 

El  error  del  Juzgado  al  computar  los  plazos  perentorios,  no  es  motivo 
para  que  deje  de  considerarse  firme  una  sentencia  que  no  se  apeló  en  tiempo 
hábil.     S.  9  Marzo  1893. 

No  puede  admitirse  por  un  instante  la  desconocida  teoría  de  que  la  in- 
tí^rposición  de  un  recurso  Improcedente  interrumpe  el  término  para  esta- 
blecer el  que  ptooeda  contra  la  resolución  que  se  pretende  recurrir.  Auto  18 
Mayo  1904. 

Art*  305.  Los  términos  señalados  por  meses  se  contarán  por 
meses  naturales,  sin  excluir  los  días  inhábiles. 

En  estos  casos,  si  el  plazo  concluyese  en  domingo  ú  otro  día 
inhábil,  se  entenderá  prorrogado  al  siguiente  día  hábil. 


(l'í    Sobre  el  ejercicio  de  la  Jurisdicción  disciplinaria,  véanse  las  disposiciones  del  tí- 
tulo XV  de  la  Compilación  Oi^ánicu. 

(2)  Se  relaciona  este  artículo  con  el  113Í)  del  C.  Civil. 

(3)  El  párrafo  2.°  de  este  artículo  no  tiene  hoy  aplicación.  V.  Apéndice  V. 


Art.  306.  Serán  prorrogables  los  términos  cuya  prórroga  no 
esté  expresamente  prohibida  por  esta  ley. 

Para  otorgarla  será  necesario: 

lo.     Que  se  pida  antes  de  vencer  el  término. 

2o.  Que  se  alegue  justa  causa,  ajuicio  del  Juez  6  Tribunal, 
sin  que  sobre  la  apreciación  que  haga  de  ella  se  dé  recurso  alguno. 

JURISPRUDENCIA. 

Trascurridos  los  términos  prorrogables  sin  haberse  pedido  prórroga 
dentro  de  ellos,  se  hacen  improrrogables.  S,  10  Dic,  1884* 

Art.  307.  No  podrá  pedirse  ni  concederse  más  de  una  prórro- 
ga, la  cual  se  otorgará  por  el  tiempo  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime 
prudente;  pero  en  ningún  caso  excederá  de  la  mitad  del  señalado 
por  la  ley  para  el  término  que  se  prorrogue. 

Art.  308,  Trascurridos  los  términos  prorrogables  ó  la  prórro- 
ga otorgada  en  tiempo  hábil,  si  se  hallaran  los  autos  en  la  Escriba- 
nía, se  practicará  lo  que  se  previene  en  el  art.  520. 

Si  los  autos  se  hallaren  en  poder  de  alguna  de  las  partes,  luego 
que  apremie  la  contraria,  se  mandará  á  aquélla  que  los  devuelva 
dentro  de  24  horas,  bajo  la  multa  de  25  á  65  pesetas  por  cada  día 
que  deje  trascurrir  sin  devolverlos.  Esta  multa  se  exigirá  perso- 
nalmente del  Procurador  cuando  intervenga,  á  no  ser  que  justifique 
su  inculpabilidad  (1). 

Si  trascurren  tres  días  sin  devolverse  los  autos,  procederá  el 
actuario  á  recogerlos  de  quien  los  tenga,  bajo  su  responsabilidad  y 
sin  necesidad  de  nueva  providencia,  y  en  el  caso  de  que  no  le  sean 
entregados  en  el  acto  del  requerimiento,  dará  cuenta  al  Juez  ó  Trir 
bunal  para  que  disponga  se  proceda  á  lo  que  haya  lugar  por  la  ocul- 
tación del  proceso  (2). 

Art  309.  No  se  admitirá  más  de  un  escrito  de  apremio.  Las 
costas  del  mismo  y  de  las  demás  actuaciones  hasta  que  se  devuelvan 
los  autos  serán  en  todo  caso  de  cuenta  del  apremiado. 

Art.  310,    Serán  improrrogables  los  términos  señalados: 

lo.     Para  comparecer  en  juicio. 

2o.     Para  proponer  excepciones  dilatorias. 

3o.  Para  interponer  los  recursos  de  reposición,  apelación  ó  sú- 
plica, y  preparar  ó  interponer  los  de  queja  por  la  no  admisión  de  la 
apelación. 

4o.  Para  pedir  aclaración  de  alguna  sentencia,  ó  que  se  supla 
la  omisión  que  en  ella  se  hubiere  cometido. 

5o.  Para  presentarse  el  apelante  ante  el  Tribunal  superior  en 
virtud  de  emplazamiento  hecho  á  consecuencia  de  haberse  admitido 
una  apelación. 


(1)  "La  entrega  de  autos  en  los  casos  en  que  deba  verificarse,  se  hará  ft  los  Procura- 
dores sí  intervinieren  en  el  Juicio,  y  en  otro  caso  á  los  Abogados  mediante  recibo  que  el 
actuario  extenderá  expresivo  de  los  folios  que  contengan  los  autos".  iVttm.  XIV^  Or- 
den 166  d*>  tS  Abril  1900, 

(2)  .  Véase  el  art.  871  y  p.  2o.  del  373  del  C.  Penal. 
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ño.  Para  comparecer  ante  el  Tribunal  superior  con  el  corres- 
pondiente testimonio,  á  mejorar  la  apelación  admitida  en  nn  efecto. 

7o.  Para  pedir  certijicimán  de  la  sentencia,  á  fin  de  interponer 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  y  pa- 
ra formalizarlo  en  el  Tribunal  Supremo  (1). 

8o.  Para  interponer  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma.  ^ 

9o.  Para  presentarse  ante  el  Tribunal  Supremo,  á  consecuen- 
cia de  haberse  admitido  dicho  recurso  de  casación,  ó  recurrir  en 
queja  de  la  providencia  (2)  en  que  se  deniegue  la  certiflcación  de  la 
sentencia  6  la  admisión  del  recurso  (3). 

10.  Cualesquiera  otros  respecto  a  los  cuales  haya  prevención 
expresa  y  terminante  de  que  pavsados,  no  se  admitan  en  juicio  la 
acción,  excepción,  recurso  ó  derechos  para  que  estuvieren  con- 
cedidos. 

JURISPEUDENCI A . 

Este  artículo  no  motiva  el  recurso  por  infracción  de  ley.  S,  ^  Ju- 
nio 1864, 

M  término  á  que  se  refiere  el  caso  cuarto  <le  este  artículo,  queda  en  sus- 
penso hasta  que  se  resuelve  la  petición  hecha;  pero  esto  no  sucede  cuando 
Re  deduce  ese  remedio  fuera  de  tiempo  Ó  contra  sentencias  no  susceptibles 
de  aclaración.    Auto  30  Sept,  1901. 

Art.  311.  Los  términos  improrrogables  no  podrán  suspender- 
se, ni  abrirse  después  de  cumplidos,  por  vía  de  restitución,  ni  por 
otro  motivo  alguno. 

Sólo  por  fuerza  mayor  que  impida  utilizarlos,  podrán  suspen- 
derse durante  su  curso. 

JUBlSPBtJBENClA. 

La  restitución  in  integrum  por  los  daños  causados  á  los  menores  no  es 
de  las  comprendidas  en  este  artículo.  aS'.  2  Junio  1886. 

Art.  31á,  Trascurridos  que  sean  los  términos  improrrogables, 
se  tendrá  por  caducado  de  derecho  y  perdido  el  trámite  ó  recurso 
que  hubiere  dejado  de  utilizarse,  sin  necesidad  de  apremio  «ni  de 
acuse  de  rebeldía,  á  no  ser  en  el  caso  á  que  se  refiere  el  núm.  1?  del 
art.  310. 

Ko  se  admitirá  escrito  ni  reclamación  alguna  que  se  oponga  á 
esta  disposición,  y  si  fuere  necesario  recoger  los  autos  para  darles  el 
curso  correspondiente,  se  empleará  el  procedimiento  establecido  en 
el  art.  308. 


(1)  Entendemos  que  los  preceptos  de  este  inciso  y  siguientes  no  subrayados,  sobre  in- 
terposición del  recurso  de  casaciónvContinDaki  vigentes  por  disponer  sustancialmente  lo 
mismo  que  ellos  los  arts.  III,  VII,  XVI  y  XVIII  de  la  Orden  tó,  complementaria  del  tít. 
XXI,  lib.  2o.  de  esta  Ley. 

La  certificación  de  la  sentencia  no  se  expide  hoy,  elevándose  siempre  de  oficio  los  au- 
tos originales. 

(2)  El  término  providencia  tiene  aquí  sentido  genérico.  Del  auto  denegatorio  del 
recurso,  así  como  del  escrito  en  que  se  hubiere  interpuesto,  se  dará,  copia  certifica- 
da en  el  acto  de  la  notificación  al  recurrente,  para  que  a  su  ve»  pueda  recurrir  en  qu^a 
tote  el  T.  Supremo.   V.  tít.  XXI,  lib.  2o.  de  esta  Ley. 

(S^  Como  trámite  previo,  y  de  acuerdo  con  el  art.  XVI  de  la  Ofdén  92,  deberá  mani- 
festarse al  Tribunal  sentenciador  la  intención  de  recurrir  en  queja,  siendo  tainhiéti  im- 
prorrogable este  término. 


«» 
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TITULO  VII 
Del  despacho^  vista^  votdcifm  y  fallo  de  los  asuntos  judiciales 

SECCIÓN  PRIMERA 


Del  despacho  ordinario  y  vistas 

Art.  313.  Las  diligencias  de  prueba  y  las  vistas  de  los  pleitos 
y  demás  negocios  judiciales  se  practicarán  en   audiencia  pública. 

Del  mismo  modo  se  hará  el  despacho  ordinario,  de  sastancia- 
ción  de  los  negocios  en  que  lo  hubiere  solicitado  alguna  de  las  par- 
tes (1). 

Art.  314.  No  obstante  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior, 
los  Jueces  y  Tribunales  podrán  disponer  de  oficio,  ó  á  instancia  de 
parte,  que  se  haga  á  puerta  c^irada  el  despacho  y  vista  de  aquellos 
negocios  en  que  lo  exijan  la  moral  ó  el  decoro. 

Cuando  se  deduzca  esta  pretensión  en  el  acto  de  darse  princi- 
pio á  la  vista,  oídas  brevemente  las  partes,  el  Tribunal  decidirá  en 
el  mismo  acto  lo  que  estime  conveniente. 

Contra  lo  que  se  decida  sobre  este  punto,  no  se  dará  ulterior 
recurso  (2). 

Art.  316.  Para  el  despacho  ordinario  darán  cuenta  de  pala- 
bra los  Secretarios  y  Escribanos  en  el  mismo  día  en  que  se  presen- 
ten los  escritos  ó  tengan  estado  los  autos,  y  no  siendo  posible  en  el 
siguiente  (3). 

Art.  316.  Las  providencias  de  sustanciación  se  dictarán  en  el 
acto  de  darse  cuenta,  ó  á  lo  más  dentro  de  los  dos  días  siguientes. 

En  la  Audiencia  sólo  en  los  casos  en  que  deba  ser  motivada  la 
resolución  ó  haya  necesidad  de  examinar  anticcedentes  para  dictar- 
la, podrá  acordar  la  Sala  respectiva  que  se  dé  cuenta  por  l^eZaíor  (4). 

Art.  317.  Las  Salas  se  constituirán,  para  el  despacho  ordi- 
nario y  resolución  de  incidentes,  con  tres  Magistrados  por  lo  menos, 


[1]  Este  artículo  se  relaciona  con  los  comprendidos  en  el  tít.  XII  déla  Compilación 
orgánica. 

[2j       Se  relaciona  este  art.  con  el  349  de  la  Compilación  orgánica. 

IjOs  vistas  á  puerta  cerrada  no  impiden  la  concurrencia  de  las  partes  y  defensores. " 

[3]  Tienen  relación  con  la  materia  tratada  en  este  artículo  las  instrucciones  conte- 
nidas en  la  Circular  de  lá  Secretaría  de  Justicia  fecha  29  de  Enero  de  1901,  que  literal- 
mente dicen: 

5o.  Jjos  Jueces  de  la.  Instancia  é  Instrucción  distribuirán  el  trabajo  de  sus  respecti- 
vos Juzgados  entre  los  Escribanos  que  le  estén  adscriptos  en  la  forma  que  tengan  por 
conveniente. 

6o.  Los  Jueces  de  la.  Instancia  é  Instrucción  despacharán  directa  y  exclusivamente 
con  los  respectivos  Escribanos  de  actuaciones. 

7o.  Los  Jueces  de  la.  Instancia  é  Instrucción  prohibirán  é  impedirán  terminante- 
mente que  ninguna  persona  que  no  tenga  nombramiento  oficial  y  perciba  sueldo  del  Go- 
bierno, trabaje  en  los  Juzgados,  auxilie  á  los  Esttribanos  ó  intervenga  en  cualquier  forma 
en  el  despacho  de  los  asuntos  Judiciales  ó  gubernativos  del  Juzgado. 

[4]    Hoy  por  el  Secretario  ú  Oficial  de  Sala. 
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sin  que  puedan  exceder  de  cinco.  Los  acuerdos  se  tomarán  por 
mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  318.  Los  Jueces  de  primera  instancia  verán  por  sí  mis- 
mo los  pleitos  y  actuaciones  para  dictar  autos  y  sentencias. 

En  la  Audiencia  se  dará  cuenta  por  el  (1)  Escribano  de  Cámara 
ó  por  Belaior,  en  su  caso^  formando  para  ello  el  correspondiente  apun- 
tamiento cubando  lo  prevenga  la  ley, 

(Los  artículos  319  y  320  siguientes,  han  quedado  sin  aplicación  por 
virtud  de  la  supresión  del  apuntamiento,  insertándose  en  el  Apéndice  V. ) 

Art.  321.  Las  vistas  de  los  pleitos  é  incidentes  se  señalarán 
por  el  orden  de  su  conclusión,  y  sin  necesidad  de  que  lo  pidan  las 
partes. 

Exceptúanse  las  cuestiones  de  alimentos  provisionales,  de  com- 
petencia, acumulaciones,  recusaciones,  desahucios,  interdictos,  de- 
pósitos de  personas,  juicios  de  menor  cuantía  y  ejecutivos,  denega- 
ciones de  justicia  ó  de  prueba,  y  los  demás  negocios  que  por 
prescripción  de  la  ley,  ó  por  acuerdo  de  la  Sala,  fundado  en  cir- 
cunstancias muy  especiales,  deban  tener  preferencia,  los  cuales,  es- 
tando conclusos,  serán  antepuestos  á  los  demás  cuyos  señalamientos 
aún  no  se  hubiesen  hecho  (2). 

Al  Presidente  de  la  Sala  corresponde  hacer  los  señalamientos. 

Art.  322.     Los  pleitos  se  verán  en  el  día  señalado.  . 

Si  al  concluir  las  horas  de  la  audiencia  no  hubiere  ñnalizado 
la  vista  de  algún  pleito,  podrá  suspenderse  para  continuarla  en  el 
día  ó  días  siguientes,  á  no  ser  que  el  Presidente  prorrogare  el  acto  (  3 ) . 


(1)  Secretarlo,  ú  Oficial  de  Sala  en  su  caso,  &  quienes  corresponden  las  funciones  de 
los  Escribanos  de  C&mara  y  Relatores  que  hoy  no  existen. 

"I.  Se  suprime  el  trámite  de  la  formación  del  "apuntamiento"  que  establece  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  en  la  sustanclación  de  los  recursos  de  apelación  de  que  conocen 
las  Audiencias,  los  cuales  seguirán  sustanciándose  conforme  á  los  demás  trámites  que 
señala  dicha  Ley. 

II.  En  vez  del  "apuntamiento"  que  se  suprime  por  la  presente  Orden,  se  remitirán 
siempre  originales  al  Tribunal  Supremo  los  expedientes  Judiciales  en  los  recursos  de  ca- 
sación."   Orden  núm.  US8  de  Zl  de  Octubre  de  1900. 

La  Secretaría  de  Justicia,  resolviendo  las  dudas  á  que  dló  lugar  esta  Orden,  declaró 
con  fecha  2  de  Nov.  de  1900,  que  el  trámite  del  apuntamiento  quedó  suprimido  en  absolu- 
to por  la  misma  en  todos  los  asuntos  de  que  conocen  las  Audiencias,  no  debiendo  formar- 
se en  ningún  caso,  y  que  dicha  supresión  no  priva  á  los  litigantes  de  ningún  recurso  ó 
derecho  que  les  conceda  esta  Ley. 

(2)  Concuerda  lo  dispuesto  en  este  párrafo  con  el  art.  351  de  la  Compilación,  que  no 
deroga,  sino  más  bien  repite  las  excepciones  contenidas  en  el  mismo  y  aunque  entre  éstas 
omite  algunas  de  las  comprendidas  en  aquél,  no  por  esto  debe  entenderse  que  no  tienen 
hoy  preferencia,  puesto  que  el  citado  artículo,  en  formula  genérica,  extiende  dicha  prefe- 
rencia á  los  demás  negocios  que  por  prescripción  expresa  de  otras  leyes  la  tengan,  como 
sucede  con  la  de  Enjuiciamiento  Civil. 

[3]    Este  artículo  concuerda  casi  literalmente  con  el  352  de  la  Compllaoión  orgánica. 

Los  señalamientos  de  vistas  y  prórroga  de  sesiones  en  el  Tribunal  Supremo  oorrespon- 
de  á  la  Sala,  y  no  al  Presidente,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  XXI, 
XXXII  y  XXXV  de  la  Orden  número  92  de  1899,  sobre  casación. 

Idéntica  conclusión  parece  deducirse  del  art.  8.°  del  Reglamento  de  dicho  alto  Tribu- 
nal, cuyo  texto  copiado  literalmente  dice  así:  Art.  8.**  El  Tribunal  Supremo  se  reunirá  en 
Sala  de  Justicia  durante  el  tiempo  necesario  para  el  despacho  de  los  asuntos  pendientes, 
sin  que  ordinariamente  exceda  de  cuatro  horas,  dedicándose  la  primera  de  ellas  al  despar 
cho  ordinario,  y  las  otras  á  las  vistas  públicas.  Por  razones  especiales  la  Sala  podrá  acor- 
dar que  se  prolongue  la  sesión  ó  que  se  habiliten  días  y  horas. 


^'v    ••  ■•- 
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Art*  323.  Sólo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en  el 
día  señalado  (1): 

lo.  Por  impedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro  pleito 
pendiente  del  día  anterior. 

2o.  Por  faltar  el  número  de  Magistrados  necesarios  para  dic- 
tar sentencia. 

3o.  Por  muerte  ó  cesación  del  Procurador  (2)  de  cualquiera 
<ie  las  partes. 

4o.     Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

5o.  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  Procuradores  de  las 
partes,  alegando  justa  causa  ajuicio  del  Tribunal. 

6o.  Por  enfermedad  del  Abogado  de  la  parte  que  pidiere  la 
suspensión,  justificada  suficientemente  á  juicio  de  la  Sala,  siempre 
que  se  solicite  48  horas  antes  de  la  señalada  para  la  vista,  á  no  ser 
que  la  enfermedad  hubiese  sobrevenido  después  de  este  período. 

7o.  Por  la  defunción  de  la  esposa  ó  de  cualquiera  de  los  ascen- 
dientes ó  descendient<es  del  Abogado  defensor,  ocurrida  antes  (3)  do 
los  nueve  días  anteriores  al  señalado  para  la  vista. 

8o.  Por  tener  el  Abogado  defensor  dos  señalamientos  de  vista 
para  el  mismo  día  en  distintos  Tribunales,  lo  cual  se  acreditará  con- 
venientemente, en  cuyo  caso  tendrá  preferencia  el  Tribunal  superior 
respecto  al  inferior. 

Árt.  324 •  En  el  caso  de  suspensión  de  la  vista,  se  volverá  á 
señalar  el  día  en  que  deba  celebrarse  tan  pronto  como  haya  desapa- 
recido el  motivo  de  la  suspensión,  sin  alterar  el  orden  de  los  seña- 
lamientos que  ya  estuvieren  hechos  (4). 

JURISPRUDENCIA. 

El  hecho  de  haber  desaparecido  la  causa  de  la  suspensión,  para  ser  co- 
nocido por  la  Bala,  debe  ser  alegado  por  las  partes  interesadas,  y  por  tanto 
no  está  obligada  aq^uéUa  á  hacer  de  oficio  el  nuevo  señalamiento;  y  aun  en 
tal  supuesto,  no  existe  motivo  alguno  legal  ni  de  hecho  que  impida  Á  las  par- 
tes en  interés  y  guarda  de  sus  derechos  solicitar  de  los  Tribunales  el  cum- 
plimiento de  los  deberes  que  la  ley  procesal  les  impone,  cuando  oportuna- 
mente no  los  hubieran  cumplido.    Auto  8  Agosto  1901. 

Art.  326«  Para  las  vistas  de  los  pleitos  ó  incidentes  ss  consti- 
tuirán las  Salas  con  los  Magistrados  necesarios  para  dictar  senten- 
cia en  aquel  negocio. 

Árt.  326.     Cuando  haya  necesidad  de  completar  una  Sala  con  ' 
Magistrados  de  otra,  ó  con  suplentes  (5),  antes  de  darse  principio  á 
la  vista  se  harán  saber  los  nombres  de  los  designados  á  los  Procuradores 

(1)  El  artículo  353  de  la  Compilación  no  comprende  entre  los  casos  de  suspensión  de 
vistas,  algunos  de  los  aquí  enumerados;  pero  dándose  en  la  práctica  preferencia  por  los 
Tribunales  &  la  Ley  sobre  la  Compilación,  estimamos  vigente  en  su  totalidad  este  artículo 
y  en  consecuencia  no  hacemos  en  él  alteración  alguna. 

(2)  O  representante. 

(3)  El  texto  oficial  dice  antes^  pei-o  siendo  un  error  evidente  debe  entenderse  dentro, 

(4)  Concuerda  con  el  artículo  356  de  la  Compilación  orgánica. 

(5)  Los  artículos  343  y  344  de  la  Compilación  regulan  hoy   el  procedimiento  para  el  * . 
caso  de  este  artículo,  considerándose  sin  aplicación  las  palabras  subrayadas  del  mismo. 

Sobre  la  forma  de  completar  Salas  en  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo,  véanse 
artículos  XIV,  Orden  80,  Iv,  Orden  41  y  IV  y  VII,  Ordon  95,  insertas  en  el  Apéndice  I 
de  esta  obra. 
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íle  las  pm-teSj  y  ae  procederá  enseguida  á  la  vista,  á  no  ser  que  en  el  a>c- 
to  fuese  reev^sadOj  aunque  sea  verhalniente,  alguno  de  aquéllos. 

En  tal  caso  se  suspenderá  la  vista,  y  formalizada  la  recusación 
por  escrito  dentro  de  tefcero  día,  se  sustanciará  este  incidente  en  la 
forma  establecida. 

Si  no  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho  término,  no 
será  admitida  después,  y  se  condenará  á  la  parte  recusante  en  la 
multa  que  determina  el  art.  212,  y  en  las  costas  oc^onadas  con  la 
suspensión,  haciéndose  nuevo  señalamiento  para  la  vista  del  pleito 
lo  antes  posible    (1). 

J  ÜRISPRUDENCI  A. 

No  constitu^'^e  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio  á  los 
efectos  de  la  casación,  la  falta  de  notiñcación  á  las  partes  del  nombre  del 
Ma^strado  designado  para  completar  la  Sala.    aS'.  ^6  Julio  1900. 

Art.  327.  En  el  caso  del  párrafo  primero  del  articulo  ante- 
lior,  si  se  hubiere  celebrado  la  vista  por  no  haber  mediado  recusa- 
ción, ííie  suspenderá  por  tres  días  la  votación  de  la  sentencia.  Dentro 
.  dt»  este  término  podrán  ser  recusados  los  Magistrados  suplentes^  y 
trascurrido  sin  haber  hecho  uso  las  partes  de  ese  derecho,  empe- 
zará á  correr  el  término  para  dictar  sentencia. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  Maíristmdo  suplente  reemplace  constantemente  al  propietario, 
se  presume  q^ue  el  litijiríinte  tiene  conocimiento  de  ello  anteriormente  y  no 
tiene  aplicación  este  artículo  ni  el  anterior,  siendo  de  rigurosa  obnervancia 
los  192  y  193.     S.  ^2S  Marzo  1897. 

Art.  328.  Si  se  formalizara  la  recusación  dentro  de  dicho  tér- 
mino y  se  declarase  procedente,  quedará  sin  electo  la  vista,  y  se 
verificíii'á  de  nuevo  con  Magistrados  hábiles,  en  el  día  más  próximo 
que  pueda  señalarse. 

Cuando  se  declare  no  haber  lugar  a  la  recusación,  dictarán  sen- 
tencia los  Miígistrados  que  hubieren  asistido  á  la  vista,  empezando 
á  correr  el  término  para  dictarla  desde  el  día  siguiente  al  del  íallo 
sobre  la  recusación. 

Art.  329.  Cuando  empezado  á  ver  un  pleito  enfermare,  ó  de 
otro  modo  se  inhabilitare  alguno  ó  algunos  de  los  Magistrados  y  no 
hubiera  probabilidad  de  que  el  impedido  ó  impedidos  puedan  con- 
currir dentro  de  pocos  días,  se  procederá  á  nueva  vista,  completan- 
'  do  el  número  de  Magisti-ados  con  los  que  deban  reemplazar  á  los 
inhabilitados    (2). 

Si  no  obstante  la  inhabilitación  de  uno  ó  más  Magistrados  que- 
daran los  suficientes  para  dictar  sentencia,  no  será  necesaria  la  sus- 
X)ensión,  ni  en  su  caso  la  celebración  de  nueva  vista. 

Art,  330.  Las  vistas  empezarán  con  la  lectura  del  apuntamiento 
hecha  por  el  Relator^  y  en  los  ca^os  en  que  no  se  huya  formado  apunta - 
miento j  con  una  relación  sucinta,  hech^  por  el  mismo  ó  por  el  Escri- 
bano de  Cámara  de  los  ant-ecedentes  que  den  á  conocer  la  cuestión 


\i] 


V.  Complemento  del  art.  206  de  esta  I^ey. 

Kste  pArrafo  concuerda  con  el  art.  357  de  \A  0t>mpila*ri6n  orgánica. 
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que  se  ventile,  cuando  la  ley  no  disponga  otra  cosa,  y  después  iiifor- 
marán  por  su  orden  los  Abogados  de  las  partes  que  concurran  iil 
acto    (1;. 

Estos  podrán  hablar  segunda  vez,  con  la  vepia  del  Presidcnt/t», 
para  rectificar  hechos  6  conceptos. 

Se  dará  por  terminado  el  acto  pronunciando  el  Presidente  la 
fórmula  de  ^'Yi^to". 

Art.  á?!.  Loé  qne  sean  parte  en  los  pleitos  pojiráp,  con  la  ve- 
nia del  Preáideritej  e^^póner  de  pal^brp.lo  que  crean  oportur^o  para 
su  defensa,  á  la  conclusión  de  la  vista,  antes  de  dai*se  por  terminada, 
ó  cuando  se  dé  cuenta  de  cualquiera  solicitud  que  les  concierna. 

IBI  Presidente  les  concederá  la  palf|,bra  en  tanto  que  la  usen 
contrayéndose  á  los  hechos,  y  guardando  el  decoro  debido   (2). 

Arf.  333*  El  Presidente  llamará  á  la  ci^estión  al  Le|)rado  que 
notoriamente  se  separe  de  éíla  en  su  informe,  ó  qué  pierda  el  tiempo 
con  divagaciones  in^pertipentes  é  ipnecesarias;  y  si  pemstiere  des- 
pués de  advertido  dos  veces,  podrá  i:etirarle  la  palabra   (3). 

Art*  333*  f'l  que  presida  el  acto,  ai^xiliádó  en  su  caso  por  la 
Sal£|^  tiehe  el  deber  de  mantener  él  buen  orden  y  de  exigir  que  se 
guai^en  el  respeto  y  consideración  debidos  á  los  Tribunales,  corri- 
giendo en  el  acto  las  Mtks  que  se  cometieren,  del  modo  que  se  dis- 
pone en  el  tit.  13  de  este  libro. 

Att.  334,  !fil  acto  de  la  vista  se  acreditará  en  los  autos  por 
diligencia  que  extenderá  el  RéUdor  ó  él  J$8cribano  de  Cámara  ex- 
presando los  nombre^  de  los  Magistrados  que  compongan  la  Sala,  de 
los  Abogados  que  hayan  informado,  de  los  ProcAiüá^ores  que  hubie- 
sen asistiíló  y  él  tiéínpo  qiie  hubiere  durado  el  actq. 

Si  alguno  de  los  defensores  de  laá  partes  hubiere  dejiucido  en 
la  vista  alguna  pretensión  i nci dental  que  exija  resolución,  se  consig- 
nará también  en  dicha  diligencia,  la  cual  será  leída  en  este  caso  {v 
los  defensores  terminada  la  vista,  para  que  manifiesten  su  confor- 
midad y  la  firmen. 

SECCIÓN  SEGUNDA 


-      i 


De   loH   Magistrados   Ponentes 

Art.  335.  Para  cada  pleito  se  nombrará  un  Magistrado  Po 
nente,  en  ciiyo  cargo  turnarán  todos  los  Magistr2|,dos  que  coiapon 
gan  la  Sala,  con  exclusión  del  Presidente  (4). 

Turnará,  sin  embargo,  cuando  por  cualquier  motivo  quede  ré- 


•  [1]  La  relación  saclnta  de  antecedentes  á  que  se  refiere  este  pArnifo  se  hace  por  el  K<'- 
cretario  de  Sala  que  autoriza  hoy  todos  los  aotoa  en  que  intervenían  los  antiíguos  Relato 
res  V  Escribanos  de  Cámara  y  se  limitii  en  las  Audiencias  A  los  considerandos  y  fallo 
de  la  resolución  recurrida. "  •' 

Las  vistas  de  loe  recursos  de  casación  tienen  su  trauütacióu  especial  y  sólo  en  su  de- 
fecto les  son  aplicables  las  disp^iciones  de  ©íta  Sección.    V.  Apéndice  1. 
2j    £}s  copia  de  este  artículo  el  858  de  la  Ck>mpllaelón  orgAnica. 
'8'     Complementan  esta  materia  los  arts.  del  411  al  4X7  inclusive  de  la  Compilación. 
'41    El  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia' de  la  Hjabana  turna  en  la6  po- 
nencias, oorrespondiéndole  una  de  nueve. 

Los  Presidentes  de  las  Audiencias  nunca  serán  designados  Ponentes.  V.  Apéndice  I. 
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ducido  á  tres,  ídcIuso  el  Presidente,  al  número  de  Magistrados  de 
una  Sala. 

Art.  336.    Corresponderá  á  los  Ponentes: 

i?  Informar  á  la  Sala  solyt^e  la  procedencia  de  las  reformm  6 
adiciones  del  apuiüamierúo  solicitadas  por  los  litigantes.  Para  este 
efecto  se  les  pasarán  previamente  los  autos. 

2?  Examinar  los  interrogatorios,  posiciones  y  demás  proposi- 
ciones de  prueba  que  presentaren  las  partes,  y  calificar  su  pertinen- 
cia. Si  se  reclamare  contra  la  calificación  que  hicieren,  resolverá 
la  Sala. 

39  Presidir  la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba  y  recibir 
cualesquiera  declaraciones  que  la  Sala  ordenare,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  254. 

4^  Autorizar  las  ratificaciones  y  hacer  los  dicerni mientes  de 
todo  cargo. 

5?  Someter  de  palabra  á  la  deliberación  de  la  Sala  los  puntos 
de  hecho,  los  fundamentos  de  derecho  y  la  decisión  que  á  su  juicio 
deba  recaer,  pero  sin  llevar  formulado  el  proyecto  de  sentencia. 

69  Eedactar  los  autos  y  sentencias  con  arreglo  á  lo  acordado 
por  la  Sala,  aunque  su  voto  no  haya  sido  conforme  con  el  de  la  ma- 
yoría. 

En  este  caso  podrá  el  Presidente  de  la  Sala  encargar  á  otro 
Magistrado  la  redacción  de  la  sentencia,  cuando  por  circunstancias 
especiales  así  lo  estime  conveniente. 

79    Leer  en  audiencia  pública  las  sentencias. 

En  este  caso  le  suplirá  el  Presidente,  cuando  no  concurra  á  la 
Sala  el  día  en  que  se  haga  la  publicación. 

89  Todo  lo  demás  que  por  disposición  especial  de  la  ley  sea  de 
cargo  del  Ponente. 

JUBISPRÜDENOIA. 

Aunque  la  relación  del  Ponente  sea  deficiente  6  inexacta,  no  se  libra  de 
responsabilidad  la  Sala.    S,  en  pleno  de  19  Junio  1876, 

Incurre  en  exceso  de  facultades  el  Ponente  que  por  sí  sólo  dicta  un  auto 
desestimando  la  pretensión  de  un  litigante  S,  19  Marzo  1886. 

Art,  337.  Será  también  obligación  del  Magistrado  Ponente 
examinar  si  se  han  observado  los  trámites  legales;  si  los  escritos  pa 
ra  los  que  esta  Ley  establece  fórmulas  precisas  han  sido  redactados 
conforme  á  lo  que  en  ella  se  prescribe,  ó  si  se  han  cometido  otros 
abusos,  bien  por  exceso,  bien  por  defecto,  en  la  sustanci ación  del 
juicio,  comprobando  los  que  hubiere  notado  el  Relator;  y  si  hubiere 
alguna  falta  que  merezca  corrección,  llamará  la  atención  de  la  Sala 
para  que  en  definitiva  pueda  acordarlo  conveniente,  á  fin  de  corre- 
gir el  abuso  y  procurar  la  puntual  y  rigurosa  observancia  de  esta 
ley,  en  su  letra  y  en  su  espíritu,  por  todos  los  funcionarios  que  in- 
1  ervienen  en  los  juicios    ( 1 ) . 


[1]    V.  Complemento  del  art.  301 . 
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SECCIÓN    TERCERA 


De  leu»  voíAwiones  y  fallos  de  los  pleitos 

Art.  338.  Concluida  la  vista  del  pleito,  podrá  cualquiera  de 
los  Magistrados  pedir  los  autos  para  reconocerlos  privadamente. 

Cuando  los  pidiesen  varios,  el  que  presida  fijará  el  tiempo  por- 
que haya  de  tenerlos  cada  uno,  de  modo  que  pueda  dictarse  la  sen- 
tencia dentro  del  término  señalado  para  ello. 

Art.  339.  Fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior, 
se  discutirán  y  votarán  los  autos  y  sentencias  inmediatamente  des- 
pués de  la  vista;  y  si  no  fuere  posible  por  impedirlo  otras  atencio- 
nes del  servicio,  señalará  el  Presidente  el  día  en  que  se  hayan  de 
votar  dentro  del  término  señalado  respectivamente  pqr  la  ley. 

Art*  340,  Después  de  la  vista  6  de  la  citación  para  sentencia, 
y  antes  de  pronunciar  su  fallo,  podrán  los  Jueces  y  Tribunales 
acordar,  para  mejor  proveer: 

lo.  Que  se  traiga  á  la  vista  cualquiera  documento  que  crean 
conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  los  litigantes. 

2o.  Exigir  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigantes 
sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y  no  resulten 
probados. 

3o.  Que  se  practique  cualquier  reconocimiento  ó  avalúo  que 
reputen  necesario,  ó  que  se  amplíen  loe  que  ya  se  hubiesen  hecho. 

4o.  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  relación 
con  el  pleito. 

Contra  esta  clase  de  providencias  no  se  admitirá  recurso  algu- 
no, y  las  partes  no  tendrán  en  la  ejecución  de  lo  acordado  más  in- 
tervención que  la  que  el  Tribunal  les  conceda  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Es  potestativo  en  los  Jueces  y  Tribunales  acordar,  para  mejor  proveer, 
después  de  visto  el  pleito,  que  se  traiga  á  los  autos  un  documento  ó  la  prác- 
tica de  cualquier  reconocimiento  que  crean  conducente  á  esclarecer  el  dere- 
cho de  los  litigantes;  sin  que  éstos  lo  tengan  para  intervenir  en  dicho  acto 
y  sin  que  la  mayor  6  menor  extensión  de  tales  actuaciones  pueda  producir 
indefensión  al  efecto  de  fundar  en  ellas  el  recurso  de  casación.  Sents,  11 
Dic.  1865^  23  Nov,  1863  y  6  Nov,  1861. 

Las  diligencias  para  mejor  proveer  sólo  se  acuerdan  en  las  instancias 
ordinarias  pero  no  en  el  recurso  extraordinario  de  casación.  S,  19  Abril  1869. 

La  falta  de  citación  pam  la  ejecución  de  diligencias  acordadas  para  me- 
jor proveer,  no  constituye  el  quebrantamiento  de  forma  determinado  en  el 
núm.  4.  ®del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  razón  á  que  no 
tienen  en  ellas  las  partes  más  intervención  que  las  que  el  mismo  Tribunal 
les  conceda.    Serits.  8  Julio  1886  y  6  FAiero  1904* 

Dentro  de  la  facultad  de  traer  documentos  á  que  se  refiere  el  núm.  1.  o  de 
este  artículo,  está  comprendida  evidentemente  la  de  acordar  el  cotejo  de  Ioh 
(^ue  ya  obrasen  en  el  pleito.    S.  28  Junio  1892, 


(1)  Estp.  clase  de  providencias  se  acuerdan  en  interés  4e  la  Justicia  y  no  de  las  par- 
tes; se  dictan  en  toda  clase  de  Juicios  é  Instancias  y  no  pueden  decretarse  otras  que  las 
taxativamente  expuestas  en  el  texto. 


^ 
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Art,  3él.  En  la  misma  providencia  se  fijará  el  plazo  dentro 
del  cual  haya  de  ejecutarse  lo  acordado  para  mejor  proveer,  y  si  no 
fuera  posible  determinarlo,  el  Juez  ó  la  Sala  cuidará  de  que  se  eje- 
cute sin  demora,  expidiendo  de  oficio  los  recuerdos  y  apremios  que 
sean  necesarios. 

Art«  3é2.  En  estos  casos  quedará  en  suspenso  el  término  pa- 
ra dictar  sentencia  desde  el  día  en  que  se  acuerde  la  providencia 
para  mejor  proveer,  hasta  que  sea  ejecutada,  y  Juego  que  lo  sea,  eu 
el  plazo  que  re^te  se  pronunciará,  la  sentencia  ó  el  auto  que  corres- 
ponda sin  nueva  vista. 

Art.  343.  La  discusión  y  votación  de  los  autos  y  sentencias 
se  verificará  siempre  á  puerta  cerrada,  y  antes  ó  después  de  las  ho- 
ras señaladas  paa:*a  el  despacho  ordinario  y  para  las  vistas. 

Empezada  la  votación,  no  podrá  interrumpirse  sino  por  algún 
impedimento  insuperable. 

Art.  344.  El  Ponente  someterá  á  la  deliberación  de  la  Sala 
los  puntos  de  hecho,  las  cuestiones  ó  fundamentos  de  derecho  y  la 
decisión  que  deba  comprender  la  septeucia,  y  previa  la  discusión 
necesaria,  se  votará  sucesivamente. 

Art.  346.  Votará  primero  el  Ponente,  y  después  los  demá»^ 
Magistrados,  por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad.  El  que  presi- 
da votará  el  último. 

Art.  346.  Cuando  fuere  trasladado,  jubilado,  separado  ó  sus- 
penso algún  Magistrado,  votará  los  pleitos  á  cuya  vistii  hubiere 
asistido  y  que  aún  no  se  hubieren  fallado  (1). 

JUJMSPBUDENCIA. 

Con  arreglo  á  los  artículos  345  y  346  de  esta  ley,  deben  votar  los  pleitow 
todos  los  Magistrados  que  hubieren  asistido  á  su  vista,  salvo  iniposioilidad 
absoluta  mra  ello,  y  no  la  constituye  el  estar  ausente  un  Magistrado  en  uso 
de  licencia,  porque  puede  esperarse  su  regreso  al  Tribunal  6  exigirle  el  voto 
por  escrito  en  la  forma  prescrita  en  el  art.  347.    S.  10  Julif)  1896, 

Los  Magistrados  que  asistieran  á  la  vista  de  un  pleito,  tienen  el  deber  de 
fallar  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  y  aunque  en  el  mo- 
mento del  fallo  no  formen  parte  del  Tribunal  por  jubilación,  traslado,  sepa- 
mción  6  suspensión.  S,  31  lEnero  1903. 

Art.  347.  Si  después  de  la  vista  se  imposibilitara  algún  Ma- 
gistrado, de  suerte  que  no  pueda  asistir  á  la  votación,  dará  su  voto 
por  escrito,  fundado  y  firmado,  y  lo  remitii-á  directamente  en  plie- 
go cerrado  al  Presidente  de  la  Sala.  Si  no  pudiera  escribir  ni  fir- 
mar, se  valdrá  del  Relator  del  pleito. 

El  voto  así  emitido  se  unirá  á  los  demás,  y  con  el  libro  de  sen- 
tencias se  conservará  por  el  que  presida,  rubricado  por  el  jiiismo. 

Cuando  el  impedido  no  pudiere  votar  ni  aún  de  (este  modo,  se 
votará  el  pleito  por  los  demás  Magistrados  que  hubieran  asistido  á 


(1)  Las  disposiciones'  sobj'e  votación  y  fallo  de  los  pleitos  comprendidas  en  esta 
sección,  deben  estudiarse  y  aplicarse  en  combinación  con  las  novísimas  reformas  sobre 
organización  de  los  Tribunales,  que  se  insertan  en  el  Apéndice  I. 
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la  vista,  si  hubiere  los  necesarios  para  formar  mayoiia.  Ko  ha- 
biéndolos, se  procederá  á  nueva  vista  con  asistencia  de  los  que  hu- 
bieren concurrido  á  la  anterior,  y  de  aquél  ó  aquéllos  que  deban 
reemplazar  á  los  impedidos. 

J  UBIfíPBUDBNCI  A? 

LfOs  Magistrados  cesantes  6  jubilados,  y  los  que  hayan  sido  trasladados 
y  promovidos  á  otro  empleo,  pueden  votar  iwr  escrito  cuando  se  han  ausen- 
tado antes  de  dictar  la  sentencia.    S.  £7  Abril  1866. 

Art«  348.  Para  que  haya  sentencia  en  las  Audiencias,  son  ne- 
cesarios tres  votos  conformes,  de  toda  conformidad. 

Cuando  la  resoluciÓD  haya  de  dictarse  en  forma  de  auto,  serán 
necesarios  los  votos  conformes  de  la  mayoría  absoluta  de  los  Magis- 
ti-ados  que  hayan  concurrido  á  la  vista. 

Art.  349.  Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  los  votos 
necesarios  para  que  haya  sentencia,  se  dirimirá  aquélla  en  la  forma 
que  se  determina  en  la  sección  siguiente. 

SECCIÓN    CUARTA 


Dtel  modo  de  dirimir  las  ddseorddas  (1). 

Art.  35().  Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia,  auto  ó 
providencia  no  resultare  mayoría  de  votos  sobre  cualquiera  de  los 
pronunciamientos  de  hecho  ó  de  derecho  que  deban  hacerse  ó  sobre 
la  decisión  que  haya  de  dictarse,  volverán  á  discutirse  y  á  votarse 
los  puntos  en  que  hayan  disentido  los  votantes. 

Cuando  tampoco  del  segundo  escrutinio  resultare  mayoría,  se 
dictará  providencia  declarando  la  discordia  y  mandando  celebrar 
nueva  vista  con  más  Magistrados. 

Art.  361.  La  nueva  vista  se  celebrará  con  los  Magistrados 
que  hubieren  asistido  á  la  primera,  aumentándose  dos  más  si  hubie- 
re sido  impar  el  número  ue  los  discordantes,  y  tres  en  el  caso  de 
haber  sido  par. 

Art.  352.     Asistirán  por  su  orden  á  dirimir  las  discordias: 

lo.     El  Presidente  del  Tribunal. 

2o.  Los  Magistrados  de  la  Sala  respectiva  que  no  hayan  visto 
el  pleito. 

3o,  Los  Magistrados  mávS  antiguos  de  las  otras  Salas,  con  ex- 
elui^ón  de  los  Presidentes. 

Art.  353.  El  Presidente  del  Tribunal  hará  el  sefialamiento  de 
las  vistas  en  discordia,  previo  aviso  del  Presidente  de  la  Sala  res- 
IKictiva,  y  después  de  designar  los  Magistrados  á  quienes  correspon- 
da dirimirlas. 

Art-  .364.     Los  nombres  de  los  Magistrados  que  han  de  diri- 


(1)  Ijos  artículo»  que  comprende  esta  sección  se  entienden  aplicables  á  las  discordias 
en  caítficidn,  con  arreglo  á  las  disposiciones  orgánicas  del  Tribunal  Supreino  y  las  que  re- 
gulan \ok  recursos  de  casación,  v.  tít.  XXI.  llb.  2.o  de  esta  Ley  y  Ap<?ndtco  I. 
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niir  las  discordias  se  harán  saber  oportunamente  á  los  litigantes 
para  que  puedan  hae^r  uso  del  derecho  de  recusación,  si  fuere  pro- 
cedente. 

JURISPRUDENCIA. 

El  asistir  una  parte  á  la  vista  con  su  Abogado  y  Procurador,  haciendo 
¡ieticiones  en  el  acto,  supone  un  reconocimiento  expreso  de  la  competencia 
de  todos  y  cada  uno  de  los  Magistrados  que  á  la  misma  concurren.  <S'.  IS 
Dic,  1877, 

Art.  355,  Los  Magistrados  discordantes  consignarán  con  toda 
claridad,  en  la  providencia  declarando  la  discordia,  los  puntos  ei> 
que  convinieren  y  aquéllos  en  que  disintieren,  y  se  limitarón  á  de- 
cidir con  los  diriment-es  aquéllos  en  que  no  hubiere  habido  confor- 
midad. 

J  URISPRUDENCI  A. 

Acordada  una  sentencia  por  los  Magistrados  discordantes,  antes  de  reu- 
nirse con  los  dirimentes,  es  innecesaria  la  asistencia  y  la  emisión  del  voto  de 
éstos.  S,  25  ^nero  1868, 

Art.  356.  Antes  de  empezar  á  ver  un  pleito  en  discordia  el 
Presidenta  de  la  Sala  que  haya  de  dirimirla  preguntará  á  los  discor- 
dantes si  insisten  en  sus  pareceres,  y  sólo  en  el  caso  de  contestar 
afirmativamente  se  procederá  á  la  vista. 

Si  al  verificarse  la  votación  de  la  sentencia  en  discordia  llega- 
ren los  discordantes  á  convenir  en  número  suficiente  para  formar 
mayoría,  no  pasará  adelante  el  acto. 

Art.  357.  Cuando  en  la  votación  de  una  sentencia  por  la  Sala 
de  discordia  no  se  reuniere  tampocx)  mayoría  sobre  las  puntos  dis- 
cordados, se  procederá  á  nuevo  escrutinio,  poniendo  solamente  á 
votación  los  dos  pareceres  que  hayan  obtenido  mayor  número  de 
votos  en  la  precedente  ( 1 ) . 

TITULO  VIII 
Del  modo  y  forma  en  que  han  de  dictarse  Iwi  remlu€Umen  jiidicUileH 

SECCIÓN    PRIMERA 


De  las  sentencias 

Art.  358.  Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  con- 
gruentes con  las  demandas  y  con  las  demás  pretensiones  deducida»s 
oportunamente  en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  que  éstas 
exijan,  condenando  ó  absolviendo  al  demandado  y  decidiendo  todos 
los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.  Cuando  éstos 
hubieren  sido  varios,  se  hará  con  la  debida  separación  el  pronun- 
ciamiento correspondiente  á  cada  uno  de  ellos. 


( 1 )   V<^ase  la  disposición  especial  sobre  discordia  que  contiene  el  art.  885  de  esta  Ijey. 
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V 

Complemento. — Orden  núw..  Sj  de  lo.  de  3¡^et'o  de  1901  (1), 

I.  Siempre  que  los  Jueces  6  Tribunales  resuelvan  alguna  con- 
troversia entre  partes,  harán  declaración  expresa  sobre  si  ha  habido 
<>  no,  temeridad  6  mala  fe  en  alguno  de  los  litigantes; 

II.  Al  litigante  declarado  temerario  6  de  mala  fe  por  el  Juez 
ó  Tribunal  se  le  impondrá  siempre  el  pago  de  las  costas,  las  cuales 
comprenderán  los  honorarios  y  derechos  de  Abogados,  peritos.  Pro- 
curadores etc,  y  los  demás  gastos  que  se  hayan  ocasionado  en  el 
juicio,  con  exclusión  de  los  honorarios  y  derechos  de  los  Abogados  y 
Procuradores  que  hayan  defendido  ó  representado  al  litigante  teme- 
rario ó  de  mala  fe,  quienes  perderán  todo  derecho  á  retribución  por 
su  trabajo,  si  hubiesen  tenido  participación  manifiesta  en  la  temeri- 
dad ó  mala  fe  declarada. 

III.  Si  liquidadas  las  costas  y  aprobada  la^  liquidación  por  el 
Juez  6  Tribunal  no  fuesen  pagadas  dentro  de  los  cinco  días  siguientes 
al  requerimiento  de  pago,  el  litigante  declarado  temerario  ó  de  mala 
íe  á  quien  se  hubiesen  impuesto,  sufrirá  prisión  subsidiaria  al  respec- 
to de  un  día  por  cada  peso  que  dejare  de  pagar;  cuya  prisión  en 
ningún  caso  excederá  de  seis  meses.  No  será  aplicable  la  prisión 
subsidaria  cuando  la  imposición  de  costas  no  se  haya  fundado  en  la 
temeridad  ó  mala  fe. 

IV.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  será  aplicable  á  todos 
los  litigantes  declarados  temerarios  ó  de  mala  fe,  aún  cuando  se  de- 
fiendan como  pobres,  lo  mismo  en  la  jurisdicción  civil  que  en  la  cri- 
minal, y  sin  perjuicio  de  cualquier  otra  responsabilidad  que  pueda 
caberles.  El  que  se  defiende  en  la  jurisdicción  criminal,  nunca  po- 
drá ser  declarado  temerario  ó  de  mala  fe. 

V.  Quedan  derogadas  las  disposiciones  legales  que  se  opon- 
gan á  las  contenidas  en  esta  Orden. 

VI.  Empezará  á  regir  esta  Orden  el  día  1?  de  Febrero  de  1901; 
pero  se  aplicará  á  todas  las  promociones  y  defensas  comenzadas  des- 
de su  publicación  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  Habaka  (2). 

JUBISPEUDENCIA. 

La  sentencia  que  es  clara  y  resuelve  todas  las  cuestiones  discutidas  en  el 
pleito,  absolviendo  ó  condenando,  no  contraría  la  doctrina  del  Tribunal  Su- 
preoK)  respecto  á  la  congruencia  que  debe  existir  entre  lo  pedido  y  lo  fallado. 
Sents.  17  Abril  1874^  26  Mayo  187 S  y  29  Nov.  1872. 

El  folio  debe  abrazar  no  sólo  las  peticiones  deducidas  en  la  demanda,  si- 
no también  las  planteadas  en  la  contestación.  SentH.  Si  Div.  1877y  8  Feb. 
1869  y  U  Dic,  1867,  . 

Aunque  en  el  fallo  no  se  haga  mención  especial  de  alguno  de  los  puntos 
litigiosos,  si  éste  queda  desestimado    virtualmente  por  la  resolución  dictada 


(1)  No  es  incongruente  la  sentencia  que,  en  cumplimiento  de  esta  Orden,  hace  expn^ 
sii  declaración  de  la  temeridad  de  los  litigantes  aunque  este  particular  no  haya  sido  obje- 
to del  debate.  8,  U  Feb.  190». 

No  definiendo  esta  Orden  lo  que  es  6  constituye  la  temeridad  á  que  se  refiere,  ni  dando 
reglas  para  api*eciarla,  no  puede  ser  eficazmente  citada  como  infringida  á  los  efectos  de  la 
casación.    Avíos  18  Oct.  1901  y  5  Agosto  1902. 

(2)  Publicada  en  la  Gaceta  del  día  3  de  Enero  de  líWl. 
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á  las  demás  pretenHÍones  de  las  partes,  debe  entenderse  que  tal  sentencia  ha 
resuelto  todas  las  cuestiones  del  pleito.    *S'.  ^9  Oct.  1863. 

No  se  falta  á  la  congruencia  exigida  por  este  artfcolb  aunque  el  juzga- 
dor no  emplee  en  su  fallo  las  mismas  expresiones  del  actor,  siempre  que  por 
sus  palabras  se  pueda  ciertamente  entender  que  el  demandado  es  quito  6 
vencido  por  juicio  de  la  demanda.  Sents,  16  Dic,  1884y  i7  Enero  ISSSy  otrdx. 

Establiecida  la  demanda  en  forína  alternativa,  la  sentenwa  que  condena 
en  los  mismos  términos,  aunque  variando  su  colocación,  no  es  incongruen- 
te, ni  corriKe  de  oficio  la  petición»  pues  tanto  en  la  demanda  como  en  la  sen- 
tencia puede  optar  el  denumdado  por  el  cumplimiento  de  su  obligación  den- 
tro de  la  expresada  alternativa.    &,  7  Feb,  1887. 

No  existe  incongruencia  ni  falta  de  claridad  y  precisión  en  una  senten- 
cia, cuando  previa  la  consignación  de  numerosas  razones  jurídicas,  se  retiuel- 
ven  las  úniccts  cuestiones  capitales  del  pleito,  entendiéndose  implícitamentr 
(fesestintadas  las  razones  aducidas  en  Sentido  inverso.    S.  2  Junio  1882. 

Siendo  la  petición  de  la  demanda  que  se  condene  al  recurrente  al  pago 
(le  las  costas  y  gastos  originados  hasta  el  día  en  los  pleitos  incoados  contni 
él,  y  para  lo  sucesivo  el  pago  de  la  cantidad  que  el  Tribunal  regulare  paní 
atender  á  los  que  hubieren  de  originarse  i)or  el  mismo  concepto,  es  evidente 
oue  la  sentencia  no  incurre  en  incongruencia  por  establecer  la  proposición 
ae  que  á.  la  actora  corresponde  litis  eocrpensas  para  litigar  con  su  marido,  jpues 
que  esta  es  la  premisa  de  dicha  condenación,  y  el  fundamento  necesario  de 
la  petición  referida.     *S'.  9  Abril  1886. 

Es  inadmisible  como  motivo  de  casación,  la  contradicción  que  pueda 
haber  entre  los  considerandos  y  la  parte  dispositiva  de  una  sentencia.  S. 
14  Enero  1884. 

No  es  incongruente  la  sentencia  que  da  menos  de  lo  que  se  pide.  *S'.  4 
Enero  1887. 

lia  doctrina  de  que  en  las  demandas  más  que  al  nombre  técnico  de  la 
acción  debe  estarse  á  lo  que  por  ellas  se  pide,  es  inaplicable  al  caso  de  que 
la  absolución  se  funde  en  que  el  demandante  no  ha  probado  su  acción  y  sí 
sus  exeepciont^s  el  demandado  .    S.  22  En^ro  1883. 

L*a  sentencia  no  puede  contener  declaraciones  contra  quien  no  ha  sido 
imite  en  el  juicio.     *y.  16  Junio  1883  y  otras. 

Es  nula  la  sentencia  en  que  la  condenación  excede  de  los  límites  de  la 
demanda.    Sent^.  16  Oct.  1868  y  12  Oct.  1867. 

No  es  viciosa  la  sentencia  que  extralimita  los  términos  de  la  demanda, 
cuando  precede  allanamiento  de  las  partes.    ^S'.  8  Nov.  1859. 

Todo  el  valor  legal  de  las  sentencias  está  en  su  parte  dispositiva,  no  te- 
niendo otro  alcance  sus  resultandos  y  considerandos,  con  respecto  á  los  li- 
tigantes, que  el  de  explicar  el  sentido  del  fallo.     S.  9  Junio  1885. 

No  infringe  este  artículo  la  sentencia  que  dispone  el  desalojo  de  la  finwi 
por  falta  de  pago  del  precio  convenido,  de  acuerdo  con  la  demanda,  pues  re- 
cae sobre  lo  pedido  ix>r  el  actor  y  discutido  en  el  juicio  por  las  partes.  S.  ¿o 
Marzo  1900. 

La  congruencia  no  debe  bustiarse  en  los  considerandos  de  una  sentencia, 
sino  en  su  parte  dispositiva  y  por  tanto  sean  cualesquiera  las  razones  con- 
signadas en  aquéllos,  no  infringe  este  artículo  el  fello  que  absuelve  al  de- 
mandado, conforme  á  lo  solicitado  por  éste.    *S'.  11  Marzo  1901. 
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No  es  incongruente  la  sentencia  cuya  parte  dispositiva  no  contiene  de- 
claraciones y  pronunciamientos  sobre  las  excepciones  alegtidas,  si  en  los  con- 
siderandos de  la  misma  se  mencionan  expresamente  cada  una  d<^  las  escep- 
eiones  opuestas  por  el  demandado,  se  nizona  acerca  de  ellas  y  se  determina 
las  que  se  aceptan  y  las  que  se  declaran  sin  lugar.    S,  8  Feb,  t901. 

La  incongruencia  entre  lo  pedido  y  lo  resuelto,  ha  de  resultar  de  la  sen- 
tencia recurrida  y  no  de  la  dictada  en  primera  instancia.  S,  S  Dic,  1901. 

No  otoiga  más  de  lo  pedido  el  fallo  que  declara  sin  lugar  la  petición  dty 
ducida  en  la  súpücadel  escrito  promoviendo  un  incidente,  ajustándose  á  los 
propios  términos  empleados  en  dicho  lugiir  de  la  demanda  para  denegar  la 
pretensión  en  ella  deaucida.  S.  16  Feb,  1904. 

Es  incongruente  la  sentencia  que,  no  obstante  el  expreso  allanamiento 
del  demandado,  lo  absuelve  de  la  reclamación  en  que  están  conformes  amboA 
litigantes,  fundándose  para  ello  en  un  partieular  que  no  ha  sido  plant»ft(k) 
ni  debatido  por  ninguno  de  éstos.    S,  13  Abril  1904» 

Es  congruente  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  en  todos  los  ex- 
tremos de  i&  demanda,  aUn  cuando  no  haya  hecho  porque  era  innecesario, 
especial  pronunciamiento  acerca  de  las  particulares  iieclamacion.es  indicadas 
por  el  recurrente.    S.  4  Muyo  1904» 

Art.  359.  Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,  daños 
ó  perjuicios,  se  fijará  su  importe  en  cantidad  líquida,  6  se  estable- 
cerán por  lo  menos  las  bases  con  arreglo  á  las  cuales  deba  hacerrfe 
la  liquidación. 

Sólo  en  el  caso  de  no  st^r  posible  lo  uno  ni  lo  otro  se  hará  la 
condena^  á  reserva  de  fijar  su  importancia  y  hacerla  efectiva  fen  la 
ejecución  de  la  s^teucia. 

JUBI8PEUDENCIA. 

ICste  articulo  presupone  como  base  fundamental  de  la  condena  de  daños 
y  perjuicios  la  prueba  legal  de  su  existencia,  y  lo  infringe  la  Sala  que  conde- 
na al  demandado  "al  abono  de  daños  y  peijuiciosque  hubiere  irrogado  el  ac- 
tor*' pues  falla  de  una  manera  incierta.    S.  4  Enero  1S87. 

Art.  360.  Los  Jueces  y  Tribunales  no  podrán  bajo  ningúu 
pretexto*  aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de  las  cuestione^  que 
hayan  sido  discutidas  en  el  pleito  (1), 

Art.  361.  No  obstante  lo  dispuesto  ea  el  artículo  anterior,  los 
Jueces  y  Tribunales,  cuando  hubieren  de  fuudar  exclusivamente  la 
sentencia  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito,  suspenderán 
el  fallo  del  pleito  ha^ta  la  terminación  del  procedimiento  criminal,  * 
si  oído  el  Ministerio  fiscal  estimaren  procedente  la  formación  de 
causa  (2). 

El  auto  de  suspensión  será  apelable  en  ambos  efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

Una  vez  terminada  la  causa  criminal,  queda  expediüi  Ui  jurisdicción 


\\)  "El  Tribunal  que  rehuse  fallará  pretexto  de  silencio,  obscnrirlad  6  insnflciencia 
de  las  l^es,  IneuiTird  en  ref^ponsabllidad. 

Cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable  al  punto  controvertido,  w  aplicará,  la  cos- 
tumbre del  lugar,  y,  en  su  defecto,  los  principio»  generales  del  derecho."  Art  6P  C  Civil, 

(2)  V.  el  art.  11¿  de  la  Ley  de  Eojuicliuniento  criminal,  que  establet'e  una  exGerpcí<^n 
á  lo  aquí  dispuesto. 
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civil,  que  puede  apreciar  libremente  la  trascendencia  de  la  resolución  dicta- 
da en  aquella,  para  resolver  la  acción  civil  deducida.    S,  ^1  Enero  1898. 

Art,  362.  Tampoco  podrán  los  Jueces  y  Tribunales  variar  ni 
modificar  sus  sentencias  después  de  firmadas,  pero  sí  aclarar  algún 
concepto  oscuro  6  suplir  cualquiera  omisión  que  contengan  sobre 
punto  discutido  en  el  litigio. 

Estas  aclaraciones  6  adiciones  podrán  hacerse  de  oficio  dentro 
del  día  hábil  siguiente  al  de  la  publicación  de  la  sentencia,  ó  á 
instancia  de  parte  presentada  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  no- 
tificación. 

En  este  último  caso  el  Juez  ó  Tribunal  resolverá  lo  que  estime 
l)rocedente  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  presentación  del  escri- 
to en  que  se  solicite  la  aclaración. 

JUBISPBUDENCIA. 

La  rectificación  de  un  error  de  cálculo  aritmético  no  constituye  una 
variación  verdadera  de  la  sentencia.    8.  6  Nov,  1864» 

Corresponde  á  los  Tribunales  la  apreciación  de  los  defectos  que  indiquen 
las  partes  y  por  consiguiente,  si  procede  ó  no  hacer  uso  de  la  ocultad  que 
este  artículo  les  concede.    S,  6  Afyrit  1868, 

•  Está  dentro  de  las  facultades  de  la  8ala  sentenciadora  el  suplir,  á  ins- 
tancia de  parte,  en  tiempo  hábil,  la  omisión  en  que  incurrió  al  no  resolver 
respecto  de  las  costas  de  primera  instancia.    S,  6  Nov,  1899. 

Art.  363 .  En  los  Juzgados  las  sentencias  se  redactarán  por 
el  Juez  que  las  dicte,  el  cual,  después  de  extendidas  en  los  autos, 
las  firmará  y  leerá  en  audiencia  pública,  autorizando  la  publicación 
el  Escribano  ó  Secretario. 

Art.  364,  En  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias,  re- 
,  dactada  la  sentencia  por  el  Ponente,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
núm.  69  del  art.  336,  y  aprobada  por  la  Sala,  se  extenderá  en  papel 
del  sello  de  oficio^  y  firmada  por  todos  los  Magistrados  que  la  hubie- 
i^en  dictado,  será  leida  en  audiencia  pública  por  el  Ponente,  y  en 
8U  defecto  por  el  que  presida  la  Sala,  autorizando  la  publicación  el 
Secretario  6  Escribano  de  Cámara  á  quien  corresponda. 

Este  pondrá  en  los  autos  certificación  literal  de  la  sentencia  y 
su  publicación,  con  el  V9  B9  del  Presidente  de  la  Sala,  el  cual  re- 
cogerá y  custodiará  la  original  para  formar  el  registro  de  sentencias 
del  modo  prevenido  en  los  reglamentos  ó  disposiciones  especiales. 

Complemento. — Orden  núm.  15^^  de  10  de  Junio  de  1901. 

I.  Los  originales  de  las  sentencias  y  autos  definitivos  que  dic- 
ten el  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias,  tanto  en  materia  civil 
como  criminal,  una  vez  redactados  por  el  Ponente  y  aprobados  por 
la  Sala,  se  extenderán  en  pliegos  separados  de  papel  común,  los 
cuales  metódicamente  conservados  y  oportunamente  encuaderna.do8, 
como  en  la  presente  Orden  se  dispone,  formarán  los  respectivos  Re- 
gistros de  sentencias  y  autos  que  según  las  leyes  procesales  deban 
llevarse  en  dichos  Tribunales. 

II.  Las  sentencias  y  autos  antes  dichos  se  esc*ribiráu  i>recisa- 
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mente  á  mano,  en  pliegos  enteros,  dejándoles  la  x)estaña  y  margen 
convenientes  y  cada  hoja  se  numerará  jcor relativamente  oon  letras 
(sin  perjuicio  de  repetir  la  numeración  con  guarismos)  seUándose 
con  el  de  la  Sala  que  haya  dictado  la  resolución  y  rubricándose  por 
quien  la  haya  presidido. 

III.  Las  sentencias  y  autos  originales  se  custoliárán  por  el 
Presidente  de  la  Sala  respectiva,  quien  los  entregará  al  Secretario, 
para  extender  en  los  rollos  las  correspondientes  certificaciones,  reco- 
giéndolos sin  más  demora.  Si  la  resolución  contuviere  más  de  un 
pliego  se  formará  con  cada  una,  provisionalmente,  ud  cuadernillo 
cosido  con  hilo. 

IV.  Los  originales  antes  dichos  se  encuadernarán  por  trimes- 
tres, semestres  ó  por  años,  según  su  volumen  y  á  juicio  de  la  ^la 
respectiva,  pero  la  numeración^  así  como  de  las  resoluciones,  será 
sucesiva  en  cada  B^stro  empezando  cada  áfío,  no  interrumpiéndo- 
se ni  volviéndose  á  empezar  por  la  formación  de  los  tomos,  cada 
uno  de  los  cuales  tendrá  al  principio  una  certiñcación,  extendida  én 
el  momento  de  formarlo  y  expresiva  del  número  de  folios  y  resolu- 
ciones que  contengan  y  al  final  un  índice  de  estas  últimas,  autoriza- 
dos ambos  documentos  por  el  Secretario,  con  el  visto  bueno  del 
Presidente  de  la  Sala.  Se  formarán  tantos  Eeglstros  como  sean  ne- 
cesarios, pero  no  podrá  formarse  más  de  uno  para  cada  clase  de  re- 
soluciones. 

V.  Los  Secretarios  de  Sala  que  autoricen  la  publicación  de 
una  sentencia,  remitirán  á  más  tardar,  al  siguiente  día,  á  la  Secre- 
taría de  Grobierno  del  mismo  Tribunal,  copia  certificada  del  enca- 
bezamiento y  fallo  de  la  sentencia  publicada,  expresando  el  nombre 
del  Ponente  y  de  los  Magistrados  que  la  firmen  y  La  fecha  de  la  pu- 
blicación. En  igual  término  remitirán  certificación  expresiva  del 
contenido  de  los  autos  definitivos,  á  partir  de  lá  fecha  en  que  que- 
den firmados,  expresando  los  nombres  de  los  que  los  suscriban.  En 
ambas  certificaciones  se  consignará  también  el  número  de  los  folios 
del  Eegiatro  ocupados  podr  la  resolución. 

Las  certificaciones  dichas  se  anotarán  en  un  Registro  que  al 
efecto  debe  llevaJ^se  en  Jas  Secretarías  de  Gobierno  y  se  pondrá  no- 
ta expresiva  de  esta  toma  dé  razón  en  el  testimonio  qus  se  expida 
para  comunicar  á  los  Tribunales  ó  Jueces  inferiores  la  resolución. 

VI.  La  Sala  de  Gobierno  de  cada  Tribunal  acordará  las  medi- 
das oportunas  para  el  tránsito,  del  sistema  que  act>ualmente  en  ellos 
se  siga,  al  establecido  por  la  presente  Orden. 

VIL  La  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo  queda  auto- 
rizada para  resolver  las  dudas  que  se  ofrezcan  en  el  oumpliñtíiento 
del  presente  y  para  dictar,  en  la  oportunidad  que  lo  estime  conve- 
niente, en  vista  de  las  necesidades  de  la  práctica,  las  reglas  necesa- 
rias para  uniformar  en  todos  los  Tribunales  de  la  Isla  la  manera  de 
llevar  estos  Registros,  de  acuerdo  con  los  preceptos  de  esta  Orden. 

VIIL  Queda  derogado  el  último  párrafo  del  artículo  850  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  ordena  la  copia  literal  de  las  sen- 
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tencias  en  las  CaDcillerías  de  las  Audiencias,  y  todas  las  leyes,  de- 
cretos, órdenes  y  reglamentos  que  se  opongan  6  regulen  en  forma 
distinta  de  la  dispuesta  en  esta  Orden  la  materia  que  es  objeto  de 
la  misma  (1). 

Art.  365.  Cuando  después  de  fallado  un  pleito  por  la  Au- 
diencia se  imposibilitare  algún  Magistrado  de  los  que  votaron  y  no 
pudiere  firmar,  el  que  hubiere  presidido  la  Sala  lo  hará  por  él,  ex- 
presando el  nombre  del  Magistrado  por  quien  firma  y  poniendo 
después  las  palabras:  Votó  en  Sala  y  no  ptido  firmar. 

JUBISPBUPENCI A . 

La  circunstancia  de  haber  el  Magistrado  más  antiguo  de  la  Sala,  ñnua- 
do  la  sentencia  en  lugar  del  Presidente,  expresando  que  este  ultimo  %otó  en 
Sala^^  y  omitiendo  las  palabras  ^'^y  no  pudo  firmar*^,  no  constituye  el  que- 
brantamiento de  forma  que  prevée  el  párrafo  octavo  del  arttculo  1691  de  esta 
Ley.    S,  IS  Julio  1903. 

Art*  366.  Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una  sen- 
tencia firmará  lo  acordado  aunque  hubiese  disentido  de  la  mayoría; 
pero  podrá  en  este  caso  salvar  su  voto  extendiéndolo,  fundándolo 
é  insertándolo  con  su  firma  al  pié,  dentro  de  las  24  horas  siguientes 
en  el  libro  de  votos  reservados. 

Complemento. — Orden  {sin  número)  de  25  de  Mayo  de  1899. 

L  En  lo  sucesivo  los  llamados  votos  reservados  que  pueden  for- 
mular los  Magistrados  de  un  Tribunal  que  no  estén  conformes  con 
la  sentencia  dictada  por  la  mayoría,  sedin  públicos  y  se  consigna- 
rán á  continuación  de  la  propia  sentencia  en  el  libro  registro  de  las 
mismas,  en  igual  forma  que  éstas,  salvo  el  que  los  firmarán  tan  sólo 
aquellos  que  los  formularen. 

II.  Los  votos  en  cuestión  se  denominarán  en  lo  adelante  votas 
particidares  y  se  consignarán  en  los  autos  originales  como  en  las 
sentencias  se  consignan,  al  pié  de  las  mismas.  Al  hacerse  la  noti- 
ficación de  las  sentencias  se  notificarán  igualmente  y  de  la  propia 
manera  los  votos  particulares  que  se  hubieren  formulado. 

in.  Lo  dispuesto  se  entenderá  aplicable  á  los  votos  que  se 
consignen  en  discrepancia  de  resoluciones  que  no  deban  denominar- 
se sentencias.  El  modo  de  hacerlos  constar  y  notificar  será  el  mismo 
que  se  adopte  respecto  de  la»  resoluciones  de  que  discreparen,  salvo 
el  firmarlos  tan  solo  los  que  los  formulen. 

(El  artículo  367  correspondiente  á  este  lugar,  no  tiene  hoy  aplicación  y 
se  inserta  en  el  Apéndice  V. ) 


[1]    Esta  Orden  empezó  ú,  regir  el  día  11  de  Junio  1901,  feclia  de  su  publlcaoiói^  en  la 
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SECCIÓN    SEGUNDA 


De  la  forma,  eu  qu>e  han  de  éi^staí'se  las  resoln4mmes  judiciaies 

Art.  368*  Las  resoluciones  de  los  Tribunales  y  Jqzgados  en 
ios  negocios  de  caráctyer  judicial  se  denominarán: 

Providencias  cuando  sean  de  tramitación. 

Autos  cuando  decidan  incidentes  ó  puntos  que  detenninen  la 
imrsonalidad  combatida  de  alguna  de  las  partes,  la  competeneia  del 
Juzgado  ó  Tribunal,  la  procedencia  ó  improcedenicia  de  la  recusa- 
clon,  la  repulsión  de  una  demanda^  la  admisión  ó  inadmisióu  de 
las  excepciones^  la  inadmisión  de  la  reconvención,  la  denegación  de) 
i-ecibimiento  á  prueba  ó  de  cualquiera  diligencia  de  ella^  las  que 
puedan  producir  á  las  partes  un  peijuioio  irreparable  y  las  demás 
que  decidan  cualquier  otro  incidente,  cuando  no  esté  prevenido  que 
se  dicten  en  forma  de  sentencia. 

Sewtetums  las  que  decidan  deñnitivamente  las  cuestiones  del 
pleito  en  una  instancia  ó  en  un  f eourso  eactraordinario,  las  que  reca- 
yendo sobre  un  ijucidente  pongan  jtárnüno  á  lo  principal  objeto  del 
plt^to,  haciendo  imposible  su  continuación,  y  las  que  declaren  ha- 
ber  ó  no  lugar  á  oirá  un  litigante  condenado  en  rebeldía. 

Sentencias  Jírtms  cuando  po  quepa  contra  ellas  reaue«o  alguno 
ordinario  ni  extraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  haber  sido 
consentidas  por  las  partes. 

Efecutoria  el  documento  publico  y  solemne  en  qtie  se  consigne 
una  sentencia  firme. 

JV  RISPEÜDENOI A . 

La  forma  de  providencia  ó  auto  dada  á  una  resolución  judicial  no  es  de 
las  causas  que  determinan  oasacldn,  según  el  art.  1608  de  esta  Ley.  «V.  ^^  de 
Abril  1896. 

La  resolución  que  declara  la  caducidad  de  la  segunda  instancia,  merece 
técnicamente  la  califieaeióii  de  sentencia.    Auto  SO  Sept,  1901. 

Art.  369*  La  fórmula  de  las  providencias  se  limitará  á  la  de- 
terminación del  Juez  ó  Tribunal,  sin  más  fundamentos  m  adiciones 
que  la  fecha  en  que  se  acuerde  y  él  Juez  ó  Sala  que  la  dicte. 

Art.  870.  La  fórmula  de  los  autos  será  fundándolos  en  remil- 
tandos  y  considerandos  concretos  y  limitados  unos  y  otros  á  la  cues- 
tión que  se  decida,  expresando  el  Juez  ó  Tribunal  y  el  lugar  y  fecha 
en  que  se  dicten. 

Art.  371.     Las  sentencia»  definitivas  se  formularán  e^cpresando: 

lo.  El  lugar,  fecha  y  Juez  6  Tribunal  que  las  pronuncie,  los 
nombres,  domicilio  y  profesión  de  las  partes  contendientes,  y  el 
carácter  con  que  litiguen;  los  nombres  de  sus  Abogados  y  Procura- 
dores y  el  objeto  del  pleito. 

Se  expresará  también  en  su  caso,  y  antes  de  los  con8i<í«rando8, 
el  nombre  del  Magistrado  Ponente. 

.  2o.     En  los  párrafos  separados,  que  principiarán  coxiila  palabra 
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resuttandOj  se  consignarán  con  claridad  y  con  la  concisión  posible  las 
pretensiones  de  las  partes  y  los  hechos  en  que  las  funden  que  hubie- 
ren sido  aleados  oportunamente  y  que  estén  enlazados  con  las  cues- 
tiones que  hayan  de  resolverse. 

En  el  último  resultando  se  consignará  si  se  han  observado  la« 
prescripciones  legales  en  la  sustanciación  del  juicio,  expresándose 
en  su  caso  los  defectos  ú  omisiones  que  se  hubiesen  cometido. 

3o.  También  en  párrafos  separados,  que  principiarán  con  la 
palabra  considerando,  se  apreciarán  los  puntos  de  derecho  fijados 
por  las  partes,  dando  las  razones  y  fundamentos  legales  que  se  esti- 
men procedentes  para  el  fallo  que  haya  de  dictarse,  y  citando  las 
leyes  6  doctrinas  que  se  consideren  aplicables  al  caso. 

Si  en  la  sustanciación  del  juicio  se  hubieren  cometido  defectos 
ú  omisiones  que  merezcan  correccióu,  se  apreciarán  en  el  último 
c(msiderandOj  exponiendo  en  su  caso  la  doctrina  que  conduzca  á  la 
i'ecta  inteligencia  y  aplicación  de  esta  ley. 

4o.  Se  pronunciará,  por  último,  el  fallo  en  los  términos  pre- 
venidos en  los  artículos  358  y  359,  haciendo  también  en  su  caso  las 
prevenciones  necesarias  para  corregir  las  faltas  que  se  hubieren  co- 
metido en  el  procedimiento. 

Si  éstas  merecieren  corrección  disciplinaria,  podrá  imponei-se 
en  acuerdo  reservado  cuando  así  se  estime  conveniente. 

JURISPRUDENCIA. 

No  carece  de  considerandos  la  sentencia  que  $u^pta  ^qb  de  la  primera 
i  instancia,  en  cuanto  son  aplicables  á  la  cuestión  litigiosa,    S.  5  Marzo  1870, 

Se  felta  á  las  prescripciones  de  este  artículo  cuando  en  la  sentencia  no  se 
cita  ley  ni  doctrina  alguna  en  apoyo  de  la  declaración  que  se  hace  en  ella. 
aS:  U  AbrU  1860, 

La  omisión  de  alguna  de  las  reglas  que  contiene  este  artículo,  no  dá  lu- 
gar al  recurso  de  ea^aeión  por  quebrantamiento  de  forma.  S,  4  Mayo  1875  y 
otras. 

La  regla  4a.  de  este  artículo  no  se  limita  á  la  sustanciación  del  fecureo 
de  apelación  sino  que  impone  la  misma  declaración  respecto  de  la  primera 
instancia.    Sents.  18  de  AbrU  y  29  Dio,  1885. 

Art.  372.  El  Tribunal  Supremo  y  las  Audiencias  velai^án  poi 
el  puntual  cumplimiento  de  lo  que  se  ordena  en  el  artículo  anterior, 
haciendo  para  ello  las  advertencias  oportunas  á  los  Tribunales  y 
Jueces  que  les  estén  subordinados,  cuando  no  se  hubieren  ajustado 
en  sus  sentencias  á  lo  que  en  él  se  previene,  y  les  impondrán  las  de- 
más correcciones  disciplinarias  á  que  dieren  lugar, 

Art.  373.     Las  ejecutorias  se  encabezarán  en  nombre  del  Rey, 

En  ellas  se  insertarán  las  sentencias  firmes,  y  las  anteriores,  só- 
lo cuando  por  referirse  las  firmes  á  ellas  sean  su  complemento. 

Cuando  se  expida  á  instancia  de  parte  para  la  gtiarda  de  sus 
derechos,  se  insertarán  además  los  documentos,  escritos  y  actua- 
ciones que  la  misma  designe,  y  á  su  costa  (1). 


(1)    IjOs  Juzgados  no  expiden  ejecuAoricts  sino  te»tim,onio9. 
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Art.  374.  Las  providencias,  los  autos  y  las  sentencias  serán 
pronunciadas  necesariamente  dentro  del  término  que  para  cada  una 
de  ellas  establece  la  ley. 

El  Juez  6  Tribunal  que  no  lo  hiciere  será  corregido  dis(^plina- 
riamente,  á  no  mediar  justas  cauaas,  que  hará  constar  m  los  autos. 

TITULO   IX 
De  los  recursos  contra  las  resoltmones  judiciales  y  sus  efectos  (1) 

SECCIÓN    PRIMERA 


Recursos  contra  las  resoluíHones  de  los  Jueces  de  primera  instancia 

Art.  375.  Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  que 
dicten  los  Jueces  de  primera  instancia  no.se  dará  otro  recurso  que  el 
de  reposición,  sin  perjuicio  del  ctial  se  llevará  á  efecto  la  providencia. 
Pa¿ra  que  sea  admisible  este  recurso,  deberá  interponerse  dentro 
de  tercero  día  y  citarse  la  disposición  de  esta  ley  que  haya  sido  in- 
fringida- 
Si  no  se  llenaran  estos  dos  requisitos,  el  Juez  declarará  de 
plano,  y  sin  ulterior  recurso,  no  haber  lugar  á  proveer. 

JURISPRUDENCIA. 

El  auto  en  que  se  despacha  una  ejecución  no  es  providencia  de  mera 
traiuitación.    S»  11  Enei-o  1884. 

Tampoco  lo  es  el  auto  del  Juez  que  admitió  una  demanda  improcedente. 
S.  2  Marzo  1887. 

Sin  conocimiento  de  la  resolución  judicial,  no  cabe  recurso  ni  corre  el 
tí^nnino  para  interpoíierlo.    S.  7  Mayo  1889. 

Art,  376.  De  las  demás  providencias  y  autos  que  dicten  los 
Jueces  de  primera  instancia,  con  exclusión  de  los  expresados  en  el 
ai-t.  381,  podrá  también  pedirse  reposición  dentro  de  cinco  días. 

JURISPRUDENCIA. 

El  que  no  interpone  contra  un  auto  el  recurso  de  reposición,  no  puede 
utilizar  en  su  dia  el  de  casación,  que,  como  extraordinario,  sólo  procede  des- 
pués de  haberse  utilizado  los  ordinarios.    S.  16  Julio  1886. 

Art.  377.  Present-ado  en  tiempo  y  forma  el  recurso  de  repo- 
sición, se  entregará  la  copia  del  escrito  á  la  parte  contraria,  la  cual, 
dentro  de  los  tre>s  días  siguientes,  podrá  impugnar  el  recurso,  si  lo 
estima  conveniente. 

Cuando  sean  varias  las  partes  cotiligantes,  dicho  término  será 
común  á  todas  ellas. 


(1)  Subvierte  por  completo  los  principios  que  informan  las  leyes  procesales,  que  una 
arte  al  propio  tiempo  que  sostiene  un  recurso  que  interpuso  y  le  fué  admitido,  pretenda 
ue  ese  recurso  no  es  procedente,  sino  otro  distinto,  pretendiendo  de  ese  modo  sustentar 


La  ley,  extrictamente,  no  autoriza  la  interposición  de  recursos  alternativos.  Avio  11 
Ocl,  1902. 
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Art.  378.  Trascnnido  el  término  antedicho,  hayanse  presen- 
tado ó  na  esoritoB  de  impugnación,  sin  más  trámites,  el  Juez  i^esol- 
verá  dentro  de  tercero  día  lo  que  estime  justo. 

Art.  379.  Contra  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición 
de  las  providencias  y  autos  á  que  se  refiere  el  art.*  376,  podrá  ape- 
larse dentro  de  tercero  día. 

Art.  380.  Cuando  la  reposición  se  refiera  á  las  providencias 
de  mera  tramitación  expresadas  en  el  art.  375,  contra  el  auto  reso- 
lutorio de  la  misma  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  respon- 
sabilidad del  Juez  que  lo  hubiere  dict^ado,  y  la  facultad  de  pedir  en 
la  segunda  instancia  lá  súbsanación  de  la  falta  cuando  proceda, 

JURISPBUDIíINOIA. 

No  es  apelable  la  provid^icia  que  rechaza  una  demanda  incidental  for- 
mulada en  el  período  de  ejecución  de  sentencia  v  que  afecta  al  fondo  de  eHta. 
*S'.  7  IHe.  1892, 

Art.  381.  Las  sentencias  definitivas  de  t^odo  negocio  y  los 
autos  resolutorios  de  excepciones  dilatorias  é  incidentes  serán  ape- 
lables dentro  de  cinco  días. 

JURISPRUDENCIA. 

Aunque  sean  varios  los  interesados,  no  se  cuenta  el  término  desde  la  no- 
tificación al  último,  sino  el  de  cada  uno  en  particular.    S,  5  Oct,  1869. 

No  son  apelables  las  resoluciones  de  los  Jueces  de  primem  instancia  en 
los  juicios  de  que  conocen  por  apelación  de  los  Juzgados  municipales.  S.  l-f 
Sept  1884. 

El  que  limita  la  apelación  de  un  auto  al  extremo  de  la  imposición  de 
costas,  consiente  los  demás  puntos  resueltos  en  el  mismo.  S*  ^6  Abinl  1884. 

La  presentación  de  un  escrito  de  apelación  sin  firma  de  Ijctrado,  in- 
terrumpe el  término*    S,  14  Sept.  18(yl  y  otroH. 

Art.  882.  Las  apelaciones  podrán  admitirse  en  ambos  efectos 
ó  en  uno  sólo. 

Se  admitirán  en  un  solo  efecto  en  todos  los  casos  en  que  no  se 
halle  prevenido  que  se  admitan  libremente  ó  en  ambos  efectos. 

Art.  383.  Además  de  los  casos  determinados  expresamente 
en  la  ley,  se  admitirán  en  ambos  efectos  las  apelaciones  que  se  in- 
terpongan: 

lo.  De  las  sentencias  definitivas  en  toda  clase  de  juicios,  cuan- 
do la  ley  no  ordene  lo  contrario. 

2o.  De  los  autos  y  providencias  que  pongan  término  al  juicio, 
haciendo  imposible  su  continuación. 

3o.  De  los  autos  y  providencias  que  caust^n  perjuicio  irrepa- 
rable en  definitiva. 

JURISPRUDENCIA. 

Este  artículo  es  de  mera  tramitación  y  no  puede  fundarse  en  su  infrac- 
ción el  recurso  de  casación.    S.  8  Junio  1885. 
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Art.  384.  En  el  último  caso  del  artículo  anterior,  si  el  Juez 
admite  la  apelación  en  un  efecto  por  estimar  que  no  es  irreparable 
el  perjuicio,  y  el  apelante  reclama  dentro  de  tercero  día  insistiendo 
en  lo  contrario,  se  admitirá  la  apelación  en  ambos  efectos,  siempre 
que  éste,  en  un  plazo  que  no  exceda  de  seis  días,  preste  fianza  á  sa- 
tisfacción del  Juez  para  responder  en  su  caso  de  las  costas,  daños  y 
perjuicios  que  pueda  ocasionar  al  litigante  6  litigantes  contrarios. 

Si  la  Audiencia  confirmase  el  auto  apelado,  condenará  al  ape- 
lante al  pago  de  dichas  indemnizaciones,  fijando  prudencialmente 
el  importe  de  los  daños  y  perjuicios. 

La  indemnización  de  éstos  no  bajará  de  250  pesetas,  ni  podrá 
exceder  de  2.500  para  cada  una  de  las  •partes  contrarias,  además  de 
lo  que  importen  las  costas. 

Art,  385.  Interpuesta  en  tiempo  y  forma  una  apelación,  el 
Juez  la  admitirá  sin  sustanciación  alguna,  si  fuere  procedente,  ex- 
presando si  la  admite  en  ambos  efectos  ó  en  uno  solo. 

Art.  386.  Admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  el  Jtiez 
remitirá  los  autos  originales  al  Tribunal  superior  dentro  de  seis  días, 
bajo  su  responsabilidad^  á  costa  del  apelante  (1),  citanda  y  empla- 
zando previamente  á  los  Procuradores  de  las  partes  para  que  éstav^í 
comparezcan  ante  dicho  Tribunal  en  el  término  de  20  días.  , 

Art.  387.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  se  suspenderá  la 
ejecución  de  la  sentencia  ó  auto  apelado  hasta  que  recaiga  el  fallo 
del  Tribunal  superior. 

Art,  388.  También  quedará  mientras  tanto  en  suspenso  la  ju- 
risdicción del  Juez  para  seguir  conociendo  de  los  autos  principah^s 
y  de  liis  incidencias  á  que  puedan  dar  lugar,  desde  el  momento  en 
que  admita  en  ellos  una  apelación  en  ambos  efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

Apelada  por  los  demandados,  hoy  recurrentes,  la  sentencia  de  primeni 
instancia  ei  términos  generales  y  absolutos,  y  admitido  libremente  el  recur- 
so, es  indudable  que  quedaron  sometidos  al  conocimiento  y  resolución  de  líi 
Sala  todos  los  e:(tremos  más  ó  menos  explícitamente  decididos  por  aquélla. 
S.  13  Ocf,  1886, 

m 

Art.  389.  Se  exceptúan  de  la  regla  establecida  en  el  artículo 
anterior,  y  podrá  el  Juez  seguir  conociendo: 

lo.  De  los  incidentes  que  se  sustancien  en  pieza  separada, 
formada  antes  de  admitir  la  apelación. 

2o.  De  todo  lo  que  se  refiera  á  la  administración,  custodia  y 
conservación  de  bienes  embargados  ó  intervenidos  judicialmente, 
siempre  que  la  apelación  no  verse  sobre  alguno  de  estos  pupíjos. 

3o.    De  lo  relativo  á  la  s^oridad  y  depósito  de  personas. 

Art*  39(),  íío  se  suspenderá  la  ejecución  de  la  sentencia,  auto 
ó  providencia  apeladas,  cuando  haya  sido  admitida  la  apelación  en 
un  sólo  efecto. 

En  este  ca^ao,  si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva  que- 


(1)    Hoy  se  elevan  los  auto8  de  oficio. 
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dará/  en  el  Juzgado  testimonio  de  lo  Decesario  para  ejecutarla,  re- 
mitiendo los  auto8  al  Tribunal  superior  en  la  forma  y  términos  pre- 
venidos en  el  art.  386.    .    ^ 

Sí  fuere  de  auto  6  providencia,  se  facilitará  al  apelante  á  su 
coda,  testimonio  de  lo  que  señalare  de  los  autos,  con  las  adiciones 
que  naga  el  colitigante  y  el  Juez  estime  necesarias,  para  que  pueda 
recurrir  á  la  Audiencia, 

El  apelante  deberá  solicitar  dicho  testimonio  dentro  de  cinco 
(Iftis,  expresando  los  particulares  que  deba  contener. 

Trascurrido  este  término  sin  haberlo  solicitado,  se  le  lu^gará  el 
testimonio  y  se  t-t^ndrá  por  fir,ipe  la  resolución  apelada. 

.lUBISPBUDENCIA. 

E«te  artícuilo  no  puede  motivar  uti  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
S.  10  Marzo  1871, 

Pe<Udo  el  testimonio  para  mejorar  la  apelación,  por  escrito  sin  firma  de 
Letrado,  dentro  del  termino,  el  Juez  no  puede  dictar  otra  providencia  que 
la  áe pidiendo  oon  dirección  de  Letrado  se  prove^írá;  y  'subsanada  la  falta, 
aún  oeepu^  de  trum^urrldo  el  término  para  apelar,  el  Juez  debe  admitir  la 
aiHjlaclóu.    ¿í.  ^6  Dh.  188S. 

Art,  391.  A  continuación  del  testimonio  expresado  en  los 
dos  últimos  pái-rafos  del  artículo  anterior,  se  hará  la  citación  y  em- 
plazamiento de  las  partes  para  su  comparecencia  en  el  Tribunal 
superior  dentro  del  término  de  15  días,  y  se  acreditará  la  entrega  de 
dicho  testimonio  al  Procui-ador  del  apelante. 

Art,  393,  Dentro  de  los  15  días  siguientes  al  de  la  entrega  del 
testimonio,  debem  el  apelante  hacer  uso  de  él  mejorando  la  apela- 
ción en  el  Tribunal  superior. 

Art*  393.  Cuando  haya  sido  admitida  en  un  efecto  cualquiera 
apelación,  podiiH  el  apelante  solicitar  de  Ja  Audiencia  que  la  declare 
admitida  en  ambos  etectos,  citando  la  disposición  l^al  en  qae  se 
t\inde. 

Deberá  dinlucir  esta  pretensión  en  el  término  del  emplazamiento 
si  la  apelación  fuere  de  sentencia  definitiva,  y  en  los  demás  casos  al 
pi'esentar  el  testimonio  para  mejorar  la  apelación. 

Art*  SM.  Si  al  deducir  el  apelante  dicha  pretensión  se  hnbie- 
v^  personado  en  el  Ti*ibunál  superior  la  parte  i^pelada,  se  le  entre- 
gará la  copia  del  escrito  pai*a  que  pueda  impugnarla  si  le  conviene 
dentro  de  los  ti^es  días  siguientes,  trascurridos  los  cnale»  dictará 
la  Audiencia,  sin  más  trámites  y  sin  ulterior  recorro,  la  resolneióii 
que  estime  arreglada  á  derecho. 

Art*  395*  ¡^  la  Audiencia  desestimare  la  pretensión  antedicha 
iH>ndenará  al  apelante  en  las  costas  de  est^  iueidentc,  y  dará  á  la 
apelación  la  snstaiu'^iacióii  que  corresponda. 

8i  declara  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  se  libnuá 
oitlen  al  Jnes  de  primera  instancia  para  que  suspenda  hi  eieeación 
lie  la  sentencia  ó  remita*  sin  dilación  los  autos  originales,  se^ún  los 
casos,  notifíi*áudolo  á  las  partes. 
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Art.  396*  También  podrá  la  parte  apelada  solicitar  ante  la 
Audiencia,  dentro  del  término  del  emplazamiento,  que  se  declare 
admitida  en  un  solo  efecto  la  apelación  que  el  Juez  hubiere  admiti- 
do en  ambos,  citando  la  disposición  legal  en  que  se  funde. 

Se  sustanciará  esta  pretensión  por  los  trámites  establecidos  en 
el  art.  394.  Si  accediere  á  ella  el  Tribunal  superior,  se  librará  or- 
den al  Juez  de  primera  instancia,  con  certificación  de  la  sentencia 
apelada,  para  que  la  lleve  á  efecto. 

Si  por  tratarse  de  un  auto  ó  providencia  fueren  necesarios  los 
autos  en  el  Juzgado  inferior  para  continuarlos,  se  le  devolverán, 
quedando  certificación  de  lo  necesario  para  sustanciar  la  apelación. 

Art.  397.  Contra  lo^  autos  ó  providencias  de  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  denegando  la  admisión  de  apelación  podrá  el  que  la 
haya  interpuesto  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia. 

Deberá  prepararse  este  recurso  pidiendo,  dentro  de  quinto  día, 
reposición  del  auto  ó  providencia,  y  para  el  caso  de  no  estimarla, 
testtimonio  de  ambas  resoluciones. 

Si  el  Juez  no  diere  lugar  á  la  reposición,  mandará  á  la  vez  que, 
dentro  de  los  seis  días  siguientes,  se  facilite  dicho  testimonio  á  la 
parte  interesada,  acreditando  el  actuario  á  continuación  del  mismo 
la  fecha  de  la  entrega. 

JURISPRUDENCIA. 

El  auto  por  el  cual  se  desestima  una  queja  interpuesta  contra  un  Juez, 
sin  resolver  nada  en  el  pleito  6  ^s  incidentes,  no  es  definitivo,  ni  pone  tér- 
mino al  pleito,  haciendo  imposible  su  <^nftinuax;ión.  Auto  »9  Marzo  1884. 

Art.  398.  Dentro  de  los  15  días  siguientes  al  de  la  entrega  del 
testimonio,  deberá  la  parte  que  lo  hubiere  solicita4o  hacer  uso  de  él, 
presentando  ante  la  Audiencia  el  recurso  de  queja. 

Art.  399.  Presentado  en  tiempo  el  recurso  con  el  testimo- 
nio, acordará  la  Audiencia  que  se  libre  orden  al  Juez  de  primera 
instancia  para  que  informe  con  justificación,  y  recibido  este  informe, 
resolverá  sin  más  trámites  lo  que  crea  justo.  8i  estima  bien  denegada 
la  apelación,  mandará  ponerlo  en  conocimiento  del  Juez  por  medio 
de  carta  orden  para  que  conste  en  los  autos. 

Y  si  estimare  que  ha  debido  otorgarse,  lo  declarará  así,  con 
expresión  de  si  ha  de  entenderse  admitida  en  un  solo  efecto  ó  en 
ambos,  ordenando  al  Juez,  según  los  casos,  que  remita  los  autos 
originales,  según  se  previene  en  el  art.  386,  ó  que  se  facilite  al  ape- 
lante el  testimonio  de  que  hablan  los  artículos  390,  391  y  392,  en  la 
forma  y  para  los  efectos  en  ellos  prevenidos. 

JURISPRUDENCIA. 

Contra  el  auto  de  la  Audiencia  estimando  bien  denegada'  una  apelación, 
debe  interponerse  recurso  de  súplica  antes  de  intentar  ej  de  casación.  S.  7 
ZHc.  1S9£, 

La  Sala  que  se  separa  de  la  tramitación  especial  señaliida  para  los  re- 
cursos de  queja,  infringe  este  artículo.  S,  IS  Oct,  1S7Q, 
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SECCIÓN    SEGUNDA 


Becuraos  contra  las  resoluciones  de  las  Audiencias 

Art.  400.  Contra  las  providencias  de  mera  tramitación  que 
dicten  las  Audiencias  no  se  dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  res- 
ponsabilidad. 

Art.  401.  Contra  las  sentencias  ó  autos  resolutorios  de  inci- 
dentes que  se  promuevan  durante  la  segunda  instancia  se  dará  el 
recurso  de  súplica  para  ante  la  misma  Sala  dentro  de  cinco  díius. 

Este  recurso  se  sustanciará  en  la  forma  establecida  para  el  de 
ivposición  en  los  ai-tículos  377  y  378,  dictándosela  resolución,  previo 
informe  del  Magistrado  Ponente. 

J  UBISPKtrDENCI  A . 

Las  resoluciones  que  recaen  en  lo84ncidente9  promovidos  en  la  segunda 
instancia  son  suplieables  para  ante  la  misma  Bala,  y  cuando  previamente  no 
se  utiliza  e\  recurso  de  súplica  no  procede  el  de  cafiacidn.  S,  9  Enero  1884- 

No  procede  el  recurso  de  casíición  contra  los  autos  resolutorios  de  inci- 
dentes promovidos  en  la  segunda  instancia,  debiendo  ser  desefttimado  con- 
forme el  número  lo.  del  artículo  VII  de  la  Orden  nüm.  92del899  (1). 
Auto8  7  y  9  de  Julio  1900, 

Art.  4í)2.  Contra  las  sentencias  definitivas  y  los  autos  que 
pongan  término  al  juicio,  dictados  por  las  Audiencias  en  segunda 
instancia^  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación,  dentro  de  los 
términos,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  se  determinan  en  el  tit.  21 
del  libro  29  de  esta  ley  (2). 

Contra  las  demás  resoluciones  que  dicten  en  ai)elación  no  se 
dará  recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad 

Art.  408.  También  procederá  el  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  definitivas  que  dicten  las  Audiencias  en  l(xs  asuntos 
sometidos  á  su  jurisdicción  en  primera  y  única  instancia,  y  contra 
los  autos  que  resuelvan  los  recursos  de  súplica  establecidos  en  el 
art.  401,  cuando  tengan  el  carácter  de  sentencias  definitivas. 

SECCIÓN  TERCERA 


Beeursos  contra  las  resoluciones  del  Tribunal  Siipreuio 

Art.  404.  Las  disposiciones  de  los  artículos  400  y  401  serán 
aplicables  á  las  resoluciones  de  igual  clase  que  dicte  el  Tribuim.1  Su- 
premo. 

Art.  405.  Contra  las  sentenciasen  que  se  declare  babero 
no  lugar  al  recurso  de  casación,  ó  á  la  admisión  del  mismo,  no  se 


(1)  Cuando  se  HUplic^i  el  auto  resolutorio  del  incidente,  sí  procede  el  ifH'ursM>   «contra 
el  (|ue  resuelve  la  sfl plica.     Auto  9  Agosto  1901.    Véase  tit.  XXI,  llb.  2.  í>,  de  eiitai  Ley. 

(2)  Esta  referencia   debe  entenderse  hoy  6  la  Orden  ^  de  2B  de  Junio  de  1699  y  A  los 
<'0]it«ulos  artículos  de  dicho  título  que  por  la  misma  se  declaran  vig(^ntes. 
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dará  recurso    alguno,  salvo  el   de   revisión  ó  el  de  responsabilidad 
criminal  en  su  caso.     (1). 

SECCIÓN  CUARTA 


Dispoftí ciarles  comunes  á  los  Juzgados  y  TribUTMiIes 

Art.  406,  En  los  casos  en  que  se  pida  aclaración  de  una 
«eutencia  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  362,  el  término  para 
interponer  el  recurso  que  proceda  contra  la  misma'sentencia  se  con- 
tará desde  la  notificación  del  auto  en  que  se  haga  6  deniegue  la 
aclaración. 

Art.  407,  Trascurridos  los  términos  señalados  para  preparar, 
interponer  ó  mejorar  cualquier  recurso  sin  haberlo  utilizado^  queda- 
i-á  de  derecho  consentida  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la 
resolución  judicial  á  que  se  reñera,  sin  necesidad  de  declaración  ex- 
l)re8a  sobre  ello. 

Art,  408.  El  litigante  que  hubiera  interpuesto  una  apelación 
ó  cualquiera  otro  recurso  podrá  desistir  de  él  ante  el  mismo  Juez  ó 
Tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  reclamada,  si  lo  verifica 
antes  dé  haberse  remitido  los  autos  al  Tribunal  superior,  ó  de  que 
ae  haya  entregado  la  certificación  ó  testimonio  para  interponer  ó  me- 
jorar el  recurso. 

También  podrá  verificarlo  después  de  haber  recibido  este  docu- 
mento si  lo  devuelve  original  en  prueba  de  no  haber  hecho  uso  de 
él  ante  el  Tribunal  superior. 

En  los  demás  casos  tendrá  que  hacerse  el  desistimiento  ante  el 
Tribunal. que  deba  conocer  del  recurao. 

Art,  409.  Para  tener  por  desistido  al  recurrente,  sei'á  necesa- 
rio que  su  Procurador  tenga  ó  presente  poder  especial,  ó  que  el  mis- 
mo interesado  se  ratifique  en  el  escrito. 

Al  tenerle  por  desistido,  se  le  condenará  en  las  costas  ocasiona- 
das con  la  interposición  del  recurso. 

J  URlBPKTJDBNai  A. 

No  compareciendo  el  apelante  ante  el  Tribunal  superior  dentro  del  tér- 
mino del  elnplazainiento,  no  es  necesario  que  éste  cite  á  las  partes  pam> sen- 
tenciar la  apelación*  puesto  que  á  la  primera  rebeljdía  que  acuse  el  apelado,  ¡^e 
declarará  desierto  el  recui-so.    Sents.  SO  Sept  1865  y  24  Abril  1869. 

Es  definitiva  la  providencia  que  declara  desierta  una  apelaci/>n.  S.  20 
I>k\  186é, 

TITULO    X 

l>e  la  cad/uddod  de  la  instancia 

Art*  410.  8e  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  eli  to- 
da clase  de  juicios,    y  caducarán  de  derecho,  aún  respecto  de  los 

menores  ó  incapacitados,  si  no  se  insta  su  curso: 

t 

(1)  No  procede  exigir  responsabilidad  civil  ú,  los  Magistrados  del  Tribunal  Supremo 
por  las  sentencias  dictadas  en  casación,  debiendo  ser  rechaxaxia  la  demanda  que  con  tal 
objeto  se  deduzca.    A  ut^s  S  y  11  JHc.  1900. 
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Dentro  de  cuatro  afío%  cuando  el  pleito  se  hallare  en  primera 
instancia. 

De  dos,  si  estuviere  en  segunda  instancia. 

De  uno,  si  estuviere 'pendiepte  de  recurso  de  casación. 

Estos  términos  se  c^ontaráu  desde  la  última  notificación  que  se 
hubiere  hecho  á  las  partes. 

JÜBISPBUDBNCIA. 

Celebrado  un  convenio  en  un  juicio  de  quiebra  entre  deudor  y  acreedon», 
no  hay  términoB  hábiles  pam  instar  el  curso  de  los  autos  mientras  penda  el 
cumplimiento  del  acuerdo.    S.  6  Junio  189$. 

La  declaratoria  de  caducidad  procede  por  el  mero  transcurso  del  tiempo 
sin  instar  el  pleito  y  surte  todos  sus  efectos  si  no  se  justifica  oportun^tmento 
l^aberse  padecido  error  en  la  computación.    S»  5  Feh.  1900, 

Art,  4H,  No  procederá  la  caducidad  de  la  instancia  por  el 
ti-ascursso  de  los  términos  señalados  en  el  artículo  anterior,  cuando 
el  pleito  hubiere  quedado  sin  curso  por  fuerza  mayor  ó  por  cualquie- 
i-a  otra  causa  independiente  de  la  voluntad  de  los  litigantes. 

En  estos  casos  se  contarán  dichos  términos  desde  que  los  liti- 
gantes hubieren  podido  instar  el  curso  de  los  autos. 

JX7RISPRÜIXBNCI A . 

Cuando  la  Sala  decreta  la  suspensión  de  la  tramitación  de  la  alzada  ha«- 
ta  Que  el  litigante  lustificase  haber  apurado  la  vía  gubernativa,  no  procede 
declarar  la  caducidad  de  aquélla.    S.  9  Marzo  1887. 

Se  infringe  este  artículo  cuando  en  la  computación  del  tiempo  para  la 
caducidad,  se  cuenta  aquél  durante  el  cual  quedaron  pamUzadas  las  actua- 
ciones por  virtud  de  una  disposición  obligatoria  de  carácter  geuetal.  aV.  HO 
Mayo  1900» 

Art.  412.  Será  obligación  del  Escribano  ó  actuario,  en  cuyo 
oficio  radiquen  los  autos,  dar  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  respectivo, 
luego  que  trascurran  las  términos  señalados  en  el  artículo  410,  pa- 
i-a  que  se  dicte  de  oficio  la  providencia  correspondiente. 

Art,  413.  Si  los  autos  se  hallaren  en  primera  instancia  y  re- 
sultare de  ellos  que  han  trascurrido  los  cuatro  afíos  sin  que  ningu- 
na de  las  partes  haya  instado  bu  curso,  pudiendo  hacerlo,  8e  ten- 
drá por  abandonada  la  acción,  y  el  Juez  mandará  archivarlos  sin 
ulterior  progreso. 

En  este  caso  serán  de  cuenta  de  cada  parte  las  costas  causadas 
á  su  instancia. 

Art«  414.  Cuando  los  autos  se  hallaren  en  segunda  instancia 
ó  en  recurso  de  casación,  luego  que  trascurran  los  t-érminos  i-espec- 
tivos,  se  tendrá  por  abandonado  el  recurso,  y  por  firme  la  sentencia 
apelada  ó  recurrida,  mandando  devolver  los. autos  .al  Tribunal  ó 
Juez  inferior,  con  (certificación  del  auto  en  que  se  hubiere  dictado 
esta  resolución,  para  Los  efectos  consiguientes. 

En  estos  casos  las  costas  de  la  instancia  caducada  serán  de  cuen- 
ta del  apelante  ó  recurrente. 
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Art.  415,  De  los  autos  á  que  se  refiereu  los  dos  artículos  an- 
teriores podrá  el  demandante,  apelante  6  recurrente,  pedir  reposi- 
ción ó  suplicar  dentro  de  cinco  días,  si  creyere  que  se  ha  prpo^ido 
con  equivocación  al  declarar  trascurrido  el  término  legal  en  cuya 
virtud  se  hubiere  tenido  por  caducada  la  instanciki  ó  se  hallare  en 
el  caso  del  art.  411. 

No  podrá  fundarse  la  pretensión  en  ningún  otro  motivo. 

Art.  416.  Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á  lo  preveni- 
do en  los  artículos  377  y  378,  admitiéndose  al  que  pida  la  reposi- 
ción la  justificación  que  ofrezca  sobre  el  hecho  en  que  la  funde,  con- 
cediéndose á  este  fin  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de  10  días. 

.r  UBISPBUD£2NG1  A. 

Sólo  es  admisible  la  justificación  á  que  se  reftere  este  artículo,  cuando 
las  pruebes  ofrecidas  no  resultan  de  loe  mismos  autos  en  el  momento  del 
oArcMÜmientOy  pero  no  cuando  lo  que  se  pretende  es  reproducir  una  prueba  ya 
pTacti<»da  y  conocida  de  la  Sala.    aS,  9  Nov,  1900. 

Art.  417.  l»as  disposiciones  de  los  artículos  que  preceden  no 
serán  aplicables  á  las  actuaciones  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias firmes.  Estas  actuaciones  podrán  promoverse  hasta  conseguir 
el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  aunque  hayan  quedado  sin  cui*8o 
durante  los  plazos  señalados  en  el  art.  410. 

Art,  418.  La  caducidad  de  la  primera  instancia  no  extingue 
la  acción,  la  cual  podrá  ejercitarse  de  nuevo  en  el  juicio  corfespon- 
diente,  y  entablando  nueva  demanda,  si  no  hubiere  prescrito  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  419.  En  los  pleitos  que  á  la  promulgación  de  esta  ley  m 
hallen  paralizados  eñ  cualquiera  de  las  instancias,  se  contarán  los 
términos  señalados  en  el  art.  410  desde  el  día  en  que  después  de  su 
publicación  empiece  á  regir. 

Si  estuvieren  archivados,  se  tendrá  por  caducada  de  derecho 
la  instancia  pendient^e,  sin  necesidad  de  declaración  especial,  á  no 
ser  que  se  promoviere  su  curso  dentro  de  los  plazos  antedichos. 

TITULO  XI 
J>€  la  tasación  de  contan 

* 

Art.  420*  Cuando  hubiere  condena  de  costas  (1),  luego  que 
sea  ejecutoria,  se  procederá  á  la  exacción  de  las  mismas  por  la  vía 
de  apremio,  previa  su  tasación,  si  la  parte  condenada  no  las  hubie- 
re satisfecho  antes  de  que  la  contraria  solicite  dicha  tasación  (2). 

Art.  421.  La  tasación  de  costas  se  practicará  en  los  Juzgados 
y  Tribunales  por  el  Escribano  de  Cámara  ó  actuario  que  haya  inter- 
venido en  el  pleito,   incluyendo  en  ella  todas  las  que  comprenda  la 


(1)    Se  puede  solicitar  la  tiutacióu  de  costaa  aunque  uu  haya  condena. 
(2^    La  exacción  de  costas  Irapuestas  por  temeridad  6  mala  fé,  ao  rige  por  la  Orden 
uúm.  8,  de  1901,  adicionada  c^orao  CVimplemento  al  art.  3r)8  do  esta  Ley. 


condena  y  resulte  que  han  sido  devengadas  hawta  la  fecha  de  la  ta- 
sación (1). 

JURIBPBUBENCIA.  , 

No  puede  legalmente  ser  condenado  en  costas  el  demandado  á  quien  «' 
absuelve  de  la  demanda,  pues  tal;hfeoho  prueba  que  aquél  resistió  Intima- 
mente las  pretensiones  del  demandante,  no  infringiendo^^  en  conaecuencin 
el  artículo  1902  del  C.  Civil.    S.  11  Junio  1901. 

Las  disposiciones  sobre  costas  contenidas  en  esta  ley,  son  aplicables  al 
procedimiento  sumario  establecido  en  la  ley  Hipotecaria  para  el  cobro  de 
créditos,  por  no  contener  la  misma  preceptos  especiales  sobre  aquéllas.  An- 
fo  14  Fcb,  190S, 

Art.  422.  Se  regularán,  con  sujeción  á  los  Aranceles,  los  de- 
rechos que  correspondan  á  los  funcionarios  que  á.  ellos  están  suje- 
tos (2). 

Los  honorarios  de  los  Letrados,  peritos  y  demás  funcionarioH 
que  no  estén  sujetos  á  Arancel,  se  regularán  por  los  mismos  intere- 
sados en  minuta  detallada  y  firmada,  que  presentarán  en  la  Escri- 
banía por  sí  mismos,  sin  necesidad  de  escrito  ó  por  medio  del  Pi-o- 
curador  de  la  parte  á  quien  hayan  defendido,  luego  que  sea  firme  la 
sentencia  ó  auto  en  que  se  hubiese  impuesto  la  condena.  El  actua- 
rio incluirá  en  la  tasación  la  cantidad  que  resulte  de  la  minuta. 

Art.  423.  No  se  comprenderán  en  la  tasación  los  derechos  co- 
rrespondientes á  escritos,  diligencias  y  demás  actuaciones  que  sean 
inútiles,  superfinas  ó  no  autorizadas  por  la  ley,  ni  las  partidas  de 
las  minutas  que  no  se  expresen  detalladamente  ó  que  se .  refieran 
á  honorarios  que  no  se  hayan  devengado  en  el  pleito. 

Tampoco  se  comprenderán  las  costas  de  actuaciones  ó  inciden- 
tes en  que  hubiere  sido  condenada  expresamente  la  parte  que  obtu- 
vo la  ejecutoria,  cuyo  pago  será  siempre  de  cuenta  de  la  misma. 

Art.  424.  Hecha  y  presentada  la  tasación  de  costas,  no  se  ad- 
mitirá la  inclusión  ó  adición  de  partida  alguna,  reservando  al  inte- 
resado su  derecho  para  reclamarla,  si  le  conviniere,  de  quien  y  co- 
mo corresponda. 

Art.  426.  De  la  tasíición  de  costas  se  dará  Aista  á  las  partes 
por  término  de  tres  días  á  cada  una,  principiando  i)or  la  condena- 
da al  pago. 

JUBISPKUDENCIA. 

No  es  definitiva  la  sentencia  dictada  en  incidente  sobre  impugnación 
de  honorarios,  que  dispone  el  cumplimiento  de  lo  preceptuado  en  este  ar- 
tículo.   Auto  »S  Di(\  1895, 

Art«  426.  Si  los  hanai^arios  de  los  Letrados  fueren  hnpuffmdm 
por  exeesfvoSy  se  oirá  por  el  término  de  dos  días  (jl  Letrado  ,contra  quien 


(1)  El  ftlUmo  pirrafo  de  este  artículo  está  derogado.  £n  el  T.  Saproino,  taiiadus  y 
aprobadas  las  costas,  cuando  las  hubiere,  se  remitirá  certificación  de  la  tasacidu  y  auto 
aprobatorio  al  Tribunal  dé  que  proceda  el  recurso. 

(2)  "XII.  Las  partes  que  se  valgan  de  Procurador  pai-a  litigar  no  podrán  exigir  tle 
las  contrarias,  en  caso  de  condena  de  costas,  los  derechos  de  aqut*!,  que  serán  siempre  de 
cargo  del  que  utilisca  sus  servicios."    Orden  nam.  186  de  25  Abril  1900. 

Véase  Apéndice  III,  sobre  Aranceles, 
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9e  dirija  la  queja^  y  después  se  pasarán  los  autos  al  Colegio  de  Abogados, 
p  donde  no  lo  hubiese  á  dos  Letrados  designados  por  el  Juez  ó  la  Sala 
para  que  den  su  di<^men,  8i  no  los  hubiere  en  el  lugar  del  juicio  ó  es- 
tuvieran todos  interesados  en  el  asunto,  separarán  los  antecedentes  al  Co- 
legio de  Abogados  más  próximo  por  medio  del  Juez  de  primara  instan- 
cia respectivo  (1). 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  sean  impugnados  por  excesivos 
los  honorarios  de  los  peritos  ó  de  cualesquiera  otros  funcionarios  no 
sujetos  á  Arancel,  oyéndose  en  este  caso  el  dictamen  de  la  Acade- 
mia, Colegio  6  gremio  á  que  pertenezcan,  y  en  su  defecto  el  de  dos 
individuos  de  su  clase.  No  habiéndolos  en  el  lugar  del  juicio,  po^ 
drá  recurrirse  á  los  de  los  inmediatos. 

CJoMPLEMENTo. — Ord^n  núm.  500,  de  10  de  Diciembre  de  1900. 

Vil.  La  graduación  de  los  honorarios  impugnados  á  los  Abo- 
gados se  hará  por  el  Juez  6  Tribunal  que  conozca  del  juicio  en  que 
se  haga  la  impugnación,  con  audiencia  verbal  del  impugnante  y  d(4 
impugnado  ó  délos  Letrados  que  los  mismos  designen  con  tal  objeto. 

VIH.  Quedan  derogadas  las  disposiciones  legales  que  se  opon- 
gan á  lo  establecido  en  esta  Orden. 

Art,  427.  La  Sala,  ó  en  su  caso  el  Juez,  con  presencia  de  lo 
que  las  partes  ó  los  interesados  hubieren  expuesto,  y  de  los  infor: 
mes  recibidos  sobre  los  honorarios,  aprobará  la  tasación  ó  mandará 
hacer  en  ella  las  alteraciones  que  estime  justas  y  á  costa  de  quien 
proceda,  sin  ulterior  recurso. 

JURISPRUDENCIA. 

La  infracción  de  loa  artículos  que  comprende  este  título,  relativos  á  la 
ta.saci6n  de  costas,  no  dan  lugar  al  recurso  de  casación  en  el  fondo.  ¿íents.  IS 
Dic,  1870  y  13  de  Marzo  1891. 

.  .  Art«,  4^S.  CuandQsea  impugnada  la  tasación  por  haberse  in- 
cluido .en  ella  partidas  de.  derechos  fi  honorarios  cuyo  pago  no  co- 
rresponda al  condenado  en  las  costas,  se  sustanciará  y  decidirá  eííta 
reclamación. por  los  trámites  y  con  los  recursos  establecidos  para 
los  incidentes. 


TITULO  XII 

Del  repartimiento  de  negocios 

Art..  429«.    Todos  los  negocios  civiles,    ató  de  la  jurisdicción 
contenciosa  como  de  la  voluntaria,  serán  repartidos  entre  los  Juzga- 


•  [1]  Las  dlspoflieionos  dfeeste  párrafo,  eíi  cuanto  Re  i^flemn  á"  hunomrío»  do  Letra'' 
dos,  han  sido  derogadas  por  el  art.  VII  déla  OiMenfiOO  que  He  adiciona  como  cormplementíí 
áeste  artículo  y  sólo  tienen  aplicación  en  lo  pertinente  al  pn)cedlmíento  de  impugnación 
de  honorarios  de  los  peritos  y  demás  funcionarios  á  que  se  refiere  el  párrafo  siguiente^ 
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dos  de  primera  instaucia  cuando  haya  más  de  uno  en  la  población, 
y  en  todo  caso  entre  las  diversas  Escribanías  de  cada  Juzgado  (1). 

Art*  430.  Los  Jueces  de  primera  instancia  no  permitirán  que 
se  curse  ningún  negocio  si  no  constare  en  él  la  diligencia  de  repar- 
timiento. 

En  el  caso  de  que  no  conste  dicha  diligencia,  no  podrá  dictar 
otra  providencia  que  la  deque  pase  al  repartimiento. 

Art.  431*  Ko  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
las  primeras  diligencias  en  los  embargos  preventivos,  retractos,  in- 
terdictos de  obra  nueva  y  de  obra  ruinosa,  depósito  de  personas  y 
cualesquiera  otras  que,  ajuicio  del  Juez,  fueren  de  índole  tan  pe- 
rentoria y  urgente  que  su  dilación  dé  motivo  fundado  para  ieraer 
que  se  irroguen  irreparables  perjuicios  á  ios  interesados,  podrán 
acordarse  y  llevarse  á  electo  por  cualquiera  de  los  Jueces  y  Escri- 
banía ante  quienes  se  solicite. 

En  estos  casos,  luego  que  se  practique  la  diligencia  urgente,  se 
pasará  el  negocio  al  repartimiento,  sin  que  esto  pueda  dilatarse  por 
más  de  tres  días. 

Art.  432.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  ante- 
rior, los  Jueces  que  dicten  providencia  en  un  negocio  que  no  estu- 
viere repartido  serán  corregidos  disciplinariamente,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  título  siguiente. 

Art.  43$  El  Repartidor  6  actuario  del  Juzgado  que  turnare  un 
negocio  á  distinto  Juzgado  ó  Escribanía  de  la  que  corresponda,  in- 
currirá en  una  multa  de  65  á  375  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  que  pueda  caberle  (2). 

( El  artículo  434  correspondiente  á  este  lugar  está  derogado   y  se  insertíi 
en  el  Apéndice  V. ) 

Art.  435.  No  estarán  sujetos  á  repartimiento  los  juicios  ver- 
bales, los  de  desahucio,  ni  los  demás  negociOvS  que  sean  de  la  com- 
petencia de  los  Jueces  municipales. 

Donde  haya  dos  6  más,  cada  uno  conocerá  de  los  que  corres- 
pondan á  su  distrito,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  los  artí- 
culos 62  y  63,  con  apelación  al  Juzgado  de  primera  instancia  del 
mismo  distrito,  en  el  que  se  repartirán  entre  sus  Escribanías. 

Complemento. — Real  Orden  de  22  de  Septiembre  de  1885. 

Primero:  Los  Jueces  municipales  de  poblaciones  en  que  haya 

(1)  "Se  suprimen  ios  empleos  de  RepariJdor  de  negocios  (dvlles  y  Auxiliar  del  mismo; 
y  las  funciones  de  que  estaban  encalcados  se  desempeñarán  en  lo  sucesivo  por  un  Escri- 
bano y  un  escribiente  de  los  asignados  al  Juez  Decano,  sin  devengar  derechos  deningnna 
clase.    Orden  BL  de  13  de  Fehrei'o  de  1901. 

La  última  díspaslción  de  este  artículo  debe  hoy  entenderse  sin  perjuicio  de  la  ébmjuI- 
tad  que  otorga  á  los  Jueces  la  instrucción  5a.  de  la  Circular  de  29  de  Enero  de  1901,  anotada 
al  art.  315  de  esta  Ley  y  ratificada  en  cuanto  á  los  Jueces  de  la  Habana  por  el  art.  7o.  del 
Decreto  presidencial  nú m.  107  de  24  de  Julio  de  1908. 

~2^  ^'El  funcionario  público  que  recibiere  por  sí  6  por  persona  intermedia  dádiva  ó 
presente,  ó  aceptare  ofrecimiento  6  promesa  por  ejecutar  un  acto  injusto,  relativo  al  e^jer- 
clcio  de  su  cargo,  que  no  constituya  delito  y  que  lo  ejecutare,  incurrirá  en  la  pena  de  pre- 
sidio correccional  en  su  grado  mínimo  y  medio  y  multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de 
la  dádiva:  si  el  acto  injusto  no  llegare  á  ejecutarse,  se  impondrán  las  penas  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  máximo,  á  presidio  correccional  en  su  grado  mínimo  y  multa  del  tanto  al 
duplo  del  valor  de  la  dádiva."    Art.  S9S  C.  Penal. 
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ipás  de  uno,  ent^ndei-án  tan  s<)lo  en  los  negocios  que  co  rrespondan 
á  sus  respectivos  divStritos,  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas  eii 
los  artículos  62,  63  y  1562  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en 
cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  artículo  436  de  la  misma,  sin 
que  puedan  las  partes  sometei'se  expresa  ni  tácitamente  para  modi- 
ficar la  competencia  preceptuada  por  la  Ley. 

Los  exhortes  se  cumplimentarán  por  los  Juzgados  en  cuyos  dis- 
tritos hayan  de  practicarse  las  diligencias  á  que  la  comisión  se  refiere. 

Segundo:  Los  Jueces  municipales  no  darán  cui"so  á  ningún 
asunto  que  conforme  á  lo  prevenido  en  la  disposición  prexjedente 
corresponda  á  otro  distrito,  ni  dictarán  en  él  otra  providencia  que 
la  de  qiie  se  remitan  las  pax)eletas  ó  solicitudes  al  Juzgado  competente. 

Tercero:  La  infracción  de  estos  preceptos  se  corregirá  por  los 
Jueces  de  primera  instancia  al  conocer  de  las  apelaciones,  ó  por  las 
Salas  de  Justicia  al  resolver  las  competencias,  imponiendo  las  co- 
rrecciones disciplinarias  autorizadas  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  ó  las  costas  al  Secretario  del  Juzgado,  cuando  hubiese  dejado 
de  consignar  en  diligencia,  las  circunstancias  que  determinen  la  com- 
petencia del  Juzgado,  ó  al  Juez,  cuando  estando  consignadas,  no 
las  Ijubiese  estimado  debidamente. 


TITULO   XIII 

De  las  conecektnes  disciplinanaH 

Art.  436*  Los  Jueces  n^unicipales  y  de  primera  instancia,  y 
las  Salas  de  justicia  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supremo,  po- 
drán corragir  disciplinari^meiite: 

lo.  A  los  particulares  que  falten  al  orden  y  respeto  debido  en 
los  acto^judioiales. 

2o.  A  lo»  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios  por  las 
faltas  que  en  ellos  cometan  (1). 

Art.  437.  Los  que  interi'Uíupieren  1^;  vista  de  algún  pleito  u 
otro  aoto  ^l6UiU^judicÍQ>l,  dando  señales  ostensibles  de  desapro- 
bación 6  de  aprobación,  faltando  al  respeto  y  consideración  debidos 
á  los  Juagados  y  Tribuua'lcs,  ó  perturbando  de  cualquier  modo  el 
orden,  sin  que  el  hecho  llegue  á  constituir  delito,  s^r^'U^.mouestados 
en  el  acto  i)or  el  Presidente,  y  expulsados  del  Tribunal  si  no  obe- 
decieren á  la  primera  intimación     (2). 

Art.  438.  Los  que  se  resistieren  á  cumplir  la  orden  de  expul- 
sión serán  arrestados  y  corregidos  sin  ulterior  recurso  cou  una  mul- 
ta que  no  excederá  de  50  pesetas  en  los  Jiizgados  municipales;   de 


(1)  La  jurisdicción  disciplinaria  tiene  su  fundamento  en  la  necesidad  de  mantener 
el  orden  y  respeto  debidos  en  los  actos  solemnes  de  la  administración  de  Justicia  y  conser- 
var incólume  la  disciplina  y  subordinación  de  los  funcionarios  judiciales. 

Dicha  jjirisfiicción  es  de  dos  clasesnudlcial  y  gubernativa,  regulándose  la  primera  por 
las  disposiciones  del  texto  y  los  art.  360  al  364  y  411  al  417  de  la  (Compilación  organi(^a  y  la 
segunda  por  los  art.  386  al  410  de  la  propia  Compilación. 

(2)  Idénticos  preceptos  contiene  el  art.  360  de  la  (Compilación  orgánica. 
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100  eu  los  de  primera  instancia,  y  de  150  en  las  Aadieucias,  y  no 
saldrán  del  arresto  hasta  que  hayan  satisfecho  la  malta,  ó  en  susti 
tución  hayan  estado  arrestados  tantos  días  como  sean  necesarios  pa- 
ra extinguir  la  cx)rrección  á  razón  de  15  pesetas  cada  uno  (1). 

Art,  439.  En  los  términos  expresados  en  el  artículo  anterior, 
serán  corregidos  los  testigos,  peritos  ó  cualesquiera  otros  que,  como 
partes  ó  representándolas,  faltaren  en  las  vistas  y  actos  solemne^s 
judiciales  de  palabra,  de  obra  ó  por  escrito,  á  la  consideración,  res- 
peto y  obediencia  debidos  á  los  Tribunales,  cuando  los  hechos  no 
constituyan  deliü>. 

No  están  comprendidos  en  esta  disposición  los  Abogados  y 
Procuradores  de  las  partes,  respecto  de  los  cuales  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  artículos  442  y  siguientes  (2). 

Art.  440.  Cuando  los  hechos  de  que  tratan  los  dos  artículos 
que  anteceden  llegaren  á  constituir  delito  ó  falta,  serán  detenidos 
sus  autores,  instruyéndose  la  sumaria  correspondiente  y  ponien- 
do á  los  detenidos  á  disposición  del  Juzgado  que  deba  conocer  de  la 
causa  (3). 

Art.  441.  Serán  uiilos  todos  los  actos  judiciales  practicados 
bajo  la  intimidación  ó  la  fuerza. 

Los  Jueces  y  Salas  que  hubiesen  cedido  á  la  intimidación  6  á  la 
fuerza,  tan  luego  como  se  vean  libres  de  ella,  declararán  nulo  todo 
lo  practicado^  y  promoverán  al  mismo  tiempo  la  formación  de  caiwa 
cx)ntra  los  culpables  (4). 

Art.  442.  Los  Abogados  y  Procuradores  serán  corregidos  dis- 
ciplinariamente : 

lo,  (hmndo  faltaren  notoriamente  á  las  prescripciones  de  esta  ley 
e^i  sus  escritos  y  peticionas  (5). 

2o.  Cuando  en  el  ejercicio  de  su  profesión  faltaren  oralmente, 
por  escrito  ó  de  obra,  al  respeto  debido  á  los  Juzgados  y  Tribunales. 

3o.  Cuando  en  la  defensa  de  sus  clientes  se  descompusieren  con- 
tra sus  colegas  de  una  manera  grave  é  innecesaria  para  aquélla. 

4o.  Cuando  llamados  al  orden  en  las  alegaciones  orales  no  obe- 
decieren al  que  presida  el  Tribunal. 

Art.  443.  No  obstará  lo  ordenado  en  el  artículo  anterior  á 
que,  llamados  al  orden  y  pidiendo  y  obteniendo  la  venia  del  Juez  ó 
del  que  presida  el  acto,  puedan  explicar  las  palabras  que  hubieran 
pronunciado,  y  manifestar  el  sentido  ó  intención  que  les  hubieren 
querido  dar,  ó  satisfacer  cumplidamente  al  Juzgado  ó  Tribunal  (6). 


(1)  Ck)ncuerda  con  este  art  el  861  de  la  Oompilaclán,  con  las  solas  variantes  de  limi- 
tar él  exceso  de  la  multa  en  los  Juzgados  de  primera  instancia  A  15  pesos  y  computar  á 
razón  de  dos  pesos  50  cts.,  cada  día  de  arresto  subsidiario  para  extinción  de  la  molla 
impuesta. 

(2j    Este  artículo  forma  los  362  y  363  de  la  Compilación  oi^ánica. 

(8)    Jja  detención  se  efectuará  en  el  acto,  según  lo  dispone  el  art.  364  de  la  Compilación. 

1 4)  £1  artículo  858  del  C.  Penal  casti^  los  atentados  contra  la  Autoridad  ó  sus  ageptes, 
previa  la  concurrencia  de  alguna  de  las  circunstancias  que  indica,  con  las  penas  de  prisión 
cx)rreccional  en  su  grado  medio  &  prisión  mayor  on  su  grado  mínimo  y  multa  de  fi25á 
6.260  pesetas. 

(o)  Esta  causa  de  corrección  no  está  comprendida  en  el  art.  411  de  la  Compilación 
orgánica  y  debe,  en  consecuencia,  estimarse  derojeada. 

(6)    Idí^ntlcas  disposiciones  contiene  el  art  412  de  la  Compilación. 
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Art*  444.  También  serán  oorregidos  disciplinariaouente  los 
auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados  por  las  faltas  que  cometan 
y  omisiones  en  que  incurran^  con  relación  á  las  actuacionesjudicia- 
les  que  sean  de  su  respectiva  incumbencia. 

Lo  mismo  se  entenderá  respecto  de  los  subalternos  de  los  Tri- 
bunales y  Juzgados  por  laa  faltas  que  cometan  en  el  cumplimiento 
de  los  mandamientos  judiciales  que  deban  ejecutar. 

Art.  446.  Las  correcciones  de  los  Abogados,  Procuradores, 
Auxiliares  y  Subalternos  por  las  faltas  antes  indicadas,  se  impon- 
drán siempre  por  el  Juzgado  6  Sala  de  justicia  donde  se  sigan  los 
autos  que  dieren  lugar  á  ellas  6  en  los  que  los  primeros  se  hubieren 
propasado  en  la  defensa  oral. 

Si  cometieran  otras  faltas  que  merezcan  corrección,  será  ésta  im- 
puesta gubernativamente  conforme  á  lo  dispuesto  en  las  leyes^  or- 
denanzas ó  reglamentos  (1;. 

Art.  446.  Las  Salas  de  Justicia  del  Tribunal  Supremo  po- 
drán corregir  disciplinariamente  á  las  de  las  Audiencias  y  á  los 
Jueces  inferiores  por  las  faltas  que  hubieren  cometido  en  los  autos  de 
que  aquéllas  e>onozcan,  en  virtud  de  recursos  de  casación  ó  de  que- 
ja ó  para  decidir  competencias. 

La  misma  facultad  tendrán  las  Salas  de  lo  Civil  de  las  Audien- 
cias respecto  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  éstos  respecto  de 
los  municipales  que  les  estén  subordinados,  cuando  en  virtud  de 
apelación  ó  de  otro  recurso  conozcan  de  los  autos  en  que  se  hubiese 
cometido  la  falta. 

Art,  447*  Ni  los  Jueces  ni  las  Salas  de  justicia  podrán  co- 
rregir disciplinariamente  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal  por 
las  Mtas  que  cometan  en  los  asuntos  judiciales  eu  que  deban  inter- 
venir. 

En  estos  casos  se  limitarán  á  poner  la  falta  en  conocimiento  del 
superior  jerárquico  del  que  la  hubiere  cometido  para  que  la  corrija 
como  estime  procedente  (2) 

Art.  448.  Las  correcciones  disciplinarias  que  podrán  impo- 
nerse á  los  funcionarios  comprendidos  en  los  artículos  442  y  siguien- 
tes, serán: 

lo.     Advertencia. 

2o.     Apercibimiento  ó  prevención. 

3o.     Eeprensión. 

4o.  Multa,  que  no  podrá  exceder  de  250  pesetas,  cuando  se 
imponga  por  los  Jueces  municipales^  de  500  por  los  de  primera 
instancia,  de  750  por  las  Audiencias  y  de  1.250  por  el  Tribunal  Su- 
premo. 

5o.     Privación  t<)tal  ó  parcial  de  honorarios,  ó  de  los  derechos 


(1)  El  tít.  XV  de  la  Compilación  orgánica  desenvuelve  la  materia  de  jurlsdicci^^n 
disciplinaria  gubernativa. 

(2)  V.  cap.  XII,  tít.  XV I  de  la  Compilación  orgánica. 
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correspondientes  á  los  escritos  ó  actuaciones  en  que  se  hubiere  co- 
metido la  falta  (1). 

6o.  Suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  ó  del  empleo  con 
privación  de  sueldo  ó  de  emolumentos,  que  no  podrá  exceder  de  tres 
meses,  pudiendo  extenderla  hasta  seis  en  caso  de  reincidencia.  Du- 
rante la  suspensión,  el  sueldo  y  emolumentos  del  que  la  sufra  serán 
para  el  que  desempeñe  el  cargo  (2). 

Art.  449.  También  será  considerada  oomo  corrección  disci- 
plinaria la  imposición  de  costas  á  los  funcionarios  antes  expresados 
en  los  casos  en  que  lo  autoriza  la  ley. 

Art.  460.  Las  correcciones  disciplinarias  se  impondrán  de 
plano,  en  vista  de  lo  que  resulte  de  los  autos  sobre  la  falta  cometida, 
y  en  su  caso  de  lo  consignado  en  los  escritos  ó  en  la  certificación 
que  en  el  acto  de  cometerla  hubiere  extendido  el  actuario,  de  orden 
del  Presidente,  tanto  de  lo  que  se  considere  digno  de  corrección, 
como  de  las  explicaciones  dadas  por  el  interesado  (3). 

Art,  451.  Contra  la  providencia  en  que  se  imponga  cual- 
quiera de  las  correcciones  antedichas,  se  oirá  en  justicia  al  intere- 
sado, si  lo  solicitare  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  en  que  se 
le  hubiere  notificado  ó  tenido  noticia  oficial  de  aquélla  (4). 

Art.  453.  La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala  ó 
Juzgado  que  hubiere  impuesto  la  corrección  i)or  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes,  y  sin  necesidad  de  valerse  de  Procura- 
dor ni  de  Abogado. 

Para  sustanciarla,  si  no  estuvieran  terminados  los  autos  en  que 
se  haya  impuesto  la  corrección,  se  formará  pieza  separada  con  tCvS- 
timonio  de  lo  que  el  Juez  ó  la  Sala  estime  conducente. 

En  los  Juzgados  municipales  se  sustanciará  y  decidirá  en  juicio 
verbal. 

Art,  468,  Estos  incidentes  se  ventilarán  con  el  Ministerio  fis- 
cal, y  sólo  en  el  caso  de  que  la  corrección  consista  en  la  imposición 
de  costas  serán  parte  los  litigantes  interesados  en  ellas,  si  lo  solici- 
taren. 

Art.  454.  En  la  resolución  de  estos  incidentes  se  podrá  con- 
firmar, agravar,  atenuar  ó  dejar  sin  efecto  la  corrección. 

Art,  455.  Contra  las  sentencias  que  dicten  los  Jueces  muni- 
cipales sólo  se  dará  el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  partido. 

Contra  las  que  éstos  dicten  en  primera  instancia  sólo  habrá|]el 
de  apelación  para  ante  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  respectiva. 

Contra  las  que  dicte  la  Sala  de  justicia  de  líis  Audiencias  no 
habrá  ulterior  recurso. 


■■M     * 


(1)  La  privación  de  honorarios  ó  dereclios  impuesta  en  este  núm.  se  entiende  en  be. 
neflcio  de  la  parte  obligada  á  su  pago. 

(2)  Estas  correcciones  son  de  carácter  judicicU  y  entendemos  no  han  sido  inrMÜflcadss 
por  las  de  orden  guberncUivo  comprendidas  en  el  tít.  XV.  de  la  Compilación  orgánica. 

Tiene  reladón  con  el  tüHimo  dQqi.  4e  este  artículo  la  Or^ieo  09  de  12  Abril  190^,  inserta 
en  el  Apéndice  I  de  esta  obra. 

(8)    Ck)ncuerda  con  el  art.  414  de  la  Compilación. 

(4)  El  término  de  este  artículo  es  para  solicitar  la  audiepoi^  en  Jq^ticia  s)n  pei:Juieio 
del  que  se  conceda  para  formalizarla. 
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Aít.  tó6.  El  Ministerio  fíjscal  deberá  velar  por  la  puntual 
observancia  de  esta  ley,  á  cuyo  fin,  en  los  pleitos  y  demás  asuntos 
judiciales  en  que  intervenga,  si  notare  alguna  falta  que  merezca 
corrección,  propondrá  al  Juez  ó  Tribunal  lo  que  estime  procedente. 

Art.  467*  De  cualquiera  corrección  disciplinaria,  excepto  la 
del  núm.  lo.  del  art*  448,  que  se  imponga  á  funcionarios  del  orden 
judicial,  luego  que  sea  firme  la  resolución,  se  dará  conocimiento  al 
Ministerio  de  VUramar  (1)  acompañando  testimonio  de  la  misma  en 
papel  del  sello  de  oficio. 

Las  que  se  impongan  á  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juz- 
gados se  anotarán  eü  un  Eegistro  que  se  llevará  en  la  Secretaria  de 
los  mismos. 

Las  qué  se  impongan  á  Abogados  ó  Procuradores  se  comunicarán 
al  Decano  del  Colegio  á  que  pertenezcan  para  la  anotación  corres- 
pondiente y  lo  demás  que  proceda.  Donde  no  existan  estas  corpo- 
raciones se  anotarán  en  el  registro  del  Tribunal  ó  Juzgado  (2). 

Art.  468.  Lo  dispuesto  en  este  titulo  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  lo  oi-denado  en  otras  disposiciones  de  esta  ley  pora  los 
casos  especiales  á  que  se  refieren. 

LÍBBO  II 

DE  LA  JURISDICCIÓN  CONTENCIOSA 

TITÜtO   I 

De  los  cictos  de  conciliación  (3) 

Art.  459.  Antes  de  proipover  un  juicio  declarativo  deberá 
intentarse  la  conciliacióu  ante  el  Juez  inunicipal  competente. 

Exceptúanse  (4): 

lo.     Los  juicios  verbales. 

2o.  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  como  incidente 
ó  consecuencia  de  otro  juicio  ó  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria. 

3o.  Los  juicios  en  que  sean  demandantes  ó  demandados  la  Ha- 
cienda pública,  los  Municipios,  los  establecimientos  de  Beneficen- 
cia, y  en  general  las  corporaciones  civiles  de  carácter  público. 

4o.  Los  juicios  en  que  estén  interesados  los  menores  y  los  in- 
capacitados para  la  libre  administración  de  sus  bienes. 

oo.  Los  que  se  promuevan  contra  personas  desconocidas  ó  in- 
ciertas, ó  contra  ausentes  que  uo  tengan  residencia  conocida,  ó  que 


(1>    Hoy  deberá  darse  conocí niieuto  á  la  Secretaría  de  Justicia. 

"Art.  4.  o  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  I09  art/ículo«  887,  871  y  4S7dfr!áLeyde 
Enjuiciamiento  Civil,  los  Jueces  y  laH  Salas. particlpar&n  al  Presidente  de  la  Audiencia 
respectiva  todas  las  correcciones  disciplinarias  que  impongan,  d  fin  de  que  pueda  pro- 
mover, en  su  caso,  lo  que  proceda."    vecreto  pi-eHctendal  nmn.  ¿Í5  de  Ü  Óct.  190h. 

(á?  Lo  dispuesto  en  es\e  píif  rtito  con  respecto  é  los  Abogados,  se  entenderá  referido  al 
registro  del  Tribunal  ó  Juzgado,  dada  la  cesación  de  relaciones  oficiales  entre  los  Tribu- 
nales y  Colegios  de  Abogados. 

.'8)    No  son  verdaderos  juicios  sino  una  especie  de  contmtos.    S.  ííi  Junio  1S7Í. 

(4)  No  esta  prohibido  Intentar  este  acto,  cualquiera  que  sea  el  expediente  que  haya 
de  promoverse  después.    S.  29  Nov.  1888. 


128 

residan  fuera  del  territorio  del  Juzgado  en  que  deba  entablarse  la 
demanda  (1). 

En  este  último  caso,  si  los  litigantes  residen  en  un  mismo  pue- 
blo, deberá  intentarse  la  conciliación. 

6o.  Los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  para  reclamar 
la  nulidad  6  el  cumplimiento  de  lo  convenido  en  acto  de  conci- 
liación. 

7o.  Los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Ma- 
gistrados. 

8o.  Los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  comi)onedores,  los 
universales,  los  ejecutivos,  de  desahucio,  interdictos  y  de  alimentos 
provisionales. 

Art,  460,  No  será  necesario  el  acto  de  conciliación  para 
la  interposición  de  las  demandas  de  tanteo,  de  retracto  y  de  cual- 
quiera otra  que  sea  urgente  y  perentoria  por  su  naturaleza.  Mas 
si  hubiere  de  seguirse  pleito  se  exigirá  el  acto  de  conciliación  ó  la 
certificación  de  haberse  intentado  sin  efecto. 

Art.  é61.  El  Juez  no  admitirá  demanda  á  que  no  se  acompa- 
ñe certificación  del  acto  de  conciliación,  ó  de  haberse  intentado  sin 
efecto  en  los  casos  en  que  por  derecho  corresponda. 

Serán  no  obstante  válidas  y  subsistentes  las  actuaciones  que  se 
hayan  practicado  sin  este  requisito,  salvo  la  responsabilidad  en  que 
el  Juez  haya  incurrido;  pero  se  procederá  á  la  celebración  del  acto 
en  cualquier  estado  del  pleito  en  que  se  note  su  falta. 

JÜRISPEUDENCIA. 

La  falta  del  acto  conciliatorio  no  motiva  el  recurso  de  casación.    S.  3  de 
Abril  1866. 

Art.  462.  Los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  de- 
fecto los  de  la  residencia  del  demandado,  serán  los  únicos  competen- 
tes para  autorizar  los  actos  de  conciliación  que  ante  ellos  se  pro- 
muevan en  los  casos  en  que  con  arreglo  á  derecho  corresponda  ce- 
lebrarlos. 

En  las  poblaciones  en  que  hubiere  más  de  un  Juez  municipal, 
será  competente  el  del  distrito  en  que  tenga  su  domicilio  el  de- 
mandado. 

JUBISPBUDENCIA. 

En  tanto  será  competente  el  Juez  municipal  de  la  residencia  del  deman- 
dado, en  cuanto  se  ignore  el  de  su  vecindad.    S,  6  Dic.  1870, 

Siendo  varios  los  demandados  en  conciliación  y  residiendo  todos  dentro 
del  mismo  partido  judicial,  aunque  domiciliados  en  distintas  poblaciones, 
si  el  demandante  no  cree  conveniente  demandar  á  cada  uno  en  su  domicilio, 
por  considerar  que  serla  más  fácil  la  avenencia  compareciendo  todos  en  un 
mismo  acto,  podrá  acudir  al  Juez  municipal  del  domicilio  de  cualquiera  de 
los  demandados;  y  éste  será  el  competente  para  autorizar  el  acto.  S,  en 
comp.  ^0  Feb,  1877. 


(1]    £1  Juzgado  Á  que  se  refiere  este  número  es  el  de  primera  instancia. 


129 

Art.  463.  Suscitándose  cuestión  de  competencia  6  de  recu- 
sación del  Juez  Municipal  ante  quien  se  promueva  el  acto  de 
conciliación,  se  tendrá  por  intentada  la  comparecencia  sin  más  trá> 
mites,  y  con  certificación  en  que  conste  así  podrá  el  actor  entablar 
la  demanda  que  corresponda  (1). 

Art.  4tí4«  El  que  intente  el  acto  de  conciliación  acudirá  al 
Juez  municipal  presentando  tantas  papeletas  firmadas  por  él,  ó  por 
un  testigo  á  su  ruego  si  no.  pudiere  firmar,  cuantos  fueren  los  de- 
mandados, y  una  más,  en  cuyas  papeletas  se  expresará: 

Los  nombres,  profesión  y  domicilio  del  demandante  y  deman- 
dado. 

La  pretensión  que  se  deduzca. 

Y  la  fecha  en  que  se  presenten  al  Juzgado^ 

Art*  4(i5.  El  Juez  municipal,  en  el  día  en  que  se  presente  la 
demanda^  ó  en  el  siguiente  hábil,  mandará  citar  á  las  partes,  seña- 
lando el  día  y  hora  en  que  haya  de  tener  lugar  la  comparecencia, 
procurando  que  se  verifique  á  la  mayor  brevedad  posible. 

Entre  la  citación  y  la  comparecencia  deberán  mediar  al  menos 
24  horas,  cuyo  término  podró  sin  embargo  reducir  el  Juez  si  hubie- 
re justas  causas  para  ello. 

En  ningún  caso  podrá  dilatarse  -por  más  de  ocho  días  desde  el 
en  que  se  hayan  presentado  las  papeletas. 

« 

JURISPRUDENCIA. 

'  A  esta  citación  no  procede  dársele  los  efectos  del  emplazamiento  para 
contestar  ¿  la  demanda.    S,  14  Etiero  1869, 

Art,  466.  El  Secretaiio  del  Juzgado,  6  la  persona  que  éste 
delegue,  notificará  la  providencia  de  citación  al  demandado  6  de- 
mandados, arreglándose  á  lo  que  se  previene  en  los  artículos  262  y 
263  de  esta  ley  respecto  á  todas  las  notificaciones;  pero  en  lugar  de 
la  copia  de  la  providencia  le  entregará  una  de  las  papeletas  que  ha- 
ya presentado  el  demandante,  en  la  que  pondrá  una  nota  el  Secre- 
tario, expresiva  del  Juez  municipal  que  mandare  citar,  y  del  día, 
hora  y  lugar  de  la  comparecencia.  En  la  papeleta  original,  que  se 
archivará  después,  firmará  el  citado  el  recibo  de  la  copia,  ó  nn  tes- 
tigo á  su  ruego  si  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar. 

Art.  467.  Los  ausentes  del  pueblo  en  que  se  solicite  la  conci- 
liación serán  llamados  por  medio  de  oficio  dirigido  al  Juez  munici- 
pal del  lugar  en  que  residan. 

Al  oficio  se  acompañarán  la  papeleta  ó  papeletas  presentadas 
por  el  demandante,  que  han  de  ser  entregadas  á  los  demandados. 

El  Juez  municipal  del  pueblo  de  la  residencia  de  los  demanda- 
dos cuidará,  bajo  *su  responsabilidad,  de  que  la  citación  se  haga  en 
la  forma  prevenida  en  los  artículos  anteriores  el  primer  día  hábil 


(1)  SuHcitAndose  cuestión  de  (competencia  por  no  tener  el  domandado  su  domicilio  6 
residencia  en  el  distrito,  en  población  en  que  haya  más  de  un  Juez  muni(;lpal,  no  puede 
celebrarse  el  acto  ni  darse  por  intentado,  incurriendo  en  responsabilidad  el  Juez  quo 
cumpla  en  este  caso  el  art.  4«3.    Dolt.    Programa  de  Derecho  I*roíéml.    I^c.  LXIX. 
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después  del  en  qué  se  haya  recibido  el  oficio,  y  devolverá  éste  dili- 
genciado en  el  mismo  día  de  la  citación,  6  lo  más  tarde  en  el  siguien- 
te. Este  oficio  se»  archivará  con  las  papeletas  en  los  térmiuos  que 
previene  el  artículo  anterior. 

Art.  468.  Los  demandantes  y  los  demandados  están  obligados 
á  comparecer  en  el  día  y  hora  señalados.  Si  alguno  de  ellos  no  lo 
hiciere  ni  manifestare  justa  causa  para  no  concuiTir,  se  dará  el  ac- 
to por  intentado  sin  efecto,  condenándole  en  las  costas. 

Art,  469.  Tanto  los  demandantes  como  los  demandados  se 
presentarán  acompañados  cada  cual  de  un  hombre  bueno. 

Pueden  ser  hombres  buenos  en  los  actos  de  conciliación  todos 
los  españoles  que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Art.  470,  El  acto  de  conciliación  se  celebrará  en  la  forma  si- 
guiente: 

Comenzaré  el  demandante  exponiendo  su  reclamación  y  mani- 
festando los  fundamentos  en  que  la  apoye. 

Contestará  el  demandado  lo  que  crea  conveniente,  y  podiá  tam- 
bién exhibir  cualquier  documento  en  que  fande  sus  excepciones. 

Después  de  la  contestación  podrán  los  interesados  replicar  y 
contrarreplicar,  si  quisieren. 

Si  no  hubiere  avenencia  entre  ellos,  los  hombres  buenos  y  el 
Juez  municipal  procurarán  avenirlos.  Si  no  pudieren  conseguirlo 
se  dará  el  acto  por  terminado. 

JUBISPBUDENCIA. 

No  puede  menos  de  tener  valor  y  eficacia  la  confesión  y  reconocimiento 
que  se  verifique  en  el  acto  de  conciliación.    iS.  19  Oct  1869, 

No  es  necesario  que  la  pa})eleta  de  conciliación  cont^^nga  precisamente 
todos  los  términos  de  la  súplica,  ni  to<los  Ion  particulares  que  hayan  de  ser 
resueltos  en  el  pleito.    aS'.  11  Mayo  1895, 

Art.  471,  Se  extenderá  sucintamente  el  acta  de  conciliación 
en  un  libro  que  llevará  el  Secretario  del  Juzgado.  Esta  acta  será 
firmada  por  todos  los  concurrentes,  y  por  los  que  no  supieren  ó  no 
pudieren  firmar  lo  hará  un  testigo  á  su  ruego. 

Art.  472.  En  el  libro  de  que  habla  el  artículo  anterior  se  lia- 
rá constar,  por  diligencia  que  suscribirán  el  Juez  municipal  y  los 
concurrentes,  habers(3  dado  por  intentado  el  acto  de  conciliación  á 
que  no  hayan  concurrido  los  demandados. 

Si  siendo  varios  concurriere  alguno  de  ellos,  se  celebrará  con 
él  el  acto,  y  se  tendrá  por  intentado  sin  efecto  respecto  á  los  demás. 

Art.  473.  Se  dai-á  certificación  al  interesado  ó  interesados 
que  la  pidieren  del  acta  de  conciliación,  ó  de  no  haber  tenido  efecto 
y  dádose  por  intentado  en  el  caso  de  no  comparecer  los  demandados 
ó  alguno  de  ellos. 

Art.  474.  Los  gastos  que  ocasionare  el  acto  de  conciliación 
serán  de  cuenta  del  que  lo  hubiere  promovido,  los  de  las  certifica- 
ciones del  que  las  pidiere. 

Art.  475.    Lo  convenido  por  las  partes  en  el  acto  de  concilia- 
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ción  se  llevará  á  efecto  por  el  mismo  Juez  municipal  por  los  trámi- 
tes establecidos  para  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  en  jui- 
cio verbal,  cuando  su  interés  no  exceda  de  1.000  pesetas. 

Siempre  que  lo  convenido  exceda  de  dicha  cuantía  tendrá  el 
valor  y  eficacia  de  un  convenio  consignado  en  documento  público  y 
solemne. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  valor  de  lo  convenido  excede  de  1000  pest^tas,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  es  el  competente  para  llevar  á  efecto  el  convenio.  S,  ó  Feb, 
1861. 

El  auto  para  ejecutar  lo  convenido  en  acto  conciliatorio,  es  de  merasus- 
tanciación  y  por  lo  tanto  no  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva  á  los 
efectos  da  la  casación.    S,  16  Oct.  1S75, 

Se  infringe  este  artículo  cuando  se  deduce  demanda  ordinaria  sobre 
asunto  ya  convenido  en -acto  de  conciliación  y  se  decide  el  mismo  asunto  en 
la  sentencia.    S,  10  Nov,  1860. 

Art.  476.  Contra  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  podrá 
ejercitarse  la  acción  de  nulidad  por  las  causas  que  invalidan  los 
contratos. 

La  demanda  ejercitando  dicha  acción  deberá  interponerse  ante 
el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes á  la  celebración  del  acto,  y  se  susta^nciará  por  los  trámites 
del  juicio  declarativo  que  corresponda  á  su  cuantía. 

Si  ésta  no  excediere  de  1000  pesetas,  se  sustanciará  también  an- 
te el  Juez  de  primera  instancia  por  los  trámites  del  juicio  verbal  y 
sin  ulterior  recurso. 

JURISPRUDENCIA. 

La  nulidad  del  acto  conciliatorio  lia  de  pedii'se  ante  ol  Juez  de  primera 
instancia.     S,  20  Abril  1861. 

La  nulidad  á  que  se  refiere  este  artículo  no  empece  á  que  se  ejerciten 
otras  acciones  de  la  misma  ciase  para  invalidar  el  acto  ó  contrato.  S.  11 
Enero  1883  y  otras. 

La  sentencia  dictada  en  diligencias  para  llevará  efecto  lo  convenido  en 
acto  conciliatorio,  es  de  naturaleza  ejecutiva  y  contra  ella  no  se  da  recurso  al- 
guno, ni  aún  el  de  casación.    S.  81  Enero  1863. 

Art^  477.  Si  no  se  presentare  la  demanda  ordinaria  dentro  de 
los  dos  años  siguientes  al  acto  de  conciliación,  no  producirá  efecto 
alguno  este  acto,  y  deberá  intentarse  de  nuevo  antes  de  promover  el 
juicio. 

Art.  478.    Tampoco  producii-áel  efecto  de  interrumpir  lapres 
cripción  si  no  se  promoviere  el  correspondiente  juicio  dentro  de  los 
dos  meses  siguientes  al  acto  de  conciliación  sin  avenencia  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

La  prescripción  se  interrumpe  por  la  interpelación  hecha  en  acto  conci- 
liatorio.   S.  11  Dio.  1876. 


(1)  "También  se  produce  ia  interrupoirtn  civil  por  el  acto  de  conciliación,  siempre  que 
dentro  de  dos  meses  (fe  celebrado  se  presente  ante  el  Juez  la  demanda  sobre  posesión  ó 
dominio  de  la  cosa  cuestionada."    Art.  191,7  C.  CH'Hf. 

Véanse  además  los  arts.  1961  al  1975  de  dicho  Código. 
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Art.  479.  LosJueces  municipales  remitiráíi  á  Io8  de  pviineni 
instancia  de  suh  respectivos  partidos^  para  que  se  archiven  en  ello», 
relaciones  semestrales  de  los  actos  de  conciliación  convenidos. 


TITULO  II 

De  los  juicios  declarativos 

Art.  480.  Toda  contienda  judicial  entre  partes  que  no  tenga 
señalada  en  esta  ley  tramitación  especial  será  ventilada  y  d(ícidida 
en  el  juicio  ordinario  declarativo  que  cor^^esponda. 

JURISPRUDENCIA. 

Este  articulo,  como  referido  al  procedimiento,  no  da  lugar  al  ivcarno  de 
casación  en  el  fondo.    S,  28  Junio  1871, 

El  pleito  sentenciado  en  primera  instancia  después  de  recorridos  tixlot» 
lo»  períodos  con  interv^ención  del  recurrente,  demuestra  que  éste  ha  tfido  oído 
con  amplitud  y  en  toda  forma  vencido  en  juicio.    S.  19  Oct  1878, 

Terminado  el  juicio  ejecutivo  por  sentencia,  pueden  las  partes  promover 
el  ordinario.    S,  7  Junio  1879. 

Art.  481.    Pertenecen  á  esta  clase  de  juicios: 
lo.     El  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía. 
2o.     El  de  menor  cnantia. 
3o.     El  juicio  verbal. 

CAPITULO  PRIMEKO 

lyisposiciones  comunes  á  los  juicios  declarativos 

SECCIÓN   PRIMERA 


Reglas  para  detemúnar  el  juicio  correspondiente 

Art.  482.     *^Se  decidirán  enjuicio  ordinario  de  mayor  cuantía: 

^^lo.     Las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  7500  pesetas. 

^^2o.  Las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable  ó  no  pueda 
^^determinarse  por  las  reglas  que  se  establecen  en  el  artículo  488  de 
^4a  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  de  Cuba  y  Vuerto  Jileo  y  47^  de  k 
'  'de  FUipiíias. 

^'3o.  Las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honoríficos,  exeiicio- 
^^nesy  privilegios  personales,  filiación,  paternidad,  interditción  y 
^  ^(lernas  que  vei'sen  sobre  el  estado  civil  y  condición  de  las  jh»i- 
^^sonas  (1).'^ 

JIRISPRUDENCÍA. 

Corresponde  á   los  Jueces  y  Tribunales  apreciar  la  entidad  de  la  coí<a 

(1;  Este  artículo  y  o\  «Igulontí',  así  coiho  el  7(R).  lian  «ido  iiiodiflcado«  ix>r  el  H.  I>.  de 
28  de  Junio  de  18ífó,  de  donde  lo»  transcribiuioH  en  la  forma  quesé  declaran  YlgL'nU>»«  por 
diclio  Decreto. 

El  texto  de  Iom  artículos  que  reirían  anterlormeutt'  en  lugar  de  lu«  modifi<*ado.s,  puede 
verse  en  el  Apéndice  V.  de  esta  obm. 
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que  se  denmucla.  y  8u  apreeiacióu  se  preeiume  siemjjre  It^tima  mientras  no 
Ht»  pruebe  que  al  verificarla  han  cometido  infracción  de  ley  ó  de  doctrina. 
S.  20  Feb,  1866, 

Art.  488.  ^*Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía  las  de- 
^  ^mandas  ordinarias  cuj^o  interés  pase  de  1.000  pesetas  y  no  exceda 
"de  7500.'' 

Art.  484.  Lo  dispuesto  en  los  dos  ai-tículos  que  preceden  se 
entenderá  sin  i)erjuicio  de  lo  establecido  para  los  juicios  ejecutivos. 

Art,  485»  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés  no  exceda 
de  1000  pesetas  se  decidirá  en  juicio  verbal. 

Art.  486.  Toda  contestación  entre  partes  antes  ó  después  de 
deducida  en  juicio,  y  cualquiera  que  sea  su  estado,  puede  someterse 
al  juicio  arbitral  ó  al  de  amigables  componedores  por  voluntad  de 
todos  los  interesados  si  tienen  aptitud  legal  para  contraer  este  com- 
promiso (1). 

Se  exceptúan  de  esta  regla,  y  no  pueden  someterse  á  la  deci- 
sión de  arbitros  ni  á  la  de  amigables  componedores: 

lo.     Las  demandas  á  que  se  refiere  el  núm.  39  del  ait.  482. 

2o.  Las  cuestiones  en  que,  con  arreglo  á  las  leyes,  debe  inter- 
venir el  Ministerio  fiscal  (2). 

JURISPRUDENCIA.  , 

£1  Procurador  6  apoderado  necesita  poder  especial  para  comprometer  en 
arbitros  6  amigables  componedores  los  negocios  de  su  mandante,  no  bas- 
tando á  ese  efecto  el  poder  general  con  libre  administración,  ni  aun  el  que 
contenga  la  facultad  especial  para  transigir,  x)or  ser  notable  la  diferencia  que 
existe  éntrela  transacción  y  el  arbitraje.    Á  18  Dic,  1863  (3). 

El  Tribunal  que  se  deelaja  incompetente  pars^  conocer  de  un  asunto  por 
entender  que  su  resolución  es  materia  arbitral,  nó  infringe  ley  ni  doctrina 
alguna.    S,  18  Mayo  189^, 

Art.  487.  Las  demandas  de  tercería  y  todas  las '  demás  que 
siendo  incidentales  ó  consecuenciar  de  otro  juicio  deban  ventilarse 
eu  la  vía  ordinaria,  se  sustanciarán  por  los  trámites  establecidos 
para  el  juicio  declarativo  que  corresponda,  según  la  naturaleza  ó 
cnantía  de  la  cosa  litigiosa. 

8i  ésta  no  excediere  de  1.000  pesetas  y  la  demanda  fuere  inci- 
dental de  un  juicio  del  que  conozca  elJuez  de  primera  iustapcia, 
decidirá  éste  la  reclamación  en  juicio  verbal  sin  ulterior  lecui-so. 

Art.  488.    El  valor  de  las  demandas  para  determinar  poi'  él 


(1)  El  Código  Civil  en  suh  arto.  1.810  y  1.820,  ha  re.suelto  en  Maitido  aflnnaiivo  la  anti- 
gua cuestión  de  si  los  repreneutaute»  le^fítlmoR  de  lofi  menores  6  incapacitados  jxxlían  ó 
no  transigir  y  comprometer  en  arbitros  y  amigables  couiptmedoreH  la^s  cuestione»  en  que 
aquéllos  estuvieren  interesados. 

Tienen  rel^idón  con  la  materia  de  este  párrafo  los  arts.  1811,  1814  y  siguientes  del  mis- 
mo Código. 

^*La  (acuitad  de  transigir  no  autoriza  para  comprometer  en  arbitros  ó  amigables  coin 
l)onedoreH.'*    p.  .5.°,  art.  1713  C.  Civil. 

(2)  Lo  dispuesto  en  este  inciso  debe  entenderse  inientvas  intervenga  el  Mini»leHo 
público. 

(3)  La  doctrina  de  esta  sentencia  ha  sido  acepüida  por  elC.  Civil  en  su  art.  1713.  V. 
Nota  1  del  artículo  anterior. 
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la  clase  de  juicio  declarativo  en  que  hayan  de  ventilarse,  se  calcula- 
rá por  las  reglas  siguientes: 

la.  En  los  juicios  petitorios  (1)  sobre  el  derecho  de  exigir 
prestaciones  anuales  perpéti;ias  se  calculará  el  valor  por  el  de  una 
anualidad  multiplicada  por  25. 

2a.  Si  la  prestación  fuere  vitalicia,  se  multiplicará  por  10  la 
anualidad. 

3a.  En  las  obligaciones  pagaderas  á  plazos  diversos  se  calcu- 
lará el  valor  por  el  de  toda  la  obligación  cuando  el  juicio  verse  so- 
bre la  validez  del  título  mismo  de  la  obligación  en  su  totalidad. 

4a.  Cuando  varios  créditos  pertenecieren  á  diversos  interesa- 
dos y  procedieren  de  un  mismo  título  de  obligación  contra  un  deu- 
dor común,  si  cada  acreedor,  ó  dos  ó  más  acreedores,  entablaren  por 
separado  su  demanda  para  que  se  les  pague  lo  que  les  corresponda, 
se  calculará  como  valor,  para  determinar  la  clase  de  juicio,  la  canti- 
dad á  que  ascienda  la  reclamación. 

5a.  En  las  demandas  sobre  servidumbres  se  calculará  su  cuan- 
tía por  el  precio  de  adquisición  de  las  mismas  servidumbres,  si 
constare. 

6a.  En  las  acciones  reales  ó  mixtas  se  calculará  el  valor  de  la 
cosa  inmueble  ó  litigiosa  por  el  que  conste  en  la  escritura  más  mo- 
derna de  su  enajenación. 

Cuando  se  demanden  con  los  bienes  las  rentas  que  hayan  pro- 
ducido, se  acumularán  éstas  al  valor  de  aquéllos. 

7a.  En  las  demandas  que  comprendieren  muchos  créditos  con- 
tra el  mismo  deudor  se  calculará  su  cuantía  por  el  de  todos  los  cré- 
ditos reunidos. 

8a.  En  los  pleitos  sobre  pago  de  créditos  con  intereses  6  fru- 
tos, si  en  la  demanda  se  pidieren  con  el  principal  los  vencidos  y  no 
pagados,  se  sumarán  aquél  y  éstos  para  determinar  la  cuantía. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida  la  cuantía  de  los  frutos,  cuando 
el  actor  expresare  en  la  demanda  su  importe  anual  y  el  tiempo  que 
haya  trascurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  de  los  intereses  ó  frutos  no  fuere  cierto  y  líquido, 
se  prescindirá  de  él,  no  tomando  en  cuenta  más  que  el  principal. 

9a.  La  disposición  de  la  regla  precedente  es  aplicable  al  caso 
en  que  se  pidan  en  la  demanda,  con  el  principal,  las  perjuicios. 

10.  Para  la  fijación  del  valor  de  la  demanda  no  se  tomarán  en 
cuenta  los  frutos  ó  intereses  por  correr  sino  los  vencidos. 

Art.  489.  En  toda  demanda  se  fijará  con  precisión  la  cuan- 
tía objeto  del  pleito  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el  artícu- 
lo anterior,  y  cuando,  no  pueda  determinarse  por  ellas,  se  expresará 
en  la  misma  demanda  la  clase  de  juicio  en  que  haya  de  ventilarse. 

Art,  490.  El  Juez  de  primera  instancia  dará  al  juicio  la  tra- 
mitación que  corresponda  conforme  á  lo  solicitado  por  el  actor,  á 
no  ser  que  se  crea  incompetente  por  razón  de  la  cuantía  litigiosa, 


(1)    El  texto  oflcial  dice  jjrríYo?-¿os,  lu  cual  es  un  error. 
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en  cuyo  caso  lo  declarará  íisí  por  medio  de  auto^  previuiendo  al  ac- 
tor que  use  de  su  derecho  ante  Juez  competente  (1). 
Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

Ninguna  demanda  debe  ser  rechazada  de  plano  salvo  cuando  la  ley  lo 
ordena  expresamente.    *S'.  ée  Ma?/o  1869, 

lia  providencia  que  repele  á  IhnitwJudUi  y  dende  lut^o  una  demanda,  do- 
be  fundarse.    S,  3  Marzo  1860. 

Art.  491.  En  los  juicios  de  mayor  y  de  menor  cuantía,  cuan- 
do no  se  conforme  el  demandado  con  el  valor  dado  á  la  cosa  litigiosa 
ó  con  la  clase  de  juicio  propuesto  por  el  actor,  lo  expondrá  por  es- 
crit-o  al  Juzgado  dentro  de  los  primeros  cuatro  días  del  término 
concedido  para  contestar  la  demanda,  acompañando  en  su  catio  los 
documentos  en  que  funde  su  pretensión. 

Dicho  término  de  cuatro  días  será  improrrogable. 

Art.  492.  Presentado  dicho  escrito,  el  Juez  convocará  á  las 
partes  á  una  comparecencia,  señalando  día  y  hora  en  que  haya  de 
celebrarse  dentro  de  los  seis  días  siguientes,  para  que  se  pongan  de 
acuerdo  sobre  la  clase  de  juicio  que  haya  de  seguirse. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo  y  la  diferencia  consistiere  en  que 
por  no  existir  los  datos  expresados  en  las  reglas  del  artículo  488 
cada  parte  estimare  de  distinto  modo  el  valor  de  la  deumnda,  ele- 
gii-án  en  el  mismo  acto  un  perito  que  lo  aprecie,  ó  uno  cada  parte, 
y  el  Juez  un  tercero  que  dirima  la  discordia,  si  la  hubiere. 

El  resultado  de  la  comparecencia,  á  la  que  podrán  concurrir  en 
su  caso  los  Abogados  de  las  partes,  se  consignará  sucintamente  en  un 
acta  que  ñrmarán  los  concurrentes  con  el  Juez  y  el  actuario. 

Art.  493.  Cuando  las  partes  no  se  pongan  de  acuerdo  sobre 
la  clase  de  juicio  que  haya  de  seguirse,  el  Juez,  dentro  de  los  dos 
días  siguientes  al  de  la  comparecencia,  ó  al  de  la  declaración  de  los 
peritos  en  su  caso,  decidirá  por  medio  de  auto  lo  que  estime  pro- 
cedente. 

Art.  494.  Contra  el  auto  declarando  quecori-esponde  el  juicio 
de  mayor  cuantía  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  en  que  se  declare  ser  de  menor  cuantía  sólo  se  dará 
el  recurso  de  nulidad  (2). 

Este  recurso  deberá  interponerse  á  la  vez  que  el  de  ajielación 
de  la  sentencia  que  decida  el  pleito;  pero  será  necesario  prepararlo 
manifestando,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  notificación 
.  del  auto,  el  propósito)  de  utilizar  á  su  tiempo  dicho  recurso  de  nu- 
lidad. 

Si  se  declara  que  deln*  ventilarse  la  demanda  en  juicio  verbal 


(U  La  obllgraeión  que  impone  esto  artfoulo  al  Jaez  de  primera  instancia,  tumlúr'n  Ist 
tiene  el  inunlci|)al,  seí^úu  el  art.  716  de  esta  le\'. 

(2)  No  existiendo  en  la  ley  este  recurso,  lo  que  procedo  ejercitar  en  la  acción  de  nuli- 
dad, previa  su  preparación  del  nuxlo  <jue  se  di-terniinu  en  el  párrafo  simúlenle  d*-  esie 
artículo. 
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ante  el  Juez  municipal  conixietente,  este  auto  será  apelable  en  am- 
bos efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  la  cuantía  de  lo  reclamado  constituye  el  elemento  fundamental 
para  fijar  la  competencia  del  Juez  por  razón  de  la  clase  de  juicio  en  que  ha  de 
ventilarse  la  reclamación  que  se  deduce,  hay  que  apreciarla  á  prior%  ó  sea 
cuando  se  establece  la  demanda,  y  no  al  ser  contestada  por  el  demandado  al 
oponerse  haciendo  descansar  éste  su  oposición  en  el  fundamento  de  que  el 
actor  carece  de  derecho  para  reclamaren  su  totalidad  la  cantidad  que  de- 
manda, pues  .los  arts.  482,  483  y  485  de  esta  ley,  hacen  siempre  referencia  al 
interés  de  las  demandas;  confirmando  más  tal  criterio  la  prescripción  del 
491  que  para  el  caso  de  inconformidad  del  demandado  con  el  valor  dado  á  la 
cosa  litigiosa,  establec-e  como  y  cuando  se  ha  de  formular  tal  pretensión,  la  del 
492,  fijando  la  tramitación  que  ha  de  darse  á  ésta  y  la  del 493  que  consigna  los 
recursos  procedentes  contra  la  decisión  del  Juez  resolviendo  este  particular. 
S,  17  Oet.  1901. 

Art.  495.  Cuando  en  los  juicios  verbales  hubiere  duda  so- 
bre la  cuantía  litigiosa,  la  decidirá  el  Juez  municipal  oyendo  á  las 
partes  en  el  mismo  acto  de  la  comparecencia  para  el  juicio. 

Contra  su  fallo  declarándose  competente  no  se  dará  apelación; 
pero  si  se  interpusiere  de  la  sentencia  definitiva,  podrá  el  Juez  de 
primera  instancia  declarar  la  nulidad  del  juicio  si  resultare  ser  el 
interés  mayor  de  1.000  pesetas 

Contra  el  auto  en  que  el  Juez  municipal  declare  no  ser  de  su 
competencia  la  cuantía  ó  materia  litigiosa,  se  dará  el  recurso  de 
apelación  en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de  primera  instancia 
del  partido  (1). 

SECCIÓN    SEGUNDA 


Düigencias  preliminares  (2) 

Art.  496.     Todo  juicio  podrá  prepararse: 

lo.  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pretenda  demandar  á 
aquel  contra  quien  se  propone  dirigir  la  demanda  acerina  de  algún 
hecho  relativo  á  la  personalidad  de  éste,  y  sin  cuyo  conocimiento 
no  pueda  entrarse  en  el  juicio  (3). 

2o.  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble  que,  en  su  caso, 
haya  de  ser  objeto  de  la  acción  real  ó  mixta  que  trate  de  entablar 
contra  el  que  tenga  la  cosa  en  su  poder. 

3o.  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  legatario, 
la  exhibición  del  testamento,  codicüo  ó  memoria  testamentaria  del 
causante  de  la  herencia  ó  legado. 

4o.     Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor  al  corn- 


il)   En  este  procedimiento,  que  el  Juez  puede  promover  de  oficio  y  sin  oír  al  Fiscal 
cabe  nombrar  peritos  para  fljar  la  cuantía. 

i'2)    Estas  diligehcias  son  aplicables  A  todos  losjtiieio*. 

Í3)    En  el  caso  de  que  el  Estado  6  las  corporaciones  do  carácU^r  público  hayan  de  ser 
los  demandados,  se  seguint,  el  procedimiento  del  art.  594  de  cstii  licy. 


._ , _ .     , w 

prador,  en  el  oa>so  de  eviCbión,  la  exhibición  dé  títulos  ú- otros  do- 
cumentos que  se  refieran  á  la  cosa  vehdida. 

5o.  Pidiendo  nh  socio  6  comunero  la  presentación  de  l6s  do- 
cumentos y  cuentas  de  la  sociedad  ó  cóinuiiidad  ál  consocio  ó  con- 
dueño que  los  tenga  en  isu  poder  en  lóüs  casos  en  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho  (1). 

El  Juez  accederá  en  cualquiera  de  estos  casos  á  la  pretensión, 
si  estimare  jutítñ  lá  causa  en  que  se  funde.  No  éstaiido  conípréli- 
dida  en  ellos,  la  rechazará  de  oficio. 

La  providencia  denegando  la  pretensióti  será  apelable  en  am- 
bos efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

El  Juez  competente  para  conocer  de  un  juicio,  debe  serlo  también  para 
entender  en  las  diligencias  preparatQrias  del  mismo.    *S'.  JS  J^6.  1867, 

Art.  497.  En  el  caso  lo.  del  artículo  anterior  se  procederá 
en  la  forma  prevenida  para  la  cóilfesión  eu  juicio  hasta  obtener  en 
su  caso  la  declaración  de  confeso. 

Art.  éS^.  En  el  eai^  2o;  del  aiftK  49d^  i^i  exhibida  la  cos^ 
mueble  el  actor  manifestare  ser  la  misma  qite  se  projM^De  demandar^ 
se  r^efíará  en  los  autos  por  diligéneiá  del  actuario^  y  se  dejará  en 
poder  del  exhibente,  previniéndole  que  la  conserve  en  el  mismo  es- 
tado hasfca  la  resolución  del  pleito. 

También  podida  decretarse,  á  instancia  del  actor ^  el  depósito  de 
dicha  cosa  mueble,  si  oonourrieren  los  requisitos  exigidos  pot  el 
árt.  1398  para  que  pueda  decretarse  el  embargo  preventivo.  Este 
depósito  será  de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pidiere,  y  de  derecho 
quedará  sin  efecto,  con  indemnización  de  peijuiciofe,  si  aquél  no 
entablare  su  demanda  dentro  de  los  30  días  siguientes. 

Quedará  igualmente  sin  efecto  la  prevenición  ordenada  en  el 
párrafo  primero  de  este  artículo,  si  no  se  interpusiere  la  demanda 
dentro  de  dicho  término. 

Art.  499.  En  el  caso  Ho.  del  art.  496,  no  estai-á  obligado  á 
la  exhibición  del  documento  el  qué  desiglie  en  el  act/O  de  ser  requtí- 
rido  el  protocolo  ó  archivo  dpnde  se  halle  el  drigipal* 

Art.  500,  El  qu/e  se  niegue,  sin  justa  causa,  á  la  exhibición 
de  que  ti'atan  los  casos  2o.,  3o.,  4o.  y  5o.  del  art.  496,  será  i'espolt- 
sable  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  originen  al  actor,  el  cual  po- 
drá reclamarlos  juntamente  con  la  demanda  principal. 

Si  el  requerido  se  opusiere  á  la  exhibición,  se  sustanciará  y  de- 
cidirá su  oposición  por  los  trámitcfs  establecidos  para  los  incidentes. 

JUKIBPRUDBKCIA. 

La  sentencia  qué  de<Jide  estos  incidentes  no  es  susceptible  del  recurso  de 
casación.    S\  19  Ihb.  18Q^. 


v. 


íl)    La  fraRc,  proceda  eon  arreglo  ó  derecJWj  se  refiere  á  las  cuentas  ya  rendidas, 
arte.  ISO  y  166  del  C.  ^e  Oom^ncio. 

La  sentencia  que  acuerda  la  dlligeucf  a  A  q«o  ko  refierfe  este  númem  no  w susceptible  do 
(«sación.    S.  17  Abril.  1889. 
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Art.  601.  Fuera  de  los  casos  expresados  eu  el  art.  496,  no 
l)odrá  el  que  pretenda  demandar  pedir  posiciones,  informaciones  de 
t^»stigos,  ni  ninguna  otra  diligencia  de  prueba,  salvo  cuando  por 
edad  avanzada  de  algún  testigo,  peligro  inminent-e  de  su  vida,  pro- 
ximidad de  una  ausencia  á  punto  con  el  cual  sean  difíciles  ó  tardías 
las  comunicaciones,  ú  otro  motivo  poderoso,  pueda  exponerse  el 
actor  á  perder  su  derecho  por  falta  de  justificación,  en  cuyo  caao 
podrá  pedir,  y  el  Juez  decretará,  que  sea  examinado  el  testigo  ó 
t-estigos  que  estén  en  las  circunstancias  referidas,  verificándose  su 
examen  del  modo  que  se  previene  en  los  artículos  respectivos  de  este 
ley. 

Estas  diligencias  se  unirán  á  los  autos  luego  que  se  presente  la 
demanda. 

SECCIÓN  TERCERA 


Be  la  presentación  de  documentos 

Art«  502.  A  toda  denaanda  ó  contestación  det^erá  acompa- 
ñarse necesariamente  (1): 

lo.  El  poder  que  acredite  la  perscmalidad  del  Procurador, 
siempre  que  éste  intervenga. 

2o.  El  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carácter  con 
que  el  litigante  se  presente  en  juicio,  en  el  caso  de  tener  represen- 
tación legal  de  alguna  persona  ó  corporación,  ó  cuando  el  derecho 
que  reclame  provenga  de  habérsele  otro  trasmitido  por  herencia  ó 
por  cualquier  otro  título. 

3o.  La  oertifieación  del  acto  de  conciliación  ó  de  haberse  in- 
tentado sin  efecto,  en  los  casos  en  que  es  requisito  indisiiensable 
para  entrar  en  el  juieio  (2). 

J  UBISPRUDENCIA. 

Este  artículo  se  refiere  al  procedimiento  y  no  da  lugar  al  iecur>M>  por  in- 
fracción de  ley  ó  de  doctrina  legal.    S,  23  Junio  1873. 

La  cualidad  de  marido  resulta  debidamente  acreditada,  cuando  el  Noto- 
rio autorizante  del  poder  da  fé  de  dicha  circunstancia  y  asegura  además  oo- 
u(x^r  á  los  otoiíj^antes.    S.  7  Noi\  1S96. 


{ 1 )  Considerando  reiacHmada  con  la  materi»  objeto  de  este  artfcalo  la  Circular  de  la 
St'c  reta  ría  de  Justicia  de  31  de  Enero  de  1901,  relativa  á  Capellanías  y  otras  fundaciones 
ecleslAsticas,  creemos  oportuno  insertar  literalmente  la  instrucción  s^nnda  que  aquélla 
(H.mUene  y  es  como  sixue:  "II.  Que  por  tanto  loe  Jueces  t  Tribunales  que  intervenfpui 
en  cualquier  asunto  de  Capellanías  o  de  alguna  otra  fundación  de  aquel  carácter,  debe- 
rttn  procurar  ante  todo  cerciorarse  de  si  son  realmente  eclesiásticas  ó  laicales,  para  lo  cual 
s4>Hcltarán  del  seilor  Obispo  de  la  Diócesis  ó  Arzobispo  de  la  Archidlócesis,  s^ün  los  ca- 
stas los  informes  necesarios  y  certificación  del  auto  de  erección  canónica,  si  se  trata  de 
fundación  que  pueda  tener  carácter  eclesiástico,  bastando  dicho  auto  de  erección  canflnl- 
i^  para  que  se  le  considere  como  tal,  mientras  no  se  declare  por  sentencia  firme  del  Tri- 
bunal civil  competente,  v  en  el  juicio  que  corresponda,  sustanciado  con  el  representante 
de  la  Iglesia,  la  nulidad  de  dicho  auto  de  erección.'* 

.2)  No  es  obligación  del  demandado  la  presentación  del  doemnento  exigido  en  este 
na  mero.  Tampoco  tiene  que  acompañar  los  demás  docum^entos  á  que  se  refiere  este  ar- 
tículo al  contestar  la  demanda  sino  al  comparocer,  pudlendo  presentarlos  JanM»  con  loe 
en  que  ftinde  sus  excepciones,  cuando  comparezca  contestando. 
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BeclamándoBe  en  la  demanda  el  reintegro  de  ciertos  pagos  efectuados 
por  el  demandante  en  concepto  de  transportes^  es  indudable  que  éste  debió 
acompañar  con  su  demanda  los  conocimientos  ó  cartas  de  porte  en  que  aqué- 
llos constaban  y  que,  por  razón  de  su  naturaleza  eran  justificativos  de  las 
bases  tenidas  en  cuenta  para  liquidar  la  cantidad  reclamada.  aS,  4  Dic.  190^. 

No  es  lícito  admitir  después  de  la  presentación  de  la  demanda,  los  docu- 
mentos  justificativos  de  la  posesión  del  derecho  ejercitado  y  la  ascendencia 
y  origen  del  mismo.    Sents,  22  Dic.  1902  y  8  Agosto  190S, 

Árt*  &03,  También  deberá  aeompafiarse  á  toda  demanda  ó 
contestación  el  documento  6  documentos  en  que  la  parte  interesada 
funde  su  derecho  (1). 

Si  no  ios  tuviere  á  su  disposición,  designará  el  archivo  ó  lugai* 
en  que  se  encuentren  los  originales. 

Se  entenderá  que  el  actor  tiene  á  su  disposiciói^  los  documentos, 
y  deberá  acompañarlos  precisamente  á  la  demanda,  siempre  que 
existan  los  originales  en  un  protocolo  ó  archivo  público  del  que 
pueda  pedir  y  obtener  copias  fehacientes  de  ellos  (2). 

JtrKIKPRUDENCIA. 

•  No  puede  tomarse  en  cuenta  en  los  fundamentos  legales  del  fallo,  el  do- 
cumento presentado  fuera  del  tiempo  marcado  en  este  artículo.  S,  3  Junio 
1887, 

No  se  prohibe  la  admisión  de  una  demanda  que  np  vaya  acompañada 
de  los  documentos  que  exige  este  artículo;  lo  que  sucede  es  que  no  tendrá 
éxito.     S,  7  Nov.  1888, 

Art.  604.  La  presentación  de  documentos  d^  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  cuando  séau  públicos,  podrá  hacerse  por  copia 
simple  si  el  interesado  manifestare  que  carece  de  oti:a  fehaciente; 
pero  no  producirá  aquella  ningún  efecto,  si  durante  el  término  de 
prueba  no  se  llevare  á  los  autos  una  copia  del  documento  con  los 
requisitos  necesarios  para  que  haga  fe  enjuicio  (3). 

JTJRISPRUBKNCIA. 

Los  documentos  relativos  á  la  personalidad  del  demandante,  se  presen- 
tarán en  forma  auténtica  y  no  en  copia  sini|)le,  incurriéndose,  cuando  así 
no  se  hace,  eói  el  defecto  esencial  de  no  justificarse  debidamente  la  persona- 
lidad del  litigante.    S,  22  Sept,  1903, 

Art.  505.  Después  de  la  demanda  y  de  la  contestación,  no 
se  admitirán  al  actor  ni  al  deniaudado  respectivamente  otros  docu- 
mentos que  los  que  se  hallen  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

lo.     Ser  de  fecha  posterior  á  dichos  escritoQ. 

2o.  Los  anteriores  respecto  de  los  cuales  jure  la  parte  que  los 
presente  no  haber  tenido  antes  conocimiento  de  su  existencia. 

3o.     Los  que  no  haya  sido  posible  adquirir  con   antcnioridad 


(1)  Mientras  no  conteste  el  demandado,  no  hay  lUU,  pudiendo  el  actor  acomimñar 
los  documentos  en  que  funde  su  derecho,    v .  art.  158  de  esta  Ley. 

(2)  Cuando  la  demanda  se  OirU^lett*  contra  el  Estado,  deberá  aconipafiarse  tanihi^'n 
el  documento  que  acredite  haberse  apumdo  la  vía  gubernativa. 

(8)    Los  documentos  privados  no  pucíden  presentarse  en  copia  simple. 
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por  causas  que  uo  sean  imputables  á  la  parte  interesada,  ^enipiv 
que  se  haya  hecho  oportunamente  la  designación  expresada  eu  el 
párrafo  segundo  del  art.  503. 

JITEISPRUDENCIA.  . 

Después  de  la  citación  para  sentencia,  resulta  extemporánea  la  presen- 
tación de  documentos,  aunque  reúnan  los  requisitos  de  este  artículo.  /í.  ff 
Abril  1892, 

A  los  efectos  de  este  artículo,  no  puede  conceptuarse  documento  aquel 
en  que  consta  un  informe  pericial  producido  fuera  del  pleito  sobre  hechos 
relativos  aí  mismo.    S,  22  Mayo  1900, 

Art.  506.  No  se  admitirá  documento  alguno  después  de  1»  ci- 
tación para  sentencia.  El  Juez  repelerá  de  oficio  los  que  se  presen- 
ten, mandando  devolverlos  á  la  parte  sin  tdterior  recurso. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  para  mejof 
pi-oveer  concede  á  los  Jueces  y  Tribunales  el  art.  340. 

Art.  607é  De  todo  documento  que  se  presente  después  del  tér- 
mino de  prueba,  se  dará  traslado  á  la  otra  parte  para  que  dentro  de 
seis  días  improrrogables  manifieste  si  reconoce  como  legítimo,  eficaz 
y  admisible  el  documento,  6  las  razones  que  tenga  para  impugnarla 

Esta  manifestación  se  hará  por  medio  de  otrosí  en  los  escritos 
de  conclusión,  cuando  el  estado  de  los  autos  lo  permita; 

Para  evacuar  dicho  traslado,  sólo  se  entregará  el  documento 
original  á  la  parte  ó  partes  contrarias,  en  el  caso  de  que  por  exceder 
de  25  pliegos  no  se  acompañe  copia.  Si  se  acompañaren  tantas  co- 
pias del  documento  cuantas  sean  las  otras  partes,  será  común  y 
simultáneo  pai^a  todas  el  término  del  traslado. 

Art,  508.  La  parte  que  deje  pai^r  los  seis  días  sin  evacuar 
dicho  traslado  se  entenderá  que  reconoce  la  eficacia  en  juicio  del 
documento. 

Art.  509.  Dentro  de  los  ti'es  días  siguientes  á  la  entrega  de  la 
copia  del  escrito  de  impugnación,  la  parte  que  hubiere  presentado 
el  documento  podrá  contestar  brevenwinte  lo  que  á  su  derecho  cou- 
venga. 

Trascurrido  dicho  térmiuo,  no  se  admitirá  escrito  alguno  soba' 
este  punto. 

Art.  510.  Cuando  sea  público  el  documento  y  se  impugnare 
su  autenticidad,  ó  alguna  de  las  partes  dudare  de  la  exactitud  de  la 
copia  se  procederá  á  su  cotejo  con  citación  contraria,  en  la  forma 
que  previene  el  art.  598. 

En  este  caso,  si  la  certificación  ó  testimonio  no  contiene  todo  el 
documento  á  que  se  refiera,  se  adicionarán  los  particulares  que 
designen  las  pai-tes  en  el  acto  mismo  del  cotejo. 

Art.  511.    8i  fuere  privado  el  documento,  se  tendrá  por  válido 
y  eficaz  cuando  la  parte  á  quien  perjudique  lo  reconozca  como  legí 
timo. 

Se  tendida  por  hecho  este  reconocimiento  si  no  lo  impugna  ex- 
presamente, ó  deja  pasar  los  seis  días  sin  evuciiarel  traslado. 
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Gaasdo  no  reconoizcti,la<firBia  ó  bupíugiie  la  legitimidad  del  do- 
cumeiito,  se  procedeírá  al  cotejo  de  letras  eu  la  forma  prevenida  eu. 
los  artículos  605  y  siguientes. 

Art.  513 •  Cuando  la  iqipugnación  se  rt^íiera  á  la  admisión  deJ 
documento  por  no  bailarse  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  el 
ai-tículo  505,  el  Juez  reservará  para  la  sentencia  definitiva  la  resolu- 
ción de  lo  que  estime  procedente. 

Art.  613«  En  el  caso  de  qne  sosteniendo  una  de  las  partetí  la 
falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria  en  el 
pleit-O)  entablare  la  acción  criininal  en  de^ubriniiepto  del  delito  y 
de  su  autor,  se  pi^penderá  el  pleito  en  el  estado  en  qu^  ^  halle  has- 
ta que  recaiga  ejecutoria  en  la  causa  criminal. 

Se  decíretáirá  4icha  suspensión  luego  que  la  parte  interesada 
acredite  ¿aber  sido  admitida  la  querella. 

Contra  esta  providencia  no  se  dará  recurso  alguno. 

JURISPRUDENCIA. 

Lo  diapuesto  en  este  artículo  tiene  lugar  cuando  se  entabla  la  acciftn  cri- 
ratnal,  más  no  cuando  se  impugnan  las  documentos  como  ineñcaccs  redargu- 
yéndoloe  civilmente  de  falsos.   aS'.  S  Nov,  186.?, 

Para  que  proceda  la  suspensión  del  curso  del  pleito,  es  indispensable  que 
el  documento  cuya  falsedad  se  sostenga  sea  de  influencia  notoria  en  el  mis- 
mo.    S,  SS  Abril  1879  y  otras. 


SECCIÓN  CUARTA 


(Jopia^  de  lo^e^rUm,  y  éocuvi^íiim^  y^  objeta 

Art.  514.  A  todo  escrito  que  se  presente  en  los  juicios  decla- 
rativos se  acompañai'án  tantas  copias  literales  del  mismo  en  papel 
cop^^n  cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes^  ci;yas  copias  suscri- 
birán, respondiendo  de  su  exactitud  el  Procurador,  6  la  parte  en  su 
caso. 

Para  este  efectx)  se  considerarán  como  una  sola  parte  las  que 
litiguen  upidos  y  bajo  una.piisma  dirección. 

Se  exceptúan  dejiicha  prestuipción  los  escritos  expresados  en 
el  núm,  4o.  del  art,  .10. 

Art.  515.  Í3u  la  propia  fornia  se  aínmipanarán  tantas  copian 
de  cada  documento  que  sepresei|te  cuantaíi  sean  las  otras  partea  liti- 
gai^tics.  .... 

Cuando  algún  documento  exceda  de  25  pliegos,  no  ^x^  obliga- 
toria, la  presentnción  de  copias  del  mismo;  pero  m  admitirán  si 
se  acompañaren. 

Art.  616.  Las  ¡copias  de  los  escritos  y  docuineutos  se  enti(»ga- 
rán  á  la  parte  ó  partes  contrallas  al  notificarles  la  providencia  que 
haya  recaido  en  el  escrito  respectivo,  ó  al  In^cerles  la  citación  ó  em- 
plazamiento qne  i)roceda. 

Art.  617.  La  omisión  de  las  copias  no  st^rá  motivo  para  dejar 
de  admitir  los  esí^ritos  y   documentos  que  se  presei^teu  en  tiempo 
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ox)ortuno.  Rn  este  caso  el  Juez  señaJará^  sin  ulterior  recurso,  el  pla- 
zo improrrogable  que,  atendida  la  extensión  del  escrito  y  documen- 
tos, estime  necesario  para  extender  las  copias;  y  si  no  se  presenta- 
sen en  dicho  plazo,  las  librará  el  actuario  á  cx)sta  del  Procurador  ó 
de  la  parte,  si  éste  no  interviniere,  que  haya  dejado  de  presentarlas. 
Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  escritos  de  demanda,  los 
cuales  no  serán  admitidos  si  no  se  acompañan  las  copias  del  escrito 
y  documentos. 

Complemento. — Orden  núm.  166  áe  23  de  Abril  de  1900. 

XV.  En  los  casos  de  omitir  alguna  de  las  partes  las  copias  de 
un  escrito  ó  documento,  sin  perjuicio  de  practicarse  lo  que  previene 
iú  artículo  517  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  será  potestativo 
á  las  partes  que  debieran  recibir  dichas  copias,  renunciar  á  las  mis- 
mas, expresándolo  así  por  medio  de  un  escrito  6  en  una  compare- 
cencia. 

JURISPRUDENCIA. 

No  constituye  falta  de  emplazamiento  la  no  entrega  de  las  copias  y  docu- 
mentos presentados  con  la  demanda,  cuando  el  demandado  resulta  citado  y 
emplazado  en  forma.  S»  10  Jtdio  1880, 

Art-  618.  Los  autos  originales  se  conservarán  en  la  Escribanía, 
donde  podrán  examinarlos  las  partes  ó  sus  defensores  durante  las 
horas  de  despacho,  siempre  que  les  convenga,  mi  que  por  rsfa  exhi- 
bMón  deimigtce  dm^echos  el  aet/uario. 

Sólo  se  comunicarán  ó  entregarán  los  autos  originales  á  las  par- 
tes en  los  casos  expresamente  determinados  en  esta  ley  (1). 

Art.  519.  Los  traslados  se  evacuarán,  y  las  demás  pretensio- 
nes se  deducirán  en  vista  de  las  copias  de  los  escritos,  documentos  y 
providencias  que  cada  parte  conservará  en  su  poder. 

En  el  caso  de  que  por  exceder  de  25  pliegos  algún  documento  no 
se  haya  presentado  copia  del  mismo,  se  entregará  el  original  á  la  par 
te  conti-aria  para  el  efecto  de  evacuar  el  ti-aslado,  uniéndolo  después 
á  los  autos. 

Art.  620.  Trascurrido  el  término  señalado  á  una  parte  para 
cualquier  traslado,  actuación  ó  diligencia  sin  ^haberlo  evacuado,  y 
en  su  caso  la  prórroga  que  se  hubiere  otorgado  á  inststncia  de  1h 
contraria,  se  dará  á  los  autos  el  curso  que  corresponda. 

Se  admitirá,  sin  embargo,  el  escrito  que  proceda,  y  producirá  siis 
efectos  legales  si  se  presentare  dentro  del  día  en  que  se  notifique 
aquella  providencia.  No  será  admitido  después;  j  teniendo  por 
firme  dicha  providencia,  seguirá  adelante  la  sustanciacióu  de  los 
autos  según  su  estado. 

Art.  521.  En  el  caso  de  haberse  entregado  á  las  paites  algún 
documento,  si  no  fuere  devuelto  dentro  del  término  correspondiente, 
se  empleará  el  procedimiento  establecido  para  la  recogida  de  autos 
im  el  artículo  308. 


(l)    Vfjivsc  notíi  del  art.  308. 
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Árt.  522.  Con  exclusión  de  lo  ordenado  eu  el  art.  513,  la^ 
disposiciones  de  esta  sección  y  de  la  precedente  no  son  aplicables  al 
juicio  verbal,  el  cual  se  regii-á  por  sus  disposiciones  especiales. 

CAPITULO  II 

Del  juicio  declarativo  de  mayor  ciiaMia 

SECCIÓN    PRIMERA 


De  la  demanda  y  emplazamiento 

Art.  533.  El  juicio  declarativo  principiará  por  demanda,  en 
la  cual,  expuestos  sucintamente  y  numerados  los  hechos  y  los  fun- 
damentos de  derecho,  se  íyará  con  claridad  y  precisión  lo  que  se 
pida  y  la  persona  contra  quien  se  proponga  la  demanda. 

También  se  expresará  la  clase  de  acción  que  se  ejercite,  cuando 
por  ella  haya  de  determinarse  la  competencia. (1). 

JültlSPBUDBNCIA      (2). 

La  demanda  deberá  formularse  en  loe  términos  exigidos  en  este  artículo, 
no  obstante  lo  cual,  la  omisión  de  numerar  los  hechos  y  fundamentos  de  de- 
recho de  una  demanda,  no  es  causa  suficiente  para  motivar  el  recurso  de 
casación.  S,  11  Eiiei'o  1860,  '  ' 

La  demanda  tiene  que  ser  sobre  cosa  cierta  y  determinada.    S,  18  Oet. 

1871. 

Cuando  la  demanda  es  alternativa  y  el  demandado  elige  uno  de  sus  ex- 
tremos, ñja  la  cuestión  en  dicho  punto,  al  cual  debe  limitarse  la  sentencia 
al  resolver  los  puntos  propuestos  y  debatidos  en  el  pleito.    S,  6  Julio  188^,^ 

Es  desconocido  en  derecho  el  trámite  en  que  los  demandantes  se  ratifi- 
(|uen  en  la  demanda.    S.  19  Oct^  1878, 

La  Éalta  de  no  haberse  instruido  el  previo  expe<iiente  administrativo  cu 
etjuivalencia  del  acto  conciliatorio,  pertenece  al  orden  del  procedimiento, 
subsanable  como  el  acto  de  conciliación,  y  de  consiguiente,  aunque  pudiera 
dar  lugar  á  un  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  las  formas  esen- 
ciales del  juicio,  si  fuese  una  de  las  que  como  tales  señala  taxativauíente  lu 
ley,  si  se  hubiere  preparado,  ni  así  puede  serv'ir  para  fuudamentiir  con  t^xito 
el  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal.    S.  7  Oet.  1875. 

Si  la  demanda  reúne  todos  los  requisitos  externos  establecidos  en  este 
artículo,  no  puede  rechazarse  de  plano  á  pretexto  de  ser  injusta  y  temeraria. 
S,  31  Enero  1885. 


(1>  "I.  Se  declai*an  en  suspenso  las  i'e<*lamacloiies  de  todas  clases  contm  estwblet-i- 
mlentoe  de  Beneficencia  sobre  loe  que  el  Estado  ejerce  su  protectorado,  hasta  que  Cstos  se  en- 
oaentren  reonganizados  y  en  oondioiones  de  administrar  susasuntOH  independient<>mentAí 
del  Estado.  II.  Los  Tribunales  no  admitirán  demandas  contra  los  establecimientos  citados 
en  el  artículo  anterior,  por  créditos  procedentes  de  deudas  anteriores  ai  día  lo.  de  Enero 
de  1899,  suspendiéndose  los  juicios  que  en  la  actualidad  estén  en  tramitación,  y  los  efectos 
de  las  sentencias  que  se  liübieren  dictado."  Orden  169.  de  U  dr  Abril  de  1900. 

(2^  Siendo  abundantísima  la  Jurisprudencia  del  Supi^mo español  sobreesté  artículo, 
nos  limitamos  &  elosarlo  con  las  doctrinas  que  estimamos  de  más  aplicación,  rooonion- 
dando  Á  los  que  deseen  ampliar  el  conocimiento  de  aquélla,  Ui  notable  obra  de  Dn.  Josh 
Robles  Pozo,  DerecJto  ProcetMl  de  Eispaña,  1. 1,  pags.  342,  á  3w. 
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■tiTiiiJiwi    fc  r  I  iii 


Hay  mdütennÍT]aci6n  al  solidtar  la  nulidad  de  todos  IO0  aetoe  ejecuta- 
dos por  cierta  persona  con  relación  Á  determina^oe  bienes.    S.  ^  Mayo 

1896, 

No  debe  calificarse  la  naturaleza  de  una  acción  por  el  nombre  más  6 
nienos  exacto  que  se  le  haya  dado,  sino  pQr  la  pretensión  que  en  la  misma 
se  contenga.    S,  18  Noi\  1884» 

Art.  624.  Presentada  la  demanda  con  las  copias  prevenidas, 
se  conferirá  traslado  de  ella  á  la  persona  6  personas  contra  quienes 
se  proponga,  y  se  las  emplazará  pas*a  que  dentro  de  nueve  días  im- 
prorrogables comparezcan  en  los  autos,  pei^onándose  en  forma  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

El  desistimiento  de  una  demanda  que  no  ll^ó  á  contestarse,  no  causa  la 
péniida  de  la  acción  que  puede  reproducirse  en  otro  juicio.     #81  ^  Dio.  1891. 

El  auto  oue  declara  nulo  el  emplazatiiíentb  parat^ontesttlt'  uha  demanda 
no  es  susceptible  de  casación.  S,  10  Julio  1896. 

Art.  525.  Cuando  el  que  haya  ele  ser  emplazado  ao  resida  en 
el  lugar  del  juicio,  el  Juez  podrá  aumentar  el  término  del  emplaza- 
miento, ex)ncediéndole  para  comparecer  el  que  estime  necesario, 
atendidas  las  distancias  y  medios  de  comunioacián,  sin  q[ue  el  aumento 
pueda  exceder  de  un  día  por  cada  30  kilómetros  de  distancia. 

Art,  526,  Trascurrido  el  término  del  emplazamiento  sin  ha- 
ber comparecido  el  demandado  citado  en  su  persona  ó  en  la  del 
pariente  má»  cercano  ó  familiar  que  hubiere  sido  hallado  en  su  do- 
micilio, y  acusada  una  rebeldía,  se  dará  por  contestada  la  demanda. 
Hecha  saber  esta  provideu^ia,  se  seguirán  los  auto»  en  rebeWia, 
liaciéndose  las  demás  notificaciones  que  ocuiran  en  los  estrados  del 
Juzgado. 

Art.  527«  Si  se  hubiei^a  hecho  el  emplazamiento  entregando 
la  cédula  á  criados  ó  v^ecinos,  6  por  medio  de  edictos,  aeusada  ía  re- 
beldía por  no  haber  comparecido  el  demandado,  si  tampoco  faere 
hallado  en  su  domicilio,  se  le  hará  un  segundo  llamamiento  en  la 
misma  forma  que  el  anterior,  señalándole  para  que  compait^ca 
la  mitad' del  término  antes  fijado  (2). 

Si  trascurriere  este  segundo  término  sin  compafeceí-,  íse  le  de- 
clarará en  rebeldía,  y  se  dará  por  contei^tada  la  demanda,  á  instancia 
del  actor,  notificándose^  en  los  estrados  esta  providencia  y  las  demás 
(pie  recayeren. 

Art.  528.  (3itando  los  demandados  fueren  varios,  el  ténuino 
para  comparecer  á  contestíir  comenzará  á  correr  y  c>ontarse,  respecto 
á  todos,  el  día  siguiente  al  en  que  el  último  hubiere  sido  emplazado. 

(1)  Bsta  disposición  He  entiende  en  cuanto  se  Uonen  en  la  domand»  todo«  Iob  Teqni- 
HltOH  exigidos. 

Véase  lo  dispuesto  en  el  art  1482  del  C.  Civil  sobre  tí^rtninos  para  comparecer  y  con- 
testar en  las  demarldas  de  saneamiento  y  cttaclonos  de  cvlcción. 

Desde  que  tiene  Uigar  el  emplazamiento  se  coni^tituye  en  mom  el  deudor.  V.  art. 
1.100  C.  Civ\l. 

(2)  Esta  disposición  crea  un  tómaino  de  cuatro  dfojt  y  medio,  caso  realmente  extraor- 
dinario y  rtnico  en  esta  ley. 
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Hasta  que  traseiirra  este  término  no  se  podrá  acusar  la  rel)ei- 
día  áf  ninguno  de  ellos,  y  se  verificará  en  un  solo  escrito  respecto  á 
todos  los  que  se  hallen  en  este  caso. 

Art,  529,  Pei'sonado  en  forma  el  demandado,  se  le  tendrá  por 
liarte,  mandándole  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de  20  días. 

Este  término  será  común  para  todos  los  demandados  cuando 
seaií  varios,  á  no  ser  que  por  no  haber  presentado  el  actor  la  copia 
de  algún  documento  que  exceda  de  25  pliegos,  deba  entregárseles 
el  original  y  no  puedan  litigar  unidos.  En  este  caso  el  término  para 
contestar  será  de  20  días  para  el  primero  de  los  demandados,  y  de 
10  para  cada  uno  de  los  restantes. 

Art.  530.  En  el  caso  de  ser  varióte  los  demandados,  deberán 
litigar  unidos  y  bajo  una  misma  dirección,  si  foeren  unas  mismas 
las  excepciones  de  que  hicieren  uso. 

Si  fueren  distintas,  podrán  hacerlo  separadamente.  Pero  si  de 
litó  contestaciones  resultare  haber  hecho  uso_de  unas  mismas  excep- 
ciones, el  Juez  obligará  á  los  que  se  hallen  en  este  caso  á  que  en  lo 
sucesivo  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  direcxíión. 

SECCIÓN    SEGUNDA 


De  las  excepcioiies  dilatorias 

Art.  631.  ISi  el  demandado  propusiere  alguna  excepción  dila- 
toria, no  estai-á  obligado  á  contestíir  á  la  demanda  hasta  que  se  eje- 
cutoríe este  artículo,  que  será  siempre  previo. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  competente  la  Audiencia  para  resolver  sobre  el  fondo  de  una  deman- 
da aunque  la  apelación  sólo  se  refiera  á  la  incompetencia  de  jurisdicción 
c|iie  aprecie  el  Juzgado  como  excepción  perentoria.    Auto  7  Notu  JS94- 

Cuando  el  demandado  alega  excepciones  de  orden  gubernativo  no  tiene 
obligación  de  probarlas»    JS',  ^0  Feh.  1830. 

Art«  532.    Sólo  serán  admisibles  como  excepciones  dilatorias: 

la.     La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2a.  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  carecer  de  hi8  ca- 
lidades necesarias  para  comparecer  en  juicio,  ó  por  no  acreditar  el 
carácter  ó  representación  con  que  reclama. 

3a.  La  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  del  actor  i)or 
insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poder. 

4a.  La  falta  de  personalidad  en  el  demandado,  por  no  tener 
el  carácter  ó  represc^ntíuíión  con  que  se  le  demanda. 

5a.     La  litiíf -pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  competente. 

6a.     Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  (1). 

Se  entenderá  que  existe  este  defecto  cuando  no  se  llenen  en  la 
demanda  los  requisitos  á  que  fw  refiere  el  art,  523. 


(1)    E8ta  excepción  hv  reflcre  íl  lo8  riHiuiHÍtoH  pse7ieiate.s  de  foniiu. 
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7a.     La  íalta  de  reclamación  previa  en  la  vía  gubernativa, 
(liando  la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública. 

J  ÜRIKPRUDENCIA. 

Al  demandado  le  e«  permitido,  ya  el  proponer^  j-a  el  alegar  la  incom- 
IHíteneia  de  jurisdicción.  En  el  primer  caso  no  está  ol)ligado  á  contestar  la 
demanda,  en  el  s^undo,  sf .    S,  12  Jumo  J86S. 

No  es  definitiva  la  sentencia  que  desestima  la  incompetencia  de  juris- 
dicción propuesta  iw)r  el  ejecutado  como  artículo  de  previo  y  especial  pro- 
nunciamiento, inmediatamente  después  de  la  citación  de  remate.  S.  17  Dif;. 

1861, 

La  falta  de  personalidad  es  la  que  nace  de  la  privaci/m  del  pleno  ejer- 
cicio <ie  loH  derechos  civiles^  y  no  la  que  se  funda  en  la  falta  de  acción  ó  «le 
ílerecho  para  pedir.    SenU,  18  Abril  1885^  3  Mayo  190S  y  otra». 

El  marido  litigando  en  nombre  de  su  mujer  tiene  la  personalidad  jurí- 
dica suficiente.     'S,  H  Dic  1868. 

La  falta  ó  insuficiencia  del  bastanteo  en  el  poder  no  vicia  de  manera 
esencial  la  representación  del  personado,  no  constituyendo  por  sí  sólo  la  fal- 
ta de  personalidad  que  da  origen  á  la  exceiKíión  3a.  de  este  artículo.  S,  So 
Mayo  1901, 

El  demandante  no  está  obligado  á  Justificar  el  carácter  del  demandado 
en  el  juicio,  no  pudiendo  éste  fundar  en  la  falta  de  dicha  justificación  la  ex- 
cepción del  núm.  4.  ®  de  este  artículo.    8,  6  Nov.  1900, 

Sin  confundir  la  índole  propia  de  la  excepción  dilatoria  de  fedta  de  i^er- 
sonalidad  en  el  demandado,  con  las  excepciones  perentorias  que  á  este  tm^ 
tan  para  .oponerse  á  la  demai;ida,  no  cabe  reputar  como  constitutiva  de 
aquella  excepción  dilatoria,  circunstancia  alguna  relativa  á  la  cuestión  fun- 
damental del  pleito,  lo  que  aparece  evidente  con  sólo  tener  en  cuenta  lo  que 
preceptúa  este  párrafo,  lo  cual  no  quiere  decir  que  carezca  del  carácter  con 
(lue  se  le  haya  aemandado  cuando  sean  inexactos  los  hechos  en  que  se  funda 
la  acción  ejercitada,  sino  cuando  se  le  emplace  bajo  el  concepto  erróneo  de 
tener  alguna  condición  legal  ó  apoderamiento  que  le  autoricen  para  repre- 
sentar en  juicio  á  una  tercera  persona.    S,  2  Dic.  1901  (1). 

AI  efecto  de  acreditar  la  personalidad  en  juicio  del  representante  de  una 
sociedad,  no  es  suficiente  que  el  Notario  afirme  que  el  otorgante  del  poder 
la  tiene,  aún  refiriéndose  á  los  estatutos  ó  acuerdos  sociales;  siendo  preciso 
para  estimar  completa  la  personalidad  del  apoderado  Ó  representante  que  en 
el  poder  se  inserten  literalmente  los  respectivos  artículos  de  los  estatutos  6 
acuerdos  autorizantes  de  la  comparecencia.    S,  11  Enero  1902, 

La  personalidad  del  administrador  judicial  de  un  juicio  mortuorio  se 
justifica  cumphdamente  con  la  certificación  del  Escribano  en  que  se  haga 
constar  el  nombramiento.    S.  10  Sept,  1902, 

Dirigida  contra  Tos  recurrentes  la  acción  ejercitada  en  el  interdicto  en 
razón  á  actos  de  los  mismos  que  tendían  á  perturbar  en  su  posesión  al  de- 
mandante, la  alegación  por  ellos  deducida  de  que  tales  actos  los  han  ejecu- 
tado tan  sólo  como  mandatarios  de  una  socieclad,  no  puede  ser  considerada 
(H)mo  de  fiílta  de  personalidad.    S.  18  Julio  190S. 

La  excepción  de  Utia-pcndeneia  sólo  tiene  lugar  cuando  en  otro  Juzgado 


(1)  Esta  sentencia  os  del  Supremo  de  España  y  no  tiene  fuerza  l^al  en  Coba,  dada 
su  fei*na,  iusert&ndola  en  razón  á  su  gran  importancia  doctrinal,  en  cuyo  sentido  es  que 
lH)dn^  ser  alegada  en  nuestros  Tribunales. 
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<>  Tribunal  existe  pleito  sobre  la  misnia  ox)sa,  y  como  meramente  dilatoria, 
no  sirve  ni  puede  nifluir  para  dirimir  el  juicio,    S.  11  Ma//o  1874. 

No  producen  la  excepción  de  liti^pendencia  los  juicios  ejecutivoH,  ni  los 
})eiidientes  ante  Tribunales  extranjeros.  Sentn,  10  Marzo  1890  y  28  Oct.  1873, 

Art.  &33«  Hi  el  demandante  fuere  extranjero,  será  también 
excepción  dilatoria  la  del  arraigo  del  juicio  en  los  cíusos  y  en  la  for- 
ma que  en  la  nación  á  que  pertenezca  se  exigiere  á  los  españoles  (1). 

J  U  RISPEUDENCI  A. 

lia  prueba  de  que  se  exige  y  de  los  casos  y  forma  en  (^ue  procede  en  la 
nación  del  demandante,  corresponde  al  demandado.    S.  SO  Junio  1877, 

Art,  534«  Las  excepciones  dilatorias  sólo  podrán  proponerse 
dentro  de  seis  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación 
dií  la  providencia  en  que  se  mande  contestar  á  la  demanda 

Trascurrido  dicho  término,  deberán  alegarse  contestando,  y  no 
producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de  la  demanda. 

J  U  RISPKÜDENCI  A. 

La  excepción  de  falta  de  personalidad  puede  oponerse  al  evacuar  el  tnis- 
lado  de  conclusiones,  después  de  habecse  resuelto  el  incidente  de  caducidad 
de  instancia  v  nulidad  de  actuaciones  si  el  demandado  compareció  en  el  trá- 
mite de  ooncluaiones  y  formuló  dicha  caducidad.    S.  14  Nov,  1896. 

Art.  635.  A  un  mismo  tiempo,  y  en  un  mismo  escrito,  el  de- 
mandado alegará  todas  las  excepciones  dilatorias;  no  haciéndolo 
así,  sólo  jKMirá  usar  de  las  que  no  alegare  contestando  á  la  demanda. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  demandado,  haciendo  uso  de  la  facultad  aue  le  concede  est^» 
artículo,  por  más  que  subsidiariamente  use  oti'as  excei>ciones  contra  la  dtí- 
manda,  pide  en  su  virtud  la  absolución  de  la  misma,  esta  forma  de  contes- 
tar no  implica  sumisión  á  los  Tribunales  ordiiuirias.    S.  ^4  Abril  1884- 

Art.  596.  Del  escrito  eri  que  se  propongan  excepciones  dila- 
torias se  dará  traslado  por  tres  días  al  actor. 

Evacuando  este  traslado,  sí»  sustanciará  y  decidirá  el  ai-tículo 
en  la  forma  establecida  para  los  incidentes, 

Art.  537.  El  Juez  proveerá  previamente  solire  la  declinatoria 
y  la  lUiS'pendeneiu  si  se  hubiere  proprn^sto  alguna  de  estas  excej)- 
ciones. 

Si  se  declarare  competente,  resolverá  al  mismo  tiempo  sobre 
las  demás  excepciones  dilatorias. 


(1)    A  virtud  de  iioc.lamHción  del  KncargHdo  de  NegtM'ioA  de  Etipafia,  fundada  ou  hu- 
¡  borse  exigido  por  un  Juzgado  de  la  Habaua  Üanza  de  arraigo,  como  extniíJdero,  &  un  sill>- 

I  diU)  español  que  pretendió  ejercitar  sus  derechos  coni o  querellante,  el  Sr.  PreíHaentede  la 

Itepribllca  en  resolución  de  ft-ícha  10  de  Febrero  de  1905,  declaró  hallarse  vigente  el  art.  XI 
del  Tratado  de  Paris,  ordenando  no  se oontlnuara  exigiendo  dicha  flanaca  en  los  Juzgad<v< 
y  Tribunales  A  los  subditos  españoles. 

I^a  excepción  de  arraigo  noprocede  en  ningfiv  caso  respecto  del  demandado,  aunque 
haga  uso  de  la  i-econ vención.    Tanipoco  procede  entre  dos  oxtran,1er(>.s. 
V.  el  art.  27  del  C.  nvll  <i«e  ha  Influenciado  notal)lenu'nte  iffta  materia. 
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En  todo  caso  el  auto  que  reca.yere  será  apelable  en  ambos 
efectos. 

.niRISPRUDENOIA. 

Cuando  el  Juez  estima  la  excepción  de  incompetencia,  debe  atetentíise 
de  resolver  sobre  las  demás  cuestiones.   S.  17  Abril  1886, 

Art.  538,  Consentido  ó  ejecutoriado  el  auto  en  que  se  deses- 
timen las  excepciones  dilatorias^  á  instancia  del  actor  se  hará  saber 
al  demandado  que  conteste  á  la  demanda  dentro  de  los  10  días  si- 
guientes al  de  la  notificación  de  esta  providencia. 

SECCrON  TERCERA 


De  ki  c&nfesfución,  reconvención^  répfi^ca  y  duplica 

Avt.  539.  El  demandado  formulará  la  contestación  en  los  tér- 
minos prevenidos  para  la  demanda. 

JURISPRUDENCIA. 

Contestada  la  demanda  se  (írea  un  cuasi  contrato  que  obliga  á  las  partes 
y  á  sus  derecho-habientes  á  estar  por  el  resultado  de  aquél.     S,  28  Feh.  1878. 

La  conformidad  de  un  litigante  con  lo  solicitado  por  su  contrario,  crea 
un  vínculo  jurídico  obligatorio  por  igual  de  ambas  partes.     S.  15  Abtü  1890, 

Art.  640.  Si  no  se  presentare  la  contestación  dentro  del  tér- 
mino concedido  para  ello,  á  petición  del  actor  se  declarará  contes- 
tada la  demanda,  y  se  dará  á  los  autos  el  curso  correspondiente. 

^  URISPRUDENCI  A. 

Contra  el  auto  que  así  lo  declara  no  se  da  recurso  de  casación  Aíito  7 
Feh.  1895, 

Art.  641.  En  la  contestación  á  la  demanda,  el  demandado  de- 
berá hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  tuviere,  y  de  Iéuh 
dilatorias  no  propuestas  en  el  término  señalado  en  el  artículo  534. 

En  la  misma  contestación  propondrá  también  la  reconvención 
en  los  casos  en  que  proceda. 

No  procederá  la  reconvención  cuando  el  Juez  no  sea  competen- 
te para  conocer  de  ella  por  razón  de  la  materia. 

JURISPRUDENCIA. 

Este  artículo  es  de  orden  meramente  procesal  y  contra  su  infracción  no 
procede  el  recurso  de  casación  en  el  fondo.  Se/nts.  $  Enero  y  5  Oct,  1900  y 
otras. 

Cuando  el  demandado  alega  excepciones  puramente  negativas,  no  tiene 
obligación  de  probar.     S,  W  Feb,  1860, 

La  falta  de  acción  en  el  demandante  constituye  una  excepción  perento- 
ria y  corresponde  al  fondo  del  pleito.     S.  £6  Enero  1870, 

La  falta  de  acción,   ó  sea  sine  actione  agia^  y  la  falta  de  personalidad, 
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st>ii  esencialmente  distintas,  pues  ésta  dice  relación  á  la  fomia  y  no  es  refe- 
rente en  manera  alguna,  como  aquélla,  á  lo  que  pue<la  resultar  del  derecho 
quese  litiga,  sino  á  la  absoluta  ó  relativa  incapacidad  personal  en  el  liti- 
gante para  comparecer  en  juicio.  Scnf^.  £7  Mayo  187 A^  16  Dic  JS7S,  8  Julio 
1879  y  otras. 

Si  bien  es  cierto  que  cuando  la  acción  que  se  ejercita  se  funda  en  la  nu- 
lidad de  un  acto  ü  obligación  hay  <|ue  pedir  previamente  la  deciaración  ex- 
presada, esto  se  entiende  respecto  al  demandante  y  no  al  demandado  que 
cumple,  y  así  apartH*e,  excepcionando  la  nulidad  del  doc'uniento  y  sus  con- 
secuencias.    S,  7  Di€,  1885. 

Art,  542«  Después  de  la  contestación  á  la  demanda  no  podrá 
hacerse  uso  de  la  reconvención,  quedando  á  salvo  al  demandado  su 
derecho,  que  podrá  ejercitaren  el  juicio  correspondiente     (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Las  reglas  de  esta  Ley  sobre  el  tiempo  y  forma  en  que  las  excepciones 
deben  alegarse,  no  son  aplicables  á  los  que  citados  de  evicción  en  ti^upo 
oportuno  oponen  las  excepciones  convenientes  en  defensa  del  derecho  de  low 
demandados.    S,  S7  Abril  1877. 

Art,  543,  Las  excepciones  y  la  reconvención  se  discutirán  al 
propio  tiempo  y  en  la  misma  forma  que  la  cuestión  principal  del 
pleito,  y  serán  resueltas  con  ésta  en  la  sentencia  definitiva. 

Se  exceptúa  la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada  cuando 
sea  la  única  que  se  objete  á  la  demanda.  En  este  caso,  si  asi  lo  pide 
el  demandado,  se  podrá  sustanciar  y  decidir  dicha  excepción  por 
los  trámites  establecidos  para  los  incidentes. 

J  URISPRUDENCI  A. 

8i  bien  por  r^la  general  la  cosa  juzgada  perjudica  únicamente  á  los  que 
litigaron  y  á  los  que  de  ellos  traen  causa,  es  sin  embai^go  trascendental  y 
obsta  á  otro  demandante,  cuando  los  derechos  que  invoca  tienen  los  mismos 
fundamentos  que  los  sustentados  en  el  otro  pleito,  por  ser  idéntico  el  obJ€»to 
de  ambos  é  idéntica  la  condición  de  las  personas  con  relación  al  título  de  sus 
respectivas  preten clones.    S.  22  Mayo  1867. 

El  mero  hecho  de  establecer  el  demandado  la  reconvención,  implica  el 
reconocimiento  de  la  personalidad  del  Procurador  del  demandante.  S.  6 
Nov.  1900. 

Art,  544.  El  demandado  podrá  hacer  uso  de  la  faeidtad  que 
se  concede  al  actor  en  el  art  501  para  pedir  el  examen  de  testigos 
antes  del  término  de  prueba  en  los  casos  y  en  la  forma  qne  se  deter- 
minan en  dicho  artículo. 

Art.  645«  De  la  contestación  á  la  demandase  dará  trsislado  al 
M»tor  para  réplica  por  término  de  K)  días,  y  de  la  réplica  por  igual 
término  al  demandado  para  duplica. 

Art.  646.    El  actor  podrá  renunciar  la  réplica,  en  eiiyo  caso 
no  se  permitirá  el  escrito  de  dúj)lica. 

Se  tendrá  aquélla  por  renunciada  cuando  así  lo  mauifie«tAi  ex- 
presamente el  actor,  ó  deje  trascurrir  el   término  sin   pr€»Si*nta.r  e\ 
escrito,  y  pida  la  otra  parte  que  se  t^Miga  por  evacuado  el  trii«lado. 

(1)    El  demandado  puede  no  contestar  la  demanda  y  reconvenir  sin  que  estx>  &\\^Te  Aa 
sostanciactón.    Dolz.  Programa  de  Derecho  Procesal. 
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En  este  caso,  deberán  pedir  las  partes  dentro  de  los  tres  días 
siguientes,  si  no  lo  hubieren  hecho  anteriormente,  que  se  reciba  el 
pleito  á  prueba,  entendiéndose,  si  no  lo  hicieren,  que  renuncian 
á  ella. 

Art,  647.  En  los  escritos  de  réplica  y  dúi)lica,  tanto  el  actor 
como  el  demandado  ñjarán  concreta  y  definitivamente,  en  párrafos 
numerados,  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate,  pu- 
diendo  modificar  ó  adicionar  los  que  hayan  consignado  en  la  de- 
manda y  contestación. 

También  podrán  ampliar,  adicionar  6  modificar  las  pretensio- 
nes y  excepciones  que  hayan  formulado  en  la  demanda  y  contesta- 
ción, pero  sin  que  puedan  alterar  las  que  sean  objeto  principal  del 
pleito. 

JlTttlSPEUDENCIA. 

Las  peticiones  dedúcidtt.s  en  la  demanda  y  contestación,  subsisten  y  no 
pueden  entenderse  que  se  modifican  por  los  escritos  de  réplica  y  duplica  si 
así  no  se  solicita  expresamente,  6  si  esto  no  se  infiere  como  una  consecuen- 
(íia  necesaria  de  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que  en  dichos  escritos  ^H? 
fijen.    Sentft.  14  Oot.  1864  y  14  OvU  1866, 

Este  artículo  es  de  carácter  meramente  procesal  y  no  motiva  el  recurK) 
(le  casación  en  el  fondo.    SerUn.  '22  AbHl  y  24  Oct  1901, 

Art.  648.  En  los  mismos  escritos  de  réplica  y  duplica,  cada 
parte  confesará  ó  negará  llanamente  los  hechos  que  le  perjudiquen 
de  los  articulados  por  la  contraria.  El  silencio  6  las  respuestas 
evasivas  podrón  estimarse  en  la  sentencia  como  confesión  de  los  he- 
chos  á  que  se  refieran. 

También  pedirán,  por  medio  de  otrosí,  que  se  falle  el  pleito 
sin  más  trámites,  ó  que  se  reciba  á  prueba. 

J  V  RTSPRUDENC^  I  A. 

Cuando  en  la  demanda  y  contestación  se  establecen  puntos  de  heidio- 
(lue  se  reproíiucen  afirmativamente  en  los  escritos  de  réplica  y  dúj)lica,  que- 
dan estos  hei'hos  fuera  del  debate  y  relevado  el  actor  de  la  obligación  de 
l)robar.    S.  10  Me.  1872, 

No  pueden  infringir  este  artículo  los  Tribunales,  porque  para  ellos  su 
uplicación  es  potestativa.    Scntf^,  8  Marzo  1886  y  18  Mayo  1896, 

Las  respuestas  evasivas  dadas  por  las  partes  á  los  hechos  alegados  por 
las  contrarias,  no  constituyen  necesariamente  y  por  si  sólo  prueba  de  cimfe- 
sión;  no  dánaose  recurso  alguno  cuando  el  Juez  no  hace  uso  de  la  facultad 
(jue  para  estimar  ese  hecho  como  tal  confesión,  le  concede  esti»  artículo. 
SaniH,  24  Sept,  1900  y  22  Dic,  1902. 

No  se  (luebrantii  el  procedimiento  cuando  se  niega  el  recibimiento  á 
]>rueba  en  iuieio  declarativo  de  mayor  cuantía,  por  haberse  pedido  fuera  de 
la  oportunidad  prcK'esal  establecida  en  esto  artículo.    S,  25  Aht'U  1902, 
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SECCIÓN  CUARTA 


Del  recibimiento  á  prueba,  »u  término  y  diapodeioneH  generales  sobre 

la  misma 

Art,  549.  El  Juez  recibirá  el  pleito  á  prueba  eu  el  caso  de 
que  todos  los  litigantes  lo  hayan  solicitado. 

Si  alguno  se  opusiere,  señalará  día  para  la  vista  sobre  el  reci- 
bimiento á  prueba,  y  oyendo  en  este  acto  á  los  defensores  de  las 
partes,  si  se  presentaren,  determinará  lo  que  estime  procedente. 

JURI8PBUDENCIA. 

En  cuestiones  de  puro  derecho,  no  procede  la  prueba.    S.  13  Oat,  1866. 

El  recibimiento' á  prueba  ha  de  ser  común  ft  las  imrtes,  porque  de  otro 
modo  se  ñuta  al  principio  inconcuso  de  derecho  que  determina  la  absoluta 
igualdad  de  los  litigantes  en  el  uso  de  los  medios  de  defensa.  ^S'.  19  Ma^o 
1879, 

Art.  560.  El  auto  en  que.se  otorgare  el  recibimiento  á  prue- 
ba, no  será  apelable;  el  en  que  se  denegare  lo  será  en  ambos  efectos. 

Art.  551,  Si  los  litigantes  hubieren  convenido  en  que  se  falle 
definitivamente  el  pleito  sin  necesidad  de  prueba,  mandará  el  Juez 
traer  los  autos  á  la  vista  con  citaoión  de  las  partes  para  sentencia. 

Art.  552.  El  término  ordinario  de  prueba  se  dividirá  en  dos 
períodos  comunes  á  las  partes. 

El  primero,  de  20  días  improrrogables,  para  pi-oponer,  en  uno 
ó  varios  escritos,  toda  la  prueba  que  les  interese. 

El  segundo,  de  30  días,  también  improrrogables,  para  ejecutar 
toda  la  prueba  que  hubiesen  propuesto  las  partes. 

Dentro  de  estos  términos,  el  Juez  concederá  el  que  estime  sufi- 
ciente, atendidas  las  circunstancias  del  pleito,  sin  que  pueda  bajar 
de  10  días  el  del  primer  período,  ni  de  15  el  del  segundo;  pero  los 
prorrogará  hasta  el  máximun  cuando  alguna  de  las  partes  lo  so- 
licitare. 

Art.  663.  No  podrán  suspenderse  los  términos  expresados  en 
el  artículo  anterior,  sino  por  fuerza  mayor  que  impida  proponer  6 
practicar  la  prueba  dentro  de  ellos. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  término  extraordinario  de 
prueba  de  que  tratan  los  artículos  siguientes. 

Art.  654.  El  término  extraordinario  de  prueba  se  otorgará  si 
hubiere  de  ejecutarse  alguna  fuera  del  territorio  de  cada  una  de  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Eico  y  sus  agregadas. 

Art.  666.     El  término  extraordinario  será: 
.    De  cuatro  meses  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  eu  las  islas 
de  Cuba  y  de  Puerto  Eico  recíprocamente,  ó  en  las  demás  Antillas. 

De  seis  meses,  si  en  Europa  ó  en  las  islas  Canarias. 

De  ocho  meses,  si  en  los  continentes  de  América,  África  ó  es- 
calas de  Levante. 

De  un  afio,  si  en  Filipinas  ó  en  cualquiera  otra  parte  del  mundo 
de  que  no  se  haya  hecho  expresión. 
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Art.  666,  Para  que  xíueila  otorgarse  el  térmiuo  extraordina- 
rio de  prueba,  se  requiere: 

lo.  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que 
se  hubiere  notificado  el  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba. 

2o.  Que  los  hechos  que  se  quieran  probar  fuera  del  territorio 
de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  y  sus  í^regíwlas  hayan  ocurrido 
en  el  país  donde  se  intente  hacer  la  prueba. 

3o.  Que  cuando  la  prueba  haya  de  ser  testifical,  además  de 
lo  que  previene  el  art.  639,  se  indique  la  residencia  de  los  testigos 
que  hayan  de  ser  examinados. 

4o.  Que  se  expresen  en  el  caso  de  ser  la  prueba  documental 
los  archivos  doude  se  hallen  los  documentos  que  hayan  de  testimo- 
niarse, y  que  sean  éstos  conducentes  al  pleito. 

Art,  557.  También  deberá  otorgarse  el  término  extraordina- 
rio, aunque  los  hechos  hayan  tenido  lugar  dentro  de  cada  isla  y  sus 
agregadas,  si  los  testigos  que  sobre  ellos  deben  declarar  se  hallaren 
en  cualquiera  de  los  puntos  designados  en  el  art.  555. 

En  este  caso  habrán  de  expresarse  en  la  solicitud  los  nombres  y 
rtssidencia  de  los  testigos. 

Art,  658.  De  la  pretensión  que  se  dedujere  para  que  secon- 
ceda  el  término  extraordinario,  se  dará  traslado  por  ti-es  días  im- 
prorrogable^s  á  la  parte  contraria,  y  sin  más  trámites  se  fallará  el 
artículo. 

Art.  559.  El  auto  en  que  se  otorgue  6  se  deniegue  el  término 
extraordinario  sólo  será  apelable  en  un  efecto. 

Art.  560.  El  término  extraordinario  de  prueba  correrá  al 
mismo  tiempo  «¿ue  el  ordinario;  pero  empezará  a  contíirse  desde  el 
día  siguiente  al  de  la  notificación  del  auto  en  qué  se  hubiere  otor- 
gado. 

Art.  561 .  El  litigante  á  quien  se  hubiere  concedido  el  término 
exti-aordinario  y  no  ejecutare  la  prueba  que  haya  propuesto,  será  con- 
denado á  pagar  á  su  contrario  una  indemnización,  que  no  podrá  ba- 
jar de  1.250  pesetas,  ni  exceder  de  12.500,  ajuicio  del  Juez  que  co- 
nozca de  los  autos,  salvo  si  apareciere  que  no  ha  sido  por  su  culpa 
ó  si  desistiere  de  hacer  dicha  prueba  antes  de  que  trascurra  el  tér- 
mino ordinario. 

Esta  indemnización  se  impondrá  en  la  sentencia  definitiva. 

Art.  562.  Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ocu- 
rriese algún  hecho  de  influencia  notoria  en  la  decisión  del  pleito,  ó 
hubiere  llegado  á  noticia  de  las  partes  alguno  anterior  con  esta  cir- 
cunstancia, del  cual  juren  no  haber  tenido  antes  conocimiento,  po- 
drán alegarlo  durante  el  primer  período  del  término  ordinario  de 
prueba,  articulándolo  concretamente  por  medio  de  un  escrito,  que 
vse  llamará  de  ampliación. 

Art.  563.  Del  escrito  de  ampliación  se  dará  traslado  á  la  par- 
to contraria  pai'a  que  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  ento- 
ga de  la  copia,  confiese  ó  niegue  llanamente  el  hecho  ó  hechos  ale- 
gados. 
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Al  mismo  tiempo  podrá  alegar  otros  hechos  que  aclaren  ó  des- 
virtüen  los  articulados  en  dicho  escrito. 

Art.  564.  La  prueba  que  se  proponga  se  concretará  á  los  he- 
chos fijados  definitivamente  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ó  en 
los  de  demanda  y  contestación,  y  en  los  de  ampliación  en  su  caso 
que  no  hayan  sido  confesados  llanamente  por  la  parte  á  quien  perju- 
diquen. 

JURISPRUDENCIA. 

No  constituye  quebrantamiento  de  forma  la  denegación  de  una  diligen- 
cia de  prueba  que  no  tenga  relación  alguna  con  los  hechos  discutidos  en  el 
pleito.    S,  S  Mayo  1902, 

Art,  565,  Los  Jueces  repelerán  de  ofieio  las  pruebas  que  no  se 
acomoden  á  lo  establecido  en  el  artículo  anterior,  y  todas  las  demás 
que  sean  á  su  juicio  impertinentes  ó  inútiles. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  innecesaria  la  prueba  sobre  un  hecho  que  tanto  el  actor  como  el  de- 
mandado reoonocen  por  cierto,  porque  la  prueba  ha  de  ser  averiguamiento 
que  se  face  enjuicio  en  razóíi  de  alguna  cosa  que  es  dubdosa,  S.  SO  Jun.  1865. 

La  prueba  no  incumbe  al  que  niega,  sino  al  que  afirma  un  hecho.  S,  22 
Enero  1849. 

Krt.  666.  Contra  las  providencias  en  que  se  otorgue  alguna 
diligencia  de  prueba  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue  sólo  se  podrá  utilizar  el  de  repo- 
sición dentro  de  cinco  días;  y  si  ^  Juez  no  la  estimase,  podrá  la 
palle  interesada  reproduci;*  la  misma  preti^nsión  en  la  segunda  ins- 
tancia. 

J  URISPRÜDENCIA. 

No  procede  el  recurso  de  casación  fundado  en  falta ,  de  recibimiento  á 
prueba  en  s^unda  instancia,  cuando,  denegada  ésta  en  la  primera,  no  se 
pidió  reposición  del  auto  denegatorio.    Sents,  14  y  16  Sept  1902, 

Art.  667,  Cuando  se  solicitare  alguna  diligencia  de  prueba 
dentro  de  los  tres  últimos  días  del  primer  período^  podrá  la  parte 
contraria  proponer  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  entre- 
ga de  la  copia  del  escrito  la  prueba  que  le  convenga  sobre  los  mis- 
inos heehoSé 

Trascurrido  éste  último  plazo,  y  en  otro  caso  el  de  los  20  días 
fijados  en  el  párrafo  segundo  del  art.  552,  quedai'á  cerrado  definiti- 
vamente el  primer  i)eríodo  de  la  prueba,  y  se  dictará  providencia 
abriendo  el  segundo  período  (1). 

Art,  568.  Ix)s  Jueces  proveerán  á  los  escritos  en  que  se  pro- 
ponga prueba  conforme  se  vayan  presentando. 

Se  librarán  desde  luego  los  mandamientos  compulsorios,  exlior- 
tos  y  demás  despachos  que  sean  necesarios  para  practicar  la  que 
haya  de  ejecutarse  fuera  de  la  cabeza  del  partido;  pero  no  se  entre- 
garán á  la  parte  interesada  hasta  que,  dictada  la  providencia  abrien- 

(1)    El  término  de  esto  artículo  es  Improrrogable. 
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do  el  segundo  período,  se  adicionen  con  nota  del  actuario,  expresiva 
del  término  concedido  para  ejecutar  la  prueba  y  del  día  en  que  prin- 
cipia (1). 

Art.  569.  Toda  diligencia  de  prueba,  inclusa  la  de  testigos, 
se  practicará  en  audiencia  pública  y  previa  citación  de  las  partes 
con  24  horas  de  antelación  por  lo  menos,  pudiendo  concurrir  los  li- 
tigantes y  sus  defensores. 

JURISPRUDENCIA. 

La  asistencia  de  los  litigantee,  sin  protesta,  á  una  diligencia  de  prueba, 
convalida  y  subsana  cualquier  vicio  relativo  á  la  citación  de  loe  mismos. 
S\  17  Marzo  1894. 

Art.  570.  Para  el  reconocimiento  de  libros  y  papeles  de  los 
litigantes  no  se  citará  previamente  á  la  parte  á  quien  pertenezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siempre  á  presencia  del  in- 
teresado ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en  su  defecto  de  dos  tes- 
tigos vecinos  del  mismo  pueblo. 

Art.  571.  ÍTo  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  569  los  Jueces 
podrán  disponer  que  se  practiquen  á  puerta  cerrada  aquellas  dili- 
gencias de  prueba  que  puedan  producir  escándalo  ú  ofensa  á  la  mo- 
ral, permitiendo  siempre  la  concurrencia  de  las  partes  y  de  sus 
defensores. 

Art.  672.  El  Juez  señalará  con  la  anticipación  conveniente 
el  día  y  la  hora  en  que  haya  de  practicarse  cada  diligencia  de  prue- 
ba de  las  que  deban  tener  lugar  ante  él. 

Art.  573.  Para  la  prueba  'que  haya  de  practicarse  fuera  del 
lugar  en  que  resida  el  Juez  del  pleito,  podrán  designar  las  partes 
persona  que  la  presencie  en  su  representación.  Esta  designación  se 
expresará  en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  despacho  que  al  efecto  se 
dirija. 

En  este  caso  el  Tribunal  ó  Juez  exhortado  señalará  día  y  hom 
en  que  haya  de  practicarse  la  diligencia  de  prueba  y  mandará  citar 
á  la  persona  ó  personas  designadas  para  presenciarla,  si  fueren  ve- 
cinos de  aquella  localidad  ó  se  hubieran  personado  en  ella. 

Art.  574,  Las  partes  y  sus  defensores  que  concurran  á  las  di- 
ligencias de  prueba  se  limitarán  á  presenciarla,  y  no  les  será  permi- 
tida otra  intervención  en  ellas  que  la  que  se  expresará  en  cada  clase 
de  prueba. 

El  que  falte  á  esta  prescripción  será  apercibido  por  el  Juez,  d 
cual  podrá  privarle  de  presenciar  el  acto  si  insistiere  en  perturbarlo. 

Art.  575.  Para  la  prueba  de  cada  una  de  las  partes  deberá 
formarse  pieza  separada  que  se  unirá  después  á  los  autos. 

Art.  576.  Ño  tendrán  valor  alguno  las  diligencias  de  prueba 
que  se  practiquen  fuera  del  término  del  segundo  período  concedido 
para  ello  (2). 


(1^    V.  el  CJomplemento  del  art.  285  de  esta  Ley. 

[2)    Consúltense  los  arts.  810  y  811  de  esta  Ley,  resp«cto  &  la  pérdida  del  trámite  para 
la  parte  que  no  utiliza  el  término  improrrogable  6  la  prórroga  en  su  caso. 
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SECCIÓN    QUINTA 


De  los  medios  de  prueba  (1) 

Art.  677.  Los  medios  de  prueba  de  que  sé  podrá  hacer  uso 
enjuicio  son  (2): 

lo.     Confesión  en  j  uicio. 

2o.     Documentos  públicos  y  solemnes. 

3o.     Documentos  privados  y  correspondencia. 

4o.  Los  libros  de  los  comerciantes  que  se  lleven  con  las  forma- 
lidades prevenidas  en  la  sección  2a,,  tit,  2o,,  libro  lo,  del  Código 
de  Comercio  (3). 

5o.     Dictamen  de  peritos. 

6o.     Beconocimiento  judicial. 

7o.     Testigos. 

JURISPRUDENCIA. 

Las  diligencias  practicadas  á  virtud  de  autos  para  mejor  proveer,  no  tie- 
nen el  carácter  de  diligencias  de  prueba  ni  otro* objeto  que  ilustrar  el  ánimo 
del  Juez  para  pronunciar  un  fallo  acertado.    S,  S9  Dic.  1876. 

No  es  regla  de  sana  crítica  que  entre  dos  pruebas  contradictorias  se  de- 
cida el  Juzgador  por  aquella  que  adeniás  se  haila  robustecida  por  otra  clase 
de  prueba,  aún  en  la  nipótesis  de  que  concurriera  la  circunstancia  de  dos 
pruebas  concordantes  entre  sí  enfrente  de  una  sola,  puesto  que  su  valor  no 
depende  del  número.    S.  18  Abril  1884. 

Este  artículo  y  el  1215  del  Código  Civil,  no  pueden  considerarse  infrin- 
gidos por  la  apreciación  que  baga  el  Tribunal  sentenciador  de  los  medios  de 
prueba  establecidos  en  los  mismos,  siempre  que  no  se  niegue  á  admitir  como 
eficaces  dichos  medios  probatorios.    S,  16  Agosto  1902, 

§  1^ 
De  ia  confesión  en  Juicio   (^) 

Art,  678.  Desde  que  se  reciba  el  pleito  á  prueba  hasta  la  ci- 
tación para  sentencia  en  primera  instancia,  todo  litigante  está  obli- 
gado á  declarar  bajo  juramento  cuando  así  lo  exigiere  el  con- 
trario (6). 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  número  lo. 
del  art.  496. 

JURISPRUDENCIA. 

La  conoscencia  que  tiene  el  valor  de  prueba  perfecta  y  acabada,  es  la 


(1 »  Las  leyes  extranjeras  pueden  alegarse  como  medio  de  prueba,  considerándose 
adiniíida  su  vigencia  cuando  alegada  no  se  impugna  por  la  parte  contraria.  Senis.  15 
Enero  1885  y  9  Junio  18P5. 

(2)  '^Las  pruebas  pueden  hacerse:  por  instrumentos,  por  confesión,  por  inspección 
personal  del  Juez,  por  peritos,  por  testigos  y  por  presunciones."    Arí.  1215  C,  Civil. 

(3;    Esta  referencia  corresponde  al  tít.  8°,  llb.  I**,  arts.  33  al  49  del  C.  Comercio  vigente 

1 4)  "La  confesión  puede  nacerse  judicial  ó  extrajudicialraente.  En  uno  y  otro  caso 
será  condición  indispensable,  paira  la  validez  de  la  confesión,  que  recaiga  sobre  hechos 
personales  del  confesantejV  que  éste  tenga  capacidad  legal  para  hacerla."  Arí.  1231  C.  Ctnl. 

V.  además  los  arts.  I2¡ñ  &  1238  del  mismo  Código,  complementarios  de  esta  materia. 

(5;  La  dei'lamción  prestada  ante  Jueces  arbitros  ó  amigables  componedores  es 
udieial.    Ricci. 
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eonfesi6n  judicial  explícita  y  absoluta  acerca  de  un  punto  indivisible  por  su 
naturaleza.    S,  6  Enero  18^, 

La  confesión  hecha  por  error  no  perjudica,  si  el  error  se  prueba  antes  de 
la  sentencia.    S.  14  Nov,  1866, 

No  puede  calificarse  de  confesión  judicial  la  declaración  de  un  litigante, 
cuando  no  reúne  todos  los  requisitos  indispensables  que  para  serlo  exige  el 
Código  Civil.     S,  6  Feb.  1898. 

Las  manifestaciones  hechas  en  los  escritos  de  un  pleito  no  tienen  el  va- 
lor de  la  confesión  judicial,  y  hechas  enjuicio  totalmente  distinto  por  razón 
de  las  cosas  y  de  las  personas,  tamp<)co  pueden  surtir  ningún  erecto  por 
consecuencia  del  cuasi  contrato  de  litis-coiitestatio,    S.  19  Abril  1896, 

Art,  579,  Estas  declaraciones  podrán  prestarse,  á  elección  del 
que  las  pidiere,  bajo  juramento  decisorio  ó  indecisorio  (1). 

En  el  primer  caso  harán  prueba  plena,  no  obí^nte  cuales- 
quiera otras. 

En  el  segundo  sólo  perjudicarán  al  confesante. 

J ITRISPRUDENCI  A. 

El  juramento  decisorio  sólo  puede  tener  lugar  si  el  demandante,  enta- 
blada la  contienda,  jurase  á  placer  del  demandado,  que  ést«  le  debía  lo  que 
le  demandaba.    S,  4  Mayo  1868. 

Art.  680,  Las  posiciones  serán  formuladas  por  escrito  con 
(claridad  y  precisión  y  en  sentido  afirmativo,  y  deberán  concretarse 
á  hechos  que  sean  objeto  del  debate. 

El  Juez  repelerá  de  oficio  las  preguntas  (lue  no  reúnan  estos 
i^equisitos. 

Del  interrogatorio  que  las  contenga  no  se  acompañará  copia. 

Art,  581  •  La  parte  interesada  podrá  pi-esentar  las  posicioDes 
en  pliego  ^  cerrado,  que  conservará  elJuez  sin  abrirlo  hasta  el  acto 
de  la  comparecencia  para  absolverlas. 

También  podrá  resen^arse  para  dicho  acto  la  presentación  del 
interrogatorio,  solicitando  sea  citada  al  efecto  la  parte  que  haya  de 
declarar. 

Art.  582,  El  Juez  señalará  el.día  y  hora  en  que  hayan  de 
comparecer  las  partes  i>ara  llevar  á  efecto  la  absolución  de  las  posi- 
ciones. 

El  que  haya  de  ser  interrogado  aera  citiulo  con  un  día  de  anti- 
cipación por  lo  menos. 

Si  no  compareciere  líi  alegare  justa  causa  que  se  lo  impida,  se 
le  volverá  á  citar  para  el  día  y  hora  que  se  señale  nuevamente,  bajo 
apembimiento  de  tenerle  por  confeso  si  no  se  presentare. 

Art,  583.  En  el  acto  de  la  comparecencia  el  Juez  i-esolverá 
pi*eviamente  sobre  la  admisión  de  las  preguntas  si  se  hubieren  pre- 
sentado en  pliego  terrado  ó  en  el  mismo  acto,  y  á  continuación  exa- 
minará 9obi*e  cada  una  de  las  admitidas  á  la  {>ai'te  que  haya  de  ab- 
solverlas. 


(1^    "No  puede  pedí  ree  juramento  decisorio  sobre  hechos  punibles  ni  sobre  cuestiones 
Hi-erc»  de  las  cuales  las  purtes  no  puedan  transigir."    Arí.  li.i7  C.  Civil. 
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Art.  &84.  El  declarante  responderá  por  si  mismo,  de  pala- 
bra, á  presencia  de  la  parte  oontraria  y  de  sn  Letrado,  si  asistieren. 

Xo  x>o<l^  valerse  de  ningún  borrador  de  respuestas;  pero  st* 
le  permitirá  qae  consulte  en  el  acto  simples  notas  ó  apuntes,  cuaudo 
á  jaicio  del  Juez  sean  necesarios  para  auxiliar  la  memoria. 

Art.  &85.  Las  contestaciones  deberán  ser  afirmativas  ó  nega- 
tivas, pudiendo  agregar  el  que  las  dé  las  explicaciones  que  estime 
convenientes,  6  las  que  el  Juez  le  pida. 

Si  se  n^are  á  declarar,  el  Juez  le  apercibirá  en  el  acto  de  te- 
nerle por  confeso  si  jiersiste  en  su  n^ativa. 

Si  las  respuestas  fueran  evasivas,  el  Juez,  de  oficio  ó  á  instan- 
cia de  la  parte  contraria,  le  apercibirá  igualmente  de  tenerlo  por 
cx)nfeso  sobre  los  hechos  resx)ecto  á  los  cuales  sus  respuestas  no  fue- 
ren cat^óricas  y  terminantes. 

Art.  586.  Cuando  alguna  pregunta  se  refiera  á  hechos  que 
no  sean  i)ersonales  del  que  haya  de  absorverla,  i>odrá  negarse  á 
contestarla. 

Sólo  en  este  caso  podrá  admitirse  la  absolución  de  posiciones 
por  medio  de  un  tercero  que  esté  enterado  i>ersonalmente  de  los  he- 
chos, por  haber  intervenido  en  ellos  á  nombre  del  litigante  interro- 
gado, si  éste  lo  solicita,  aceptando  la  responsabilidad  de  la  declaración. 

JURISPRUDENCIA. 

Lo  declarado  por  un  apoderado  no  puede  tener  el  valor  de  la  confeBÍÓiif 
por  carecer  aquél  del  carácter  de  litigante.    S.  19  Oct,  1881, 

Art.  587.  Cuando  concurra  al  acto  el  litigante  que  haya  soli- 
citado las  x>osicioDes,  ambas  partes  podrán  hacerse  recíprocamente 
por  sí  mismas,  sin  mediación  de  sus  Letrados  ni  Procuradores,  y 
por  medio  del  Juez,  las  preguntas  y  observaciones  que  éste  admita 
como  convenieutes  para  la  averiguación  de  la  verdad  de  los  hechos; 
I)ero  sin  atravesar  la  palabra  ni  interrumpirse. 

También  podrá  el  Jiiez  j)eáir  las  explicaciones  que  estime  con- 
ducentes á  dicho  fin. 

Art.  688.  El  actuario  extenderá  acta  de  lo  ocurrido,  en  la 
que  insertará  la  declaración,  la  cual  podi^  leer  por  sí  misma  la  par- 
te que  la  haya  prestado.  En  otro  caso  la  leerá  el  actuario,  pr^un- 
tando  el  Juez  á  dicha  parte  si  se  ratifica  en  ella  ó  tiene  algo  que 
añadir  ó  variar;  y  extendiéndose  á  continuación  lo  que  dijere,  la 
firmará,  si  supiere,  con  el  Juez  y  demás  concurrentes,  autorizándola 
el  actuario. 

Art.  589.  Cuando  dos  ó  más  litigantes  hayan  de  declarar  so- 
bre unas  mismas  posiciones,  el  Juez  adoptará  las  precauciones  ne- 
cesarias, si  lo  pidiere  la  parte  interesada,  para  que  no  puedan  comu- 
nicarse ni  enterarse  previamente  del  contenido  de  aquéllas. 

Art.  590.  En  el  caso  de  que  por  enfermedad  ó  x>or  otras  cir- 
cunstancias especiales  del  litigante  que  haya  de  absolver  las  posi- 
ciones el  Juez  lo  estimare  conveniente,  podrá  constituirse  con  el  ac- 
tuario en  la  casa  de  dicho  interesado  para  recibirle  la  declaración. 
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En  tal  caso.no  se  permitirá  la  concurrencia  de  la  parte  contra- 
ria; pero  se  le  dará  vista  de  la  confesión  y  podrá  i)edir  dentro  de 
tercero  día  que  se  repita  para  aclarar  algún  punto  dudoso  sobre  el 
cual  no  haya  sido  categórica  la  contestación  (1). 

Art.  591.  El  litigante  que  resida  dentro  del  partido  judicial 
podrá  ser  obligado  á  comparecer  ante  el  Juez  que  conozca  del  plei- 
to para  prestar  su  declaración,  salvo  si  se  lo  impidiese  causa  justa 
ajuicio  del  mismo  Juez. 

En  este  caso,  lo  mismo  que  cuando  resida  fuera  del  partido  ju- 
dicial, será  examinado  por  medio  de  despacho  ó  exhorto,  al  que  se 
acompañará  el  interrogatorio,  después  de  aprobado  por  el  Juez  en 
pliego  cerrado,  que  se  abrirá  al  tiempo  de  prestar  la  declaración. 

JURISPRUDENCIA. 

En  las  diligencias  sobre  confesión  de  deuda  no  caben  cuestiones  de  com- 
petencia, pues  estas  presuponen  necesariamente  la  existencia  de  un  juicio, 
carácter  que  no  tienen  aquéllas..   S,  22  Nov,  1S99, 

Art.  692.  Si  el  llamado  á  declarar  no  compareciere  á  la  se- 
gunda citación  sin  justa  causa,  rehusare  declarar  ó  persistiere  en  no 
responder  afirmativa  ó  negativamente  á  pesar  del  apercibimiento 
que  se  le  haya  hecho,  podrá  ser  tenido  por  confeso  en  la  sentencia 
definitiva. 

JURISPRUDENCIA. 

Este  artículo  otorga  al' Juez  una  facultad  meramente  potestativa,  no  in- 
fringiéndose cuando  aquél  no  hace  uso  de  ella.    S,  20  Junio  1884- 

Art*  693.  No  podrán  exigirse  nuevas  posiciones  sobre  hechos 
que  hayan  sido  una  vez  objeto  do  ellas. 

Tampoco  podrán  exigirse  más  de  una  vez  por  cada  parte  des- 
pués del  término  de  prueba. 

Art.  594.  En  los  pleitos  en  que  sea  parte  el  Estado  ó  alguna 
corporación  del  mismo,  no  se  pedirán  posiciones  al  Ministerio  fis- 
cal, ó  á  quien  represente  á  dicha  parte.  En  su  lugar  la  contraria 
propondrá  por  escrito  las  preguntas  que  quiera  hacer,  las  cuales  se- 
rán contestadas  por  vía  de  informe  por  los  empleados  de  la  Admi- 
nistración á  quienes  conciernan  los  hechos. 

Estas  comunicaciones  se  dirigirán  por  conducto  de  la  persona 
que  represente  al  Estado  ó  corporación,  cuya  persona  estará  obli- 
gada á  presentar  la  contestación  dentro  del  término  que  el  Juez  se- 
ñale. 

§  2? 

Documentos  públicos 

Art.  695.  Bajo  la  denominación  de  documentos  públicos  y 
solemnes  se  comprenden; 

lo.     Las  escrituras  públicas  otorgadas  con  arreglo  á  derecho  (2). 

( 1)  Este  párrafo  es  aplicable  al  caso  de  evacuar  informe  la  Administración. 

(2)  "Son  documentos  públicos  los  autorizados  por  nn  Notario  6  empleado  públi- 
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2o.  Las  certificaciones  expedidas  por  los  Agentes  de  Bolsa  y 
Corredores  de  comercio,  con  referencia  al  libro-registro  de  sus  res- 
pectivas operaciones,  en  los  términos  y  con  las  solemnidades  que 
prescriben  el  art.  Si  del  Código  de  Comercio  y  leyes  especiales  (1). 

3o.  Los  documentos  expedidos  por  los  funcionarios  públicos 
que  estén  autorizados  para  ello  en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  de 
sus  funciones. 

4o.  Los  libros  de  actas,  estatutos,  Ordenanzas,  registros,  ca- 
tastros y  demás  documentos  que  se  hallen  en  los  Archivos  públicos 
ó  dependientes  del  Estado,  de  las  provincias  ó  de  los  pueblos,  y  las 
copias  sacadas  y  autorissadas  por  los  Secretarios  y  Archiveros  por 
mandato  de  la  Autoridad  competente. 

5o.  Lafi  Ordenanzas,  estatutos  y  reglamentos  de  Sociedades, 
comunidades  6  asociaciones,  siempre  que  estuvieren  aprobados  por 
Autoridad  pública,  y  las  copias  autorizadas  en  la  forma  prevenida 
en  el  número  anterior  (2). 

6o.  Las  partidas  ó  certificaciones  de  nacimiento,  de  matrimo- 
nio y  de  defunción,  dadas  con  arreglo  á  los  libros  por  los  Párrocos, 
ó  por  los  que  tengan  á  su  cargo  el  Begistro  Civil  (3). 

7o.     Las  ejecutorias  y  las  actuaciones  judiciales  de  toda  especie. 

JURISPRUDENCIA 

La  simple  partida  de  bautismo,  no  sirve  para  probar  la  filiación  natural. 
S,  lo.  de  Julio  1896, 

La  declaración  prestada  por  loe  peritos  en  juicio,  no  puede  tener  carác- 
ter de  documento  público.    S.  lo.  Oct.  1884. 

La  sentencia  que  sin  desconocer  la  realidad  de  lo  consignado  en  loe  do- 
cumentos públicos  traídos  á  los  autos,  estima  no  justificado  por  aquéllos  el 
fundamento  de  las  peticiones  deducidas  por  el  demandante,  no  infringe  este 
artículo,  el  siguiente,  ni  los  1216  y  1218  del  Código  CiviL    S.  19  Mayo  1896. 

No  se  desconoce  el  valor  l^al  dé  la  certificación  de  un  Registrador  de  la 
Propiedad,  cuando  el  Tribunal,  apreciando  su  contenido  en  combinación 
con  los  demás  antecedentes  del  juicio,  deduce  de  este  conjunto  el  derecho  de 
los  litigantes.    S.  6  Oct.  1899. 

Art,  696.  Para  que  los  documentos  públicos  y  solemnes  sean 
eficaces  en  juicio  deberán  observarse  las  reglas  siguientes: 

la.     Que  los  que  hayan  venido  al  pleito  sin  citación  contraria 

co  competeute  con  las  solemnidadcH  requeridas  por  la  ley."    Art.  leie  C.  Cívü. 

"Los  documentos  públicos  hacen  prueba,  aun  contra  tercero,  del  hecbo  que  motiva 
su  otorgamiento  y  de  la  fecha  de  éste."    Art.  ltl8  del  mUmo  Código. 

Véanse  además  los  arts.  1219  &  1224  de  dicho  cuerpo  legal  referidos  al  valor  y  efectos 
de  esta  clase  de  documentos. 

(1)  Esta  referencia  ha  de  entenderse  hoy  &  los  arts.  89,  93  y  95  del  vigente  Código  de 
Comercio* 

(2)  No  están  comprendidas  en  este  número  las  certificaciones  de  las  actas  de  socie- 
dades y  corporaciones,  aunque  lo  sean  á.  virtud  de  mandato  judicial. 

(3)  Las  partidas  que  expidan  los  Párrocos  tienen  el  carácter  de  documentos  públi- 
cos, en  cuanto  se  refieran  á  actos  anteriores  á  1.  o  de  Septiembre  de  1884,  focha  en  que  em- 
pezó á  r^r  en  Cuba  la  Ley  del  Registro  Civil. 

Con  referencia  á  dichos  documentos  y  á  los  expedidos  por  los  encalcados  del  Registro 
CiviL  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  España,  en  sentencia  de  25  de  Kov.  de  187.3, 
que  forman  prueba  legal  tan  sólo  respecto  del  acto  especial,  único,  sobre  que  el  Párroco  ó 
el  encargado  del  R^istro  pueden  dar  fé  por  su  personal  conocimiento,  mas  sin  conceder 
igual  valor  á  las  meras  enunciativas  Ó  declaraciones  en  ellos  contenidas,  con  relación  á 
hechos  anteriores  y  distintos,  para  cuya  demostración  Judicial  es  indispensable  otra 
prueba  separada  y  concreta. 
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se  cotejen  con  los  originales^  previa  dicha  citación  si  hnbiere  sido 
impugnada  expresamente  su  autenticidad  ó  exactitud  por  la  parte  á 
quian  perjudiquen.  En  otro  caso  se  tendrán  por  legítimos  y  eficaces 
sin  necesidad  del  cotejo. 

2a.  Que  los  que  hubieren  de  llevarse  á  los  autos,  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  art.  504,  ó  traerse  de  nuevo  en  los  casos  previs- 
tos por  el  505,  se  libren  en  virtud  de  mandamiento  compulsorio  que 
se  expida  al  efecto,  previa  citación  de  la  parte  á  quien  hayan  de 
perjudicar. 

3a.  Que  si  el  testimonio  que  se  pida  fuere  solamente  de  parte 
de  un  documento,  se  adicione  á  él  lo  que  el  colitigante  señalare,  si 
lo  cree  conveniente. 

Este  señalamiento  podi*á  hacerse  en  el  acto  de  libirarse  el  tes- 
timonio, abonando  el  aumento  de  gastos  la  parte  que  lo  solicite,  sin 
perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  definitiva  sobre  pago  de  costas. 

4a.  Que  los  testimonios  ó  certificaciones  sean  dados  por  el  en- 
cargado del  Archivo,  oficina,  registro  6  protocolo  en  que  se  hallen 
los  documentos,  ó  por  el  Escribano  en  cuyo  oficio  radiquen  los  autos, 
y  por  el  del  pleito  en  otro  caso. 

Estos  testimonios  ó  certificaciones  se  expedirán  bajo  la  respon- 
sabilidad de  los  funcionarios  encargados  de  la  custodia  de  los  origi- 
nales, y  la  intervención  de  los  interesados  se  limitará  á  señalar  lo 
que  haya  de  testimoniarse  ó  certificarse  y  á  presenciar  su  cotejo. 

JURISPRUDENCIA. 

Este  artículo  señala  las  reglas  que  deben  observarse  para  que  sean  efi- 
caces enjuicio  los  documente»  públicos,  pero  no  fija  la  fuerza  probatoria  de 
los  mismos;  sino  su  eficacia  por  razón  de  la  forma  én  que  hayan  sido  traídos. 
Senfs.  15  Feb,  1S64  y  17  Mayo  1877. 

Art.  697«  Serán  eficaces  en  juicio,  sin  necesidad  de  cotejo, 
salvo  la  prueba  en  contrario,  y  lo  dispuesto  en  el  art.  605: 

lo.  Las  ejecutorias  y  las  certificaciones  ó  testimonios  de  sen- 
tencias firmCvS,  expedidas  en  legal  forma  por  el  Tribunal  que  las  hu- 
biere dictado. 

2o.  Las  escrituras  públicas  antiguas  que  carezcan  de  protocolo, 
y  todas  aquellas  cuyo  protocolo  ó  matriz  hubiere  desaparecido  (1). 

3o.  Cualquier  otro  documento  público  y  solemne  que  por  su 
índole  carezca  de  orgiinal  ó  registro  con  el  que  pueda  comprobarse. 


(1)  Este  inciso  ha  sido  reformado  por  el  art.  1.221  del  Código  Civil,  cnyo  texto  literal 
i's  como  sigue:  ''C'unudo  hayan  desaparecido  la  escritura  matriz,  el  protocolo,  ó  los  expe- 
dientes originales,  harán  prueba:  lo.  I^iis  prlmenis  coplas,  sacadas  por  el  funcionarlo  pú- 
blico que  las  autorizara.  2.°  Las  copias  ulteriores,  libradas  por  mandato  Judicial,  con  cfta- 
cirtn  de  los  interesadtw.  3.°  Las  que  sin  mandato  judicial,  se  hubiesen  sacado  en  presencia 
(le  los  interesados  y  con  su  conformidad.  A  falta  de  las  copias  mencionadas,  hardn  prue- 
ba cualesquiera  otnis  que  tengan  la  antlgtiedad  de  treinta  ó  mfts  años,  siempre  que  hu- 
biesen sido  tomadas  del  original  por  el  funcionarlo  que  lo  autorleóú  otro  encargado  de8n 
custodia. 

IjUS  copias  de  menor  antigüedad,  ó  que  estuviesen  autorizadas  por  funcionarlo  públi* 
co  o\\  quien  no  concurran  las  ciivunstancia»  mencionadas  en  el  pArrafo  anterior,  sólo  sei' 
virftn  como  un  principio  de  prueba  por  escrito.  La  fuerza  probatoria  de  las  coplas  de  co* 
l>ia  será  apreciada  por  los  Tribunales  según  las  circunstancias". 
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ÁrU  588.  El  cotejo  6  eompnobaeián  de  Jms  d^CHwantob  públi- 
cio«  con  8Ufi  originales  se  practictkiá  por,  ¿1> actuario,  conj|tituyépdoÉ>e 
51,1  afecto  en  el  Archivo  ó  local  dojide  se  ^lalle^  la  xuatriz.á  pre^ncia 
^^  las  partios  y  de¡  sus  defensores,  si  cow)irí:^ertíii,-;á  cuyo  ftn.  ^  se- 
""     lará  previameujte  ed  día  y  hora  en  qi^e  naya  de  verificar^ie,       .\    , 

También  podrá  hacerlo  el  Juez  por  sí  mismo  cuandp  Ip.  estime 


o-íoxi veniente.  .    .  i   . . 

jr  XJ  ItlSPRUDENClÁ. 


£1  cotejo  de  uoiu»  oblig^iones  «oc^  el  libro  talouarío  d^;^  do^de  procedei^' 
no  es  dili^ancia  de  prueba  de  las  que  dan  lugar,  liegadas,  al  recurso, de  canár 

••        •        •  •  :  .  .      .  -^  .   '       ^..  .    ...^  ..    _   ..     ,.'-• 

Art*  599.  Los  documentos  otorgados  en  otras  uádi<meB  iieñávA^ 
ol  mismo  valor  enjuicio  que  los  autorizados  en  España,  si  reúnen 
1  o»  requisitos  siguientes:  ' 

lo.     Que  el  asunto  6  materia  del  acto  6  contrato  sea  lícito  y 
I>ermitido  por  ías  leyes  dé!Éspafia.     '    *       '       •.     '  •"•  ^  ';-   •  '^ 

2o.     Que  los  otorgantes  tesgauaplitud  y  capacidad  legal  pai*^ 
ol>ligarse  cpo  arreglo  á  las  leyes  ^e  su  país.         ^  -^      ^ , .  ^ 

3o.  Que  en  el  ptorgamiento  se.haiy^u.obserVjado  líí^  fprinaí^  y 
solemnidades  establecidas  en  el  país  donde  se  lian'verifiV'áido  los  íi<^- 
tps  6  coatratos  (1).  ,     •  ,, "       . 

4o.     Que  el  documento  contenga  H  legíiUza.ción  .y  los  deiii^?* 
requisitos  necesarios  para  su  autenticidad  en  España  (2). 

Art.  GOO.  A  todo  doenmento  red'í^cta^io^  ^n  cualquier  i<lio:i^^a 
que  no  sea  el  castellano,  se  acompañarán  la  traducción  del  minriao.  ^ 
copias  de  aquél  y  de  ésta. 

Dicha  traducción  podrá  ser  hecha  privadaineutey  enf  csuyo  c^sl^^o 
rí  alguna  de  las  partes  la  imf^ugnare  dentro  de  tercero  día,  iv^^xixí 
ieHtando  que  no  la  tiene  por  fifely  exacto,  se  remitirá  ^l  '<ío««w»^<^^^ 
p<íra8utradti<'ciónalfíin€ióniinóe7icargaáo  de  este  seriflmo  ^  eí'  ^^^ 
bienio  general  de  cada  una  de  las  Ma^  de  Cuba  y  Puefio  Bieo,  y  '>t<>  j^ 
biéndúlo  (ü  MimMerio  de  VUrámar,  por' cmidueto  del  Gobemad&r^  ^^n 
ral   respectivOy  para  qtie  sea  tradueldo  por  la  Interpretación    <l^  -  ^ 

f^U4t8    (3). 

CoMPLEMílNTO. — Orden  núm.  S77^  de  18  de  8ept.  de  1900  ^ 

m.  Todos  los  Juzgados  y  Tribunales  de  la  Isla,  que  Ví^x-cí-z, 
de  Intérprete  oficial,  quedan  auto ri%$^dos.  para  utilizar,  cuvu!c¿  \^ 
pretes  ocasionales,  en  los  casos  en  q[ue  sea  necesario,  los  ^Miv^-^^ 
de  cualquier  persona  que  liable  bieu  el  español  y  el  otro.  ^^Xx^^^^rk 


que  se  trate;  cuyos  servicios  serán  pagados  por  el  Góbierxvc^    ^ 
de  dos  pesos  moneda  de  los  Estadot^,  Tínidus.  por  cada  día  v^i^  ""^ 
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púbUcoe  se  rig^n  por  la  regla  Iocum  regit  cvclum.  V.  arl.  11  Coligo  \  i\  u.  ****Xvvi 

■i2)    V.  Complemento  del  art.  300  de  esta  Ley. 
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presten  y  previa  certiflcadón  que,  expedida  en  la  forma  de  oostum- 
bre,  lesera  fiticilitada  al  interesado  por  el  Jaez  ó  Tribunal  respectivo. 

Orden  núm.  IOS',  de  6  de  Marzo  de  1900. 

Desde  esta  fecha  quedan  autorizados  les  Kotarios  de  la  Isla  de 
Cuba,  para  hacer  todas  las  traduccioties  que  les  sean  necesarias  en 
el  ejercicio  de  su  profesión,  las  cuales  practicarán  bajo  su  responsa- 
bilidad, expresándolo  así  en  los  documentos  que  otorguen  y  sin  que 
puedan  ser  relevados  de  ella  por  ningún  motivo.  Esta  facultad  s<^ 
concede  sólo  á  los  Notarios  que  por  conocer  el  idioma  de  los  extran- 
jeros que  contraten  ante  ellos  ó  aquel  en  que  estén  escritos  ó  á  que 
deban  traducirse  los  documentos  que  se  les  presenten,  pueden  ha- 
cer por  sí  mismos,  las  traducciones.  Este  particular  deberán  con- 
signarlo también  en  los  documentos  que  autoricen. 

§39 

Documentos  privados,  correspoiMlencia  y  libros  de  los 

oomerclantee 

Art,  601  •  Los  documentos  privados  y  la  correj^pondencia  que 
obren  en  poder  de  los  litigantes  se  presentarán  originales  y  se  uni- 
i*án  á  los  autos. 

Cuando  formen  parte  de  un  libro,  expediente  ó  legajo  podrán 
presentarse,  por  exhibición  pai^a  que  se  ponga  tejstimonio  de  lo  que 
señalen  los  interesados  (1). 

Est/O  mismo  se  verificará  respecto  de  los  que  obren  en  i)oder  de 
un  tercero,  si  no  quiere  desprenderse  de  ellos, 

JUKISPBUrWBNCIA. 

Los  documcntoH  privatios  cuya  verdad  oonftmieii  liajo  juramento  Iok 
testigos  que  lo8  ftrmaron  y  que  no  eean  redargüido»  de  fálsoft,  hacen  plena 
fe  en  luicio,  auiu|ue  no  se  hayan  ratificado  en  ellos  Ioh  obligadoü,  por  lialitT 
fallecido.    S,  2  Oet  1888. 

No  incurre  eu  error  de  derecho  la  Sala  que  no  da  eficada  A  un  documen- 
to traído  A  los  autos  fuera  de  la  oportunidad  procesal  y  cuya  autentieidadf 
iidemás,  fué  negada  por  el  demandado  sin  que  el  autor  utilÍKara  prueba  algu- 
na para  esclaK»eer  su  legitimidad.    S,  H  Sept.  1900, 

Los  documentos  privados  del»en  acompañarse  origínales  y  no  en  copia 
siimilei  aunque  se  encuentren  agregados  á  otros  autos,  i)resumiéndo6e  estar 
aqeeHos  ft  disposición  del  actor,  mientras  no  se  juMtifique  lo  contrario.    S, 

üí4  Sept,  1900» 

Art.  602.  No  se  obligará  á  los  que  no  litiguen  á  la  axhibi- 
cióu  de  documentos  privados  de  su  propiedad  exclusiva,  salvo  el 
(le/i'echo  que  asista  al  que  los  necesitare,  del  cual  podrá  usar  en  el 
juicio  correspondiente. 

(1)  "La  cwrrespondenffa  tolegráflca  sólo  producir»!  obligación  entre  los  contnitivnt«i 
<iue  hayan  admitido  (íste  medio  previamente  y  en  contrato  escrito,  y  nlempre  tjue  los  Ui- 
k>ffraiiiaH  raiman  las  oondioiones  o  signos  convencionales  que  previamente  nayan  establ<v 
c!d<»  los  i^ntratantes,  si  así  lo  hubiesen  pactado."    p.  5. ® ,  art.  51  del  C.  de  Oomercif». 

VAanse  Ins  arts.  1 188, 118»  y  1225  A 1^  del  C.  Civil,  y  4»  C.  de  Comercio. 


Si  estuvieren  dispuestos  á  exhibirlos  voluntariamente,  tajnpo- 
oo  se  les  obligará  á  que  los  presenten  en  la  Escribanía;  y  si  lo  exi- 
gieren, irá  el  actuario  á  sus  casas  ú  oficinas  para  testimoaiarlos. 

Art,  603,  Los  documentos  privados  y  la  correspondencia  se- 
rán reconocidos  bajo  juramento  á  la  presencia  judicial  por  la  parte 
á  quien  perjudiquen,  si  lo  solicitare  la  contraria. 

No  será  necesario  dicho  reconocimiento  cuando  la  parte  á  quien 
perjudique  el  documento  lo  hubiere  aceptado  cqmo  legitimo  al  fijar 
los  hechos  en  los  escritos  de  contestación,  réplica  ó  duplica! 

JURISPRUDENCIA. 

La  declaración  de  una  viuda,  de  que,  si  bien  la  narócian  de  su  marido 
las  firmas  puestas  en  unos  documentos,  como  no  se  las  vio  poner,  no  podía 
decir  ai  eran  6  no  suyas,  no  constituye  un  verdadero  reconocimiento,  como 
el  que  se  necesitaría  para  pronunciar  contra  ella  una  sentencia  condenatoria. 
S.  ^  Marzo  1876, 

Este  artículo  se  refiere  únicamente  A  los  doctnnentos  otorcados  por  la» 
partes  del  pleito  y  producidos  por  ellas  a  los  efectos  de  la  xmieba,  no  infrin- 
Ki^ndose  en  consecuencia  por  á  Tribunal  sentenciador,  al  apreciar  la  prue- 
ba recibida  cuando  no  se  trate  de  dichos  documentos  sino  de  diferentes  reci- 
iiofl  suscritos  por  un  tercero  que  no  es  parte  eji  el  juicio.    S,  9  Nov.  1899, 

No  habiendo  impugnado  en  forma  alguna  el  demandado  los  documen- 
ten privados  traídos  á  los  autos,  limitándose,  después  de  aceptados,  á  discu- 
tir el  alcance  de  los  actos  realizados  y  que  aquéllos  corroboran,  la  »ala  que 
loH  aprecia  no  infringe  este  artículo  ni  el  511  de  esta  Ley.     S,  6  Agosto  190S. 

Art.  60é«  Cuando  hayan  de  utilizarse  como  medio  de  prueba 
los  libros  de  los  comerciantes,  se  practicará  lo  que  ordenan  los  ar- 
tículos 5i  y  52  (1)  del  Código  de  Comercio,  verificándosela  exhibi- 
ción en  el  despacho  ó  escritorio  donde  se  hallen  los  libros. 

JURISPRUDENCIA. 

Kl  caigo  de  una  cuenta  no  necesita  de  justificación  por  parte  del  que  la 
rinde,  sino  por  el  contrario,  es  obligación  del  que  la  impugna,  porque  ésta 
envuelve  una  afirmación  que  debe  probar  como  todo  litigante  que  se  ampara 
de  alguna  excepción.    S.  SO  Junio  187 L 

§  49 

Cotijo  de  letrat 

Art.  605.  Podrá  pedirse  el  cotejo  de  letras  siempre  que  se 
niegue  por  la  parte  á  quien  perjudique,  ó  se  ponga  en  duda  la  au- 
tentieidad  de  un  documento  privado,  ó  la  de  eualquier  documento 
público  que  carezca  de  matriz  y  no  pueda  ser  reconocido  por  el  fun- 
cionario que  lo  hubiese  expedido. 

Dicho  cotejo  se  practicará  iK)r  i)eritos  con  sujeción  á  lo  que  se 
previene  en  el  i)árrafo  quinto  de  esta  sección  (T). 

JURISPRUDENCIA. 

EJste  artículo  no  es  preceptivo,  pudiendo  prescindirse  del  cotejo  cuando 

(1 ;    Esta  referencia*  oorrosponde  boy  al  art.  4?  del  nuevo  Código  de  Comercio. 

(2)  Por  R.  O.  de  13  de  Febrero  de  1971,  se  declaró  que  los  bibliotecarios,  archlveron  y 
anti<*uario8  tienen  la  misma  aptitud  que  A  los  antiguos  revisores  de  letras  concedía  la  ley 
Oa.,  tf  1. 1.,  lib.  8o.  de  la  Nov.  Reoop.,  para  informar  como  peritos  en  letras  antiguas  y  mo- 
dernas, con  más  competencia  que  los  maestros  de  primera  enseñanza. 
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el  conjunto  dé  los  praébA8.  baste  |>ani-  produeir  la  conrieción  de  la  verdad. 
S\  jéo  Abril  J900,      ..i   •      i  .:  .      , 

Irt;.  606;  La  piersoiía  que  pida  el  cotejo  designará  el  dócn- 
méiito  ó  'aobutíientofe  indubitados  .con  que  deba  hacerse. 

Si*  ¿o  los  hiibiéWíj;  se  tendrá 'por  eficaz  el  docuniiento  público,  y 
respecto  del  privaidOj  d  Jtiez  apreciará  el  Valor 'que  merezca  en 
cotiibiiiación'cbti  lais  déipa¿  prueban 

'   Att.'  OOT.    Se  considerarán   como  indubitados  paraí  él  cotejo: 

lo.  ÍjOS  dochiñetlt^os  que  las  partes  reconozcan  como  tales  de 
común  acuerdo.  / 

^. !   Las  escrituras  públicas,  y  solemnes. 
'  'So. '   Tjós  documentos  privados,  cuya  letní  6  firma  hayan  sido 
recpnp<?i^Íafj!lén  juicio  j>or  aqujél  á  quien  se  atribuya  la  dudosa. 

4o.  tel  escrito  impugnado  en  la  parte  en  que  reconozca  la  le- 
tra como  suya  ítquel  á  quien  perjudique. 

5o.  ,  A. Jaita  detesto»  medios,  la  pai^te  á  quien  se  atribuya  el 
documento  impiigiiado  ó  ^a  firmaque  lo  autorice  podrá jü^  ireqamda 
á  instancia  <le  la  c'orttrar}á  para  que  fi)rme  nti  ctierpo  de  escritura 
que  éu  el  áctt)  le  dictará  el  Juez. 

Si  se  nií^ai*e  á  eWo,  "sé  M  psodrá  estimar  por  contusa  eñ  el  reco- 
nociiuiéiil ó  del  documento  impilgnado, 

JURllál^RTJDENCIA.       -  '  • 

EsüUí  artícenlo 'ó«  inaplicable  íil  oótí^jo  practicado  &  virtud  áé  auto  de  la 
Sala  «oñten(ihúl<mi  i>a|u  me^or  prt)vee^.'    <V.  ^  Abril  1877: 

'«•■..•.      ■   '   •  .     .       •'  ■       .  '  -   ..     •.'.:,  •  .     .'.■... 

Art.  .608.  El  Juez  hará  por  sí  iiiismo  la  lUQmpjcoJ^ción,  des- 
pués de  oir  á  los  peritos  revisores,  y  apreciará  eí  resultado  de  esta 
p^-ueba  conforme  á  bus  reglas  de  la  sana  crítica,  sin  tener  que  suje- 
tarstí  ardictánu^ndje  atiuéllps,  '  .   ; 

OoMPl.lOMKiíTíX^— OrflCTUMfw.  468,  de  lóale  Nov.  de  1900  (1). 

I.  Desde  la  publicación  de  la  presente  orden  liabrá  en  cada 
uno  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  de  la  Isla 
de  Cuba  dos  Peritos  Calígrafos  que  tendrán  por  obligación  auxiliar 
á  los  Tribunales  de  justicia  dentro  d#  píirt ido  judicial  en  que  resi- 
dan, «p  la  pnU^tica  de  cuantas  v  actos  ú  operaciones  piKedan.e9ilside- 
mi»e  de  su  iiieumbetM^iai  >    .  ,    . 

IL  Las  peritos  calígrafos  á  <iue  se  refiere  el  artículo  anterior, 
podrán  cobiitr  honorarios  en  lo^  aaun tos  civiles  á  la  parte  interesa- 
da cuando"no  estuviere  declarada  insolvente,  á  razón  de  tres  pesos 
Mioa^a  de  los  Estados  Unidos  por  cada  trabajo  queiieaUcen;  y 
cuando  éste  consista  en  el  examen  y  cotejo  fie  escritos  extenso^  po- 
drán cobrar  además  cincuenta  centavos  por  cada  hoja  que  hayan 
de  examinar  y  cotejai*,  ?i  excepción  de  la  primera.  ÍDicLos  peritos 
estarán  obligados  á  prestar  sus  servicios  en  asuntos  criminales  sin 
retribución  alguna;  ]H*ro  quedándoles  i'cservada  su  acción  pai'a  que 


(1)    Vmíh  Ordón  cstrt  viffonte  y  por  causas-  que  deKoontK'cmos  uo  ha  tenido  aplicacidn 
t'ii  los  Juzfíados  dt' la  R(»i»flhllc^. 
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pnedán   reclamar  el  importe  de  sus  derechos  en  el  caso  de  hab^ 
condena  de  costas  á  la  persona  que  en  ellas  resulte  condenada. 

III.  Las  plazas  de  Peritos  Calígrafos  á  que  Se  refiere  esta  Or- 
den^ serán  cubiertas  libremente  por  el  Secretario  de  Justicia^  eri 
personas  que  tengan  el  título  de  Maestro  de  Primera  Enseñanza  Ele- 
rAenidal  6  de  Primera  Bnseflanza Superior,  que  no  eStéíi  desempeñ  an- 
do ninguna  plaza  retribuida  en  el  ramo  de  Instrucción  Píiblíca. 

§  59  ' 

«5  ..     .        •  ... 

Dlctameri  4e  peritos. 

Art.  609.  Podrá  emplearse  lá  prueba  ^e  peritos  cuando  para 
conocer  6  apreciar  algún  liecho  de  influencia  en  el  pleito  seían  nece- 
sarios 6  couTenientes  conociihientos  científica,  artísticos  6  prácti- 
cos (1).  

■ 

JUBISPBUDENOLi. 

La  sentencia  que  ni^ra  éste  medio  de  pi*ueba  no  es  definitiva  á,  los  efectos 
de  la  eadación. 

Art,  610.  La  parte  á  quien  interese  este  medio  de  prueba 
^)ropondrá  con  claridad  y  precisión  el  objeto  sobre  el  cxial  deba  re- 
caer el  reconocimiento  pericial.  *    ' 

Eii  el  mismo  escrito  manifestará  si  han  de  ser  uno  ó  tres  los 
peritos  que  se  nombren. 

JTTKISPBTJDEircrA.  * 

I 

Resulta  bien  deuc^axla  esta  prueba  cuando  la  parte  que  la  propone  no  se 
ajusta  á  lo  que  dispone  eí?te  aírtículo.    S\  ^í  Mhj/o  1900. 

Art.  61 1  •  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  enti^ga 
de  la  copia  del  escrito  proponiendo  dicha  prueba^  la  parte  ó  partes 
contrarias  podrán  exponer  brevemente  lo  que  estimen  oportuno  so- 
bre su  pertinencia  ó  ampliación  en  su  caso  á  otros  extr^tnos^  y  sobre 
si  han  de  ser  uno  ó  tres  los  peritos^ 

Art.  612.  El  Juez,  sin  más  trámites,  resolverá  lo*  que. juzgue 
procedente  sobre  la  admisión  de  dicha  prudiwu  Si  la  estima  perti- 
nente, en  el  mismo  auto  designará  lo.  que  haya  de  ser  objeto  d^  re- 
conociiniento  pericial,  y  si  éste  ha  de  practieairBe  por  uno,  ó  tres 
peritos. 

Sobi-e  este  último  extraño  accederá  á  lo  que  de  comáu  aonerdo 
hayan  propiíesto  las  partes,  y  en  otro  caso  resolverá  sin  ulterior  re- 
curso lo  que  crea  conveniente,  teniendo  en  consideraci^  la  impor* 
iancia  del  reconocimiento  y  la  cuantía  del  pleito. 

Art.  613.  En  el  mismo  auto  admitiéndola  prueba  pericial 
mandará  el  Juez  que  comparezcan  las  partes  6  sus  Procuradores  á 
su  presencia,   en  el  día  y  hora  que  señalará  dentro  de  los  seis  si - 


(1)    Concuerda  efite  art.  cou  el  1242  del  C.  Civil. 
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guientes  para  que  se  pongan  de  acuerdo  en  el  nombramiento  de  pe- 
rito 6  peritos. 

La  parte  que  no  comparezca,  se  entenderá  que  se  cQnforma  con 
los  designados  por  la  contraria  (1). 

Art,  614,  Los  peritos  deberán  tener  título  de  tales  én  la  cien- 
cia 6  arte  á  que  pertenezca  el  punto  sobre  que  han  de  dar  su  dicta- 
men, si  su  profesión  está  reglamentada  por  las  leyes  ó  por  la  Auto- 
i'idad  competente, 

Ko  estándolo,  ó  no  habiendo  peritos  de  aquella  clase  en  el  par- 
tido judicial,  si  las  partes  no  se  conforman  en  designarlos  de  otro 
punto,  podrán  ser  nombradas  cualesquií^ra  personas  entendidas  ó 
prácticas,  aún  cuando  no  tengan  título  (2). 

Art.  615,  Cuando  las  partes  no  se  pongan  de  acuerdo  sobre 
el  nombramiento  de  perito  ó  peritos,  el  Juez  insaculará  en  el  mis- 
mo acto  los  nombres  de  tres,  por  lo  menos,  por  cada  uno  de  los  que 
hayan  de  ser  elegidos,  de  los  que  en  el  partido  judicial  paguen  con- 
tribución industrial  por  la  profesión  6  industria  á  que  i)ertenezca  la 
pericia,  y  se  tendrán  por  nombrados  los  que  designe  la  suerte. 

Si  no  hubiere  dicho  número,  quedará  á  elección  del  Juez  la 
designación  del  perito  6  peritos,  cuyo  nombramiento  verificará  den- 
tro de  los  dos  días  siguientes  al  de  la  comparecencia. 

Art,  616,  No  se  incluirán  en  el  sorteo  ni  en  su  caso  podrán  se; 
nombrados  por  el  Juez  los  peritos  que  en  el  acto  de  la  comparecen- 
cia sean  recusados  por  cualquiera  de  las  partes,  por  concurrir  en 
ellos  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  artículo  620. 

Art.  617.  Hecho  el  nombramiento  de  perito  ó  peritos,  se  les 
hará  saber  para  que  acepten  el  cargo  y  juren  desempeñarlo  bien  y 
fielmente  dentro  del  término  que  el  Juez  les  señale. 

Art.  618.  Los  peritos  podrán  ser  recusados  por  causas  poste- 
riores á  su  nombramiento. 

También  podrán  serlo  por  causas  anteriores  los  designados  por 
la  suerte  ó  por  nombramiento  del  Juez. 

Art.  619.  La  recusación  se  hará  en  escrito  firmado  por  el 
Letrado  y  el  Procurador  de  la  parte,  expresando  concretamente  la 
c^iusa  de  la  recusación  y  los  medios  de  probarla. 

En  el  caso  del  párrafo  primero  del  artículo  anterior,  deberá 
presentarse  el  escrito  de  recusación  antes  del  día  señalado  para  dar 
principio  al  reconocimiento.  En  el  del  segundo,  dentro  de  los  (3) 
días  siguientes  al  de  la  notificación  del  nombramiento. 

Art.  620.    Son  causas  legítimas  de  recusación: 

la.  Ser  el  perito  pariente  por  consanguinidad  ó  afinidad,  den- 
tro del  cuarto  grado  civil,  de  la  parte  contraria. 

2a.  Haber  dado  anteriormente  sobre  el  mismo  asunto  dicta- 
men contrario  á  la  parte  recusante. 


(1 )  En  caso  de  no  comparecencia,  se  entiende  abandonado  este  medio  de  praelMi. 

(2)  Losperitos  tasadores  de  muebles,  roneu9  y  Joyas  no  necesitan  título,  bastando  su 
inscripción  en  la  matrícula  respectiva.    R.  0. 15  Ñov.  1887. 

(3;    Entre  estas  dos  palabras  falta  el  adjetivo  cardinal  dos. 
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3a.  Haber  prestado  servicios  como  tal  perito  al  litigante  con- 
trario, ó  ser  dependiante  6  socio  del  mismo. 

4a.  Tener  interés  directo  6  indirecto  en  el  pleito  6  en  otro  se- 
mejante, 6  participación  en  sociedad,  establecimiento  ó  empresa 
contra  la  cnal  litigne  el  recusante. 

5a.     Enemistad  manifiesta. 

6a.     Amistad  intima. 

Art*  621.  El  Juez  rechazará  de  plano  la  recusación  si  no  h^^ 
fonda  concretamente  en  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  ó  no  se  hubiere  presentado  con  las  formalidades  (1) 
dentro  de  los  plazos  safíalados  en  el  que  le  precede. 

Art.  622.  l^opuesta  en  forma  la  recusación,  el  Juez  manda- 
rá se  haga  saber  al  perito  recusado  para  que  en  el  acto  de  la  notifi- 
cación manifieste  bajo  juramento,  que  le  recibirá  el  actuario,  si  es  ó 
no  cierta,  la  causa  en  que  aquella  se  funda. 

Si  la  reconoce,  como  cierta^  se  le  tendrá  por  recusado,  sin  man 
trámites,  y  será  reemplazado  por  otro  de  nombramiento  del  Juez. 

Art.  623*  Cuando  el  perito  niegue  la  certeza  de  la  causa  de 
la  recusación,  mandará  el  Juez  que  comparezcan  las  partes  á  su 
presencia  en  el  día  y  hora  que  señalará,  con  las  pruebas  de  que  in- 
tenten valerse. 

No  compareciendo  la  parte  recusante,  se  la  tendrá  xK>r  desisti- 
da de  la  recusación. 

Si  comparecen  todas  las  partes  litigantes,  el  Juez  las  invitará 
á  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  procedencia  de  la  recusación, 
y  en  su  caso  sobre  el  nombramiento  del  perito  que  haya  de  reem- 
plazar al  recusado. 

Si  no  se  ponen  de  acuerdo,  el  Juez  admitirá  las  pruebas  que  se 
presenten,  uniéndose  á  los  autos  los  documentos,  y  acto  continuo 
resolverá  lo  que  estime  procedente. 

En  el  cafio  de  estimar  la  recusación,  el  mismo  Juez  hará  e) 
nombramiento  de  otro  perito,  si  las  partes  no  lo  hubieren  designa- 
do de  común  acuerdo. 

Del  resultado  de  esta  comparecencia,  á  la  que  podrán  asistir 
también  los  Abogados  de  las  partes,  se  extenderá  la  oportuna  acta 
que  firmarán  los  concurrentes. 

Art.  624*  Cuando  se  desestime  la  recusación  de  un  x>erito, 
será  condenado  el  recusante  en  todas  las  costas  de  este  incidente. 

También  podrá  ser  condenado  á  que  abone,  por  vía  de  indem- 
nización, á  la  parte  ó  partes  que  la  hubieren  impugnado,  la  canti- 
dad que  el  Juez  estime,  sin  que  pueda  exceder  de  500  pesetas. 

Art.  625.  Las  partes  y  sus  defensores  podían  concurrir  al  ac- 
to del  reconocimiento  pericial  y  hacer  á  los  peritos  las  observacio- 
nes que  estimen  oportunas. 

A  este  fin  se  señalará  día  y  hora  para  dar  principio  á  la  opera- 
ción, si  alguna  de  las  partes  lo  solicitare. 

Cuando  sean  tres  los  peritos,  practicarán  unidos  la  diligencia. 


(1)    Falta  en  el  texto  la  conjunción  p,  entre  están  do«  palabras. 
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Art.  626.  Los  peritos,  después  de  haber  cíonfereuciado  entre 
sí  á  solas,  si  fueren  tres,  darán  su  dietaiuen  razoniído,  de  palabra  ó 
por  escrito,  según  la  importancia  del  asunto. 

En  el  primer  caso  lo  harán  en  forma  de  declaración,  y  en  el  se- 
gundo se  ratificarán  con  juramento  á  la  presencia  judicial,  verifi- 
cándolo en  ambos  casos  acto  continuo  del  reconocimiento;  y  si  esto 
no  fuere  posible,  en  el  día  y  hora  que  el  Juez  señale. 

Art.  687«  Las  partes  6  sus  defensores  podrán  solicitar,  en  el 
acto  de  la  declaración  ó  ratificación,  que. el  Juez  exija  del  perito  ó 
peritos  la«  explicaciones  oportunas  para  el  esclarecimiento  de  Iob 
hechos. 

Art.  628«  Cu9.ndo  i^ean  tres  los  peritos  y  estuvieren  de  acuer- 
tlo,  darán  ó  extenderán  su  dictamen  en  una  sola  declaración  firma- 
da por  todos. 

Si  estuvieren  en  discordia,  se  pondrán  por  sepai*ado  tantas  de- 
claraciones ó  dictámenes  escritos  cuantos  sean  los  pareceres. 

JURISPRUDENCIA. 

•  ■  *  .   ' 

El  auto  por  el  que  un  Juez  se  declara  compestente  para  liaccr  el  uombra- 
niierito  dé  perito  tercero,  es  firme  para  todos  los  efectos  legales,  si  contra  lo 
que  se  ordena  no  se  utiliza  recurso  alguno.    *S'.  ^5  Srpt,  1S85, 

La  discordia  3e  constituye  {K>r  el  empate  y  el  aouenlo  por  la  mayoría 
S.  2S  Junio  1870. 

Art.  629.  No  se  repetirá  el  reconocimiento  pericial,  aunque  se 
alegue  la  insuficiencia  del  practicado  ó  no  haya  resultado  acuerdo  6 
dictamen  de  inavoría. 

Sin  embargo,  cuando  el  Juez  lo  crea  necesario,  podrá  hacer  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  340  y  acordar  para  mejor 
proveer  que  se  practique  otro  reconocimiento  6  se  amplíe  el  ante- 
rior por  los  mismos  peritos  ó  por  otros  de  su  elección  (1). 

Art.  630  A  instancia  de  cualquiera  de  las  partes,  el  Juez 
podrá  pedir  informe  á  la  Academia,  Colegio  ó  (Corporación  oficial 
que  corresponda,  cuando  el  dictamen  pericial  exija  operaciones  ó 
conocimientos  científicos  especiales. 

En  este  caso  se  unirá  á  los  autos  y  producirá  sus  efectos  el  in- 
forme, aunque  se  dé  ó  reciba  después  de  trascurrido  el  término  de 
prueba. 


\\)  Es  de  iniu-ha  oportunidad  en  este  lugar,  la  siguicnto  K.  Ü.  do  l.-de  Abril  de  1883, 
(|ue  estlmainoH  derecho  vljfente  en  la  Reprtbllca  y  de  aplicavlón  en  sus  Tribunales: 
"Kxcmo.  Sr.:  El  art.  7.  o  del  Keal  decreto  (Je  8.  de  Eidero  de  1870,  que  detiUncUi.  Iai8  ^tribu- 
clones  de  los  Arquitectos  y  Maestros  de  obnis,  dispone  oué  cuando  en  una  operación  pe- 
ricial Interven^un  indivlílQOB  de  ambaa  ciasen  y  ocurriese  dlHcioídia.  el  que  se  nombre 
para  dirimirla  deberá  gozar  por  lo  menos  categoría  igual  Él  la  de  aquel  de  los  dos  discor- 
dantes que  la  tc^n^tn  mayor:  •  Considerando  que  el  espíritu  de  esta  dlspoBlcíón  no  e«  otro 
iiuc  el  de  impedir  que  el  inferió*'  se  constituya  en  Jue//  del  suiierior,  y  que  aquél  qpe  por 
i-.izón  de  su  carrera  debe  poseer  menores  coniK'imientos  cientfftcos,  califique  y  enrtiiende 
iK'tos  del  que  los  pob-ee  mavoros}  Considerando  que  haUdndose  los  lugenieiofl  agrónomos 
i*especto  d  los  Peritos  agrícolas  en  andlogas  circunstaneias  que  los  Arquitectos  respwto 
»1  los  Maestros  de  obras,  debe  serles  aplicable  la  misma  disposición- legal;  S.  M.  el  Rey 
(U.  D,  G.)  se  tía  dignado  resolver  que  ep  el  caso  de  que  c9Ucurriendo  6,  una  .opeitioión  pe- 
ricial un  Ingeniero  agrónomo  y  un  Perito  agrícola  ocurriese  discordia,  el  que  se  nombre 
luira  dirimirla  disfrute,  por  lo  menos,  categoría  igual  ft  Ui  del  primero." 
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■ 

Art.  631,  Los  Jueces  y  los  Tribunales  apreciarán  la  prueba 
pericial  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  sin  estar  obligados  á  su- 
jetarse al  dictamen  de  los  peritos. 

J  ÜKISPEUDENCI  A. 

Las  leyes  de  Partida  relativas  al  valor  y  eficacia  de  la  prueba  pericial  han 
sido  eseneialmente  modificadas  por  esta  ley,  como  está  repetidamente  decla- 
rado por  el  Tribunal  Supremo.  S,  26  Dic.  ISSS. 

Según  la  ley  3a.,  tít.  22  de  la  Partida  3a.,  los  Jueces  "deben  dar  su  juicio 
cierto  6  derechurero  según  mandan  las  leyes,  después  de  catada  ó  escudri- 
ñada é  sabida  la  verdad  del  fecho' ^  y  la  jurisprudencia  establecida  en  con- 
formidad con  ella,  que  declara  que  por  atendióle  que  sea  la  prueba  de  peritos 
no  están  obligados  los  Tribunales  á  sujetarse  á  su  dictamen.  /SI  SI  Mayo  181 S. 

Sería  un  conocido  error  atribuir  el  carácter  de  obligatorios  y  decisivos  á 
los  dictámenes  de  que  hace  mención  el  precedente  artículo,  porque  no  cons- 
tituyen más  que  una  de  las  clases  de  prueba,  cuyo  análisis,  calificación  y 
apreciación  corresponde  á  los  Tribunales.  SenU.  29  Sept  1881,  16  Dic.  1891 
y  4  Julio  1894, 

§69 

Reconocimiento  judicial 

Art.  632.  Cuando  para  el  esclarecimiento  y  apreciación  de  los 
hechos  sea  necesario  que  el  Juez  examine  por  sí  mismo  algún  sitio  ó 
la  cosa  litigiosa,  se  decretará  el  reconoeimiento  judicial  á  instancia 
de  cualquiera  de  las  partes  (1). 

Para  llevarlo  á  efecto  señalará  el  Juez  con  tres  días  de  antici- 
pación por  lo  menos  el  día  y  hora  en  que  haya  de  practicarse. 

JURISPRUDENCIA. 

No  es  exacta  la  doctrina  de  que  la  prueba  de  inspección  judicial  está  so- 
bre las  demás  clases  de  pruebas.  S.  lo,.Dic.  1865. 

La  práctica  de  la  inspección  ocular  de  una  finca,  acordada  pam  mejor 
proveer,  no  tiene  carácter  de  diligencia  probatoria,  ni  la  circunstancia  de 
haberse  elegido  personas  inteligentes  en  la  materia  para  que  acompañen  al 
Juez  y  le  informen  en  la  inspección  así  acordada,  tiene  carácter  de  juicio  de 
pi-ritos.     S,  19  Feb.  1868, 

El  reconocimiento  judicial  es  de  libre  apreciación  del  Tribunal  senten- 
ciador.    S.  SI  Dio.  1886, 

Art.  633.  Las  partes,  sus  representantes  y  Letrados  podrán 
concurrir  á  la  diligencia  de  reconocimiento  é  inspección  ocular,  y 
hacer  al  Juez  de  palabra  las  observaciones  que  estimen  oportunas. 

También  podrá  acompañar  á  cada  parte  una  persona  práctica 
en  el  terreno.  Si  el  Juez  estima  conveniente  oir  las  observaciones 
ó  declaraciones  de  estas  personas,  les  recibirá  previamente  jura- 
mento de  decir  verdad. 


( 1 )  "Laprueba  de  Insiiección  personal  del  Juez  sólo  será  eficaz  en  cuanto  claramente 
permita  al  Tribunal  apreciar,  por  las  exterioridades  de  la  cosa  inspeccionada-,  el  IhhjIio 
que  trate  de  averiguar".  Art.  l^W  C.  CHvü. 

V.  además  el  1241  del  mismo  cuerpo  legal. 
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Del  resultado  de  la  diligencia  extenderá  el  actuario  la  opor- 
tuna acta,  que  firmarán  los  concurrentes,  consignándose  tambiéii 
en  ella  las  observaciones  pertinentes  hechas  por  una  y  otra  parte 
y  las  declaraciones  de  los  prácticos  (1). 

Art.  634.  Cuando  se  acuerden  el  reconocimiento  judicial  y  el 
pericial  de  una  misma  cosa,  se  practicarán  simultáneamente  estos 
dos  medios  de  prueba,  conforme  á  las  reglas  esta'blecidas  para  cada 
uno  de  ellos. 

Art.  635.  Podi-án  ser  examinados  los  testigos  en  el  mismo  si- 
tio y  acto  continuo  del  reconocimientojudícial,  cuando  la  inspeccióa 
ó  vista  del  lugai*  contribuya  á  la  claridad  de  su  testimonio,  si  así 
lo  hubiere  sí )lí citado  previamente  la  parte  á  quien  interese. 

Prueba  de  testigos 

Art.  636.  Sobre  los  hechos  probados  por  confesión  judicial  no 
se  permitirá  x>ara  ex>rroborarlos  prueba  de  testigos  á  ninguna  de  las 
partes. 

J ÜRISPRlTDENí  lA. 

Si  bien  la  confesión  hecha  en  juicio  es  bastante  prueba  con  tía  el  confe- 
sante, necesario  es  conceder  el  ejercicio  de  los  demás  medios  probatorios  para 
atenuar  6  anular  los  efectos  de  aquélla,  cuando  falta  &  la  misma  alguna  de 
las  solemnidades  con  que  deba  hacerse  y  {Hiedan  quedar  lastimados  loe  de- 
rechos.    A',  ^¿i  Abril  1866. 

Art.  63?.  Al  escrito  solicitando  la  admisión  de  este  medio  de 
prueba  acompañará  (í1  interrogatorio  que  contenga  las  preguntas  á 
cuyo  tenor  hayan  de  ser  examinados  los  testigos,  con  lascopiit^s  pre- 
venidas, tanto  del  escrito  como  del  interrogatorio. 

Estas  iH'egnntas  se  formularán  con  claridad  y  precisión,  nniue- 
rándolas  eorrehitivaniente  y  concretándolas  á  los  hechos  que  sean  ol)- 
jeto  del  debate. 

JURISPRUDKNCIA. 

No  procede  la  evacuación  de  un  interrogatorio  ¡mni  mía  dedanicióu 
presentada  en  pliefjo  cerrado,  en  contra  de  lodisi^uesto  en  este  artículo.  S.  /5 
Xo)\  1887. 

Art.  638.  El  Juez  examinará  el  interrogatorio  y  admitirá  las 
preguntas  (\\w  sean  i)ertinenteSj  desechando  las  que  estime  no  serlo. 

Art.  639.  Dentro  de  los  10  días  siguientes  al  de  la  noti- 
iieación  de  la  providencia  admitiendo  dicha  prueba^  presentará  la 
parte  inteivsada  la  lista  de  los  testigos  de  que  intente  valerse,  expre- 
sando el  nombre  y  ai>ellidos  de  cada  uno  de  ellos,  su  profesión  ú 
(►ticio,  su  vecindad  y  las  st^ñns  de  su  habitaeión,  si  le  constase. 

Kstas  listas  podrán  adicionarse  dentro  de  dicho  término. 

De  ellas  st*  danl  copia  á  la  parte  ó  partes  contrarias,  y  no  po- 
drán ser  examinadi>s  otros  testigos  que  los  comprendidos  en  las 
mismas; 


(1)    Kst<ís  jH'riU^s  (x-asionaU's  iio  «e  rigen  por  los  pret-optos  que  n'griiljm  la  proebiv  pe 
rk'ial. 
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Art,  640,  Los  litigantes  podrán  presentar  interi-ogatorios  de 
ivpi'egnntas  antes  del  examen  de  los  testigos. 

El  Juez  aprobará  las  pertinentes  y  desechará  las  demás  (1). 

Estos  interrogatorios  podrán  presentarse  en  pliego  cerrado,  que 
se  abrirá  al  darse  principio  al  acto,  y  también  en  el  mismo  del  exa- 
luen  de  los  testigos. 

Los  que  se  presentaren  abiertos  quedarán  reservados  en  poder 
del  Juez,  bajo  su  responsabilidad. 

JTTRISPBITDENCIA. 

Las  repr^untas  deber&n  formularse  antt«  de  que  principie  el  acto,  para 
que,  por  su  n^ativa,  proceda  la  casación  en  la  forma.  S.  18  Kov,  1895, 

Art.  641.  Con  tres  días  de  anticipación  por  lo  menos  el  Juez 
ftefíalará  día  y  hora  en  que  haya  de  darse  principio  al  examen  de 
loB  testigos  de  cada  parte. 

Este  acte  se  verificará  en  audiencia  pública,  á  presencia  de  las 
partes  y  sos  defensores,  si  concurrieren. 

Art.  642.  Los  testigos  que  residiendo  dentro  del  paartido  judi- 
cial rehusaren  presentarse  voluntariamente  á  declarar,  serán  citados 
por  cédula  con  dos  días  de  anticipación  por  lo  menos  al  señalado  pa- 
i*a  su  examen,  si  lo  solicitare  la  parte  interesada. 

Contra  el  testigo  inobediente  sin  justa  causa  acordai*á  el  Juez, 
también  á  instancia  de  parte,  los  apremios  que  estime  conducentes 
para  obligarle  á  comparecer,  incluso  el  de  ser  conducido  por  la 
fuerza  pública  (2). 

Art.  643.  Los  testigos  que  sean  obligados  ó  comparecer  con- 
forme al  artículo  anterior  tendrán  derecho  á  reclamar  de  la  parie 
interesada  los  auxilios  ó  la  indemnización  que  corresponda. 

No  habiendo  avenencia  entre  los  intei-esados,  el  Juez  fijai-á  la 
cuantidad,  sin  ulterior  recurso,  teniendo  en  consideración  las  circuns- 
tancias del  caso,  y  apremiará  al  Procurador  de  la  parte  para  que  la 
abone  como  gastos  del  pleito  si  el  testigo  la  reclamare  verbalmente 
en  la  audiencia  en  que  haya  comparecido,  ó  en  los  15  días  si- 
guientes. 

Art.  644.  Los  litigantes  podrán  valerse  de  cuantos  testigos  es- 
timen conveniente  sin  limitación  de  número;  pero  las  costas  y  gas- 
tos de  los  que  excedan  de  seis  i)or  cada  pregunta  útil  serán  en  todo 
caso  de  cuenta  de  la  parte  que  los  haya  presentado. 

Art.  645.  Los  testigos  serán  examinados  separada  y  sueesi- 
vamente,  y  por  el  orden  en  que  vinieren  anotados  en  las  listas,  á  no 
ser  que  el  Juez  encuentre  motivo  justo  para  alterarlo. 

Los  que  vayan  declarando  no  se  comunicarán  con  los  otros,  ni 
éstos  i)odrán  presenciar  las  declaraciones  de  aquéllos. 


(1 )  Contra  la  declaratoria  de  impertinencia  de  unas  preguntas,  caben  los  recui-soe^  \e- 
g:ales.    8.  t8  Bnero  1909. 

|2»  Esto  no  se  entiende  respecto  de  los  testigos  residentes  fuera  del  i^artl<io,  ni  de 
aquéllos  que  residiendo  dentro,  tengan  justa  causa  para  no  comparecer. 
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A  este  fin  el  Juez  adoptará  las  medidas  que  estime  convenientes, 
si  alguna  de  las  palotes  lo  solicitare. 

Art.  646.  Antes  de  declarar  prestará  el  testigo  juramento  eu 
la  forma  y  bajo  las  penas  que  las  leyes  previenen.  Si  manifestase  ig- 
norarlas, el  Juez  le  instruirá  de  las  señaladas  pai-a  el  delito  de  falso 
testimonio  en  causa  civil  (1). 

^o  tíi^  exigirá  juramento  á  los  menores  de  14  años. 

Art.  647.     Cada  testigo  será  interrogado: 

lo.  Por  su  nombre,  apellido,  edad,  estado,  profesión  y  do- 
micilio. 

2o.  Si  es  pariente  por  consanguinidad  ó  afinidad  y  en  qué  giba- 
do, de  alguno  de  los  litigantes  (2). 

3o.  Si  es  dependiente  ó  criado  del  que  lo  presente,  6  tiene 
con  él  sociedad  ó  alguna  otra  relación  de  intereses  ó  dependencia. 

4o.  Si  tiene  interés  dilecto  ó  indirecto  en  el  pleito  6  en  otm 
semeiante. 

oo.     Si  es  amigo  íntimo,  ó  enemigo  de  alguno  de  los  litigantes- 

JV  KISPRUDKNCIA. 

El  preguntarse  á  los  ü^tigos  por  las  genemles  de  la  le>',   e»  una  moni 
fórnuila,  no  produciendo  indefensión  la  falta  de  dicha  diligencia.     íS'.  ^  ^"or. 

Art.  648.  Luego  que  el  testigo  liaya  contestado  á  las  pregun- 
tas (»xpresíulas  en  el  artículo  anterior,  será  examinado  al  tenor  de 
cada  una  de  las  cíontenidas  en  el  interrogatorio  y  admitidas  por  el 
Juez,  ó  de  his  acotadas  por  la  parte  que  lo  pivsente. 

Acto  continuo  lo  sera  igualmente  por  las  repregnutasy  sí  se  Lu- 
biesen  pn^seutado  y  admitido. 

Eu  cuda  una  de  las  contestaciones  expresará  el  testigo  la  razón 
de  ciencia  de  su  dicbo- 

Art,  649.  El  testigo  responderá  por  sí  mismo  de  palabra,  sin 
valervse  de  ningún  bon'atlor  de  respuesta. 

Cuan<lo  la  pi^gunta  se  n^fiera  á  cuentas,  libros  ó  papeles  podiá 
[^HMUiitíi-sele  que  los  consulte  para  dar  la  contestación. 

Art.  66(K  Se  (extenderá  por  separado  la  declaración  de  c^ida 
testigo;  iH^ix)  á  continuación  las  unas  de  las  otras. 


( 1  ^    **I.  Son  r«M>s  de  ptM'Jnrfo; 

I  p  I AKs  qiio  dolflH»niaa mentó  afirnten  si^r  cforto  mi  Iiei-Fio  nuv  saben  es  Ikfso,  desrpoés 
do  ImlKM'  píx'stado  JumnK'nto  í  ú  obli^dmlose  A  decir  verdaid  eii  otra  forma  airtx>rlZ£ida  por 
la  I  A\v,  oouío  tHinl  va  lento  al  Junimento)  de  testiflcar,  declarar,  deponer  6  certifioar  !a  ver- 
dad ante  nn  Tribunal,  .Tm»/.,  ftinolonarío  rt  pei*sryna  conipeteote,  en  ctttiTquier  frrocetli- 
mlonto  ohil  <%  orimlna)  rt  i>ti»  raso  en  que  jfK>r  ministerio  de  fa  I>ey,  deba  prestarse  tal 
jnnunonto.  ^^  oontmoiNo  on  otm  Toñita  la  obiigaeiftn  do  din-fr  verdaMi. 

2?  I<«»í!  qne  \n>T  indao<'i<^n,  ))eixoasi6n  «^  por  fnen»  hablen>n  obtenido  que  otro  faltara 
}\  la  voiNlad  on  hus  i'ondioionoí»  antorioix\s, 

TI.  Noson\  <%bl<n'  pjira  t^m^  w»  lomara  {kív  <*oinetido  e?  delito  da  peijurfoqtfe  el  jnni- 
nit>nto  ^  l>>nna  do  ohliptrso  rt  dtvír  vonlad  sejí  prestado  omitiéndose algt\n  i-eqcTisitode 
forma. 

ni.  K?  inM'jwrK>s<»ojfcMia:»in^  <n>n  la  p<Mr,i  de  pi-isii"»ii  no  menor  de  nn  año  «i  mayor  de 
dtH'o: 

VI.  t^uiHian  niotUrtoadas  r«s  disi^nxsioionos  del  (VWitie»>  Penal  vípenle  relativas  al  felao 
to>MnaMiio.  vu  los  tt'^nntnos  qUo  oxpiX'sa  t»sta  l>i\leD'\-Ord*»#t  ntím.  IW.  dU»  17  Mítrzo  1900,  V. 
ol  oap,  VI.  Hu.  ¿p  dol(\  IViwl,  nKxUtii^ulo  |XMr  h\  precedente  orden  militiar. 

(2^    V,  art,  liMT  T.  (HvlK 
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El  testigo  podrá  leer  por  sí  mismo  su  declaración.  Si  no  qui- 
siere hacer  uso  de  este  derecho,  la  leerá  el  actuario,  y  el  Juez  pre- 
guntará al  testigo  si  se  ratifica  en  ella  6  tiene  algo  que  añadir  6  va- 
riar, extendiéndose  á  continuación  lo  que  hubiere  manifestado. 

Acto  continuo  la  firmará  el  testigo,  si  sabe,  con  el  Juez  y  el 
actuario,  y  los  demás  concurrentes. 

Art.  651.  Las  partes  y  sus  defensores  no  podrán  interrumpir 
á  los  testigos,  ni  hacerles  otras  preguntas  ni  repreguntas  que  las 
formuladas  en  sus  respectivos  interrogatorios. 

Sólo  en  el  caso  de  que  el  testigo  deje  de  contestar  á  alguno  de 
los  particulares  de  las  preguntas  6  repreguntas,  ó  haya  incurrido 
en  contradicción,  ó  se  haya  expresado  con  ambigüedad,  podrán  las 
partea  ó  sus  defensores  llamar  la  atención  del  Juez  á  fin  de  que,  si 
lo  estima  pertinente,  exija  del  testigo  las  aclaraciones  oportunas. 

También  podrá  el  Juez  pedir  por  sí  mismo  al  testigo  las  expli- 
caciones que  crea  convenientes  para  el  esclarecimiento  de  los  he- 
chos acerca  de  los  cuales  hubiese  declarado. 

Art.  652.  Cuando  no  sea  posible  terminar  en  una  audiencia 
el  examen  de  los  testigos  de  una  parte,  se  continuará  en  la  siguien- 
te ó  en  la  que  el  Juez  señale. 

Art.  653.  Si  por  cualquier  motivo  no  se  presentaren  todos 
los  testigos  en  la  audiencia  señalada  para  su  examen,  á  petición  de 
la  parte  interesada  hará  el  Juez  nuevo  señalamiento  del  día  y  hora 
en  que  deban  comparecer,  haciéndolo  saber  á  las  partes. 

Art.  664.  Si  por  enfermedad  ú  otro  motivo  que  el  Juez  esti- 
me justo  no  pudiere  algún  testigo  personarse  en  la  audiencia  del 
Juzgado,  podrá  recibíi-sele  la  declaración  en  su  domicilio  á  presen- 
cia de  las  partes  y  de  sus  defensores,  á  no  ser  que,  atendidas  las 
circunstancias  del  caso,  el  Juez  crea  prudente  no  permitirles  que 
concurran* 

En  este  caso  podrán  enterarse  de  la  declaración  en  la  Escri- 
banía. 

Art.  655.  Cuando  haya  de  verificarse  el  examen  de  los  testi- 
gos fuera  del  lugar  del  juicio,  al  exhorto  ó  despacho  que  para  ello 
^  dirija  se  acompasará  en  pliego  cerrado  el  interrogatorio  de  1^  pre- 
guntas que  hayan  sido  admitidas  por  el  Juez  del  pleito  (1  j. 

El  Juez  exhortado  abrirá  dicho  pliego  en  el  acto  de  dar  prin- 
cipio al  examen  de  los  testigos. 

Art»  666.  Si  algún  testigo  no  entendiere  ó  no  hablare  el  idio- 
ma español,  será  examinado  por  medio  de  intérprete,  cuyo  nom- 
bramiento se  hará  en  la  forma  prevenida  para  el  de  los  jjeritos. 

Art.  667.  Los  sordo-mudos -x)odrán  ser  admitidos  como  testi- 
gos en  el  caso  de  que,  por  saber  leer  y  <?scribir,  puedan  dar  sus  de- 
clameiones  por  escrito  (2). 


()>  Cuando  el  Juez  prai^ic»  PMto  prueba  en  comiKiAn,  carece  de  competencia  para 
admitir  pUego»  de  repreguntan  en  el  actf>  y  para  deí'larar  la  pertlneneia  de  las  pi^enen- 
tadaR. 

(2)  Los  sordo- inudofí  no  pueden  «er  testlgon  en  lo»»  «ikon  cuyo  conocimiento  depende 
del  oído. 
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Art»  658.  Los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán  la  fuerza  pro- 
batoria de  las  declaraciones  de  los  testigos  conforme  á  las  reglas  de 
la  sana  crítica,  teniendo  en  consideración  la  i*azón  de  ciencia  que 
hubieren  dado  y  las  circunstancias  que  en  eUos  concurran  (1). 

Sin  embargo,  cuando  la  ley  determina  el  numero  á  la  calidad 
de  los  testigos  como  solemnidad  ó  circunstancia  especial  del  acto  á 
que  se  refiere,  se  observará  lo  dispuesto  para  aquel  caso. 

JURISPRUDENCIA 

Las  r^las  de  la  crítica  racional  no  son  otra  cosa  c^ue  una  función  del 
entendimiento  que  analiza  y  sintetiza  los  hechos  sometidos  al  juicio  del  juz- 
gador, conforme  á  las  leyes  de  la  lógica.  S.  SI  Mayo  1S7S, 

Este  artículo  no  impone  á  los  jueces  el  deber  de  contar  sino  áe pesar 
los  testimonios,  dejando  á  los  juzgadores  libertad  prudente  y  racional  de  for- 
mar su  con\icción;  y  por  tanto,  no  se  infringe  cuando  la  apreciación  de  la 
prueba  no  está  basada  en  el  número.    S.  16  Junio  1865. 

Después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  tienen  los  Tribu- 
nales libertad  prudente  y  racional  en  orden  á  la  apreciación  de  la  prueba 
testifical,  por  lo  cual  no  es  hoy  de  aplicación  el  principio  de  que  aquellos  de- 
ben atenerse  para  formar  su  convicción  y  apreciar  esta  clase  de  prueba,  al 
numero  de  los  deponentes,  sino  al  valor  que  otorguen  á  sus  dichos.  S.  Í7 
Marzo  1900, 

Para  que  prospere  un  recurso  de  casación  fundado  en  la  infracción  de 
las  reglas  de  sana  crítica,  es  necesario  citar  la  r^la  ó  reglas  A  c^e  haya  alta- 
do el  Tribunal  sentenciador  al  apreciar  las  declaraciones  testificales.  «SI  BO 
Feb,  1901, 

Las  r^las  de  la  sana  crítica  no  se  hallan  consignadas  concreta  y  espe- 
cialmente en  ningún  precepto  legal  ni  en  la  jurisprudencia,  por  lo  cual  no 
son  útilmente  invocables  en  casación  los  arts.  658  de  esta  1^  y  1248  del  Có- 
digo Civil  para  demostrar  un  error  de  derecho  atribuido  Á  la  Bala.  S,  16  Agos- 
to 190e, 

§89 

De  las  tachas  de  los  testigos 

Art,  669.  Cada  parte  i)odrá  tachar  los  testigos  de  la  contraria 
en  quienes  concurran  alguna  de  las  causas  siguientes: 

la.  Ser  el  testigo  pariente  por  consanguinidad  ó  afinidad, 
dentro  del  cuarto  grado  civil,  del  litigante  que  lo  haya  presentado. 

2a.  Ser  el  testigo,  al  prestar  su  declaración,  socio,  dependiente 
ó  criado  del  que  lo  presentai-e. 

Se  entenderá  por  criado  ó  dependiente  (2),  para  los  efectos  de 


(1)  **Lia  fuerza  probatoria  de  las  dei- la  raciones  de  los  testigos  será  apreciada  por  los 
Tribunales  conforme  á  lo  establecido  eu  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU,  cuidando  de  evi- 
tar que  por  la  simple  coincidencia  de  algunos  testimonios,  &  menos  que  su  veracidad  sea 
evidente,  queden  deñnitivamente  resueltos  los  negocios  en  que  de  ordinario  suelen  inter- 
venir escrituras,  documentos  privados  6  algún  principio  de  prueba  por  escrito.  Ari  líls 
C.CML 

Í2)  Esta  palabra  sobra  en  este  primer  extrenK)  del  párrafo,  por  determinarse  en  el 
segundo  lo  que  se  entiende  por  dependiente  para  los  efectos  de  este  artículo. 


I 
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esta  disposición,  el  que  viva  en  las  casas  del  litigante,  y  le  preste  en 
ellas  servicios  mecánicos  mediante  un  salario  fijo;  y  por  dependien- 
te el  que  preste  habitualmente  servicios  retribuidos  al  que  lo  hubiere 
presentado  por  testigo,  aunque  no  viva  en  su  casa. 

3a.  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito  ó  en  otro  se- 
mejante. 

4a.     Haber  sido  el  testigo  condenado  por  falso  testimonio. 

5a.  Ser  amigo  íntimo,  ó  enemigo  manifiesto  de  uno  de  los  liti- 
gantes. 

JURISPRUDENCIA. 

No  es  cierta,  en  términos  absolutos,  la  jurisprudencia  que  proclama  la 
incapacidad  del  condenado  por  falso  testimonio  para  ser  testigo  en  actos  ju- 
diciales   Si  7  Die.  1868, 

V 

El  interés  directo  6  indirecto  en  el  pleito,  es  punto  de  libre  apreciación 
fie  la  Sala  sentenciadora.    S.  IS  Mayo  1889. 

Art.  660.  Dentro  de  cuatro  días  siguient^es  al  en  que  se  hu- 
bieren terminado  las  declaraciones  de  los  testigos  de  una  parte, 
podrá  cualquiera  de  ellos  ser  tachado  por  la  contraria,  cuando  con- 
curran en  él  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  artículo  anterior, 
y  no  la  hubiere  confesado  en  su  declaración. 

Art,  <>61.  En  el  escrito  en  que  se  aleguen  las  tachas  se  pro- 
pondrá, por  medio  de  otrosí,  la  prueba  para  justificarla. 

Si  no  se  propusiere  prueba,  se  entenderá  que  se  renuncia  á  ella. 

Art.  (>62.  La  parte  á  quien  interese  podró  impugnar  las  tachas 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  se  le  hubiere  entregado 
la  copia  del  escrito  contrario. 

También  podrá  proponer,  por  medio  de  otrosí,  la  prueba  que 
le  interese,  y  no  haciéndolo  se  entenderá  que  la  renuncia. 

Art.  663«  Cuando  ninguna  de  las  partes  hubiere  propuesto 
prueba  de  tachas,  se  unirán  los  escritos  á  los  autos  sin  más  trámi- 
tes, y  se  tendrán  presentes  á  su  tiempo. 

Si  se  hubiere  articulado  prueba,  ol  Juez  admitirá  la  pertinente 
y  mandará  practicarla. 

Art.  664,  La  prueba  de  tachas  se  hará  dentro  del  término 
que  reste  del  segundo  período  de  la  prueba. 

Si  no  quedare  el  suficiente  para  ello  el  Juez  lo  prorrogará  para 
este  solo  efecto  por  el  tiempo  que  estime  necesario,  sin  que  en  nin- 
gún caso  pueda  exceder  la  prórroga  de  10  días. 

Art.  665,     La  prueba  de  tachas  se  unirá  á  los    autos  con  \a 
principal  para  los  efectos  que  procedan  en  definitiva. 

JURISPRUDENCIA. 

Los  precedentes  artículos  sobre  tacabas  de  testigos  no  son  a,p\\ca\)VeB  pata 
los  efectos  de  la  casación,  cuando  no  se  ha  alegado  oportunaiixent^  ta^iha  al- 
guna, ni  tampoco  se  ha  justifi(»ado  en  tienix>o.     S.  ^5  Dnero  ISSy, 


SECCIÓN  SEXTA 

BC  TrasrorTMio  el  témiim  de-  proetn.  ó  lo«^  que  se 
mli>  vAí  U  pn>p3(^a.  sin  ^-^^ííq  dr  kics  intervsaduK,  ó 
ükH^L  ^  »-  hk-it-n:-.  maiHiAri  ^  Jaez  qik-  ^e  oitaD  á  Ioh 
D>-ha$  pntitKadas.  hati^adot»  sabrr  á  las  pai1t«. 
K<.  I^  |kine  qn^  «?tÍHF  prTftrtlc-  el  laforme  oíat  al 
ni  áuÍH-itar  ia  rirí>rt)rv-i*!>o  <l<r  TÍ^a  pá!>!ica.  «lednneu- 
rEi>Í>>a  d«-ntn>  dv  k«^  t]>^  <lí;fc^  >i;ni^lítr»  ^  dr  la  notificu- 
p.>TÍqeDeta  á  qo^  se  n-tin«  ei  anieai*f  aBlerior. 
&S.  Trastorriütii!^  div-huarei^'üassiaqiienií^aDa  délas 
k  ^■iiiriiaü<>  ía  ceM>riiri<>a  dií  iLrca  pública,  naodari 
*■  eatív^ic-a  kíü  aait.v  ori^ÍDai^  i  \*f-  partes  por  gn  or- 
•r  o-QriaTan.    harir:;-]!''   {->r  ví*r:.\it  rl   rv^nmea   de  las 

ÚH  ^«f  c»iKe<ierá  á  e*Li  ptuit-  on  té:Ti-Í2'>  que  do  bajarj 
[i  eifeikri  de  2»).  Sk-«  tm  pÍ  (:»•>  >i«  i^ae  por  td  Tola- 
'.^ar>'-D  de  !2>  ;^>rTieíti>  el  Jaez  I<-  e^^ñonr  ncevsiHo  pudrí 
b--  irratis*:*.  i   iií-raoeia  'Je  [ur;e.  kaaca  30  días  Lmprv 

69l     Ij.«>   ertrri:.*.  .1-    eii.--'':i.-¿->i   «e   Üañaráo   á   lo  ^i 

a  i(k;rj>íi>  cicsien*>t>  <«■  ex{:-rv?i«u:úi  -i  •a  elaridad.  t  fvd 
xjcí^-'-o,  í*Íj  a::--  de  '.rü  bt^b-ii  *.  >-  Lijaa  sdo  objeto 

t-i.  iT^'i-  :;a  í-:*Tf  j-  \j>:f.-W:^Sf  it^^iz^-ri  de  La»  pmebas 
de  ^ada  fttne  !-*;iíC"_í.-,3e-L.  ■•  <*-i.T;:>isaii, 

n  ',arTaí:a$  t¿Bt>:ra  ciiÉrr»:i-.ff  t  ^^tí"»:».    y  ssiñmdo  el 

3  oe  J-,*-  i>eei^t^.  *-  ipreetará  }i  i-r-Dria  *ie   la  parte  con- 

-  t- - .e¿_~_;irá  ¿-^-.  jt>  "Sa  T  '^■.:-\-.T.:-_'-^  ^  ^e  mastimen 
:  :oir;r  .v<>  fij¿i3i.Ti.t-*-  -ií-  (irz^ici.  a:— ^^W  i**fp«tiva- 
ív-;»-íCj^  :■ -c-  j  e*.  ís  t-^-*---j   la    r^ilica  r 

-*  taaL~:->-a  el  esE*-  Í'ít^í;'  >:*:r:iti  JeyvíS  ó   dortrinas 

oa  ñ-KA?^»  la  TVM.v» >«.  <^  ías  <^ae5i»-:«Rs   deba- 

prí\'   ".ii.-LT»:;_K;.r»-í  íi'Arisí-  rj*   «>>^w«taria6  ni 
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escrito  de  conclnsiÓD^  se  recogerán  los  autos,  con  escrito  ó  mn  él,  de 
la  parte  que  los  tenga  en  su  poder^  asi  que  apremie  la  conta^ría,  y 
se  les  daró  el  curso  que  corresponda. 

Art.  673.  Devueltos  los  autos  por  ei  demandado,  ó  recogidos 
de  su  poder  en  virtud  de  apremio,  dictara  el  Juez  providencia,  te- 
niéndolos por  conclusos,  y  mandando  traerlos  á  la  vista  con  cita- 
ción de  las  partes  para  sentencia, 

Art.  673.  En  el  caso  del  art.  667  del  escrito  en  que  se  solici- 
te la  celebración  de  vista  pública,  se  dará  traslado  á  la  otra  parte 
para  que  dentro  de  los  dos  días  siguientes  al  de  la  entr^a  de  la  co- 
pia del  escrito,  manifieste  lisa  y  llanamente,  y  sin  ningún  razona- 
miento, si  está  ó  no  conforme  con  esta  pretensión. 

No  se  dará  dicho  traslado  cuando  ambas  partes  hubieren  dt^u- 
cido  la  misma  solicitud. 

Art.  674.  £1  Juez  acordará  la  celebi-acióu  de  vista  pública 
cnando  lo  hubieren  solicitado  todos  los  que  sean  parte  en  el  juicio. 

No  mediando  esta  conformidad,  accederá  ó  no  á  ella,  s^ún.  e^ 
time  conveniente,  teni^ido  en  consideración  la  índole  áúaiporlaiicia 
del  pleito. 

Contra  esta  providencia  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  675,    Cuando  el  Juez  no  diere  lugar  á  la  vista  púWica, 
eii  la  misma  providencia  mandará  lo  que  se  previene  en  el  art-  S^^- 

Si  accediere  á  ella,  mandará  que  se  entaleguen  los  antoe  á  eí^a 
uua  de  las  partes  por  su  orden  para  inírtmcción.  por  un  término* 
que  no  bajará  de  10  días,  ni  excederá  de  20  iniprorw^ableB. 

En  este  caso  no  habrá  escritos  de  conclusión,  ni  se  permitirá  a 
las  partes  aleación   alguna  por  escrito,  debiendo  limitarse  á  ^*^^^^ ' 
festar  que  han  tomado  la  instrucción  necesaria  para  el  acto  «♦* 
\ista. 

Art,  676.    Devueltos  los  autos,  ó  recogidut>  en  su  caso,  ^^^  -^    .  ' 
mandará  citar  alas  partes  para  sentencia,  señalamlo  día  par^  *^  ^ 
ta  lo  antes  posible  dentro  de  los  ocho  siguientes.  .    .  ^^^ 

En  este  acto  oirá  de  palabra  á  los  defensores  de  h>«    litig^*^^ 
que  se  jM^esentaren.  ,  , 

Art.  677.    El  Juez  dictorá  y  publicará  la  sentencia  <UíJ»t.r<>  ^^\^ 
los  12  días  siguientes  al  de  la  vista  ó  al  de  la  citación  en  el   ca*?»^ 
ai-t.  672. 

Este  término  podrá  ampliarse  hasta  1.5  día^.  si  loe   a*rt^>^  ^- 
dieren  de  1.000  folios.  ,  ,      ^^ 

Art.  678.     Si  en  tiemi>o  y   foi-ma  í^-  interpusiere  ^lt^^^*^^^\t\ 
la  sentencia  definitiva,  el  Juez,  sin  sustanciacióii  algnn^     »^^  ^   «xu\>^' 
rá  en  ambos  efectos,  y  mandará  remitir  lo«  auto»  al  TriV>«^^*^**  T>ai"^ 
rior,  con  emplazamiento  de  loB  Procuradoreí*  de  los  ^^^^'^  ^^^^\vk:^ 
que  éstos  comparezcan   ante  dicho  Tribunal  dentro  ^^*      1.0S 
siguientes  al  de  la  citación.  y^ 

El  aetuarío  hará  la  notificación  y  emplazamiento    ^-^^      v%wa 


(liliíptiMiiü,  y  «m  loR  huík  días  sÍRiiieiiteít  se  vurificará  la  remesad)? 
auto»  al  Tríhiiniíl  superior  ¿  cust^i  del  apelante  (1). 


.H'KISl'KUDENCtA. 


Cuando  lio  ee  apela  de  latutalidiuldeunasenh^ncúiHiiiosf^lodealgiln 
tronío  de  ella,  lo  restant*!  queda  firme  y  ejecutoriado,  y  de  coRsi?u)ent« 
puede  reproducime  ya  bi  ciieetirm  (|ue  estfl  legnlmeiit^  ennüenuda.  S. 
■S'epf.  IHS3. 

CAPITULO  III 

TM  jv/wiu  de  menw  cuantía 

Art.  fi79.  El  Juicio  de  menor  cuantía  se  acomodará  á  las 
filas  establecidas  para  el  declarativo  de  mayor  cuantía  en  cnanti 
.  ello  no  se  ojionga  la  tramitación  especial  que  se  ordena  en  los  i 
tfculos  sij^nienteB. 

Art.  680.  Presentadla  la  demanda  con  los  documentos  y  copi 
t{w  habrá<l  de  acompañarla,  se  dará  traslado  con  emplazamiento 
demandado  6  demandados  para  que  comparezcan  y  la  coutest 
denln»  de  rnteve  días  (2), 

Art.  A81.  El  emplazamiento  se  hanWu  la  toi-ma  preveni 
[tafa  las  notific-acioues,  sustituyéndose  la  cédula  que  previene 
ítrliculo  274  con  la  copia  de  la  demanda  (3). 

Art.  (í83.  Cuando  por  no  ser  conocido  el  domicilio  del  i 
mandado  déla  ser  notificado  y  emplazado  i>or  edictos  en  la  fon 
que  pivviene  el  ai-t.  269,  se  le  señalará  el  término  de  nueve  días  [ 
i-.i  comiKii'ecer  en  el  juicio. 

Si  comparece,  ae  le  concederán  seis  días  para  contestar,  enti 
^.índole  al  notifícarle  etita  pi-ovideiicia  la  copia  de  la  demanda  y 
los  do4''Hirientos  en  su  caso. 

Art.  6S3.  Cuando  sean  dos  ó  más  los  demandados,  deber 
(■oiitestar  la  demanda  Juntos  6  separadamente  en  el  término  señal 
do  en  el  arl.  680,  que  será  común  para  to«los. 

En  el  caso  de  que  por  exceder  de  2r>  pliegos  algún  docnmen 
no  se  aCítmjKtñare  la  copia  y  deba  entriparse  ori^nal,  al  no  puedi 
litigar  unidos  todos  los  demandados,  se  concederá  al  {vimero  ' 
ellos  el  término  antedicho,  y  seis  días  á  cada  uno  de  los  restantes. 

A  rt.  fíH4.  Cualquiera  que  sea  la  forma  en  <iue  se  haya  hecho 
einpHtzn  miento,  si  no  compareciere  el  demandado  dentro  del  tém 


(II    AlKiiiiosJuilBroiiHUlUM  i'MfiHnok'K  •.'ntli'iuldi  c[Ui' ivtt'HrlIüUlii  lU'bp  i'ooiplelH 

"RnliwplplhiK  de  nundwl  áe  mntrliauDlii y  en  loa dr  dlTOnito,  nunuu*  noselnt 
IHiii^i  ttix'lni'inn,  <'l  Jvex  úe  prlmiTu  InKtancla  creviir&  los  aul'H  en  (%ui4u1lti  &  ta  Andli 
i'l;i  torrllnii»),  Ih  qDp  enrnlfrnH).  oMhh  lan  pttrlFHHl  w  iwrwiiiiiwii,  y  slmnpK'al  Hlnli 
rJii  pahlliHi,  mnflrnuirtL.  nuHimiiirAO  reviK^rAUt  seotenrlii.  scgnn  i'^ilime  priicedpnle.' 

121  ruiind»  «■  nwrtnii«nf  A  lu  demandn  un  diK-ampnln  que  otc*í1ii  flete  ptle«o.  * 
loxlm  i-umpllnv  pule  Artículo  con  el  primero  dn  km  ünnundiulos.  l.uf>  deinta  serAn  t 
pliizHdiM  nínfllo  i'fwlo  tic  BU  fwmpiireivñi'irt  nn  los  autos. 

i3l    V.  Notn  del  nrt  M7  úc  «t»  íj-^. 
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no  señalado,  será  declarado  en  rebeldía á  instancia  del  actor,  y  dán- 
dose por  contestada  la  demanda  seguirá  el  pleito  su  curso,  notificán- 
dose en  los  estrados  del  Juzgado  dicha  providencia  y  las  demás 
que  se  dicten. 

Art.  685  Si  creyese  el  demandado  que  no  procede  el  juicio  de 
menor  cuantía,  podrá  hacer  uso  del  recurso  que  le  concede  el  ar- 
tículo 491,  dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  al  del  emplazamien- 
to para  contestar  la  demanda. 

JURISPRUDENCIA. 

No  es  definitivo  el  auto  que  decide  que  una  demanda  debe  tramitarse 
como  de  menor  y  no  como  de  mayor  cuan  tía.    S.  3  Marzo  1882. 

Art.  686,  El  demandado  propondrá  en  la  contestación  todas 
las  excepciones  que  tenga  á  su  favor,  asi  dilatorias  como  perento- 
rias, y  el  Juez  resolverá  sobre  todas  en  la  sentencia,  absteniéndose 
de  hacerlo  en  cuanto  al  fondo  del  pleito  si  estimare  procedente  al- 
guna de  las  dilatorias  que  lo-  impida. 

JURISPRUDENCIA. 

La  competencia  en  grado  de  las  Audiencias,  se  limita  á  lo  que  es  ma- 
teria de  la  apelación,  no  teniéndola  en  consecuencia  para  decidir  la  cuestión 
de  fondo  del  pMto,  cuando  en  una  senteiicia  apelada  dictada  en  juicio  de 
menor  cuantía,  se  abstiene  el  Juez,  en  cumplimiento  de  este  artículo,  de  re- 
solver sobre  las  excepciones  opuestas,  estimando  tan  solo  la  de  incompeten- 
cia alegada  en  tiem.po.    aS'.  6  Oct  1869. 

Alegada  en  un  juicio  de  desahucio  una  excepción  dilatoria,  ósta  debe  re- 
solverse en  la  sentencia  y  no  en  artículo  previo,  aplicándose  este  artículo, 
dada  la  naturaleza  suniarísinia  de  aquella  clase  de  juicios.   S.  11  Enero  1900. 

Art.  687.  Si  el  demandado  formulare  reconvención,  se  dará 
traslado  al  actor  para  que  la  conteste  dentro  de  ^cuatro  días,  limi- 
tándose á  lo  que  sea  objeto  de  la  misma. 

Art,  688.  Si  la  reconvención  versare  sobre  cosa  que  deba  ven- 
tilarse en  juicio  de  mayor  cuantía,  el  Juez  declarará  de  plano,  y  sin 
ulterior. recurso,  no  haber  lugar  á  su  admisión,  sin  perjuicio  del  de- 
recho del  demandado,  que  podrá  ejercitar  en  el  juicio  correspon- 
diente. 

Art.  689.  Los  litigantes  manifestarán  en  sus  respectivos  escri- 
tos si  están  ó  no  conformes  con  los  hechos  expuestos  en  la  demanda 
ó  en  la  reconvención. 

El  silencio  ó  las  respuestas  evasivas  podrán  estimarse  en  la  sen- 
tencia como  confesión  de  los  hechos  á  que  se  refieran. 

Art.  690.  Si  las  partes  estuvieren  conformes  en  los  hechos,  y 
por  no  haberse  alegado  otros  en  contra,  la  cuestión  quedare  redu- 
cida á  un  punto  de  derecho,  el  Juez,  dentro  de  segundo  día  después 
de  presentada  la  contestación,  mandará  citarlas  á  comparecencia, 
señalando  para  su  celebración  el  dia  y  hora  más  próximos  que  fue- 
re posible  dentro  de  los  seis  siguientes. 


£b  ella  oirá  á  las  partee  ó  í  ea»  Proeuradora  ó  (1)  defensores, 
a  conearriereii  al  aeto.  y  dentro  de  ten-ero  día  dictará  sentencia. 

ArL  ML  Xo  se  suspenderá  dicho  acto  por  la  &lta  de  compa- 
receneia  de  alguno  de  los  litigantes,  oyéodoee  en  este  caso  al  qae 
eom  parezca 

Si  Dingana  de  las  partes  hubiere  comparecido  en  el  día  y  hora 
s^alsdos.  se  acreditará  por  diligeneia.  y  dando  el  Juez  por  cele- 
brado el  acto  dictará  sentencia  en  el  termino  antes  expresado. 

Acto  continuo  de  cdebrada  la  comparecencia,  se  extenderá  de 
ella  la  oportuna  acta,  en  la  que  se  hará  constar  sucintamente  lo  qne 
hayan  expuesto  las  partes,  y  la  firmarán  el  Juez,  el  actuario  y  loa 
interesados.  ' 

Art.  SSL  Si  las  partes  do  estuvieren  couformes  en  los  hechos, 
ó  estándolo  se  hubieren  al««:ado  otros  en  contra  por  el  demandado, 
el  Juez  recibirá  el  pleito  á  prueba,  preriniéndoles  qne  en  el  término 
de  seis  días  improm^ables  proponga  cada  una  toda  la  que  le  in- 
terese. 

Pasado  dicho  termina  no  se  podrá  proponer  prueba  ni  adicio- 
uar  la  propuesta  i  '2^. 

AlÍL  (SI.  Exceptóanse  de  esta  prohibición  ios  documentos 
comprendidos  en  alguno  de  los  casos  del  articulo  50¿. 

La  presentación  de  tales  documentos  podrá  hacerse  en  la  pri- 
mera instancia  durante  el  periodo  de  prueba,  y  después  hasta  la  ci- 
tación para  la  comparecencia:  en  la  segunda,  hasta  que  se  señale 
día  para  la  ri^a. 

JTRISPBtTIESCIA, 

Procede  el  rvcui^o  de  «tííK-iíin  por  4)Ut4>rant«m¡esto  de  Isa  formas  esen- 
eiale^  del  juicio,  euuido  d  Tribuna)  -^nTeoi^iador  nie^  la  adruiaídu  de  do- 
cumenios  de  fecha  po^erior.  no  tan  $a'>lo  i  lo^  escritos  de  demanda  y  coates- 
tacidn.  ^uo  también  í  la  sentencia  del  inferior,  presentadas  por  la  partecon 
anteriraidad  al  ^eñalamít^iiu  de  vi^ta  en  la  íveuuda  instancia,  jurando  no 
haber  lenido  ante^  conociiuieiito  de  ki$  nii-iiuos  y  con  ]ch  cu^es  pret«nde 
justifl<?ar  fa«ehc^  de  notoria  índueocia  en  ^  litiga    X  *  Abril  ¡SOI. 

Alt.  6M>  Trascorridos  los  seis  días  sin  que  ninguna  de  lits 
partes  haya  propuesto  proeba.  el  Juez,  procediendo  conforme  á  lo 
prevenido  en  los  artículos  (i90  y  691.  mandará  citar  para  la  compa- 
recencia, y  terminado  el  acto  dictará  sentencia  dentro  de  los  tres 
días  siguientes. 

Art.  695.  Si  ambas  partes.  6  alguna  deellas,  hubiere  propues- 
to prneba,  seBaltu-it  el  Juez  el  término  deutro  del  cual  haya  de  prac- 
ticarse.    Este  témiiuo  no  po<lrá  pasar  de  20  días. 

Art.  696.  So  obstaute  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  si 
alguna  de  las  diliiwneias  pn^poestjts  hnbiere  de  practicarse  en  lugar 
distinto  del  en  que  se  siga  el  juicio,  el  Juez,  teniendo  eu  considera- 
ción la  distancia  y  los  medios  de  Ov>mnuicación,   podrá   ampliar  el 

(11    K1it.It.  di>  íü  dp  jQDtu  d«  1;W  nv>  biB>  «ib^n^Tu  t  los  Proco  radoree  el  derecbo  de 
tíi    Kii  Itt  pruliIbli-iAu  dF<e(«Artl>.'u)u«stakn>iupivn>llda  la  mV*<^  judicial. 
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término  por  los  días  indispensables  cuando  estime  qne  no  e«  posible 
practicar  la  diligencia  dentro  del  ordinario,  sin  qne  pueda  exceder 
de  10  días  dicha  ampliación. 

En  este  caso  las  demás  diligencias  de  prueba  han  de  tener  lu- 
gar precisamente  dentro  del  término  fijado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  697.  También  podrá  otorgarse  el  térmiuo  extraordina- 
rio de  prueba  en  los  casos  y  con  los  requisitos  que  determinan  los 
artículos  554  al  561. 

Art.  <>98,  Las  pruebas  se  practicarán  en  la  forma  prevenida 
para  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía. 

Art.  699.  Cada  parte,  dentro  del  término  probatorio,  podrá 
tachar  los  testigos  presentados  por  la  contraria,  por  las  causan  y  en 
la  forma  prevenida  para  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  re- 
duciéndose en  su  caso  á  cinco  días  la  prórroga  del  término  que  per* 
mite  el  art.  664. 

Art.  700.  En  el  día  siguiente  al  en  que  concluya  el  término  de 
praeba,  ó  luego  que  se  haya  practicado  toda  la  propuesta,  eIJuez 
mandará  de  oficio  que  se  unan  á  los  autos  las  practicadas  y  se  con- 
voque á  las  partes  á  comparecencia,  poniéndoles  mientras  tanto  de 
manifiesto  las  pruebas  en  la  Escribaida;  y  celebrada  aquélla,  sí  se 
presentaren  los  interesados,  dictará  sentencia  dentro  cinco  días  (1). 

Art.  701.  Las  sentencias  que  recayeren  en  los  juicios  de  me- 
nor cuantía  serán  apelables  en  ambos  efectos. 

Art.  703.  Si  durante  la  sostanciación  de  estos  juicios  se  in- 
terpusiere alguna  apelación,  el  Juez  la  tendrá  por  interpuesta  para 
m  tiempo,  sin  que  se  interrumpa  por  ello  el  curso  del  juicio. 

En  este  caso  deberá  reproducirse  dicha  apelación  al  apelar  de 
la  sentencia  definitiva,  y  con  la  de  ésta  será  admitida  en  ambcis 
efectos. 

En  el  mismo  escrito  de  apelación  deberá  interponerse  también 
en  su  caso  el  recurso  de  nulidad  de  que  trata  el  art.  494,  y  será  ad- 
mitido con  aquélla  para  ante  la  Audiencia  del  distrito,  si  se  hubie- 
re preparado  oportunamente. 

Art.  703.  Admitida  la  apelación  con  el  recurso  de  nolidaden 
m  caso,  se  r»nitirán  los  autos  á  la  Audiencia,  emplazando  á  la<i 
partes  por  término  de  10  días,  á  fin  de  qne  si  les  convíni^^  compa- 
rezcan á  usar  de  sa  derecho. 

Art.  704.    Becíbidos  los  autos  en  la   Audiencia,  y   personado 
el  apelante  por  m.  ó  por  medio  de  Procurador  dentro  del  termino  d^\ 
emplazamiento,  se  pamurán  al  HéUAor  pw  nein  días  para  que  formé: 
apuntáimiettio  com  la eomcistó» pasible  (2). 


(1)    La  citacídD  iMum  eomparermci»  «^  entst  ela«e  <le  juirkjft.  •^íxúvhU-  ^  1& 
ra  Bentencte  en  kw  de  mayor  eoAntfa. 

(21  "U.  Se  saprime  d  teioiitf  de  la  frtnDstfáOn  del  axmntSkinifmUf  ^i - :"  «^tx»  t^1-^?p  ^  l^y 
de  Rulniriamifuto  CSvfl  en  todo»  lo^  cano»  en  'j  a*.-  d'-ha  lomianNe  omk  í%rr*^*Cr^^  A  '^iri&a.  \^y 
6  á  ccuüqniera  dSspoácUin  sígentt  en  la  arlnaiidad. 

III.    Ia  aapmáén  eontenida  en  el  artír-nW  aoterkH-,  no  priva  á  V*^  !- "  i jE:a».r_r«ríafe.  ^-t  i.í»- 


tinfla  en  vigor  el  término  «eftalad^ten  H  AMí'-jjtí  T«>#  d*-  sa   I>»jr  d*-  Kr..   .:—"■»  rn-— r.V*  C^* 


705.  Dentro  de  los  eeÍB  días  expresados  cu  el  artículo 
podi'á  el  apelado  adherirse  á  la  apelación  sobre  los  puntos 
!a  peijudicial  la  sentencia,  sin  razonar  esta  pretensión,  y 
.ndo  copia  del  escrito  para  entregarla  al  apelante. 
306.  Dentro  de  los  mismos  seis  días  autes  expresados, 
[ir  cual4|uiera  de  las  partes  ijue  se  reciban  los  autos  &  pme- 
[íurriese  alguno  de  los  casos  eu  que  lo  permite  el  art.  861, 
ido  en  el  mismo  escribo  la  que  baya  de  practicarse. 
Ja  resolverá  de  plano  lo  que  estime  procedente.  Si  otor- 
sibímiento  á  prueba,  seUalai-á  el  término  improrn^able 
a  necesario  para  practicarla,  sin  que  pueda  exceder  de  20 

707.  Formado  el  apuniamiento,  y  en  su  caso  unidas  la.s 
los  autos,  se  pasaráu  éstos  al  Ponente  por  el  término  pre- 

su  instrucción,  el  que  no  podrá  pasar  de  seis  dfas. 

708.  Así  que  el  Ponente  se  baya  instruido  de  los  autos, 
i  día  para  la  vista  con  citación  de  las  partes  para  sen- 

:  la  cilación  y  la  vist;t  deberán  mediar  cuatro  días,  duran- 
es  estarán  los  autos  en  la  Secretaría  á  disposición  de  las 
ra  que  puedan  instruirse  de  ellos  ¡/  mear  copia  del  apunta- 


709.  "A  la  vista  podrán  asistir  laí>  partes  ó  sus  Abo- 
forniaudo  sobre' los  hechos  y  sucintamente  sobre  el  derecho 
i  á  la  cuestión. 

il  caso  de  asistir  é  informar  Abogatlo  cou  arreglo  al  pá- 
«lior,  s«  estará  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  331  de  la  Ley 
ciamieuto  civil  de  las  Antillas  y  S15  de  lu  de  Filipinas  eu 

los  que  sean  parte  en  los  pleitos. 

lOs  cinco  dfas  siguientes  se  dictará  sentencia  confirmando 
uido  la  apelada  ó  resolviendo  en  su  caso  lo  que  proceda 
nulidad  y  demás   cuestiones  sometidas  á  la   i-esolucióo  de 

sentencia  confímiiitoría  ó  que  agrave  la  de  primera  ítis- 
:b»uií  cuuteuer  condena  de  costas  al  apelante  (1)-" 


rw>j:M)r  infract^ii^n  de  ley  (i  de  doctrínH  legaX  no  procederá  contra 
andU-tada»  en  li«  jiiioIOH  denienor  cuantfH,  ni  ^  ntnKUnodee- 
iml  piKila  promoverse  ntTu  Juicio  sobre  el  míenlo  objeto.     S.  tí 

710.  Si  no  se  pei-sonare  el  apelante  dentro  del  término 
zaniii^iito,  la  Sala  aeordará  de  oficio  que  se  devuelvan  los 
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autos  al  Juez  de  primera  instancia  x>£kra  que  se  lleve  á  efecto  la  sen* 
tencia,  y  9e  exijan  del  apelante  las  costas  á  que  la  remesa  de  los  mismos 
avtos  hubiere  dado  lugavy  &  ewyofín.  se  eoopresarA  su  importe  en  la  carta 
orden  de  devolución  (1). 

Árt.  711«  ,  La  no  presentación  d^  apelado  en  la  Audiencia 
iio  será  obstáculo  para  que  continúe  en  su  rebeldía  la  snstanciación 
de  la  instancia. 

Árt.  712.  Confirmada  ó  revocada  la  8enten<»a  almelada,  se  de- 
volverán los  autos  al  Juez  de  primera  instancia^  con  certiflcación 
de  ella  y  de  la  tasación  de  costas  si  hubiere  habido  condena  para 
su  ejecución  y  cumplimiento. 

Árt.  713.  Becibidos  los  autos .  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia^ se  procederá  en  los  términos  prevenidos  ^i  el  título  de  la 
ejecución  de  las  sentencias. 

CAPITULO  lY 

De  los  juicios  verbales 

Árt.  714.  Los  Jueces  municipales  son  los  únicos  competentes 
para  conocer  en  juicio  verbal  de  toda  demanda  cuyo  ínterin  no  ex- 
ceda de  1.000  pesetas^  aunque  se  funde  en  documento  que  tenga 
fuerza  ejecutiva  (2). 

JUBISPBUDENCIA. 

La  infi'acelón  de  este  articulo  no  motiva  la  casación  en  el  fondo.  S,  2^ 
Enero  1900. 

Art*  715.    Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior: 

lo.  Las  demandad  de  tercería  y  demás  que  sean  incidentales 
de  otro  juicio,  en  cuyo  caso  se  practicará  lo  prevenido  en  el  art.  487. 

2o.  Las  que  se  deduzcan  por  reconvención  en  los  juicios  de 
mayor  y  de  menor  cuantía^  las  cuales  se  ventilarán  y  decidirán  con- 
forme á  lo  prevenido  en  los  artículos  543  y  687. 

Art.  716.  Cuando  el  Juez  municipal  estime  que  es  incompe- 
tente para  conocer  de  la  demanda  ^t  razón  de  la  materia  ó  de  la 
cuantía  litigiosa,  dictará  auto  á  continuación  de  la  demanda  y  eu  la 
misma  x>apeleta,  declarándolo  así,  y  previniendo  al  demandante  que 
haga  uso  de  su  derecho  ante  quien  y  como  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos  para  ante  el  Juez  de 
primera  instancia  del  partido. 

4rt«  717.  Cua  odo  no  se  conforme  el  demandado  con  la  cuan- 
tié de  la  cosa  litigiosa,  se  procederá  del  modo  prevenido  en  el  art.  495. 

Art.  718*  La  snstanciación  de  estos  juicios  én  primera  ins- 
tancia se  verificará  por  comparecencia  de  las  partes  ante  los  Jaeces 
municipales,  con  arreglo  á  los  artículos  siguientes: 


(i )     V.  Nota  del  art.  886  de  esta  Ley. 

(2)    VdftM  Opmplemento  del  art.  4S6  de  etta  Ley. 
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Jjrt.  719.  La  tlfrinaiid»  ae  intapraidrá  en  una  papeleta  exten* 
didm  en  papd  común,  la  enal  contendrá: 

Los  nombiea  domicilio  y  profeskhi  ú  c^cío  óA  demandante  y 
demandado  ó  demandados. 

La  pretensión  que  se  deduce. 

La  fedia  «i  que  ae  presente  al  Juzgado. 

La  finna  del  que  la  pieaente,  ó  de  un  testigo  á  su  ruego,  si  no 
pudiei^  ó  no  sopíei^  fiímar. 

£1  demandante  acompáñala  tantas  copiasde  esta  papeleta^  sos- 
«itas  del  mismo  modo,  cuantos  sean  los  demandados. 

JLrt.  33Ql  Prcnentada  la  papeleta  con  las  copias,  elJuee  mu- 
nieipal  dentio  de  segundo  dfa  dictaiá  proTideDCia  á  contínuación  de 
la  demanda,  conTOcando  á  las  paites  á  una  eompareeaieia,  señalan- 
do día  y  llora  al  €^ecta«  conlorme  á  lo  {Mevenído  en  d  art.  725. 

fi^  piOTidenria  se  notificará  al  demandante 

ArU  7S1«  La  citaeidn  del  demandado  para  la  comparecencia 
se  liaci  pcH-  <d  Seerrtano  ó  alguacil  del  Jm^^ndo,  «itregándide  la 
fN>pia  de  la  pi^peleta  de  demanda,  á  eontinuaei^  de  la  cual  hatná 
exti^MÜdo  el  fiftcielario  la  cédula  de  citacite,  expresando  en  fdla  la 
liedla  de  la  proTidaieia  y  el  día.  bofa  y  local  ea  que  ddMk  compare- 
cer, cí»  la  pieTenciándequedesegidiá^juiaoensurebeldia  si 
no  companecM^re. 

Alt«  7S«  A  continuación  de  la  pioTidenda  sehará  constar  la 
entrega  de  la  psqp^eta  y  citación  del  demandado  por  medio  de  dili- 
geticia^  que  firmará  éste«  ó  un  testigo  á  su  m^o  si  no  siq»iere.  Caso 
de  no  ^ter  hallado  en  su  domicilio,  firmaré  la  düigmcia  la  persona 
que  reciba  la  papeleta,  olfeaervándoae  lo  pwTwido  en  los  utícnlos 
iOyi^^ 

Ari«  7S3,  Cuando  el  demandado  iiaidigii  en  otro  lugar  que 
el  del  Juei  municipal  que  lo  emplane  ae  diiigiiá  ofioo  al  áA  ponto 
en  que  se  hallare,  a^mpafiando  la  copia  de  la  papeMa  y  cédula  de 
citación  para  que  ésta  ten^  céectek 

A  <\>atinuaclón  diri  oáeio.  que  ae  díTulwá  síndüacite  al  Juez 
reqairente.  ;^  extenderá  la  diligencia  de  la  iiim^a  de  la  copia  y  la 
ciTacjóiu   ^1^. 

Aft«  «9t%  Cuando  noaea  winocidD  d  domiqKo  dri  deman- 
dad<<  :^  Kara  la  eilaeivW  por  miídi»  ^  ediclaa.  qpae  se  fijarán  en  el 
lic^gar  del  juicio  y  en  el  de ;»  ultima  i^eaidencaa.  podiendo  el  Juez 
ampliar  en  este  <^^  el  tenaiao  de  la  niumprniuniii  sn  que  pueda 
ex«ydcr  de  2t^  dííis;. 

Tual^tt  1^  pablicarán  k^  edMi^  «n  las  pcnfidieos  cfieiales 
ciikaadi>  el  Jxiet  K>  <^iaie  aec^eearW  ^±^. 

%rt«  «S^  Kuite  Va  c¿tacx>a  y  ia  «kbración  de  la  compare- 
K^MK'ia  deberá  asediar  un  ^^nu:al>  qae  no  lM|e  de  ^  hona  ni  ezoeda 

>    Kl  ^>*^^^*  <á*«^*írA  Jb'*^-  r5»í  A-  *.«*«   ¿íí   ¿>cr'*^  «t  < 


...  , 

En  los  casos  en  que  el  demandado  no  residiere  en  el  lugar  del 
juicio,  se  aumentará  el  término  con  un  día  más  por  cada  20  kilóme- 
tros de  distancia. 

4rt,  726.  Bl  ^ñalámiento  hecho  para  la  comparecencia  no 
podrá  alterarse  sino  por  justa  causa,  alegada  y  probada  ante  el  Juez 
municipal,  ó  por  conformidad  de  ambas  partes. 

Art.  727,  Si  no  compareciere  el  demandante  en  el  día  y  hora 
vSeñalados,  se  le  tendrá  por  desistido  de  la  celebración  del  juicio, 
condenándole  en  todas  las  costas,  y  á  que  indemnice  al  demandado 
que  hubiere  comparecido  los  perjuicios  que  le  haya  ocasionado  (1). 

En  el  acta  que  se  extenderá,  el  Juez,  oyendo  al  demandado,  fi- 
jará prudencialmente  y  sin  ulterior  recurso  el  importe  de   dichos 
perjuicios  sin  que  puedan  exceder  de  125  pesetas,  á  no  ser  que  aquél 
,1o  renunciare.     No  renunciándolos  se  exigirán  con  las  costas  por  la 
vía  de  apremio. 

Art.  728.  ^o  compareciendo  el  demandado,  se  continuará  el 
juicio  en  su  rebeldía  sin  volver  á  citarlo. 

Art.  729.  La  comparecencia  se  celebrará  ante  el  Juez  y  el 
Secretario  en  el  día  señalado. 

En  ella  expondrán  las  partes  por  su  orden  lo  que  pretendan  y 
á  stt  derecho  conduzca,  y  después  se  admitirán  las  pruebas  ];)eili- 
nentes  que  presentaren,  uniéndose  á  los  autos  los  documentos. 

A  esta  comparecencia  podrá  concurrir,  acompañando  á  los  inte- 
resados y  para  hablar  en  su  nombre,  la  persona  que  elijan. 

De  su  resultado  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  firmarán 
todos  los  concurrentes  y  los  que  hubieren  declarado  como  testigos. 

Art.  730.  Celebrada  la  comparecencia,  el  Juez  á  continua- 
ción del  acta  dictará  sentencia  definitiva  en  el  mismo  día  ó  en  el  si- 
guiente (2). 

Si  el  demandado  hubiere  deducido  reconvención  por  cantidad 
mayor  de  1.000  pesetas,  el  Juez  en  la  misma  sentencia  hará  la  re- 
serva de  derechos  que  previene  la  regla  4a.  del  art.  63. 

Art.  781 .  Esta  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos  i)ara 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  i)artido  á  que  corresponda  el 
Juzgado  municipal. 

La  apelación  podrá  interponerse  en  el  acto  de  la  notificación 
de  la  sentencia,  en  cuyo  caso  el  Secretario  lo  consignará  en  la  dili- 
gencia ó  dentro  de  los  tres  días  siguientes  por  comjmrecencía  ante 
el  Juez  municipal.    - 

Art.  782.  Admitida  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al 
Juzgado  de  primera  instancia,  emplazando  á  las  partes  por  término 
de  ocho  días  para  que  comparezcan  si  l(*s  conviniere,  á  usar  de  su 
derecho. 

Art.  733,  No  compareciendo  el  ajielante  dentro  de  dicho  tér- 
mino, se  declarará  desierto  el  recurso,  con  costas,   mandándose  d<* 

U)  Bi  el  demandante  desiste  de  la  acción  f  ntabkida  antes  do  la  conHurpicencia,  se  libru 
de  la  indemnización  de  peijuicios  al  denian<lado. 

(2)  ES  Jnes  le^  no  tiene  qne  ftindamentar  doctiinalmente  m  «entenei»  ni  fita r  U^vi.-s 
aplicables  al  cano  del  pleito. 
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oficio  devolver  los  autos  al  Jazgado  manicipal  para  la  ejecución  de 
la  sentencia. 

Art.  734,  Si  se  presentare  en  tiempo  el  apelante,  lo  cuínl  se 
hará  constar  por  diligencia,  acordará  el  Juez  de  primera  instancia 
la  convocación  de  las  partes  á  una  comparecencia  en  el  día  y  hora, 
que  señalará,  procediéndose  con  sujeción  á  las  reglas  antes  establecidas 

Si  no  hubiese  comparecido  el  apelado  se  le  citará  en  estrados 
para  dicho  acto. 

Art.  735.  Extendida  el  acta  de  la  comparecencia  6  diligen- 
cia de  no  haberse  presentado  las  partes  en  el  mismo  día  ó  en  el  si- 
guiente, dictará  el  Juez  sentencia  definitiva  confirmando  6  revo- 
cando la  apelada,  con  imposición  de  las  costas  al  apelante  en  el  pri- 
mer caso,  ó  haciendo,  si  corresponde,  la  declaración  de  nulidad  que 
previene  el  art.  495. 

Contra  esta  sentencia  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  736.  Dictada  la  sentencia  se  devolverán  los  autos  al 
Juzgado  municipal  dentro  de  segundo  día,  con  testimonio  de  ella 
para  su  ejecución  (1). 

Art.  737.  Recibido  el  testimonio  con  los  autos  en  el  Juzgado 
municipal,  se  procederá  por  los  trámites  prevenidos  para  la  ejecu- 
(nón  de  las  sentencias,  pero  reduciendo  los  términos  de  modo  que  en 
ningún  caso  excedan  de  la  mitad  del  tiempo  de  los  allí  establecidos. 

Art.  738*  Si  en  la  ejecución  de  la  sentencia  se  entablare  al- 
guna tercería  de  dominio  ó  de  mejor  derecho  sobre  los  bienes  em- 
bargados, la  decidirá  el  mismo  Juez  municipal  por  los  trámites  aíi- 
t**riormente  establecidos  para  el  juicio  verbal,  cuando  el  valor  de 
lo  reclamado  no  exceda  de  1.000  pesetas. 

Si  excediei-e  de  esta  cuantía  deberá  presentarse  .  la  demanda 
t^n  el  Juzgado  de  primera  instancia  para  que  se  ventile  por  los  trá- 
mites del  juicio  declarativo  que  corresponda. 

En  este  caso,  el  Juez  de  primera  instancia  ordenará  al  muniei- 
])al  que  suspenda  sus  procedimientos  Iiasta  que  recaiga  sentencia  en 
el  juicio  de  tercería  si  esta  fuere  de  dominio;  y  si  fuere  de  mejor 
derecho,  que  consigne  en  establecimiento  público  destinado  al  efec- 
to el  importe  de  los  bienes,  si  se  vendieren. 

Art.  739.  Cuando  en  estos  juicios  solicítela  defensa  por  po- 
bi-e  alguno  de  los  litigantes,  conocerá  de  este  incidente  <b1  mismo 
Juez  municipal,  por  los  trámites  del  juicio  verbal,  dando  audiencia 
al  Fiscal  municipal,  que  á  este  fin  será  citado  para  la  comparecencia, 
y  teniendo  presente  para  instruir  y  fallar  el  incidente  las  reglas  es- 
tablecidas en  los  artículos  15  y  siguientes. 

TITULO  III 
De  los  incidentes 
Art.  740.    Las  cuestiones  incidentales  de   pi-evio  6   especial 


(1)    Kl  uárnü^)  8<iarundo  de  este  artículo  no  tiene  hoy  a pUeaeión,  injertándose  en  el 
Apéndice  \ . 


^ 187 

I>ronuiiciamiento  que  se  promuevan  en  toda  clase  de  juicios,  con 
exclusión  de  los  verbales  y  no  tengan  señalada  en  esla  ley  tramita- 
ción especial,  se  ventilarán  por  los  trámites  que  se  establecen  en  el 
presente  título. 

J  ÜKISPBUDENCIA. 

Las  cuestiones  sobre  exacción  de  cosías  en  el  procedimiento  sumarísimo 
hipotecario,  merecen  la  calificación  de  incidentes,  debiendo  sustaneiaise  en 
la  fomia  establecida  en  esta  ley  como  supletoria  en  el  procedimiento  que  re* 
gula  la  hipotecaria.    AiUo  14  Feb.  190^, 

Art.  741.  Dichas  cuestiones,  para  que  puedan  ser  calificadas 
de  incidentes,  deberán  tener  relación  inmediata  con  el  asunto  prin- 
cipal que  sea  objeto  del  pleito  en  que  se  promuevan  ó  con  la  validez 
del  procedimiento  (1). 

JITKISPBUDENCIA. 

Para  que  sea  posible  la  existencia  de  un  incidente  es  necesario  que  con 
él  coexista  un  juicio  principal  con  el  que  tenga  relación  inmediata  la  cuestión 
que  como  incidental  se  promueva,  y  que  pueda  por  tanto  afectar  de  algún 
modo  á  aquél;  inteligencia  que  se  deduce  claramente  del  texto  de  los  arts. 
743  y  745  de  esta  lev,  que  sólo  se  refieren  Á  dos  clases  de  incidentes,  una  que 
impida  y  otra  que  haga  posible  la  continuación  del  juicio,  por  lo  que  es  visto, 

aue  no  pueden  estar  comprendidas  en  ninguna  de  estas  dos  clases  las  deman- 
as deducidas  á  consecuencia  de  platos  ya  terminados;  sin  que  olMtte  A  esta 
inteligencia  la  circunstancia  meramente  formal  de  que  las  partes  por  igno- 
rancia ó  iK)r  malicia  deduzcan  como  incidente  sus  pretensiones,  ni  que  un 
Juez  ó  Tribunal,  proveyendo  indebidamente,  acceda  á  esas  pretensiones,  por- 
que no  es  la  tramitación,  sino  el  alcance  de  la  resolución  judicial  lo  que  nace 
A  estas  susceptibles  de  los  recursos  legales,  pues  de  lo  contrario  se  daría  el  re- 
sultado ilógico,  injusto  y  contra  derecho  de  que  quedara  al  arbitrio  de  \b» 
partes  y  á  merced  de  la  negligencia  de  los  Tribunales,  siguiendo  trámites  no 
autorizados  lesalmente,  alterar  la  naturaleza  de  las  resoluciones  judiciales 
peijudicando  derechos  legítimos.    S,  4  Nov,  1901, 

Árt«  742.  Los  Jueces  repelarán  de  oficio  los  incidentes  que  no 
»e  hallen  en  ninguno  de  los  eaaos  del  artículo  que  precede,  sin  per- 
juicio del  derecho  de  las  partes  que  los  hayan  promovido  para  de- 
ducir la  misma  pretensión  en  la  forma  correspondiente. 

Contra  dicha  providencia  procederá  el  recurso  de  repoisición,  y 
si  no  se  estimare  el  de  apelación  en  un  solo  efecto  (2). 

Árt*  743.  Los  incidentes  que  por  exigir  un  pronunciamiento 
previo,  mrvan  de  obstáculo  á  la  oontinuaóióu  del  juicio,  se  sustan- 
ciarán en  la  misma  pieza  de  autos,  quedando  mientras  tanto  en  sus- 
I)enso  el  curso  de  la  demanda  principal. 

Art.  744*  Además  de  los  determinados  expresamente  en  la 
ley,  se  considerarán  en  el  caso  del  articulo  anterior  los  incidentes 
que  se  refieran: 

lo.     A  la  nulidad  de  actuaciones  ó  de  alguna  providencia. 

2o.     A  la  personalidad  de  cualquiera  de  los  litigantes  ó  de  su 


( 1  j    La  resolución  que  califica  el  Incidente  no  es  de  mera  tramitcunñn.  Manretta. 

(2)    La  resolución  que  admite  el  incidente  tiene  el  carActer  de  providencia  de  mera  tra- 
niitcuH&n.    Manresa. 


ior.  por  beebt»  oeoiridM  después  ^  contisfcuiU  U  denuada. 
A  ciiid<|oit-ra  t>tn>  incidente  qne  ocona  daiaole  ei  jnit^io. 
a  previa  resolDciófi  Aicn;  afaa>liitaiDaite  imposible,  de  lie- 
den-ebo.  la  ooorínnaeión  de  la  demanda  príneipoL 


n4nid  lie  nuUdad  de  dUif«náH  s  de  BanmJex*  inñdoibl,  no 
k>  ie«4>n«v<b  mb<na  el  rwwnftde  <wañda.  aunqnefai^  «iilo 
»  porí^triniii^deanjukiadn^kialivoL  i  il'Wt  l^ó. 

71».  Los  ineidantos  que  B»  opoi^aB  otatácok»  alscsní' 
-  la  demanda  prínetpaL  se  sa^caaeiaiiii  en  |ñex&  separada' 
ndi-r  el  miso  de  aqn^Ua. 
<Mk  La  píeía  sepouada  $e  f^winaii  á  coi^ta  de  la  parte 
|>niUuvid<>  el  incidente,  j  cootendii: 
El  «atrito  oñ^inal  en  t|De  ae  ^i^oeva  el  inridente  ó  teü- 
!<-]  nii>mo  T  ¿' la  pnn-idnieia  ea  ta  parte  neeeawia.  « 
rtcPr  «Mías  preíensinoe*    I". 

Lav^  «k<miUfQtas  t>ri^iiialr£  relativos  al  inridrate  qne  » 
pt>««iadit  coa  dMí^  ««erito. 

Te^Bt>nio  de  k«  partie«lai«B  qoeens  referenoa  i  hM  au- 
pAÍ*->  dengue  la  parte  que  promneva  el  íneideiitc.  íncln 
al»i^  cu  ^  Itif^  qur  la  roDlnuia  <*>!)ei)t-  qoe  fv  adíñoneo, 
kc>e»*ima  pertiBeatrtv 

717.  &ta  desa*i>anóu  debefá  taacvr»  por  el  qoe  pro- 
iiK-ideiitr  dentro  de  Ii>^  tn» diajs  >a^wenle$  al  de  la  ootifi- 
la  pT\k\  úleiH-ia  maodandi^^>  Rw-mar  la  piírza  -«-parada,  y  por 
iil*-deutTO  dr  Kt>  tn:>dia$  poeten<:>tv^  i  rayo  fin  se  les 
4*^  aimts  de  maaififao  en  ta  Ifaerib— ii  <  ^  -. 
■nrridav  dtefcos  ptaons  ño  kmber  hték»  i»  dessnaetóa.  d 
W-vari  á  e£rri<k  de»de  1bfp>  la  ÍMmiiiiÍ«  de  la  pií  ii  aepa- 
rl  ri^rriTo  y  dt>mmeut«F e\pre«adM^ ea  ii«  iiiímiiiiii  l<k  y  2i>. 
ti>  aaleT»(»r. 

■lo  c«.<*>  «  hará  e^iitaar  pur  «Ma  ea  k».  aaios  prioeipaled 
'h*-.i  *lf  iñ  p)r£«  svfiaraila.  y  en  «aa.  qae  k«  Pivcivadotes 
ff-s  tÍ4-De]i  aeiv^litatla  ^n  n-prerik-niaeióa  en  aqaSkM. 
(4->.  PtxMttvnk*  el  ii»  iilniii  j  (iwali  ea  sa  eaao  la 
ir^isL,  >«■  liurñ  int-^^bdoá  la  parteentaDaña  por  ténaino 
i<v  rura  qm-  «««nte^e  rx'nerviaaeaMe  í«4iie  la  «aesbón   íd- 

■í*-n  \  :iri*>  !ss  iwrtíS  l-K^nirs.  í»-  r>-i«T«i^-ri  dicho  tónui- 

niM  «k-  eílas  ptir  s»  «fxk^i, 

siT>Tira  )o  tli«piieí*>  ea  kw  ariieakK  514  y  <4piieiil«8  ivfi- 
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Art.  749.  En  el  escrito  promoviendo  el  incidente,  y  en  el  do 
contestación,  deberán  las  partes  solicitar  que  se  reciba  á  prueba  si 
la  estiman  necesaria  (1;. 

Art.  750,  Si  ninguna  de  las  partes  hubiere  pedido  el  recibi- 
miento á  prreba,  el  Juez,  sin  más  tramites,  mandará  traer  á  la  vis- 
ta los  autos  para  sentencia,  con  citación  de  aquéllas. 

Art.  751.    Se  recibirá  á  prueba  el  incidente: 

lo.     Cuando  lo  hubieren  solicitado  todos  los  litigantea 

2o.  Cuando  habiéndolo  i)edido  una  sola  parte,  el  Juez  lo  es- 
time procedente. 

Art.  752.  Bl  término  de  prueba  en  los  incidentes  no  podrá 
bajar  de  10  días  ni  exceder  de  20. 

Este  término  será  común  para  proponer  y  ejecutar  la  prueba, 
observándose  en  lo  demás  las  disposiciones  del  juicio  declarativo 
que  á  ella  se  refieren. 

Art.  753.  Sólo  podrá  otorgarse  el  término  extraordinario  de 
pmeba  en  los  incid^ites  que  se  sustaneien  en  pieza  separada  y  en 
los  del  núm.  2o.  del  art.  745. 

Art.  754.  Trascurrido  el  término  de  prueba,  sin  necesidad  de 
que  lo  soliciten  los  interesados  mandará  el  Juez  que  se  unan  á  los 
autos  las  pruebas  practicadas,  y  se  traigan  á  la  vista  para  sentencia, 
con  citación  de  las  partes. 

J  UltISPSUDENGIA. 

No  haMéndose  practicado  prueba  en  el  incidente,  no  es  necesaria  la  ci- 
tación de  las  partes  al  llamar  los  autos  Á  la  vista.    S.  1^  Oct.  18S0, 

Art.  755«  Tanto  eu  el  caso  del  articulo  anterior  como  en  el 
del  750,  si  cualquiera  de  las  partes  lo  pidiere  dentro  de  los  dos  días 
siguientes  al  de  la  citación,  el  Jaez  señalará^  á  la  posible  brevedad, 
día  para  la  vista. 

£n  este  acto  oirá  á  los  defensores  délas  partes  si  se  presentaren. 

Art.  766.  En  el  caso  del  su-tícnlo  anterior,  se  pondrán  las 
pruebas  de  manifiesto  alas  partes  en  la  Bscribanía  i)ara  instrucción, 
por  el  término  que  medie  desde  el  sefialamiento  hasta  el  día  de  la 
vista. 

Art.  757.  Verificada  ésta,  ó  traí5Curridos  los  dos  días  siguien- 
tes al  de  la  citación  sin  hal>erla  solicitado,  el  Juez  dictará  sentencia 
dentro  de  quinto  día. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  758.  Las  disposiciones  que  preceden  serán  aplicables  á 
los  incidentes  que  se  promuevan  durante  la  s^^nda  instancia  y  en 
los  recursos  de  casación  (2). 

La  sentencia  que  eu  ellos  recaiga  será  suplicable  para  ante  la 
misma  Sala. 

Art.  759.    Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  entn^a  de 


(11    Ed  el  caao  de  aolieitene  el  reribfmieiito  á  pmetML.  hajo  rviodiri^n    «i  4«ta  no  w. 
cample,  proeede  nesgar  aqoéUa.    H.  25  Mom»  V&i, 

(f)    Vé«wtftIXiariibLS.c  deesta  Cer  jApéndteeL 


scrito  de  súplica  á  los  otros  colitigantes,  podrán   éstos 
[ue  estimeo  conveniente. 

ido  diclio  término,  la  Sala  dictará  la  resolución  qm; 
previo  informe  dei  Magistrado  Ponente  y  sin  ningún 


»  A  las  parta' 

>,    Contra  las  sentencias  qae  dicten  las  Audiencias  en 
de  súplica,  sólo  se  dará  &l  de  casación  en  los  caaos  ex- 
etcrminados  por  esta  ley. 
as  qae  dicte  el  Tribunal  Supremo  nu  se  dará  recurso 

iCIA. 

cbasado  el  reouriM  de  caBaciOn  interpuesto  oontra  Iab  senten- 
olutorioe  de  incidentes  promovidos  en  la  segunda  instancia, 
«  dA  contra  éstos  »ino  contra  el  auto  que  resuelve  el  recurao 
de)>e  Interponerse  como  preparatorio  ael  de  casación.     Auio 


TITULO   IV 

J)e  log  jitiñot  en  r^ldía  (1) 

.  Desde  el  momento  en  que  el  demandado  baya  sido 
rebeldía,  además  de  practicarse  lo  que  ordena  el  ar- 
deoretaril,  si  la  parte  contraria  lo  pidiere,  I»  retención 
mnebles  de  toda  clase  y  el  embargo  de  los  inmnebles, 
)stimen  necesarios  para  asegnntr  lo  qne  sea  objeto  del 

ICIA. 

iidn  de  rebeldía  decretada  en  la  seeuuda  instancia,  no  ta  luui 
'  mera  trainitaoiftn,  sino  auto  supllcable  ante  la  Sala  que  lo 
ano  I8SS. 

parte  demandada  no  Muanareua  &  exoepciooM*  y  aea  deck- 
t,  pueden  lot<  Tribunales  aietar  sentencia  absolutoria  s^itn 
loe  antoB.  S.  11  Enero  18Se. 

',  La  retencii^  se  bará  en  poder  de  la  peraoua  qne 
íposición  ó  bajo  su  custodia  los  bienes  muebles  en  que 
istir,  ya  sea  el  mismo  demandado,  ó  ya  im  tercero,  si 
>  ofreciere  garantías  suñcientes  ajuicio  del  Juez  para 
elloe. 

dpi  texto  spHrables  í  toOa  elatt  de  Jolciw  i»x  TW.  1W.  7»^  771.  nS).~Ar 
<tvdHla8a«ck>nUviwi»liü7ri,I«l.  TKl.  7S3,  »TC7).— Artlniliwspll- 
míí  4  k»  d*  msior  y  menor  ^lUDlt»   771  hI  T7S,  1^— AnfcnkK  aiiUt*- 

•  *  V»  Tert«le»  (78*  y  ;«&,.— Dob.  Pra^rama  Or  DmtM  " ' 

I  el  embaRv  de  bteiu^  ÍBinueUes  del  deiu»Biladt\  » 

lenieotodelMift.  BWilí  til»  I*j->-  k»  lártH.  4¿  de  te  liFy  Hipolcnria;' 
Re^lUDeiito. 
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Si  no  las  ofreciere  y  exigidas  no  las  prestare,  se  constitairáu 
los  muebles  en  depósito,  entendiéndose  de  cuenta  y  riesgo  del  liti- 
gante rebelde. 

Art.  763.  El  embargo  de  los  inmuebles  se  hará  expidiendo 
mandamientos  por  duplicado  al  Registrador  de  la  propiedad  á  que 
corresponda,  para  que  ponga  anotación  preventiva  sobre  los  bienes, 
con  prohibición  absoluta  de  venderlos,  gravarlos  ni  obligarlos. 

Uno  de  los  ejemplares,  después  de  cumplimentado,  se  unirá 
á  los  autos  para  que  surta  en  ellos  los  efectos  oportunos. 

Art.  764.  La  retención  ó  embargo  practicados  á  consecuen- 
cia de  la  declaración  en  rebeldía  continuarán  hasta  la  conclusión 
del  juicio. 

Art.  765.  Cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito  en  que  el  IÍt 
tigante  rebelde  comparezca^  será  admitido  como  parte;  y  se  enten- 
derá con  él  la  sústanciación,  sin  que  ésta  pueda  retroceder  en  nin- 
gún caso. 

JUKISPBUDENCIA. 

No  €8  doctrina  legal  ni  poede  derivarse  de  este  artículo,  la  de  que  *'eii 
cualquier  estado  del  juicio  en  que  el  litigante  se  persone  puede  alegar  y,  si 
estuviere  dentro  del  término  ae  prueba,  probar,  cuantos  hechos  íengsí  por 
conveniente  y  se  relacionen  con  el  pleito,  por  lo  cual  tales  hechos,  aunque  no 
se  hubieren  alegado  en  los  escritos  de  contestación  y  duplica  han  aé  ser 
apreciados  en  la  s^itencia;''  no  pudiendo  en  consecuencia  un  litigante  ex- 
cepcionar  utilmente,  pasada  la  oportunidad  procesal  que  para  dicho  fln  se- 
ñala esta  Ley  en  cada  clase  de  juicios.    S,  6  Oct  1900. 

Art.  766.  Si  compareciere  después  del  término  de  prueba  en 
primera  instancia,  ó  durante  la  segunda,  se  recibirán  en  ésta  preci- 
samente los  autos  á  prueba,  si  lo  pidiere  y  ftieren  de  hecho  las  cues- 
tiones que  se  discutan  en  el  pleito. 

JUKISPBUDENCIA. 

Para  que  sea  aplicable  este  artículo  en  los  luidos  de  menor  cuantía,  es 
preciso  proponer  la  prueba  en,  el  mismo  escrito  en  que  se  solicita  su  prd,cti- 
ea.    S.  »S  ííayo  189S, 

Art.  767.  Podrá  también  pedir  que  se  alce  la  i-etención  ó  el 
embargo  de  sus  bienes,  alegando  y  justificando  cumplidamente  no 
haber  podido  comparecer  en  el  juicio  por  fuerza  mayor  insuperable. 

La  solicitud  que  con  este  objeto  presente,  se  sustanciará  como 
incidente  en  pieza  separada,  sin  que  se  suspenda  el  curso  de  la  de- 
manda principal. 

Art.  768.  La  sentencia  que  se  pronuncie  en  el  juicio  seguido 
en  rebeldía  será  notificada  personalmente  al  litigante  rebelde,  cusm- 
do  pueda  ser  habido,  si  así  lo  solicitare  la  parte  contraria.  En  otro 
caso  se  hará  la  notificación  en  la  forma  prevenida  en  los  artículos 
282  y  283. 

En  los  edictos  se  insertai*á  solamente  el  encabezamiento  y  la 
parte  dispositiva  de  la  sentencia,  con  la  firma  del  Juez  que  la  hu- 
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biere  dictado,  y  se  publicarán  en  la  Gaceta  del  Gobierno  general  y 
en  el  Boletín  oficial  de  la  x)rovincia,  donde  lo  hubiere  (1). 

Art.  769.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  será  aplicable 
á  la  notificación  y  publicación  en  su  caso  por  edictos  de  la  sentencia 
definitiva  que  se  pronuncie  en  la  segunda  instancia. 

Art.  770.  El  litigante  rebelde  á  quien  haya  sido  notificada 
personalmente  la  sentencia  definitiva,  sólo  podrá  utilizar  contra  ella 
el  recurso  de  apelación  y  el  de  casación  cuando  proceda,  si  los  inter- 
I)one  dentro  del  término  legal. 

JIJBISPBUPENCIA. 

La  disposición  de  este  artículo  no  obsta  &  que  el  demandado  rebelde  pue- 
da ejercitar  los  demás  recursos  é  incidentes  que  puedan  promoverse  con  ari'e- 
glo  &  derecho,  entre  los  cuales  se  encuentra  el  de  la  competencia  por  inhibi- 
toria, puesto  que  segün  la  ley  puede  utilizarse  mientras  no  se  halle  termi- 
nado el  pleito  por  sentencia  firme.  S.  £0  Dic,  1886, 

Art.  771.  Los  mismos  recursos  podrán  utilizar  los  litigantes 
declarados  en  rebeldía,  á  quienes  no  haya  sido  notificada  personal- 
mente la  sentencia. 

En  este  caso  el  término  legal  para  interponerlos,  se  contará  des- 
de el  día  siguiente  al  de  la  publicación  de  la  sentencia  en  el  Boletin 
ojwial  de  la  provincia,  donde  lo  hubiere,  y  en  su  defecto  en  la  Ga- 
ceta del  Gobierno  general. 

Art.  77á.  A  los  demandados  que  hubieren  permanecido  cons- 
tíintemente  en  rebeldía,  y  no  se  hallaren  en  ninguno  de  los  casos  de 
los  dos  artículos  que  preceden,  podrá  concederse  audiencia  contra 
la  sentencia  firme  que  haya  puesto  término  al  pleito,  para  obtener 
su  rescisión  y  un  nuevo  fallo,  en  los  cagfos  concretos  que  se  determi- 
nan en  los  artículos  siguientes. 

Art.  773.  No  será  oído  contra  la  sentencia  firme  el  deman- 
dado emplazado  en  su  persona  que  por  no  haberse  presentado  en  el 
juicio  haya  sido  declarado  en  rebeldía. 

Exceptúase  el  caso  en  que  acreditare  cumplidamente  que  eu 
todo  el  tiempo  trascurrido  desde  el  emplazamiento  hasta  la  citación 
para  la  sentencia  que  hubiere  causado  ejecutoria,  estuvo  impedido 
de  comparecer  en  el  juicio  por  una  fuerza  mayor  no   interrumpida, 

Art.  774.  Para  que  pueda  prestarse  audiencia  en  el  caso  del 
artículo  anterior,  se  necesita  indispensablemente  que  se  haya  solici- 
tado aquélla  y  ofrecido  la  justificación  de  la  fuerza  mayor  dentro  de 
cuatro  meses,  contados  desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la  sen- 
tencia en  el  Boletin  oficial  de  la  provincia,  donde  lo  hubiere,  y  en  su 
defecto  en  la  Gaceta  del  Gobierno  general. 

Art.  775.  Se  prestará  audiencia  contra  la  sentencia  dictada 
en  su  rebeldía  al  demandado  que  hubiere  sido  emplazado  por  cédu- 
la entregada  á  sus  parientes,  familiares,  criados  ó  vecinos  si  concu- 
rrieren las  dos  circunstancias  siguientes: 

la.  Que  la  pida  precisamente  dentro  de  ocho  meses  contados 
desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la  sentencia  en  el  Bóletiit  oficial 

(1)    El  párrafo  8.c  de  esto  art.  carece  de  aplicación  actual.  V.  Apéndice  V. 
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de  la  provincia,  donde  lo  hubiere,  y  en  su  defecto  en  la  Gdceta  del 
Gobierno  general. 

2a.  Que  acredite  cumplidamente  que  una  causa  no  imputable 
al  mismo  ha  impedido  que  la  cédula  de  emplazamiento  le  haya  sido 
entregada. 

JUBISPBUDENCIA. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  estará  subordinado  al  precepto  contení* 
do  en  el  181  del  Código  Civil,  porque  el  concepto  de  la  ausencia  legal  á  que 
este  ultimóse  refiere  es  distinto. al  que  entraña  el  hecho  de  encontrarse  un 
demandado  constantemente  fuera  del  pueblo  en  que  se  le  ha  seguido  un  Jui- 
cio, desde  el  emplazamiento  hasta  la  publicación  de  la  sentencia,  puesto  que 
el  primero  descausa  en  la  ignorancia  del  paradero  de  determinad  persona, 
mientras  ^ue  el  segimdo  se  funda  en  el  alzamiento  constante  durante  un  pe- 
ríodo de  tiempo  determinado,  sea  ó  no  conocido  su  paradero.  S.  16  Oct.  1901, 

Art.  776.  El  demandado  que  por  no  teuer  domicilio  conocido 
haya  sido  emplazado  por  edictos^  será  oído  contra  la  sentencia  fir- 
me cuando  concurran  todas  las  circunstancias  siguientes: 

la.  Que  lo  solicite  dentro  de  un  año,  contado  desde  la  fecha 
de  la  publicación  de  la  ejecutoria  en  el  Boletín  oficial  de  la  provin- 
cia, donde  lo  hubiere,  y  en  su  defecto  en  la  Garceta  del  Gobierno 
general. 

2a.  Que  acredite  haber  estado  constantemente  faera  del  pue- 
blo en  que  se  ha  seguido  el  juicio,  desde  que  fué  emplazado  para  él 
hasta  la  publicación  de  la  sentencia. 

3a.  Que  acredite  asimismo  que  se  hallaba  ausente  del  pueblo 
de  su  última  residencia  al  tiempo  de  publicai*se  en  él  los  edictos  pa- 
ra emplazarlo. 

Art.  7T7.  En  todos  estos  casos,  la  pretensión  que  deduzca  el 
litigante  rebelde  para  que  se  le  oiga  contra  la  sentencia  firme  se  sus- 
tanciará por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes,  y  con  au- 
diencia de  los  demás  interesados  que  hayan  sido  parte  en  el  pleito. 

Art.  77S.  A  la  Audiencia  que  haya  dictado  la  ejecutoria,  ó  á 
cuyo  distrito  pertenezca  el  Juzgado  de  primera  instancia  cuya  sen- 
tencia haya  quedado  firme,  corresponde  el  conocimiento  de  estos 
incidentes. 

Contra  la  sentencia  que  los  resuelva  declarando  haber  ó  no  lu- 
gar á  que  se  oiga  al  litigante  condenado  en  rebeldía,  no  se  dará  otro 
recurso  que  el  de  casación. 

JUKISPBUDENCIA. 

El  litigante  rebelde  en  la  primera  instivncia,  no  puede  traer  al  recurso 
de  casación  cuestiones  que  no  están  debidamente  preparadas,  ni  fueron,  por 
lo  tanto,  resueltas  en  el  fiíUo  contra  el  cual  se  recurre.    S,  £6  Junio  188^, 

Art.  779.  En  los  casos  en  que  el  Tribunal  Supremo  hubiere 
dicta.do  la  sentencia,  corresponderá  al  mismo  declarar,  sin  ulterior 
recurso,  si  procede  6  no  oir  al  litigante  condenado  en  rebeldía. 

Art«  780«  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  á  la  audiencia 
solicitada  por  el  litigante  condenado  en  rebeldía,  se  impondrán  á 
éste  todas  las  costas  del  incidente,  y  quedai-á  firme  definitivamente 
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la  sentencia  recaída  en  el  pleito,  la  que  se  llevará  á  efecto,  comuni- 
cándose para  ello  las  órdenes  correspondientes. 

Art.  781.  *  Cuando  se  declare  haber  lugar  á  dicha  audiencia, 
se  remitirá  certificación  de  esta  sentencia  para  su  cumplimiento  al 
Juez  de  primera  instancia  que  hubiese  conocido  del  pleito,  devol- 
viéndole los  autos,  si  obrasen  en  el  Tribunal  superior. 

También  en  este  caso  se  impondrán  las  costas  del  incidente  al 
que  lo  haya  promovido,  si  no  se  hubiese  opuesto  el  litigante  con- 
trario, ó  si  el  Tribunal  estima  que  no  ha  sido  temeraria  la  oposición. 

Art.  782.  La  sustanciación  de  la  audiencia  concedida  contra 
las  sentencias  dictadas  en  rebeldía  se  acomodará  á  las  reglas  si- 
guientes: 

la.  Se  entregarán  los  autos  por  ocho  días  al  litigante  á  quien 
se  haya  concedido  la  audiencia,  para  que  exponga  y  pida  lo  que  á 
su  derecho  conduzca,  en  la  forma  prevenida  para  la  contestación  de 
la  demanda. 

2a.  De  lo  que  expusiere  se  conferirá  traslado  por  otros  ocho 
días  al  que  haya  obtenido  la  ejecutoria,  entregándole  las  copias  del 
escrito  y  documentos. 

3a.  Si  por  los  dos  litigantes,  ó  cualquiera  de  ellos,  se  hubiere 
pedido  el  recibimiento  á  prueba,  y  la  cuestión  objeto  del  pleito  ver- 
sare sobre  hechos,  se  ace>ederá  á  él,  otorgando  para  proponerla  y 
practicarla  la  mitad  de  los  términos  que  se  fijan  en  el  art  552,  sin 
I>erjuicio  de  conceder  también  el  término  extraordinario  cuando  se 
pida  y  sea  procedente. 

4a.  En  adelante  se  acomodará  la  sustanciación  á  las  reglas  es- 
tablecidas para  la  primera  instancia  del  juicio  declarativo  que  co- 
rresponda, con  los  recursos  de  apelación  y  casación  cuando  proce- 
dan (1). 

Art.  783.  Si  durante  estas  actuaciones  volviera  á  constituir- 
se en  rebeldía  el  litigante  á  quien  se  haya  concedido  la  audiencia, 
st?  sobreseerá  en  ellas,  y  quedará  firme  la  sentencia  que  puso  térmi- 
no al  pleito  seguido  en  rebeldía,  sin  que  sea  permitido  después  nin- 
gún otro  recurso  contra  la  misma. 

Art.  784.  (3ontra  las  sentencias  firmes  recaídas  en  los  juicios 
verbales,  de  que  conocen  los  Jueces  municipales  en  primera  instan- 
cia, también  se  prestará  audiencia  al  demandado  condenado  en  re- 
beldía, si  concurren  todas  las  circunstancias  siguientes: 

la.  Que  la  citación  para  la  comparecencia  al  juicio  verbal  le 
haya  sido  hecha  por  edictos,  ó  por  cédula  entregada  á  sus  parientes, 
fiími liares,  criados  ó  vecinos. 

2a.  Que  solicite  la  audiencia  dentro  de  tres  meses,  á  contar 
desde  la  notificación  en  estrados  de  la  sentencia  que  haya  causado 
ejecutoria. 

3a.  Que  acredite  cumplidamente  no  haberle  sido  entregada  la 
cédula  de  citación  por  haberlo  impedido  una  causa  no  imputable  Jil 
mismo,  ó  que  cuando  se  publicaron  los  edictes  se  hallaba  ausente 


(1)    Son  aplicables  A  la  sustanciación  de  la  audiencia  en  rebeldía,  todos  los  prlncipioe 
de  la  prueba,  incluso  el  término  extraordinario. 
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del  pueblo,  sin  haber   regresado  á  él  durante  la  sustanciación  del 
juicio. 

JURISPRUDENCIA. 

**Segundo:  Considerando  que  en  el  caso  actual,  tramitado  y  resuelto  co- 
mo fué  en  rebeldía  del  demandado,  Á  la  sazón  difunto,  el  pleito  cuya  nuli- 
dad se  pide  por  el  representante  de  sus  menores  hijos,  pudo  esta  parte  ejer- 
citar el  recurpo  que  otorga  el  artículo  784  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, solicitando  audiencia  contra  el  fallo  condenatorio  recaído  en  tres  de  Ma- 
yo de  1897,  puesto  que  de  él  tenía  ya  conocimiento  en  el  siguiente  mes  de 
Junio  al  intentar  el  acto  de  conciliación  preparatorio  del  presente  juicio, 
sin  que  le  sea  lícito,  conyirtiendo  en  acción  lo  que  constituye  propiamente 
un  recurso  procesal,  acudir  &  un  litigio  en  toda  forma  para  proponer  en  opor- 
tunidad distinta  y  por  trámites  diversos  de  loe  que  la  ley  señala  las  nuhda- 
des  que  en  su  opinión  se  cometieran  en  el  juicio  verbal  ya  terminado,  cuya 
sentencia  se  pretende  rescindir,  porque  de  tal  manera  se  reproducirían  ios 
pleitos  indefinidamente  y  carecerían  de  firmeza  y  estabilidad  las  resolucio- 
nes judiciales  (1)."    S,  U  Feb,  1903. 

Art.  785.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  el  Juez  de  prime- 
ra instancia,  á  cuyo  partido  corresponda  el  Juzgado  municipal,  co- 
nocerá del  incidente  por  los  trámites  establecidos  para  los  juicios 
verbales,  y  decidirá,  sin  ulterior  recui'so,  si  procede  ó  no  que  sea 
oído  el  litigante  condenado  en  rebeldía,  comunicándolo  al  Juez  mu- 
nicipal para  su  cumplimiento  (2). 

Art,  786.  Las  sentencias  firmes  dictadas  en  rebeldía  del  <le- 
mandado  podrán  ser  ejecutadas,  salvo  el  derecho  de  éste  para  pro- 
mover contra  ellas  el  recurso  de  rescisión  ó  audiencia  expresado  en 
los  artículos  anteriores. 

El  que  haya  obtenido  la  sentencia  no  podrá,  sin  embargo,  dis- 
poner libremente  de  las  cosas  de  que  se  le  haya  dado  posesión  hasta 
haber  trascurrido  los  términos  antes  señalados  para  oir  al  litigante 
condenado  por  ella  (3). 

Cuando  el  litigio  hubiera  tenido  por  objeto  dinero  ó  cosa  fuugi- 
ble,  se  depositará  en  debida  forma,  si  el  actor  no  presta  fianza  bas- 
tante á  satisfiicción  del  Juez  para  responder  de  ello  en  el  caso  de 
que  oído  el  litigante  rebelde  se  le  mandase  devolver. 

En  todo  caso,  el  que  haya  obtenido  la  sentencia  en  rebeldía  de 
su  contrario,  podrá  pedir  la  anotación  preventiva  de  su  derecho  en 
el  Eegistro  de  la  propiedad. 

Art.  787.  Trascurridos  los  términos  señalados  sin  que  el  liti- 
gante rebelde  haya  pretendido  audiencia  contra  la  sentencia  firme, 
se  alzará  la  prohibición  impuesta  á  la  parte  contraria  para  disponer 
de  la  cosa  litigiosa,  ó  se  mandará  en  su  caso  entregarle  la  tosa  depo- 
sitada, ó  cancelar  la  fianza  si  la  hubiere  constituido. 

Art.  788.  No  podrá  concederse  audiencia  á  los  litigantes  con- 
denados en  rebeldía  contra  las  sentencias  firmes  recaídas  en  los  jui- 


(1^  BeproducimoR  fnt^ro  el  eonsidorando  do  esta  Kenteiicia  para  dar  completa  idea 
del  caso  opjeto  del  pleito  que  motivó  la  Im  portan  tí  «ima  doctrina  por  ella  establecida  in- 
terpret«i.ndo  este  artículo. 

(2)  Para  eumpli mentar  lo  dispuesto  por  el  Juez  de  primera  instancia,  deberá  ce- 
lebrarse nuevo  juicio  verbal,  reproduciéndose,  en  consecuencia,  las  actuación  en  ante- 
riores. 

(B)  Esta  prohibición,  por  regla  general,  no  se  cumple  en  la  prActlca  de  los  Tribunales.  ^ 
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eios  ejecutivos,  en  los  posesorios,  ni  en  ningún  otro  después  del  cual 
pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto. 

TITULO  V 
De  los  juicios  de  arbitros  y  de  amigables  componedores 

SECCIÓN  PRIMERA 


Del  juicio  arbitral 

Art.  789.  El  nombramiento  de  Jueces  arbitros  que  para  de- 
cidir cuestiones  litigiosas  puede  hacerse  por  las  personas  y  en  los 
casos  que  se  determinan  en  el  art.  486,  habrá  de  recaer  precisa- 
mente en  Letrados  mayores  de  25  años,  que  estén  en  ^1  pleno  ejer- 
cicio de  los  derechos  civiles  (1). 

Art.  7ÍM)«    El  número  de  los  jueces  arbitros  será  siempre  impar. 

Si  las  partes  convinieren  en  que  sea  uno  solo,  deberán  el^rlo 
de  común  acuerdo. 

Este  mismo  acuerdo  deberá  mediar  para  la  elección  de  todos,  ó 
por  lo  menos  del  tercero,  si  convinieren  en  que  sean  tres  6  cinco,  de 
cuyo  número  no  podrá  pasarse. 

En  ningún  caso  los  interesados  podrán  conferir  á  una  tercera 
persona  la  Multad  de  hacer  la  elección  ó  nombramiento  de  ningu- 
no de  los  arbitros. 

JURISPRUDENCIA. 

No  ajustándose  la  elección  de  arbitros  á  lo  dispuesto  en  este  artículo,  es 
nula  é  ineñcaz  sin  necesidad  de  pedir  previamente  su  nulidad.    S.  19  Jur 

nio  1891. 

Art.  791.  El  compromiso  habrá  de  formalizarse  necesaria- 
mente en  escritura  pública,  y  será  nulo  en  cualquiera  otra  forma  en 
que  se  contrajere. 

Art.  798.  La  escritura  de  compromiso  habrá  de  contener 
precisamente,  bajo  pena  de  nulidad: 

lo.  Los  nombres,  profesión  y  domicilios  de  los  que  la  otor- 
guen. 

2o.     Los  nombres,  profesión  y  domicilios  de  los  arbitros. 

3o.  El  negocio  que  se  someta  al  fallo  arbitral,  con  expresión 
de  sus  circunstancias. 

4o.  El  plazo  en  que  los  arbitros  hayan  de  pronunciar  la  sen- 
tencia. 

5o.  La  estipulación  de  una  multa  que  deberá  pagar  la  parte 
que  deje  de  cumplir  los  actos  indispensables  para  la  realización  del 
compromiso. 

6o.  La  estipulación  de  otra  multa  que  el  que  se  alzare  del  fallo 
deberá  pagar  al  que  se  conformare  con  él  i>ara  poder  ser  oido. 


(1)    Además  de  los  caaos  exceptuados  por  este  artículo  del  juicio  arbitral,  no  podr&n 
someterse  al  mismo  las  cuestiones  matrimoniales  ni  los  alimentos  futuros.     V.  arts.  1814, 
1820  y  1821  del  C.  CivlL 
_     Ix)s  Jueces  y  Magistrados  no  pueden  ser  Arbitros. 
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7o.     La  designación  del  lugar  en  que  habrá  de  seguirse  el  juicio. 

8o.     La  fecha  en  que  se  otorgare  el  compromiso. 

Art.  793.  Otorgada  la  escritura^  el  Notario  autorizante,  ú 
otro  que  dé  fé  del  acto,  la  presentará  á  los  arbitros  para  su  aeep* 
tación. 

De  la  aceptación  ó  de  la  negativa  se  extenderá  á  continuación 
diligencia,  que  firmarán  los  arbitros  con  el  Notario. 

Art.  794.  Si  alguno  de  los  arbitros  no  aceptare  ó  no  reuniere 
las  circunstancias  exigidas  por  el  art.  789^  se  procederá  á  su  reem> 
plazo  en  la  forma  prevenida  para  su  nombramiento. 

Guando  las  partes  no  se  pongan  de  acuerdo  para  dicho  nom- 
bramiento, quedará  sin  efecto  el  compromiso. 

Lo  mismo  se  entenderá  en  el  caso  de  que  una  parte  no  se  pres- 
te á  realizar  el  nombramiento  después  de  tres  días  de  haber  sido 
requerida  para  ello  por  Notario  á  instancia  de  la  otra.  En  este  ca- 
so aquélla  pagará  á  ésta  la  multa  estipulada,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  el  núm.  5o.  del  art.  792. 

Art.  795*  La  aceptación  de  los  arbitros  dará  derecho  á  cada 
una  de  las  partes  para  compelerlos  á  que  cumplan  con  su  encargo, 
bajo  la  pena  de  responder  de  los  daños  y  perjuicios. 

Art,  796.  ihi  el  caso  del  artículo  anterior  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  del  partido  en  que  se  siga  ó  deba  seguirse  el  juicio  ar- 
bitral, y  en  su  defecto  el  del  lugar  donde  resida  cualquiera  de  los 
arbitros,  prevendrá  á  éstos^  á  instancia  de  parte  legítima,  que  pro- 
cedan sin  dilación  al  cumplimiento  de  su  encargo,  bajo  apercibi- 
miento de  responder  délos  daños  y  perjuicios. 

Si  se  oponen  los  arbitros  ó  alegan  alguna  excusa,  se  sustancia- 
rá la  oposición  por  los  trámites  y  con  los  recursos  establecidos  para 
los  incidentes,  quedando  mientras  tanto  en  suspenso  el  término  del 
compromiso. 

Desestimada  la  oposición  ó  consentida  aquella  providencia,  la 
parte  perjudicada  podrá  entablar  la  demanda  de  daños  y  perjui- 
cios contra  el  arbitro  ó  los  arbitros  que  los  hayan  causado,  la  cual 
se  sustanciará  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  por  los  trámites 
del  juicio  declarativo  que  corresponda.  x 

Art.  797.  Los  arbitros  sólo  son  recusables  por  causa  que  ha- 
ya sobrevenido  después  del  compromiso,  ó  que  se  ignorara  al  cele- 
brarlo. 

Art.  798.  Los  arbitros  podrán  ser  recusados  por  las  mismas 
causas  que  los  demás  Jueces. 

La  recusación  debe  hacerse  ante  ellos  mismos. 

Si  no  accedieren,  la  parte  que  la  haya  propuesto  podcá  repe- 
tirla ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que  resida  el 
arbitro  recusado,  ó  cualquiera  de  ellos  si  fuere  recusado  más  de  uno. 

Mientras  se  sustancia  el  incidente  de  recusación  ante  el  Juez 
de  pnmera  instancia,  quedará  en  suspenso  el  juicio  arbitral,  de- 
biendo continuar  después  que  sobre  la  recusación  haya  recaído  eje- 
cutoria. 

jirt.  799.    El  compromiso  cesará  en  sus  efectos: 

lo.     Por  la  voluntad  unánime  de  los  que  lo  contrajeron. 
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2o.  Por  el  trascurso  del  término  señalado  en  el  compromi- 
so, y  de  la  prórroga  en  sn  caso,  sin  haberse  pronunciado  sentencia. 

Si  esto  sucede  por  culpa  de  los  arbitros,  quedarán  obligados  á 
la  indemnización  de  dafíos  y  perjuicios. 

Art>  800,  Si  fallecieren  los  arbitros  ó  alguno  de  ellos,  los  in- 
teresados se  pondrán  de  acuerdo  para  reemplazarlos  en  la  forma  de- 
signada para  su  nombramiento,  á  no  ser  que  convengan  en  que  dic- 
ten el  fallo  los  que  queden. 

El  juicio,  entre  tanto,  quedará  en  suspenso  para  continuarlo 
después  en  el  estado  en  que  se  hallare. 

Lo  que  resuelvan  los  interesados  se  consignará  en  escritura  pú- 
blica; y  si  no  se  ponen  de  acuerdo,  quedará  sin  efecto  el  compro- 
miso. 

Árt.  801.  El  término  señalado  en  el  compromiso  para  pro- 
nunciar sentencia  empezará  á  correr  desde  el  día  siguiente  al  de  la 
última  aceptación  de  los  arbitros,  á  no  ser  que  los  interesados  hu- 
bieren ñjado  el  día  en  la  escritura. 

Art.  802.  Podrán  los  interesados,  de  común  acuerdo,  prorro- 
gar dicho  término,  consignándolo  en  escritura  pública  adicional  á 
la  de  compromiso. 

También  podrán  prorrogarlo  los  arbitros  cuando  expresamente 
se  les  haya  concedido  esta  facultad  en  la  escritura;  pero  en  este 
caso  no  podrá  exceder  la  prórroga  de  la  mitad  del  término  señalado 
en  el  compromiso,  y  habrá  de  tomarse  el  acuerdo  por  unanimidad 
de  votos. 

Art.  803.  Las  actuaciones  del  juicio  arbitral  se  veriñcarán 
por  ante  Escribano  del  Juzgado  de  primera  instancia,  elegido  por 
los  arbitros,  si  no  lo  hubiesen  designado  los  interesados  dé  común 
acuerdo. 

Art.  804.  Los  arbitros  señalarán  á  los  interesados  un  plazo, 
que  no  podrá  exceder  de  la  cuarta  parte  del  ^ado  en  la  escritora, 
para  formular  sus  pretensiones  y  pr^e^ntar  los  documentos  en  que 
las  apoyan. 

Si  alguno  de  los  interesados  no  lo  hiciere,  continuará  el  juicio 
en  su  rebeldía,  sin  perjuicio  de  exigirle  la  multa  estipulada,  por  ha- 
ber dejado  de  cumplir  con  los  actos  indispensables  para  la  realiza- 
ción del  compromiso. 

En  cualquier  estado  del  juicio  en  que  comparezca  el  rebelde 
será  oído;  pero  sin  que  en  ningún  caso  pueda  retroceder  la  sustan- 
ciación. 

Art.  805.  Las  pretensiones  y  documentos  que  se  presentaren 
se  comunicarán  mutuamente  á  las  partes  por  medio  de  las  copias 
que  han  de  acompañarse,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos 
514  y  siguientes,  concediéndoles  para  impugnarlos  un  término  que 
no  podrá  exceder  de  la  cuarta  parte  del  señalado  en  el  artículo  an- 
terior para  formularlas. 

Art.  806.  Dentro  de  dicho  término  cada  interesado  podrá  im- 
pugnar las  pretensiones  del  contrario  y  presentar  los  documentos 
que  creyere  necesarios  al  efecto. 
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Eu  estos  escritos  manifestarán  si  estimaa  ó  no  necesario  el  reci- 
bimiento á  prueba. 

Art.  807.  Luego  que  trascurran  los  términos  concedidos  pa- 
ra formular  las  pretensiones  é  impugnarlas^  los  arbitros  recibiiSán 
el  pleito  á  prueba  si  lo  hubieren  solicitado  ambas  partes,  6  si  no 
hubiere  conformidad  entre  ellas  sobre  hechos  de  directa  y  conocida 
influencia  en  las  cuestiones  objeto  del  pleito. 

Art.  808.  Aunque  ninguna  de  las  partes  hubiere  pedido  el 
recibimiento  á  prueba,  los  arbitros  podrán  acordarlo,  determinando 
los  hechos  á  que  deba  contraerse. 

En  este  caso,  la  prueba  no  podrá  ampliarse  á  ningún  otro  punto. 

Art.  809.  Él  término  de  prueba  no  podrá  excedeí  de  la  cuar- 
ta parte  del  señalado  en  el  compromiso. 

Será  común  para  proponerla  y  practicarla,  y  dentro  de  él  ha- 
brá de  hacerse  también  la  prueba  de  tachas  en  su  caso. 

Art.  810.  Son  admisibles  en  el  juicio  arbitral  los  mismos  me- 
dios de  prueba  que  en  el  declarativo  de  mayor  cuantía,  y  las  dili- 
gencias que  se  propongan  se  practicarán  con  igual  solemnidad  y  en 
la  misma  forma. 

Se  permitirá  á  los  interesados  sacar  copias  6  notas  de  las  prue- 
bas que  se  sejecuten. 

Art.  811.  Para  las  diligencias  de  prueba  que  no  puedan  prac- 
ticar por  sí  mismos  los  arbitros,  impetrarán  el  auxilio  del  Juez  de 
primera  instancia,  el  cual  expedirá  los  mandamientos,  exhortos  y 
demás  despachos  que  sean  necesarios. 

Art*  812.  Concluido  el' término  de  prueba,  y  unidas  á  los  au- 
tos las  que  se  hubiesen  practicado,  los  ájrbitros  citarán  á  laa  partes 
para  sentencia. 

Antes  de  pronunciarla  podrán  oír  á  las  partes  ó  á  sus  Letrados, 
si  lo  creen  necesario  6  aquéllas  lo  solicitan,  señalando  día  para  la 
vista. 

Art.  81S.  Los  arbitros,  antes  de  pronunciar  su  fallo,  podrá 
acordar  para  mejor  proveer  la  práctica  de  cualquiera  de  las  dil  i- 
gencias  expresadas  en  el  art.  340. 

Art.  814.  Los  arbitros  pronunciarán  su  fallo  sobre  todos  los 
puntos  sujetos  á  su  decisión  dentro  del  plazo  que  reste  por  correr 
del  señalado  en  el  compromiso,  ó  de  su  prórroga,  si  se  hubiere 
otorgado. 

Art.  815.  La  sentencia  arbitral  deberá  ser  conforme  á  dere- 
cho y  á  lo  alegado  y  probado,  y  se  dictará  en  la  forma  y  con  las  so- 
lemnidades prevenidas  para  las  de  los  juicios  declarativos. 

Art.  816.  El  voto  de  la  mayoría  absoluta  de  los  arbitros  hará 
sentencia  cuando  sisan  más  de  uno.  ^ 

Si  no  resultare  mayoría  de  votos  conformes  se  extenderá  en  ios 
autos  el  voto  de  cada  arbitro  en  forma  de  sentencia. 

Los  puntos  en  que  discordaren  se  someterán  á  la  resolución  del 
Juez  de  primera  instancia  del  partido,  y  será  sentencia  lo  que  éste 
acordare,  fuere  6  no  conforme  con  el  voto  de  cualquiera  de  los  ar- 
bitros. 

Art.  817.    La  sentencia  de   los  arbitros  6  la  que  eu  su  caso 
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dictare  el  Juez  de  primera  instancia,  será  apelable  en  amboB  efectos 
IMtíra  ante  la  Audiencia. 

Arl  81H.  Dicha  apelación  deberá  interponerse  dentro  de  los 
cinco  dfas  siguientes  al  de  la  notiñcación  de  la  sentencia  arbitral,  ó 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia  en  su  caso. 

Al  interponerla,  6  dentro  de  los  tres  días  siguientes,  deberá  el 
apelante  acr^tar  que  ha  satisfecho  á  la  parte  que  se  hubiere  oon- 
formado  con  el  fallo  la  multa  estipulada  para  este  caso  en  el  com-  ^ 
promiso,  6  consignarla  en  la  Escríbanla  para  que  le  sea  entregada, 
sin  cuyo  requisito  no  será  admitida  la  apelación  y  quedará  ñrme  la 
sentencia. 

Art.  819.  Si  las  dos  partes  hubieren  ai>elado  de  la  sentencia, 
ninguna  de  ellas  pagará  la  multa. 

Si  el  apelado,  después  de  haber  recibido  la  multa,  se  adhiriese 
á  la  apelación  en  el  Tribunal  superíor,  la  devolverá  al  apelante  con 
el  interés  l^al. 

Art.  ttiOL  Contra  las  providencias  que  dictaren  los  arbitros 
durante  la  snstanciación  del  juicio  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de 
reposición  dentro  de  cinco  días. 

Si  ésta  fuere  desestimada  v  la  reclamación  versare  sobre  defec- 
tos  ^i  la  forma  del  compromiao  ó  en  los  procedimientos  que  puedan 
afectar  á  la  validez  del  juicio,  podrá  interponerse  el  recurso  de  nu- 
lidad juntamente  con  el  de  apelación  de  la  sentencia. 

Art.  821*  Admitida  la  apelación,  con  el  recurso  de  nulidad, 
en  su  caso,  se  practicará  lo  que  se  ordena  en  el  art.  386,  r^nitién- 
dose  los  autos  á  la  Audiencia  por  conducto  del  Juez  de  primera 
instancia. 

Art.  822.  La  sustanciaeión  de  estas  apelaciones  se  acomodará 
á  las  reglas  establecidas  para  las  de  sentencias  definitivas  en  juicios 
de  mayor  cuantía. 

Contra  la  sentencia  que  dicte  la  Audiencia  se  dará  el  recurso 
de  casación  en  los  casos  y  en  la  forma  en  que  procede  en  dichos 
juicios. 

Art.  SiSk  Cuando  se  celebre  el  compromiso  para  ñdlar  un 
pleito  incoado  ya  y  pendiente  en  primera  instancia,  luego  que  se 
presente  la  escritura  de  compromiso  con  la  aceptación  de  los  arbi- 
tros» mandará  el  Juez  que  pase  á  éstos  el  conocimiento  de  los  autos^ 
dándoles  cuenta  el  actuario  en  cuyo  oficio  hubieren  radicado. 

Art.  821»  Si  el  compromiso  se  celebrare  para  &llar  un  pleito 
l^endiente  en  segunda  instancia,  los  arbitros  continoarán  su  sostan- 
ciación  con  arreglo  á  derveho,  y  su  fiíUo  surtirá  los  mismos  efectos 
que  el  de  la  Audiencia. 

Art.  8SL  Contra  este  ¿adío  se  dará  el  recuiao  de  casación  en 
los  casos  y  con  los  requisitos  que  procede  contra  las  senteocias  de 
las  Audienciai»  en  los  juicios  declarativos 

£n  este  c»so  no  ae  admitirá  dicho  recurso  si  al  interponerlo  no 
acredita  el  recurrente  haber  satisfecho  á  la  otra  parte  la  multa  es- 
tipulada en  el  eompiomiso. 
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SECCIÓN    SEGUNDA 


Del  juicio  de  amigables  companedares 

Art.  826.  El  nombramiento  de  amigables  componedores  que 
pueden  hacer  los  que  tengan  aptitud  legal  para  decidir  las  cuestio- 
nes que  se  determinan  en  el  art.  486  ha  de  recaer  precisamente  en 
varones  mayores  de  edad  que  se  hallen  en  el  pleno  goce  de  los  dere- 
chos civiles,  y  sepan  leer  y  escribir. 

JTTRIBPRTJDENCIA. 

En  este  juicio  todo  se  somete  y  cede  á  la  voluntad  de  los  interesados^ 
pudi^ido  éstos  atribuir  la  feícultad  de  conocer  á  cualquiera  persona  de  su 
í'onfíanza.    &  12de  Marzo  1S60. 

Art.  827.  Las  disposiciones  de  los  artículos  790  al  796  y  799 
al  802  inclusive,  relativos  á  los  Jueces  arbitros,  serán  aplicables  á  los 
amigables  componedores,  sin  otra  modificación  que  la  siguiente: 

La  escritura  de  compromiso  ha  de  contener  precisamente,  bajo 
pena  de  nulidad,  las  circunstancian  expresadas  en  los  números  lo., 
2o.,  3o.,  4o.  y  8o.  del  art.  792. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  se  trata  del  nombramiento  de  compromisarios  impuesto  por  el 
testador  Á  sus  herederos,  debe  realizarse  aunque  no  se  pongan  de  acuerdo  en 
la  designación  de  tercero.    S,  11  Julio  1877, 

Las  circunstancias  del  párrafo  2o.  de  éste  artículo  se  refieren  á  la  escri- 
tura de  compromiso,  no  al  pacto  de  otorgarla.    S.  18  Mayo  189^. 

Art*  828.  Estos  compromisos  producen  todas  las  consecuen- 
cias legales  que  las  demás  obligaciones,  y  podrán  invalidarse  por 
las  mismas  causas  que  éstas  (1). 

Art.  829.  Las  partes  están  obligadas  á  ejecutar  todo  lo  que 
sea  necesario  para  que  tenga  efecto  el  compromiso.  La  que  no  lo 
haga  deberá  satisfacer  á  la  otra  los  daños  y  perjuicios  que  se  la 
originen. 

El  conocimiento  de  esta  cuestión,  corresponderá  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  y  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos  pai-a 
los  incidentes. 

Art.  830.  Los  amigables  componedores  no  podrán  ser  recu- 
sados sino  por  causa  posterior  al  compromiso,  ó  que  se  ignoi*a.se  al 
celebrarlo; 

Sólo  podrán  estimarse  como  causas  leales  para  dicha  recu- 
sación: 

lo.     Tener  interés  en  el  asunto  que  sea  objeto  del  juicio. 

2o.     Enemistad  manifiesta  con  algnuo  de  los  interesados. 

Art.  83L    La  recusación  ha  de  interponerse  ante  los  mismos 


{ 1 )    DesenTuelven  esiXAj^  principios  k»  arts.  1265, 1817, 1818  y  1819  del  ( 'ódigo  l.i viL 
»e«tkn  el  art.  1821  de  dicho  Código,  la  extensión,  efecUw  y  prt>cediniiento»  de  los  com- 
prom&06,  se  regularán  por  lo  dispuesto  en  esta  Ley. 
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amigables  componedores.  Si  no  accedieren  se  procederá  del  modo 
establecido  en  el  art.  798  respecto  á  los  Jueces  arbitros. 

Art.  832.  Los  amigables  componedores  decidirán  las  cuestiones 
sometidas  á  su  fallo,  sin  sujeción  á  formas  legales  y  según  su  saber 
y  entender. 

Se  limitarán  á  recibir  los  documentos  que  les  presenten  los  in- 
teresados, á  oirlos  y  á  dictar  su  sentencia. 

JURISPRUDENCIA. 

Las  cuestiones  no  resueltas  en  el  laudo,  6  no  decididas  por  haber  tras- 
currido el  término  ñjado  sin  dictarlo,  vuelven  á  ser  de  la  competencia  de  la 
jurisdicción  ordinaria.    S,  25  Junio  188S, 

El  laudo  se  tiene  por  homologado  siempre  que  expresa  6  t&citamente 
haya  sido  consentido  por  las  part¿.    S.  19  Oct  1866, 

Cuando  el  laudo  de  los  amigables  componedores  recae  extrictamente 
sobre  los  particulares  que  les  fueron  sometidos^  no  procede  el  recurso  de  casa- 
ción que  contm  lo  así  resuelto  por  aouéllos  se  interponga;  no  siendo  lícito  al 
recurrente  impugnar  los  elementos  de  convicción  teni<K>s  en  cuenta  por  di- 
chos amigables  componedores,  sino  si  lo  resuelto  guarda  ó  no  conformidad 
con  las  facultades  que  fueron  otorgadas  á  éstos  en  la  escritura  de  compro- 
miso.    S,  9  Oct,  1902, 

Art.  833.  Para  que  haya  sentencia  se  necesitará  mayoría  ab- 
soluta de  votos.  Si  no  hubiere  esta  mayoría  quedará  sin  efecto  el 
compromiso. 

Art.  834.  La  sentencia  se  dictará  precisamente  por  ante  No- 
tario, el  cual  la  notificará  á  los  interesados,  entregándoles  copia  au- 
torizada de  ella,  en  la  que  expresará  la  fecha  de  la  notificación  y  en- 
trega, circunstancia  que  acreditará  además  á  continuación  de  la 
sentencia  original  por  diligencia  que  firmarán  los  interesados. 

Art.  835.  Contra  las  sentencias  dictadas  por  los  amigables 
componedores  no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación,  por  los 
motivos  y  en  el  tiempo  y  forma  que  para  este  caso  se  determinan  en 
el  tít.  21  de  este  libro  (1). 

Art.  836.  Desestimado  ó  no  interpuesto  en  tiempo  el  recurso 
de  casación,  serán  ejecutorias  dichas  sentencias,  y  á  instancia  de 
parte  legítima  se  llevarán  á  efecto  por  el  Juez  de  primera  instancia 
á  cuyo  partido  corresponda  el  pueblo  donde  se  hayan  dictado,  pro- 
cediéndose  de  la  manera  prevenida  pai*a  la  ejecución  de  *las  sen- 
tencias. 

Art.  837.  Para  pedir  la  ejecución  de  la  sentencia  se  presen- 
tará testimonio  de  la  escritura  de  compromiso  y  de  la  sentencia  arbi- 
tral librados  por  el  Notá^rio  autorizante. 

El  Juez  la  decretará  si  se  pidiere  después  de  trascurridos  los 
20  {T)  días  que  esta  ley  concede  para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción contra  las  sentencias  dictadas  por  los  amigables  componedores; 
pero  si  el  condenado  por  ella  acreditare  haber  sido  interpuesto  y 


1 1 )    También  procede  contra  estas  sentencias  el  recurso  de  revisión  en  sa  caso. 
(2)    El  término  para  Interponer  el  recurso  de  casación  es  de  cinco  días.  V.  tít  XXI 
de  este  lib.  2.  o 
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admitido  dicho  recurso  á  su  instancia,  dejará  el  Juez  sin  efecto  todo 
lo  actuado,  imponiendo  las  costas  al  que  instare  la  ejecución,  á  no 
ser  que  éste  diere  la  fianza  prevenida  en  el  artículo  siguiente. 

JURISPRUDENCIA. 

£n  los  términos  de  eHte  Juicio  se  cuentan  los  días  inhábiles.  S,  $8  Mar- 
zo 188S. 

Art,  838.  También  se  decretará  la  ejecución  de  la  sentencia 
de  los  amigables  componedores  inmediatamente  después  de  pronun- 
ciada y  aunque  haya  sido  interpuesto  y  admitido  el  recurso  de  ca- 
pación, si  el  que  lo  pidiere  presta  fianza  bastante,  á  satisfacción  del 
Juez,  para  responder  de  lo  que  hubiere  recibido  y  de  las  costas  en 
el  caso  de  que  llegara  á  declararse  la  casación  (1). 

TITULO  VI 

De  la  segunda  instancia 

SECCIÓN  PRIMERA 


Disíposidones  generales 

Art.  839.  Todo  apelante  debe  personarse  en  forma  (2)  ante 
el  Tribunal  superior  dentro  del  término  del  emplazamiento. 

Si  no  lo  verifica,  así  que  trascurra  dicho  término  se  declarará 
desierto  el  recurso,  sin  necesidad  de  que  se  acuse  rebeldía,  y  de  de- 
recho quedará  firme  la  sentencia  ó  auto  apelado  sin  ulterior  recurso. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  definitiva  la  providencia  que  declara  desierta  una  apelación  y  proce- 
de contra  ella  el  recurso  de  casación,  puesto  que  pone  término  al  juicio  y 
hace  imposible  su  continuación.    S.  W  Dic,  1862  y  otras, 

lia  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  de  la  parte  apelada,  no  anula 
el  auto  declarando  desierta  la  apelación,  porque  pudo  dictarse  sin  previo 
acase  de  rebeldía.    S,  SI  Dio.  1887, 

Este  artículo  no  prohibe,  en  términos  absolutos,  la  interposición  de  todo 
recurso  contra  el  auto  declarando  desierta  una  apelación  por  no  haberse  per- 
sonado en. forma  el  apelante,  contrayéndose  la  disposición  final  del  mismo 
al  auto  ó  sentencia  que  queda  firme  por  virtud  de  la  deserción,  no  al  que  de- 
clara ésta,  que  puede  no  recurrirse  segün  los  casos  y  oportunidad  en  que  fue- 
re dictado.    Autos  11  Abril  y  9  Mayo  1900, 

lia  indebida  admisión  de  un  recurso  no  autorizado  por  la  ley,  no  otorga 
al  mismo  la  eficacia  de  que  originariamente  carece,  y  en  este  caso  se  encuen* 


[1]  "XIII.  La  admisión  del  recurso  de  casación  Impedirá,  que  se  ejecute,  ya  en  todo, 
ya  en  parte,  la  sentencia  recurrida.  Esta  regla  no  admite  mAs  excepciones  que  la  de  po- 
ner en  Ubertad  ^1  procesado,  si  el  fallo  en  causa  criminal  fuera  absolutorio,  y  la  del  caso 
en  que  la  parte  á  cuyo  favor  la  sentencia  se  hubiere  dictado,  tratándose  de  asunto  civil, 
preste  fianza  bastante  ajuicio  del  mismo  Tribunal,  para  responder  de  cuanto  hubiere 
percibido,  si  se  declarase  la  casación. 

La  calificación  de  esta  fianza  se  harA  por  el  Tribunal  de  acuerdo  con  su  prudente  ar- 
bitrio pero  bf^o  su  responsabilidad."  Orden  núm,  92  de  te  de  Junio  1899,  V.  tít  XXI  de 
este  lib.  2o. 

¡2]  De  esta  obligación  estA  exento  el  Fiscal  cuando  sea  parte  en  1j.s  autoi.  S,  11  Fe- 
brero 1886. 
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tra  el  establecido  después  de  trascurrir  el  término  improrrogable  que  la  ley 
fija  para  dicho  objeto.    S.  i  ® .  Oct  1900, 

Art.  840.  En  los  casos  en  que  por  haber  sido  admitida  la 
apelación  en  nn  efecto  se  facilite  al  apelante  testimonio  para  mejo- 
rarla, la  Audiencia  no  admitirá  el  recurso  y  lo  declarará  desierto 
sin  necesidad  de  que  se  los  acuse  la  rebeldía,  cuando  se  presente  el 
apelante  después  de  trascurrido  el  plazo  de  15  diasque  señala  el  ar- 
tículo 392. 

Lo  mismo  sucederá  respecto  de  los  recursos  de  queja  á  que  se 
refiere  el  art.  398. 

Art.  841.  En  todos  los  casos  en  que  se  declare  desierto  el  re- 
curso se  condenará  en  las  costas  del  mismo  al  apelante,  y  se  comu- 
nicará este  auto  al  Juez  inferior  con  devolución  de  los  autos  en  su 
caso,  á  los  efectos  consiguientes  (1). 

Art.  842.  Si  el  apelado  no  se  hubiere  personado  en  el  Tribu- 
nal superior,  seguirán  los  autos  su  curso,  notificándose  en  los  estra- 
dos del  Tribunal  las  providencias  que  se  dictaren. 

Si  compareciere  después,  se  le  tendrá  por  parte,  y  se  entende- 
rán con  él  6  con  su  Procurador  (2)  las  diligencias  sucesivas  sin  re- 
troceder en  el  procdimiento. 

Art.  843.  Cuando  el  apelante  esté  habilitado  para  defender- 
se por  pobre,  se  le  tendrá  por  personado  en  tiempo  ante  el  Tribu- 
nal superior,  si  dentro  del  término  del  eraplazamiente  corapare<;io- 
re  ante  el  mismo,  por  sí  ó  por  medio  de  otra  persona,  solicitando 
se  le  nombre  de  oficio  Aboga<lo  y  Procurador  que  se  encarguen  de 
su  defensa. 

La  misma  pretensión  podrá  deducir  al  hacerle  el  emplaza- 
miente,  en  cuyo  caso  lo  consignará  el  actuario  en  la  diligencia. 

En  estos  casos  el  Tribunal  acordará  el  nombramiento  si  resul- 
tare justificada  acju^lla  habilitación,  y  se  entenderán  con  el  Pro- 
curador nombrado  de  oficio  todas  las  actuaciones  en  representación 
del  apelante  (3). 

Art.  844.  El  apelado  que  se  halle  en  el  mismo  caso  podrA 
solicitar  en  igual  forma  el  nombramiento  de  Abogado  y  Pro€urad/>r 
de  oficio  en  cualquier  estado  del  recurso. 

Art.  845.  En  cualquier  estado  de  la  segunda  instancia  podrá 
separarse  de  la  apelación  el  litigante  que  la  haya  interpuesto,  pa- 
gando las  costas  causadas  con  este  motivo  á  su  contrario. 

Para  tenerle  por  separado  será  necesario  que  el  Procurador 
presente  poder  especial,  ó  que  el  litigante  interesado  se  ratifiqne 
con  juramento  en  el  escrito. 

Art.  846.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  entrega 
de  la  copia  del  escrito  separándose  de  la  apelación,  podrá  el  apela- 
do impugnar  esta  pretensión  por  insuficiencia  del  poder  6  por  fal- 

flj    ETpArrafo  2.©  de  esto  artículo  no  tiene  hoy  aplicación.    Véase  Apéndice  V. 
[2]    O  represen ta.nU%  debiendo  entenderse  así  en  los  áemúM  casos  de  referencias  aná- 
logas. 


esa 
tícu 


[81  £Jntendemos  que  esta  última  disposición,  derogada  en  cuanto  A  los  Procuradores, 
bncable  al  Abogado  nombrado  do  oficio,  por  analogía  con  lo  preceptuado  en  el  »^ 
lio  41  de  la  Orden  92  sobre  (^saci6n. 
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ta  de  capacidad  en  el  litigante,  cuyas  faltas,  siendo  ciertas,  acorda- 
rá  la  Audiencia  que  se  subsanen  en  un  breve  plazo  que  señalará 
para  ello. 

Trascurrido  este  plazo  sin  haberlo  verificado,  seguirá  su  cur- 
so la  sustanciación  de  la  segunda  instancia,  si  así  lo  solicita  el  ape- 
lado. 

Art.  847.  Subsanadas  las  faltas,  y  lo  mismo  cuando  el  ape- 
lado no  haya  impugnado  la  pretensión,  la  Audiencia,  sin  más 
trámites  y  sin  ulterior  recurso,  tendrá  al  apelante  por  separado  de 
la  apelaciÓQ  con  las  costas  y  por  firme  la  resolución  apelada,  y 
mandará  comunicarlo  al  Juez  inferior  con  devolución  de  los  autos 
en  su  caso. 

Art.  848.  Si  el  apelado  se  hubiere  adherido  á  la  apelación,  y 
por  este  motivo  dentro  de  los  tres  días  señalados  en  el  artículo 
846  se  opusiere  á  que  se  dé  por  terminada  la  segunda  instancia,  la 
Audiencia  tendrá  por  separado  al  apelante  con  las  costas  hasta  en- 
tonces causadas  y  mandará  seguir  la  sustanciación  del  recurso  para 
resolver  sobre  los  extremos  de  la  sentencia  á  que  se  refiera  la  adhe- 
sión del  apelado. 

Lo  mismo  se  practicará  si  este  manifestase  dentro  de  dicho 
término  que  se  adhiere  á  la  apelación,  en  el  caso  de  que  la  separa- 
ción del  ai)elante  haya  tenido  lugar  antes  del  período  del  inicio  en 
que  puede  utilizarse  aquel  recurso,  segiin  los  artículos  857  y  891. 

JrrRISPKUDENCIA. 

"^^  adhesión  á  la  apelación  produce  el  efecto  de  la  apelación  misma  en 
lo  favorable,  porque  produce  instancia  que  no  puede  caducar  en  lo  que  es 
objeto  de  ella,  aun  supuesto  el  desistimiento  del  primer  apelante;  teniendo 
en  consecuencia  el  que  se  adhiere,  concepto  de  verdadero  apelante.  Seniü,  8 
Abril  y  21  Mayo  1885, 

Art.  849.     Luego  que  sea'firme  la  sentencia   que  haya  recaído 
en  el  recurso  de  apelación,  sé  comunicará  á   costa   del  apelante    por 
medio  de   certificación  y  carta-orden  al  Juez  inferior  para  que  se 
lleve  á  efecto  lo  resuelto. 

Si  hubiere  habido  condena    de  coatas,  se  practicará  previamew-- 
te  la  tasación  de  las  mismas. 

Art.  850.  La  certificación  á  que  se  refiere  el  artículo  ant<í^^r\or 
contendrá  la  sentencia  firme,  y  en  su  caso  la  tasíición  de  costu^  ^ 
su  aprobación    ( 1 ) .  ^ 

Art.  851.     Se  librará  además  ejecutoria  de   la  sentencva    ^^¿^ 
nitiva  del  pleito,  con  las  solemnidades  y  en  la  forma    que    pT^v\^^^ 
el  artículo  373,  cuando  alguna,  de  las  partes  lo  solicite  para  \a  evi^^ 
da  de  sus  derechos.  ^ 


Este  documento  se  librará  con  citación  contraria  á  co^ta  d  1 


que 


(1)    El  párrafo  segundo  de  este  artículo  lia  sido  derogado  por  la.  Oro.^x^ 
complementaria  del  artículo  36i  de  esta.  Ley      Véase  dicho  párrafo  en  e\  a.  W^  "^^tSiliieTO  IM, 
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lo  pidiet-e,  y  también  se  registrará  en  la  Gancüleria   (1)  de  la  Au- 
diencia. 

Art.  852.  Sin  perjuicio  de  librarse  la  ejecutoria,  ó  de  prac- 
ticarse en  su  caso  la  tasación  de  costas,  se  comunicará  desde  luego 
la  sentencia  firme  al  Juez  inferior  para  su  ejecución,  si  así  lo  soli- 
citare alguna  de  las  partes. 

Art.  853.  Las  apelaciones  que  de  las  resoluciones  de  los  Jue- 
ces municipales  se  interpongan  para  los  de  primera  instancia  se  re- 
girán por  sus  disposiciones  especiales,  sin  perjuicio  de  aplicarles  la 
regla  establecida  en  el  artículo  839. 

SECCIÓN    SEGUNDA 

Be  las  apelacioTies  de  sentencias  definitivas  dictadas  en  pleitos  de  mayor 

cuantía 

Art.  854.  Eecibidos  los  autos  en  la  Audiencia  se  acusará  el 
recibo,  y  luego  que  se  persone  en  tiempo  y  forma  el  apelante,  s(*  pa- 
sarán (2)  al  Relator  para  la  formación  del  apuntamiento, 

Art.  855.  Formado  el  apuntamiento  se  entregará  con  los  autos  á 
cada  ufia  de  las  partes,  j)or  su  orden,  para  que  se  instruyan  sus  Le- 
trados, por  un  término  que  no  bajará  de  10  días  ni  excederá  de  20. 

Podrá  prorrogarse  este  término  hasta  30  días  á  instancia  de 
parte,  sólo  en  el  caso  de  que  el  volumen  de  los  autos  exceda  de  2000 
folios. 

En  este  casóla  prórroga  otorgada  al  apelante  se  entenderá  con- 
cedida al  apelado,  sin  necesidad  de  que  lo  solicite. 

Art.  856.  Tanto  el  apelante  como  el  apelado  al  devolver  los  au- 
tos, manifestarán  en  escrito  con  firma  de  Letrado  su  conformidad  con 
el  apuntamiento^  ó  las  adiciones  6  rectificaciones  que  en  él  crean  nece- 
sarias (3). 

Art.  857.  En  dicho  escrito  (4)  deberá  el  apelado  adherirse  á  la 
apelación  sobre  los  puntos  en  que  crea  que  le  es  perjudicial  la  sen- 
tencia.      Ni  antes  ni  después  podrá  utilizar  este  recurso. 

JURISPKUDENCI A . 

El  auto  declarando  desierta  la  apelación  respecto  auna  parte^  no  podría 
privar  á  ésta  del  derecho  que  le  concede  este  artículo  para  adherirse  á  la  al- 

(1)  No  existiendo  hoy  Cancillería  en  las  Audiencias,  entendemos  que  el  registro  de- 
berá hacerse  en  el  libro  que  al  efecto  se  lleva  en  la  Secretaría  de  Gobierno  de  aquéllas,  de 
acuerdo  con  el  párrafo  segundo  del  artículo  V  de  la  Orden  154,  citada  en  la  Nota  del  ar- 
tículo anterior;  resultando  en  consecuencia— supuesta  la  sustitución  de  conceptos  indica- 
dos—vigente en  su  totalidad  la  disposición  última  de  este  párrafo. 

(2)  A  cada  una  de  las  partes,  segUn  dispone  el  artículo  siguiente. 

Es  circunstancia  digna  de  notarse  la  exacta  correspondencia  de  sentido  legal  y  gra- 
matical resultante  déla  lectum  de  este  artículo  y  primer  párrafo  del  siguiente,  descarta- 
das, desde  luego,  las  palabras  que,  por  carecer  de  aplicación  actual,  van  en  letra  cursiva. 
Y  este  hecho,  que  se  repite  en  toda  la  obra,  justiilca  nuestro  proposito  de  no  mutilar  el 
texto,  habida  consideración  á  sus  delicadas  aplicaciones  judiciales. 

(3)  Consideramos  vigente  este  artículo  en  cuanto  determina  el  momento  procesal 
único  de  realización  del  trámite  á  que  se  refiere  el  siguiente  y  la  necesidad  de  firma  de 
liCtnido  en  el  escrito  adhiriéndose  á  la  apelación. 

Las  palabnís  subrayadas,  relativas  al  apuntamiento,  deben  considerarse  derogadas 
en  razón  á  no  formarse  hoy  dicho  trámite,  suprimido  por  la  Orden  núm.  520,  anotada  al 
art.  704  de  esta  Ley. 

(4)  Con  arreglo  á  las  consideraciones  expuestas  en  la  Nota  precedente,  constituyen 
una  redundancia  las  tres  primeras  palabras  de  este  artículo  que  subrayamos. 
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zada;  derecho  de  que  hizo  uao  en  tiempo  y  forma,  por  lo  cual  no  cabe  soste- 
ner que  se  Mta  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.    S,  ló  Feb.  1886. 

Apelada  la  sentencia  de  primera,  instancia  en  términos  generales  y  ab- 
solutos y  admitido  libremente  el  recurso,  es  indudable  que  quedaron  someti- 
dos á  la  Sala  todos  los  extremos  más  6  menos  explícitamente  decididos  por 
la  sentencia  apelada.    S,  18  Oct,  1886.    (1) 

Art.  8SS.  Cuando  en  la  primera  instancia  se  hubiere  que- 
brantado alguna  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  de  las  que  dan 
lugar  al  recurso  de  casación,  y  reclamada  en  ella  no  hubiere  sido 
estimada,  la  parte  á  quien  interese  podrá  reproducir  su  pretensión 
por  medio  de  otrosí  en  el  escrito  á  que  se  refiere  el  art.  856  para  que 
se  subsane  la  falta. 

Esta  reclamación  se  sustanciará  y  decidirá  previamente  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes. 

No  se  reproducirá  dicha  pretensión  cuando  ya  hubiere  sido 
desestimada  por  fallo  ejecutorio  de  la  Audiencia  en  virtud  de  ape- 
lación anterior. 

JURISPRUDENCIA. 

Lia  sentencia  que  declara  nulo  parte  de  lo  actuado  en  un  juicio  mandan- 
do reponer  los  autos  al  estado  de  contestación  de  la  demanda,  si  bien  fué 
pronunciada  en  trámite  deflnitivOj  no  lo  es  por  lo  que  ordena,  ni  termina  el 
juicio  haciendo  imposible  su  continuación,  por  lo  cual  faltan  loe  requisitos 

grecisos  exigidos  por  los  artículos  1690  y  1691  de  esta  ley  para  hacer  admisi- 
le  el  recurso  de  casación.    S.  lo,  £Hc.  1881. 

I 

Sustanciado  el  juicio  por  los  trámites  y  con  los  recursos  que  esta  lejr  se- 
ñala para  los  incidentes,  y  siendo  de  aplicación  á  esta  clase  de  procedimien- 
tos lo  dispuesto  en  el  artículo  58  de  esta  Ley  en  virtud  de  lo  prevenido  en  el 
892,  las  faltas  cometidas  en  la  primera  instancia  y  que  puedan  dar  lugar  al 
recurso  de  casación  han  de  reclamarse  utUizando  el  procedimiento  estable- 
cido en  el  repetido  artículo  858,  y  sin  que  sea  lícito  á  la  parte  sustituir  este 
remedio  por  otro  alguno  arbitrariamente  utilizado.    S.  10  Agosto  1901, 

£1  artículo  S58  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  es  de  estricta 
aplicación  á  los  Juicios  de  menor  cuantía,  cuya  segunda  instancia,  conforme 
al  art.  886,  se  rige  por  preceptos  especiales  ó  sea  los  contenidos  en  los  703  al 
712^de  la  mianja  ley,  entre  los  cuales  no  se  encuentra  ninguna  referencia  al 
citado  858,  ni  existe  establecido  siquiera  el  trámite  dentro  del  cual  debe  cum- 

Slirse  lo  ordenado  en  dicho  último  artículo,  y  por  esta  razón  el  requisito 
e  reiterar  en  la  segunda  instancia  la  petición  de  subsanación  de  las  &Itas 
cometidas  y  reclamadas  en  la  primera,  ha  de  cumplirse  en  estos  juicios,  utili- 
zando en  cada  caso  el  recurso  legal  que  proceda,  segün  la  naturaleza  de  la 
infracción  que  se  invoque.    Auto»  7  Marzo  1901  y  28  Sept.  190S. 

Este  artículo  no  es  de  aplicación  al  caso  en  que  el  quebrantamiento  de 
forma  que  se  reclama  consista  en  incompetencia  de  jurisdicción,  pues  en 
este  caso  el  remedio  legal  de  esa  falta  es  la  promoción  en  forma  de  la  corres- 
pondiente cuestión  de  competencia.     AtUo  5  Dic.  1902, 

Art.  859.  En  los  mismos  escritos  deberán  solicitar  las  partes 
por  medio  de  otrosí,  que  se  reciba  el  pleito  á  prueba  cuando  lo 


(1)  Conviene  tener  muy  presente  la  doctrina  de  esta  sentencia  al  apelar,  debiéndose 
expresar  claramente  los  extremos  que  se  consienten,  cuando  no  se  apele  de  la  totalidad 
de  la  sentencia,  pues  de  lo  contrario  se  corre  el  riesgo  de  que  ésta  sea  revocada  en  lo  favo- 
mble. 
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crean  necesario  y  procedente,  expresando  la  causa  que  justifique 
esta  pretensión. 

JUBISPBUDENCIA. 

Cuando  no  se  utiliza  previamente  el  recurso  de  súplica  contra  el  auto 
denegatorio  del  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia,  no  procede 
el  de  casación,  fundado  en  dicha  falta  proc^al,  porque  carece  el  recurso  del 
necesario  antecedente  de  haber  solicitado  la  subs^nación  de  la  falta  en  la  ins- 
tancia en  que  se  cometió.    S,  10  Agosto  1901, 

APt.  860.  En  cualquiera  de  los  casos  de  los  tres  artículos  que 
preceden,  se  acompañará  copia  del  escrito  para  entregarla  4  la  p^i*- 
te  contraria. 

APt.  861.  Sólo  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en 
la  segunda  instancia: 

lo.  En  el  caso  del  art.  566,  si  la  Sala  estimare  pertinente  la 
diligencia  de  prueba  desestimada  en  primera  instancia. 

2o.  Cuando  por  cualquier  causa  no  imputable  al  que  solicitare 
la  prueba  no  hubiera  podido  hacerse  en  la  primera  instancia  toda  ó 
parte  de  la  que  hubiere  propuesto. 

3o.  Cuando  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo,  de  influen- 
cia en  la  decisión  del  pleito,  con  posterioridad  al  término  concedido 
para  proponer  la  prueba  en  primera  instancia. 

4o.  Cuando  después  de  dicho  término  hubiere  llegado  á  co- 
nocimiento de  la  parte  algún  hecho  de  influencia  notoria  en  el 
pleito,  ignorado  por  la  misma,  si  jura  que  no  tuvo  antes  conoci- 
miento de  tal  hecho. 

5o.  Cuando  el  demandado  declarado  en  rebeldía  se  hubiere 
personado  en  los  autos  en  cualquiera  de  las  dos  instancias  después 
del  término  concedido  para  proponer  la  prueba  en  la  primera. 

En  los  cuatro  primeros  casos  se  limitará  la  prueba  á  los  hechos 
á  que  se  refieren;  en  el  último  se  admitirá  toda  la  pertinente  que 
propongan  las  partes. 

JUmSPRUDENCIA. 

El  hecho  de  la  influencia  notoria  en  el  pleito  conocido  por  la  parte  des- 
pués del  término  probatorio  á  que  se  contrae  el  apartado  4.  ^  de  este  artículo, 
no  puede  consistir  en  el  descubrimiento  de  nuevos  medios  de  prueba  para 
justificar  los  hechos  de  la  demanda.    S,  IS  Feb.  1904. 

No  procede  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  en  el  caso 
de  que  cuando  la  deficiencia  de  la  propuesta  en  la  primera  es  imputable  al 
que  la  solicita,  porque  no  se  cuidó  de  gestionar  en  el  país  donde  habla  de 

f)racticar8e,  que  se  cumpliera  en  todas  sus  partes,  no  oponiéndose  á  ello  la 
ey  allí  vigente.    S,  U  Dic,  188L 

Es  de  otorgarse  en  segunda  instancia  la  práctica  del  cotejo  de  documen- 
tos presentados  con  los  requisitos  legales  y  relativos  á  un  hecho  nuevo,  con- 
ducente al  pleito  y  posterior  al  último  día  del  término  de  prueba  en  la  pri- 
mera instancia.  S,  12  Junio  1865, 

No  deben  ser  admitidos  en  la  segunda  instancia  los  documentos  priva- 
dos que  obraban  en  poder  de  la  parte  que  los  presenta,  antes  de  entablársela 
demanda,  tdda  vez  que  es  imputable  á  la  misma  el  no  haberlo  utilizado  en 
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el  término  de  prueba  de  la  primera  instancia,  y  que  no  pueden  contener  he- 
chos nuevos,  ni  ignorados,  en  el  sentido  legaL    «y.  j?7  Oct  186S. 

£1  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instancia  no  se  otorga  en  otros  ca* 
806  que  loe  taxativamente  enumerados  en  este  artículo.    S.  6  Julio  1900, 

Jj&  causa  5a.  de  este  artículo  no  puede  alegarse  para  solicitar  el  recibi- 
miento á  prueba  en  la  segunda  instancia  de  un  Juicio  de  desahucio,  porque 
on  esta  clase  de  juicios  la  no  comparecencia  del  demandado  no  produce  el 
efecto  de  ser  éste  declarado  en  rebeldía.    S.  £9  Enero  I90t. 

No  procede  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  para  la 
pr&ctica  de  una  diligencia  que,  por  il^almente  impracticable  se  rechazó  en 
la  primera.  S.  16  Sept,  190^, 

Pam  que  pueda  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  fundado  en  los  nü> 
meros  3o.  y  4o.  de  este  artículo,  es  indispensable  precisar  ei  hecho  6  hechos 
que  intente  probar  el  solicitante,  para  que  la  Sala  pueda  estimar  la  influen- 
cia de  los  mismos  en  el  pleito  y  en  su  vista  acceder  6  no  á  ia  apertura  del 
trámite.  S.  2  Dic.  1909, 

Art.  862.  Sin  necesidad  de  recibir  el  pleito  á  prueba  podrán 
pedir  los  litigantes,  desde  que  se  les  entreguen  los  autos  para  ins- 
trucción^ hasta  la  citación  para  sentencia: 

lo.  Que  se  exija  á  la  parte  contraria  confesión  judicial  por 
una  sola  vez^  con  tal  que  fuere  sobre  hechos  que  no  hayan  sido  ob- 
jeto de  posiciones  en  la  primara  instancia. 

2o.  Que  se  traigan  á  los  autos,  ó  presentar  ellas  mismas,  do- 
cumentos que  se  hallen  en  alguno  de  los  casos  expresados  en  el  ar- 
tículo 505. 

JUBISPBUltoíCIA. 

La  &cultad  que  este  artículo  confiere  á  las  partes,  no  es  incondicional  ó 
absoluta  sino  limitada  á  los  documentos  comprendidos  en  el  artículo  505  de 
esta  ley.  S,  17  Feb,  1898, 

Para  aue  pueda  acordarse  la  diligencia  á  que  se  refiere  el  número  lo.  de 
este  articulo,  es  necesario  que  al  solicitarla  se  acompañe  el  interrogatorio 
por  el  cual  ha  de  practicarse,  como  base  de  apreciación  de  la  Sala,  sobre  si 
la  eonfeíriónse  ajusta  á  las  condiciones  marcadas  en  el  mismo.  S.  16  Oot  1889. 

_  » 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  son  aplicables  á  las  apelaciones  en 
los  juicios  de  desahucio  deque  conozcan  en  primera  instancia  los  Jueces 
municipales.    S.  8  Mayo  1901, 

Art.  863.  Cuando  pida  el  apelante  que  se  reciba  el  pleito  á 
prueba,  deberó  el  apelado  contestar  á  esta  pretensión  en  el  escrito  á 
que  se  reñer%el  art.  856. 

Si  lo  pidiere  el  apelado,  podrá  el  apelante  impugnarlo  dentro 
de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  se  le  entregue  la  copia  del  escri- 
to de  aquél. 

Art.  864*  La  Sala  otorgará  el  recibimiento  á  prueba  sin  más 
trámites,  siempre  que  las  partes  estén  conformes  en  su  necesidad  y 
procedencia. 

Art.  865.  No  mediando  dicha  conformidad,  se  pasarán  los 
autos  por  seis  días  al  Magistrado  ponente,  y  con  vista  de  su  informe, 
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dentro  de  los  tres  días  siguientes  resolverá  la  Sala  lo  que  estime 
justo. 

Art.  866.  Contra  el  auto  en  que  se  otorgue  el  recibimiento  á 
prueba^  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  que  deniegue  dicho  trámite  ó  cualquiera  diligencia  de 
prueba,  se  dará  el  recurso  de  súplica,  y  en  su  caso  el  de  casación. 

JURISPRUDENCIA. 

Para  que  proceda  el  recurso  de  capación  por  denegación  de  prueba  en  la 
Begunda  instancia,  debe  suplicarse  el  auto  denegatorio,  sin  cuyo  requisito 
queda  oonsentido  é  imposibilita  la  casación.    Auto  2S  Mayo  19aíS, 

•  En  su  ccuiOj  es  decir,  pidiendo  que  se  supla  y  enmiende  la  providencia 
den^^toria  de  la  prueba,  y  que  de  lo  contrario  se  tenga  por  hecha  la  protes- 
ta conveniente,  toda  vez  que  la  interposición  del  recurso  no  podrá  tena*  lu- 
^r  hasta  que  se  pronuncie  sentencia  definitiva.    S,  7  Mayo  186B, 

Contra  el  auto  denegatorio  de  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  pro- 
c>ede  el  recurso  de  casación  en  su  caso  y  lugar,  y  para  admitirse  es  indispen- 
sable que  se  haya  pedido  en  dicha  instancia  la  subsanación  de  aquél  defecto. 
Se$vts,  S7  Mayo  y  lo.  Junio  1870, 

Art.  867.  En  cuanto  á  los  términos  y  medios  de  prueba  y  for- 
ma de  practicarla,  se  observará  lo  establecido  para  la  primera  ins- 
tancia del  juicio  de  mayor  cuantía. 

Art.  868.  Trascurrido  el  término  de  prueba,  ó  luego  que  se 
haya  practicado  toda  la  propuesta  y  admitida,  mandará  la  Sala,  sin 
necesidad  de  que  lo  pidan  las  partes,  que  se  unan  las  pruebas  á  los 
autos  y  vuelvan  estos  al  Relator  para  que  adicume  el  apuntamiento  (1). 

Art.  869.  Adicionado  el  apuntamiento  se  comunicará  con  los 
autos  á  cada  una  de  las  partes  para  instrucción  por^i^is  días  impro- 
rrogables (2). 

Art.  870.  Tanto  en  el  caso  del  artículo  anterior  como  en  el 
del  856,  devueltos  los  autos  por  el  apelado,  se  pasarán  al  Magistra- 
do ponente  por  un  término  igual  al  concedido  á  las  partes  para  su 
instrucción  á  los  efectos  que  determinan  los  artículos  336  y  siguien- 
te (3).  .    .     ^ 

Art.  871.  Estando  conformes  las  partea  con  él  apuntamiento,  ó 
hecfuis  en  Blas  reformas  6  adiciones  que  en  vista  del  informe  del  Magis- 
trado ponente  estime  la  Sala  procedentes  de  lojs  pedidas  por  aquéUaSj  se 


(1)  La  supresión  del  apuntamiento  hace  hoy  imposible  el  cumplimiento  de  euk» 
(iltimo  trámite.  En  consecuencia,  entendemos  que,  al  ordenar  la'Sala  se  nnaft  ft  los  aur 
tos  las  pruebas  practicadas,  deberá  también  disponer  se  instruya  á  las  partes  |>or  el  té^ 
mino  njado  en  el  artículo  siguiente. 

(2;    El  último  párrafo  de  este  artículo  no  tiene  hoy  aplicación.    V.  Apéndice  V. 

(tS)  "Art.  2.0  Los  Magistrados  ponentes,  al  devolver  los  autos  en  ej  .trámite  de 
instrucción  á  que  se  refieren  los  artículos  870  y  893  de  la  Ley  de  Enjuiciainíento  CIvIL  In- 
formarán por  escrito  en  los  mismos  autos  á  la  Sala,  para-  resolución  de  ésta,  al  en  pnme* 
ra  instancia  se  han  observado  las  prescripciones  del  art.  1.  o  de  este  Decreto;  si  los  Jueces 
han  impuesto,  en  su  caso,  las  correcciones  disciplinarias  á  que  se  contraen  loe  artículos 
901  y  dOQ  de  dicha  Ley;  si  los  Escribanos  de  actuaciones  han  cumplido  lo  que  determina 
el  art.  $15  de  la  misma  Ley,  dando  cuenta  con  los  escritos  ó  con  loe  autos  cuando  tengan 
estado  en  el  mismo  día  ó  en  el  siguiente;  v  si  existen  ó  no  demoras  Injnstiflóadas  ó  aetnar 
dones  innecesarias  ó  no  autorizadas  por  la  Ley,  señalando  lo  que  sobre  esos  particulares 
resulte."    Decreto  presideii/Haí  núm,  SIS  de  17  Oct.  190L 

V.  Complemento  del  art  901  de  esta  Ley  en  que  se  inserta  íntegro  este  Bacreta 
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dictará  providencia  mandando  traer  los  autos  á  la  vista  con  citación 
de  las  partes  para  sentencia  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Concluido  el  pleito  y  citadas  las  partes  para  sentencia*  no  procede  la 
presentación  de  nuevos  documentos  ni  pretensión  alguna.    iS.  Junio  1888, 

L»a  presencia  de  las  partes  en  el  acto  de  la  vista  subsana  cualquier  falta 
que  en  la  citación  exista.    S.  iiii  N(yi\  1889^ 

Art.  872.  Hecho  el  señalamiento  y  celebrada  la  vista  confor- 
me á  lo  prevenido  en  los  artículos  321  y  siguientes,  la  Sala  dictará 
sentencia  dentro  de  15  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
terminación  de  la  vista  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

Interpuesta  apelación  de  varias  partes  de  una  providencia,  el  Tribunal 
solamente  puede  rallar  en  cuanto  á  ellas,  pero  si  no  se  expresan  ha  de  resol- 
ver acerca  de  todos  sus  extremos.    S,  ^9  Oot,  1859, 

Ocurriendo  durante  la  segunda  instancia  un  hecho  nuevo,  que  es  objeto 
de  discusión  y  de  prueba  por  las  partes,  es  lícito  apreciarla  y  resolver  sobre 
sus  efectos.    S,  gl  Oct,  1880, 

A  las  partes  contendientes  no  les  es  permitido  en  la  apelación  alterar 
los  fundamentos  esenciales  de  la  acción  ó  de  las  excei)ciones  debatidas  en  la 
primera  instancia,  y  desconocer  de  esta  suerte  la  misión  que  las  leyes  atri- 
buyen á  los  Tribunales  de  alzada.    S,  £6  Jumo  1884. 

La  apreciación  de  la  buena  ó  mala  fé  ó  temeridad  de  los  litigantes,  es 
propia  y  está  en  las  atribuciones  de  la  Sala  sentenciadora,  sin  (jue,  cualquie- 
ra que  sea  el  resultado  de  esa  apreciación  se  infrinja  la  Ley  8a.,  Tít.  22  de  la 
Partida  3a.    Senta,  22  Enero  1900  jtf  16  Nov.  1901, 

Art.  873.  Cuando  la  Sala  estime  necesario  acordar,  para  me- 
jor proveer,  alguna  de  las  diligencias  que  permite  el  artículo  340, 
quedará  en  suspenso  el  término  para  dictar  sentencia,  el  que  volve- 
rá á  correr  luego  que  se  unan  á  los  autos  las  diligencias  practicadas. 

Art.  874.  Si  alguna  de  las  partes  se  propusiere  interponer 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia, 
se  procederá  del  modo  que  se  ordena  en  el  título  21  de  este  libro. 

Trascurrido  el  término  legal  sin  interponer  ni  preparar  dicho 
recurso,  se  practicará  lo  que  previene  el  artículo  849. 

Art.  875.  Cuando  las  partes  lo  pidieren,  ó  cuando  á  instancia 
de  alguna  de  ellas  lo  ordenare  la  Sala,  se  podrá,  en  lugar  de  in- 
forme oral,  escribir  á  imprimir  una  alegación  en  derecho. 

Deberá  deducirse  esta  pretensión  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  citación  de  las  partes  para  sentencia. 

Art.  876.  Si  todos  los  interesados  solicitaren  de  común  acuer- 
do escribir  é  imprimir  la  alegación  en  derecho,  la  Sala  lo  otorgará 
sean  cuales  fueren  la  clase  é  importancia  del  pleito. 


[1]     Ehracuada  por  el  Ponente  la  Instnicción  &  que  se  refiere  el  art.  870  tendrft  aplica- 
ción inmediata  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  de  este  artículo,  única  vigente  hoy. 
[2]     Véase  Gomplemento  del  art<  858  de  esta  L«y. 
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En  otro  caso,  sobre  la  pretensión  que  cualquiera  de  las  partes 
deduzca  con  dicho  objeto,  se  oirá  á  la  contraria  por  término  de  tres 
días;  y  si  ésta  no  estuviere  conforme,  en  vista  de  lo  que  ambas  ex- 
pongan, la  Sala  dictará  lo  que  estime  procedente. 

Art.  877.  Para  que  en  los  casos  del  último  párrafo  del  articu- 
lo anterior  pueda  otorgarse  la  alegación  en  derecho,  será  necesario; 

lo.     Que  el  pleito  sea  declarativo  de  mayor  cuantía. 

2o.  Que  por  su  importancia  y  gravedad  sea,  ajuicio  de  la  Sa- 
la, más  conveniente  informar  á  los  Jueces  por  escrito  que  de  palabra. 

Art.  878,  El  término  para  escribir  la  alegación  en  derecho 
será  el  que  las  partes  convinieren,  en  los  casos  en  que  procedieren 
de  conformidad:  en  los  demás,  el  que  la  Audiencia  señalare  al  de- 
cidir la  pretensión  que  se  hubiere  formulado  sobre  esto. 

Art.  879.  El  término  que  señalen  las  Audiencias  no  podrá 
bajar  de  30  días  ni  exceder  de  60. 

Dentro  de  este  límite  podrá  ampliarse  el  señalado,  siempre  que 
medie  la  conformidad  de  las  partes,  ó  cuando  el  Tribunal,  por  cual- 
quier justa  causa,  lo  estimare  procedente. 

Art  880.  La  Audiencia,  atendida  la  extensión  de  las  alea- 
ciones, señalará  término  para  su  impresión. 

EÍíste  término  podrá  ampliarse  cuando  circunstancias  indepen- 
dientes de  la  voluntad  de  las  partes  lo  exigieren,  á  juicio  de  la  Sala. 

Art.  881.  Contra  las  providencias  que  las  Audiencias  dicta- 
ren sobre  i)ermitir  alegaciones  en  derecho  y  términos  para  hacerlas 
no  se  dará  ningún  recurso. 

(El  art.  882  correspondiente  á  este  lugar  está  derogado  y  se  inserta  en  el 
Apéndice  V). 

Art.  883.  Hecha  la  impresión,  se  repartirán  ejemplares  á  los 
Magistrados  que  deban  fallar  el  pleito,  firmados  por  el  Belator,  Le- 
trado y  Procurador  de  las  partes  (1),  y  se  unirá  otro  á  los  autos. 

Art.  884.  El  término  para  pronunciar  sentencia  en  los  casos 
en  que  haya  alegación  en  derecho,  empezará  á  contarse  desde  el  día 
siguiente  al  en  que  se  entreguen  los  impresos  á  los  Magistrados,  lo 
cual  hará  constar  el  Eseribano  de  Cámara  ó  Secretario  por  diligencia 
que  extenderá  en  los  autos. 

Art.  885.    Si  hubiere  discordia  después  de  hecha  constar  en  la 
forma  prevenida,  se  hará  entrega  á  los  Magistrados  que  deban  diri 
mirla  de  los  correspondientes  ejemplares  de  las  alegaciones. 

Desde  la  fecha  en  que  se  verificare  dicha  entrega,  principiará 
á  correr  el  término  para  pronunciar  sentencia. 

SECCIÓN    TERCERA 

De  ias  apelotones  de  las  sentencias  y  autos  dictados  en  incidentes  y  en 

l4)s  juicios  que  no  sean  de  mayor  cnantia 

Art.  686.    Todas  las  apelaciones,  tanto  de  autos  como  de  sen 
tencias,  excepto  las  definitivas  de  mayor  cuantía  á  que  se  refiere  la 

[1]    o  por  éstas  ó  sus  representantes,  cuando  no  se  valgan  de  Proearador. 
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seeción  anterior,  se  suslíanoiarán  por  Io6  trámites  que  en  ésta  se  es- 
tablecen. 

También  se  exceptúan  las  apelaciones  eu  los  juicios  de  menor 
cuantía,  las  cuales  se  ventilarán  por  sus  trámites  especiales. 

Ari.  887.  Eecibidos  los  autos  en  la  Audiencia,  se  acusará  el 
recibo,  y  luego  que  se  persone  en  tiempo  y  forma  el  apelante  (1). 
^e  pasarán  al  Belatar  para  que  forme  el  apuntamienio  de  lo  que  se  refie- 
ra al  objeto  de  la  apeUwion. 

CEl  artículo  888  correspondiente  Á  este  lugar  no  tiene  hoy  aplicación,  in- 
s^ertandose  en  el  Apéndice  V. ) 

Art.  889.  Formado  d  apuntamiento^  se  entregará  con  los  autos 
por  su  orden  á  cada  una  de  las  partes  para  instrucción  de  sus  Le- 
trados, por  un  término  que  no  bajará  de  seis  días  ni  excederá  de  10 
improrrogables  (2). 

(El  artículo  800  correspondiente  á  este  lugar  no  tiene  hoy  aplicación  y 
se  inserta  en  el  Apéndice  V.) 

Art.  891.  En  este  escrito  deberá  el  apelado  adherirse  á  la 
apelación  sobre  los  extremos  en  que  se  crea  le  es  perjudicial  la 
sentencia  ó  auto  de  que  se  trate  (3). 

Ni  antes  ni  después  podrá  utilizar  este  recurso. 

Art.  892.  También  deberán  formularse  en  dichos  escritos 
las  pretensiones  á  que  se  refieren  los  artículos  858  y  siguiente, 
cnando  sean  procedentes,  y  en  su  caso  se  practicará  lo  que  orde- 
na el  860. 

Art.  893.  Devueltos  los  autos  por  el  apelado,  se  pasarán  al 
Magistrado  ponente  para  su  instrucción  por  un  término  igual  al 
otorgado  á  ías  partes. 

Art.  894.  Habiendo  conformidad  ron  el  apuntumieíüo^  6  liecha^ 
en  él  las  reformaos  6  adiciones  que  en  vista  del  informe  del  Magistrado  po- 
nente estime  la  Sala  procedentes  de  las  solicitadas  por  las  parten,  se  acor- 
dará traer  los  autos  á  la  vista  con  citación. 

Art.  895.  Celebrada  la  vista,  la  Sala  dictará  su  fallo  em- 
pleando la  fórmula  dé  auto  ó  de  sentencia,  .según  lo  que  esté  pre- 
venido pai*a  igual  resolución  en  primera  instancia. 

Lo  dictad  dentro  de  cinco  días  en  los  asuntos  declarados  pre 
ferentes  para  la  vista   por  el   artículo  321,    y  en  los  demás   casí»s 
dentro  de  ocho  días. 

Art.  896.  Sólo  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  eu 
estas  apelaciones  cuando  la  ley  lo  conceda  para  la  primera  instan- 
cia, y  concurra  alguno  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  861. 

Art.  892.  El  término  de  prueba  no  podrá  exceder  en  tal  ca- 
so del  concedido  por  la  ley  para  la  primera  instancia,  pndiendo  la 
Sala  fijar  el  que  estime  necesario  con  calidad  de  improrrogable-   La 


[11     Se  practicara  lo  que  cxpresaa  la»  palat>rai«  no  «ubraysidas  del  art-  í«9.  s«>br©ei\ten- 
(lidH  la  fra»e:  "se  entre(^arán*\ 

f2J    V.  Noto  I  del  articulo  Hm  de  eaia  L«y. 

\3]    Dada  la  sopresióD  del  artículo  anterior,  el  escrito  á  que  w»  n»!iere  ei   presenta   no 
puede  ser  otro  que  el  eo  que  se  evacúa  la  iuf»truá'ción  del  art.  8H4I. 
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prueba  se  practicará  en  la  misma  forma  establecida  para  la  primera 
instancia. 

Árt.  898.  También  serán  aplicables  en. su  caso  á  las  apela- 
ciones de  que  se  trata  las  disposiciones  de  los  artículos  862,  863, 
864,  865,  866,  873  y  874. 

Art.  899.  Unidas  las  pruebas  á  los  autos  en  el  tiempo  y  for- 
ma que  determina  el  artículo  868  se  pondrán  de  manifiesto  á  las 
partes  en  la  Belatoria  ó  Escribanía  de  Cámara  por  cuatro  días  comu- 
nes á  ambas  (1). 

Art.  900.  Luego  que  trascurra  este  térmiino,  dará  cuenta  el 
Relator  y  la  Sala  acordará  traer  los  autos  á  la  vista,  con  citación  de 
las  partes  para  sentencia. 

(El  artículo  901  correspondiente  á  este  lugar,  está  derogado,  insertándo- 
se en  el  Apéndice  V. ) 

TITULO  VII 

Del  recurso  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Magistrados  (2) 

Art.  902.  La  responsabilidad  civil  en  que  puedan  incurrir 
los  Jueces  y  Magistrados  cuando  en  el  desempeño  de  sus  funciones 
infrinjan  las  leyes  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables,  sola- 
mente podrá  exigirse  á  instancia  de  la  parte  perjudicada  ó  de  sus 
causa-habientes,  enjuicio  declarativo  y  ante  el  Tribunal  superior 
inmediato  al  que  hubiere  incurrido  ep  ella. 

Complemento. — Real  Decreto  de  5  de  Eriero  de  1891,  (  Com- 
pilación orgánica,) 

Art.  177.  La  responsabilidad  civil  de  los  funcionai'ios  del  or- 
den judicial  estará  limitada  al  resarcimiento  de  los  daños  y  per- 
juicios estimables  que  causen  á  los  particulares,  Corporaciones  ó  al 
Estado,  cuando  en  el  desempeño  de  sus  funciones  infrinjan  las  leyes 
por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables. 

Art.  178.  Se  entenderá  por  perjuicios  estimables  para  los 
efectos  del  artículo  anterior  todos  los  que  puedan  ser  apreciados  en 
metálico  al  prudente  arbitrio  de  los  Tribunales. 

Art.  179.  Se  tendrán  por  inexcusables  la  negligencia  ó  la  ig- 
norancia cuando,  aunque  sin  intención,  se  hubiese  dictado  provi- 
dencia manifiestamente  contraria  ala  ley,  6  se  hubiere  faltado á 
algún  trámite  ó  solemnidad  mandada  observar  por  la  misma,  bajo 
pena  de  nulidad. 

JURISPRUDENCIA. 

El  artículo  902  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  solo  contiene  reglas 
procesales  para  determinar  quienes,  en  qué  forma  y  ante  qué  Tribunales 

(1)  Hoy  se  practica  este  trámite  en  la  Secretaría  de  la  Sala. 

(2)  ••Todos  los  funcionarios  del  orden  judicial  serán  personalmente  responsables,  en 
la  forma  que  determinen  las  leyes,  de  toda  infección  de  ley  que  cometieren."  Articulo 
88  de  la  Cfonstütuñon. 

La  responsabilidad  judicial  establecida  en  el  anterior  precepto  constitucional,  no 
puede  hacerse  extensiva  á  otros  cuyas  flinciones  no  son  las  mismas,  según  lo  ha  declarar 
do  el  Tribunal  Supremo  español  en  sentencia  de  7  de  Bnero  de  1886. 


puedan  eicíglr látespOA^nlAlfdád^ciTil ft los  Juisees  y  Magistrado» que-en ella 
incurran  por  ignorancia  'ó  negüstnoia^^  pen»  no  determina  dicho  arttcuAoi  Im 
hechos  que  constituyen  6  demuestran  esa  ignorancia-  6  negUgesieía,  y  po^ 
consiguiente  no  ha  podido  ser  infringido  por  la  Sala,  en  el  concepto  que  ■  loi 
cita  el  recurrente.    S,  6  Oct  1900, 

La  responsabilidad  civil  es  exigible  por  actos  directos  del  funcionaría  jvii 
dldál  demíinda«o,  sietídó  notoria  la  iiiftpMcacito  del  aHídulo  1903  del  C6di-. 
gó  Civil  Qtié  sef  réñerJé>'áila'r^|]loMBabf])dáddiniaiia4árdea«tosd^ 
distintas ae aqilellaé  áqüienes-se e:&ige.    S.  17 Enero  ims. 

Art.  90Í.  Lá  demanda  de  responsabilidad  civil  no  podida  in- 
tierponerse  hasta  que  qufede  determinado,  por  sentencia  ó  autofitme 
el  pleito  6  cáüsá  én  que  se  suponga  cansado  el  agravio  (1). 

AVÍ.  904.  Dicha  demanda  dieberá  eBtablfeirse  dentro  de  lo^ 
séi^  meses  sigtiietites  al  en  que  se  hubiere  dictado  la  sentencia  ó  au.- 
to'firihéíiné  haya  puesto  tértúino  al  pleito  ó  causa.  Trascurrido 
este  plazo,  quedará  prescrita  la  acción. 

jmRispittrbBNciÁ. 

Ijá  disposición  de  este  artículo  comprende  lo  mismo  á  los  particulares 
qHíe  la  Estado.  S.  é  Éeñ,  18^, 

ATÍ.  d()lS.  íío  podrá  entablar  el  juici<»de  responsabilidad  civi^l 
el  que  no  haya  utilizado  á  su  tiempo  los  recursos  legales  contra  la 
sentencia,  auto  6  providencia  en  que  se  suponga  causado  el  agra- 
vio, ó  no  hubiere  reclamado  oportunamente  durante  el  juicio  pu- 
diéhdo  hacerlo  (2). 

ÍIm  sentencias  del  Tribunal  Supremo  nq  pueden  servir  de  punto  de 
)ártiaa  para  entáolar  una  demanda  ae  respoiiHtibilidad  por  no  ser  aquéllas 
os  autos  y  sentencias  á  que  se  iteñeten  estos  artículos*    &  S  Feb,  1886, 

Art*  d()6.  A  toda  demanda  de  responsabilidad  civil  deberá 
acompañarse  certificación  ó  testimonio  que  contenga: 

lo.  La  sentencia,  auto  ó  providencia  en  que  se  suponga'  cau- 
sado el  agravio. 

2o.  Las  actuaciones  que,  en  concepto  de  la  parte,  conduzcan  é 
demostrar  la  infracción  de  ley,  ó  del  trámite  ó  solemnidad  mandaálog 
observar  por  la  miema  bajo  pena  de  nulidad,  y  que  á  su  tiempo  se 
éñíbábláróh  IbB  récétii^só^  6  refclamacioúes  procedentes. 

3o.  La  sentencia  ó  anto  firíne  q»e  haya  puesto  térmiiiio  al 
pleito  ó  causa. 

Att.  ?)07.  La  certificación  6  testimonio  á  que  se  refiere  ís^ 
artículo  anterior  se  pedidi.  en  el  Jus^do  ó  Tribunal  donde  radi^queo 
los  autos. 

El  Secretario  ó  Escribano  dará  recibo  de  la  ixrdsentaoién  idel 
escrito. 


(1>    C6ti<^uerda'éstB  aftículb  con  el  Wl  de  la  Compilación  orgftnlca. 
12)    Lo  mismo  dispone  el  artículo  18Í2  de  la  Compilación  orgánica. 
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El  Juzgado  ó  Tribuual  deberá  mandar  bajo  sa  responsabilidad 
que  se  facilite  sin  dilación  dicho  documento,  pudiendo  acordar  qae 
se  adicionen  los  particulares  que  estimare  necesarios  para  que  re- 
sulte la  verdad  de  los  hechos. 

Art.  908*  Si  trascurrieren  diez  días,  á  contar  desde  la  pre- 
sentación del  escrito,  sin  que  se  hubiere  entregado  á  la  part-e  la  cer- 
^tificación  ó  testimonio,  podrá  ésta  acudir  en  queja  al  Tribunal  que 
deba  conocer  de  la  demanda,  el  cual  hará  al  inferior  las  prevencio- 
nes oportunas  para  que  le  remita  dicho  documento  en  un  breve  pía 
zo,  ó  le  reclamará  lo^  autos  originales  si  lo  estima  más  conveniente 
y  no  fueren  necesarios  para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

En  estos  casos  se  pondrán  de  manifiesto  los  autos  al  actor,  ó  se 
le  entregará  el  testimonio  para  que  formule  su  demanda,  retenién- 
dose en  su  caso  los  autos  para  tenerlos  á  la  vista  hasta  la  conclusión 
del  juicio  de  responsabilidad. 

Art.  909.  Cualquiera  que  sea  el  Tribunal  que  deba  conocer  de 
la  demanda  de  responsabilidad  civil,  se  sustanciará  este  juicio  por 
los  trámites  establecidos  para  el  declarativo  de  mayor  cuantía  (1). 

Art.  910.    Cuando  la  demanda  se  dirija  contra  un  Juez  muni 
cipal,   conocerá  de  ella  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido  á 
que  aquél  corresponda  (2). 

Contra  la  sentencia  que  este  pronuncie  procederá  la  apelación 
en  ambos  efectos  para  ante  la  Audiencia. 

Art.  911.  La  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  conocerá  en  pri- 
mera y  única  instancia  de  las  demandas  de  responsabilidad  civil 
que  se  entablen  contra  los  Jueces  de  primera  instancia  de  su  terri- 
torio. 

Contra  la  sentencia  que  dicté  la  Audiencia  en  estos  juicios  no 
se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación  (3). 

Art.  912.    La  Sala  tercei^a  del  Tribunal  Supremo  conocerá  de 
dichas  demandas  en  primera  y  única  instancia,  y  sin  ulterior  recur 
so,  cuando  se  entablen  contra  Magistrados  de  las  Audiencias  (4). 

(El  artículo  913  correspondiente  á  este  lugar,  no  tiene  hoy  aplicación  y 
se  inserta  en  el  Apéndice  V.) 


[1]    Sea  cualquiera  la  ascendencia  de  la  indemnlzacidn  reclamada. 

(2]  Aunque  según  el  núm.  5.  o  del  art.  186  de  la  Compilación  orgánica,  corresponde  á 
las  Audiencias  el  conocimiento  en  primera  instancia  de  los  recursos  de  responsabilidad 
civil  que  se  promuevan  contra  Jueces  municipales,  entendemos  que  dicha  disposición  no 
deroga  ni  modifica  este  artículo  por  chocar  abiertamente  con  el  180  de  la  citada  Compila' 
ción  f  de  aplicación  preferente  por  razón  de  prioridad  de  articulado  y  de  hallarse  reforza- 
do por  el  art.  902  de  esta  Ley,  en  cuanto  establece  el  grado  jerárquico  inmediatamente  su- 
perior como  principio  fundamental  de  competencifi),  según  el  cual  dicha  responsabilidad 
civil  solamente, podrá  exigirse  ante  el  Tribunal  inmediatamente  superior  al  que  hubiere 
Incurrido  en  ella. 

[3]    Véase  núm.  5.  o  artículo  186  de  la  Compilación  orgánica. 

[4j  Este  artículo  y  el  914  siguiente,  deberán  entenderse  hoy  adüsionadoa^  no  modifleor 
dos.  por  el  art.  VII  de  la  Orden  núm.  95  de  1901,  s^ún  el  cual  corresponde  el  conocimiento 
de  las  demandas  de  responsabilidad  civil  deducidas  contra  Presidentes,  Presidentes  de 
Kala  ó  Magistrados  de  las  Audiencias,  ó  Presidente,  Presidentes  de  Sala  ó  Magistrados 
del  Tribunal  Supremo,  á  la  Sala  de  lo  Civil  de  este  último  constituida  con  siete  Jueces. 
Véase  la  Orden  96  citada,  en  el  Apéndice  I  de  esta  obra. 
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Art.  914.  Cuando  se  entablare  la  demanda  contra  los  Magis- 
trados de  una  Sala  del  Tribunal  Supremo,  conocerán  de  ella  en 
única  instancia  y  sin  ulterior  recurso  (1)  todos  los  demás  Magistra- 
dos del  mismo  Tribunaly  constituidos  en  Sala  de  Justicia,  funcionando 
de  Presidente  y  Secretario  los  que  lo  fueren  del  Tribunal  (2). 

Art.  915.  En  todo  caso  la  sentencia  que  absuelva  de  la  deman- 
da de  responsabilidad  civil  condenará  en  todas  las  costas  al  deman- 
dante, y  las  impondrá  á  los  demandados  cuando  en  todo  ó  en  parte 
se  acceda  á  la  demanda  (3). 

En  este  último  caso  se  remitirá  copia  literal  de  la  sentencia, 
autorizada  en  forma,  al  Ministerio  de  Ultramar  para  los  efectos  que 
procedan  (4). 

Art.  916.  En  ningún  caso  la  sentencia  pronunciada  en  el  jui- 
cio de  responsabilidad  civil  alterará  la  sentencia  firme  que  haya  re- 
caído en  el  pleito  ó  causa  en  que  se  hubiere  ocasionado  el  agravio  (5). 

Art.  917.  Cuando  se  declare  haber  lugar  á  la  responsabilidad 
civil,  luego  que  sea  ñrme  la  sentencia,  se  comunicarán  los  autos  al 
Fiscal  á  fin  de  que,  si  resultaren  méritos  para  exigir  la  responsabi- 
lidad criminal,  inste  y  proponga  lo  que  estime  procedente. 

TITULO  VIII 

De  la  ejecución  de  las  sentencias  (6) 
SECCIÓN    PRIMERA 


De  las  sentencias  dicta^das  por  Tribunales  y  Jueces  españoles 

Art.  918.  Luego  que  sea  firme  una  sentencia  se  procederá  á  su 
ejecución,  siempre  á  instancia  de  parte,  y  por  el  Juez  6  Tribunal 
que  hubiere  conocido  del  asunto  en  primera  instancia. 

JURISPRUDENCIA. 

Una  sentencia  firme  pone  término  á  la  controversia  judicial  sobre  la 
cual  recae  y  surte  todos  sus  efectos  en  cuanto  á  las  partes  litigantes,  quienes 
están  en  aptitud  legal  de  cumplir  lo  que  en  aquella  se  dispone  y  en  el  deber 
de  aceptar  las  situaciones  de  hecho  y  de  derecho  que  por  la  misma  se  creen, 


(1)  La  Sala  de  lo  Civil  del  mismo  Tribunal.  V.  Nota  del  artículo  912,  aplicable  tam- 
bién al  presente. 

(2)  Declarado  expresamente  vigente  el  procedimiento  fijado  en  este  artículo  y  en  el 
913.  por  el  art.  VII,  núm.  7o.  de  la  Orden  41  sobre  creación  del  Tribunal  Supremo, 
(véase  Apéndice  I)  entendemos  son  aplicables  la  palabras  finales  de  este  articula,  y  en 
consecuencia,  la  Sala  de  siete  Jueces  deberá  ser  presidida  por  el  Presidente  del  Tribu- 
nal actuando  de  Secretario  el  que  lo  sea  del  mismo. 

(3)  Véase  la  doctrina  de  los  autos  del  Tribunal  Supremo  de  3  y  U  Dlc.  1900,  anotada 
al  art.  405  de  esta  Ley. 

(4)  Esta  remisión  deberá  hacerse  hoy  A  la  Secretaría  de  Justicia  para  su  anotación 
en  el  expediente  personal  del  funcionario  condenado. 

(5)  La  misma  disposición  se  contiene  en  el  p.  2.°  del  art.  182  de  la.  Compilación  or- 
gánica. 

(6)  En  los  juicios  que  no  sean  declarativos  se  aplicarán  como  supletorias  las  disposl. 
clones  de  esta  Sección. 
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sia  necesidad  de  que  á  ello  se  les  compela  por  los  medios  coactivos  ordena- 
dos en  la  ley  procesal  para  la  ejecución  de  las  sentencias,  medios  que  que- 
dan al  arbitrio  de  las  partes  para  utilizarlos  con  objeto  de  hacer  efectivos 
sus  derechos,  pero  innecesarios  cuando  han  llegado  á  ese  fin  de  otra  manera, 
cuya  circunstancia  posible  tiene  en  cuenta  la  ley  procesal  al  evitar  que  las 
resoluciones  definitivas  en  materia  civil  se  cumplan  de  oficio,  disponiendo 
en  este  artículo  que  esto  ha  de  hacerse  siempre  á  instancia  de  parte.  S,  S4 
Oct,  1901, 

El  precepto  de  este  artículo  es  de  orden  meramente  procesal  y  su  infrac- 
ción no  puede  servir  de  fundamento  á  la  casación  de  una  sentencia  en  un 
recurso  de  fondo.    JJa  misma  sentencia. 

Hta,biendo  condenado  la  sentencia  á  pagar  al  demandado  la  cantidad 
prestada  objeto  de  la  acción  entablada,  con  más  los  intereses  del  6  por  100 
hasta  que  se  efectúe  el  total  reintegro  de  aquéllas  deduciéndose  las  entregas 
hechas  á  cuenta,  es  improcedente  liquidar  los  intereses  conforme  á  la  canti- 
dad que  resulte  después  de  cada  entrega  á  cuenta. '  S.  11  Mayo  1896, 

Art.  919,  Ba  los  casos  de  apelación,  así  que  se  reciba  en  el 
Juzgado  inferior  la  certificación  que  contenga  la  sentencia  firme,  se 
acordará  su  cumplimiento  y  se  notificará  á  las  partes  para  que  ins- 
ten lo  que  les  convenga  á  dicho  fin. 

JURISPRUDENCIA. 

Demandante  ó  demandado  pueden  instar  la  ejecución  del  fallo  según  es- 
te artículo,  no  sólo  el  que  ha  sido  más  ó  menos  favorecido  por  aquél,  sino 
también  el  que  es  condenado  á  dar  algo,  que  siendo  líquido,  puede  consig- 
narlo desde  luego  si  el  vencedor  no  quiere  recibirlo;  y  no  siéndolo,  puede 
emplear  los  medios  necesarios  de  llegar  á  esa  situación,  ó  sea,  de  hacer  que 
se  fije  una  cantidad  líquida  para  librarse  de  la  obligación  por  la  paga  ó  por 
la  consignación.    S,  19  Mayo  1884, 

Art.  920.  Si  la  sentencia  condenare  al  pago  de  cantidad  líqui- 
da y  determinada,  se  procederá  siempre,  y  sin  necesidad  de  previo 
jequerimiento  personal  al  condenado,  al  embargo  de  bienes  del  deu- 
dor en  la  forma  y  por  el  orden  prevenido  para  el  juicio  ejecutivo. 

Para  dicho  efecto  serán  considerados  como  cantidad  líquida  los 
intereses  de  una  cantidad  determinada,  cuando  se  haya  fijado  en  la 
sentencia  el  tanto  por  ciento  ó  tipo,  y  el  tiempo  por  el  que  deban 
abonarse. 

Complemento. — Orden  núm,  362^  de  17  de  Sep.  1900. 

I.  Siempre  que  por  los  Juzgados  ó  Tribunales  de  Justicia,  ci- 
viles ó  criminales,  se  disponga  algún  embargo  ú  ocupación  de  bie- 
nes de  cualquiera  clase,  se  determinarán  éstos  con  precisión,  así  co- 
mo el  nombre  de  la  persona  contra  quien  se  decreta  el  embargo  ú 
ocupación,  ó  á  quien  se  atribuye  la  propiedad  de  dichos  bienes. 

II.  El  funcionario  encargado  de  practicar  dicho  embargo  ú 
ocupación,  limitará  la  diligencia  á  los  bienes  expresamente  deter- 
minados; y  si  aún  respecto  de  esto  resultare  que  están  poseídos  á 
título  de  dueño  por  persona  distinta  de  la  designada  y  se  le  exhi- 
biere documento  público  que  compruebe  que  esa  distinta  persona 
era  duefio  ó  poseedor  antes  de  la  fecha  de  la  resolución  en  que  se 
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dispuso  la  ocupación  ó  embargo,  se  abstendrá  de  practicar  la  dili- 
gencia en  cnanto  á  los  bienes  qae  se  encuentren  en  ese  caso  (1). 

JÜKISPBUDENCIA. 

Cuando  la  cantidad  objeto  de  la  condena  es  ilíquida,  no.  procede  el  abo- 
no de  intereses.  S,  26  Junto  1896, 

Art*  9iiL  Hechos  los  embargos  se  pasará  al  avalúo  y  venta 
de  los  bienes  en  que  4M>nsistan,  y  al  pago  ^i  su  caso,  con  entera  su- 
jeción á  las  reglas  establecidas  para  el  procedimiento  de  apremio 
después  del  juicio  ejecutivo  (2). 

Art»  922«  Si  la  sentencia  contuviere  condena  de  hacer  ó  de 
no  hacer,  ó  de  entregar  alguna  cosa  ó  cantidad  ilíquida,  se  procede- 
rá á  darle  cumplimiento,  empleando  los  medios  necesarios  al  efecto, 
y  que  se  expresan  en  los  artículos  que  siguen  (3). 

En  todos  eíSbos  casos,  si  no  puede  tener  inmediato  cumplimien- 
to la  ejecutoria,  cualquiera  que  sea  la  cansa  que  lo  impida,  podrá 
decretarse  el  embargo  de  bienes  á  instaqcia  del  acreedor  en  canti- 
dad suñciente,  ajuicio  del  Juez,  para  asegurar  lo  principal  y  las 
costas  de  la  ejecución. 

El  deudor  podrá  librarse  de  este  embargo  dando  fianza  suficien- 
te á  satisfacción  del  Juez. 

Art.  923.  Si  el  condenado  á  hacer  algutía  cosa  no  cumpliere 
con  lo  que  se  le  ordene  para  la  ejecución  de  la  sentencia  dentro  del 
plazo  que  el  Juez  al  efecto  le  señale,  se  hsurá  á  su  costa;  y  si  por  ser 
personalísimo  el  hecho  no'  pudiere  verificarse  en  esta  fi>rma,  se  en- 
tenderá que  opta  por  el  resarcimiento  de  peijuicios. 

Si  se  hubiere  fijado  en  la  sentencia  la  importancia  de  estos  pa- 
ra el  caso  de  inejecución,  se  procederá  á  lo  que  respecta  del  cum- 
plimiento de  la  sentencia  en  que  liay  condena  de  cantidad  líquida 
se  previene  en  el  artículo  920. 

En  otro  caso  se  procederá  conforme  á  lo  establecido  en  los  artí- 
culos 927  y  siguientes. 

JUBtSPBUDBNCIA. 

No  procede  recurso  alguno  contra  las  sentencias  que  filan  la  cahtldád 
que  por  razón  de  peijuicios  ocaáionados  en  la  eJecuoiOn  detin-aeto  pej»onar 
lísimo  debe  abonar  el  condenado  por  ejecutoria.  *S'.  S  Julio  1877» 

Art.  924.  Si  el  condenado  á  no  hacer  alguna  cosa  quebran- 
tare la  sentencia,  se  entenderá  que  opta  por  el  resarcimiento  de  per- 
juicios, los  que  se  indemnizarán  al  que  hubiere  obtenido  la  ejecuto- 
ria en  la  forma  expresada  en  el  artículo  que  antecede  (4). 


,    fl)    Véase  la  continuación  de  etirta  Orden,  relativa  al  recurso  de  amparo,  en  la  «ec/- 
ción  2a.  tít.  XX  de  este  lib.  2o. 

(2)  Véase  la  Nota  del  artículo  8  de  esta  Ley. 

(3)  Para  dar  posesión  de  la  cosa  inn^ueble  mandada  entregar  al  que  ganó  el  pleito,  se 
empleará  el  procedimiento  establecido  en  loa  arts.  2066  y  2057  de  esta  Ley. 

(4)  En  el  baso  de  este  artículo,  puede  pedirse  que  se  deshaga  lo  mal  hecho  antes  de 
la  indemnisación  de  perjuicios.— Véanse  los  arts.  1098  y  1099  del  C.  Civil. 
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Art.  ^25.  Caando  en  virtud  de  la  sentencia  deba  entregarse  al 
que  ganó  el  pleito  alguna  cosa  inmueble,  se  procederá  inmediata^ 
mente  á  ponerlo  en  posesión  de  la  misma,  practicando  á  este  fin  las 
diligencias  conducentes  que  solicite  el  interesado  (1\ 

Lo  mismo  se  practicará  si  la  cosa  fuere  mueble  y  pudiere  ser 
habida. 

En  otro  caso  se  procederá  en  la  forma  prevenida  eüloB  artículos 
927  y  siguientes  para  el  resarcimiento  de  perjuicios. 

Art.  926«  Si  una  sentencia  contuviere  condena  al  pa^o  de 
una  cantidad  liquida  y  de  otra  ilíquida,  podrá  proeederse  á  hacer 
efectiva  la  primera  sin  necesidad  de  esperar  á  que  se  liquide  la  se- 
gunda. 

Ai^t.  937.  Cuando  la  sentehcia  hubiere  condenado  al  pago  de 
daños  y  perjuicios  sin  fijar  su  importe  eu  cantidad  líquida,  háyaiitMí 
establecido  ó  íio  en  aquélkt  las  :  bases  para  la  liquidacián,  el  que 
baya  obtenido  la  sentencia  presentará  con  la  solieitud  qa^  deduzca 
para  su  cumplimiento  relación  de  los  daños  y  peoíjuicios  y  de  su 
importe,  sujetándose  en  su  caso  á  dichas  bases     (2). 

Art.  S&8.  De  dicha  relación  y  del  escrito  se  entregará  copia 
ai  que  haya  sido  cond^iado,  para  que  dentito  de  seis  días  conteste 
lo  que  estime  conveniente. 

Art.  939*  Si  el  deudor  tse  conforma  oob  la  relacJBÓii  de  los  da- 
is^ ó  ^i^uicios  y  su  importe,  la  aprobará  q1  Juez  sin  ulterior  recar- 
^  y  <^  procederá  á  hacer  efectiva  la  suma  convenida  en  la  forma 
e^tableeída  én  los  artículos  920  y  siguiente. 

Se  entenderá  que  presta  su  conformidad  si  deja  pasar  el  término 
expresado  en  el  artículo  ajiterior  sia  evacloarr  el  traslado. 

Art.  980.  Cuando  el  deudor,  impugne  dicha  relíicióu  ó  su  im- 
porte, se  procederá  en  la  forma  orde^da  en  los  jirtículos  936  y  si- 
guientes. 

Art.  931.  Si  la  sentencia  condenare  al  pago  de  cantidad  ilí- 
quida procedente  de  frutos,  rentas,  utilidades  ó  ppoduietofi  de  ciií¿- 
quier  clase,  hayanse  fijado  ó  no  las  bases  para  la  liquidación,  se  re- 
querirá al  deudor  para  que  dentro  del  término  que  Befíalará  fel  Juejs, 
ísegÚQ  las  Q^rpunstancias^  presente  la  liquidación,  en  ,su  c^so,  con 
arreglq  á  las  bases'  e^ablecidas  eu  lá  misma  sentencia, 

JURISPRUDENCIA. 

tí»te  artfculo  y  el  anterior,  no  motivan  la  casación  eti  el  fondo,  ^üs.  31 

Contra,  él  f&Iló  de  la  Audiencia  no  pixx;ede  reoutso  alguno^en  el  incidente 
de  liquidación  á  que  se  refiere  este  articulo,    ^,  ^0  finero  1898. 


(1)  La  posesión  inmediata  de  la  cosa  Inmueble  al  que  ganó  el  pleito,  se  entiende  en 
cuanto  esta  se  lialle  eb  poder  de  quien  deba  entregarla,  con  arreglo  ú.  ia  «Sutoria.  &.  i9 
Die,  188S. 

£1  requerimiento  para  la  entrega  debe  hacerse  por  el  Tribunal  y  no  por  acta  notarial. 

(2)  La  indemnización  de  daftos  y  perjuicios  comprende  no  »>ólo  el  valor  de  la  pérdida 
(1  lie  naya  sufrido,  sino  también  el  de  la  ganancia  que  haya  delado  de  ot>teiier  el  acreedor, 
salvas  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  siguientes."    A  A.  1106  C  Cfívü. 

Cuando  en  lá  sentencia  no  se  fljen  las  bases  &  que  se  contrae  este  artículo,  está  en  la» 
atribuciones  del  Tribunal  sentenciador  el  regutetr  los  peijuicios.    S.  17  Dic,  18S5. 
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993«  No  preaeiitáiido  el  •  deudor '  1»  liqnidaolóa  i^Bcítr» 
del  térmiüo  que  se  le  «efiale  al  efecto,  se  le  oobeederá  otr^  qiie  no 
exceda  de  la  mitad  «tol  primen>9  bajo  apetctbiai>iéttto  de  '(fde  no 
presentándola  antes  deqne  trasourray  habrá  de-edtar  y  pasar  fíor  la 
qué  preecoile  el  que  haya  obtenido  la  ejeéutoria^  tdlo  Ldijue  no 
probare  ser  Inexacta.  •  •  ^ 

Art.  933,  Trascurrido  este  segundo  téi^iíio  ^in'  há^'  ptt^ 
sentado  el  deudor  la  liquidación^  se  ^rá  saber  b1  acii8ed6r  pák^  que 
la  formule  y  presente,  eirti^gándolef  íó»  aut()6fá^tefiñ  si  ló^t^dféh^. 

Bn  este  «aso  se  dará  al  incidente  la  sustandaelóu  prerénida  en 
los  artículos  ^&,  929  y  930.  ' 

Art.  9M»  Guando  la  liquidación  á  qiie  Se  refiere  el  árt  9S1 
^a  presentada  por  el  deudor,  se  dará  traslado  al  acreedot  por  tér- 
mino de  seis  días,  contados  desde  el  siguientie  al  de  la  entrega  dé  la 
copia  de  la  liquidación  y  del  escrito.  '  ' 

Art«  935.  Si  el  acreedor  se  conformare  con  i^icha  liq|9|daiQÍófi« 
la  aprobairá  el  Juez  sin  ulterior  recur^  y  se  proc^prá  ábaper  ¡efec- 
tiva la  suma  convenida  en  la  forma  establecida  en  los  actleiiloft.  920 
y  siguiente.  •  -    ¡ 

Art*  936.  Ño  habiendo  conformidad^  se  recibifá  á  pro^bd  *éL 
incidente,  si  el  .Juez  la  estima  uecesfuía,  cuando  alguna^de  \m  par- 
tes la  hubiere  solicitado.  '  '         '   ..•* 

La  misma  providencia  se  dictará  en  los  denlas  cásoá^ii^^ue  nó 
haya  conformidad,  á  que  se  i^efieren  1<)8  .artículos  93Ó  y  vS{f: 

Bl  auto  por  él  que  se  deniegue  la  i)í'üeba  sera  apelable^  pero  \k 
apelación  se  admitirá  y  sustanciará  á  la  vez  qufe  la  del  que  ponga 
término  á  lá  liquidación  si  se  interpusiere.  '  .]'\[, 

.Art,  9317.    El  término  de  prueba  no  pojdrá  e|[;cfider.4^.  í^^ 
dentro  de  los  cuales  concederá  el,  Jue«  los  qüé.é^tin^Le.ne^ea^fbfh.. 

Este  término  sedi  común  para  proponer  y  ejecntaij  lá  ttnueba, 
observándose  en  lo  dem48  ^^  disposioione^  de^  juicio  .'depmrativo 
que  á  ella  se  refieren.  *  ,     .;   ...j       , 

Art.  938.  lia^prueb^as  .^  limi^^rán  á  Iqs,  hecl^Q^  én  q^e  no 
estuviesen  de  acuerdó  las  partes.* 

El  Juez  desestimará,  sin  oir  á  la  contraria  y.  fiin  <itr4uveitirt^ 
que  el  de  reíposieión>  Jas  que  sean  impertioeaiteB  6  se;  dirijaa  á 'con- 
trariai*  las  bases  fijadas  en  la  e^ecatoriá  para  hacer  la  )iquid!«e|ón: 

Art.  '939.  Trascurrido  el  término  de  prueba,  ó  luego  que  ésíé 
ejecutada  toda  la  que  se  hubiere  propuesto,  dará  cuenta  él  actuario 
y  a)3ordará  el  Juez  convocar  á  las  partes  á  compai^denida  en  d  día 
más  próximo  posible,  pefro  precisamente  dentro  de  los  ochó  tíguientesl 

Lo  misino  se  practicará  en  el. caso  dé  qué  ño  proceda  .j^ecíbir  á 
prueba  el  incidente, .  luego  que  se  presente  el  escrito  iui|)iiignandó 
la  liquidación;  •  «    •  •  •    '■' >' 

Art»  940.  jLfl.  cbmparecehcia  de  las  partes  se  cetébrarS- en  el 
día  y  hora  señalados,  dando  cuenta  el  actuario  de  las  pretensiones 
de  aquellas  y  del  resultado  de  las.  pruebas  qioe  se  hubieren  practi- 


eado^  y  acto  continuo  (Hrá  el  Jvudz  á  las  partes  ó  á  sos  defensores, 
si  se  presentaren,  excitándoles  á  que  se  pongan  de  acuerdo^ 

Del  resaltado  se  extenderá  la  oportuna  aíeta,  que  firmarán  to- 
dos los  ooneurrentes  y  autoidzará  el  actuario. 

Alt»  ML  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  el  Juez  dictará 
por  medio  de  auto  la  resolución  que  estime  justa,  ^ando  la  cantidad 
quiQ  d^ba  abonarse  ^n  arreglo  á  la  ejecutoria. 

En  el  caso  del  art  933  el  Juez  aprobará  la  liquidación  presen- 
tada* .  por  el  acreedor,  en  todo  lo  que  no  hubiere  probado  el  deudor 
ser  inexacta,  y  fuere  conforme  á  las  bases  fijadas  en  la  ejecutoria. 

Dicho  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto.  Admitida  la  ape- 
lación, quedará  en  el  «Tuzgado  testimonio  del  auto  con  relación  de 
lo  necesario  para  ejecutarlo,  y  se  remitirán  los  autos  originales  al 
Tribunal  superior^  con  emplazamiento  de  las  partes,  por  término 
de  Í5  días. 

La  infraedón  de  esté  artíeulo,  como  de  naturaleza  puramente  procesal, 
no  da  lugar  al  recurso  de  cnaacidn  en  el  fondo.    S.  ^9  Mayo  18S4* 

El  feJlo  que  en  ejecución  de  sentencia  se  separa  de  las  bases  establecidas 
en  laque  se  trata  de  ejecutar,  InMnge  la  cosa  Juzgada.    S,  11  Oet.  188S. 

Ártt  942.  A  instancia  del  acreedor,  se  podrá  decretar  la  eje- 
cución de  dicho  auto. 

Vendidos  los  bienes  se  entregará  al  acreedor  la  cantidad  á  cuyo 
pago  se  hubiere  prestado  el  deudor  y  el  impoite  de  las  costas  que 
lé  sean  de  abono;  y  la  diferencia  que  resulte  entre  dicha  cantidad  y 
la  fijada  en  él  auto  se  depositará  en  el  establecimiento  público  co- 
rrespondiente hasta  que  se  resuelva  el  recurso  de  apelación,  á  no  ser 
qué  él  acíeedor  diere  fianza  bastante  á  satisfacción  del  Juez  para  res- 
ponder de  ella,  én  cuyo  caso  también  le  será  entregada. 

AfL  94S.  La  segunda  instancia  se  sustanciará  por  los  trámi- 
tes establecidos  en  los  artículos  886  y  siguientes  para  las  apelaciones 
de  incidentes. 

Contra  el  fallo  de  la  Audiencia  no  se  dará  recurso  alguno  (1). 

JUBifiPBCTDENOlA./ 

Ouandoen  las  diligencias  de  ^ecucidn  de  sentencia  se  soHeita  una  peti- 
Q\6a  jao  formulada  en  el  pleito,  la  3ala  que  la  desestima  y  leserva  A  la  parte 
su  derecho  para  que  enel  Juicio  correspoadi,ente  la  deduzca,  no  .quebranta  la 
ejecutoria  ni  ley  alguna.    S,  18  Oct.  188S, 

El  articulo  169a  de  esta  Iiey  establece  como  pñne&pio  general  en  materia 
de  casación,  que  no  habrá  lugar  al  recurso  de  esta  clase  contra  los  autos  ^ue 
dicten  las  Audiencias  en  los  procedimientos  sobre  ejecución  de  sentencias, 
precisando  á  continuación  dos  excepciones;  que  son:  cuando  dichos  autos 
resuelvan  puntos  esenciales  no  coutrovertidosen  el  pleito,  ni  decididos  en  la 
sentencia,  ó  se  provea  en  ellos  en  contradicción  con  lo  ejecutcNriado;  y  en  tal 
concepto  lo  preceptuado  en  el  segundo  párrafo  de  este  artículo  depe  enten- 
detfee  en  armonía  con  lo  que  dispone  el  1693  antes  citado.    S,  97  O^t  190g, 


ií]    SalVo  168  caNOB  comprendidos  éñ  él  art.  1606  de  esta  Ley*. 


Art.  944.  Luego  qoíe  8éá  &*ni6  vi&  m  HOInde  ejecutar  el  auto 
fijando  la  cantidad  líquida  en  todos  los  casos  antes  expresados,  se 
procederá  á  hacerla  efectiva  por  los  trámites  estableciclos  en  los 
artículos  920  y  siguiente. 

Art.  94ák  Las  disposiciones  contenidaB  en  lob  aiM^hldB;931  al 
944  serán  aplicables  al  caso  en  que  la  sentencia  hubiere  (knideiíaiio 
á  rendir  cuentas  de  una  administración  y  enlregar^  salda  «le  ias 
mismas;  pero  el  término  de  seis  días  fijado  en  el  artículo  934  será  de 
20,  y  el  de  20  señalado  en  el  937  podrá  ampliarse  hasta  40  cuando  el 
Juez  lo  estime  necesario^  atendida  la  importancia  y  eomplicación 
del  asunto. 

Art.  %46.  Guando  la  sentencia  oondenare  al  pago  de  ünÁ  can* 
tidad  determinada  de  ñnitos  en  especie,  si  el  deudor  no  los  entregare. 
en  el  plazo  que  se  le  fije,  se  reducirán  á  dinero  y  se  procederá  á  bar. 
cer  efectiva  la  suma  que  resulte. 

La  reducción  de  los  frutos  á  metálico  se  hará  por  el  precio  me- 
dio qne  tuvieran  en  el  mercado  del  lugar  donde  deba  Verificarse  la 
entrega,  y  en  su  defecto  en  el  más  próximo,  el  día  fijado  eu  la  sen- 
tencia; y  si  en  ésta  no  se  determinara,  el  del  cumplimiento  de  la 
misma. 

El  precio  se  acreditará  con  Certificación  de  los  Síndicos  del  Co- 
lólo de  Corredores,  si  lo  hubiere,  y  no  habiéndolo  de  la  Autoridad 
municipal  correspondiente. 

Art.  947.  Contra  la  providencia  en  que  el  Jue^  tenga  por 
hecha  la  reducción  de  finitos  á  Bimetálico  para  los  efectos  de  la  ejeett*< 
ción  no  se  dará  recurso  alguno;  p^o  deberá  corrt^rse  cualquier 
error  material  ó  de  cálculo  que  se  haya  padecido  en  la  operación 
luego  que  se  advierta.  .'.>'/ 

Art.  948.  Todas  las  apelaciones  que  íhe^en  pro^eiedéntes  'en 
las  diligencias  para  ejecución  de  sentencias  serán  adtiditídas  én  tin 
solo  efecto.  ^  '  '      ^ 

No  se  comprenderán  en  esta  disposición  los  incidc«tfes  tíjóte  pue- 
dan promoverse  sobre  cuestiones  no  controvertidas  en  el  pleito  ni' 
decididas  en  la  ejecutoria.  * 

Art.  949.  Las  costas  que  se  ocasionaren  en  las  diligencias  pa: 
ra  el  cumplimiento  de  las  ejecutorias,  serán  de  cargo  del  que.  haya 
sido  condenado  en  la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trate. 

Las  délos  incidentes  que  en  ellas  se  promovieren  serán  dp  car- 
go de  la  parte  ó  partes  á  quienes  se  impongan;  sobre  cuyo  extremo 
deberán  los  Jueces  y  Tribunales  hacer  declaración  expresa  aj  resol- 
ver el  incidente.  Si  no  la  hicieren,  cada  i)arte  pagará  las  causadas 
á  8U  instancia.  (1). 


(1)  Este  artículo  deberá  aplicarse  hoy  en  relación  con  la  Orden  ndm.  3  de  1 P  de  Eni^ 
ro  de  nOl,  complemeutarla  del  art  838  de  esta  Ley,  ooyos  efecto»  alcanzan  A  toda  clase  de 
controTersiaA  entre  partes. 


•  ,  '  1 


J 


.SECGIONi  SEGUNDA 


be  las  serdencim  dictadas  pot  Tribunales  extrav¿^.os 

•  Apt*i<03(k  Las  senleiieias  firmes  proQuaciadás  etí  países  ex- 
tcaDJetOBttendiáii  en  el  teirriterio  de  las  islas  de  Oi&ba  y  Puerh  Eko 
la  f Mrzot  (|De  ¡estal^lesscan  1qs>  Tcatados  celebrados  poc  Uspm&a. 


.  I^(»$(BQ^i«^|<^do  timti^^o^upio  q^ne  otorffue  fuet%»  en  Cubo.^  las  ^feai^o- 
rias  de  los  Tribunales  de  Venezuela,  no  cabe  invocarlo  ni  aplicarlp  pac^^^ 
eutar  sentencias  dictadas  en  aquella  Kación;  no  siendo  tampoco  dé  aplicar 
á'^m^^  pHnoipio  4e  reelpi^oidad  en  el  concito :de  dame  eu^pü^ento 
eu  li^oto  NaciC>n  á  las  ]^e^utoria£(  dictadas  en  la  República^  porque  la  exis- 
tencia dé  Ujiía  práctica  judicial  extraniera,  siendo  cómo  es  materia  de  hecho, 
debe  éet  probada  póf  la  parte 'que 'la  invoca  al  solicitar  el  cumplimiento  de 
la  ejecutoria.    Auto  11  Enero  1900, 

. , .     ■   '  •        .      .'  •  ■ . .      .  . 

;  .4Tt«  í*M-  9i  »P  Jwibiere  Tratados  espíllales  co^i  l^  uaci^fi  en 
qi^e.se  bayan  ^Foaancjad^^  tendrán  la  misina  fiK&j;«a  que  en  eUa  se 
4ijei:^áil^€¿^utoíias  dictiadaseó  JF^^      (JL). 

JUBIS^BUDENCIA. 

/ '   Los  preceptos  de  e^ta  ley  sobre  cumplimiento  de  sentencias  extranjeras, 
ésitánS^igéntes  y  son  aplicables  en  la  República;.  *     ■ 

A  falta  de  tratados,  se  tendrá,  en  cuenta  el  pi^ncápio  de  reei|M:¿eidteMÍ,  de- 
biendo justificar  el  que  solicita  el  cumplimiento  de  una  sentencia  e^^tran- 
jéi^'  que  éA•e^  páls.aé  dotide  esta  procede;  no'  sé  niega  el  mismo  ctímpli- 
mlentp  á  áicÉLa  oíase  4e  Béntétioias,  cuando  no  le  sea  jpesible  producir  la  jus- 
tifioaoíOfi  de  bfib^rse'eunli^üdo  alguna  délos  Tribuíales  di^,  Cuba.  A'^Jutoó 
^e%fi^l902.^^    :......:..:..  .      , 

Art.  962,  Si  la  ejecutoria  procediere  de  una  baeióB  en  qne 
po¿r  iuri^pír?ade:^ici^  uq;  ^  dé.cumplMnxe^to  á  las  dictadas/^or  io9  Tri- 
bunf^les.espaSpI^s,  ^^.  tendrá  f^eíza^n  el  territorio  de  las  isías  de 
Cuba  3^  Pi^erto  J?ico. 

.  Art*.96i^:  ai  oa  ^tuyiere  en  uinguoo  de  Joi^  oaaos  de  que 
bablan«  I9S  ikres.  artáeulo^^.^^e  anteceden,  las  ej^ecutorias  tesid^in  fae^' 
za  en  dicho  territorio  si  reúnen  las  circunsta>ppi^  $|gi;^pWi 

la.  Qu^e  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  á  ^on^p^eQci^  del 
ejercicio  de  una  acción  personal.  ,   '  *.    m  . 

*  2a.     Que  nó  háyáííidó  dictada  en  rebeldía  (2). 


[íl  El  Tribunal  Supremo  de  Esfiafía,  en  sentfencíd,  de  24  de  May'o  4e  1902,  aceptando  el 
priKueipfe>  de  TqtOlproeldiid'  iQglslaUyat  oonsifi^nado  en  este  artícttdo,  deeland  pToeedenteel 
cumplimiento  en  dicha  nación  de  las  sentencias  dictadas  popaos  Tribunales  do  esta  Repúr 
bliicsi,  ^poi^qtie  Riendo  notorio '<|ue  hasta  ahora  slgüéñ  rigieiidd  allí  las  le^p^es  enuifiww 
ai>llq»^l£|í^  al  qi^so  d0  cj^ue  se  ti:»$i^,  con,  4krr^lo  á  las^qua  y ,  sQg4n-  el  acti.951 '  de  \^  ijsy  de 
Enjmóiamlento  civil,  procede  aüloríza^  dicho  camplímiento'  éuandb  concurran  en  las 
ejecutorias  las  circunstancias  enumeradas,  es  evidente  que  el  pj4dciplp  de  re<tiprocldiMl. 
en  tales  condiciones,  deriva  de  la  misma  ley,  y  debe  ser  respetado  mientras  no  conste 
que  los  Tribunales  de  la  repetida  Isla  lo  contradigan  con  sus  actos  y  resoluciones.*' 

Véanse  en  el  Apéndice  IV  de  esta  obra  las  reglas  y  preceptos  vigentes  en  los  princi- 
pales padon^  sobre  el.cumpUnüentp  de  ejecutorias  exjLranJeras.,  , 

[12}  BeftiXn  Flores  cuando  laoitaeión.seha  efeotaado  en  fonoa,  proeede  ejeoniarki 
sentencia  dictada  en  rebeldía. 
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3a.  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimieuto  se  haya  proce- 
dido sea  licita,  según  las  leyes  de  España  (1). 

4a.  Que  la  carta  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en 
la  nación  en  que  se  haya  dictado  para  ser  considerada  como  autén- 
tica y  los  que  las  leyes  españolas  requiereu  para  que  haya  fe  en  Es- 
paña (2). 

JUKISPKUDENCIA. 

No  procede  el  cumplimiento  en  Cuba  de  las  ejecutorias  extranjeras  dic" 
tadas  en  rebeldía;  ni  tampoco  cuando  los  documentos  presentados  con  ese 
flu  no  resulten  debidamente  autenticados  conforme  á  las  disposiciones  vi- 
gentes en  la  Kepública.    Auto  11  Enero  1900, 

Art.  954.  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  en  na- 
ciones extranjeras  se  pedirá  ante  el  Tribunal  Smpremo. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que,  según  los  Tratados,  corresponde  su 
bonocimiento  á  otros  Tribunales  (3). 

Art.  965.  Previa  la  traducción  de  la  ejecutoria  hecha  con 
arreglo  á  derecho,  y  después  de  oir  por  término  de  nueve  días  á  la 
parte  contra  quien  se  dirija  y  al  Fiscal,  el  Tribunal  declarará  si  de- 
be ó  no  darse  cumplimiento  á  dicha  ejecutoria. 

Contra  este  auto  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  956,  Para  la  citación  de  la  parte  á  quien  deba  oirse  se- 
gún el  artículo  anterior,  se  librará  certificación  á  la  Audiencia  en 
cuyo  territorio  esté  domiciliada. 

El  término  para  comparecer  será  el  de  30  días  (4)  si  la  parte 
residiere  en  la  Península^  islas  adyacentes  ó  en  Iojí  Canarias, 

De  60  días  si  residiere  en  IojS  Islas  de  Cuba  ó  Puerto  Bico. 

De  90  dias,  si  residiere  en  las  Islas  Filipinas, 

Pasado  dicho  término  el  Tribunal  proseguirá  en  el  conocimien- 
to de  ios  autos,  aunque  no  haya  comparecido  el  citado. 

Art.  967.  Denegándose  el  cumpjimiento  se  devolverá  la  ejecu- 
toria al  que  la  haya  presentado. 

Otorgándose  se  comunicará  el  auto  por  certiñcacióu  á  la  Au- 
diencia para  que  ésta  dé  la  orden  correspondieute  al  Juez  de  pri- 
mera instanccia  del  Partido  eu  que  e^té  domiciliado  el  condenado  en 
la  sentencia,  ó  del  en  que  deba  ejecutarse,  á  fin  de  que  tenga  efecto 
lo  en  ella  mandado,  empleando  los  medios  de  ejecución  establecidos 
en  la  sección  anterior. 


(1)    Este  requisito  tiene  su  fundamento  en  el  art.  Jl  del  C.  Civil. 

(2;    Véase  él  Decreto  presidencial  de  11  de  Abril  de  1903,  complementario  del  art  300 
de  esta  Ley. 

Í81    Concuerda  este  artículo  con  c\  número  16,  art.  VII  de  la  Orden  41  sobre  creación 
Pribunal  Supremo,  ingerta  en  el  Apéndice  I. 

Í4)    La  Orden  núm.  135  de  11  de  Agosto  de  1899,  redujo  los  términos  para  comparecen- 
cias ante  el  Tribunal  Supremo  en  todos  los  caaos  establecidos  en  esta  Ley,  &  10  días,  si  se 
I       tratare  de  asuntos  de  que  conozcan  las  Audiencias  de  Pinar  del  Rio,  Habana,  Matanzas 
y  Santa  Clara,  6  Juzgados  comprendidos  en  el  territorio  de  las  mismas,  y  á  20  si  se  tratare 
de  asuntos  de  la  competencia  de  las  Audiencias  6  Juzgados  de  Camagüey  y  Santiago  de 
Cuba.Pero  no  siendo  de  la  competencia  de  dichos  Tribunales  la  ejecución  de  las  sentencias 
I       extranjeras  y  limitada  la  intervención  de  los  mismos  en  el  caso  de  este  artículo  á  una 
función  meramente  aoxiliatoria,  no  puede  considerarse  modificado  por  la  Orden  citada 
I       el  término  de  90  días  que  establece  este  párrafo  y  que  ha  declarado   aplicable  el    Tribu- 
nal Su  premio. 
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TITULO   IX 
De  los  dbinteatatos  (1) 

SECCIÓN    PRIMERA 

De  la  prevención  del  abiniestato 

:JjCU  9p8*  El  j\iicio  de  abir^eatato  se  prevendrá  dejando  en.  la- 
gares seguros,  cerrados  y  selladas  los^Wienes,  papeles,  libros  y  efec- 
tos susceptibles  de  sustracción  ú  ocultación,  depositando  en  persona 
abonada,  bajo  la  responsabilidad,  del  Juez  y  mediante  inventario, 
aquellos  á  cuya  cpnservación  ó  mantenimiento  se  deba  atender; 
adoptando,  respecto  á  créditos,  fincas,  rentas  y  productos  recogidos 
ó  pendipntes,  las  providencias  y  precauciones  necesarias  para  evi- 
tar atíusos  y  fraudes. 

AÍPt.  959.  Para  que  pueda  prevenirse  el  juicio  de  abintestato  se 
necesita:  »      . 

»  ,  •  •  •    • 

lo.  Que  se  tenga  conocimiento  del  reciente  fallecimiento  de  la 
persona  causante  del  abintestato. 

2o.     Que  nó  conste  la  existencia  de  disposición  tesstamentaria. 

3o.  Que  nO  deje  el  finado  descendientes,  ascendientes  ó  colíi-, 
terales  ^dentro  del  cuarto  grado,  ni  cónyuge  legítimo  que  viviera  en 
su  compañía  (2) . 

JUBISPBTjbENOIA. 

Procede  sobreseer  en  las  actuaciones  dé  prevención  de  un  abintestato 
desde  elmomeBto  en*que,  en  foriiiaf  auténtica^  se  acredite  la  existencia  de 
una  disposición  testamentaria.    S,  $  Mayo  1901. 

Airt.  960.  Si  los  parientes  de  que  habla  el  artículo  anterior  ó 
alguno  de  ellos  estiivicien  ausentes  sin  representación  legítima  en 
elpuebío;  el  Juez  se  liniitará  á  adoptar  las  medidas  más  indispen- 
sables para  el  enterramiento  del  difunto  si  ftiere  necesario,  y  para 
la  seguridad  de  los  bienes,  y  á  dar  á  dichos  parientes  el  oportuno 
aviso  de  la  muerte  de  la  persona  á  cuya  sucesión  se  les  crea  llamados. 

Luego  que  comparezcan  los  parientes  por  sí  6  por  miedio  de 
persona  que  los  represente  legítimamente,  se  les  hará  entrega  de  los 
bienes  y  efectos  pertenecientes  al  difunto,  cesando  la  intervención 
judicialy  á  no  ser  que  alguno  de  loa  interesados  la  solicitare.    - 

Art.  ,9!61.  También  se  adoptarán  de  oficio  las  medidas  que  el 
Juez  estime  necesarias  para  la  seguridad  de  los  bienes,  aunqae^ 
finado,  hpbiere  dejado  parientes  de  los  anteriormente  expresados, 
cuando  alguno  de  ellos  sea  menor  6  incapacitado. 


.  {1]  •  Los  piT^oeptos  conUMiidos  en  este  título  presuponen  una  herencia  yacente,  siendo 
aplicables  á.  ui  generalidad  do  los  casos  en  que  se  solicita  la  declaración  de  herederos 
aointe«kito  sin 'que' por' persona  alguna  se .  inicie  oontroverela  originaria  de  un  Utigio. 
JSents.  6  Julio  1893  y  17  Marzo  1896. 

{2)    En  los  parientes  á  que  se  refiere  este  número,  estAn  comprendidos  los  il^^timos 
que  tengan  derecho  á  la  herencia  con  arreglo  al  Código  Civil. 
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A  los  que  se  hallaren  en  este  caso,  el  Juez  de  primera  instancia 
les  proveerá  de  tutor  ó  curador,  si  no  lo  tuvieren  (1). 

Art«  962»  El  dueño  de  la  habitación  en  que  ocurra  el  falleci- 
miento, ó  cualquiera  otra  persona  en  cuya  compañía  viviera  el  que 
haya  muerto  sin  testar  y  sin  parientes  de  los  expresados^  tendrá  el 
deber  de  ponerlo  en  conocimiento  de  la  Autoridad  judicial,  siendo 
responsable  de  las  pérdidas  ó  extravíos  que  i)or  falta  de  esta  dUi- 
geucia  se  hayan  ocasionado  en  los  bienes  del  abtntegtato. 

Art.  963.  Cualquiera  de  los  Jueces  expresados  en  la  regla  5a. 
del  art.  63  que  tuviere  conocimiento  de  haber  muerto  una  persona 
sin  testar  y  sin  dejar  parientes  de  los  designados  en  el  número  3o. 
del  art.  959,  además  de  las  medidas  prevenidas  en  el  960,  procederá 
de  oficio  á  la  prevención  del  abmte^iato  en  la  forma  ordenada  en  el 
art.  958. 

JURISPRUDENCIA. 

La  solicitud  deducida  en  un  juicio  de  abin téstate  á  ñu  de  que  se  requiera 
al  administrador  que  tuvo  el  difunto  para  la  exhibición  de  documentos,  li- 
quidación y  abono  de  rentas  vencidas,  pertenecientes  al  mismo  abintestato, 
no  puede  considerarse  como  una  demanda  personal,  ni  promover  cuestión 
de  competencia  sobre  el  cumplimiento  del  exhorto  librado  pcira  la  práctica 
de  estas  diligencias.    S,  6  Oct  1860, 

kfX.  964.  Practicadas  las  diligencias  establecidas  en  los  ar- 
tículos anteriores,  el  Juez  de  primera  instancia^  ó  el  municipal  en 
su  caso,  adoptará  las  medidas  que  estime  más  conducentes  para 
averiguar  si  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ha  muerto  con  dis- 
posición testamentaria  ó  sin  ella,  recibiendo  á  felta  de  otros  medios, 
y  sin  perjuicio  de  traer  á  los  autos  el  oartificado  de  defunción  luego 
que  sea  posible,  información  en  que*  sean  examinados  los  parientes, 
amigos  ó  vecinos  del  difunto: 

lo.     Sobre  el  hecho  de  haber  muerto  abiwtestato. 

2o.  Sobre  si  tiene  herederos  de  alguna  de  las  clases  que  que- 
dan designadas. 

Art.  965.  Si  en  efecto  resultare  haber  fallecido  sin  testar  y 
sin  parientes  de  los  expresados  en  el  núm.  3o.  del  art.  959,  proce- 
derá el  Juez: 

lo.  A  nombrar  un  albaoea  dativo  que  se  encargue  de  dispo- 
ner  el^ntierro,  exequias  y  todo  lo  demás  que  sea  propio  de  este 
cargo  con  arreglo  á  las  leyes    (2). 

2o.     A  ocupar  los  libros,  papeles  y  corrrespondeneia  del  difunto. 

3o.  A  inventariar  y  depositar  los  bienes  en  persona  que  ofrez- 
ca garantía  suficiente,  la  cuál  se  encargará  también  de  su  adminis- 
tración. 


[1]  Esta  dlspoflicidn  debe  entenderse  hoy  en  el  sentido  de  disponer  el  Juez  lo  condu- 
cente á,  fin  de  que  se  nombre  tutor  al  menor  por  el  Consejo  de  familia,  á  quien  correspon- 
de esta  tá«altaa. 

Respecto  á  la  representación  de  los  huérfieinos  menores  acogidos  en  los  Establecimientos 
de  Beneficencia,  véase  el  artículo  803  del  C.  Civil. 

t2)    Estos  aXbae&M  dativos  subsisten  no  obstante  no  reconocerlos  el  Código  Civil. 

La  disposición  y  pago  de  los  sufragios  y  el  funeral  del  difunto  se  hará*  por  el  albacea 
dativo  segtln  la  costumbre  del  pueblo.    V.  art.  902  del  C.  Civil. 


1 


228 

Árt.  966,  El  depositario  administrador  de  los  bienes  pres- 
t^ará  fianza  proporcionada  á  lo  que  deba  administrar^  á  satisfacción 
y  bajo  la  responsabilidad  del  Juez  que  haya  prevenido  el  oMnten- 
tatOy  y  será  amovible  á  voluntad  de  dicho  Juez. 

JUBIgPSUD£NOIA. 

£1  depositario  administrador  de  los  bienes  es  un  mandatario  del  Juez 
que  lo  nombm  y  sus  oréditoe  por  el  resultado  de  su  gestión  oficial  son  de  un 
orden  preferente  y  no  cabe- confundirlos  con  los  de  otros  acreedores  particu- 
lares que  se  hallan  en  caso  muy  distinto.    S.  SI  Marzo  1886. 

No  infringe  ley  alguna  el  Juez  que  no  accede  á  la  remoción  del  depo- 
sitario administrador.    >S'.  11  I>ic,  1890, 

Árt,  967.  Si  se  encontraren  metálico,  efectos  públicos  ó  alha- 
jas, se  depositarán  en  el  establecimiento  público  destinado  al  efec- 
to, debiendo  el  actuario  poner  en  los  autos  el  correspondiente  tes- 
timonio del  documento  que  acredite  el  depósito,  y  conservar  dicho 
documento  en  su  poder  para  entregarlo  al  depositario  cuando  se 
haga  cargo  de  los  bienes. 

Si  en  el  lugar  del  juicio  no  hubiere  establecimiento  público  en 
que  hacer  el  depósito,  el  Juez  proveerá  interinamente  y  bajo  su 
responsabilidad  á  la  seguridad  de  los  valores,  de  la  manera  que  es- 
time más  conveniente,  sin  perjuicio  de  que  en  un  término  breve 
acuerde  au  traslación  á  dicho  establecimiento* 

Art.  968.  El  Juez  abrirá  la  correspondencia  en  presencia  del 
administrador  nombrado  y  del  actuario,  y  adoptará  las  medidas  que 
su  resultado  exija  para  la  seguridad  d^  los  bienes. 

Entregará  al  administrador  la  qtié  tenga  relación  con  el  cau- 
dal, quedando  en  los  autos  nota  ó  testimonio  de  ella,  según  lo  esti- 
me oportuno^  atendida  su  importancia,  y  dejará  la  restante  en  po- 
der del  actuario  para  darle  en  su  día  el  destino  correspondiente. 

Árt.  969.  Cuando  el  Juez  municipal  haya  practicado  estas 
diligencias  las  remitirá  al  de  primara  instancia^  poniendo  á  su  dis- 
X)osición  los  bienes,  libros  y  papeles  intervenidos  y  la  corresponden- 
cia recibida. 

Árt«  970.  El  Juez  de  primera  instancia,  así  que  reciba  las  di- 
ligencias, rectificará  cualesquiera  faltas  que  en  ellas  se  hubieren  co- 
metido, dictando  al  etecto  las  providencias  que  estime  oportunas. 

Art.  971.  léuego  que  el  juicio  hiubiere  llegado  á  este  estado, 
el  Promotor  fiscal  será  parte  en  él  en  representación  de  los  que  pue- 
dan tener  derecho  á  la  herencia. 

Será  de  fiu  obligación  promover  cuanto  considere  necesario  pa- 
ra la  seguridad  y  bucQa  administración  de  los  bienes. 

JURISPRUDENCIA. 

El  Fiscal  tiene  siempre  personalidad  en  las  dili^ncias  sobre  declarato- 
ria de  herederos  abintestato,  siendo  obligatoria  su  intervención  en  las  mis- 
mas.   S,  S  Mctyo  1881, 

Art.  972«    También  podrá  prevenirse  el  juicio  de  abintegtaio 
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en  todo  caso  á  instancia  de  parte  legítima.  Lo  serán  para  este 
efecto: 

lo.  Los  parientes  más  próximos  del  finado  qne  se  crean  con 
derecho  á  la  herencia. 

2o.     El  cónyuge  sobreviviente. 

3o.  Los  acreedores  que  presenten  un  título  escrito  que  justifi- 
que cumplidamente  su  crédito  y  no  lo  tengan  asegurado  con  hipo- 
teca ú  otra  garantía. 

JURISPRUDENCIA. 

El  fallecimiento  de  una  persona  se  reputa  intestado  cuando  no  se  pre- 
senta ni  se  hace  constar  legalmente  la  existencia  del  testamento  por  el  liti- 
gante que  combate  esta  presunción  l^al;  v  los  herederos  abintestato  adquie- 
ren derecho  á  la  herencia  por  ministerio  de  la  ley  y  pueden  trasmitirlo  á  los 
suyos  aunque  no  lleguen  á  poseer  los  bienes  hereiditarios.    S.  19  Feb,  1879, 

Para  los  efectos  de  este  artículo,  no  se  considera  acreedor  del  difunto  el 
socio  comanditario  que  era  del  mismo,  mientras  liquidada  la  entidad  social 
no  resulte  debidamente  acreditado  dicho  carácter  de  acreedor.  S,  S  Junio  1885, 

No  justifica  eumplidarnewte  el  crédito  del  promovente  un  documento 

Srivado  no  reconocido,  y  menos  si  ha  sido  redargüido  de  fe-lso  por  el  here- 
ero.    S,  20  Abril  189L 

Art.  973*  En  el  caso  del  artículo  anterior,  el  que  solicite  la 
prevención  del  o^iníestoto  deberá  justificar  que  es  parte  legítima  con> 
forme  á  dicho  artículo,  y  que  el  cansante  de  la  herencia  ha  fallecido 
sin  testar,  ó  que  no  consta  la  existencia  de  disposición  testamenta- 
ria, expresando  además,  si  le  constare,  quienes  sean  los  parientes 
máüs  inmediatos  y  sus  domicilios. 

Dicha  justificación  se  hará  con  los  correspondientes  documen- 
tos, cuando  fuere  posible  adquirirlos,  y  con  información  de  testigos. 

Art,  974.  Presentada  la  solicitud,  mandará  el  Juez  que  se  ra- 
tifique el  interesado  y  que  dé  la  información,  con  citación  del  Bro- 
nuitor  fiscal. 

Si  de  ella  y  de  los  documentos  presentados  resultare  el  falle- 
cimiento sin  testar  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y  que 
el  actor  es  parte  legitima,  acordará  el  Juez  la  prevención  del  abin- 
testatOy  mandando  practicar  las  diligencias  prevenidas  en  los  artícu- 
los 963  y  965. 

Esáis  diligencias  se  limitarán  á  lo  ordenado  en  los  números  2o. 
y  3o.  del  art.  965  cuando  se  haya  solicitado  la  prevención  del  jui- 
cio después  de  30  días  de  la  muerte  del  causante  de  la  herencia,  ó 
de  haberse  tenido*  noticia  de  su  ñillecimiento. 

Art.  975.  En  estos  casos,  si  hubiere  cónyuge  sobreviviente 
que  habitare  en  compañía  del  finado,  se  le  nombrará  depositario  ad- 
ministrador, y  á  medida  que  se  pueda  formar  el  inventario  de  los 
bienes,  le  serán  entregados  en  dicho  concepto,  levantándose  sucesi- 
vamente las  llaves  y  sellos  conforme  se  vaya  verificando  la  entrega. 

No  se  le  exigirá  fianza  cuando,  ajuicio  del  Juez,  tenga  bienes 
propios  suficientes  para  responder  de  los  que  no  le  pertenezcan.  Si 
no  los  tuviere,  deberá  prestarla  en  la  cantidad  que  el  Juez  determine. 
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No  habiendo  cónyuge  sobreviviente  con  capacidad  legal  para 
administrar  los  bienes^  se  dará  dicho  cargo  á  otra  persona  y  se  prac- 
ticará lo  prevenido  en  los  artículos  966  y  967  (1). 

SECCIÓN    SEGUNDA 


De  la  dedarcunón  de  herederos  oMntedato 

Art  •  976.  Practicadas  las  medidas  indispensables  para  la  sega- 
ridad  de  los  bienes  ordenadas  en  la  sección  anterior,  y  sin  perjuicio 
de  continuar  en  las  mismas  diligencias  la  formación  de  inventario^ 
se  procederá  en  pieza  separada  á  hacer  la  declaración  de  herederos 
aMntestato. 

Art,  977.  También  podrá  hacerse  esta  declaración  á  instan- 
cia de  los  interesados,  sin  que  precedan  dichas  diligencias,  en  los 
casos  en  que  no  sea  necesaria  ni  se  solicite  la  prevención  del  (ünn- 
testato  (2). 

Art.  978.  Los  herederos  abintestato  que  sean  descendientes  del 
finado  podrán  obtener  la  declaración  de  su  derecho,  justificando  con 
los  correspondientes  documentos,  ,ó  con  la  prueba  que  sea  posible  (3), 
el  fallecimiento  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate  y  su  paren- 
tesco coli  la  misma;  y  con  información  testifical,  que  dicha  x>er8ona 
ha  fallecido  sin  testar,  y  que  ellos,  ó  los  que  designen,  son  sus  úni- 
cas herederos  (4). 

Para  deducir  esta  pretensión  no  necesitarán  valerse  de  Aboga- 
do ni  de  Procurador. 


(1)  La  capacidad  &  que  se  contrae  el  final  del  texto  no  es  sólo  referente  á  los  derechos 
sino  también  á  las  condiciones  6  aptitudes  para  adminUtrar,  Dólz,  Programa  de  Dere- 
cho Procesal,    Lee,  XCII. 


(2)    ^La  sucesión  legítima  tiene  lugar: 


o  Cuando  uno  muere  sin  testamento,  ó  oon  testamento  nulo^  ó  que  haya  perdido 
después  su  validez. 

2.  o  Cuando  el  testamento  no  contiene  institución  de  heredero  en  todo  ó  en  parte  de 
los  bienes,  ó  no  dispone  de  todos  los  que  corresponden  al  testador.  En  este  caso  la  suce- 
sión legítima  tendrá  lugar  solamente  respecto  de  los  bienes  de  que  no  hubiese  dispuesto. 

3.  o  Cuando  fklta  la  condición  puesta  á,  la  institución  de  heredero,  ó  éste  muere  antee 
que  el  testador,  ó  repudia  la  herencia  sin  tener  sustituto  y  sin  que  haya  lugar  al  derecho 
de  acrecer. 

4.  o  Cuando  el  heredero  instituido  es  incapaz  de  suceder."    Art.  919  Código  Civü. 
Este  artículo  modifica  algo  el  derecho  antiguo  &  cuyos  preceptos  se  amolda  la  ley  de 

Enjuiciamiento  civil. 

(S)  Cuando  no  existan  documentos,  basta  ia  prueba  testifical  para  acreditar  el  lUle- 
cimiento  según  el  s€>ntido  de  este  artículo. 

La  imp<mbiHdad  de  acompañar  aquéllos  no  es  cuestión  de  hecho  que  debe  probar  la 
parte  promovente,  bastando  la  afirmación  que  haga  bajo  su  responsabilidad,  de  no  exis- 
tir los  mismos  ó  ser  imposible  su  adquisición. 

(4)  Cuando  el  valor  de  los  bienes  hereditarios  no  exceda  de  2.500  pesos,  podrftn  utiUsar 
los  herederos,  sea  cualquiera  su  clase,  el  brevísimo  prooedimiento  establecido  en  el  pá- 
rrafo 8o.  del  art  8o.  de  la  Ley  Hipotecaria. 

Según  éste,  cuando  para  el  otorgamiento  del  acta  parUcional  tenga  que  pi«oeder  la 
declaración  de  herederos,  exigirá  el  Notario  A  los  interesados  los  documentos  necesarios 
para  hacer  aquella  declaración  y  la  presencia  de  los  testigos  que  dei)ondrán  sobre  la  no 
existencia  de  disposición  tt'stamentaria.  El  expediente  así  formado  se  remitirá  de  oficio 
al  Juzgado  de  primera  instancia,  el  cual,  con  audiencia  del  Ministerio  fisctfü,  dictará  en 
su  vista  el  auto  de  declaración  de  herederos  que  sea  procedente,  previos  los  anuncdoe  6 
edictos  necesarios,  devolviéndolo  original  al  Notario  remitente,  quien  lo  archivará  en  sa 
protocolo. 
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CJoMPLBMENTO. — Decreto  de  12  de'Ahrü  de  1898.  (Registro  ge- 
neral de  actos  de  última  voturdad). 

Art.  4o.  El  Begistro  general  y  los  particulares  de  cada  Cole- 
gio Notarial  serán  reservados,  bajo  la  responsabilidad  del  personal 
destinado  á  este  servicio  en  la  Sección  y  Decanatos  de  los  Colegios 
Notariales. 

Solo  podrán  expedirse  certificaciones  de  lo  que  resulte  del  Re- 
gistro general,  en  los  casos  siguientes:  Primero:  cuando  las  pidan 
los  Jueces  ó  Tribunales  ó  las  Autoridades,  para  asuntos  del  servi- 
cio. Segundo:  cuando  las  soliciten  los  mismos  otorgantes,  acreditan- 
do su  personalidad.  Tercero:  cuando  se  pidan  por  cualquier  perso- 
na si  acredita  ó  consta  ya  acreditado  en  documento  fehaciente  el  fa- 
lUecimiento  de  aquella  de  quién  se  desee  saber  si  aparece  ó  no  re- 
gistrado algún  acto  de  última  voluntad  (1). 

Art.  8o.  Siempre  que  se  solicite  declaración  de  que  una  i)er- 
sona  ha  fallecido  abintel^tato  ó  la  aprobación  judicial  de  particiones 
practicadas  en  virtud  de  cualquiera  acto  de  última  voluntad,  se 
presentará  en  el  respectivo  Juzgado  certificación  de  la  Sección  de 
los  que  consten  registrados  ó  de  que  no  consta  ninguno  del  causante. 

El  certificado  se  unirá  á  los  autos  y  sin  perjuicio  de  que  el  Juez 
en  su  vista  acuerde  lo  que  estime  procedente,  cuidará  al  hacer  la 
declaración  de  fallecimiento  abintestato,  ó  al  aprobar  las  particio- 
nes, de  que  se  consigne  el  contenido  de  la  certificación. 

Art,  979.  Dicha  información  se  practicará  con  citación  del 
Promotor  fiscal,  á  quién  se  comunicará  después  el  expediente  por 
seis  días  para  que  dé  i^u  dictamen. 

Si  este  encontrare  incompleta  la  justificación  se  dará  vista  á  los 
interesados  para  que  subsanen  la  falta. 

También  se  practicará  el  cotejo  de  los  documentos  presenta- 
dos con  sus  originales  cuando  lo  pidiere  el  Promotor  fiscal,  ó  el 
Juez  lo  estimare  necesario  (^2). 

Art.  980«  Practicadas  las  diligencias  antedichas,  el  Juez 
BÍn  más  trámites  dictará  auto,  haciendo  la  declaración  de  herederos 
abintestato  si  la  estimare  procedente,  ó  denegándola  con  reserva  de 
sn  derecho  á  los  que  la  hayan  pretendido  para  el  juicio  declarativo. 

Este  auto  seró  apelable  en  ambos  efectos. 

Art,  981.  El  mismo  procedimiento  establecido  en  los  tres  ar- 
tículos que  preceden  se  empleará  para  la  declaración  de  herederos. 
abintestaíOy  cuando  lo  solicitare  alguno  de  los  ascendientes  del  finado. 
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¡1)    Las  certiflcaclonefl  se  expedirán  previa  solicitud  escrita  y  sin  costo  alguno. 

(2)  La  dirección  de  la  prueba  en  estas  diligencias  corresponde  á  la  parte  y  no  al  Juez, 
no  pudiendo  éste,  en  consecuenciat  suspender  el  curso  de  las  mismas  A  pretexto  de  haber^ 
se  ae  traer  necesariamente  A  los  autos  algunos  documentos. 

Esta  doctrina,  sostenida  por  el  autor  de  esta  obra  ante  cierto  Juzgado  de  la  ProTlncfa 
de  Matanzas,  fué  confirmada  por  la  Audiencia  de  la  misma  en  auto  de  15  de  Febrero  de 
190&,  según  el  siguiente  **Oonsiderando:  que  con  arreglo  &  lo  que  dispone  el  art  980  de  la 
Ijey  de£.  Civil,  practicadas  las  diligencias  áque  se  refieren  los  artículos  anteriores,  el  Juez 
sin  más  trámlies  debe  dictar  auto  naciendo  la  declaratoria  de  herederos  ó  denegarla  se- 

ffin  lo  estimase  procedente,  y  por  ello  es  evidente  que  entonces  y  no  antes  es  cuando  el 
uzgado  debe  resolver,  no  debiendo  por  tanto  dirigirla  información  por  corresponder  es- 
to &  la  parte  promovente." 
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En  este  caso,  si  de  la  certificación  de  nacimiento  de  dicho  fina- 
do resultare  haber  fallecido  antes  de  llegar  á  la  edad  legal  para  po- 
der testar,  no  será  necesairia  la  información  de  testigos  prevenida  en 
el  art.  078  (1). 

Art.  983.  También  se  empleará  el  mismo  procedimiento  para 
hacer  la  declaración  de  herederos  aMntegtatOy  cuando  la  soliciten 
parientes  colaterales  dentro  del  cuarto  grado. 

Art.  983,  En  el  caso  del  artículo  anterior,  si  á  juicio  del  I^o- 
ftiotor  fiscal  ó  del  Juez  hubiere  motivos  racionalmente  fundados 
para  creer  que  podrán  existir  otros  parientes  de  igual  ó  mejor  gra- 
do, y  siempre  que  exceda  de  5.000  pesetas  el  valor  de  los  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales  pertenecientes  á  la  herencia,  el  Juez  man- 
dará fijar  edictos  en  los  sitios  públicos  del  lugar  del  juicio  y  en  los 
pueblos  del  fallecimiento  y  naturaleza  del  finado,  anunciando  su 
muerte  sin  testar,  y  los  nombres  y  grado  de  parentesco  de  los  que 
reclamen  la  herencia,  y  llamando  á  los  que  se  crean  con  igual  6 
mejor  derecho  para  que  comparezcan  en  el  Juzgado  á  reclamarlo 
dentro  de  30  días.    , 

El  Juez  podrá  ampliar  este  término  por  el  tiempo  que  estime 
necesario,  cuando  por  el  punto  de  la  naturaleza  del  finado,  6  por 
otras  circunstancias  se  presuma  que  podrá  haber  paiientes  fuera  del 
territorio  de  las  islas  de  Cuba  y  Fuetio  Bico, 

Los  edictos  se  insertarán  en  los  periódicos  oficiales  de  los  tres 
pueblos  antedichos,  si  los  hubiere. 

También  se  insertarán  en  la  Gaceta  del  Gobierno  general  y  en 
l4i  de  Madtid  si  ajuicio  del  Juez  las  circunstancias  del  caso  lo  exi- 
giesen. 

Art.  984.  Trascurrido  el  término  de  los  edictos,  á  contar 
desde  la  fecha  de  su  publicación  en  el  último  de  los  pueblos  ó  perió- 
dicos en  que  se  haya  verificado,  si  nadie  hubiere  comparecido,  lla- 
mará el  Juez  los  autos  á  la  vista,  y  dictará  la  resolución  prevenida 
en  el  artículo  980. 

Si  hubieren  comparecido  otros  parientes,  se  practicará  lo  que 
mí  previene  en  los  artículos  896  y  siguientes. 

Art.  985.  Cuando  no  hubiere  descendientes,  ascendientes  ni 
colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  hayase  presentado  ó  no  algún 
otro  pariente  á  reclamar  la  herencia,  practicadas  las  diligencias 
preventivas,  el  Juez  mandará  fijar  y  publicar  edictos  en  los  sitios  y 
por  el  término  expresados  en  el  art.  983,  anunciando  la  muerte  in- 
testada de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y  llamando  á  los 
que  se  crean  con  derecho  á  la  herencia. 

Art.  986.  Luego  que  trascurra  el  plazo  de  dichos  edictos  se 
fijarán  y  publicarán  otros  en  igual  forma  y  término,  haciendo  un 
segundo  llamamiento;  con  apercibimiento  de  loque  haya  lugar  (2). 

En  estos  segundos  edictos  se  expresarán  en  su  caso  los  nombres 


<1)    Están  incapacitados  para  testar  los  menores  de  catorce  años  de  uno  y  otro  sexo. 
(2)    Este  apercibimiento  se  refiere  al  proeedimienío  y  no  afecta  A  los  derechos^  qae  pue- 
den ventilarse  siempre  enjuicio  declarativo. 
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de  loe  parientes  que  se  bayau  preaeata^o,  y  el  grado  de  sa  paa* eu- 
tesco  oon  el  fiuada 

Árt.  987.  Los  que  comparezcan  á  consecuencia  dé  dichos 
llameíiiiientDS  deberán  expresar  por  escrito  el  grado  de  parentesco 
en  que  se  hall^Q  con  el  caucante  de  la  herencia^  justiftcáudoto  con 
los  correspondientes  documeAtos,  acompañados  de  árbol  genea- 
lógico: 

Bstos  escritos  y  documentos  se  unirán  á  la  pieza  formada  para 
la  declaración  dé  herederos  por  el  arden  en  que  se  vajan  presen- 
tando. 

Att*  88^.  Cuando  sea  uno  solo  el  aspirante  á  la  herencia,  y 
también  en  el  caso  de  que  siendo  varios  todos  aleguen  igual  dere- 
cho fondados «n  un. mismo  título^  se  eomuniearán  los  autos  al  Pro- 
motor fiscal  para  que  emita  su  dictamen. 

Si  éste  conviniere  en  que  se  las  declare  herederos,  mandará  el 
Juee  traer  los  autos  á  la  vista,  y  sin  más  trámites  hará  la  declara- 
eiófi  ^  la  estimare  procedente. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  089.  Si  el  Pro»H>lor  fiscal  se  opusiere,  se  dará  traslado 
por  seis  días  á  los  interesados  con  entrega  de  ios  autos,  y  se  sustan- 
ciará este  juicio  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes» 

Art.  90ÜL  Cuando  sean  dos  ó  más  los  aspiraptesá  la  herencia 
y  no  estén  conformes  en  sus  pretei^iones,, luego  que  tra^urra  el 
t^naino  de  los  segundosedictos.se  le$  comuuicajrán  los  auto»  por. 
seis  días  para  que  expongan  y  pidan  lo  que  crean,  procedente  sobre 
los  derechos  de  cada  aspirante. 

Los  que  hagan  cansa  oomún  deberán  formular  sus  pretensiones 
en  un  mismo  escrito  y  b^o  una  sola  dirección. , 

Los  autos  se  eomuniearán  á  las  partes  por  el  orden  en  que  hu- 
bieren comparecido. 

Art.  991.  Evacuada  la  comunicación  por  todos  los  interesa- 
dos, se  oirá  al  Promotor  fiscal  para  que  califique  el  derecho  de  cada 
aspirante  y  proponga  lo  que  estime  procedente. 

Art.  903.  Cuando  alguna  de  las  paites  hubiere  solicitado  el 
recibimíaito  á  prueba,  se  observará  lo  prevenido  para  los  inciden- 
tes en  los  artículos  751,  752  y  753. 

Sierá  además  procedente  el  recibimiento  á  prueba: 

lo.  Cuando  por  haber  sido  impugnado  expresamente  algún 
documento  ñiere  necesario  cotejarlo  con  su  originaL 

2o.  Cuando  alguno  de  los  interesados  necesite  completar  la 
justificación  de  su  derecho. 

Art.  093.  Unidas  á  los  autos  las  pruebas  practicadas,  así  que 
concluya  el  término,  y  cuando  tío  haya  habido  prueba,  luego  que  el: 
Promotor  fiscal  emita  su  dictamen,  el  Juez  convocará  á  junta  á  los 
interesados  dentro  de  los  ocho  días  siguientes,  sefialando  el  día  y 
hora  en  que  haya  de  celebrarse. 

En  esta  junta,  á  la  que  deberá  concurrir  el  Promotor  fiscal^  pu- 
diendo  también  hacerlo  los  defensores  de  las  partes,  discutirán  és- 
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tas  su  derecho  á  la  herenííia.  Si  se  pusieren  de-acuerdo  sobre  el  de- 
recho y  participación  que  á  cada  una  corresponda,  se  consignará  en 
el  acta,  con  expresión  de  si  está  ó  no  conforme  el  Promotor  fiscal. 

Cuando  no  se  consiga  dicho  acuerdo,  se  consignará  también  así 
en  el  acta  que  ha  de  extenderse  del  resultado  de  la  junta,  y  la  fir- 
marán todos  los  concurrentes  con  el  Juez  y  el  actuario. 

Art.  994.  Cualquiera  que  sea  el  resultado  de  la  junta,  el  Juez 
acto  continuo,  llamará  lo&  autos  á  la  vista,  con  citación  de  las  par- 
tes para  sentencia,  la  que  dictará,  sin  más  trámites,  dentro  de  los 
seis  días  siguientes,  resolviendo  lo  que  estime  justo  sobre  la  clecla- 
i'ación  del  derecho  de  los  aspirantes  y  su  respectiva  participación 
en  la  herencia. 

Acerca  de  este  último  extremo,  estará  á  lo  que  hubieren  con- 
venido los  interesados  cuando  tengan  capacidad  para  obligarse. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  electos. 

Art.  995.  Luego  que  sea  firme  la  resolución  judicial  por  la 
que  se  haya  hecho  la  declaración  de  heredero,  cesará  la  intervención 
del  Ministerio  fiscal  en  estos  juicios,  y  todas  las  cuestiones  pendien- 
tes ó  que  puedan  promoverse  se  entenderán  y  sustanciarán  con  el 
heredero  ó  herederos  que  hayan  sido  reconocidbs  por  dicha  reso- 
lución. 

Art.  99ft.  Los  que  creyéndose  con  derecho  á  la  heren<áa  no 
se  hubieren  presentado  en  el  juicio  durante  el  término  de  los  edic- 
tos, podrán  hacerlo  antes  de  la  convocatoria  para  la  jünta^  acompa- 
ñando los  documentos  que  justifiquen  su  derecho,  y  sin  que  en  nin- 
gún caso  se  pueda  retroceder  en  el  procedimiento. 

No  serán  admitidos  los  que  se  presenten  después  de  acordada 
dicha  convocatoria;  pero  les  quedará  á  salvo  su  derecho  para  ejer- 
citarlo en  vía  ordinaria  contra  los  que  fueren  declarados  herederos. 

JUBISPBUI>ENCIA.  .  .     , 

.  Cuando  se  inipugna  en  Juicio  ordiiiarío  la  declamción  de  herederos  he- 
cha con  arreglo  á  los  artículos  que  preceden,  no  es  necesario  pedir  previa- 
mente la  nulidad  del  auto  en  que  se  hizo  aquélla  declanición.  S,  9  Julio  1895. 

Art.  997.  Si  no  se  hubiere  presentado  ningún  atirante  á 
la  herencia,  ó  no  fuere  reconocido  con  derecho  á  ella  ninguno  de 
los  presentados,  se  hai-á  un  tercer  llamamiento  por  edictos^  por  el 
término  de  dos  meses,  en  la  torma  prevenida  para  los  anterioires  y 
(*x>n  apercibimiento  de  tenerse  por  vacante  la  herencia  si  nadie  la 
solicitare. 

Art.  998.  Trascurrido  el  término  del  tercer  Uamaiaiento  sin 
que  nadie  se  haya  presentado,  ó  si  fuesen  declaradoíd  si|i  derecho 
los  que  hubieren  acudido  reclamando  la  herencia^  se  considerará 
ésta  como  vacante,  y  á  instancia  del  Froínotor  fiscal  se  le  dará  el 
destino  prevenido  por  las  leyes  TI)* 


(1)    **Para  que  el  Estado  pueda  apodérame  de  los  bieneH  hereditarios  habrA  de  prece~ 
de  declaración  judicial  de  heredero,  adjudicándole  los  bienes  por  falta  de  herederos  le- 
grítimos."    Art.  958  C.   Civil, 
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Art.  999*  En  el  caso  ^1  articulo  anterior,  se  entregarán  al 
!Estado  los  bienes  con  los  libros  j  papeles  que  tengan  relación  con 
ellos. 

Eespecto  de  los  demás  papeles^  el  Juez,  oyendo  sobre  ello  al 
JPromótíMr  fiscal,  dispondrá  que  se  conserven  los  que  puedan  ser  de 
algún  interés,  inutilizando  los  restantes.  Los  que  deban  conservar- 
se se  archivarán  con  los  autos  del  obiiUeMU),  en  pliego  cerrado  y 
sellado,  eti  cuya  cubierta  se  pondrá  nota  de  su  contenido,  que  ru- 
bricarán el  Jues  y  el  Pramciior  y  firmará  el  actuariov 

SECCIÓN    TERCERA 
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Del  juicio  de  abintestato 

Art.  1000.  Hecha  la  declaración  de  herederos  abiiúentato  por 
auto  ó  sentencia  firme,  se  acomodará  este  juicio  á  los  trámites  esta- 
blecidos para  el  de  t^tamentaría. 

Art,  1001*  El  Juez  mandará  que  se  entreguen  á  los  herede- 
ros reconocidos  todos  los  bienes,  libros  y  papeles  del  abintestato,  y 
que  el  Administrador  les  rinda  cuentas,  cesando  la  intervención 
judicial. 

Sólo  podrá  continuar  esta  int^vencióto: 

lo.  Cuando  la  solicite  alguno  de  los  herederos  reconocidos  ó 
el  cónyuge  sobreviviente  (1). 

JTJKISPKU3DBNCIA. 

Hecha  la  declaración  de  herederos  debe  el  Juez  resolver  sobre  la  admi- 
nistración de  los  bienes  del  difunto:  y  ejecatáñdolo  así,  mandando  que  se 
entreguen  al  oesioniurio  que  había  adquirido  los  derechos  de  aquéllos^  no  fa- 
lla ningún  particular  ajeno  de  su  jurisdicción.  S.  ^8  Junio  187 L 

Art.  1003.  Para  los  efectos  de  la  causa  4a.  del  art.  161,  se 
declaran  acumulables  á  estos  juicios  y  á  los  de  testamentaría: 

lo.  Los  pleitos  ejecutivos  incoados  contra  el  finado  antes  de 
'    8U  fallecimiento,  con  la  ex<5epci6n  establecida  en  el  art.  166. 

2o.  Las  demandas  ordinarias  por  acción  personal,. pendientes 
en  primera  instancia  contra  el  finado. 

3o.  Los  pleitos  incoados  contra  el  mismo  por  acción  real,  que 
se  hallen  en  primera  instancia,  cuando  no  se  sigan  en  el  Juzgado 
del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  inmueble,  ó  donde  se  hubiere  ha- 
llado la  mueble  sobre  que  se  litigue. 

4o.  Todas  las  deniandas  ordinarias  y  ejecutivas  que  se  deduz- 
can contra  los  herederos  del  difunto  ó  sus  bienes  después  de  preve- 
nido el  abintestaJtOj  con  la  excepción  antes  indicada  del  art.  166. 

JUBISPBXJDENCIA   (2). 

El  juicio  de  desahucio  no  es  acumulable  á  ningún  juicio  universal.  «SI 
I  17  Marzo  1886. 


(1 )  Este  número  sólo  tiene  aplicación  cuando  ha  sido  prevenido  el  abintestato. 

(2)  Véase  la  jarísprudencla  anotcula  al  artículo  161  de  esta  ticj. 
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Las  cuestioriigB  de  acumulaeióii  de  au4o8  no  pueden  tener  lugar  cuando 
tos  juicioe  se  hallan  terminados.  Sent8.  ^  Mqítzq  J87S^  8  Abril  187 B  y  otrtu. 

Es  aeumulable  al  Juicio  de  testamentaría  el  interdicto  de  adquirir,  pro- 
movido por  otros  herederos  de  los  bienes  de  una  herencia.  S.  00  Mayo  1891. 

Art.  1003«  Desde  que  se  hubiere  decretado  la  prev^encién  del 
juicio  de  oMnteHUitOy  podrá  pedirse  la  aoumulacióii  al  mismo,  de  los 
pleitos  expresados  en  el  artículo  antjerior: 

lo.     Por  el  Promotor  fiscal,  mientras  sea  parte  en  el  juicio. 

2o.  Por  el  Administrador  de  los  bienes,  mientras  tenga,  la  re- 
presentacióu  del  abiniestato, 

3o.  Por  los  herederos  6  cualquiera  de  ellos,  luego  que  fueren 
reconocidos  y  declarados  tales  por  ejecutoria. 

4o.  Por  cualquiera  otro  que  sea  parte  legítima  en  el  juicio  de 
abinteglato. 

Para  llevar  ¿  efecto  la  acumulación  se  observará  lo  prevenido 
en  los  artículos  1.184  y  1.185. 

JURISPRUDENCIA. 

La  infracción  de  est^*  artículo  no  da  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo.    S(m(8.  S  y  5  Enero  t^^, 

SECCIÓN    CUARTA 


De  la  administración  del  abintegtato 

Art.  1004*  En  todo  juicio  de  abintestato  se  fornuu;^  una  pie- 
za separada^  que  se  llamará  de  Administración^  en  la  cual  se  actuará 
cuanto  tenga  relación  con  ella. 

Se  formarán,  además,  en  su  caso  los  ramos  separadols  de  dicba 
pieza  que  fueren  necesarios  para  evitar  coiiftisióh. 

Art«  1005.  La  pieza  de  administ^ución^  con  el  rai»o  descuen- 
tas y  demás  incidencias  de  la  mismay  m  pondrán  de  máni^eM)o  en 
la  Becribania^  durante  las  horas  de  despacho,  á  los  quei  se.  hayan 
presentado  alegando  derecho  á  la  herencia^  siempre  que  lo  soliciten 
del  actuario^  €l  cual  no  devengará  derecha»  por  eda  eíchibición. 

Si  en  su  vista  formularen  alguna«^  .reclamaciones,  el  Juez  las 
atenderá  en  cuanto. sean  ñindadas. 

Art*  1006.  hombrado  el  Axlministi*ador  y  prestada  por  éste 
la  fianza  conforme  á  lo  prevenido  en  la  sección  la.  de  este  título,  se 
le  pondrá  en  posesión  de  su  cargo,  dándole  á  reconocer  á  las  peacso- 
ñas  que  el  mismo  designe  de  aquellas  con  quienes  deba  entenderse 
para  su  desempeño. 

Para  que  pueda  acreditar  su  representación  se  le  dará  testi- 
monio, con  el  V^  B9  del  Juez,  en  que  conste  su  nombramiento,  y 
que  se  halla  en  posesión  del  cargo  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Aún  prescindiendo  del  carácter  de  Tnaiidatario  que  lleva  consigo,  por 


(1^    El  Vto.  Bno.  del  Juez  se  reflei-R  únicamente  á  la  auterttlcidad  de  la  firma  del  que 
lo  aaioriza  y  A  que  éste  ejerce  el  cargo  que  se  titula.    Res.  20  Marzo  1888. 
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t^^a  tsffoenly  el  cargo  de  admlnirtiador,  y  «ben^eidiiidcise  dtiiottnielite  i  hM 
disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  lo  que  concietiie  dlnCMa^ 
bramiento  de  administrador  de  las  testamentarías,  es  evidente  que  el  Juez 
puede  conferir  dicha  administración  á  quien  tenga  por  ConTetiiehte^  y  es 
áj-bitro  para  remover  al  elegido  y  jiombrar  otro  q[ue  le  reeiiaplaoe;  y  por  con- 
siguietitef  la  Sal^  sentehciaaora  al  désconoi^r  dicha  faciíltÍEía  en  di  coao  ac^ 
tual,  y  eñ  el  que  medi6  además  excitación  de  mucha  parte  de  Los  interee^ 
dos,  y  exigir  los  trámites  de  un  juicio  declíirativo  para  la  remoción  del  ad* 
mitiintrador  de  la  testamentaría,  infringe  los  artículos  correspondientes  de 
dicbea  ley.    S.  S6  Enero  1^87, 

Art.  1007»  M  Adjaioistrador  de  k>s  bienes  rejNrefeeiltará  al 
aldntestato  en  tpdos  los  pleitos  que  ae  prosaisi^raii  ó  que  estUsriéresi 
principiados  slí  prevenirse  es^juioio,  Beíinomií  en  todto  iati  inci- 
dc^pciasdel  piismo  que  ae  jr^lacio^n  eon  el  osiudal,  :exce^£o  en  lo  re* 
latiyo  á  la>  declaración  de  herederos^  en  cuyas,  «ictuaúiofies  no  üendrá 
iaterveiuúón.  .        . 

También  ejercitará  én  dicha  representación  las  acciones  que 
pnáUeran  corre^onder  al  difunlQ,  aumqile  debaa  deducirse  eá  otro 
Juzgado  ó  Tritdfpjial)  ó  «n  'la  vía  a4uiiiiÍ8t}i\ativH;  y  aaímiiDui>  ia  tea- 
drá  en  los  demás  actos  en  que  sea  necesaria  la  intervención. éel^isNi»^ 
teft€Eto  hasta  que  se  haga  la  dedanieión  de  herederos  pbr  senten- 
cia firme  (1). 

» 

Jurisprudencia. 

!En  las  herencias  aceptadas  á  beneñcio  de  inventarlo,  carece  de  acción 
el  heredero  para  gestionar  en  nombre  é  interés  de  la  herencia,  tniéntrad  no 
resulten  pagados  todos  los  acreedores  conocidos  y  los  legatarios,  coi^eipon- 
dieiidó  en  tales  circunstancias  la  representación  de  la  herencia,  ünioamenite^ 
al>jadniinistrador  JudiciaL    S.  8  Mayo  1900. 

Art.  1008.  Luego  que  sea  conocida  la  ímportaticiá  del  can- 
dfld,. dispondrá  el  Jues  que  el  Adminiatrador  aumenté  la  fiaínza  que 
Ixubdere  prestado  en  las  primeras  diligenoia&lítafita  la  «cantidad  que 
determine  si  estima  que  aquélla  no  es  suficieitte. 

ISo  habiéndolo  el.  Administrador  en  el  término  iqne.  él  Juez  le 
í^fial^,  será  reemplazado  oon  otro  que  preste  fianza  cumplida. 

Art.  1009.  El  Administrador  rendirá  cuenta  justificaila.ea  los 
plazos  que  el  Jue^  le  señale,,  los  (jae  serási  propdrciojiadbs  &  la  im- 
portancia y  condiciones  del  caudal,  sin  que  én  hii^ún  caso  puedaili 
exceder  de  un  año.  *      ■ 

Al  rendir  la  euetita  eoosignaráel  «laldo  que  de  la  mi8»na  resul- 
te, ó  presentará  el  resguardo  origiikal  que  acredite  haberlo  depOsi^ 
tado  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto.  .En  el  priiner  caso, 
el  Juez  acordará  inmediatamente  el  depósito;  y  en  el.  segundo,  que 


(1')  *^Mta  qae  resulteí»  po^adotí  todo^  los  aoi*eedore8  coA^xíldós  y  los  legatarios,  se 
entÉnde]*A  que  se  halla  la  hersncia  en  admlnisttvolón. 

El  administrador,  ya  lo  sea  el  mismo  heredero,  ya  cualquiera  otra  persona,  tendrft,  en- 
ese  concepto,  la  representación  de  la  herencia  para  ejercitar  las  acciones  que  &  ésta  coin- 
petany  contestar  a  las  demandas  que  se  Interpongan  contisi  )a.  mispiia.'*  ArL  -loee  C6- 
éí^ffó  Gfott. 

JjA  excepción  exbresadaal  final  del  pArréSo  anoti»AQ,  no  esaplftBftble  al  adtnteiBtrador 
nombradoí  por  los  herederos,  elcual  tiene  personalidad  para  representarlos  en  las  de- 
manaaBpromovldas  por  ttn  tercero.  &tOcí,iS90. 
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se  ponga  en  los  autos  diligencia  expresiva  de  la  fecha  y  cantidad 
del  mismo. 

JUBISPBUDENOIA. 

Cuandolos administradores  de  una  testamentaría  hacen  distribución 
de  fondos  entre  algunos  de  los  interesados  en  ella  mediante  recibo  de  los 
mismos,  pero  sin  otra  formalidad  l^al,  no  puede  estimarse  que  tal  distribu- 
ción tenga  el  carácter  de  verdadera  rendición  de  cuentas,  porque  reviste  solo 
el  de  una  distribución  privada  y  x)articular,  que  podrá  utilizarse  como  pago 
Á  dichos  interesados.  JS.  22  Abrü  1885. 

Art»  lOlO.  Con  las  cuentas  del  Administrador  y  con  los  com- 
probantes de  las  mismas  se  formará  nn  ramo  separado. 

Para  el  efecto  de  instruirse  de  las  cuentas,  y  á  fin  de  inspec- 
cionar la  Administración  6  promover  cualesquiera- medidas  que  ver- 
sen sobre  rectificación  ó  aprobación  de  aquéllas,  serán  puestas  de 
manifiesto  en  la  Escribanía  á  la  parte  que  en  cualquier  tiemx>o  lo 
pidiere. 

Art*  IMl.  Cuando  el  Administrador  cese  en  el  desempefio 
de  su  cai^,  rendirá  una  cuenta  final  complementaria  de  las  ya  pre- 
sentadas. 

ArL  l#12k  Todas  las  cuentas  del  Administrador,  inclusa  la 
final,  serán  puestas  de  manifiesto  á  las  partes  en  la  Escribanía  cuan- 
do cese  en  el  desempeño  de  su  cargo,  por  un  término  común^  que  el 
Juez  señalará  según  la  importancia  de  aquéllas. 

JUBiaPBÚPENOIA. 

Este  artículo  no  se  refiere  á  los  administradores  Judiciales  sino  á  los  de 
un  abintestcUo.  S,  5  Nov.  1862. 

La  infrEux;ión  de  este  artículo  y  el  anterior,  no  dan  lugar  al  recurso  de 
casación.  S.  26  Junio  1894. 

Art.  1013*  Pasado  dicho  terminó  sin  hacerse  oposición  á  las 
cuentas  ó  aJ  desestimar  los  reparos  que  se  hulneren  aleado,  el  Juez 
dictará  auto  aprobándolas,  y  declarando  exento  de  responsabilidad 
al  Administrador.  En  el  mismo  auto  el  Juez  cancelará  la  hipoteca 
que  el  Administrador  hubiere  constituido,  ó  mandará  devolver  la 
fianza  que  hubiere  prestado. 

Art*  1014»  Si  las  cuentas  fueren  impugnadas  en  tiempo  há- 
bil, ae  sustanciará  la  impugnación  con  el  cuentadante  por  los  trá- 
mites establecidos  para  los  incidentes. 

Contra  el  auto  que  ponga  término  al  incidente  de  cuentas,  pro- 
cederá la  apelación  en  ambos  efectos.  Contra  el  que  pronuncie  la 
Audiencia  se  dará  el  recurso  de  casación. 

JUBISPBtTDENCIA. 

Es  definitiva  la  sentencia  qne  aprueba  una  cuenta  desestimando  recla- 
mación de  agravios  y  procede  contra  ella  el  recurso  de  casación.  jS'.  22  .Bne- 
ro  1868. 

Art.  1015.  El  Administrador  está  obligado  bajo  su  respon- 
sabilidad á  conservar  sin  menoscabo  los  bienes  del  abintestatOj  y  á  pro- 
curar que  den  las  rentas,  productos  ó  utilidades  que  correspondan. 
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A  este  fin  deberá  hacer  en  los  edificios  las  reparaciones  ordina- 
rias que  sean  indispensables  para  su  conservación,  y  en  las  fincas 
rústicas  que  no  estén  arrendadas  las  labores  y  abonos  que  exija  su 
cultivo  (1). 

Art*  1016*  Cuando  las  fincas  necesiten  reparaciones  6  cnlti* 
vos  extraordinarios,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Juzgado,  el 
cual,  oyendo  en  una  comparecencia  á  los  herederos  6  á  sus  repre-' 
sentantes,  y  en  su  defecto  por  escrito  al  Promotor  fiscal,  y  previo  re- 
conocimiento ¡pericial  y  formación  de  presupuesto,  podrá  acordar 
que  se  hagan  las  obras  por  administración  ó  por  subasta,  según  es- 
time más  conveniente,  atendidas  las  circunstancias  del  caso. 

Si  alguno  ó  todos  los  herederos  reconocidos  no  asistieren  á  la 
comparecencia,  no  por  eso  dilatará  el  Juez  acordar  lo  que  corres- 
ponda. 

Art.  1017.  Cuando  el  importe  del  presupuesto  exceda  de  5.000 
pesetas  se  empleará  el  medio  de  la  subasta  pública,  á  no  ser  que  los 
herederos,  ó  el  Promotor' en  su  caso,  prestasen  su  conformidad  á  que 
se  bagan  pora  dministración. 

Art.  1018.  Para  dichos  gastos,  los  de  pleitos,  pago  de  contri- 
buciones y  demás  atenciones  ordinarias  del  abmtesUdo^  el  Juez  po- 
drá dejar  en  poder  del  Administrador  la  suma  que  se  crea  necesaria, 
mandando  sacarla  del  depósito  si  no  pudiere  cubrirse  con  los  ingre- 
sos ordinarios  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

Los  créditos  del  administrador  judicial  por  sus  da:te<^o0  como  tal  con- 
tra la  herencia,  tienen  carácter  preferente  como  los  demás  gastos  judiciales 
del  abintestato.    Sents,  SI  Marzo  1886  y  6  Oct  189S. 

Art«  1019.  El  Administrador  podrá  vender  en  época  y  sasión 
oportunas  los  frutos  que  recolecte  como  producto  de  su  aidmimstra- 
ción  y  los  que  recaudare  en  concepto  die  los  bienes  del  alnwtestatOj 
veriñcándolo  por  medio  de  corredor  donde  lo  haya,  y  depositando 
sin  dilación,  á  disposición  del  Juzgado,  su  importe  líquido  y  el  de 
las  rentas  á  metálico  que  cobrare,  en  el  establecimiento  público  en 
que  se  hallen  los  demás  fondos. 

De  los  resguardos  de  los  depósitos  se  pondrá  testimonio  en  los 
aatos,,  entregando  después  dichos  docum^itos  al  Administrador  pa- 
ra que  los  conserve  en  su  poder. 

Art«  1020*  También  podrá  el  Administrador  dar  en  arrenda- 
mientOy  sin  subasta,  las  casas  de  habitación  ó  cuartos  en  que  estén 
divididas,  y  la^  fincas  rústicas  de  .poca  importancia,  acomodándose 
á  los  precios  y  pactos  corrientes  en  la  localidad. 

Podrá  asimismo  autorizar  la  continuación  por  la  tácita  de  los 
arrendamientos  que  estaban  pendientes  al  fallecimiento  del  dueño, 


fl)  El  Administrador  del  abinteglato  estA  sujeto  A  las  obligaciones  impuestas  A  todo 
mandatario  en  loe  arts.  1718  al  1726  del  Código  CfviL 

\2)  **Caando  una  finca  se  encuentra  en  administración  JudiciaL  ei  administrador 
estA  obligado  á  pagar  preferentemente  los  impuestos  ó  derechos  que  la  misma  adeude." 
p.  «.  o ,  arL  XXj  Orden  núm.  501  de  11  DUs.  1900. 
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Ó  reiiovar  los  fenecidos  coa  las  condiciones  por  éste  pactadas,  y  por 
el  mismo  precia  ó  mejor&adolo^  cualquiera  que  sea  la  importancia  y 
cla^  de  la  finca. 

Art.  1021.  Deberán  celebrarse  en  subasta  pública  judicial,  Á 
propuei^'  <^el  Administrador  del  oMr^iksto^  los  arrendamientos: 

lo.  De  establecimientos  fabriles,  industriales  ó  de  cualquiera 
otra  clase. 

2o.  De  fiudis  rústicas  cuya  renta  anual  exceda  de  5.000  pe- 
setas. 

3o.  De  los  que  deban  inscribirse  en  el  B^stro  de  la  propie- 
dad, conforme  á  lo  prevenido  en  la  ley  Hipotecaria  (1). 

Ajrt*  1023.  Servirá  de  tipo  para  estas  subastas  el  precio  me- 
dio del  arrendamiento  de  la  misma  finca  en  los  cinco  afios  últimos, 
y  en  su  defecto  el  que  se  fije  por  avalúo  de  peritos  elegidos  por  el 
Jue^. 

'So  se  admitirá  postura  inferior  al  tipo  señalado. 

lrt«  1023.  Se  formará  por  el  Administrador  un  pliego  de 
condiciones  para  la  subasta,  sometiéndolo  á  la  s^robaeión  del  Jas- 
gado. 

!(2ste  pliego  se  pondrá  de  manifiesto  á  los  licitadores  en  la  Es- 
cribanía del  Juzgado  que  conozca  del  juicio^  y  ^i  su  caso,  en  la  del 
Juzgs^do  en  que  radiquen  los  bienes,  expresándolo  así  en  los  edic- 
tos, como  también  el  tipo  señalado,  sin  perjuicio  de  dar  principio 
al  acto  de  la  subasta  con  la  lectura  de  dicho  pliego. 

Art.  1024.  La  subasta  se  anunciará  por  edictos,  que  se  ^'a- 
rán  en  los  sitios  públicos  del  lugar  del  juicio  y  del  en  que  radicaren 
los  bienes,  y  se  insertarán'  en  los  periódicos  oficiales  de  ambos  pue- 
blos, si  los  hubiere,  Ó  en  su  defecto  en  la  Gaceta  del  Gobierno  ge- 
neral (2). 

Arte  102&.  El  término  de  la  subasta  será  de  30  días,  conta- 
dos desde  la  publicación  de  los  edictos  El  Juez,  sin  embargo,  po- 
drá reducirlos  cuando  las  circunstancias  lo  exigieren,  sin  que  pue- 
da bajar  de  15,  y  seftal^nrá  el  día,  hora  y  sitio  en  que  haya  de  cele- 
brarse el  remate,  lo  cual  se  expresará  también  en  los  edictos  (3). 

Art.  1026.  Si  no  se  presentare  postura  admisible,  se  llamará 
á  segunda  subasta  con  iguales  solemnidades  que  la  anterior,  reba- 
jando el  tipo  que  haya  servido  para  ésta  de  un  10  á  un  15  x>or  100, 
que  fijará  el  Juez  según  estime  conveniente. 

Art.  1027.  Si  tampoco  se  hiciere  proposición  admisible,  el 
Juee^  oyendo  previamente  á  los  herederos  reconocidos  en  la  forma 
establecida  en  el  artículo  1016,  y  en  su  defecto  al  Ptomotor  fiscal, 


( 1)  Se«rún  «1  nüm.  &  O  art  2.  o  de  Ib,  Ley  Hipotecaria,  se  inse'ribir&n  en  el  Registro  los 
contratos  oe  arrendamiento  de  bienes  inmuebles  por  un  período  qu^  exceda  de  seis  aftas, 
ó  los  en  que  se  hallan  anticipado  las  rentas  dé  tres  6  más  años,  ó  cuando,  sdn  tener  ningu- 
na de  estas  condiciones,  huoiere  convenio  expreso  de  las  partes  para  que  se  inscriban. 

Para  el  arrendamiento  de  bien^if  por  término  que  exceda  de  seis  anos,  necesita  el  Ad- 
ministrador antorizacidn  del  Juez  ó  la  conformidad  de  }06  herederos,  cuyas  autorizacKkn 
6  conformidad  suplirán  el  poder  especial  exigido  por  el  artículo  1.548  del  Código  Civil. 

(2)  Eü  último  párrafo  de  este  artículo  no  tiene  hoy  aplicación.  V.  Apéndice  V. 

(3)  Tampoco  es  de  aplicación  actual  el  últüic^o  párrafo  de  este  artículo. 
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l>odi*á  autorizar  al  Administrador  para  que  otorgue  privadameute 
el  arrendamieuto,  ó  dispondrá  lo  que  estime  más  conveniente. 

A  rt.  1028.  Por  regla  general^  se  darán  en  arrendamiento  to- 
das las  fincas  del  abintentato.  Podrán  exceptuarse  las  que  el  finado 
explotase  ó  cultivase  por  su  cuenta,  y  cualquiera  otra  respecto  de 
la  cual,  por  sus  circunstancias  especiales  ó  para  que  sea  más  pro- 
ductiva, así  convenga  hacerlo,  á  juicio  del  Administrador,  de 
acuerdo  con  los  herederos,  cuando  ios  haya  reconocidos. 

Art.  1029*  Durante  la  sustanciación  del  jmeio  de  abintestato 
lio  se  podrán  enajenar  los  bienes in ven taiiados. 

Sxceptúanse  de  e^  regia: 

lo.     Los  que  puedan  deteriorarse. 

2o.     Los  que  sean  de  difícil  y  costosa  conservación* 

3o.  Los  frutos  para  cuya  eneyenación  se  presenten  circunstan- 
cias que  se  estimen  ventajosas. 

4o.  Los  demás  bienes  cuya  enajensición  sea  necesaria  para  el 
pago  de  deudas,  ó  para  cubrir  otras  atenciones  del  oMmtedato  (1). 

Art.  1030.  El  Juez,  á  propuesta  del  Administrador  y  oyen- 
do á  los  herederos  reconocidos  en  la  forma  expresada  en  el  artículo 
1016,  y  en  su  defecto  al  Promotor  fiscal,  podrá  decretar  la  venta  de 
cualesquiera  de  dichos  bienes,  verificándola  en  pública  subasta  y 
previo  avalúo  por  peritos.   (2). 

La  de  los  efectos  públicos  se  dará  al  precio  de  cotización  por 
medio  de  Agente  de  bolsa  ó  Corredor  que  nombrará  el  Juez  (3). 

JURISPBUDENC?IA. 

lia  infracción  de  este  artículo  no  motiva  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo.  S.  SS  Dic.  1890. 

Art.  1031.  Las  subastas  de  que  habla  el  artículo  anterior  se 
verificarán  con  las  mismas  solemnidades  y  en  los  propios  términos 
establecidos  anteriormente  para  las  de  los  arrendamientos,  sin  otra 
excepción  que  la  de  reducir  á  10  días  el  t;érmino  para  la  de  los  fru- 
tos y  bienes  muebles  6  semovientes. 

Art.  1032«  El  Administrador  no  tendrá*  derecho  á  otra  retri- 
bución que  la  siguiente: 

lo.  Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  frutos,  bienes 
muebles  6  semovientes  de  los  incluidos  en  el  inventario,  percibirá  el  2 
por  100. 

Los  que  procedan  de  su  administración,  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1019,  se  considerarán  comprendidos  en  el  número  4o. 


[11  Las  excepciones  de  este  artfcalo,  fUndadan  en  la  u6Uidad  y  neoeHdad,  se  entien- 
den fflD  perjuicio  de  los  acreedores  del  abintestato. 

ÍZ\  Bste  artículo  está,  en  parte  modificado  por  el  final  del  1080  del  (^/ódigo  Civil,  y  se 
rae  &  enajenaciones  en  sentido  estricto,  no  conteniendo  mandato  expreso  respecto  de 
transacciones  ó  dación  en  pago  que  A  los  acreedoreM  hagan  los  herederos.  Resol,  del 
Presidente,  del  T.  8.  de  SI  Oet,  1399. 

[3]  Cuando  no  haya  en  el  lugar  del  Juicio  Agente  de  bolsa  6  Corredor  se  remitirán 
los  efectos  públicos  en  pliego  cerrado  y  certiflcado,  con  exhorto,  al  lugar  donde  los  hu- 
biere.   Doto.  Programa  de  Derecho  Procesal.  IjCc.  XCV. 
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2o.  Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  bienes  raíces  y 
ciobranza  de  valores  de  cualquiera  especie,  el  uno  por  100. 

3o.  Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  efectos  públicos, 
el  medio  por  100. 

4o.  Sobre  los  demás  ingresos  que  haya  en  la  administración, 
por  conceptos  diversos  de  los  expresados  en  los  párrafos  preceden- 
tes, él  Juez  le  señalará  del  4. al  10  por  100,  teniendo  en  considera- 
ción los  productos  del  caudal  y  el  trabajo  de  la  Administración. 

También  podrá  acordar  el  Juez,  cuando  lo  considere  justo,  que 
se  abonen  al  Administrador  los  gastos  de  viajes  que  tenga  necesi- 
dad de  hacer  para  el  desempeño  de  su  cai^o  (1). 

Art.  1033»  Se  conservarán  las  Administraciones  subalternas 
que  para  el  cuidado  de  sus  bienes  tuviere  el  ñnado  fuera  de  la  po- 
blación en  que  se  siga  el  juicio,  con  la  misma  retribución  y  faculta- 
des que  aquél  les  hubiere  otorgado. 

Art.  UKt4.  Diííhos  Administradores  rendirán^sus  cuentas  y 
remitirán  lo  que  recauden  al  Administrador  judicial,  considerán- 
dose como  dependientes  del  mismo;  pero  no  podrán  ser  separados 
por  éste  sino  por  causa  justa  y  con  autorización  del  Juez. 

Oon  la  misma  autorización  podrá  proveer  el  Administrador  ju- 
dicial, bajo  su  responsabilidad,  las  vacantes  que  resultaren. 

TITULO  X 

De  las  testamentarías 

SECCIÓN  PRIMERA 


Disposiciojies  generales 

Art.  1035.  El  juicio  de  testamentaría  podrá  ser  voluntario  ó 
necesario. 

Art.  1036.  Será  voluntario  cuando  lo  promoviere  parte  le- 
gítima. 

JURISPRUDENCIA.        *  . 

El  juicio  voluntario  de  testamentaría  no  es  medio  legal  de  poner  en 
cuestión  y  de  perturbar  los  derechos  de  que  se  hallan  en  posesión  y  tranqui- 
lo goce  terceros  interesados^  sino  solamente  una  serie  de  actuaciones  judicia- 
les encaminada»  á  que  los  herederos,  el  cónyuge  sobreviviente  y  los  legata- 
rios de  parte  alícuota  del  caudal  lo  distribuyan  entre  sí,  conforme  á  la  vo- 
luntad del  testador  y  á  su  propio  derecho  cuando  no  han  podido  jyonerse  de 
acuerdo  en  dividirlo  de  otro  modo.    Á\  S6  Dic,  1876. 

Art.  10«37.    Serán  parte  legítima  x)ara  promoverlo: 
lo.     Cualquiera  de  los  herederos  testamentarios  (2). 


(1)  Hiél  administrador  dirige  como  letrado  6  reprcHonta  como  procurador  en  los 
litigi<^>s  del  abintentato  cobra  independientemente  A  su  retribución  los  honorario»  6  dere- 
rechos.  Dolz.  Programa  fie  Derecfio  J^ocenal.  Lee.  XCV. 

Funda  el  Dr.  Dolz  la  conclusión  anteriormente  anotada,  en  el  art.  908  del  C.  Civil. 

(2^  No  los  que  se  croan  con  derecho  á  serlo,  pues  en  este  caso  deberán  diwutirlo  en 
el  juicio  correspondiente.    S.  29  Sept.  1877. 
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2o.     El  cónyuge  que  sobreviva. 

3a     Cualquiera,  de  los  legatarios  de  parte  alícuota  del  eaudal. 

4o.  Cualquier  acreedor,  siempre  que  preseute  uu  título  escrito 
que  justifique  cumplidamente  su  crédito  (1). 

Art.  1038»  Los  herederos  voluntarios  y  los  legatarios  de  par- 
te alícuota  no  podrán  promover  el  juicio  voluntario  de  testamenta- 
ría cuando  el  testador  lo  haya  prohibido  expresamente  (2). 

.Art,  1039.    Tampoco  podrán  promoverlo  los  acreedores: 

lo.  Cuando  tengan  asegurado  su  crédito  con  hipoteca  volun- 
tai'ia  ó  con  otra  garantía  suficiente. 

2o.  Cuando  en  otro  caso  los  herederos  les  dieren  fianza  bas- 
tante á  responder  de  sus  créditos,  indei)endientemente  de  los  bienes 
del  finado. 

Art,  1040.  Será  necesario  el  juicio  de  testamentaría  en  loa 
casos  en  que  el  Juez  deba  prevenirlo  de  oficio.     Estos  casos  serán: 

lo.  Cuando  todos  6  alguno  de  los  herederos  estén  ausentes  y 
no  tengan  representante  legítimo  en  el  lugar  del  juicio. 

2o  *  Cuando  los  herederos  ó  cualquiera  de  ellos  sean  menores 
ó  estén  incapacitados,  á  no  ser  que  estén  representados  por  sus  pa- 
dres (3). 

J  ÜBISPBÜDENOI  A. 

El  heredero  desconocido  debe  ser  considerado  como  ausente,  procedien- 
do en  tal  caso  la  declaración  de  oficio  de  la  testamentaría  necesaria.  aSI  ^S 
Junio  1882, 

Este  artículo  no  excluye  &  los  menares  del  derecho  de  promover  é  inter- 
venir en  el  juicio  voluntario  aunque  no  se  hallen  representados  por  sus  pa- 
dres.   S,  8  Mayo  1890, 

Art.  lOll.  En  estos  casos  cualquiera  de  los  Jueces  expi^esa- 
dos  en  la  regla  5a.  del  art.  63  prevendrá  el  juicio,  practicando  las 
diligencias  indicadas  en  dicha  regla  y  en  el  art  958  (4). 

Art*  1042.  En  el  caso  lo.  del  art.  1040,  luego  que  comparez- 
can los  parientes,  por  si  ó  por  medio  de  representante  legítimo,  se 
les  hará  entrega  de  los  bienes  y  efectos  pertenecientes  al  finado,  ce- 
sando la  intervención  judicial,  á  no  ser  que  la  solicitare  alguno  de 
los  que  sean  parte  legítima  para  promover  el  juicio  voluntario. 

Art.  1043.  Aunque  sean  menores  ó  estén  incapacitados  los 
herederos,  no  se  podrá  prevenir  el  juicio  necesario  de  testamenta- 
ría cuando  el  testador  lo  haya  prohibido  expresamente. 

Si  se  hubieren  incoado  las  diligencias  preventivas  á  que  se  re- 

[1]  Loe  acreedores  puedon  promcíver  este  juicio  aunque  ei  testador  ló  haya  prohi- 
bido. 

[2]  El  Código  Civil  no  ha  modificado  este  artículo  ni  el  anterior.  SerUs.  17  Ocí.  1895  y 
lí  Mayo  1895, 

[S]  "Guando  los  menores  de  edad  estén  sometidos  d  la  patria  potestad  y  representa- 
dos en  la  partición  por  el  padrc^  ó,  en  su  caso,  por  la  madre,  no  será  necesaria  la  interven- 
ción ni  la  aprobación  Judicial."    Art.  i060  C.  Civtí.. 

f4]    Guando  entre  los  herederos  testamentarios  hay  ascendientes,  descendientes,  cola- 
terales del  4.  o  grado  ó  cónyuge  legítimo  que  viviera  en  compañía  del  finado,  no  deben 
Snutticarse  como  ordena  el  art.  1.041  las  diligencias  del  art.  1^  sino  la  de  los  arts.  960  ó 
H  s^ún  los  casos.    Dolz,    Programa  de  Derecho  Procesal.     Lee.  XCVI, 
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fiere  el  art.  1041,  se  sobreseerá  en  ellas  luego  que  con  la  copia  del 
testamento  se  acredite  dicha  prohibición. 

Art.  10é4«  Cuando  el  testador  haya  prohibido  la  interven- 
ción judicial  en  su  testamentaría,  para  que  esta  prohibición  pro- 
duzca los  efectos  expresados  en  el  artículo  anterior  y  en  el  1038, 
será  necesario  que  aquél  haya  nombrado  una  ó  más  personas,  &m;u1- 
tándolas  para  que  con  el  carácter  de  albaceas,  contadores  ó  cual- 
quiera otro,  practiquen  extrajudicialmente  todas  la^  operaciones 
de  la  testamentaría  (1).  • 

Art.  1045.  Si  el  testador  hubiere  establecido  reglas  distinta» 
de  las  ordenadas  en  esta  ley  para  eMnventario,  avallo,  liquidación 
y  división  de  sus  bienes,  los  herederos  voluntarios  y  los  legatarios 
deberán  respetarlas  y  sujetarse  á  ellas. 

Lo  mismo  deberán  hacer  los  herederos  forzosos,  siempre  que 
no  resulten  perjudicados  ó  gravados  en  sus  legítimas. 

JUBISPJBUDENCIA. 

No  se  opone  ft  lo  preceptuado  en  este  artículo  que  el  testador  designe 
los  contadores  partidores- de  sus  bienes,  y  mientras  este  nombramiento  no 
perjudique  las  le^tioias  de  los  herederos  forzosos,  están  éstos  en  la  obliga* 
ción  de  respetarle,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  que  concede  am- 
plias facultades  al  testador  para  establecer  reglas  distintas  de  las  ordenadas 
en  esta  ley  pajra  el  inventario,  avalúo,  liquidación  y  división  de  sus  biene». 
S,  m  Enero  1888. 

Art.  1046.  En  cualquier  estado  del  juicio  voluntario  de  tes- 
tamentaría podrán  los  interesados  separarse  de  su  seguimiento  y 
adoptar  los  acuerdos  que  estimen  convenientes. 

Para  este  efecto  se  considerarán  como  interesados,  además  de 
los  herederos  y  legatarios,  los  acreedores  que  hubieren  promovido 
el  juicio,  y.  el  cónyuge  sobreviviente. 

Cuando  lo  solicitaren  de  común  acuerdo,  deberá  el  Jaez  sobre- 
seer en  el  juicio  y  poner  los  bienes  á  disposición  de  los  herederos. 

Art.  1047.  En  el  juicio  necesario,  después  de  haber  practi- 
cado judicialmente  el  inventario  y  depósito  ^  los  bienes,  conforme 
á  lo  prevenido  en  el  art.  1094,  podráji  también  los  interesados  se- 
pararse de  su  seguimiento  para  hacer  extrajudicialmente  las  demás 
operaciones  de  la  testamentaría. 

En  este  caso  no  poiidrá  el  Juez  los  bienes  á  disposÉción  de  los 
herederos  hasta  después  de  aprobadas  las  particiones. 

Art.  1048.  Las  liquidaciones  y  particiones  de  herencia  he- 
chas extrajudicialmente,  aunque  lo  hayan  sido  por  contadores  nom- 
brados por  el  testiidor,  deberán  presentarse  á  la  aprobación  judi- 
cial, siempre  que  tenga  interés  en  ellas  como  heredero  ó  legatario 


(H  **E1  Untador  |)odi4  encomendar  por  atrio  itUer  vivos  O  moríia  cau»a  para  después  de 
su  muerte  Ui  Himple  facultad  de  haiier  la  partición  H  cualquier»  peniona  que  no  Ma  uno 
de  loa  coherederos.  Ix>  dispuesto  en  este  artículo  y  en  el  anterior  He  observará  aunque 
entre  Ioh  coherederos  haya  alguno  de  menor  edad  6  sujeto  á.  tutéela;  pero  el  ooinlsario  de- 
benl  en  tísU'  caso  Inventariar  los  bienes  de  la  herencia,  con  ciUición  de  lo«  coherederos, 
acreedores  y  legatarios.  Art.  1067.  COdigo  Civil. 
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de  parte  alíeuota  algilu  lueaor,  iucapacitado  ó  ausente  cuyo  para- 
dero se  ignore  (1). 

JUBISPBUDENCIA. 

Existiendo  menores-  interesados,  son  nulas  las  particiones  en  que  no  se 
han  eumplido  los  precei>tos  de  este  artículo,  aunoue  hayan  sido  hechas  por 
contadores  testamentarios  y  se  hubiese  prohibiao  por  el  testador  la  inter- 
vención Judicial.  S.  l£  Oct.  1896.  , 

Art.  1049.  Para  obtener  dicha  aprobación  se  observarán  los 
trámites  establecidos  en  los  artículos  1076  y  siguientes. 

No  están  comprendidas  en  las  disposiciones  de  este  artículo  y 
del  anterior  las  particiones  hechas  por  los  mismos  testadores^  las 
cuales  no  necesitarán  la  aprobación  judicial. 

Art.  lO&O.  A  los  menores,  incapacitados  ó  ausentes  les  que- 
darán á  salvo  los  derechos  que  les  conceden  las  leyes,  además  de  los 
que  se  les  reconocen  en  las  disposiciones  de  este  título. 

Art.  1051.  No  obstará  el  juicio  de  testamentaría  para  que  los 
herederos  ejerciten  en  tiempo  y  forma  el  derecho  de  deliberar  ó  el 
beneficio  de  inventario. 

Al  promover  el  juicio,  podrán  pedir  el  término  legal  para  de- 
liberar ó  manifestar  que  aceptan  la  herencia  á  beneficio  de  inventario. 

En  uno  y  otro  caso,  formalizado  que  fuere  el  inventario,  el  Juez 
mandará  que  se  les  ponga  de  manifiesto  para  que  puedan  resolver 
lo  que  convenga  á  sus  intereses  (2). 

Art.  1053.  Las  testamentarlas  podrán  ser  declaradas  en  con- 
curso de  acreedores  ó  en  quiebra,  en  los  casos  en  que  así  proceda 
respecto  á  los  particulares;  y  si  lo  fueren,  se  sujetarán  á  los  proce- 
dimientos de  estos  juicios  (3). 

SECCIÓN    SEGUNDA 


Del  juicio  voluntario  de  testamentaria 

• 

Art.  1053*  El  que  promueva*  el  juicio  voluntario  de  testa- 
mentaría deberá  presentar  el  certificado  de  defunción  de  la  pei^sona 
de  cuya  sucesión  se  trate,  y  no  siendo  esto  posible,  otro  doeomento 
ó  prueba  que  la  acredite  y  el  testamento  del  finado. 

JUItlSPBÜBENCrA. 

Para  que  se  tenga  por  promovido  el  juicio  de  testamentaría  no  basta  lle- 
nar los  requisitos  de  este  articulo,  sino  que  es  necesario  que  haya  oportuni- 
dad para  las  diligencias  perentorias  que  deben  practicarse  al  tiempo  del  ía- 
Uecixoiento  y  durante  las  oircunaitanoias  eia  que  puedan  tener  objeto  y  llenar 


(1)  La  regla  general  de  aprobación  Judicial  ouo  establece  este  artículo  tiene  dos  ex- 
cepciones: cuando  el  testador  hiciere,  por  acto  entre  vivos  y  por  última  voluntad,  la  par- 
tlcidn  de  sas  bienes,  y  cuando  los  menores  de  edad  estén  sometidos  &  la  patria  potestad  y 
representados  en  la  partición  por  el  padre  ó,  en  su  caso,  por  la  madre.  Véanse  arts.  10136 
y  loeo  del  C.  Civil,  y  llesol.  de  la  Dlrec,  Oral,  de  los  Registros  de  6  de  Oct.  1893, 

(2)  Complementan  las  disposiciones  de  este  artículo  los  1010  al  10Í25  del  Código  Civil. 
(8)    liO  dispuesto  en  este  artículo  es  de  ai^ieación  6.  los  abintestatos. 
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el  fin  de  la  ley,  lo  cual  no  puede  conseguirse  después  de  trascurridos  algunos 
años  y  haber  estado  disponiendo  de  la  herencia  en  vida  y  por  testamento  un 
heredero.    S.  ^6  Feb,  1874. 

AjTt.  1054.  Siendo  parte  legítima  quien  lo  pida,  y  cumplidos 
los  requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior,  mandará  el  Juez 
que  se  ratifique  en  la  solicitud  deducida  á  su  nombre. 

Hecha  esta  ratificación,  el  Juez  habrá  por  prevenido  el  juicio, 
mandando  citar  para  él  en  forma  á  los  herederos,  á  los  legatarios 
d^  parte  alícuota  y  al  cónyuge  sobreviviente,  si  los  hubiere,  y  en  su 
caso  á  los  acreedores  que  hayan  promovido  el  juicio, 

Art.  1065»  Si  hubiere  herederos  6  legatarios  de  los  antedi- 
chos que  por  ser  menores  ó  incapacita.dos  tengan  tutor  ó  curadoTy  se 
entenderá  con  éstos  la  citación  para,  el  juicio.  ^ 

Si  no  lo  tuvieren,  se  les  nombrará  ó  se  hará  que  lo  nombren 
con  arreglo  á  derecho,  á  no  ser  que  se  hallen  representados  por  sus 
padres  (1). 

Art.  1056.  Cuando^^el  tutor,  curador,  padre  ó  madre  tengan 
en  la  herencia  un  interés  incompatible  con  el  del  menor  6  incapaci- 
tado á  quien  representen,  se  proveerá  á  éste  con  arreglo  á  derecho 
de  un  curador  especiaZ  (2)  para  el  juicio,  cuya  intervención  se  limi- 
tará á  los  actos  en  que  exista  dicha  incompatibilidad. 

Art.  1057.  A  los  herederos  y  demás  interesados  ausentes  que 
tengan  residencia  conocida  se  les  citará  personalmente. 

A  los  que  no  la  tengan  se  les  llamarár  por  edictos,  que  se  fija- 
rán en  los  sitios  públicos  é  insertarán  en  los  diarios  oficiales  del  pue- 
blo del  juicio,  si  los  hubiere,  y  en  el  Boletín  de  la  provincia,  6  en  su 
defecto  en  la  Gaceta  del  Grobierno  general.  Si  el  Juez  lo  estimare 
necesario,  atendidas  las  circunstancias  del  caso,  en  la  Gaeeta  de  Ma- 
drid, ó  en  el  lugar  de  la  última  residencia  del  ausente. 

AfÍ.  1058.  Se  citará  también  al  Promotor  fiscal  para  que  re- 
presente á  los  interesados  en  la  herencia  que  sean^menores  ó  incapa- 
citados y  no  tengan  representación  legitima;  á  los  ausentes  cuyo 
paradero  se  ignore,  y  á  los  que,  debiendo  ser  citados  en  persona  por 
tener  domicilio  conocido,  no  se  "hallaren  en  el  lugar  del  juicio. 

Art.  1059.    Cesará  la  representación  del  Promotor  fiscal: 

Besx)ecto  de  los  menores  é  incapacitados,  luego  que  estén  habi- 
litados de  tutor  ó  curador. 

En  cuanto  á  los  ausentes  cuyo  paradero  se  ignore,  cuando  se 
presenten  en  el  juicio  ó  puedan  ser  citados  personalmente,  aunque 
vuelvan  á  ausentarse. 

Y  respecto  de  los  ausentes  citados  en  x>ersona,  también  cuando 
se  presenten  ó  trascurran  desde  la  citación,  sin  haberse  presentado, 

(1)  Véase  Nota  del  art  961  de  esta  Ley. 

(2)  Al  curador  ad4üem  ha  sasütuldo  el  defensor  jucUcicU  en  los  casos  en  que  el  padre 
ó  la  madre  tengan  Interés  opuesto  al  de  sus  hJijos. 

"El  Juez,  á  petición  del  padre  ó  de  la  madre,  del  mismo  menor,  del  Ministerio  fiscal 
6  de  cualquiera  persona  capaz  para  comparecer  enjuicio,  conferirá  el  nombramiento  de 
defensor  al  pariente  del  menor  A  quien  en  su  caso  corresponderia  la  tutela  legrftima,  y  A 
ftüta  de  date,  á  otro  pariente  6  6  un  extraño."   p,  t.  ^  art,  166  C.  Ovü. 

Cuando  los  derechos  del  menor  estén  en  oposición  con  los  Intereses  del  tutor,  corres- 
ponderft  la  representación  de  aquél  al  protutor.    V.  art  236  C  Civil. 
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20  días  si  residen  en  el  territorio  de  la  Isla  respectiva^  dos  meses  si 
residiendo  en  Puerto  Rico  tengan  que  hacer  valer  su  derecho  en 
Cuba  6  viceversa^  y  seis  meses  en  cualquiera  otra  parte. 

En  este  último  caso  se  seguirá  el  juicio  en  rebeldía,  sin  volver 
á  citar  á  los  que  habiéndolo  sido  en  forma  no  hayan  comparecido. 

Art*  1060*  Si  el  que  haya  promovido  el  juicio  solicitare  opor- 
tunamente la  intervención  del  caudal,  se  decretará,  practioándose 
las  diligencias  prevenidas  en  el  art.  958  de  la  manera  menos  veja- 
toria posible. 

Art.  1061.  ^o  podrá  decretarse  dicha  intervención  sino  li- 
mitada á  formar  judicialmente  los  inventarios,  cuando  se  solicite 
después  de  30  días  (^1)  de  la  muerte  del  testador  ó  de  haberse  teni- 
do noticia  de  su  fallecimiento.   . 

Art.  106S.  Para  hacer  los  inventarios  judicialmente  se  dará 
comisión  al  actuario,  sin  perjuicio  de  que  el  Juez  pueda  concurrir 
á  su  formación  en  todo  ó  en  parte,  cuando  lo  solicite  alguno  de  los 
interesados  y  él  lo  considere  necesario. 

Art.  1063.  Dentro  de  los  och  odias  siguientes  al  en  que  se 
haya  mandado  formar  judicialmente  el  inventario,  deberá  princi- 
piarlo el  actuario,  señalando  día  y  hora,  que  hará  saber  á  los  inte- 
resados al  citarlos  para  esa  operación. 

Art.  1064.  Eteberán  ser  citados  para  la  formación  del  inven- 
tario: 

lo.  Los  herederos  ó  sus  legítimos  representantes  que  se  halla- 
ren en  el  lugar  del  juicio  ó  se  hubieren  personado  en  los  autos,*  y 
por  los  ausentes,  si  los  hubiere,  el  Promotor  fiscal. 

2o.     El  cónyuge  sobreviviente,  ó  su  representación  legitima, 

3o.     Los  legatarios  de  parte  alícuota. 

4o.  Los  acreedores  que  hubieren  promovido  el  juicio  ó  hayan 
sido  admitidos  en  él  como  parte  Intima. 

Art*  1065.  Citados  todos  los  que  menciona  el  artículo  ante- 
rior, en  el  día  y  hora  señalados,  procederá  el  actuario,  con  los  que 
concurran  á  formar  el  inventario,  el  cual  contendrá  la  descripción 
de  los  bienes  de  la  herencia  por  el  orden  siguiente  (2): 

lo.     Metálico. 

2o.     Efectos  públicos. 

3o.     Alhajas. 

J^o,     Semovientes. 

5o.     Frutos. 

6o.     Muebles. 

7o.     Inmuebles. 

8o.     Derechos  y  acciones. 

Todo  se  expresará  en  las  diligencias  que  se  extiendan  con  la 
claridad  y  precisión  convenientes;  y  si  el  inventario  no  se  pudiere 
terminar  en  el  día  señalado,  se  continuará  en  los  siguientes. 

(1)    £Bt06  díaa  ae  caentan  de  momento  A  momento  sin  deducir  los  inhábiles.  &  tU 
Marzo  189S, 

i2)    Véanse  IO0  arUi.  333, 331, 335, 386, 337  y  846  del  C.  Civil. 
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JURISPRUDENCIA. 

Aunque  no  se  observe  el  orden  establecido  en  este  artículo,  no  por  eso 
se  anula  el  inventario,  si  en  él  constan  descritos  todos  los  bienes  dejados  por 
el  causante  de  la  testamentaría.    S,  4  Junio  1867, 

Hallándose  los  bienes  en  litigio  fuera  de  la  fincabilidad  de  aquél  de  cu- 
ya testamentaría  se  trata,  con  algunos  años  de  anterioridad  á  su  fallecimien- 
to, no  debe  decretarse  la  intervención  contra  quien  los  posee  &  título  de  due- 
ño, sin  oirle  6  vencerle  en  Juicio.    S.  11  Nov,  1876. 

Deben  incluirse  en  el  inventario  las  alhajas  r^aladas  por  el  marido  á  su 
m;ujer,  siempre  que  ésta  no  justifique  la  aesaparición  de  aquéllas.'  S,  11 
Día,  189a, 

Art.  1066*  Se  formará,  además,  coa  igual  precisión,  inven- 
tario especial  de  las  escritui'as,  documentos  y  papeles  de  importan- 
cia que  se  encuentren. 

Aft.  1067,  Practicadas  las  diligencias  prevenidas  en  los  ar- 
tículos anteriores,  mandará  el  Juez  convocar  á  junta  á  los  interesa- 
dos, señalando  el  día  dentro  de  los  ocho  siguientes,  para  que  se 
pongan  de  acuerdo  sobre  la  administración  del  caudal,  su  custodia 
y  conservación. 

Art.  1068.  Si  no  se  consiguiere  dicho  acuerdo,  determinará  el 
Juez  lo  que  según  las  circunstancias  corresponda,  con  sujeción  á  las 
reglas  siguientes: 

la.  El  metálico  y  efectos  públicos  se  depositarán  en  el  estable- 
cimiento público  destinado  al  efecto. 

2a.  Las  alhajas,  muebles,  semovientes  y  frutos  recolectados  se 
pondrán  en  depósito,  exigiéndose  las  seguridades  convenientes  al 
depositario. 

3a.  Se  nombrará  administrador  al  viudo  ó  viuda,  y  en  su  de- 
fecto al  interesado  que  tuviere  mayor  parte  en  la  herencia,  si  reúne, 
á  juicio  del  Juez,  la  capacidad  necesaria  para  desempeñar  el  cargo. 

4a.  Si  no  concurriere  esta  circunstancia  en  quien  tuviere  la 
mayor  parte  de  la  herencia,  ó  fuere  igual  la  participaeión  de  todos 
los  interesados  ó  de  algunos  de  ellos,  podrá  el  Juez  nombrar  á  cual- 
quiera de  éstos  ó  á  un  extraño. 

5a.  Cualquiera  que  fuere  el  administrador,  deberá  prestar 
fianza  bastante  á  responder  de  lo  que  perciba  en  bienes  muebles  (1) 
y  de  la  renta  de  un  año  de  los  inmuebles,  si  los  interesados  de  co- 
mún acuerdo  no  le  dispensaren  de  hacerlo. 

6a.  'No  habiendo  acerca  de  esto  conformidad,  la  fianza  será  pro- 
porcionada al  interés  en  el  caudal  de  los  que  no  otorguen  su  rele- 
vación. 

Art.  1069,  En  la  junta  á  que  se  refiere  el  art.  1067,  los  inte- 
resados deberán  también  ponerse  de  acuerdo  sobre  el  nombramien- 
to de  uno  ó  más  contadores  que  practiquen  las  operaciones  divisorias 
del  caudal.  Si  no  lo  consiguieren,  cada  parte  ó  grupo  de  partes  que 
tengan  idéntico  interés  en  la  testamentaría,  designará  un  contador 

(l)    Téngase  presente  la  latitud  que  &)&  expresión  bienes  mttebles,  otorga,  el  art.  S40 
del  Código  Civil. 
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y  se  iiltentará  el  acuerdo  dé  todos  pftrá  ele^r  un  contador  dirimen- 
te, qae  habrá  de  ser  Letrado  (1). 

Art.  1070«  También  acoi-darán  los  concurrentes  á  dicha  jun- 
ta el  nombramiento  de  los  peritos  de  que  para  el  avaltüo  de  los  bie- 
nes deberán  valerse  los  contadores,  ó  facultarán  á  éstos  para  elegir 
ttno'ó  fafios  de  ííotnún  acuerdo,  y  para  designar  cada  cuál  el  suj^o 
si  el  acuerdo  no  fuere  posible  (2). 

Art.  IO7I4  Si  alguno  de  los  concurrentes  se  negare  á  nombrar 
contador  6  perito,  se  le  tendrá  por  conforme  con  la  designación  que 
hicieren  los  otros  interesados. 

Art.  1072.  Si.de  la  junta  resultare  falta  de  acuerdo  para  la 
designacióq  de  contador  dirimente,  se  observará  lo  prevenido  en  los 
artículos  6l5  al  624  de  esta  ley.  Ésto  mismo  se  hará  en  el  caso  de 
que  los  peritos  discordaren  sobre  el  avalúo. 

Arti  ÍQ73i  ■■  Elegidos  los  contadores  y  peritos  en  su  caso,  pre- 
via su  aceptación,  se  entregarán  los  autos  á  ios  primeros  y  se  pon- 
drán á  disposición  de  unos  y  otros  cuantos  oligetos,  documentos  y 
papeles  necesiten  para  practicar  el  inventario,  cuando  éste  no  hu- 
biere sido  hecho,  y  el  avalúo,  la  liquidación  y  la  división  del  cau- 
dal hereditario. 

Art.  1074.  La  aceptadión  de  los  contadores  dará  derecho  á 
cada  tiHo  de  los  intere^idos  para  obligarles  á  que  cumplan  su  encar- 
go. Deberán  verificarlo  en  el  término  que  racionalmente  se  estime 
necesario,  teniendo  en  consideración  la  importancia  y  dificultad  de 
las  operaciones. 

Art.  1075.  También  á  instancia  de  parte  podrá  el  Juez  fijar- 
les un  plazo  para  que  presenten  las  operaciones  divisorias,  y  si  no 
lo  verificaren,  serán  responsables  de  los  daños  y  i)erjuicios. 

Art.  1076.  Las  operaciones  divisorias  deberán  presentarse, 
por  los  contadores  ejd^didts  en  papel  común  y  suscritas  J)or  ellos, 
y  «contendrán: 

lo.  Bélación  de  los  bienes  que,  en  concepto  de  cada  uno  for- 
men el  caudal  partible. 

2o.     Avalúo  de  todos  Ids  comprendidos  en  esa  relación. 

do.  Liquidación  del  caudal,  su  división  y  adjudicación  á  cada 
uno  de  los  partícipes. 

Arti  1077*  Bl  contador  dirimente,  resumiendo  los  puntos  en 
que  lafe  partes  (8)  estuvieren  conformes,  se  limitará  á  forihular, 
con  arreglo  á  derecho,  aquélla  ó  aquéllas  operaciones  en  que  hubie- 
re desacuerdo,  procurando  evitar  la  indivisión,  lo  mismo  que  la  ex- 
cesiva división  de  las  fincas. 

Arte  1078*    Las  operaciones  divisorias  de  los  eoutadoifes  se 


(1)  Los  dos  últimos  párrafos  de  este  artículo  no  tienen  actualmente  aplicación.  V. 
Apéndice  V. 

(2)  Ouftndo  no  existan  peiitot;  que  paguen  contribución  industrial,  pueden  utilizarse 
personas  pr&cticas.    S.  U  Ma,yo  1892. 

(á;    És  decir,  loí  óotitadores. 
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pondrán  de  manifiesto  en  la  Escribanía  por  término  de  ocho  días, 
haciéndolo  saber  á  las  partes. 

JUBISPKUPBNCIA. 

No  tiene  carácter  de  deñnitíva  la  sentencia  que  declara  sin  lugitr  d  in- 
cidente promovido  para  que  se  declarasen  nulas  tas  operaciones  de  partición 
presentadas  por  el  contador  dirimente.  S,  ^6  Marzo  1894. 

Art.  1079.  Se  excusará  esta  dilación  si  todas  las  partes  acu- 
den al  juzgado,  por  medio  de  comparecencia  ó  por  escrito,  mani- 
festando su  conformidad  con  cualesquiera  de  los  proyectos.  En  el  se- 
gundo caso  no  será  necesario  que  se  ratifiquen,  cuando  todos  ha- 
yan firmado  el  escrito  6  lo  presenten  personalmente,  lo  que  acredi- 
tará el  actuario  por  diligencia. 

Art.  1080.  Pasado  dicho  término  sin  hacerse  oposición,  6 
luego  que  los  interesados  hayan  manifestado  su  conformidad,  el 
Juez  llamará  los  autos  á  la  vista  y  dictará  auto  aprobando  las  ope- 
racionas  divisorias,  mandando  protocoliza/rias  oon  reiwteffro  del  pa- 
pel sellado  eon^espondiewte. 

Art.  1081,  En  los  puntos  [en  que  hubiere  discordia  entre  los 
contadores,  serán  objeto  de  discusión  y  materia  de  resolución  las 
operaciones  príicticadas  por  el  dirimente. 

Art.  1082.  Si  dentro  del  término  que  fija  el  art.  1078  las  par- 
tes no  hicieren  oposición  al  proyecto  del  contador  dirimente  ó  naa- 
nifestai'en  su  conformidad  con  cualquiera  otro,  el  Juez  lo  aprobará 
y  mandará  i)rotocolizarlo  con  reintegtro  del  papel  seUado  correspon- 
diente, 

Art.  1083.  Cuando  los  interesados  ó  alguno  de  ellos  pidieren 
dentro  de  los  ocho  días  que  se  les  entreguen  jcon  los  autos  las  ope- 
raciones divisorias  para  examinarlas,  lo  decretará  el  Juez  por  tér- 
mino de  15  días  para  cada  uno  de  los  que  lo  hubieren  solicit^o. 

A  rt.  1084.  Trascurridos  los  15  días  señalados  en  el  artículo 
precíente  sin  haberse  formalizado  oposición,  se  recogerán  los  au- 
tos sin  necesidad  de  apremio,  y  se  procederá  á  aprobar  las  opera- 
ciones divisorias  de  la  manera  prevenida  en  el  artículo  1080. 

Art.  1085.  Cuando  en  tiempo  hábil  se  hubiere  formalizado 
la  oposición  á  las  operaciones  divisorias  del  contador  dirimente,  el 
Juez  convoc>ará  á  junta  á  los  interesados  y  dicho  contador,  para  que 
oídas  las  explicaciones  que  mutuamente  se  dieren,  acuerden  lo  que 
más  convenga. 

De  esta  junta  se  levantará  la  oportuna  acta,  que  firmarán  to- 
dos los  concurrentes. 

Art.  1086,  Si  hubiere  conformidad  de  todos  los  interesados 
respecto  á  las  cuestiones  promovidas,  se  ejecutará  lo  acordado,  y  el 
contador  dirimente  hará  en  las  operaciones  divisorias  las  reformas 
convenidas. 

Art.  1087,  Si  no  hubiere  conformidad,  se  dará  al  asunto  la 
tramitación  del  juicio  declarativo  que  por  la  cuantía  corre^onda^ 
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einx>ezando  los  t^a81ados^  por  aquellos  que  primero  hubieren  aoliCi> 
tado  la  entrega  de  las  operaciones,  conforme  al  articulo  1083. 

Art.  1088.  También  será  oído  el  Ministerio  fiscal  cuando  el 
avalúo"  de  la  operación  divisoria  que  se  discuta  fuere  impugnado 
por  cohecho  6  inteligencias  fraudulentas  entre  el  perito  dirimente  y 
alguno  ó  algunos  de  los  interesados  para  aumentaré  disminuir  el 
valor  de  cualesquiera  bienes. 

Art.  IfíSd.  Si  apareciere  fundado  motivo  para  creer  que  eu 
el  avalúo  han  intervenido  el  cohecho  é  las  inteligencias  fraudulen- 
tas, el  Juez  acordará  que  se  saque  testimonio  de  lo  necesario  para 
proceder  criminalmente  o>ontra  los  culpables. 

Art*  1090.  Si  los  interesados,  prescindiendo  del  avalúo  obje- 
to de  la  impugnacién  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  practica- 
ren otro  dentro  del  término  probatorio,  el  pleito  será  terminado  por 
sentencia.  En  otro  caso  se  suspenderá  el  fallo  hasta  que  en  la  causa 
instruida,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  dicho  artículo,  recaigaseu- 
tencia  firme. 

Art*  109L  Aprobadas  defiídtivamente  las  particiones,  S6  pro- 
cederá á  entregar  á  cada  uno  de  los  interesados  lo  que  en  ellas 
le  haya  sido  adjudicado  y  los  títulos  de  propiedad,  poniéndose  pre- 
viamente en  éstos  por  el  actuario  notas  expresivas  de  la  adjudica- 
ción. 

liuego  que  sean  protocolizadas  se  ddjrá  á  los  participes  que  lo 
pidieren  testimonio  de  su  haber  y  adjudicación  respectivos  (1). 

.TUBI8PEUDENOIA. 

Xia  senteneta  que  aprueba  uua  partición  eu  que  se  infiere  notorio  agra- 
vio Á  alguno  de  los  h^ederos,  privándole  de  lo  que  legítimamente  le  corres- 
pondía, infringe  el  precepto  de  derecho  y  de  eterna  justicia,  de  dar  á  cada 
uno  lo  que  es  suyo.  Sí.  H  Sept  1866, 

Art.  1093.  Cuando  se  haya  promovido  el  juicio  á  instancia 
de  uno  ó  más  acreedores,  no  se  hai^  la  entrega  de  los  bienes  á  nin- 
guno de  los  herederos  ni  legatarios  sin  estar  aquéllos  completamen- 
te i>agados  ó  garantidos  á  su  satis&icción  (2). 

SECCIÓN    TERCERA 


Del  juicio  necesario  de  testamentaria 

Art.  1093.  Sólo  se  prevendrá  el  juicio  necesario  de  testamen- 
taria en  los  casos  determinados  en  el  art.  1040,  con  la  limitación 
consignada  en  el  1043. 

Art.  1094.  Practicadas  las  diligencias  necesarias  para  la.  se- 
guridad de  los  bienes,  libros  y  papeles  á  que  se  refiere  el  artículo 


(1)  Son  dispoeiciones  conslgulenteH  y  complementarlas  de  este  artículo  las  conteni- 
das eu  los  arta.  K»i,  1082, 1066  j  1006  del  C.  Civil. 

(2)  De  este  artfculo.  en  relación  vxm  el  lOdO  del  Códiiaro  Civil,  se  deduce  que  los  bienes 
pueden  venderse  duiunte  el  Juicio  para  el  pago  de  créditos  y  l^^dos. 

Vóanse  ademAs  los  arts.  106  y  siguientes  del  mismo  Código,  complementarios  del  texto. 
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1041,  se  acomodará  este  juicio  á  los  trámites  establecidos  para  el 
voluntario,  con  las  modificaciones  sigaiei^tes: 

la.     Ijos  inventarios  se  formarán  judicialmei|te. 

2a.  Los  bienes  se  cx>n^itairán  siempre  en  depósito^  ain  que 
pueda  adoptarse  acuerdo  alguno  en  contrario. 

3a.  El  administrador  dará  fianza  bastante  á  responder  de  lo 
que  administre.  Si  le  hubieren  relev3do  de  ella  }ps  interesados  que 
sean  mayores  de  edad,  será  pjtoporcioñada  á  la  participación  que 
tengan  en  la  herencia  los  menores,  incapacitaos  ó  ausentes^  9in  que 
en  ningún  caso,  pueda  dispensársele  de  esta  obUgaeión* 

Hasta  que  estén  adoptadas  estas  medidas  no  podrá  cesar  la  ip- 
tervención  judicial,  caso  de  solicitarse  conforme  á  lo  pr^vpnido  en  el 
art.  1047. 

SECCIÓN  CUARTA 


De  la  administración  de  las  testamentarias. 

Art.  1095,  En  todo  juicio  de  testamentaiía  se  guardará  y 
(cumplirá  lo  que  el  testador  hubiere  dispuesto  sobre  la  administra- 
ción de  áü  caudal  hasta  entregarlo  á  los  hei'ederos. 

JURISPRUDENCIA. 

La  piesa  de  administración  es  un  incidente  del  jiiiolo,  en  que  i^  trata 
exclusivameiite  del  nombramien|p  de  la  persona  más^jipta  pai^  desempefiar 
la  administración,  sin  que  esto  afecte  al  dereciío  hereoitario.  S,  lo.  Mayo 

isrG. 

Art.  1096.  *  Cuando  el  testador  no  haya  dispuesto  lo  que  deba 
hacerse  sobre  este  punto,  la  administración  de  las  testamentarías  se 
regirá  por  las  reglas  establecidas  para  la  de  los  abintestados  en  la  sec- 
ción 4a.  del  título  anterior,  cuyas  disposiciones  serán  aplicables  á 
este  caso,  excepto  las  del  art.  1007. 

^rt.  1097.  El  administrador  de  la  testamentóla  sólo  tendrá 
la  representación  dé  la  misma  en  lo  que  se  relacione  directameüte 
con  la  administración  del  caudal,  su  custodia  y  conservación,  y  ea 
tal  concepto  podrá  y  deberá  gestionar  lo  conducente  para  ello,  ejer- 
citando las  acciones  que  procedan  (1). 

Art,  1098.  Cuando  esté  intervenido  el  caudal,  al  acto  de 
abrir  la  correspondencia,  que  según  el  art.  968  deberá  verificarse  á 
presencia  del  administrador,  podrán  concurrir  los  herederos. 

Art.  1099.  A  instancia  de  los  interesados  el  Juez  podrá  man- 
dar que  de  los  productos  de  la  administración  se  entregue  por  vía 
de  alimentos  á  los  herederos  y  legatarios,  y  al  cónyuge  sobrevivien- 
te, hasta  la  cantidad  que  respectivamente  pueda  corr^sponderles 
como  renta  líquida  de  los  bienes  á  que  tengaii  dereclu>. 


(1;  Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  eoUende  cuando  la  horeucia  lia^a  sido  aceptada 
pura  y  simplementey  pues  cuando  esa  aceptación  se  hace  A  benejÉUsio  de  láyei^tario,  el  ad- 
ministrador tiene  la  representación  total  de  la  h.erencia,  pudlendo  ejercitar  las  aociones 
que  íl  ésta  competan  y  contestar  las  demandas  que  se  interpongan  contra  la  misma.  V. 
art  1026  del  C.  avlL 
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El  Jue2^  fijará  la  cahtidad  y  los  plazos  en  que  el  administrador 
haya  de  hacer  la  entre^  (!)• 

JTJJtíaPBUDENCIA. 

XiOB  alimentos  deben  concedeise  desdé  la  fecha  en  que  se  reclaman  Judi- 
cialmente, pues  es  de  presíimtr  que  no  se  necesitaron  antes  de  reclamarlos 
en  esta  forma.  S,  15  Abril  1885. 

Es  definitiva  la  senteneia  que  declara  no  haber  lugar  al  juicio  de  ^t0- 
mentarla,  porque  pone  término  al  juicio,  baciendo  imponible  su  continua- 
ción. S,  6  Junio  1867. 

I4SL  sentencia  que  ^e  dicta  en  la  pieza  de  administración  de  t^tamentaría 
no  es  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación^  porque  no  termina  el  pleitp 
ni  decide  tampoco  sobre  la  cuestión  principal,  por  más  que  con  ella  tenga 
oon^diíki,  ñi  recae  sobire  un  artículo  que  l|aga  impesible  su  continuaci^te, 
como  exige  la  ley  paia  que  el  recurso  pueda  ser  admitido.  &  lo.  Moífo  167^. 

No  es  discrecional  en  el  Juez  la  concesión  de  alimentos,  debiendo  con- 
cedeHoB  y  distribuirios  equitativamente  nn  necesidad  de  que  los  pidan  los 
heii^ederos.  Sy  6  Féb.  X^90. 

Sólo  son  deducibles  de  la  cantidad  asignada  pám  alimentos,  los  gastos 
.que  puedan  afectar  á  ios  própiois  bienes,  ó  que  sean  inherentes  á.  los  mismos. 
L  lo.  Fefí.  1^. 

TIT^U)    XI  . 

De  la  adjudicación  de  bienes  á  que  e^tén  Uamadas  varifis  personas  sin 

desigruición  ^  nowbres 

« 

Art.  1100.  Onándo  un  testador  haya  ordenado  que  el  todo  ó 
parte  de  sus  bienes  se  distribuya  entre  sos  parientes  hasta  cierto 
grado,  entre  los  pobres  ú  otras  personas  que  reúnan  ciertas  circuns- 
■  tanciaS;  pero  sin  designaiias  por  sus  nombres,  para  hacer  la  declai-a- 
racióü  dSel  derecho  y  la  adjudicación  de  los  bienes  se  observará  el 
procedimiento  que  se  establece  en  el  presente  título  (2). 

Aft.  IIOI.  El  mismo  procedimiento  sé  empleiu^  para  la  ad- 
judicación de  bienes  de  cualesquiera  ñindJEiciOBes  que  deban  distribuir- 
se entre  los  parientes  llamados  por  el  testador  ó  por  la  ley  y  en  los 
demás  casos  análogos  en  que  los  Tribunales  hayan  de  hacer  la  decla- 
ración del  derecho  (3). 

JÜBISPRUDENCIA. 

Tratándio^e  de  la  desv^lculación  de  una  capejil^nJa  fundada  á  fines  del 


(1)    Este  artfcalo  no  ha  sido  denegado  poir  el  1430  del  C.  Civil.  &  12  Junio  1S98. 

La  ooneeslón  dé  alimentos  se  entieñdesin  peijulcio.delderee^o  preferente  de  loe  acree- 
dores.   V.arts.  1028, 1027  y  1032  del  C.  Civil. 

(1)  •'Podra  el  testador  encomendar  &  un  tercero  la  distribución  de  las  cantidades  que 
d^e  en  general  &  clases  determinadas,  como  4  los  pariente»,  6  los  pojares  A  á  Ips  estableci- 
mientos de  Beneficencia,  así  como  la  elección  de  las  personas  ó  establecimientos  £k  quienes 
aqnfiUas  debail  íhidicarae."   jkrt.  en  C.  CfivÜ, 

**Ia  callficaclon.de  los  pobres  y  lá  distribución  de  los  bienes  se  harán  por  '4a  persona 

?ae  haya  fiestgnftdo  tñ  testitdor;  en  su  defecto  por  tos  albaccas,  y,  si  no  íhh  hubiere,  por  el 
*Arrooo,  el  Alcalde  y  el  Juez  municipal,  los  cuales  resolverán,  por  mayoría  de  votos,  las 
dadas  que  ocurran.   Esto  mismo  se  hará  cuando  el  testador  haya  dispuesto  de  ruk  bienes 
en  ta,Yor  de  los  pobres  de  una  parroquia  ó  pueblo  determinado.'^'    Art.  7!,9  C.  Civil. 
Véanse  además  los  arts.  747  y  751  del  mismo  cuerpo  legaL 
(3)    Véase  la  Circular  de  la  »eci«tarXja  de  Justicia,  anotada  al  art.  6Q¿  de  et&ta  Ley. 
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siglo  diez  y  ocho,  en  que  se  fs^ftala  oierto  orden  de  suceder  en  la  adnünistra- 
ci6n  de  la  mismaf  y  declarándose  en  unas  diligencias  de  jurisdicción  volun- 
taria que  tal  capellanía  pertenece  en  propiedad  y  con  el  carácter  de  bienes 
de  libre  disposición  á  determinado  individuo^  descendiente  del  íüBdad<M*,  es 
cosa  clara  que  una  declaratoria  de  derechos  de  semejante  índole,  tiene  que 
hacerse  forzosamente,  por  disponerlo  así  la  ley  del  caso,  en  un  juicio  decla- 
rativo, en  armonía  con  lo  preceptuado  en  el  título  once  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil;  pero  nunca  en  unas  diligencias  de  jurisdicción  voluntaria, 
Que  no  producen  ejecutoria  al  resolverse,  ni  en  ellas  pueden  hacerse  en  mo- 
do alguno  declaraciones  de  derecho,  que  tienen  que  ser  consecuencia  de  una 
contienda  judicial.  Resol,  del  Presidente  del  T,  &  de  7  Oct  190S. 

Alt.  1102.  Podrán  promover  este  juicio  universal,  si  el  tes- 
tador no  hubiere  dispuesto  algo  que  lo  impida,  los  que  se  crean  con 
derecho  á  los  bienes  ó  cualquiera  de  ellos,  y  el  Ministerio  fiscal  en 
representación  del  Estado. 

.Art«  1103*  La  demanda  se  formulará  conforme  á  lo  preveni- 
do en  el  art.  523,  presentando  oon  ella  el  testamento  ó  fundación  y 
los  demás  documentos  en  que  pueda  fundarse  la  acción  que  se  ejer- 
cite y  el  derecho  del  actor  á  los  bienes. 

También  se  acompañará  copia  de  la  demanda  en  papel  común. 

Art.  IICM.  Si  de  los  documentos  resultare  que  la  demanda  se 
halla  comprendida  en  alguno  de  los  casos  á  que  se  refieren  los  arts. 
1.100  y  siguiente,  el  Juez  la  admitirá,  acordando  que  se  llame  jwr 
edictos  á  los  que  se  crean  con  derecho  á  los  bienes,  para  que  com- 
parezcan á  deducirlo  en  el  término  de  seis  meses,  á  contar  desde  la 
fecha  de  la  publicación  de  atiuéUosen  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  1105u  Los  edictos  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior  se 
publicarán  y  fijarán  en  los  sitios  públicos  del  lugar  del  juicio,  en  el 
pueblo  ó  pueblos  donde  radiquen  los  bienes,  y  en  los  demás  en  que, 
teniendo  en  consideración  la  procedencia  del  testador  ó  ^  objeto  de 
la  institución,  se  presuma  que  podrán  existir  personas  de  las  lla- 
madas. 

Se  insertará  además,  si  lo  hubiere,  en  el  Boletín  qfioial  de  la  pro- 
vincia ó  provincias  á  que  pertenezcan,  en  la  Gaceta  de  la  Haba- 
na (1)  ó  de  Puerto  Biooy  en  m  ea90,  y  en  la  de  Madrid^  uniéndose 
á  los  autos  un  ejemplar  de  los  periódicos  en  que  se  haga  la  publi- 
cación. 

Art.  1106.  En  los  edictos  se  expresarán  el  nombre,  ax)ellido 
y  naturaleza  del  testador  ó  fundador,  la  fecha  del  testamento  ó  de 
la  fundación  y  lo  demás  conducente  para  que  pueda  formarse  con- 
cepto del  objeto  de  la  institución  y  de  las  personas  llamadas  á  par- 
ticipar de  los  bienes,  como  también  el  nombre  y  apellido  de  la  per- 
sona ó  personas  que  hayan  promovido  el  juicio,  y  su  grado  de  pa- 
rentesco ó  razón  en  que  funden  su  derecho. 

Art.  1107.  El  Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Esta- 
do, será  parte  en  estos  juicios  hasta  que  se  terminen  por  senten- 
cia firme. 


(1)    Hoy  Gackta  Oficial  de  la  República  i>b  Ccba. 
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Ed  tal  concepto  se  citará  y  emplazará  al  Fromaior  fiscal  del 
Juzgado  luego  que  fuere  admitida  la  demanda^  dáadole  la  copia  de 
ést}»  que  habrá  presentado  el  actor^  y  se  le  notiñcarán  todas  las  pro- 
^vi<l.eneia8  que  recaigan. 

Art.  1108.  1m  que  comparezcan  en  el  juicio  alegando  dere* 
á  los  bienes  deberán  acompañar  los  documentos  en  que  lo  fun- 
y  el  correspondiente  árbol  genealógico  en  su  caso. 
8i  no  tuvieren  á  su  disposición  alguno  de  los  documentos^  ex- 
px'^esarán  el  archivo  en  que  deba  hallarse,  ofreciendo  pores^itarlo 
oportunamente. 

Los  escritos  y  documentos  se  unirán  á  los  autos  por  ^  orden  en 
que  se  vayan  presentando. 

Art.  1109»  Trascurrido  ^  término  de  los  primeros  edictos^  se 
lustra  un  s^undo  llamamiento  por  el  mismo  plazo  y  con  igual  forma 
y  publici^bd  estaldeeidas  en  el  aart  1105^ 

En  estos  edictos  se  hará  expresión  de  s&r  el  s^undo  llamamien- 
to y  de  las  personas  que  hayan  comparecido  alegando  derecho  á  los- 
1>ienes,  con  indicación  del  grado  de  parentesco,  ó  de  la  razón  en  que 
ItLnden  aquél. 

Art.  lllO.  Con  el  mismo  término  y  requisitos  se  hará  nn  ter- 
cer llamamiento  lu^o  que  tarascurra  el  del  s^undo,  expresando  en 
loB  edictos  ser  el  tercero  y  áltimo,  y  añadiendo  el  apercibimiento 
de  que  no  eterá  oído  en  este  juicio  el  que  no  comparezca  dentro  de 
este  último  plazo. 

Art.  lllL  Acreditándose  x>or  diligencia  del  actuario  haber 
txasenrrido  el  término  de  los  tres  llamamientos,  y  que  se  han  unido 
Á  los  autos  las  solicitudes  de  todos  los  que  se  hubieren  presentado, 
se  comunicarán  al  Fromabor  fiscal  por  el  término  que  el  Juez  estime 
necesario,  pero  que  no  podrá  exceder  de  20  días,  para  que  emita  su 
dictamen  sobre  la  procedencia  de  este  juicio  universal,  y  si  los  con- 
currentes ó  algunos  de  ellos  reunen  las  circunstancias  necesarias  par 
ra  aspirar  á  la  adjudicación  de  los  bienes. 

Art.  1112.    Si  el  Promotor  fiscal  formulare  oposición  por  creer 
improcedente  el  juicio  ó  porque  ninguno  de  los  aspirantes  reúna  la¿^ 
circunstancias  exigidas  para  participar  de  los  bienes,  el  Juez   a^sor- 
dará  se  haga  saber  á  aquéllos  que  ns^i  de  su  derecho,  en  vía   ordi- 
naria si  les  conviniere. 

Art.  1113.    No  haciendo  el  Franujiar  fiscal  dicha  oposición,  si 
fueren  dos  ó  más  los  aspirantes^  el  Juez  los  convocará  á  junta»   paara* 
el  día  y  hora  que  sefialará  dentro  de  los  15  siguientes. 

En  esta  junta,  á  laque  podrán  concurrir  el  Pronudor   fiscal  y 
los  defensores  de  las  partes,  discutirán  éstas  su  mejor  derccl^o  á  los 
bienes,  consignándose  el  resultado  en  el  acta  que  firmarán  todos  los 
concurreute& 

Art.  1114.  Si  en  la  junta  hubiere  acuei-do  unánime  aotore  eV 
derecho  á  los  bienes  y  parlieipación  que  4  cada  uno  corre»i>oxkda,  o 
en  el  caso  de  no  habar  más  que  un  aspirante,  si  no  se  hubiera  o^^neSr- 
to  el  FromaUn-.  el  Juez  llamará  los  antes  á  la  vista,  con  citacsloTi.  de 
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las  partes^  y  dictad  sentencia^  haciendo  las  declaraoiones  que  esti- 
mé  procedentes  en  derecho. 

Esta  sentencia  será  apelable,  en  ambos  efectos. 

Art.  1115.  Antes  de  dictar  sentencia^  podrá  el  Juez  ack^rdar^ 
para  mi^or  proveer,  el  cotejo  de  algún  documento  cuya,  eficacia 
pueda  ser  dudosa,  é  que  se  traiga  á  ios  autos  cualquier  otro  que  es- 
time necesario. 

Art.  1116.  Coando  no  haya  habido  Conformidad  en  la  j  tinta, 
el  Juez  dar^  por  terminado  el  acto^  niandando  á  las  partes  que  ha- 
gan uso  de  su  derecho  en  juicio  declarativo. 

ÁrU  1117.  Tanto  eñ  este  c$aso  como  en  el  del  art.  1112,  los 
interesados  ventilarán  sus  derechos  en  el  juicio  declarativo  que  co- 
Frespond£&  á  la  cuantía  de  los  bienes^  y  si  ésta  faese  descoUdcida, 
por  ios  ;krámite8  d^l  de  mayor  cuanláa^  debiendo  litigar  uiiidos  y  ba- 
jo una  sola  dirección  los  que  sóáteiígan  una  misma  causa. 

Art.  1118.  Para  el  bueii  orden  de  estos  procedimientos,  se 
obée^vai*án  las  r^las  siguientes: 

'  lai  :  Se  entregarán  los  autos  á  la  parte  que  hubiere  prcnnctvido 
el  juicio,  para  que  en  el  término  de  10  días  amplíe  la  demanda  re- 
produciendo ó  modificando  sus  pretensiones. 

2a.  Si  dicha  parte  desistiere  de  su  demanda  por  reconocer 
mejor  detecho  en  otro  ti  otros  de  los  almirantes,  coíi  éstos  sé  enten- 
ded la  entrega  de  autos  para  que  fbrmulen  sus  preteusiones,  y  si 
no  hubiere  mediado  dicho  reconocimiento,  se  entenderá  con  el  que 
priinéro  se  personé  en  el  juicio. 

3a.  De  dicho  es<^ito  se  dará  traslado,  sin  nuevo  e^plássamien- 
tp,  á  los  demás  aspirantes  por  el  orden  eii  que  se  hubifereü  perso- 
nado en  el  juicio,  entregándoles  los  autos  por  otr6s  lÓ  diais  á  cada 
parte  para  que  f(H*miilen  también  sus  respectivas  pretensiones. 

4a.  En  él  caso  del  art.  1112,  el  Promotor  fiscal  será  conside- 
rado cómo  demandado,  y  se  le  entr^arán  los  autos  para  que  con- 
teste, después  de  haber  formulado  sus  pretensiones  todos  los  as- 
pirantes á  los  bienes. 

5a.  Tainbién  será  considerado  como  parte  el  Promotor  fiscal  en 
el  caso  del  aH;.  1116,  y  se  le  entregarán  los  autos  luego  que  los  aspi- 
rantes hiayan  formulado  sus  pretensiones  para  que  pueda  pedir  lo 
que  estime  procedente  en  defensa  de  los  intereses  del  Estado  6  sobre 
é\  cumplimiento  dé  las  cargas  piadosas  á  que  estuvieren  afectos  los 
bienes.  Si  nada  tuviere  que  projioner  sobre  estos  extremos,  devol- 
verá los  autos  con  lá  fórmula  de  VMos^  fen  cuyo  cai^  no  se  le  dará 
nufeva  audiencia,  á  no  ser  que  él  la  soücitarej  pero  &e  íe  notificarán 
todas  las  providencias  hasta  que  recaigu  setítencia  firme. 

6a.  Los  escritos.de  los  aspirantes  se  formularán  en  los  térmi- 
nos prevenidos  para  las  demandas,  acompañando  tantas  copias 
cuantas  sean  las  otras  partes  litigantes,  á  quienes  serán  en^^^adas 
para  los  efectos  prevenidos  en  el  árt.  31&  respecto  de  los  traslados 
sucesivos,  en  los  que  ya  no  se  entregarán  los  autos. 

7á.     Luego  que  todos  los  aspirantes  hayan  formulado  «ú^  pre- 
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tensiones,  m  dará  al  juicio  la  sust^nciaQión  es,tabl|Bc|4a  para  después 
de  cpDtesjbada  la  demanda  en  el  declarativo  <Jé  ñ^aypr  6  de*  menor 
cuantía,  según  coiTesponda,  obligando  el  Juez  á  los  interesados  q^e 
no  lo  hubieren  hecho  á  que  los  que  sostengan  una  misma  causa  li- 
tiguen en  adelante  unidos  y  bajo  un^  misma  dirección. 

Art.  1119.  Cuando  sé  reconozca  él  derecho  de  alguno  6  al- 
gunos de  los  aspirantes,  se  acordará  en  la  misma  sentencia  lo  que 
proceda  para  asegurar  el  cumplimiento  de  las  cargas  piadosas  con 
que  estuvieren  gravados  los  bienes,  aunque  nadie  lo  haya  solicita- 
do ni  haya  sido  objeto  de  discusión  én  el  pleito. 

Art.  1120,  Luego  qi^ese^  firme  Ja  sentencia,  se  procederá  á 
su  ejecución  en  la  forma  que  corresponda,  con  intervención  del  Mi- 
nisterio fiscal  sólo  en  el  caso  de'  que  haya  de  asegurarse 'fel  cujtnpli- 
miento  de  cargas  piadosas  ó  cualesquiera  otras  á  favor  del  Estado, 
ó  de  alguna  corporación  ó  instituto  que  de  él  dependa. 

Art.  1121.  Cuando  hayan  de  distribuirse  los  bienes  enUre  va- 
rios interesados,  si  para  ello  se  solicita  ó  es  necesaria  la  interven- 
ción judicial,  se  procederá  por  los  trámites  establecidos  páralos 
juicios  de  testamentaría. 

Art.  1122.  Eespecto  de  la  administración  de  los  bienes  que 
sean  objetóle  estos  juic^^os,  se  guardará  y  cumplirá  lo  que  el  testa* 
dor  hubiere  dispuesto. 

Si  nada  dispuso  ó  se  hallaren  abandonados  por  cualquier  mo- 
tivo, el  Juez  adoptará  las  medidas  necesarias  para  la  seguridad, 
custodia  y  conservación  de  dichos  bienes,  observándose  lo  dispuesto 
paria  la  administración  dé  los  ^m^«to^. 

Art.  1123.    El  Juez  cuidará  también  de  que  con  las  rentas  se 
cumplan  puntualmente  las  cargas  que  sobre  los  bienes  hubiere  im 
puesto  el  testador  ó  fundador. 

Art.  1124.  No  serán  admitidos  como  parte  en  estos  juicios 
los  que  no  hubieren  comjmrecido  en  ellos  durante  los  términos  de 
los  edictos,  aunque  al^uen  no  haber  llegado  á  su  noticia  los  Uanua- 
mientos  judiciales;  pero  les  quedará  á  salvo  su  derecho  para  venti- 
larlo en  juicio  declarativo  con  el  interesado  ó  interesados,  á  quie- 
nes hayan  sido  adjudicados  los  bienes,  luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia. '    , 

Art.  1125.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
si  en  los  casos  previstos  en  los  artículos  1112  y  1116  se  htibiere 
promovido  el  juicio  deolarativo  para  haeer  la  declaración  del  dere- 
cho á  los  bienes,  el  que  crea  que  lo  tiene  preferente  podrá  compare- 
cer en  este  juicio,  y  será  tenido  como  parte  en  el  esíado  en  que  se 
halle,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  retroceder  la  sustanciaoión,  ob- 
servándose lo  que  previenen  los  artÍQulos  766  y  síguieíite. 

Art.  1126.  Tampoco  se  dará  curso  á  las  demandas  que  duran- 
te la  sustanciación  de  estos  juicios  universales  se  deduzcan  por  se- 
parado en  el  mismo  Juzgado  ó  en  otro  por  los  que  no  hayan  tsompa- 
recido  en  eílos  para  que  se  les  declare  con  derecho  á  los  bienes. 

Art.  1127.    Tales  demandas  quedarán  en  suspenso  hasta  que 
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i'ecaiga  sentencia  firme  en  el  juicio  universal,  y  después  se  seguirán 
con  los  que  hayan  obtenido  á  su  favor  por  dicha  sentencia  la  decla- 
ración del  derecho  y  la  adjudicación  de  los  bienes. 

TITULO  XII 

Del  eoncurm  de  acreedores 

SECCIÓN    PRIMERA 


De  la  quita  y  espera 

Art.  11S8.  Todo  deudor  que  no  se  aconierciaute  (1)  antes  de 
presentarse  en  concurso,  podrá  solicitar  judicialm^ite  de  sos  acree- 
dores quita  y  espera,  ó  cualquiera  de  las  dos  cosas. 

Acompañará  necesariamente  á  esta  solicitud: 

lo.  Una  rela>ción  nominal  de  todos  sus  acreedores,  con  expre^ 
sión  del  domicilio  de  los  mismos,  de  la  procedeticía  y  antigüedad  ó 
lecha  de  los  créditos  y  del  importe  de  cada  uno  de  ellos. 

2o.  Otra  relación  circunstanciada  y  exacta  de  sus  bienes,  con 
el  valor  en  venta  en  que  los  estime.  Sólo  podrá  excluir  de  ella  los 
bienes  que  con  arreglo  al  art.  1447  no  pueden  ser  objeto  de  em- 
bargo. 

Estas  relaciones  serán  firmadas  por  el  deudor  ó  por  quien  lo 
represente  con  poder  especial. 

Art.  1139*  El  Juez  proveerá  á  la  anterior  solicitud  mandan- 
do inmediatamente  convocar  á  junta  de  acreedores,  sefialando  tér- 
mino bastante,  sin  que  exceda  de  30  días,  para  que  puedan  concu- 
rrir á  ella  los  que  residan  en  el  territorio  respectivo  de  las  islas  de 
Cuba  ó  de  Puerto  BicOj  y  el  sitio,  día  y  hora  en  que  deba  celebrarse. 

Art*  113()«  También  serán  convocados,  citándolos  personal- 
mente cuando  lo  solicite  el  deudor,  los  acreedores  que  residan  fue- 
ra del  territorio  expresado  'cn  el  artículo  anterior,  ampliáudose  eu 
este  caso  el  téimino  antes  citado  por  el  tiempo  que  el  Juez  estime 
necesario  para  que  puedan  concurrir  á  la  junta. 

Art.  113L  Sólo  serán  citados  para  esta  junta  y  pi>drán  tomar 
parte  en  ella  los  acreedores  comprendidos  en  la  relación  presentada 
por  el  deudor. 

La  citación  se  hará  personalmente  por  cédula  á  los  que  tengan 
domicilio  conocido^  Los  que  no  lo  tengan  serán  citados  por  edictos 
en  la  forma  prevenida  en  el  art.  269. 

Art.  1132.  Tanto  en  las  cédulas  de  citación  como  eu  los  edic- 
tos, además  de  expresarse  lo  que  ordena  el  art.  272,  se  prevendrá 
que  los  acreedores  se  presenten  en  la  junta  con  el  tltulo.de  su  eré 
dito,  sin  cuyo  requisito  no  serán  adminidos. 

íl;  "Son  comerciantes,  para  los  efectos  de  este  Código:  l.c  Los  que,  teniendo  capaci- 
dad legal  para  ejercer  el  comercio,  se  dedican  á  él  habltualmente.  2.  o  Las  compaflías 
mercantiles  6  industriales  que  se  constituyeren  con  arréenlo  A  este  Cddigu."  ArL  U^  C 
de  Comercio. 
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Art.  1133.  Si  hubiere  ejecuciones  pendientes  contra  el  deu- 
dor, no  se  acumularán  á  est^  procedimiento;  pero  se  suspenderá  su 
curso  cuando  se  hallen  en  la  vía  de  apremio  antes  de  precederse  á 
la  venta  de  los  bienes,  si  el  deudor  lo  solicitare  del  Juez  que  conoz- 
ca de  la  quita  y  espera^  el  cual  lo  comunicará  á  los  otros  por  medio 
de  oficio. 

JURISPRUDENCIA. 

La"Busx)ensidn  á  que  se  refiere  este  artículo  sólo  comprende  ft  las  actua- 
ciones ^ecutivas,  no  á  las  que  se  siguen  para  el  cumplimiento  de  una  sen- 
tencia recaída  en  juicio  dedarattvof  que  tienen  su  denominación  propia  y 
no  son  acumulables  Á  los  autos  de  suspensión  de  pagos.  S,  SO  Marzo  1898. 

Art.  1134.  Exoeptúanse  de  la  disposición  anterior  las  ejecu- 
ciones despachadas  contra  bienes  especialmente  hipotecados  (1). 

La  suspensión  que  se  acuerde  en  virtud  de  lo  ordenado  en  el 
artículo  anterior  se  tendrá  por  alzada  de  derecho  cuando  hayan 
trascurrido  dos  meses  sin  que  hubiere  sido  otorgada  la  quita  ó  espe- 
rai,  ó  lu^o  que  fuere  denegada. 

Aft.  1135,  Los  acreedores  podrán  ser  representados  en  la  jun- 
ta por  tercera  persona,  autorizada  con  poder  bastante,  cuyo  do- 
cumento deberá  presentarse  para  que  se  una  á  los  autos. 

Los  apoderados  que  lleven  más  de  una  representación  sólo  ten- 
drán un  voto  personal;  pero  los  créditos  que  representen  se  toma- 
rán en  cuenta  para  formar  la  mayoría  de  cantidad. 

Art.  1136.  Para  que  pueda  celebrarse  dicha  junta,  se  ne- 
cesitará que  el  número  de  los  acreedores  concurrentes  represente 
por  lo  menos  las  tres  quintas  partes  del  pasivo. 

Art.  Ii37.  La  junta  se  celebrará  en  el  día  señalado,  bajo  la 
presidencia  del  Juez  y  con  asistencia  del  actuario,  sujetándose  á  las 
rt'^las  siguientes: 

la.     El  actuario  tomará  nota,  que  insertará  en  el  acta,  de  los 
concurrentes  y  de  sus  créditos,  y  á  la  vez  el  Juez  examinará  los  tí- 
tulos de  crédito  y  poderes  en  su  caso.  Si  los  que  hayan  llenado  esta 
forioalidad  representaran  cuando  menos  los  tres  quintos  del  pasivo, 
•     el  Juez  tendrá  por  constituida  la  junta. 

2a.  Acto  continuo  se  dará  lectura  de  los  artículos  de  esta  ley 
que  se  refieran  al  objeto  de  la  convocatoria,  de  la  solicitud  del  deu- 
dor y  de  las  relaciones  de  deudas  y  bienes  que  con  ellas  se  habían 
presentado,  y  se  abrirá  la  discusión. 

3a.  Después  de  haber  hablado  dos  acreedores  en  contra  y  dos 
en  pro,  si  se  hubiere  pedido  la  palabra  en  estos  sentidos,  el  deudor 
ó  su  representante  cuantas  veces  se  consideren  necesarias  para  con- 
testar á  las  observaciones  y  aclarar  las  dudas  que  puedan  ofrecerse, 
el  Juez,  cuando  estime  suficientemente  discutidas  las  proposiciones, 
deelarará  cerrado  el  debate. 

4a.  El  deudor  podrá  modificar  su  proposición  ó  proposiciones 
en  vista  del  resultado  del  debate,  ó  insistirá  en  las  que  anteriormen- 


(1)    Véase  arU  138  Ley  Hipotecaria,  anotado  al  166  de  esta  Ley. 
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te  haya  presentado,  y  sin  más  discusión  el  Juez  las  pondrá  á  vota- 
ción, formuíándó  eii  términos  claros  y  precisos  lo  que  haya  de 
votarse. 

5á.  Las  votaciones  serán  siempre  nominales  f  se  consignarán 
en  el  acta,  formando  acuerdo  el  voto  de  la  mayoría. 

6a.     Para  que  haya  mayoría,  se  necesitaró  precisamente: 

Primero.  Que  se  reúnan  dos  terceras  partes  de  votos  de  los 
acreedores  que  tomen  parte  en  la  votación.  • 

Segundo.  Que  los  créditos  de  los  que  concurran  con  sus  votos 
á  formar  la  melyoria  importen,  cuando  menos,  las  tres  quintas  par- 
tes del  total  pasivo  del  deudor. 

7a.  Publicada  la  votación,  se  admitirán  y  consignarán,  las  pro- 
testas que  se  hicieren .  contra  el  voto  de  la  mayoría,  y  se  dará  por 
terminado  el  acto. 

8á.  Se  extenderá  la  oportuna  acta,  haciendo  una .  relación  su- 
cinta de  todo  lo  ocurrido  en  la  junta,  insertando  literallneiite  la  pro- 
posición ó  proposiciones  que  se  hayan  votado  y  la  votación  nominal; 
y  leidá  y  aprobada,  la  fírmai^án  el  Juez,  todos  los  que  hayan  votado, 
y  jíor  los  que  no  sepan,  uno  de  los  concurrentes  á  su  ruego  y  el  ac- 
tuario (1). 

JUBISPBUDBÍTCIA. 

Las  dos  mayorías  4^  número  y  cantidad  e^igidaí^  para  la  validsz  de  los 
acuerdos  6  con  venios  celebrados  entre  el  deudor  y  sus.  acreedores,  estarán 
subordinadas  al  principio  de  que  prevalezca  siempre  el  iiiterés  general  sobre 
el  particular  cuando  son  licúales  los 'qué  se  controvierten;  pues  que  en  otro 
caso,  la  misma  ley  reserva  su  acción  á  los  acreedores  de  distinta  Índole  y  esr 
fera,  como  son  los, privilegiados  é  hipotecarios.    S,  2S  En^ro  J87Q. 

No  son  computablés  como  votos  al  efecto  de  constituir  mayoría,  las  ad- 
hesiones que  con  posterioridad  á  la  junta  se  remitan  al  Juzgado.  S,  10  D&, 
1888, 

t  , 

ktt.  11118.  Los  acreedores  por  trabajo  personal  y  alimentos, 
gastos  de  funeral,  ordenación  de  última  voluntad  y  prevención  de 
abinteiftató  ó  testamentaria;  así  como  los  hipotecarios  con  hipoteca 
legal  ó  voluntaria,  podrán  abstenerse  de  concurrir  á  la  junta  6  de 
tomar  parte  en  la  votación  (2). 

Si  se  abstuvieren,  no  quedarán  obligados  á  estar  y  pasar  por  lo 
acordMo. 

Si  tomaren  parte  en  la  votación,  quedarán  obligados  como  los 
demás  acreedores. 

Art,  1139.    La  mujer  del  detldor  no  podrá  tomar  parte  en  la 


il)  "LoB  ooDTenlos  qufe  el  deudor  y  Bti8  acreedores  celebraren  iudioialmetite,  con  Iab 
formalidad^  de  la  ley^  sobre  la  quila  y  espera,  6  en  el  concurso,  serán  obli^torlospara 
todos  los  concurrentes  y  para  los  que,  citados  y  notificados  en  forma,  no  hubieren  brotes- 
lado  en  tiempo.  Se  exceptúan  los  acreedores  que,  teniendo  derepba  de  abstenerse,  nubie- 
sen  usado  de  él  debidamente.  Tienen  derecho  de  abstenerse  los  acreedores  conoi prendidos 
enloBartrctik)sl»922.  li928yl.«eH/'    Art,  1917  a'CÜvU.     , 

(2)  El  Código  Civil  ha  modificado  este  articulo  aX  disponer  en.el  1.917  qiie  tienen  dere- 
cho de  abstenerse  álds  convenios  de  quita  ;^  espera  los  acreedores  comprendidos  en  k» 
artículos  1922, 1923  y  1924  del  mismo  cuerpo  legul. 

Cuando  estos  acreedores  preferentes  concurran  A  la  Junta,  serán  incluidos  en  la  com- 
putación de  votos  necesarios  para  constituir  quorum  y  celebrar  aquélla. 
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discugión  ni  en  ísi  votación  de  la  junta  en  que  se  trate  de  la  quita  6  , 
espera. 

Árt.  1140.  Se  tendrá  por  desectíada  la  proposicióii  de  quita 
ó  espera  cuando  no  concurran  acreedores  en  número  suficiente  pgtra 
constituir  la  junta  6  no  reúna  á  su  favor  las  dos  mayorísüs  expresa- 
das en  la  regla  6a.  del  art.  1137,  aunque  tampoco  las  reúna  el  voto 
contrario. 

Art,  1141,  Si  el  acuerdo  de  la  junta  fuere  denegatorio  de  la 
quita  6  eSperá  6  no  hubiere  podido  tomarse  por  falta  de  número, 
queda.rá  terminado  el  incidente  sin  ulterior  recurso,  y  los  interesa- 
dos en  libertad  para  hacer  uso  de  los  derechos  que  puedan  corres- 
ponderles. 

Art.  1143.  Si  el  acuerdo,  fuere  favorable  al  deudor,  podrá  ser 
impugnado  dentro  de  los  10  días  siguiente^  ál  dé  la  junta  por  cual- 
quier acreedor  de  los  citados  personalmente  que  no  hubiere  concu- 
rrido á  ellia,  '6  que,  concurriendo,  hubiere  disentido  y  protestado 
contra  el  voto  de  la  mayoría.  . 

A  este  fin,  los  acreedores  que  se  hallen  en  aquél  caso  podrán 
examinar  ep  la  Escribanía  el  acuerdo  4^  la  junta.     * 

Art. ,  1143,  A  los  acreedores,  que  no  hubieren  sido  citados  i)er- 
sonalmente  para  la  junta,  se  les  notificará  el  acuerdo  favorable  de 
ésta,  si  lo  solicitare  el  deudor  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al 
de  la  celebración  dé  la  misma  y  se  hallaren  en  alguno  de  los  puntos 
indicados  en  eí  áí-t.  1145. 

Art,  1144,  Al  hacerles  la  notificación  se  les  prevendrá,  con- 
signándolo en  la  diligencia  bajo  pena  de  nulidad,  que  si  no  protes- 
t-an  contra  dicho  acuerdo  eñ  el  misino  acto,  ó  por  compai;*ecenciá 
dentro  de  los  tres  días  siguientes,  será  obligatorio  pa^a  ellos  y  no 
podrán  iin pugnarlo. 

JUBISPBÜDENOIA. 

lia  infkucción  de  este  articulo  y' del  anterior,  motivan  el  recurso  de  ca- 
sación.   S,  ^8  Marzo  1896, 

Art.  1145,  Eú  los  casos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  an- 
teriores, el  término  para  formular  la  oposición  será:  el  de  15  días 
para  los  acreedores  que  residan  en  el  territorio  respectivo  de  cada 
una  de  las  islas  de  Cuba  6  Puerto  Rico,  y  él  de  SO  para  los  que,  residien- 
do en  cucdquiera  de  ellas,  hubieren  de  ejerdtiir  su  derecho  en  la  otra,  á 
coíitár  todos  desde  el  día  de  la  notificación. 

Art.  1146.    Lo  dispuesto  en  los  tres  artículos  anteriores  no 
&erá  aplicable  á  los  acreedores  que  residan  en  la  Penirüsula  y  demás 
terrUJoriós  espacióles  de  Europa,  6  África,   6  en  el  extranjero,  á  los  - 
cuáles  quedará  á  sklvo  su  derecho  contra  él  deudor,  lio  obstante  él 
convenio,  si  no  hubieren  concurrido  á  la  jiíntá. 

AH.  1147;  Láis  únicas  causas  por  las  que  podrán  ser  impug- 
nados los  acuerdos  sobre  quita  y  espera  serán: 

la.  Defecto  en  las  formas  empleadas  para  la  convocatoria,  ce- 
lebración y  deliberación  de  la  junta. 
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2a.  Falta  de  personalidad  ó  de  representación  en  alguno  de 
los  qne  hayan  concurrido  con  su  voto  á  formar  la  mayoría. 

3a.  Inteligencias  fraudulentas  entre  uno  ó  más  acreedores  y 
el  deudor  para  votar  á  favor  de  la  qaita  ó  la  espera. 

4a.  Exageración  fraudulenta  de  créditos  para  procurar  mayo- 
ría de  cantidad  (1). 

JÜBIBPBUDENCIA. 

Este  artículo  y  las  doctrinas  aue  establecen  que  el  objeto  y  fundamento 
del  mismo  es  evitar  y  reprimir  el  dolo  y  mala  fé  que  tiendan  ft  falsear  la 
voluntad  de  la  masa  general  de  acreedores,  y  que  £»lo  pueden  atacarse  los 
acuerdos  de  la  junta  sobre  los  particulares  6  extremos  de  que  en  él  se  hace 
mérito,  se  refieren  á  la  impugnación  de  los  acuerdos  tomados  por  los  acree- 
dores, ya  en  el  concurso,  ya  en  la  quiebra,  pero  no  al  caso  en  que,  por  ser 
comerciante  el  deudor,  están  absolutamente  prohibidas  La  quita  y  espera  iK>r 
otras  disposiciones  de  esta  l«y.  S,  28  Marzo^l888, 

Aunque  exista  falta  de  exactitud  en  las  relaciones  de  activo  y  pasivo 
presentadas  por  el  deudor  al  solicitar  la  quita  y  espera,  no  puede  considerar- 
se conio  defecto  en  la  forma  empleada  para  la  convocación,  celebración  y 

deliberación  de  la  junta.  8,  10  Julio  1895. 

. 
La  terminación  de  un  procedimiento  de  quita  y  espera,  por  convenio  fií- 
vorable  al  deudor,  no  puede  impugnarse  á  título  de  nulidad  de  actuaciones, 
sino  conforme  al  procedimiento  establecido  en  este  artículo  y  siguientes. 
La  mimna  sentencia. 

• 

Art.  1148.  La  oposición  se  formulará  conforme  á  lo  preveni- 
do en  el  art.  523,  y  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos  pa- 
ra los  incidentes,  siendo  parte  demandada  el  deudor  y  los  acreedo- 
res que  comparezcan  manifestando  su  propósito  de  sostener  el 
acuerdo  de  la  junta. 

Deberán  litigar  unidos  y  bajo  una  sola  dirección  todos  los  que 
sostengan  una  misma  causa. 

La  sentencia  que  recaiga  será  apelable  en  ambos  efectoa 
.  Art*  1149*  Trascurridos  los  10  días  señalados  en  el  artículo 
1142,  y  en  su  caso  los  términos  concedidos  en  el  1145,  sin  haberse  hecho 
oposición,  el  Juez  llamará  los  autos  á  la  vista  y  dictará  auto  man- 
dando llevar  á  efecto  el  convenio,  y  declarando  que  los  interesados 
deberán  estar  y  pasar  por  él. 

Dictará  también  para  su  ejecución  las  providencias  qne  corres- 
pondan, siempre  á  instancia  de  parte  legitima. 

Art*  1150,  Contra  el  auto  mandando  Uevar  á  efecto  el  con- 
venio en  el  caso  del  artículo  anterior,  no  se  admitirá  recurso  algu- 
no, y  será  obligatorio  para  todos  los  acreedores  comprendidos  en  la 
relación  del  deudor,  con  exclusión  solamente  de  los  expresados  en 
el  art.  1138  que  se  hubieren  abstenido  de  votar,  y  de  los  que  no 
habiendo  sido  citados  personalmente  para  la  junta,  ni  comparecido 
en  ella,  no  se  les  hubiese  hecho  la  notificación  autorizada  por  el  ar- 
tículo 1143. 


(] }    Este  caso  y  el  anterior,  se  entienden  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal 
establecida  en  los  art».  554, 656  y  502  y  siguientes  d^  C.  Penal. 


._.  j 
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ArL  1151.  A  todos  estos  acreedores  y  á  los  do  incluidos  eu 
dicha  rdiaoión,  quedará  á  salvo  é  íntegro  sn  derecho  contra  el  den- 
dor,  no  obstante  el  convenio,  á  no  ser  qne  se  hubieren  adherido  á  él 
erpresa  6  tácitamente. 

Art.  1152.  Todas  las  costas  de  estos  procedimientos  serán  de 
cuenta  del  deudor  que  los  haya  promovido. 

Las  del  incidente  de  oposición, al  acuerdo  déla  junta  podrán 
imponerse  al  que  lo  haya  promovido  con  temeridad  (1;. 

Ari»  1153*  Si  el  deudor  no  cumpliese  en  todo  ó  en  parte  el 
ox>nvenio  de  quita  6  espera,  recobrarán  los  acreedores  todos  los  de- 
rechos que  contra  aquél  tenían  antes  del  convenio. 

En  este  caso  podrá  el  deudor  ser  declarado  en  concurso  necesa- 
rio á  instancia  de  los  acreedores  ó  de  cualquiera  de  ellos,  aunque  no 
haya  pendiente  ninguna  ejecución  contra  el  mismo  (2). 

SECCIÓN    SEGUNDA 


De  la  dedaracián  de  coneurm 

Art.  II64.  El  juicio  de  concurso  de  acreedores  podrá  ser  vo- 
luntario ó  necesario. 

Será  voluntario  cuando  le  promueva  el  mismo  deudor  cediendo 
todos  sus  bienes  á  sus  acreedores. 

Será  necesario  cuando  se  forme  á  instancia  de  los  acreedores  ó 
de  cualquiera  de  ellos  (3). 

Art.  1155.  El  que  se  presente  en  concurso  voluntario  deberá 
acompafiar  necesariamente  á  su  solicitud,  sin  lo  cual  no  será  admi- 
tida (4): 

lo.  Belación  firmada  de  todos  sus  bienes,  hecha  con  indivi- 
dualidad y  exactitud,  y  con  expresión  del  valor  en  que  los  estime. 

Sólo  se  exceptuarán  de  ella  los  bienes  que,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1447,  no  pueden  ser  objeto  de  embargo  en  las  ejecuciones. 

2o.  Un  estado  ó  relación  individual  de  las  deudas,  con  expre- 
sión de  su  fecha  y  procedencia  y  de  los  nombres  y  domicilios  de  los 
acreedores. 

3o.  Una  Memoria  en  que  se  consignen  las  causas  que  hayan 
motivado  su  presentación  en  concurso. 


[1]  Hoy  en  obligatoria  la  imposición  de  coHtas  en  cato  de  temeridad.  V.  Comple- 
mento del  art.  868  de  esta  Lev. 

[2]  **Si  el  deudor  cumpliere  el  convenio,  quedarán  extinguidas  sus  obligaciones  en 
los  términos  estipulados  en  el  mismo;  pero,  si  dedare  de  cumplirlo  en  todo  6  en  parte,  re- 
nacerá el  derecho  de  los  acreedores  por  las  cantidades  <me  no  hobiesen  percibido  de  su 
crédito  primitivo,  y  podrá  cualquiera  de  ellos  pedir  la  declaración  ó  continuación  del 
concurso.'*    Art  1919  Cbdioo  CUiü. 

[3]  £1  artículo  1175  del  CX  ClvU  autoriza  al  deudor  paia  que  pueda  ceder  sus  bienes  á 
loe  acreedores  en  pago  de  sus  deudas,  ajustándose  la  oesióu  á  las  disposiciones  del  til 
XVII,  lib.  IV,  del  mismo  Código,  relativas  á  la  concurrencia  y  prelacion  de  créditos  y  á 
lo  establecido  en  esta  ley  sobre  convenio  entre  el  concursado  y  sus  acreedores. 

[4]  "SI  deudor  cuyo  pasivo  faere  mayor  que  el  activo  y  hubiese  dejado  de  pagar  sus 
obligaciones  corrientes,  deberá  presentarse  en  concurso  ante  el  Tribunal  competente  lue- 
go  que  aquella  situación  le  fuere  conocida.'*    Art.  191S  C  Civil. 

Véase  Inc.  5.  o  art.  dóS  C.  Penal. 
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Art.  1156.  La  declaración  del  concurso  necesai:io  3Ólo  podrá 
decretarse  á  instancia  de  uno  ó  más  acreedoires  legíUmos,  qu^  acre- 
diten los  dos  extremos  siguientes: 

lo.  Que  existen  dos  ó  más  ejecuciones  pendientes  contra  un 
mismo  deudor. 

2o.  Que  no  se  ha  encontrado  en  alguna  de  ellas  biemes  librea 
de  otr^  responsabilidad,  conocidamente  bastantes  é>  cubrir  la  canti- 
dad que  se  reclame. 

En  el  caso  del  art,  1153^  no  será  necesaria  1^  juat^iflcaoión  de 
estos  dos  extremos  para  decretar  la  declaración  de  concurso  (1) 

Art*  1157.  El  acreedor  que  solicite  la  declaración  de  concor- 
so  deberá  justificar  además  su  personalidad,  acompasando  el  título 
de  su  crédito  con  fuerza  ejecutiya  ó  testimonio  del  auto  por  el  que 
á  su  instancia  se  hubiere  despachado  la  ejecución,  si  no  pretende  en 
los  mismos  autos  ejecutivos  la  declaración  mencionada. 

Art.  1158.  Si  el  Juez  estimare  que  se  han  llenado  los  requi- 
sitos exigidos  para  sus  respectivos  casos  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, dictará  auto  haciendo  la  declaración  de  concurso  y  acordan- 
do las  medidas  que  se  expresarán  en  la  sección  siguiente. 

En  otro  caso  denegará  dicha  declaración,  hiendo  e^te  auto  ape- 
lable en  ambos  efectos. 

Art.  1169.  El  auto  en  que  se  acceda  á  la  declaración  d|B  con- 
cursó se  notificará  inmediatamente'  al  concursado,  el  cual  quedará 
en  su  virtud  incapacitado  para  la  adpiinístración  de  sus  bienes  (2). 

Art.  1160.  El  deudor  podrá  oponerse  á  lá  declaración  de 
concurso  hecha  á  instancia  de  sus  acreedores,  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  en  que  le  haya  sido  notificada. 

Pasados  los  tres  días  sin  oponerse,  quedará  firme  de  derecho 
dicha  declaración. 

Art.  1161.  Si  el  deudor  se  opusiere  en  tiempo,  se  entregarán 
los  autos  á  su  Procurador  por  término  de  cuatro  días  improrroga- 
bles para  que  formalice  la  oposición,  formándose  previamente  la 
pieza  separada  que  se  ordena  .en  el  artículo  que  sigue. 

Arí.  1162.  Mientrais  se  sustancia  y  decide  la  oposición  del 
deudor,  se  continuará  la  ejecución  dé  las  medidas  acordadas  y  las 
demás  que  procedan,  conforme  á  lo  establecido  en  la  sección  si- 
guiente, para  la  ocupación  de  los  bienes,  libros,  papeles  y  corres- 
pondencia. 

Para  llevarlo  á  efecto  se  formará  pieza  separada,  con  testímo^ 
nio  del  auto  de  declaración  de  concurso  y  de  las  diligencias  que  se 
hubieren  practicado  con  aquel  objeto. 

Art.  1^63.    Dicha  oposición  se  sustanciará  por  los  tramites 


(1 1  No  obstan  á  la  declaración  de  concurso  los  defectos  de  forma  atribuidos  &  uno  de 
los  Juicios  ^ecuilvos  pendientes  cantra  el  deiiidor,  siempre  que  no  desvirtúen  la  reattcUd 
y  existencia  del  mismo.    S.  del  T.  S.  de  España  ti  Marzo  1899. 

(2)  "La  declaración  de  concurso  incapacita  al  concursado  para  la  administración 
de  sus  bieneR  y  para  cualquiera  otra  que  por  la  ley  le  corresponda.  Será  rehabilitado  eo 
sus  derechos  terminado  el  concurso,  si  de  la  tviliflcación  de  éste  no  resultase  causa  que  lo 
impida."    Art,  191U  C  Civil. 
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establecidos  para  los  incidentes,  pero  limitando  á  cuatro  días  él  tér- 
mino del  traslado  que  habrá  de  conferirse,  con  entrega  de  los  autos, 
al  acreedor  á  cuya  instancia  se  hubiere  hecho  la  declaración  de  con- 
curso, y  á  10  días  improrrogables  el  término  de  prueba. 

Art.  1164.  Podrán  ser  parte  en  dicho  incidente  los  demás 
acreedores,  debiendo  litigar  usiidos  al  deudor  y  bajo  una  misma  di- 
rección los  que  como  éste  se  opongan  á  la  declaración  del  concurso, 
y  unidos  del  mismo  modo  s)l  acreedor  contrario  los  que  quieran  sos- 
tenerla. 

La  sentencia  que  recayere  será  apelable  en  ambos  efectos,  sin 
que  se  suspendan  loe  procedimientos  de  la  pieza  séjmrada  á  que  sé 
refiere  el  artículo  anterior. 

Árt.  1165»  Si  se  dejare  sin  efecto  la  declaración  de  concurso, 
así  que  sea  firme  la  sentencia,  -se  pondrá  testimonio  de  su  parte  dis- 
positiva en  las  demás  piezas  de  autos  del  concurso,  y  cesando  la  in- 
tervención judicial,  se  hará  entrega  al  deudor,  por  el  depositario  y 
actuario,  de  los  fondos,  bienes,  libros,  papeles  y  correspondencia  in- 
tervenidos. 

El  mismo  depositario,  si  hubiei*e  desempefiado  actos  de  admi- 
nistración, rendirá  cuentas. al  deudor. 

Art.  11G6.  Cuando  se  hubiere  publicado  la  declaración  de 
oonourso,  se  publicará  también  en  la  misma  forma  la  sentencia  de- 
jándola sin  efecto,  si  lo  solicitare  el  concursado. 

Árt.  1167.  En  el  caso  del  art..  1165,  quedará  á  salvo  su  dere- 
cho al  deudor  para  reclamar  del  acreedor,  á  cuya  instancia  se  hu- 
biere declarado  el  concurso,  la  indemnización  dedafios  yx>erjui($ios, 
etíando  el  último  haya  procedido  con  dolo  ó  falsedad. 

Esta  reclamación  se  deducirá  en  los  mismos  autos  en  que  haya 
i*eoaído  dicha  sentencia,  y  se  sustanciará  por  los  trámites  del  juicio 
deelárativo  de  mayor  cuantía. 

Art.  1168.  Cualquier  acreedor  legítimo  puede  oponerse  á  la 
declaración  del  concurdo,  ya  sea  voluntario  ó  necesario,  para  que 
se  deje  sin  efecto,  por  ser  improcedente  el  juicio  universal,  ó  para 
que  ae  haga  en  su  lugar  la  declaración  de  quiebra  y  se  siga  el  pro- 
cedimiento establecido  por  la  ley  para  las  quiebras  mercantiles. 

Art.  1169.  Esta  oposición  deberá  deducirse  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  de  la  citación  del  opositor,  y  si  no  hubielse  sido  ci- 
tado personalmente,  dentro  del  térmitio  de  k>s  edictos,  citando  á  los 
acreedores  para  el  juicio.  Trascurridos  estos  términos  no  será  wí- 
mitida.  / 

Se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes 
en  pieza  «eparada,  que  se  formará  coñíbrme  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  746  y  747,  sin  que  se  suspenda  el  curso  del  juicio  principal. 

JUBI8PBIJDBN0IA. 

La  citación  que  exige  este  artículo  para  que  la  oposición  al  ooncurso  no 
pueda  deducirse  pasados  los  tres  días  siguientes  al  de  aquélla,  es  la  personal. 
>V.  ^  Oct.  1885  y  Auto  7  EnerO  189^, 
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Art.  1170*  En  virtud  de  la  declaracióu  de  concurso^  se  teu- 
drán  por  vencidas  todas  las  deudas  pendientes  del  concursado.  Si 
llegara  á  verificarse  el  pago  antes  del  tiempo  prefijado  en  la  obli- 
gación, sufrirán  el  descuento  que  corresponda  al  interés  legal  del 
dinero  (1). 

SECCIÓN  TERCERA 


Diligencias  consiguientes  á  la  declara^ción  de  concurso 

Art.  1171.  En  el  mismo  auto  en  que  se  hagai  la  declaración 
de  concurso  se  dictarán  las  disposiciones  siguientes: 

la.  El  embargo  y  depósito  de  todos  los  bienes  del  deudor,  la 
ocupación  de  sus  libros  y  papeles  y  la  retención  de  su  correspon- 
dencia. 

2a.  El  nombramiento  de  depositario  que  se  encargue  de  la 
conservación  y  administración  de  los  bienes  ocupad<>6  al  deudor. 

3a.  La  acumulación  al  juicio  de  concurso  de  las  ejecuciones 
que  haya  pendientes  contra  el  concursado  en  el  mismo.  Juzgado  ó 
en  otros,  con  la  excepción  establecida  en  el  art.  166. 

Art.  1172.  La  ocupación  y  embargo  de  los  bienes^  libros  y 
papeles  del  deudor  se  llevará  á  efecto  con  citación  del  mismo,  sino 
se  hubiere  ausentado,  en  la  forma  máa  adecní^da  y  menos  dispen- 
diosa, siguiendo  las  reglas  establecidas  para  la  intervención. del 
caudal  en  los  oMntestaios. 

Sólo  se  dejarán  á  disposición  del  concursado  los  bienes  excep- 
tuados  de  embargo  por  el  art.  1447. 

Art.  1173.  Para  el  depósito  de  los  bienes  se  observarán  las 
i'eglas  siguientes: 

la.  El  metálico  y  efectos  públicos  se  depositarán  en  el  esta- 
blecimiento público  destinado  para  ello,  y  también  las  alhajas  si 
fuesen  en  él  admitidas: 

Del  resguardo  del  depósito  se  pondrá  testimonio  en  los  autos, 
quedando  el  original  bajo  la  custodia  del  depositario  para  entre- 
garlo á  los  Síndicos. 

2a.  Los  frutos  y  demás  bienes  muebles  y  los  semovientes  se  en- 
tregarán al  depositario  para  su  custodia,  bajo  el  ex)rrespondiente 
inventario. 

3a.  Los  bienes  inmuebles  se  pondrán  bajo  la  administración 
del  depositario,  tomándose  anotación  preventiva  del  embargo  en  los 
respectivos  Registros  de  la  propiedad.  ^ 

4a.  De  los  libros  de  cuentas  y  papelea  se  formará  el  oportuno 
inventario,  con  expresión  del  estado  en  que  se  hallen,  y  se  eomt&c- 
varán  en  la  Escribanía  hasta  entregarlos  á  los  Síndicos,  á  no  ser 


(1)  Este  articulo  ha  sido  modificado  por  el  1915  del  Código  Q vil  que,  resolTlendo  ku 
dudas  A  que  dló  lugar  su  aplicación,  Umita  dicho  venclmieuto  extraordinario  ft  las  deu- 
das aplazo,  estableciendo  oue:  "Por  la  declaración  de  concurso,  vencen  todas  las  deadM 
A  plazo,  del«oncuraado.  Si  llegasen  A  pagarse  antes  del  tiempo  prefijado  en  laobBgacl6D, 
sufrirán  el  descuento  correspondiente  al  interés  legal  del  dinero.'' 

Véanse  además  los  arts.  1120  y  1121  del  C.  Civil. 


^o'  abrirá  //•    ®°  «í  día  v  hn^  ^^"Sa  á  dis- 

«eoesario  aJonfe.  *  .P*'"  el  re8„,,  ^  ^'^ncia  del  actuario, 

Árt    II50  ^®  ^«conozca,.  ^^^  *  ^  personas 

lo    TS  ^  de  so  oblip^vc  "**"  posesión*^  de  «i 

"•«"te el'nri.  ^a«»  la  eoh^  '®°®*  mxiebles  que 


o\>aervará 

— '  ^o  se  gnar- 
lón  6  ex»- 
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lo  prevenido  para  iguales  casos  en  la  administración  de  los  abinUs- 
tatos. 

Art.  118L  Los  fondos  que  recaude  el  Administrador  del  con- 
curso se  depositarán  sin  dilación,  á  disposición  del  Juzgado,  en  el 
establecimiento  público  destinado  al  efecto. 

El  Jnez,  sin  embargo,  podrá  dejar  en  poder  de  aquél  la  canti- 
dad que  estime  indispensable  para  cnbrir  las  atenciones  del  concurso. 
Art.  1182.  El  Juez  podrá  siefi^vlar  al  depositario  dietas  pro- 
porcionadas á  la  entidad  y  ciircunstancias  de  los  bienes  confiados  á 
su  custodia,  y  teniendo  en  cuenta  Jo  que  podrán  importar  los  dere- 
chos de  administración.  En  ningún  caso  pasarán  de  35  pesetas 
diarias. 

En  todo  caso,  el  Depositario-administrador  tendi*i  derecho  á 
percibir: 

lo.     Medio  por  100  sobre  la  cobranza  de  créditos. 
2o.     Uno  por  100  sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  fru- 
tos, bienes  muebles  ó  semovientes  que  se  enajenen. 

3o.  Cinco  por  100  sobre  los  productos  líquidos  de  administra- 
ción que  no  procedan  de  las  causas  expresadas  en  los  párrafos  ante- 
riores. 

Art.  1188.  Cesará  el  Depositario  el  mismo  día  en  que  los  Sín- 
dicos tomen  posesión  de  su  cargo,  á  quienes  hará  entrega  de  la  ad- 
ministración y  de  los  bienes  puestos  bajo  sii  custodia. 

Én  los  16  días  siguientes  rendirá  cttenta  justificada,  correspon- 
diendo su  aprobación  al  Juzgado  con  audiencia  de  los  Síndicos. 

Art.  1184.  Para  llevar  á  efecto  la  acumulación  ordenada  en 
la  disposición  3a.  del  art.  1171,  se  observará  lo  siguiente: 

lo.  Si  los  autos  ejecutivos  radicaren  en  la  misma  Escribanía 
del  concurso,  el  Juez  mandará  al  actuario  que  los  acumule  al  juicio 
universal,  poniendo  en  ellos  testimonio  de  la  providencia  y  citando 
al  ejecutante  para  que  comparezca  en  este  juicio  á  hacer  uso  de  sn 
derecho. 

2o.  Si  radicasen  en  otras  Escribanías  del  mismo  Juzgado, 
mandará  al  actuario  que  requiera  á  sus  compañeros  con  testimonio 
de  la  providencia,  á  fin  de  qne  le  entreguen  los  autos  para  acu- 
muWlos  al  concurso,  citando  también  á  los  ejecntantes  con  el  obje- 
to antedicho. 

3o.  En  ambos  casos,  si  el  ejecutante  se  opusiere  á  la  acumula- 
ción, pedirá  en  los  autos  ejecutivos,  dentro  de  tercero  día,  reposi- 
ción de  la  providencia  en  que  se  haya  mandado,  y  oyendo  al  Depo- 
sitario-administrador del  concurso  por  otros  tres  días,  para  lo  cual 
se  le  entregarán  los  autos,  resolverá  el  Juez  lo  que  estime  proceden- 
te, siendo  apelable  esta  resolución  en  ambos  efectos. 

4o.  Si  las  ejecuciones  pendiereu  en  otros  Juzgados,  el  Juez, 
remitiendo  testimonio  del  auto  de  la  declaración  de  concurso  y  de- 
más que  estime  necesario,  les  oficiará  reclamándoles  los  autos  para 
acumularlos  al  juicio  universal. 

En  este  caso  se  procederá  en  la  forma  ordenada  por  los  artículos 
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175  y  siguientes,  y  si  el  Juez  requerido  denegase  la  aeumulaóión,  se 
formará  pieza  separada  del  concurso,  con  testimonio  de  lo  necesario 
para  los  procedimientos  ulteriores. 

Art.  1186,  Serán  también  acumulables  á  estos  juicios  las  ac- 
ciones y  pleitos  expresados  en  el  art  1002. 

EstiuB  acumulaciones  se  decretarán  en  la  forma  ordinaria,  á  ins- 
tancia del  Depositario- -administrador  ó  de  los-Bindioos  del  con* 
curso.  « 

Art.  1186.  Luego  que  sea  firme  la  declaración  de  concorso, 
si  éste  fttese  necesario,  mandará  el  Juez  se  haga  saber  al  concursa- 
do que  en  el  término  de  tercero  ■  día  presente  la  relación  de  sus 
acreedores  y  la  Memoria  prevenidas  en  los  números  2o.  y  3o.  del 
art.  1155. 

Art.  1187.  El  Juez  podrá  ampliar  este  término  por  el  tiem- 
po que  crea  indispensable  cuando  sea  notoria  su  ipsufíeiencia,  aten- 
didas la  importancia  y  circunstancias  esx)eciales  del  concurso. 

Art.  1188,  Si  el  concursado  no  cumpliese  lo  prevenido  ea  el 
artículo  anterior  dentro  del  plazo  que  se  le  señale  6  no  pudiera 
cumplirlo  por  haberse  ausentado,  seguirá  el  juicio  adelante,  tenién^ 
dose  en  cuenta  ese  hecho  como  indicio  de  culpabilidad  al  hacer  la 
califloaeión  del  concurso. 

Art.  1189.  Cuando  el  concursado  sea  una  colectividad  ó  com> 
pafíía  que  no  se  rija  por  el  Código  de  Comercio,  si  su  Director  ó 
Gerente  no  cumple  lo  prevenido  en  el  art  1186,  podrá  el  Juep  nom- 
brar una  persona  experta  para  gue  forme  el  Balance  general  y  una 
Memoria  de  las  causas  que  puedan  haber  ocasionado  la  insolvencia 
de  aquélla,  facilitándole  para  ello  los  libros  y  papeles  de  la  Compa- 
ñía concursada.  El  Juez  fijará  él  término  que  estime  necesario  pa- 
ra ello,  sin  que  pueda  exceder  de  30  días. 

Art.  I190«  Si  el  concursado  se  ausentase  del  lugar  del  juicio 
sin  dejar  persona  con  poder  bastante  para  que  le  répneÉente  en  el 
concurso,  se  le  llamará  por  edictos  en  la  forma  prevenida  en  el  art. 
2^,  para  que  dentro  de  nueve  días  se  persone  en  el  juicio  jjor  me- 
dio de  Procurador,  y  i^  no  k)  Teriaca,  será  declarado  en  rebeldía, 
practicándose  lo  que  oMena  el  art.  281. 

SECCIÓN    CUARTA 


De  la  cit4icián  de  lo8  acreedores  y  nanUtramiento  de  Sindieos 

Art.  1191,  Sin  perjuicio  de  continuar  ejecutando  las  diligen- 
dias  ordenadas  en  la  sección  anterior,  luego  que  sea  firme  la  decla- 
ración de  concurso,  el  Juez  mandará  publicarla  por  medio  de  edic- 
tos, con  la  prevención  de  que  nadie  haga  pagos  al  concursado^  ba- 
jo pena  de  tenerlos  por  ilegítimos,  debiendo  hacerlos  al  Depositario 
ó  a  los  Síndicos  luego  que  estén  nombrados. 

JUBIBPBUDENOIA. 

A  la  sindicatura  6  representación  leigal  de  un  concuno  ooinpeten  las 
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mismas  acciones  que  hubiera  podido  ejercer  el  concursado  contra  las  perao- 
ñas  que  le  estaban  obligadas.  S.  14  Dic,  186L 

La  infiracción  de  este  articulo  no  da  lugar  al  recurso  dé  casación  en  el 
fondo.  Auto  7  IJnero  1897, 

Art.  1193.  Al  mismo  tiempo  acordará  citar  á  los  acreedores 
por  los  mismos  edictos,  á  fin  de  que  se  presenten  en  el  juicio  con 
los  títulos  justificativos  de  sus  créditos,  y  convocarlos  á  junta  ge- 
neral para  el  nombramiento  de  Síndicos  en  el  día,  hora  y  sitio  que 
el  Juez  señale. 

Art.  1193.  Entre  la  convocatoria  y  la  celebración  de  la  Junta 
deberán  mediar  20  días  cuando  menos,  á  contar  desde  la  publicación 
de  los  edictos,  sin  que  puedan  esjCeder  de  40. 

Art,  1194.  El  Juez  fijará  el  día  para  la  celebración  de  la  jun- 
ta, teniendo  en  consideración  el  número  y  residencia  de  los  acree- 
dores, de  suerte  que  todos  los  que  se  hallen  en  el  territorio  respecti- 
vo de  cada  una  de  las  islas  de  Cuba  ó  Paerto  Bico  tengan  tiempp  pa- 
ra concurrir  á  la  junta  ó  dar  poder  á  persona  que  los  represente. 

Art.  1195.  Los  edictos  á  que  se  refieren  el  art.  1191  y  siguien- 
tes se  publicarán  y  j^arán  en  los  sitios  de  costumbre  del  lugar  del 
juicio  y  del  domicilio  del  concursado,  é  insertarán  en  los  BoleUnes 
oficiales  de  las  provincias,  donde  los  hubiere,  y  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno general,  como  también  en  la  de  Madrid  cuando  d  Juez,  lo  estime 
conveniente,  atendidas  la  importancia  y  circunstancias  dd  concurso. 

Art.  1196.  Sin  perjuicio  del  llamamiento  por  edictos,  serán 
citados  personalmente  pior  cédula  todos  los  acreedores  cuyos  domi- 
cilios sean  conocidos,  comprendidos  en  la  relación  presentada  por 
el  concursado,  expidiéndose  al  efecto  las  cartas-órdenes  y  exhortos 
que  sean  necesarios. 

Art.  1197.  El  concursado  será  citado  también  por  cédula  pa- 
ra esta  primera  junta  y  para  las  demás  que  se  celebren  durante  el 
juicio,  á  fin  de  que  pueda  concurrir  á  ellas  por  sí  ó  por  medio  de 
apoderado  si  le  conviniere. 

Art.  1198.  La  presentación  de  los  acreedores  en  el  juicio  con 
los  títulos  de  sus  créditos  se  hará  por  comparecencia  ante  el  actua- 
rio, ó  por  medio  de  escrito,  á  elección  del  interesado. 

Art.  1199.  Si  la  presentación  fuere  por  comparecencia,  se  ex- 
tenderá en  los  autos  la  oportuna  diligencia  para  hacerlo  constar, 
consignando  en  ella  el  nombre,  apellidos,  estado,  profesión  y  domi- 
cilio del  acreedor,  las  señas  de  su  habitación,  la  naturaleza  del  do- 
cumento, su  fecha,  y  en  su  caso  el  Notario  que  lo  hubiese  autoriza- 
do, y  el  importe  líquido  del  crédito  que  se  reclame,  expresando 
además  el  interesado  si  tiene  á  su  favor  prenda  ú  otra  garantía  en  su 
poder  ó  en  el  de  un  tercero.  Esta  diligencia  será  firmada  por  el 
iiícreedor,  y  si  no  supiere,  por  un  testigo  á  su  ruego  y  por  el  actuario. 

Art.  1200.  Cuando  la  presentación  se  haga  por  escrito  se  con- 
signarán en  él  los  mismos  particulares  antes  expresados,  extendién- 
dolo en  el  papel  sellado  que  corresponda  y  firmándolo  el  interesado 
ú  otro  á  su  ru^o  si  no  supiere. 


I 
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Si  el  acreedor  compareciere  por  medio  de  apoderado,  se  unirá 
el  poder,  á  los  autos  con  los  títulos  del  crédito. 

Arti  1201.  El  actuario  dará  recibo  de  los  títulos  de  crédito 
que  se  presenten,  aunque  no  lo  exija  el  interesado,  consignándx>lo  en 
la  misma  comparecencia  ó  en  la  nota  de  presentación  del  escrito. 

Art.  1202.  Con  los  títulos  de  los  créditos  y  las  comparecen- 
cias 6  escritos  de  su  presentación,  se  formará  un  ramo  separado,  al 
que  se  agregarán  aquéllos  por  el  orden  en  que  se  presenten,  y  por 
el  mismo  orden  serán  numerados  los  acreedores. 

Art.  1203.  En  casos  extraordinarios  en  que  por  ser  muy  con- 
siderable el  número  de  acreedores  Ó  por  la  índole  de  los  créditos  se 
presuma  racionalmente  que  no  será  posible  ejecutar  lo  que  se  pre- 
viene en  los  artículos  anteriores,  dentro  del  plazo  marcado  en  el 
1198  x^^ra  la  celebración  de  la  junta,  podrá  el  Juez  ampliar  este 
plazo  por  el  tiempo  que  juzgue  necesario. 

Art.  1204;  Cuarenta  y  ocho  horas  antes  de  la  sefíalada  para 
la  celebración  de  la  junta  se  cerrará  la  presentación  de  acreedores 
para  el  efecto  de  concurrir  á  ella  y  tomar  parteen  la  elección  de  los 
Síndicos. 

Los  que  se  presentaren  después  deberán  hacerlo  por  escrito,  y 
seiún  admitidos  para  los  efectos  ulteriores  del  juicio. 

Art;.  1205.  El  actuario,  á  medida  que  se  vayan  ptesentando 
los  acreedores  con  los  títulos  de  sus  créditos,  formará  un  estado  ó 
relación  individual  de  ellos,  que  deberá  tener  concluido  pa^ra  el  ac- 
to  de  la  junta, 

Art.  1206.  Dicha  relación  comprenderá  los  nombres  y  apelli- 
dos de  los  acreedores  y  el  importe  de  los  créditos  que  cada  uno  re- 
clame, con  el  número  de  orden  de  su  presentación  y  el  folió  de  los 
autos  donde  se  hallen  los  documentos  respectivos,  é  indicaeióii  ade- 
más de  si  cada  uno  está  ó  no  incluido  en  la  relación  presentada  por 
el  concursado. 

Art.  1207.  Lo  dispuesto  en  el  art.  1135  será  aplicable  á  la 
junta  para  el  nombramiento  de  Síndicos  y  á  las  demás  que  se  cele- 
bren en  estos  juicios. 

Art.  1208.  Para  todo  concurso  se  nombrarán  tres  Síndicos,  sin 
que  se  pueda  disminuir  ni  aumentar  este  número. 

Exceptúase  el  caso  en  que  todos  los  acreedores  oonourrentes  á 
la  junta  convengan  en  nombrar  uno  ó  dos  Síndicos  y  hagan  la  elec- 
ción precisamente  por  unanimidad. 

Art.  12091  Fuera  de  este  caso,  la  elección  de  ios  tres  Síndi- 
cos se  hará  eñ  dos  votaciones  nominales  por  los  acreedores  que  con^ 
curran  á  la  junta,  cualquiera  que  sea  su  número  y  el  pasivo  que  re- 
presenten. 

Art.  1210.  El  nombramiento  de  primero  y  segundo  Síndico 
se  verificará  en  una  misma  votación,  quedando  elegidos  los  dos  que 
hubieren  obtenido  á  su  favor  la  mayor  suma  del  capital  ó  del  pasi- 
vo, cualquiera  que  sea  el  número  de  los  votantes  que  la  represen- 
ten. 
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Si  resultaren  más  de  dos  por  igaal  snma  del  capital^  se  dará  la 
preferencia  al  que  hubiere  obtenido  mayor  número  de  voto%  y  si 
también  fuere  igual  el  námero  de  rotos,  se  tendrá  por  elegido  el 
que  designe  la  suerte  entre  los  que  se  hallen  en  este  caso. 

Art.  i2il*  En  la  votación  del  tercer  Síndico  no  tomarán  par- 
te los  acreedores  que  con  sus  votos  hubieren  formado  la  mayoría 
del  capital  que  sirvió  para  el  nombramiento  de  los  dos  primeros. 
Se  vmficará  esta  segunda  votaoiÓD  sólo  por  los  acreedores  restan- 
tes, y  quedará  elegido  Síndico  aquel,  que  hubiere  obtenido  mayor 
número  de  votos. 

Si  resultaren  dos  ó  más  con  igual  número  de  votos,  será  Sindi- 
co tercero  el  que  de  ellos  hubiere  obtenido  á  su  favor  mayor  suma 
del  capital;  y  si  también  ésta  fuere  igual,  se  procederá  al  sorteo  de 
Ids  que  se  hallen  en  el  mismo  caso,  y  quedará  el^ido  el  que  desig- 
ne la  suerte. 

Art.  1212.  Cuando  por  fallecimiento  ó  por  otra  causa  sea  ne- 
cesario proceder  al  reemplazo  de  alguno  de  los  Síndicos,  la  elección 
de  cualquiera  de  los  dos  primeros  sé  hará  por  la  mayoría  relativa 
del  capital,  y  la  del  tercero  por  la  mayoría  relativa  de  votos  de  los 
acreedores  que  concurran  á  la  junta,  conforme  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  1213;  La  elección  de  Síndicos  ha  de  recaer  necesaria- 
mente en  acreedores  varones,  mayores  de  2S  años  (1),  quo  se  hallen 
presentes,  que  lo  sean  por  derecho  propio  y  no  en  representación 
de  otro,  que  no  tengan  conocida  preferencia  ni  la  pretendan  y  que 
residan  en  el  lugar  del  juicio. 

Sólo  á  falta  de  acreedores  por  derecho  propio  podrán  ser  elegi- 
dos los'  representantes  de  otros. 

Sino  hubiere  más  que  acreedores  conocidamente  preferentes  ó 
que  sostengan  serlo,  y  representantes  de  otros  comunes,  la  elección 
deberá  recaer  en  éstos. 

Art.  1214.  En  el  día  y  hora  señalados,  se  procederá  á  celebrar 
la  junta,  bajo  la  presidencia  del  Juez  y  con  asistencia  del  actuario. 

Tomada  nota  de  los  acreedores  que  concurran,  y  resultando  ser 
de  los  comprendidos  en  la  relación  formada  por  el  actuario,  confor- 
me á  lo  prevenido  en  el  art.  1205,  el  Juez  tendrá  por  constituida  la 
junta,  cualquiera  que  sea  el  número  de  los  concurrentea 

Principiará  la  sesión  leyéndose  las  disposiciones  de  esta  ley 
que  tienen  relación  con  el  nombramiento  de  Síndicos,  y  acto  contí- 
nüo  él  actuario  dará  cuenta  de  los  antecedentes  de  Ía  declaración 
del  concurso,  del  resultado  de  las  diligencias  de  ocupación  de  bie- 
nes, libros  y  papeles,  y  de  cualesquiera  otros  incidentes  que  hayan 
ocurrido. 

dimplidas  estas  formalidades^  se  procederá  al.  nombramiento 
de  Síndicos  en  la  forma  prevenida  en  los  artículos  1208  y  siguientes. 

Bel  resultado  de  la  jiuata,  con  expresión  circunstanciada  de  las 

(1 ;    ^oy  puede  ser  Síndico  el  acreedor  mayor  de  23  años  que  sé  halle  en  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles.    Véase  art.  320  C.  Civil. 
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votaciones  nominales,  y  en  su  caso  de  las  protestas  que  se  hubieren 
hecho,  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  después  de  leída  J  apro- 
bada la  firmarán  el  Juez,  los  acreedores  concurrentes,  el  deudor  si 
hubiere  asistido,  y  el  actuario. 

Aft«  1215.  Nombrados  los  Síndicos,  se  les  pondrá  en  pose- 
sión de  su  cargo,  preyia  su  aceptación  y  el  juramento  de  desempefiarlo 
bien  y  fielmente,  y  se  les  dará  á  reconocer  donde  ñiere  necesario. 

Su  nombramiento  se  publicará  además  por  edictos,  que  se  fija- 
rán en  los  sitios  de  costumbre  é  insertarán  en  los  periódicos  oficia- 
les en  que  se  hubiere  publicado  la  convocatoria  para  la  junta. 

En  estos  edictos  se  prevendrá  que  se  haga  entrega  á  los  Síndi- 
cos de  cuanto  corresponda  al  cx)ncur8ado. 

Art.  12WÍ.    Son  atribuciones  de  los  Síndicos: 

la.  Eepresentar  al  concurso  en  juicio  y  fuera  de  él,  defendien- 
do sus  derechos  y  ejercitando  las  acciones  y  excepciones  que  le  com- 
petan. 

2a.  Administrar  los  bienes  del  concurso,  haciéndose  cargo  <le 
ellos  y  de  los  libros  y  papeles. 

3a.  Kecaudar  y  cobrar  todos  los  créditos,  rentas  y  pensiones 
que  pertenezcan  al  concurso,  y  pagar  los  gastos  del  mismo  que  sean 
indispensables  para  la  defensa  dé  sus  derechos  y  para  la  conserva- 
cióii  y  beneficio  de  sus  bienes. 

4a.  Procufer  la  enajenación  y  realización  de  todos  los  bienes, 
derechos  y  acciones  del  concurso  en  las  condiciones  más  ventajosas 
y  con  las  formalidades  de  derecho. 

5a.  Examinar  los  títulos  justificativos  de  los  créditos  y  propo- 
ner á  la  junta  de  acreedores  su  reconocimiento  y  graduación. 

6a.  Promover  la  convocatoria  y  celebración  de  las  juntas  de 
acreedores,  eii  los  casos  y  para  los  objetos  que  lo  crean  necesario, 
además  de  los  determinados  expresamente  en  esta  ley. 

J  URISPKtTDBKCIA. 

Aunque  loe  Síndicos  representan  tanto  al  quebrado  como  á  los  acreedo- 
res, no  pueden  ejercitar  acción  alguna  extraña  á  los  intereses  del  concurso. 
A^ents.  17  Junio  1887  y  H  Junio  1898, 

kxi.  Í2i7.  Los  Síndicos  tendrán  colectivamente  derecho  á  la 
vsiguiente  retribución,  que  dividirán  entre  si  por  iguales  partes  si  no 
hubieren  convenido  cosa  en  contrario. 

Sobre  la  realización  de  efectos  públicos,  medio  por  100  de  su 
valor  efectivo. 

Sobre  el  valor  líquido  en  la  venta  de  alhajas,  muebles,  Bemo- 
vientes  ó  frutos  que  no  sean  producto  de  su  administración,  2  por  100. 

Sobre  el  producto  líquido  de  venta  de  bienes  raices  y  realiza- 
ción de  créditos  ó  derechos  del  concurso,  uno  por  100. 

Sobre  los  productos  líquidos  de  La  administración  q.ae  no  pro- 
cedan de,  las  causas  expresadas  en  los  párrafos  anteriores,  5  por  100. 

Si  con,  motivo  del  desempeño  de  su  cargo  tuvieren  que  hacer 
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algún  viaje,  se  les  abonarán  los  gastos  que  les  ocasionare,  en  virtud 
de  provi4encia  del  Juez  y  de  mandamiento  que  se  librará  al  efecto. 

Art.  1318.  La  elección  de  los  Síndicos  ó  de  cualquiera  de 
ellos  podrá  ser  impugnada  por  el  deudor  ó  por  cualquiera  de  los 
acreedores  personados  en  el  juicio  que  no  hubiere  asistido  á  la  jun- 
ta ó  que  hubiere  disentido  de  la  mayoría  y  protestado  en  el  acto 
contra  la  elección. 

Deberá  presentarse  la  impugnación,  para  que  sea  admitida, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  celebración  de  la  junta,  si 
hubiere  asistido  á  ella  el  deudor  ó  el  acreedor  que  la  deduzca^  y  en 
otro  caso  dentro  del  mismo  término,  á  contar  desde  la  publicación 
del  nombramiento  de  Síndicos. 

Art.  1219,  No  serán  admisibles  para  la  impugnación  otm.s 
causas  que  las  siguientes: 

la.  Tacha  legal  que  obste  á  la  persona  nombrada  para  ejercer 
el  cargo. 

2a.  Infracción  de  las  formas  establecidas  para  la  convocatoria, 
celebración  y  deliberación  de  la  junta. 

3a.  Falta  de  personalidad  ó  de  representación  en  alguno  de  los 
que  hayan  concurrido  á  formar  las  mayorías,  de  tal  suerte  que,  ex- 
cluyendo su  voto,  no  habría  resultado  la  de  número  ó  la  de  capital. 

Art*  1220.  La  impugnación  se  sustanciará  con  el  Síndico  á 
quien  se  refiera,  en  pieza  separada,  que  se  formará  á  costa  del  actor, 
con  el  escrito  en  que  se  haya  anunciado  y  testimonio  del  acta  de  la 
junta  y  demás  particulares  que  el  Juez  designe. 

Art.  1331.  Formada  la  pieza  separada,  se  comunicará  al  que 
hubiere  hecho  la  oposición  para  que  la  formalice  dentro  de  cuatro 
días,  y  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes. 

La  sentencia  que  recaiga  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1222,  No  se  suspenderá  la  sustanciación  del  juicio  de 
concurso  por  la  oposición  hecha  al  nombramiento  de  Síndicos. 

Tampoco  obstará  para  que  los  nombrados  entren  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  sin  perjuicio  del  resultado  de  la  oposición. 

Art.  1223.  El  Síndico  cuyo  crédito  no  sea  reconocido  en  to- 
do ni  en  parte  por  la  junta  de  acreedores,  ó  por  el  Juez  en  su  caso, 
ó  deduzca  alguna  acción  contra  el  caudal  concursado,  ó  impugne 
alguno  de  los  acuerdos  de  la  junta  de  acreedores,  quedará  de  dere- 
cho separado  de  la  Sindicatura,  y  se  procederá  á  su  reemplazo  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  1212. 

Art.  1224.  Cuando  por  las  causas  expresadas  en  el  artículo 
anterior,  por  fallecimiento  ú  otro  motivo  haya  que  proceder  al 
reemplazo  de  alguno  de  los  Síndicos,  se  verificará  la  elección  en  la 
primera  junta  que  se  celebre,  ya  sea  la  de  reconocimiento.  6  ya  lii 
de  graduación  de  créditos. 

Si  el  hecho  hubiere  ocurrido  después  de  celebradas  estas  jun- 
tas y  no  estuviese  convocada  ninguna  otra,  el  Juez  acordará  convo- 
car á  junta  para  proceder  al  reemplazo  del  Síndico  que  haya  cesado. 
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Mientras  tanto,  el  Síndico  ó  Síndicos  que  queden  en  ejercicio 
tendrán  la  representación  legal  del  concurso. 

Art.  1225,  Puestos  los  Síndicos  en  posesión  de  su  cargo,  se 
dividirán  los  procedimientos  en  tres  piezas  separadas. 

La  primera,  que  contendrá  las  actuaciones  anteriores,  se  denomi- 
nará de  Administración  del  concurso.  En  ella  se  sustanciará  todo  lo 
que  se  refiera  á  la  misma  administración,  sin  perjuicio  de  formar 
los  ramos  separados  que  sean  necesarios  para  evitar  confusión  en  los 
procedimientos. 

La  segunda  se  destinará  al  reconocimiento  y  graduaei&n  de  los 
créditos. 

La  tercera,  á  la  calificación  del  concurso, 

SECCIÓN    QUINTA 


Pieza  primera. — De  la  administración  del  concwrso 

Art*  122<i.  Publicado  el  nombramiento  de  los  Síndicos,  se  les 
liai*á  entrega,  por  inventario,  de  los  bienes,  efectos,  libros  y  pape- 
les del  concurso. 

El  dinero  continuará  depositado  en  el  establecimiento  destina- 
do al  efecto  á  disposición  del  Juez,  entregándose  á  los  Síndicos  el 
resguardo  ó  resguardos,  bsyo  recibo  que  se  extenderá  en  QSfcaí  pieza. 

Art.  12¿7*  Los  Síndicos  estarán  obligados,  bajo  su  responsa- 
bilidad, á  conservar  y  administrar  con  diligencia  los  bienes  del  con- 
curso, procurando  que  den  las  rentas  productos  ó  utilidades. que 
correspondan  hasta  realizar  su  venta. 

A  dicho  fin  serán  aplicables  á  la  administración  de  los  concur- 
sos las  disposiciones  establecidas  en  los  artículos  1015  al  1028  pa- 
ra la  administración  de  los  abintestatQs,  sin  necesidad  de  dar  audien- 
cia al  concui*sado. 

JTJKISPBUDENCIA. 

Privado  el  concursado  del  disfrute  y  disposición  de  sus  bienes,  no  puede 
s^uir  ocupándolos  sino  por  la  voluntad  de  sus  acreedores,  siendo  precaria 
su  permanencia  en  ellos  y  procediendo  el  desahucio  contra  él  siempre  que  se 
le  requiera  con  un  mes  de  anticipación  para  que  desocupe  la  finca^.  S*  SO 
Oct.  1885, 

Art*  123&  El  Juez  dejará  en  poder  de  los  Síndicos  la  canti- 
dad que  estime  indispensable  para  atender  á  los  gastos  ordinarios 
del  concurso,  mandando  sacarla  del  depósito  si  fuere  necesario. 

Se  tendrán  por  gastos  de  dicha  clase  todos  los  que  exijan  la 
custodia  y  conservación  de  los  bienes,  el  pago  de'contribueiones  y 
cargas  á  que  estén  afectos  los  inmuebles,  los  pleitos  y  demás  atencio- 
nes ordinarias  del  concurso. 

JUBISPBUDENCIA. 

Los  Síndicos  de  uu  concurso  representan  una  entidad  jurídica  que  co- 
lectiva é  individualmente  responde  de  los  gastos  que  ocasione  ;el  pleito,  no 
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s61o  por  cuenta  dé  los  bienes  ooncursados,  8Íno  por  cuenta  de  los  bienes  pro- 
pios. S,  27  Feb,  1878, 

Art.  1229.  Los  Síndicos  presentarán  un  estado  ó  cuenta  de 
administración  el  día  último  de  cada  mes,  á  no  ser  que  el  Juez,  te- 
niendo en  consideración  los  ingresos  del  concurso,  estime  conve- 
niente ampliar  este  período. 

Si  resultaren  existenciaflren  metálico  que,  sin  ser  necesarias  para 
las  atenciones  del  concurso,  no  hubieren  sido  depositadas  por  los 
Síndicos  en  el  establecimiento  público  correspondiente,  el  Juez  les 
obligará  bajo  su  responsabilidad  á  que  lo  verifiquen. 

ktU  1230.  Con  los  estados  ó  cuentas  de  administración  se 
formará  un  ramo  separado  de  la  pieza  primera,  la  cual,  con  dicho 
ramo  y  los  demás  que  de  ella  se  formen,  se  tendrá  en  la  Escribanía 
á  disposición  de  los  acreedores  y  del  deudor  que  qnieran  examinarla. 
No  m  devengarán  derechos  por  esta  exhibición, 

Art.  12SL  El  Juez,  por  si  ó  á instancia  délos  acreedores  ó  del 
concursado,  podrá  corregir  cualquier  abuso,  que  se  advierta  enh 
administración  del  concurso,  adoptando  cuantas  medidas  considere 
necesarias,  inclusa  la  de  suspender  al  Síndico  ó  Síndicos  que  lo  hu- 
bieren cometido. 

En  este  último  caso,  el  Juez,  sin  admitir  recurso  alguno  contra 
su  providencia,  convocará  inmediatamente  á  la  junta  de  acreedores 
para  que  determinen  lo  aue  crean  más  conveniente. 

Si  el  acuerdo  de  la  junta  fuere  confirmatorio  de  la  suspensión 
del  Síndico,  en  el  mismo  acto  se  pnx^ederá  á  su  reemplazo  en  la  for- 
ma prevenida  en  el  art.  1212. 

En  otro  caso,  se  tendrá  por  alzada  la  suspensión  acordada  por 
el  Juez. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  pro- 
cederse  criminalmente  cuando  á  ello  hubiere  lugar  (1). 

Art.  1232.  Puertos  los  Síndicos  en  posesión  de  los  bienes  y 
efectos  del  concurso,  procederán  á  su  enajenación  en  la  misma  pieza 
primera  ó  en  ramos  separados  de  ella,  exceptuando  solamente: 

lo.  Los  bienes  respecto  de  los  cuales  se  halle  pendiente  de- 
manda de  dominio  promovida  por  un  tercero,  en  cuyo  caso  se  espe- 
rará á  que  recaiga  sentencia  firme. 

2o.  Los  inmuebles  que  por  hallarse  hipotecados  especialmente 
hayan  sido  embargados  en  ejecución  no  acumulada  al  concurso. 

Eu  este  caso  se  oficiará  al  Juez  que  conozca  del  juicio  ejecutivo 
para  que  ponga  á  disposición  del  concurso  el  sobrante  si  lo  hubiere, 
(iespués  de  pagar  al  acreedor  hipotecario. 

Art.  1233»  Cuando  en  interés  del  concurso  creyeran  los  Sín- 
dicos que  deben  suspender  ó  aplazar  la  ensgenacion  de  algunos  bie- 
nes, lo  pondrán  en  conocimiento  del  Juez,  el  que  a<ccedeni  á  ello  Á 
lo  estima  conveniente,  á  reserva  de  dar  cuenta  en  la  primera  junte 
que  se  celebre  de  las  causas  ó  motivos  que  hayan  aconsejado  la  sns- 


(1>    V,ari.iOSO.  Peoal. 
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pensión,  para  que  la  mayoría  de  los  acreedores,  computada  del  ino- 
do  <|iae  se  determina  en  la  regla  Ga^  del  artu  1137,  acuerde  lo  que 
más  convenga  á  sus  intereses. 

Art*  12^14.  La  enajenación  se  llevará  á  efecto  con  las  formali- 
dades establecidas  para  la  venta  de  cada  clase  de  bienes  en  la  vía 
de  apremio  del  juicio  ejecutivo. 

Art.  1S3&.  El  avalúo  se  practicará  por  un  perito  elegido  por 
el  Juez  en  la  forma  que  se  determina  en  el  art.  615,  siendo  también 
aplicables  á  este  caso  el  616  y  siguientes. 

A  propuesta  de  los  Síndicos  y  siempre  que  fuere  posible,  podrá 
el  Juez  acordar  que  sean  tres  los  peritos,  elegidos  del  mismo  modo, 
cuando  á  su  juicio  lo  requiera  la  importancia  de  algunia  finca. 

Para  el  acto  de  la  insa/culaeión  y  sorteo  de  los  peritos  se  citará 
á  la  representación  de  los  Síndicos  y  del  concursado,  con  señala- 
miento de  día  y  hora.  Si  comparecen  y  se  ponen  de  acuerdo  en  «1 
nombramiento  de  perito  6  peritos,  se  tendrán  por  nombrados  los 
que  se  designen.  Én  otro  caso  se  hará  la  elección  conforme  á  dicho 
art.  615. 

Art.  VHÜm  Si  no  hubiere  postura  admisible,  se  anunciará  se- 
gunda subasta  con  la  rebaja  de  25  por  100  de  la  tasación. 

Si  tampoco  hubiere  postor,  se  convocará  á  junta  de  acreedores 
para  que  acuerden  la  manera  en  que  hayan  de  adjudicarse  los  bienes 
no  vendidos,  si  no  prefieren  la  tercera  subasta  sin  sujeción  á  tipo. 

£¡n  el  caso  de  optar  por  la  adjudicación,  ésta  se  verificará  por 
las  dos  terceras  partes  del  precio  qpe  hubiere  servido  de  tipo  en  la 
segunda  subasta '  ( 1 ). 

Art.  1237.  También  podrán  enajenarse  en  pública  subasta  los 
créditos,  derechos  y  acciones,  cuando  por  ser  litigiosos,  de  difícil 
realización  ó  de  vencimiento  á  largo  plazo,  ó  x)or  tener  que  deman- 
darlos en  la  vía' judicial,  hubiera  de  dilatarse  indefinidamente  la 
terminación  del  concurso  para  realizarlos. 

En  estos  casos,  á  propuesta  de  los  Síndicos,  el  Juez  acordará  el 
medio  que  estime  más  adecuado  para  fijar  la  cantidad  que  como 
pre^o  de  la  venta  haya  de  servir  de  tipo  en  la  subasta. 

Art«  1238.  Aprobado  el  remate,  los  Síndicos  otorgarán  la  co- 
rrespondiente escritura  á  favor  del  rematante,  lue^o  que  éste  consig- 
ne el  precio  de  la  venta,  el  que  se  constituirá  en  depósito  á  disposi- 
ción del  Juzgado  de  la  manera  antes  prevenida  (2). 

Art.  1239.  Los  Síndicos  podrán  transigir  los  pleitos  pendien- 
tes, ó  que  se  promuevan  por  el  concurso,  ó  en  contra  del  mismo,  y 
las  demás  cuestiones  que  puedan  ser  litigiosas  en  que  éste  tenga  in- 
terés, siempre  que  se  hallen  autorizados  para  transigir  por  la  junta 
de  acreedores. 


(1)  Dado  el  car&cter  de  mandatariofi  de  los  Sfndlooe.  no  podrán  éstos  tomar  parte  en 
la  subasta  de  los  bienes  del  concurso,  pues  que  ese  carácter  les  impide,  A  tenor  de  lo  dis- 

Suesto  en  el  art.  1450  del  Ckidigo  Civil,  adquirir  por  compra,  aunque  sea  en  subasta  pü- 
lica  ó  judicial,  los  bienes  de  cuya  admlnistracidn  6  ensjenaoión  estuviesen  encargados. 

(2)  Trat&ndose  de  bienes  muebles^  no  bay  necesidad  de  escritura,  A  menos  que  el  com- 
prador lo  exllá.    V.  art.  1280  C  CiviL 
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Si  no  lo  estuviesen,  someterán  la  transacción,  después  de  con- 
certada, á  la  aprobación  de  la  primera  junta  que  se  celebre  ó  que  se 
convoque  para  ello,  la  cual  resolverá  por  mayoría  computada,  como 
se  determina  en  la  regla  6a.  delart.  1137. 

En  ambos  casos  los  Síndicos  presentarán  la  transacción  en  pieza 
separada  á  la  aprobación  judicial,  sin  cuyo  requisito  no  será  válida. 
El  Juez  dará  audiencia  por  seis  días  al  concursado,  y  sin  más  trá- 
mites resolverá  lo  que  estime  conveniente. 

El  auto  aprobando  ó  desaprobando  la  transacción  será  apelable 
en  ambos  efectos  (1). 

Art.  1240.  Hecho  el  pago  de  todos  los  créditos  ó  de  la  parte 
de  ellos  que  los  bienes  del  concurso  alcanzaren  á  cubrir,  los  Síndicos 
rendirán  una  cuenta  general  justificada,  que  se  unirá  al  ramo  de 
cuentas  y  estará  de  manifiesto  en  la  Escribanía  durante  15  días  á 
disposición  del  deudor  y  de  los  acreedores  que  no  hayan  cobrado  por 
completo. 

Al1¡.  1241.  Trascurridos  los  15  días  sin  hacerse  oposición,  el 
Juez  aprobará  la  cuenta  y  mandará  dar  á  los  Síndicos  el  oportuno 
finiquito  (2). 

Art*  1242.  Las  reclamaciones  que  se  hicieren  contra  la  cuenta 
se  sustanciarán  con  los  Síndicos  en  el  juicio  declarativo  que  por  su 
cuantía  corresponda. 

El  que  las  promueva  litigará  á  sus  expensas  y  bajo  su  exclusiva 
responsabilidad,  sin  perjuicio  de  la  condena  de  costas  que  podrá  im- 
ponerse en  definitiva  á  los  Síndicos  si  fueren  vencidos. 

Los  que  sostengan  una  misma  causa  litigarán  unidos  bajo  la 
misma  dirección. 

Art.  1243.  Cuando  los  Síndicos  cesen  en  su  cargo  antes  de 
concluirse  la  liquidación  del  concurso  rendirán  igualmente  su  cuen- 
ta general  en  el  término  de  15  días,  la  que  se  someterá  al  examen  y 
aprobación  de  la  primera  junta  de  acreedores  qne  se  celebre,  previo 
informe  de  los  nuevos  Síndicos. 

Si  no  hubiera  de  celebrarse  ninguna  junta,  corresponderá  al 
Juez  la  aprobación  con  audiencia  de  los  nuevos  Síndicos^  y  si  hubie- 
re oposición  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos  para  los 
incidentes,  pudiendo  ser  parte  los  acreedores  que  lo  soliciten. 

El  auto  ó  sentencia  que  recaiga  en  estos  incidentes  será  apela- 
ble en  ambos  efectos. 

Art.  1344.  Aprobada  la  cuenta  de  los  Síndicos,  se  hará  en- 
trega al  deudor  de  sus  libros  y  papeles  y  de  los  bienes  que  hubieren 
quedado,  en  el  caso  de  haber  sido  totalmente  satisfechos  los  ci-éditos 
y  costas  del  concurso. 


(1)  La  tía  tu  raleza  de  eHte  Juicio  y  la  intervencldn  judicial  hacen  innececiarla  la  auto* 
rUacidn  de|  consto  de  familia  \art,  t69  iru:.  6o.  y  12  Cód.  ctv.)  para  enajenar  bienes  ó  transí- 

5rir  los  pleitos  cuando  haya  acreedores  menores.    Dolz.   Programa  de  Derecho  ProcemA. 
"jee.  CV. 

(2;  Según  Escriche.  se  entiende  por  finiquito  la  certificación  que  se  da  al  administra- 
dor que  produce  las  cuentas,  expresiva  de  su  aprobación  y  de  haber  pagado  aquél  el 
saldo  6  alcance  que  contra  él  resultaba. 
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Si  no  lo  hubieren  sido,  se  conservarán  en  la  Escribanía  los  libros 
y  papeles  útiles  unidos  á  los  autos  para  los  efectos  sucesivos. 

Art.  1245.  El  resultado  definitivo  del  concurso  se  notificará 
personalmente  por  cédula  á  los  acreedores  que  tengan  domicilio  co- 
nocido y  no  hubieren  cobrado  por  entero,  y  en  todo  caso  se  publi- 
cará por  edictos,  que  se  insertarán  en  los  periódicos  en  que  se  hu- 
biese publicado  la  declaración  del  concurso. 

Art,  1246*  En  el  auto  en  que  se  ordene  la  publicación  del  re- 
sultado definitivo  del  concurso,  se  declarará  la  rehabilitación  del 
concursado,  sin  necesidad  de  instancia  suya  ni  de  audiencia  de  los 
Síndicos  (1). 

Esta  rehabilitación  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
los  acreedores  cuyos  créditos  no  hayan  sido  totalmente  satisfechos  y 
de  lo  que  se  haya  resuelto  acerca  de  la  culpabilidad  del  concursado  (  2  ) . 

SECCIÓN    SCXTA 


Pieza  segwnda. — Del  reconocimientOj  graduación  y  pago  de  los  créditos 

Art*  1247.  Puestos  los  Síndicos  en  posesión  de  los  bienes  y 
de  los  libros  y  papdles  del  concurso,  se  formará  la  pieza  segunda, 
destinada  al  reconocimiento,  graduación  y  pago  de  los  créditos. 

Esta  pieza  se  íbrmará  con  testimonio  literal  del  estado  ó  rela- 
ción de  las  deudas  presentado  por  el  deudor,  y  correrá  con  ella  el 
ramo  separado  que  se  habrá  formado,  según  lo  prevenido  en  el 
art.  1202,  con  los  títulos  de  los  créditos  presentados  por  los  acree- 
dores. 

§  IV 

Del  reconocimiento  de  los  créditos 

Art.  1248.  Formada  la  pieza  segunda,  se  comunicará  á  los 
Síndicos  para  que,  dentro  del  término  que  el  Juez  les  sefiale,  pro- 
porcionado á  las  circunstancias  del  concurso,  pero  que  no  podrá  pa- 
sar de  30  días,  y  con  vista  de  los  títulos  presentados  y  de  los  libros 
y  papeles  del  deudor,  practiquen  el  examen  y  liquidación  de  los 
créditos,  dando  su  dictamen  sobre  el  reconocimiento  de  cada  uno 
de  ellos. 

Art.  1249.  Por  el  resultado  de  dicho  examen,  y  para  dar 
cuenta  á  la  junta  de  acreedores,  los  Síndicos  formarán  tres  estados, 
que  comprenderán  respectivamente: 


Q]  SegAn  el  p&rrafo  2o.  del  art  1914  del  C.  CiviL  el  concursado  ser&  rehabilitado  en 
sus  aerecbos  terminado  el  concurso,  si  de  la  califlcaci6n  de  éste  no  resultase  causa  que  lo 
impida;  no  considerándose  modificado  por  dicho  artículo  el  párrafo  del  texto  anotado  en 
razón  á  que  la  declaratoria  de  culpabilidad  no  priva  al  concursado  de  la  administración 
de  sus  bienes. 

[2]  "No  mediando  pacto  expreso  en  contrario  entre  deudor  y  acreedores,  conservarán 
éstos  su  derecho,  terminado  el  concurso,  para  cobrar,  de  los  bienes  que  el  deudor  pueda 
ulteriormente  adquirir,  la  parte  de  crédito  no  reallsada^'.  Art.  19£0  C.  Civil. 
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lo.  Todos  los  créditos  reclamados,  por  el  orden  en  que  se  hu- 
bieren presentado. 

2o.     Los  que  en  su  opinión  deban  ser  reconocidos. 

3o.     Los  que  no  deban  serlo. 

En  estos  estados  se  comprendei*án  todos  los  créditos  que  se  hu- 
bieren reclamado  hasta  la  fecha  en  que  se  formen. 

Art.  13&0.  El  Juez  apremiará  de  oficio,  y  si  fuere  necesario, 
con  multa  y  lo  demás  que  proceda,  á  los  Síndicos,  para  que  verifi- 
quen el  exanien  de  los  créditos  y  la  presentación  de  los  estados 
dentro  del  término  que  les  hubiere  señalado. 

Art,  1251  •  Luego  que  los  Síndicos  presenten  los  estados  ante- 
dichos, el  Juez  acordará  convocar  á  junta  de  acreedores  para  el  re- 
conocimiento de  créditos,  señalando  el  día,  hora  y  sitio  en  que  ha- 
ya de  celebrarse. 

Para  esta  junta  serán  citados,  en  su  persona  ó  en  la  de  sus  apo- 
dei-ados,  por  cédula  que  a<5  dejará  en  sus  respectivos  domicilios,  los 
acreedores  qu^  lo  tengan  ó  lo  hubieren  designado  en  el  lugar  del 
juicio.  Los  demás  lo  serán  por  edictos  en  la  forma  prevenida  en  el 
art.  1195. 

Xrtk  1253»    Entre  la  convocatoria  y  la  celebración  deesta  jun 
ta  deberán  mediar  de  15  á  30  días,  durante  los  cuales  los  acreedores 
y  el  deudor  podrán  examinar  el  dictamen  de  los  Síndicos  y  los  títu- 
los de  los  créditos,  á  cuyo  fin  se  les  pondrán  de  manifiesto  en  la  Es- 
cribanía. 

Art.  1253.  Constituida  la  junta  bajo  la  presidencia  del  Juez 
y  con  asistencia  del  actuario,  se  leerán  los  artículos  de  esta  ley  rela- 
tivos al  reconocimiento  de  créditos  y  á  la  manera  de  impugnar  los 
acuerdos  que  sobre  el  mismo  recaigan,  y  se  dará  cuenta  de  los  esta- 
dos á  que  se  refiere  el  art.  1249,  los  cuales  se  pondrán  á  discusión 
partida  por  partida. 

Sobre  cada  una  de  las  partidas  deberá  votarse  con  separación, 
quedando  reconocidos  ó  excluidos  los  créditos  por  unanimidad,  y 
en  su  defecto  por  mayoría  que  habrá  de  constituirse  de  la  manera 
pregada  en  la  regla  6a.  del  art.  1137. 

£1  acta  de  esta  junta,  en  la  que  en  su  caso  se  consignarán  las 
protestas  de  los  que  hubieren  disentido  del  voto  de  la  mayoría,  se- 
rá firmada  por  todos  los  acreedores  concurrentes,  y  por  el  deudor  ó 
su  representante,'  si  asistiere,  y  por  el  Juez  y  el  actuario. 

Art.  1354.  .^o  podrán  someterse  á  discusión  los  créditos  res- 
pecto de  los  cuales  hubiere  recaído  sentencia  firme  de  remate  en  los 
juicios  ejecutivos  acumulados  al  concurso. 

Estos  créditos  se  tendrán  por  reconocidos,  aunqtie  Hn  variar  de 
TiMuráleza  para  el  efecto  de  su  gradnaxíi/m  y  sin  perjuicio  del  derecho 
de  los  Síndicos  para  impugnarlos  en  el  juicio  declarativo  que  corres- 
ponda según  su  cuantía  (1). 

'1  j  HHllándose  comprendidoR  estos  créditos  en  el  art.  1924^  núm.  8.°  letra  B.  del  Códi- 
go Civil,  vaHan  de  ruituraleza^egúu  repetida  Jurisprudencia  del  T.  Supremo,  consign^ada 
en  sentencias  de  9  de  Abril  y  11  Mavo  1894,  9  Abril  1896  y  2&  Dlc.  1897.  fen  cuanto  al  subm- 
yado,  pues,  debe  considerarse  modiflcado  el  artículo  del  texto  que  anotamos. 
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Art.  I2S5.  Si  lio  Uegaréii  á  reunirse  las  mayorías  de  votos  y 
cantidades,  el  Jnez,  concluida  la  junta,  llamará  los  autos  á  la  vista 
y  determinará  sin  más  trámites  lo  que  crea  arreglado  á  derecho  so- 
bre el  crédito  á  que  se  refiérala  disidencia. 

Esto  mismo  se  hará  respecto  de  todos  los  créditos  cuando  no  ha- 
ya podido  constituirse  la  junta-  por  no  haber  concurrido  námero  su- 
ficiente de  acreedores  para  tomar  acuerílo,  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  1136. 

Art.  1258.  Podrá  acordarse  en  la  junta,  6  por  el  Juez  en  su 
caso,  dejar  pendiente  el  reconocimiento  de  cualquier  crédito  que  no 
se  presente  bastante  justificado. 

En  este  caso,  el  interesado  completará  su  justificación  en  ramo 
separado,  en  el  tiempo  que  trascurra  hasta  la  junta  en  que  se  gra- 
dúen los  créditos. 

Art.  1357.  A  los  acreedores  reconocidos  se  les  dará  un  docu- 
mento en  papel  común,  firmado  por  los  Síndicos,  con  el  V9  B9  del 
Juez,  en  el  que  se  expresará  la  importancia,  origen  y  reconocimien- 
to del  crédito. 

Art.  1458.  A  los  acreedores  cuyo  crédito  no  haya  sido  reco- 
nocido se  comunicará  por  los  Síndicos  la  decisión  de  la  junta  ó  del 
Juez  por  medio  de  carta-circular,  que  el  Escribano  entalegará  á  los 
que  tengan  su  domicilio  ó  representante  en  el  lugar  del  juicio,  del 
mo<io  prevenido  para  las  notificaciones,  y  dirigirá  por  el  correo  á 
los  demás. 

Se  extenderá  en  esta  pieaa  la  oportuna  diligencia  de  haberse 
hecho  y  copia  de  la  carta-circular. 

Además,  el  actuario  les  devolverá  bajo  recibo  los  títulos  de  sus 
créditos,  sin  necesidad  de  nueva  providencia,  cuando  se  presenten  á 
recogerlos. 

Art.  1259.  Los  acuerdos  de  estas  juntas  y  las  determinaciones 
que  el  Juez  dictare  en  los  casos  en  que  no  se  reúnan  las  dos  mayo- 
rías, podrán  ser  impugnados  dentro  de  ocho  días  por  los  acreedores 
no  concurrentes  á  la  junta,  ó  por  los  que  hayan  disentido  y  protes- 
tado en  el  acto  contra  el  voto  de  la  mayoría. 

Dicho  término  se  contará  para  estos  últimos  desde  el  día  si- 
guiente al  de  la  junta,  y  para  los  demás  desde  el  día  siguiente  al  en 
que  se  les  hubiere  entregado  6  dirigido  la  carta-circular. 

Art.  1260.  Pasados  los  ocho  días  sin  que  liayá  impugnación, 
quedarán  firmes  los  acuerdos  de  la  junta,  ó  las  determinaciones  del 
Juez  en  su  caso,  y  no  se  dará  curso  á  ninguna  reclamación  contra 
ellos. 

JURISPRUDKNCIA. 

Aunque  la  sentencia  de  graduación  causa  todos  sus  efectos  respecto  á  los 
créditos  que  comprende,  y  al  lugar  y  grado  fijado  en  cada  uno,  no  extingue 
el  derecho  de  reclamar  cualquier  otro,  sino  que  únicamente  pequdica  en  este 
caso  el  privilegio  de  prelación.    S.  10  Marzo  1858. 

Art.  1261.  Sobre  cada  una  de  las  impugnaciones  que  se  in- 
tenten  se  formai-á  ramo  separado,  que  se  sustanciará  con  los  Síndi- 
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eos,  y  en  su  caso  con  el  interesado  en  el  crédito  impugnado^  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes,  siendo  apelable,  en  ambos 
efectos  la  sentencia  que  recaiga. 

Art.  1262.  Los  Síndicos  están  obligados  á  sostener  Ip  acorda- 
do por  la  mayoría,  aun  cuando  su  voto  haya  sido  contrario,  más  ukí 
las  resoluciones  dictadas  por  el  Juez. 

El  deudor  podrá  ser  parte  en  los  ramos  separados  que  se  for- 
men. Si  sostuviere  lo  acordado,  litigará  en  unión  de  lo^  Síndicos;  si 
lo  impuguai*e,  en  unión  del  acreedor  que  lo  haya  hecho;  y  en  ambos 
casos,  bajo  la  misma  dirección. 

Art.  1263.  También  podrá  reclamarse  la  nulidad  de  los  acuer- 
dos de  la  junta  cuando  se  hubiere  faltado  á  las  formas  establecidas 
para  la  convocatoria,  celebración  y  votaciones  de  la  misma. , 

Sólo  podrán  hacer  esta  reclamación  el  deudor  ó  los  acreedores 
que,  habiendo  presentado  oportunamente  los  títulos  de  sus  créditos, 
no  hubieren  concurrido  ala  junta,  ó  que  concurriendo  hubieren 
protestado  contra  la  validez  del  acto  absteniéndose  de  votar,  y  de- 
berán deducirla  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  celebra- 
ción de  la  junta,  trascurridos  los  cuales  no  será  admitida. 

Se  sustanciará  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1221,  pero 
sin  formar  pieza  separada,  y  con  suspensión  del  curso  de  lo  princi- 
pal. 

§  2? 
De  la  graduaoióffi  de  los  créditos 

Art.  I264.  Luego  que  sea  firme  la  sentencia  recaída  en  el  in- 
cidente á  que  se  refiere  el  articulo  anterior  si  se  desestimase  la  nuli- 
dad, ó  pa^^os  los  ocho  días  que  concede  el  1259  para  impugnar 
los  acuerdos  de  la  junta  ó  del  Juez,  se  convocará  otra  junta  de  los 
acreedores  cuyos  créditos  hayan  sido  reconocidos  para  su  gradua- 
ción, sin  perjuicio  dé  continuar  los  ramos  separados  que  se  hubie- 
ren formado,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1261. 

La  citación  para  esta  junta  se  hará  en  la  forma  prevenida  en  el 
art.   1251. 

Art*  1¿65.  Entre  la  convocatoria  y  la  celebración  de  esta  jiin- 
tii  deberán  mediar  de  16  á  30  días. 

Cuando  en  algún  caso  extraordinario  el  Juez  estime  que  será 
insuficiente  dicho  término  para  que  los  Síndicos  formen  los  estados 
de  que  habla  el  artículo  siguiente,  podrá  ampliarlo  por  el  tiempo 
que  crea  absolutamente  indispensable. 

Art.  1266.  En  el  tiempo  intermedio,  los  Síndicos  formarán, 
para  dar  cuenta  á  la  Junta,  cuatro  estados,  que  comprenderán  (1): 

[1]  Modificado  por  el  Código  Civil  el  orden  establecido  en  los  párrafos  sl^ruientes  de 
este  artículo  para  la  formación  de  los  cuatro  estados  &  que  se  refiere  el  primero,  único  vi- 
gente  hoy.  los  descartamos  del  texto  segdn  el  método  adoptado,  insertándolos  en  el 
Apéndice  V.  de  esta  obra. 

£n  su  lugar  cx)mplementamos  el  texto  adicionándole  las  disposiciones  do  dicho  Códi- 

§  o  conforme  á  las  cuales  han  de  claaiflcarse  hoy  para  su  graduación  y  pago  los  crtdltos 
el  concurso. 
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Complemento. 

Estado  Pbimebo. — Créditos  que  gozan  de  preferencia  con  rekición  á 
determinados  bienes  muebles  del  deudor.  {Art  1.922.   C.  Givü). 

lo.  Los  créditos  por  coDstrucción,  reparación,  conservación  ó 
precio  de  venta  de  bienes  muebles  que  estén  én  poder  del  deudor, 
hasta  donde  alcance  el  valor  de  los  mismos. 

2o.  Los  garantizados  con  prenda  que  se  halle  en  poder  del 
acreedor,  sobre  la  cosa  empeñada  y  hasta  donde  alcance  su  valor. 

3o.  Los  garantizados  con  fianza  de  efectos  ó  valores,  consti- 
tuida en  establecimiento^público  ó  mercantil,  sobre  la  fianza  y  por 
el  valor  de  los  efectos  de  la  misma. 

4o.  Los  créditos  por  transportes,  sobre  los  efectos  transporta- 
dos, por  el  precio  del  mismo,  gastos  y  derechos  de  conducción  y 
coDservaciÓD,  hasta  la  entr^a  y  dorante  treinta  días  después  de  ésta. 

5o.  Los  de  hospedaje,  sobre  los  muebles  del  deudor  existentes 
en  la  posada  ó  casa  donde  se  hospedó  (1). 

6o.  Los  créditos  por  semillas  y  gastos  de  cultivo  y  recolec- 
ción anticipados  al  deudor,  sobre  los  frutos  de  la  cosecha  para  que 
sirvieron. 

7o.  Lo6  créditos  por  alquileres  y  rentas  de  un  afio,  sobre  los 
bienes  muebles  del  arrendatario  existentes  en  la  finca  arrendada  y 
sobre  los  frutos  de  la  misma  (2). 

Estado  Segundo. — Créditos  que  gozan  de  preferencia  con  relación  á 
detenmnados  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  dd  deudor.  {Art. 

192S.  a  avii). 

lo.  Los  créditos  á  favor  del  Estado,  sobre  los  bienes  délos 
contribuyentes,  por  el  importe  de  la  última  anualidad,  vencida  y 
no  pagada,  de  los  impuestos  que  graviten  sobre  ellos  (3). 

2o.  Los  créditos  de  los  aseguradores,  sobre  los  bienes  asegura- 
dos, por  los  premios  del  seguro  de  dos  años;  y,  si  fuere  el  seguro 
mutuo,  por  los  dos  últimos  dividendos  que  se  hubiesen  repartido  (4). 


(1)  Resultando  probado  que  la  estancia  y  permanencia  en  la  casa  fueron  actos  de  pu- 
ro obsequio  de  su  duefio,  no  pueden  considerarse  infringidas  las  disposiciones  legales  que 
regulan  el  arrendamiento  de  servicios.  S.  15  Abril  1898. 

i2)  Los  créditos  comprendidos  en  este  estado  excluyen  A  todos  los  demás  hasta  don- 
de alcance  el  valor  del  mueble  á,  que  la  preferencia  se  refiere. 

Concurriendo  dos  ó  mfts  respecto  á  determinados  muebles,  se  observarán,  en  cuanto 
A  la  prelución  para  su  pago,  las  reglas  siguientes  del  art.  1.926  del  C.  Civil: 

la.  El  erudito  pignoraticio  excluye  á  los  demás  hasta  donde  alcance  el  valor  de  la  cosa 
dada  en  prenda. 

2a.  En  el  caso  de  fianza,  si  estuviese  ésta  legítimamente  constituida  á  favor  de  más  de 
un  acreedor,  la  prelación  entre  ellos  se  determinará  por  el  orden  de  fechas  de  la  presta- 
ción de  la  garantía. 

3a.  liOs  créditos  por  anticipo  de  semillas,  gastos  de  cultivo  y  recolección,  serán  prefe- 
ridos A  loe  de  alquileres  y  rentas  sobre  los  frutos  de  la  cosecha  para  que  aquéllos  sirvieron. 

4a.  En  los  demás  casos  el  precio  de  los  muebles  se  distribuirá  á  prorrata  entre  los  cré- 
ditos que  gocen  de  especial  pi^ferencia  con  relación  á  los  mismos. 

« 

(3;  Estos  créditos  corresponden  hoy  al  Municipio  y  su  preferencia  ha  de  entendei-se 
por  las  cuotas  de  los  dos  últimos  años.  p.  Ao.  art.  XvIII.  Orden  núm.  ¡?5;,  de  SH  Junio 
de  1900, 

(4)     Igual  disposición  contiene  el  art.  220  de  la  Ley  Hipotecaria. 
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3o.  Los  créditos  hipotecarios  y  los  refaccionarios^  anotados  é 
inscritos  en  el  Begistro  de  la  propiedad,  sobre  los  bienes  hipoteca- 
dos 6  que  hubiesen  sido  objeto  de  la  refacción  (1). 

4o.  Los  créditos  preventivamente  anotados  en  el  Begistro  de 
la  propiedad,  en  virtud  de  mandamiento  judicial,  por  embargos, 
secuestros  6  ejecución  de  sentencias,  sobre  los  bienes  anotados,  y  só- 
lo en  cuanto  á  créditos  posteriores  (2). 

5o.  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos,  sobre  los  in- 
muebles á  que  la  refacción  se  refiera,  y  sólo  respecto  á  otros  crédi- 
tos distintos  de  los  expresados  en  los  cuatro  números  anteriores  (S). 

Estado  Tercbeo. — Créditos  que  gozan  de  pr^erenciu  con  relación  á  los 
demás  Inenes  muebles  é  inmuebles  del  devdor-  {Art,  192^  C.  Oivil), 

• 

lo.  Los  créditos  á  favor  de  la  provincia  ó  del  Municipio,  por 
los  impnestos  de  la  últíma  anualidad  vencida  y  no  pagada,  no  com- 
prendidos en  el  art.  1923,  núm.  lo. 

2o.     Los  devengados: 

A.  Por  gastos  de  justicial  y  de  administración  del  concurso  en 
interés  común  de  los  acreedores,  hechos  con  la  ddl>ida  autorízación 
ó  aprobación- 

B.  Por  los  funerales  del  deudor,  ségúq  el  uso  del  lugar,  y 
también  los  de  su  mi\jer  y  los  de  sus  hijos,  constituidos  bajo  su  pa- 
tria potestad,  si  no  tuviesen  bienes  propios. 

G.  Por  gastos  de  la  última  enfermedad  de  las  mismas  perso- 
nas, causados  en  el  último  aflo,  contado  hasta  el  día  del  fallecimiento. 

D.  Por  jornales  y  salarios  d^  dependientes  y  criados  domés- 
ticos, correspondientes  al  último  afío. 

B.  Por  anticipaciones  hechas  al  deudor,  pam  sí  y  sai  familia 
constituida  bajo  su  autoridad,  en  comestibles,  vestido  ó  calzado,  en 
el  mismo  período  de  tiempo. 

P.  Por  pensiones  alimenticias  durante  el  juicio  de  concurso,  á 
no  ser  qué  se  funden  en  un  título  de  mera  liberalidad. 


(1)  Tienen  carácter  de  crédito  reíkcclonailo  log  anticipos  en  nietAlíco  y  materiales' 
hechoB  por  el  empresario  de  unas  obras  para  ejecución  de  las  mismas  S.  SO  I  He.  1896. 

í2)  La  A»8e,  y  aólo  en  cuanto  d  créditos  pos(^riore(t.  que  Analiza  este  numero,  no  limita 
el  derecho  de  abstenerse  que  reconoce  el  art.  1917  del  Código  CSvil,  al  acreedor  comprendi- 
do en  el  mismo.    8.  18  <)ct.  1892.' 

Las  anotaciones  preventivas  de  embargos  ú  otras  que  debiendo  su  origen  A  providen- 
cias judiciales,  tienen  por  objeto,  útiJUsamente,  asegurar  el  resultado  de  un  Jalólo,  no  crean 
ni  declaran  ningún  derecho,  ni  modiflcan  6  alteran  el  carácter  de  la  oblígaoión  que  ase- 

furan,  no  produciendo  otros  efectos  que  los  señalados  en  el  art  44  de  la  Ley  Hipotecaria. 
.  19  Feb.  1886j  Resol,  del  Presidente  del  T.  $.  de  12  Julio  1901  y  otras. 

(S)  Los  créditos  que  comprende  este  estado  excluyen  A  todos  los  demAs  por  su  im- 
porte hasta  donde  alcance  el  valor  del  inmueble  ó  derecho  real  A  que  la  preferencia  se  r^ 
ñera. 

Si  concurrieren  dos  ó  mAs  créditos  respecto  A  determinados  inmuebles  6  devechüs 
reales,  se  observaran,  en  cuanto  A  su  respectiva  prelación  las  reglas  siguientes  del  art 

1927  del  C.  Civil: 

la.    SerAn  proferidos,  por  su  orden,  los  expresados  en  Ioh  números  lo.  y  '¿o.  del  art. 

1928  A  los  comprendidos  en  los  demAs  números  ael  mismo. 

2a.  Los  hipotecarios  y  reíkccionarios,  anotados  ó  inscritos,  que  se  expresan  en  el  nú- 
mero 8o.  del  citado  art  lw&  y  los  comprendidos  en  el  núm.  4o,  del  mismo,  gozar An  de  pre- 
lación entre  sí  ñor  el  orden  de  antigüedad  de  las  respectivas  inscripciones  6  anotaciones 
en  el  Registro  ae  la  propiedad. 

8o.  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos  en  el  Rastro  A  que  se  refiere  el  nú- 
mero 5o.  del  art.  1923,  gozar An  de  prelación  entre  sí  por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad. 
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3o.     Los  créditoB  qiie  sin  privil^o  especial  consten: 

Á.     En  escritura  publica. 

fi.     Por  sentencia  firme,  sí  hubiesen  sido  objeto  de  litigio  (1). 

Estado  Cuabto. — Créditas  de  cualquiera  otra  dase  6  por  cualquier 
€iro  Utnio  no  comprendidos  en  los  estados  anterioreSy  que  no  goeará^i 
de  preferencia.    {AH.  1925  C.  Cir>ü)  (2). 

Alt.  IS67«  Por  separado  formarán  los  Síndicos  ana  nota  de 
los  bienes  de  cualquier  clase  que  el  concursado  tuviere  correspon- 
dientes ¿  terceras  personas,  con  expresión  de  los  nombres  de  sus 
dueños  (3). 

Si  éstos  se  hubieren  presentado  redamándolos,  se  les  eatr^a- 
rán  conviniendo  en  ello  los  Síndicos  y  el  concursado.  Si  alguno 
no  eonviniere,  se  sustanciará  la  demanda  ea  ramo  sepMado  por  los 
trámites  del  juicio  declarativo  que  corresponda  á  su  cuantía. 

Affl  IÍ6&  Antes  del  día  sellaiado  para  la  Junta,  deberán  los 
Síndicos  haber  dado  su  dictamen  en  los  ramos  separados  sobre  los 
créditos  que  hubierea  quedado  pendientes  de  reoonoeimiento  6  que 
se  hayan  reclamado  después  de  formados  los  estados  prevenidos  en 
el  aft.  1249. 

Bi  los  Síndicos  opinaren  que  deben  ser  reconocidos^  los  inclai- 
rán  en  los  estados  dci  graduaeión,  sin  perfuicio  de  lo  que  pueda 
acordar  la  Junta  sobre  su  reconocimiento. 

Art*  12C9l  Beunida  la  Junta  en  la  forma  prevenida  para  las 
anteriores,  se  principiará  la  sesión  x>or  la  lectura  de  los  artículos  de 
esta  ley  (4)  relativos  á  la  graduación  dé  créditos  y  á  la  impugna^ 
ción  de  los  acuerdos  sobre  este  punto. 

Se  pasará  luego  á  deliberar  sobre  ]os  créditos  que  haya  pen- 
dientes de  reconocimiento,  poniéndose  á  votación  el  dictamen  de  los 
Síndicos  á  que  se  refiera  el  artículo  anterior.  Los  dueños  de  los  cré- 
ditos que  sean  reconocidos  podrán  tomar  parte  en  las  deliberaciones 
de  la  tfunta  sobre  la  graduación. 

Se  dará  después  cuenta  de  los  estados  de  graduación,  y  se  pon- 
drán á  discusión  los  créditos  que  comprendan.    . 

Terminado  el  debate,  de  someterá  á  votación  el  dictamen  de  los 
Síndicos  respecto  á  cada  crédito,  quedando  aprobado  lo  que  determi- 
naren las  mayorías  de  votos  y  cantidades  eombinadas  en  la  forma 
establecida  en  la  regla  6a.  del  art.  1137,  si  no  hubiere  unanimidad. 

(i;  Loe  créditos  comprendidos  en  estfe  estado  se  satisforAn  conforme  A  lo  dispuesto 
en  el  art.  1928  y  r^las  siguientes  del  1029  del  Códico  OlTll: 

la.    Por  el  orden  establecido  en  el  art  1924. 

da.  LospTCfíére&tesporlieohas,  por  el  orden  de  éstas,  y  los  que  la  tuviesen  oomtln,&pro- 
,  mtta. 

Deberfln  comprenderse  en  este  estado  como  incluidos  en  la  letra  A,  los  créditos  hipo- 
tecaria» no  saUsfechos  totalmente  ocm  el  importe  de  los  bienes  gravados  por  lo  que  les 
restase  por  cobrar,  así  como  también  los  créditos  que  consten  en  documento  privado  re- 
conocido legalménte. 

(2)  Bstos  créditos  se  saüslbcen  conforme  &  la  siguiente  regla  flnal  del  art.  1929  del  C. 
Civil: 

Sa.  Iios  créditos  comunes  A  que  se  refiere  el  art  1925,  sin  consideraclén  A  sus  fechas. 

[8]  Entre  estos  bienes  se  encuentran  los  que  tuviere  el  concursado  A  título  de  admi- 
nistración, depósito, arrendamiento  é  cualquiera  enroque  obitga  A  devolverlos  A  su  dueño. 

[4]    Hoy  artículos  1921  al  1925  del  C.  avll. 
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Concluida  la  Junta,  se  extenderá  acta  de  lo  que  en  ella  hubiere 
ocurrido,  que  firmarán  los  concurrentes,  con  el  Juez  y  el  actuario. 

JURISPRUDENCIA. 

El  simple  reconocimiento  que  el  concursado  hace  de  los  créditos  que 
reclama  un  acreedor  no  altera  la  naturaleza  de  los  contratos  de  que  ha  de 
partir  la  graduación,  ni  puede  constituir  un  contrato  nuevo  que  obligue  y 
perjudique  d  los  demás  acreedores,  si  no  se  hace  constar  de  otra  manera  más 
solemne,  que  excluya  toda  sospecha  de  confabulación,  la  existencia  de  los 
contratos  de  que  proceden  los  créditos  reconocidos.  S.  29  Nov,  1882. 

Art.  l!OTO.  Si  no  se  reunieren  la»  dos  mayorías,  llamará  el 
Juez  los  autos  á  la  vista,  y  determinará  lo  que  crea  conforme  á  de- 
recho sobre  el  crédito  ó  créditos  que  hayan  dado  lugar  á  la  disi- 
dencia. 

Art.  1271.  Se  practicará  también  lo  prevenido  en  el  artículo 
anterior  cuando  na  hubiere  podido  constituirse  la  Junta  por  no  ha- 
ber concurrido  el  número  de  acreedores  necesario,  conforme  al 
art.  1136,  para  tomar  acuerdo. 

En  este  caso,  el  Juez  dictará  la  resolución  que  estime  justa  en 
cada  uno  de  los  ramos  separados  sobre  créditos  pendientes  de  reco- 
nocimiento, si  los  hubiere;  y  en  la  pieza  segunda  hará  sin  dilación 
la  graduación  de  créditos  por  medio  de  auto,  en  el  que  aprobará  los 
estados  formados  por  los  Síndicos  ó  hará  en  ellos  las  rectificaciones 
que  procedan  en  derecho. 

Art.«  1272*  En  el  caso  del  art.  1270,  la  resolución  del  Juez 
será  nol  ificada  á  los  Síndicos  y  á  los  interesados  en  los  créditos  que 
habieren  dado  lugar  á  la  disidencia. 

En  el  del  art.  1271,  el  auto  de  graduación  se  notificará  á  los 
Síndicos  y  á  los  acreedores  reconocidos  ó  sus  representantes,  que 
tengan  su  domicilio  ó  lo  hubieren  designado  en  el  lugar  del  juicio. 

Si  hubiere  acreedores  reconocidos  que  ^fá  hallen  ausentes  sin 
representación  Intima  en  dicho  lugar,  se  les  notificará  en  estrados 
el  auto  mencionado  por  medio  de  un  edicto  que  se  fijará  en  los  sitios 
públicos  de  costumbre. 

Art.  1373.  Dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  cele- 
bración de  la  Junta  de  graduación  podrán  ser  impugnados  sus 
acuerdos  por  los  acreedores  reconocidos  no  concurrentes  á  la  misma, 
ó  que  concurriendo  hubieren  disentido  del  voto  de  la  mayoría  y  re- 
servado su  derecho  paraimpugnario. 

También  podrá  ser  impugnada  la  resolución  del  Juez  dentro  de 
los  ocho  días  siguientes  al  de  su  notificación. 

Trascurridos  e  itos  términos  no  se  dará  curso  á  ninguna  impug- 
nación (1). 

Art.  1274*  Todas  las  impugnaciones  que  se  hagan  á  los  acuer- 
dos de  la  Junta  ó  decisiones  del  Juez  sobre  la  graduación  de  crédi- 
tos, sea  por  uno  ó  por  varios  acreedores,  se  sustanciarán  á  la  vez  en 


[1]  Los  términos  de  este  artículo  son  improrrogables.  El  escrito  que  dentro  de  ellos 
se  presente,  se  concretará  &  anunciar  la  oposición,  que  se  formalizara  después  con  vista 
de  los  antecedentes  relativos  al  reconocimiento  y  graduación. 
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la  misma  pieza  s^unda  por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes. 

Los  Síndicos  serán  siempre  parte  en  estas  cuestiones  y  deberán 
sostener  en  su  caso  el  acuerdo  de  la  Junta. 

También  serán  admitidos  como  parte  legítima  los  acreedores 
cuyos  créditos  sean  objeto  de  la  impugnación  y  los  demás  que  quie- 
ran coadyuvar  á  sostener  6  impugnar  los  acuerdos. 

Deberán  litigar  unidos  y  bajo  una  sola  dirección  todos  los  que 
sostengan  unas  mismas  pretensiones. 

El  concursado  no  será  admitido  como  parte  en  estos  incidentes. 

Árt.  1275.  Para  formalizar  la  oposición  se  entregarán  los  au- 
tos, con  todos  los  antecedentes  relativos  al  reconocimiento  y  gradua- 
ción de  créditos,  al  opositor  ú  opositores  por  término  de  seis  días,  y 
lo  mismo  se  hará  para  la  contestación. 

Cuando  por  ser  muchos  los  créditos  cuya  graduación  sea  im- 
pugnada el  Juez  lo  estime  necesario,  podrá  ampliar  hasta  12  días 
los  términos  de  los  trafilados,  y  tendrá  ocho  días  para  dictar  senten- 
cia, observándose  en  lo  demás  los  trámites  de  los  incidentes. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos. 

§39 
De  la  morosidad  y  sus  efectos 

Art.  1276«  Los  aoreedores  residentes  en  las  islas  dé  Cuba  p 
Puerto  Bioo  6  en  cualesquiera  de  é&as,  cuando  huyeren  de  eferoUar  sw 
derecho  en  la  otraj  que  no  hubieran  comparecido  en  el  juicio  antea 
de  la  convocatoria  para  la  junta  de  reconocimiento  de  créditos,  si 
lo  verifican  después  serán  considerados  como  morosos. 

Art.  1277.    Los  efectos  legales  de  la  morosidad  serán: 

lo.  Que  el  que  haya  incurrido  en  ella  costee  el  reconoeimien- 
to  de  su  crédito. 

2o.  Que  pierda  cualquiera  prelación  que  pueda  corresponder- 
le,  quedando  reducido  á  la  dase  de  acreedor  común  si  comparece 
después  de  celebrada  la  junta  de  graduación  (1). 

8o.  Que  pierda  la  parte  alícuota  que  pudiera  haberle  eorres: 
pendido  en  los  dividendos  hechos  antes  de  su  presentación,  no  te^ 
niendo  derecho  á  participar  más  que  de  los  que  se  ejecuten  en 
adelante. 

Art*  1278.  Si  entre  la  presentación  y  el  reconocimiento  se  re- 
partiere algún  dividendo,  serón  comprendidos  en  él  ios  morosos,  pe- 
ro reteniéndose  en  depósito  las  sumas  que  les  correspondan. 

Estas  sumas  les  serán  entregadas  cuando  sean  reconocidos  sus 
créditos;  si  no  lo  fuesen,  volverán  á  la  masa  del  concurso. 


ri]  El  Tribunal  Supremo  de  España,  en  sentencia  de  27  de  Junio  del900,  ha  declarado: 
que  la  disposición  de  este  número  no  es  aplicable  al  acreedor  hipotecario,  no  sólo  porque 
esto  pu^na  con  la  prelación,  trascendencia  y  efectos  que  á  sem^ntes  créditos  concede  la 
Ley  Hipotecaria,  sino  poraue  la  hipoteca  quedaría  en  rigor  anulada  ó  privada  de  su  efi- 
cacia por  otro  medio  que  el  de  su  cancelación  ó  el  de  la  prescripción  de  la  acción  hipote- 
caria, unióos  que  establece  la  citada  1^  especial. 
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Art.  1279.  Para  el  reconocimiento  de  los  créditos  de  los 
acreedores  morosos,  se  formará  un  ramo  separado  con  la  solicitud  y 
documentos  qué  presente  cada  uno  de  ellos,  en  el  que  se  hará  cons- 
tar, por  testimonio  del  actuario,  si  el  crédito  se  halla  6  no  compren- 
dido en  la  relación  de  deudas  presentada  por  el  concursado. 

Si  estuviere  comprendido  en  dicha  relación,  se  comunicará  el 
expediente  á  los  Síndicos  para  que  emitan  su  dictamen  sobre  el  re- 
conocimiento del  crédito. 

Si  no  estuviere  comprendido,  se  dará  audiencia  al  concursado 
por  tres  días  antes  de  comunicar  el  expediente  á  los  Síndicos. 

Art.  1280.  Cuando  el  acreedor  moroso  haya  comparecido  an- 
tes de  la  junta  de  graduación,  en  ella  se  dará  cuenta  para  que  resuelva 
sobre  el  reconocimiento  del  crédito,  si  lo  hubiere  verificado  con  la 
anticipación  necesaria  para  llenar  los  trámites  del  artículo  anterior. 

En  otro  caso,  el  Juez  resolverá  sobre  dicho  reconocimiento,  si 
estuvieren  conformes  los  Síndicos. 

No  mediando  esta  conformidad,  reservará  al  interesado  su  de- 
recho para  que  lo  ventile  con  los  Síndicos  en  el  juicio  declarativo 
que  corresponda  á  la  cuantía,  imponiéndole  en  todo  caso  las  costas 
de  aquel  expediente. 

Art.  1381.  Los  acreedores  qué  residan  en  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Bico  ó  en  cualquiera  de  éUaSj  cuando  hubieren  de  ejercitar  su 
derecho  en  ¡a  otra,  cualquiera  ^ue  sea  la  foi^ma  en  que  hayan  sido 
convocados,  nd  ineumián  en  morosidad  basta  -éespués  de  eelebra- 
da  la  junta  de  graduación:  á  los  queén  adelante  se  presentaren  se 
aplicará  lo  dispuesto  en  los  artículos  1277  y  127S. 

Art.  1383.  Los  acreedores  residentes  en  la  FeninsulOj  en  las 
posesiones  españolas  de  África^  en  las  islas  Baleares  y  en  las  Oanarias, 
ó  en  cualesquiera  otros  países,  no  incurrirán  en  pena  alguna  aún 
después  de  celebrada  la  junta  de  graduaición. 

Si  se  presentaren  en  adelante,  se  formará  ramo  separado,  en  el 
que  deben&n  ser  reconocidos  sus  créditos  si  son  legítimos,  y  gra- 
duados por  auto  que  se  dicte,  oy^endo  á  los  Síndicos  y  al  concursa- 
do. Conservarán  la  prefií>renciit  que  pudiera  corresponder  á  sus  cré- 
ditos, y  serón  reintegrados  en  el  lugar  que  se  les  señale;  pero  en 
ningún  caso  se  podrá  obligar  á  los  demás  acreedores  á  que  devuel- 
van lo  que  tuvieren  recibido. 

Si  sus  créditos  fueren  graduados  de  comunes,  se  les  igiialará 
con  todos  los  de  la  misma  oktáe;  y  hecho  esto,  concurrirán  á  pinorra- 
ta  con  ellos  á  participar  del  haber  del  concurso  que  aun  esté  por 
distribuir. 

Art.  1383«  No  sttuán  oídos  en  este  juicio  los  acreedores  mo- 
rosos si  se  presentaren  cuando  ya  estuviere  repartido  todo  el  haber 
del  concurso. 

§4?  .  - 

Del  pago  de  los  créditos 
Art.  1384.    Pasados  los  ocho  días  señalados  en  el   art.  1273 


,  sin  haber  sido  iiupagnados  los  acuerdos  de  Ui  jauta  ó  la.  resoluoión 
del  Juez  en  su  caso  sobre  la  graduación,  se  procederá  al  paga  de  los 
créditos  por  el  orden  establecido  en  la  misma  hasta  donde  alcancen 
los  fondos  disponibles  del  concurso. 

Art*  l%iS»  Guando  la  impugnaeién  tenga  por  objeto  la  nuli- 
dad de  ios  acuerdos  de  la  junta»  ^  se  reñera  á  toda  la  graduación, 
se  suspenderá  el  pigo  hasta  quer  recaiga  sentencia  firme. 

Si  se  dirige  sólo  contra  la  graduación  de  algunos  créditos,  se 
procederá  al  pa^o,  formando  para  ello  ramo  separadiO!,  con. testimo- 
nio de  les  estados  y  acuerdos!  de  la  junta  ó  resolueión  del  Juez,  re- 
lativos áf  la  graduación  de  los  créditos.  < 

Af  t.  1286.  Bu  el  éaso  del  párrafo  segundo  del  artículo  anterior, 
las  cantidades  que  correspondan  á  los  créditos  impugnados  se  con- 
servarán en  depósito  hasta  que  recaiga  sentencia  firme  sobre  la  im- 
pugnación para  darles  la  aplicación  que  proceda. 

Lo  mismo  se  haró  con  la«rque  correspondan  á  los  créditos  cuyo 
reconocimiento  hubiere  sido  impugnado,  si  no  hubiere  recaído  to- 
davía sentencia  firme  sobre  este  punto. 

Art.  1287.  Las  cantidades  que  correspondan  á  los  acreedores 
que,  teniendo  reconocidos  y  graduados  sus  créditos  por  la  junta, 
hubiesen  sido  impugnados  por  uü  acreedor  particular,  les  serón  en- 
tr^adas,  no  obstante  esta  impugnación,  si  dieren  fianza  suficiente 
á  satisfacción  y  bajo  la  responsabilldad'de  los  Síndicos  para  respon- 
der de  lo  que  reciban. 

Art.  1^8.  Hecho  por  su  orden  el  pago  de  los  créditos  com- 
prendidos en  los  tres  primeros  estados  de  graduación,  los  fondos  que- 
resten  se  distribuirán  á  prorrata  entre  los  acreedores  comunes  por 
medio  de  dividendos,  que  se  repetirán  según  se  vayan  realizando 
los  bienes  del  concurso  y  se  reúnan  fondos  bastantes  para  cubrir  el 
5  por  100  cuando  menos  de  los  créditos  pendientes. 

Si  llegado  este  caso  los  Síndicos  demorasen  proponer  al  Juzga- 
do el  pago  de  un  dividendo,  podrá  solicitarlo  cualquiera  de  los 
acreedores  interesados. 

Art.  1289.  Para  verificar  el  pago,  se  expedirá  por  ej  Juzga- 
do el  oportuno  libramiento  contra  los  Síndicos  á  favor  dé  cada  uno 
de  los  acreedores  que  hayan  de  cobrar  por  completo;  acordando  á  la 
vez  se  pongan  á  disposición  de  aquéllos  los  fondos  necesarios,  sa- 
cándolos del  depósito. 

Al  entregar  el  libramiento  al  acreedor,  se  le  recogerá  el  docu- 
mento de  reconocimiento  de  su  crédito,  en  el  que  se  pondrá  ijota  de 
cancelación,  que  firmará  el  interesado  con  el  actuario,  y  éste  unirá 
dicho  documento  al  ramo  separado  que  contenga  el  título  del  crédi- 
to, anotándolo  en  la  pieza  segunda. 

Los  Síndicos  ó  el  que  de  ellos  esté  comisionado  por  sus  compa- 
ñeros pagará  el  libramiento,  bajo  recibo  que  en  él  pondrá  el  intere- 
sado, y  lo  recogerá  para  la  justificación  de  sus  cuentas. 

Art.  I2S0.    Cuando  por  medio  de  dividendos  se  haga  el  pago 
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á  los  acreedores  comunes,  lo  verificarán  los  Slndii^CMs,  á  cuya  dispo- 
sieión  se  pondrán  los  ftmdos  necesarios. 

Los  Síndicos  ó  el  que  de  ellos  esté  encargado  entregará  á  eada 
acreedor  ó  á  su  representante  lej^timo  la  cantidad  que  le  haya  co- 
rrespondido en  la  distríbuooÓD,  anotánidola  eh  el  documento  de  re- 
conocimieu!^  del  crédito,  si»  euya  presentación  no  ae  verificará  e) 
pago,  y  el  interesado  dará  adémáa  por  separado  un  recibo  á  favor 
de  los  Síndicos. 

Art,  1S91«  Hecho 'Clpa^,  los  Síndicos  presentarán  al  Juzga- 
do una  x^uenta  justificada,  con  los  recilnis  de  los  acreedores^  de  la 
inversión  dada  á  los  fondos  que  hubí^en  recibido  para  ^o,  devol- 
vieiido  aJ  depéeito  los  sobrantes,  si  los  hubiere,  y  las  caatídades  qne 
correspondan  á  acreedores  que  no  se  hubieren  presentado  á  co- 
brar (1). 

Esta  cuenta  se.  unirá  al  ramo  de  cuentas,  entregando  el  actua- 
rio á  los  Síudieos  el  oportuno  recibo  con  la  expresión  conveniente 
para  «(U  resguardo* . 

Art.  1393.    Cuando   los. .  acreedores  comunes  hayan   cobrado 

Í)or  completo,  al  pagarles  el  último  dividendo  se  recogedUi  y  cance- 
HTÁn  ios  documentos  de  reconocimiento. 

lEtx  este  caso,  ó  cuando  se  hayan  agotado  todos  los'  fondos  del 
concurso,  se  dará  por  terpiinado  el  juicio,  practicándose  lo  que  se 
ordena  en  los  artículos  1240  y  siguientes. 

SECCIÓN    SÉPTIMA 


IHeza  tercera. — De  la  calificación  del  concurso 

XrU  1293.  Hecho  el  nombramiento  de  los  Síndicos,  se  les  en- 
tregará la  pieza  primera  del  concurso  para  que  dentro  de  ¿O  días,  y 
previo  el  examen  de  los  libros  y  papeles  del  deudor,  manifiesten  eu 
exposición  razonada  y  documentada  el  juicio  que  hayan  formado  del 
concurso  y  de  sus  causas,  formulando  las  conclusiones  ó  deduciendo 
las  pretensiones  que  estimen  procedentes  (2). 


a;  Esta,  cuenta  no  debe  confundirse  con  la  general  qae  preceptúa  él  art.  1240.  Loe» 
cas  no  pa«den  demorar  su  pt^esentiusión  7!»  devolución  m  depdfiito  de  los  fondos 
sobrantes,  siendo  de  aplicación  A  este  caso,  no  obstante  el  silencio  de  la  ley,  la  regla  gene- 
ral aeTart.  lasi.  *^        >•  ? 

(2)    Según  el  señor  Gómez  de  la  Sema,  el  objeto  de  esta  pieza  twi  e»  el  castigo  del  delin- 
cuente, sino  poner  en  descubierto  la  existencia  ó  no  de  amaños  ó  delitos. 

<  impuestos  los  Síndioos  de  todos  iosafitdeedéntee  7  ^Ircunstanéias.dfil  ooAcursck  con  el 
detenimiento  é  imparcialidad  exigidos  por  la  delicadeza  de  la  misión  á  ellos  confiada,  aca- 
baran proponiendo:  ó  que  Se  declare  m  fnculpabllidad  del  concursado  eñ  mérito  &  no 
haber  podido  evitar  los  acontecimientos  que  lo  Uevb^nU  ese  «$tad<H  ó  por  el  <H>Atnurio, 
que  se  le  declare  culpable  fündAndose  en  que  su  insolvencia  era  k^Ultadó  de  cualquieni 
de  los  .hechos  sikaientes; 

\p  Haberse  alzado  con  sus  bienes  én  peijulcio  de  sus  acreedores  {Arí.  óUí  C  Penal). 

2p  Haber  hecho  gastos  domésticos  ó  personal^  e&ceslvóS  y  ^«iÉx>mpa8Íad08  con  rela- 
ción &  su  fortuQaut^tendídas  laft  ciroun£it£^acias  de  su  ni^igo  y  taiIo]^8^ 

30  Haber  suírido  en  cualquiera  clase  de  juego  péMidas  que  excedieren  de  lo  que  por 
\4&  de  recreo  aventurare  ai  entretamimiisntos  de  tma.  cüarn  tul  padre  de  fiímtlia  arreglada 

4  p  Haber  tenido  pérdida^  en  apuestas  cuantiosas»  compras  y  ventas  simuladas  ú  otras 
operaciones  de  agiotaje,  cuyo  éxito  Aep^da'exelufflVaménte' del  azar. 

5P .  Hhber-ena^lienadOjCOndepreoiaciób  notable,biene8  euyo  precioestuviePdadeadanda 
'16P  Retardo  en  haber  dejado  de  presentarse  en  concurso,  cuando  su  pasivo  fuere  tres  ve- 
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Art.  1S94*  Con  testimonio  literal  de  la  relaGíón,  estado  y  me- 
moria presentados  por  e}  deud<^  y  la^  exposieióu  origiual  de  los  Sín- 
dicos y  dDcnmeótos  qiie  la  aoompaSken,  se  formará  lat  .pieza  tercera^ 
y  acumulada  á  ella  provisionalmente  la  primiera,  se  pasará  todo  al 
Fromotar  fiscal  para  que  también  emita  su.  dictameti  (1). 

Art.  1295*  Si  el  dictamen  del  Promotor  fuere  conforma  al  de 
los  SíndMos,  y  los  dos  &Kyorables  al  concuraaddp,  el  Juez'  mandará 
traer  los  autos  á  la  vista  y  podrá  declarar  la  inculpabilidad  del  con- 
cursado si  la  estima  próciédente» 

Art.  1296.  Cuando  el  informe  de  los  Síndicos  y  el  del  Promo- 
tor ó  el  de  alguno  de  ellos  fuere  contrario  al  concursado,  y  aun 
siendo  favorables,  si  el  Juez  creyere  que  nó  debía  deferir  á  ellos, 
dará  traslado  por  seis  días  al  concursado^  entregándole  los  autos 
para  que  exponga  lo  que  pueda  convenirle. 

.  Este  iuciden|;e  se  acomodará  ^  procedimiento  establecido  para 
los  que  tien^i. lugar  en  él  juicio  d^plairativo,  siendo  apelab]^  en  am- 
bos efectos  la  sentencia  que  rec^a. 

Art.  1297.  Todos  los  acreedores  tienen  derecho  á  personarse 
en  esta  piezi^  y  persegipir  al  concursadlo. 

Si  s4gupo  ó  algunos  lo  hieierén  y  sus  gestiones  tuvieran  igual 
objeto  que  lás^  de  los  Síndicos,  4^berán  litigar  unidos  á  éstos  y  baja 
una  misma  dirección. 

Si  fuere  distóte  el  objeto  <1^.  sua^^geistioi^es,  Ujbigará^vseparada- 
mente.  .     ' 

Art.  ];<{98«  Declarada  por  sentencia  fírmer  la  culpabilidad  del 
concursado,  cuya  declaración  se  entenderá:  sólo  para  los  efectos  ci- 
viles, el  Juez  mandará  proceder  contra  él  crjmin^lmente  en  la  mis- 
ma pieza  tercera.  La  sustanciaioión  se  acomodará  en  adelante  al  or- 
den de  propeder  establecido  para  el  juicio  criminal. 

Art.  1299.  Cuando  una  Compañía,  asociación  6  colectividad 
sea  declarada  en  concurso,  en.  la^  exposición  prevenida  en  el  articuo 
lo  1293  manifestarán  los  Síndicos  el  juicio  que  hayan  formado  so- 
bre la  responsabilidad  criminal  ó  civil  en  que  hayan  podido  incu- 
rrir los  Administradores,  Directores  ó  Consejeros  de  la  Compia&ia 
concursada,  por  su  participación  en  actos,  negociaciones  ó  acuerdos 
contrarios  á  los  estatutqs  ó  á  las  leyei^» 


oes  mayor  que  su  activo»  {&íe  número  y  ioa  prtf  prmédaUes  te  comprenden  en  el  art.' 663  del 
C.  PencO). 

19  Haber  Incluido  gastoé,  pérdidas,  déudaer  supuestas  d  ociatado  bienes  6  derechos  en 
el  estado  de  deudas»  relación  de  brenca  (X  memorias  que  haya  presentado  ái  la  Autoridad 
Judicial. 

8p  Haberse  aposopiado  6  distraído  bleikas  cienos  que  le  estu^eren  encomendados  en 
deposito,  comisión  ó  adm^inistración. 

Op  Haber  simulado  enajenación  ó  cualquier  gravamen  de  bienes,  deudas  d  obliga- 
cloues, 

10.  Haber  adquirido  por  título  oneroso  bienes  A  nombre  de  otra  persona. 

11.  Haber  anticipado  en  neajviclo  de  los  a^ceedores  pago  qoe  no  faeve  exlgible  sino  en 
época  posterior  á  la  declaración  de  concurso. 

12.  i&ber  distraído,  don  postenoridad  A  la  deolaraoión  en  conculco,  valores  correspon- 
dientes &  la  masa.  ( Este  número  y  loa  cinco  precedentes  »e  comprenden  en  el  art.  55U  del  C 
Penal). 

(1)  La  intervención  del  Ministerio  fiscal  se  Justifica  por  el  Interés  público  que  tiene 
cuañjto  se  actúa  en,est^  pieza  tercera. 
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Art  ISOOi.  Ed  los  caeos  del  artleulo  anterior,  fórmáda  la  pie- 
za tercera  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1294,  y  sustanciada  en 
lá  forma  establecida  en  (ücbo  artícolo  y  en  los  siguientes,  se  hará  la 
declaración  de  si  hay  6  no  méritos  para  exigir  la  responsabilidad  á 
todos  6  á  alguno  de  los  que  hayan  intervenido  en  la  gestión  de  la 
Compafifa. 

Si  la  responsabilidad  que  haya  de  exigirse  fuere  la  criminal,  se 
procederá  como  se  ordena  en  el  art.  1298;  y  Isi  fuese  solamente  la 
civil,  los  Síndicos  podrán  entablar  la  acción  qtie  corresponda. 

iSECCIOri  OCTAVA 


Bel  convenio  entre  los  (wréedóres  y  el  concursado 

Art.  IJOl.  Bn  cualquier  estado  del  juicio  de  concurso,  des- 
pués de  hecho  el  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos,  y  no  an- 
tes, podían  hacer  los  acreedores  y  el  concursado  los  convenios  que 
estimen  oportunos. 

Art.  1S02.  Toda  solicitud  que  hagan  el  deudor  ó  cualquiera 
de  los  acreedores  para  convocatoria  á  junta  que  tenga  por  objeto  el 
convenio  deberá  contenw  los  requisitos  siguientes,  mn  los  cuales  no 
seráadmitida: 

lo.  Que  se  formulen  con  claridad  y  precisión  lais  prox)osicio- 
nes  de  convenio. 

2o.  Que  se  acompañen  tantas  copias  de  ellas,  impresas  ó  ma- 
nuscritas, cuantos  sean  los  aci-eedores  reconocidos. 

3o.  Que  el  que  las  haga  se  obligue  á  satisfacer  los  gastos  á 
que  dé  lugar  la  convocatoria  y  celebración  de  la  junta,  aunque  se 
defienda  por  pobre,  asegurando  el  pago  á  satisfacción  del  Juez. 

Art.  lS03.  Cuando  en  la  pieza  tercera  se  haya  pedido  por  los 
Síndicos,  por  el  Promotor  fiscal  ó  por  cualquier  acreedor  que  se  de- 
clare fraudulento  el  concurso,  no  podrá  hacer  el  deudor  convenio 
alguno  Con  sus  acreedores  hasta  que  haya  recaído  sentencia  firme 
desestimando  dicha  calificación. 

Art.  1304.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  no  será  apli- 
cable á  las  Compañías  ó  Sociedades  declaradas  en  Concurso,  cuando 
de  ello  deban  ser  responsables  sus  Administradores  ó  gestores. 

La  culpa  en  que  estos  hayan  podido  incurrir  no  privará  á  las 
C/ompafíías  de  los  beneficios  del  convenio  con  sus  acreedores,  pero 
no  podrán  hacerse  las  proposiciones  de  convenio  ni  ser  representa- 
das aquéllas  en  este  acto  por  <d\  Administrador  culpable. 

Art.  1305.  Si  se  presentaren  las  proposiciones  de  couvenio 
cuando  deba  convocarse  ó  esté  ya  convocada  la  junta  de  graduación 
de  créditos  6  cualquiera  otra  posterior,  se  dará  cuenta  de  ellas  con 
preferencia  en  la  misma  junta,  sin  necesidad  de  convocatoria  espe- 
cial. 

Si  se  presentaren  antes  de  celebiurse  la  de  reconocimiento  de 
créditos,    también  se  dará  cuenta  de  elhis  en  la  misma  junta,  pero 
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después  de  dieho  reconocimiento,  y  sólo  los  acreedores  cuyos  crédi* 
tos  hayan  sido  reconocidos  podrán  deliberar  sobre  el  convenio. 

En  ambos  casos  deberán  pi'esentarse  las  proposiciones  con  la 
anticipación  necesaria  para  que  puedan  entre^rse  \b$  copian  á  los 
acreedores  24  horas  antes  de  la  señalada  para  la  c^ebración  de  la 
junta. 

Art.  1306t  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  articulo. ante- 
rior y  en  el  1303,  presentada  la  solicitud  con  los  requisitos  preveni- 
dos en  el  1302,  el  Juez  accederá  á  ella,  acordando  la  convocatoria 
de  la  junta  de  acreedores  para  tratar  del  convenio,  con  señalamiento 
del  día,  hora  y  sitio  en  que  haya  de  celebrarse. 

Art.  1307»  Entre  la  convocatoria  y  la  celebración  de  dicha 
junta  deberán  mediar  á  lo  menos  15  días.  El  Juez  podrá  ampliar 
este  término  hasta  30  si  las  circunstancias  del  concurso  lo  exigieren. 

Art#  130&  Serán  citados  personalmente  para  esta  junta  por 
medio  de  cédula  los  acreedores  cuyos  créditos  hayan  sido  reconoci- 
dos por  la  junta  ó  por  el  Juez  y  los  pendientes  de  reconocimiento,  6 
sus  representantes  si  los  tuviesen,  entregándoles  á  cada  uno  en  el 
acto  de  la  citación  una  de  las  copias  presentadas,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  núm.  2o.  del  art.  1302. 

Los  ausentes  cuyo  domicilio  se  ignore  serán  citados  por  edictos 
en  la  forma  ordenada  en  el  art.  1195. 

En  las  cédulas  y  edictos  se  hará  expresión  del  objeto  de  la  jun- 
ta, y  del  día,  hora  y  sitio  en  que  haya  de  celebrarse. 

Art.  1309.  La  convocatoria  de  la  junta  para  tratar  del  con- 
venio llevará  consigo  la  suspensión  de  la  pieea  segunda  del  juicio  de 
concurso,  y  también  de  la  primera  en  lo  relativo  á  la  enajenación  de 
los  bienes,  hasta  «jue  f^  delibere  y  acuerde  sobre  las  proposiciones 
presentadas. 

Art.  1010.  Lo  establecido  en  los  artículos  1135  al  1152  para 
la  quita  y  espera  será  también  apiicahle  á  los  convenios  que  se  pro- 
pongan después  de  la  declaración  de  concurso,  con  las  modificacio- 
nes siguientes: 

la.  Constituida  la  junta,  se  principiará  por  la  lectura  de  las 
disposiciones  de  esta  ley  relativas  al  convenio  entre  el  deudor  y  sus 
acreedores;  se  dará  después  cuenta  de  todos  los  antecedentes  del 
concurso,  y  de  m  estado,  con  inclusión  del  que  tenga  la  pieza  ter- 
cera, y  leídas  las  proposiciones  de  convenio,  se  abriró  discusión  so- 
bre ellas. 

2a.     EJn  el  caso  á  que  se  refiere  el  art.  1141,  de  que  sean  deses 
timadas  las  proposiciones  de  convenio,   se  continuará  el  juicio  de 
concurso,  y  lo  mismo  se  hará  cuando,  en  el  caso  de  impugnación,  se 
declare  la  nulidad  ó  ineficacia  del  convenio. 

3a.  Los  Síndicos  deberán  sostener  el  acuerdo  de  la  junta,  á 
cuyo  fin  serán  parte  en  el  juicio  de  oposición  con  las  dem&  perso- 
nas que  se  indican  en  el  art.  1148. 

4a.  La  sentencia  que  recaiga  en  dicho  juicio  será  apelable  en 
atnbos  efectos  fcuando  declare  la  nulidad  ó  ineficacia  del  convenio. 


lAn  otro  oaso,  la  apelaciáii  se  admitítá  en  un  efecto,  y  se  llevará  á 
ejecución  el  eonrenio  entre  el' deudor  y  los  acreedores  que  lo;  acep- 
ten,  sin  perjuleio  de  lo  que  se  resuelva  por  sentencia  firme  (1). 

Art.  1311.  Luego  que  sea  firme  el  acuerdo  de  lajüñta  apro- 
bando el  convenio,  se  comunicári  por  circular  de  los  Süidicos  á  los 
acreedores  reconocidos  y  i)endientes  de  reconocimiento  que  no  hu- 
bieren concurrido  4  la  junta,  y  se  publicará  por  edictos  en  los  mis- 
mos periódicos  en  que  se  insertó  la  deelaracióa  de  concurso,  dejan- 
do'copia  en  los  iauJboe. 

Hedhó  esto,  se.  dacá  por  t^minado^  éí  juicio,  acordándose  lo 
que  proceda  para  el  cumpünüentó  del  Conveiuo,  que  será  obligato- 
rio para  todos  los  acreedores,  fuera  de  los  exceptuados  (2). 

JURISPRUDENCIA.    ' 

El  convenio  aprobado  judicialmente  adquiere  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, yesj>ara  los  contramn  tes  Ist  ley  del  contrató,  que  están  obligados  á 
observar.  iSÍ'  ^9  Marzo  ÍS&5,  : .  ,  '• 

SCGOIDN    NOVENA 

De  los  (üimentós  del  coneurmde 

Art.  13t2.  Si  el  concursaicb  ^ee^amare  al^meoítQS,  el  Jjues  le 
sefialará  los.  que  atendidas»  las  circunstancias  considere  necesarios, 
pero  sólo  en  el  casQ.de  que  á  su,  Juicio  asciendan  á  más  los  bienes 
que  las  deudas  (3)* 

IS^  auto  concediendo  ó  negando  alimentos  tendrá  el  carácter  de 
iaterino,  y  será  inapeable. . 

Art.  1313.  Del  señalamiento  hecho  interinametute  por  el  Juez 
se  dará  cuenta  en  la  primera  junta  de  acreedores  que  se  celebre»  1^ 
cual  podrá  aprobar,  modificar  ó  suprimir  lo&  aliipentos,  teniendo 
en  cousideracióa  las  necesidades  y  ciircunstaneias  del  concursado; 
pero  no  dejará  de  concederlos  cuandp  no  apare;sca  claramyeute  que 
los  bienes  no  bastan  á  satisfacer  las  deudas. 

Art«  1314.  £1  acuerdo  de  la  junta  cqncediendo  ó  negando  los 
alimentos  podrá  ser  impugpado  por  el  deudor  ó  por  los  acreedores 
que  no  hubieren  concurrido  á  eUa,  y  por  los  que  hayan  disentido  y 
protestado  en  el  acto  del  voto. de  la  mayoría,  si  deducen  su  acción 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  del  acuerdo. 

La  impugnación  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos 
para  los  incidentes,  debiendo  litigar  unidos  y  bajo  una  dirección  los 
^me  sostengan  la  misma  causa,  y  pudiéndose  $^mpliar  hasta  30  días 
el  término  de  prueba  si  no  bastase  el  que  concede  el  art.  752* 

JURISPRUDENCIA. 

Ijas  Audiencias  al  conocer  de  esto?  incidentes  pueden  revocar  la.conce- 


II]    Véase  el  art.  1917  del  C.  Civil,  anotado  ;al  1  ia7  de  ceta  hoy^ 

[2] .  f^sta  forma  de  terminación  del  concurso  produce  también  la  rehabilitación  de 
concarsado; 

{3]  £1  Jues  es  arbitro  absoluto  jpaia  apreciar  la  superioridad  del  activo  sobre  el  pa- 
sivo.   En  caso  de  duda,  deberá  inclmar8&  &  flivór  del  deador.  ' 


Arl  131S.  Mientras  esté  pendiente  el  juicio  de  alimentos,  el 
oonerirsado  los  percibirá  ai  el  Joec  ó  la  jauta  los  habiere  cosoedldo. 
So  ae  te  concederán  si  et  Juez  y  la  jaota  hnbi«t«Q  estado  conformes 
en  negarloe. 

Cuando  entre  la  cantidad  ^ada  poret  Jsez  y  la  delajnnta  hn- 
biere  diferencia,  se  estará  por  laqne  la  última  hubiere  señalado  (1). 

TITULO  xm 

Del  orden  de  proceder  en  Ua  qKÍebra$ 

Art*  1316.  Conforme  á  lo  prevenido  en  el : 
de  Comercio,  reformado  por  la  ley  de  30  de  Juli< 
comerciante,  auuqneiio  se  baile  inscrito  en  la  n 
se,  qne  se  constituya  en  estiido  de  quiebra,  qui 
procedimientos  que  para  este  caso  ae  establecen 
en  el  presente  título,  sin  qiie  pueda  someterse  á  1 
el  concurso  de  acreedores. 

L(08  Jueces  no  darán  lugar,  á  la  declaración  de  concuaso  que  se 
solicite,  y  decretarán  la  de  quiebra  respecto  de  los  que  se  hallen  en 
dicho  caso. 

.TOKISPEUDENCIA, 

El  Juicio  de  quiebra  mercantil  «s  universal  y  en  eate  concepto  tiene  fue- 
m  de  atracciÚQ  paia  todae  las  demandiM  particularee  que  sobre  los  bienes 
del  laUtdo  se  deduzcan,  y  en  él  ban  de  ventilarse  neceeariamenle  Iaü  diferen- 
tes accionen,  derechos  y  obligaciones  correapondienWe  al  quebrado.  S.  íS 
S^l.  1871. 

Art.  1317.  En  todo  lo  que  no  esté  previsto  y  ordenado  en  el 
Código  dtf  Comerció  y  en  este  título  sobre  el  orden  de  proceder  eu 
Irs  quiebras,  se  aplicará  lo  establecido  para  los  concursos  en  el  títu- 
lo anterior,  cuyaa  disposiciones  se  considerarán  como  supletorias 
del  presenté  (3). 

Artx  1318.  En  las  quiebras  de  lag  Compañías  de  ferrocarri- 
les, canales  y  demás  obras  públicas  análogas  subvencionadas  por  el 
Estado,  se  observarán  los  procedimientos  especiales  ordenados  por 
la  ley  de  12  de  Noviembre  de  1869  (4). 


_^ , ri^á*hft  Huftlaacjaclún  se  hace  ei 

«a  pHmera. 

(3)  El  CÚ4lgOdeOo(>iei«lo  fcqiu  ae  reflereaBbiBrUealo  ;  slgulentea,  ea.tá  dsl  a&o 
IKZÍ,  cuya»  dlapóriciones  sobre  procedlmlentoa  en  W  quiebras  eatan  vlgenles  por  defecto 
del  Oodleo  de  1885.  hecho  extensivo  A  Cuba  por  R.  D.  de :%  Enero  de  \m. 

is)  La  ouAdruple  leoUUoldn  hoj'  exkatente  «ubre  quiebras  deberá  apUcatne  segOn  el 
idKiusDte  orden  de  prelnclón: 

"        — "EadeComeralúvU ""   "  "" 

C  XIII  de  la  Le;  ^ 

au.    lAHiifo  de  Comercio  <r  ~ 
tf t.  XIII  Ubill  de  eat»  ley]  y, 

«o.    Eltlt  Xlr,Ub.Iiaei.  ,     .         .  

M]    BWaley  sOloregolla  vlgeole  hoy  kt,  cuanto  i  bu  parte  adjetiva,  Inserta  e 
Apéndice  II  de  eala  obra. 

tjOaprooadlinlBntoaaoiilTaUsOoinpaniagdeférnicarrllas,  se  regTil*in  actoal mente  por  ' 
laOTdennam-MdeTdeFeb.delKa,  que  Insertamos  en  dicho  Ap&dloe  II,  prohibiendo- 
w  por  el  pAmUb  VII,  Cfcn.  XV  de  la.  mlmna  toduproaedlmlenlo  sotire  saspenslAn  de  pa- 
gos o  quiebras,  dlsUntu  ai  por  ella  establecido. 


.   cadlñkdeComeralovUenterilbroIVI. 

.    Eltn.XIIIdelaLey^En]uldaml«ilai>..... 

'  "  »de  Comercio  de  UOu  [encanuto  á  taparte  A  que  se  refiere  el  expresadu 
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Art*  1S19.  El  procedimieuto  sobre  las  quiebras  de  los  comer- 
ciantes se  dividirá  en  cinco  secciones,  arreglando  las  actnaciones  de 
cada  ana  de  ellas  en  su  reg^>ectiya  pieza  separada,  que  se  subdivi- 
dirán  en  los  ramos  que  sean  necesarios  para  el  buen  orden  y  dari- 
dad  del  procedimiento  y  para  que  éste  se  curse  con  la  rapidez  posi- 
ble,  sin  entorpecerse  por  incidentes  que  no  puedan  sustanciarse  á 
la  vez 

Art.  1320.  La  sección  primera  comprenderá  todo  lo  relativo 
á  la  declaración  de  quiebra,  las  didpodciones  consiguientes  á  ella  y 
su  ejecución,  el  nombramiento  de  los  Síndicos  é  incidencias  sobre 
su  separación  y  renovación,  y  el  convenio  entre  los  acreedores  y  el 
quebrado  que  ponga  término  al  procedimiento. 

La  segunda,  las  diligencias  de  la  ocupación  de  bienes  del  que- 
brado y  todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la  quiebra  has- 
ta la  liquidación  total  y  rendición  de  cuentas  de  los  Síndicos. 

La  tercera,  las  acciones  á  que  dé  lugar  la  retroacción  de  la 
quiebra  sobre  los  contratos  y  actos  de  administración  del  quebrado 
precedentes  á  su  declaración.  . 

La  cuarta,  el  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos  contra 
la  quiebra  y  la  graduación  y  pago  de  los  acreedores. 

La  quinta,  la  caliñcación  de  la  quiebra  y  la  rehabilitación  del 
quebrado. 

Complemento.— -De  la.  suspensión  vk  pagos  (1).  Código  de 
Comercio  de  1885,  reformado  por  E,  D.  de  25  de  Junio  de  1897. 

Art.  870.  El  comerciante  que  poseyendo  bienegf  suficientes 
para  cubrir  todas  sus  deudas  prevea  la  imposibilidad  de  efectuarlo 
á  las  fechas  de  sus  respectivos  vencimientos,  podrá  constituirse  eu 
estado  de  suspensión  de  pagos,  que  declararé,  el  Juez  de  primera 
instancia  de  su  domicilio,  en  vista  de  su* manifestación  (2). 

Art.  871.  También  podrá  el  comerciante  que  posea  bienes 
suficientes  para  cubrir  todo  su  pasivo,  presentarse  en  estado  tle  sus- 
pensión de  pagos,  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al 
vencimiento  de  una  obligación  que  no  haya  satisfecho  (3). 

Art.  872.  El  comerciante  que  pretenda  se  le  declare  en  es- 
tado de  suspensión  de  pagos,  debekí  acompañará  su  instancia  el  ba- 
lance de  su  activo  y  pasivo,  y  la  proposición  de  la  espera  que  solici- 
te de  sus  acreedores,    que  no  podrá  exceder  de  tres  afios.     Si  bajo 


(1)  Suspender  papos,  es  algo  asi  como  de  momento,  provisional,  diferente  de  la  cewi- 
dbn  que  es  definitivo.  Lo  primero  supone  posibilidad  de  atender  al  cumpHmiento  ínte- 
gro de  las  obligaciones,  si  se  concede  al  deador  un  aplazamiento.  Lo  segundo  lleva  im- 
{>lícita,  la  suposición  de  que  no  puede  el  fallido  cumplir  sus  oompromisoe  ccm  la  misma 
ntegridad.    Rivei  y  Marti.    Concuño  de  Acreedores  y  QnUebra», 

(2;  El  expediente  de  suspensión  de  pegos  no  tiene  el  carActer  de  Juicio  universal  que 
otorga  la  ley  á  los  concursos  y  quiebras  para  at'i-aer  el  conocimiento  de  todas  las  cuestiimes 
y  reclamaciones  pendientes  contra  el  deudor.  8. 7  Oct.  1S9S. 

(d)  £1  comerciante  que  no  se  presenta  en  estado  de  suspensión  de  pagos  dentro  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  al  vencimiento  de  una  obligación  que  haya  desdado  de 
saUsíbcer,  está,  obligado  á  presentarse  en  quiebí»,  sin  que  obste  la  nllta  de  protesta  de 
aquélla  á,  considerarla  no  satisfecha.  8.  i8  Peb»  1897. 
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cualquiera  forma  de  preteadiese  quitii  6  rebaja  Je  Ioh  cTéditx)8,  se 
aegará  el  Juez  á  tramitar  la  solicitud  de  suspeusión  de  pagos. 

Alt.  873.  El  expediente  de  suspeosióu  de  pagas  se  acoiuo- 
dará.álos  trámites  marcados  en  la. ley  especial  (1).  Si  la  'espera 
fuese  desestimada  por  la  Junta,  quedará  terminado  el  expediente. 

Lo  dispuesto  en  lod  artículos  870  al  873  será  aplicable  á  las  sus 
peusiolaes  de  pagos  de  las  sociedades  y  empresas  no   comprendidas 
en  el  art  930. 

Para  que  dichad  sociedades  no  comprendidas  en  el  árt.  930 
pliiedau  constituirse  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  será  indis- 
pensable el  acuerdo  de  los  socios,  adoptado  en  Junta  geneml  preci- 
samente convocada  al  efecto,  dentro  del  término  señalada  en  el  art. 
871.  P!ara  la  reunión  de  la  Junta  se  fijarán  los  x)lazos  más  breves 
que  consientan  los  estatutos  ó  escritura  social. 

SECCIÓN    PRIMERA 


^*i>*»WWW> 


DfidariK^íón  de  lu,  quiebra 

Art.  ISSt*  La  declaración  formal  del  estado  de'  quiebra  po- 
drá solicitarla  el  mismo  quebrado  ó  cualquier  acreedor  legítimo  e^a- 
yo  derecho  proceda  de  obligaciones  mercantUes  (2). 

Art.  I38S.  La  exposición  del  comerciante  que  se  manifieste 
en  quiebra  ha  de  ¡presentarse  arreglada  y  dócumetitada  conforme '^ 
las  disposiciones  de  los  artículos  1017,  1018,  1019,  1020,  1021 1' 
1022  del  Código  de  Comercio. 

De  otro  modo  no  se  le  dai^á  cui*so  ni  aprovechará  al  iíiteresa(9({ 
su  presentación  para  qué'se  le  tenga  por  cumplido  con  la  obtígaciSH^ 
que  le  impone  el  art.  1017  del  mismo  Código.  ,    a  ii 

Art.  láS3»  El  acreedor  que  solicite  la  declaraeión  de  quiebra 
de  su  deudor  estará  obligado  á  acreditar  ante  todas  cosas  su  peV^4 
nalidad  con  el  testimonio  de  la  ejecución  despachada  á  su  in^^ 
cía  contra  el  mismo  deudor,  ó  con  documento  fehaciente  de  su  ^ 
dito,  con  cuyo  previo  requisito  se  le  admitirá  la  prueba  qUe  pres 
te  sobre  los  extremos  comprendidos  en  el  articuló  1025  del  C"* 
de  Comercio  (3). 


*iin*io"l 


(1)    Noexlflle  esta  ley^  rigiéndose  la  stmpénstóB  de  PMOA  pbrlo  dlfrpaeHtioTiA  la  de 
Eojuiciamtenty»  oivilf  en  armonía  oon  el  vj^^ente  Códisfo  de  Comercio,  i')smí  'W. 

En  la  sUApenstón  de  pagos  cabe  Inddenteé  de  nulidad,  con  eT  carActer  previo  y  pécu-' 
llar  de  aa  clase.   A$8  JimiQl»ü,  tlfíifíTH 


Noexlflle  esta  ley,  rigiéndose  la  sospénstón  de  pMos  pbrlo  dl9paeHtio%A  la  de 

>  ooB  el  vj^rente  Códiflfo  de  Coi 
be  Inddenteé  de  nullda 
llar  de  aa  clase.   A  $8  «A<nip  199U, 

(2;    El  nuevo CódJI^o d^.ConMrqlo  ha deroBado  la  ooocU^iOnflnal  «le.  «ptejniftlculo, 
que  subrayamos,  estableciendo  smalstincK^n  alguna  en  su  art.  875  que  la  decl^l|{RBlt^  d^ 
quiebra' prooederA:  lo.  Cuando  la  pida  el  nklsnuo  quebrado. 
acreedor  teffiti/mo, 

<Sr    Bl- artículo  10B5  del  CMlgo  de  Oomerelo 
sido  derogado  por  el  91%  del  nuevo.  O^d^gQ»  ouyo  texto 
quiebra  &  instancia  de  acreedor,  serA  necesario  que  la  solicitud  se  funde  en  Clttí 

'    án 

n 

go,  juatífiquen  sus  títulos  de  créditos  y  que  el  comerciante  ha  sobreseído  de  u 
genaral  a&  al  pago  corriente  de  sus  obligadones,  6  que  no  ha  presentado  auupiusmisléldn 
de  convenio,  en  el  caso  de  suspensión  de  pagos,  dentro  del  plaxo  iieAalado-smwUqjrtüSÑI^ 
Véaae  ^emAs  el  p.  lo.  del  art  877  del  citado  CJódigo  de  Comercio  vigente. 


onal  se  baara  despachado  mandamiento  de  ^eouoidn  O  apremio,  y- que  del  jBiflUtf., 
resulten  iHenes  libres  bastantes  para  el  pago.  También  procederá  (a  aeclaraci^B|de 
bra  A  instancia  de  acreedores  que.  aunque  no  hubieren  obtenido  mandatnienücra^é 
CQ.  JuaUfiouen  sus  títulos  de  créditos  y  que  el  comerciante  ha  sobreseído  de  unami 


aag;  ■ 

Prpb94o6  estos  eo  forma  ^ofici^nte^  liará  el  Ju^2  de  primera,  ins- 
tancia  j^  i^Iaración  de  quiebra  sin  citación  ni  audiencia  del  que- 
brado; acordando  laé  demás  disposiciones  consiguientes.  4,  éQa* 

\tU  iSH»  Si  el  quebrado  hiciere  oposición  al  auto'  de:  decla- 
ración ^de. quiebra  den  tro  del  plazo  que  fija  el  art.  1028  de|  ..Código 
dé  Comercio,  se  formará,  ex  i^edieute  sepai*ado  sobre  ella,  por  cabeza 
del  cual  se  pondrán  la  solicitud  y  just)ificación  del  acre^or  y  testi- 
raonio  de  dicho  auto. 

El  quebrado  podrá  ampliar  en  vista  de  estos  antecedentes  lo8 
fundamentos  de  su  oposición^  y  al  efecto,  si  lo  hubiere  pedido  eyi  el 
escrito  en  que  la  hizo^  se  le  entregará  el  expediente  por  término  de 
tercero  día.  |,  ; 

.  :  Art.  1325*  De  la  oposición  y  de  Án  'ampUá^i&n,,si  ^  qipebra- 
do  la  hiciere,  se  conferirá  traslado  al  a<5reéaór,  y  por  el  mismo  auto 
Ke  xecibiráel  incidente  á  prueba  por  término  de  20  días  improrro- 
gables, dentro  de  los  auAléBse  '^n^iráíi  ¿JUñbas  partes  las  alega- 
ciones y  probanzas  que  les  (ítynvengan,  conforme  al  art.  1Ó31  del 
Código. 

Art.  13241.  Los  acreedores  que  coadyuvaren  la  impugnación 
de  la  reposición  del  ante  de  quiebra  usarán  de  ^u  derectio  qh  el  es- 
tado que  tenga  el  incidente  cuando  se  personen  en  los  autoe^  sin  re- 
troceder en  el  procedimienfo,  „  .    ,     .  • 

XfU  1323.  .^i  el  acr«editt- .  qojnvini^n&  eiiL  la  soUciti^d  del  que- 
brado, el.  Juez  acordará  en  la  primera  audiencia  la  reposiekki  del 
auto  de  decl^iración  de  quiebra..  ;    ,  ..  t 

Lo  níismo  se  hará  á  instancia  del  quel^rado,  confarmie-.al  artícalo 
10^2  del  CódigPf  sji  Qo  se  hubiere  iwpiogjiadp  aquélla  en  los  ocha  días 
siguientes  después  de  habérsele  conferido  .el  traslado,  al  acreedor. 

JURISPRUDENCIA.  '     . 

Para  oue  proceda  kb  re^i<^i6ñ  del  auto  de  dedlameidn  de  quielmt,  es 
preciso  probar  la  foUtedad  é  iintuilcieBieia  liegal  d<e  los  heehos  que  airvieroii 
para  declarar  la  quiebra,  y  además  que  el  quebi»4o-9e  halla  al  corriente  en 
sus  pagos.'  S.  24  Marzo  1886, 

Art.  Í328.  Tra^urrido  el  término  de  prueba, ,  se  procederá 
del  modo  prevenido  en  los  artículos  754  y  siguientes  de  esta  ley. 

La  sentencia  que  se  dicte  será  apelable  en  un  solo  efecto^  con- 
forme á  lo  que  ordena  el  art.  1031  del  Código  de  Comercio. 

Art*  132Q.  Si  se  dejara  sin.  efecto  la  declaración  de  qiuebra, 
se  practicará  lo  prevenido  en  el  art.  1165  de  esta  ley  para  reinte- 
grar al  deudor  en  sus  bienes,  papeles,  libre  tráfico  y  demás  derechos. 

Altt  1880.  La  acción  de  dáfios  y  perjuicios  que,  según  el  ar- 
ticulo ÍOSJ^  (1)  del  Código,  compete  al  quebrado  repuesto  contra  el 
acreedor  que  hubiere  instado  ó  sostenido  la  declaración  de  quiebra 
con  dolo,  falsedad  ó  injusticia  manifiesta,  se  ejercitará  en  el  mismo 
expediente  de  reposición,  sustanciándole  por  los  trámites  del  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía. 


■I  ■    M 


;i >    Ijléte  artículo  del  Código  de  1889  ^stA  derogado  por  el  886  del  Código  vigente,  que 
deberü.  aplieane  en  tía  lugar. 


f*. 
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Art,  1331.  El  Jaez,  aj  dxbtar  el  auto  de  declaración  de  quie- 
bra, hará  el  nombramiento  de  Comisario  de  la  minina^  el  cual  recae- 
rá en  un  comerciante  matriculado,  y  acordará  lo  demás  que  previe- 
ne el  art.  1044  del  Código. 

Si  en  el  lugar  del  juicio  no  hubiere  comerciante  matriculado 
idóneo  para  el  cargó  de  Comisario,  el  Juez  de  primera  instancñv 
ejercerá  las  funciones  que,  según  el  art.  1045  del  vodigó^  correspon- 
den á  dicho  cargo,  excepto  las  del  núm.  4o.  y  demás  que  en  los  con- 
cursos son  propias  dé  IqH  Síndicos  j5  del  Depositario. 

Art,  133^  Sin  perjnício  de  la  reclamación  del  quebrado  con- 
tra el  aufo  dé  declaraicióti  de  quiebra,  inmediatamente"  que  esté  se 
dicte  se  comunicará  al  Comisario  su  nombramiento  por  Ofició  del 
Juez  de  primera  instancia,  y  procederá  aquél  á  la  oc'upafeióñ  dé  )os 
bienes  y  papeles  de  la  quiebra,  su  inventario  y  depósito/  €^*ecutan- 
do  todo  ello  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos  tO^^, !  1047  y 
1048  de  dicho  Código.  ' '  \ 

Art.  1S33,  ,Para  el  arresto  del  quebrado  se  e^tpedirá  inanda-' 
miento  á  cualquiera  de  los  alguaciles  del  Juzgado,  arreglado  al  pá ' 
rrafo  segundo  del  art.  1044  del  Código  de  Comercio,  en  virtud  del 
cual  requerirá  el  cgectitor  por  ante  él  actuario  al  mismo  quebrado  • 
para  que  en  el  acto  preste  fianza  de  cárcel  segura  en  la  cantidad  que 
el  Juez  hubiere  fijado.  Sí  lo  hiciere  con  persona  abonada  ó  dando 
fianza  hipotecaría  ó  en  metálico,  quedará  el  quebrado  arrestado  en 
su  casa;  y  en  su. defecto  se  le  conducirá  á  .la  cárcel,  expidiéndose  el 
corresponáiei^te  mandamiento  al  Alcaide  que  haya  dé  recibirlo. . 

Art.  1334*  Para  determinar  la  cantidad  y  callará  de  la  fiany 
zAj  las  obligaciones  del  fiador  y  el  modo  de  hacerlas  efectivas  en  los 
casos  en  que  proceda;  se  estai^  á  lo  prevenido  para  ést^iis  cksos  con 
aiü^lo  ál  procedimiento  c'ritninál  vigente  (1).   ' 

Art*  1335*  La  fijación  de  los  edictos  eii  qiie  se  púbíiqíie  la 
quiebra  Se  hará  por  el  actuarlo,  poniéndose  en  los  autos  diligencia 
que  lo  acredite,  con  ejrpresíón  del  día  y  lugí^r  eu  que.  sé  hubieren' 
fijado. 

Para  que  tenga  efecto  en  los  demás  pueblos  donde  el  quebrado 
tenga  establecimientos  mer'cantilesi,  se  dirigirán  los  edictos  con  ofi; 
ció  á  la  Autoridad  judicial  respectiva  de  cada  uno  dé  ellqs,  exigién- 
doles la  devolución  de  dicho  oficio  con  diligenciará  ^  continuación 
de  haberse  fijado  aquéllos,  y  recibidos  qué  sean  se  unirán  ^á  los 
autos  (2);  ; 

Art.  I9Í36.  Para  la  retención  de  la  correspondencia  del  que- 
brado se  dirígirá  oficio  al  Administrador  de  Correos,  previniéndole 
que  la  poÁga  á  disposición  del  Juzgado. 

Art*  ISn.'  El  quebrado,    su   apoderado,  si  lo  tuviere,  ó  el  su- 

iiy  ^Ffcm  determinad  tu  aattdatl  y  cantidad  d»  la  fl&nsa,  s«  tomarán  011  cuenta'  la 
naturaleza  del  <te}ito,^Mtado;iOcifajaiit6oedAQtfl«  del  mqcMa^^  y  |a^  dei^MOlrcun»^ 
tandas  qrae  pudieren  Inflalr  en  el  mayor  6  menor  Ínteres  dé  dsié  para  ponerse  fuera  dgl 
alcance  de  la  Autoridad  Judicial."  ArL  B81.  Letf  de  Sf^uiciamient/j  OHminal,  VHa'nse 
además  loe  arta.  538  y  GOl  A  506  de  la  misma  Ley. 

(2  j    El  ultimó  pAfrafo  de  este  articuló  no  Uene  hoy  aplicación.    V.  Apéndice  v/ 
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jeto  á  cuyo  cargo  hubiere  quedado  la  dirección  de  sus  n:^oeio6,  en 
el  caso  de  haberse  auseut^^ulo  antes  de  la  declaración  de  quiebra,  se^ 
rá  citado  en  una  sola  áiHis;  iiciaá  fin  de  que  Qioncurra  diariamente  ó 
en  los  días  que  se  fijen,  al  lugar  y  á  la  hora  que  el  Comisario  desig- 
ne para  la  apertura  de  la  correspondencia. 

Ko  concurriendo  á  la  hora  de  la  citación,  se  verificará  por  el 
Comisario  y  el  Depositario  (1). 

Art.  1338.  ¿a  soli<útu(i  del  quebrado  para  su  soltura,  alza- 
miento de  arresto  ó  concesión  de  ¿Ivo-couducto  no  será  admisible 
hasta  que  el  Comisario  haya  dado  cuenta  al  Juez  de  haberse  con- 
cluido la  ocupación  y  el  examen  de  todos  los  libros^  documentos  y 
papeles  concernientes  al  tráfico  del  quebrado. 

Art.  1339v  En  su  caso  y  lugar  se  acordarán  en  esta  pieasa  de 
autos  las  disposiciones  previstas  por  los  artículos  lOdO  y  1061  del 
Código  de  Comercio.  * 

Art.  13I0.  M  Comisario  presentará  al  Juez  el  estado  de  loe 
acreedores  del  quebrado^  que  ha  debido  formar  en  los  Ues  días  si- 
guientes^ á  la  declaración  de  la  quiebra^  y  ea  vista  de  él,  y  teniendo 
en  cuenta  lo  prevenido  en  el  art.  1062  del  Código,  reformiado  por  la 
ley  de  30  de  Julio  de  1878,  se  fijará  el  día  para  la  celebración  de  la 
primera  junta  general,  c  >uvocándose  á  ella  á  los  acreedores  en  el 
modo  que  previene  el  art  1063  de  dicho  Código. 

Si  hubiere  acreedores  cuyo  domicilio  se  ignore,  serán  citados 
por  edictos  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1195  de  esta  ley. 

Art.  1341.  La  citación  del  quebrado  para  la  junta  se  hará 
por  cédula  en  la  forma  prevenida  por  los  respectivos  artículos  de 
la  presente  ley  (2). 

Art.  1343.  Para  la  celebración  de  la  junta  general  de  acree- 
dores se  pasará  al  Comisario  esta  pieza  de  aotos^  oon  todas  las  de- 
máGL  en  el  estado  qne  tengan^  y  se  tendrán  presentes  al  tíempo  de  m 
celebración  para  dar  á  aquéllos  en  el  acto  las  explicaciones  que  pi- 
dan sobre  lo  que  resulte  de  todo  lo  obrado  hasta  entonoea, 

Art.  1Sm«  El  Comisario  examinará  los  poderes  de  los  que 
concurran  á  la  junta  en  n^presentaciáQ  ajena,  y  se  practicará  lo  que 
para  este  caso  y  el  de  que  los  ax>oderado8  lleven  inás  de  una  ri^re^ 
sentaeión  se  previene  en  el  sut.  1135  de  esta  ley. 

Art.  lSlft«  La  junta,  para  el  nombramiento  délos  tres  Síndi- 
cos, que  previene  el  art.  1068  del  Código  reformado  por  la  ley  de 
30  de  Julio  de  1878,  se  celebrará  con  los  acreedores  que  concumyi, 
observándoee  cnanto  se  dispone  en  los  artículos  1067^  1069  y  1070 
del  mismo  Código,  también  reformados  por  dicha  ley. 

Hechas  las  dos  votación^  nominal*^  que  establece  el  1069,  se 
extenderá  un  acta  eireuustanciada,  que  se  leerá. antes  de.  levantarse 
lá^ "  ¿Súoú^^  l^^fiftníai-áu  el  Comisario^  el  act-uario,  los  acreedores 
oo]|cni:rejQtq^  ^  t^c V^^tVMkí  4?<tfH4ll> J^  ^^^a  representado  en  ella. 

Arikr  lato.  ^  ly  iywHt»H!tfi*élyi.\¿t(6,ÍBhi^^  ser  impugna- 
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do  ante  el  Juez  en  el  término,  por  laé  cansas  y  en  la  forma  que  se 
determinan  en  los  artículos  1218  al  1222  de  esta  ley. 

Alt.  ISMf,  Guando  por  abusos  en  el  desempeño  de  .  la  Siudi- 
catnra  solicite  un  acreedor  la  separación  de  algún  Síndico,  el  Juez,, 
en  vista  de  los  hechos  eu  que  aquél»  se  funde  y  de  la  justificación 
que  acompañe  ó  dé  de  los  mismos^  y  oído  previamente  el  Oomisario, 
resolverá  lo  que  estime  conveniente. 

Lo  mismo  hará  si  fuere  el  Comisario  quien  promoviere  la  sepa-, 
ración.  Sobre  los  liechos  determinados  en  que  ^te  la  funde  tomará 
el  Jaez  instructivamente  las  noticias  que  estime  oportunas,  y. en. vis- 
ta de  ella^s,  y  de  lo  que  resulte  de  la  pieza  de  administración  acor- 
dará lo  que  crea  más  conveniente  á  los  intereses  de  la  quiebra. 

Art»  I3i7«  Las  providencias  en  que  se  acuerde  la  separación 
de  álgán  Síndico,  por  motivos  que  no  constituyan  delito  ni  falta, 
tenddbn  el  concepto  de  administrativas,  sin  qué  paren  peijuicio  á 
la  baena  opinión  y  íhma  del  separado,  y  se  llevarán  á  efecto  sin  ad- 
mitirse recurso  alguno  contra  ellas. 

•  * 

C]OMPiJ5MBirro.--*'OM^o  de  Cknaereio  de  1829. 

^fkxL  1017.  Es  obligación  de  todo  comerciante  que  se  encuen- 
t^  pa  ^tado  de  quiebra  ponerlo  en  conocimiento  del  Juez,  de  pri- 
vierk  instancia  de  su  domicilio,  dentro  de  los  tres  días  siguientes, 
láU  en  que  hubiere  cesado  en  el  pago  corriente  de  sus .  obligaciones, 
entregando  al  efecto  en  la  escríbanía  del  mismo  Tribunal  una  expo- 
sición en  que  se  manifieste  en  quiebra  y  designe  su  habitación  y  to- 
dos los  escritorios,  almacenes  y  otros  cualesquiera  establecimientos 
de  sn  comercio  (r>. 

Art.  1018.  don  la  exposición  en  que  sé  manifieste  en  quiebra 
fhqompafiará  el  quebrado: 

lo.     El  balance  general'  de  sus  negocios. 

2o.  Una  memoria  ó  relación  que  exprese  las  cansas  directas  é 
iiune^iatas  de  su  quiebra. 

Art  1019.  Bn  el  balance  general  hará  el  Iquebrado  la  descrip- 
ción valorada  de  todas  sus  pertenencias  en  bienes  muebles  é  inmne- 
fatos,  efectos  y  géneros  de  comercio;  créditos  y  derechos  de  cualquie- 
ra especie  que  sean,  así  como  igualmente  de  todas  sus  deudas  y 
obligaciones  pendieíntes. 

Art  1020.  Con  la  relación  de  las  causas  de  la  qniebrá  podrá 
el  quebrado  acompaffar  todos  los  documentos  de  comprobación  que 
tenga  por  conveniente. 

Ar¿.  1021.  Tanto  la  exposición  de  quiebra  como  el  balance  y 
la  relación  prevenidas  en  el  art.  1018  llevarán  la  firma  del  quebra- 
do 6  de  ;>eirsona  autorizada  bajo  su  responsabilidáMl  para  ñrm&r  es- 
tos doeamentos,  con  poder  especial  de  que  se  acompañará  copia' fe- 
haciente, sin  cuyo  requisito  no  ise  les  dará  curso. 


[11    BSateartlcolo  resolta  tnodfffcado,  en  cnanto  á  la  im>Oedenfda  de  la.  auiebm,  por  el 
art.  0JI  M  noero  CO<ü^  d^  Comere&u,  relativo  A  Ja  saspeiudi6ii  ele  pa^oi». 


Art  1022.  Cuando  la  qaiebra  sea  de  ane 
haya  socios  colectivos,  se  expresará  en  la  expoi 
domicilio  de  cada  uno  de  ellos;  firmándola,  asi 
demás  documentos  qae  deban  acompañarla,  toe 
residan  en  e)  pueblo  al  tiempo  de  bacerse  la  d< 
bra.  ■  ■ 

Art,  1028.  El  comerciante  á  qnien  se  dec 
quiebra  sin  que  haya  precedido  su  manifestacíóti 
pedir  ta  reposición  de  declaración  dentro  de  los 
tes  á  su  publicación,  sin  perjuicio  de  llevarse  á  i 
mente,  las  providencias  acordadas  sobre  la  peí 
quebrado. 

Art.  1029.  Faxa  que  recaiga  la  reposición 
ración  de  quiebra,  ha  de  probar  el  quebrado  \¡ 
ciencia  legal  de  los  hechos  que  se  dieron  por  fi 
y  que  se  halla  corriente  en  sus  pagos. 

Art.  1031.  La  sustanciacióu  de  dicho  art 
ceder  de  20  días,  dentro  de  los  cuates  se  recibirá 
ficación  las  pruebas  que  se  hagau  por  ambas  pa 
miento  se  resolverá  ^gün  los  méritos  de  lo  obi 
solamente  en  el  efecto  devolutivo  las  apelación) 
gan  en  ia  providencia  que  se  dé. 

Art.  1032,  La  reposícióu  podrá  tatíibién  p 
vencer  el  expresado  término  de  veinte  días,  si  el 
movió  la  quiebra  conviene  eii  ella,  ó  si  por  pa 
acreedor  legitimo  no  se  hiciere  contradicción  é 
goientes  á  la  notificación  del  traslado  que  se  ooni 
del   quebrado. 

Art.  ,1044.  En  el  acto  de  bacerse  por  el 
ración  de ,  quiebra.,  se  proveerán  t^imbién  la 
guien  tes: 

la.  £1  QombramjeQto  de  comisario  de  !»< 
merciante  matriculado,  si.  Ip  hubiere. 

2a..  El  arresto  del  quebrado  en  su.  casa,  si  d 
za  de  cárcel  segura;  ;  en  defecto  de  darla,  eu  la.i 

3a.  La  ocupación  judicial  de  todas  las  p& 
haí^,  j  de  los  libros,  papeles  y  documentos  de  i 
.  4a.  El  nombramiento  de  depositario  en  peí 
za  del  Juzgado  de  primera  instancia,  á  cuyo  oai^ 
servaeión  de  todos  los  bienes  ocupados  al  deiidoi 
bren  los  síndicos. 

5a.  La  publicación  de  la  quiebra  por  edict 
domicilio  del  quebrado  y  deiná«  donde  tenga  esl 
cantiles;  y  su  inserción  en  el  periódico  de  laplae 
si  lo  hubiere. 

,  6a.  La  detención  de  la  correspondencia  del 
fines  y  en  los  términos  que  se  es^resan  en  el  art. 


.•-u- 


^ y» 

.7a.    (La  convocación  de  los  acreedores' d6l  quebrado  á  la  pri- 
mera  junta  general  (1). 

Art,  1045.     Corresponde  al  comisario  de  la  quiebra: 
.      lo.     Autorizar  todos  los  actos  de  ocupación  de  los  bienes  y  pa- 
peles relativos  al  giró  y  tráfico  del  qiiebrado. 

2o.  Dar  las  providencias  interinas  que  sean  urgentes  para  te- 
ner en  seguridad  y  buena  conservación  los  bienes  de  la.masí^i  inien- 
tras  que  dándose  cuenta  al ,  tribunal  resuelve  lo  conveni^ente.     • 

3o.  'Presidir  las  juntas  de  los  acx-eedores  del  quebrado  que  se 
acaerden  por  el  tribunal. 

4o.  Hacer  el  examen  de  todos  los  libros,  documentos  y  pape- 
les concernientes  al  tráfico  del  quebrado  para  dar^  los  informes  que 
el  Juzgado  le  ex\ja,  .  .  .  « 

5o.  Inspeccionar  todas  las  operaciones  del  deppsitari^  y  de 
los  síndicos  de  la  quiebra;  celar  el  buen  manejo  y  administración  de 
sus  pertenencias;  activar  las  diligencias  relativas  á  la  liquidación  y 
calificación  de  los  créditos,  y  dar  cuenta  al  Juzgado  de  los  abusos 
que  advierta  sobre  todo  ello. 

6o.  Las  demás  funcionas  que  especialmente  se  le  designan  en 
las  disposiciones  de  este  Código.  '       , 

Axt.  1046.  La  ocupación  de  los  bienes  y  papeles  del  comer- 
cio del  quebrado  tendrá  efecto  en  la  forma  siguiente: 

lo.  Todos  los  almacenes  y  depósitos  de  mercaderías  y  efectos 
del  quebrado  quedarán  cerrados  bajo  dos  Üaves,  de  las  cuales  ten- 
drá una  el  comisario  y  la  otra  se  entregará  al  depositario. 

2o.  Igual  diligencia  se  practicará  en  él  e^ritorio  .  6  despacho 
del  quebrado^  haciéndose  constar  en  el  acto  pói*  diligencia  el  núme- 
ro, clases  y  estado  de  los  libros  de  comercio  que  se  encuentren,  y 
poniéndose  en  cada  uno  de  ellos  á  continuación  de  la  última  parti- 
da una  nota  de  las.  hojas  escritas  que  tenga,  la  cual  se  firmará  por  el 
juez  y  el  escribano.  .  Si  los  libros  no  tuvieren  las  j^oripaalidádes,  pres- 
critas por  este  Código  (1),  se  rubricarán  taml^iéh  por  aquéllc^  to- 
das sus  hojas. 

El  quebrado  li  otra  persona  en  su  nombre  y  con  poder  suyo,, 
]iodrá  asistir  á  estas  diligencias,  y  si  jio  solicitare  se  le  dará  .un^  ter- 
cera llave,  y  firmará  y  rubricará  en  este  caso  los  libros  con  el  comi- 
sario y  el  escribano.  ^  , 

3o.  En  el  mismo  acto  de  lía,  ocupación  del  escritorio  se  forma- 
rá inventario  del  4111^1*09  letras,  pagarés  y  demás  documentos  de. 
crédito  pertenepienteg  á  la  masa;  y  se  pondrán  en  un  arc^  con  dos 
llaves,  tomándose  las  precauciones, convenientes  para  su  seguridad 
y  buena  custodia.  •  , 

(T)    DeberAn  también  decretarse  como  medidas  ooiisIguieDtes  4  la  declaración -de  ln» 
quiebra:     . 

1. 4*  Llk  retHjaedóti  icl«  ésta  a  la  ÜMdia  en  qne  apafesca^haber  eesado  el  deudor  hh  el  par 
go  corriente  de  sus  ob^Ügaclones.       , 

'  2.^'  La  ínBoHpcióñ  eh  Ior  Registros  de  ln  propiedad  y  mercantil  de  la  incapacidad  del 
<liiet|iiado  pam  la  |hdl]^iiiMt#)aci<>n  de  fAis  l^nee*    ArL  S78  Obdigo  de  Oofwwrti»  vigente^ 

8.  flB  La  acumulación  A  la  quiebra  de  todas  las  locuciones  pendientes  contra  el  que- 
bvMoi.    Art.  161j  ecma<$  3.^  f  06  eita  Lep. 

(2)    Hoy  tit  a  o ,  ilU  I  del  COdJgo  de  Comercio  vigente. 
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4o.  Los  bienes  muebles  del  quebrado  que  no  se  hallen  en  al- 
macenes en  que  puedan  ponerse  sobrellaves/  y  los  semomentes,  se  en- 
tregsu^án  al  depositario  bajo  inventario  dejándole  ál  mismo  quebra- 
do lá  parte  de  ajuar  y  ropas  de  uso  diario,  que  el  comisario  esti- 
me prudentemente  que  le  son  necesarias. 

5o.  Los  bienes  raíces  se  pondrán  bajo  la  administración  inte- 
rina del  depositario,  quien  recaudará  sus  frutos  y  productos,  y  dará 
las  disposiciones  convenientes  para  evitar  cualquiera  malversación. 

66.  Con  respecto  á  los  bienes  que  se  hallen  fuera  del  pueblo 
del  domicilio  del  quebrado,  se  practicarán  iguales  diligencias  en  los 
pueblos  donde  se  encuentren,  despachándose  á  este  fin  los  oficios 
convenientes  á  sus  respectivos  Jueces. 

Si  los  tenedores  de  estos  bienes  fneren  personas  abonadas  y  de 
notoria  responsabilidad,  atendido  su  valor,  se  constituirá  en  ellos  el 
depósito,  excusándose  los  gastos  de  la  traslación  á  poder  de  otros 
sujetos. 

Art.  1047.  Cuando  la  quiebra  se£i  de  una  sociedad  colectiva, 
se  extenderá  la  ocupación  de  bienes  en  los  términos  que  prescribe  el 
artículo  anteiior  á  todos  los  socios  que  en  el  contrato  dé  sociedad 
resulten  responsables  á  las  resultas  de  sus  negociaciones. 

Art.  104$.  El  comisario  coíi  asistencia  del  depositario  po- 
drá examinar  á  su  voluntad  todos  los  libros  y  papeles  de  la  quie- 
bra, sin  extraerlos  del  escritorio,  para  tomar  instrucciones  y  apun- 
tes que  necesite  para  el  desempeño  de  las  atribuciones  que  le  co- 
rresponden. 

El  quebrado  podrá  asistir  por  sí  ó  por  su  apoderado  á  esta  di- 
ligencia, para  cuyo  fin  se  le  citará  previamente  con  señalamiento 
de  día  y  hora. 

Art  1060.*  Si  el' quebrado  no  hubiere  presentado  al  manifes- 
tai-se  en  quiebra  el  balance  general  de  sus  negocios  según  se  previe- 
ne ^1  el  art.  1018,  ó  cuando  se  hubiere  hecho  la  declaración  de 
quiebra  á  instancia  de  sus  acreedores^  se  le  mandará  qué  lo  forme 
en  el  término  más  breve  que  considere  suficiente^  el  cual  no  podrá 
e:i^ceder  de  10  días,  poniéndole  de  manifiesto  al  efecto  en  presencia 
del  comisario  los  libros  y  papeles  de  lá  qjaiebra  qué  necesitare,  sin 
extraerlos  del  escritorio. 

Art.  1061.  En  el  caso  de  que  por  ausencia,  incapacidad  ó  ne- 
gligencia del  quebrado  no  se  formare  por  éste  él  balance  ¿eneral  die 
siis  negocios,  se  nombrará  inmediatamente  por  el  tribunal  un  co- 
merciante experto  (Jue  lo  forme  con  sefialamiento  de  un  término  bre- 
ve y  perentorio,  que  no  podrá  ser  mayor  de  quince  días,  y  para 
ello  se  le  facilitarán  los  libros  y  papeles  del  quebrado  á  presencia- 
del  comisario  y  en  el  mismo  escritorio. 

Art  1062.  El  dia  para  la  oelebración  de  la  primera  junta  de 
acreedores,  se  ñj^rá  con  respecto  al  tiempo  que  sea  absolutamente 
preciso  para  que  los  acreedores  que  se  hallen  en  el  Reino  reciban  la 
noticia  de  la  quiebra,  y  puedan  nombrar  personas  que  los  represen- 
ten en  la  junta.  En  ningún  caso  podrá  diferirse  la  celebración  de 
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ésta  más  de  treinta  días  desde  qae  se  hizo  la  declaración  judicial  de 
quiebra.  , 

Si  la  junta  no  pudiese  celebrarse  por  cualquier  motivo  en  el 
día  señalado,  se  designará  el  más  inmediato  posible  dentro  de  los 
quince  días  siguientes,  anunciándolo  por  simple  edicto  que  se  fijará 
en  los  estrados  del  Juzgado  para  que  llegue  á  noticia  de  los  acfee- 
dores,  produciendo  el  mismo  efecto  que  si  la  citación  fuese  perso- 
nal. 

Art.  1063.  El  comisario  cuidará  de  formar  en  los  tres  días 
siguientes  á  la  declaración  de  quiebra  el  estado  de  los  acreedo- 
res del  quebrado  por  lo  que  resulte  del  balance,  y  los  convocará  á 
la  junta  general  por  circular  expedida  al  efecto,  que  se  repartirá  á 
domicilio  en  cuanto  á  los  acreedores  que  residan  en  la  misma  po- 
blación, y  á  los  ausentes  se  dirigirá  por  el  primer  correo,  anotándo- 
se una  y  otra  diligencia  en  el  expediente. 

Si  el  quebrado  no  hubiere  presentado  balance  se  formará  la 
lista  de  los  acreedores  que  deben  convocarse  individualmente  por 
lo  que  resulte  del  libro  mayor;  y  en  el  caso  de  no  haberlo,  por  los 
demás  libros  y  papeles  del  quebrado,  y  las  noticias  que  dieren  éste 
6  sus  dependientes. 

Art.  1064.  Los  acreedores  que  sin  constar  que  lo  sean  por  ba- 
lance y  libros  del  quebrado  presenten  al  comisario  documentos 
que  prueben  créditos  líquidos  contra  aquél,  serán  admitidos  á  la 
junta  haciendo  su  gestión  antes  de  la  celebración  de  ésta,  bajo  la 
responsabilidad  que  previene  el  art.  lOlO  en  el  caso  de  suposición 
fraudulenta  de  créditos. 

Aít.  1065.  El  quebrado  no  alzado  será  citado  para  esta  pri- 
mera jtinta  de  acreedores  y  las  demás  que  se  celebren  en  el  progre- 
so del  procedimiento,  estando  en  libertad,  ó  por  medio  de  apoderado. 

Art.  1067.  Constituida  la  junta  en  el  día  y  lugar  señalados 
para  su  celebración,  se  dará  conocimiento  á  los  acreedores  del  ba- 
lance y  memoria  presentados  por  el  quebrado,  haciéndose  en  el  ac- 
to por  el  comisario  de  oficio,  ó  á  instancia  de  cualquiera  de  los 
concurrentes,  todas  las  comprobaciones  que  crean  convenient.es  con 
los  libros  y  documentos  de  la  quiebra  que  se  tendrán  á  la   vista. 

El  depositario  presentará  también  á  la  junta  un  informe  cir- 
cunstanciado sobre  el  estado  de  las  dependencias  de  la  quiebra,  y  el 
juicio  que  puede  formarse  sobre  sus  resultados.  Asimismo  formará 
y  presentará  una  nota  de  las  recaudaciones  y  gastos  hechos  hasta 
aquel  día. 

Cumplidas  estas  formalidades,  se  procederá  al  nombramiento 
de  síndicos. 

Art.  1068.  í*ara  toda  quiebra  se  nombrarán  tres  síndicos,  sin 
que  se  pueda  disminuir  ni  aumentar  este  número. 

Art.  1069.  El  nombramiento  de  primero  y  segundo  síndico  se 
verificará  en  una  misma  votación  por  los  acreedores  que  cx)ncurran 
ala  junta  general,  quedando  elegidos  los  que  hubiesen  obtenido  á 
su  &vor  votos  que  representen  la  mayor  suma  del  capital. 
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£1  nombramiento  de  tercer  síndico  tendrá  lugar  por  solo  los 
acreedores  cuyos  votos  no  hayan  servido  para  resultar  nombrados  los 
dos  primeros,  quedando  elegido  aquel  que  mayor  número  de  votos 
obtuviere. 

Art'  1070.  Puede  recaer  el  nombramiento  de  síndico  en  cual- 
quier acreedor  del  quebrado,  que  lo  sea  por  derecho  propio,  6  ya 
en  representación  ajena,  y  con  preferencia  en  quien  ejerciere  ó  hu- 
biere ejercido  el  comercio,  debiendo  tener  los  elegidos  las  cualida- 
des de  ser  mayores  de  25  años  (1)  y  la  residencia  habituad  en  el 
pueblo  en  que  la  quiebra  tenga  lugar. 

El  nombramiento  de  síndico  se  ha  de  hacer  en  persona  deter- 
minada, y  no  colectivamente  en  sociedad  alguna  de  comercio. 

SECCIÓN    SEGUNDA 


Administraeián  de  la  quiebra 

Art»  1348.  Por  cabeza  de  lá  pieza  relativa  á  esta  sección  se 
pondrá  testimonio  del  auto  de  declaración  de  quiebra,  sin  otro  an- 
tecedente, uniéndose  á  continuación  el  inventario  que  debe  formar- 
se de  todo  el  haber  de  ella  existente  en  el  domicilio  del  quebrado, 
con  arreglo  á  los  números  3o.,  4o.  y  5o.  del  art.  1046  del  Código  de 
Comercio  (2). 

Art»  1349.  Para  la  ocupación,  inventario  y  depósito  de  bie- 
nes de  la  quiebra  que  se  hallen  en  distinto  domicilio,  se  expedirán 
los  exhortes  convenientes  á  los  Jueces  respectivos,  poniéndose  nota 
de  haberse  verificado.  Estos  deberán  remitir  originales  las  diligen- 
cias que  pi  actiquen  en  su  consecuencia,  y  venidas,  se  unirán  á  Iob 
autos. 

Art*  1350.  Para  toda  extracción  que  se  haga  de  los  almae^^ 
nes  ó  del  arca  del  depósito  de  efectos,  dinero,  letras,  pagarés  y  de- 
más documentos  de  crédito  pertenecientes  á  la  masa,  precederá 
providencia  formal  del  Comisario,  cuya  ejecución  se  hará  constar 
por  diligencia,  que  fírmanuí  éste,  el  depositario  y  el  actuario. 

Art.  135L  Con  la  propia  formalidad  se  procederá  para  hacer 
ingresos  de  caudales  en  la  misma  arca,  en  la  cual  sólo  se  conserva- 
rán los  que  sean  necesarios  i)ara  las  atenciones  de  la  quiebra,  depo- 
sitándose el  metálico  restante  y  los  efectos  ptiblicos  en  el  estableci- 
miento autorizado  por  el  Gobierno  para  esta  clase  de  depósitos^ 

Art*  1352.  Los  permisos  que  dé  el  Comisario  para  las  ventas 
urgentes  de  los  efectos  de  la  quiebra  ó  para  los  gasto»  indispensa- 
bles que  hayan  de  hacerse  para  su  conservación  han  de  acreditarse 
también  en  providencia  formal  á  consecuencia  de  reclamación  del 
Depositario. 

Art*  1353.    Del  nombramiento  de  los  Síndicos,    su  aceptación 


(1)  Véftfie  Nota  del  art.  1218  de  esta  l^y. 

(2)  Véase  este  artículo  eii  el  Complemento  de  la  sección  anterior. 
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y  juramento  se  pondrá  testimonio  en  esta  pieza,  acordándose  ense* 
guida  la  formación  del  inventario  general  y  entrega  á  los  mismos 
del  haber  y  papeles  de  la  quiebra,  en  la  forma  prevenida  por  los 
artículos  1079,  1080  y  1081  del  Código  (1). 

Art«  13S4.  En  el  examen  é  impugnación  de  las  cuentas  pre- 
sentadas por  el  Depositario  se  procederá  según  el  orden  establecido 
para  este  asunto  en  el  juicio  de  concurso,  previo  el  informe  del  Co- 
misario. 

Art,  1355,  También  se  observará  lo  que  en  dicho  juicio  se 
halla  dispuesto  respecto  á  los  gastos  precisos  para  cubrir  las  aten- 
ciones de  la  quiebra.  En  cuanto  á  los  gastos  extraordinarios  que 
propongan  los  Síndicos,  el  Juez  no  los  autorizará  sin  que  los  califi- 
que instructivamente  el  Comisario,  previos  los  informes  extrajudi- 
ciales  que  estime  convenientes.  Cuando  estos  gastos  no  exe^ian  de 
1250  pesetas,  bastará  la  autorización  del  Comisario. 

Art.  1356«  En  el  justiprecio  y  venta  del  caudal  de  la  quiebra, 
según  la  diferente  calidad  de  efectos  mercantiles,  bienes  muebles  de 
otra  clase  y  bienes  raíces,  se  estará  á  lo  que  prescriban  los  artículos 
1084,  1085,  1086,  1087  y  1088  del  (Código. 

Art.  1351.  Todos  los  acreedores  de  la  quiebra  y  el  mismo 
quebrado  serán  admitidos  á  ejercer  la  acción  que  concede  el  artículo 
1089  del  Código  contra  los  Síndicos  que  compraren  ó  hayan  com- 
prado efectos  de  la  quiebra. 

Las  reclamaciones  de  esta  especie  se  harán  en  ramo  separado, 
sustanciándose  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes,  y 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  en  que  los  Síndicos  pue- 
dan haber  incurrido. 

Art.  1358.  Para  toda  transacción  que  hayan  de  hacer  los  Sín- 
dicos en  los  pleitos  pendientes  sobre  intereses  de  la  quiebra  prece- 
derá auto  del  Juez,  dictado  á  propuesta  del  Comisario,  en  que  se 
fijarán  las  bases  de  la  transacción. 

Art.  1359.  En  un  cuaderno  separado,  anejo  á  esta  pieza,  se 
pondrán  por  diligencia,  que  firmarán  el  Comisario  y  los  Síndicos, 
las  entregas  semanales  que  se  hagan  en  el  arca  de  depósito  de  los 
fondos  que  se  vayan  recaudando  dando  fe  el  actuario  de  su  ingreso 
en  la  misma  arca. 

Igual  formalidad  se  observará  para  la  extracción  de  las  parti- 
das que  en  virtud  de  libramientos  del  mismo  Comisario  se  saquen 
de  ella  y  de  las  que  se  depositen  en  el  establecimiento  público. 

Art.  1360.  De  las  exposiciones  que  hagan  los  acreedores  con 
vista  de  los  estados  mensuales  que  deberán  presentar  los  Síndicos 
sobre  el  estado  de  la  administración  de  la  quiebra  se  dará  conoci- 
miento al  Comisario,  y  con  su  informe  acordará  el  Juez  las  provi- 
dencias que  halle  convenientes  en  beneficio  de  la  masa. 


i  (1;    Estos  artículuf)  y  los  deiud.8  citados  en  esta  sección,  correspondientes  al  Código 

de  Oomercio  de  1829,  no  han  sido  modifleados  por  el  vigente,  pudiendo  consultarse  en  oí 
Complemento  flnal  de  esta  sección,  donde,  al  igual  que  en  la  precedente  y  siguientes  in- 

'  sertamos  todos  los  &  que  el  texto  se  refiere. 


L 
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Art.  1361»  Las  providencias  qne  el  Ck>misario  acuerde  sobre  la 
administración  de  la  quiebiH  en  desempeño  de  sos  atribuciones  po- 
drán reformarse  por  el  Juez  á  instancia  de  los  Síndicos  ó  de  cual- 
quiera de  los  interesados  en  ella,  en  lo  cual  se  procederá  de  plano 
von  vista  de  la  reclamación  que  se  presente  y  de  lo  que  sobre  ella 
informe  el  Comisario- 

.  Art.  1362.  Las  cuentas  que  den  los  Síndicos  de  su  adminis- 
tración corresponderán  también  á  esta  pieza  de  autos^  en  la  que  se 
procederó  á  su  examen^  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 1134  y  1135  del  Código;  y  si  se  dedujeren  agravios  contra  ellas, 
tíknto  por  acuerdo  de  la  Junta  de  aci'eedi^res  como  por  el  quebrado  6 
algún  acreedor  particular,  se  sustanciará  esta  demanda  por  los  trá- 
mites del  juicio  declarativo  en  esta  misma  pieza  de  autos  si  estuvie- 
re evacniado  todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la  quiebra^ 
ó  en  ramo  separado  si  no  estuviere  concluida  la  liquidación  de  ésta. 

Art.  1363.  Las  repetic^iones  de  los  acreedores  ó  del  quebrado 
contra  los  Síndicos  por  los  daños  y  perjuicios  causados  á  la  masa 
por  fraude,  malversación  ó  negligencia  culpable,  se  deducirán  y 
sustanciarán  en  ramo  separado,  dependiente  de  esta  pieza  de  autos^ 
siguiéndose  en  la  sustancTÍacióu  los  trámites  del  juicio  declarativo. 

C^MPUíMENTO. — Códig^o  de  Comercio  de  1829. 

Art.  1079.  Nombrados  que  sean  los  Síndicos  y  puestos  en  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  procederán  al  inventario  formal  y  general 
de  todos  los  bienes^  efectos,  librosy  documentos  y  papeles  de  la  quie- 
bra, que  autorizará  con  su  asistencia  el  comisario. 

Los  bienes  y  efectos  que  estén  en  manos  de  consignatarios,  ó 
que  por  cualquiera  otra  razón  se  hallen  en  pueblo  distinto  de  donde 
esté  radicada  la  quiebra^  se  comprenderán  en  el  inventario  por  lo 
que  resulte  del  balance^  libros  y  papeles  del  quebrado^  con  las  no- 
tas que  correspondan  segiin  las  contestaciones  que  se  hallan  recibi- 
do de  sus  tenedores  ó  depositarios. 

Art.  1080.  El  quebrado  será  citado  para  la  formación  del  in- 
ventario, y  podrá  asistir  á  ella  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado. 

Art.  1081.  Formalizado  el  inventario  se  hará  entrega  á  los 
síndicos  de  todos  los  bienes^  efectos  y  papeles  comprendidos  en  él 
bajo  de  recíl^,  expidiéndose  por  el  comisario  los  oficios  conve- 
nientes para  que  se  pongan  á  disposición  de  los  mismos  síndicos  los 
bienes  y  efectos  que  se  hallen  en  otros  pueblos. 

Art.  1082.  El  depositario  de  la  quiebra  rendirá  cuenta  formal 
y  justificada  de  su  gestión  á  los  síndicos  en  los  tres  días  siguientes 
al  nombramiento  de  éstos^  y  con  su  audiencia,  y  el  informe  del  co- 
misario, proveerá  el  tribunal  lo  que  corresponda  sobre  su  aproba- 
ción á  la  separación  de  los  cargos  que  resulten  al  depositario  (1). 

Art.  1083.     Fuera  de  los  gastos  de  conservación  y  beneficio  de 


(1)  K»te  artículo,  el  ni  guien  te  y  los  1086  al  1090.  aplicables  A  eRta  sección,  aunque  no 
citados  en  el  texto,  han  quedado  vigentes  después  de  publicado  el  nuevo  Código  ele  0>- 
nkercio. 
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loB  efectos  y  bienes  de  la  quiebra,  no  podrá  hacerse  otro  alguno  de 
ninguna  especie  sino  en  virtud  de  providencia  judicial. 

Art.  1084.  Los  síndicos,  atendida  la  naturuleza  de  los  efectos 
mercantiles  de  la  quiebra,  y  consultando  la  mayor  ventaja  posible 
á  los  intereses  de  ésta,  propondrán  al  comisario  la  venta  que  con- 
venga hacer  de  ellos  en  los  tiempos  oportunos,  y  el  comisario  deter- 
minará lo  conveniente,  fijando  el  mínimum  de  los  precios  á  que  po- 
drán verificarse,  sobre  los  que  no  podrá  hacerse  alteración  sin  causa 
fundada  á  juicio  del  mismo  comisario. 

Art.  1085.  En  la  venta  de  los  efectos  de  comercio  pertene- 
cientes á  la  quiebra,  intervendrá  necesariamente  un  corredor;  y  don- 
de  iio  lo  haya,  se  ejecutará  en  subasta  pública,  anunciándose  con 
tres  días  á  lo  menos  de  anticipación  por  edictos  y  avisos,  que  se  pu- 
blicarán en  el  periódico,  si  lo  hubiere  en  el  pueblo. 

Art.  1086.  Para  la  regulación  de  los  precios  á  que  se  hayan  de 
vender  los  efectos  mercantiles  de  la  quiebra,  atenderá  el  comi- 
sario á  su  coste,  según  las  facturas  de  compras  y  los  gastos  ocasio- 
nados posteriormente,  procurando  los  aumentos  que  i)ermita  el  pre- 
cio corriente  de  géneros  de  igual  especie  y  calidad  en  las  mismas 
plazas  de  comercio. 

Si  hubiere  de  hacerse  rebaja  en  el  precio  de  su  coste,  inclusos 
los  gastos,  para  la  enajenación  de  aquellos  efectos,  se  habrá  de  ve- 
rificar necesariamente  la  venta  en  subasta  pública. 

Art.  1087.  Los  síndicos  promoverán  el  justiprecio  de  los  bie- 
nes muebles  del  quebrado  que  no  sean  efectos  de  comercio  y  el  de 
los  raices,  para  lo  cual  se  nombrarán  peritos  por  su  parte,  y  por  la 
del  quebrado,  ó  por  el  comisario  en  defecto  de  hacerlo  éste.  En 
caso  de  discordia  se  hará  por  el  tribunal  el  nombramiento  de  tercer 
perito. 

Art.  1088.  La  venta  los  de  bienes  raíces  y  la  de  los  muebles, 
á  excepción  de  los  del  comercio  del  quebrado,  se  hará  en  pública 
subasta  con  todas  las  solemnidades  de  derecho;  y  en  otra  forma  se- 
rán de  ningún  valor. 

Art.  1089.  No  pueden  los  síndicos  comprar  para  sí,  ni  para 
otra  persona  bienes  de  la  quiebra  de  cualquiera  especie  que  sean; 
y  si  lo  hicieren  en  su  nombre  ó  bajo  el  de  algún  otro,  se  confisca- 
rán á  beneficio  de  la  misma  quiebra  los  efectos  que  hubieren  ad- 
quirido de  ella,  quedando  obligados  á  satisfacer  su  precio,  si  no 
lo  hubieren/  hecho. 

Art.  1090.  Las  demandas  civiles  contra  el  quebrado  que  se 
hallaren  pendientes  al  tiempo  de  hacerse  la  declaración  de  quiebra, 
y  las  que  posteriormente  se  intenten  contra  sus  bienes,  se  seguirán 
y  sustanciarán  con  los  síndicos. 

Art.  1091.  También  continuarán  los  síndicos  las  acciones  ci- 
viles que  el  quebrado  hubiere  deducido  en  juicio  antes  de  caer  en 
quiebra,  y  promoverán  las  demandas  ejecutivas  que  correspondan 
contra  los  deudores  de  ella;  pero  no  podrán  intentar  ningún  otro 
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género  de  procedimiento  judicial   por  negocios  6  intereses  de  la 
qniebra,  sin  previo  conocimiento  y  autorizaciÓD  del  comisario. 

Art.  1092.  El  quebrado  suministrará  á  los  síndicos  cuantas 
noticias  y  conocimientos  le  reclamaren  y  él  tuviere  concernientes  á 
las  operaciones  de  la  quiebra;  y  estando  en  libertad  le  podrán  em- 
plear los  mismos  síndicos  en  los  trabajos  de  administración  y  liqui- 
dación bajo  su  dependencia  y  responsabilidad. 

Art.  1093.  Tiene  derecho  el  quebrado  á  exigir  de  los  síndicos 
por  conducto  del  comisario  las  noticias  que  puedan  convenirle 
sobre  el  estado  de  las  dependencias  de  la  quiebra,  y  hacerles  i>or  el 
mismo  medio  las  observaciones  que  crea  oportunas  para  el  arreglo 
y  mejora  de  la  administración,  y  para  la  liquidación  de  los  créditos 
activos  y  pasivos  de  la  misma  quiebra. 

Art.  1094.  No  permitirá  el  comisario  que  los  síndicos  reten- 
gan en  su  poder  los  fondos  en  efectivo,  pertenecientes  á  la  quiebra, 
sino  que  les  obligará  á  hacer  entrega  semanalmente  en  el  arca  de 
depósito  de  todo  lo  que  hayan  recaudado,  dejándoles  sólo  la  can- 
tidad que  el  mismo  comisario  estime  suficiente  para  atender  á  los 
gastos  corrientes  de  administración. 

Art.  1095.  Los  síndicos  presentarán  mensualmente  un  estado 
exacto  de  la  administración  de  la  quiebra,  que  el  comisario  pasará 
con  8U  informe  al  tribunal  para  las  providencias  que  haya  lugar  en 
beneficio  de  los  interesados  en  la  quiebra. 

Todos  los  acreedores  que  lo  soliciten  podrán  obtener  á  sus  ex- 
pensas, copia  de  los  estados  que  presenten  los  síndicos,  .  y  exponer 
en  su  vista  cuanto  crean  conveniente  á  los  intereses  de  la  masa. 

Art.  1096.  A  instancia  de  los  síndicos,  y  con  previo  informe 
del  comisario,  podrá  el  tribunal  acordar  la  traslación  de  los  cau- 
dales existentes  en  el  arca  de  la  quiebra  á  cualquiera  bancx)  público. 

Art.  1097.     Los  síndicos  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  que 
se  practiquen  todas  las  formalidades  que  correspondan  para  la  con- 
servación de  los  derechos  de  la  quiebra  en  las  letras  de  cambio,  es- 
'  crituras  públicas,   efectos  de  crédito,  y  cualquier  otro  documento 
de  la  pertenencia  de  aquella. 

Art.  1098.  Todo  quebrado  que  haya  cumplido  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  1017  y  1018  recibirá  una  asignación  alimenticia. 
Su  cuota  será  graduada  por  el  tribunal,  oyendo  el  informe  del 
comisario  con  relación  á  la  clase  del  quebrado,  el  número  de  perso- 
nas que  compongan  su  familia,  al  haber  que  resulte  del  balance  ge- 
neral y  á  los  caracteres  que  se  presenten  para  la  calificación  de  Ja 
quiebra. 

Si  los  Síndicos  tuvieren  por  excesiva  la  asignación  hecha  al 
quebrado,  podrán  hacer  al  tribunal  las  reclamciones  que  estimen 
convenientes  á  los  intereses  de  la  masa. 

Art.  1099.  Los  alzados  no  podrán  pedir  en  tiempo  alguno  so- 
corros alimenticios,  y  las  asignaciones  hechas  á  los  quebrados  frau- 
dulentos cesarán  de  derecho  desde  que  sean  calificados  en  este  con- 
cepto. 
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Art.  1134.  Oonclaida  que  sea  la  liquidación  de  la  qniebra, 
rendiráa  los  SÍDdioos  sa  cuenta,  para  cuyo  examen  convocará  el 
tribunal  junta  general  de  los  acreedores  que  conserven  interés  y 
voz  en  la  quiebra.  En  ella  con  asistencia  del  quebrado  se  deliberará 
sobre  sn  aprobación  oyendo  antes^  si  se  estimase  necesario,  el  infor- 
me de  una  comisión  que  hag*a  reconocimiento  y  comprobación  de  la 
cuenta;  y  hallando  motivos  de  reparo  sobre  ella^  se  deducirán  éstos 
en  forma  ante  los  jueces  de  la  quiebra. 

No  obstante  la  aprobación  de  la  junta  podrá  el  quebrado  ó 
cualquiera  acreedor  impugnar  en  juicio,  á  sus  expensas  y  bajo  su 
responsabilidad  individual,  las  cuentas  de  los  síndicos  haciéndolo 
en  el  término  de  ocho  días.  Por  su  transcurso  sin  haberse  intenta- 
do reclamación  alguna,  quedará  firme  é  irrevocable  la  resolución  de 
la  junta. 

Art.  1135.  Cuando  los  síndicos  ó  alguno  de  ellos  cese  en  este 
encargo  antes  de  concluirse  la  liquidación  de  la  quiebra,  rendirán 
igualmente  sus  cuentas  en  un  término  breve  que  no  podrá  exceder 
de  quince  dias,  y  se  examinarán  en  la  primera  junta  de  acreedores 
que  se  celebre  con  previo  informe  de  los  nuevos  síndicos. 

SECCIÓN    TERCERA 


Efectos  de  la  retroacción  de  la  quiera 

Art.  1364.  La  personalidad  para  pedir  la  retroacción  de  los 
actos  que  en  perjuicio  de  la  quiebra  haya  hecho  el  quebrado  en 
tiempo  inhábil  ó  que  por  su  carácter  fraudulento  puedan  anularse, 
aun  cuando  se  hubieren  hecho  en  tiempo  hábil,  residirá  en  los  Sín- 
dicos, como  representantes  de  la  masa  de  acreedores  de  la  quiebra 
y  administradores  legales  de  su  haber. 

Art.  1365.  Si  los  acreedores  observasen  alguna  omisión  en 
esta  parte,  se  dirigirán  al  Comisario,  quien,  tomando  conocimiento 
de  los  antecedentes,  dará  las  disposiciones  necesarias  para  que  se 
ejerciten  las  acciones  de  la  masa;  y  si  no  lo  hiciere,  podrá  llevar  el 
reclamante  su  queja  al  Juez  de  la  quiebra. 

Art.  1366.  Los  Síndicos  están  obligados  á  formar,  dentro  de 
los  10  días  inmediatos  á  habérseles  hecho  la  entrega  de  los  libros  y 
papeles  de  la  quiebra,  los  estados  siguientes: 

Uno  de  los  pagos  hechos  por  el  quebrado  en  los  15  días  prece- 
dentes á  la  declaración  de  quiebra  por  deudas  y  obligaciones  direc- 
tas, cuyo  vencimiento  fuese  posterior  á  éstas  (1). 

Otro  de  los  contratos  celebrados  en  los  30  días   anteriores  á  la 


(1)  "Las  cantidades  aue  el  quebrado  hubiere  satisfecho  en  dinero,  efectos  ó  valorus 
de  crédito,  en  los  quince  días  precedentes  á  la  declaración  de  quiebra,  por  deudas  y  obIi> 
gaciones  directas  cuyo  vencí  miento  íüere  posterior  A  ésta,  se  devolverán  &  la  masa  por 
quienes  las  percibieron. 


se 


El  descuento  de  sus  propios  efectos,  hecho  por  el  comerciante  dentro  del  mismo  plasso, 
considerará  como  pago  anticipado."    Arí.  879  Código  de  Omnerdo  vigente. 


312 

declaración  de  quiebra,  que  en  el  concepto  de  fraudulentos  queden 
ineficaces  de  derecho  con  arreglo  al  art.  10S9  del  Código  de  Comer- 
cio, y  de  las  donaciones  entre  vivos  que  se  encuentren  comprendi- 
das en  la  disposición  del  IO4.O  (1). 

Art,  1367.  Los  estados  de  que  trata  el  artículo  anterior  se 
comprobarán  y  visarán  por  el  Comisario,  con  cuyo  requisito  dirigi- 
rán los  Síndicos  á  los  interesados  sus  reclamaciones  extrajudiciales 
para  obtener  el  reintegro  á  la  ma^a  de  lo  que  á  ésta  pertenezca;  y 
si  aquéllas  fueren  ineficaces,  acudirán  á  los  medios  de  derecho  que 
correspondan  según  el  objeto  de  cada  reclamación,  con  la  previa 
autorización  del  Comisario. 

Art.  1368.  También  formarán  los  Síndicos  otro  estado  de  los 
contratos  fechos  por  el  quebrado  que  se  hallen  en  alguno  de  los  cua- 
tro casos  comprendidos  en  el  art.  lOJ^.!  del  Código' (2),  haciendo  las 
averiguaciones  oportunas  para  cerciorarse  de  si  en  su  otorgamiento 
intervino  fraude;  y  hallando  datos  para  probarlo  en  alguno  de  ellos, 
harán  una  exposición  motivada  al  Comisario,  quien,  en  vista  de 
ella  y  de  lo  que  resulte  de  las  investigaciones  que  haga  por  su  par- 
te, acordará  ó  denegará  la  autorización  para  que  los  Síndicos  enta- 
blen las  demandas  cuya  incoación  hubieren  propuesto  en  dicha 
exposición. 

Art.  1369,  Las  demandas  que  los  Síndicos  entablaren  sobi*e 
la  aplicación  del  art.  1038  del  Código  de  Comercio  (3)  se  presenta- 
rán acompañadas  de  la  prueba  documental  que  acredite  haberse  he- 
cho el  pago  en  tiempo  inhábil,  y  que  la  obligación  no  había  vencido 
hasta  después  de  la  declaración  de  la  quiebra.     En  caso  nec^esario 


(1)  Estos  dos  ültlmos  artículos,  del  Código  de  1829,  han  sido  sustituidos  por  el  880  del 
Código  de  Comercio  de  1886  que  dice:  "Se  reputarán  fraudulentos  y  serán  ineficaces  res- 
pecto á  los  acreedores  del  quebrado  los  contratos  celebrados  por  éste  en  los  treinta  días 
precedentes  á  su  quiebra,  si  pertenecen  &  alguna  de  las  clases  siguientes: 

la.    Transmisiones  de  bienes  inmuebles  hechas  á  título  gratuito. 

2a.    Constituciones  dótales  hechas  de  bienes  privativos  suyos  á  sus  hijas. 

3a.  Concesiones  y  traspasos  de  bienes  inmuebles  en  pago  de  deudas  no  vencidas  al 
tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

4a.  Hipotecas  convencionales  sobre  obligaciones  de  fecha  anterior  que  no  tuvieren 
esta  calidad,  ó  por  préstamos  de  dinero  ó  mercaderías  cuya  entrega  no  se  verificase  de 
presente  al  tiempo  de  otorgarse  la  obligación  ante  el  Notario  y  testigos  que  intervinieran 
en  ella. 

5a.  Las  donaciones  entre  vi^os  que  no  tengan  conocidamente  el  carácter  de  remune- 
ratorias, otorgadas  después  del  balance  anterior  á  la  quiebra,  si  de  éste  resultare  un  pasi- 
vo superior  al  activo  del  quebrado. 

(2)  Este  artículo  del  Código  de  1829,  fué  sustituido  por  el  881  del  vigente,  cuyo  texto 
literal  es  como  sigue:  "Podrán  anularse  á  instancia  de  los  acreedores,  mediante  la  pruel» 
de  haber  el  quebrado  procedido  con  ánimo  de  defraudarlos  en  sus  derechos: 

1.0  Las  enajenaciones  á  título  oneroso  de  bienes  raíces -hechas  en  el  mes  precedente  á 
la  declaración  de  la  quiebra. 

2.  o  Las  constituciones  dótales  hechas  en  igual  tiempo,  de  bienes  de  la  sociedad  con- 
yugal en  favor  de  las  hijas,  ó  cualquiera  otra  transmisión  de  los  miamos  bienes  á  título 
gratuito. 

3.  o  Las  constituciones  dótales  ó  reconocimiento  de  oapitaleo.  hechos  por  un  cónyuge 
comerciante  á  favor  del  otro  cónvuge  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  quiebra,  siempre 
que  no  sean  bienes  inmuebles  del  abolengo  de  éste,  ó  adquiridos  ó  poseíaos  de  antemano 
por  el  cónyuge  en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  el  reconocimiento  de  dote  ó  capital. 

4.  o  Toda  concesión  de  recibo  de  dinero  ó  de  efectos  á  título  de  préstamo,  que,  hecha 
seis  meses  antes  de  la  quiebra  en  escritura  pública  no  se  acreditare  por  la  fe  de  entrega  de 
Notario,  ó  si  habiéndose  hecho  en  documento  privado,  no  constare  uniformemente  de  loe 
libros  de  los  contratantes. 

5.  o  Todos  los  contratos,  obligaciones  y  operaciones  mercantiles  del  quebrado  que  no 
sean  anteriores  en  diez  días,  á  lo  menos,  á  la  declaración  de  quiebra. 

(3)  Hoy  art.  879  del  vigente  Código  de  Comercio,  anotado  al  art.  1866  de  esta  Ley. 


813 

podrán  los  Síndicos  preparar  su  acción  con  la  confesión  judicial  del 
deudor. 

Art*  1S70.  La  pretensión  de  los  Síndicos  y  lo^  documentos 
que  la  acompañen  se  comunicarán  al  demandado  por  tres  días^  den- 
tro de  los  cuales  expondrá  éste  lo  que  crea  convenirle. 

Árt.  1371*  No  contestándose  la  demanda  por  el  deudor,  ó  si 
en  la  contestación  no  se  desvaneciere  la  prueba  de  los  Síndicos,  se 
le  condenai*á  á  la  devolución. 

Art.  1373«  Si  por  la  contestación  del  deudor  el  Juez  hallare 
mérito  para  recibir  el  incidente  aprueba,  lo  acordará  por  término 
de  ocho  días  improrrogables;  y  cumplido,  se  fallará  dicho  incidente 
por  los  trámites  establecidos  en  los  artículos  754  al  757  de  esta  ley. 

Art*  1373,  Para  reintegrar  á  la  masa  de  los  bienes  extraídos 
de  ella  por  contratos  que  hayan  quedado  ineficaces  de  derecho  en 
virtud  de  las  disposiciones  del  art.  10S9  del  Código  dé  Comercio  (1). 
se  procederá  por  los  trámites  del  interdicto  de  recobrar,  justifican- 
do los  Síndicos,  por  la  escritura  del  mismo  contrato,  hallarse  éste 
en  el  caso  de  la  ley. 

Art.  1374.  Las  providencias  dictadas  para  lá  aplicación  de 
los  artículos  lOSS,  1039  y  IO4.O  del  Código  de  Comercio  se  ejecuta- 
rán aunque  se  interponga  recurso  de  apelación  (2). 

Art.  1375.  Las  demandas  de  nulidad  ó  de  revocación  de  los 
contratos  hechos  por  él  quebrado,  en  fraude  de  los  acreedores,  se 
sustanciarán  en  el  juicio  declarativo  que  corresponda  á  su  cuantía  y 
en  el  Juzgado  á  qüiien  competa  su  conocimiento. 

'  SECCIÓN    CUARTA 


EoDumenj  groéUtadón  y  pago  de  los  créditos  contra  la  qme^*a 

Art.  1376.  Se  pondrá  por  cabeza  de  la  pieza  de  autos  (corres- 
pondientes á  esta  sección  el  estado  general  de  los  acreedores  de  la 
quiebra,  y  á  continuación  el  Juez  dictará  providencia  prefijando  el 
término  dentro  del  cual  hayan  aquéllos  de  presentar  á  los  Síndicos 
los  títulos  justificativos  de  sus  créditos  y  el  día  en  que  se  hubiere  de 
celebrar  la  junta  para  su  examen  y  reconocimiento,  arreglándose  es- 
te señalamiento  á  lo  prevenido  en  el  art.  1101  del  Código  de  Co- 
mercio (3). 

La  circulación  de  esta  disposición  á  los  acreedores  se  hará  cons- 
tar en  los  autos  por  oficio  de  los  Síndicos  al  Comisariq,  y  su  noto- 
riedad por.  edictos  é  inserción  en  los  periódicos  de  la  localidad,  si 
los  hubiere,  por  diligencia  del  actuario. 

Art.  1377.     La  acumulación  al  juicio  de  quiebra  de  los  plei- 


( 1 )    Véase  Nota  2  del  art.  1366  de  esta  I.ey . 

(2;  Véase  Nota  2  del  art.  1366  de  esta  Ley.  Los  artículos  del  Código  de  Comercio  anti- 
guo comprendidos  del  1065  al  1043,  están  derogados  por  los  87S  al  884  del  vigente  Código. 

Las  apelaciones  ft  que  se  refiere  este  artículo  se  entenderán  en  el  efecto  devolutivo. 

(3)  Este  artículo  y  los  demás  citados  en  el  texto,  del  Código  de  Comeix^io  de  1829,  los 
insertamos  en  el  Complemento  final  de  esta  sección. 
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tos  pendientes  ó  que  se  promaevan  contra  la  m  isa  se  acomodará  i 
las  reglas  establecidas  para  este  caso  en  el  juicio  de  concurso. 

Art  1S78.  Hechas  todas  las  operaciones  que  para  la  justifi- 
cación y  examen  de  los  ei-iditos  prescriben  los  artículos  1102,  1103, 
1104  y  1105  del  Código  de  Comercio,  si  alguno  de  los  acreedores  6 
el  quebrado  se  tuvieren  por  agraviados  de  la  resolución  de  la  junta, 
podrán  usar  de  su  derecho  ante  el  Juzgado  que  conociere  de  la  quie- 
bra, dentro  del  improrrogable  término  de  30  días. 

Art,  1379,  Las  demandas  de  los  acreedores,  así  sobre  el  reco- 
nocimiento de  créditos  como  de  agravios  en  su  graduación,  se  aco- 
modarán al  procedimiento  establecido  en  el  juicio  de  concurso  (1). 

Complemento. — Código  de  Oomereio  de  1829, 

Art.  1100.  El  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos  contra 
la  quiebra  se  hará  en  junta  general  de  acreedores,  en  vista  de  los 
documentos  originales  de  crédito,  y  de  los  libros  y  papeles  del  que- 
brado. 

Art.  1101.  El  Juez  que  conozca  de  la  quiebra,  fijará  luego 
que  estén  nombrados  los  Síndicos,  con  relación  á  la  extensión  de 
los  negocios  y  dependencias  de  esta  y  á  las  distancias  que  se  en- 
cuentren respectivamente  los  acreedores,  el  término  dentro  del  cual 
deberán  éstos  presentar  á  los  mismos  Síndicos  los  títulos  justificati- 
vos de  sus  créditos  sin  que  pueda  exceder  de  sesenta  días. 

En  la  misma  providencia  se  designará  también  el  día  en  que 
haya  de  celebrarse  la  junta  de  examen  y  reconocimiento  de  crédi- 
tos, que  será  el  duodécimo  después  de  vencido«el  plazo  prefijado  pa- 
ra la  presentación  de  documentos. 

Los  síndicos  cuidarán  de  circular  á  todos  los  acreedores  esta 
disposición,  que  además  se  hará  notoria  por  edictos,  y  se  insertará 
<^n  el  periódico,  si  lo  hubiera  en  la  misma  plaza  ó  en  la  provincia. 

Art.  1102.  Los  acreedores  están  obligados  á  entregar  á  los 
síndicos  los  documentos  justificativos  de  sus  créditos  dentro  del  tér- 
mino prefijado,  acompañando  (^pias  literales  de  ellos  para  que,  co 
tejadas  por  los  síndicos  y  hallándolas  conformes,  pongan  á  su  pie 
una  nota  firmada  de  quedar  los  originales  en  su  poder,  y  en  esta 
forma  las  devuelvan  á  los  interesados  para  guarda  de  su  derecho. 

Art.  1103.  Los  síndicos,  á  medida  que  reciban  los  documen- 
ta )s  de  los  acreedores,  harán  su  cotejo  con  los  libros  y  papeles  de  la 
quiebra,  y  extendei'án  su  informe  individual  sobre  cada  crédito  con 
arreglo  á  lo  que  resulte  de  dicho  cotejo,  y  las  demás  noticias  que 
llegaren  á  su  conocimiento. 

Art.  1104.  En  los  ocliu  días  siguientes  al  vencimiento  del  pla- 
zo para  la  presentación  de  los  títulos  de  los  acreedores,  formarán 
los  síndicos  un  estado  general  de  los  créditos  á  cargo  de  la  quiebra 


(^^  TCi  texto  no  se  ocupa  de  la  graduación  de  créditos  contra  la  quiebra,  salvo  la  refe- 
rencia final  de  este  artículo,  siendo  indispensable  completarlo  con  las  disposiciones  rela^ 
tiyas  A  la  mateiia  contenidas  en  <*!  Oó<1igi>  de  Comercio  de  1829,  que  insertamos  en  el  Obm- 
pleinento  do  esta  seocidn. 
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que  se  hayan  presentado  á  comprobación,  con  la  oportuna  referen- 
cia en  cada  artículo  por  orden  de  números  de  los  documentos  pre- 
sentados por  su  respectivo  interesado,  y  lo  pasarán  al  comisario, 
dando  copia  al  quebrado  ó  á  su  apoderado  para  su  inteligencia. 

El  comisario  cerrará  el  estado  de  créditos,  y  á  consecuencia  de 
esta  diligencia  serán  considerados  en  mora  para  los  efectos  que  pres- 
cribe el  art.  1111  (1),  los  acreedores  que  comparezcan  posteriormente. 

Art.  1105.  Beunidos  los  acreedores  en  el  día  señalado  para  la 
junta  de  examen  y  reconocimit  nto  de  créditos,  se  hará  la  lectura 
del  estado  general  de  éstos,  de  los  documentos  respectivos  de  com- 
probación, y  del  informe  de  los  síndicos  sobre  cada  uno  de  ellos. 

Todos  los  acreedores  concurrentes,  y  el  quebrado  por  sí  ó  por 
medio  de  apoderado,  podrán  hacer  sobre  cada  partida  las  observa- 
ciones que  estimen  oportunas.  El  interesado  en  el  crédito,  ó  quien 
le  represente,  satisfsbrá  en  la  forma  que  pueda  convenirle,  y  se  re- 
solverá por  mayoría  de  votos  sobre  el  reconocimiento  ó  exclusión 
de  cada  crédito,  regulándose  aquélla  según  se  ha  establecido  en  el 
art.  1069. 

El  acuerdo  de  la  junta  deja  salvo  el  derecho  de  todos  y  cada 
uno  de  los  acreedores  á  la  qiüebra,  el  4el  interesado  en  el  crédito 
controvertido  y  el  del  quebrado,  para  que  si  se  sintieren  agraviados 
usen  de  él  en  justicia  como  les  convenga,  quedando  entretanto  pri- 
vado de  voz  activa  en  la  quiebra,  el  acreedor  cuyo  crédito  no  sea  re- 
conocido. 

Art,  1108.  Al  acreedor,  cuyo  crédito  sea  excluido,  se  le  de- 
volverán sus  títulos  para  los  usos  que  le  convengan. 

Los  síndicos  sostendrán,  por  cuenta  de  la  masa,  la  deliberación 
de  la  junta,  caso  que  sea  impugnada  en  juicio. 

Art.  1109.  Los  acreedores  á  quienes  sean  reconocidos  sus  cré- 
ditos, recogerán  también  sus  títulos,  con  una  nota  al  pié  que  así  lo 
exprese,  detallando  la  cantidad  reconocida.  Esta  nota  se  firmará 
por  los  síndicos,  y  el  comisario  pondrá  en  ella  el  visto  bueno. 

Art.  1123.  Para  el  reintegro  y  pago*  respectivo  á  los  acreedo- 
res, según  el  orden  prescrito  en  este  título,  procederán  los  síndicos, 
celebrada  que  sea  la  junta  de  examen  y  reconocimiento  de  los  cré- 
ditos deducidos  contra  la  quiebra,  á  la  clasificación  de  los  que  ha- 
yan sido  reconocidos  y  aprobados,   dividiéndolos  en  euMro  estados. 

En  él  primero  se  comprenderán  los  (wreedores  con  acción  de  dominio. 

Un  él  seffundo  los  hipotecarios  por  la  ley  ó  por  contrato,  según  el 
orden  de  su  prelación. 

En  el  tercero  los  escriturarios. 

En  él  cuarta  los  comwnes  (2). 


(U  Este  artículo  y  los  1110  y  1112  no  tienen  aplicación  en  Cuba,  sustituyéndose  sus 
disposiciones  con  las  relativas  &  la  morosidxid  y  .ms  efectos,  de  los  concursos. 

(2;  Este  artículo,  en  la  parte  que  subrayamos,  ha  sido  modificado  por  el  912  del  Códi- 
go de  (Comercio  de  lo85,  según  el  cual,  la  gi-ad nación  de  créditos  se  hará  dividiéndolos 
ou  ctM  secciones  (ó  estados):  la  primera  comprenderá  los  créditos  que  hayan  de  ser  satis- 
fechos con  el  producto  de  los  bienes  muebles  de  la  quiebra,  y  la  segunda  los  que  hayan 
de  pagarse  con  el  producto  de  los  inmuebles.  Véanse  los  artículos  918  ^1  919  deleitado 
Código,  que  rigen  m  parte  sustantiva  de  la  graduación  de  créditos  contra  la  quiebra. 
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ÍJstos  estados  se  entregarán  al  comisario^  quien  despnés  de  ha- 
berlos examinado,  y  hallándolos  conformes  con  lo  acordado  en  la 
junta  de  reconocimiento  de  créditos,  los  pasará  inmediatamente  al 
Juzgado  que  conoce  de  la  quiebra.  » 

Ai-t.  1124.  Con  respecto  á  los  acreedores  de  dominio  se  decre- 
tará desde  luego  la  entrega  de  las  cantidades^  efectos  ó  bienes  de  su 
pertenencia,  expidiéndose  por  el  Juzgado  los  mandamientos,  oficios 
y  libranzas  consiguientes  para  que  se  verifique,  y  en  su  virtud  se 
tendrá  por  extinguida  su  representación  en  la  quiebra. 

Art.  1125.  Para  el  examen  y  aprobación  de  los  demás  esta- 
dos de  la  graduación  de  créditos,  se  convocará  á  junta  general  de 
acreedores  de  negundOy  tercera  y  cuarta  dase,  cuyos  derechos  estén 
reconocidos  (1). 

Esta  convocación  se  hará  por  cédulas  que  los  síndicos  dirigirán 
á  los  acreedores  que  se  hallen  presentes  en  el  pueblo,  y  á  los  apode- 
rados de  los  ausentes  que  tengan  acreditada  su  x>crsonalidad.  Ade- 
más se  publicará  por  edictos  y  x>or  medio  del  periódico,  si  lo  hubie- 
re en  el  pueblo. 

Art.  1126.  El  término  de  la  convocación  será  á  lo  más  de  tres 
días,  y  todo  el  que  transcurra  entre  la  junta  de  examen  de  créditos 
y  la  de  su  graduación,  no  podrá  exceder  de  quince. 

Art.  1127.  Abierta  la  sesión  de  la  junta  se  leerán  ínt^ramen- 
te  los  estados  de  graduación,  oyéndose  las  reclamaciones  que  hagan 
los  acreedores  presentes  ó  los  legítimos  apoderados  de  los  ausentáis, 
á  los  cuales  satisfarán  los  síndicos;  y  si  con  las  contestaciones  de  és- 
tos no  se  aquietaren '  los  reclamantes,  deliberará  la  junta  sobre  el 
agravio  que  cada  uno  de  ellos  hubiere  deducido,  bajo  las  bases  esta- 
blecidas en  el  artículo  1069. 

La  resolución  de  la  junta  podrá  ser  impugnada  en  justicia  por 
los  interesados  á  quienes  pare  perjuicios,  continuándose  no  obstante 
las  diligencias  ulteriores  de  la  liquidada  de  la  quiebra,  salvas  las 
resultas  de  las  demandas  que  se  intenten. 

Art'.  1128. ,  Cerrada  la  junta  de  graduación  de  créditos  no  se 
admitirá  impugnación  alguna  contra  los  estados  de  clasificación  y 
orden  de  prelaeión  propuestos  i)Or  los  síndicos,  y  estarán  obligados 
á  pasar  por  su  tenor  todos  los  acreedores  presentes  en  la  junta  que 
no  los  impugnaron,  ó  que  se  aquietaron  fen  sus  reclamaciones^  asi 
como  también  los  que  no  concurrieron. 

Art.  1129.  En  vista  del  acta  de  la  junta  de  graduación  se  pro- 
cederá al  repartimiento  de  todos  los  fondos  disponibles  de  la  quie- 
bra por  el  orden  de  clases  y  prelaeión  que  de  aquélla  resulte. 

Art.  1180.  Las  cantidades  que  pudieren  corresponder  á  los 
acreedores  que  t^^ngan  demanda  i)endiente  contra  la  masa  por  agra- 
vio en  el  reconocimiento  ó  en  la  graduación  de  sus  créditos,  se  in- 
cluirán en  el  estado  de  distribución  de  las  que  se  repartan,  conser- 


fl]    No  formándose  md«  que  dos  estados—véase  nota  del  art.  I12^no  existen  hoy 
acreedores  de  Ha.  Sch  y  Ua.  ciase. 
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vándc^as  depositadas  en  el  arca  de  la  quiebra,  hasta  la  décítíán  del 
pleito  que  causé  ^eeutoria. 

ArL  1131.  A  los  acreedores  que  teniendo  sus  crédito^  recono- 
cidoB  y  graduados  por  los  acuerdos  de  la  junta  se  les  hubíei^e  hecho 
impugnación  judicial  por  un  acreedor  particular,  se  les  entregarán, 
sin  embargo  de  ésta  las  cantidades  que  les  correspondan,  prestando 
fianza  idónea  á  satisfacción  de  los  síndicos,  de  cuya  responsabilidad 
serán  las  resultas  de  su  insuñoiencia. 

Art.  1132.  El  comisario  de  la  quiebra  dará  mensualmente  no- 
ticia al  Juzgado  que  conozca  de  ella  de  las  cantidades  recaudadas, 
y  del  total  de  los  fondos  existentes  en  el  depósito,  para  que  éste 
disponga  un  nuevo  repartimiento,  el  cual  no  podrá  dejar  de  hacerse 
siempre  que  la  existencia  cubra  un  cinco  por  ciento  de  los  créditos 
que  estén  aún  pendientes. 

Cada  acreedor  podrá  hacer  individualmente  las  instancias  con- 
venientes para  que  así  se  verifique,  y  á  este  efecto  no  se  le  negarán 
por  el  comisario  las  noticias  que  pida  sobre  el  estado  de  la  recauda- 
ción y  existencias  del  depósito. 

Art.  1133.     Ningún  acreedor  podrá  percibir  cantidad  alguna 
á  cuenta  de  su  crédito  sin  presentar  el  título  constitutivo  de  éste, 
sobre  el  cual  se  extenderá  la  nota  del  pago  que  se  le  haga,  ñrmán-, 
dola  en  el  acto  el  acreedor  ó  su  legítimo  apoderado  con  los  síndicos, 
y  dando  además  un  recibo  por  separado  á  favor  de  éstos  (1). 

SECCIÓN    QUINTA 


Calificación  de  la  quiebra  y  rehaMlua>ci6n  del  quebrado 

Art.  1380*  La  pieza  de  autos  correspondiente  á  esta  sección 
empezará  con  el  informe  que  el  comisario  debe  dar  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  sobre  lo  que  resulte  del  reconocimiento  de  los  libros 
y  papeles  del  quebrado  acerca  de  los  capítulos  que  deben  servir  de 
bases  para  la  caliücación  de  la  quiebra,  conforme  al  art.  1138  del 
Código  de  Comercio  (2). 

Art.  1381.  Los  Síndicos,  dentro  de  los  15  días  siguientes  á  su 
nombramiento,  presentarán  la  exposición  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 1140  del  Código,  la  cual  se  pasará  con  los  autos  al  Promotor  fiscal. 

Tanto  los  Síndicos  en  su  exposición  como  el  Promotor  fiscal  en 
su  censura  deducirán  pretensión  formal  sobre  la  calificación  de  la 
quiebra,  y  unidas  á  los  autos,  se  entregarán  éstos  al  quebrado  por 
término  de  seis  días  para  que  conteste  á  aquella  solicitud  (3). 

JUBISPBTJDENCIA. 

No  se  d(l  recurso  de  casación  contra  el  auto  en  que  se  tiene  por  parte  á 
un  acreedor  en  la  pieza  de  calificación  de  la  quiebra.    S,  5  Dic,  1894, 

[1]  Los  arts.  \IM  y  1135  sigaientes  y  relativos  también  é.  esta  materia,  se  insertan  en 
el  O)mplemento  de  la  secoión  segunda. 

Pl    V.  este  artículo  y  los  dem  As  citados  por  el  texto,  en  el  Complemento  de  esta  sección. 

Sobre  las  clases  de  quiebras  y  cómplices  en  las  mismas,  véanse  los  arts.  886  al  897  del 
Ck^df jH>  de  Oomwrcio  vidente. 

[3]  Los  Síndicos  y  el  Fiscal  para  deducir  la  pretensión  &  que  se  refiere  el  texto  debe- 
rftn  tener  presentes  no  sólo  las  disposiciones  rnerc»,ni\\eB  [arty  886  y  Hgxiientes.  COd.  com, 
vigente]  sino  también  las  penales  [arU.Sk?  al55ty  557  C6d.i>«n.j.  Dolz.  Programa  dé 
Derecho  ProoeioL    Lee,  CXv, 
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Art.  1382*  No  usando  el  quebrado  de  la  oomOnicadón  de  au- 
toSy  ó  en  el  caso  de  que  los  devuelva  sin  oponerse  á  la  pretensión  de 
los  Síndicos  ó  del  Fromaíary  el  Juez  llamará  los  autos  á  la  vista  y 
hará  la  calificación  que  estime  arreglada  á  derecho^  según  lo  que  re- 
sulte de  esta  pieza  de  autos  y  de  la  declaración  de  quiebra  que  se 
tendrá  también  presente. 

Art.  1383.  Si  el  quebrado  hiciere  oposición  á  la  pretensión 
de  los  Síndicos  ó  del  Promotor  fiscal,  se  recibirán  aprueba  los  autos 
y  se  continuará  su  sustanciación  hasta  dictar  sentencia  por  los  trá- 
mites establecidos  en  esta  ley  para  los  incidentes,  pndiendo  prorro- 
garse el  término  de  prueba  si  las  partes  lo  pidieren  hasta  el  máxi- 
mum de  40  días  que  señala  el  art.  1142  del  Código. 

.La  sentencia  que  recaiga  será  apelable  en  ambos  efectos,  ejecu- 
tándose, no  obstante,  en  cuanto  á  la  libertad  del  quebrado,  si  en 
ella  se  hubiere  decretado. 

Art.  1384*  En  la  sentencia  y  su  ejecución  se  procederá  en  la 
forma  prescrita  en  el  art.  1143  del  Código  (1). 

Cuando  del  expediente  de  calificación  resultaren  méritos  para 
calificar  la  quiebra  de  fraudulenta  ó  de  alzamiento,  el  Juez  manda- 
dará  sacar  testimonio  de  lo  necesario  para  proceder  criminalmente 
contra  el  quebrado. 

Contra  este  acuerdo  no  se  dará  recurse  alguno. 

JURISPRUDENCIA. 

Es  de  la  exclusiva  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  la  califioación 
de  la  insolvencia  fraudulenta,  no  dándose  eontra  la  misma  el  recurso  de  ca- 
sación.   S.  H  Junio  1881. 

Art.  1385*  Los  Síndicos  no  harán  gestión  alguna,  bajo  esta 
representación,  en  la  causa  criminal  que  se  siga  al  quebrado  de  ter- 
cera, de  coarta  6  de  quiíúa  clase,  sino  por  acuerdo  de  la  junta  gene- 
ral de  acreedores  (2). 

El  que  de  estos  use  en  aquel  juicio  de  las  acciones  que  le  com- 
X>etan  con  arreglo  á  las  leyes  criminales,  lo  hará  á  sus  propias  ex- 
pensas, sin  repetición  en  ningún  caso  contra  las  masas  por  las  resul- 
tas del  juicio. 

Art.  1386.  Las  instancias  de  los  quebrados  para  su  rehabili- 
tación se  instruirán,  concluso  el  juicio  de  calificación,  en  la  misma 
pieza  en  que  éste  se  haya  ventilado,  precediéndose  en  ella  según  es- 
tá prescrito  en  el  tít.  11,  lib,  4o.  del  Código  de  Comercio  (3). 

Luego  que  el  Comisario  evacué  el  informe  que  ordena  el  ar- 
tículo 1173  del  mismo  Código,  se  comunicarán  los  autos  al  Promotor 
fiscal  para  que  emita  su  dictamen  sobre  si  procede   la  rehabilita- 


(1)  La  disposición  del  artículo  citado  estA  limitada  hoy  á  la  quiebra  de  seffunda  elcue 
extendiéndose  su  referencia  á  los  arts.  886  y  887  del  vigente  Código  de  Comercio. 

v2)  Hoy  no  existe  quiebra  de  euoñrta  ni  de  msinla  clase.  Én  consecuencia,  este  párrafo 
debe  entenderse  relativo  al  quebrado  de  segunda  6  tercera  clase. 

(3)  Los  arts.  1168, 1169,  1173  y  1175,  únicos  del  tít.  citado  en  el  texto  que  no  han  sido 
derogados,  se  insertan  en  el  Complemento  siguiente  de  esta  sección. 

Sobre  la  parte  sustantiva  de  rehabilitación  del  quebrado  véanse  los  arts.  020  al  JKQ  del 
nuevo  Código  de  Comercio. 
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eión,  y  síd  más  trámites  dictará  el  Juez  la  resolución  que  estime 
justa,  con  arreglo  á  dicho  artículo. 

El  auto  que  recaiga  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Complemento. — Código  de  Gamercio  de  1829. 

Art.  1138.  Para  hacer  la  calificación  de  la  quiebra  se  tendrá 
presente: 

lo.  La  conducta  del  quebrado  en  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  se  le  imponen  en  los  artículos  1017  y  1018. 

2o.  El  resultado  de  los  balances  que  se  formen  de  la  situación 
mercantil  del  quebrado. 

3o.     El  estado  en  que  se  encuentren  los  libros  de  su  comercio. 

4o.  La  relación  que  está  á  cargo  del  quebrado  presentar  sobre 
las  causas  inmediatas  y  directas  que  ocasionaron  la  quiebra,  y  lo 
que  resulte  de  los  libros,  documentos  y  papeles  de  ésta  sobre  su 
verdadero  origen. 

5o.  Los  méritos  que  ofrezcan  las. reclamaciones,  que  en  el  pro- 
greso del  procedimiento  se  hagan  contra  el  quebrado  y  sus  bienes. 

Art.  1139.  El  comisario  preparará  el  juicio  de  calificación 
con  el  informe  que  dará  al  Juzgado  después  de  hecha  la  ocultación 
de  los  bienes  y  papeles  de  la  quiebra  en  razón  de  los  capítulos  de- 
signados en  el  artículo  precedente,  fundándolo  en  los  documentos 
existentes  en  lo  obrado  hasta  entonces. 

Lios  síndiox)s  por  su  parte  dentro  de  los  quince  días  siguientes  á 
su  nombramiento,  presentarán  al  mismo  Juzgado  una  exposición 
circunstanciada  sobre  los  caracteres  que  manifieste  la  quiebra,  fijan- 
do determinadamente  la  clase  en  que  crean  que  debe  ser  calificada. 

Art.  1140.  El  informe  del  comisario  y  la  exposición  de  los 
síndicos  se  pasarán  ai  Promotor  fiscal  del  Juzgado  para  que  sí  en- 
contrare delito  ó  falta  promueva  su  castigo. 

Art.  1141.  Él  informe  del  comisario,  la  exposición  de  los  sín- 
dicos y  la  censura  del  Promotor  fiscal  se  comunicarán  al  quebrado, 
el  cnal  podrá  impugnar  la  calificación  propuesta  según  conTcnga  á 
sa  derecho. 

Art.  1142.  En  el  caso  de  oposición  i>odrán  así  los  síndicos  y 
el  Promotor  fiscal  como  el  quebrado  usar  de  los  medios  legales  de 
pmeba  para  acreditar  los  hechos  que  respectivamente  hayan  alega- 
do. El  téimino  para  hacer  ésta  prueba  no  excederá  de  cuarenta 
días. 

Art.  1143.  En  vista  de  lo  aleado  y  probado  por  parte  de  los 
síndicos,  del  Promotor  fiscal  y  del  quebrado,  el  Juzgado  hará  la  ca- 
lificación definitiva  de  la  quiebra  cuando  la  considere  de  la.  ó  2a. 
clase,  con  arreglo  á  los  arts.  1003  y  1004,  y  mandará  poner  en  liber- 
tad al  quebrado  en  caso  de  que  se  halle  todavía  detenido. 

El  quebrado,  los  síndicos  y  el  Promotor  fiscal,  con  arralo  á  las 
leyes^  podrán  interponer  apelación  de  esta  providencia,  y  se  les  ad- 
mitirá en  ambos  efectos,  ejecutándose  no  obstante  en  cuanto  á  la 
libertad  del  quebrado,  si  en  ella  se  hubiese  decretado. 
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Art.  1144.  Caadndo  sustanoiado  el  expediente  de  cálifíjcaciÓB 
resaltaren  méritos  para  calificar  la  quiebra  de  3a,,  4^.,  6  5a.  (1) 
clase,  se  procederá  á  formación  de  causa,  cuya  cabeza  será  la  pieza 
de  autos  relativa  á  la  clasificación.  No  obstará  esto  para  que  sigan 
las  demás  actuaciones  de  la  quiebra. 

Art.  1168.  La  rehabilitación  del  quebrado  corresponde  al 
Juzgado  que  hubiere  conocido  de  la  quiebra. 

Art.  1169.  Hasta  la  conclusión  definitiva  del  expediente  de 
calificación  de  quiebra  no  es  admisible  la  demanda  del  quebrado 
para  su  rehabilitación. 

Art.  1173.  A  la  solicitud  de  rehabilitación  acompañarán  las 
cartas  de  pagos  ó  recibos  originales  por  donde  conste  el  reiittegro 
de  los  acreedores. 

El  Juzgado  encargará  al  comisario  que  haciendo  el  examen  de 
los  documentos  presentados  por  el  quebrado,  y  de  todos  los  antece 
dentes  del  procedimiento  de  quiebra,  informe  si  procede  la  rehabili 
tación  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  los  artículos  1171  y  1172  en 
sus  casos  respectivos.  No  habiendo  reparo  justo  decretará  la  reha- 
bilitación, ó  en  el  caso  contrario  la  denegará,  si  el  quebrado  por  su 
clase  fuese  inhábil  para  obtenerla,  ó  la  suai^enderá  si  9ÓI0  faltare  al- 
gún requisito  subsanable. 

Art.  1175.  Los  comerciantes  que  obtuvieren  reposición  del 
decreto  de  declaración  de  quiebra  en  la  forma  que  previenen  los  ar- 
tículos 1028  al  1032  no  necesitan  rehabilitación. 

SECCIÓN    SEXTA 


Del  convenio  entre  los  acreedores  y  él  qvébrado 

ÁFt.  1387.  Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1H7  (2)  del 
Código  de  Comercio  reformado  por  la  ley  de  30  de  Julio  de  1878, 
no  se  dará  curso  á  ninguna  proposición  de  convenio  entre  el  que- 
brado y  sus  acreedores  que  se  presente  antes  de  hallarse  terminado 
el  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos  y  de  haberse  hecho  la 
calificación  de  la  quiebra. 

Art.  1388.  Luego  que  llegue  el  juicio  al  estado  que  se  indica 
en  el  articulo  anterior,  si  la  quiebra  no  hubiere  sido  calificada  de 
tercera^  cuarta  ó  quinta  dascy  el  Juez  accederá  á  la  solicitad  del  que- 
brado  ó  de  cualquiera  de  los  acreedores  que  tenga  por  objeto  la  con- 
vocatoria á  junta  para  tratar  de  convenio. 

Dicha  solicitud  deberá  contener  los  requisitos  expresados  en  el 
art.  1302  de  esta  ley  (3). 

ril    Véase  nota  del  art.  1385  de  esta  Ley. 

[2l  Este  artículo  dt^l  Código  de  1829,  ha  sido  sustiUiído  por  el  sig^uiente  del  nuevo  C6- 
digo:  ''898.  En  cualquier  t-stado  del  inicio,  terminado  el  reconocimiento  de  créditos  y  he- 
cha la  calificación  de  la  quiebra,  el  quebrado  y  sus  acreedores  podrán  hacer  los  conve- 
nios que  estimen  oportunos.  No  goxarán  de  este  derecho  los  quebrados  fraudulentos  ni 
los  que  se  fugaren  durante  el  Juicio  de  quiebra". 

Son  disposiciones  complementarias  de  esta  materia,  además  del  artfciilQ  transcrito, 
los  809  al  907  del  citado  Código  de  Comercio  vigtinte. 

g]    Este   párrafo  ha  sido  modificado  por  el  art.  988  del  Código  de  Oomeroio  vigente, 
bdo  al  artículo  anterior. 
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Art.  1389.  También  x>odráQ  aplicarse  á  estos  procedimientos 
lii«  disposiciones  de  los  artículos  1305  al  1309  de  la  presente  ley. 

Art.  1390.  Respecto  á  la  celebración  de  la  junta  extraordina- 
ria para  tratar  del  convenio  é  impugnación  de  sus  acuerdos,  se  esta- 
rá á  lo  prevenido  en  los  artículos  1152  y  siguientes  del  Código  de 
Comercio. 

Art.  1391.  No  se  admitirá  oposición  de  parte  de  los  acreedo- 
res que  por  el  acta  de  la  junta  resultare  haber  asentido  en  ella  al 
convenio. 

Art.  1392.  De  la  oposición  que  presentaren  los  acreedores 
disidentes  ó  los  que  no  hubieren  concurrido  á  la  junta  se  dará  au- 
diencia al  quebrado  y  á  los  Síndicos,  recibiéndose  á  la  vez  el  inci- 
dente á  prueba  por  el  término  improrrogable  de  30  días,  dentro  de 
los  cuales  alegarán  y  probarán  con  citación  contraria  lo  que  les  con- 
venga, tanto  las  partes  litigantes  como  cualquier  otro  acreedor  que 
posteriormente  se  presentare  á  coadyuvar  la  oposición. 

JURISPRUDENCIA. 

ESste  artículo  no  ri^  para  la  suspensión  de  pagos  después  de  promulga- 
da la  Ley  de  10  de  Jumo  ae  18í)7,  que  suprimió  por  la  sustitución  del  artícu- 
lo 872  del  Código  de  Comercio  la  conmnidad  de  trámites  qué  en  el  se  esta- 
blecía entre  el  convenio  propuesto  en  el  expediente  de  suspensión  de  pagos 
y  el  que  nace  del  juicio  universal  de  quiebra.    S.  £6  Mayo  190S, 

Art.  1393.  Trascurrido  el  término  de  prueba,  se  procederá 
como  se  previene  en  los  artículos  754  y  siguientes  de  esta  ley. 

Jjsa>  sentencia  que  recaiga  será  apelable  en  un  solo  efecto,  lle- 
vándola á  cumplimiento  entre  el  deudor  y  los  acreedores  que  acep- 
t<en  el  convenio,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  la  segunda 
instancia,  como  se  ordena  en  el  art.  1158  del  Código  reformado  por 
la  ley  de  30  de  Julio  de  1878. 

Art.  1394.  Si  en  el  término  de  los  ocho  días  que  señala  el 
articulo  1157  (1)  del  Código  no  se  hiciere  oposición  al  convenio, 
llamará  el  Juez  los  autos,  y  en  vista  de  la  pieza  de  declaración  de 
quiebra  y  de  la  de  su  calificación,  resolverá  lo  que  corresponda,  con 
arreglo  á  lo  que  previene  el  art.  1159  del  mismo  Código. 

CoMPLEMKNTO. — Código  de  Comei^eio  de  1829. 

Art.  1152.  Siempre  que  en  una  junta  de  acreedores  se  haya 
de  tratar  de  alguna  proposición  del  quebrado  relativa  á  convenio, 
se  ha  de  dar  previamente  por  el  comisario  á  los  acreedores  concu- 


(1)     Este  artículo  ha  sido  derogado  por  loe  siguientes  del  nuevo  Código  de  Comercio; 

Art.  902.  **Dentro  de  loe  ocho  días  siguientes  á  la  celebración  de  la  Junta  en  que  se  hu- 
biere acordado  el  convenio,  los  acreedores  disidentes  y  los  que  no  hubieren  concurrido  á. 
la  Junta,  podrán  oponerse  á  la  aprobación  del  mismo. 

Art.  w».  lias  anteas  causas  en  que  podrA  fundarse  la  oposición  al  convenio  ser  Au- 
la. Defectos  en  las  formas  prescritas  para  la  convocación,  celebración  y  deliberación  dé 
\a  J  unta.  2a.  Falta  de  personalidad  Ó  representación  en  alguno  de  Ion  votantes,  siempie 
que  su  voto  decida  la  mayoría  en  número  ó  cantidad.  3a.  Inteligencias  fraudulentas  en- 
tre el  deudor  y  uno  ó  más  acreedores,  ó  de  los  acreedores  entre  sí  para  votar  &  favor  del 
convenio.  4a.  exageración  fraudulenta  de  créditos  para  procurar  la  mayoría  de  canti- 
dad. 5a.  Inexactitud  fraudulenta  en  el  balance  general  de  los  negocios  del  follido  ó  en 
Ion  informes  síndicos,  para  facilitar  la  admisión  de  las  proposiciones  del  deudor       ' 
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rrentes  exacta  noticia  del  estado  de  la  adnoini^t  ración  de  la  quiebra, 
y  de  lo  que  conste  del  expediente  de  caliñcación  hasta  aquella  fe- 
cha, leyéndose  además  el  último  balance  qae  obre  en  el  procedí- 
núento. 

Art.  1153.  Las  proposiciones  del  quebrado  se  discutirán  y 
pondrán  á  votación,  formando  resolución  el  voto  de  un  número  de 
acreedores  que  compongan  la  mitad  y  uno  más  de  los  concurrentes, 
siempre  que  su  interés  en  la  quiebra  cubra  las  tres  quintas  partes 
del  total  pasivo  del  quebrado. 

Art.  1154.  La  mujer  del  quebrado  no  tiene  voz  en  las  delibe- 
raciones relativas  al  convenio. 

Art.  1155.  Los  acreedores  de  la  quiebra  con  titulo  de  domi- 
nio, y  los  hipotecarios,  pueden  abstenerse  de  tomar  parte  en  la  reso- 
lución de  la  junta  sobre  el  convenio,  y  haciéndolo  así  no  les  para- 
rán éstas  x)eijaicio  en  sus  respectivos  derechos. 

Si  por  el  contrario  prefiriesen  conservar  voz  y  voto  sobre  el 
convenio  que  el  quebrado  haya  propuesto,  serán  comprendidos  en 
las  esperas  ó  quitas  que  la  junta  acuerde,  sin  x)erjuicio  del  lugar  y 
grado  que  corresponda  al  título  de  su  crédito. 

Art.  1166.  El  convenio  entre  el  quebrado  y  los  acreedores  se 
firmará  en  la  misma  junta  en  que  se  haga,  bsgo  pena  de  nulidad  y 
responsabilidad  del  escribano  que  la  autorizare,  y  se  remitirá  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á  la  aprobación  del  Juzga- 
do que  conozca  de  la  quiebra. 

Art.  1168.  Si  se  hiciere  oposición  al  convenio  por  algún 
acreedor,  se  sustanciará  con  audiencia  del  quebrado  y  de  los  sín- 
dicos en  el  término  perentorio  é  improrrogable  de  treinta  días, 
los  cuales  serán  comunes  á  las  partes  para  alegar  y  probar  lo  que 
les  convenga,  y  á  su  vencimiento  se  decidirá  por  el  Juzgado  según 
corresponda;  admitiéndose  sólo  en  el  efecto  devolutivo  las  apelacio- 
nes que  se  interpongan  de  esta  providencia,  la  cual  se  llevará  por 
tanto  á  cumplimiento  entre  el  deudor  y  los  acreedores  que  acepten 
el  convenio,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  superiores  ins- 
tancias. 

Art.  1169.  No  haciéndose  oposición  al  convenio  en  tiempo 
hábil,  deferirá  el  Juzgado  á  su  aprobación,  á  menos  que  resulte  con- 
travención manifiesta,  á  las  formas  de  su  celebración,  ó  que  el  que- 
brado se  halle  en  cualquiera  de  los  casos  que  previene  el  art.  1148. 

Art.  1160.  Aprobado  el  convenio  será  obligatorio  para  todos 
los  acreedores;  y  los  síndicos,  6  el  depositario  en  su  caso,  procede- 
rán á  hacer  la  entrega  al  quebrado,  por  ante  el  comisario,  de  todos 
los  bienes,  efectos,  libros  y  papeles,  rindiéndole  la  cuenta  de  su 
administración  dentro  de  los  quince  días  siguientes. 

En  caso  de  contestación  sobre  las  cuentas  de  los  síndicos,  nsa- 
rán  las  partes  de  su  derecho  ante  el  Juzgado  que  (M)nozca  de  la 
quiebra. 

Art.  1161.  Si  el  convenio  se  hiciere  antes  de  haberse  resuelto 
definitivamente  el  expedieute  de  calificación  de  quiebra,  y  los  sin- 


dicos  hubiesen  pedido  q^ue  se  declarase  de  euarta  ó  quinta  elamy  sus- 
penderá el  Juzgado  dar  providencia  sobre  su  aprobación  hartadas 
resaltas  del  expedi^ite  de  calificación  en  el  Juzgado,  y  si  éste  se 
resolviere  en  los  términos  prescritos  en  el  art.  1114,  quedará  de  de- 
recho nulo  el  convenio. 

Art.  1162.  l^o  habiendo  pacto  expreso  en  contrario  entre  los 
acreedores  y  el  quebrado,  queda  éste  sujeto  en  el  manejo  de  los 
negocios  de  comercio  á  la  intervención  de  uno  de  los  acreedores,  á 
elección  de  la  junta,  hasta  que  haya  cumplido  íntegramente  los  pac- 
tos del  convenio,  y  se  le  fijará  la  cuota  mensual  de  que  entretanto 
podrá  disponer  para  sus  gastos  domésticos. 

Art.  1163.  Las  funciones  del  interventor  se  reducirán  á  llevar 
cuenta  y  razón  de  las  entradas  y  salidas  de  la  caja  del  quebrado,  de 
la  cual  tendrá  una  sobrellave.  Será  también  de  su  cargo  impedir 
que  el  intervenido  extraiga  del  fondo  de  su  comercio  para  sus  gas- 
tos particulares  mayor  cantidad  que  la  que  le  esté  designada,  ni  dis- 
traiga fondos  algunos  para  objetos  extraños  de  su  tráfico  y  giro;  pe- 
ro no  podrá  mezclarse  en  el  orden  y  dirección  de  los  negocios  del 
mismo  intervenido,  sobre  lo  cual  procederá  éste  del  modo  que  esti- 
me más  conveniente. 

Art.  1164.  El  quebrado  repuesto  que  frustre  los  efectos  de  la 
intervención  disponiendo  de  alguna  parte  de  sus  fondos  ó  géneros 
sin  noticia  del  interventor,  seró  por  el  mismo  hecho  declarado  frau- 
dulento en  caso  de  nueva  quiebra,  tratándosele  en  este  concepto 
desde  que  cese  en  el  pago  de  sus  obligaciones. 

Art..  1165.  En  virtud  del  convenio  quedan  extinguidas  la»  ae- 
ciones  de  los  acreedores  por  la  parte  de  sus  créditos  de  que  se  haya 
hecho  remisión  al  quebrado,  aún  x3uando  éste  venga  á  mejor  fortu- 
na, ó  le  quede  algún  sobrante  de  los  bienes  de  la  quiebra,  á  menos 
que  no  se  hubiese  hecho  pacto  expreso  en  contrario. 

Art.  1166.  En  caso  de  queja  fundada  del  interventor  sobre 
abusos  del  quebrado  repuesto  en  el  manejo  de  sus  fondos,  decretará 
el  Juzgado  la  presentación  de  sus  libros  de  comercio;  y  en  su  vista 
acordará  las  providencias  que  halle  oportunas  para  mantener  el  or- 
den en  la  administración  mercantil  del  intervenido,  y  evitar  toda 
malversación. 

Art*  1167.  La  retribución  del  interventor  será  de  cuenta  del 
quebrado  respuesto,  y  consistirá  en  un  dos  y  medio  por  mil  de  los 
fondos  cuya  entrada  intervenga. 

TITULO  XIV 

De  los  embargos  preventivos  y  del  aseguramiento  de  los  bienes  litigiosos 

SECCIÓN    PRIMERA 

De  los  embwrgos  preventivos  (1) 

Art.  1395*    Corresponderá  á  los  Jueces  de  primera  instancia 


[11    Como  dlBpofiicioiies  HUHtantivas  oompletbentarlas  de  esta  materia,  véanse  IO0  arta. 
;  al  1789  del  Código 


1785  al  1789  del  Código  Civil. 
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decretar  los  embargos  preveul  i  vos  cuando  se  pidan  para  asegurar 
el  pago  de  una  deuda  que  exceda  de  1.000  pesetas. 

Si  la  deuda  no  excediere  de  esta  cantidad,  podrán  decretarlo 
los  Jueces  municipales,  si  se  pidiere  al  tiempo  de  proponer  la  de- 
manda reclamando  el  pago  de  aquélla. 

Art.  1S96.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
en  los  casos  de  urgencia,  aun  cuando  la  deuda  exceda  de  1000 
pesetas,  podrá  también  acordar  el  embargo  preventivo  el  Juez  mu- 
nicipal del  pueblo  en  que  se  hallen  los  bienes  que  hayan  de  embar- 
garse, según  se  previene  en  la  regla  12  del  art.  63;  pero  hecho  el 
embargo  remitirá  inmediatamente  las  diligencias  al  Juez  de  prime- 
ra instancia,  el  cual  podrá  acordar,  á  instancia  de  parte,  la  subsa- 
nación  de  cualquiera  falta  que  se  hubiere  cometido, 

Art.  1397.  Procederá  el  embargo  preventivo  tanto  por  deudas 
en  metálico  como  en  especie. 

En  este  segundo  caso  fijará  el  actor,  bajo  su  responsabilidad, 
para  los  efectos  del  embargo,  la  cantidad  en  metálico  que  reclame, 
calculándola  por  el  precio  medio  que  tenga  la  especie  en  el  mercado 
de  la  localidad,  sin  perjuicio  de  acreditar  después  este  extremo  en 
el  juicio  correspondiente. 

Art.  1398.  Para  decretar  el  embargo  preventivo  será  nece- 
sario: 

lo.  Que  con  la  solicitud  se  presente  un  documento  del  que  re- 
sulte la  existencia  de  la  deuda. 

2o.  Que  el  deudor  contra  quien  se  pida  se  halle  en  uno  de  los 
casos  siguientes: 

Que  sea  extranjero  no  naturalizado  en  España. 

Que  aunque  sea  español  6  extranjero  naturalizado,  no  tenga  do- 
micilio conocido  6  bienes  raíces,  ó  un  establecimient/o  agrícola,  in- 
dustrial ó  mercantil  en  el  lugar  donde  corresponda  demandarle  en 
justicia  el  pago  de  la  deuda. 

Que,  aun  teniendo  las  circunstancias  que  acaban  de  expresarse, 
haya  desaparecido  de  su  domicilio  ó  establecimiento  sin  dejar  per- 
sona alguna  al  frente  de  él,  y  si  la  hubiere  dejado,  que  ésta  ignore 
su  residencia,  6  que  se  oculte,  ó  exista  motivo  racional  para  creer 
que  ocultará  6  malbaratará  sus  bienes  en  daño  de  sus  acreedoies  (1). 

Art.  1399.  Si  el  título  presentado  fuese  ejecutivo,  podrá  des- 
de luego  decretarse  el  embargo  preventivo. 

Si  no  lo  fuere  sin  el  reconocimiento  de  la  firma  del  deudor,  po- 
drá también  decretarse  de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pidiere. 

En  el  caso  de  que  el  deudor  no  supiere  firmar  y  lo  hubiere  he- 
cho otro  á  su  ruego,  podrá  igualmente  decretarse  el  embargo  pre- 
ventivo de  cuenta  y  riesgo  del  acreedor,  siempre  que  citado  aquél 


(1)  El  actor  no  tiene  quejastiíicar  las  oondlciones  del  deudor,  bastando  su  simple 
exposición,  bajo  su  responsabilidad,  para  que  el  Juez  despache  ó  niegue  el  embargo  pre- 
ventivo. 

El  hecho  aislado  de  que  un  deudor  no  reconozca  su  firma  ni  la  certeza  de  la  deuda,  do 
es,  por  regla  general,  motivo  racional  suficiente  para  creer  que  ocultará  6  nialbaratar» 
sus  bienes  en  daño  de  sus  acreedores.    /S.  S  Oct.  1888, 
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por  dos  veces,  con  intervalo  de  24  horas,  para  que  declare  bajo  jn- 
ramentx)  indecisorio  sobre  la  certeza  del  documento  en  que  conste  la 
deuda,  no  compareciere  al  Uamamiento  jndicial. 

Beconocido  el  documento,  aunque  se  niegue  la  deuda,  podrá 
decretarse  el  embargo  en  la  forma  antedicha. 

*  También  deberá  decretarse  el  embargo  preventivo,  cuando  lo 
^^pida  un  comerciante,  la  acción  se  dirija  contra  uno  que  sea  ó  ha- 
'^ya  sido  comerciante  6  industrial  y  la  deuda  proceda  de  operacio- 
'^nes  de  su  tráfico  mercantil  y  se  reclame  el  pago  de  una  cantidad 
^^en  dinero  efectivo. 

^'£n  este  caso  no  será  necesaria  la  presentación  de  documento 
^  ^alguno,  bastando  que  el  que  solicita  el  embargo  jure  ser  ciertos 
'^todos  los  requisitos  exigidos  en  el  párrafo  anterior  y  que  la  canti- 
^'dad  que  demanda  se  le  debe  y  no  ha  sido  pagada. 

''El  embargo  deberá  ser  decretado  inm^iatamente,  previa  la 
''presentación  de  fianza,  que  no  podrá  exceder  de  la  cantidad  que 
"se  reclame  y  una  tercera  parte  más. 

"Estos  embargos  no  se  decretarán  sino  por  obligaciones  pro- 
"pias  del  reclamante  y  nunca  por  créditos  adquiridos  en  virtud  de 
'  'cesión  á  un  tercero. 

"Los  efectos  embargados  se  dejarán  siegoipre  en  depósito  en  po- 
'^der  del  deudor,  y  los  que  violaren  este  depósito  quedarán  com- 
'  aprendidos  en  las  prescripciones  del  artículo  406  del  Código  Pe- 
"nal  vigente''  (1). 

JUBISPKUDENCIA. 

Este  artículo  y  el  anterior  no  son  independientes,  sino  se  armonizan  y 
completan  entre  sí.  S,  S  Dic.  189i, 

Art.  1400.  "En  los  casos  expresados  en  los  párrafos  2o.,  3o. 
"y  4o.  del  artículo  anterior,  si  el  que  pidiere  el  embargo  no  tuvie- 
"re  responsabilidad  conocida,  deberá  el  Juez  exigirle  fianza  bastan - 
"te  para  responder  de  los  perjuicios  y  costas  que  puedan  ocasio- 
"narse. 

"Las  fianzas  á  que  se  refieren!  este  artículo  y  el  anterior,  po- 
"drán  ser  de  cualesquiera  de  las  clases  que  reconoce  el  derecho;  pe- 
"ro  si  el  Juez  la  admitiere  personal,  será  bajo  su  responsabili- 
"dad"   (2). 

Art  MOL  Si  el  Juez  estimare  procedente  la  solicitud  del 
acreedor,  decretará  el  embargo  preventivo  con  la  urgencia  que  el 
caso  requiera,  y  se  llevará  á  efecto  sin  oir  al  deudor  ni  admitirle  en 
el  acto  recurso  alguno. 

Si   denegare  el  embargo,   podrá  el  acreedor  interponer  los  re- 


[1]  Jas»  párrafos  últimos  de  este  artículo  insertos  entre  (K»inilla8,  han  sido  adiciona- 
doe  al  mismo  por  la  Orden  uúm.  141  de  7  de  Abril  de  1900,  modificada  á  su  vez  en  cuanto 
al  párrafo  final  por  la  176  de  14  de  Julio  de  1901. 

nS]  Elste  artículo  ha  sido  modificado  en  la  forma  que  ahora  resulta  inserto  en  el  texto 
por  la  Orden  nfim.  141  citada  en  la  nota  del  artículo  anterior. 
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cursos  de  reposición  y  apelación,  conforme  á  los  artículos  376  y  379, 
admitiéndose  el  segundo  en  ambos  efectos  (1). 

^rt.  1402.  El  mismo  auto  en  que  se  acuerde  el  embargo  servi- 
rá de  mandamiento  al  alguaqil  y  actuario  que  hayan  de  practicarlo. 

Árt.  lé<)3.  No  se  Uevará  á  efecto  el  embargo  si  en  ^  acto  de 
hacerlo  la  persona  contra  quien  se  haya  decretado,  pagare,  consig- 
nare ó  diere  fianza  á  responder  de  las  sumas  que  se  reclamen  (2). 

Art.  14()4.  En  este  caso,  los  ejecutores  del  embargo  suspen- 
derán toda  diligencia,  hasta  que  el  Juez  de  primera  instancia,  ó  el 
municipal  en  su  caso,  con  conocimiento  de  la  fianza,  determinen  lo 
conveniente,  si  bien  adoptarán  entretanto  bajo  su  responsabilidad, 
las  medidas  oportunas  para  evitar  la  ocultación  de  bienes  y  cual- 
quiera otro  abuso  que  pudiera  cometerse. 

Art.  1405*  Cuando  no  se  haya  acordado  que  el  embargo  se  li- 
mite á  cosas  determinadas,  se  hará  de  los  bienes  suficientes  para 
cubrir  el  import<e  de  la  cantidad  reclamada,  guardando  el  orden  es- 
tablecido en  el  art.  1445  para  el  juicio  ejecutivo  (3). 

Art.  1406.  El  demandante  podrá  concurrir  á  la  diligencia  de 
embargo  y  designar  los  bienes  del  deudor  en  que  haya  de  verificar- 
se, según  el  orden  indicado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  1407.  Si  los  bienes  embargados  fueren  inmuebles,  se  li- 
mitará el  embargo  á  librar  mandamiento  por  duplicado  al  Begistra- 
dor  de  la  propiediid  para  que  extienda  la  correspondiente  auotacióu 
preventiva  (4). 

Si  fueren  muebles  ó  semovientmy  se  depositarán  en  persona  de 
responsabilidad;  y  si  metálico  ó  efectos  públicos,  se  consignarán  en 
éí  establecimiento  destinado  al  efecto,  si  lo  hubiere  en  el  pueblo,  y 
no  habiéndolo,  se  depositarán  como  los  demás  muebles,  exigiendo 
del  depositario  las  garantías  suficientes,  sin  perjuicio  de  trasladar 
los  á  dicho  establecimiento  dentro  de  un  breve  pIazo\ 

Art.  1408.  Cuando  el  embargo  se  hubiere  hecho  en  bienes 
existentes  en  poder  de  un  tercero,  se  le  ordenará  que  los  conserve  á 
disposición  del  Juzgado  bajo  su  responsabilidad. 

En  el  mismo  día  se  pondrá,  esta  diligencia  en  conocimiento  de 
la  persona  contra  iiiiien  se  hubiere  decretado  el  embargo,  si  residie- 
re en  el  pueblo  y  fuere  hallada  en  su  domicilio;  en  otro  caso,  se  le 
hará  saber  por  medio  de  cédula  ó  en  la  forma  que  corresponda. 

Art.  1409.    El  que  haya  solicitado  y  obtenido  el  embargo  pre- 


(1)  El  deudor  no  i)uede  establecer  recursos  de  reposición  ni  apelación  contra  el  auto 
disponiendo  el  emlMirgo  preventivo,  ni  ser  parte  en  los  interpuestos  en  caso  conUurio  por 
el  acreedor.  Dolz.  Prof/rama  de  Derecho  Procesal.  Lee.  CX  VI. 

(2)  Sin  compren  de  i-se  en  ella  las  costas  y  gastos. 

18)  Según  la  Orden  núm.  1«8  de  17  de  Mayo  de  1902  anotada  al  art.  1440  de  esta  Ley,  no 
son  embargables  los  salarlos  de  los  empleados  en  servicio  público  y  en  general  todas  las 
pensiones    remunernt^nias  del  Estado,  de  las  Provincias  y  de  los  Municipios. 

(4)  Los  embargos  preventivos  se  decretan  y  anotan  sin  oír  ni  requerir  de  pagoal  deu- 
dor, ni  se  hace  necesario  tal  requisito  previo  para  ratificarlos  en  Juicio  ordinario,  puesto 
que  aquel  requerimiento  sólo  tiene  lugar  en  el  juicio  ejecutivo  y  no  hay  prescripoídn  al- 
guna en  la  ley  respecto  &  que  se  cumpla  en  loa  embargos  de  esta  clase,  y  aparte  de  esto, 
ninguna  competencia  tiene  el  Registrador  fte  la  propiedad  para  califloar  ese  acto.  Betol. 
de  la  D.  de  G.  y  J.  del  M.  de  U.  de  ti  de  Julio  de  1890. 
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ventivo  i>or  cantidad  mayor  de  1000  pesetas  deberá  pedir  sn  ratifi* 
cación  en  el  juicio  ejecutivo  6  declarativo  que  proceda,  entablando 
la  correspondiente  demanda  dentro  de  los  20  días  de  haberse  verifi- 
cado. 

Trascurrido  este  plazo  sin  entablar  la  demanda  ni  pedir  la  ra- 
tificación del  embargo,  quedará  éste  nulo  de  derecho,  y  se  dejará 
sin  efecto  á  instancia  del  demandado,  sin  dar  audiencia  al  deman- 
dante. 

Contra  este  auto  procederá  el  recurso  de  reposición,  y  si  no  se 
estimare,  el  de  apelación  en  ambos  efectos. 

.nJRISPBUDENCIA. 

Cuando  se  deje  sin  efecto  un  embargo  preventivo  por  no  concurrir  nin- 
glma  de  las  circunstancias  leeales  que  le  autorizan,  es  consecuencia  necesaria 
£k  condenación  en  costas  y  el  abono  de  daños  y  peijuieios.    S,  ti  Abril  186S. 

!E1  auto  que  deniega  la  ratificación  de  un  embargo  preventivo  ó  el  alza' 
miento  de  otro,  ni  es  definitivo,  ni  pone  término  al  Juicio,  ni  hace  imposi 
ble  su  continuación,  limitándose  á  decidir  un  incidente  que  tiene  por  objeto 
resolver  una  medida  preventiva  que  ni  dá  ni  quita  derecno  sobre  los  bienes 
UtigiosoB.     S.  XS  Dic.  1876. 

Árt.  1110.  Ko  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  ant/crior, 
si  el  deudor  se  hallare  comprendido  en  alguno  de  los  csu^s  del  ar- 
tículo 1398,  también  podrá  pedirse  el  embargo  preventivo  después 
de  entablada  la  demanda,  formándose  pieza  separada  respecto  al 
mismo. 

Serán  aplicables  á  este  caso  las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  1399  y  siguientes  hasta  el  1408  inclusive;  y  verificado  el 
embargo,  se  dará  al  asunto  la  sustanciación  establecida  para  los  in- 
cidentes. 

Cuando  i)or  auto  firme  se  deje  sin  efecto  el  embargo,  á  causa  de 
no  hallarse  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  de  dicho  artículo 
1398,  se  condenará  al  actor  en  todas  las  costas  y  á  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  al  demandado,  haciéndose  éstos  efectivos  en 
la  forma  establecida  en  el  art.  1415  (1). 

Art.  1411.  Cuando  se  deje  sin  efecto  el  embargo  preventivo 
I)or  haber  quedado  nulo  de  derecho  conforme  al  art.  1409,  en  el 
mismo  auto  se  mandará  cancelar  la  fianza,  si  se  hubiere  prestado,  ó 
lo  que  proceda,  para  el  alzamiento  del  embargo  y  cancelación  en  su 
caso  de  •  la  anotación  preventiva,  y  se  condenaii  al  actor  en  todas 
las  costas  y  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  al  demandado. 

Si  el  embargo  se  dejare  sin  efecto  por  otro  motivo,  en  el  auto 
en  que  aisí  se  acuerde  se  hará  también  el  pronunciamiento  que  se- 
gún los  casos  corresponda  acerca  de  las  costas  y  df^  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios  que  hubiere  ocasionado. 

JURISPRUDENCIA. 

No  procede  la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  por  causa  de  un  em- 

Jíll    La  condenación  en  costas  en  el  caao  de  este  articulo,  es  precepto  expreso  é  Inelu" 
e.    8,6  Nw.  1888. 
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baigo  preventivo,  cuando  aquella  se  reclama  después  de  haber  reconocido  la 
deuda  origen  del  embargo,  y  de  haber  consignado  la  cantidad  correspon- 
diente.   S.  10  Marzo  1885, 

Art.  1412*  Si  por  culpa  del  deudor  no  pudiere  tener  logar  ó 
se  dilatare  el  reconocimiento  de  la  firma  ó  del  documento  en  que 
conste  la  deuda,  y  de  esta  diligencia  dependiese  la  presentación  de 
la  demanda  y  ratificación  del  embargo,  no  se  computarán  en  el  tér- 
mino señalado  en  el  art.  1409  los  días  que  se  hayan  invertido  en 
practicarla. 

Art.  1413.  Si  el  dueño  de  los  bienes  embargados  lo  exigiere, 
deberá  el  que  haya  obtenido  el  embargo  presentar  su  demanda  en  el 
término  preciso  de  10  días,  á  menos  que  concurran  las  circunstan- 
cias del  artículo  anterior^  si  no  lo  hiciere,  se  alzará  el  embargo,  con.- 
denándole  en  las  costas,  daños  y  perjuicios. 

Art.  1414.  Hecho  el  embargo  preventivo,  podrá  oponerse  el 
deudor  pidiendo  se  deje  sin  efecto,  con  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  si  no  se  hallare  en  ninguno  délos  casos  del  artículo  1398. 

Podrá  deducir  esta  pretensión  dentro  de  los  cinco  días  siguien- 
tes al  de  la  notificación  del  auto  ratificando  el  embargo,  ó  antes  si 
le  conviniere,  y  se  sustanciará  en  pieza  separada  por  los  trámites 
establecidos  para  los  incidentes. 

Art.  1415.  En  los  casos  en  que  tenga  lugar  la  condena  de  da- 
ños y  perjuicios,  luego  que  sea  firme  el  auto  en  que  se  imponga,  se 
hará  efectiva  por  los  trámites  establecidos  en  los  artículos  927  y  si- 
guientes. 

JXJBISPBUDENCI A . 

Decretado  el  embargo  preventivo  á  instancia  del  recurrente  y  de  su 
cuenta  y  ri^go,  de  hecho  se  constituyó  éste  en  la  obligación  de  responder 
de  los  perjuicios  que  se  originasen  en  el  caso  de  declararse  improcedente,  co- 
mo sucedió;  y  si  hubo  ó  no  exceso  por  parte  del  alguacil  al  ejecutarlo,  es  una 
cuestión  de  hecho  que  no  habiendo  sido  propuesta  ni  discutida  en  el  pleito, 
es  improcedente  por  ambos  conceptos  para  la  casa(dón.    S,  26  Nov.  1881, 

Art.  1416.  En  el  caso  del  párrafo  segundo  del  art.  1395,  el 
Juez  municipal  decretará  el  embargo  preventivo,  si  lo  estima  pro- 
cedente, al  acordar  la  citación  para  el  juicio  verbal,  y  lo  ratificará 
ó  dejará  sin  efecto  en  la  sentencia  según  que  condene  ó  absuelva  al 
demandado. 

Si  lo  absolviere,  condenará  al  demandante  en  todas  la^  costas. 

También  le  condenará  en  los  daños  y  perjuicios,  fijando  el  ini- 
I)orte  de  éstos,  si  el  demandado  lo  hubiere  solicitado  en  el  juicio. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Dal  aseguramiento  de  las  bienes  litigiosos 

Art.  1417.  El  que,  presentando  los  documentos  justificativos 
de  su  derecho,  demandare  en  juicio  la  propiedad  de  minas,  la  de 
montes  cuya  principal  riqueza  consista  en  arbolado,  la  de  planta- 
ciones ó  de  establecimientos  industriales  y  fabriles,  podrá  pedir  que 
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se  intenrenga  judicialmeute  la  admíjiistracióii  de  laa  cosas  liti- 
giosas (1), 

Art.  1418,  Formulada  qae  fuere  la  pretensión  á  que  se  refie- 
re el  articulo  anterior,  el  Juez,  mandando  formar  pieza  separada, 
citará  desde  luego  á  las  partes  para  que  comparezcan  ante  él  en  el 
término  de  nueve  díaa  Las  que  concurran,  absteniéndose  de  alegar 
acerca  de  loe  derechos  que  puedan  asistirles  en  el  pleito,  se  pondrán 
de  acuerdo  sobre  la  persona  á  quien  deba  nombrarse  Interventor; 
si  no  lo  lograren,  el  actor  designará  á  cuatro,  de  las  cuales  será  ele- 
gida la  que  prefiera  el  demandado,  y  á  falta  de  ést£^  la  que  pague 
niiiyor  cuota  de  contribución  territorial. 

Art.  1419»  En  las  24  horas  siguientes  á  la  comparecencia,  el 
Juez  dictará  auto  declarando  haber  ó  no  lugar  á  la  intervención^  y 
haciendo  en  su  caso  el  nombramiento  de  Interventor. 

Acordada  la  intervención,  se  dará  imnediatamenlie  posesión 
al  elegido  para  desempeñarla,  requiriendo  al  demandado  para  que 
se  abstenga  de  ejecutar  aeto  alguno  de  explotación  dé  la  finca,  sin 
previo  conocimiento  del  Interventor  (2). 

Art.  1420.  Siempre  que  hubiere  desacuerdo  entre  el  Inter- 
ventor y  el  demandado  sobre  cualquier  acto  administrativo  que  és- 
te intente,  el  Juez  convocará  á  las  partes  á  una  comparecenci£^  y 
resolverá  después  de  oirías  lo  que  e^me  procedente. 

Art.  14uh.  El  demandado  en  cualquier  estado  del  juicio  po- 
drá prestar  fianza  para  que  se  alce  la  intervención*  Hecha  la  opor- 
tuna petición,  el  Juez  mandará  practicar  un  reconocimiento  peri- 
cial de  la  finca  á  fin  de  que  los  peritos  ñjen  el  valor  actual  de  la 
misma,  y  los  deterioros  que  pueda  producir  su  mala  explotación. 

Para  practicar  este  reconocimiento,  cada  parte  el^irá  libre- 
mente un  perito;  si  hubiere  discordia  y  ninguno  de  los  interesados 
solicitare  la  elección  de  perito  tercero,  el  Juez,  teniendo  en  cuenta 
el  dictamen  que  hubiere  ala^iboído  mayor  valor  á  la  finca,  fijará  en 
térnoLino  de  tercero  día  la  fianza  que  deberá  prestar  el  demandado 
para  responder,  en  su  caso,  de  los  quebrantos  que  sufra  la  cosa  liti- 
giosa durante  el  pleito. 

Si  se  jiidiere  el  nombramiento  de  perito  tercero,  se  hará  con- 
forme á  los  artículos  615  y  siguientes. 

Art.  1422.  La  fianza  p(^rá  ser  de  cualquiera  de  las  claaea 
que  el  derecho  reconoce;  pero  sobre  la  personal  y  la  hipotecaria  que 
se  ofreciere  deberá  necesariamente  oirse  al  actor  y  admitirle  en  jui- 
cio verbad  las  justificaciones  que  á  presente  respecto  ala  insolvencia 

(1)  lAjturttacacÍ6n  del  derecho  ft  que  ae  relleTe  este  articalo.  I»  de  eatendMae  coia.- 
creta  A  la  cosa  cuy»  adminlstracidn  Judicial  ae  pida,  no  extendiéndose  esiA  a  mas  <xe  \o 
que  la  misma  cosa  contenga  y  no  pertenezca  al  demandante.  ^  «i^»  ^fwofa^  i-^-w,^. 

En  consecuencia,  demandándose  la  reivindicadóii  de  una  Ünca  r<i»"S*J????}2ñ.íS^^*í~ 
mámente  por  el  demandado,  no  procede  intervenir  Judicialmente  la  ***°^"^*'*J^P^  Ae 
las  siembras  y  demás  bienhechnr&s  agrícolas  hechas  exclusivamente  P^' J^.  5^^^  Val 
duefio  de  aquella;  consUtuyendo  una  verdadera  enormidad  Jurídica  ,»*f  ^  *^S^  a**  ^^^   ^'^ 
tal  sentido  y  desnatnraUzando  los  fines  previsores  que  se  propuso  el  le5*?if*t«te?S'iS.*    ^í^ 
artículo  liUg&ntes  poco  escrupulosos  y,  acaso.  Jueces  poco  prácticos  en  la  in»»ri>rfex^^^^ 
de  loe  preceptos  legales.  aia.    w« 

(2^    De  la  palabra  inmedialameníe,  se  deduce,  ae^dn  Manreiia,  que  acoediei^eo«e  &la 
intervención  la  apelación  procede  en  un  sólo  efecto. 
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del  fiador,  6  sobre  el  valor  deficiente  de  la  hipoteca,  cuya  justifica- 
ción podrá  contradecir  el  demandado  por  medio  de  las  pruebas  que 
fueren  pertinentes. 

El  Juez  dictará  sentencia  en  este  juicio,  dentro  de  tercero  día, 
la  cual  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1423.  La  fianza  en  metálico  6  en  Valores  se  constituirá 
depositando  en  el  establecimiento  público  destinado  al  efecto  la  can- 
tidad efectiva  que  el  Juez  hubiere  señalado. 

Art.  1424.  Prestada  la  fianza,  se  dejará  sin  efecto  el  nombra- 
miento de  Interventor,  á  quien  se  requerirá  inmediatamente  para 
que  cese  en  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Art.  1425.  Toda  resolución  que  mande  alzar  la  intervención 
acordada,  ó  cancelar  la  fianza  que  para  evitarla  se  hubiere  constituido 
contendrá  el  pronunciamiento  que  corresponda  sobré  costas  é  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios.  Para  hacer  éstos  efectivos,  se 
estará  á  lo  que  ordena  el  art.  1415. 

Art.  1436.  Cuando  se  presente  en  juicio  algún  documento  de 
los  comprendidos  en  los  tres  primeros  números  del  artículo  siguiente, 
en  donde  aparezca  con  claridad  una  obligación  de  hacer,  ó  de  no 
hacer,  ó  la  de  entregar  cosas  específicas,  el  Juez  podrá  adoptar,  á 
instancia  del  demandante  y  bajo  la  responsabilidad  de  ést-e,  las  me 
didas  que  según  las  circunstancias  fueren  necesarias  para  asegurar 
en  todo  caso  la  efectividad  de  la  sentencia  que  en  el  juicio  recayere. 

Si  el  que  solicitare  estas  medidas  no  tuviere  solvencia  notoria  y 
suficiente,,  el  Juez  deberá  exigirle  previo  y  bastante  afianzamiento 
para  responder  de  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que 
puedan  ocasionarse  (1). 


TITULO  XV 

Del  juicio  efecutim 

SECCIÓN  PRIMERA 


Del  procedimiento  ejecvtivo 

Art.  1427.    La  acción  ejecutiva  deberá  fundarse  en  un  título 
que  tenga  aparejada  ejecución. 

Sólo  tendrán  aparejada  ejecución  los  títulos  siguientes  (2) : 

lo.     Escritura  pública,  con  tal  que  sea  primera  copia,  ó  si  es 


( Jt )  "En  todofi  los  casos  en  que  al  presente  6  en  lo  sucesivo,  se  requiera  cualq  uier  flautea 
personal  ó  garantía  por  medio  ae  uno  ó  más  fiadores,  6  mediante  deposito  de  dinero,  bo- 
nos, acciones,  hipotecas,  6  cualquiera  otra  forma  de  garantía,  podrA  llevarse  á  efecto  con 
la  única  fianza  de  cualquier  Compañía  autorizada  para  garantir  la  fidelidad  de  las  per- 
sonas que  desempefien  puestos  de  responsabilidad,  bien  sean  públicos  6  privados,  para 
garantizar  la  ejecución  de  contratos  que  no  sean  pólizas  de  seguros  y  otorgar  fianzas  en 
Juiciosv  procedimientos,  en  que  la  ley  lo  permita;  y  una  vez  así  otorgada  6  garantizada 
dicha  nanza,  se  considerará  como  suficiente  á  los  efectos  de  cualquier  ley,  ordenanza  6 
reglamento  en  que  se  prescribe  otoigamiento  de  fianza  en  cualquier  forma,  ya  por  medio 
de  uno  6  de  dos  fiadores,  ya  por  medio  de  acciones,  bonos,  hipotecas  ú  otra  lorma  de  ga^ 
rantía  ó  en  que  se  exijan  que  sean  los  fiadores  residentes,  inquilinos  6  propietaries  de  la 
localidad."  ArL  III^  fJrden  núm.  97  de  SO  Junio  1899. 

(2j    El  advervio  sólo,  dá  carácter  taxativo  á  este  artículo. 
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segunda,  que  t^sté  dada  eu  vii-tud  de  mandamiento  judicial  y  con 
citación  de  la  persona  á  quien  deba  perjudicar  ó  de  su  causante  (1). 

2o.  Cualquier  documento  privado  que  haya  sido  reconocido 
bajo  juramento  ante  el  Juez  competente  pai*a  despachar  la  ejecución. 

3o.     La  confesión  hecha  ante  Juez  competente. 

4o.  Las  letras  de  cambio,  siu  necesidad  de  reconocimiento  ju^ 
dicial  respecto  al  aceptante  que  no  hubiere  puesto  tacha  de  falsedad 
á  su  aceptación  al  tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta  de  pago  (2). 

5o.  Cualesquiera  títulos  al  portador,  ó  nominativos  legítima- 
uiente  emitidos  que  representen  obligaciones  vencidas,  y  los  cupo- 
nes también  vencidos  de  dichos  títulos,  siempre  que  los  cupones 
confronten  con  los  títulos,  y  éstos  en  todo  caso  con  los  libros  talo- 
narios. 

Besultando  conforme  la  confrontación,  no  será  obstáculo  á  que 
se  despache  la  ejecución  la  protesta  de  falsedad  del  título  que  en  el 
acto  hiciere  €¿  Director  ó  la  persona  que  tenga  la  representación  del 
deudor,  quien  podrá  alegai*  en  forma  la  falsedad  como  una  de  las 
excepciones  del  juicio. 

6o.  Las  pólizas  originales  de  contratos  celebrados  con  inter- 
vención de  Agente  ó  Corredor  publico,  que  estén  firmadas  por  loa 
contratantes  y  por  el  mismo  Agenttí  ó  Corredor  que  intervino  en  el 
contrato,  con  tal  de  que  se  comprueben,  en  virtud  de  mandamiento 
judicial  y  con  citación  contraria,  con  su  registro,  y  éste  se  halle 
arreglado  á  las  prescripciones  de  la  ley  (3). 

JURISPRUDENCIA. 

El  juicio  ejecutivo  tiene  dos  partes:  una  que  en  interés  del  ejecutante  ter- 
mina con  la  sentencia  de  remate,  y  de  la  cual  no  se  pasa  en  caso  de  tercería 
de  dominio,  y  otra  que  constituye  el  procedimiento  de  apremio,  y  que  se 
lleva  adelante  si  la  tercería  fuese  de  mejor  derecho  y  por  conducir  al  interés 
común  de  los  acreedores  que  se  disputan  la  prefereiieia  en  el  correspondien- 
te juicio  declarativo,  y  á  quienes  ha  de  pagarse  por  el  orden  que  se  determi- 
ne en  la  sentencia  que  en  el  mismo  recaiga.  S.  S  Marzo  XS87, 

Alt.  1428.  Cuando  la  acción  ejecutiva  haya  de  fundarse  en 
uu  documento  privado,  podrá  pedirse  que  el  deudor  rec/onozca  su 
fírma,.  y  el  Juez  deberá  estimarlo,  señalando  día  para  la  practica 
de  esia  diligencia. 

JURISPRUDENCIA. 

£n  las  diligencias  sobre  reconocimiento  de  firma  6  confesión  de  deuda, . 
nó  proceden  cuestiones  de  competencia.  S.  15  Junio  1891, 

.  [11  "No  podrán  expedirse  segunda  6  posteriores  copias  de  la  escritura  matriz  sino  en 
virtud  de  mandato  judioial,  y  con  citación  de  los  interesados,  6  del  Ministerio  Fiscal 
cuando  se  Ignoren  éstos  6  estén  ausentes  del  pueblo  en  que  esté  la  Notaría. 

Será  innecesaria  dicha  citación  en  los  actos  unilaterales  y  aún  en  los  demás,  cuando 
pidan  la  copia  todos  los  interesados."    Ari.  18  Ley  d^l  NoUxtiad^. 

Las  certificaciones  de  lo  convenido  en  acto  conciliatorio  tienen  aparejada  ejecución. 
Avio  de  la  Audiencia  de  Mfidrid  de  U  Marzo  1889. 

[2]  La  letra  de  cambio  que  adoleciere  de  algún  defecto  ó  fletlta  de  formalidad  legal,  se 
reputará  pagaré,  no  comprendiéndose  en  este  Inciso.  V.  art  460  C.  de  Oomercio. 

[3]  Dadas  las  modificaciones  introducidas  por  el  Código  de  Oomercio  vigente  en  ma- 
teria de  seguros,  ^indispensable  relacionar  con  aquellas  las  prescripciones  de  este  in- 
ciso. V.  arts.  380  al  488  de  dicho  Ck^digo. 
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Art.  1429.  Si  no  compareciese  el  deudor  citado  para  recouo- 
c^r  su  firma,  se  le  citará  segunda  vez,  bajo  apercibimiento  de  ser 
declarado  confeso  en  la  legitimidad  de  aquélla  para  los  efectos  de 
la  ejecución;  y  sí  tampoco  compareciere,  se  despachará  la  ejecución 
siempre  que  hubiere  precedido  protesto,  ó  requerimiento  al  pago 
por  acta  notarial,  6  en  acto  de  conciliación,  sin  haberse  opuesto  ta- 
cha de  falsedad  á  la  flrína. 

Fuera  de  estos  casos  podrá  el  acreedor  pedir,  y  deberá  el  Juez 
acordar,  que  se  cite  al  deudor  por  tercera  y  última  vez,  bajo  aper- 
cibimiento de  tenerle  por  confeso;  y  si  tampoco  compareciere,  ni 
alegare  justa  cau^  que  se  lo  impida  á  petición  de  parte  se  le  ten- 
drá por  confeso  para  el  efecto  de  despachar  la  ejecución. 

El  que  manifestare  que  no  puede  asegurar  si  es  ó  no  suya  la 
firma  será  interrogado  por  el  Juez  acerca  de  la  certeí^a  de  la  deuda; 
si  la  confesare,  se  mandará  despachar  la  ejecución,  y  en  otro  caso 
se  observará  lo  prevenido  en  el  art.  1431  (1). 

Árt.  1430.  Cuando  para  preparar  la  ejecución  se  pidiere  que 
el  deudor  confiese  bajo  juramento  la  certeza  de  la  deuda,  lo  acorda- 
rá el  Juez,  señalando  día  y  hora  para  la  comparecencia. 

En  este  caso,  el  deudor  habrá  de  estar  en  el  pueblo  cuando  se 
le  haga  la  citación,  y  ésta  deberá  ser  personal,  expresándose  en  la 
cédula  su  objeto,  la  cantidad  que  se  reclame  y  la  razón  de  deber. 

Si  el  deudor  no  fuere  hallado  en  su  habitación,  se  entregará  la 
cédula  al  pariente  más  cercano  que  se  encontrare  en  la  casa;  pero 
no  á  las  demás  personas  que  se  mencionan  en  el  artículo  268, 

Si  después  de  las  tres  citaciones  hechas  con  el  apercibimiento 
que  previene  el  artículo  anterior,  y  con  los  requisitos  expresados 
en  los  dos  párrafos  que  preceden,  qo  compareciere  el  deudor  ni  ale- 
gare justa  causa  que  se  lo  impida,  se  le  tendrá  por  eoBfeso  en  la 
certeza  de  la  deuda  para  el  efecto  de  despachar  la  ejecución  y  se 
despachará,  si  lo  pidiere  el  ejecutante. 

Art.  1431.  Eeconocida  la  firma,  quedará  preparada  la  ejecu- 
ción, aunque  se  niegue  la  deuda. 

Si  no  se  reconociere,  como  igualmente  si  se  ni^a  la  deuda  en  el 
caso  de  haberse  exigido  confesión  judicial,  ^  acreedor  podrá  usar 
de  su  derecho  únicamente  en  el  juicio  declarativo  que  por  mx  cuan- 
tía corresponda. 

JÜBISPBUDBNCIA. 

No  comete  delito  el  deudor  que  niega  su  firma,  pues  que  el  adverbio 
ímieainefUe  de  este  artículo,  indica  claramente  no  caber  en  tal  caso  otro  re- 
curso que  el  juicio  declarativo  que  corresponda.  S,  20  Oct  1881. 


( 1 )  "Aquel  á  quien  se  oponga  en  Juicio  una  obligación  por  escrito  que  aparesca  firma- 
da por  él,  estA  obligado  á  declarar  si  la  firma  es  ó  no  suya.  Los  herederos  6  cansahabien- 
tes  del  obligado  podrán  limitarse  á  declarar  si  saben  que  es  ó  no  de  su  causante  la  firma 
da  la  obUgaciófi. 

Ia  resistencia,  sin  Justa  causa,  Aprestar  la  declaración  mencionada  en  lospArraiM 
anteriores  podrá  ser  estimada  por  los  Tribunales  como  una  confesión  de  la  autenticidad 
del  documento."    Art.  itte.  C  Civil.  ^ 

Bxlsten  dudas  sobre  si  el  artículo  transcrito  modifica  el  p&rmfo  final  del  texto  que 
anotamos. 
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Eeoonocida  por  el  ejecutante  la  firma  puesta  en  un  eBcrito  dedaiando 
haber  oobrado  lo  que  reclamaba,  ee  procedente  la  susp^isión  de  la  senien* 
cía  de  remate,  aunque  lijos  de  ratificarse,  niegue  aquél  la  certeza  del  cobro. 
S.  8  Abril  1890. 

Art.  1433.  La  confesión  hecha  en  el  juicio  declarativo  arbaol- 
viendo  posiciones  después  de  contestada  la  demanda  no  constituye 
título  ejecutit^o,  ni  se  podrá  en  su  virtud  entablar  este  juicio,  aban- 
donando el  declarativo. 

Art,  1433.    Sólo  podrá  despacharse  ejecución: 

lo.  Por  cantidad  líquida  en  diñero  efectivo,  que  exceda  de 
1000  pesetas. 

2o.  Por  cantidad  líquida  en  especie,  computándola  á  metálico, 
siempre  que  su  valor  excediere  de  1000  pesetas. 

En  ambos  casos  será  preciso  que  haya  vencido  el  plazo  de  la 
obligación  (1). 

JTJKIBPBÜDBNCIA. 

Las  cuentas  corrientes  se  entienden  siempre  líquidas  piidlendo  cederse 
los  créditos  por  ellas  representados  sin  conocimiento  y  aun  contra  la  volun- 
tad del  deudor.  S,  íe  Dic.  1887. 

Art*  1434.  Guando  la  deuda  epnsista  en  alguna  de  las  espe- 
cies que  se  cuentan,  pesan  ó  miden,  se  hará  la  computación  á  meta* 
lico  por  el  precio  pactado  én  la  obligación,  y  en  su  defecto  por  el 
precio  medio  que  tuviera  la  especie  en  el  mercado,  acreditándolo 
con  certificación  de  los  Síndicos  del  Colegio  de  Corredores,  si  lo  hu- 
biere en  la  población;  y  no  habién4olo,  con  certificación  de  la  Au- 
toridad municipal  correspondiente,  quedando  á  salvo  su  derecho 
al  deudor  para  pedir  la  reducción  si  acreditare  que  hubo  excesó, 
oponiéndose  á  la  ^ecución. 

El  actor  deberá  presentar  dicha  certificación,  acompañándola  á 
la  demanda. 

.  Art*  14Soé  Cuando  la  deuda  oonsifita  en  efectos  de.  oomercio^ 
se  liqniidará  su  equivalencia  en  numerario  por  los  preciofit  del  mer- 
cado en  la  plaza,  según  certificación  de  los  Síndicos  del  Colegio  de 
Corredores,  si  lo  hablare  en  ella,  y  do  habiéndolo,  por  la  de  dos  Co- 
rredores ó  eomeroiantes^  quedando  á  salvo  su  derecho  al  deudor  pa* 
ra  x>^dir  la  redueción  si  hubiere  exeeso,  como  se  previene  en  el  ar- 
tíeulo  anterior. 

Art.  1436.  Si  la  deuda  fuere  de  efectos  públicos  ó  de  cuales* 
quiera  otros  valores  admitidos  á  negociación  en  Bolsa,  se  computa- 
tá  su  valor  efectivo  en  metálico  por  el  precio  de  cotización  en  el  día 
del  vencimiento  de  la  obligación, 

Art.  1437.    La  demanda  ejecutiva  se  formulará  en  los  térmi- 


(1)  **8i  la  obligación  do  Befialare  plaao»  pero  ele  8u  natiivaleza  y  circunstancias  se  de< 
dnjere  qne  ha  querido  concederse  el  deudor,  loe  Tribunales  Cljar&n  la  duración  de  aquél. 
También  DJarftn  loe  Trlbnnalee  la  duración  del  plaso  cuando  óste  haya  quedado  &  volnn'^ 
tad  del  deudor.'*    Art.  Uta  C.  CfMl. 
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nos  prevenidos  para  la  ordinaria  en  el  art.  523,  y  contendrá  además 
la  protesta  de  abonar  pagos  legítimos  (1). 

Se  acompañará  copia  de  la  misma  y  de  los  documentos  para 
entregarlos  al  deudor  al  citarlo  de  remate. 

Arte  1438.  El  Juez,  examinando  los  documentos  presentados 
con  la  demanda,  despachará  la  ejecución  si  el  título  no  contuviere 
alguno  de  los  defectos  que  mencionan  los  párrafos  primero  y  segun- 
do del  art.  1465. 

En  otro  caso  la  denegará  sin  prestar  nunca  audiencia  al  de- 
mandado (2). 

JURISPRUDENCIA. 

La  prevención  de  que  no  se  dé  audiencia  al  demandado  hasta  ser  citado 
para  sentencia  de  remate,  no  es  impedimento  para  que  aquél  pueda  promo- 
ver la  cuestión  de  competencia  de  jurisdicción,  que  en  nada  se  refiere  al  fon- 
do de  la  demanda.  S.  IS  Enero  1866, 

Art»  1439.  Contra  el  auto  en  que  se  denegare  la  ejecución 
procederán  los  recursos  de  reposición  y  de  apelación,  conforme  á 
los  artículos  376  y  379;  pero  sin  copias  de  los  escritos  ni  audiencia 
del  demandado. 

Esta  apelación  será  admitida  en  ambos  efectos  y  se  remitirán 
los  autos  al  Tribunal  superior,  con  emplazamiento  únicamente  de 
la  parte  ejecutante. 

Art.  1440.  Despachada  la  ejecución,  se  entregará  el  manda- 
miento á  un  alguacil  del  Juzgado,  el  cual  requerirá  de  pago  al  deu- 
dor por  ante  el  actuario.  Si  el  deudor  no  hiciere  el  pago  en  el  acto, 
se  procederá  á  embargarle  bienes  suficientes  á  cubrir  la  cantidad 
por  que  se  haya  despachado  la  ejecución  y  las  costas,  los  cuales  se 
depositarán  con  arreglo  á  derecho  (3). 

Art.  1441.  Si  no  fuere  hallado  el  deudor  después  de  haberle 
buscado  dos  veces  en  su  domicilio  con  intervalo  de  seis  horas,  á 
la  segunda  diligencia  en  su  busca  se  le  hará  el  requerimiento  x>or 
cédula,  entregándola  por  su  orden  á  las  personas  designadaB  en  el 
art.  268,  y  seguidamente,  se  procederá  al  embargo  si  no  se  pagare 
en  el  acto. 

Art.  1442.  Cuando  no  sea  conocido  el  domicilio  del  deudor  ó 
se  ignore  su  paradero,  podrá  el  Juez  acordar  á  instancia  del  actor 
que  se  proceda  al  embargo  sin  hacer  previamente  el  requerimiento 
de  pago  ó  haciéndolo  á  la  persona  que  se  halle  encargada  de  los 
bienes  si  la  hubiere. 


Sm    Derogada  por  el  Código  Civil  la  ley  6a.  tít  28,  Ub.  H  de  la  Nov.  Rec.  relaUva  A  la 
ena  del  duplo  por  la  pltis  petición  y  no  existiendo  hoy  pena  alguna  para  este  caso,  carece 
e  objeto  la  protesta  que  exige  este  artículo,  la  cual,  no  obstante,  continuaré  haoiéndose 
por  constituir  un  requisito  indispensable  de  la  demanda  qjecuüva. 

[2]  Esta  prohibición  de  audiencia  al  demandado  se  entiende  sobre  el  fondo.  &  IS 
Abril  1866, 

[3]  No  expresándose  en  el  mandamiento  de  embargo  el  importe  aproximado  de  las 
costas,  no  procede  la  anotación  preventiva  mientras  no  se  svbaane  dicho  defecto. 

Ck>n  arreglo  A  la  Orden  362  de  17  deSept.  de  Í900.  complementaria  del  art.  920  de  esta 
Ley,  deberán  determinarse  con  precisión  los  bienes  que  hayan  de  embargarse. 
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En  tal  caso  dicho  requerimiento  y  la  citación  de  remate  se  ha- 
rán en  una  misma  diligencia  del  modo  que  se  dirá  en  el  art.  1458. 

JURISPRUDENCIA. 

Tin,  citación  de  remate  en  el  Juicio  ejecutivo  equivale  al  emplassamiento' 
en  el  ordinario,  motivando  su  mta  6  su  defecto  el  quebrantemiento  do  una 
de  las  formas  esenciales  del  juicio  que  dan  lugar  al  recurso  de  capación. 
S,  £9  Mayo  1882  y  otras, 

Art.  1443.  Aunque  pague  el  deudor  en  el  acto  del  requeri- 
miento, serán  de  su  cai^o  todas  las  costas  causadas. 

Verificando  en  dicho  acto  el  pago  de  la  deuda  principal  y  cos- 
tas, se  hará  constar  en  los  autos  por  medio  de  diligencia,  dándose  re- 
cibo por  el  actuario. 

El  Juez  mandará  entregar  al  actor  la  suma  satisfecha,  y  se 
dará  por  terminado  el  juicio. 

Art.  1444.  Cuando  el  deudor  consignare  la  cantidad  recla- 
mada para  evitar  los  gastos  y  molestias  del  emlxargo,  reservándose 
el  derecho  de  oponerse  á  la  ejecución,  se  suspenderá  el  embargo,  y 
la  cantidad  se  depositará  en  el  establecimiento  designado  para  ello. 

Si  la  cantidad  consignada  no  fuere  suficiente  para  cubrir  la 
deuda  principal  y  las  costas,  se  practicará  el  embargo  por  la  que 
falte. 

Art.  1445.  Si  hubiere  bienes  dados  en  prenda  ó  hipotecados 
esx)ecialmente,  se  procederá  contra  ellos  en  primer  lugar. 

No  habiéndolos  ó  siendo  notoriamente  insuficientes^  se  guar- 
dará en  los  embargos  el  orden  siguiente: 

lo.     Dinero  metálico,  si  se  encontrase. 

2o.     Efectos  públicos. 

3o.     Alhajas  de  oro,  plata  6  pedrería. 

4o.     Créditos  realizables  en  el  acto. 

5o.     Frutos  y  rentas  de  toda  especie. 

6o.     Bienes  semovientes, 

7o.     Bienes  muebles. 

8o.     Bienes  inmuebles. 

9o.     Sueldos  6  pensiones  (1). 

10.     Créditos  y  derechos  no  realizables  en  el  acto  (2). 

Art.  1446.  Ko  se  hará  embargo  en  las  vías  férreas  abiertas  al 
servicio  público,  ni  en  sus  estaciones,  almacenes,  talleres,  terrenos, 
obras  y  edificios  que  sean  necesarios  para  su  uso,  ni  en  las  locomo- 
toraS;  carriles  y  demás  efectos  del  material  fijo  y  móvil  destinados 
al  movimiento  de  la  línea  (3). 


[1]    Véase  Nota  del  art  1449  de  esta  Ley. 

[2]  El  Jornal  que  el  obrero  debe  percibir  en  pago  de  su  trabajo,  es  un  derecbo  A  su 
íávor  nacido  del  contrato  de  locación  de  servicios,  realizable  en  el  momento  que  por  el 
mismo  contrato,  y  en  su  defecto  por  la  costumbre  del  lugar,  esté  establecido;  derecho  por 
lo  tanto  comprendido  en  el  número  10  de  este  artículo.  S.  9  Junio  1890. 

[8]  La  prevención  contenida  en  este  p&rrafo  ba  sido  confirmada  por  la  Orden  nú- 
mero 94,  de?  de  Febrero  de  1902,  sobre  ferrocarriles,  al  establecer  en  el  art.  I,  cap.  xv  que 
la  explotación  de  un  ferrocarril  de  servicio  púlblico  no  ser&  interrumpida  por  la  acción  de 
ninguna  Autoridad  Judicial  ó  administrativa. 
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Cuando  se  despache  ejecución  contra  una  compañía  6  empresa 
de  ferrocarriles,  se  procederá  del  modo  prev^enido  en  la  ley  de  12  de 
NovienUn-e  de  1869  (1). 

Árt.  1M7.  Tampoco  se  embargarán  nunca  éí  leebo  cotidiaDO 
del  deudor,  su  mi^er  é  b\jo9,  las  ropas  del  preciso  uso  de  los  mis- 
mos, ni  los  instrumentos  necesarios  para  el  arte  ti  oficio  á  que  el 
primero  pueda  estar  dedicado. 

Fuera  de  éstos,  ningunos  otros  bienes  se  considerarán  excep- 
tuados. 

Art.  1448.  Cuando  se  embargaren  frutos  y  rentas,  se  consti- 
tuirá una  administración  judicial,  que  se  confiará  á  la  persona  que 
el  acreedor  designe. 

Bespecto  á  las  cuentas  de  esta  administración,  se  estará  á  lo 
prevenido  en  el  art.  1009  y  siguientes;  pero  contra  la  sentencia  que» 
en  su  caso  se  dicte  en  segunda  instancia  no  se  dará  recurso  al- 
guno (2). 

JUWSPBUDENCIA. 

El  adminiatrador  Judloiai  de  bienes  embargados  en  un  juicio  ejecutivo, 
tiene  peíaoofilidad  paca  peroibir  de  Iqb  colonos  la9  rentas  vencidas.  S,  ^ 
Marzo  1897. 

Art.  1449.  En  los  casos  en  que  deba  precederse  contra  los 
sueldos  ó  pensiones,  sólo  se  embargará  la  cuarta  parte  de  ellos  si  no 
llegaren  á  5000  pesetas  en  cada  año-,  desde  5000  á  11250  pesetas  la 
tercera  parte,  y  desde  11250  pesetas  en  adelante  la  mitad  (3). 

Art.  1450.  Sean  cualesquiera  los  convenios  particulares  que 
haya  hecho  el  deudor  con  sus  acreedores,  cuando  se  proceda  judi- 
cisdmente  contra  el  sueldo  6  pensión  que  disfrute  y  perciba  de  fon- 
dos del  Estado,  provinciales  ó  municipales,  no  podrá  embargarse 
más  que  la  parte  proporcional  establecida  en  el  artículo  anterior, 
debiendo  quedarle  siempre  el  resto  libre  de  toda  responsabilidad  (4). 


[1]  El  art  VI.  Cap.  XVII  de  la  Orden  núm.  84  citada  en  la  nota  anterior,  há  deroga- 
do expresamente  "todas  las  leves,  reglamentos.  Reales  Decretos,  Reales  Ordenesi,  droula- 
res,  Ordenes  y  demdjs  disposiciones  vigentes  reiérentes  á  Ferrocarriles;''  debiendo  en  con- 
secuencia regularse  por  dicha  Orden,  inserta  en  el  Apéndice  II  de  esta  obra,  todos  los  pro- 
cedimientos ni  potecarios  y  sobre  ejecución  de  sentencias  contra  ferrocarriles. 

[2]    Ni  el  extraordinario  de  cajsaclón.    Auto  £S  Agosto  1901. 

,      [8]    Los  tres  párrafos  últimos  de  este  artículo  están  derogados  y  se  Insertan  en  el 
Apéndice  V. 

El  texto  vigente  sólo  es  aplicable  á  sueldos  privados.  Bespecto  á  los  de  carácter  pu- 
blico, rige  el  art.  1.  o  de  la  Ley  de  5  de  Junio  de  1895,  según  el  cual  los  TribunaYee  que  co- 
noascan  de  demandas  por  deudas  contraídas  por  empleados  del  Estado,  de  la  Provincia  ó 
del  Municipio,  y  por  los  cesantes  y  Jubilados,  solamente  podrán  embargar  6  retener  la 
quinta  parte  líquida  del  sueldo  que  disfruten.  S>Bte  aittfoulo  se  entenderá  vigente  en 
cuanto  á  obligaciones  contraídas  ó  contratos  celebrados  antes  de  la  promulgación  de  la 
Orden  núm.  168  de  II  de  Mayo  de  1902  [Gaceta  del  mismo  día  y  afio]  cuyo  tenor  es  el  si- 

fluiente:  "Art.  I.  Desde  la  publicación  de  esta  Orden  no  son  embargables  los  salarios  de 
os  empleados  en  servicio  público  y  en  general  todas  las  pensiones  remuneratorias  del  Es- 
tado, de  las  Provincias  y  de  los  Municipios.  Art.  III.  Los  efectos  de  esta  Orden  no  se  ex- 
tienden á  los  contratos  celebrados  y  obligaciones  contraídas  con  anterioridad  á  su  pro- 
mulgación." Sobre  la  interpretación  del  último  artículo  de  esta  Orden,  véase  la  Senten- 
cia del  T.  Supremo  de  20  de  Agosto  de  1903,  anotada  á  la  Ley  sobre  constitucionalidad  de 
las  leyes  Inserta  en  el  Apéndice  II  de  esta  obra. 

[4]  Este  artículo  sólo  es  aplicable  hoy  en  relación  con  el  1.  ©  de  la  ley  de  5  de  Junio  de 
1895  que  debamos  relacionado  en  la  nota  del  artículo  precedente. 
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Art»  1451.  Del  embargo  de  bienes  inmuebles  se  tomará  ano- 
t'aciÓD  preventiva  en  el  Registro  de  la  propiedad,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  y  reglamento  para  sn  ejecución, 
expidiéndose  para  ello  el  correspondiente  mandamiento  por  dupli- 
cado (1). 

Art.  1452«  El  acreedor  podrá  concurrir  á  los  embargos  y  de- 
signar los  bienes  del  deudor  en  que  hayan  de  causarse,  con  sujeción 
al  orden  establecido  en  el  art.  1445  (2). 

También  podrá  hacer  la  designación  del  depositario,  bajo  su 
responsabilidad.     Esta  designación  no  podrá  concederse  al  deudor. 

Art.  1453.  Podrá  asimismo  el  acreedor  pedir  la  mejora  del 
embargo  en  el  curso  del  juicio,  y  el  Juez  deberá  decretarla,  si  esti- 
mare que  puede  dudarse  de  la  suficiencia  de  los  bienes  embargados 
para  cubrir  principal  y  costas  (3). 

También  la  decretará  cuando  se  funde  la  petición  en  haberse 
entablado  demanda  de  tercería,  ó  se  limite  á  bienes  especialmente 
hipotecados  á  la  seguridad  del  crédito  que  se  reclame. 

Art»  1454.  Si  durante  el  juicio  ejecutivo  y  antes  de  proiiun- 
ciarse  sentencia  de  remate  venciese  algún  plazo  de  la  obligación  en 
coya  virtud  se  proceda,  podrá  ampliarse  la  ejecución  por  su  impor- 
te, si  lo  pidiere  el  actor,  sin  necesidad  de  retroceder  y  considerán- 
dose comunes  á  la  ampliación  los  trámites  que  la  hayan  precedido. 

La  sentencia  de  remate  deberá  ser  también  extensiva  á  los  nue- 
vos plazos  reclamados. 

JUKISPBUDENCIA. 

No  se  falta,  á  la  congruencia  que  debe  haber  entre  la  sentencia  y  la  de- 
manda, cuando  en  virtud  de  haber  vencido  durante  la  tramitación  del  juicio 
al^n  nuevo  plazo  de  la  obligación  por  que  se  procede,  se  amplía  el  procedi- 
miento por  su  importe,  sin  necesidad  de  retroceder  y  considerándose  comu- 
nes Á  la  ampliación  los  trámites  que  la  hayan  precedido.    S.  11  Marzo  187S. 

Art*  1455.  Los  demás  plazos  de  la  misma  obligación  que  ven- 
cieren después  de  la  sentencia  de  remate  podrán  ser  reclamados  por 
nciedio  de  nuevas  demandas  en  el  mismo  juicio  ejecutivo. 

En  estos  casos,  presentada  la  nueva  demanda,  llamará  el  Juez 
los  autos  á  la  vista  cou  citación  de  las  partes,  mandando  entregar 
al  deudor  la  copia  de  aquélla,  y  si  éste  no  se  opone  dentro  de    lo» 
tres  días  siguientes,  sin  más  trámites  dictará  sentencia,  mandando 
que  se  tenga  por  ampliada  la  de  remate  á  los  nuevos  plazos  venci- 
dos y  reclamados,  respecto  de  los  cuales  se  seguirá  también  adelan- 
te la  ejecución. 


(1)    La  anotación  preventiva  de  todo  embargo  decretado  en  Juicio  civil  6  crlmlx^l    e« 
obligatoria,  conforme  al  art.  92  del  Reglamento  hipotecarlo.  Sobre  la  procedencia.,  eT<eotx3H 
y  requisitos  de  las  anotaciones  preventivas  de  embaimos,  véanse  los  artículos  42,  ntlro..  2. o , 
44,  71,  72  y  78  de  la  ley  Hipotecarla  y  92  y  126  del  Reglamento  para  su  ejecución. 

Cuando  por  cualquier  motivo  no  pueda  tener  efecto  la  anotación  preventiva,,    xi.o    s*^» 
interrumpe  la  continuación  del  Juicio  según  la  sentencia  del  T.  8.  de  5  de  Enero  Ae  1.8r7«. 

í2;  La&cultad  que  otorga  este  párrafo  al  acreedor,  se  entiende  slnpei3uloi.o^€j  la, 
obligskción  que  Impone  la  ley  al  alguacil  ^ecutor  del  embargo  de  guardar  el  oro^ex:*.  e«&tA- 
blecido  en  el  art.  1446.  ,  .  ,        .^ .  _       _ 

(8)    La  m^ora  de  embargo  puede  pedirse  en  toda  clase  de  Juicios,  decret.a,TicLo»e  <\e 
plano  sin  audiencia  del  demandaao. 


338 

Árt.  1456.  Si  se  opusiere  el  deudor  dentro  de  dicho  plazo, 
se  sustanciará  la  oposición  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artículos 
1461  y  siguientes,  sin  suspenderse  la  vía  de  apremio  respecto  á  los 
plazos  anteriores,  cuando  así  lo  solicita  el  actor,  para  lo  cual  se 
tormará  pieza  separada  si  fiíere  necesario. 

Art«  1457.  Hecho  el  embargo,  cuando  sea  conocido  el  domi- 
cilio del  deudor,  se  le  citará  de  remate  por  medio  de  cédula,  en  la 
forma  que  determinan  para  sus  respectivos  casos  los  artículos  270  y 
siguientes. 

Con  la  cédula  de  citación  se  entregarán  al  ejecutado  las  copias 
de  la  demanda  y  documentos  ^que  hat>rá  presentado  el  ejecutante, 
haciéndolo  constar  en  la  diligencia  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  ejecutado  se  da  {jor  enterado  en  el  juicio,  oueda  subsanado 
cualquier  defecto  de  que  hubiese  adolecido  la  citación  de  remate..  S,  14 
Abril  1885, 

Pedida  y  despachada  la  ejecución  de  que  se  trata,  contra  los  bienes  de  la 
sucesión  ó  testamentaría,  y  hechos  el  requerimiento  de  pago  y  citación  de 
remate  al  hilo  del  finado  en  concepto  de  albacea  del  mismo  y  tenedor  de  los 
bienes,  resultan  practicadas  estas  diligencias  en  la  persona  que  tiene  la  In- 
tima representación  de  la  testamentaría  ejecutada,  toda  vez  que  con  la  clau- 
sula del  testamento  se  ha  justificado  haberle  sido  conferido  dicho  cargo  de 
albacea,  con  cuyo  carácter  otorgó  el  poder  con  que  se  personó  en  los  autos  su 
Procurador,  y  ño  consta  ni  se  ha  intentado  probar  que  liaya  cesado  en  él,  ni 
que  se  haya  dividido  la  herencia.  aS'.  S  Mayo  1886, 

Art.  1458.  Cuando  no  sea  conocido  el  domicilio  del  <leudor  6 
se  ignore  su  paradero,  se  le  citará  de  remate  por  medio  de  edictos, 
en  la  forma  que  previene  el  art.  269,  concediéndole  el  término  de 
nueve  días  para  que  se  persone  en  los  autos  y  se  oponga  á  la  ejecu- 
ción, si  le  conviniere. 

En  los  edictos  se  hará  expresión  de  haberse  practicado  el  em- 
bargo sin  el  previo  requerimiento  de  pago,  por  ignorarse  su  para- 
dero. 

Art.  1459.  Dentro  del  término  improrrogable  de  tres  días 
útiles,  á  contar  desde  el  siguiente  al  de  la  citación  hecha  en  cual- 
quiera de  las  formas  á  que  se  refiere  el  art.  1457,  podrá  el  deudor 
oponerse  á  la  ejecución,  personándose  en  los  autos  por  medio  deFro- 
curador  (2). 

Art«  1460.  Trascurrido  el  término  señalado  para  sus  casos 
respectivos  en  los  dos  artículos  que  preceden  sin  que  el  deudor  se 
haya  personado  en  los  autos,  á  instancia  del  actor,  se  le  declarará 
en  rebeldía,  y  seguirá  el  juicio  su  curso  sin  volver  á  citarlo,  ni  ha- 
cerle otras  notificaciones  que  las  que  determina  la  ley. 

A  la  vez  el  Juez  mandará  traer  los  autos  á  la  vista  para  sen- 
tencia con  citación  sólo  del  ejecutante  (3). 

(1 ;  Incurre  en  la  responsabilidad  del  art.  280  de  esta  Ley,  el  actuario  que  no  practica 
la  citación  del  deudor  conforme  á  este  artículo.  8. 18  Abrü  1885, 

(2)    Véase  Complemento  del  art.  3o.  de  esta  Ley. 

^3;  El  precepto  de  este  último  pArrafo,  se  refiere  únicamente  al  caso  en  que  el  deu- 
dor no  aprovecha  la  facultad  de  oponerse  A  la  ejecución.  S.  í9  Nov,  1862, 
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JURISPRUDENCIA. 


La  sentencia  de  remate,  aunque  definitiva  en  su  clase,  no  causa  ejecu- 
toria, ni  produce  la  excepción  de  cosa  juzgada,  puesto  que  deja  á  salvo  el 
juicio  ordinario.   SenU,  S9  OeL  1867 y  10  Feb»  1866  y  otraa, 

Art.  1461.  Si  se  opusiere  el  deudor  en  'tiempo  y  forma,  se 
le  tendrá  por  opuesto,  mandándole  que  dentro  de  cuatro  días  im- 
prorrogables formalice  su  oposición,  alegando  las  excepciones  y 
proponiendo  la  prueba  que  estime  conveniente,  para  lo  cual  se  ob- 
servará lo  prevenido  en  el  art.  519. 

Al  notificar  esta  providencia  al  Procurador  del  ejecutado  que 
hubiere  sido  citado  por  edictos,  se  le  entregarán  las  copias  de  la 
demanda  y  documentos. 

Pasacíos  los  cuatro  días  sin  haberse  formalizado  la  oposición,  el 
Jaez  llamará  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para 
sentencia,  sin  necesidad  de  instancia  del  actor. 

JURISPRUDENCIA. 

lia  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  ó  en  su  Procurador  es  una  de 
las  excepciones  comprendidas  en  el  art.  1462,  como  alegable  al  juicio  ejecu- 
tivo; la  de  no  tener  el  ejecutado  el  carácter  6  representación  con  que  se  le 
d^nanda,  una  de  las  causas  por  las  cuales  puede  pedirse  que  se  declare  nulo 
el  juicio,  siendo  alegables  una  y  otra  en  la  oportunidad  que  establece  este 
artículo,  no  habiendo  otro  medio  hábil  para  reclamar  contra  dicha  falta  de 
personalidad  que  el  de  la  excepción  6  motivo  de  nulidad  en  la  ocasión  ex- 
I>resada  y  apelando  de  la  sentencia  que  no  la  estime,  sin  que  en  la  tramita- 
ción de  la  segunda  instancia  haya  que  solicitarlo  de  la  manera  y  en  el  tiem- 
po que  previene  el  art.  892  de  esta  ley,  pues,  por  una  parte,  en  el  juicio 
ejecutivo  no  pueden  promoverse  más  incidentes  que  los  de  competencia  ó 
de  acumulación  al  juicio  universal,  y  por  otra,  siendo  la  finalidad  del  recur- 
so de  apelación  establecido  contra  la  sentencia  que  no  estimó  la  existencia 
de  la  falta  alegada  la  de  que  se  estime,  y  tal  recurso  d('))e  ser  resuelto  por  la 
sentencia  definitiva  que  le  ha  de  poner  término,  carecería  esta  en  otro  caso 
de  objeto  y  hasta  se  haría  imposible  dictarla,  pues  si  por  medio  de  un  inci- 
dente ya  se  accediera  6  ya  se  negara  tal  pretensión,  de  hecho  quedaba  en  él 
resuelto  el  recurso  de  apelación  establecido,  admitido  y  debido  ser  sustancia- 
do hasta  dictar  la  referida  sentencia.  Auto  6  de  Mayo  1901. 

Art*  1462.  Sólo  serán  admisibles  en  el  juicio  ejecutivo  las 
excepciones  siguientes: 

la.  Falsedad  del  título,  ejecutivo  á  del  acto  que  le  hubiere 
dado  fuerza  de  tal  ( 1 ) . 

2a.     Pago  (2). 

3a.  Oomi)ensaci6n  de  crédito  líquido  que  resulte  de  documen- 
to que  tenga  fuerza  ejecutiva.  (3). 

(1)    Este  número  se  refiere  únicamente  á  la  falsedad  criminal,  ó  sea  á  la  que  el  O 
digojpenal  define  y  castiga  como  delito.  Manresa, 

ti)    Véase  sección  la  'cap.  4o.  tít.  lo.  lib.  4o.  del  C.  Civil. 

(8)    "Para  que  proceda  la  compensación  es  preciso: 

lo.  0,ue  cada  uno  de  los  obligados  lo  esté  pnncipalmente,  y  sea  &  la  vez  acreedor  del 
otro.  2o.  Que  ambas  deudas  consistan  en  una  cantidad  de  dinero,  ó  siendo  fungibles  las 
cosas  debidaSf  sean  de  la  misma  especie  y  también  de  la  misma  calidad,  si  esta  se  hubiese 
designado.  3o.  Q,ue  las  dos  deudas  estén  vencidas.  4o.  Que  sean  líquidas  y  exigibles. 
5o.  Que  sobre  ninguna  de  ellas  haya  retención  ó  contienda  promovida  por  terceras  per- 
sonas y  notificada  oportunamente  al  deudor."   Art.  1196.  C.  Civil. 

Guando  felta  alguna  de  las  circunstancias  esenciales  determinadas  en  el  artículo  del 
Código  antes  transcrito,  la  compensación  es  ineficaz.  S.  27  Abril  1H93 
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4a.     Prescripción  (1). 
5a.     Qaita  ó  espera. 
6a.     Pacto  6  promesa  de  jio  pedir. 

7a.  Falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  ó  en  su  Procu- 
rador (2). 

8a.     Novación. 

9a.     Transacción  (3). 

10.  Compromiso  de  sujetar  la  decisión  del  asunto  á  arbitros  6 
amigables  componedores,  otorgado  con  las  solemnidades  prescritas 
en  esta  ley. 

11.  Incompetencia  de  jurisdicción. 

Cualquiera  otra  excepción  que  competa  al  deudor  se  reservará 
para  el  juicio  declarativo,  y  no  podrá  impedir  el  pronunciamiento 
de  la  sentencia  de  remate. 

JURISPRUDENCIA. 

Para  suspender  un  pleito  en  el  estado  en  que  se  halle,  es  necesario  enta- 
blar la  correspondiente  acción  criminal  sosteniendo  la  falsedad  de  un  docu- 
mento de  notoria  influencia,  correspondiendo  declarar  la  suspensión  al 
Juez  que  conozca  de  la  querella.  S,  11  Junio  188i, 

La  doctrina  de  que  cuando  la  acción  que  se  ejercita  se  funda  en  la  nuli- 
dad de  un  acto  ú  obligación,  debe  pedirse  previamente  la  declaración  de  esa 
nulidad,  no  es  aplicable  al  demandado  que  cumple  excepcionando  la  nuli- 
dad del  documento  y  sus  consecuencias.  S.  7  Dic,  1885, 

La  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  sólo  es  alegable  por  el  deman- 
dado en  el  acto  de  la  ejecución.  S,  6  Abrü  1887. 

Art.  14$3«  En  los  juicios  ejecutivos  sobre  pago  de  letras  de 
cambio,  sólo  serán  admisibles  las  excepciones  expresadas  en  los 
cinco  primeros  números  del  artículo  anterior,  probada  la  última 
por  escritura  pública  ó  por  documento  privado  reconocido  en  jui- 
cio, y  además  la  de  caducidad  de  la  letra  (4). 

Art.  1464.  También  podrá  el  ejecutado  fundar  su  oposición 
alegando  la  plus  petición,  ó  el  exceso  en  la  computación  á  metálico 
de  las  deudas  en  especie. 

Art.  1465.  Podrá  pedirse  igualmente  que  se  declare  nulo  el 
juicio: 

lo.  Cuando  la  obligación  ó  el  título  en  cuya  virtud  se  hubiere 
despachado  la  ejecución  fueren  nulos  (5). 

2o.     Cuando  el  título  no  tuviere  fuerza  ejecutiva,    ya  por  de 
fectos  extrínsecos,  ya  por  no  ser  exigible  la  cantidad  ó  ésta  ilíquida. 


[1]  El  Código  civil  sólo  trata  de  la  prescripción  de  acciones,  A  cuyas  disposiciones 
sobre  la  materia,  consignadas  en  el  cap.  III,  tít  18,  Ub.  4o.,  habrá,  de  atenderse  para  apre- 
ciar esta  excepción. 

[2]    Véase  sec.  ea.  cap.  IV.  tít.  lo.,  Ub.  4o.  C,  Civil. 

[8]  Del  precepto  contenido  en  el  art.  1816  del  C.  Civil,  se  deduce,  según  Manresa,  que 
sólo  es  alegable  como  excepción  en  el  inicio  ejecutivo  la  iransacción  extrajudidal. 

[4]    Véanse  los  artículos  482,  528,  525  y  950  del  Código  de  Comercio. 

[5]  La  nulidad  de  la  obligación  se  rige  por  los  artículos  1261, 1263, 1265,  1272  y  1300  del 
C.  Civil.  La  nulidad  del  título,  por  la  Ley  del  Notariado  y  arts.  1218  y  siguientes  del  mis- 
mo Código. 
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3o.  Cuando  el  deudor  no  hubiere  sido  citado  de  remate  con 
las  formalidades  prescritas  en  esta  ley  (1). 

4o.  Cuando  el  ejecutado  no  tuviere  el  carácter  ó  la  represen- 
tación con  que  se  le  demanda. 

.TXJBISPBÜDENCIA. 

El  hecho  de  reconocer  una  persona  sin'  capacidad  para  ello,  el  documen- 
to que  sirvió  de  base  á  la  ejecución  despachada,  podría  hacer  procedente  ^ue 
se  declarara  no  haber  lugar  á  dictar  sentencia  de  remate,  en  él  sentido,  única- 
mente, de  no  tener  fuerza  ejecutiva  el  documento  citado,  motivo  completa- 
mente distinto  al  que  constituye  la  ñdta  de  personalidad  en  que  se  basa  el 
recurso.  S.  ó  Agosto  1901. 

krt.  1466.  Del  escrito  de  oposición  del  ejecutado  se  dará  tras- 
lado á  la  parte  actora  por  el  término  preciso  de  cuatro  días,  entre- 
gándole los  autos  para  que  conteste  y  proponga  la  prueba  que  le 
convenga    (2). 

Se  acompañará  copia  de  este  escrito  para  entregarla  al  deman- 
dado. 

Trascurridos  los  cuatro  días,  se  recogerán  los  autos  sin  necesi- 
dad de  apremio,  empleándose  el  procedimiento  establecido  en  el 
art.  308. 

Árt.  14:67«  Presentada  la  contestación  ó  recogidos  los  autos 
en  ella  (3),  el  Juez  los  recibirá  á  prueba  por  el  término  de  10  días, 
comunes  á  las  partes,  cuando  alguna  de  éstas  lo  hubiere  solicitado. 

Durante  estos  10  días  se  practicarán  las  pruebas  propuestas  por 
ambas  partes  y  las  que  propongan  dentro  de  ellos,  si  el  Juez  las  es- 
timase procedentes,  acomodándose  para  su  ejecución  á  las  disposi- 
ciones establecidas  en  la  sección  5a.  del  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía. 

JURISPRUDENCIA. 

Son  improcedentes  é  inadmisibles  las  pruebas  que  no  se  refieren  á  las 
excepciones  alegables  en  juicio.  S,  ^  Oct  1896. 

Xrt.  1468.  El  término  de  prueba  no  podrá  prorrogarse  ni 
suspenderse  sino  de  conformidad  de  ambos  litigantes,  ó  si  el  Juez  lo 
estimare  necesario  por  haberse  de  practicar  la  prueba,  ó  parte  de 
ella,  fuera  del  lugar  en  que  se  siga  el  juicio.  En  este  caso  dictará 
auto  mandando  prorrogar  el  término  probatorio  por  los  días  que 
tarde  el  correo  en  llegar  al  pueblo  en  que  haya  de  practicarse  la 
prueba. 

JURISPRUDENCIA. 

£stá  bien  denegada  la  admisión  de  una  prueba  testifical  propuesta  dos 
días  antes  de  expirar  el  término  probatorio  en  un  juicio  ejecutivo,  porque, 
con  arreglo  al  párrafo  primero  del  art.  641  de  esta  ley,  el  señalamiento  para 
la  práctica  de  esa  prueba  debe  hacerse  con  tres  días  de  anticipación  por  lo 


(1)  Véase  la  sentencia  de  14  de  Abril  de  1885,  anotada  al  art.  1457  de  esta  Ley. 

(2)  Lia  ley  emplea  el  término preeúo  en  el  sentido  de  improrrogable. 

(3)  Debe  decir  tin  ella. 
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menos,  para  lo  cual  sería  necesario  ampliar,  contra  lo  dispuesto  en  esta  ley 
el  referido  término.  S,  16  Sept.  1902, 

Art.  1469.  Concluido  el  término  de  prueba,  sin  necesidad  de 
que  se  solicite,  mandará  el  Juez  que  se  unan  á  los  autos  las  practi- 
cadas, y  que  se  pongan  de  manifiesto  en  la  Escribanía  para  instruc- 
ción de  las  partes  por  el  término  de  cuatro  días  comunes  á  las  mis- 
mas. 

Art.  1470.  Trascurridos  dichos  cuatro  días,  el  Juez  llamará 
los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para  sentencia. 

Igual  providencia  dictará  cuando  no  deban  recibirse  á  prueba 
los  autos,  mandando  además  entregar  al  ejecutado  la  copia  del  es- 
crito del  actor. 

Si  dentro  del  día  siguiente  al  de  la  notificación  de  estas  provi- 
dencias lo  solicitare  alguna  de  las  partes,  señalará  día  para  la  vista 
dentro  de  los  seis  siguientes. 

Art*  1471*    Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  vista,  6 
de  cinco  si  no  la  hubií^re,  el  Juez  dictará  sentencia,  la  cual   conten 
drá  uno  de  los  tres  fallos  que  se  determinan  á  continuación: 

lo.  Seguir  la  ejecución  adelante,  expresando  la  cantidad  que 
ha  de  ser  pagada  al  acreedor. 

2o.     Ko  haber  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate. 

3o.     Declarar  la  nulidad  de  todo  el  juicio  ó  de  parte  de  él,  re- 
poniendo en  este  caso  los  autos  al  estado  que  tuvieran  cuando  se  co 
metió  la  falta. 

También  hará  las  declaraciones  que  procedan  sobre  las  excep- 
ciones alegadas;  y  si  alguna  de  estas  fuere  la  de  incompetencia,  y  la 
estimare  procedente,  se  abstendrá  de  resolver  sobre  las  demás  (1). 

Art.  1472.  En  el  primer  caso  del  artículo  anterior  se  impon- 
drán las  costas  al  ejecutado,  á  menos  que  habiendo  alegado  y  pro- 
bado alguna  de  las  causas  de  oposición  comprendidas  en  el  art. 
1464,  hubiere  consignado,  al  tiempo  de  formularla,  la  cantidad 
adeudada. 

En  el  segundo,  al  ejecutante. 

En  el  tercero,  cada  parte  pagará  las  causadas  á  su  instancia,  á 
no  ser  que  hubiere  méritos  para  imponerlas  á  una  de  ellas  por  ha- 
ber litigado  con  temeridadj  ó  por  vía  de  corrección  al  funcionario 
que  hubiere  dado  Jugará  la  nulidad  del  procedimiento. 

JURISPRUDENCIA. 

Las  costas  que  se  impongan  en  el  juicio  ejecutivo,  como  los  demás  ex- 
tremos de  la  sentencia  de  remate,  están  sujetas  á  lo  que  se  decida  en  juicio 
ordinario.  S.  4  Junio  1884. 

Art*  1473.  En  caso  de  apelación,  el  Tribunal  superior  podrá 
imponer  las  costas,  como  corrección  disciplinaria,  al  Juez  que,  con 
infracción  de  la  ley  y  por  error  inexcusable,  ajuicio  del  Tribunal, 

[1]  Para  la  meijor  inteligencia  de  este  artículo  consúltense  los  luminosos  comentarios 
del  8r.  José  María  Manresa,  expuestos  en  las  páginas  555  &  560,  tomo  5o.  de  su  monumen- 
tal obra  Comentarios  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
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hubiere  despachado  indebidameute  la  ejecución  ó  la  hubiere  negado 
siendo  procedente. 

Art.  1474.  Cualquiera  que  fuere  la  sentencia,  será  apelable 
en  ambos  efectos. 

•  Si  fuere  la  de  remate,  á  que  se  refiere  el  nám.  19  del  art.  1471, 
se  llevará  á  efecto  por  la  vía  de  apremio,  no  obstante  la  apelación, 
si  lo  solicitare  el  actor,  dando  fianza  para  responder  de  todo  k)  que 
perciba,  en  el  caso  de  que  por  ser  revocada  la  sentencia  esté  obli- 
gado á  devolverlo. 

Deberá  prestarse  dicha  fianza  á  satisfacción  del  Juez  dentro  de 
los  seis  días  siguientes  ala  notificación  de  la  providencia  admitien- 
do la  apelación,  y  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  recono- 
ce el  derecho,  exceptóla  personal  (1). 

Art.  1475«  Dada  la  fianza  y  admitida  por  el  Juez,  se  remiti- 
rán los  autos  originales  al  Tribunal  superior  con  emplazamiento  de 
las  partes,  quedando  en  el  Juzgado  testimonio  de  lo  necesario  para 
la  ejecución  de  la  sentencia, 

8i  el  Juez  no  estimare  soficiente  la  fianza,  deberá  completarse 
dentro  de  cuatro  dias. 

Trascurridos  los  términos  antedichos  sin  haberla  prestado  ó 
completado,  se  llevará  á  efecto  la  remisión  de  los  autos  al  Tribu- 
nal superior,  y  no  se  ejecutará  la  sentencia  hasta  que  sea  firme. 

Art.  1476*  Confirmada  la  sentencia  de  remate  por  el  Tribu- 
nal superior,  quedará  de  derecho  cancelada  la  fianza. 

En  ningún  caso  será  extensiva  á  las  resultas  del  juicio  declara- 
tivo que  pueda  promoverse  después. 

Art*  1477.  Las  sentencias  dictadas  en  los  juicios  ejecutivos 
no  producirán  la  excepción  de  cosa  juzgada,  quedando  á  salvo  su 
derecho  á  las  partes  para  promover  el  dedardtivo  sobre  la  misma 
cuestión. 

JURISPRUDENCIA. 

Después  del  juicio  ejecutivo  procede  entablar  el  ordinario,  no  para 
corregir  su  forma  sino  para  determinar  en  un  debate  más  amplio  el  derecho 
de  las  partes.  S.  ^9  Marzo  1884^  6  Marzo  y  U  Dic,  1891, 

Art.  1478.  En  los  juicios  ejecutivos  no  se  admitirán  otros  in- 
cidentes que  los  que  nazcan  de  las  cuestiones  de  competencia  ó  de 
acumulación  á  un  juicio  universal  (2). 

No  podrán  promoverse  las  cuestiones  de  competencia  después 
de  haberse  opuesto  el  deudor  á  la  ejecución. 

Procederá  la  acumulación  mientras  no  se  haya  hecho  pago  al 
acreedor,  salvo  lo  prevenido  en  los  artículos  165  y  166. 

JURISPRUDENCIA. 

Procede  rechazar  de  plano  la  demanda  propuesta  conio  incidente  á  un 
juicio  ejecutivo,  en  que  se  pide  la  nulidad  del  título  base  de  la  ejecución,  la 

[1]     Véafie  Nota  del  art.  1426  de  esta  Ley. 

[2j     Este  precepto  no  es  tan  absoluto  que  excluya  los  iucidentes  que  la  niisma  lev  au- 
toriza ó  se  derivan  de  sus  disposiciones,  a,  h  Dic.  1S90, 
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de  ésta,  en  cuanto  se  despachó  contra  los  bienes  del  demandante  y  la  de 
otros  actos  realizados  en  aquel  procedimiento  no  relativos  á  cuestiones  de 
competencia  6  acumulación  A  un  juicio  universal.  S,  SO  Agosto  1900. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Del  procedimiento  de  apremio 

Art.  1479.  Consentida  la  sentencia  de  remate  confirmada  i>or 
la  Audiencia,  ó  dada  la  fianza  en  el  caso  de  pedirse  su  ejecución 
cuando  se  haya  apelado,  se  hará  pago  inmediatamente  de  principal 
y  costas,  previa  tasación  de  éstas,  si  lo  embargado  fuere  dinero, 
sueldos,  pensiones,  6  créditos  realizables  en  el  acto.  (1) 

JURISPRUDENCIA. 

Para  los  efectos  de  la  casación  en  el  fondo,  la  vía  de  apremio  para  hacer 
efectiva  una  responsahilidad  pecuniaria,  es  uno  de  los  períodos  del  juicio 
ejecutivo.  S,  14  Nov,  1865, 

Art.  1480.  Si  fueren  valores  de  comercio  endosables  ó  títulos 
al  portador  emitidos  por  el  Gobierno  Supremo  ó  por  las  Socieda- 
des autorizadas  para  ello,  se  hará  su  venta  por  el  Agente  6  Corre- 
dor que  el  Juez  designe,  uniéndose  á  los  autos  nota  de  la  negocia- 
ción y  una  certificación  de  dicho  funcionario,  en  la  que  conste  ha- 
berse hecho  aquélla  al  cambio  corriente  en  el  día  de  la  venta. 

Eespecto  á  los  efectos  que  se  coticen  en  la  Bolsa,  la  elección  del 
Juez  deberá  recaer  en  uno  de  los  Agentes  de  la  misma,  y  donde  no 
lo  hubiere,  en  un  Corredor  de  Comercio. 

Art.  1481.  Si  fueren  muebles  los  bienes  embargados,  se  pro- 
cederá á  su  avalúo  i)or  peritos  nombrados  por  las  partes,  y  tercero 
en  su  caso  por  el  Juez,  á  no  ser  que  los  interesados  hubieren  fijado 
en  el  contrato  la  cantidad  por  que  en  su  caso  deberían  salir  á  pú- 
blica licitación. 

Art.  1482.  Del  nombramiento  de  perito  hecho  por  el  ejecu- 
tante se  dará  conocimiento  al  ejecutado  que  no  esté  en  el  caso  del 
artículo  siguiente,  previniéndole  que  dentro  de  segundo  día  nombre 
otro  por  su  parte,  bajo  apercibimiento  de  tenerle  por  conforme  con 
el  nombrado  por  aquél. 

Si  el  ejecutado  hiciere  el  nombramiento  en  el  acto  de  la  notifi- 
cación, el  actuario  lo  consignará  en  la  diligencia. 

Si  el  perito  nombrado  por  el  deudor  no  aceptare  el  cargo,  6  lo 
renunciare  antes  de  evacuarlo,  éste  último  será  requerido  para  que 
nombre  otro  en  igual  forma.  Si  este  segundo  nombramiento  recaye- 
re en  x)erito  que  tampoco  •  acepte,  ó  que  renuncie,  se  observará  lo 
que  dispone  el  artículo  siguiente. 

Art.  1483.  Cuando  el  ejecutado  cuyo  domicilio  no  sea  cono- 
cido haya  sido  declarado  en  rebeldía,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  art.  1460,  se  practicará  el  avalúo  por  el  perito  que  hubiere  nom- 
brado el  ejecutante. 


[1]    En  la  palabra  principal^  se  hallan  comprendidos  los  interesa. 
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Sólo  en  el  caso  de  que  hayan  de  avaluarse  bienes  itímnebles  6 
alhajas  de  importancia,  podrá  el  Jaez,  gfi  lo  estima  conveniente, 
nombrar  otro  perito  de  su  libre  elección  que  practique  con  aquél  el 
avalúo  (1), 

Art,  14S4.  En  el  caso  de  discordia,  se  hará  el  nombramien- 
to de  perito  tercero  en  la  forma  prevenida  en  el  art,  615. 

Este  perito  será  recusable  conforme  á  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos 618  y  siguientes. 

Art.  1485«  También  serán  aplicables  á  estos  casos  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  617,  626  y  628. 

Art.  1486»  Justipreciados  los  bienes,  se  mandará  sacarlos  á 
pública  subasta  por  término  de  ocho  días,  si  consistieren  en  frutos, 
seTñomentes  ó  muebles,  ó  de  20  si  fueren  alhajas  de  gran  valor,  fiján- 
dose edictos  en  loa  sitios  públicos  de  costumbre,  é  insertándolos  en 
los  periódicos  locales,  donde  los  hubiere,  con  expresión  del  día,  ho- 
ra y  sitio  en  que  haya  de  celebrarse  el  remate. 

Si  se  tratare  de  alhajas  de  gran  valor,  podrá  disponer  el  Juez 
que  se  publiquen  además  los  edictos  en  la  Gaceta  del  Gk)bierno  ge- 
neral. 

Art*  1487»  Cuando  los  bienes  embargados  pertenezcan  á  la 
clase  de  inmuebles,  ante»  de  procederse  á  su  avalúo,  se  acordará: 

lo.  Que  se  expida  mandamiento  al  Registrador  de  la  propie- 
dad para  que  libte  y  remita  al  Juzgado  certificación  en  que  consten 
las  hipotecas,  censos  y  gravámenes  á  que  estén  afectos  los  bienes,  6 
que  se  hallan  libres  de  cargas  (2). 

2o.  Que  se  requiera  al  deudor  para  que  dentro  de  seis  ,  días 
presente  en  la  Escribanía  los  títulos  de  propiedad  de  las  fincas  (8). 

Art.  1488*  ^  de  la  certificación  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad resultaren  gravados  los  bienes  con  segundas  ó  posteriores 
hipotecas  no  canceladas,  se  hará  saber  á  los  acreedores  que  se  ha- 
llen en  este  caso  él  estado  de  lá  ejecución  pa;ra  que  intervengan  en 
el  avalúo  y  subasta  de  los  bienes  si  les  conviniere.  (4) 

Art.  148d*  He<iha  la  notificación  prevenida  en  el  artículo 
anterior,  seguirá  su  curso  el  procedimiento  de  apremio  sin  hacer 
otra  alguna  á  los  acreedores  á  que  el  mismo  se  refiere. 

Si  éstos  se  personaren  en  los  autos  antes  del  avalúo  por  sí  6  por 
medio  de  Procurador,  tendrán  derecho  á  nombrar  á  su  costa  un 
perito  que,  con  los  nombrados  por  el  ejecutante  y  el  ejecutado, 
practique  el  justipretíio  de  la  finca  ó  fincas  hipotecadas. 

En  este  caso  se  les  notificará  también  la  providencia  en  que  se 
fije  el  día  para  el  remate, 


(1)  BlJaez  es  Arbitro  dé  apreciar  ^  valor  ó  importancia  de  las  alhajas  &  los  efectos 
del  último  párrafo  de  este  artículo. 

(2)  Esta  certificación  debe  comprender  todo  el  período  de  instalación  del  Registro. 
M,  <0. 11  Mayo  1888. 

<S)  Cuando  se  ignore  el  domicilio  del  deudor,  procede  hacer  este  requerimiento  por 
medio  de  edicto. 

^4;  lia  disposición  de  este  artículo  queda  cumplida  con  notificarles  &  los  segundos 
hipotecarios  el  estado  del  jprocedlmiento  y  la  providencia  en  que  se  íije  el  día  para  el  re- 
iTiate  si  se  hubieren  presentado.  S.  16  "¡áayo  i898. 
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Art.  1490«  Presentados  los  títulos  i)or  el  deador,  se  formará 
con  ellos  ramo  separado  y  se  comunicará  al  ejecutante  para  que 
manifieste  si  los  encuentra  suficientes  ó  proponga  la  subsanación 
de  las  faltas  que  en  ellos  notare. 

Art.  1491.  Si  el  ejecutado  no  hubiere  presentado  los  título» 
dentro  del  pla¿o  señalado  en  el  núm.  2o*  del  art.  1487,  podrá  el 
Juez  emplear  los  apremios  que  estime  conducentes  para  obligarle  á 
que  los  presente,  6  mandar  que  se  libre  certificación  de  lo  que  res- 
pecto á  ellos  resulte  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  en  sil  caso  tes- 
timonio  de  las  escrituras  conducentes. 

Cuando  esto  no  diere  resultado,  ó  no  existieren  títillos  de  do- 
minio, podrá  suplirse  stí  falta  pot  los  medios  establecidos  en  la  ley 
hipotecaria  repectiva  (1). 

iodo  esto  se  practicará  á  itistancia  del  Secutante  y  á  costa  del 
ejecutado. 

Art.  1492«  Mientras  se  practican  las  diligencias  prevenidas 
en  el  artículo  anterior,  y  después  de  practicado  en  sil  caso  lo  que 
ordena  el  art.  1488,  se  procederá  al  avallo  de  los  bienes  en  la  forma 
establecida  en  los  artículos  1481  y  siguientes,  sí  lo  solicitare  el 
acreedor. 

En  el  caso  de  que  por  haber  hecho  uso  los  acreedores  con  se- 
gunda hipoteca  del  derecho  que  les  concede  el  ait.  1489  ñiesen  tres 
los  peritos,  se  estará  al  voto  de  la  mayoría  para  designar  el  valor 
de  los  bienes* 

Art.  1493.  Hecho  el  avaluó,  y  luego  que,  á  juicio  del  actor, 
estén  corrientes  los  títulos  de  propiedad  6  se  haya  suplido  su  falta 
en  la  forma  posible^  se  sacarán  los  bienes  á  pública  subasta  por 
término  de  20  días  del  modo  prevenido  en  el  art.  1486. 

En  este  caso  se  publicarán  también  los  edictos  en  la  Oucetu  del 
Grobierno  general  cuando  el  Juez  lo  estime  conveniente  por  la  im- 
portancia de  los  bienes,  y  en  todo  caso  en  el  Soletin  Oficial  de  la 
provincia  donde  lo  haya. 

Art*  1494 «  Se  expresará  también  en  los  edictos  que  los  tí- 
tulos de  propiedad  de  los  bienes  estarán  de  manifiesto  en  la  Escri- 
banía para  que  puedan  examinarlos  los  que  quieran  tomar  parte  en 
la  subasta,  previniéndose  además  que  los  licitadores  deberán  con- 
formarse con  ellos  y  que  no  tendrán  derecho  á  exigir  ningunos  otros* 

Después  del  remate  no  se  admitirá  al  rematante  ninguna  recla- 
mación por  insuficiencia  ó  defectos  de  los  títulos. 

Art.  1495.  A  instancia  del  acreedor  podrán  sacarse  los  bie- 
nes á  pública  subasta  sin  suplir  previamente  la  falta  de  títulos  de 
propiedad,  expresando  en  los  edictos  esta  circunstancia. 

En  tal  caso  se  observará  lo  prevenido  en  la  regla  b2b.  de  lo9 
artículos  IJfi  y  1S9  resfpectivamewte  del  Reglamento  para  la  ejecución 
de  la  ley  hipotecaria  de  Cuba  6  de  Puerto  Rico  (2). 

(1)  Véase  tít.  XIV  Ley  Hipotecaria  y  regla  4  del  Reglamento  para  su  ^ecución. 

(2)  La  referencia  de  este  último  párrafo  corresponde  hoy  á  la  regla  6a.  del  art  92  del 
Reglamento  para  la  ejecución  de  la  nueva  Ley  Hipotecaria. 
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Art.  1496*  Antes  de  verificarse  el  remate  podrá  el  deudor 
librar  sus  bienes  pagando  principal  y  costas;  después  de  celebrado 
quedará  la  venta  irrevocable, 

Art.  1497,  En  los  remates  de  bienes  muebles  é  inmuebles  no 
se  admitirán  posturas  que  no  cubran  les  dos  terceras  partes  del 
avalúo. 

Podrán  hacerse  á  calidad  de  ceder  el  remate  á  un  tercero, 

Art.  1498*  Para  tomar  parte  en  la  subasta  deberán  los  licí- 
tadores  consignar  previamente  en  la  mesa  del  Juzgado,  6  en  el  es- 
tablecimiento destinado  al  efecto,  una  cantidad  igual  por  lo  menos 
al  10  por  100  efectivo  del  valor  de  los  bienes  que  sirva  de  tipo  para 
la  subasta,  sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidos. 

Se  devolverán  dicbas  consignaciones  á  sus  respectivos  dueños 
acto  continuo  del  remate,  excepto  la  que  corresponda  al  mejor  pos- 
tor, la  cual  se  reservará  en  depósito  como  garantía  del  cumplimien- 
to de  su   obligación,  y  en  su  caso  como  parte  del  precio  de  la  venta. 

Art.  1499.  £U  ejecutante  podrá  tomar  parte  en  la  subasta  y 
mejorar  las  posturas  que  se  hicieren,  sin  necesidad  de  consignar  el 
depósito  prevenido  en  el  artículo  anterior 

Art.  1500,  Cuando  los  bienes  sean  inmuebles  y  estén  situa- 
dos fuera  del  partido  judicial  en  que  se  siga  el  juicio,  á  instancia 
de  cualquiera  de  las  partes  podrán  celebrarse  simultáneamente  la 
subasta  y  remate  en  ambos  Juzgados,  expresándolo  así  en  los 
edictos. 

También  jHMlrá  el  Juez  acordar  la  doble  y  simultánea  subasta, 
aunque  no  lo  hayan  solicitado  las  partes,  cuando  á  su  juicio  lo  re- 
quieran la  importancia  ó  circunstancias  especiales  de  los  bienes. 

Art.  1501.  El  acto  del  remate  será  presidido  por  el  Juez, 
con  asistencia  del  actuario  y  del  subalterno  del  Juzgado  que  haya 
de  anunciarlo  al  público.  Se  dará  principio  leyendo  la  relación  de 
los  bienes  y  las  condiciones  de  la  subasta.  Se  publicarán  las  postu- 
ras que  se  admitan  y  las  mejoras  que  se  vayan  haciendo,  y  se  ter- 
minará el  acto  cuando,  por  no  haber  quien  mejore  la  última  postu- 
ra, el  Juez  lo  estime  conveniente. 

Acto  continuo  se  anunciará  al  público  el  precio  del  remate  y 
el  nombre  del  mejor  postor,  cuya  conformidad  y  aceptación  se  con- 
signarán en  el  acta,  que  firmará  con  el  Juez,  actuario  y  subalterno, 
y  las  partes  si  concurriesen. 

Art.  1502.     No  habiendo  postor,  quedará  al   arbitrio  del  eje- 
cutante pedir  que  se  le  adjudiquen  los  bienes  por  las  dos   terceras 
partes  de  su  avalúo,  6  que  se  saquen  de  nuevo  á  pública   su\>astaL, 
con  rebaja  del  25  por  100  de  la  tasación. 

Esta  segunda  subasta  se  anunciará  y  celebrará  en  igual    foriust 
que  la  anterior. 

Art,  1503,     Si  en  ella  tampoco   hubiere  Ucitadores,    el     aetor 
podrá  pedir,  ó   la  adjudicación   de  los   bienes  por  las  dos    t^x-^s/eTas 
partes  del  precio  que  hubiere  servido  de  tipo  para  esta  segixix^^  ^^. 
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bajita,  ó  que  se  le  entregaen  en  admiuistiración  para,  aplicar  sos  pro- 
ductos al  pago  de  los  intereses  y  extinción  del  capital. 

En  este  caso  cesará  la  administración  judicial  que  se  hubiere 
C/Onstituido  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1448. 

Art.  15Ü4»  No  conviniendo  al  ejecutante  ninguno  de  los  dos 
medios  expresados  en  el  artículo  que  precede,  podi4  pedir  que  se 
celebre  una  tercera  subasta  sin  sujeción  á  tipo. 

En  este  caso,  si  hubiere  postor  que  ofrezca  las  dos  terceras  par- 
tes del  precio  que  sirvió  de  tipo  para  la  segunda  subasta,  y  qae 
iicepte  las  condiciones  de  la  misma,  se  aprobará  el  remate. 

Si  no  llegase  á  dichas  dos  terceras  partes,  con  suspensión  de  la 
aprobación  del  remate,  se  hará  saber  el  precio  ofrecido  al  deudor, 
el  cual,  dentro  de  los  nueve  días  siguientes,  podrá  pagar  al  acree- 
dor librando  los  bienes,  ó  presentar  persona  que  mejore  la  postura, 
haciendo  el  depósito  prevenido  en  el  art.  1498. 

Trascurridos  los  nueve  días  sin  que  el  deudor  haya  pagado  ni 
mejorado  la  postura,  se  aprobará  el  remate  mandando  llevarlo  á 
efecto. 

Art.  1505.  Cuando  dentro  del  término  expresado  se  haya 
mejorado  la  postura,  el  Juez  mandará  abrir  nueva  licitación  entre 
Ips  dos  postores,  señalando  día  y  hora  en  que  hayan  de  comparecer 
con  este  objeto,  y  adjudicará  la  finca  al  que  hiciere  la  proposición 
más  ventajosa. 

Si  el  primer  postor,  en  vista  de  la  mejora  hecha  por  el  segun- 
do, manifestare  que  renuncia  á  la  finca,  se  prescindirá  de  la  prác- 
tica de  la  diligencia  acordada  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  15()6.  Si  en  la  tercera  subasta  se  hiciere  postura  admi- 
sible en  cuanto  al  precio,  pevo  ofreciendo  pagar  á  plazos,  ó  alteran- 
do alguna  otra  condición,  se  hará  saber  al  acreedor,  el  cual  podrá 
pedir  en  los  nueve  dias  siguientes  la  adjudicacióp  de  los  bienes, 
conforme  al  art.  1503,  y  si  no  hace  uso  de  este  derecho,  se  aproba- 
rá el  remate  en  los  términos  ofrecidos  por  el  postor. 

Art.  13()7«  Fuera  de  los  casos  á  que  se  refieren  los  tres  ar- 
tículos anteriores,  verificado  el  remate  en  cualquiera  de  las  subas- 
tas, lo  aprobará  el  Juez  en  el  mismo  acto,  mandando,  si  fueren  bie- 
nes muebles  ó  semovientes^  que  se  entreguen  al  comprador,  previa 
la  consignación  del  precio  dentro  de  tercero  día. 

A  dicho  fin  se  dai*á  la  oportuna  orden  al  depositario,  y  se  hará 
constar  en  los  autos  la  consignación  del  precio  y  la  entrega  de  los 
bienes,  cuyo  recibo  firmará  el  comprador. 

Art.  1508.  Cuando  los  bienes  sean  inmuebles,  se  aprobará  el 
remate  en  el  mismo  acto.  Si  se  hubiere  celebrado  doble  subasta,  se 
adjudicarán  al  mejor  postor  luego  que  se  reciban  las  diligencias 
practicadas  para  el  remate  en  el  otro  Juzgado. 

Si  resultaren  iguales  las  dos  posturas,  se  abrirá  nueva  licita- 
ción entre  los  dos  rematantes  ante  el  Juez  que  conozca  de  los  autos^ 
á  cuyo  fin  señalará  el  día  y  hora  en  que  hayan  de  comparecer,  y 
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^idjudicará  los  bienes  al  que  ofrezca  mayor  precio,  devolviendo  al 
otro  el  depÓ8Íto  que  hubiere  constituido. 

Art.  1509.  Aprobado  el  remate,  el  actuario  practicará  liqui- 
dación de  las  cargas  que  afecten  á  los  inmuebles  vendidos,  rebajan- 
do del  precio  solamente  el  capital  de  censos  y  demás  cargas  perpe- 
tuas (1). 

Esta  liquidación  se  comunicará  por  tres  días  á  cada  una  de  las 
partes  y  al  comprador;  y  en  vista  de  lo  que  expongan,  el  Juez  la 
aprobará  sin  más  trámites,  ó  mandará  hacer  las  rectificación^  que 
procedan. 

Art.  1610.  En  la  misma  providencia  en  que  se  apruebe  la  li- 
quidación de  cargas  se  mandará  al  comprador  que  dentro  de  un  bre- 
ve termino,  que  no  podrá  exceder  de  ocho  días,  consigne  el  precio 
que  resulte  de  la  liquidación. 

Art.  1511*  Si  el  comprador  no  consignare  el  precio  en  el  pla- 
zo señalado  ó  por  su  culpa  dejare  de  tener  efecto  la  venta,  se  proce- 
derá á  nueva  subasta  en  quiebra,  quedando  dicho  postor  responsa- 
ble de  la  disminución  del  precio  que  pueda  haber  en  el  segundo  re- 
mata, y  de  las  costas  que  se  causaren  con  este  motivo. 

Art.  1512.  Ck>nsignado  el  precio,  se  hará  saber  al  deudor  que 
dentro  de  tercero  día  otorgue  la  escritura  de  venta  á  favor  del  com- 
prador (2). 

Si  no  lo  verifica  ó  no  pudiera  verificarlo  por  estar  ausente,  de- 
clarado en  rebeldía  ó  por  cualquiera  otra  causa,  el  Juez  otorgará 
de  oficio  dicha  escritura. 

Art.  1513.  Otorgada  la  escritura,  se  entregarán  al  compra- 
dor los  títulos  de  propiedad  y  se  pondrán  los  bienes  á  disposición 
del  mismo,  dándose  para  ello  las  órdenes  necesarias. 

Si  lo  solicitase  el  compra4or,  se  le  dará  á  conocer  como  duefío 
á  las  personas  que  el  mismo  designe  ó  se  le  pondrá  en  posesión  de 
los  bienes. 

Art.  1514*  Si  la  ejecución  se  hubiere  despachado  á  instan- 
cia de  un  segundo  ó  tercer  acreedor  hipotecario,  el  importe  de  los 
créditos  hipotecarios  preferentes  de  que  responda  lá  finca  vendida 
se  consignará  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto,  y  el  resto  se 
entregará  sin  dilación  al  ejecutante,  si  notoriamente  fuera  inferior 
á  su  créditp  ó  lo  cubriere  (3). 

Si  excediere,  se  le  hará  entrega  del  .capital  é  intereses,  y  hecha 
y  aprobada  la  tasación  de  costas  y  la  liquidación  que  proceda,  se  le 
abonará  lo  demás  que  tenga  derecho  á  percibir.  El  remanente  que- 
dará á  disposición  del  deudor,  á  no  ser  que  se  hallare  retenido  judi- 

[1]  Esta  diligencia  se  practicará  con  vista  de  la  certlflcaclón  del  Registro  que  deber& 
obrar  en  los  autos.  Si  no  esUsten  cargas,  no  procede  practicarla. 

[2]  No  es  necesario  el  otorgamiento  de  escritura  cuando  los  bienes  se  adjudican  a. 
acreedor,  bastando  para  su  inscripción  el  testimonio  del  auto  de  adjudicación.  ResoL 
de  la  Direc.  Oral,  délos R.  de 90  Dic.  188S, 

[8j  "Cuando  se  subaste  la  finca  ft  instancia  de  un  segundo  6  posterior  acreedor  hipo- 
tecario ó  de  acreedores  comunes,  se  declarará,  sin  efecto  tal  subasta  si  no  se  ofirece  cantidad 
suflciente  ^ara  pagar,  con  los  intereses  que  consten  en  el  Registro,  todos  los  créditos  ante- 
riormente inscritos."  p,  Uo,  arL   lt8  Ley  HipotecarioL 
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cialmente  para  el  pago  de  otras  deudas  ó  que  pesen  otras  responsa- 
bilidades sobre  el  inmueblet 

JURISPRUDENCIA. 

No  se  infringe  este  artículo  si  en  la  sentencia  recurrida  no  se  niega  el 
derecho  que  tenga  el  acreedor  hipotecario  para  entablar  tercería  con  objeto 
de  que  se  reconozca  la  preferencia  de  su  crMito,  sino  que  se  afirma  tan  solo 
que  no  tiene  necesidad  de  entablarla.    S.  ^0  Abril  1901, 

Art.  1515.  Guando  se  hubiere  despachado  la  ejecución  en 
virtud  de  títulos  al  portador  con  hipoteca  inscrita  sobre  la  finca 
vendida,  si  existieren  otros  títulos  con  igual  derecho,  se  prorratea- 
rá entre  todos  el  valor  líquido  de  la  venta  entregando  al  ejecutante 
lo  que  lé  corresponda,  y  depositándose  la  parte  correspondiente  á 
los  demás  títulos  hasta  su  cancelación,  para  la  cual  ^o<2rá  (1)  em^ 
picarse  el  procedimiento  establecido  en  los  artículos  96  y  90  respec- 
tivamente de  la  ley  hipotecaria  de  cada  una  de  las  islas  de  Ouba  y  de 
Puerto  Bico, 

Xvt.  1516»  En  los  casos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos 
anteriores,  se  cancelarán  á  instancia  del  comprador  las  inscripción 
nes  de  las  hipoteces  á  que  estuviere  afecta  la  finca  vendida,  expi- 
diéndose para  ello  mandamiento,  en  el  que  se  exprese  que  el  impor' 
te  de  la  venta  no  fué  suficiente  para  cubrir  el  crédito  del  ejecutante, 
y  en  su  caso  haberse  consignado  el  importe  del  crédito  del  primer 
acreedor,  ó  el  sobrante  si  lo  hubiere,  á  disposición  de  los  intere- 
tados. 

JURISPRUDENCIA, 

Vendida  judicialmente  una  finca  en  virtud  de  ejecución  establecida  i)or 
segundos  6  posteriores  hipotecarios,  y  no  consignado  el  importe  de  loe  créü- 
tos  preferentes,  no  procede  la  cancelación  de  gravámenes  afectos  á  La  tinca 
vendida.  Resol,  de  4  Marzo  1803, 

No  alcanzando  el  precio  de  la  venta  del  inmueble  afecto  al  crédito  hipo* 
tecario  reclamado  para  cubrir  éste,  procede  la  cancelación  de  loe  gravanie^ 
nes  posteriores,  pero  no  de  loe  anteriores,  salvo  el  caso  de  pago  ó  consigna- 
ción de  su  importe.  MesoU  del  P,  del  T,  Supremo  14  Agosto  1902, 

Art.  1517.  En  el  caso  de  haberse  adjudicado  la  finca  aleje- 
cútante  en  pago  de  su  crédito,  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  hi- 
potecas  anteriores  á  la  suya,  y  también  de  las  posteriores  si  el  pre* 
ció  de  la  venta  fuere  suficiente  para  cubrirlas.  Si  no  bastare,  podrá 
ser  cancelada  la  inscripción  de  las  últimas  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  artículo  anterior  (2). 

Art.  1518.  Sin  estar  reintegrado  completamente  el  ejecutan- 
te del  capital  é  intereses  de  su  crédito  y  de  todas  las  costas  de  la 
ejecución,  no  podrán  aplicarse  las  sumas   realizadas  á  ningún  otro 

[11  Hoy  deberá  emplearse  el  procedimiento  A  que  se  refiere  el  \fá\\/o  y  que  regula  el 
art  82  de  la  vigente  L»ey  Hipotecaria  que  ha  sustituido  &  los  96  y  90  citados  por  el  artículo 
anotado. 

[2j  Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  la  hipoteca  legal  preferente  que  tiene  el  Munici- 
pio para  el  cobro  de  las  dos  últimas  anualidades  veocid^  y  no  pagadas,  de  los  iinpue8tx)« 
qvje  graviten  sobre  los  bienes  vendidos. 


I 


861 

objeto  que  no  haya  sido  declarado  preferente  por  ejecutoria,    salvo 
lo  prevenido  en  los  artículos  1514  y  1515  (1). 

En  ningún  caso  tendrán  prelación  las  costas  causada^  para  la 
defensa  del  deudor  en  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1519.  En  el  caso  de  que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
artículo  1503,  el  acreedor  hubiere  optado  por  la  administración  de 
las  fincas  embargadas,  el  Juez  mandará  que  se  le  haga  entrega  de 
ellas  bajo  el  correspondiente  inventario,  y  que  se  le  dé  á  reconocer  á 
las  personas  que  el  mismo  acreedor  designe,  acreditándolo  todo  en 
los  autos. 

Art.  1520.  El  acreedor  y  el  deudor  podrán  establecer  por 
medio  de  acuerdos  particulares  las  condiciones  con  que  el  primero 
ha  de  administrar  las  fincas  embargadas,  y  la  forma  y  época  en  que 
ha  de  rendir  cuenta  de  Sus  productos. 

Si  no  lo  hicieren  así,  se  entenderá  que  las  fincas  han  de  Ser  ad- 
ininistradas  según  la  costumbre  del  país,  debiendo  el  acreedor  ren- 
dir cuenta  anual  de  sus  productos. 

En  este  caso,  si  las  fincas  fueren  rústicas,  podrá  el  deudor  in- 
tervenir las  operaciones  de  la  recolección  por  sí  ó  por  medio  de 
apoderado. 

Art.  1521.  De  la  cuenta  presentada  por  el  acreedor  se  dará 
vista  al  ejecutado  por  término  de  15  días;  y  de  los  reparos  que  éste 
hiciere,  copia  á  aquél  para  que  dentro  del  término  de  nueve  días 
manifieste  si  está  ó  no  conforme  con  ello. 

Art.  1522.  Si  no  estuviere  conforme,  el  Juez  convocará  al 
acreedor  y  al  ejecutado  ajuicio  verbal  para  dentro  de  tercero  día, 
en  cuyo  acto  admitirá  los  pruebas  pertinentes  que  propusieren,  fijan- 
do para  practicarlas  el  término  que  estime  prudencial,  siempre  que 
üo  exceda  de  10  días. 

Del  resultado  de  las  pruebas  se  entenderá  la  correspondiente 
acta,  uniéndose  á  los  autos  los  documentos  que  las  partes  presen- 
taren. 

Art.  1523.  Trascurrido  el  término  de  prueba,  el  Juez  dicta* 
rá  sentencia  dentro  de  quinto  día,  en  la  cual  resolverá  lo  proceden- 
te sobre  la  aprobación  ó  rectificación  de  la  cuenta  presentada  por  el 
acreedor. 

Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos^ 
Art.  1524.    Todas  las  demás  cuestiones  que  puedan  surgir  en- 
tre el   acreedor  y  el  ejecutado)  con   motivo  de  la  administración 
de  las  fincas  embargadas,   se  sustanciarán  por  los  trámites  estable- 
cidos para  los  incidentes.  ^ 

Art.  1525.  Cuando  el  ejecutante  se  haya  hecho  pago  de  su 
crédito,  intereses  y  costas  con  el  producto  de  las  fincas,  volverán 
éstas  á  poder  del  ejecutado. 


11]  "El  acreedor,,  salvo  pacto  en  contrario,  estft  obligado  á.  pagar  las  contribuciones 
y  cargas  que  pesen  sobre  la  finca.  Lo  está  asimismo  &  hacer  los  gastos  necesarios  para  su 
conservación  y  reparación.  Se  deducirán  de  los  frutos  las  cantidades  uue  emnlee  en  nno 
tt  otro  objetoi^'    ArL  18»  C  Oivü.  ^  f      cu  «uu 


krt,  1526.  E\  ejecutado  p.)dr¿  en  cualquier  tiempo  pügar  lu 
que  reste  de  su  deuda,  segdn  fl  último  eu^do  de  cneutii  presentada 
por  el  acreedor,  en  cuyo  caso  será  aquél  repuesto  i u mediatamente 
eu  la  poBe&iÓD  de  sus  ñocas,  y  cesará  éste  eu  la  admiuistraeión,  siíi 
perjuicio  de  rendir  su  cuenta  general  en  los  15  días  siguicütes  y  de 
las  demás  reclamaciones  á  que  uno  y  otro  se  creitu  con  deret^ho. 

Arl.  1527.  El  acreedor  podrá  cesar  en  la  administración  de 
las  fincas  cuando  lo  crea  couv^euiente,  y  pedir  que  se  saquen  dé 
nuevo  á  pública  subasta  ¡Hir  el  precio  que  resulte,  reb:^andu  el  25 
por  100  del  avalúo  (l);y  si  no  hubiere  postor,  que  se  le  adjudiquen 
por  las  dos  terceras  partes  de  su  valor  en  lo  que  sea  necesario  para 
completar  el  pago,  deducido  lo  que  hubiere  percibido  á  cuenta. 

Art.  1528.  Cuando  la  ejecución  se  haya  dirigido  contra  bie- 
nes especialmente  hipotecados,  y  fiíer.v  pacto  expreso  del  contrato 
que  el  acreedor  pued^  encargarse  de  la  administración  de  los  mis- 
mos en  tanto  que  se  verifica  la  venta,  el  actor  podrá  pedir  que  se 
le  ponga  en  posesión  de  ellos. 

El  Juez  accederá  á  esta  pi-etensióu  sin  audiencia  del  deudor,  si 
resaltare  dicho  pacto  de  la  escritura  de  préstamo  ó  de  otra  adicio- 
nal, sin  peijuicio  de  continuar  el  jnicio  ejecutivo  á  instancia  del 
acreedor. 

Serán  aplicables  ó  este  caso  las  disposiciones  de  los  artículos 
1519  y  siguientes. 

Art.  1529.  Todas  las  apelaciones  que  sean  procedentes  eu  la 
vía  de  apremio  del  juicio  ejecutivo  serán  admitidas  eu  un  sólo 
efecto. 

So  se  comprenderán  en  esta  disposición  las  de  los  incidentes 
indicados  en  el  art  1524,  ni  los  demás  que  se  sustancien  en  pit^^a 
separada  6  que  no  tengan  relacú'tn  c«n  la  venta  de  bienes  y  el  pa^o 
al  acreedor. 

Complemento. — PRocEDimENTo  sumario  hipotfxjabio  (2). 

Ley  Sipotecaria  de  14^  de  Julio  de  1893. 

Art.  127.  En  la  escritura  de  hipoteca  se  hará  constar  et 
precio  en  que  tasan  la  finca  los  contratantes,  para  que  sirva  de 
tipo  á  la  única  subasta  qne  se  debe  celebrar,  en  el  caso  de  que, 
vencido  el  plazo  del  jirésbamo,  no  conste  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad et  pago  de  dicho  préstamo  (3). 

Art.  128.     Las  diligencias  judiciales  previas  de  la  subasta  con  - 

te  avalúo  ea  el  realliodo  en  el  Juicio  ^ecutlyo. 

procedlmlcnUianmaHaregiiliidopor  lu  algente  Le;  HlpotefmrU  7  m  i^Ib- 
1  haoerefcetivoel  derechoas^uradu  i-oD  blputec»,  M  reauce  á  ana  modlflcK- 
lucfdB  en  eljiílcio  ejecutivo  para  dicho  caso  eapeclal  en  que  «e  hn  creído  occe- 
revlBclOn  do  alguoos  tramiten  c«n  el  fia  de  üicltltarl»  prmttLClilD  de  e<4>lUUe8 
dad  Inmueble,  y  comoeeu  modlücaclim  no  altera  de  modoalguao  la  natura  le- 
10  donde  en  deterinluado  caso  ae  efectúa,  no  ha;  razún  para  estimar  quo  dlcbo 
into  esta  excluido  del  precepto  eeneral  consignado  en  el  art.  leeZdela  Ley  de 
lento  Civil  que  llmilA  el  recurso  de  easacIAn  en  loa  Juicios  cJecnUvo*.   Avío  it 

M  contratantes,  no  Invalida  los  efec- 
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sistirán  en  la  presentación  por  el  acreedor  de  un  escrito  al  Juzga- 
do ó  Tribunal  competente  del  lugar  eu  que  radiquen  los  bienes, 
acompañado  de  la  eseritui-a  de  préstamo  con  la  nota  de  inscripción 
y  de  una  certificación  del  Eegisti*ador  de  la  Propiedad  que  declare 
no  constar  en  sus  libros  cancelado  el  gi^avámen  hipotec<u*io  á  la 
terminación  del  plazo. 

Se  requerirá  al  deudor  de  pago  si  residiere  en  el  lugar  en  que 
radica  la  finca  y  se  supiere  sn  domicilio;  bastará  eu  otro  caso  que 
se  requiera  al  que  se  halle  al  frente  de  la  finca  en  cualquier  concep- 
to legal,  á  fin  de  que  ponga  en  conocimiento  del  dueño  la  reclama- 
ción. 

A  los  treinta  días  de  este  requerimiento  se  publicarán  los 
edictos  en  la  Gaeeta  de  la  isla  correspondiente,  con  expresión  del 
estado  de  los  títulos  de  propiedad,  celebrándose  la  subasta  á  los 
veinte  días  de  la  publicación.  No  habiendo  postor,  podrá  el  ejecu- 
tante pedir  que  se  le  adjudiquen  los  bienes,  respondiendo  de  toda-s 
las  cargas  anteriores  si  las  hubiere. 

Cuando  se  subaste  la  finca  á  instancia  de  un  segundo  ó  poste- 
rioi  acreedar  hipotecario  ó  de  acreedores  comunes,  se  declarará  sin 
efecto  tal  subasta  si  no  se  ofrece  cantidad  suficiente  para  pagar,  con 
los  intereses  que  consten  en  el  Registro,  todos  los  créditos  ante- 
riormente inscritos.  Podrán  celebrarse,  á  costa  de  los  ejecutantes 
que  lo  pidan,  las  subastas  posteriores  que  convengan  á  sus  intere- 
res,  siempre  que  acrediten  por  certificación  del  Registro  que  no  han 
sido  aún  pagados. 

La  finca  ejecutada  no  responde  de  las  costas  que  se  causen,  á 
no  constar  inscrita  en  el  Registro  la  cantidad  indispensable  para 
esta  atención. 

En  el  Reglamento  para  la  ejecución  de  esta  ley  se  determinaráh 
los  demás  pormenores  á  que  ha  de  ajustarse  este  sumario  procedi- 
miento. 

Art.  129.  Si  antes  de  que  el  acreedor  haga  efectivo  su  derecho 
sobre  la  finca  hipotecada  pasare  ésta  á  manos  de  un  tercer  posee- 
dor, se  entenderán  directamente  con  éste  todas  las  diligencias  pre- 
venidas en  el  artículo  anterior,  como  subrrogado  en  la  personalidad 
del  deudor. 

Art.  130.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  precedentes  será 
igualmente  aplicable  al .  caso  en  que  deje  de  pagarse  una  parte  del 
capital  del  crédito  ó  de  los  intereses,  cuyo  pago  deba  hacerse  en 
plazos  diferentes,  si  venciere  alguno  de  ellos  sin  cumplir  el  deudor 
su  obligación,  y  siempre  que  tal  estipulación  conste  inscrita  en  el 
Registro. 

Art.  131.  Si  para  el  pago  de  alguno  de  los  plazos  del  capital 
ó  de  los  intereses  fuere  necesario  enajenar  la  finca  hipotecada,  y  aun 
quedaren  por  vencer  otros  plazos  de  la  obligación,  se  verificará  la 
venta  y  se  transferirá  la  finca  al  comprador  con  la  hipoteca  corres- 
pondiente á  la  parte  del  crédito  que  no, estuviere  satisfecha,  la  cual, 
con  los  intereses,  se  deducirá  del  precio. 
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Si  el  comprador  no  qnisáere  la  ñnca  con  esta  carga,  se  deposi- 
tará sa  importe  con  los  intereses  que  le  correspondan,  para  que  sea 
pagado  el  acreedor  al  vencimiento  de  los  plazos  pendientes. 

ArL  132.  Se  considerará  también  como  tercer  poseedor,  para 
los  efectos  del  art.  129,  el  qoe  hubiere  adquirido  solamente  el 
usnfracto  ó  el  dominio  útil  de  la  finca  hipotecada,  ó  bien  la  propie- 
dad ó  el  dominio  directo,  qaedando  en  el  deudor  el  derecho  corre- 
lativo. 

Si  hubiere  más  de  un  tercer  poseedor,  por  hallarse  en  una  per- 
sona la  propiedad  ó  el  dominio  directo,  y  en  otra  el  usufructo  ó  el 
dominio  útil,  se  entenderá  el  requerimiento  con  quien  se  halle  al 
frente  de  la  finca. 

Art.  133.  No  se  suspenderá  en  ningún  caso  el  procedimiento 
ejecutivo  por  las  reclamaciones  de  un  tercero,  si  no  estuvieren  fun- 
dadas en  un  título  anteriormente  inscrito,  ni  por  la  muerte  del  deu- 
dor ó  del  tercer  poseedor,  ni  por  la  declaración  de  quiebra,  ni  por 
el  concurso  de  acreedores  de  cualquiera  de  ellos. 

BegiaimetUo  Mpoleeario  de  18  de  JuUo  de  189S, 

Art.  168.  Vencido,  en  todo  ó  en  parte,  un  crédito  hipoteca- 
rio, ó  sus  intereses,  el  procedimiento  para  su  cobro,  en  cnanto  se 
dirija  tan  sólo  contra  los  bienes  gravados  con  la  hi{>oteca,  se  ajus- 
tará á  las  disposiciones  de  los  artículos  128  y  siguientes  de  \á  ley  y 
á  las  de  este  Reglamento,  completadas  en  la  forma  que  el  mismo 
señala  iM>r  las  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba,  Puerto  Bi- 
eo  ó  Filipinas  respectivamente. 

Art.  169.  Con  el  escrito  inicial  del  procedimiento  se  han  de 
presentar: 

Primero.  Los  comprobantes  de  la  personalidad,  incluso  los  que 
acrediten  el  mandato  del  Procurador,  cuando  no  gestione  por  sí  el 
mismo  acreedor  ó  su  legal  representante. 

Segundo.  El  títnlo  ó  los  títulos  del  crédito  con  nota  de  su  ins- 
cripción y  con  las  formalidades  qae  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
exige  para  autorizar  mandamiento  de  ejecución  (1). 

Tercero.  Certificación  del  B^istrador  de  la  propiedad  de  fe- 
cha posterior  á  la  del  vencimiento  de  la  obligación,  que  declare  no 
constar  cancelado  el  gravamen  hipotecario,  ni  hallarse  pendiente  de 
cancelación,  s^ún  el  Diario.  También  deberá  contener  esta  certi- 
ficación copia  literal  de  las  inscripciones  de  cualesquiera  otros  cen- 
sos, hipotecas  y  demás  gravámenes  á  que  estén  afectos  los  bienes 
hipotecados,  asá  como  de  las  de  transmisión  de  dichos  bienes  á  fák- 
vor  de  teroero& 

Este  oertifiGado  no  podrá  ser  de  fecha  anterior  en  más  de  quin- 
ce días  á  la  presentación  de  la  demanda. 

El  escrito  á  que  se  refiere  este  articulo,  autorizado  siempre  coa 

(1)  El  tnoloinarrito  no  puede  menos  de  Uenar  1m  fbrmAlidMleB  qae  exige  la  ley  úe 
Kqjaieiainienlo  civil  para  aatoríxar  mandamienlo  de  ^jecación.  Moreü.  LegistacUM  /R- 
poteearia  de  r'ttnoMar. 
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firma  de  Letrado,  enamerará  los  hechos  y  las  razones  jurídicas  de- 
terminantea  de  la  certeza,  la  subsistencia  y  la  exigibilidad  del  cré- 
dito y  de  la  competencia  del  Juzgado;  señalará  categóricamente  las 
cantidades  ciertas  cobradas  en  concepto  de  intereses  ó  á  cuenta 
del  capital  de  la  deuda,  expresando  también  la  cuantía  liquida  de 
la  reclamación  que  por  el  sólo  acto  de  iniciar  el  procedimiento 
contraerá  el  acreedor,  sujetándose  á  indemnizar  cuantos  daños  y 
perjuicios  irrogare  al  deudor  ó  á  terceros  interesados  por  malicia  ó 
negligencia  en  la  fiel  exposición  de  los  hechos  y  las  circuqstancias 
que  ha  de  apreciar  el  Juez  para  autorizar  el  procedimiento  y  para 
continuarlo  (1). 

Art.  170.  El  Juez  examinará  el  escrito  y  los  documentos 
que  lo  instruyan,  y  si  considera  cumplidos  los  requisitos  legales, 
sin  más  trámites,  dictará  auto,  mandando  requerir  á  los  que,  según 
Ja  certificación  del  Registro,  estuvieren  en  posesión  de  los  bienes 
hipotecados,  ora  los  conserve  el  deudor,  ora  se  hayan  transmitido  á 
t-ercero  en  todo  ó  en  parte,  para  que  dentro  de  treinta  días  verifi- 
quen el  pago  de  la  suma  reclamada  con  las  costas,  si  también  estu- 
viesen hipotecariamente  garantidas,  bajo  apercibimiento  de  proce- 
derse  á  la  subasta  de  los  bienes  hipotecados. 

Guando  el  Juez  no  considere  cumplidos  dichos  requisitos,  de- 
negará también  por  medio  de  auto,  en  este  caso  apelable  en  ambos 
efectos,  el  requerimiento  solicitado. 

Será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  radiquen  todos  los 
bienes  hipotecados,  sin  que  se  admita  sumisión  en  contrario.  Cuan- 
do los  bienes  hipotecados  radiquen  en  distintos  distritos  judiciales, 
será  competente  aquél  de  entre  ellos  al  cual  constare  hecha  expresa 
sumisión  en  la  escritura,  y  en  defecto  de  tal  sumisión,  el  del  lugar 
en  donde  radique  el  inmueble  de  mayor  valor,  ó  cualquiera  de  los 
varios  inmuebles  de  mayor  valor,  si  lo  tuvieren  igual  dos  ó  más  en  la 
escritura.  Si  ésta  fué  inscrita  con  anterioridad  a  la  ley  y  no  expre- 
sa el  valor  de  las  fincas,  se  atenderá  á  la  cuantía  de  la  responsabi- 
lidad hipotecaria  distribuida  entre  ellas. 

Art.  171.  Cuando  tedos  los  bienes  hipotecados  estén  en  ma- 
nos de  un  sólo  poseedor,  según  la  certificación  del  Eegistro,  el  re- 
querimiento de  pago  se  entenderá  con  él  en  su  domicilio  si  reside 
en  el  término  municipal  donde  radique  alguno  de  dichos  bienes. 
Esto  mismo  se  practicará  respecto  de  cada  cual  de  los  poseedores 
de  los  distintos  bienes,  cuando  fueren  varios.  Cuando  alguno  de 
los  que  hayan  de  ser  requeridos  de  pago  no  residiere  en  término 
municipal  donde  radique  alguno  de  los  bienes,  el  requerimiento  se 
eutienderá  con  la  persona  que  se  halle  al  frente  de  la  finca  en  cual- 
quier concepto  legal,  á  fin  de  que  lo  ponga  sin  dilación  en  conoci- 
miento del  dueño.    Si  la  finca  estuviese  abandonada,  de  modo  que 


(1>  Es  muy  corriente  en  la  práctica  forense  la  omisión  en  el  escrito  del  último  requi- 
nto exigido  por  este  aitículo,  dando  ello  lu^ar  A  que  los  Jueces  no  decreten  el  requerir 
iniento  iiasta  tanto  no  se  cumpla  con  aquél. 

Cuando  el  poder  no  contenga  facultad  expresa  para  r>frccer  la  IndemniKacidn  de  da- 
ños y  pe]:)ulcioAf  deberá  el  mandante  ratiHcar  el  escrito. 
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nadie  la  tenga  á  su  cargo,  el  requerimiento  se  entenderá  con  la  Au- 
teridad  municipal  administrativa  del  pueblo,  con  igual  encargo  de 
comunicarlo  al  deudoi*. 

Cuando  el  dominio  de  algunos  inmuebles  hipotecados  estuviese 
dividido  por  hallarse  en  una  persona  la  propiedad  ó  el  dominio  di- 
recto, y  en  otra  el  usufructo  ó  el  dominio  útil,  para  el  requerimien- 
to se  reputará  poseedor  en  nombre  de  todos  al  que  se  hallare  en- 
cargado de  la  finca,  6  á  quien  en  ella  haga  sus  veces. 

Si  alguna  persona  á  quien  se  deba  requerir  de  pago  figura  en 
la  certificación  del  Eegistro  como  poseedora  de  varios  bienes  hipo- 
tecados y  el  requerimiento  se  ha  de  evacuar  con  el  encargado  ó  la 
Autoridad  municijjal,  se  atenderá  tan  sólo  al  inmueble  que,  entre 
los  poseídos  por  la  misma  persona,  conste  en  la  escritura  con  mayor 
valor  ó  á  cualquiera  de  los  que,  teniéndole  igual,  superen  el  valor 
de  los  demás.  En  deteieto  de  evaluación,  se  atenderá  á  la  cuantía 
de  la  responsabilidad  hipotecaria. 

Cuando  quiera  que  el  requerimiento  de  pago  no  se  evacué  en' 
el  domicilio  de  aquél  á  quien  el  pago  incumba,  ni  tampoco  se  en- 
tienda con  apoderado  ó  arrendatario  que  tenga  á  su  cargo  la  finca, 
se  publicará  además  por  medio  de  edictos,  que  se  insertarán  en  la 
Gaceta  de  la  isla  correspondiente,  y  en  tal  caso,  el  término  de 
treinta  días  empezará  á  contarse  desde  la  publicación  en  dicho  pe- 
riódico oficial. 

Cuando  en  las  certificaciones  del  Eegistro  de  la  propiedad  cons- 
ten los  domicilios  de  las  personas  interesadas  en  las  responsabilida- 
des que  se  hubieran  inscrito  después  del  derecho  del  actor,  el  Juez 
mandará,  á  la  vez  que  el  requerimiento  de  pago,  qué  se  intente  la 
notificación  del  auto  á  dichfis  personas  interesadas  en  aquellos  do- 
micilios si  en  ellos  fueren  habidas. 

Art.  172.  .  Expirado  el  plazo  del  requerimiento  sin  que  el  deu- 
dor haya  consignado  la  suma  ó  pi'esentado  la  escritura  pública  de 
cancelación,  con  la  nota  de  presentación  en  alguno  de  los  Registros, 
en  donde  se  haya  de  tomar  razón  de  ella,  ó  certificación  del  Regis- 
trador de  quedar  cancelada  la  hipoteca  en  virtud  de  la  cual  se  pro- 
ceda, mandará  el  Juez,  á  instancia  del  actor,  que  se  pongan  en  pú- 
blica subasta  los  bienes  hipotecados  por  término  de  veinte  días,  fi- 
jándose edictos  en  los  sitios  públicos  de  costumbre  del  lugar  en  que 
se  siga  el  procedimiento  y  del  en  que  los  bienes  radiquen,  6  inser- 
tándose én  la  Gaceta  de  la  isla,  con  expresión  de  los  títulos  de  pro- 
piedad, según  la  inserción  que  de  ellos  contengan  los  documentos 
anejos  al  primer  escrito.  En  la  Escribanía  estarán  de  manifiesto  los 
autos  y  los  demás  títulos  que  el  actor  hubiere  creído  conveniente 
aportar.  Se  entenderá  que  todo  lieitador  acepta  como  bastante  la 
titulación. 

Estos  edictos  señalarán  el  día,  hora  y  sitio  del  remate,  y  servi- 
rán también  para  hacer  saber  la  subasta  á  los  acreedores  que  tengan 
inscritos  ó  anotados  sus  derechos  sobre  los  bienes  con  posterioridad 
al  del  ejecutante,  y  con  los  cuales  no  hubiere  tenido  efecto  la  notifi- 
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cación  que  prescribe  el  párrafo  final  del  art.  171,  debiendo  expresar- 
se, al  efectx),  los  nombres  de  estos  interesados,  según  resulten  de  la 
certiñeación  del  Eegistro,  para  que  puedan  concurrir  á  la  subasta 
si  les  conviniere. 

Cuando  el  justiprecio  de  los  bienes,  convenido  en  el  título  del 
crédito  en  cuya  virtud  se  proceda,  supere  la  cuantía  de  las  respon- 
sabilidades preferentemente  aseguradas  con  los  bienes,  aquél  se  ex- 
presará en  los  edictos  como  tipo  para  la  subasta.  Cuando  las  res- 
ponsabilidades preferentes  sean  más  cuantiosas,  su  importe  total  se- 
rá el  tipo  mínimo  de  la  subasta. 

Para  determinar  el  impoi-te  de  las  responsabilidades  preferen- 
tes, capitalizará  el  Juez  el  de  los  censos  y  las  demás  cargas  perpe- 
tuas que  tengan  prelación,  las  cuales  quedarán  á  cargo  del  compra- 
dor y  se  rebajarán  del  precio,  consignándose  en  los  edictos  esta  cir- 
cunstancia. 

Entre  las  responsabilidades  de  cuya  liquidación  trata  el  párra- 
fo anterior,  se  incluirán,  á  instancia  del  actor,  los  descubiertos  ga- 
rantizados con  hipoteca  legal  á  favor  de  la  Hacienda  pública  6  de 
los  aseguradores  y  las  cantidades  que  el  ^ctor  mismo  hubiere  de- 
semból^bdo  para  extinguir  estos  descubiertos. 

La  subasta  se  verileará  en  la  forma  prevenida  para  el  juicio 
ejecutivo;  pero  cuaudo  las  dos  terceras  partes  del  tipo  marcado  en 
los  edictos  no  excediere  de  la  cuantía  de  las  responsabilidades  pre- 
ferentes, esta  cuantía  señalará  el  mínimo  de  las  posturas  admisibles. 

No  habiendo  postor  en  esta  primera  subasta,  podrá  el  ejecutan- 
te x)edir  que  se  le  adjudiquen  los  bienes  por  el  menor  tipo  que  hu- 
biera podido  admitirse  á  un  rematante,  según  el  párrafo  anterior, 
respondiendo  de  todas  las  cargas  anteriores  y  debiendo  consignar  el 
exceso  que  acaso  resulte,  cubierto  su  crédito.  Este  exceso  se  entre- 
gará á  quien  corresponda,  depositándolo  el  Juez  á  disposición  del 
mismo  en  el  establecimiento  público  destinado  al  efecto,  si  no  que- 
dare entregado  dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la  consignación. 

Si  el  ejecutante  no  pidiere  la  adjudicación,  podrá  solicitar  que 
se  pongan  de  nuevo  los  bienes  hipotecados  en  pública  subasta  con 
rebaja  del  25  por  100  del  tipo  fijado  en  la  primera,  con  tal  que  es- 
ta i'edueción  deje  cubiertos  los  créditos  anteriores.  Para  ello  deberá 
presentar  el  actor  nueva  certificación  del  Registro,  expresiva  de  que 
su  hipoteca  no  ha  sido  cancelada,  si  hubiese  estado  suspenso  el  pro- 
cedimiento por  más  de  seis  meses.  Esta  subasta  se  verificará  en'  la 
misma  forma  que  la  primera,  pudiendo  admitirse  posturas  que  cu- 
bran los  dos  tercios  del  precio  reducido,  siempre  que  cubran  los 
créditos  preferentes  al  del  actor.  También  podrá  éste  pedir  la  adju- 
dicación, en  las  condiciones  expresadas,  si  la  segunda  subasta  que- 
dare desierta  en  todo  ó  en  parte. 

No  produciendo  remate  ni  adjudicación  la  segunda  subasta, 
podrán  celebrarse  otras  á  instancia  del  actor,  llenando  éste  en  su 
caso  el  requisito  que  se  expresa  en  los  párrafos  precedentes,  por  el 
precio  irreductible  equivalente  á  los  créditos  preferentes.    También* 
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podrá  pedirse  en  tal  caso  la  adjadieación  por  este  mismo  precio, 
con  obligación  de  cubrir  dichas  cargas  á  su  vencimiento,  subrro- 
gándose  respecto  de  ellas  en  el  lugar  del  deudor. 

Art..  173.  Si  verificada  cualquier  subasta  en  que  hubieren 
sido  admisibles  posturas  iguales  á  los  créditos  preferentes  al  del 
actor  no  se  remataren  los  bienes,  ni  se  solicitare  la  adjudicación 
dentro  de  los  diez  días  siguientes,  quedará  terminado  y  sin  ulte- 
rior curso  el  expediente  y  á  salvo  el  derecho  del  ejecutante  para 
demandar,  por  los  procedimientos  declarativos  ó  ejecutivos  cx)mu- 
nes,  el  cobro  de  su  crédito,  con  las  costas  del  expediente  sumario, 
contra  toda  clase  de  bienes  de  las  pei*sonas  responsables. 

Art.  174.  Vendida  ó  adjudicada  la  finca  hipotecada,  y  con- 
signado en  su  caso  el  precio  correspondiente,  se  otorgará  de  oficio 
la  escritura  de  traspaso  ó  el  acta  de  adjudicación  por  el  Juzgado, 
en  representación  del  dueño  de  los  bienes  hipotecados,  si  éste  no 
(H)mparece  espontáneamente  á  otorgarla  el  día  que  se  señale,  que 
stu'á  el  más  pi^óximo  posible,  y  seguidamente  se  pondrá  en  posesión 
judicial  al  nuevo  dueño,  si  lo  solicitare. 

Vendida  ó  adjudicsída  la  finca  y  aplicado  el  producto  en  la  for- 
ma procedente,  se  practicarán  las  cancelaciones  que  correspondan 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  Hipotecarias  y  de  Enjuiciamien- 
to civil.  Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  demás  derechos  y 
acciones  que  los  acreedores  postergados,  ó  no  satisfechos  totalmen- 
te, puedan  ejercitar  contra  el  deudor. 

Art.  175.  Los  procedimientos  sumarios  á  que  se  refiere  esta 
Sección  no  podrán  suspenderse  por  medio  de  incidentes  ni  por  otro 
alguno,  á  instancia  del  deudor,  del  tercer  poseedor,  ni  de  ningún 
otro  que  se  presente  como  interesado,  salvo  en  los  siguientes  casos: 

lo.  Si  se  justificare  documentalmente  la  existencia  de  un  pro- 
cedimiento criminal  por  falsedad  del  título  hipotecario  en  cuya  vir- 
tud se  proceda,  en  que  se  haya  admitido  querella  ó  dictado  auto  de 
procesamiento. 

2o.  Si  se  interpusiere  una  tercería  de  dominio,  acompañando 
inexcusablemente  con  ella  título  de  propiedad  de  la  finca  de  que  se 
trate,  inscrito  á  favor  del  tercerista  con  fecha  anterior  á  la  inscrip- 
ción del  crédito  del  ejecutante  y  no  cancelado  en  el  Registro. 

3o.  Si  se  presentare  certificado  del  Registrador,  expresivo  de 
quedar  cancelada  la  hipoteca  en  virtud  de  la  cual  se  proceda,  6 
copia  auténtica  de  la  escritura  publica  de  cancelación  de  la  misma, 
con  la  nota  de  presentación  de  alguno  de  los  Registros  en  donde  se 
haya  de  tomar  razón  de  ella,  otorgada  por  el  actor  ó  por  sus  cau- 
santes ó  causahabientes,  acreditándose  también  documentalmente  el 
título  de  transmisión  en  su  caso. 

En  el  primer  caso,  subsistirá  la  suspensión  hasta  que  termine 
la  causa  criminal,  pudiéndose  reanudar  entonces  el  procedimiento 
si  no  quedase  declarada  la  falsedad. 

En  el  segundo  caso,  subsistirá  hasta  el  término  del  juicio  de 
tercería. 
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En  el  caso  tercero,  el  Juez  convocará  á  las  partes  á  una  com- 
parecencia, debiendo  mediar  cuatro  días  desde  la  citación:  oirá  á 
IspS  partes,  admitirá  los  documentos  que  presenten,  y  acordará  en 
forma  de  auto  lo  que  estime  proe^ente  dentro  de  segundo  día. 

Será  apelable  en  ambos  efectos  este  auto  cuando  ordenare  la 
RUspensión. 

Todas  las  demás  reclamaciones  que  puedan  formular,  así  el 
deudor  como  los  terceros  poseedores  y  los  demás  interesados,  inclu- 
so las  que  versaren  sobre  nulidad  del  título  ó  de  las  actuaciones,  ó 
sobre  vencimiento,  certeza,  extinción  ó  cuantía  de  la  deuda,  se  ven- 
tilarán en  el  juicio  plenario  que  corresponda,  sin  producir  nunca  el 
efecto  de  suspender  ni  entorpecer  el  procedimiento  ejecutivo.  La 
competencia  para  conocer  de  este  juicio  declarativo  se  determinará 
por  las  reglas  ordinarias. 

Al  tiempo  de  interponer  la  demanda,  según  el  párrafo  prece- 
dente, ó  durante  el  curso  del  pleito,  podrá  solicitarse  que  se  asegu- 
re la  efectividad  de  la  sentencia,  con  retención  del  todo  ó  una  parte 
de  la  cantidad  que  por  el  procedimiento  ejecutivo  deba  entregarse 
al  ejecutante.  El  Juez  decretará  esta  retención  en  vista  de  los  docu- 
mentos que  se  presenten,  si  estima  bastante  las  razones  que  se  ale- 
guen. Si  el  ejecutante  afianza  á  satisfacción  del  Juez  la  cantidad 
que  estuviese  mandada  retener  á  las  resultas  del  juicio  declarativo, 
se  alzará  la  retención.  Si  el  que  solicitare  esta  medida  no  tuviere 
solvencia  notoria  y  suficiente,  el  Juez  deberá  exigirle  previa  y  bas- 
tante garantía  para  responder  de  los  intereses  de  demora  y  del  re- 
sarcimiento de  cualesquiera  otros  dafíos  y  perjuicios  que  puedan 
ocasionarse  al  acreedor. 

Los  acreedores  que  tengan  inscrito  su  derecho  con  anteriori- 
dad á  la  ley  vigente  podrán  optar  por  este  procedimiento  sumario; 
mas  cuando  los  títulos  de  sus  créditos  no  expresen  la  conformidad 
del  deudor  con  un  precio  determinado  para  la  subasta,  habrán  de 
acreditar  esta  conformidad,  consignada  en  documento  público,  ó 
pedir  el  justiprecio,  con  arreglo  ála.ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pa- 
ra preparar  el  anuncio  de  la  subasta;  entendiéndose  siempre  aplica- 
bles las  reglas  de  está  Sección,  que  señalan  el  tipo  mínimo  para 
salvaguardar  las  responsabilidades  preferentes.  Las  diligencias  para 
el  nombramiento  de  perito  se  practicarán  al  verificarse  el  requeri- 
miento de  pago  y  se  entenderán  con  las  mismas  personas  con  quie- 
nes aquél  deba  formalizarse. 

Si  durante  la  sustanciación  del  expediente  pasare  la  finca  ó  al- 
guna de  las  fincas  hipotecadas  á  manos  de  otro  poseedor,  éste,  acre- 
ditando la  inscripción  de  su  título,  podrá  pedir  que  se  le  exhiban 
los  autos  en  la  Escribanía,  y  el  Juez  lo  acordará,  sin  paralizar  el 
curso  del  expediente,  entendiéndose  con  él  las  diligencias  ulterio- 
res, como  subrrogado  en  el  lugar  del  C/ausante. 

Art.  176.  Contra  las  resoluciones  judiciales  en  estos  procedi- 
mientos sumarios,  podrá  interponer  el  ejecutante  los  recursos  ordi- 
narios de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  cuando  no  se  disponga  otra 
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cosa  en  esta  Seccióu.  Los  recursos  de  las  demás  personas  por  cual- 
quier concepto  interesadas,  nunca  suspenderán  ni  entorpecerán  el 
curso  del  procedimiento  ejecutivo  que  esta  Sección  regula,  salvo  los 
c^sos  de  suspensión,  taxativamente  marcados  en  la  Sección  misma. 
Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  vigentes 
en  Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas,  serán  aplicables  á  estos  procedi- 
mientos como  supletorias,  en  cuanto  no  se  opongan  á  lo  prescrito 
en  la  Hipotecaria  y  en  el  presente  Begiamento. 

SECCIÓN   TERCERA 


De  las  tercenas 

Art.  1539.  Las  tercerías  habrán  de  fundarse,  ó  en  el  dominio 
de  los  bienes  embargados  al  deudor,  ó  en  el  derecho  del  tercero  á 
ser  reintegnado  de  su  crédito  con  preferencia  ai  acreedor  ejecu- 
tante  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

No  fundándose  realmente  la  tercería  en  el  dominio  de  ios  bienes  embar- 
gados, sino  que  este  derecho  se  hace  depender  de  la  nulidad  de  do6  escritu- 
ras y  actos  en  los  cuales  han  intervenido  otras  personas  distintas  de  lad  que 
son  parte  en  el  ejecutivo;  declaración  de  nulidad  que  se  pretende  dentro  de 
la  tercería,  alterando  así  la  naturaleza  y  objeto  de  esta  clase  de  juicios  inci- 
dentales, la  Sala  sentenciadora  al  negar  tai  pretensión  no  ha  infringido  el 
art.  1530  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  8.  16  Enero  1900. 

Aplica  rectamente  este  artííiulo  la  sentencia  que  declara  sin  lugar  una 
tercería  en  la  que  el  tercerist^i  ai  deducirla,  hace  constar  que  no  discute  ni 
niejra  el  derecho  preferente  del  ejecutante  y  si  sólo  que  debe  concurrir  á  co- 
brar conjuntamente  con  él.  H,  S  Agosto  1902 

Art.  1531.  Podrán  deducirse  en  cualquier  estado  del  juicio 
ejecutivo. 

Si  la  tercería  fuere  de  dominio,  no  se  admitirá  después  de  otor- 
gada la  escritura  ó  consumada  la  venta  de  los  bienes  á  que  se  refie- 
ra, 6  de  su  adjudicación  en  pago  y  entrega  al  ejecutante,  quedando 
á  salvo  el  derecho  del  tercero  para  deducirlo  contra  quien  y  como 
corresponda. 

Si  fuere  de  mejor  derecho,  no  se  admitirá  después  de  realizado 
el  pago  al  acreedor  ejecutante. 

JURISPRUDENCIA. 

La  tercería  procede  desde  el  momento  en  que  se  causa  el  embargo  de  la 
cosa  cuyo  dominio  ó  prelación  se  pretende,,  hayase  ó  no  anotado  aquél  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  porque  la  tercería  se  dirige  contra  la  provi- 
dencia que  decreta  el  embargo,  de  la  que  sólo  es  una  consecuencia  la  anota- 
ción.  *S'.  10  Oct  1889. 


(1)  Se  da  en  el  foro  el  nombre  de  tercería  &  la  oposición  que  hace  6  reclamactóu  que 
deduce  un  torcer  litigante  en  iulcio  pendiente  ya  entre  otros  intonísados,  y  el  de  tercer 
opositor^  al  que  deduce  esa  reciainaclón.  Manreaa, 


Art«  1632*  Lbb  deaiaiMlas  de  tercena  do  suspendeiáo  el  cur- 
so del  juicio  ^ecntívo  del  qae  sean  íncideDcia. 

Se  snstanciaráD  en  pieea  reparada  por  los  tramites  del  juicio 
declarativo  que  corresponda  á  su  cuautía,  conforme  á  lo  {Mieveuiílo 
«n  el  art.  487. 

Art.  1633.  Cuando  sea  de  dominio  la  tercería,  hxisgo  que  en 
<il  juicio  ^ecutivo  recaiga  sentencia  arme  de  remate,  se  suspenderá 
el  procedimiento  de  apremio  respecto  de  los  bienes  á  que  se  reñeink 
hasta  la  decisión  de  aqnélla. 

Art.  1¿34«  Si  la  tercería  fuere  de  m<^'or  derecho,  se  continua- 
rá el  procedimiento  de  apremio  hasta  realixar  la  venta  de  los  bie- 
nes emhai^gados,  y  su  importe  se  depositará  eu  el  establecimiento 
destinado  al  efecto  para  hacer  pago  á  los  acreedores  por  el  orden  de 
preferencia  que  se  determine  eu  la  sentencia  del  juicio  de  tercería^ 

Art*  15S&.  Con  la  demanda  de  tercería  delira  presentarse  el 
título  en  que  se  funde,  sin  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso. 

No  infitinge  el  art.  1535  de  la  ley  de  finJuieiamieBto  ékvÚ  ni  la  doctrina 
«stablecida  en  las  Mentenelas  de  S  de  Junio  y  28  de  Septiembre  de  1886,  la 
Sala  seutenciadoia  que  declara  sin  lugar  una  üemauda  de  tercería  de  mejor 
derecho  deducida  sin  acompañar  documento  alguno;  en  cuanto  ¿ü  articulo 
mencionado,  porque  en  t^minoe  claros  y  precisos  dispoiie  que  con  la  de- 
manda de  tercería  deberá  presentare  el  documento  en  que  se  ñinde,  y  que 
8in  este  requisito  no  ae  le  dé  cuno;  y  en  cuanto  á  las  sentenciai*  ínvcxsadas 
porque,  en  los  casos  á  que  las  mismas  se  r^eren^  ñieron  presentados  docu- 
mentos privados  y  copias  simples  de  escrituras,  no  habiéiid<jse  declarado  en 
ellas,  por  otra  parte,  que  no  haya  que  presontar  documento  alpino,  antes 
bien,  el  mismo  Tribunal  que  las  dictó  ha  deelarado  *H|ne  si  bien  oonfonne  < 
la  jurisprudencia  establecida,  no  es  preciso  que  el  dtieumen  to  ^ue  debe  s^ 
presentado  constituya  prueba  acabada  del  derecho  del  tercerista,  siendo 
por  ello  admisibles  durante  el  juicio  las  diligencias  de  prueba  encaminadas 
*^Á  robustecerlo,  no  se  sigue  de  esto  que  para  dar  cunio  ú  las  d^nandas  baste 
^'cualquier  documento,  aunque  no  sea  el  título  requerido  por  la  ley,  4  reser- 
^'va  de  probar  en  eí  pleito  los  derechos  alegados  por  ^  demandante,  pues  16- 
^^os  de  haberse  sancionado  esa  regla  que  constituiría  una  violación  maní- 
''^fiesta  d^  artículo  1535,  se  ha  reputado  confitan  temen  te  precisa  la  presenta- 
^'ción  del  documento  demostrativo  de  la  existmcia  del  dominio  ó  del  crMi- 
*^,  según  fuese  la  índole  de  la  tercería,  por  ser  esa  prueba  preconstituída 
^'baae  neeesuia  de  esa  dase  de  juicios."    Senis.  t9  Abrii  1901  y  t6  Nw,  1902. 
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No  debe  dañe  curso  4  la  donanda,  ni,  por  tanto,  admitirse  y  sustanciar- 
se la  tercería  pivmovida,  cuando  no  invoca  en  realidad  el  promovente  el 
carácter  de  acreedor  dd  ejecutado,  sino  de  otia  penona  extraSa  al  procedí- 
miento  ejecutivo,  respecto  de  la  eiúd  ni  loe  derechos  que  tenga  el  promoven- 
te, ni  tampoeo  los  de  día  sobre  los  bienes  embargados  á  otro,  se  pueden  dis- 
cutir, ni  son  materia  propia  de  resolución  en  d  juicio  de  tercnfa  de  mejor 
derecho.  &  26  de  Nov,  190t. 

Art.  15S6.  No  se  permitirá  en  ningún  caso  ¡segunda  tercería^ 
ya  sea  de  dominio^  ya  de  preferencia,  que  se  funde  en  títulos  ó  de- 
rechos que  poseyera  el  que  la  interponga  al  tiempo  de  formular  la 
primera. 

La  oposición  que  por  esta  causa  se  hagaá  la  admiÁón  de  la  de- 
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« 

miuida  podrá  siistaociarse  por  los  trámites  establecidos  para  las  ex- 
cepciones dilatorias,  y  si  se  accediere  á  ella,  será  condenado  en  las 
costas  el  que  hubiere  deducido  la  tercería* 

JURISPRUDENCIA. 

Si  bien  la  Sala  senteneiadoiH  ha  apreciado  erróneamente,  la  verdadera 
8ij^nificación  del  artículo  158B,  invocado  eii  el  tercer  motivo  del  recurso,  pues 
-  las  d^^undas  tercerías  á  <]|ue  el  mismo  se  refiere  y  las  cuales  prohibe,  son  las 
4iue  versan  r^pecto  ft  bienes  que  anteriormente  hayan  sido  objeto  de  una 
tercería  y  se  basen  en  títulos  6  derechos  que  poseyera  el  que  interpone  la  se- 
gunda tercería  al  tiempo  de  formular  la  primera,  lo  cual  no  sucede  en  el  pre- 
senté caso  en  el  que  lo  que  motivó  la  deducida  tíltímamente  fué  él  jK)8terior 
embar^  de  bienes  distintos  de  los  de  la  anterior,  es  Ineficaz  el  error  mencio- 
nado para  el  efecto  de  que  deba  dedanurse  con  lugar  el  recurso,  porque  ajus- 
tándose á  derecho  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  dicho  motivo  resulta 
únicamente  dirigido  contra  un  Considemndo  y  no  contra  la  resolución  del 
Tribunal  sentenciador.  S.  fO  Abril  1901. 

•  .  •  -  »       •  . 

Art.  1537»  Las  tercerías  se  sustanciarán,  con  el  ejecutante  y 
ejecutado,  sirviendo  de  emplazamiento  para  este  juicio  la  entrega 
de  las  copias  de  la  demanda  y  de  los  documentos. 

Ambos  deberán  contestar  á  la  demanda  dentro  del  término  co- 
rrespondiente, á  contar  desde  lá  entrega  de  dichas  copias;  y  si  no  lo 
verífícan  ni  se  personan  en  autos,  se  tendrá  aquélla  por  contestada 
respecto  del  que  se  baile  en  esste  caso,  siguiéndose  el  juicio  en  su  re- 
beldía (1). 

Art.  IoS8.  El  ejecutado  que  haya  sido  declai-ado  en  rebeldía 
en  el  juicio  ejecutivo  seguirá  con  el  mismo  carácter  en  el  de  terce- 
ría; pero  si  fuese  conocido  su  domicilio,  se  le  notiñcará  el  traslado 
de  la  demanda  entregándole  las  copias. 

Art.  1539.  Si  el  ejecutante  y  el  ejecatado  se  allanaren  á  la 
demanda  de  tercería,  el  Juez  sin  más  trámites  llamará  los  autos  á  la 
vista,  con  citación  de  las  partes,  y  dictará  sentencia. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando  ambos  dejaren  de  contestar  á  la 
demanda. 

Dicha  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos. 

JURISPRUDENCIA, 

Bi  bien  este  artículo  equipara  al  aHananiiaito  la  no  contestación  del  ge- 
cútante  y  ejecutado  á  la  demanda  de  tercería,  no  previene  que  necesariamen- 
te ae  dicte  \sí  senteucia  concediendo  lo  pedido,  puesto  que  no  ordona  eñ.  qué 
términos  ó  sentido  debe  ser  dictada,  y  sí  sólo  que  para  dictaila  se  traigan  ios 
autos  a  la  vista  con  citación  de  ])artes;  por  lo  cual  aunque  por  virtud  del 
allanamiento  pudieía  proceder  que  se  resolvieni  en  sentido  uv<mible  a  las 
pretensiones  del  tert'erista,  cuando  así  no  se  leeNielvev  como  dicho  artículo 
es  de  orden  procesal,  su  infRiceión  uo  motiva  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley.    ^.  tt;  Abril  1901, 

Art.  I&IO.  8i  se  hubieren  embargado  ó  embaigaren.  bienes 
no  comprendidos  en  la  tercería  de  dominio^  podrán  continuarse 
contra  ellos  los  proeeilimientos  de  apremio,  no  obstante  la  tercería, 
entregándose  su  importe  al  ejecutante  á  cuenta  de  su  crédito. 

(1 }    X#  tenr«rfa  «apone  cxisUMcieia  de  tres  persoiMis  mmplrtainratr  -i^*T*'irtrn 
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Art«  1541.  Las  disposiciones  de  esta  sección  serán  aplicables 
á  las  tercerías  qne  se  interpongan  en  los  procedimientos  para  la  eje- 
cución de  sentencias,  y  en  cualquiera  otro  jnicio  ó  incidente  en  que 
se  proceda  por  embargo  y  venta  de  bienes. 

TITULO  XVI 
Del  procedimiento  de  apremio  en  negocios  de  oa^net-eio 

Art,  1542*  La  vía  de  apremio  en  I09  negocios  de  comercio  se 
ejercitará  ante  los  Juzgados  de  primera  instancia  contra  los  deudo- 
res de  las  clases  siguientes; 

lo.  Los  consignatarios  á  quienes  sean  entregadas  las  merca- 
derías, ó  cualquiera  otra  persona  que  las  hubiere  recibido  con  títu- 
lo legítimo,  por  los  fletes  en  los  transportes  marítimos  y.  los  portes 
en  las  conducciones  terrestres,  con  tal  que  no  haya  trascurrido 
un  mes  desde  el  día  de  la  entrega  (1). 

2o.     Los  aseguradores  en  los  s^uros  marítimos,  por  el  impor 
te  de  las  pérdidas  ó  daños  que  hubiesen  sobrevenido  á  las  cosas  asi*- 
giiradas  en  los  riesgos  que  corriesen  á  su  cargo. 

3o.     Los  a¿i^uradoSy  por  los  premios  de  los  se^ucos  marítimos. 

4o.  Los  cargadores  y  Capitanes  de  las  naves,  por  las  vituallas 
suministradas  para  el  aprovisionamiento  de  éstas,  y  los  consignata- 
rios de  las  mismas  cuando  se  haya  hecho  de  su  orden  este  suministro. 

5o.  Los  mismos  cargadores,  por  el  pago  de  los  salarios  venci- 
dos en  la  tripulación  de  la  nave,  ajustados  por  mesadas  ó  viajes,  y 
los  Capitanes  cuando  aquéllos  no  se  hallaren  en  el  lugar  donde  de- 
ba hacerse  el  pago. 

. ,    60.     Los  que  hayan  contratado  con  intervención  de  (!)4>rredor^ 
por  los  corretajes  devengados  en  la  negociación. 

Art.  1&13.  No  podrá  decretarse  el  apn^mio  si  los  ac.reedores. 
que  lo  pidieren  no  justifie^msn  derecho  en  la  forma  siguiente:. 

Los  créditos  por  fletes  ó  portes,  con  el  conocimiento  ó  la  carta 
de  porte  original  firmada  por  el  cargador,  y  el  recibo  de  las  mercan 
de  rías  contenidits  en  este  documento  (2). 

Los  que  procedan  de  los  contratos  de  segnriKS,  stía  en  favor  de 
los  as^uradores  ó  en  el  de  los  asegurados,  {M>r  la  escntwra  púbiictíy 
póliza  ó  contrata  privada^  según  la  forma  en  que  se  hubiere  celebrado  el 
seguro  (3). 

[1]  E3  piaso  de  un  me»  sefialado  en  éste  número,  ha.  Múo  modlfie»d<«  por  lu^  miIk.  íí75 
y  667  del  nuevo  Código  de  Comerefo,  qae  lUan  respectivamente  el  de  H  dfa8,c-ontados»  de»> 
de  el  de  la  entrega,  por  1o5(  portes  en  las  condaociones  terrestreK  y  de  20  días  por  Iok  fldes 
en  los  transportes  marítimos. 

\2]  I<a  eartn  He  ptrrte  en  las  oondaeclones  terrestres,  es  el  título  l«^^l  del  oootiato  Mi- 
tre el  cargador  y  el  porteador,  debiendo  contener  los  reqnlsitos  determinados  en  el  art.  9S$ 
del  Código  de  Comercia. 

Kl  conoeitidetUu,  en  los  transporte*»  marítimos,  constituye  el  único  iít^Uo  «*n  orden  á  ]a 
caii^  segUn  ei  art.  608  del  mismo  Código,  debiendo  reunir  los  requi^iUM  qne  se  expresan 
en  el  art.  706  del  citado  cuerpo  logaL, 

fST  '^'Para  ser  v»lfído  el  cr>n trato  de  seguro  marítimo,  habrá  de  constar  por  est-rito  en 
póliza  firmada  por  los  contratantes.  Esta  póliza  se  extenderft  y  flniuirft  por  dnplieado, 
reservándose  un  ejemplar  cada  una  de  las  partes  contrattintps."  Art.  1X7  tlel  (ynJiv*  He 
Onnr.rdo. 

f<óbre  los  requisitos  de  la  póHza  y  dcx-urnentos  que  deU-rAu  ao)»mpMA3in«e  con  ella, 
v(^n;u*  los  arts.  738  3'  799  del  citado  Código. 
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Lo8  suministros  hechos  para  el  aprovisiouamieuto  de  la  nave^ 
por  las  facturas  valoi-a'das  de  los  efectos  soministados,  aprobadas 
por  el  cargador^  Capitán  6  consignatario  de  cuya  o):^en  las  haya  en- 
tregado el  acreedor. 

Los  salarios  de  la  tripulación^  por  las  copias  de  las  contratas 
extendidas  en  el  libro  de  cuenta  y  razón  de  la  nave  (1),  conforme 
al  art.  699  (2)  del  Código, de  Comercio,  de  las  cuales  el  Capitán  de- 
berá facilitar  copia,  á  cada  interesado,  con  la  nota  de  los  alcance» 
que  le  resulten.  En  el  caso  de  qaid  aquél  rehusare  dar  este  documen- 
to, se  le  obligará  á  exhibir  el  libro,  y  se  extraerá  testimonio  á  su 
presencia  de  lo  que  resulte  de  sus  asientos  con  respecto  al  crédito 
íeclamado,  equivaliendo  éste  á  la  certificación  que  el  Capitán  hu- 
biera debido  dar. 

Los  corretajes,  por  las  factui'as  de  los  contratos  6  negociaciones 
de  que  procedan,  firmadas  por  el  deudor,  ó  por  las  pólizas,  de  que 
deben  conservar  un  ejemplar^  y  én  defecto  de  uno  y  otro  documen- 
to, por  las  copias  de  los  asientos  hechos  en  el  registro,  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  los  artículos  91^  92^  93,  94  y  95  del  Código 
de  Comercio  (3). 

Art.  1544*  El  crédito  respecto  al  que  se  pida  el  apremio  ha 
de  resultar  líquido  del  título  que  se  presente.  De  lo  contrario  no 
tendrá  lugar  hasta  que  se  haga  la  liquidación,  por  acuerdo  común 
de  las  partes,  por  sentencia  judicial  ó  por  arbitros  (4). 

Art.  1545«  No  siendo  el  título  del  acreedor  escritura  pública 
6  póliza  intervenida  por  Corredor,  sino  contrata  privada  ü  otro  do- 
cumento qué  sin  previo  reconocimiento  de  los  deudores  no  tenga 
fuerza  ejecutiva,  deberá  preceder  dicho  reconocimiento  al  auto  en 
que  se  decrete  el  apremio.  Si  el  deudor  negare  la  legitimidad  del 
documento,  usará  el  acreedor  de  su  derecho  en  el  juicio  que  i)or  la 
cuantía  corresponda. 

i4rt.  1546.  En  las  demandas  sobre  corretajes  habrá  de  reco- 
nocer el  deudor  la  firma  de  la  factura  ó  contrata  que  justifique  la 
negociación;  y  si  sólo  se  hubiere  presentado  nota  del  asiento  del  Co- 
rredor, se  comprobará  la  exactitud  de  ésta  por  la  confesión  judicial 
del  mismo  deudor,  ó  por  sus  libros  de  comercio. 

Art.  1547*  Con  presentación  del  título  ejecutivo  de  su  crédi- 
to pedirá  el  acreedor  el  apremio  por  medio  de  escrito,  cuya  forma 
sej^  la  misma  que  la  establecida  para  las  demandas  ejecutivas;  y 
hallando  el  Juez  que  procede  de  derecho,  se  despachará  manda- 
miento cometido  á  un  alguacil,  para  que  con  asistencia  del  actuario 

ri]  Hoy  de  corUabüidady  qae  eslA  obligado  A  llevar  el  Capitán  s^rún  el  nüm,  8o.  del 
art.  612  del  nuevo  Código  de  Coraercio. 

\2]    Este  artículo  ha  de  entenderse  hoy  el  684  del  Código  de  1886. 

[3]  Los  cinco  artículos  citados  én  el  texto,  del  Código  de  1$29,  han  sido  reftindidos  en 
el  art.  93  y  107  del  nuevo  Código. 

[4]  Cuando  se  haga  I»  liquidación  por  sentencia  Judicial  ó  por  laudo  arbitral,  podrá 
llevarse  á  efecto  el  pago  por  la  vía  de  apremio  establecida  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias, y  ésto,  además  de  ser  l^al,  será  lo  más  conveniente  para  el  acreedor,  porque  así  se 
librará  de  las  dilaciones  y  gastos  á  que  podría  dar  lugar  la  oposición  que  en  la  vía  de 
apremio  de  que  tratamos  se  permite  al  deudor  por  los  artículos  1550  y  siguientes.  Manre- 
éa,   Oomentario»  d  la  Ley  de  JEnífuidamienio  Cfivü, 
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requiera  al  deudor  al  pago  de  la  deuda,  y  uo  verificándolo  en  el 
neto,  proceda  al  embargo  de  sus  bienes.  En  el  requerimiento  y  em- 
bargo se  observarán  las  disposiciones  de  los  artículos  1440  y  si- 
guientes de  esta  ley. 

Art.  1548*  Heclio  el  embargo,  se  citará  al  deudor  para  la 
venta  de  los  bienes  embargados,  si  dentro  de  tercero  día  no  propu- 
siere excepción  legítima  contra  el  apremio  (1). 

Art»  lSr49.  En  este  procedimiento  se  admitirán  solamente  las 
excepciones  siguientes: 

lo.     Falsead  del  título. 

2o.     Falta  de  personalidad  en  el  portador. 

3o.     Pago. 

4o.     Transacción  ó  compromiso. 

Cualquiera  de  ellas  que  competa  al  deudor  deberá  proponerla 
por  escrito  y  probarlas  en  los  tres  días  prefijados  en  la  citación. 

Art,  1550*  La  prueba  de  la  excepción  se  hará  con  documen- 
tos ó  por  confesión  judicial  del  acreedor,  y  no  por  ningún  otro  me- 
dio probatorio  de  los  que  tienen  lugar  en  otros  juicios. 

Art.  165L  Si  el  deudor  presentare  su  escrito  de  oposición, 
se  unirá  á  los  autos  con  los  documentos  que  le  acompañen.  Tam- 
bién deberá  acompañar  copia  del  escrito  para  entregarla  á  la  parte 
contraria. 

Cuando  en  el  mismo  escrito  pida  la  confesión  judicial  del  acree- 
dor sobre  los  hechos  en  que  funde  la  excepción,  el  Juez  deferirá  en 
el  acto  á  la  pretensión  y  recibirá  la  declaración  en  seguida,  si  fuere 
posible,  y  de  lo  contrario  á  la  mayor  brevedad,  sin  que  la  dilación 
pare  perjuicio  al  deudor. 

Art.  1552*  En  el  caso  de  que  la  prueba  propuesta  fuere  do-, 
cumental  y  se  pidiere  el  cotejo  ó  compulsa  de  los  documentos,  el 
Juez,  únicamente  para  este  efecto,  podrá  ampliar  hasta  10  días  el 
término  f^ado  en  el  art.  1549. 

Art«  1553*  No  presentándose  oposición  por  el  deudor  dentro 
del  término  de  la  citación,  el  actuario  lo  acreditará  por  nota,  y  des- 
pués no  se  le  admitirá  escrito  alguno. 

Art.  1554.  Practicada  la  prueba,  ó  acreditado  no  haberse 
presentado  escrito  de  oposición,  el  actuario  dará  cuenta  en  la  pri- 
mera audiencia,  y  el  Juez  llamará  los  autos  á  la  vista  con  citación 
de  las  partes  para  sentencia. 

Si  alguna  de  éstas  lo  solicitare  dentro  del  día  siguiente  al  de  la 
notifícqiCión,  el  Juez  señalará  día  para  la  vista  dentm  de  los  cuatro 
siguientes. 

Las  partes  en  el  acto  de  la  vista  podrán  presentar  cualquier 
documento  que  convenga  á  su  defensa,  en  cuyo  caso  se  hará  rela- 
ción por  el  actuario  de  lo  que  de  él  resulte,  y  el  Juez  lo  tendrá  pre- 
sente para  dar  su  fóllo. 

Art.  15&5*    Dentro  de  tercero  día  el  Juez  dictará  sentencia 

[1]    DenUx>  del  término  Improrrogable  de  éste  artículo,  deberá  el  deudor  proponer  y 
prooixr  sus  excepciones . 
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mandando  proceder  á  la  venta  de  los  bienes  embargados  si  el  dea- 
dor no  hubiere  hecho  oposición  á  la  demanda  ó  no  hubiere  probado 
su  excepción;  y  en  el  caso  de  haberlo  hecho  bien  y  cumplidamente, 
revocará  el  auto  por  el  que  acordó  el  procedimiento  de  apremio.    . 

En  el  primer  caso  impondrá  las  costas  al  deudor,  y  en  el  se- 
guado  al  acreedor. 

Art.  1556*  C!ontra  las  sentencias  dictadas  en  este  procedi- 
miento no  se  dará  recurso  de  apelación,  quedando  á  salvo  él  dere- 
cho de  las  partes  para  que  en  juicio  declarativo  usen  del  que  respee- 
tivameute  les  competa. 

Art.  1557.  En  el  ca^o  de  que  por  la  sentencia  se  mande  lle- 
var á  efecto  el  apremio,  estará  obligado  el  acreedor  antes  de  que  se 
le  haga  pago  de  su  crédito,  si  el  deudor  lo  exigiese,  á  asegurar  con 
fianza  bastante  las  resultas  del  juicio  que  éste  pueda  intentar. 

Esta  fianza  caducará  de  derecho  si  en  el  término  de  seis  meses 
no  se  presentare  la  demanda. 

Art,  1558.  Las  Compañías  ó  instituciones  de  crédito  legal- 
mente  constituidas,  que  tengan  por  objeto  operaciones  de  présta- 
mos hipotecarios  ó  de  crédito  territorial,  podrón  exigir  por  lá  vía 
de  apremio  el  pago  de  sus  créditos  hipotecarios,  en  la  forma  que  se 
determina  en  el  decreto  ley  de  6  de  Febrero  de  1869. 

Complemento. — ^procedimiento  de  apremio  cx)ntra  los 
deudores  a  las  compañías  de  crédito  territorial. 

Decreto  del  Gobierno  provmonal.de  6  de  Febrero  de.  1869  (1). 

Art.  lo.  Las  instituciones  de  crédito  qué  se  propongan,  sea 
como  objeto  especial  y  exclusivo,  sea  como  una  de  sus  operaciones, 
las  de  préstamos  hipotecarios  ó  de  crédito  territorial,  se :  ajustarán 
á  las  bases  generales  que  se  consignan  en  los  siguientes  artículos.  - 

Art.  16.  Vencido  y  no  pagado  un  préstamo  hipotecario  ó 
cualquiei-a  fracción  de  él,  la  institución  de  crédito  territorial  reque- 
rirá por  escrito  al  deudor  á  que  lo  satisfaga. 

Si  el  deudor  no  pagare  en  los  dos  días  siguientes  al  del  itíque- 
rimiento,  el  acreedor  po<lrá  pedir  al  Juez  de  primera  instancia  com- 
petente el  secuestro  y  la  posesión  interina  de  la  finca.  Cemoi-ado 
el  Juez  con  la  presentación  del  título  de  la  legitimidad  del  crédito 
y  de  la  falta  de  pago,  dictará  providencia  accediendo  á  la  demanda, 
y  ordenando  la  entrega  interina  de  la  finca  si  no  se  verificare  el  pa- 
go dentro  de  quince  días,  contados  desde  la  presentación  de  lá  mis- 
ma demanda.  De  esta  providencia  se  tomará  anotación  preventiva 
en  el  Eegistro  de  la  propiedad  en  el  mismo  día  de  su  notificación.    '■ 

Lá  institución  de  crédito  percibirá  las  i^nti»  vencidas  y  no  sa- 
tiiifechas  del  inmueble,  aplicándolas  al  pag<?^  de  su  crédito,  y  rec^^e- 
rá  animismo  los  frutos  y  rentas  po8ter¡o!«es,  cubriendo  con'elto&'pvi- 
mero  los  gastos  de  conservación  y  explotación  qíie  la'üíisotia  finca 
exija,  y  después  su  propio  crédito.  »  ... 

M)  'Insoria mos  .solamente  el  articulado  de  esto  Dot-reto  que  se  refiert;  al  procédifnlen 
o  de aprt'niio.  -  '- ■•       '  ■..  ,i.  ■•.v  . 
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Podrá  asimismo,  de  acuerdo  cou  el  deudor,  continuar  cobrau- 
áo  su  crédito  con  ei  producto  del  inmueble  secuestrado,  ó  promo- 
ver, aunque  sea  sin  dicho. acuerdo,  su  enajenación  y  la  res<*isióu  del 
préstamo  en  la  forma  estiiblecida  en  el  articulo  siguiente. 

Cuando  la  institución  de  crédito  tenga  en  su  poder  valores  ó 
efectos  del  deudor,  podrá  aplicarlos  al  pago  de  su  crédito  y  enta- 
blar su  reclamación  por  la  diferencia. 

El  título  que  en  todo  caso  habrá  de  pre^sentarse  por  el  acreedor 
para  reclamar  su  crédito,  será  la  minuta  especial  de  la  escritura  de 
préstamo  que  tenga  en  su  poder,  sin  necesidad  de  ninguna  otra  co- 
pia del  regisl  ro. 

Art.  17*  Si  la  institución  de  crédito  no  creyese  suficientemen- 
te asegurados  sus  intereses  con  la  posesión  y  los  productos  de  ia  fin- 
ca hipotecada,  podrá,  después  de  requerir  por  escrito  al  deudor  ó 
después  de  estar  en  posesión  de  la  misma  finca,  pedir  al  Juez  com- 
petente su  enajenación  en  subasta  pública  y  la  rescisión  del  présta- 
mo. Cerciorado  el  Juez  con  la  presentación  del  título  de  la  legiti- 
midad del  crédito  y  de  la  falta  de  pago,  mandará  verificarlo  en  el 
término  de  tres  días,  contados  desde  la  notificación,  y  que  en  .ca«o 
contrario  se  anuncie  con  citación  del  deudor  la  subast^i  pedida  por 
edictos,  que  se  fijarán  en  los  parajes  públicos  y  se  insertarán  tres 
veces  en  el  Boletín  oficial  y  en  algún  otro  periódico  de  la  respectiva 
provincia,  donde  lo  hubiere.  De  esta  providencia  se  tomará  anota- 
ción preventiva  en  el  Registro  de  la  propiedad.  La  subasta  se  c€^- 
lebmrá  veinte  días  después  de  la  techa  de  dicha  providencia,  en  cu- 
yo plazo  y  con  el  intervalo  correspondiente  se  publicarán  los  edic- 
tos; será  autorizada  por  uno  de  los  Escribanos  del  Juzgado,  y  se 
verificará  en  la  forma  establecida  para  las  subastas  voluntarias;  pe- 
ro con  sujeción  á  lo  que  dispone  la  sección  2a.,  íít.  20,  parte  la.  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (1)  respecto  al  justiprecio,  retasa  y 
adjudicación  de  los  bienes  embargados,  posturas  admisibles  en  el 
remate,  aprobación  judicial  de  éste,  entrega  de  título^  otorgamiien- 
to  de  escritura  y  liquidación   del  precio  abonado  por  el  comprador. 

Si  el  deudor  verificase  el  pago  antes  de  la  celebración  del  re- 
mate, se  suspenderán  los  procedimientos;  si  no  lo  verificase  en  di- 
cho término,  el  Juez  dictará  providencia  aprobando  la  subasta  y 
declarando  rescindido  el  préstamo. 

Con  el  precio  del  remate  se  pagarán,  en  primer  lugar,  los  ré- 
ditos devengados  por  la  institución  de  crédito  hasta  el  día  del  pago, 
y  los  gastos  de  la  subasta  y  enajenq^ción. 

Art.  18.  El  secuestro,  y  en  su  caso  la  enajenación  de  las  fin- 
cas hipotecadas,  según  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores, 
no  se  suspenderá  por  demanda  que  no  se  funde  en  algún  título 
anteriormente  inscrito,  por  la  muerte  del  deudor,  ni  por  la  declara- 
ción en  quiebra  ó  concurso  del  mismo  ó  del  dueño  de  la  ñuca  hipo- 
tecada.     Vendida  la  finca^  el  comprador  pagará  á  la  institución  de 

íl)    Esta  referencia  corresponde  hoy  A  la  nección  2.  < ,  tít.  15,  libro  2.  o    de  la  ley  de 
EixJate'laxnlento  civil  vigente. 
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crédito,  dentro  de  ocho  días,  todo  lo  que  se  le  deba  por  razóu  de  su 
préstamo,  y  el  sobrante  que  resulte  del  precio  quedará  á  disposición 
de  los  Tribunales  iiara  que  lo  distribuyan  con  arreg^lo  á  derecho. 
Este  pago  se  entenderá  sin  perjuicio  de  la  acción  que  pueda  corres- 
ponder al  deudor  ó  al  tercer  perjudicado,  si  lo  hubiere,  la  cual  po- 
drá ejercitarse  en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  19.  Toda  providencia  en  que  se  ordene  el  secuestro  ó  la 
venta  de  una  finca  hipotecada  á  la  institución  de  crédito,  se  notifi- 
cará personalmente  á  los  que  después  de  ésta  hayan  adquirido  6 
inscrito  algún  derecho  sobre  ella,  si  fuere  conocido  su  domicilio;  y 
si  no  lo  fuere,  se  les  hará  saber  por  medio  de  edictos,  que  se  inser- 
tarán en  los  periódicos  oficiales  y  se  fijarán  en  los  parajes  públicos. 

De  las  providencias  que  dicten  los  Jueces  para  el  secuestro  ó 
enajenación  de  los  bienes  hipot«ecados,  no  se  dará  apelación  ni  re- 
curso alguno. 

Art.  20.  Si  la  finca  hipotecada  fuese  embargada  por  otros 
créditos  del  deudor  y  llegare  á  anunciarse  su  remate,  la  institución 
de  crédiio  pedirá  la  rescisión  del  préstamo  y  su  reembolso  del  modo 
establecido  en  el  art.  17.  La  providencia  que  en  tal  caso  ordene  la 
subasta,  á  favor  de  dicha  institución,  suspenderá  de  derecho  el  re- 
mate anunciado  á  instancia  del  otro  acreedor  pai-a  cuyo  efecto  se 
comunicará  al  Juez  que  lo  hubiere  decretado,  si  ftiere  distinto. 

Art  21.  También  podrá  rescindirse  el  contrato  de  préstamo  y 
se  exigirá  el  reintegro  del  capital,  cuando  la  finca  hipotecada  se  de- 
teriore ó  disminuya  de  valor  hasta  el  punto  de  no  ser  garantía  sufi- 
ciente del  crédito. 

.  Las  cuestiones  á  que  pueda  dar  lugar  él  secueistro  de  la  finca 
hipotecada  ó  la  rescisión  del  préstamo  por  insuficiencia  de  la  hipo- 
teca, se  ventilarán  por  el  procedimiento  establecido  en  los  artículos 
S42  (1)  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  22.  Cuando  la  finca  hipotecada  cambie  de  duefio,  que- 
dará de  derecho  subrrogado  el  adquirente  en  todas  las  obligacio- 
nes que  por  razón  de  ella  hubiere  contraído  su  causante  con  la  ins- 
titución de  crédito.  El  adquirente  dará  conocimiento  á  ésta  de  su 
adquisición  dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  en  que  se  consu- 
me; y  si  no  lo  hiciere,  le  perjudicarán  los  procedimientos  que  aquél 
dirija  contra  su  causante  para  el  cobro  de  sus  réditos. 

TITULO  XVII 
Deljuieio  de  demhucio 

SECCIÓN   PRIMERA 

Disposiciones  generales 

Art.  1559.  El  conocimiento  de  las  demandas  de  desahucio 
corresponde  exclusivamente  á  la  jurisdicción  ordinaria. 


f  11    Esta  referencia  corresponde  hoy  A  los  arte.  747  y  siguientes  de  la  ley  de  finjuicia- 
mienfo  civil  vigente. 
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Esta  competencia  alcanza  á  ejecntor  la  sentencia  que  recayere:^ 
sin  necesidad  de  pedir  ningnna  clase  de  auxilio. 

ArL  156IK  ^^Los  Jueces  Municipales  del  lu^ar  ó  distrito  en 
^^qne  esté  sita  la  finca,  conocerán  en  pnmera  instancia  de  los  desa- 
bónelos eaando  la  demanda  se  fnnde  en  una  de  \í3íh  cansas  signien- 
^*tes  (1): 

''la.  En  el  cumplimiento  del  término  estipulado  en  el  contra- 
^^to;  ó  del  ¿  que  se  refieren  los  artículos  1577  y  1581  del  Código  Oivtl- 

'^a.  Ehi  haber  espirado  el  plazo  del  aviso  que  para  la  concia. 
^^si^n  del  contrato  deba  darse  con  arreglo  á  la  ley  ó  á  lo  pactado. 

^'Ja.  En  la  ñuta  de  pAgo  del  precio  convenido  en  cualquier 
^  Horma  que  lo  haya  sido. 

^'4a.  En  haber  esfnrado  el  plazo  del  reqnerímíeato  á  que  se 
^  ^refiere  el  inciso  3o.  del  art.  1563. 

''5a.  Siempre  que  se  dirija  la  demanda  contra  los  administra- 
^  ^clores,  encargados,  porteros  ó  guardas,  puestos  por  el  propietario 
''en  sus  fincas,  cualquiera  que  sea  la  causa  en  que  se  funde'*  (2). 

J  URISPRUDEMCIA. 

!No  aceptando  el  arrendador  la  consignación  judicial  hecha  por  el  ane»- 
<l&tario  del  importe  de  loe  alquilare»,  denpué:»  del  veueiniieuto  del  plazo  ev 
a  ue  debió  pagarlos,  no  se  opone  aquél  hecho  el  desahucio  solicitado  por  fiíUa 
de  pego  del  precio  convenido.  S.  so  Marzo  1900. 

El  conocimiento  de  las  denaandaí»  de  desahucio  por  Caita  de  pa|^ 
precio  convenido,  corresponde  privatívamente  al  Jues  municipal  del  li 
donde  radica  la  finca,  sin  que  se  admita  sumisión  expresa  ni  tácita  en 
trario,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de  22  de  Septiembre  de 
1885,  hecha  eztensivs  6  esta  Isla  por  la  de  2ft  de  Diciembre  de  1893  (3).  & 
14  Abril  1902, 

Art.  1661.  "Conocerán  de  estos  juicios  los  Jueces  de  Primeara 
^^Instaneia  qae  seaa  oomp^entes^  conforme  á  la  regla  13a.  del  ajr- 
'*tículo  63: 

''lo.     Cuando  taiga  por  objeloel  desahucio  de  un  establecí- 
'hniento  m^^eantil,  fatoní  6  finca  rástica,  por  loe  cuales  se  pague, 
''oomo  piedo  de  arraidamlento,  una  canti^lad  que  exceda  de  nil 
"pesos  anuales^  aunque  se  funde  la  demanila  mi  alguna  de  las  ca.o- 
"sas  sefiaiadas  en  el  artículo  anterior. 

'*2o.  Cuando  la  demanda  respecto  á  toda  clase  de  fincas  ae 
"funde  en  una  causa  que  no  sea  de  las  comprendidas  en  el  articniQ 
"anterior»'  (4). 

JUKIBPBirDBNCIA* 

Unabaiheila  no  tíeM  carácter  de  eatableeimientoiiieieantilft.  Ion 


[1]    La  competencia  oCoisada  por  este  artículo  a  los  Jueces  miini«ip***»«  «•  ^nk^vorvor 

_      k  &  i4  ^5rtri«e.  «w-  . 

(21    Kste  artícolor  ka  ai«alenles  del  texto,  noAnAos  entKCOinwf^' 

forme  loe  modifica  la  Orden  nam.  170  de  17  de  M»3ro  de  1902;  podiendo  ▼ 

anterior  de  los  mismos  en  el  Apéndice  V  de  esta  obra. 

0J    Véase  la  R.  O.  «f  t»da  en  el  Oompleniento  dd  art.  1S5  de  era 
.4)    Entie  estas  rsnsss  se  eonqweiiden  las  «isnientes  establecuiA* 

OOdlgodTfl:  .  ^ 

aa^    Inftmeción  de  cnahpilem  de  las  condlrtonea  esUpoladas  e»  *^-^«>  ** 
4a.    DestfDar  la  casa  arrendada  a  osos  6  servicios  no  psctado»^<ra»^ 

reoer;  6  no  so|elarK  en  so  oso  á  lo  qoe  se  ordena  eo  el  nüm.  Sou  deft 
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toH  del  numero  lo.  de  este  artículo,  porque  en  ella  no  se  verifica  caniblo  de 
productos,  sino  se  ejerce  una  industria  personal)  prestándose  un  arrenda- 
miento de  servicios.  S,  ^0  de  Nov,  1899. 

El  conocimiento  de  las  demandas  de  desahucio  dirigidas  contra  los  que 
posean  la  linca  en  precario,  corresponde  al  Juez  de.  primera  instancia.    S. 

lo.  Nov.  1899. 

Fundándose  el  desahucio  en  la  compra  de  la  finca  arrendada,  competa? 
su  conocimiento  al  Juez  de  primera  instancia,  por  no  hallarse  comprendida 
esta  causa  en  ninguna  de  las  señaladas  en  el  artículo  15tt0  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil.  S.  S  Mayo  1902. 

Art.  1562»  Serán  parte  legítima  para  promover  el  juicio  de 
desahucio  los  que  tengan  la  posesión  real  de  la  finca  á  título  de 
dueños,  de  usufructuarios,  ó  cualquiera  otro  que  les  dé  derecho  á  dis- 
frutarla, y  sus  causa  habientes  (1). 

JURISPRUDENCIA. 

La  tenencüi  de  un  título  de  dominio  perfecto  y  su  inscripción  en  el  Ke- 
gistro  de  la  propiedad  no  son  hechos  que  por  sí  solos  arguyan  de  modo  ine- 
ludible el  que  se  tenga  la  posesión  real  de  una  cosa  á  los  efectos  del  artículo 
mil  quinientos  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  ni  puede  á  quién 
tales  títulos  ostente  atribuírsele  para  ejercitar  la  acción  de  que  habla  aicho 
artículo,  cuando,  como  en  el  presente  caso  ocurre,  se  controvierte  en  juicio 
su  derecho,  invocando  también  su  contrario,  ocupante  del  inmueble,  el  ca- 
rácter de  dueño;  y  la  sentencia  que  reconoce  exT)lícitamente  al  demandado 
este  ultimo  carácter,  cualquiera  que  sea  la  justificación  que  para  hacer  tal 
declaración  haya  tenido,  no  viola  el  precitado  artículo  ni  el  cuatrocientoet 
treinta  y  dos  del  Oódigo  Civil.  S.  30  Marzo  1904* 

Art.  1563.  ^ ^Procederá  el  desahucio  y  podrá  dirigirse  la  de- 
^^manda: 

^^lo.     Contra  los  inquilinos,  colonos  y  demás  arrendatarios. 

^^2o.  Contra  los  administradores,  encargados,  porteros  6  gaar- 
^'das,  puestos  por  el  propietario  en  sus  fincas. 

^^3o.  Contra  cualquier  otra  persona  que  disfrute  6  tenga  en 
*  ^precario  ó  sin  pagar  merced  la  finca  siempre  que  fuere  requerida 
^^para  que  la  desocupe,  con  veinte  días  de  anticipación  si  se  trata 
^^de  finca  rústica  6  diez  días  si  fuere  urbana. '^ 

JURISPRUDENCIA. 

No  infringe  este  artículo  la  Sala  sentenciadora  que  apreciando  de  las 
pruebas  practicadas  que  el  demandado  no  posee  la  finca  en  precario  ni  en 
arrendamiento,  declara  sin  lugar  el  desahucio.  S.  25  Abril  190S. 

El  párrafo  3o.  de  este  artículo,  al  establecer  que  procede  el  desahucio  y 
puede  oirigirse  la  demanda  contra  cualquiera  otra  persona,  además  de  las 
comprendidas  en  los  párrafos  lo.  y  2o.,  que  disfrute  ó  tenga  la  finca  en  pre- 
cario ó  sin  pagar  merced,  se  contrae,  como  aparece  de  sus  precisos  términos, 
á  la  mera  tenencia  ó  disfrute  del  inmueble  y  no  su  posesión,  la  cual  bien  al 
contrario  exige  esta  Ley  por  cualquier  título  que  poseyere,  en  la  persona 
que  demanda,  para  reconocerla  como  parte  legítimia  al  efecto  de  promover 


(1^  Los  arrendatarios  tienen  derecho  para  establecer  demandas  de  desahucio  contra 
los  subarrendatarios.  8.  8  Julio  1885. 

Tienen  personalidad  para  ejercitar  la  accl6u  de  desahucio,  todos  los  depositarlos 
y  administradores  Judiciales  autorizados  al  efecto.  S.  97  Enero  188S. 
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el  juicio,  .segün  el  artículo  1562;  no  derivándose,  pues,  de  ambos  preceptos  la 
consecuencia  de  la  discusión  y  declaración  de  derechos  posesorios  que  él  pre- 
supone definidos  de  antemano,  ni  para  alterar  un  estado  cualquiera  de  pose- 
sión preconstitufda,  no  infringiéndose  por  tanto  las  disposiciones  menciona- 
das cnando  se  declara  sin  lugar  la  demanda  propuesta  por  el  propietario  que 
no  posee  la  finca,  en  virtud  de  haberle  extinguido  la  posesión  que  tuvo,  con- 
tra el  ocupante  que  la  ha  ganado  por  el  transcurso  del  tiempo,  que  es  el  ca- 
so resuelto  en  la  sentencia  recurrida.  S,  SO  Abril  190A, 

Kfi.  1564.  £ii  ningún  caso  8e  admitirán  al  demandado  los 
recursos  de  apelación  y  de  casación,  cuando  procedan,  si  no  acredi- 
ta al  interponerlos  tener  satisfechas  líis  rentas  vencidas  y  las  que 
coD  arreglo  al  contrato  deba  pagar  adelantadas,  ó  si  no  las  consigna 
en  el  Juzgado  ó  Tribu  ual. 

En  este  caso  se  requerirá  al  demandante  para  que  reciba  dichas 
i-entas,  dando  reguardo  á  favor  del  arrendatario;  y  si  no  quisiere 
recibirlas,  se  depositarán  en  el  establecimiento  público  correspon- 
diente. 

El  pago  de  las  rentas  se  acreditará  con  el  i^ecfbo  del  propieta- 
rio, ó  de  su  administrador  ó  representante. 

JUBISPEUDENCIA. 

Este  artículo  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  el  demandante  alega  que 
el  demandado  posee  en  precario  la  finca.  S,  lo.  Nov,  1899. 

El  precepto  del  párrafo  primero  de  este  artículo,  sin  traspasar  los  lími- 
tes fijados  al  contrato  por  la  voluntad  de  ambos  contratantes,  concilla  el 
amparo  debido  al  derecho  de  propiedad  de  la  i)arte  actora  y  el  debido  al  de- 
recho de  defensa  de  la  demanaad^  quien,  por  tanto,  vistos  los  términos  ca- 
t^TÓrioos  de  esa  disposición,  debe  cuidar  de  darle  exacto  cumplimiento,  para 
que  el  recurso  se  le  admita,  acreditando,  cuando  lo  interpone,  si  ya  entonces 
no  lo  tuviere  acreditado,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  que  haya  de  resolver  sobre 
su  admisión,  el  hecho  indispensable  de  haber  pagado  ó  consignado  dichas 
rentas,  ó  en  defecto  de  esa  justificación,  consignándolas  al  tiempo  mismo 
que  interpone  su  recurso;  sin  que  baste  ale^r,  no  acreditándola,  la  consig- 
nación hecha  en  poder  de  Autoridad  judicial  que  no  sea  la  llamada  á  deci- 
dir aquel  extremo,  ni  proponer  diligencias  de  cualquier  clase  al  objeto  de 
comprobar  tal  consignación,  porque  de  semejante  modo  se  burla  el  propósi- 
to de  la  ley  de  evitar Innecesanas  y  peijudiciales  dilaciones.  Auto  H  Oct.  1901, 

La  prohibición  del  párrafo  primero  de  este  artículo  no  es  de  aplicación 
tratándose  de  un  contrato  de  aparcería  en  el  cual  no  se  ha  estipulado  el  pa- 
go en  cantidad  fija,  ni  en  dinero  ni  en  especie.  Auto  10  Abril  1902. 

Art.  1565.  Si  el  arrendatario  no  cumpliese  lo  prevenido  en 
el  artículo  anterior,  se  tendrá  por  firme  la  sentencia  y  se  procederá 
á  sa  ejecución. 

También  se  tendrá  por  desierto  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  arrendatario,  cualquiera  que  sea  el  estado  en  que  se  halle, 
si  dui-ante  la  sustanciación  del  mismo  dejare  aquél  de  pagar  los  pla- 
zos que  venzan  ó  los  que  deba  adelantar. 

*^Lo  dispuesto  en  este  artículo  y  en  el  que  le  precede,  se  apli- 

.  '^caiá  también  á  las  cuestiones  de  competencia  por  inhibitoria  ó  por 

^'declinatoria,  á  los  incidentes  de  recusación  y  á  cualquier  otro  que 
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*''se  promueva  durante  la  sustauciación  del  juicio  de  desahucio  y  en 
"la  ejecución  de  la  sentencia  que  en  él  recaiga  si  fuere  condenatoria. 

'^Ko  se  admitirá  el  i  acídente  cuando  lo  promueva  el  arrenda- 
"tario  ó  inquilino,  si  al  interponerlo  no  acredita  tener  satisfei^as 
"las  rentas  hasta  entonces  vencidas  y  las  que  con  arreglo  al  contra- 
cto deba  pagar  adelantadas,  6  no  las  consigna  en  el  Juzgado  6  Tri- 
"bunalj  y  se  le  tendrá  por  desistido  del  incidente,  cualquiera  que 
"sea  el  estado  en  que  se  halle,  «i  durante  la  sustauciación  del  mis- 
óme dejare  de  pagar  los  plazos  que  venzan  ó  que  deba  adelan- 
<*tar.'»  (1). 

Art.  1566*  Todos  los  términos  designados  en  este  titulo  para 
la  sustauciación  áe  los  juicios  de  desahucio  y  ejecución  de  la  sen- 
tencia serán  improrrogables;  y  trascurridos  que  fueren,  se  conside- 
rará perdido  el  derecho  de  que  no  se  haya  hecho  uso,  sin  necesidad 
•de  escritos  de  apremio  ni  rebeldía. 

Art.  1567.  ^  "Los  Jueces  de  Primera  Instancia  en  su  caso  ob- 
"servarán  respecto  ala  admisión  y  denegación  de  los  recursos  de 
"casación  las  prescripciones  contenidas  en  la  Orden  civil  núm.  92, 
"de  1899,  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba,  que  regula 
"esa  clase  de  recursos'^   (2). 

SECCIÓN  SEGUNDA 


JM  procedimiento  para  el  desahucio  en  los  Juzgados  mttitiotj 


Árt.  1568,  En  los  casos  en  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
«I  art.  1560  corresponda  á  los  Jueces  municipales  conocer  del  desa- 
hucio en  primera  instancia,  se  sustanciará  este  juicio  por  los  trá- 
^lites  establecidos  para  los  verbales,  con  la«  modificaciones  conteni- 
das en  los  artículos  siguientes. 

Art.  156ft«  El  actor  redactará  la  demanda  con  sujeción  á  lo 
prevenido  en  el  art.  719,  acompañando  la  copia  ó  copias  que  en  él 
se  previenen, 

Art.  1570.  "Presentadas  las  papeletas,  el  Juez  mandará  con- 
^^vocar  al  actor  y  al  demandado  á  juicio  verbal  señalando  al  efecto 
*^día  y  hora,  que  no  podrán  alterarse  sino  por  causa  alegada,  y  que 
"el  mismo  Juez  estime. 

"Dicho  día  deberá  ser  dentro  de  los  tres  siguientes  al  déla 
^  ^presentación  de  las  papeletas;  pero  mediando  siempre  cuarenta  y 
"ocho  horas,  por  lo  menos,  entre  el  juicio  y  la  citación  del  deman- 
"dado. 

"La  cédala  de  citación  para  la  comparecencia^  49e  extenderá  á 
^^ntinuación  d^  la  copia  de  la  demanda,  que  será  entregada  al  de- 
"mandado  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  721." 


,'  1 )  lios  últimos  párrafos  de  este  artículo.  Insertos  entre  comillas,  han  sido  adiciotia- 
«áos  al  mismo  por  la  Ley  de  21  de  As^osto  de  1896,  hecha  extensiva  ft  Caba  por  R.  O.  de  12 
4le  Sept.  de  1896,  publicada  en  la  Oaneta  de  la  Báiiana  de  18  de  Octubre  dei  propio 

(1)    Véase  Complemento  del  tít.  XXI,  lib.  2o.  de  esta  Ley. 
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Art.  1571.  ''La  citación  se  hará  al  demandado  en  sa  perso- 
^na.  Si  no  fnere  habido  en  la  príuiera  diligencia  en  su  busca,  se  le 
kl€^ará  en  sa  casa  la  cédala  citándole  para  el  juicio,  la  casA  se  en- 
'tregará  al  pariente  más  cercano,  familiar  ó  criado  mayor  de  14 
'años,  que  se  hallare  en  la  casa;  y  no  encontrando  á  nadie  en  ella, 
'al  vecino  más  inmediato;  apercibiéndose  al  demanda4o  de  qae  si 
'do  compareciere  á  la  hora  señalada,  se  procederá  sin  más  citarlo 
'ni  oirlo  á  desalojarlo  de  la  finca. 

"Al  mismo  tiempo  se  entregará  la  copia  simple  de  la  demanda 
'al  demandado  ó  á  la  persona  á  quien  se  deje  la  cédala  de  citación." 
Árt.  1572.  "Si  no  se  encontrare  el  demandado  en  el  lugar  dd 
'juicio,  6  no  tuviera  en  él  su  domicilio,  se  entenderá  la  citación  con 
'su  representante,  constituido  por  medio  de  poder;  si  no  lo  tuviere^ 
'con  la  persona  que  esté  encargada  del  cuidado  de  la  finca;  y  si 
^tampoco  la  hubiere,  se  librará  el  oportuno  exhorto  ú  orden  para 
'citarlo  al  Juez  del  pueblo  de  su  domicilio  6  residencia. 

"En  este  último  caso,  el  Juez  señalará  el  término  suficiente, 
'atendidas  las  dist-ancias  y  dificultades  de  las  C/Omunicaciones,  para» 
'la  comparecencia  al  juicio  verbal.  Este  término  no  podrá  pasar 
'de  un  día  por  cada  30  kilómetros,  sin  que  el  total  para  la  compa- 
'recencia  pueda  exceder  de  20  días." 

Art.  1673.  Bu  los  casos  á  que  se  refiere  el  articulo  prece- 
dente, se  apercibirá  al  demandado,  al  hacerle  la  citación,  de  qiie  no 
compareciendo  por  sí  ó  por  legítimo  apoderado,  se  declarará  el 
desahucio  sin  más  citarlo  ni  oirlo. 

Art.  1574.  Cuando  el  demandado  no  tenga  domicilio  fijo  y  se 
ignore  su  paradero,  se  hará  la  citación  en  los  estrados  del  Juzgado 
para  que  comparezca  al  juicio  verbal,  bi^o  el  apercibimiento  que 
prescribe  el  artículo  anterior. 

Árt.  1575.  '^Si  el  demandado  que  estuviere  en  el  lugar  del 
^'juicio,  no  compareciere  á  la  hora  señalada,  se  le  tendrá  por  con- 
'^rme  con  el  desahucio  y  se  procederá  sin  más  citarlo  ni  oirlo  á 
"desalojarlo  de  la  finca." 

Art.  1576.  "Si  no  compareciere  el  demandado  que  se  hallare 
"en  el  lugar  del  juicio,  ni  el  ausente,  el  Juez  diotará  sentencia  in- 
^  ^mediatamente,  declarando  haber  lugar  al  desahucio,  yapercibien- 
'^do  de  lanzamiento  al  demandado,  si  no  desaloja  la  finca  dentro  de 
"del  término  correspondiente  de  los  señalados  en  el  articulo  1594." 

JUIUSPBUDBNCIA. 

La  obligación  que  impone  al  Juez  este  artículo  de  resolver  inmediata- 
mente, excluye  la  idea  del  recibimiento  á  prueba,  y,  por  consiguiente,  de  la 
demostiacidn  de  existir  el  contrato  de  arrendamleutx),  clrcuostanoia  que  no 
exige  al  demandante  ninguno  de  los  artículos  referentes  al  juicio  de  desahu- 
cio, a  no  ser  que  el  demandado  lo  negare.    S.  8  Abril  190SS, 

Art.  1577.  CJoncurriendo  las  partes  al- juicio  verbal,  expon- 
drán en  él  por  su  orden  lo  que  á  su  derecho  conduzca,  y  formularán 
en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  convenga. 
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Admitáda  la  que  se  estime  pertinente,  se  practicará  dentro  del 
plazo  fijado  por  el  Juez,  que  no  podrá  exceder  de  seis  días. 

Cuando  la  demanda  de  desahucio  se  funde  en  la  falta  de  pago 
del  precio  estipulado,  no  será  admisible  otra  prueba  que  la  confe- 
sión judicial  ó  el  documento  6  recibo  en  que  conste  haberse  verifi- 
cado dicho  pa^o. 

JURISPRUDENCIA. 

A  tenor  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  verificada  la  comparecencia  de 
las  partes  en  un  juicio  de  desahucio  y  expuesto  lo  que  á  su  derecho  conduz- 
caj  formularán  las  mismas  en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  convenga;  y  ad- 
mitida la  que  se  estime  pertinente,  se  practicarán  dentro  .  del  plazo  fijado 
por  el  Juez;  y  cuando  esto  no  se  cumple  interrumpiéndose  la  comparecencia 
pjor  admitirse  una  apelación  de  una  excepción  dilatoria  alegada,  como  cues- 
tión previa,  se  quebranta,  como  en  el  caso  de  autos,  la  forma  del  juicio  com- 
prendida en  el  número  tercero  del  art.  1691  de  esta  Ley.      S,  11  Mnero  1900, 

No  otorgándose  en  los  juicios  de  desahucio  el  término  extraordinario, 
no  pueden  admitirse  en  los  mismos  ninguna  clase  de  pruebas  cuya  práctica 
exija  necesariamente  la  concesión  de  dicho  término  extraordinario.  S,  18 
Enero  1901, 

El  Juez  no  puede,  sin  infracción  notoria  de  una  forma  esencial  del  pro- 
cedimiento, declarar  terminado  el  acto  de  la  comparecencia  en  un  juicio  de 
desahucio  en  peijuicio  de  la  parte  demandante,  impidiéndole  la  comproba- 
ción de  su  derecho,  cuando  lo  niega  la  parte  demandada  y  aquélla  intenta 
comprobarlo,  sino  que  debe  para  este  efecto  autorizar  durante  la  compare- 
cencia la  promoción  de  cuantas  diligencias  probatorias  convengan  al  actor 
así  como  al  demandado,  y  acordar  las  que  fueren  admisibles.  /S.  j?  Enero 
1904, 

Art.  1578.  Al  día  siguiente  de  practicada  la  prueba,  se  unirá 
á  los  autos,  y  el  Juez  citará  á  las  partes  para  la  continuación  del 
juicio  verbal  en  el  inmediato,  en  el  que  las  oirá,  ó  á  la  persona 
que  elijan  para  hablar  en  su  nombre,  extendiéndose  acta  de  ello. 

Art.  1579.  ^^EI  Juez  dictará  sentencia  en  el  mismo  día  ó  á 
^^más  tardar  el  siguiente  al  de  la  terminación  del  juicio  verbal,  de- 
^  ^clarando  haber  ó  no  lugar  al  desahucio,  y  apercibiendo  en  el  pri- 
^^mer  caso  al  demandado  de  lanzamiento  si  no  desaloja  la  finca  den- 
^*tro  de  los  términos  establecidos  en  el  articuló  1594. 

^^Esta  sentencia  se  notificará  al  demandado  en  su  persona,  ó 
*^por  cédula,  si  residiere  en  el  lugar  del  juicio.  En  los  demás  casos 
^^se  notificará  en  estrados,  parándole  el  mismo  peijuicio  que  si  se 
^'hiciere  en  su  presona." 

A  rt.  1580.  La  sentencia  llevará  consigo,  según  se  declare  ha- 
ber lugar  ó  no  al  desahucio,  expresa  condenación  de  costas  al  de- 
mandado 6  al  demandante  (1). 

Art.  1581.  La  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos  para 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido,  pudiendo  interpo- 
nerse la  apelación  dentro  de  tercero  día  por  medio  de  escrito  ó  de 
comparecencia. 


(1)    Véase  Complemento  del  art.  858  de  esta  Ley. 
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Si  la  apelación  se  hubiere  interpaesto  por  el  demandado,  el 
Jaez  no  admitirá  el  recurso  si  no  hubiere  cumplido  lo  que  se  pre* 
viene  en  el  art.  1564. 

Art.  1583.  Admitida  la  apelación,  se  remitirán  los  autios  den- 
tro de  24  horas  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido,  con  em- 
plazamiento de  las  partes  por  término  de  ocho  días  para  que  com- 
parezcan, si  les  conviniere,  á  usar  de  su  derecho. 

Art.  1583.  No  compareciendo  el  apelante  dentro  de  dicho 
término,  se  acordará  de  oficio  lo  que  ordena  el  art.  733. 

Si  compareciere  en  tiempo,  se  hará  constar  por  diligencia,  y  el 
Jaez  de  primera  instancia  mandará  sin  dilación  convocar  á  las  par- 
tes á  comparecencia  dentro  de  tercero  día. 

Esta  citación  se  hará  en  persona  á  los  que  hubieren  comparecí- 
do  en  la  segunda  instancia,  y  en  los  estrados  del  Juzgado  á  lod 
demás. 

Art.  1584.  En  el  día  y  hora  señalados  para  la  comparecencia 
el  Juez  oirá  á  las  partes,  ó  á  sus  Procaradores  si  se  presentaren,  ex- 
tendiéndose acta;  y  sin  admitir  más  prueba  que  la  que,  propuesta 
en  primera  instancia,  no  hubiera  podido  practicarse,  dictará  sen- 
tencia dentro  de  tercero  día. 

JUKISPBÜDENCIA. 

No  se  comete  <][uebrantamiento  alguno  cuando  se  niega  la  admisión  en 
la  segunda  instancia  de  un  juicio  de  desahucio  de  una  prueba  documental 
no  propuesta  en  la  primera  y  para  cuya  admisión  se  invocó  el  número  4o. 
del  articulo  861  de  esta  Ley.     Sents,  g?  Abril  1900  y  S  Mayo  1901, 

Art.  1585,  ^  ^Contra  la  sentencia  de  segunda  instancia  á  que 
^ 'se  refiere  el  artículo  anterior,  no  se  dará  otro  recurso  que  los  de 
^'casación  por  infracción  de  ley  y  por  quebrantamiento  de  forma, 
^^si  la  renta  anual  de  la  finca  objeto  del  desahucio  excediere  de  mil 
''pesos,  ó  si  se  hubiere  dirigido  la  demanda  contra  las  personas 
"comprendidas  en  el  núm.  3o.  del  artículo  1563.  Fuera  de  estos 
"casos  sólo  procederá  el  segundo  de  dichos  recursos." 

JTJRISPEUBENCIA. 

Debe  declararse  sin  lugar  un  recurso  admitido  en  un  juicio  de  desahu- 
cio en  el  que  no  se  ha  demostrado  ni  expresado  siquiera,  que  la  renta  exce- 
diera de  1000  pesos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1585  de  esta  ley.  8, 11 
Dic.  190g, 

Art.  1586*  "Luego  que  transcurra  el  término  legal  sin  ha- 
"berse  interpuesto  el  recurso  de  casación,  se  devolverán  los  autos 
"al  Juzgado  Municipal  con  testimonio  de  la  sentencia  para  su  eje- 
"cución." 

SECCIÓN   TERCERA 


Dd  procedimiento  para  d  desahucio  en  los  Juzgados  de  primera  instancia 
Art.  1587,    Guando  la  demanda  de  desahucio  se  funde  en  al- 
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g^una  de  las  cansas  y  en  los  casos  á  que  se  refiere  el  núm.  lo.  del 
art.  1561y  se  sustanciará  en  juicio  verbal,  empleándose  el  mismo 
procedimiento  establecido  en  la  sección  anterior  para  los  que  se  ce- 
lebren ante  los  Jueces  municipales,  sin  otras  modificaciones  que  las 
siguientes: 

la.  La  demanda  se  presentará  por  escrito  en  d  papel  sellado 
que  correspotida  y  formulada  conforme  á  lo  prevenido  para  el  juicio 
declarativo. 

2a.  El  juicio  verbal  se  celebrará  dentro  délos  ocho  días  si- 
guientes al  de  la  presentación  de  la  deiiiauda,  mediando  cuatro  días 
por  lo  menos  entre  dicho  juicio  y  la  citación  del  demandado. 

Art,  1588.  Cuando  la  demanda  se  funde  en  la  infracción  de 
cualquiera  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento, que  no  sea  de  las  enumeradas  en  el  art.  1560,  se  sustancia- 
rá también  en  el  juicio  verbal  ante  el  Juez  de  primera  instancia, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior. 

Art.  1589.  La  sentencia  que  dicte  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  los  casos  de  los  dos  artículos  que  preceden  será  apelable  en 
ambos  efectos. 

Admitida  la  apelación  si  se  hubiere  llenado  el  requisito  preve- 
nido en  el  art.  1564,  en  el  caso  de  haberla  interpuesto  el  demanda- 
do, se  remitirán  los  autos  sin  dilación  al  Tribunal  superior,  á  coda 
del  apelante,  con  emplazamiento  de  las  partes,  por  término  de  10 
días. 

Art.  1590.  La  segunda  instancia  se  sustanciará  en  estos  casos 
por  los  trámites  establecidos  para  las  apelaciones  de  los  juicios  de 
tnenor  cuantía  en  los  artículos  704  y  siguientes. 

Art,  1591.  ^  ^Cuando  se  funde  la  demanda  de  desahucio  en 
^*cualquiera  otra  e.ausa  que  no  sea  de  las  expresadas  en  los  artículos 
^'1560  y  1588,  el  Juez  de  primera  instancia  convocará  también  á 
"las  partes  ajuicio  verbal,  observándose  lo  prevenido  en  el  articu- 
"%  1587. 

"Si  compareciendo  el  demandado  conviniese  con  el  demandáo- 
ste en  los  hechos,  dictará  el  Juez  sentencia  sin  más  trámites,  decía- 
"rando  haber  lugar  al  desahucio  si  lo  estimase  procedente. 

"No  compareciendo  el  demandado  se  le  t^endrá  por  conforme 
"con  los  hechos  expuestos  en  la  demanda^  y  se  dictará  en  bu  rebel- 
"día  la  sentencia  antedicha. 

"Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos,  con  aplicación 
"de  lo  que  se  ordena  en  los  artículos  que  preceden. 

"En  ningún  caso  se  admitirán  al  demandado  los  recursos  de 
"apelación  y  casación  cuando  procedan  si  no  acredita  al  interponer- 
"los  haber  prestado  fianza  á  satisfacción  del  Juez  ó  Tribunal  que 
"conociera  del  asunto  y  pora  responder  á  los  daños  y  perjuicios 
"exigibles  en  el  caso  de  que  fuere  revocada  la  sentencia. 

"Esta  fianza  deberá  prestarse  dentro  de  los  cinco  días  siguieo- 
"tes  á  la  notificación  de  la  providencia  admitiendo  el  recurso  inter- 
'  puesto  y  para  responder  como  máximum  á  una  cantidad  igual  al 
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'^diez  por  ciento  del  valor  de  la  finca  de  que  se  trata^  según  el  ami- 
^^laramiento  respectivo. 

'*La  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  reconoce 
^^el  derecho  (1),  excepto  la  personal. 

''Admitida  la  fianza,  se  remitirán  los  autos  originales  al  Tri- 
''bunal  superior,  quedando  en  el  inferior  testimonio  de  lo  necesario 
'*para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

''Si  el  Juez  6  el  Tribunal  estimare  insuficiente  la  fianza^  dis- 
"pondrá  lo  conveniente  para  que  se  complete  dentro  de  tercero  día; 
"y  si  transcurrido  este  plazo  no  se  hubiere  hecho,  se  tendrá  por  no 
"prestada  y  se  procederá  á  lo  que  haya  lugar." 

JURISPltUDENOIA. 

ConsideTando  que  la  prestación  de  la  fianza  prevenida  en  el  art  1591  de 
la  Ley  de  £njuioiamieiito  Civil  no  está  dispuesta  paia  todas  las  demandas 
de  desahucio,  sino  solamente  para  los  casos  en  que  la  demanda  se  funde  en 
cualquiera  otra  causa  que  no  sea  de  las  expresadas  en  los  artículos  1560  y 
1588,  y  en  el  presente  litigio  la  demanda  se  funda  en  la  terminación  del 
contrato  6  sea,  en  una  de  las  causas  enunciadas  en  el  art  1560  de  la  Ley,  por 
lo  cual  no  es  aplicable  el  motivo  en  cuya  virtud  el  Juez  de  primera  instan- 
cia, ha  dentado  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma.  Avio  17  Abril  1903. 

Art.  1592*  "En  el  caso  del  artículo  anterior  si  el  demandado 
"se  opusiere  al  desahucio  en  el  juicio  verbal,  y  no  conviniere  en 
"los  hechos,  precisará  los  que  negare  y  las  razones  en  que  se  fundá« 

"Consignada  así  en  el  acta,  el  Juez  dará  por  terminado  el  acto 
"y  conferirá  traslado  de  la  demanda  al  demandado  por  término  de 
"seis  días,  continuándose  el  juicio  por  los  trámites  y  con  los  recur- 
"sos  establecidos  para  los  incidentes. 

"Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  respecto  á  la  prestación 
"de  fianza  en  los  recursos  de  apelacióu  y  casación,  cuando  procedan, 
"será  aplicable  á  los  que  se  interpusieren  contra  las  sentencias  dic- 
"tadas  por  los  Jueces  de  primera  instancia  y  las  Audiencias  en  los 
"incidentes  á  que  se  refiere  este  artículo.'' 

SECCIÓN    CUARTA 


De  la  ejecución  de  la  sentencia  de  desahucio 

Art.  1593.  Las  sentencias  dictadas  en  los  juicios  de  desahu- 
cio serán  ejecutadas  por  el  Juez  que  haya  entendido  en  la  primera 
instancia  de  los  mismos. 

Las  apelaciones  que  se  interpongan  en  el  período  de  su  ejecu- 
ción serán  admitidas  en  un  solo  efecto. 

Art.  1594.  Luego  que  sea  firme  la  sentencia  que  declare  ha- 
ber lugar  al  desahucio,  y  recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  inferior 
en  el  caso  de  apelación,  se  procederá  á  su  ejecución  á  instancia  del 


[I]    Véase  Nota  del  art  1426  de  esta  Ley. 
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actor,  mandando  el  Juez  se  aperciba  de  lanzamiento  al  demandado 
si  no  desaloja  la  finca  en  los  términos  siguientes: 

Ocho  días,  si  se  trata  de  una  casa  habitación,  y  que  habiten 
con  efecto  el  demandado  ó  su  familia. 

Quince  días,  si  de  un  establecimiento  mercantil,  fabril,  de  trá- 
fico ó  de  recreo. 

Veinte  días,  si  de  una  hacienda  ú  otra  cualquiera  finca  nlstica 
que  tenga  caserío,  y  en  la  cual  haya  constantemente  guardas,  capa- 
taces ú  otros  sirvientes. 

APt,  1595.  Si  el  desahucio  se  hiciere  de  una  finca  rústica  que 
no  tuviere  ninguna  de  las  circunstancias  expresadas  en  el  último 
párrafo  del  artículo  anterior,  ó  de  una  casa  no  habitada  por  el  de- 
mandado ó  su  familia,  el  lanzamiento  se  llevará  á  efecto  en  el  acto. 

Art.  159(>*  La  providencia  mandando  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia y  el  lanzamiento  en  su  caso  se  hará  saber  al  demandado  en 
los  mismos  términos  en  que  se  le  haya  hecho  la  citación,  si  estuvie- 
re en  el  lugar  del  juicio. 

En  los  demás  casos  se  notificará  en  estrados,  parándole  el  mis- 
mo perjuicio  que  si  se  hiciese  en  su  persona. 

Art.  1597.  Trascurrido  el  término  respectivamente  señalado 
en  el  art.  1594  sin  que  el  inquilino  ó  colono  haya  desalojado  la  fin- 
ca, se  procederá  á  lanzarlo,  sin  prórroga  ni  consideración  de  ningún 
género  y  á  su  costa. 

Art,  1598.  No  será  obstáculo  para  el  lanzamiento  que  el  in- 
quilino ó  colono  reclame  como  de  su  propiedad  labores,  plantíos  6 
cualquiera  otra  cosa  que  no  se  pueda  separar  de  la  finca.  En  este 
caso  se  extenderá  diligencia  expresiva  de  la  clase,  extensión  y  es- 
tado de  las  cosas  reclamadas. 

Art.  1599.  Al  ejecutar  el  lanzamiento  se  retendrán  y  consti- 
tuirán en  depósito  los  bienes  más  realizables  que  se  encuentren,  su- 
ficientes á  cubrir  las  costas  del  juicio  y  de  las  diligencia»  posterio- 
res que  sean  del  cargo  del  demandado. 

Art.  1600.  También  se  retendrán  y  embargarán  en  dicho 
acto,  si  el  actor  lo  solicitare,  los  bienes  necesarios  para  cubrir  el 
importe  de  las  rentas  ó  alquileres  que  esté  debiendo  el  demandado, 
ó  el  de  los  desi)erfectos  que  hubiere  causado  en  la  finca. 

Este  embargo  quedará  nulo  de  derecho  si  dentro  de  los  20  días 
siguientes  no  entabla  el  actor  la  correspondiente  demanda  pidiendo 
su  ratificación,  conforme  á  lo  prevenido  para  los  embargos  pre- 
ventivos. 

Art    1 601.    Si  el  demandado  no  pagare  las  costas  en  el   acto, 
se  procederá  á  la  venta  de  los  bienes  depositados,    previa  tasación 
por  el  perito  á  peritos  qué  nombre  el  Juez- 
La  enajenación  se  hará  en  la  forma  prevenida  para  el  procedi- 
miento de  apremio  en  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1602.  En  los  casos  en  que  el  demandado  hubiere  re- 
clamado labores,  plantíos  ú  otra  cualquier  cosa  que  haya  quedado  en 
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la  finca,  se  procederá  á  sa  avalúo  por  peritos  nombrados  en  la  for- 
ma prevenida  para  el  justiprecio  de  los  bienes  en  el  juicio  ejecutivo. 

Art,  160S.  Practicada  esta  diligencia,  podrá  el  demandado 
reclamar  el  abono  de  la  cantidad  en  que  haya  sido  apreciado  lo  qué' 
creyere  corresponderle. 

Art.  1604.  Si  el  demandado  limitare  su  reclamación  á  la 
cantidad  que  resulte  del  avalúo,  y  ésta  no  excediere  de  1000  pese- 
tas, conocerá  de  ella  en  juicio  verbal  el  Juez  municipal  que  hubiere 
conocido  del  desahucio. 

En  otro  caso,  conocerá  también  en  juicio  verbal   el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  partido. 

Art.  1605*  En  los  dos  casos  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior se  celebrará  el  juicio  verbal  en  la  forma  prevenida  para  el  de 
desahucio. 

La  sentencia  que  recaiga  en  primera  instancia  será  apelable  en 
ambos  efectos,  sustanciándose  también  este  recurso  en  la  forma  es- 
tablecida para  las  apelaciones  de  dicho  juicio  en  el  presente  título. 

Art.  1606.  Si  el  arrendatario  hiciera  extensiva  su  reclama- 
ción al  abono  de  perjuicios  ó  de  mejoras  que  no  sean  de  las  expresa- 
das en  el  art.  1602,  no  podrá  ser  objeto  del  procedimiento  estable- 
cido en  los  artículos  que  precedan,  y  quedará  á  salvo  su  derecho 
para  el  juicio  que  corresponda  (1)  . 

TITULO  xvín 

De  los  alimentos  promanóles 

Art*  1607.  El  que  se  crea  con  derecho  á  pedir  alimentos  pro- 
visionales presentará  con  la  demanda  los  documentos  que  justifi- 
quen cumplidamente  el  título  en  cuya  virtud  los  pide. 

Si  el  titulo  se  fundare  en  un  derecho  otorgíido  por  la  ley,  se 
presentarán  los  documentos  que  acrediten  la  relación  de  parentesco 
entre  el  demandante  y  demandado,  ó  las  circunstancias  que  den 
derecho  á  los  alimentos,  ofreciendo  completar  la  justificación  con 
t<estigos,  si  fuese  necesario. 

También  ofrecerá  acreditar  el  importe  aproximado  del  caudal, 
rentas,  sueldos  ó  pensiones  que  disfrute  el  que  deba  dar  los  alimen- 
tos, y  las  necesidades  del  que  haya  de  recibirlos. 

Se  acompañarán  además  copias  de  la  demanda  y  de  los  docu 
mentes  en  papel  común  (2). 

Art  1608.  El  Juez  no  admitirá  la  demanda  si  no  se  acompa- 
ñaren los  documentos  expresados  en  el  artículo  anterior. 


[Ij    Se  relaciODan  oon  la  materia  objeto  de  esta  sección  los  artículos  1^1  y  siguien- 
tes, 1^  y  1578  del  Código  Civil. 

[21  Véanse  las  disposiciones  del  tíU  VI,  Ub.  I  del  Oódigo  CítíI,  que  regalan  el  dere- 
dio  ¿'solicitar  alimentos  y  la  obligación  de  prestarlos.  No  obstante  el  epígiafe  de  diebo 
tftalo  De  loa  alimeniag  entre  parientes,  sus  disposiciones  son  aplicables,  s%ün  determina- 
ción expresa  del  art.  158  ft  los  demás  casos  en  que  por  el  mismo  Código,  por  testamento  ó 
por  pacto,  se  tenga  derecho  6  alimentos,  salvo  lo  pactado,  lo  ordenado  por  el  testador  ó  lo 
dispuesto  por  la  ley  para  el  caso  especial  de  qae  se  trate. 
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Árt.  1609.  Presentada  en  forma  la  demauda,  el  Juez  acorda- 
rá convocar  á  las  partes  á  juicio  verbal,  el  que  se  celebrará  con 
arreglo  á  las  disposiciones  prescritas  para  el  que  ha  de  tener  lugar 
en  el  interdicto  de  retener  6  de  recobrar,  y  en  él  se  admitirán  las 
pruebas  que  aquellas  propongan  relativas  á  los  extremos  expresa- 
dos en  el  art.  1607,  que  no  resulten  justificados  por  los  documentos 
acompañados  á  la  demanda. 

Art.  1610.  Este  juicio  tendrá  lugar  dentro  del  quinto  día  de 
la  presentación  de  la  demanda,  si  ambas  partes  estuvieren  en  el  lu- 
gar del  juicio,  y  se  aumentará  un  día  por  cada  30  kilómetros  que 
diste  el  demandado,  á  contar  desde  aquél  en  que  se  le  haga  la  cita- 
ción, pero  sin  que  este  plazo  pueda  exceder  de  10,  á  cuyo  efecto  se 
le  prevendrá  que  si  dentro  del  fijado  no  compareciere,  se  continua- 
rá el  juicio  sin  más  citarle  ni  oirle. 

En  el  acto  de  la  citación  para  el  juicio,  se  entregarán  al  deman- 
dado las  copias  de  la  demanda  y  de  los  documentos. 

Art.  1611.  El  demandado,  en  el  acto  del  juicio,  y  no  en  otra 
forma,  podrá  oponerse  al  derecho  á  los  alimentos  alegado  por  el  de- 
mandante ó  negar  la  obligación,  ya  de  prestarlos,  ya  de  hacerlo  en 
la  cuantía  que  aquél  pida. 

Del  resultado  del  juicio  se  extenderá  el  acta  correspondiente, 
uniéndose  á  los  autos  los  documentos  que  hubieren  presentado  las 
partes. 

Art.  1613.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  celebración 
del  juicio  el  Juez  dictará  sentencia. 

En  la  condenatoria  al  pago  de  alimentos  se  determinará  la  can- 
tidad en  que  han  de  consistir  con  el  carácter  de  provisionales,  hasta 
que  en  el  juicio  declarativo  correspondiente,  si  alguna  de  las  partes 
lo  promoviere,  se  fije  definitivamente  dicha  cantidad;  y  se  decla- 
rará que  el  pago  ha  de  hacerse  por  mensualidades  anticipadas. 

Art.  1613,  La  sentencia  en  que  se  denieguen  los  aliménteos 
será  apelable  en  ambos  electos;  la  en  que  se  concedan  lo  será  en  uno 
solo  (1). 

En  este  caso  se  remitirán  los  autos  originales  al  Tribunal  supe- 
rior, quedando  en  el  Juzgado  testimonio  de  la  sentencia  para  su 
ejecución,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  390. 

Art.  1614.  Si  el  que  fuere  condenado  al  pago  de  los  alimen- 
tos no  hiciere  efectiva  la  pensión  el  día  en  que  deba  pagarla  según 
la  sentencia,  se  procederá  á  su  exacción  por  los  trámites  estableci- 
dos para  el  procedimiento  de  apremio  después  del  juicio  ejecutivo. 

Lo  mismo  se  practicará  con  las  mensualidades  que  vayan  ven- 
ciendo. 

Art.  1615.  Cualquiera  que  sea  la  sentencia  firme  que  recaiga 
en  estos  juicios,  no  producirá  excepción  de  cosa  juzgada.  Siempre 
quedará  á  salvo  el  derecho  de  las  partes  para  promover  el  juicio 
plenario  de  alimentos  definitivos,  ventilando  en  él,  por  los  trámites 

ri]    Negados  los  alimentos,  sólo  podrá  reproducirse  la  solicitad  en  Juicio  declarativo. 
8,nde  Febrero  188A. 


581 

del  declarativo  que  corresponda,  tanto  el  derecho  de  percibirlos, 
como  la  obligación  de  darlos  y  su  cuantía;  sin  perjuicio  de  seguir 
4ibonando  mientras  tanto  la  suma  sefialada  provisionalmente. 

TITULO  XIX 
De  l©«  retmctes   (1) 

Art»  1616,  Para  que  pueda  darse  curso  á  las  demandas  de  re- 
tracto se  requiere: 

lo,  QiLe  $e  interponga  dentro  de  nueve  diaSj  contados  desde  ét 
otorgaTtdenlo  de  Id  escritura  de  venta  (2), 

2a  Que  se  consigne  el  precio  si  es  conocido,  ó  si  no  lo  fuere 
que  se  dé  fianza  de  consignarlo  luego  que  lo  sea  (3). 

3o.  Que  se  acompañe  alguna  justificación,  aun  cuando  no  sea 
cumplida,  del  título  en  que  se  funde  el  retracto  (4). 

4.0.  Que  se  contraiga^  si  el  retracto  es  gentiUcio,  el  compromiso  de 
<}onservar  la  finca  retraída  á  lo  menos  dos  años,  á  no  ser  que  alguna  des- 
grazna  hiciere  venir  á  menos  fortuna  al  retrayente  y  lo  obUgare  á  la 
venta  (5). 

5o.  Que  se  comprometa  el  comunero  á  no  vender  la  participa- 
ción del  dominio  que  retraiga,  durante  cuatro  años» 

60.  Que  se  contraiga,  si  el  i'etracto  lo  intenta  el  dueño  del  do- 
mino directo  ó  el  del  útil,  el  compromiso  de  no  separar  ambos  do- 
minios durante  seis  años. 

7o.  Que  se  acompañe  copia,  en  papel  común,  de  la  demanda 
y  de  los  documentos  que  se  presenten  (6). 

Art«  1617.  El  que  intentare  el  retracto,  si  no  reside  en  el 
pueblo  donde  se  haya  otorgado  la  escritura  que  dé  causa  á  él,  tendrá 
para  deducir  la  demanda,  además  de  los  nueve  días,  uno  por  cada 
30  kilómetros  que  distare  de  su  residencia  dicho  pueblo  (7). 

Art,  1618.  Si  la  venta  se  hubiere  ocultado  con  malicia,  el 
término  de  los  nueve  días  no  empezará  á  correr  hasta  el   siguiente 


[II  Se  entiende  por  retraeío  el  derecho  que  compete  A  ciertas  personas  para  quedares 
por  el  tanto  con  la  cosa  vendida  ft  otro.    Manresa. 

Las  disposiciones  de  este  título  se  refieren  &  los  retractos  de  comuneros  y  de  colindan- 
tes, únicos  legales  que  hoy  existen.  Corresponde  á  los  Jueces  de  primera  instancia  el  co- 
nocimiento de  estos  procedimientos  cualquiera  que  sea  la  cuantía  litígiosA. 

[21  Elste  número  se  entiende  sustituido  por  el  art.  1624  del  Código  GItÜ  que  dice:  No 
podra  ejercitarse  el  derecho  de  retracto  legal  sino  dentro  de  nueve  días  contados  desde  la 
inscripción  en  el  Registro,  y  en  su  defecto,  desde  que  el  retrayente  hubiera  tenido  cono- 
cimiento de  la  venta. 

Según  el  notable  comentarista  Sr.  Manresa,  el  término  íljado  por  el  Código  para  la  In^ 
terposición  de  la  demanda  de  retracto,  continúa  teniendo  carácter  judicial  y  deberán 
descontarse  en  su  computación  los  días  inhábiles. 

[8j    Véase  el  art.  1625  del  C.  Civil. 

[4]  El  condueño  que  eijercite  el  retracto,  deberá  justificar  cumplidamente  la  calidad 
de  copropietario.    S.  98  Oct»  1895, 

[5]  Abolido  por  el  Código  Civil  el  retracto  gentilicio,  no  tiene  aplicación  actual  este 
número. 

[6]  Omitido  cualquiera  de  los  requisitos  determinados  en  este  artículo,  no  debe  darse 
curso  á  la  demanda.   S.  15  Nov.  1891. 

SI    Las  palabras  subrayadas  deben  entenderse  referidas  aX  pueblo  donde  se  haya  fte^ 
inaoripeidn,  de  acuerdo  con  el  arU  1624  del  C.  Civil,  anotado  al  núm.  1. 6  del  art  an* 
terior. 
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al  en  que  se  acreditare  que  el  retrayente  ha  tenido  conocimiento  de 
ella  (1). 

Art.  1619.  El  Juez  habrá  por  presentada  la  demanda  y  por 
intentado  el  retracto,  y  mandará  hacer  el  depósito  de  la  cantidad 
consignada  en  el  establecimiento  público  destinado  al  efecto,  6  ad- 
mitirá la  fianza  bajo  su  responsabilidad  en  los  casos  en  que  proceda, 
reservándose  proveer  sobre  el  curso  de  la  demanda^  presentada  que 
sea  la  certificación  del  acto  de  conciliación. 

Art.  1620.  Presentada  que  fuere  por  el  i-etrayent/e  certifica- 
ción del  acto  de  conciliación  sin  efecto,  el  Juez  dará  traslado  de  la 
demanda  al  comprador,  mandando  emplazarlo,  y  entregarle  las  co- 
pias de  ella  y  de  los  documentos^  en  la  forma  prevenida  en  el  juicio 
declarativo  de  mayor  cnantía. 

Art.  1621.  Si  compareciere  el  demandado  dentro  del  térmi- 
no del  emplazamiento,  se  le  mandará  que  conteste  la  demanda  den- 
tro de  nueve  días. 

No  compareciendo,  se  practicará  lo  prevenido  en  los  artículos 
520  y  621. 

Art.  1623.  En  la  contestación  manifestará  el  demandado  si 
está  conforme  con  los  hechos  en  que  la  demanda  se  haya  fundado,  ó 
cuáles  sean  aquéllos  en  que  no  lo  estuviere. 

Del  escrito  de  contestación  se  acompañará  copia,  la  cual  será 
entregada  al  demandante. 

Art.  1623.  Habiendo  absoluta  conformidad  en  los  hechos, 
sin  más  trámites  llamará  el  Juez  los  autos  á  la  vista,  con  citación 
de  las  partes  para  sentencia. 

Sei'á  aplicable  á  este  caso  lo  que  se  dispone  en  el  art.   755» 

Art.  1624.  Si  no  hubiere  conformidad  en  los  hechos^  se  reci- 
birán los  autos  á  prueba  sobre  aquéllos  en  que  no  la  hubiere,  y  se 
continuará  el  juicio,  hasta  dictar  sentencia,  por  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes,  observándose  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 752  al  757  inclusive  (2). 

Art.  1625.  La  sentencia  que  recaiga  seró  apelable  en  ambos 
efectos,  y  también  se  sustanciará  la  segunda  instancia  por  los  trá- 
mites establecidos  para  las  apelaciones  de  los  incidentes. 

Art.  1626.  Luego  que  sea  firme  la  sentencia  que  declare  ha- 
ber lugar  el  retracto,  se  tomará  razón  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad del  compromiso  que  se  haya  contraído  en  cualquiera  de  los  ca- 
sos 4o.,  5o.  y  6o.  comprendidos  en  el  art.  1616,  expidiéndose  al 
efecto  mandamiento  por  duplicado  al  Registrador,  cuyo  funcionario 
devolverá  uno  de  los  ejemplares,  con  la  nota  de  quedar  cumplido, 
el  cual  se  unirá  á  los  autos. 


(1)  Lo  dispuesto  en  este  párrafo  ha  de  entenderse  hoy  referente  &  cuando  no  se  haya 
hecho  la  Inscripción. 

El  párrafo  2.  ©de  este  artículo  carece  de  aplicación  actual,  insertándose  en  el  Apén- 
dice V.  '^ 

Como  disposiciones  especiales  sobre  el  tanteo  y  el  retracto  en  el  censo  enfliéatico.  con- 
Rültense  los  artículos  1686  al  1642  del  C.  Civil. 

(2)  Eh  los  Juicios  de  retractos  no  se  permiten  escritos  de  réplica  y  duplica. 
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Art.  1627.  El  comprador  que  haya  sido  vencido  puede  eu 
<?ualquier  tiempo  librar  al  retrayente  del  gravamen  expresado  eu 
l4>8  números  -ío.,  5o.  y  6o.  del  art  1616. 

Art.  1638.  Cuando  conviniere  en  ello  el  comprador  vencido, 
o  pasados  los  plazos  prevenidos  en  el  art  1616,  el  Juez  librará  otro 
mandamiento  para  que  se  cancele  la  anotación  hecha  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  del  compromiso  contraído  por  el  retrayente. 

La  enajenación  que  se  hiciere  antes  del  vencimiento  de  los  res- 
pectivos plazos  sin  la  conformidad  del  comprador  vencido  será  nu- 
la, quedando  también  sin  efecto  el  retracto,  si  dicho  comprador  lo 
solicitare. 

TITULO  XX 

m 

De  la»  interdictas  (1) 

Art.  16:29.    Los  interdictos  sólo  podrán  intentarse: 
lo.     Para  adquirir  la  posesión. 
2o.     Para  retenerla  ó  recobrarla. 
3o.     Para  impedir  una  obra  nueva. 
4o.     Para  impedir  que  cause  daño  una  obra  ruinosa. 
Art.  IttSO.    El  conocimiento  de  los  interdictos    corresponde 
exclusivamente  á  la  jurisdicción  ordinaria  (2). 

SECCIÓN    PRIMERA 


Del  interdicta  de  adquirir 

Art.  1631  •  Para  que  pueda  tener  lugar  el  interdicto  de  ad- 
quirir, será  requisito  indispensable  que  nadie  posea^  á  título  de 
duefLo  ó  de  usufructuario,  los  bienes  cuya  posesión  se  solicite. 

Art.  1632«  Con  la  demanda  se  presentará  copia  fehaciente 
de  la  disposición  testamentaría  del  finado,  cuyos  bienes  sean  objeto 
del  interdicto,  ó  si  hubiere  ñillecido  intestado,  la  declaración  de  he- 
redero hecha  por  Autoridad  judicial  competente. 

Art.  1633.  Cuando  la  posesión  haya  de  fundarse  en  título 
distinta  de  los  del  artículo  anteríor,  se  arreglará  el  juicio  al  proce- 
dimiento establecido  en  el  tít.  14  de  la  prímera  parte  del  lib.  3o. 
de  esta  ley. 

Art.  1631^  Bn  la  demanda  pedirá  el  actor  que  se  le  reciba 
sumaria  información  de  testigos  para  justificar  que  los  bienes  cuya 


<  1)  Biüo  1»  denominación  de  interdicíog  se  comprenden,  según  el  Sr.  Gómez  de  la  Ser- 
na, **todoe  los  Juicios  civiles  qae  reclaman  con  urgencia  una  medida  que  los  termine  por 
interesarse  inmediatamente  el  orden  público,  la  seguridad  amenazada  de  las  personas  ó 
de  .lA0  cosas  ú  otros  derechos  prioada»^  que,  Á  no  ser  atendidos  sin  dilación,  pueden  ner- 
derse."  *^ 

í2  *  Esta  disposición  no  obsta  á  que  las  Autoridades  municipales  y  provinciales  den- 
tro del  círculo  de  sus  atribuciones  y  como  medidas  de  policía  urtÑina  6  ruraL  acuerden 
cuberBatlvan&eBte  el  derrilx)  de  edificios  ruinosos  y  otras  que  pudieran  ser  objeto  de 
Txiterdictos. 
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posesión  reclama  no  están  poseídos  por  nadie  á  título  de  dueño  ni 
de  usufructuario  (1). 

Art,  1635.  Dada  la  información  de  que  se  babla  en  el  articu- 
lo anterior,  dictará  el  Juez  auto  otorgando  sin  perjuicio  de  tercero 
de  mejor  derecho  6  denegando  la  posesión  solicitada. 

El  auto  en  que  se  deniegue  será  apelable  en  ambos  efectos  (2). 

Art,  1636.  Dictado  el  auto  otorgando  la  i>08esión,  se  proce- 
derá á  darla  en  cualquiera  de  los  bienes  de  que  se  trate,  en  voz  y 
nombre  de  los  demás,  por  alguacil^  á  quien  se  conferirá  comisión 
al  efecto,  y  ante  actuario. 

Por  él  mismo  actuario  se  harán  los  requerimientos  necesarios  á 
los  iuquilinos,  colonos,  depositarios  ó  administradores  de  los  demás 
bienes,  para  que  reconozcan  al  nuevo  posee<ior,  el  cual,  en  el  mis- 
mo acto  ó  después,  podrá  designar  la^  personas  á  quienes  hayan  de 
hacerse  dichos  requerimientos, 

Art.  1637.  Al  que  haya  obtenido  la  posesión  deberá  darse, 
si  lo  pidiere,  testimonio  del  auto  en  que  se  le  hubiere  mandado  dar 
y  de  las  diligencias  practicadas  para  su  cumplimiento  (3). 

Art.  1638.  Dada  la  posesión,  el  Juez  dispondrá  que  el  auto 
en  que  se  haya  mandado  dar  se  publique  por  edictos,  que  se  fijarán 
en  los  sitios  acostumbrados  del  pueblo  en  que  residiere  el  Juzgado, 
y  se  insertarán  en  los  jBoZe¿Í7»e¿;  q/Scio^e»  de  la  provincia^  donde  los 
hubiere,  ó  en  su  defecto  en  la  Gaceta  del  Grobierno  general. 

Art.  1639*  Pasados  40  días  desde  la  fecha  en  que  se  hubiere 
publicado  el  auto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
sin  que  nadie  se  haya  presentado  á  reclamar,  se  amparará  en  la  po- 
sesión  al  que  la  hubiere  obtenido,  y  no  se  admitirá  reclamación 
contra  ella.  Quedará  sólo  al  que  se  crea  perjudicado  la  acción  de 
propiedad,  durante  cuyo  juicio  deberá  conservarse  en  la  posesión 
al  que  la  haya  adquirido. 

Art.  1640.  Las  reclamaciones  que  se  deduzcan  contra  la  po- 
sesión durante  el  término  antedicho  se  unirán  á  los  autos^  y  pasi*- 
do  que  sea,  se  entregarán  al  que  hubiere  obtenido  la  posesión  para 
que  las  conteste  ó  exponga  lo  que  tenga  por  conveniente  dentro  de 
seis  días^  trascurridos  los  cuales  se  recogerán  los  autos  sin  necesi- 
dad de  apremio. 

Art.  1641.  Presentado  el  escrito  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  al  que  se  acompañarán  tantas  copias  del  mismo  cuantos 
sean  los  reclamantes,  ó  recogidos  los  autos^  el  Juez  dictará  provi- 
dencia mandando  que  se  entreguen  á  aquéllos  dichas  copias,  y  que 
se  cite  á  las  partes  ajuicio  verbal,  para  cuya  celebración  señalará 
el  día  más  próximo  posible. 

Art.  1643,  Al  juicio  verbal  podrán  concurrir  los  defensores 
de  las  partes. 

[11  La  información  de  testigos  á  qae  se  refiere  este  artículo  se  veriflcarft  sin  citación 
del  Ministerio  fiscal  ni  de  nadie. 

[2]  Contra  la  providencia  firme  otorgando  la  posesión  en  un  Interdicto  de  adquirir 
sólo  cabe  ejercitar  la  acción  de  propiedad.    Sents,  lU  Bnero  y  U  Junio  18$U 

[8]  El  testimonio  del  auto  mandando  dar  la  posesión,  es  inscribible,  conforme  A  la 
Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  18  de  Junio  de  1808. 


S85 

Después  de  exponer  los  reclaiuautes  por  su  orden  su  derecho  á 
poseer,  y  de  contestarles  el  que  liaya  obtenido  la  posesión,  propon- 
drán ambas  partes  las  pruebas  que  les  convengan,  las  que  podrán 
ser  de  posiciones,  documentos  y  testigos.  Admitidas  por  el  Juez 
las  que  estime  pertinentes,  se  practicarán  en  el  mismo  acto,  unién- 
dose los  documentos  á  los  autos. 

Del  resultado  del  juicio  se  extenderá  acta,  que  firmarán  el  Juez, 
los  interesados,  los  testigos  que  hubieren  sido  examinados  y  el  ac- 
tuario. 

Art,  1643.  Si  alguna  de  las  pruebas  propuestas  y  admitidas 
hubiere  de  practicarse  fuera  del  lugar  en  que  se  celebre  el  juicio, 
el  Juez  acordará  lo  conveniente  para  que  tenga  efecto,  pudiendo 
suspender  el  acto,  señalando  para  continuarlo  el  día  más  próximo 
posible. 

Art.  1644*  Concluido  el  juicio  verbal,  y  dentro  de  los  tres 
íiías  siguientes,  el  Juez  dictará  sentencia,  en  la  cual  acordará  am- 
parar en  la  posesión  al  que  la  haya  obtenido,  ó  darla  al  reclamante 
que  tenga  mejor  derecho,  con  todas  sus  consecuencias,  dejando  sin 
efecto  la  dada  anteriormente. 

En  este  último  caso,  si  resultare  haber  procedido  dolosamente 
el  que  promovió  el  interdicto,  será  condenado  en  las  costas  y  á  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  (1). 

Dicha  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos. 

JURISPRUDENCIA. 

La  cuestión  de  daños  y  perjuicios  ocasionadoe  por  el  interdicto  dead- 
q^uirir,  como  materia  de  hecho,  corresjwnde  apreciarla  al  Tribunal  senten- 
ciador; apreciación  irrevocable  si  no  se  demuestra  que  al  hacerla  se  ha  incu- 
rrido en  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  que 
demuestren  evidentemente  la  equivocación  del  juzgador.  S.  7  OcL  188g. 

Art,  1645.  Luego  que  la  sentencia  adquiera  el  carácter  de  fir- 
me, se  procederá  á  la  ejecución  de  lo  que  en  ella  se  hubiere  man- 
dado. 

Cuando  en  su  virtud  deba  darse  la  posesión  al  reclamante,  se 
llevará  á  efecto  del  modo  expresado  en  el  art.  1636. 

Art,  1646.  Si  hubiere  condena  de  costas,  se  procederá  inme- 
diatamente á  su  tasación  y  aprobación. 

Art,  1647.  Si  hubiere  condena  de  frutos,  ó  daños  y  perjui- 
cios, se  fijará  su  importe  en  otro  juicio  verbal,  en  el  cual,  con  pre- 
sencia de  lo  que  las  partes  aleguen  y  de  las  pruebas  que  se  practi- 
quen, determinará  el  Juez  lo  que  deba  abonarse. 

Contra  esta  declaración  no  se  dará  ningún  recurso,  quedando  á 
salvo  á  las  partes  su  derecho  para  hacer  enjuicio  declarativo  las 
reclamaciones  que  les  convengan. 

Art.  1648*  Conocido  el  importe  de  laa  costas,  de  los  frutos,  ó 
de  los  daños  y  perjuicios,  se  procederá  á  hacerlo  efectivo  de  la  ma- 


[1]    Ed  esta  condena  estA  comprendida  la  de  fmtoSf  debiendo  tenerne  prevente,  para 
este  caso,  lo  dispuesto  en  los  arta.  451  y  siguientes  del  CAdlgo  Civil. 
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uera  prevenida  en  el   procedimiento  de  apremio  después  del  juicio 
ejecutivo. 

JURISPRUDENCIA. 

No  dándose  el  recurso  de  casación  contra  un  interdicto,  mucho  menos 
puede  otorgarse  en  cuanto  al  incidente  sobre  ejecución  de  la  sentencia  rela- 
tiva al  mismo,  porque  después  de  ejecutada  queda  expedito  el  juicio  ordina- 
rio sobre  el  punto  que  ha  sido  objeto  de  aquél.  S,  6  Junio  187S, 

SECCIÓN    SEGUNDA 


Del  interdicto  de  retener  ó  de  recobrar  (1) 

Art.  1649.  El  interdicto  de  retener  6  de  recobrar  procederá 
cuando  el  que  se  halle  en  la  posesión  ó  en  la  tenencia  de  una  cosa 
haya  sido  pert'Urbado  en  ella  por  actos  que  manifiesten  la  intención 
de  inquietarle  ó  despojarle,  ó  cuando  haya  sido  ya  despojado  de  di- 
cha i>osesión  ó  tenencia  (2). 

JURISPRUDENCIA. 

Iios  Ayuntamientos  pued^i  amparar  la  posesión  de  servidumbres  pú- 
blicas no  habiendo  trascurrido  un  año  y  un  día  de  realizada  la  perturbacióu. 
♦V.  del  Trib,  Conf.  2  Sov,  188S. 

Art.  16o0.  £n  la  demanda,  de  la  que  se  acompañará  copia 
en  papel  común,  se  ofrecerá  información  para  acreditar: 

lo.  Hallarse  el  reclamante,  ó  su  causante,  en  la  posesión  ó  en 
la  tenencia  de  la  cosa  (3). 

2o.  Que  ha  sido  inquietado  ó  perturbado  en  ella,  ó  tiene  fun- 
dados motivos  para  creer  que  lo  sem;  ó  que  ha  sido  despojado  de 
dicha  posesión  ó  tenencia;  expresando  con  toda  claridad  y  precisión 
los  actos  exteriores  en  que  consistan  la  i)erturbación,  el  conato  de 
perpetrarla,  ó  el  despojo,  y  manifestando  si  los  ejecutó  la  persona 
contra  quien  se  dirige  la  acción  ú  otra  por  orden  de  ésta. 

Art*  I65L  £1  Juez  admitirá  la  demanda  y  acordará  recibir 
la  información  si  aparece  presentada  aquélla  antes  de  haber  trascu- 
rrido uu  año,  á  cont;ur  desde  el  acto  que  la  ocasione. 

Si  se  presentare  después,  dechirará  no  haber  lugar  á  su  admi- 
sión, reser\'ando  al  que  la  haya  presentado  la  acción  que  pueda  co- 
rresponderle  para  que  la  ejercite  en  el  juicio  que  fuere  procedente. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos,  y  admitida  la  apela- 
ción se  remitirán  los  autos  al  Tribunal  superior  (4),  con  emplaza- 
miento sólo  del  que  haya  promovido  el  interdicto. 


[1]  *Ttx!o  po^'^'dor  tieiw?  derecho  ft  ser  respetado  en  ?a  poeesiOn;  y,  fd  ftiere  inquietái- 
do  t'n  ella,  del>eri\  ser  aui parido  O  restituido  en  dtcha  posesión  por  los  medios  qu«  bu 
leyes  de  pnx*e\timiouti>(íe(ítaWeeeiv.'*  Ari.  VjS>  C.  f'irif. 

l2»  Sefnln  el  art.  XIII  de  la  Orden  núni.  632.— v^ase  Coiiipl€niento  deestaSeoci^D— el 
pnKxxlimieuto  es^ta Mecido  en  los  ;vrttoukK$  dti  texto  se  entenderá  Tigenie  tan  sólo  paia  km 
ej^sos  de  p*^rturbac!<^n  ó  dt^p^^jo  ile  Ut  propitxlad  no  comprendidotít  en  dicha  Orden,  con  la 
lUiioa  uiiHUdoai-uMi  de  eiit^-ndi  ree  ootupetente  el  Jues  manieipal  con  apelación  par»  ante 
el  superior  jc^Tí^niuUxx 

[^:    Vírase  art.  *fi  O.  Civil. 

>^4]     Hoy  Ju«¿:ado  de  la.  lustaneta.  V.  N«.>ta  del  :irt.  1^0. 


387 

Art.  1652.  Si  de  la  iuformación  resultaren  comprobados  lo 
dos  extremos  expresíidos  en  el  artículo  1650,  mandará  el  Juez  con- 
vocar á  las  partes  ajuicio  verbal,  para  cuya  celebración  señalará 
día  y  hora,  dentro  de  los  ocho  siguientes,  debiendo  mediar  tres  días 
por  lo  menos  entre  el  juicio  y  la  citación  del  demandado,  á  quien 
será  entregada  al  citarlo  la  copia  de  la  demanda. 

Art.  1653.  No  se  admitirá  al  demandado  escrito  alguno  cuyo 
objeto  sea  impugnar  la  demanda,  ni  pretensión  que  dilate  la  cele- 
bración del  juicio. 

Art.  1654.  Para  la  celebración  del  juicio  verbal  se  observará 
lo  prevenido  en  los  artículos  1642  y  siguientes,  llevándolo  á  efecto 
aunque  no  concurra  el  demandado. 

Sólo  se  admitirán  las  pruebas  que  se  refieran  á  los  dos  extre- 
mos expresados  en  el  art.  1650,  repeliendo  el  Juez,  bajo  su  respon- 
sabilidad, las  que  no  se  concreten  á  este  objeto. 

Art,  1655.  En  el  día  siguiente  al  de  la  terminación  del  juicio, 
el  Juez  dictará  scíntencia  declarando  haber  lugar  ó  no  al  interdicto. 
Si  lo  denegare,  condenará  en  las  costas  al  demandante. 

Esta  sentencia  será  ai  lelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1656.  En  la  sentencia  que  declare  haber  lugar  al  inter- 
dicto por  haber  sido  inquietado  ó  perturbado  el  demandante  en  la 
posesión  ó  en  la  tenencia,  ó  por  tener  fundados  motivos  para  creer 
que  lo  será,  se  mandará  mantenerle  en  la  posesión  y  requerir  al 
perturbador  para  que  en  lo  sucesivo  se  abstenga  de  cometer  tales 
actos  ú  otros  que  manifiesten  el  mismo  propósito,  bajo  el  aperci- 
bimiento que  corresponda  con  arreglo  á  derecho,  y  se  impondrán 
todas  las  costas  al  demandado 

En  la  sentencia  que  declare  haber  lugar  al  interdicto,  por  haber 
sido  despojado  el  demandante  de  la  posesión  ó  de  la  tenencia,. se 
acordará  que  inmediatamente  se  le  reponga  en  ella,  y  se  condenará 
al  despojante  al  pago  de  las  costas,  dafios  y  perjuicios,  y  devolución 
de  los  frutos  que  hubiere  percibido. 

En  uno  y  otro  caso  la  sentencia  contendrá  la  fórmula  de  sin  per- 
juicio de  tercet^Oj  y  se  reservará  á  las  partes  el  derecho  que  puedan 
tener  sobre  la  propiedad,  ó  sobre  la  posesión  definitiva,  el  que  po- 
drán utilizar  en  el  juicio  correspondiente.   (1) 

Art.  1657.  Contra  la  sentencia  que  declare  haber  lugar  al  in- 
terdicto, la  apelación  será  admitida  en  ambos  efectos,  después  de 
practicadas  las  actuaciones  que  para  mantener  ó  reponer  al  deman- 
dante en  la  posesión  se  hubieren  acordado;  aplazando  la  ejecución 
de  los  demás  extremos  relativos  á  costas  y  devolución  de  frutos,  da- 
ños y  perjuicios  para  después  que  haya  adquirido  dicha  sentencia  el 
carácter  de  firme. 

Art.  1658.  Si  la  sentencia  que  declare  haber  lugar  al  inter- 
dicto fuere  confirmada  por  el  Tribunal  superior,  devueltos  que  fue- 


ri]    La  sentencia  absolutoria  dictada  en  un  Juicio  declarativo,  no  extingue  la  respon 
sabllldad  contraida  en  «n  interdicto  improcedente.    8.  16  Febrero  1885. 
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reu  los  autos  al  Juzgado,  se  procederá  inmediatameute  á  cumplirla 
en  los  extremos  cuya  ejecución  estuviere  aplazada. 

Si  la  sentencia  que  otorgare  6  negare  el  interdicto  fuere  re- 
vocada, se  cumplirá  según  sus  términos  la  del  Tribunal  supe- 
rior (1). 

Art.    1659.    Las  costas  se  tasarán  en  la  forma  ordinaria. 

El  importe  de  los  daños  y  perjuicios  y  el  de  los  frutos  lo  fijará 
el  Juez,  sin  ulterior  recurso,,  por  el  procedimiento  prevenido  en  el 
art  1647. 

Para  hacer  efectivas  estas  condenas,  después  de  liquidado  su 
importe,  se  procederá  por  la  vía  de  apremio  establecida  para  el 
juicio  ejecutivo. 

Art.  1660.  A  las  partes  que  lo  solicitaren  se  devolverán, 
bajo  recibo,  los  documentos  que  hubieren  presentado,  quedando  en 
autos  nota  expresiva  de  su  fecha,  de  los  otorgantes  y  de  su  objeto,  y 
si  fueren  públicos,  del  archivo  en  que  se  hallen  los  originales. 

Complemento. — kecubso  de  amparo  en  la  posesión. 

Orden  núm,  362  de  17  Septiembre  de  1900  (2). 

III.  Todo  aquel  que,  por  disposición  judicial  ó  á  consecuen- 
cia de  ella,  dictada  en  actuaciones  civiles  ó  criminales,  en  que  no 
figure  como  parte  ni  se  le  haya  oído  fuere  despqiado  ó  perturbado 
en  el  dominio  ó  posesión  de  bienes  de  cualquiera  clase  que,  por  sí 
ó  por  medio  dé  otras  personas,  posea  en  concepto  de  dueño  ó  de 
causa>habiente  del  dueño,  con  anterioridad  á  la  fecha  de  aquella 
disposición,  deberá  ser  inmediatamente  amparado  en  la  posesión 
por  el  Juez  ó  Tribunal  de  quien  proceda  aquella  disposición  ó  que 
esté  conociendo  de  los  autos  por  cualquier  motivo,  aunque  sea  por 
el  de  apelación  y  aun  cuando  por  cualquiera  causa  haya  quedado 
el  juicio  ó  las  actuaciones  en  suspenso. 

IV.  Para  obtener  el  amparo  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, será  suficiente  que  el  perturbado  ó  despojado  lo  solicite  por 
escrito,  siempre  que  los  fundamentos  que  justifiquen  su  solicitud, 
ya  se  refieran  al  dominio  ó  ya  á  la  posesión,  consten  en  los  mismos 
autos  ó  en  otros  que  sean  principales  ó  incidentes  de  los  mismos; 
ó  en  caso  contrario,  se  presenten  documentos  fehacientes  que  com- 
prueben dichos  fundamentos. 

En  cualquiera  de  estos  dos  casos,  el  Juez  ó  Tribunal,  sin  au- 
diencia de  nadie  decretará  en  el  acto  el  amparo  imponiendo  las 
costas  al  perturbador  ó  despojante,  y  disponiendo  que  en  el  mismo 
día  se  practiquen  las  diligencias  ó  se  libren  y  entreguen  al  recla- 
mante las  comunicaciones  que  sean  necesarias  para  hacer  efectivo 


fi] 


Contra  las  sentenoias  dictadas  por  los  Jucices  do  primera  instancia  en  esta  clase  de 


interdictos  resolviendo  apela«irtn  del  Juez  municipal,  procede  el  recurso  de  casación,  por 
<iue  el  art.  XIII  de  la  Orden  núna.  3(2  no  modificó  en  modo  alguno  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento en  cuanto  á  los  recursos  otorgados  en  aquellos  procedimientos. 

[2]  Los  artículos  I  y  II  de  esüi  Orden  se  insertan  como  Complemento  del  art  95¡0  de 
esta  Ley  y  son  relativos  á  la  ocupación  ó  embargo  de  bienes  dispuestos  por  los  Tribuna- 
les on  Juicios  civiles  ó  criminales. 


389 

dicho  amparo;  y  que  al  efecto  se  hagan  his  prevenciones  pertinentes 
al  perturbador  ó,  en  su  caso,  se  restituya  en  la  i>osesi6n  al  despoja- 
do. La  condena  de  costas  no  se  hará  efectiva  mientras  no  se  noti- 
fique al  condenado  á  su  pago  y  quede  firme  dicha  resolución. 

V.  Si  se  declarase  sin  lugar  el  amparo,  se  impondrán  las  cos- 
tas al  reclamante.  Este  podrá  pedir,  dentro  de  tres  días  reposi- 
ción de  dicha  resolución;  cuyo  recurso  también  sin  audiencia  de  na- 
die, se  resolverá  dentro  (leí  dia  siguiente  al  de  su  interpasición.  Y 
si  se  declarase  sin  lugar  el  recurso  se  impondrán  también  las  costas 
al  recurrente.     Este  podrá  apelar  dentro  de  tercero  día. 

VI.  Si  se  declarase  con  lugar  el  amparo  una  vez  practicado  lo 
necesario  para  hacerlo  efectivo,  se  notificará  la  resolución  á  los  que 
sean  partes  en  el  juicio  ó  actuaciones,  quienes  podrán  pedir  reposi- 
ción dentro  de  tres  días;  cuyo  recurso  se  sustanciará  en  la  forma 
que  para  los  de  esa  clase  previene  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
Si  se  resolviere  declarándolo  sin  lugar,  se  impondrán  al  recurrente 
las  costas;  y  en  caso  contrario,  se  impondrán  al  que  solicitó  el  am- 
paro.    La  resolución  será  apelable  dentro  de  tercero  día. 

VIL  Si  dispuesto  un  embargo,  ocupación  ó  remate  de  bienes 
determinados,  se  comprendiesen,  al  llevar  á  efecto  la  diligencia  ó 
acto  dispuesto,  otros  bienes,  el  Juzgado  ó  Tribunal  deberá  subsanar 
de  oficio  esa  informalidad  ó  extral imitación  tan  pronto  como  se  en- 
tere de  ello,  disponiendo,  sin  demora  y  sin  previa  audiencia  de  nadie, 
que  se  excluyan  de  la  diligencia  ó  acto  los  bienes  indebidamente 
comprendidos;  practicándose  para  esto  cuanto  sea  necesario,  inclu- 
so el  libramiento  de  órdenes,  mandamientos  y  exhortes  que  en  cada 
caso  se  requieran.  Contra  esta  resolución,  después  de  cumplida,  se 
podrán  interponer  los  recursos  de  reposición  y  apelación  en  la  forma 
y  dentro  de  los  términos  establecidos  en  el  artículo  anterior. 

^o  obstante  la  obligación  de  proceder  de  ofició  los  Jueces  y 
Tribunales  en  los  casos  á  que  este  artículo  se  refiere,  podrán  los 
perjudicados  con  aquella  extralimitación  pedir  que  se  subsane, 
utilizando  para  ello  el  recurso  de  amparo  que  en  esta  Orden  se  esta- 
blece. 

VIII.  Si  los  fundamentos  que  justifiquen  el  recurso  de  amparo 
no  constan  en  los  autos  en  que  se  deduzca  ó  en  sus  principales  ó  in- 
cidentes, ni  se  presentaren  documentos  públicos  de  cualquier  clase 
que  los  comprueben,  el  Juez  ó  Tribunal  señalará  día  y  hora  dentro 
de  los  seis  días  siguientes,  para  que  comparezcan  los  int^eresados 
con  las  pruebas  que  tuvieren  y  oyendo  en  ese  acto  á  dichos  intere- 
sados ó  á  sus  abogados  y  apreciando  las  pruebas  que  en  el  acto  pre- 
sentaren, las  cuales  podrán  ser  de  cualquier  clase  si  se  refieren  al 
hecho  de  la  posesión,  ó  solo  de  documentos  públicos  si  se  refieren  á 
la  propiedad,  dictará  su  resolución  en  el  propio  act<o  ó  á  mas  tar- 
dar dentro  del  día  siguiente;  la  cual  se  cumplirá  inmediatamente 
sin  necesidad  de  notificación  previa  si  en  ella  se  declarase  con  lugar 
el  recurso. 
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La  resolución  que  se  dict-e  por  cualquier  Juez,  será  en  todo  ca- 
so apelable  dentro  de  tercero  día. 

IX.  Todas  las  apelaciones  podrán  establecerse  por  diligencias 
en  los  mismos  autos,  ó  por  medio  de  escrito  sin  necesidad  de  Letra- 
do; y  se  oirán  para  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  ó  de  Instruc 
ción  del  Distrito  si  la  resolución  apelada  hubiere  sido  dictada  por 
un  Juez  Municipal;  para  ante  la  Sala  correspondiente  de  la  Au- 
diencia respectiva,  si  hubiere  sido  dictada  por  un  Juez  de  Primeni 
Instancia,  de  Instrucción  ó  Correccional.  Si  fuere  dictada  en  pri- 
mera instancia  por  una  Sala  de  Justicia,  sólo  procederá  contra  ella 
recurso  de  súplica  ante  el  Tribunal  Pleno,  interponiéndose  y  resol- 
viéndose, previa  vista  pública,  en  los  mismos  términos  y  en  la  pro- 
pia forma  que  el  de  apelación. 

X.  Dentro  de  los  tl^es  días'siguientes  al  de  la  interposición 
del  recurso  de  apelación,  en  los  casos  en  que  proceda  ést«,  se  eleva- 
rán los  autos  al  Juzgado  ó  Tribunal  que  deba  conocer  del  mismo, 
emplazándose  previamente  á  las  partes  para  que  ante  él  comparez- 
can dentro  de  quinte  día.  Si  el  Juzgado  6  Tribunal  que  haya  de 
conocer  de  la  apelación  estuviere  en  lugar  distinto  de  aquél  que  dic- 
tó la  resolución  apelada,  el  término  del  emplazamiento  se  ampliará 
á  un  día  más  por  cada  veinte  kilómetros  de  dist-ancia.  Si  venciere 
el  ténnino  del  emplazamiento  sin  personarse  el  apelante  quedará 
firme  de  derecho  la  resolución  apelada  y  se  devolverán  de  oficio  los 
autos  dentro  del  signient-e  día  al  Juzgarlo  inferior,  haciéndose  con- 
tar en  ellos  aquella  circunstancia. 

XI.  Si  se  personase  el  apelante  dentro  del  término  del  empla- 
zamiento se  señalará  día  para  la  vista,  la  cual  se  celebrará  dentro 
de  los  tres  días  siguientes;  y  oyéndose  en  ella  á  las  partas  6  sus  de- 
fedsores,  se  dictaró  sente,ncia  dentro  de  los  tres  días  siguientes,  con 
la  declarateria  sobre  cost>a8  que  correeponda  y  sin  ulterior  recurso, 
devolviéndose  inmediatamente  los  autos  al  Juzgado  ó  Tribunal  in- 
ferior, donde  se  hará  la  notificación  de  aquélla. 

Las  vistas  no  se  suspenderán  por  enfermedad  ni  imposibilidad 
de  las  partes  ó  sus  defensores  (1). 

XII.  Esta  Orden  tendrá  aplicación  tanto  en  la  jurisdicción  ci- 
vil como  en  la  penal;  y  lo  mismo  en  los  casos  que  en  lo  sucesivo 
ocurran  que  en  los  que  hasta  ahora  hayan  ocurrido  y  aún  no  estén 
resueltos  ejecutoriamente. 

XIII.  Para  los  casos  de  perturbaci6n  en  la  propiedad  ó  des- 
pojo de  ella,  que  no  estén  comprendidos  en  los  artículos  que  prece- 
den, continuará  vigente  el  procedimiento  señalado  en  la  Ley  pe  En- 
juiciamiento Civil  para  el  interdicto  de  retener  ó  de  recobrar;  pero 
entendiéndose  que  será  Juez  competente  el  municipal  con  apelación 
para  ante  el  superior  gerárquico. 


(1  >  Como  aclaración  A  los  artículos  X  y  XI  de  esta  Orden,  la  Secretaría  de  Justicia 
resolvió  con  fecha  8  de  NoTiembre  de  1900,  que  el  plazo  de  tres  días  dentro  del  cual  ha  de 
celebrarse  la  vista  A  que  se  refiere  el  segundo,  empezará,  A  contarse  al  día  siguiente  en  que 
termine  el  plazo  de  cinco  días  que  se  cx)nceaen  A  las  partes  para  personarse  en  el  Tribu- 
nal Kupeiior  al  ser  emplazadas. 
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XTV.  Todo  lo  relativo  al  recurso  de  amparo  se  sustanciará  en 
cuaderno  aparte,  á  fin  de  no  entorpecer  el  curso  del  asunto  princi- 
pal; pero  siempre  quedará  en  suspenso  el  cumplimiento  de  la  reso- 
lución que  motive  el  recurso  de  amparo  en  la  parte  que  sea  objeto 
de  éste. 

XV.  Si  al  elevar  al  Juzgado  ó  Tribunal  superior  dicho  cua- 
derno y  los  autos  principales  (si  fueren  necesarios  éstos)  por  virtud 
de  apelación,  pudiera  sufrir  perjuicio  la  marcha  del  asunto  princi- 
pal, se  formará  cuaderno  separado  con  los  lugares  indispensables 
para  la  práctica  de  todo  aquello  que  convenga  no  demorar. 

XVI.  Siempre  que  á  consecuencia  de  disposición  judicial  y  á 
pesar  de  lo  dispuesto  en  el  Artículo  11,  se  dé  posesión  á  una  perso- 
na de  bienes  que  estén  poseídos  por  persona  distinta  de  la  que  se 
supone  duefia  ó  poseedora  y  en  cuya  suposición  sea  que  se  haya  dic- 
tac^o  aquella  orden,  la  persona  á  quien  se  hubiere  dado  posesión  se 
abstendrá  de  disponer  de  dichos  bienes  ó  de  sus  frutos  mientras  no 
lo  autorice  para  ello  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiese  dispuesto  la 
ocupación  ó  posesión,  para  cuyo  efecto,  deberá  presentar  al  mismo, 
dentro  de  los  dos  días  siguientes,  la  citada  diligencia  de  ocupación 
6  posesión.  Cuando  los  bienes  estén  situados  fuera  de  la  localidad 
en  que  resida  el  Juez  ó  Tribunal,  se  entenderá  ampliado  dicho  tér- 
mino á  un  día  mas  por  cada  veinte  kilómetros  de  distancia;  y  si 
transcurrido  este  término  no  hubiere  presentado  dicha  diligencia, 
quedará  de  derecho  sin  efecto  la  ocupación  ó  posesión  y  el  Juzgado 
ó  Tribunal  dispondrá  en  consecuencia  lo  que  corresponda. 

XVIL  Las  distancias  que  hayan  podido  recorrerse  en  ferro- 
carril ó  vapor  en  cada  caso,  sólo  darán  derecho  á  un  día  de  amplia- 
ción por  cada  cien  kilómetros  en  la  computación  de  los  términos  á 
que  se  refieren  los  artículos  X  y  XVI. 

XVni.  Lo  dispuesto  en  esta  Orden  deja  á  salvo  los  derechos 
y  acciones  de  que  se  crean  asistidos  los  interesados  respecto  de  la 
propiedad  y  de  la  posesión  definitivas  ó  para  exigir  cualquier  clase 
de  responsabilidad;  de  cuyos  ilerechos  y  acciones  podrán  hacer  uso 
en  la  via  y  forma  que  corresponda. 

XIX.  Quedan  derogados  todos  los  preceptos  legales  que  se 
opongan  á  los  establecidos  en  la  presente  Orden,  que  empezará  á 
regir  desde  su  publicación  en  la  Gaceta  Oficial  del  Gobierno  (1 ). 

SECCIÓN  TERCERA 


Del  interdicto  de  obra  nueva, 

Art.  1661*  Presentada  la  demanda  de  interdicto  de  obra  nue- 
va, dictará  el  Juez  providencia  acordando  que  se  requiera  al  duefío 
de  la  obra  para  que  la  suspenda;  en  el  estado  en  que  se  halle,  bajo 
apercibimiento  de  demolición  dé  lo  que  se  edifique,   y  que  se  ciü*  á 


{!)    Publicada  esta  Orden  en  la  Gaceta  extraordinaria  de  17  de  Septiembre  de  1900. 
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los  interesados  ajuicio  verbíil,  señalando  para  su  celebración  el  día 
más  próximo  posible,  pasados  los  tres  días  siguientes  al  de  la  noti- 
ficación de  esta  providencia,  previniéndoles  que  en  él  deberán  pre- 
si^.ntar  los  documentos  en  que  intenten  apoyar  sus  pretensiones. 

A  la  demanda  se  acompañará  copia  de  la  misma  en  papel  co- 
mún, la  que  será  entregada  al  demandado  cuando  se  le  haga  la  cita^ 
ción. 

Art.  1662.  Inmediatamente  se  hará  el  requerimiento  al  due- 
ño de  la  obra,  si  en  ella  fuere  hallado,  y  en  otro  caso  al  director  ó 
(encargado  de  la  misma,  y  á  falta  de  ést-os  á  los  oi)erarioa  para  que 
en  el  acto  suspendan  los  trabajos. 

Para  cuidar  de  que  esta  orden  se  cumpla,  quedará  un  alguacil 
iíu  el  lugar  de  la  obra  hasta  que  se  hayan  retirado  los  operarios. 

Art.  16<>f3.  El  dueño  de  la  obra  podrá  pedir  que  se  le  permi- 
ta hacer  las  que  sean  absolutamente  indispensables  para  la  conser- 
vación de  lo  edificado.  El  Juez  lo  concederá  de  plano  con  toda  ur- 
gencia si  lo  considerase  justo. 

Contra  esta  resolución  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  1664.  El  juicio  verbal  se  celebrará  en  la  forma  estable- 
cida en  los  artículos  1642  y  siguientes,  pudiendo  presentar  los  inte- 
lesados  los  documentos  en  que  funden  sus  respectivas  pretensiones. 

Art.  1WJ5.  Podrá  el  Juez  acordar  para  mejor  proveer  la  ins- 
pección ocular  de  la  obra,  para  lo  cual,  si  lo  estima  necesario,  nom- 
brará un  perito. 

A  esta  diligencia,  que  habrá  de  practicarse  dentro  de  los  tres 
días  siguientes  al  de  la  celebración  del  juicio,  á  no  exigir  mayor  di- 
lación alguna -causa  insuperable,  podrán  asistir  los  interesados 
acompafiiidos  de  sus  defensores  y  de  un  perito  de  su  elección  si  lo 
estimaren  conveniente. 

El  perito  nombrado  por  el  Juez  no  será  recusable,  aun  que  las 
partes  podrán  exponer  los  motivos  que  tengan  para  dudar  de  su 
imparcialidad. 

Tanto  del  juicio  como  de  la  diligencia  de  inspección  se  exten- 
derán las  oportunas  actas  en  que  se  consignen  sus  resultados,  fir- 
mándolas todos  los  concurrentes. 

Art.  1666.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  celebra- 
ción del  juicio  verbal  ó  al  de  la  diligencia  de  inspección  en  su  cííso, 
el  Juez  dictará  sentencia. 

La  que  mande  alzar  la  suspensión  de  la  obra  será  apelable  en 
ambos  efectos;  la  en  que  se  acuerde  la  ratificación  lo  será  solo  en 
uno. 

Art,  1667.  La  sentencia  en  que  se  ratifique  la  suspensión  de 
la  obra  se  llevará  inmediatamente  á  efecto  sin  esperar  á  que  pase  el 
término  para  apelar. 

Paradlo  el  actuario  se  constituirá  en  la  obra  y  extenderá  di- . 
ligencia  del  estado,   altura  y  demás  condiciones  en  que  se  halle, 
apercibiendo  al  demandado  con  la  demolición  á  su  costa  de  lo  que 
de  allí  en  adelante  se  edificare. 
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Art.  1668.     Practicadas  las  diligencias  expresadas  eu  el  ar- 
tículo anterior  ea  el  caso  de  haberse  apelado  de  la  st^jiteocia,  se  re- 
mitirán los  autos  á  la  Audiencia  con  el  correspondiente  emplaza- 
miento de  las  partes. 

Art.  166¿).  Luego  que  sea  firme  la  sentencia. en  que  se  ratifi- 
que la  suspensión,  podrá  el  dueño  de  la  obra  pedir  que  se  le  declare 
el  derecho  para  continuarla. 

Esta  demanda  se  sustanciará  por  los  trámites  del  juicio  decla- 
rativo correspondiente,  dándose  traslado  al  que  hubiese  promovido 
el  interdicto,  sin  necesidad  de  emplazamiento  ni  de  acto  de  conci- 
liación. 

A  rt.  1670.  También  podrá  solicitar  e^  dueño  de  la  obra  que 
se  le  autorice  para  continuarla  por  seguírsele  graves  perjuicios  de  la 
suspensión,  obligándose  á  prestar  fianza  para  responder  déla  demo- 
lición y  de  la  indemnización  de  perjuicios  si  á  ello  fuere  condenado. 

No  se  dará  curso  á  esta  pretensión  si  no  se  dedujere  al  mismo 
tiempo  ó  después  qne  la  demanda  principal  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior. 

Art.  1671.  La  demanda  incidental,  pidiendo  autorización 
para  continuar  la  obra,  se  sustanciará  por  los  trámites  establecidos 
para  los  incidentes  en  pieza  separada,  6  en  los  mismos  autos  princi- 
pales á  elección  del  que  la  deduzca. 

Art.  1673*  El  Juez  concederá  la  autorización  para  continuar 
la  obra  cuando  estime  que  habrán  de  seguirse  graves  perjuicios  de 
la  suspensión. 

La  sentencia  denegando  dicha  autorización  será  apelable  en 
ambos  efectos. 

La  en  que  se  otorgue  lo  será  en  uno  sólo,  y  se  llevará  á  efecto 
luego  que  el  dueño  de  la  obra  preste  la  fianza  prevenida  en  el  art. 
1670  á  satisfacción  del  Juez. 

Art.  1673.  El  que  hubiere  promovido  el  interdicto  podrá 
ejercitar  en  el  juicio  declarativo  correspondiente  el  derecho  de  que 
se  creyere  asistido  para  obtener  la  demolición  de  la  obra  si  la  sen- 
tencia del  interdicto  hubiere  sido  contraria  á  sus  pretensiones,  6  pa- 
ra pedir  la  demolición  de  lo  anteriormente  edificado  en  el  caso  de 
haberse  confirmado  la  suspensión. 

JURISPRUDENCIA. 

La  reserva  declarada  en  este  artículo  no  tiene  otro  alcance  que  el  de 
conservar  á  los  interesados  el  derecho  que  han  ejercitado  en  el  interdicto 
por  si  creen  oportuno  deducirlo  en  el  juicio  declarativo;  pero  si  el  que  pro- 
movió el  interdicto  vendiese  la  finca,  acabarán  sus  derechos  dominicales  y 
las  acciones  que  aquí  se  reservan  á  los  dueños  que  promovieron  aquél.  S.  S 
Mayo  1893, 

SECCIÓN    CUARTA 

Del  interdieío  de  ebra  ruitiosa 

Art,  1674.  El  interdicto  de  obra  ruinosa  puede  tener  dos  ob- 
jetos: 
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lo.  La  adopción  de  medidas  urgentes  de  precaución,  á  ñn  de 
evitar  los  riesgos  que  pueda  ofrecer  el  mal  est>ado  de  algún  edificio, 
árbol,  columna  ó  cualquiera  otro  objeto  análogo,  cuya  caída  pueda 
causar  daño  á  las  personas  ó  en  las  eosíis. 

2o.     La  demolición  total  ó  parcial  de  una  obra  ruinosa  (1). 

Art.  1675.     Sólo  podi-án  intentar  dicho  interdicto: 

lo.  Los  que  tengan  alguna  propiedad  contigua  ó  inmediata 
que  pueda  resentirse  ó  padecer  por  la  ruina. 

2o.  Lbs  que  tengan  necesidad  de  pasar  por  las  inmediaciones 
del  edificio,  árbal  ó  construcción  que  amenazare  ruina. 

Art.  1878,  Se  entiende  por  necesidad  para  los  efectos  del 
anterior  artículo  la  que  no  puede  dejar  de  satisfacerse  sin  quedar 
privado  el  denunciante  del  ejercicio  de  un  derecho,  ó  sin  que  se  le 
siga  conocido  perjuicio  en  sus  intereses,  ó  grave  molestia  á  juicio 
del  Juez. 

Art.  1877.  Cuando  el  objeto  del  interdicto  sea  la  adopción 
de  medidas  urgentes  de  seguridad,  acordará  el  Juez  el  reconoci- 
miento de  lo  que  amenazare  ruina,  el  que  ejecutará  inmediatamen- 
te por  sí  mismo  acompañado  de  actuario  y  de  un  perito  que  nom- 
brará al  efecto. 

Del  resultado  del  reconocimiento  judicial  se  extenderá  la  opor- 
tuna acta,  en  la  que  se  insertará  el  dictamen  del  perito,  y  sin  di- 
lación dictará  el  Juez  auto  acordando  las  medidas  que  estime  nece- 
sarias para  procurar  interina  y  prontamente  la  debida  seguridad. 

A  la  ejecución  de  estas  medidas  serán  compelidos  el  dueño  de 
la  cosa  ruinosa,  su  administrador  ó  apoderado,  y  en  su  defecto  el 
arrendatario  ó  inquiliuo  por  cuenta  de  las  rentas  ó  alquileres.  En 
defecto  de  todos  éstos,  suplirá  los  gastos  el  actor,  á  reserva  de  rein- 
ticgrarse  de  ellos,  exigiendo  su  importe  del  dueño  de  la  obra  por  el 
procedimiento  establecido  para  la  vía  de  apremio  en  el  juicio  ejecu- 
tivo. 

Art.  1678.  El  Juez  podrá  denegar  las  medidas  de  precaución 
solicitadas,  si  del  reconocimiento  que  haga  con  el  perito  no  resulta- 
re la  urgencia. 

Art.  1679.  Los  autos  que  el  Juez  dictare  otorgando  ó  dene- 
gando las  medidas  ui-gentes  de  precaución  no  serán  apelables. 

Art.  1684).  Si  el  interdicto  tuviere  por  objeto  la  demolición 
de  alguna  obra  ruinosii,  el  Juez  mandará  convocar  á  las  partes  á 
juicio  verbal  con  la  urgencia  que  el  caso  requiera,  al  que  podrán 
asistir  sus  respectivos  defensores;  oirá  sus  alegaciones  y  testigos,  y 
examinará  los  documentos  que  pi-esentaren    uniéndolos  á  los  autos. 

De  este  juicio  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  suscribirán 
k)s  que  á  él  hayan  concurrido. 

Art,  1681.  Si  por  el  residtado  del  juicio  el  Juez  lo  creyere 
necesario,  podró  practicar  por  sí  mismo  un  reconocimiento  de  la 
obra,  acompañado  de  perito  que  nombre   al  efecto:   los  interesados 


11 J    El  CódiíTO  n  vil  ha  oonfirniailo  las  dis^xK^iiciout^  del  t-ext*>  en  sus  arts,  389,  390  y  3&1, 
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concarrirán  si  quieren  á  esta  diligencia,  acompañados  de  sus  defen- 
sores y  de  peritos  de  su  nombramiento. 

De  ella  se  exteuderá  también  la  oportuna  acfci,  que  suscribirán 
todos  los  que  hayan  concurrido. 

Art.  1683.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  hu- 
biere terminado  el  juicio  verbal  ó  la  práctica  de  la  diligencia  de  re- 
conocimiento, si  esta  hubiere  tenido  lugar,  el  Jaez  dictará  sentencia, 
la  cual  será  apelable  en  ambos  efectos, 

Art.  1683.  En  el  caso  de  ordenarse  la  demolición  y  de  re- 
saltar su  urgencia  del  juicio  y  diligencia  de  reconocimiento,  deberá 
el  Juez,  antes  de  remitir  los  autos  á  la  Audiencia,  decretar  de  oficio 
y  hacer  que  se  ejecuten  las  medidas  de  precaución  que  estime 
necesarias,  inclusa  la  demolición  de  parte  de  la  obra  si  no  pudiera 
demorarse  sin  grave  é  inminente  riesgo,  procediendo  al  efecto  en  la 
forma  prevenida  en  el  párrafo  último  del  art.  1677. 

TITULO  XXI  a) 
De  los  recursos  de  casación  (2) 
SECCIÓN   SEGUNDA 


De  los  casos  en  que  procederá  él  recurso  de  atsación 

Art.  1(>87.  Habrá  lugar  al  recurso  de  casación  en  los  casos 
establecidos  por  esta  ley: 

lo.  Contra  l*as  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Au- 
diencias. 

2o.  Contra  las  sentencias  definitivas  que  dicten  los  Jueces  de 
primera  instancia  en  los  juicios  de  desahucio  de  que  conozcan  por 
apelación. 

3o.     Contra  las  sentencias  de  los  amigables  componedores  (3). 

J  UBISPRUDENCI  A. 

Al  apoyar  el  recurrente  el  recurso  de  casación  que  interpuso  invocando 
tan  sólo  como  precepto  autorizante  del  mismo  el  número  primero  de  este 
artículo,  no  ha  llenado  debidamente  el  requisito  8o.  del  art.  V.  de  la  Orden 
92  de  1899,  pues  por  establecer  únicamente  aquella  disposición  procesal  **que 
habrá  lugar  al  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definitivas  pronun- 
ciadas por  las  Audiencias,''  no  sólo  se  refiere  á  los  recursos  por  infracción 


[11  TíKlap  las  disposiciones  comprendidas  en  este  título,  con  excepción  de  los  artícu- 
los 1.687  al  1.695  inclusive,  de  la  Sección  segunda,  han  sido  expresamente  derogadas  porta 
Orden  tt2  de  1899  que  insertamos  como  Complemento  de  este  título  y  el  siguiente. 

\2i\  Por  recurso  de  casación  se  entienae  el  remedio  supremo  y  extraordinario  que 
concede  la  ley  contra  las  ejecutorias  ó  sentencias  firmes  de  los  Tribunales  de  apelación 
para  enmendar  el  abuso,  exceso  ó  agravio  por  ellas  inferido,  cuando  han  sido  dictadas  con- 
tra ley  ó  doctrina  legal,  Ó  con  infracción  de  los  trámites  y  formas  más  sustanciales  del 
Juicio.    Manrejta.    ComerUm'io»  ff  la  Ley  de  £Jnjvdcinmiento  Civil. 

[3]  .  Siéndonos  materialmente inrposible  aplicar  á.  los  artículos  de  esta  Sección  las  in- 
numerables sentencias  del  Tribunal  Supremo  que  los  interpretan,  nos  limitamos  &  hacer- 
lo, de  aquéllas  más  fundamentales  y  de  fecha  reciente,  recomendando  á  los  que  deseen 
ampliar  ese  estudio,  los  útilísimos  Pronttiariog  de  Jurisprudencia  que  anualmente  publica 
el  ilustre  Abc^ado  y  ex-Magistrado  del  Supremo,  Sr.  Ángel  C.Betancourt. 
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de  ley  sino  que  comprende  también  á  los  por  quebrantamientos,  lo  cual 
(constituye  una  evidente  indeterminación  que  resulta  tanto  más  patente 
ante  el  precepto  del  art.  1690  que  es  donde  taxativamente  se  consignan  los 
casos  que  autorizan  el  primero  de  aquellos  recursos,  6  sean  las  cuestiones 
que  ásu  amparo  pueden  discutii-se,  y  las  cuales,  por  ser  diversas,  exigen  que 
se  cite  concretamente  cual  de  ellas  es  la  que  se  planteii  con  la  interposicióli 
del  recui:so  al  sostenerse  la  infracción  que  de  la  ley  se  ha  cometido  á  iuicio 
del  recurrente.    *S'.  II  Junio  1901, 

En  los  juicios  de  desahucio  es  sentencia  definitiva  contra  la  cual  se  con- 
cede recurso  de  casación  según  los  números  primero  y  segundo  del  art  1687 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento)  Civil,  aquella  por  la  q\\e  se  decide  en  segunda 
instancia  la  cuestión  principal  objeto  del  i)rocedimient<),  decretando  haber 
ó  no  lugar  al  desahucio  pedido  en  la  demanda;  no  teniendo  dicho  carácter 
la  que,  recayendQ  sobre  un  incidente  ó  artículo  no  pone  íin  al  pleito  princi- 
pal imj)idiendo  su  prosecución,  de  conformidad  con  el  inciso  primero  del 
lí)88,  en  cuyo  caso  se  encuéntrala  sentencia  objeto  del  recurso,  puós,  limita- 
da á  fijar  en  favor  de  determinado  Juez  la  competencia  para  conocer  del 
juicio  promovido,  inhibiéndose  por  incompetente  el  que  venía  actuando  y 
íiisponiendo  la  remisión  de  los  autos  al  primero,  con  lo  cual  pueden  prose- 
guirse en  su  oportunidad,  es  manifiesto  que  no  se  ha  pronunciado  sobre  el 
fondo  del  asunto,  ni  se  ha  puesto  término  al  juicio,  haciéndose  imposible  su 
continuación.     Auto  2  Julio  1900. 

Art.  168vS.  Tendrán  el  concepto  de  definitivas,  para  los  efec- 
tos del  artículo  anterior,  ademas  de  las  sentencias  que  terminan  el 
juicio: 

lo.  Las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan 
t43nnino  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación;  y  las  que 
resuelvan  los  incidentes  sobre  la  aprobación  de  cuentaí^  de  los  ad- 
ministradores de  abint^statos,  testamentaríais,  y  de  los  síndicos  de 
los  concursos,  en  el  caso  del  art.  1243. 

2o.  Las  que  declaren  haber  ó  uo  lugar  á  oir  á  un  litigante  que 
haya  sido  condenado  en  rebeldía. 

3o.  Las  que  pongan  término  al  juicio  de  alimentos  provisio- 
nales. 

4o.  Las  pronunciadas  en  actos  de  jurisdiccióu  voluntaria,  eu 
los  casos  establecidos  por  la  ley. 

JURISPEUDENCI A . 

No  es  definitiva  la  sentencia  que  dispone  el  alzamiento  de  la  interven- 
ción y  ocupación  de  unos  bienes,  declarando  éstos  libres  y  condenando  al 
demandante  á  indemnizar  al  demandado  los  daños  y  perjuicios  que  se  hu- 
bieren originado  por  tal  medida  de  seguridad,  por  que  si  bien  dicha  senten- 
.  cía  pone  fin  á  la  cuestión  incidental  del  alzamiento,  no  por  ello  termina  el 
pleito  principal,  ni  hace  imposible  su  continuación.    Auto  $  Sept  1900, 

Es  doctrina  indefendible  la  de  que  tienen  el  carácter  de  resoluciones  de- 
finitivas las  que  ponen  término  á  un  incidente,  pues  la  ley  asigna  tal  carác- 
ter, no  á  las  que  ponen  término  á  un  incidente,  sino  á  "las  que  recayendo 
sobre  un  incidente  ó  artículo,  ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible 
su  continuación";  no  teniendo  en  consecuencia  carácter  de  resolución  defi- 
nitiva el  auto  que  declara  sin  lugar  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  perso- 
nalidad del  demandado,  porque  lejos  de  poner  término  al  pleito  hace  posible 
su  continuación.  Auto  27  Julio  1900. 

No  tiene  carácter  de  sentencia  definitiva  la  resolución  dictada  en  expe- 
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diente  de  jurisdicción  voluntaria  sobre  posesión  judicial  de  unos  terrenos, 
que  dispone  se  convierta  aquél  en  contencioso.  Auto  2S  Mayo  1900. 

No  pone  término  al  pleito  principal  ni  tiene  carácter  de  definitiva,  la 
rt*solución  que  se  limita  á  suspender  el  cui^so  de  una  vía  de  apremio  por  ha- 
berse admitido  una  demanda  incidental  de  tercería^  Auto  8  Ktierú  1903, 

Art,  1089.  El  recurso  de  casación  habrá  de  fundarse  en  algu- 
na de  las  causas  siguientes. 

lo.  Infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  la  pai'te  disposi- 
tiva de  la  sentencia. 

2o.  Haberse  quebrantado  alguna  de  las  formas  esenciales  del 
j  uicio. 

3o.  Haber  dictado  los  amigables  componedonis  la  sentencia 
fuera  del  plazo  señalado  en  el  compromiso,  ó  resuelto  puntos  no  so- 
luetidos  á  su  decisión. 

J  U  K ISPBÜDKNCI A . 

La  doctrina  legal  útil  para  ser  alegada  en  casación,  no  es  la  c[ue  mejor 
6  peor  derivada  de  la  ley  cree  conveniente  invocar  cada  parte,  sino  la  que 
ha  va  sido  reconocida  ó  declarada  como  tal  por  el  Tribunal  Supremo  en  sus 
fallos  sobre  apuntos  idénticos  al  del  recurso  en  qne  aquella  se  invoque.  Sentón, 
lo,  JuliOf  lo,  Oot,  1.900  y  otroH. 

No  constituyen  doctrina  l^al  las  resoluciones  de.  la  Dirección  General 
de  loe  Bt^istros  de  la  Propiedad  y  del  Notariado.  S,  Si  Mayo  1900, 

Relacionados  debidamente  los  preceptos  de  los  números  primeros  de  k» 
artículos  1689  y  1690  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  violación,  inter- 
pretación errónea  ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  ó  doctrinas  legales  ha 
de  referirse  á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  para  que  tal^  infracciones 
determinen  la  casación  de  la  misma,  de  donde  se  deduce,  como  ya  lo  ha 
reconocido  el  Tribunal  Supremo,  que  los  fundamentos  del  fallo  contenidos 
en  los  Considerandos  no  son  impugnables  en  casación,  ni  deben  tenerse  en 
cuenta,  salvo  el  caso  de  apreciación  de  prueba,  para  plantear  las  cuestiones 
qae  en  el  recurso  han  de  resolverse,  las  cuales  han  de  referirse  á  lo  resuelto 
en  el  fallo,  con  relación  al  caso  ó  particuljires  del  pleito.  S,  11  Junio  1901, 

Los  Tribunales  de  la  República  no  pueden  tomar  en  consideración  la 
doctrina  que  se  contiene  en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España, 
posteriores  al  cese  de  la  soberanía  española  en  Cuba.  S,  8  Agosto  1904» 

Art.  1690.  Habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina  legal:  ' 

lo.  Cuando  el  fallo  contenga  violación,  interpretación  errónea 
ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  ó  doctrinas  legales  aplicables  al 
caso  del  pleito. 

2o.  Cuando  la  sentencia  no  sea  congruente  con  las  pretensio- 
nes oportunamente  deducidas  por  los  litigantes. 

3o.  Cuando  el  fallo  otorgue  más  de  lo  pedido  ó  no  contenga 
declaración  sobre  algunas  de  las  pretensiones  oportunamente  dedu- 
cidas en  el  pleito. 

4o.     Cuando  el  fallo  contenga  disposiciones  contradictorias. 

5o.  Cuando  el  fallo  sea  contrario  á  la  cosa  juzgada,  siempre 
que  se  haya  alegado  esta  excepción  en  el  juicio. 
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6o.  Cuando  por  razón  de  la  materia  haya  habido  abuso,  ex- 
cedo ó  defecto  eu  el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  conociendo  en  asun- 
to que  no  sea  de  la  competencia  judicial,  ó  dejando  de  cono(*er 
cuando  hubiere  el  deber  de  hacerlo. 

7().  Cuando  en  la  apreciación  de  Iíís  pruebas  haya  habido 
error  de  derecho  ó  aeri-or  de  hecho,  si  este  último  resulta  de  docu- 
mentos ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación  evidente 
del  juzgador. 

.rURISPKUDENCllA. 

El  número  lo.  de  est«  artículo  no  autoriza  otras  cue8tione«  que  la&dt- 
Ibndo  relativas  al  derecho  aplicable  6  aplicado  en  el  fallo  ó  parte  dispositi- 
va de  la  sentencia  al  ciiso  del  pleito,  caso  de  que  aparece  separarse  el  rei'u- 
rrente  al  alegar  que  el  fallo  concede  eficacia  y  validez  á  una  obligación  ^que 
no  se  prueba,  evidenciándose  con  esto  que  el  motivo  de  que  se  trata  no  pue- 
de estimarse  comprendido  en  el  texto  i)rocesal  que  se  dice  autorizarlo,  care- 
ciendo por  tanto,  de  la  tercera  de  las  condiciones  de  adm:is¡bilidad  impues- 
tas en  los  artículos  V  v  VII  de  la  Orden  92  de  1899.  Auto  14  Marzo  190S, 

La  inft'acción  alegada  de  no  haberse  resuelto  en  la  sentencia  un  parti- 
cular disentido  en  el  pleito,  no  constituye  el  problema  de  incongruencia,  á 
que  se  refiere  dicho  precepto,  por  lo  que  dicho  motivo  carece  del  requisito 
que  establece  el  ntimero  tercero,  artículo  V  de  la  Orden  92  de  1899.  S.  15 
Feb,   1904. 

Considerando  que  reconociéndose  de  un  modo  expreso  en  el  tercer  mo- 
tivo del  recurso  de  casación  la  competencia  judicial  para  conocer  de  la  re- 
clamación establecida,  negándose  tan  sólo  por  el  recurrente  la  oportunidad 
de  interponerla  por  entender  que  derivándose  de  un  acto  sometido  á  proce- 
dimiento criminal  no  tenninado  por  sentencia,  no  cabe  que  se  ejercite  sepa- 
radamente la  acción  civil,  es  evidente  que  dicho  motivo  no  puede  alegarse, 
como  se  alega,  al  amparo  del  número  6o.  del  artículo  1690  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  que  exclusivamente  se  contrae  al  indebido  conocinúento 
en  asunto  que  no  sea  de  la  competencia  judicial.  Auto  S  Oct,  1904. 

Art.  1091.     Habrá   lugar  al  recurso  de  casación   por  quebran 
tamiento   de  las  formas   esenciales  del  juicio,  para  los  electos  del 
núm.  2o.  del  art.  1680: 

lo.  Por  falta  de  emplazamiento  en  primera  ó  segunda  instan- 
cia de  las  personas  que  hubieran  debido  ser  citadas  para  el  juicio. 

2o.  Por  falta  de  personalidad  en  alguna  de  las  partes  ó  en  el 
Procurador  (1)  que  las  haya  representado. 

3o.  Por  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  ins 
tancias  cuando  procediere  con  arreglo  á  derecho. 

4o.  Por  falta  de  citación  para  alguna  diligencia  de  prueba,  ó 
para  sentencia  definitiva  en  cualquiera  de  las  instancias. 

5o.  Por  denegación  de  cualquiera  diligencia  de  prueba,  admi- 
sible según  las  leyes,  y  cuya  falta  haya  podido  producir  indefensión. 

6o.  Por  incompetencia  de  jurisdicción,  cuando  este  punto  no 
haya  sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo  y  no  se  halle  compren- 
dido en  el  núm.  6o.  del  artículo  anterior. 

7o.  Por  haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó  más  Jue- 
ces, cuya  recusación,  fundada  en  causa  legal  é  intentada  en  tiempo 

[Ij    o  inandutario. 
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y  forma,  hubiese  sido  estimada  ó  se  hubiese  denegado,  siendo  pro" 
ce<lente. 

8o.  Por  haber  sido  dictada  hx  sentencia  por  menor  número  de 
Jueces  que  el  señalado  por  la  ley. 

JURISPRUDENCIA. 

El  inciso  5o.  de  este  artículo  autoriza  el  recurso  de  casación  ñor  que- 
brantamiento de  líis  formas  esenciales  del  juicio  cuando  se  hubiese  denega- 
do una  diligencia  de  prueba  admisible  según  las  leyí^s  y  cuya  fiilta  haya,  po- 
ílido  producir  indefensión,  lo  cual  no  sucede  en  el  caso  en  que  la  prueba  tes- 
tifical propuesta  por  el  demandante  le  fué  admitida  y  no  habiéndose  prac- 
ticado en  primera  instancia,  le  ha  sido  denegado  en  la  segunda  el  recibi- 
miento &  prueba  á  fin  de  practicar  aquella.  »S'.  19  Nov.  190$. 

Art.  1692.  No  se  dará  recurso  de  cfisación  por  infracción  de 
ley  ó  de  doctrina  legal: 

lo.     En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

2o.  En  los  de  desahucio  cuando  la  renta  anual  de  la  finca  no 
exceda  de  6000  pesetas. 

3o.  En  los  juicios  ejecutivos,  en  los  posesorios  ni  en  los  demás 
eo  que  después  de  terminados  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre 
el  mismo  objeto,  excepto  los  casos  comprendidos  en  los  números  3o. 
y  4o.  del  art.  1688. 

En  todos  estos  juicios  serán  proce<ieutes  los  recursos  que  se 
funden  en  el  quebrantamiento  de  alguna  de  las  formas  del  j  uicio  ex- 
presadas en  el  artículo  ant.erior. 

JURISPRUDENCIA. 

Conforme  al  número  3o.  de  est^í  artículo  no  se  da  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  en  los  juicios  ejecutivos,  en  los  posesorios  ni  en  los 
demás  en  que  después  do  terminados  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  el 
mismo  asunto,  salvo  los  expresamente  exceptuados  en  dicho  artículo,  en 
cuya  excepción  no  está,  comi)rendido  el  procedimiento  especial  ejecutivo  es- 
tablecido por  la  Ley  Hipotecaria,  sino  antes  bien  le  alcanza  la  prohibición 
general  de  dicho  artículo.   Auto  14  Feb.  190^. 

Art.  1693.  No  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  contra  los 
autos  que  dicten  las  Audiencias  en  los  procedimientos  para  la 
ejecución  de  sentencias,  á  no  ser  que  resuelvan  puntos  sustanciales 
no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  pro- 
vea en  contradicción  con  lo  ejecutariádo. 

JURISPRUDENCIA. 

Cuando  el  recurso  se  concreta  al  caso  previsto  en  el  último  extremo  del 
art.  1693  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  el  problema  de  cíisación  queda 
'subordinado  á  la  determinación  de  si  en  realidad  se  ha  proveído  en  la  reso- 
lución recurrida  en  contradicción  con  lo  ejecutariádo;  y  semejante  cuestión 
de  hecho  excluye  la  necesidad  de  citar  ley  alguna  infringida,  puesto  que  de- 
biendo consistir  la  contradicción,  que  es  materia  del  recurso,  en  la  oposición 
que  puede  existir  entre  lo  mandado  por  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento 
se  trata  y.  16  proveído  en  la  resolución  recurrida,  es  lógicíunente  innecesaria 
la  concurrencia  de  terceros  elementos,  como  serían  las  leyes  que  se  citasen 
conao  infringidas;  con  referencia  á  los  cuales,  en  rigor,  ningún  pronuncia- 
miento pudiera  hacerse  en  definitiva,  dado  el  fin  que  el  recurso  persigue;  y 
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lo  cual  no  ocurre  ciertamente  cuando  á  tenor  del  otro  caso  de  canación,  tam- 
bién previsto  en  dicho  artículo,  se  pretende  que  la  resolución  dictada  en  trá- 
mites de  cumplimiento  de  sentencia,  comprende  particulares  sustanciales 
«ue  no  han  sido  controvertidos  en  el  pleito,  ul  decididos  en  la  sentencia,  to- 
da vez  (lue  al  recurrir  en  asti'  último  supuesto  debe  también  aseverarse  qiu' 
esos  nuevos  partix?ulares  rtísueltos  lo  han  sido  con  error  de  derecho,  lo  cual 
siempre  es  necesario  explicar  señalando  la  ley  infringida  y  el  concepto  en 
que  se  ha  realizado  la  infracción.  AiUo  27  Oct.  1902. 

Art.  1694.  Para  que  puedan  mv  admitidos  los  recursos  de  ca 
sación  fundados  en  quebrantamiento  de  formii,  será,  indispensable 
(jue  se  haya  pedido  la  subsanacióu  de  la  falta  eu  la  instancia  en  que 
se  cometió,  y  si  hubiere  ocurrido  en  la  primera,  que  se  haya  re- 
producido la  petición  én  la  segunda,  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  art.  858. 

Art.  1695.  Será  admisible  el  recurso,  aunque  no  haya  precte- 
dido  la  reclamación  de  que  habla  el  artículo  au'terioi,  siempre  que 
la  infracción  se  haya  cometido  en  la  segunda  instancia  cuando  fue- 
ra ya  imposible  reclamar  contra  ella. 

Complemento. — Orden  núm,  92  de  26  de  Junio  de  1899  (1). 

DEL.  RECURSO  DE  CASACIÓN  Y  SU  PROCEDENCIA 

!.•  Al  efecto  de  determinar  los  casos  en  que  proceda  el  recurso 
de  casación  en  materia  civil,  se  estará  á  lo  dispuesto  eu  los  artículos 
del  1687  al  1695,  ambos  inclusive,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, que  continuarán  en  vigor  en  los  propios  términos  en  que  se 
consignan  por  la  expresada  Ley. 

III.  El  término  para  interponer  el  recurso  de  casación  en  ma- 
teria civil,  tanto  el  de  infracción  de  ley  (ó  doctrina  legal  eu  su  ca- 
so), como  el  de  quebrantamiento  de  forma,  será  el  de  cinco  día4S 
hábiles,  improrrogables,  á  contar  desde  la  última  notificación  de  la 
resolución  contra  la  cual  se  interpusiere.  Pasado  dicho  término 
sin  que  se  haya  interpuesto,  dicha  resolución  quedará  de  derecho 
firme. 

DE  LA  INTERPOSICIÓN  DEL  RECURSO 

IV.  Los  recursos  de  casación  referidos  en  el  anterior  artículo 
se  interpondrán  dentro  del  térfuino  en  el  mismo  artículo  señalado 
antti  el  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dictado  la  resolución  objeto  del 
recurso. 

V.  En  el  escrito  por  el  cual  se  interponga  el  recurso  se  ex- 
presará: 

lo.  La  fecha  de  la  notificación  de  la  sentencia  al  recurrente  v 
de  la  última  notificación  á  cualquiera  de  las  partes. 


íl)  Consecuentes  con  el  plan  trazado  en  la  composición  de  esta  obra,  descartam<»« 
del  Uíxto  de  la  Orden  92  las  disposiciones  de  carácter  penal,  ya  result-en  contenidas  en  ar- 
tículos fitiparados,  ya  combinadas  con  oti-as  de  carácter  civil,  salvo  el  wiso  de  que,  por  al- 
terarse el  Mentido  del  texto  relativo  á  estas  últimas,  las  consignamos  en  letra  cursiva.    * 

Igual  método  seguimos  en  cuanto  á  los  preceptos  de  orden  civil  que  resulten  expresa 
6  tAcitament-e  derogados  y  siempre  que  la  supresión  no  altere  asimismo  el  sentido  y  )a 
claridad  del  texto^  en  cuyo  caso  tarabión  indicaremos  en  cursiva  los  artículos,  concepto*; 
ó  palabras  sin  aplicación  actual. 
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2o.     La  del  propio  escrito  interponiendo  el  recurso  (1). 

3o.     El  precepto  legal  que  lo  autorice.. 

4o.  Si  se  tratare  de  recursos  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri- 
na, se  citará  con  precisión  y  .claridad  la  Ley  ó  la  doctrina  infringida  y 
el  concepto  en  que  lo  hayan  sido.  Guando  fueren  más  de  uno  los  fun- 
damentos del  recurso,  éstos  se  expresarán  con  la  debida  separación. 

5o.  8i  se  tratare  de  recursos  por  quebrantamiento  de  forma, 
deberá  expresarse  en  qué  consiste  dicho  quebrantamiento  y  qué  re- 
clamación se  ha  practicado  para  obtener  la  subse^nación  de  la  faltA 
cometida,  y  en  caso  de  que  no  hubiese  sido  posible  hacerlo,  se  ex- 
presará esta  imposibilidad  y  sus  motivos  (2). 

VL  En  ningún  caso  en  materia  civil  tendrá  obligación  la  par- 
te recurrente  de  constituii^  depósito  alguno  para  que  el  recurso  de 
casación  le  sea  admitido  (3).  \ 

VII.  El  Tribunal  sentenciador,  ante  el  cual  se  hubiere  pre- 
sentado el  escrito  interponiendo  el  recurso^  examinará,  sin  oir  á  las 
partes: 

lo.  Si  el  recurso  se  ha  interpuesto  contra  una  sentencia  den- 
nitiva  ó  que  tuviere  carácter  de  tal,  ó  contra  una  resolución  que 
fuese  susceptible,  según  la  Ley,  del  recurso  de  casación  que  coDtra 
ella  se  establece. 

2o.     Bi  éste  «e  ha  interpuesto  dentro  del  término  legal. 

3o.  8i  se  funda  en  algunas  de  las  causas  taxativamente  señala- 
das por  los  artículos  1690  y  1691  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

4o.  Si  se  tratare  de  l'ecursos  por  infracción  de  Ley  6  de  doc- 
trina legal,  si  en  el  escrito  de  interposición  se  han  citado  con  preci- 
sión y  claridad  las  leyes  ó  doctrinas  legales  que  se  suponen  infringi- 
das y  en  el  concepto  en  que  lo  han  sido. 

5o.  Si  se  tratare  de  recursos  por  quebrantamiento  de  forma, 
examinará  también  el  Tribunal  si  la  falta  en  que  se  funden  ha  sido 
oportunamente  reclamada,  en  los  casos  en  que,  conforme  á  derecho, 
tal  reclamación  hubiere  sido  posible. 

7o.  Si  en  el  escrito  se  consignan  las  demás  circunstancias  que 
exige  el  articulo  V. 

Si  concurrieren  estas  circunstancias,  el  Tribunal  sentenciador 
dictará  auto  dentro  de  tercero  día,  admitiendo  el  recurso  y  man- 
dando se  emplace  á  las  partes  para  su  comparecencia  ante  el  Tribu- 
nal Supremo.  El  término  del  emplazamiento,  siempre  improrroga- 
ble, será  de  diez  días  cuando  se  tratare  de  recursos  interpuestos 
contra  fallos  de  las  Audiencias  de  la  Habana,  Matanzas,  Santa 
Clara  y  Pinar  del  Río  y  de  veinte  si  se  interpusiere  contra  fallos  de 


(1)  Iios  escritos  de  interposición  del  recurso  de  casación  deben  autorizarse  por  Le- 
trados, sin  cuyo  requisito  pi'ocede  denegar  su  admisión.  AtUo  19  Feb.  190U. 

(2)  En  la  imposibilidad  de  anotar  á  los  cinco  requisitos  de  este  artículo  la  abundan- 
tísima jurisprudencia  del  Supremo  relativa  d  los  mismos,  recomendamos  &  los  que  nece- 
siten conocer  aquélla  los  Prontuarios  de  Jurisprudencia  que  publica  anualmente  el  Ledo. 
Ángel  C.  Betancourt. 

(8)  Constitaye  una  excepción  A  lo  dUrpuesto  en  este  artículo  la  prestación  de  flanza 
en  el  Juicio  de  desahucio. 
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las  Audiencias  de  Camagüey  y  Santiago  de  Cfnjba¿<  L^  prbpio  se  en- 
tenderá si  se  interpusiere  la  casación  coiiim  r«e»ol|ic?to*tíe»áe  ui»  Juez 
que  ejerciere  jurisdicción  dentro  deles  respécttTOS  *femtario8. 

VIIL  8i  el  recurso  se  hubiere  irdérpueado  por  4D^nt»ohión  de  le^  é 
de  doctrina  legal,  el  Tribmuü,  al  adrwitirlo,  dJi^pm^á  se  ^^ré^^  >  al  re- 
currente, dentro  del  términ^o  de  eíneo  dios,  tíeHvfieáf^Ún  ittkthl  de  lasen* 
tencia  recurrida  y  de  los  votos  paHieulares  si  los  hfubiere  ó  fíegaüm  en 
su  caso,  y  también  de  la  primera  instancia  ctnmdo  en  la' de  sej^riéb^hu^ 
bieran  sido  aceptados  y  no  reproducidos  textíialniente  tpdoé  ó  ailgmm»  ie 
sus  Resultandos  y  Considerandos;  asi  como  también  áeV  '^scrÜJOpm  d 
cual  el  recurso  se  hubiere  interptiesto  y  dd  auto  qíoó  á  di)óho  escrü»  ^er 
caiga,  admitiéndolo.  Dispondrá  además  se  remita^diréetaniJente  cH  Tri- 
bunal Supremo  el  apuntamiento  origmal,  cUand&fú^  ta  itúturálezi,  dá 
juicio  se  hubiere  formado.  '        ' 

El  térmmio  del  emplazamientú  no  empezará  á  contarle  siiio  'desde 
el  día  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  al  recurrente,  al'  mal- se' em- 
plazará el  último,  entregándole  en  él  a^o  la  certificación  á  que  estó  ar- 
ücvlo  se  refiere,  haciendo  constar  en  nota  al  pié  de  la  ndsma  dichb  em- 
plazamiento (1). 

IX.  Si  el  recurso  se  hubiere  interpuesto  por  quebrantamiento 
de  forma,  el  Tribunal  al  admitirlo,  ordenará  la  remisión  directa  de 
los  autos  al  Tribunal  Supremo  (2).  El  término  del  emplazamien- 
to empezará  á  contarse  asimismo  desde  que  se  practique  respecto 
del  recurrente,  que  será  también  el  último  á  quien  se  emplace. 

X.  Cuando  el  recurrente  hubiere  obtenido  á  su  favor  declara- 
toria de  pobreza,  podrá  designar  un  abogado  que  ante  el  Tribunal 
Supremo  sostenga  el  recurso  ó  solicitar  que  se  le  designe  de  ^  oficio. 
Estas  solicitudes,  así  como  la  designación  de  abogado  deberán  ha- 
cerse por  otrosí  del  escrito  en  el  que  se  interponga  el  recursi>,  á  fin 
de  que  consten  de  los  autos  originales  que  han  de  remitirse  (3). 

XI.  Si  en  el  recurso  interpuesto  no  concurriere  alguna  de  las 
circunstancias  expresadas  en  el  artículo  VII  de  esta  Ley,  el  Tribunal 
ante  el  que  se  interponga  diotará  auto  dentro  de  tercero  día  denegán- 
dolo. Contra  esta  resolución  sólo  podrá  entablarse  el  recurso  de  que- 


(1)  Aunque  este  artículo  ha  sido  derogado  por  la  Orden  número  520  de  Ql  de  Diefein- 
bre  de  1900,  no  lo  descartamos  del  texto  en  razón  á  la  necesidad  de  tomarlo  como,  antece- 
dente para  explicar  las  importantes  reformas  introducidas  por  iaqnélla  en  la  materia  y 
cuyo, articulado  en  lo  aquí  pertinente  es  como  sigue: 

"IV.  En  todos  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  6  de  doctrina  6  por  Que- 
brantamiento de  forma  en  materia  civiló  contencioso-admintstttitiva,  una  vea  aidtnitiaos, 
se  elevarán  siempre  originales  al  Tribunal  Supremo,  por  el  Jue?  ó  Tribunal  sentenciador, 
los  expedientes  Judiciales  y  gubernativos  en  su  caso,  en  que  se  haya  impuesto  el  recurso. 

V.  Guando  los  recursos  A  que  se  retiere  el  artículo  anterior  se  interpongan  por  ia- 
fracci^n  de  Ley  ó  de  doctrina,  no  se  expedirá,  la  certificación  de  lugares,  m  la  n^atlva  en 
su  caso,  á  que  se  contrae  el  artículo  VIII  de  la  Orden  núm.  92  de  la  sene  de  1899,  Cuartel 
General  de  la  División  de  Cuba. 

VI.  En  los  recarsos  que  «e  mencionan  en  fel'artíctílo  que  precede  el  término  del  em- 
plazamiento empezará  A  contarse,  í^egün  dispone  el  artículo  ÍX  de  la  misma  Orden  nu- 
mero 92,  para  los  que  se  establecen  por  quebrantamiento  de  forma'\ 

El  trámite  dé  la  fprmación  del  apuntamiento  en  los  recursos  de  casaclóü,  fué  supri- 
mido por  el  art.  Ilde  lia  Orden  520  citada,  declarándose  en  elart.  Illdela  misma  que 
tal  supresión  no  priva  á  los  litigantes  de  ningún  derecho  ó  recurso  que  lea  concedan  tos 
disposiciones  vlgentas. 

(2)  Esta  vemisión  se  haee  hoy  en  toda  oíase  de  recursos. V.  Nota  del  artfoulo  anterior. 


(8)    Véase  la  Nota  del  art 


i  noy  e 
.  VIH. 
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ja.  En  estos  autos  se  expresíirá  precisamente  la  fecha  de  la  senten- 
cia, la  de  su  notificación  y  la  de  la  presentación  del  escrito  int«er- 
poniendo  el  recurso. 

XII.  Siempre  que  se  admita  un  recurso  de  casación,  el  Tri- 
bunal que  lo  haya  admitido  comunicará  de  oficio  el  hecho  al  Supre- 
mo, expresándole  en  que  días  se  han  hecho  los  emplazamientos. 

XIII.  La  admisión  del  recurso  de  casación  impedirá  que  se 
ejecute,  ya  en  todo,  ya  en  parte,  la  sentencia  recurrida.  Esta  regla 
no  admite  más  excepciones  que  la  del  caso  en  que  la  parte  á  cuyo 
favor  la  sentencia  se  hubit^re  dictado,"  tratándose  de  asunto  civil, 
preste  fianza  bastante  á  juicio  del  mismo  Tribunal,  para  responder 
de  cuanto  hubiei'C  percibido,  si  se  d'>clarase  la  casación.  La  cali- 
ficación de  esta  fianza  se  hará  por  el  Tribunal  de  acuerdo  con  su 
prudente  arbitrio,  pero  bajo  su  responsabilidad. 

La  expresada  fianza  deberá  ofrecerse  dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  de  la  notificación  á  la  parte  recurrida  del  auto  en  que  se 
admita  el  recurso,  y  prestarse  en  forma  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  al  en  que  se  acepte  el  ofrecimiento  por  el  respectivo  Juez 
ó  Tribunal.  Prestada  y  aprobada  la  fianza,  se  expedirá  con  audien- 
cia de  las  partes,  por  un  término  de  tres  días  comunes  á  todas,  testir 
nionio  de  los  lugares  que  el  Juez  ó  Tribunal  estime  pertinente  pa- 
ra la  ejecución  de  la  sentencia;  se  practicará  por  el  Juez  ó  Tribu- 
nal que  hubiese  dictado  la  sentencia  recurrida  ert  casación,  la  tasa- 
ción de  las  costas  que  designe  la  parte  que  solicit'C  y  afiance  la  eje- 
cución de  la  sentencia;  y  una  vez  aprobada  dicha  tíísación  y  adicio- 
nado con  ella  el  testimonio,  se  mandarán  elevar  los  autos  originales 
al  Tribunal  Supremo  y  que  se  emplace  nuevamente  á  las  partes  pa- 
ra su  comparecencia  ante  el  mismo  Tribunal  Supremo  dentro  de  los 
respectivos  plazos  que  determina  el  último  párrafo  del  artículo  VII 
de  esta  Orden. 

Trascurridos  los  tres  días  que  se  dan  en  el  pármfo  anterior  pa- 
ra ofrecer  la  fianza,  sin  que  se  haga  tal  ofrecimiento,  se  remitirán 
los  autos  originales  al  Tribunal  Supremo  sin  nuevo  emplazamiento. 

Declarado  sin  lugar  el  recurso  de  casación,  se  entenderá  de  de- 
'  recho  cancelada  la  fianza  (1). 

DEIj  BECUBSO  de  queja  contra  ELi  auto  denegatorio  DEIi  RECURSO   DE 

CASACIÓN  (1) 

XIV.  Del  auto  denegatorio  del  recurso,  así  como  del  escrito 
en  que  se  hubiere  interpuesto,  se  dará  copia  certificada  en  el  acto 
de  la  notificación  al  recurrente,  para  que  á  su  vez  pueda  recurrir  en 
qaeja  ante  el  Tribunal  Supremo. 


(1)  Los  tres  últimos  párrafos  de  este  artículo  han  sido  adicionados  al  mismo  por  la 
Orden  núm.  84  de  25  de  Marzo  de  1901. 

\2i  El  objeto  del  recurso  de  queja  es  evitar  que  á,  las  partes  selesirrc^ue  perjuicios 
con  denegarle  Injustificadamente  un  recurso,  á  cuyo  objeto  el  Tribunal  superiprant- 
qulen  la  queja  se  establece,  debe  principalmente  atender  &  la  pro<;edencia  del  recurpo  ne- 
gado, mds  que  á  los  fundamentos  de  la  denegación,  pues  circunscribiéndose  &  esto.pudiee 
ra  darse  el  caso  de  nüandar  &  sustanciar  recursos  legalmente  improcedentes.  A%Uo8 
Mayo  1900. 
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Al  pie  de  la  copia  se  expresará  el  día  eu  que  teuga  lugar  la 
entrega. 

XV.  Eu  la  expuesta  copia  certiñcada  de  que  habla  el  anterior 
artículo  se  expresará  también  si  el  que  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación ha  sido  declarado  pobre. 

XVI.  Dentro  de  los  dos  días  subsiguientes  á  la  entrega  de 
esa  copia,  el  que  hubiere  interpuesto  el  recurso  de  casación  deberá 
manifestar  al  Tribunal  contra  cuyo  fallo  lo  interpuso,  que  va  á  re- 
currir en  queja  ante  el  Tribunal  Supremo.  En  este  caso  el  Tribu- 
nal tendrá  por  hecha  esta  manifestación  y  la  hará  notificar  á  las 
partes,  y  el  término  para  interponerlo  será  el  de  diez  ó  el  de  veinte 
días,  ambos  improrrogables,  de  que  habla  el  artículo  VU,  segán  la 
T-esidencia  del  Tribunal  contra  cuyo  fallo  se  haya  interpuesto  la  ca- 
sación. Estos  términos  se  contarán  desde  la  fecha  de  la  última  no- 
tificación, que  será  la  hecha  al  recurrent<e. 

Si  la  manifestación  no  se  hiciere  ó  la  queja  no  se  interpusiere 
en  los  términos  fijados,  la  sentencia  recurrida  quedará  firme  (1). 

XVII.  Cuando  se  hubiere  manifestado  la  intención  de  inter- 
poner la  queja,  el  Tribunal  sentenciador  remitirá  al  Supremo,  de 
oficio,  certificación  de  latí  notificaciones  á  que  el  artículo  anterior  se 
contrae. 

XVIIIrf  Dentro  del  término  ya  expresado  de  diez  ó  veinte 
<lía8  deberá  interponerse  la  queja  ante  el  Tribunal  Supremo,  en  es- 
crito al  que  se  acompañará  original  la  antes  dicha  copia  certificada 
y  tantas  copias  de  uno  y  otro  como  partes  haya  en  el  juicio,  con- 
tándose siempre  el  Ministerio  Fiscal  ssí  en  asuntos  criminales  como 
civiles. 

XIX.  La  comparecencia,  ya  para  sustentar  los  recursos  de 
casación  admitidos,  ya  para  interponer  los  de  queja,  podrán  hacer- 
la las  partes  por  sí  mismas  ó  por  medio  de  representante.  Este  de- 
berá residir  en  la  capital  de  la  Isla,  al  menos  durante  la  sustancia- 
ción  del  recurso,  y  podrá  ser  un  abogado  en  el  ejercicio  de  su  pro- 
tiesión,  ó  cualquiera  persona  que  se  halle  en  el  ]»leno  goce  de  sus  de- 
rechos civiles,  contal  de  que  sepa  leer  y  escribir  el  idioma  caste- 
llano. 

Se  hacen  extensivas  á  tales  representantes,  eo  cuanto  les  sean 
aplicables,  las  prescripciones  dictadas  respecto  de  los  procuradores 
por  los  artículos  5,  6  y  9  de  la  Ley  de  Enjuiciamientx)  Civil,  con  ex- 
C4^pción  de  la  relativa  á  gastos  judiciales. 

En  los  juitáos  de  carácter  civil  estos  representantes  deberán 
presentar  escritura  de  poder  en  forma  (2). 


ocurr 


[Ij  Cuando  el  recurrente  en  cawicl6n  no  hace  oportunamente  la  manifestación  de 
^itfurrir  en  queja,  no  es  posible  que  comience  A  decursar  el  término  para  Interponer  aquel 
rocureo,  puesto  que  ese  término  hay  que  comenzar  &  contarlo  desde  la  última  notifitación 
hecha  al  recurrente  déla  providencia  en  que  se  tiene  por  hecha  la  referida  manifestar 
ción,  y  faltando  esta,  la  consecuencia  legal  de  ese  defecto  es  que  la  sentencia  recurrid» 
(luede  firme.  AtUo  21  Oct.  1901. 

[21    La  omisión  de   la  escritura  de  poder  no  puede  suplirse  por  ningún  otro  medio, 
s  la  ley  exige  su  presentación  como  único  y  exclusivo  para  Justificar  el  mandata  A\h 

A  ná\ni/\    10QO 


pues 

to  f  Affostó  1899. 
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Las  resoluciones  que  dicte  el  Tribunal  se  notificarán  á  la  parte' 
si  representare  por  ai  misma,  ó  á  su  representante,  dentro  de  Jos  tér- 
minos y  conforme  á  los  preceptos  contenidos  en  el  artículo  260  y 
primer  párrafo  del  264  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  No 
compareciendo  oportunamente,  la  notificación  se  hará  en  estrados  y 
surtirá  sus  efectos  legales. 

XX.  Cuando  el  recurrente  se  enconti^are  en  uno  de  los  casos 
que  prevee  el  artículo  X  de  esta  Ley,  podrá  pedir  en  el  escrito  en 
que  manifieste  su  inlención  de  recurrir  en  queja  que  la  copia  certi- 
ficada, que  devolverá  en  este  caso,  sea  remitida  de  oficio  al  Tribu- 
nal Supremo,  y  por  otrosí  del  escrito  designará  abogado  que  inter- 
ponga la  queja,  ó  pedirá  que  se  le  designe  de  oficio.  El  Tribunal 
dispondrá  se  adicione  la  copia  certificada  con  una  nota  en  que  estos 
particulares  se  liicieren  constar  y  ordenará  su  remisión  de  oficio. 

XXL  Interpuesto  el  recurso  de  queja  y  trascurrido  todo  .el 
t-érniino  otorgailo  para  su  interposición  conforme  al  artículo  XVI, 
el  Tribunal  Supremo  mandará  entregar  á  las  otras  partes  que  se  hu- 
biesen personado  y  al  Ministerio  Fiscal  las  copias  presentadas  por 
el  recurrente  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  XVIII  y  seña- 
lará día  para  la  vista  del  recurso,  debiendo  ser  el  día  que  se  fije  pos- 
t^^rior  al  cuarto  y  anterior  al  undécimo,  siguientes  á  aquél  en  que 
venció  el  término  para  la  interposición  de  la  queja. 

XXII.  En  el  acto  de  la  vista  informarán  primero  el  recu- 
rrente, después  las  demás  partes  por  el  orden  que  se  hubieren  per- 
sonado y  en  ultimo  término  el  Ministerio  Fiscal.  Cuando  este  fue- 
re el  recurrente»,  hará  uso  de  la  palabra  primeramente.  No  se  j)er- 
niitirán  rectificaciones  de  ninguna  especie. 

XXni.  El  Tribunal  Supremo  dictará  auto  resolviendo  sobi-e  la 
<|ueja  dentro  de  los  tres  días  posteriores  á  aquel  en  que  hubiere  teni- 
do  lugar  la   vista.     Esta  resolución,  por  su  naturaleza,  será  firme. 

Cuando  el  Tribunal  Supremo  denegare  el  recurso  de  queja,  lo 
comunicará  al  Tribunal  contra  cuya  resolución  se  hubiere  interpues- 
to, para  lo  que  proceda.  Cuando  lo  declare  con  lugar,  ordenará 
que  el  Tribunal  recurrido  practique  lo  que  determinan,  según  el  ca- 
so, los  artículos  VIII  (1),  IX  y  X  de  la  presente  Ley. 

XXIV.  El  Tribunal  contra  cuya  decisión  se  interponga  el  re- 
curso podrá  acordar,  á  instancia  de  parte  y  cuando  se  trate  de  jui- 
cios civiles,  la  continua<íión  del  procedimiento,  á  pesar  de  haberse 
manifestado  la  intención  de  interponerlo;  pero,  si  el  Tribunal  Su- 
premo estimare  la  queja,  se  suspenderán  dichos  procedimientos  sal- 
vo siempre  el  caso  de  excepción  á  que  el  artículo  Xni  se  refiere. 

XXV.  Al  desestimarse  el  recurso  de  queja,  se  condenará 
siempre  en  costas  al  recurrente. 

1>E  liA  8Ü8TANCI ACIÓN    J)KL    RECURSO  DK  CASACIÓN    ANTE     EL    TRIBUNAL 

SUPREMO  Y  SU  PALLO 

XX VI.  Cuando  haya  sido  admitido  el  recurso  de  casación,   el 


( I)     Véase  Nota  del  art.  VII I. 
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recurrente  estará,  obligado,  al  personarse  ante  el  Tvihunal  Supremo 
á  acompañar  con  el  escrito  por  el  cnal  se  i>ersoue  los  documentos 
siguientes: 

lo.  Si  no  (iompareciere  por  sí,  el  poder  que  acredite  la  legíti 
ma  representación  de  aquel  que  lo  haga  en  su  nombiv  (1). 

2o.  En  los  pleitos  de  desahucio  cuando  st  a  recurrente  d 
arrendatario  ó  inquilino,  presentará  tíimbién  el  documento  que 
acredite  el  pago  ó  consignación  de  las  rentas,  conf<»rnie  á  lo  preve- 
nido en  el  art.  1564  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Si  este  do 
cumento  no  se  presentare  en  dicho  escrito  ni  en  lo  que  restare  del 
término  del  emplazamiento,  cuando  el  recurrente  haya  compareci- 
do antes  de  que  ese  término  venza,  el  Tribu  pal  Sui>remo  declarará 
desierto  el  recurso  y  firme  la  sentencia  recurrida,  comunicándolo 
inmediatamente  al  Tribunal  de  donde  proceda. 

3o.  Tantas  copias  del  escrito  y  documentos  que  le  acompañen 
cuantas  sean  las  partes  litigantes  que  hubiesen  sido  emplazadas  y 
una  copia  para  el  MinisU»rio  Fiscal. 

XXVÍI.  Personada  ante  el  Tribunal  Supremo  ía  part^».  re<u 
irente,  se  agualdará  á  que  transcurra  el  término  total  del  eniplaza- 
miento;  y  transcurrido,  la  Sala  concederá  á  las  partes  que  se  hayan 
personado  quince  días  para  instrucción  comunes  á  todas  ellas.  A 
este  efecto,  se  entregarán  las  coi)ias  á  que  el  artículo  anterior  se  n*- 
ñere  y  las  actuaciones  estarán  ríe  manifiesto  en  la  Secretaría  del 
Tribunal. 

En  la  propia  resolución  por  la  que  esto  se  acuerde,  dispondrá 
la  Sala  que  el  Secretario  haga  saber  de  oficio  al  Tribunal  del  que 
proceda  la  sentencia  recurrida,  que  la  parte  que  int^irpuso  el  recur- 
so ha  comparecido  dentro  del  término  del  emplazamiento.  Cuando 
esta  comparecencia  no  tuviere  lugar  dentro  de  dicho  término,  tam- 
bién dispondrá  la  Sala  que  el  Secretario  lo  comunique  al  Tribunal 
que  dictó  el  fallo  interpelado,  previo  declarar  que  este  es  firme. 

XXVIII.  Durante  el  término  de  quince  días  á  que  el  artículo 
anterior  se  refiere  podrán  las  partes  formular  las  solicitudes  si- 
guientes: 

lo.  El  recurrente  podrá  pedir  que  se  tengan  por  ampliados 
los  motivos  de  casación  expresados  en  el  escrito  por  el  cual  inter- 
puso el  recurso:  enumerando  c/)u  la  debida  sepanición  y  claridad  U« 
nuevos  que  desean^  agregar  (2). 

2o.  IjOS  no  recurrentes,  podrán  exponer  en  párrafos  separa- 
dos y  numerados  sencilla  y  claramente,  y  sin  afíadir  razonamientíKS 


[1]  El  último  párrafo  de  este  inciso  se  desr*>arta  del  texto  por  carecer  de  apllcftci^n, 
debiendo  entenderse  sastituldo  por  el  siguiente  de  la  Ordeti  S¡0  do  21  de  Die  de  1900: 

vil.  En  los  propios  recursos  (por  infracción  de  Ley  6  de  doctrina)  si  la  i)ersonaU<is<i 
del  que  comparece  &  personarse  ante  el  Tribnnal  Supremo  resaltare  debidamente  acn'di- 
tada  en  los  expedientes  Judiciales,  6  gubernativos,  en  su  caso,  que  hayan  de  elevarse  ori- 
ginales al  Tribunal  Supremo,  con  arreglo  A  lo  dispuesto  en  el  art.  IV  de  esta  Orden,  no 
será  necesaria  la  presentación  del  poder  á  que  se  refiere  el  Inciso  1.°  del  art  XXVI  dcli 
expresada  Orden  núm.  92  de  1899. 

[2]  Cuando  se  aleguen  nuevos  motivos,  deberán  cumplirse  en  el  escrito  de  ampliación 
los  mismos  requisitos  que  en  el  de  interposición,  siendo  esta  doctrina,  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo,  de  carácter  obligatorio  para  los  recurrentes  en  casación 


4Q7 

lo^urotivb^  en  cuya  virtud  entienden  que  el  recurso  no  ha  debido 
admitiiBe^  «i  desi^aiBp  impugnar  la  admisión. 

3o.  •  Los  propios  Do^  recurrentes  podrán  manifestar  que  se  ad- 
hi^én  al  recurso  adm^itido  y  en  este  caso,  si  lo  hacen  tan  sólo  en 
virtud  d£i  los  «misinbs  motivos  señalados  por  el  recurrente  ó  si^  tie- 
nen otros  motivos  que  señalar.  Si  alegaren  nuevos  motivos,  los 
enumeraran  de  la(\  manera  que  dispone  el  inciso  lo.  de  este  ar- 
tío  vilo  (1).. 

XXX;  De»!  Ids  escritos  en  los  que  formulen  las  solicitudes  á 
que  los:  dos  pcecédentes  artículos  se  refieren  (2),  como  de  todos  los 
qae:se.píodazoán:en  los  recursos  de  casación,  deberán  presentarse 
tautasiGopia^  o6ib6  partes  se  hayan  personado,  contando  siempre 
con  el  IVI^^isterio. Fiscal  (3). 

XXXIL  Cuando  por  alguna  de  las  partes  se  impugnare  la 
adfnisión  .del  recurso,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  2o.  del 
art^t. XXVIII,  la  Bala,  previa  la  entrega  de  copias  á  las  demás  par- 
tes^ señalará  día  para  la  vista,  considerando  la  cuestión  como  pre- 
via. Este  señalamiento  se  hará  conforme  á  lo  dispuesto,  en  cuanto 
al  día  en  que  deba  fijarse,  por  el  art.  XXI,  referente  á  recursos  de 
queja.  La  vista  t-endrá  lugar  como  para  estos  recursos  dispone  el 
art.  XXn  y  el  Mío  se  dictará  dentro  del  término  expresado  en  el 
XXIII.     Contra  este  fallo  no  se  concederá  recurso. 

XXXIII.  La  impugnación  del  auto  que  admitió  el  recurso 
se  sustanciará  previamente  á  toda  otra  cnestión. 

JSn  todos  estos  casos  se  impondrán  las  costas  á  aquel  cuyas  pre- 
tensiones se  desestimaren  (4). 

XXXIY.  Se  dictará  auto  declarando  mal  admitido,  ó  que  no 
ha  lugar  á  sust-anciar  el  recurso  de  casación  en  los  casos  siguientes: 

lo«  Cuando  el  recurso  se  hubiere  interpuesto  fuera  del.tér* 
mino  legal.  ^ 

2o.  Cuando  al  interponerlo  no  se  hayan  cumplido  los  precep- 
tos del  artículo  V  de  esta  Ley. 

3o.  Cuando  no  concurrieren  las  circunstanciéis  que  para  que 
sea  admisible,  establee  el  artículo  VIL 

4o.  Cuándo  la  personalidad  del  que  representare  al  recurren- 
te ante  el  Tribunal  Supremo,  en  los  casos  en  que  no  compareciere 
por  sí  mismo,  no  estuviere  suficientemente  comprobada  ó '  no  fuese 
bastante  el  poder  que  se  hubiere  mostrado  para  acreditarla. 

5o.  Cuando  no  se  hubieren  acompañado  con  el  esíH'ito  persb- 
nándoise  ante  el  Tribanal  Supremo  los  documentos  á  que  se  refiereti 
los  tres  primeros  incisos  del  art.  XXVI  y  uo  se  hubiere  dictado  de 


il)    El  arttc^lo  XXI^  sigaiente  ha  sido  derogado  expre^mente  por >  la  Orden  520, 
¿notada  al  al-tí cufio  Vin  dé  ésta  Orden. 

(2)  Véase  la  nota  del  artículo  anterior 

(3)  Dentado  el  art.  XXIX,  no  tiene  hoy  aplicación  el  XXXI  siguiente  de  esta'Ortten 
que,  en  consecuencia,  sé  descarta  del  texto; 

'       (4)    En  el  inetdente  de  impugnación  no  pueden  tratarse  otras  euestioúes  que  las  taza- 
Uvamente  señaladas  en  el  artfoolo  XXXIV  stguienteL   Auto  la.  Abril  ISOL 
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oficio  por  el  Tribunal  la  resolución  que  se  expresa  en  el  III,  y  que 
debe  dictarse  por  falta  de  cumplimiento  de  lo  que  en  él  se  dispone. 
Todas  las  demás  impugnaciones  al  recurso  se  reservarán  para 
la  vista  en  que  se  debatan  en  definitiva  las  cuestiones  en  el  mismo 
planteadas  y  serán  decididas  en  el  fallo  que,  también  en  definitiva, 
se  dictare. 

XXXV.  Resuelta  esta  cuestión  previa  ó  transcurridos  los 
quince  días  que  expresa  el  art.  XXVII  sin  que  ella  se  hubiere  pro- 
movido, el  Tribunal  dispondrá  el  señalamiento  de  la  vista  en  la  que 
se  ba  de  tratar  en  definitiva  del  i'ecurso.  Este  señalamiento  se  hará 
para  un  día  no  anterior  á  los  diez  subsiguientes  á  la  resolución  en 
que  él  se  acuerde,  ni  posterior  á  los  veinte  después  déla  misma  (1). 

XXXVI.  La  vista  se  verificará  de  la  manera  siguiente: 

El  Secretario  del  Tribunal  ó  el  Oficial  de  Sala  que  asistiere  á 
la  misma,  dará  lectura,  si  alguna  de  las  partics  lo  solicita,  á  la  sen- 
tencia recurrida  apuntamiento  en  su  (xiso^  documentos  que  se  hayan  so- 
licitado y  traído  por  orden  del  Tribunal,  parte  de  los  autos  en  que 
81^.  hubiere  cometido  el  quebrantamiento  de  forma,  cuando  se  trafci- 
re  de  estos  recureos,  y  gestiones  practicadas  para  subsanarle.  Tam- 
bién se  dará  lectura,  si  los  hubiere,  á  los  votos  particulares  que  se 
hayan  formulado  por  los  Magistrados  de  la  Sala  de  Audiencia  qne 
no  estuvieren  conformes  (M)n  la  sentencia  de  la  mayoría.  No  se  po- 
drá solicitar  la  lectura  de  otros  documentos.  . 

Terminada  dicha  lectura,  informarán  los  abogados  de  las  par- 
tes, haciendo  uso  de  la  palabra  primero  el  recurrente,  después  los 
que  se  hubieren  adherido  al  recurso,  luego  los  que  lo  impugnaitín  y 
en  último  término  el  Ministerio  Pisc^.  En  los  casos  en  que  éste  hu- 
Ifiere  interpuesto  el  recurso  ó  se  hubiere  adherido  al  mismo,  usará 
de  la  palabta  en  la  oportunidad  correspondiente  á  las  partes  que 
hubieren  asumido  esas  actitudes  en  el  dicho  recurso. 

Las  partes  podrán  rectificar  tan  sólo  sobre  hechos  cuya  exacti- 
tud se  tratare  de  precisar  y  conceptos  que  se  les  hubiesen  atribuido 
en  el  curso  del  debate. 

El  Presidente  declarará  con  esto  terminada  la  vista  del  recurso. 

XXXVII.  El  Tribunal  dictará  sentencia  en  el  término  de 
diez  días.  En  dicha  sentencia  se  consignarán  los  particulares  si- 
guientes: 

lo.  Se  expresará  el  lugar  y  fecha  en  que  la  sentencia  se  dicte; 
el  Tribunal  de  donde  proceda  el  recurso;  la  naturaleza  del  juicio  ó 
causa  en  que  se  hubiere  admitido;  los  nombres,  profesión  y  d.omici- 
Uo  de  los  que  en  el  mismo  fueren  partes;  el  objeto  que  se  persiguie- 
re en  el  juicio  y  demás  circunstancias  generales  que  sean  precisas 
para  determinar  el  asunto  objeto  del  recurso. 

2o.     Bajo  la  palabra  Resultando  se  transcribirán  literalmenten. 


(1)  Para  hacer  naevo  señalamiento  para  a  na  vista  suspendida  á  petición  de  las  par- 
tes, no  es  desaplicación  rste  artículo  sino  el  824  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Auto 
8  Agosto  1901.    Véase  la  Jurisprudencia  anotada  á  dicho  art.  324. 
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te  los  de  la  resolución  recurrida,  excepto  aquéllos  que  sean  de  ma- 
nifiesta impertinencia  y  se  agregarán  los  que  se  estime  oportuno  con- 
signar. 

3o.  Se  expresará  el  contenido  de  la  parte  dispositiva  de  la 
propia  resolución. 

4o.     Los  motivos  de  casación  alegados  por  las  partes. 

5o.     El  nombre  del  Magistrado  Ponente. 

6o.  Los  fundamentos  de  derecho  de  la  resolución  que  se  dicte, 
bajo  la  palabra  Considerando. 

7o.     El  fallo. 

Contra  esa  sentencia  no  se  concederá  ningún  recurso,  excepto 
los  casos  en  que  proceda  la  revisión. 

XXXVm.  Cuando  el  Tribunal  Supremo  declare  con  lugar 
un  recurso  por  infracción  de  Ley  6  de  doctrina,  dictará  inmediata- 
mente, sobre  la  cuestión  fundamentalmente  debatida  en  el  pleito  ó 
causa,  la  sentencia  que  á  su  juicio,  hubiere  debido  dictar  el  Tribunal 
recurrido.  Esta  resolución  se  dictará  por  separado;  pero  siempre 
dentro  del  término   de  diez  días  expresados  en  el  artículo  anterior. 

XXXIX.  Cuando  se  declare  con  lugar  un  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma,  se  devolverán  los  autos  al  Tribunal  del  que 
procedan,  para  que  reponiéndolos  al  estado  en  que  se  encontraban 
cuando  la  forma  esencial  del  juicio  se  quebrantó,  los  sustancie  y 
termine  de  nuevo  con  arreglo  á  derecho.  Esto  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  las  correcciones  y  prevenciones  que  procedan,  por  razón 
de  la  gravedad  de  la  infracción  cometida,  las  cuales  también  stí 
acordarán  en  la  sentencia. 

XL.  Cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso  de  casación  se 
impondrán  siempre  las  costas  del  mismo  á  la  parte  ó  partes  recu- 
rrentes, salvo  cuando  esta  fuere  el  Ministerio  Fiscal  ó  se  estuviere 
en  el  caso  del  artículo  XLVII  (1). 

DEL.  RECURSO  DE    CASACIÓN  INTERPUESTO   POR  INFRACCIÓN    DE  LEY  Y  AL 
PROPIO  TIEMPO  POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FORMA 

XLIV.  Cuando  se  hubieren  cometido,  en  concepto  de  la  parte 
recurrente,  infracciones  que  justifiquen  la  interposición  de  uno  y 
otro  recurso,  deberán  interponerse  ambos,  al  propio  tiempo,  en  el 
mismo  escrito,  en  el  que  se  cumplirán  todos  los  preceptos  conteni- 
dos en  el  artículo  V  de  esta  Ley. 

XLV.  El  Juez  ó  Tribunal  sentenciador  resolverá  sobre  la  ad- 
misión de  uno  ó  de  otro.  Si  los  admitiese  ambos,  remitirá  los  au- 
tos originales  al  Tribunal  Supremo  y  en  éste  se  sustanciarán  con- 
juntamente dichos  recursos  fallándose  por  una  sola  sentencia. 

Lo  propio  sucederá  cuando  una  de  las  partes  hubiese  interpues- 
to uno  de  los  recursos  y  la  otra  el  otro. 

XLVI.  Si  el  Tribunal  ante  el  que  ambos  recursos  se  interpu- 
sieren, ya  por  una  misma  parte,  ya  por  dos  ó  más,  denegare  la  ad- 

[1]    El  artículo  XLI  siguiente  de  esta  Orden,  ha  sido  declarado  inaplicable  6.    los  re~ 
cursos  de  casación  en  materia  civil,  por  la  Orden  núm.  dSO  de  21  Dic.  1900. 
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misión  de  uno  de  ellos,  la  qaeja  que  se  interpoaga  contra  esta  dene- 
gatoria se  sustanciará  antes  que  el  recurso  admitido. 

XLVn.  Cuando  el  Tribunal  Supremo,  al  fallar  en  los  casos  á 
que  se  refieren  los  artículos  XLIV  y  XLV,  declare  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  quebrantamiento  de  forma,  se  abstendrá  de 
dictar  sentencia  acerca  del  interpuesto  por  infracción  de  Ley  ó  doc- 
trina. Cuando  declare  improcedente  el  relativo  al  quebrantamien- 
to de  forma,  fallará  acerca  del  otro.  En  estos  casos  nunca  se  im- 
pondrán las  costas  al  recurrente  que  hubiere  interpuesto  los  dos  de 
un  modo  simultáneo,  sino  cuando  ambos  fueren  declarados  sin 
lugar. 

DEL.  RECURSO  DE  CASACaLON  Y  DEIi    DE    QUEJA    INTERPUESTOS   POR   INSOLr 

VENTBS 

XLVin.  Los  derechos  que  á  pobres  insolventes  conceden  los 
artículos  X  y  XX  de  esta  Ley,  se  entenderá  que  corresponden  al  que 
hubiere  obtenido  á  su  favor  declaratoria  de  pobreza.  Para  ejercitar 
dichos  derechos  será  preciso  que  al  interponerse  el  recurso  el  inci- 
dente de  pobreza  haya  sido  fallado  favorablemente  al  que  lo  pro- 
mueva, aunque   sea  en  primera  instancia. 

L.  Aquel  á  quien  se  hubieren  entregado  los  documentos  ya 
dichos  para  el  efecto  que  el  artículo  anterior  indica,  si  tuviere  dere- 
cho á  gozar  de  los  beneficios  de  que  ahora  se  trata,  podrá  en  todo 
caso  presentarlos  ante  el  Tribunal  Supremo,  pidiendo  se  le  nombre 
abogado  de  oficio  6  simplemente  designándolo  en  el  escrito  por  el 
que  los  acompañe.  Si  esto  hiciere  dentro  del  término  del  emplaza- 
miento, se  le  tendrá  por  personado  en  tiempo  y  se '  proceden!  á  lo 
que  disponen  los  siguientes  artículos. 

En  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  y 
en  los  que  deben  remitirse  al  Tribunal  Supremo  los  autos  origi- 
nales (1),  podrá  también  el  insolvente  que  haya  interpuesto  el  re- 
curso, i)ersonar8e  por  un  escrito  en  el  que  designe  abogado  ó  pida 
la  designación  de  oficio. 

LI  Recibidos  en  el  Tribunal  Supremo  los  certificados  que  se 
expiden  para  el  recurso  de  queja  6  él  de  casa^nfm^  pot'  ivfraeción  de  Ley 
ó  doctrina  legcd,  ó  los  autos  originales  en  los  recursos  por  quebranta- 
miento de  forma  (2),  si  el  que  interpuso  el  recurso  fuere  insolvente 
y  hubiere  designado ,  abogado  se  requerirá  á  este  para  que  mani- 
fieste si  acepta  la  designación  que  de  él  se  hace,  á  menos  que  él  ex- 
pontáneamente  hubiere  hecho  constar  su  conformidad.  En  caso 
de  aceptación  se  considerará  al  abogado  como  representante  del  re- 
currente ante  el  Tribunal  Supremo  y  la  manifestación  hecha  de  que 
se  acepta  el  cargo  equivaldrá  al  escrito  personándose  á  que  el  ar- 
tículo XXVI  se  refiere.  Se  procederá  entonces,  tratándose  de  recur- 
so 4  de  casación,  conforme  á  lo  dispucvsto  en  el  artículo  XXVII  y  se 
continuará  la  sustanciación  del  recurso  conforme  á  lo  que  disponen 


[^j 


Véase  Nota  del  arfe.  VIII. 

Infracción  de  Ley  6  doctrina  legal.    V.  Nota  art.  VIII. 
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dicho  artículo  y  los  siguientes.  Como  representante  del  recurren- 
te, se  harán  al  abogado  las  notificaciones  que  sean  precisas  y  con 
él  se  entenderán  todos  los  trámites  á  que  dé  lugar  el  recurso. 

LII.  Cuando  el  insolvente  hubiere  manifestado  ante  el  Tribu- 
nal inferior  su  intención  de  interponer  el  recurso  de  queja,  se  con- 
cederán al  abogado  designado  después  que  constare  su  aceptación 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  anterior  artículo,  tres  días  para  que 
formule  el  recurso  en  escrito  que  deberá  redactarse  y  presentarse 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  XVIII,  y  en  lo  adelante  la  sus- 
tanciación  de  la  queja  se  amoldará  á  lo  estatuido  en  el  XIX  y  los 
siguientes.  También  en  este  recurso  será  el  abogado  representante 
del  recurrente. 

Lm.  Cuando  el  recurrente  pobre  no  hubiere  designado 
abogado,  ó  el  que  nombrare  no  hubiere  aceptado  el  cargo,  el  Tri- 
bunal designará  uno  de  oficio,  al  cual  se  conferirá  instrucción  de 
los  autos. 

El  nombrado  de  oficio  deberá  manifestar  en  el  término  de  tres 
días  si  no  considera  procedente  el  recurso.  Si  deja  pasar  estos  días 
sin  hacer  ninguna  manifestación,  se  entenderá  que  lo  considera 
procedente  y  tendrán  aplicación  los  anteriores  artículos.  Cuando 
el  recurso  fuere  de  queja,  dentro  de  los  tres  días  deberá  interponér- 
sele ó  manifestarse  que  se  le  estima  improcedente. 

LIY.  Si  el  nombrado  de  oficio  declarare  que  estima  el  recurso 
improcedente,  lo  que  deberá  hacer  por  escrito  y  sin  razonar  su  opi- 
nión, se  nombrará  un  segundo  abogado,  que  tendrá  en  el  caso  Ibs 
mismas  obligaciones  que  el  primero. 

Si  este  segundo  expresare  su  conformidad  con  lo  expuesto  por 
el  primeramente  nombrado,  se  requerirá  al  Ministerio  Fiscal  para 
que  en  el  término  de  tres  días  manifieste  su  parecer  sobre  el  recur- 
so. Si  el  Ministerio  Fiscal  lo  estimare  procedente,  será  considera- 
do como  representante  del  recurrente  y  tendrá  las  obligaciones  y 
derechos  que  en  virtud  de  tal  representación  le  correspondan. 

LV.  Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  comparecido  para 
impugnar  el  recurso,  no  será  necesario  hacerle  el  requerimiento 
que  dispone  el  anterior  artículo.  En  este  caso,  como  cuando  de- 
clare él  también  que  estima  el  recurso  improcedente,  el  Tribunal 
declarará  no  haber  lugar  á  sustanciarlo,  y  firme  la  resolución  recu- 
rrida, ordenando  se  comunique  asi  al  Tribunal  que  la  hubiere  dic- 
tado, con  devolución  de  autos  en  su  caso* 

LVI.  Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  interpuesto  el  re- 
curso en  el  mismo  sentido  que  el  recurrente  pobre,  si  los  dos  abo- 
gados primeramente  nombrados  de  oficio  declararen  que  el  recurso 
no  procede,  el  Ministerio  fií^l  será  considerado,  si  más  trámites, 
como  el  representante  también  del  recurrente. 

Cuando  el  Ministerio  Fiscal  hubiere  interpuesto  el  recurso  en 
distinto  sentido  que  el  recurrente,  se  le  hará  el  requerimiento  que 
expresa  el  párrafo  segundo  del  art.  LIV. 
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DEL  RECURSO  DE  CASACIÓN    CONTRA    LAS  SENTENCIA»  DE  LOS   AMIGABLES 

COMPONEDORES 

LVII.  El  recurso  de  casación  contra  sentencias  de  amigables 
componedores  se  interpondrá  ante  el  Tribunal  Supremo-  En  estos 
recursos  no  tendrá  intervención  el  Ministerio  Fiscal. 

LVni.  El  término  para  interponerlo  será  el  de  los  plazos  de- 
terminados por  el  último  párrafo  del  artículo  VII  de  esta  Ley,  se- 
gún el  lugar  donde  los  amigables  componedores  hubieren  dict^o  su 
fallo;  y  se  contará  desde  el  día  de  la  notificación  de  éste. 

Con  el  escrito  en  que  se  interponga  se  presentarán: 

lo.     El  testimonio  de  la  escritura  de  compromiso. 

2o.     El  de  la  sentencia  .y  su  notificación  al  recurrente. 

Si  el  plazo  señalado  en  la  escritura  de  compromiso  hubiese  sido 
prorrogado  y  el  recurso  se  fundare  en  haberse  pronunciado  el  fallo 
fuera  del  término,  se  acompañará  además  testimonio  de  la  escri- 
tura de  prórroga. 

Ningún  otro  documento  será  admisible. 

LIX.  En  el  escrito  á  que  alude  el  anterior  artículo  se  expre- 
sa rá  la  causa  en  que  sé  funde  el  recurso,  de  las  expresadas  en  el  nú- 
mero 3o.  del  artículo  10S9  de  la  Lt^y  de  Enjuiciamiento  Civil  y  stí 
alegarán  los  motivos  de  casación  en  párrafos  separados  y  numerados. 

LX.  El  Tribunal  Supremo,  una  vez  interpuesto  el  recurso 
dentro  del  término  expresado  en  el  artículo  LVIII,  ordenará  se  cite 
y  emplace  á  las  demás  partes  para  que  comparezcan  ante  él  á  usar 
de  su  derecho  en  el  mismo  término  de  diez  6  veinte  días  concedido 
al  recurrente  para  interponerlo.  Una  vez  transcurrido  este  término 
el  Tribunal  sin  más  trámites,  dict<irá  providencia  señalando  día 
para  la  vista,  que  no  deberá  verificarse  ni  antes  de  diez  días  ni  des- 
pués de  veintií,  á  partir  de  la  expuesta  providencia  de  señalamiento. 

LXI.  Hasta  el  momento  de  comenzar  la  vista  podrán  compa- 
recer las  demás  partes  del  juicio.  Si  comparecieren,  concurrirán  á 
la  vista,  que  se  celebrará  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
XXn  de  esta  Ley. 

LXII.  El  Tribunal  Supremo  dictará  sentencia  en  el  término 
de  cinco  días  después  de  celebrada  la  vista.  Si  desestimare  el  re- 
curso, impondrá  las  costas  al  recurrente. 

LXIII.  Cuando  el  Tribunal  Supremo  estimare  que  los  amiga- 
bles componedores  han  dictado  fallo  fuera  del  término  señalado  en 
el  compromiso,  casará  la  sentencia,  condenando  en  costas  al  que  hu- 
biere impugnado  el  recurso. 

LXIV.  Si  el  recurso  se  fundare  en  haber  resuelto  los  amiga- 
bles componedores  puntos  no  sometidos  á  su  decisión,  casará  la  sen- 
tencia únicamente  en  el  punto  ó  puntos  en  que  consista  el  exceso, 
cx)ndenando  también  en  costas  á  aquel  cuyas  impugnaciones  al  re- 
curso hubieren  sido  desechadas. 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á  TODOS  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN. 

LXXIII.     De  todo  recui-so  de  casación   podrá   apartarse  y  de- 
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¡smtlr  la  parte  que  le  hubiere  interpuesto,  en  cualquier  estado  de  sm 
43ustanciaeión.  Si  durante  ésta  el  recurrente  representare  por  sí 
mismo  el  Tribunal  ordenará  que  ratifique  á  su  presencia  el  escrito 
<ín  que  hubiere  manifestado  su  disentimiento.  Si  estuviere  repre- 
^seutado  por  otra  persona,  el  disentimiento  manifestado  deberá  tam- 
bién ratificai-se  por  la  misma  parte,  á  menos  que  se  produt&ca  ante 
til  Tribunal  Supremo  un  poder  especial  para  el  caso- 
Hecha  la  ratificación  ó  presentado  este  poder,  el  Tribunal  ten- 
<irá  por  desistido  á  su  perjuicio  y  con  costas  al  recurrente;  y  décla- 
rar4  ^^me  la  sentencia  recuriida,  comunicándola  al  Tribunal  de 
donde  proceda,  con  devolución  de  autos  en  su  caso,  siempre  que  el 
recurso  no  esté  también  sostenido  por  otra  parte. 

LXXIV.  Cuando  se  interpongan  dos  ó  más  recursos  de  igual 
cla^e  contra  un  iiiismo  fallo  se  sustanciarán  juntos  en  una  sola  pieza, 
y  ^  decidirán,  en  una  misma  sentencia. 

LXXV.  L:is  partes  del  juicio  no  recurrentes  podrán  perso- 
narse ante  el  Tribunal  Supremo  en  cualquier  estado  de  la  sustan- 
ciación  del  recurso  y  se  entenderán  con  ellos  los  trámites  posterio- 
res, sin  retrogradarse  nunca  en  el  procexiimiento. 

LXXVI.  En  todos  los  recursos  de  casación  interpuestos  contra 
■sentencias  que  impongan  una  pena  aflictiva^  es  obligaron  del  Ministerio 
M^ciü  asistir  á  la  vista,  aunque  no  sea  recurrevúe.  En  los  demás  ca- 
^os  le  es  potestativo  el  hacerlo  ó  no;  y  lo  mismo  se  entenderá  respecto 
<le  los  juicios  civiles. 

LXXVII.  Las  partes  no  tendrán  que  abonar  derechos  de  nin- 
guna especie  por  ninguna  gestión  ante  el  Tribunal  Supremo,  en  la 
♦Secretaría  del  mismo.  Las  condenas  de  costas  en  estos  recursos 
no  comprenderán  sino  los  honorarios  que  cobraren  los  abogados 
j)OT  representación  y  defensa,  cuya  regulación,  en  caso  de  impug- 
jiarse  su  cuantía,  haiá  el  Tribunal  en  la  forma  ordinaria.  Si  algu 
na  de  las  partes  se  hubiese  valido,  para  que  llevase  su  personería 
ante  el  Tribunal,  de  persona  distinta  de  su  abogado  defensor,  no  se 
comprenderá  la  retribución  que  deba  pagarse  á  este  personero  en  la 
condena  de  costas. 

LXXVin.  En  todas  las  sentencias  que  el  Tribunal  Supremo 
dicte  en  casación,  excepto  las  mencionadas  en  los  párrafos  siguien- 
tes (1),  se  requerirá  tan  sólo  para  confirmar  elfallo  recurrido  la  ma- 
yoría absoluta  de  votos  de  los  Magistrados  concurrentes  á  la  Sala  de 
Justicia,  cualquiera  que  sea  el  numero  de  los  que  la  formen.  Para 
casarla  y  anularla  será  preciso  la  conformidad,  por  lo  menos,  de  cua- 
tro Ma^trados. 

LXXTX.  Guando  en  juicio  civil  la  vista  se  hubiere  verificado 
ante  menos  de  siete  Jueces  y  no  se  reunieren  las  mayorías  que  esta- 
blece el  anterior  artículo,  se  verificará  nueva  vista  ante  Sala  de 
siete. 

Si  en  esta  nueva  vista  no  resultare  la  necesaria  mayoría,  se  pro- 


(1)    Descartados  del  texto  por  su  carácter  criminal. 
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liederá  en  lo  civil  de  acuerdo  con  el  preceptfj  del  artículo  357  de  la 
íicy  de  Enjuiciamiento  Civil  sobre  el  medio  de  dirimir  las  discor- 
dias (1). 

LXXXI.  Cuando  se  dictare  sentencia  por  el  Tribunal  Supi'e- 
mo,  se  remitirá  certificación  de  la  misma  al  Tribunal  del  que  pro- 
ceda el  recurso.  Se  le  devolverán  en  su  ca^vo,  él  apuntamiento  y  los^ 
aut*^s  originales  que  se  le  hubieren  remitido. 

Cuando  hubiere  condena  al  pago  de  las  costáis  del  recurso,  se 
procederá  previamente  á  dejarlas  tasadas  y  aprobadas,  lo  que  hará 
el  Tribunal  Supremo  mismo  en  la  forma  establecidiu  Remitirá  tam- 
bién certificación  de  la  tasación  de  costas  y  del  auto  aprobatorio  al 
Tribunal  del  que  procede  el  recurso. 

LXXXII.  Las  sentencias  que  dicte  el  Tribunal  Supremo  se 
publicarán  en  el  periódico  oficial  del  Gobierno  y  en  colección,  en  to- 
mos, de  cuya  edición  cuidará  la  Secretaría  de  Justicia.  El  Tribu- 
nal podrá  determinar,  por  razones  de  cuya  apreciación  será  arbitro 
con  toda  libertad,  que  la  publicación  se  hjiga  suprimiéndose  los 
nombres  de  las  partes  en  el  juicio,  los  de  los  lugares,  el  Tribunal 
de  donde  procx^da  el  fallo  recurrido  y  alguna  circunstancia  que  pue- 
da dar  á  conocer  los  particulart»»  antes  dichos. 

^ITTÜLO  XXII  (2) 

Del  recurso  de  revisión 

SECCIÓN   PRIMERA 


De  los  casos  en  que  procede  el  recurso  de  revisión 

Art.  1794.     Habrá  lugar  á  la  revisión  de  una  sentencia  firme: 

lo.  Si  después  de  pronunciada  se  recobrasen  documentos  de- 
cisivos, detenidos  por  fuerza  mayor  ó  por  obra  de  la  parte  en  cuyo 
favor  se  hubiere  dictado- 

2o.  Si  hubiere  recaído  en  virtud  de  documento»  que  al  tiem- 
po de  dictarse  ignoraba  una  de  las  pai'tes  haber  sido  reconocidos  y 
declarados  falsos,  6  cuya  fal sellad  se  recoííociere  ó  declarase  des- 
pués, 

3o.  Si  habiéndose  dictado  en  viitud  de  prueba  testifical,  lo» 
testigos  hubieren  sido  condenados  por  falso  testimonio  dado  en  las 
declaraciones  que  sirvieron  de  fundamento  á  la  sentencia, 

4:0-  Si  la  sentencia  firme  se  hulnere  ganado  injustamenle  en 
virtud  de  cx)hecho,  violencia  ú  otra  maquinación  fratidtilenta. 

Art-  1795,  El  recurso  de  revisión  sólo  podrá  \^\í&r  lugar 
cuando  hubiere  recaído  sentencia  firme. 


[11  Vea.se  Apéndice  I  de  esta  obra,  art.  VI.  de  la  Orden  núni.  41  flobi'e  organlsación 
del  Tribunal  Supremo 

r21  Todas  las  dlsposfclones  de  este  tftttfo,  con  excepción  de  los  arta.  1791  y  1795,  han 
Kido  deraj2:adas  expresamente  por  el  artícalo  LXXXVI  de  la  Orden  ^  complementarisk 
del  mismo,  cayos  preceptos  constituyen  el  derecho  novfsinK)  vigíente  en  la  materta. 
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CJoMPLKMENTO. — Orden  nám.  92,  de  26  de  junio  de  1899. 

DEL.  RBCUBSO  DE  REVISIÓN 

LXXXIV.  Procederá  el  recui«o  de  revisión,  en  materia  ci- 
vil,  en  los  casos  que  se  determinan  en  los  artículos  1794  y  1795  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  cuyos  preceptos  contiauarán  vi- 
gentes. 

LXXXV.  Podrá  interponerse  el  recurso  en  materia  civil  por 
los  que  hubieren  sido  parte  en  el  juicio  6  sus  causahabientes. 

LXXXVI.  En  los  casos  previstos  por  el  artículo  1794  de  la  co- 
rrespondiente Ley  de  Enjuiciamiento,  el  plazo  para  interponer  este 
recurso  será  el  de  tres  meses,  contados  desde  el  día  en  que  se  descu- 
brieron los  documentos  nuevos  ó  el  fraude  6  desde  el  día  del  re- 
conocimiento ó  declaración  de  la  falsedad. 

En  ningún  caso  podrá  interponerse  el  recurso  de  •  revisión  eu 
materia  civil  después  de  trascurridos  cinco  años  desde  la  fecha  de 
la  publicación  de  la  sentencia  que  hubiere  podido  motivarlo.  Si  se 
presentare  pasado  este  plazo,  se  rechazará  de  plano. 

LXXXVn.  El  recurso  de  revisión  se  interpondrá  siempre 
unte  el  Tribunal  Supremo,  cualquiera  que  sea  el  grado  del  Juez  ó 
Tribunal  en  que  haya  quedado  firme  la  sentencia  que  lo  motivó. 

LXXXVIII.  El  recurso  se  interpondrá  por  escrito,  en  el  que 
se  fijarán  en  párrafos  separados  y  numerados  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho  que  motiven  la  petición  que  se  formule. 

LXXXIX.  Interpuesto  el  recurso,  el  Tribunal  pedirá  se  le  re- 
mitan los  autos  originales  con  todos  los  antecedentes  del  pleito  ó 
cansa  en  el  que  hubiere  recaído  la  sentencia  cuya  revisión  se  solici- 
ta, y  mandará  á  emplazar  á  cuantos  hubieren  sido  partes  ó  sus  cau- 
sahabientes, para  que  en  el  término  de  cuarenta  días  comparezcan 
por  escrito  á  sostener  lo  que  convenga  á  su  derecho. 

En  lo  adelante  se  adoptarán  los  trámites  que  para  los  inciden- 
tes  señala  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

XC.  El  Ministerio  Fiscal  será  considerado  siempre  como  par- 
te en  los  recursos  de  revisión, 

XOI.  Las  demandas  de  revisión  en  materia  civil  no  interrum- 
pirán el  cumplimiento  de  las  sentencias  firmes  que  las  motiven. 
Podrá,  sin  embargo,  el  Tribunal  en  vista  de  las  circunstancias,  á  pe- 
tición del  recurrente,  dando  éste  fianza  y  oído  el  Ministerio  Fiscal, 
ordenar  que  se  suspendan  las  diligencias  de  ejecución  de  las  sen- 
tencias. 

El  Tribunal  calificará  la  fianza  bajo  su  responsabilidad.  A  es- 
te efecto  señalará  su  clase  y  cuantía,  la  cual  comprenderá  el  valor 
de  lo  litigado  y  los  daños  y  perjuicios  consiguientes  á  la  ejecución 
de  las  sentencias,  para  el  caso  de  que  el  recurso  fuere  desestimado. 

XCn.  Si  interpuesto  el  recurso  de  revisión  en  materia  civil, 
y  en  cualquiera  de  sus  trámites,  se  suscitaren  cuestiones  cuya  deci- 
sión, determinante  de  la  procedencia  de  aquél,  competa  á  la  juris 
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dicción  criminal,  se  suspenderá  el  procedimiento   ante  el  Tribunal^ 
hasta  que  la  Jieción  penal  se  resuelva  por  sentencia  firme» 

En  est€  caso  el  plazo  de  cinco  años  de  qae  trata  el  articulo 
LXXXVI  de  esta  Ley  quedará  inteniimpiílo  desde  el  momento  de 
incoarse  el  procedimiento  criminal,  h<i^ta  s*i  terminación  definitiva 
por  sentencia  ejecutoria,  volviendo  á  correr  desde  <jue  ésta  se  hu- 
biere dictado. 

XCVI.  Si  el  Tribunal  Supremo  estimare  proc*ídente  eo  mate- 
ria civil  la  revisión  solicitada,  por  haberse  fundadív  ía  sentencia  en 
documentos  ó  testigos  declarados  falsos  ó  haberse  dictado  injusta- 
ment/C  en  los  demás  casos  del  artículo  1794  de  la  L  y  de  Enjuicia- 
miento Civil,  lo  declarará  así  y  rescindirá  en  todo  ó  en  parte  la  sen- 
tencia imputada,  según  que  los  fundamentos  del  i-ecurs^  se  refie- 
ran á  la  totalidad  ó  tan  sólo  á  alguno  de  los  tíapítulos  de  la  misma 
sentencia. 

XCVII.  El  Tribunal  Supremo,  una  vez  dictada  en  materia 
civil  la  sentencia  en  que,  por  admitii'se  el  recurso  de  revisión,  rtís- 
cinda  en  todo  ó  en  parte  la  sentencia  firme  impugnada,  mandará,  ex- 
pedir certificación  del  fallo,  y  la  remitirá  con  devolución  de  los  au- 
tos y  demás  antecedentes  al  Tribunal  de  donde  dichos  autos  proce- 
dan, para  que  his  part<^s  usen  de  su  derecho,  según  le*»  convenga,  en 
el  juicio  corres] )on diente. 

En  todo  caso  servír-án  de  base  al  nuevo  juicio,  las  declaracio- 
nes que  se  hubieren  hecho  en  el  recurso  de  revisión^  Ii^  cuales  no 
podrán  ser  ya  discutidas. 

XCVIII.  La  rescisión  de  una  sent/Cncia  firme  en  lo  civil,  co- 
mo resultado  del  recurso  de  revisión,  cuando  fuere  admitido,  pro- 
ducirá todos  sus  efectos  legales,  salvo  los  derechos  adquiridos  que 
deban  respetarse  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  artículo  34  de  la 
Ley  Hipotecaria. 

XCIX.  Serán  aplicables  á  los  recursos  de  i-evisíón  las  disposi- 
ciones dictadas  tratándose  del  de  casación  sobre  la  comparecencia 
de  las  partes  ante  el  Tribunal  Supremo  y  su  representación,  así  co- 
mo sobre  las  costivs  que  deben  comprenderse  en  t>asación  y  no  nece- 
sidad de  pagar  derechos  en  Secretaría. 

Cuando  el  recurso  de  revisión  se  declare  improcedente,  se  con- 
denará en  todas  las  costas  del  mismo  al  que  lo  hubiere  promovido. 
Caso  contrario,  nunca  se  hará  (^xpresa  condenación  de  costas  al  que 
lo  hubiere  impugnado.  Esta  condena  jamás  se  impondrá  al  Minis- 
terio Fiscal. 

C.  Contra  la  sentencia  que  recaiga  en  el  recurso  de  revisión 
no  se  dará  en  absoluto  recurso  alguno. 

CL  Todos  los  preceptos  contenidos  en  los  títulos  XXI  y  XXII 
del  Libro  II  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  no  estén  expre- 
samente declarados  en  vigor  por  las  presentes  disposiciones,  quedan 
derogados. 
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LIBRO  III 

JURISDICCIÓN  VOLUNTARIA 

PRIMERA    PARTE 
TITULO  I 

IHitposicianes  generales 

Art.  1810.  Se  considerarán  actos  de  jurisdicción  voluntaria 
todos  aquellos  en  que  sea  necesaria,  ó  se  solicite,  la  intervención 
del  Juez  sin  estar  empeñada,  ni  promoverse  cuestión  alguna  entre 
partes  conocidas  y  determinadas. 

Art,  1811.  Para  las  actuaciones  de  jurisdicción  voluntaria 
son  hábiles  todos  los  días  y  horas  sin  excepción. 

Art.  1812.  Si  el  que  promoviere  el  acto  pidiere  que  se  oiga  á 
alguna  otra  persona,  ó  la  solicitare  el  que  tenga  interés  legítimo  en 
él,  ó  el  Juez  lo  estimare  conveniente,  se  otorgará  la  audiencia,  po- 
niendo de  manifiesto  los  autos  en  la  Escribanía  por  un  breve  tér- 
mino que  fijará  el  Juez,  según  las  circunstancias  del  caso  (1). 

Art.  1813.  En  los  casos  en  que  la  audiencia  proceda,  podrá 
oirse  también,  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior,  al  que 
haya  promovido  el  expediente. 

Art.  1814.  Se  oirá  precisamente  al  Promotor  fiscal  cuando  la 
solicitud  promovida  afecte  á  los  intereses  públicos,  y  cuando  se  re- 
fiera á  persona  ó  cosa  cuya  protección  ó  defensa  competan  á  la  Au- 
toridad. 

El  Promotor  emitirá  por  escrito  su  dictamen,  á  cuyo  efecto  se 
le  entregará  el  expediente. 

ArL  1815.  Se  admitirán,  sin  necesidad  de  solicitud  ni  otra 
solemnidad  alguna,  los  documentos  que  se  presentaren  y  las  justifi- 
caciones que  se  ofrecieren. 

Art.  1816,  Si  á  la  solicitud  promovida  se  hiciere  oposición 
por  alguno  que  tenga  interés  en  el  asunto,  se  hará  contencioso  el 
expediente,  sin  alterar  la  situación  que  tuvieien  al  tiempo  de  ser 
incoado  los  interesados  y  lo  que  fuere  objeto  de  él,  y  se  sujetará  á 
loa  trámites  establecidos  para  el  juicio  que  corresponda,  según  la 
cuantía. 

JÜRISPRUDBNf  a  A . 

No  tiene  carácter  de  definitiva  la  sentencia  que  sobresee  en  actuacio- 
nes de  jurisdicción  voluntaria,  por  virtud  de  oposición  de  parte  legitima,  re- 
servando á,  las  partes  sus  derechos  y  acciones  para  que  los  de<l  uzean  en  el 
juicio  correspondiente.    S.  18  IHg.  1891, 

Al  disponer  este  artículo  que  si  á  la  solicitud  promovida  se  hiciere  opo- 
sición por  quien  tenga  interós  en  el  asunto,  se  hará  contencioso  el  expedien- 
te, sin  alterar  el  estado  que  tenían  las  personas  y  las  cosiis  al  ser  incoado,  se 
refiere  desde  luego  á  la  oposición  deducida  al  proinovei'se  la  solicitud,  ó  inte- 


íl';    Ksta  audiencia  podrá,  ser  verbal  6  esc^.rita. 
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rín  se  está  sustanciando  ésta,  pero  no  á  oposiciones  que  se  intenten  después 
de  realizado  por  completo  lo  pretendido  por  el  promovente,  pues  en  este 
caso  no  se  hace  ciertamente  oposición  á  la  solicitud  sino  que  se  reclama  cím- 
tra  un  hecho  ya  consumado,  para  destruir  el  cual  la  parte  perjudicada  6  á 
quien  a(ecte  tiene  otros  medios  autorizados  por  la  ley  6  sea  la  promoción  del 
juicio  correspondiente.    S,  17  Agosto  190 L 

Art.  1817.  El  Juez  podrá  variar  ó  modificar  las  providencias 
que  dictare,  sin  sujeción  á  los  términos  y  formas  establecidas  para 
las  déla  jurisdicción  contenciosa. 

No  se  comprenden  en  esta  disposición  los  autos  que  tengan 
fuerza  de  definitivos,  y  contra  los  que  no  se  hubiere  interpuesto  re- 
curso alguno  (1). 

Art.  1818,  Las  apelaciones  se  admitirán  siempre  en  ambos 
efectos  al  que  hubiere  promovido  el  expediente. 

Art.  1819,  Las  apelaciones  que  interpusieren  los  que  hayan 
venido  al  mismo  expediente,  ó  llamados  por  el  Juez  para  oponerse 
ala  solicitud  que  haya  dado  motivo  á  su  formación,  serán  admi- 
tidas en  un  solo  efecto. 

Art.  1820.  La  sustanciación  de  las  apelaciones  á  que  se  re- 
fieren los  precedentes  artículos  se  acomodará  á  los  trámites  estable- 
cidos para  la  de  los  incidentes. 

Art.  1821.  Contra  las  sentencias  que  dictaren  las  Audiencias 
se  dará  el  recurso  de  casación  (2). 

Art.  1822.  Los  expedientes  sobre  actos  de  jurisdicción  vo- 
luntaria no  serán  aeumulables  á  ningún  juicio  de  jurisdicción  con- 
tenciosa. 

Art.  1823.  Son  extensivas  á  loe  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria de  que  se  hace  especial  mención  en  los  títulos  siguientes  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos  que  preceden,  en  cuanto  no 
se  opongan  á  lo  que  se  ordena  respecto  á  cada  uno  de  ellos. 

TITULO  II 

De  la  adopción  y  de  la  arro galdón  (3) 

Art.  1824.     En  los  casos   en  que  con  arreglo  á  derecho  sea  necesa- 
ria licencia  jtfdicial  para  la  adopción  (4),  se  acompañarán   al  escrito 
las  partidas  de  bautismo  ó  certificaciones  de  nacimiento  del  adop 
tante  y  adoptando,  y  los  demás  documentos  que  sean  pertinentes,  y 


[1]  La  fuerza  de  definitivos  de  los  autos  &  que  se  refiere  este  último  párrafo,  se  en- 
tiende dentro  de  la  jurisdicción  voluntarla. 

[2]  Sólo  en  los  casos  establecidos  por  esta  Ley,  ó  sea,  cuando  estas  sentencias  tíenen 
el  concepto  de  definitivas.    Auto  28  Mayo  de  1900. 

[S]  Hoy  no  existe  esta  última  forma  de  prohijamiento,  admitida  por  la  leg\áíaLcl6n 
anterior  al  Código  Civil. 

[4]  La  adopción  se  verificará  con  autorización  judicial,  debiendo  constar  necesaria- 
mente el  consentimiento  del  adoptado,  si  es  mayor  de  edad;  si  es  menor,  el  de  las  perso- 
nas que  debieran  darlo  para  su  casamiento,  y  si  está  incapacitado,  el  de  su  tutor.  Se  oi- 
rá sobre  el  asunto  al  Ministerio  Fiscal;  y  el  Juez,  previas  las  diligencias  que  estime  nece- 
sarias, aprobará  la  adopción,  si  está  ajustada  á  la  ley  y  la  cree  conveniente  al  adoptado. 
Art.  178  O.  CfivU. 
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se  ofrecerá  información  sobre  los  extremos  que  no  puedan  justificar- 
se con  documentos,  y  sobre  la  utilidad  de  la  adopción  para  el  adop- 
tando. 

Art.  1825*  El  padre  ó  la  madre  que  tengan  bajo  su  potestad 
al  adoptando  podrán  suscribir  la  solicitud,  en  cuyo  caso  se  ratifica- 
rán en  ella  ante  el  Juez. 

Si  no  la  hubiesen  suscrito,  deberán  dar  su  consentimiento  á 
presencia  del  Juez,  consignándose  en  los  autos  (1). 

Art.  1826.  Cuando  el  adoptando  sea  mayor  de  siete  años,  el 
Juez  le  hará  comparecer  para  explorar  su  voluntad,  consignándose 
también  en  los  autos  si  está  conformé  con  la  adopción,  ó  no  la  con- 
tradice (2). 

Art.  1827.  N'o  oponiéndose  el  adoptando  y  prestando  su  consen- 
timiento el  padre,  ó  la  madre  en  su  caso  (3),  el  Juez  admitirá  la  in- 
formación ofrecida,  con  citación  del  Promotor  fiscal. 

Esta  información  deberá  ser  por  lo  menos  de  tres  testigos,  de 
cuyo  conocimiento  dará  fe  el  actuario;  y  si  no  los  conociere,  se  pre- 
sentarán dos  testigos  que  respondan  del  conocimiento  de  aquéllos. 

Art.  1828.  Dada  la  información,  se  pasará  el  expediente  ai 
Promotor  fiscal  por  término  de  seis  días  para  que  emita  dictamen 
sobre  si  se  han  justificado  en  forma  los  requisitos  legales  para  la 
adopción,  ó  si  se  estima  necesario  que  se  amplíe  la  justificación  ó  se 
subsane  algdn  defecto  en  el  procedimiento. 

Art.  1829.     Devuelto  el  expediente   por  el  Promotor  fiscal,   y 
subsanados  ó  suplidos  en  su  caso  los  defectos  ú  omisiones  que  hu- 
biere notado,  el  Juez  llamará  los  autos  á  la  vista,  y  dentro  de   cin- 
co días  dictará  auto  con  la  resolución  que  estime  procedente. 

Art.  1S30.  Si  el  Juez  estimare  que  procede  la  adopción  según 
derecho,  y  que  es  útil  al  adoptando,  concederá  la  autorización  y  U: 
cenda  judicial  para  que  se  lleve  á  efecto  (4),  mandando  que  se  libre 
y  entregue  á  los  interesados  el  oportuno  testimonio  para  el  otorga- 
miento de  la  correspondiente  escritura. 

En  esta  intervendrán  el  adoptante,  el  padre  ó  la  madre  del 
adoptando  (5),  y  éste  si  fuere  mayor  de  14.  años  (6). 

(El  artículo  1831,  final  de  este  título,   está  derogado  y  se  inserta  eñ 
el  Apéndice  V. ) 


[Ij    Véase  Nota  del  artículo  anterior. 

(2)  De  acuerdo  con  la  opinión  del  Sr.  Manresa,  expresada  en  la  pág.  284,  tomo  6o.  de 
sus  Cfomeniarios  á  la  Ley  de  JSn,fuicíamiento  CiviL  estimamos  vigente  la  disposición  de  este 
artículo,  por  constituir  la  exploración  de  \^  voluntad  del  menor  una  de  las  diligencias 
previas  á  que  se  refiere  el  art.  178  del  Código  Civil.' 

(3;    O  las  personas  designadas  en  el  art.  178  del  C.  Civil,  anotado  al  art.  1824  de  esta  Ley. 

[41  Las  palabras  subrayadas  deben  entenderse  sustituidas  por  la  frase  la  aprobará, 
empleada  por  el  art.  178  del  C.  Civil. 

[5]    O  las  personas  designadas  en  el  art.  178  del  Código  Civil. 

[6]  Hoy  no  puede  intervenir  en  la  escritura  de  adopción  el  menor  de  edad,  aunque 
tuviere  la  señalada  en  este  último  párrafo. 

En  la  escritura  de  adopción  se  consignarán  las  condiciones  con  que  se  haya  hecho  y 
muy  especialmente  delmrá  contener  loe  requisitos  de  los  arts.  175  y  177  del  C.  Civil. 
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TITULO  m 

Del  nombramiento  de  tutores  y  curadores,  y  del  discetmimiento   de  estos 

cargos  (1) 

Todas  las  disposiciones  contenidas  en  este  título,  comprensivas 
de  los  artículos  1832  á  1878,  han  quedado  expresa  ó  virtualmente 
derogadas  i)or  el  Código  Civil,  por  lo  que  las  descartamos  del  tex- 
t4)  é  insertamos  en  el  Apéndice  V. 

TITULO   IV 
De  los  depósitos  de  personas 

Art.  1879.    Podrá  decretarse  el  depósito: 

lo.  De  mujer  casada  que  se  proponga  intentar  ó  haya  intenta- 
do  demanda  de  divorcio,  ó  querella  de  amancebamiento  contra  su 
marido,  ó  la  acción  de  nulidad  del  matarimonio. 

2o.  De  mujer  casada  contra  la  cual  haya  intentado  su  marido 
demanda  de  divorcio  ó  querella  de  adulterio,  ó  la  acción  de  nulidad 
del  matrimonio  (2). 

3o.  De  mujer  soltera  que,  habiendo  cumplido  20  años,  trate 
de  contraer  matrimonio  contra  el  consejo  de  sus  padres  ó  abue- 
los (3). 

4o.  De  los  hijos  de  familia,  pupilos  ó  incapacitados  (4),  que 
sean  maltratados  por  sus  padres,  tutores  ó  curadores  ú  obligados  por 
los  mismos  á  ejecutar  actos  reprobados  por  las  leyes  (5). 

ArL  1880.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso  del  párrafo 
primero  del  artículo  ant.erior,  debei4  preceder  solicit'Ud  por  escrito 
de  la  mujer,  ó  de  otra  i)ersona  á  su  ruego. 

Art.  1881.  Presentada  la  solicitud,  se  trasladai-á  el  Juez 
acompañado  del  actuario  á  la  casa  del  marido;  y  sin  que  éste  se  ha- 
lle presente,  hará  comparecer  á  la  mujer  para  que  maniñeste  si  se 
ratifica  ó  no  en  el  escrito  en  que  haya  pedido  el  depósito. 

Si  la  mujer  no  se  encontrare  en  la  casa  del  marido,    se  practi- 


[1  j  Al  Códig^o  Civil,  antes  que  6  ningona  oirá  ley,  es  preciso  acudir  para  la  resoliición 
de  las  cuestiones  que  suijan  acerca  de  la  institución  tutelar,  lo  mismo  en  cuanto  &  la  sus- 
tancia y  esencia  de  lus  derechos,  que  en  cuanto  cd  procedimiento  para  hacerlo»  e/ectivo»^ 
aplicando  extrictamente  los  preceptos  en  él  oonsignados  é  inierpretándoios  encaso  necesch 
rio.    S.  del  Trib.  Supremo  de  Estpaña,  de  U  de  Enero  de  190t. 

[21  S^ün  el  arU  68  del  C.  Civil,  interpuestas  y  admitidas  las  demandas  sobre  nulidad 
del  matrimonio  6  sobre  divorcio,  se  adoptar&n,  mientras  durare  el  Juicio  las  disposicio- 
nes siguientes: 

*'2a.  Depositar  la  mujer  en  los  casos  y  forma  prevenidos  en  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to CiviL" 

g1  Este  precepto  deberá  aplicarse  hoy  en  relación  con  lo  dispuesto  en  el  núm.  4, 
arU  11  de  la  Orden  140  de  28  de  Mayo  1901,  cuyo  texto  literalmente  dice: 

"Los  mayores  de  veinte  años  y  menores  de  veintitrés  están  obligados  á  pedir  el  conse- 
jo paterno  antes  de  contraer  matrimonio  y  si  fuere  desfikvorable  deberán  esperar  los  tres 
meses  indicadcie  por  el  Código  CiviL" 

[4]  Hoy  no  procede  el  depósito  de  los  pupilos  ó  incapacitados,  cuya  d^ensa  y  cuida- 
do, para  los  casos  de  este  artículo,  corresponde  privativamente  al  Consto  de  fietmlüa, 
salvo  el  caso  de  constituir  delito  6  falta  el  hecho  imputado  al  tutor. 

[5]  El  último  ndmero  de  este  artículo,  relativo  al  depósito  del  buér&no,  carece  de  ac- 
tual aplicación— véase  Apéndice  V— por  haber  provisto  el  Código  Civil  la  manera  de  auxi- 
liar y  amparar  al  huérfano  abandonado,  y  posteriormente,  la  Orden  núm.  271  de  1900,  que 
dio  carácter  administrativo  á  la  materia,  encomendando  su  conocimiento  á  los  Alcaldes 
munieipal^t. 
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^rá  la  dihgemia  expresada,  y  las  demás  á  qae  se  refieren  los   ar 
wLcuios  aguiCTtt^  en  aqnélla  en  qne  se  encontrare,    citando  previa 
ícente  al  marido  con  señalamiento  de  día  v   hora,    bajo   apercibí 
miento   de  que  í>in   más  citación  se   realizarán  dichas  diligencias 
-AUü  que  no  concurra. 

No  estando  presente -el  marido,  decidirá  el  Juez  lo  que  corres- 
ponda.  ^ 

Art,  1882.  Ratificándose  la  reclamante,  procurará  el  Jne« 
que  se  pongan  de  acuerdo  marido  y  mujer  sobre  la  persona  que 
üaya  de  encalcarse  del  deposito. 

^''f-  *Sí*3*  Si  no  convinieren,  ó  el  marido  no  hubiere  concu- 
rrí ao,  el  Juez  elegirá  la  que  crea  más  á  propósito,  bien  de  las  de- 
^gnaaas  por  uno  de  ellos,  si  estimare  infiíndada  !a  oposición  que 
se  ^e  Hubiere  hwlio  por  el  otro,    bien  cualquiera  otra  de  su  con- 

^^^  188i-  Dispondrá  también  que  en  el  acto  se  entregucM 
^  la  mujer  la  csuna  y  ropa  de  su  uso  diario,  formándose  de  todo  el 
inventario  correspondiehte. 

Art.    1885.    Si  hubiere  cuestión  sobre  las  r^pas  que   hubieren 
<ie  entregarse,  el  Juez,  sin  ulterior  recurso,   y  teniendo    en  cuenta 
las  circunstancias  de  las  personas,  determinará  las  que  deban  con 
SI  aerarse  como  de  uso  diario  y  entr^arse. 

Ar^  1886.  Sí  hubiere  hijos  del  matrimonio,  mandará  el  Juez 
que  queden  en  jMKler  de  la  madre  los  que  no  tuvieren  tres  añas 
cumplidos,  y  los  que  pasen  de  esta  edad  en  poder  del  padre,  hasta 
que  en  el  juicio  correspondiente  se  decida  lo  que  proceda  (1). 

J ITRISPRÜDENCTI  A. 

Art.  18S7.    Practícado  todo  lo  prevenido  en  los  artícnlos  an 
terior^  con^tuirá  el  Juez  el  depósito  con  la  debida  solemnidad 
r.r^Jl}'  -^^  depositano  se  le  facilitará  un  testimonio  de  la 

jPr^^^**^.**,"*'^'^  '^y*  nombrado,  y  de   la   diligencia   dí 
«onstituciÓQ  del  depósito  para  su  resguardo.  '^^íncia   oe 

,«o  /^  *^'  ^f  t»*"í<*«  «'  depósito,  el  juez  dictató  providencia 
mandando  intimar  al  mando  que  no  moleste  á  su  mnier  ni  ?!  nf^ 
sitarlo,  b^o  apercibimiento  de  procederee  contra  él  á  lo  nnAM*^' 
lugar;  y  á  la  mujer,  que  si  dentro  de  un  mes  n^  acredi?»  híií  - "* 
tentado  la  demanda  de  divorcio  6  de  nulidad  del^íf^,'!**^'"  "'" 
querella  de  amancebamiento,  quedaró  sin  efecto  el  deuóSoT  **  ^ 
restituida  &  U  casa  de  su  marido.  «leposito  y   sera 

Art.  1890.     El  término  de  un  mes  se  auméntala    „ 
por  cada  30  kilómetros  que  diste  el  pueblo  en  que  *^  .      .-^  **'^ 
^^^  se    constituya  el 

U)     I^bU»  mayor  de  trépanos  deberá  quedar  ai  c4iidado  4\   i 

*^^«  pa<ire.    s.  19  Sov.  Jí«5' 
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depósito  del  en  que  resida  el  Juez  eclesiástico  (1)  ó  de  primera   ins- 
taucia  que  hayan  de  conocer  de  la  demanda  principal. 

Árt.  1891.  Si  la  mujer  que  pida  el  depósito  residiere  en 
pueblo  distinto  del  en  que  esté  situado  el  Juzgado,  podrá  el  Jueat 
dar  comisión  para  constituir  el  depósito  al  muni<'ipal  correspon- 
diente, sin  perjuicio  de  poder  hacerlo  por  sí  mismo  en  los  casos  «n 
que  lo  crea  necesario. 

Art.  1892.  El  término  señalado  para  la  duración  del  depó- 
sito podrá  prorrogarse  si  se  acreditare  que  por  causa  no  imputable 
á  la  mujer  ha  sido  imposible  intentar  la.  demanda  ó  querella  co- 
rrespondiente. 

Art,  1893.  No  acreditándose  haber  intentado  ó  admitido  la 
demanda  ó  querella  dentro  del  término  señalado,  el  Juez  levautíirá 
el  depósito,  mandando  restituir  á  la  mujer  ú  la  casa  de  su  marido. 

Art.  1894.  Acreditando  la  mujer  haberle  si<lo  admitida  la 
demanda  ó  querella,  se  ratificará  el  depósito,  á  no  s«^r  que  aquélla 
pida  que  se  constituya  en  la  persona  que  designe. 

Art.  1893.  De  dicho  auto  podrá  apelarse.  La  apelación  se 
admitirá  en  aml)os  efectos  á  la  mujer  que  promovió  el  depósito,  y 
sólo  en  uno  á  su  marido. 

Art.  1896.  Las  pretensiones  que  puedan  formularse  por  la 
mujer,  por  el  marido  6  por  el  depositario  sobre  variación  de  depó 
sito  ó  cualesquiera  otros  incidentes  á  que  ést/C  pueda  dar  lugar  antes 
ó  después  de  haberse  constituido  definitivamente,  se  sustanciarán 
con  un  escrito  por  cada  parte;  y  oídas  sus  justificaciones  en  una 
comparecencia  verbal,  el  Juez  resolverá  lo  que  proceda  por  auto, 
que  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Bxceptúanse  las  solicitudes  que  se  refieran  á  alimentos  provi- 
sionales, las  que  se  sustanciarán  de  la  manera  prevenida  eu  el  tít.  18. 
libro  2o.  de  esta  ley. 

Art.  1897.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso  del  párrafo 
segundo  del  art.  1879,  deberá  previamente  acreditarse  haberse  ad- 
mitido la  demanda  de  divorcio  ó  nulidad  del  matrimonio,  ó  laque- 
relia  de  adulterio  promovida  por  el  marido. 

Art.  1898.  Constando  la  admisión  de  la  demanda  ó  de  la 
querella,  el  Juez,  se  trasladará  á  la  casa. del  jnarido;  procui'ará  que 
se  ponga  de  acuerdo  con  la  mujer  sobre  la  persona  en  quien  hubiere 
de  cx)nstituirse  el  depósito;  y  si  no  convinieren,  nombrará  el  Juez 
la  que  el  marido  haya  designado,  si  no  hubiere  razón  fundada  que 
lo  impida. 

Habiéndola,  elegirá  la  que  estime  más  á  propósito. 

Art.  1899.  Serán  aplicables  á  los  depósitos  que  stí  constitu- 
yan en  los  casos  de  que  habla  el  párrafo  segundo  del  artículo  1879, 
las  reglas  estáiblecidas  en  los  artículos  1884,  1885,  1886,  1887  y 
1888,  primera  parte  del  1889,  1899  y  1896. 

Art.  190<).     Para  que  pueda  tener  lugar  el  depósito  de   mujer 


[1]    Véase  Nota  del  art.  lo.  de  esta  I^ey. 
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soltera  en  los  cjisos  que  expresa  el  núm.  3o.  del  artículo  1879,  de- 
berá pedirse  por  escrito  firmado  por  la  misma  ú  otra  persona  á  su 
ruego,  en  el  que  manifesté  los  motivos  que  tenga  para  temer  que 
se  emplee  coaeción  ó  violencia  con  el  fin  de  impedir  que  lleve  á 
efecto  su  propósito   (1). 

Art.  1901,  Si  el  Juez  estimare  fundados  los  motivos,  se  tras- 
ladará á  la  casa  morada  de  la  recurrente,  y  sin  hallarse  presentes 
sus  padres  6  abuelos,  mandará  que  manifieste  si  se  ratifica  ó  no  eñ 
su  solicitud. 

Art.  1902*    Si  no  se   ratificaré,   se  dictará  auto  de  sobreseí 
miento  en  las  diligencias,  mandando  archivarlas. 

Art,  1903.  Si  se  ratificare,  mandará  el  Jm^z  á  los  padres  6 
abuelos  que  designen  depositario,  y  á  la  interesada  que  manifieste 
si  se  conforma  ó  no  con  el  que  aquéllos  propongan. 

Art.  llM)4r#  No  oponiéndose  á  dicha  designación  la  interesada, 
ó  aunque  se  oponga,  si  la  persona  designada  reuniere  las  condi- 
ciones necesarias  ajuicio  del  Juez,  constituirá  en  ella  el   depósito. 

Art.  19Ü5«  Si  el  Juez  estimare  fundada  la  oposición  de  la  inte- 
resada, ó  que  el  depositario  designado  no  reúne  las  condiciones  nece- 
sarias, nombrará  otro,  en  quien  constituirá  seguidamente  el  depósito. 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno 

Art.  HHHi.  En  el  mismo  auto  dispondrá  que  se  entreguen  á 
la  depositada,  bajo  inventario,  la  cama  y  ropa  de  su  uso. 

Si  hubiere  cuestión  sobre  las  ropas  que  deban  entregarse,  la 
decidirá  el  Juez  sin  ulterior  recui-so. 

Art.  1!M)7.  El  depósito  continuará  hasta  que  se  celebre  el 
matrimonio. 

Art.  1908.    Podrá  sin  embargo,  cesar: 

lo.  Guando  el  matrimonio  no  se  celei>re  dentro  de  los  seis 
meses,  á  contar  desde  el  día  de  la  fecha  del  depósito. 

2o.     Cuando  la  interesada  haya  desistido  de  su  propósito. 

En  ambos  casos  acordará  el  Juez  que  se  restituya  á  la  casa  de 
sus  padres  6  abuelos^  poniéndose  en  el  expediente  la  oportuna  dili- 
gencia. 

Art.  1909.  Para  decretar  el  depósito  en  los  casos  de  que  ha- 
bla el  niim.  4o.  del  art.  1879,  se  necesita: 

lo.  Que  lo  solicite  el  interesado  por  escrito  ó  ihí  palabra,  ó  si 
no  pudiere  hacerlo  por  si,  otra  persona  á  su  nombre,  ratificándose 
en  todo  caso  á  la  presencia  judicial,  siempre  que  tenga  capacidad 
legal  para  hacerlo. 

2o.  Que  el  Juez  adquiera  el  convencimiento  de  la  certeza  de 
los  hechos,  bien  por  la  información  que  presente  el  interesado, 
bien  por  los  datos  que  haya  podido  adquirir  (2). 

1 1)  Sobre  la  vigencia  y  aplicación  de  este  artículo  y  siguientes  hasta  el  1908  Inclusive^ 
consúltense  los  ComentaHos  del  Sr.  Manresa,  tomo  6o.  páginas  344  &  847. 

(2)  El  procedimiento  que  establece  este  artículo  y  los  cuatro  subsiguientes,  sólo  tie- 
ne actualmente  aplicación  tratándose  de  liijos  de  familia  no  emancipados.  Véase  Nota 
del  nüm.  4o.  del  art.  1879. 

El  padre  puede  pedir  en  todo  tiempo  lo  que  estime  más  conveniente  y  provechoso 
para  el  menor,  incluso  la  remoción  del  depositario.    S.  ll  Julio  1899. 
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Art.  1910.  Podnin  los  Jueces,  no  obstante  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  decretar  el  depósito  sin  solicitud  del  interesado^ 
cuando  les  conste  la  imposibilidad  en  que  se  encuentre  de  for- 
mularla. 

Art.  1911.  Estimando  el  Juez  procedente  el  deposito,  acor- 
dará realizarlo  en  la  persona  que  designe. 

Art.  1912.  Respecto  á  la  entrega  de  ropas  y  cama,  se  obstar- 
vara  lo  dispuesto  en  los  artículos  1884  y  siguiente. 

Art.  1913.  Constituido  el  depósito,  se  nombrará  al  deposita- 
do un  curador  para  pleitos,  y  discernido  que  le  sea  el  (^rgo  (1),  se  le 
entregarán  los  autos,  á  fin  de  que  exponga  y  pida  en  el  ^juicio  co- 
rrespondiente lo  que  convenga  en  defensa  de  aquél. 

(El  artículo  1914  con*espondiente  á  este  lugar,  «j-rece  lioyde  aplicación 
y  86  inserta  en  el  Apéndice  V. ) 

Art.  1915,  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segun- 
do del  art.  1896,  en  el  mismo  auto  en  que  el  Juez  decórete  el  depó- 
sito de  una  persona  le  sííñalará  para  alimentos  provisionales  la  can- 
tidad que  prudencialmente  crea  necesaria,  aííendido  el  capital  que 
le  pertenezca,  ó  el  que  posea  el  ijue  ha  de  darles,  cuyo  x>a(go  se  hará 
por  mensualidades  anticipadas. 

Art.  1916.  Para  la  seguridad  del  pago  de  los  alimentos  acor- 
dará el  Juez  las  providencias  que  estime  convenientes,  pudiendo 
llegar  hasta  el  embargo  de  bienes. 

Art.  1917.  En  los  casos  lo.  y  2o.  del  art.  1879  los  alimentoíi 
se  entregarán  á  la  mujer  depositada;  en  los  restantes  del  mismo 
artículo,  al  depositario. 

TITULO  V 

Í)€l  suplemento   del   conserdimieiibo   de  los  padres^  abuelos  6  curadores 

para  contraer  matrimonio  (2) 

(Derogados  los  artículos  1918  al  1934  de  este  título,  por  los  íirtículos  45 
á  49  del  Código  Civil,  se  descartáin  del  texto  insertándose  íntegros  en  el 
Apéndice  V.) 

Art.  1935.  Cuando  los  hijos  legitimas  mayores  de  2S  (3)  años 
y  las  hijas  mayores  de  20  quisieren  acredit»ar  ante  el  Juez  muni(*i- 
pal  la  petición  de  consejo  á  sus  padres  ó  ahuflos  para  contraer  ma- 
trimonio, pedirán  verbaímente  á  dicha  Autoridad  que  haga  compa- 
recer al  que  deba  jirestarlo  para  que  manifieste  si  lo  da  favorable  ó 
adverso. 

Se  extendei-án  por  escrito,  tanto  la  comparecencia  del  que  pida 
el  consejo  como  la  del  que  deba  darlo  ó  negarlo  (4). 


nn    Hoy  píxxiede  nombrar  un  defensor,  conforraeal  art.  105  d<l  C  CívíP. 

[2  Este  epígrafe  no  tiene  hoy  relación  con  las  disposiciones  de  este  fftulo  qn«  no  íih« 
sido  derogradas  y  se  insertan  en  el  texto. 

[3]  Hoy  mayores  de  20  años  y  menores  de  23,  sin  distioeión  de  sexo»,  (conforme  »i 
art  II,  nrtm.  4,  de  la  Orden  140  de  1901. 

[41  No  obstante  el  pnxjedimiento  de  e«te  artícnlo  y  siguientes,  puede  acreditarse  la 
licencia  y  el  conseijo  favorable  á  la  celebración  del  matrimonio,  según  el  art.  48  del  Código 
Civil,  por  medio  de  documento  que  haya  autorizado  nn  notario. 

E-n  el  cíiso  de  matrimonio  religioso,  autoriza  el  núra.  5o.  del  art.  II  de  la  Orden  140  é 
que  el  consejo  se  preste  ante  el  ministro  autorizado  pam  celebrar  aquél,  con  asútexujla  dt 
dos  testigos  mayores  de  edad. 


I 
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Art.  193Qt .  Si, el  requerido  de  presentación  no   compareciere, 
se  le  citará  de  nuevo;  y  si  persistiere  en   su  desobediencia  después 
de  la  tercera,  citacióiji,    se  tendrá  por  dado  el  consejo  favorable  at' 
matrimonio. 

Art,  1937,  En  el  caso  de  que  el  citado  no  pudiere  compai*e- 
cer  por  enfermedad  ú  otro  impedimento  legítimo,  el  Juez  munici- 
pal se  trasladará  á  la  casa  6  locaj  en  que  aquél  se  halle  para  recibid 
su  declaración. 

Art,  1938, .  Comparecido  el  citado,  se  le  instruirá  de  la  peti- 
ción del  hijo  6  nieto  j  se, le  requerirá  para  que  manifieste  su  consejó 
favorable  ó  adverso  al  matrimonio,  siri  admitirle  evasivas  ni  excu- 
sas de  ninguna  clase,  bajo  la  prevención  de  que  en  otro  casó  se  en- 
tenderá dado  el  consejo  favorable. 

Art,  1939.  La  respuesta  que  diere  el  padre  (1)  ó  abuelo  se 
consignará  en  el  acta,  de  la  que  se  dará  copia  certificada  al  menor 
pfM'a  el  uso  de  su  derecho. 

í  LiOS  artículos  1940  y  1941,  finales  de  este  titulo  hao.  qued^dp  virtual; 
menle  derogados  por  el  Código  Civil. ) 

TITULO  VI 

J>el  modo  de  elevar  á  escritura  pública  el  testameni^  ó  coélicilo  hecho  dfi^ 

palabra  (2) 

Art,  1942,  A  instancia  de  parte  legítima  podrá  elevarse  á  es- 
critura pública  el  testamento  hecho  de  palabra. 

Art,  1943,  Be  entiende  ser  parte  legitima  para  los  efectos  del 
artículo  anterior: 

lo.     El  que  tuviere  interiés  en  el  testamento. 

2o.  El  que  hubiere  recibido  en  él  cualquier  encargo  del  testa- 
tador. 

3o.  .  El  que  con  arreglo  á  las  leyes  pueda  representar  sin  po- 
der á  cualquiera  de  los  que  se  encuentran  en  los  c^sos  que  §é  expre- 
sáis en  los  números  anteriores  (3). 

Art>  1W4»  Si  al  otorgar  el  testameutp  de  palabra  se  hubiere 
tomado  nota  ó  apunte  de  las  disposiciones  del  testador,  se  presenta;- 
rá  con  la  solicitud  dicha  nota  ó  memoria;  se  expresarán  los  nombres 
de  los  testigos  que  deban  ser  examinados,  y  el  ^l  Notario  si  hubiera 
o&ne^rrido  al  otm'gojndento  y  por  cualquier  causa  no  lo  hubiere  elevado 


[1]  o  la  madre,  en  su  caso;  teniéndose  en  cuenta  que,  s^ün  el  art.  49  del  C.  Civil,  no 
estAn  obligados  &  manifefltar  las  raisones  en  que  se  fundan  para  conceder  6  neg^ir  su  con- 
sentimiento ó  consejo,  ni  contra  su  disenso  se  da  recurso  alguno. 

[2]  liOS.  artículos  700  y  701  del  C.  Civil  determinan  los  dos  únicos  casos  en  que  puede 
hoy  existir  testamento  de  palabra,  ó  sea:  cuando  el  testador  se  hallare  en  inminente  peli- 
gro de  muerte  y  en  caso  de  epidemia,  debiendo  en  ambos  escribirse  el  testamento.  sieiK^o 
posible. 

{3]  En  el  caso  del  núm.  8o.  del  art.  1948,  cuando  los  padres  tengan  interés  en  la  no 
elevación  A  escritura  prtbllca  del  testamento  por  convenirles  se  abra  la  sucesión  intesta^ 
da,  podrá  el  menor  solicitar  habilitación  partí  comparecer  en  Juicio  (art.  199U  ns.  to.  y  Uo. 
U*x.)  ó  el  propio  menor,  el  Ministerio  Fiscal  y  cualquier  persona  capaz  para  ^mpare^r 
enjuicio,  solicitar  el  nombramiento  de  defensor  yart.  165  Código  Oivu,:  si  el  interés  encon- 
trado es  del  tutor  queda  comprendido  en  dicho  num.  8o.  el  protutor.  [orL  iS6  núni.to,  Odd, 
CHvil].  Dolz,  Frofframa  de  Derecho  Procesal 
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á  escritura  publica,  y  se  manifestará  el  iuterés  legítimo  que  tenga  el 
que  promueve  el  expediente  (1). 

Art.  1945.  El  Juez  dictará  providencia  mandando  compare- 
cer á  los  testigos,  y  al  Notario  en  su  caso,  en  él  día  y  hora  que  seña- 
le, bajo  apercibimiento  de  multa,  y  de  las  demás  correcciones  que 
la  desobediencia  haga  necesarias. 

Art.  1940.  No  concurriendo  al  acto  alguno  de  los  que  deban 
ser  examinados,  sin  alegar  justa  causa  que  se  lo  impidiere,  el  Juez 
io  suspenderá;  señalará  día  y  hora  en  que  haya  de  tener  lugar,  man- 
dará hacer  efectiva  la  multa,  y  conminará  al  desobediente  con  ma- 
yor corrección  en  el  caso  de  reincidencia. 

Art.  1947.  Cuando  un  testigo  no  compareciere  por  hallars*^ 
, enfermo  ó  impedido,  podrá  pedir  el  interesado  que  se  traslade  el 
Juzgado  á  la  casa  del  enfermo  para  recibirle  declaración  acto  con- 
tinuo de  haber  sido  examinados  los  demás  testigos. 

Cuando  un  testigo  estuviere  ausente  del  partido  judicial,  podrá 
solicitar  que  se  le  examine  por  medio  de  exhorto  dirigido  al  Juez 
del  pueblo  de  su  residencia  actual. 

Art.  1948,  Los  testigos,  y  el  Notario  en  su  caso,  serán  exami- 
nados separadamente  y  de  modo  que  no  tengan  conocimiento  de  lo 
declarado  por  los  que  les  hayan  precedido. 

El  actuario  dará  fe  de  conocer  á  los  testigos. 

Si  no  los  conociere,  exigirá  la  presentación  de  dos  testigos  de 
conocimiento. 

(El  artículo  1949  correspondiente  á  este  lugar  está  derogado  y  se  inser- 
ta en  el  Apéndice  V. ) 

Art.  1950.  Cuidará  el  Juez,  bajo  su  responsabilidad,  de  que 
se  exprese  en  las  declaraciones  la  edad  de  los  testigos  y  el  lugar  en 
que  tuvieren  su  vecindad  al  otorgarse  el  testamento  ^2). 

Art.  1951.  Cuando  la  voluntad  del  testador  se  hubiere  con- 
signado en  alguna  cédula  ó  papel  privado,  se  pondrá  de  manifiesto 
á  los  testigos  para  que  digan  si  es  la  misma  que  se  les  leyó,  y  si  re- 
conocen por  legítimas  sus  respectivas  firmas  y  rúbricas,  en  el  caso 
de  haberlas  puesto. 

Art.  1952.  Resultando  clara  y  terminantemente  de  las  decla- 
raciones de  los  t-estigos: 

lo.  Que  el  testador  tuvo  el  propósito  serio  y  deliberado  de 
otorgar  su  liltima  disposición, 

2o.     Que  los  testigos,  y  el  Notario  en  su  caso,  han  oído  simultá- 

[11  Conforme  lo  hacemos  en  este  artículo,  subrayamos  también  en  los  siguientes  las 
palabras  que,  referidas  al  Notario  que  hubiere  concurrido  al  otorgamiento  deltefitamentü 
hecho  de  palabra,  no  tienen  actualmente  aplicación  por  imposibilidad  de  ocurrir  hoy  di- 
cha circunstancia,  conforme  &  lo  dispuesto  en  los  artículos  695  y  C96  del  Código  Civil. 

pl«  "No  podrán  ser  testigos  en  los  testamentos:  l.o  Las  mujeres,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  art.  701.— 2.3  Ixw  varones  menores  de  edad,  con  la  misma  excepción.— 3.©  Los  que 
no  tengan  la  calidad  do  veíiinos  ó  domiciliados  en  el  lugar  del  otorgamiento,  salvo  en  los 
casos  exceptuados  por  la  ley .-4.  o  Los  ciegos  y  lo«  totalmente  sordos  ó  mudos.— 5.  c  Los 
que  no  entiendan  ol  idioma  del  testador.—^,  o  Los  que  no  estén  en  su  sano  Juicio.— 
7.  o  lios  que  hayan  sido  condenados  por  el  delito  de  falsificación  de  documentos  públicos 
ó  privados,  ó  por  el  de  falso  testimonio,  y  los  que  estén  sufriendo  pena  de  interdicción 
civil."    Art.  681  C.  Ciml. 
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ueamente  de  boca  del  testador  tx)das  las  disposiciones  que  qaería  se 
taviesen  como  su  última  voluntad,  bien  lo  manifestase  de  palabra, 
bien  leyendo  ó  dando  á  leer  alguna  nota  ó  memoria  en  que  se  con- 
tuviese. 

3o.  Que  los  testigos  fueron  en  el  número  que  exige  la  ley,  según 
las  circunstancias  del  lugar  y  tiempo  en  que  se  otorgó,  y  que  reuiien 
las  cualidades  que  se  requiere  para  ser  testigo  en  los  testamentos  (1). 

El  Juez  declarará  testamento  lo  que  de  dichas  declaraciones 
resulte,  con  la  calidad  de  sin  perjuicio  de  tercero,  y  mandará  proto- 
colizar el  expediente  (2). 

Art«  1953.  (yuando  resultare  alguna  divergencia  en  las  de- 
claraciones de  los  testigos,  el  Juez  aprobará  como  testamento  aque- 
llo en  que  todos  estuvieren  conformes. 

Si  la  última  voluntad  se  hubiere  consignado  en  cédula  presen- 
tada ó  escrita  en  el  acto  del  otorgamiento,  se  tendrá  como  testa- 
mento lo  que  de  ella  resulte,  siempre  que  todos  los  testigos  estén 
conformes  en  que  es  el  mismo  papel  que  se  escribió  ó  presentó  en 
aquel  acto,  aun  cuando  alguno  de  ellos  no  recuerde  cualquiera  de 
sus  disposiciones. 

Art,  1954.  La  protocolización  se  hará  en  los  registros  del 
Notario  de  la  cabeza  del  partido;  y  si  hubiere  más  de  uno,  en  el 
que  designe  el  Juez  (3). 

TITULO  vn. 

De  la  apertura  de  testamentos  cerrados  y  protooolizacián  de  las  memo- 
rias testam&ntaHas  (4). 

Árt.  1955.  £1  que  tenga  en  su  poder  algún  testamento  cerra- 
do deberá  presentarlo  al  Juez  competente  tan  luego  como  sepa  el 
fallecimiento  del  otorgante  (5). 

Art.  1956*  Podrá  también  pedir  su  pre^ntación  el  que  tu- 
viere conocimiento  de  haber  sido  otorgado  el  testamento  y  obrar  en 
poder  de  tercero. 

Siendo  el  reclamante  persona  extraña  ala  familia  del  finado, 
jurará  que  no  procede  de  malicia,  sino  por  creer  que  en  él  puede 
tener  interés  por  cualquier  concepto. 

Art.  1957.  El  actuario  examinará  en  el  acto  el  pliego  que 
contenga  el  testamento  y  pondrá  diligencia  de  su  estado,  descri- 
biendo minuciosamente  los  motivos,  si  existieren,  para  poder  sos- 

[1  j    Véase  el  art.  681  del  C.  Civil  anotado  al  art.  1960  de  esta  Ley. 

[2]  Para  la  mejor  Inteligencia  de  este  artículo,  conaúltenRe  los  703,  719  y  7í»  del  Código 
Civil,  cuyos  preceptos  entendemos  deberA  el  Juez  tener  presentes  al  hacer  la  declaración 
testamentaría. 

Í3]  "Loa  testamentos  otorgados  sin  la  autorÍKacidn  de  Notario,  serán  ineficaces  si  no 
se  elevan  A  escritura  pública  y  «e  protocolizan  en  la  forma  prevenida  en  la  lev  de  Bnlni- 
clamlento  Civil."    Art.  70U  C.  CiviL  ^  ^ 


[4]  Habiendo  desaparecido  de  nuestro  derecho  las  memoria.'^  te«ta.tnen.twri<i8  fart.  ff72 
C.  Clvlll,  han  quedado  virtualmente  derogadas  las  disposiciones  del  presente  titulo  que  A 
ellas  ne  refieren. 

[51  Idéntica  disp^ísición  se  contiene  en  el  art.  712  del  C.  Civil,  señalAndose  en  el  713  la 
penalidad  en  que  se  incurre  por  la  infracción  de  lo  aquí  dispuesto. 
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.  pechar  que  haya  sido  abierto  ó  sufrido  alguna  alteración,  enmienda 
ó  raspadura. 

Esta  diligencia  la  firmará  también  el  presentante,    y  si  no    su- 
.  piere  ó  no  quisiere,  un  testigo  á  su  ruego  en  el  primer  caso  y   dos 
testigos  elegidos  por  el  actuario  en  el  segundo. 

Art.  *  1958*  Acto  continuo  el  actuario  dará  cuenta  al  Jttez,  el 
cual,  acreditado  el  fallecimiento  del  otorgante,  acordará  que  para 
el  dia  siguiente,  ó  antes  sí  es  posible,  se  cite  aí  Kotario  autorizante 
y  á  los  testigos  instrumentales. 

Art.   1959.    Comparecidos  los  testigos,  sí*  les  pondrá*  de  ma- 
.  nifíesto  el  pliego  cerrado  para  que  lo  examinen  y  declaren  bajo  ju- 
ramento si  reconocen  como  legítima  la  firma  y  rúbrica  que  con  8n 
nombre  aparece  en.  él,  y  si  lo  hallan  en  el  mismo  estado  que  tenía 
cuando  pusieron  su  firma. 

Si  alguno  de  los  testigos  no  supiere  firmar  y  lo  hubiere  hecho 
.  otro  por  él,  serán  examinados  los  dos,  reconociendo  su  firma  el  que 
la  hijibiere  puesto  (1). 

Art.  1960.    Los  testigos  serán  examinados  por  orden   sueesi- 
,  vo,    é  interrogados  sobre  la  edad   que  tenían  el  día  del  otorga- 
miento (2). 

Art.  1961.  Si  alguno  6  algunos  de  los  testigos  hubieren  falle- 
cido ó  se  hallaren  ausentes,  se  preguntará  á  los  demás  si  los  vieron 
poner  su  firma  y  rúbrica,  y  se  examinará  además  á  otras  dos  x>©rso- 
uas  que  conozcan  la  firma  y  rúbrica  del  fallecido  ó  ausente  acerca 
de  su  semejaüza  con  las  estampadas  en  el  pliego. 

Si  esto  último  no  pudiere  tener  lugar,  será  abonado  el  testigo 
en  la  forma  ordinaria. 

Art.  1962.    En  el  caso  de  habérfallecido  el  Jícftario  que  auto- 
rizó el   otorgamiento  se  cotejará  por  el  Juez,  asistido  de  peiritos  de 
su  exclusivo  nombramiento,    el  ^ignd,  fírmia  y  lúbrica  del  pliego  ó 
■   carpeta,    con  las  estampadas  en  la  copia  que  debe  existir  en  el  re- 
'*'  gistro  éspecisll  de  los  testamentos  cerrados,  para  lo  cual  se  traslada- 
rá el  Juez  al  sitio  en  que  se  halle,  y  no  siendo  posible,    dará  oomi- 
■'  sión  á  quien  óorréspénda  (3). 

Si  el  ótbi^gamiento  hubiera  sido  anterior  á  la  ley  del  Notariado, 
el  cotejo  se  hará  con   otras  firmas  y  signos  indubitados  del  mismo 
'  N^otario. 

Art.  1963.  Cuándo  el  Notario  y  todos  los  testigos  hubieren 
fallecido,  se  abrirá  información  acerca  de  esta  cironnstcikncia,  de 
la  época  de  la  defunción,  coacepto  público  que  merecieran  y  de  si 
se  hallaban  en  el  pueblo  cuando  se  otorgó  el  testamento  (4). 

'/  [1]    Lo  dispuesto  en  efite  último  párrafo  sólo  es  aplicable  d  los  testamentas  oenrados 

I  otorgados  antes  de  regir  el  Código  Civil,  por  que,  segúnH*  disposición  da.  delart^  707  de 
dicho  Código,  "extendida  y  leída  el  acta,  la  firmarán  el  testador  y  los  testigos  qu«  sepctn 
firmar^  y  la  autorizará  el  Notario  con  su  signo  y  firma." 

[2]  A  tenor  del  art.  707  del  Código  Civil,  deberá  también  el  Juez  examinar  6  los  testi- 
gos sobre  el  vecindario  ó  domicilio  habitual  que  tuvieran  «1  día  en  que  se  otorgó  el  testa- 
mento. 

[8]    No.puedQ  ser  otno  que  al  Juez  municipal. 

[4j  El  Sr.  Mi^nresa  estima  que  la  disposición  dé  este  artículo  es  aplicable  á  los  testi- 
gos ausentes,  puesto  que  el  1961  los  équiparaá  los  fallecidos. 
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Art.  1964.  Podrán  presenciar  la  apertura  del  pliego  y  lectu- 
ra del  testamento,  silo  tienen  por  conveniente,  los  parientes  del 
testador  en  quienes  pueda  presumirse  algún  interés,  sin  permitirles 
que  se  opongan  á  la  práctica  de  la  diligencia  por  ningún  motivo, 
aunque  presenten  otro  testamento  posterior. 

Art.  1965.  Practicadas  las  diligencias  que  quedan  preve- 
nidas, y  resultando  de  ellas  que  en  el  otoi^miento  del  testamento 
se  han  guardado  las  solemnidades  prescritas  por  la  ley  y  la  identi- 
dad del  pli^o,  lo  abrirá  el  Juez  y  leerá  para  sí  la  disposición  tes- 
tamentaria que  contenga. 

'  Se  suspenderá  la  apertura  cuando  en  la  misma  carpeta  ó  en  un 
codicilo  abierto  hubiese  dispuesto  el  testador  que  no  se  abra  hasta 
una  época,  determinada,  en  cuyo  caso  el  Ji^ez  suspenderá,  la  conti- 
nuación de  la  diligencia,  y  mandará  archivar  en  el  Juzgado  las 
practicadas  y  el  pliego,  hasta  que  llegue  el  plazo  designado  por  el 
testador. 

.  Art.  1966.  Verificada  la  lectura  del  testamento  y  codicilo 
por  el  Juez,  lo  entregará  al  actuario  para  que  lo  lea  en  alta  voz,  á 
no  ser  que  contenga  disposición  del  testador  ordenando  que  alguna 
ó  algunas  clausulas  queden  reservadas  y  secretas  hasta  cierta  época, 
en  cuyo  caso  la  Lectura  se  limitará  á  las  demás  clausulas  de  la  dis- 
posición testamentaria. 

Art,  1967.  Leído  el  testamento^  dictará  auto  mandando  que 
sa  protocolice,  con  todas  las  diligencias  originales  de  la  apertura, 
en  los  registros  del  Kotario.que  hubiere  autorizado  su  otorgamiento, 
y  que  se  dé  copia  de  dicho  auto  al  que  lo  hubiere  presentado  para 
su  resguardo,  si  lo  pidiere. 

(LiOB  artículos  196S  al  1978,  finales  de  este  titulo,  han  quedado  derogados 
por  el  Código  Civil  y  ae  injertan  en  el  Apéndice  V. ) 

.  '-  COMPl4BMKNTO.-r-DB  LA    PBOTOOOLIZAqiOíí  BE  IX)S    TBBTAMEN- 

Art.  689.  .  El  testamento  ológrafo  deberá  protocolizarse,  pre- 
sentándolo con  este  objeto  al  Juez  de  primera  instancia  del  último 
domicilio  del  testador,  ó  al  del  lugar  en  que  éste  hubiese  fallecido, 
dentro  de  cinco  años,  contados  desde  el  día  del  fallecí  miento.  Sin 
este  requisito  no  será  válido. 

.  Art.  690.  La  persona  en  cuyo  poder  se  halle  depositado  di- 
cho testamento  deberá  presentarlo  al  Juzgado  luego  que  tenga  noti- 
cia de  la  muerte  del  testador,  y,  no  verificándolo  dentro  de  los  diez 
días  siguientes,  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
causen  por  la  dilación. 

También  podrá  presentarlo  cualquiera  que  tenga  interés  en  e* 
testamento  como  heredero,  legatario,  albacea  óen  cualquier  otro  con- 
cepto. 

Art.  691.  Presentado  el  testamento  ológrafo,  y  acreditado 
el  folleeimiento  del  testador,  el  juez  lo  abrirá  si  estuviere  en  pliego 
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cerrado,  rubriciirá  con  el  actuario  todas  las  hojas  y  comprobará  su 
identidad  por  medio  de  tres  testigos  que  conozcan  la  letra  y  firma 
del  testador,  y  declaren  que  no  abrigan  duda  racional  de  hallarse 
el  testamento  escrito  y  firmado  de  mano  propia  del  mismo. 

A  falta  de  testigos  idóneos,  ó  si  dudan  los  examinados,  y  siem- 
pre que  el  Juez  lo  estime  conveniente,  podrá  empleai'se  con  dicho 
objeto  el  cotejo  pericial  de  letras. 

Art.  692.  Para  la  práctica  de  las  diligencias  expresadas  en 
el'artículo  anterior,  serán  citados,  con  la  brevedaxl  posible,  el  cón- 
yuge, sobreviviente,  si  lo  hubiere,  los  descendientes  y  los  ascendien- 
tes legítimos  del  testador,  y,  en  defecto  de  «nos  y  otrosy  los  herma- 
nos. 

Si  estas  personas  no  residieren  dentro  del  partido,  6  se  ignora- 
re su  existencia,  ó  siendo  menores  ó  incapacitados  carecieren  de  re- 
presentación legítima,  se  hará  la  citación  al  Ministerio  Fiscal, 

Los  citados  podrán  presenciar  la  práctica  de  dichas  diligencias 
y  hacer  en  el  acto,  de  palabra,  las  observaciones  oportunas  sobre 
la  autenticidad  del  testamento. 

Art.  693.  Si  el  Juez  estima  justificada  la  identidad  del  tes- 
tamento, acordará  que  se  protocolice,  con  las  diligencias  practica- 
das, en  los  registros  del  Notario  correspondiente,  por  el  cual  se 
darán  á  los  interesados  las  copias  ó  testimonios  que  procedan.  En 
otro  caso,  denegará  la  protocolizíición. 

Cualquiera  que  sea  la  resolución  del  Juez,  se  llevará  á  efecto^ 
no  obstante  oposición,  quedando  á  salvo  el  derecho  de  los  interesa- 
dos para  ejercitarlo  en  el  juicio  que  corresponda. 

TITULO  VIII 

De  las  Í7iformaci(mes  para  dispensa  de  ley 

Los  artículos  1979  al  1992,  comprendidos  en  este  título,  que- 
daron derogados  por  el  Código  Civil,  que  no  incluyó  en  sus  disposi- 
ciones los  casos  de  dispensa  de  ley  establecidos  en  la  de  14  de  Abril 
de  1838,  insertándose  aquéllos  en  el  Apéndice  V. 

TITULO  IX 

De  la^  hahüitaeiones  para  comparecer  en  juicÍQ 

Art.  1993.  Necesitarán  habilitación  para  comparecer  en  jui- 
cio los  hijos  legítimos  no  emancipados  y  la  mujer  cíisada  cuando  no 
estén  autorizados  para  ello  por  la  ley,  ó  por  el  padre  ó  por  la  ma- 
dre, en  el  caso  de  ejercer  el  derecho  de  patHa  potestad,  ó  por  el 
marido  (1). 

(1)  Liaspalabius8QbraíyB,(lafi(!lerte:xto  my  pueden  tentar  aplicación  despoés  de  pi»- 
mulgado  el  Código  Civil,  al  menos,  en  cuanto  á.  Iok  hijos  íegftfmos  no  emancipador^  cuyos 
derechos  y  necesidades  en  Juicio,  regula  y  determina  dicho  cuerpo  legal. 

En  consecuencia,  creemos,  siguiendo  al  ilustre  comentarista  señor  Manresa,  que  el 
procedimiento  de  este  título  sóft)  es  aplicable  á  los  hijos  legftimt)8  menoros  de  edad 
emancipados  por  matrimonio  ó  concesión  de  los  padres  y  á.  los  que  sin  esta  calidad  vivan 
indepeudlenitemente  de  éstos  coa  su  coEisentfmieia4iOt, 
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Art.  19^4.  Sólo  podrá  concederse  la  habilitación  cuando  el 
que  la  pida  se  halle  eu  algauo  de  los  casos  siguientes: 

lo.  Hallarse  los  padres  ó  el  marido  ausentes,  ignorándose  su 
paradero,  sin  que  haya  motivo  racional  bastante  para  creer  pró- 
ximo su  regreso. 

2o.  Negarse  el  padre,  la  madre  ó  el  marido  á  representar  en 
juicio  al  hijo  ó  mujer, 

3o.     Ser  demandado  el  que  lo  solicitare. 

4o,  Seguírsele  gran  perjuicio  de  no  promover  la  demanda 
para,  que  se  pida  la  habilitación. 

Art.  19%.  En  estos  expedientes  se  oirá  siempre  al  I^omotor 
fiscal. 

(El  art  1996  correspondiente  á  este  iu^r,  carece  hoy  de  apiieaeióa 
y  «e  inserta  en  el  Apéndice  V). 

Art.  1997.  No  necesitarán  de  habilitación  el  hijo  ni  la  mujer 
casada  para  litigar  con  su  padre  ó  marido  (1). 

Art,  1998.  El  juicio  que  tenga  por  objeto  la  habilitación  por 
negarse  el  padre  ó  marido  á  representar  al  hijo  ó  á  la  mujer,  se  sus- 
tanciará con  arreglo  á  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  antes  de  otorgarse  la  que  se  haya 
pedido  por  ausencia  ó  iguorado  paradero  del  padre  ó  marido,  com- 
parecieren éstos  oponiéndose. 

APt.  1999.  Si  la  presentación  del  padre  ó  del  marido  tuviere 
lugar  después  de  concedida  la  habilitación,  su  oposición  se  sustan- 
ciará por  los  trámites  de  los  incidentes. 

Mientras  no  recaiga  sentencia  firme,  surtirá  todos  sus  efectos 
la  habilitación. 

Art.  2000*  Cesarán  los  efectos  de  la  habilitación  luego  que 
el  padre  ó  el  marido  se  presten  á  comparecer  en  juicio  por  el  hijo  ó 
la  mujer. 

TITULO  X 

De  las  informaciones  para  perpetua  memoria 

Art.  2001.  Los  Jueces  admitirán  y  harán  que  se  practiquen 
ias  informaciones  que  ante  ellos  se  promovieren,  con  tal  que  no  se 
refieran  á  hechos  de  que  pueda  resultar  perjuicio  á  una  persona 
cierta  y  determinada. 

JUKISPBUDENCIA. 

Las  informaciones  ad  perpéiuam  reguladas  por  las  diaposiciones  de  éste 
título  no  son  un  medio  legítimo  para  que  las  mujeres  puedan  acreditar  la 
entrega  de  dotes  Á  loe  maridos,  por  que  habiéndose  prohibido  en  principio 
que  los  Jueces  admitan  ó  hagan  practicar  dichas  informaciones  cuando  sean 
referentes  á  hechos  de  que  pueda  resultar  perjuicio  á  una  persona  conocida 
y  determinada^  y  siendo  éstos  unos  vicios  inseparables  de  tales  informacio- 
nes, siempre  que  recaigan  sobre  entrega  de  dotes,  es  evidente  que  no  se  pue- 

[1]     Véase  art.  165  del  C.  CiviL 
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den  practicar^  y  que  si'ft  pesar  de  ello' se  practican,  no  pueden-  surtir  decto 
alguno  probatorio.    S.  il7  Junio  1864* 

Art.  2002.  íío  se  admitirá  ninguna  inforidíl^iÓD  de  esta*  clase 
sin  oir  previamente  al  Promotor  ñscaí. 

Art.  2003.  Admitida  la  información,  serán  examinados  con 
citación  del  Promotor  fiscal  los  testigos  que  presentare  la  parte  recu- 
rrente al  tenor  de  los  hechos  expresados  en  su  solicitud. 

El  actuario  dará  fe  del  conocimiento  de  los  testigos. 

Si  no  los  conociere,  exigiró  la  presentación  de  dos  testigos  de 
conocimiento. 

Art.  2004.  Practicada  la  información,  se  pasiáir«l  el  expediente 
al  Promotor  fiscal.  Si  este  hallare  que  se  han  cometido  defectos  ó 
que  los  testigos  no  reúnen  las  cualidades  exigidas  por  la  ley,  ó  que 
desús  declaraciones  resulta  que  puede  seguirse  perjuicio  á  persona 
cierta  y  determinada,  propondrá  lo  que  en  cada  uno  de  estos  casos 
estime  procedente. 

Art.  2006.  Si  el  Promotor  fiscal  solicitare  la  práctica  die  al- 
guna diligencia  y  el  Juez  la  encontrare  procedente,  dictará  provi- 
dencia mandando  qu,e  se  practique;  y  ejecutada  que  sea^  volverá  á 
pasar  los  autos  al  Promotm^  (1). 

Si  éste  opinare  qué  de  la  información  podría  seguirse  perjuicio 
á  persona  cierta  y  determinada,  y  el  Juez  hallare  fundando  el  dicta- 
men fiscal,  dictiirá  auto  declarando  no  haber  lugar  á  su  aprobación. 

Art.  2006.  Pidiendo  el  Promotor  fiscal  que  se  apruebe  la  in- 
formación, y  hallándolo  procedente  el  «Juez,  dictará  auto  aprobán- 
dola cuanto  ha  lugar  en  derecho,  y  mandando,  si  se  refiere  á  hechos 
de  reconocida  importancia,  que  se  protocolice  eií  los  registros  del 
qictuario  si  ésteftiei^e  también  Notario;  y  no  siéndolo  en  loa  de  otro  que 
regida  en  el,  pueblo  cabeza  del  partido,  á  elección  de  la  parte  intere- 
sada, habiendo  más  de  uno  (2). 

Si  los  hechos  á  que  se  haya  referido  la  información  no  faetón 
de  reconocida  importancia,  el  Juez  maaidará  que  se  archive  en  el 
oficio  del  actuario. 

Art.  200Í.  También  se  mandará  en  el  misnio  aófco  que  se  dé 
testimonio  de  la  información,  si  lo  pidiere,  al  que  la  hubiere  pro- 
movido, y  á  cualquiera  otro  que  lo  solicite  para  impugnarla  en  el 
juicio  wrrespondieute,  si  pudiere  causarle  perjuicio  (3). 

Art.  2008.  Si  antes  de  aprobarse  la  información  se  presen- 
tare alguno  oponiéndose  á  ella  por  poder  seguírsele  perjuicio,  el 
Juez  dictará  auto  mandando  sobreseer  en  las  actuaciones  de  juris- 
dicxíión  voluntaria,  con  reserva  á  las  partes  de  su  derecho  para  que 
lo  ejerciten  en  el  juicio  que  corresponda* 

Art.  2009.     Las  informaciones  posesorias  para  inscribir  algún 


(1 )    iSiibm.y,amo.s  la  palubi'a  Prfrmotor  en  todos  los  casos  en  que  la  ley  la  emplea,  dc»- 
biendo  entenderse  sustituido  dicho  faiicibnario  por  el  Pisml  municipal  aelegiftdo. 
^■.  '.  \2;    Ud  existen  esoribancMS  con  £é  extitijudicial,  oonsiderá>ndoHe  eo  ooDsecue&cla  kíu 
aplicación  las  palabras  subrayadas  del  texto. 

(3,    Estas  informatüiones  no  hacen  prueba  (.rontra  U^rcei'os  que  en  ellas  no  ban  tenido- 
interven<;i6n.    S.  tS  Dic.  19031. 
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derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  se  practicarán  con  siyeción  á 
las  reglas  establecidas  en  las  leyes  hipotecarias  vigentes  en  cada  una 
de  las  islas  de  Cuba  y  de  Puerto  Eicoj  reglamento  para  su  ejecución 
y  demás  disposiciones  vigentes  (1). 

Complemento. — informaciones  posesorias. 

Ley  Hipotecaria  de  H  de  Julio  de  1893, 

Art.  389.  Desde  que  empiece  á  regir  esta  ley  no  se  admitirá 
en  los  Juzgados  y  Tribunales  ordinarios  y  especiales,  en  los  Conse- 
jos y  en  las  oficinas  del  Gobierno,  ningún  documento  ó  escritura  de 
que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro,  por  el  cual  se  cousti- 
tuyeren,  transmitieren,  reconocieren,  modificaren  ó  extinguieren 
derechos  sujetos  á  inscripción,  según  la  misma  ley,  si  el  objeto  de 
1^  presentación  fuese  hacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el  dere- 
cho que  debió  ser  inscripto. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  podrá  admitir- 
se en  perjuicio  de  tercero  el  documento  no  inscripto  y  que  debió 
serlo,  si  el  objeto  de  la  presentación  fuese  únicamente  corroborar 
otro  título  posterior  que  hubiese  sido  inscrito. 

También  podrá  adiAitirse  el  expresado  documento  cuando  se 
presente  para  pedir  la  declaración  de  nulidad  y  consiguiente  cance- 
lación de  algún  asiento  que  impida  verificar  la  inscripción  de  aquel 
documento  (2). 

Art.  390.  Para  facilitar  el  cumplimiento  del  artículo  ante- 
rior á  los  propietarios  que  carecieren  de  título  escrito  de  dominio 
(3),  cualquiera  que  sea  la  época  en  que  hubiera  tenido  lugar  la  ad- 
quisición, se  les  concede  la  facultad  de  inscribir  su  derecho,  justifi- 
cando previamente  su  posesión  ante  el  Juez  de  primera  instancia 
del  lugar  en  que  estén  situados  los  bienes,  con  audiencia  del  Minis- 
terio fiscal,  y  citación  de  los  propietarios  colindantes,  si  trataren 
de  inscribir  el  dominio  pleno  de  alguna  finca,  y  con  la  del  propieta- 
rio ó  la  de  los  demás  partícipes  en  el  dominio,  si  pretendieren  ins- 
cribir un  derecho  real. 


ni  La  refereacia  final  de  este  artículo,  rolativa  á  la  legislación  hipotecaria  que  em- 
pezó á  regir  en  Cuba  el  día  lo.  de  Mayo  de  1880,  corresponde  hoy  á  la  establecida  por  la 
Ley  de  14  de  Julio  de  1898  y  Reg^lamento  de  18  del  mismo  raes  y  año,  cuyos  preceptos  sO-^ 
bre  informaciones  posesorias  y  expedientes  de  dominio  insertamos  como  complemento 
final  de  este  título. 

[2|]  Aunque  este  artículo  no  se  reñere  al  procedimiento,  que  establecen  los  siguientes, 
constituye  el  antecedente  legal  necesario  para  la  «iQjor  aplicación  de  éstos,  y  en  tal  con- 
cepto lo  insertamos  en  el  texto. 

[31  "Art  4St.  Se  entenderá  que  carece  de  título  escrito,  pam  el  efecto  de  inscribir  áu 
posesión,  con  arreglo  A  los  artículos  390  y  siguientes  de  la  ley,  no  sólo  el  que  realmente  no 
posea  dicho  título,  sino  también  el  propietario  que,  teniéndolo,  no  pueda  reclamar  in- 
mediatamente su  inscripción  por  haberlo  de  traer  de  punto  distante  del  lugar  en  que  de- 
ba hacerla,  ó  por  cualquier  otra  causa  que  le  obligue  a,  dilatar  su  presentación.  Esta  cir- 
cunsLancia  podrá  hacerse  constar  en  el  expediente  y  en  la  misma  inscripción." 

.  "4H8.  En  el  expediente  para  acreditar  la  posesión  no  se  podrá  exigir  del  que  lo  prtv 
mueva  que  presente  el  título  de  adquisición  de  la  finca  ó  derecho,  ni  se  admitirá  otra 
oposición  de  parte  interesada  que  la  qne  se  contraiga  exclusivamente  al  hecho  de  poseer 
en  nombre  propio.  I^a.  cuestión  de  derecho  no  iK>drá  ventilarse  sino  enjuicio  declarati- 
vo. En  los  expedientes  judiciales  de  posesión,  como  dejurlsdicción  voluntaria,  no  se  ne- 
cesitará la  asistencia  de  Procuiudor  ni  Abogado*"  Del  Reglamento  jxira  la  ^ecuciOn  de  la 
JJey  Hipotecaria, 
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Si  los  bienes  estuvieren  situados  en  pueblo  ó  término  donde  no 
resida  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  partido,  podrá  hacerse 
dicha  información  ante  el  Juez  municipal  respectivo,  con  audiencia 
del  representante  Fiscal. 

La  intervención  del  Ministerio  fiscal  se  limitará  á  procurar 
que  se  guarden  en  el  expediente  las  formas  de  la  ley  (1). 

Art.  391.  En  la  instrucción  del  expediente  á  que  se  refiere 
el  precedente  artículo  se  observarán  las  siguientes  reglas: 

Primera.  El  escrito  en  que  se  pida  la  admisión  de  la  informa- 
ción expresará: 

lo.  La  naturaleza,  situación,  medida  superficial,  linderos, 
nombres  y  cargas  reales  de  la  finca  cuya  posesión  se  trate  de  acre- 
ditar. 

2o.  La  especie  legal,  valor,  condiciones  y  cargas  del  dereclio 
real  de  cuya  posesión  se  trate,  y  la  naturaleza,  situación,  linderos  y 
nombre,  si  lo  tuviere,  de  la  finca  sobre  la  cual  estuviere  aquel  im- 
puesto. 

3o.  El  nombre  y  apellidos  de  la  persona  de  quien  se  haya  ad- 
quirido el  inmueble  ó  derecho. 

4o.     El  tiempo  que  se  llevase  de  posesión. 

5o.  La  circunstancia  de  no  existir  título,  ó  de  no  ser  fácil  ha- 
llarlo en  el  caso  de  que  exista. 

Segunda.  La  información  se  verificará  con  dos  ó  más  testigos, 
vecinos  propietarios  del  pueblo  ó  término  municipal  en  que  estu- 
viesen situados  los  bienes. 

Tercera.  Los  testigos  justificarán  tener  las  cualidades  expre- 
sadas en  la  anterior  regla,  presentando  los  documentos  que  las  acre- 
diten (2). 

Contraerán  sus  declaraciones  al  hecho  de  poseer  los  bienes  en 
nombre  propio  el  que  promueva  el  expediente,  y  al  tiempo  que  ha- 
ya durado  la  posesión  y  serán  responsables  de  los  perjuicios  que 
puedan  causar  con  la  inexactitud  de  sus  deposiciones. 

Cuarta.  El  que  trate  de  inscribir  su  posesión,  presentará  ana 
certificación  del  Alcalde  ó  Autoridad  encargada  del  cobro  déla 
contribución  territorial  en  el  pueblo  en  cuyo  término  municipal  ra- 
diquen los  bienes.  En  esta  certificación  se  expresará  claramente, 
con  relación  á  los  padrones  de  riqueza,  relaciones  juradas  ó  plani- 
llas que  presenten  los  contribuyentes,  ú  otros  datos  de  las  oficinas 
municipales,  que  el  interesado  paga  la  contribución  á  título  de  due- 
ño, determinándose  la  cantidad  con  que  contribuye  cada  finca,  si 
constase;  y  no  siendo  así,  se  manifestará  únicamente  que  todas  ellas 
se  tuvieron  en  cuenta  al  fijar  la  última  cuota  de  contribución  que  se 
hubiere   repartido. 

[11  Entendemos  que  loa  Fiscales  municipales  legos  no  pueden  intervenir  en  esto« 
expedientes,  porque,  planteándose  en  los  mismos — aún  en  el  orden  formal  ó  que  la  ley  li- 
mita su  intervención — verdaderas  cuestiones  de  derecho,  inaccesibles  á  la  impericisi  de 
aquéllos,  resultaría  esa  intervención  una  mera  y  hasta  ridicula  fórmula  atentatorisk  y 
contrarla  al  prestigio  y  altísima  misión  del  Ministerio  ñscal. 

[2]  Un  título  de  dominio,  un  recibo  de  contribución  territorial  6  cualquier  otro  do- 
cumento auténtico. 
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Si  uo  se  hubiese  pagado  ningiin  trimestre  de  contribución  por 
ser  su  adquisición  reciente,  se  dará  conocimiento  del  expediente  á 
la  persona  de  quien  proceda  el  inmueble  ó  á  sus  herederos,  &  fin  de 
que  manifiesten  si  tienen  algo  que  oponer  á  su  inscripción. 

Si  el  que  la  solicita  fuese  heredero  del  anterior  poseedor,  pre- 
sentará el  último  recibo  de  contribución  que  éste  haya  satisfecho  ú 
otro  documento  qne  acredite  el  pago. 

Quinta.  Si  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes,  ó  el  partíci- 
pe en  la  propiedad  ó  en  los  derechos  de  una  finca  que  deban  ser  ci- 
tados, estuvieren  ausentes  y  se  supiese  su  paradero,  el  Juzgado  les 
citará  por  medio  de  oficio  si  se  hallaren  en  la  provincia  de  Ultramar 
respectiva  (1\ 

Si  la  residencia  fuese  en  algún  punto  de  nación  extranjera,  el 
oficio  se  dirigirá  por  el  mismo  conducto  oficial  al  Cónsul  de  la  Na- 
ción donde  se  hallaren,  señalándoles  para  comparecer  por  sí  ó  por 
medio  de  apoderado,  el  término  que  juzgue  necesario,  según  la  dis- 
tancia, y  que  no  podrá  ser  menor  de  noventa  días,  contados  desde  la 
fecha  de  la  notificación. 

Si  se  ignorase  su  paradero,  se  les  citiará  por  medio  de  edictos 
en  los  i)eri6dico8  oficiales  de  la  provincia  de  Ultramar  respectiva  y  por 
término  de  noventa  días;  y  si  transcurridos  estos  términos  no  com- 
parecieren los  citados,  el  Juzgado  aprobará  el  expediente  y  manda- 
rá hacer  la  inscripción  del  derecho,  sin  perjuicio  del  que  correspon- 
da á  dichos  dueños  colindantes  ó  partícipes,  expresándose  que  éstos 
no  han  sido  oídos  en  la  información. 

La  inscripción  en  tal  caso  expresará  también  dicha  circunstancia. 

Sexta.  Cualquiera  que  se  crea  con  derecho  á  los  bienes  ó  par- 
te de  ellos  cnya  inscripción  se  solicite  mediante  información  de  po- 
sesión, podrá  alegarlo  ante  el  Tribunal  competente  en  juicio  decla- 
rativo. 

La  interposición  de  esta  demanda  y  su  inscripción  en  el  Regis- 
tro suspenderán  el  curso  del  expediente  de  información  y  la  inscrip- 
ción del   mismo  si  estuviese  ya  concluido  y  aprobado. 

Art.  392.  Siendo  suficiente  la  información  practicada  en  la 
forma  prevenida  en  el  artículo  anterior,  y  no  habiendo  oposición 
de  parte  legítima,  ó  siendo  desestimada  la  que  se  hubiese  hecho,  el 
Juzgado  aprobará  el  expediente  y  mandará  extender  en  el  Registro 
la  inscripción  solicitada,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho. 

El  poseedor  que  haya  obtenido  la  providencia  expresada  en  el 
párrafo  anterior,  presentará  en  el  Registro,  solicitando  la  inscrip- 
ción correspondiente,  el  expediente  original  que  deberá  habérsele 
entregado  para  este  efecto,  pudiendo  acompañar,  si  desea  conservar- 
la, una  copia  del  mismo  en  papel  común,  que,  cotejada  por  el 
Registrador  y  puesta  nota  de  conformidad,  si  la  hubiere,  le  será  de- 
vuelta, quedando  archivado  en  todo  caso  el  original  (2). 

[1]     Suprimimos  del  texto  las  palabras  sin  aplicación  actual,  salvo  cuando  por  sufrir 
su  sentido  y  claridad,  subrayamos  aquéllas,  según  el  método  trazado  en  toda  la  obra. 


simp 


[21     Los  expedientes  posesorios  no  son  inscribibles  cuando  se  presentan  en  oónia 
pie  al  Registro.  SesoL  n  Agobio  1891, 
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Axt.  393.  Los  Registradores,  antes  de  inscribir  alguua  finca 
ó  derecho  en  virtud  de  las  informaciones  prescritas  en  los  tres  artí- 
culos anteriores,  examinarán  cuidadosamente  el  Eegistro*,  para  ave- 
riguar si  hay  en  él  algún  asiento  relativo  al  mismo  inmueble  que 
pueda  quedar  total  6  parcialmente  cancelado  por  consex^uencia  de 
la  misma  inscripción. 

Si  hallaren  algún  asiento  de  adquisición  de  dominio  ó  posesión 
no  cancelado  que  esté  en  contradicción  con  el  hecho  de  la  posesión 
justificada  por  la  información  judicial,  suspenderán  la  inscripción, 
harán  anotación  preventiva  si  la  solicita  el  interesado  y  remitirán 
ciopia  de  dicho  asiento  al  Juez   que  haya  aprobado  la  información. 

El  Juez,  en  su  vista,  y  con  citación  y  audiencia  de  las  personas 
que  por  dicho  asiento  puedan  tener  algún  derecho  sobre  el  inmue- 
ble, confirmará  ó  revocará  el  auto  de  aprobación,  dando  conoci- 
miento en  todo  caso  de  la  providencia  que  recayese  al  B^istrador, 
á  fin  de  que  en  su  vista  lleve  á  efecto  la  inscripción  ó  cancele  la 
anotación  preventiva. 

Si  las  personas  que  hubieren  de  ser  citadas  estuvieren  ausentes^ 
se  llevarán  previamente  á  efecto  las  formalidades  exigidas  para  la 
citación  en  la  regla  5a.  del  artículo  391  (1). 

Art.  395.  Todo  propietario  que  careciere  de  título  escrito  de 
dominio,  cualquiera  que  sea  la  época  en  que  hubiere  tenido  lugar 
la  adquisición,  podrá  inscribir  dicho  dominio,  justificándola  con 
las  formalidades  siguientes: 

la.  Presentará  un  escrito  al  Juez  de  primera  instancia  del 
partido  en  que  radiquen  los  bienes,  ó  al  del  en  que  esté  la  parte 
principal,  si  fuese  una  finca  enclavada  en  varios  partidos,  refirien- 
do el  modo  con  que  los  haya  adquirido,  y  las  pruebas  legales  que 
de  esta  adquisición  pueda  ofrecer,  y  pidiendo  que,  con  citación  de 
aquel  de  quien  procedan  dichos  bienes,  ó  de  su  causahabiente  y  del 
Ministerio  fiscal  ,se  le  admitan  las  referidas  pruebas  y  se  declare 
su  derecho. 

2a.  El  Juez  dará  traslado  de  este  escrito  al  Ministerio  fiscal, 
citará  á  aquél  de  quien  procedan  los  bienes  ó  á  su  causahabiente, 
si  fuera  conocido,  y  á  los  que  tengan  en  dichos  bienes  cualquier  de- 
recho real;  admitirá  todas  las  pruebas  pertinentes  que  se  ofrezcan 
por  el  actor,  por  los  interesados  citados  ó  por  el  Ministerio  fiscal 
en  el  término  de  180  días,  y  convocará  á  las  personas  ignoradas  á 
quienes  pueda  perjudicar  la  inscripción  solicitada,  por  medio  de 
edictos  que  se  fijarán  en  parajes  públicos  y  se  insertarán  en  los  pe- 
riódicos oficiales  de  hi  provincia  de  Ultramar  respectiva  (2)  á  fin  de 
que  comparezcan  si  quieren  alegar  su  derecho. 

Si  los  que  hubiesen  de  ser  citados  estuvieren   ausentes,    se   se- 


\l]  Cou  arreglo  al  párrafo  final  del  art.  3^  de  la  Ley  Hipotecaria,  el  procedimiento 
««taniecido  en  la«  anteriores  disposiciones}  no  será  aplicable  al  derecho  ni]x>tecario,  el 
cual  no  pi>drA  inscribirse  sino  mediante  la  presentación  de  título  escrito. 

(2]  Esta  referencia  correspondía  A  cada  una  de  las  que  fueron  posesiones  españolas 
ultramarinas.  Hoy  se  liará  la  inserción  de  los  edictos  en  la  Gacela  (Ricial  de  la  República. 
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^uirá  para  las  citaciones  el  procedimiento  establecido  ^n  la  regla 
5a.  del  articulo  391. 

3a.  Transcurrido  dicho  plazo,  oirá  el  Juez  por  escrito  sobre 
las  reclamaciones  y  pruebas  que  se  hubiesen  presentado  al  Ministe- 
rio físcal  óá  los  demás  que  hayan  concurrido  al  juicio  5  y  en  vista  de 
lo  que  alegaren,  y  calificando  dichas  pruebas  con  un  criterio  racio- 
nal, declarará  justificado  ó  no  el  dominio  de  los  bienes  de  que  se 
trata. 

4:a.  El  Ministerio  físcal  ó  cualquiera  de  los  interesados  po- 
di'án  apelar  de  esta  providencia;  y  si  lo  hiciesen,  se  sustanciará  el 
recurso  por  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civiL 

5a.  Consentida  ó  confirmada  dicha  providencia,  será,  en  su 
caso,  título  bastante  para  la  inscripción  del  dominio. 

6a.  Cuando  el  valor  del  inmueble  no  excediese  de  1.000  pesos, 
será  verbal  la  audiencia  que,  según  la  regla  3a.,  debe  prestarse  por 
escrito  al  Ministerio  fiscal  y  á  los  interesados,  y  la  apelación  en  su 
caso  seguirá  los  trámites  establecidos  para  estos  recursos  en  los 
juicios  de  menor  cuantía. 

Art.  396.  El  poseedor  de  algún  derecho  real  impuesto  sobre 
finca  cuyo  duefío  no  hubiese  inscrito  su  propiedad  al  empezar  á  re- 
^ir  esta  ley,  podrá  solicitar  la  inscripción  de  su  derecho  por  los 
medios  que  se  expresan  en  el  Beglamento,  y  una  anotación  preven- 
tiva del  derecho  del  propietario,  conforme  al  núm.  9o.  del  ar- 
tículo 42,  hasta  tanto  que,  citado  el  dueño  del  inmueble,  se  presen- 
te á  impugnar  la  anotación  ó  á  inscribir  su  propiedad  en  el  término 
de  treinta  días. 

El  dueño  de  la  finca  gravada  no  podrá  impuguar  esta  inscrip- 
ción sino  solicitando  á  la  vez  la  de  dominio,  con  la  presentación  del 
título  correspondiente,  ó  testimonio  de  haber  incoado  expediente 
contradictorio  para  la  declaración  judicial  de  dicho  dominio. 

Si  el  dueño  del  inmueble  estuviese  ausente,  se  llevarán  previa- 
mente á  efecto  las  formalidades  exigidas  para  la  citación  en  la  re- 
gla 5a.  del  art.  391,  y  el  término  empezará  á  contarse  desde  la  no- 
tificación. 

TITULO   XI 

I>e  la  enajemad&n  de  bienes  de  menores  é  incapacitados  y  transacción 

aceita  de  sus  derechos  (1). 

ArL  2010.  Será  necesaria  licencia  judicial  para  enajenar  6 
gravar  los  bienes  de  menores  ó  iiieapaeitados  que  correspondan  á  las 
clases  siguientes  (2): 

[1]  Las  disposiciones  de  esle  tftalo  no  son  aplicables  hoy  tratándotie  de  menores 
huérunos  6  incapacitados  siUetos  á  tutela,  en  enycje  casos  regulan  el  procedimiento  que 
deberá  emplearse  los  artfculos  2B9  á  271  del  Código  Civil,  los  cuales  no  insertamos  en 
la  forma  aoostambrada  por  no  tener  carácter  Judicial  y  ser  extraños  *en  consecuencia  á 
la  materia  de  esta  obra. 

[2]  Kntiéndase  que  los  menores  á  que  se  refiere  este  artículo  y  siguientes  son  hoy  los 
stUetos  &  la  p«KÍria  potestad. 
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ló.     Inmuebles. 

2o.  Efectos  públicos  y  valores  de  toda  especie^  sí^an  al  por- 
tador ó  nominativos  (1). 

3o.     Derechos  de  todas  clases, 

4o.  Alhajas,  mnebles  y  objetos  preciosos  qne  puedan  conser- 
varse sin  menoscabo  (2), 

Art.   3011.    Para  decretar  la  venta  sei-á  necesario: 

lo.  Que  la  pida  el  padre,  ó  en  su  caso  la  madre  del  hijo  no 
emancipado.  Si  éste  fuere  mayor  de  doce  y  catorce  años  respecti- 
vamente según  su  sexo,  firmará  también  la  petición, 

2o.  Que  á  falta  de  padre,  lo  pida  el  tutor  del  menor^  él  curador 
del  incapacitado  6  el  menor  asistido  de  su  curador. 

So,  Que  se  exprese  el  motivo  de  la  enajenación  y  el  objeto  á 
que  deba  aplicarse  la  suma  que  se  obtenga, 

4o.     Que  se  íustífique  la  necesidad  6  utilidad  de  la  enajenación. 

5o,     Que  se  oiga  sobre  ello  al  Promotor  fiscal. 

Art.  2012.  Cuando  la  justificación  á  que  se  refiere  el  núm.  4o- 
del  artículo  anterior  haya  de  hacerse  por  medio  de  testigos,  debe- 
rán ser  tres  por  lo  menos,  dando  fe  el  actuario  de  conocerios.  Si  no 
los  conociere,  exigirá  la  pi-estmtación  de  dos  testigos  de  conoci- 
miento. 

Esta  justificación  se  practicará  con  citación  del  Promotor  fiscaL 

Art.  2013.  Hecha  la  justificación  y  evacuada  la  audiencia  del 
Promotor  fiscal,  el  Juez,  sin  más  trámites,  dictará  auto  otorgando 
ó  negando  la  autorización  para  la  venta. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  2014.  La  autorización  se  concederá  en  todo  caso  bajo  la 
condición  de  haberse  de  Secutar  la  venta  en  publica  suba^sta^  y  previo  ava- 
lúo si  se  tratare  de  bienes  comprendidos  en  algruno  de  los  número» 
lo,,  So.  ó  io,  del  art.  2010  (3). 

Exceptúase  de  esta  regla  las  ventas  hechas  por  el  padre  6  por 
la  madre  con  patria  potestad.  Estos  podrán  realizarla  sin  otro  re- 
quisito que  el  de  haber  obtenido  previamente  la  autorización  judi- 
cial, con  audiencia  del  Promotor  fiscal  y  de  las  personas  designa- 
das en  los  artículos ^iP  y  21S  (4)  de  las  leyes  hipotecarias  que  rigen 
respectivamente  en  la»  islas  de  Cuba  \f  de  Puerto  Rico. 

(Los  artículos  2015  al  2021  siguieiitt's,  no  tienen  aplicaeióu  actual  y  se 
insertan  en  el  Apéndice  V.) 


[1]  El  Dr.  Dolz  en  su  notabilfBimo  Programa^  Uvt>tas  veceív  citado,  da  por  derogado 
este  Inciso.  Manresa  lo  declara  vigente  y,  conformes  con  sa  qpfníón,  no  fo  Injertamos  en 
letra  cursiva,  según  el  método  adoptado^ 

[21  Según  ordena  el  art.  209  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipotecaria, 
el  padre  ó  la  madre  necesitaran  autorización  Judicial  para  los  actos  ó  conrt.ratos  que  ten- 
gan por  objeto  la  extinción  de  derechos  reales  de  la  propiedad  de  sos  hijos,  como  son: 
renuncia,  cesión,  sabrogación,  cancelación,  redención  y  otros  de  índ^e  ó  naturaleza  se-^ 
mejante. 

[8]  Este  párrafo  carece  de  aplicación  por  las  razones  exjpcfestas  en  la  Xota  del  epígra- 
fe de  este  título  y,  conforme  con  el  plan  seguido  en  la  obra,  lo  consignamos  en  cursiva. 

[4]  Esta  referencia  ha  de  entenderse  noy  al  art.  204  de  ía  Ley  Hipotecaria  de  14  de 
Julio  de  1893,  siendo  las  personas  designadas  en  este  y  6.  que  se  contrae  el  texto  las  siguien- 
tes: lo.  Ias  personas  de  quienes  procedan  los  bienes  2o.  Los  herederos  ó  albaceas  de  di- 
chas personas.  3o.    Los  ascendientes  del  menor. 
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Art«  2032.  Heoha  la  venta,  cuidará  el  JneZy  bsyo  8a  respon- 
^bilidad,  deque  se  dé  al  precio  que  se  liaya  obtenido  la  aplicación 
indicada  al  solicitar  la  autorización  (1). 

JtTBISPETJDENCIA. 

S^^in  lo  dispuesto  en  e^te  artículo,  hecha  la  venta,  cuidarft  el  Juez  ba- 
jo au  responsabilidad  de  que  se  dé  al  precio  que  se  haya  obtenido  la  aplica- 
ción indicada  al  solicitar  la  Mitoríxaá6n;  y  habiéndosíe  indicado  por  la  soli- 
«siUiiiite  en  el  trámite  oportuno  que  el  precio  que  obtuviere  en  la  venta  del 
inmueble  lo  dedicaría  ú,  otra  imposición  más  ventajosa,  resulta  evidente  que 
es  el  Juez  desde  luego  quien  tendrá  que  cuidar  de  la  inversión  que  por  la 
representante  del  menor  se  dé  á  ese  dinero,  estando  limitada  solamente  la 
•acción  del  R^islarador,  tratándose,  como  se  trata,  de  umi  venta  de  bienes  de 
menores,  Á  velar  por  el  fiel  cumplimiento,  en  la  tramitación  del  expediente, 
de  las  formalidades  prescritas  en  el  libro  3o.,  tít.  XI  de  esta  Ley,  acción  que 
no  llega  en  nx)do  alguno  á  lo  que  pueda  ocurrir  después  de  verificada  la 
venta,  por  ser  esto  de  la  exclusiva  incumbencia  y  responsabilidad  del  Juez 
que  ButorizA  la  majenaeión.  JSesoL  del  Prtsdle.  del  Trió,  Supremo  de  £S 
J^ncro  1901. 

(£3  artículo  2023  correspondiente  á  este  lugar,  «areee  de  aplicación  y  8e 
ingerta  en  el  Apéndice  V.) 

Art«  2024*  La  autorización  (2)  para  transigir  sobre  los  de- 
reclios  de  los  menores  ó  incapadtadog  se  pedirá  por  las  mismas  per- 
iconas que  la  venta  de  bíeues. 

£u  el  escrito  eu  que  se  pida  se  expresarán  el  motivo  y  objeto 
de  la  transacción,  las  dudas  y  dificultades  del  negocio  y  las  razones 
qae  la  aconsejen  como  útil  y  conveniente;  y  se  acompañará  ^  docu- 
mento en  que  se  hubieren  formulado  las  bases  de  la  transacción. 

Se  exhibirán  también  con  el  escrito  los  documentos  y  antece- 
dentes necesarios  para  poder  formar  juicio  exacto  sobre  el  ne- 
gocio (3). 

Art.  2025.    Si  sobre  el  derecho  transigible  hubiere  pleito  pen- 
diente, el  escrito  se  preseutará  en  los  mismos  autos. 

Art.  2026*  Si  para  demostrar  la  necesidad  de  la  transacción 
fuera  necesaria  ó  conveniente  la  justificación  de  algún  hecho  ó  la 
práctica  de  alguna  diligencia,  las  acordará  el  Juez  y  se  llevarán  á 
efecto  con  citación  del   Promotor  FiscaL 

(1)  Aunque  la  disposieióu  de  este  artículo  parece  referirse  &  los  casos  de  los  preeeclen- 
tes  2015  4  2021,  hoy  derog^ados,  lo  damos  por  vigente  en  cuauto  determina  una  onlitr;\,-i4%n 
de  los  padres  exigida  en  la  practica  por  los  Jueces  que  antoiizan  la  venta  de  bidi.'H  de 
menoves.  Ademas  de  esta  razón,  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  ha  reconocí  do  im 
plfcitamente  su  vigencia  s^ún  se  deduce  de  la  Besolución  que  insertamos  como  luris^ 
pmdenfeia  del  mismo.  '' 

12)    El  Código  emplea  la  palabra  apr<^acif>n. 

(S)    Aunque  este  artículo  carece  de  aplicación  respecto  &  los  menores  SHjetoB  A  tut^i 
ó  patria  potestad,  en  virtud  de  las  disposiciones  del  C.  Civil  que  más  aba^o  insert»        • 
no  lo  descartamos  del  texto,  porque,  de  acuerdo  con  el  Sr.  Manresa,  esUnuimos  arOi  °^k?* 
el  procedimiento  en   él  y  siguientes  establecido  para  los  casos  de  apr»baci<^i^  <ie  Isíí  ♦ 
sacciones  hechas  por  los  padres,  maridos  6  mujeres.  ****  trao- 

Lios  artículos  del  Código  á  que  nos  hemos  referido,  son  los  siguientes: 

"Art.  1810.    El  tutor  no  puede  transigir  sobre  los  derechos  de  las  persona»  o^-io    - 
guarda,  sino  en  la  forma  prescrita  en  el  número  12  del  art.  2e9y  en  el  art^  *»74  rt^i  viene  en 
Código.    El  padre  y  en  su  caso  la  madre,  pueden  transigir  sobre  los  bienes* v  aIí    ^vf^'5  i 
hilo  que  tuvieren  bajo  su  potestad;  pero  sí  el  valor  del  objeto  sobre  que  T^csí\t»^  í^   ^*® 
ción  excediese  de  2000  pesetas,  no  surtirá  ésta  efecto,  sin  la  aprobación  JxxrtííJSA  «    ^ransat-- 

"Art.  1811.    Ni  el  marido  ni  la  mi^jer  pueden  transigir  sobre  los  feien^     7»        -u      a 
tales,  sino  en  los  casos  y  con  las  formalidades  establecidas  para  ^^^^a^rl^^    wTf      j^  ^ 
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Art.  2027.  Heclio  lo  prevenido  en  los  artí(tulo&  anteriores^ 
pasarán  las  diligencias  al  Promotor  Fiscal  para  que  exponga  lo  que 
tenga  por  conveniente. 

Art,  3028.  Devueltos  por  el  Protnotor  Fiscal,  el  Juez  dictará 
auto  concediendo  ó  negando  la  autorización  para  la  transaccióuy  se- 
gún lo  estime  conveniente  á  los  intereses  del  menor  ó  incapacitado. 

Si  la  concede,  aprobará  ó  modificará  las  bases  presentadii.8^ 
mandando  que  se  dé  testimonio  con  los  inseitos  necesarios  al  tutor  á 
curador  (1)  para  el  uso  correspondiente» 

Estos  autos  serán  apelables  en  ambos  efectos. 

Art.  2029.  Para  hipotecar  ó  gravar  bienes  inmueble»  6  para 
la  extinción  de  derechos  reales  que  pertenezcan  á  menores  ó  incapa- 
citados, se  observanín  las  mismas  formalidades  e8tal>lecidas  para  la 
venta,  con  exclusión  de  la  subasta  (2). 

TITULO  XII 

De  la  administración  de  bieties  de  ausentes  en  igtnoradfp  paradero  (3) 

Art.  2030«  Cuando  por  más  de  dos  años  se  ignore  el  parade- 
ro de  una  persona  que  se  hubiere  ausentado  de  su  domicilio  dejan- 
do abandonados  sus  bienes  y  no  pueda  juslificarse  su  defunción, 
cualquiera  de  los  parientes  más  próximos  que  hubieran  de  ser  sus 
herederos  abinfestato  podrá  pedir  que  se  le  entregue  l)ajo  fianza  la 
administración  de  dichos  bienes  (4). 

Art.  2031.  El  que  deduzca  la  pretensión  expresada  en  el  ar- 
tículo anterior  deberá  presentar  los  documentos  que  justifiquen  sa 
parentesco  con  el  ausente,  y  una  relación  de  los  bienes  cuya  admi- 
nistración solicite,  con  expresión  de  la  renta  que  produzcan  ó  pue- 
dan producir. 

Ofrecerá  además  información  sobre  los  extremos  siguientes: 

lo.  Sobre  la  ausencia  é  ignorado  paradero  de  la  p^nsooa  de 
que  se  trate j  fecha  ó  época  en  que  se  hubiere  ausentado,  y  desde 
cuándo  no  se  tiene  noticia  de  su  existencia. 

2o.  Que  no  existe  persona  autorizada  por  el  ausente  pera  el 
cuidado  V  administración  de  sus  bienes. 


{!)    Al  que  soIiciU' la  aprobación. 

í2)     Véasíí  Notií  niti  mu  del  art.  20!0. 

(3)  Modificado  por  el  Código  Civil  el  deret'.h»  «nstanti  vo  aitterlor  sobro  li»  amencia,  & 
que  respondían  los  prccopUxs  de  este  título,  deU-rán  ésto»  uplicarse  lioy  en  armonía  eon> 
los  de  aquCíl  cuerpo  lejíul  que  anotamos  al  ttíxU). 

Dada  la  confusión  actual  de  la  iuat<M'ia,  originada  pQr  la  ptiblicack)n  del  Código,  y 
considerando  nuestra  insutlciencla,  no  hacernos  al  texto  oti-as  sn  presiones,  ó  Ín<licacioiRn^ 
en  cursiva,  que  las  qne  evidentemente  resulten  contrarias  A  la  nueva  íeglsluclón,  retíomen- 
dando  ük  los  que  deseen  antpliar  este  estudio  los  ChmenUrriox  del  í^.  José  Muría  Mann^sa, 
t<>m.  6o.,  págs.  448  á  463. 

(4";  "Pasados  dos  afios  sin  haberse  tenido  noticia  del  auHentfí,  ó  desde  que  se  ro<*Íbio- 
ron  las  illtimas,  y  cinco  en  el  vj&so  de  que  el  ausente  hul>lei"a  dejado  persona  encarada  d«*- 
la  administración  de  los  bienes,  íH>drá  declararse  la  ausencia."  Art.  13U  CTttdií/n  dml. 

**Potlrí'»n  pedir  la  declaración  de  ausencia:  lo.  Rl  cónyuge  presente.  2o.  Ix«  heiv.le- 
ros  instituidos  en  t«stiimento,  qne  presentaren  copia  fehaciente  del  niisiuo.  36;  Los  pur- 
Tientes  que  hubieren  de  heredar  abintestato,  4o.  Los  que  tuvieren  sobrólos  bienes  del 
ausenU,'  algún  derecho  subordinado  i1  la  condi<rión  de  su  muerte."    Art.  185  Cbdigo  CivU. 

(/on  arreglo  pues,  A  estos  artículos  del  Código,  deberíl  entenderse  el  del  texto  q.ue  ano- 
tamos, teniéndose  en  cuenta  qu<;,  al  solicitar  la  adininistraclón  de  los  bienes  debe  pedirse 
también  la  declaración  de  ausencltk  de  la  cual  os  aquella  una  consecuencia. 
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3o.  Que  el  demaudante  es  el  pariente  más  próximo  del  mismo, 
con   expresión   en  su  caso  de  los  que  se  hallen  en  igual  grado  (1 ). 

Art.  2()33.  El  Juez  recibirá  la  información  con  citación  del 
Promotor  fiscal. 

Esta  información  deberá  ser  de  tres  testigos  por  lo  menos  que 
hubieren  sido  amigos  ó  tenido  relaciones  con  el  ausente.  El  actua- 
rio dará  fe  de  conocerlos,  y  si  no  los  cono<?iere,  se  presentarán  dos 
testigos  de  conocimiento. 

Art.  2033.  Si  de  la  información  resultaren  justificados  los 
extremos  expresados  en  el  art.  2031,  el  Juez  mandará  publicar  dos 
edictos  con  el  intervalo  y  término  de  tres  meses  cada  uno,  llaman- 
do al  ausente  y  álos  que  se  crean  con  derecho  á  la  administración 
de  sus  bienes,  si  aquel  no  sé  presentare  (2). 

Se  publicarán  estos  edictos  en  el  Jugar  del  último  domicilio  del 
ausente  y  en  el  de  los  bienes  y  se  insertarán  en  la  Gaceta  del  Gro- 
bierno  general  y  en  el  Boletín  Opicial  de  la  provincia  donde  lo 
hubiere.  También  se  insertarán  en  la  Gaceta  de  Madrid  cuanido  él  Juez 
lo  estimare  conveniente. 

Se  expresarán  además  en  ellos  los  nombres  de  los  que  hubieren 
solicitado  la  administración  de  los  bienes,  y  su  grado  de  parentesco 
con  el  ausente,  previniendo  á  los  que  se  crean  con  mejor  derecho 
que  deberán  justificarlo  con  los  correspondientes  documentos  al 
comparecer  en  el  Juzgado. 

Art.  2034,  Trascurrido  el  término  de  los  segundos  edictos, 
y  unidas  á  los  autos  las  solicitudes  de  los  que  se  hubieren  presenta- 
do, se  pasará  el  expediente  al  Promotor  fiscal  por  seis  días  para  que 
emita  dictamen  sobre  si  estima  procedente  entregar  á  los  parientes 
la  administración  de  los  bienes  del  ausente,  y  sobre  el  derecho  de 
los  reclamantes  (3). 

También  podrá  proponer  el  Promotor  la  subsanación  de  cual- 
quiei'a  falta  que  se  hubiere  cometido  en  la  instrucción  del  expedien- 
te, en  cuyo  caso  se  proveerá  previamente  sobre  este  particular. 

Art.  2035.  Cuando  sea  uno  solo  el  pariente  que  haya  recla- 
mado la  administración,  y  no  se  hubiere  opuesto  el  Promotor  fiscal, 
el  Juez  se  la  otorgará  sin  más  trámites  si  lo  estima  procedente. 

Lo  mismo  se  practicará  cuando,  siendo  dos  ó  más  los  preten- 
dientes, hubieren  manifestado  su  conformidad  sobre  cual  ó  cuales  de 
ellos  hayan  de  encargarse  de  la  administración. 

[1]  Como  requisito  equivalente  á  los  que  expresa  este  número,  debíTíl  Justificarse  que 
el  demandante  esparte  iegltinia  comprendida  en  el  art.  185  del  C  Civil.  V.  Nota  del  ar- 
tículo anterior 

r2]    El  art.  186  del  Código  es  congruente  con  el  texto  en  cuanto  á  los  plazos  para  la 

Eublicación  de  los  edictos,  ordenando  que  no  surtirá  efecto  la  declaración  de  ausencia 
asta  seis  meses  después  de  dicha  publicación. 

,  rS]  Disponed  art.  187  del  C.  Civil  que  la  administración  de  los  bienes  del  ausente  se 
conierirA  por  el  siguiente  orden  establecido  en  el  art.  220:  l.o  Al  cónyuge  no  separado 
legalmente.  2.  o  Al  padre,  y  en  su  caso,  á  la  madre.  8.  o  a  los  hijos.  4.  o  A  los  abuelos. 
5.  o  A  los  hermanos  varones  y  &  las  hermanas  que  no  estuviesen  casadas,  con  la  preferen- 
cia del  doble  vínculo.  Si  hubiere  varios  hijos  ó  hermanos,  serán  preferidos  los  varones  6 
las  hembras,  y  el  mayor  al  menor.  Concurriendo  abuelos  paternos  y  maternos, -serán 
también  preferidos  los  varones;  y,  en  el  caso  de  ser  del  mismo  sexo,  loe  de  la  línea  del 
padre. 
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Art.  3036.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  ante 
rior,  el  Juez  convocará  á  junta  dentro  de  ocho  días  á  los  pretendien- 
tes para  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  su  mejor  derecho,  y  cual 
de  ellos  haya  de  encargarse  de  la  administración. 

Del  resultado  de  la  junta  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que 
firmarán  los  concurrentes  con  el  Juez  y  el  actuario. 

Art,  2037*  Si  resultare  acuerdo  en  la  junta,  el  Juez  mandaiá 
que  se  lleve  á  efecto  lo  convenido,  en  el  caso  de  haberse  justificado 
que  no  se  tiene  noticia  de  la  existencia  y  paradero  del  ausente,  el 
abandono  de  los  bienes,  y  el  parentesco  de  los  que  hayan  de  encar- 
garse de  la  administración. 

Art.  2038.  No  mediando  conformidad  en  la  junta,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  dictará  auto  el  Juez  resolviendo  lo  qué  esti- 
me procedente,  y  mandando  en,  su  caso  que  se  entregue  desde  luego 
la  administración  al  pariente  ó  parientes  nombrados  por  el  mismo, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  los  demás  interesados,  del  que  podrán 
ha<5er  uso  en  el  juicio  que  corresponda  á  la  cuantía  de  los  bienes  (1). 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Art.  2039.  El  administrador  nombrado  deberá  prestar  fianza, 
á  satisfacción  del  Juez,  en  cantidad  suficiente  á  responder  de  lo  que 
produzcan  los  bienes  en  cinco  años  por  lo  menos. 

Esta  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  reconoce 
el  derecho,  menos  la  personal. 

Para  fijar  su  cuantía  podrá  el  Juez  disponer,  si  lo  cree  necesa- 
rio, que  se  tase  el  valor  en  renta  de  los  bienes  por  un  perito  de  su 
elección  (2). 

Art.  2040.  Prestada  la  fianza  por  el  administrador,  acordará 
el  Juez  que  se  le  dé  el  correspondiente  título  ó  t-estimonio  de  su 
nombramiento,  y  que  se  le  entreguen  los  bienes  bajo  inventario,  que 
formará  el  actuario  con  citación  del  Frmnotor  fiscal  y  de  los  demás 
parientes  que  se  hallen  en  el  mismo  grado  de  parentesco,  y  no  sean 
administradores. 

Al  mismo  tiempo  acordará  que  se  tome  anotación  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  de  la  ausencia  é  ignorado  paradero  del  dueño 
de  los  inmuebles  y  del  nombramiento  de  administrador,  expidién- 
dose para  ello  los  mandamientos  oportunos  (3). 

Art.  HHl.  El  administrador  tendrá  derecho  á  la  retribución 
que  el  Juez  le  señale,  la  que  no  podrá  exceder  del  10  por  100  de  las 
rentas  de  los  bienes,  y  estará  obligado  á  llevar  cuenta  jnstificacla  de 


[1]  "Cuando  la  administración  corresponda  á  los  hijos  del  aasente,  y  éstos  sean  me- 
nores, se  les  proveerá  de  tutor,  el  cual  se  hará  cargo  de  los  bienes  con  Iab  formalldBdes  de 
la  ley."  Art.  189  C.  CiiHl. 

[2]  No  haciendo  excepción  alguna  el  C.  Civil  respeoto  6,  la  obligación  de  prestar  fian- 
sa  que  impone  vsie  artículo,  lo  creemos  aplicable  á  todas  las  personas  llamadas  por  la  ley 
A  la  administración  de  los  bienes  del  ausente. 

Cuando  sea  el  tutor.  &  nombre  del  hijo  del  ausente,  el  llamado  A  la  administración, 
(H>rres pondera  al  Consejo  de  familia  fijar  la  cuantía  y  clase  de  la  fianza. 

[8]    Véase  nOm.  4o.  art.  lo.  de  la  Ley  Hipotecaria. 
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los  productos  y  gastos  para  rendirla  al  duefio  de  ellas  cuando  se 
presente,  ó  á  sus  herederos  ó  causahabientes  (1). 

Art.  2()42.  Se  sobreseerá  en  estos  procedimientos,  cualquiera 
que  sea  el  estado  en  que  se  hallen: 

lo.  Cuando  comparezca  el  ausente  por  sí  ó  por  medio  de  apo- 
derado. 

2o.     Guando  se  adquiera  noticia  cierta  de  su  existencia  y  paradero. 

3o.  Cuando  se  acredite  la  defunción  del  ausente  y  comparez- 
can sus  herederos  testamentarios  ó  aMntestato. 

4o.  Cuando  se  presentare  un  tercero,  acreditando  con  el  co- 
rrespondiente documento  habef  adquirido  por  compra  ú  otro  título 
los  bienes  del  ausente. 

En  estos  casos,  si  estuviere  nombrado  el  administrador,  cesará 
en  su  cargo,  poniendo  los  bienes  á  disposición  de  los  que  á  ellos 
tengan  derecho  (2). 

Art,  2<)43«  Si  el  ausente  hubiere  otorgado  testamento,  y  los 
herederos  en  él  instituidos  presentaren  copia  fehaciente  del  mismo, 
podrán  solicitar  la  administración  de  los  bienes,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  Iqs  artículos  qye  preceden  (3). 

Art.  2044-  Cuando  por  más  de  dos  años  se  hallen  abandonados 
los  bienes  de  un  ausente,  cuyo  paradero  se  ignore,  á  instancia  del 
Promotor  fiscal  ó  de  cualquiera  persona^  aunque  no  sea  pariente  (4), 
podrá  el  Juez  acordar  las  medidas  que  estime  necesarias  para  la  se- 
guridad y  administración  interina  de  los  bienes,  previa  información 
sobre  los  extremos  señalados  en  los  números  lo.  y  2o.  del  art.  2031, 
y  sin  perjuicio  de  los  procedimientos  establecidos  en  este  título,  pa- 
ra llamar  á  los  parientes  y  proveer  en  ellos  á  la  administración  (5). 

Art.  2045*  Si  por  parte  legítima  se  hiciere  oposición  á  los 
procedimientos  establecidos  en  este  título,  fundada  en  no  haber  lu- 
gar á  ellos,  se  sustanciará  por  los  trámites  que  para  los  incidentes  se 
determinan  en  el  tít.  3o.  del  libro  2o. 

Mientras  se  sustancia  la  oposición,  podrá  el  Juez  adoptar  las 
medidas  que  estime  necesarias  para  la  seguridad  y  administración 
de  los  bienes,  si  estuviesen  abandonados. 

Art.  2046.  Cuando  por  la  presunción  de  muerte  de  un  auseu< 
te  pueda  abrirse  su  sucesión  testada  ó  intestada,  hecha  la  declara- 
ción sobre  aquel  extremo  en  el  juicio  correspondieute,  se  procederá 

(1)  Según  el  art.  Iffi  del  C.  Civil,  verificado  el  norabramieiilo  de  representante  del  au- 
sente, el  Juez  señalará  las  facultades,  obligaciones  y  remuneración  do  su  representante, 
regulándolas  según  las  circunstancias  por  lo  que  G^t&  dispuesto  respocto  de  los  tutores  en 
el  art.  276  del  mismo  Código. 

(2  j  Este  artículo,  en  lo  sustancial,  concuerda  con  el  190  del  C.  Civil,  salvo  la  diferencia 
de  haber  derogado  éste  el  caso  2o.  del  texto,  no  comprendido  en  dicho  art.  190. 

(3)  Véase  el  art.  185  del  C.  Civil  anotado  al  2030  de  la  liOy,  según  el  cual,  ocupan  el  se- 
gundo lugar  entre  las  personas  que  pueden  solicitar  la  declaración  de  ausencia,  y  admi- 
nistración de  los  bienes  en  consecuencia,  los  herederos  &  que  se  refiere  el  texU). 

(4)  "Cuando  una  persona  hubiere  desaparecido  de  su  domicilio  sin  saberse  su  para- 
dero y  sin  dejar  ap)derado  que  administre  sus  bienes,  podrá  el  Juez,  á  instancia  de  parte 
leffUima  6  del  Ministerio  fiscal,  nombrar  quien  le  represente  en  todo  lo  que  fuere  necesa- 
rio. Esto  mismo  se  observará  cuando  en  iguales  circunstancias  caduque  el  poder  conferü  - 
do  por  el  ausente."  Art.  181  C.  Civil. 

(5;  Esta  última  disposición,  al  menos  en  lo  que  se  refiere  al  llamamiento  de  los  pa- 
rientes, no  podrá  ejecutarse  sin  que  le  preceda  la  declaración  de  ausencia,  con  arreglo  á 
los  artículos  <1el  Código  anotados  A  los  precedentes  de  este  título. 
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por  los  trámites  de  los  jaicios  de  testamentaria  ó  de  aMntestato  se- 
gún los  casos  (1). 

TITULO  XIII 
De  las  mbaatas  voluntarias  judiciales 

\tU  2047.  El  que  solicite  la  celebración  de  alguna  subasta 
judicial  deberá  acreditar,  exhibiendo  los  documentos  adecuados  al 
objeto. 

lo.  Que  tiene  capacidad  legal  para  el  contrato  que  se  propo- 
ne celebrar. 

2o.  Que  puede  disponer  de  la  cosa  ú  objeto  en  la  forma  que 
intenta  por  medio  de  la  subasta. 

Art.  2048.  Con  el  escrito  en  que  se  pida  la  celebración  de  la 
subasta  se  presentará  el  pliego  de  condiciones  con  arreglo  á  las  cua- 
les haya  de  celebrarse. 

Art.  2949.  Acreditados  los  extremos  indicados  en  el  artículo 
2047,  el  Juez  accederá  al  anuncio  de  la  subasta  en  la  forma  y  bajo 
las  condiciones  que  propusiere  el  que  la  haya  solicitado;  señalará 
día  y  hora  para  su  celebración;  mandará  que  se  fijen  edictos  en  los 
sitios  de  costumbre  y  en  el  pueblo  en  que  radiquen  las  fincas  6  ha- 
ya de  ejecutarse  el  contrato,  y  que  se  publiquen  en  los  periódicos 
que  hubiese  designado  el  peticionario. 

En  los  edictos  se  expresará  que  el  pliego  de  condiciones  y  los 
títulos  de  propiedad  quedan  de  manifiesto  en  la  Escribanía  para 
instrucción  de  los  que  quieran  interesarse  en  la  subasta. 

Art.  2050.  Si  se  presentare  alguna  proposición  admisible, 
por  ser  conforme  á  las  condiciones  fijadas  en  el  i)liego,  la  admitirá 
el  Juez,  como  también  las  que  después  se  hicieren  mejorando  la 
postura.  Terminado  el  acto,  adjudicará  el  remate  al  único  ó  mejor 
postor,  á  no  ser  que  el  que  solicite  la  subasta  se  hubiere  reservado 
expresamente  el  derecho  de  aprobarla,  en  cuyo  caso  se  le  dará  vista 
del  expediente  para  que  en  el  término  de  tercero  día  pida  lo  que  le 
interese. 

Igual  comunicación  se  le  dará  en  el  caso  de  que  por  algún  lici- 
tador  se  hiciere  la  oferta  de  aceptar  el  remate,  modificando  alguna 
de  las  condiciones. 

APt.  2051.  Aceptando  el  que  promovió  el  expediente  la  pro- 
posición á  que  se  refiere  el  segundo  párrafo  del  artículo  anterior,  se 
dictará  auto,  teniendo  por  celebrado  el  remate  á  favor  del  autor  de 
la  proposición,  y  se  mandará  llevarla  á  efecto. 

[Ij  ComplementaD  y  son  congruentes  con  las  disposiciones  del  texto,  los  siguientes 
artículos  del  C.  Civil: 

Art.  191.  Pasados  treinta  años  desde  que  desapareció  el  ausente  ose  recibieron  las 
últimas  noticias  de  61,  6  noventa  desde  su  nacimiento,  el  Juez,  á  instancia  de  parte  inte- 
resada, declarará  la  presunción  de  muerte. 

Art.  Id2.  La  sentencia  en  que  se  declare  la  presunción  de  muerte  de  un  ausente,  no 
se  ejecutará, lias ta  después  de  seis  meses,  contados  desde  su  publicación  en  los  perlddicos 
oficiales. 

Art.  193.  Declarada  firme  la  sentencia  de  presunción  de  muei^,  se  abrirá  la  sucesión 
en  los  bienes  del  ausente,  procediéndose  tí,  su  adJudi(M]U3ión  por  los  trámites  de  los  Juicios 
de  testamentaría  ó  abintestato,  según  los  casos. 
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En  el  caso  de  no  admitirla,  manifestará  si  se  aprueba  el  rema- 
te ó  quiere  que  se  celebre  nueva  subasta  bajo  las  mismas  oondicio- 
nesy  ó  las  que  tenga  por  conveniente  fijar,  ó  si  desiste  de  su  pro- 
pósito. 

ArL  20&2.  Cuando  haya  de  celebrarse  nueva  subasta,  se  pre- 
vendrá en  los  anuncios  que  son  forzosamente  admisibles  las  postu- 
r^is  que  se  hagan,  siempre  que  cubran  el  tipo  mínimo  que  hubiere 
fijado  el  que  la  haya  promovido. 

Art.  3U53.  Si  en  este  s^nndo  remate  no  hubiere  postor,  el 
interesado  quedará  en  libertad  para  hacer  lo  que  crea  más  conve- 
niente, sin  que  pueda  accederse  á  tercera  subasta  hasta  que  trascu- 
rra un  año,  después  del  cual  podrá  pedir  que  se  instruya  nuevo  ex- 
pediente con  el  mismo  objeto. 

ArL  3054«  Las  cuestiones  que  se  suscitaren  con  ocasión  de  la 
subasta  se  sustanciarán  por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes. 

TITULO  XIV 

I>e  la  posemón  judicial  en  los  casos  en  que  no  proceda  d  mterdkto  de 

adquirir  (1). 

ArL  3055.  Para  que  pueda  decretarse  la  posesión  judicial  de 
una  finca  ó  fincas  que  no  se  hayan  adquirido  por  título  heredi- 
tario, el  que  pretenda  obtenerla  la  solicitará  del  Juez,  acompañando: 

lo.  El  título  en  que  funde  su  pretensión,  inscrito  en  el  Begis- 
tro  de  la  propiedad. 

2o.  Una  certificación  expedida  por  el  encargado  de  dicha  de- 
pendencia, de  la  cual  resulte  que  en  aquella  fecha  el  solicitante  tie- 
ne, respecto  á  la  finca  ó.  fincas  comprendidas  en  el  título  que  pre- 
sente y  cuya  posesión  pida,  el  carácter  con  que  la  solicita. 

ArL  ^56.  El  Juez  examinará  el  título  presentado,  y  si  lo 
encontrare  suficiente,  dictará  auto,  mandando  dar  la  posesión,  sin 
perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho. 

ArL  2057.  La  posesión  se  dará  por  medio  de  un  alguacil  del 
Juzgado,  asistido  del  actuario,  en  cualquiera  de  los  bienes  de  que 
se  trate,  en  voz  y  nombre  de  los  demás. 

Art.  2058.  El  que  obtenga  la  posesión  podrá  designar  los  in- 
quilinos,  colonos  ó  administradores  á  quienes  el  actuario  hayu  de 
requerir  para  que  le  reconozcan  como  poseedor. 

Dicho  funcionario  extenderá  diligencia  del  acto  de  la  posesión 
y  de  los  requerimientos  que  hubiere  verificado. 

ArL  ^)59«  Si  el  que  hubiere  obtenido  la  posesión  lo  pidiere, 
se  le  dará  testimonio  del  auto  en  que  se  le  haya  mandado  dar,  y  de 
las  diligencias  practicadas  para  su  cumplimiento. 

En  todo  caso  se  le  devolverá  el  título  que  hubiere  presentado 
quedando  nota  y  recibo  en  los  autos. 

[1]     "La  poeeBlOn  se  adquiere  por  la  ocupación  material  de  la  cosa  6  derecho  noa^fdo 
6  por  el  hecho  de  quedar  éstos  sigetos  A  la  acción  de  nuestra,  voluntad  6  DorloaAotrMnnv 
píos  y  formalidades  legales  establecidas  para  adquirir  tal  derecho..»»    ^A.rtís8CCMl 
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TITUIX)  XV 

Del  deslinde  y  amcjtmamiewto  (1) 

Art.  2060»  Puede  pedir  el  deslinde  y  amojonamieDto  de  un 
terreno,  no  sólo  el  dueño  del  mismo,  sino  el  que  tuviere  constituido 
sobre  él  algún  derecho  real  pai^a  su  uso  y  disfrute. 

En  la  demanda  expresará  si  el  deslinde  ha  de  practicarse  en 
toda  la  extensión  del  perímetro  del  terreno,  ó  solamente  en  una  parte 
que  confine  con  heredad  determinada;  y  manifestará  los  nombres  y 
residencia  de  las  personas  que  deban  ser  citadas  al  acto,  ó  que  igno- 
ra estas  circunstancias  (2). 

Art.  2061.  El  Juez  señalará  el  día  y  hora  en  que  haya  de 
principiar  el  acto,  haciéndolo  con  la  anticipación  necesaria  para 
que  puedan  concurrir  todos  los  interesados,  á  quienes  se  citará  pre- 
viamente en  forma  legal. 

Los  d'ísconocidos  y  de  ignorada  residencia  serán  citados  por 
medio  de  edictos,  que  se  fijarán  en  los  sitios  de  costumbre  de  la 
cabeza  del  partido,  del  pueblo  en  que  radique  la  finca,  y  de  aqaél 
en  que  el  citado  hubiere  residido  últimamente. 

Art.  2063.  Si  el  Juez  no  pudiere  concurrir  á  la  práctica  del 
deslinde,  dará  comisión  al  Juez  municipal  del  término  en  que  radi- 
que la  finca. 

Art.  2063.  No  se  suspenderá  la  práctica  del  deslinde,  ni  del 
amojonamiento  si  también  se  hubiere  pedido,  por  la  falta  de  asis- 
tencia de  alguno  de  los  dueños  colindantes,  al  cual  quedará  á  salvo 
su  derecho,  para  demandar  en  el  juicio  declarativo  que  correspon- 
da la  posesión  ó  propiedad  de  que  se  creyese  despojado  en  virtud 
del  deslinde. 

Art.  2064.  Tanto  el  que  hubiere  solicitado  el  deslinde,  como 
los  demás  concurrentes  á  la  diligencia,  podrán  presentar  en  ella  los 
títulos  de  sus  fincas  y  hacer  las  reclamaciones  que  estimen  proce- 
dentes, por  si  ó  por  medio  de  apoderado  que  nombren  al  efecto. 

También  podrán  concurrir  á  la  diligencia,    si  uno  ó  máí  de  los 
interesados  lo  solicitare,  peritos  de  su  nombramiento  ó  elegidos  por 
el  Juez,  que  conozcan  el  terreno  y  puedan  dar  las   noticias  necesa- 
rias para  el  deslinde  (3). 

Art.  ¿065.  Realizado  sin  oposición  el  deslinde,  y  el  amojona- 
miento en  su  caso,  se  extenderá,  con  separación  del  expediente,  un 
acta  expresiva  de  todas  las  circunstancias  que  den  á  conocer  la 
línea  divisoria  de  las  fincas,  los  mojones  colocados  ó  mandados  co- 
locar,   su   dirección   y   distancia   de  uno  á  otro,  como  también  las 


[11  El  deslinde  dü  haciendas,  hatos  y  corrales  se  rige  actualmente  por  la  Orden  nu- 
mere "62  de  1002  y  Ley  do  22  de  Octubre  de  1904,  complementarias  de  este  título. 

[21  "Todo  propietario  tiene  derecho  íl  deslindar  su  propiedad,  con  citación  de  los  due- 
ños délos  predios  colindantes.  La  misma  facultad  corresponderá  Á  los  que  tengan 
derechos  reales."    Arí..  $81*  C.  Civil. 

[81  "El  deslinde  se  harft  en  conformidad  con  los  títulos  de  cada  propietario,  y,  &  taXtA 
de  títulos  suficientes,  por  lo  que  resultare  de  la  posesión  en  que  estuvieren  los  eoíindan- 
tes,"    Art.  $86  C.  Civil. 
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cuestiones  importantes  que  se  hayan  suscitado^  y  su  resolución. 
Firmarán  el  acta  los  concurrentes  (1). 

Art.  2066*  Si  no  pudiera  terminarse  la  diligencia  en  un  día, 
se  suspenderá  para  continuarla  en  el  más  próximo  posible,  lo  cual  se 
hará  constar  en  el  acta. 

Art.  2067.  Del  acta  se  darán  á  los  iuteresados  las  copias  que 
pidieren  y  se  protocolizará  en  la  Notaría  del  actuario  que  la  autorizó, 
si  fuere  Notario;  no  siéndolOj  en  la  del  pueblo  ó  distrito  notarial  en 
que  radique  la  finca  deslindada,  y  siendo  varias,  en  la  que  el  Juez 
elija. 

Art.  2068»  El  actuario  extenderá  en  el  expediente  diligencia 
de  haber  tenido  efecto  el  deslinde  y  amojonamiento,  expresando  la 
Notaría  en  que  se  hubiere  protocolizado  el  acta,  cuyo  recibo  firma- 
rá en  la  misma  diligencia  el  Notario. 

Art.  2069.  Si  antes  de  principiarse  la  operación  de  deslinde 
se  hiciere  oposición  por  el  dueño  de  algún  terreno  colindante,  se 
sobreseerá  desde  luego  en  cnanto  al  deslinde  de  la  parte  de  la  finca 
confinante  con  la  del  opositor,  reservando  á  las  partes  su  derecho 
para  que  lo  ejerciten  en  el  juicio  declarativo  que  corresponda. 

Lo  mismo  se  practicará  en  el  caso  de  hacerse  la  oposición  en  el 
acto  de  la  diligencia,  si  sobre  el  punto  en  que  consista  no  pudiere 
conseguirse  en  el  mismo  acto  la  avenencia  de  los  interesados. 

'En  ambos  casos  podrá  continuarse  el  deslinde  del  resto  de  la 
finca,  si  lo  pidiere  el  que  haya  promovido  el  expediente,  y  no  se 
opusieren  los  otros  colindantes. 

CJOMPLEMENTO. — Orden  núm,  62  de  5  de  Marzo  de  1902, 

DESIiINDE  Y  DIVISIÓN  DE  HACIENDAS,  HATOS  Y  OOBBAL.ES 

Art.  lo.  Se  regirán  por  estas  disposiciones  el  deslinde  y  di- 
visión de  haciendas,  hatos  y  corrales,  sean  comuneros  ó  no,  cuya 
área  no  haya  sido  determinada  en  deslinde  auterior  ó  no  tengan 
área  conocida  por  el  deslinde  de  los  fundos  limítrofes;  y  para  el  re- 
parto del  terreno  cuando  pertenezcan  á  comuneros.  También  serán 
aplicables  al  deslinde  de  estancias  é  ingenios  mercedados. 

Art.  2o.  Es  Juez  competente  para  conocer  de  estos  juicios  el 
del  partido  judicial  en  que  estuviere  sito  el  fundo,  y  caso  de  estar 
ubicado  en  más  de  un  partido,  cualquiera  de  los  Jueces  que  tengan 
jurisdicción  en  el  territorio,  á  elección  del  pronio vente. 

Esta  competencia  excluye  la  sumisión  expresa  ó  tácita  á  cual- 
quiera otro  Juzgado. 

Art.  3o.  Son  acumulables  á  estos  juicios  todas  las  reclama- 
ciones pendientes  ó  que  se  entablen  en  ejercicio  de  acciones  poseso- 


ÍI]     "Si  los  títulos  no  determinasen  el  límite  ó  área  perteneciente  ft  cada  propietario 
y  la  cuestión  no  pudiera  resolverse  por  la  posesión  6  por  otro  medio  de  prueba    el  deslin' 
de  se  hará,  distribuyendo  el  terreno  objeto  de  la  contienda  en  partes  Iguales."    Llrí.  586  C 

"Si  los  títulos  de  los  colindantes  indicasen  un  espacio  mayor  6  menor  del  anc  nnm 
prende  la  totalidad  del  terreno,  el  aumento  6  la  falta  se  distribuirá  proporcionaUnente'' 
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rias  ó  reiviudicatorias  sobre  terrenos  de  la  hacienda,  después  de 
prevenido  el  juicio. 

Art.  4o.  Será  parte  legítima  para  promover  estos  juicios  todo 
propietario,  comunero  ó  condueño,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  y 
la  especie  de  su  acción  en  la  comunidad,  y  el  que  tenga  constituido 
sobre  el  fundo  común  algún  derecho  real. 

También  podrá  promoverlos  la  Secretaría  de  Hacienda  por  sí  6 
delegando  expresamente  en  cualquier  funcionario  público  cuando, 
ajuicio  del  Gobierno,  pueda  la  operación  convenir  al  patrimonio 
del  Estado. 

Art.  5o.  El  juicio  se  dividirá  en  dos  estados,  llamado  uno  de 
prevención  y  otro  de  deslinde,  si  sólo  se  tratare  del  deslinde  de  ha- 
cienda, hato  ó  corral  no  comuneros;  y  en  ties,  que  se  denominarán 
de  Prevención,  de  Deslinde  y  Calificación  y  de  Entero  ó  División, 
si  el  fundo  fuere  comunero. 

ESTADO  DE  PREVENCIÓN 

Art.  6o.  El  que  promueva  el  deslinde  de  una  hacienda,  hato 
ó  corral  que  le  pertenezca  exclusivamente  ó  el  deslinde  y  división 
de  una  hacienda,  hato  ó  corral  comunero,  además  de  cumplir  los 
requesitos  generales  para  la  comparecencia  en  juicio,  presentará  su 
solicitud  por  duplicado  en  párrafos  separados  y  numerados  los  he- 
chos y  fundamentos  de  derecho  en  que  la  apoya,  y  manifestan- 
do si  es  ó  no  comunera  la  propiedad  de  que  se  trate. 

Acompañará  necesariamente  á  la  solicitud,  sin  la  cual  no  será 
admitida: 

(a).  El  documento  público  que  acredite  su  carácter  de  dueño 
ó  de  condueño  ó  certificación  del  Eegistro  de  la  Propiedad  si  tuvie- 
re inscrita  la  posesión  de  algún  acotamiento.  Los  funcionarios  dele- 
gados de  la  Secretaría  de  Hacienda  presentarán  la  credencial  de  la 
delegación  expresa  que  habrán  de  recibir. 

Si  el  promovente  careciere  de  título  escrito  de  dominio  ó  pose- 
sorio, podrá  justificar  su  carácter  en  el  mismo  Juzgado  en  que  pre- 
sentare la  solicitud  de  deslinde  por  medio  de  información  en  que 
acredite  la  naturaleza  y  situación  del  fundo  ó  acotamiento  de  que  se 
dijere  propietario  ó  comunero,  la  especie  legal,  valor,  origen  y  cir- 
cunstanciíis  del  derecho  en  que  se  funde,  el  tiempo  que  llevare  de 
posesión  y  la  circunstancia  de  no  existir  titulo  escrito. 

En  esa  informacióu  declararán  precisamente  los  comuneros 
cuyas  posesiones  sean  limítrofes  con  la  del  promovente  si  se  tratare 
de  hacienda,  hato  ó  corral  comuneros,  y  el  propietario  ó  los  propie- 
tarios de  los  fundos  colindantes  si  no  fuere  comunera  la  propiedad 
de  que  se  trate. 

Eecibida  la  información  y  con  vista  de  su  resultado  tendrá  el 
Juzgado  por  acreditado  el  carácter  del  promovente,  sin  perjuicio 
de  la  impugnación  que  en  su  día  puedan  formular  los  interesados. 

(6).     TJna  lista  de  los  condueños  ó  comuneros  de  las  propie- 
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dades^solindautes  ó  el  nombre  del  propietario  ó  de  los  propietarios 
colindautes  si  uo  fderen  com añeros  los  fundos  limítrofes. 

(c).  Otni  lista  que  contendió  los  nombres  de  los  dnefios  ó 
comuneros  si  se  tratare  del  deslinde  y  división  de  ona  hacienda, 
hato  ó  corral  comuneros. 

id).  Copia  fehaciente  de  la  merced  de  la  hacienda^  hato  ó  cjo- 
rral  con  una  descripción  circunstanciada  del  centro  que  deba  ser 
el  punto  de  partida  para  la  mensura  general. 

Si  no  pudiere  obtener  el  promovente  copia  certificada  de  la 
merced,  podrá  presentar  copia  fehaciente  de  cualquier  documento 
público  que  la  contenga. 

Si  no  se  obtuvieren  copias  fehacientes  podrán  presentarse  co- 
pias simples,  pero  en  este  caso  se  designará  el  lugar  y  archivo  en 
que  se  encuentren  los  originales,  solicitando  que  como  diligencia 
preparatoria  se  expidan  mandamientos  compulsorios  para  traer  co- 
pias fehacientes  con  citación  del  Ministerio  público. 

(«).  Caso  de  haber  sido  destruidos  los  archivos  en  que  radi- 
case la  merced  se  acreditará  el  hecho  por  medio  de  información  y  se 
suplirá  la  copia  del  documento  original  por  los  medios  reconocidos 
en  derecho. 

Cualquiera  persona  ó  entidad  que  tenga  copia  fehaciente  de  la 
merced,  podrá  presentarla^  agregándose  á  los  autos. 

Art.  7o.  Presentada  la  solicitud,  siempre  que  hubiere  que 
practicar  diligencias  preparatorias,  se  anunciará  la  prevención  del 
juicio  por  edictos  que  se  fijarán  en  el  Juzgado  y  se  publicarán  en  la 
GcLoeta  de  la  Habana  (1)  y  en  los  periódicos  del  partido  judicial  una 
vez  por  lo  menos,  haciendo  saber  que  las  actuaciones  están  de  ma- 
Difiesto  en  la  Escribanía,  donde  podrán  ser  examinadas  por  cual- 
quiera de  los  designados  como  condueños  ó  colindantes  y  por  el 
funcionario  en  quien  delegare  la  Hacienda  pública. 

Art.  8o.  ^  Terminadas  las  diligencias  de  prevención  se  unirán 
á  los  autos  los  edictos  y  los  ejemplares  de  los  periódicos  en  que  se 
hubieren  publicado. 

Art.  9o.  En  este  periodo  de  prevención  x)odrán  los  designa- 
dos  como  condueños  ó  colindantes  y  cualquier  otro  interesado  pn^- 
sentar  los.  documentos  que  puedan  ilustrar  sobre  los  requisitos  á 
que  se  contrae  el  artículo  6o. 

ESTADO  DE  DESLINDE 

Art.  10.  Presentada  la  solicitud  con  todos  Ion  requisitos  ex- 
presados ó  terminadas  las  diligencias  preparatorias,  entra  el  juicio 
en  el  estado  de  deslinde. 

Al  efecto  se  formará  pieza  separada  que  se  encabezará  Con  el 
duplicado  de  la  solicitud  del  promovente,  dictándose  sin  dilación 
providencia  en  la  cual,  dándose  por  finalizado  el  estado  de  preven- 
ción y  por  iniciado  el  de  deslinde,  se  dispondrá  la  convocación  de 
los  comuneros  de  la  hacienda,  si  se  tratare   de   fundo  comunero  y  á 

[1]     Hoy  Oacbta  Oficia  i.  db  t.a  Rbfcbi«ica. 


450 

los  poseedores  ó  propietarios  de  las  propiedades  ó  fundos  limítrofes 
para  que  comparezcan  en  el  juicio,  apercibidos  unos  y  oíros  de  que 
óontinuará  el  procedimiento  á  su  perjuicio  si  no  se  {presentaren. 

Los  comuneros  de  la  hacienda  de  cuyo  deslinde  se  trate,  compa- 
recerán con  los  títulos  de  sus  posesiones  justificados  en  cualquiera 
de  las  formas  establecidas  en  las  letras  a,  dj  e  del  artículo  6o.,  pu- 
diendo  adicionar  la  lista  de  comuneros  á  que  se  contrae  la  letra 
c  del  mismo  artículo  6o.  con  los  que  en  ella  faltaren. 

Si  fueren  comuneras  las  propiedades  colindantes  se  prevendrá 
á  los  i)oseedores  que  deberán  comparecer  y  nombrar  un  represen- 
tante común  para  el  deslinde. 

El  término  de  la  convocatoria  será  el  de  treinta  días  contados 
desde  la  primera  publicación  de  la  providencia  en  la  Gaceta  de  la 
Habana, 

Art.  11.  En  la  providencia  á  que  se  contrae  el  artículo  ante- 
rior se  señalará  lugar,  día  y  hora  para  las  juntas  en  que  las  comuni- 
dades colindantes  se  reunirán  para  constituir  su  representante  co- 
mún. 

Las  juntas  se  celebrarán  en  los  últimos  diez  días  del  término 
señalado  en  el  artículo  anterior,  procediéndose  á  la  elección  del  re- 
presentante, después  de  darse  cuenta  por  el  actuario  de  la  promo- 
ción del  juicio  y  documentos  presentados.  Será  elegible  cualquiera 
de  los  comuneros  presentes  en  la  junta  y  se  dará  por  electo  al  que 
obtenga  mayor  número  de  votos. 

El  cargo  de  representante  común  es  obligatorio  para  los  comu- 
neros.. 

Art.  12.  La  notificación  de  la  providencia  se  hará  en  la  forma 
ordinaria,  dejándose  además  cédulas  en  las  fincas  y  acotamientos 
del  fundo  y  de  los  limítrofes,  que  estuvieren  habitados.  Se  anun- 
ciará también  la  convocatoria  en  tres  números  consecutivos  de  la 
Gaceta  de  la  Rabana^  en  los  periódicos  de  intereses  generales  del 
partido  judicial  en  que  se  siga  el  juicio  y  en  los  de  la  misma  cla- 
se que  se  publiquen  en  los  partidos  en  que  estuvieren  sitas  las 
propiedades  colindantes.  Se  fijarán  además  cedulones  en  las  casas 
consistoriales,  en  los  Juzgados,  escuelas.  Iglesias  y  lugares  públicos 
de  los  pueblos  y  caseríos  cercanos  ó  más  próximos  á  la  hacienda, 
hato  ó  corral. 

Art.  13.  En  las  notificaciones  y  convocatorias  se  hará' men- 
ción del  nombre  del  promovente  y  carácter  con  que  ha  comparecido, 
de  la  merced  ó  título  pre^sentado,  del  punto  designado  como  centro 
de  donde  deba  partir  la  mensura  general,  de  la  fecha  en  que  vencen 
los  treinta  días  de  la  convocatoria,  del  apercibimiento  arriba  expre- 
sado y  de  que  los  autos  están  de  manifiesto  en  la  Escribanía,  donde 
los  interesados  podrán  examinarlos  por  sí  ó  por  medio  de  letrados 
y  mandatarios. 

Los  anuncios  de  los  periódicos  y  los  cedulones  contendrán  ade- 
más las  listas  de  los  designados  como  comuneros  de  la  hacienda  6 
como  propietarios  y  comuneros  de  los  fundos  colindantes,  haciendo- 
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se  saber  que  pueden  comparecer  en  el  juicio  cuantos  se  crean  con 
derecho  á  ello,  á  titulo  de  tales  comuneros,  propietarios  6  comune- 
ros colindantes,  aunque  no  estén  sus  nombres  en  las  listas  del  pro- 
mo vente,  debiendo  todos  justificar  el  carácter  con  que  comparezcan. 

Art.  14.  Los  mandamientos  para  las  publicaciones,  los  cedu- 
lones y  los  exhortos  se  harán  precisamente  en  los  diez  días  siguien- 
tes á  la  fecha  de  la  providencia,  dándoseles  curso  inmediatamente, 
pudiéndose  cometer  las  diligencias  de  notificación  á  los  respectivos 
Juzgados  municipales,  que  las  harán  inmediatamente. 

Para  obviar  dilaciones  el  proraovente  ó  cualquier  interesado 
que  se  haya  personado  en  el  juicio  podrá  presentar  manuscritos  ó 
impresos  las  cédulas,  mandamientos  ó  cedulones  de  las  notificacio- 
nes y  anuncios,  ajustándose  á  los  preceptos  legales;  y  el  Juzgado 
les  dará  curso,  firmando  y  rubricando  los  documentos  el  actuario 
con  el  Visto  Bueno  del  Juez  y  poniéndole  el  sello  del  Juzgado. 

Art.  15.  Los  exhortos  podrán  ser  cursados  por  el  actuario  en 
pli^os  certificados  de  correos  supliendo  el  promovente  ó  cualquier 
interesado  los  gastos  necesarios  y  los  Jueces  exhortados  darán  pre- 
ferencia á  su  cumplimiento,  devolviéndoselos  en  la  misma  forma  ó 
en  cualquiera  otra,  expedita  y  segura,  que  se  presentare. 

Art.  16.  Transcurridos  los  treinta  días  de  la  convocatoria  se 
unirán  á  esta  pieza  las  diligencias  y  documentos  de  anuncios  y  no- 
tificaciones, dictándose  luego  providencia  para  la  incoación  del  des- 
linde que  será  de  cuarenta  á  sesenta  días  después  de  la  providencia, 
según  las  circunstancias  del  juicio  y  de  la  localidad  apreciadas  por 
el  Juez;  y  este  proveído  se  publicará  dentro  de  los  diez  días  siguien- 
tes á  su  pronunciamiento  en  edictos,  cedulones  ó  anuncios,  que  se 
fijarán  é  insertarán  respectivamente  en  los  mismos  lugares  y  perió- 
dicos determinados  en  el  artículo  12,  con  excepción  de  la  Gaceta  de  la 
Habana. 

Art.  17.  Para  la  representación  y  acuerdos  de  cada  comuni- 
dad colindante  se  formará  ramo  separado,  que  se  encabezará  con  el 
acta  de  la  junta  expresada  en  los  artículos  10  y  11.  Bu  esa  primera 
junta  deberá  acordarse  y  deliberarse  sobre  las  instrucciones  á  que 
ha  de  ajustarse  el  representante  en  sus  gestiones,  y  en  particular  so- 
bre el  deslinde  solicitado,  formando  acuerdo  el  voto  de  la  mayoría 
de  los.  concurrentes;  acuerdo  cuyo  cumplimiento  es  obligat/orio  pa- 
ra el  representante  común.  Si  no  hubiere  mayoría  en  la  votación 
se  darán  por  elegidos  los  dos  candidatos  que  obtuvieren  mayor  nil- 
mero  de  votos.  Nuuca  podrán  pasar  de  dos  los  representantes  de 
cada  comunidad  limítrofe. 

Art.  18.  Siempre  que  el  reprcvsentante  ó  representantes  co- 
munes ó  cualquier  comunero  de  propiedad  limítrofe  lo  crea  necesa- 
rio 6  conveniente  podrán  solicitar  que  se  convoque  á  junta  á  los  co- 
munerOvS,  exponiendo  al  Juzgado  por  escrito  el  objeto  de  la  convo- 
catoria, y  accederá  el  Juez  á  la  solicitud,  siempre  que  se  refiera  á 
los  fines  del  juicio  y  ataña  á  la  comunidad  de  que  sean  miembros  los 
solicitantes. 
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Esas  solicitudes  se  sustaueiaráu  en  el  ramo  separado  correspoD- 
diente  á  cada  comunidad  y  en  ellas  sólo  serán  partes  los  respectivos 
comuneros.  Los  términos  y  condiciones  de  las  convocatorias  han 
de  ejecutarse  dentro  de  los  términos  señalados  para  el  juicio  prin* 
cipal,  que  continuará  su  curso  conforme  á  esta  orden. 

Las  costas  que  por  tales  gestiones  se  causen  en  esos  ramos  sepa- 
rados serán  de  cuenta  de  la  comunidad  respectiva. 

Art.  19.  Dentro  del  término  señalado  con  arreglo  al  artículo 
16  hará  el  promovente,  si  el  fundo  no  fuere  comunero,  designación 
del  perito  que  haya  de  practicar  el  deslinde,  si  antes  no  lo  hubiere 
hecho,  nombrando  además  un  sustituto  para  que  lo  reemplace  en 
caso  de  que  se  incapacite  para  los  trabajos. 

Art.  20  El  deslinde  se  iniciará  el  día  señalado,  á  menos  que 
se  formalice  oposición,  si  el  fundo  de  cuyo  deslinde  se  trate  no  fue- 
re comunero,  en  el  término  de  veinte  días  improrrogables  contados 
desde  la  publicación  de  la  providencia  expresada  en  el  articulo  16; 
y  la  impugnación  se  haga  redarguyendo  de  falsos  los  documentos 
en  que  se-apoye  el  promovente  ó  versare  sobre  la  situación  del  cen- 
tro para  la  mensura  general  ó  sobre  la  prioridad  y  legitimidad  de 
la  merced  ó  título  del  promovente  ó  por  la  violación  de  las  formas 
esenciales  de  los  juicios. 

En  todos  los  demás  casos,  la  impugnación  ú  oposición  no  impe- 
dirá el  deslinde. 

Art.  21  La  oposición  ó  impugnación  se  sustanciará  por  los 
trámites  establecidos  para  los  incidentes  en  el  título  III,  Libro  Se- 
gundo de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  la  misma  pieza  de  au- 
tos si  fuere  de  los  expresados  en  el  artículo  anterior;  en  ramo  sepa- 
rado en  los  demás  casos. 

Litigarán  unidos  los  que  sostengan  las  mismas  pretensiones, 
las  comunidades  colindantes  por  medio  de  sus  representantes;  y  se- 
rán comunes  á  todos,  litiguen  ó  no  unidos,  los  términos  señalados 
por  la  Ley  para  cada  trámite. 

Art.  22.  Lafi  comunidades  y  propietarios  colindantes  podrán 
designar  peritos  que  á  su  costa  concurran  á  la  operación  tan  sólo 
para  inspeccionar  la  ejecución  técnica,  sin  que  puedan  interrum- 
pirla bajo   ningún  concepto. 

Art.  23.  Conclusos  los  incidentes  de  previo  y  especial  pro- 
nunciamiento, admitidos  por  el  Juez  ó  llegado  el  día  señalado,  se 
dará  principio  al  deslinde,  expidiéndose  al  efecto  por  el  Juzgado  la 
orden  correspondiente,  en  que  se  señalará  al  perito  el  centro  para  la 
mensura  y  circunstancias  especiales  de  la  operación,  con  sujeción  á 
la  resultancia  de  autos. 

Art.  24.  El  perito  dará  cuenta  al  Juzgado  dentro  de  los  se- 
senta días  siguientes  á  aquel  en  que  reciba  la  orden,  incurriendo  en 
la  pérdida  de  sus  honorarios  si  no  lo  hiciere,  á  menos  que  lo  haya  im- 
pedido  fuerza  mayor.  Si  por  razón  de  enfermedad  ú  otra  causa  no 
pudiere  cumplir  su  encargo  el  perito  ni  su  sustituto,  á  instancia  del 
promovente  ó  de  cualquier  colindante  ó  de  oficio  nombrará  eí  Jaez 
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perito  qne  practique  la  operación  dentro  del  término  señalado  en  el 
párrafo  anterior  y  á  costa  del  antor. 

Art.  25.  Dada  cuenta  al  Juzgado  con  la  operación  8e  pondrá 
de  manifiesto  en  la  Escribanía  por  término  de  veinte  días,  durante 
los  cuales  podrá  ser  impugnada  por  cualquier  interesado,  debiendo 
fundarse  la  impugnación  en  falta  de  cumplimiento  de  los  términos 
en  que  se  confirió  la  comisión  ó  en  razones  técnicas  debidamente  for- 
muladas y  fundadas  en  dictamen  pericial  que  se  acompañará. 

Sustanciada  la  impugnación  en  la  forma  y  XM>r  los  trámites  de 
los  incidentes,  unidos  los  que  sostengan  las  mismas  pretensiones,  y 
por  medio  de  sus  representantes  las  comunidades,  con  la  sentencia 
que  recaiga  se  dará  por  terminado  el  juicio  de  deslinde  de  hato  ó  co- 
rral no  comuneros. 

DESLINDE  DE  FUNDOS  COMUNEROS  Y  CALIFICACIÓN  DE  SUS  TÍTULOS 

Art.  26.  Si  el  juicio  promovido  fuere  de  deslinde  y  división 
de  una  hacienda,  hato  ó  corral  comuneros  y  en  el  estado  de  preven- 
ción ó  en  el  término  de  treinta  días  señalados  en  el  artículo  10,  ma- 
nilestare  cualquier  comunero  que  no  está  conforme  con  la  designa- 
ción del  centro  ó  con  la  merced  ó  título  presentados  ó  alegados  por 
el  promovente,  exponiendo  los  fundamentos  de  su  disconformidad, 
se  convocará  á  todos  los  comuneros  á  junta  que  se  celebrará  veinte 
días  después  de  la  providencia  en  que  se  disponga  la  convocatoria, 
y  se  anunciará  en  la  forma  dispuesta  en  el  artículo  12,  omitiéndose 
la  publicación  en  la  Gaceta    de  la  Habana. 

ArL  27.  En  la  junta  se  deliberará  sobre  las  objeciones  pre- 
sentadas, admitiéndose  los  datos  qne  se  presenten  por  escrito,  y, 
después  de  discutidas,  se  procederá  á  la  votación  formando  acuerdo 
la  mayoría  de  votos  de  los  comuneros  presentes,  contándose  un  vo- 
to por  cada  veinte  y  cinco  pesos  de  posesión  á  los  comuneros  que 
X>08ean  cantidad  mayor,  aunque  sin  hacer  cuenta  de  los  excesos  que 
no  lleguen  á  esa  cantidad. 

Art.  28.  Si  la  minoría  protestare  contra  el  acuerdo  de  la  ma- 
yoría, fundada  en  razones  cuya  apreciación  queda  al  prudente  ar- 
bitrio del  Juez,  sin  ulterior  recurso,  ó  los  votos  de  la  mayoría  no 
llegan  á  los  dos  tercios  de  los  pesos  de  posesión  qne  constituyan  la 
hacienda  ó  corrral,  continuará  la  junta  hasta  elegir  por  simple  ma- 
yoría de  votantes  tres  amigables  componedores  que  en  el  término 
de  veinte  días  contados  desde  aquél  en  que  se  les  haga  saber  el  nom- 
bramiento, resuelvan  todos  los  puntos  controvertidos. 

Estos  amigables  componedores  deberán  ser  personas  entendidas 
y  de  arraigo  residentes  en  el  lugar  en  que  se  siga  el  juicio,  contri- 
buyentes por  territorial  de  fincas  rústicas  á  municipio  del  partido 
judicial  ó  á  otro  de  la  Isla,  pero  que  no  sean  comuneros  ó  propieta- 
rios del  fundo  ni  de  otro  limítrofe  que  haya  formulado  ó  formulare 
oposición  ó  impugnación  al  deslinde. 

Si  en  la  votación  no  resultare  mayoría  se  tendrán  por  elegidos 
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los  que  obteugan  mayor  número  de   votos  de  las  personas  concu- 
rrentes. 

El  cargo  de  amigable  componedor  es  obligatorio. 

En  los  veinte  días  señalados  resolverán  los  amigables  compone- 
dores los  puntos  controvertidos,  dando  su  laudo  por  escrito  en  tér- 
minos claros  y  precisos  y  según  su  leal  saber  y  entender,  pero  sobre 
la  base  de  los  datos  existentes  en  las  actuaciones. 

Contra  el  laudo  de  los  amigables  componedores  no  se  da  recur- 
so alguno,  salvo   las  responsabilidades  en  que  incurran. 

Art  29.  Si  no  hubiere  objeciones  al  deslinde  se  convocará  la 
junta  de  comuneros  prevenida  en  el  artículo  26  para  tratar  del  nom- 
bramiento de  un  Síndico  y  de  perito,  principal  y  sustituto,  así  co- 
mo de  todos  los  particulares  que  interesen  para  la  mejor  práctica 
de  la  operación  y  provisión  de  fondos  para  ios  gastos. 

El  Síndico  6  representante  común  tendrá  las  facultades  de  un 
mandatario  de  la  comunidad  y  procederá  con  arreglo  á  las  instruc- 
ciones que  recibiere;  y  á  falta  de  ellas,  hará  lo  que  exija  la  natura- 
leza é  índole  del  juicio,  dando  cuenta  de  sus  gestiones  en  la  forma 
establecida  para  las  cuentas  de  Administración  de  los  abintestatos. 
Como  tal  representante  tendrá  á  su  cargo  la  recaudación  é  inversión 
de  las  expensas  necesarias  para  los  gastos  indispensables  comunes  y 
para  las  operaciones  de  deslinde  y  clasificación  de  los  terrenos.  Asi- 
mismo llevará  en  juicio  la  representación  de  la  comunidad  frente  á 
los  extraños,  y  deberá  sostener  el  acuerdo  de  la  mayoría  así  en  los 
incidentes  que  surjan  con  los  limítrofes  como  en  los  que  promueva 
cualquier  comunero. 

Los  peritos  tendrán  las  obligaciones  establecidas  en  el  ar- 
tículo 24. 

Art.  30.  El  Síndico  podrá  hacer  uso  del  procedimiento  esta- 
blecido en  el  artículo  8o.  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  la 
recaudación  de  fondos  contra  los  comuneros  morosos. 

Art.  31.  Cuando  se  hubieren  formulado  objeciones  al  deslinde 
se  hará  el  nombramiento  de  Síndico  y  de  peritos  en  la  misma  junta 
convocada  para  tratar  de  aquellas  objeciones.  El  cargo  de  Síndico 
es  obligatorio  para  los  comuneros. 

Art.  32.  Hecho  el  nombramiento  de  Síndico  y  de  peritos  ó 
resueltas  las  objeciones  hechas  al  deslinde  por  los  comuneros  conti- 
nuará el  juicio  su  curso  con  arreglo  á  los  artículos  17  al  25,  salvo 
que  el  perito  deberá  medir  y  clasificar  los  terrenos,  los  acotamien- 
tos, los  espacios  ocupados  por  líneas  de  ferrocarril  y  las  aguadas, 
comprendidos  en  el  área  deslindada,  con  exclusión  de  los  caminos 
públicos,  entendiéndose  por  acotamiento  lo  que  esté  real  y  efectiva- 
mente cultivado  ú  ocupado  por  fábricas  estables,  presentando  un 
plano  topográfico  de  la  operación  y  una  tabla  de  evaluación  de  los 
terrenos,  según  su  situación  y  circunstancias. 

Los  terrenos  se  clasificarán  en  montuosos,  cultivados,  sabanas 
é  inútiles,  si  estos  últimos  excedieren  en  superficie  continua  de 
más  de  una  caballería  de  tierra.     Si  hubiere  yacimientos  minerales 
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de  importancia  serán  comprendidos  en  la  clasificación.  El  término 
para  ejecutar  la  operación  será  de  120  días  prorrogables  por  40  más 
á  juicio  y  bajo  la  responsabilidad  del  Juez. 

Art.  33.  Vencidos  loa  30  días  señalados  en  el  artículo  10,  se 
procederá  á  calificar  la  legitimidad  é  imx>ortaucia  de  la  posesión  qae 
representa  en  el  fundo  cada  comunero.  Al  efecto,  se  agregarán  á  la 
pieza  de  autos  formada  con  la  prevención  del  juicio  los  documentos 
que  vayan  presentando  los  comuneros  durante  el  término  de  trein- 
ta días  señalado  en  el  artículo  10  y  una  copia  de  las  adiciones  he- 
chas á  la  lista  de  comuneros. 

Art.  34.  La  calificación  de  títulos  se  hará  por  calificadores 
elegidos  por  los  comuneros  en  junta  especialmente  convocada  para 
ello.  Entre  la  convocatoria  y  celebración  de  la  junta  deberán  me- 
diar de  veinte  á  treinta  días,  según  las  circunstancias  del  juicio, 
apreciadas  libremente  por  el  Juez,  fijándose  el  día  de  manera  que 
medien  de  quince  á  veinte  días  entre  esta  junta  y  la  de  nombra- 
miento de  Síndico  y  peritos. 

Art.  35.  La  citación  para  la  junta  se  hará  en  la  forma  pre- 
venida en  los  artículos  12,  13,  14  y  15. 

Art.  36.  En  la  junta  se  elegirán  dos  calificadores,  en  quienes 
concurran  las  mismas  circunstancias  que  en  los  amigable^  compone- 
dores á  que  se  refiere  el  artículo  28,  designando  el  Juez  un  tercero, 
que  será  precisamente  letrado  y  reúna  los  demás  requisitos  expre- 
¿uloá  fungiendo  de  Presidente  el  de  más  edad  y  de  Secretario  el  Es- 
cribano actuario.  La  elección  será  á  pluralidadad  de  votos. 

Art.  37.  Nombrados  los  calificadores  se  les  pasará  la  pieza  de 
calificación  por  un  término  que  no  bajará  de  30  ni  excederá  de  cin- 
cuenta días,  para  que  con  vista  de  los  títulos  presentados  y  datos 
de  autos  practiquen  el  examen  y  calificación  correspondiente,  dan- 
do su  dictamen  por  escrito  sobre  la  legitimidad,  cuantía  y  proce- 
dencia de  las  posesiones  reclamadas  y  suma  total  de  los  pesos  de 
posesión  ó  propiedad  y  superficie  representados  por  la  comunidad. 

Presentarán  junto  con  este  informe  general  dos  estados  parciales, 
uno  en  que  se  especifiquen  con  precisión  y  claridad  los  pesos  de  po- 
sesión de  cada  condueño,  si  así  se  determinaren  las  porciones  proin 
divisas,  ó  la  naturaleza  de  la  posesión  de  cada  uno  si  tuviere  otra 
forma  de  determinación  como  hijas  ó  nielas^  siempre  que  tenga 
asiento  ó  establecimiento  en  el  fundo  común;  y  otro  estado  de  las 
posesiones  de  los  que  no  tengan  asiento  ó  establecimiento  en  dicho 
fundo. 

Art.  38.  El  informe  y  los  estados  se  pondrán  de  manifiesto  en 
la  Escribanía  por  término  de  quince  días,  donde  podrán  ser  exami- 
nados por  los  interesados. 

Si  durante  ese  término  fueren  impugnadas  las  calificaciones  se 
convocará  á  junta,  que  se  celebrará  diez  días  después  de  la  convo- 
catoria y  se  anunciará  en  los  periódicos  locales  y  en  los  sitios  pú- 
blicos de  costumbre. 

Art.  39.     En     la  junta  se  dará  lectura  al   informe  general,  es- 
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lados  presentados  por  los  calificadores  y  escritos  de  impugnación, 
procediéndose  enseguida  á  votar  sobre  cada  una  de  las  impugnacio- 
nes, formando  acuerdo  la  mayoría  de  los  votantes,  sin  que  puedan 
votar  los  reclamantes  cuyas  pretensiones  no  sean  reconocidas  en  el 
informe  general. 

Art.  40.  Estos  últimos  y  la  minoría  podrán  mantener  sus 
pretensiones,  formándose  ramo  separado  con  los  escritos  de  impug- 
nación presentados  en  el  término  señalado  en  el  artículo  38,  y  h« 
sustanciarán  por  los  trámites  de  los  incidentes,  con  el  Síndico  ó 
representante  común  á  nombre  de  la  comunidad. 

Si  las  impugnaciones  afectai*en  á  la  totalidad  de  la  calificación, 
se  sustanciarán  como  incidentes  previos  y  unidos  los  que  sostengan 
las  mismas  pretensiones. 

Art.  41.  El  Juez,  apreciando  el  dictamen  de  la  mayoríai,  dic- 
tará su  fallo,  y  si  estuviere  ultimado  el  deslinde,  pasará  el  juicio  al 
estado  de  división  ó  entero, 

ESTADO  DE  DIVISIÓN  Ó  ENTERO  DE  FUNDOS  COMUNEROS 

Art.  42.  Terminado  el  estado  de  deslinde  y  calificación,  el 
Juez  de  oficio  ordenará  que  pase  el  juicio  al  de  división  ó  entero, 
decretando  que  los  Calificadores  presenten  en  el  término  de  treinta 
días  un  estado  general  expresivo  de  la  superficie  que  individual- 
mente corresponda  á  cada  entidad  comunera,  tenga  ó  no  asiento  ó 
acotamiento,  distribuyendo  el  área  de  la  hacienda,  de  moda  que 
las  sabanas,  los  terrenos  montuosos  y  los  inútiles  se  repartan  con  la 
mayor  igualdad  posible. 

A  ese  estado  general  se  acompañará  un  plano  de  reparto  sus- 
crito por  el  perito. 

En  la  división  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

(a).  A  los  ingenios  y  estancias  mercedados  se  abonará  todo  el 
terreno  comprendido  bajo  sus  linderos  conocidos  y  ciertos  sin  hacer 
cuenta  con  la  posesión  que  tengan  en  el  fundo  común,  pero  si  al- 
guno ó  algunos  de  aquellos  linderos  se  hubieren  peráido  ó  estuvie- 
ren litigiosos  en  términos  que  no  pueda  cerrarse  la  figura,  entrarán 
en  partición  como  los  demás  sitios,  bajo  de  las  reglas  dadas,  y  su  te- 
rreno reunido  al  resto  del  fundo,  se  distribuirá  entre  los  condueños 
á  proporción  de  su  postísión. 

(b),  A  cada  comunero  reconocido  que  á  la  promulgación  de 
esta  orden  posea  asiento  ó  acotamiento,  sean  éstos  fincas  que  fueron 
de  crianza,  establecimiento  fabril,  explotación  agrícola,  sementeras 
de  árboles  estables  ó  reparto  de  solares,  se  asignará  su  porción  en 
el  lugar  ó  lugares  que  ocupe  según  la  clase  y  circunstancias  de  los 
terrenos  que  se  le  adjudiquen,  y  cuidando  de  que  haya  regularidad 
en  las  figuras. 

(c).  Si  los  sitios  de  crianza,  establecimientos  fabriles,  explo- 
ta<^ione$  agrícolas,  sementeras  y  solares  tuvieren  cada  uno  distintos 
asiento  se  adjudicará  al  comunero  el  terreno  que  le  corresponda  por 
su  título,  distribuido  entre  los  diversos  asientos,  pero  si  se  pudieren 
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reunir  se  le  hará  el  entero  en  un  cuerpo,  todo  á  juicio  de  los  califi- 
cadores asesorados  por  el  perito. 

(d).  Si  los  sitios  de  crianza,  establecimiento  fabril,  explota- 
ción agrícola,  sementeras  de  árboles  estables  y  solares  repartidos 
pertenecientes  á  un  sólo  comunero  ocuparen  á  la  promulgación  de 
esta  orden  un  exceso  de  terreno  cultivado  inferior  en  un  25  por  100 
6  sea  en  una  cuarta  parte  á  la  superficie  que  le  corresponde  legal- 
niente  en  el  reparto,  según  la  cuantía  de  su  posesión,  podrá  optar 
entre  devolver  el  exceso  á  la  comunidad  ó  retenerlo  y  adjudicárse- 
lo mediante  el  pago  de  contado  de  su  precio  á  la  misma  comunidad, 
tomando  como  base  la  valoración  general  de  los  terrenos  hecha  en 
las  actuaciones. 

(e).  Se  colocará  á  los  dnefios  de  posesiones  sueltas  por  entra- 
das y  salidas  á  continuación  del  terreno  señalado  al  sitio  de  que  pro- 
cedan, y,  no  habiendo  cabida,  en  otra  parte  ajuicio  de  los  califi- 
cadores, asesorados  por  el  perito. 

(/).  Las  aguadas  naturales  y  fértiles  en  la  seca,  quedarán,  en 
cuanto  sea  posible,  en  las  líneas  dividentes,  para  que  sirvan  á  dos  ó 
más  comuneros,  y  si  no  lo  permitiese  su  situación  respecto  de  las 
porciones  de  los  condueños,  se  calculará  la  ventaja  que  resulte  al 
condueño  á  quien  le  queden  para  que  indemnice  á  los  comuneros 
privados  de  ellas,  bajo  la  condición  de  que  queden  sujetas  á  servi- 
dumbre por  tres  años,  suficientes  para  que  cada  uno  se  proporcione 
la  aguada  que  necesite  dentro  de  su  porción  sin  perjuicio  de  lo  que 
disponen  el  Código  Civil  y  la  Ley  de  Aguas  y  la  Orden  núm.  34  so- 
bre ferrocarriles. 

(^).  Los  caminos  y  serventías  necesarias  para  el  tránsito  de 
los  vecinos  ó  para  uso  público  serán  tomados  en  consideración  al 
hacerse  la  división,  respetándose  las  disposiciones  generales  del  Có- 
digo Civil,  las  especiales  sobre  caminos  y  serventías  y  las  de  la  Or- 
den num.  34  sobre  ferrocarriles. 

(/t).  Si  por  defecto  de  la  mensura  y  división  quedare  algún 
sobrante  de  tierras  ó  si  hubiere  algún  yacimiento  importante  de 
mineral  de  hierro,  cobre  ó  manganeso,  se  dejarán  proindi  viso,  á  re- 
serva de  lo  que  acuerde  la  comunidad. 

Art.  43.  El  estado  y  el  plano  se  pondrán  de  manifiesto  en  la 
Escribanía  por  término  de  veinte  días,  durante  los  cuales  podrán 
ser  impugnados  por  las  partes. 

La  providencia  en  que  se  ordene  se  publicará  por  edictos,  que 
estarán  fijos  durante  esos  veinte  días  en  los  sitios  públicos  del  lugar 
en  que  se  siga  el  juicio,  haciéndose  constar  así  en  los  autos. 

Art.  44.  Si  luere  impugnado  el  plan  de  repartq  en  el  término 
señalado  serán  convocados  á  junta  los  comuneros. 

La  junta  se  celebrará  quince  días  después  de  la  providencia, 
que  se  notificará  á  las  partes,  y  se  anunciará  por  edictos  en  la  for- 
ma y  por  el  termino  expresado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  45.  En  dicha  junta,  á  que  asistirán  precisamente  el  Sín- 
dico representante  común,  los  Calificadores  y  el  perito,  se  delibera- 
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rá  y  votará  sobre  los  puntos  impugnados,  formando  acuerdo  lo  que 
votaren  la  mayoría  de  los  concurrentes,  computada  en  la  forma 
dispuesta  en  el  artículo  27  y  de  manera  que  los  votos  que  la  com- 
pongan formen  los  dos  tercios  de  la  suma  total  de  la  comunidad. 

Art.  46.  Si  no  hubiere  acuerdo  podrán  formalizar  su  impug- 
nación los  disidentes,  la  cual  se  sustanciará  por  los  trámites  de  los 
incidentes,  que  serán  de  previo  y  especial  pronunciamiento  si  afec- 
taren á  la  totalidad  del  repaa*to,  y  se  sustanciarán  en  ramo  separa- 
do, si  así  no  fuere. 

El  Juez  en  uno  y  otro  caso  resolverá  todos  los  puntos  contro- 
vertidos, mandando  hacer  en  el  reparto  las  modificaciones  que  pro- 
cedan ó  teniéndolo  por  ñrme.  Las  sentencias  que  recaigan  en  se- 
gunda instancia  se  considerarán  definitivas  á  los  efectos  de  la  ca- 
sación. 

Art.  47.  Si  no  fuere  impugnado  el  reparto  en  el  término  se- 
ñalado en  el  art.  43,  si  fueren  desestimadas  las  impugnaciones,  6 
hechas  las  modificaciones  ordenadas  en  sentencia  firme,  se  dará  por 
concluso  el  juicio,  mandándose  que  se  expida  á  cada  comunero  co- 
pia testimoniada  de  su  entero  con  el  plano  de  su  porción,  que  será 
su  título  de  daminio  para  la  inscripción  en  el  Eegistro  de  la  Pro- 
piedad que  corresponda. 

DE  LAS  COSTAS  Y  GASTOS  COMUNES 

Art'.  48.  Las  costas  comunes  que  se  causaren  en  el  juicio  de 
deslinde  y  división  de  haciendas,  hatos  ó  corrales,  sean  ó  no  comu- 
neros, no  podrán  exceder  del  10  por  100  del  valor  del  fundo,  se- 
gún las  circunstancias  de  tiempo  y  lugar  apreciadas  por  el  Juez,  y 
podrán  abonarse  por  los  interesados  en  cinco  anualidades  iguales, 
contadas  desde  la  aprobación  del  deslinde  si  la  hacienda  no  fuere 
comunera,  ó  desde  la  del  reparto  si  lo  fuere. 

Al  efecto  se  hará  por  el  actuario  regulación  de  las  costas,  previa 
presentación  de  las  minutas  de  honorarios  de  los  abogados  y  peritos. 

Las  costas  particulares  serán  abonadas  en  la  forma  ordinaria. 

Los  colindantes  reintegrarán  al  fundo  deslindado  la  mitad  de 
los  gastos  de  sus  líneas  dividentes. 

Art.  49.  Los  gastos  indispensables  serán  hechos  por  la  comu- 
nidad, previa  derrama  propuesta  por  el  Síndico  representante  co- 
mún, y  aprobada  por  el  Juez. 

Art.  50.  Cualquier  comunero  ó  varios  de  ellos  pueden  antici- 
par los  gastos  y  satisfacer  las  costas  al  contado,  poniéndose  en  el 
lugar  y  grado  de  los  acreedores  para  reintegrarse. 

En  este  caso  los  gastos  se  acumularán  á  las  costas  para  su  rein- 
tegro en  el  término  de  cinco  afios. 

Art.  51.  El  Síndico  representante  común  estará  exento  de  las 
derramas  para  gastos,  si  bien  deberá  contri  buir  con  la  cuota  que  le 
corresponda  para  el  pago  de  las  costas. 

Art.  52.  Las  porciones  de  los  comuneros  quedarán  afectas  á 
prorrata  á  la  responsabilidad  de  costas  y  gastos  pendientes,  á  cayo 
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efecto  podrán  librarse  mandamientos  al  Eegistro  de  la  Propiedad 
correspondiente,  para  la  inscripción  del  gravamen  con  los  insertos 
y  requisitos  que  la  Ley  Hipotecaria  exige,  todo  á  costa  del  deudor. 

Art.  53.  Todos  los  actos  á  que  diere  lugar  el  deslinde  de  una 
hacienda,  hato  ó  corral  y  la  división  ó  reparto  en  su  caso,  quedan 
exentos  del  impuesto  de  transñiisión  de  bienes  conocido  por  im- 
puesto de  derechos  reales. 

Al  efecto,  tan  luego  como  se  promueva  el  deslinde  de  una  ha- 
cienda de  las  definidas  en  el  artículo  primero,  se  comunicará  su  ini- 
cio al  Administrador  de  Eentas  é  Impuestos  de  la  Zoua  Fiscal  res- 
pectiva y  éste  lo  comunicará  sin  dilación  á  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda. 

Art.  54.  Cuando  la  Secretaría  de  Hacienda  promoviere  un 
juicio  de  deslinde,  practicarán  las  operaciones  periciales  los  inge- 
nieros dependientes  del  Estado,  sean  de  Obras  Públicas  ó  de  Mon- 
tes, sin  más  remuneración  que  las  que  les  correponda  por  razón  de 
su  cargo,  y  los  delegados  que  la  presenten  serán  dirigidos  por  el 
Ministerio  Público  ó  su  representación  en  el  lugar  del  juicio. 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Art.  55.  En  el  deslinde,  calificacióu  de  los  títulos  y  reparti- 
ción de  las  haciendas  se  observarán  las  bases  fijadas  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  56.  Al  practicarse  el  deslinde,  se  respetarán  las  líneas 
dividentes  trazadas  en  deslinde  anterior  de  la  propia  hacienda  ó  de 
la  limítrofe,  que  no  hayan  sido  impugnadas,  observándose  riguro- 
samente los  mojones  ó  líneas  di  videntes  constantes  por  sus  títulos  ó 
señalamientos  antiguos,  por  convenios  de  partes  ó  por  sentencias 
firmes. 

Art.  57.  A  falta  de  los  lítnites  ó  términos  á  que  se  contrae  el 
artículo  anterior,  cutre  haciendas  ó  corrales  limítrofes,  completará 
su  radio  el  que  tenga  la  merced  ó  licencia  más  antigua,  con  deter- 
minación del  lugar  y  señales,  bien  entendido  que  para  fijar  la  cues- 
tión de  prioridad,  no  bastará  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  licencia 
6  merced,  sino  la  de  la  posesión  en  la  forma  que  establecían  las  Or- 
denanzas Municipales  de  1574. 

Art.  58.  Si  ninguna  de  las  comunidades  colindantes  pudiere 
presentar  autes  de  la  junta  en  que  se  nombren  los  peritos  para  el 
deslinde,  la  licencia  ó  merced  con  los  requisitos  expresados  en  el  ar- 
tículo anterior,  sino  Jas  peticiones  al  cabildo  respectivo  con  las  pri- 
meras providencias  recaídas  sin  determinación  de  lugar  y  señales, 
y  no  se  pudiera  probar  cumplidamente  que  una  de  las  haciendas 
fué  ocupada  efectivamente  primero  que  la  otra,  ó  que  una  comuni- 
dad ha  reconocido  expresamente  ó  desde  tiempo  inmemorial  la  prio- 
ridad de  la  otra,  ambas  posesiones  se  considerarán  simultáneas,  ve- 
rificándose el  deslinde  por  sus  centros  conocidos,  y  distribuyéndose 
la  superficie  limítrofe  entre  ambas  comunidades  en  la  proporción 
respectiva  á  su  área,  según  fuesen  hato  ó  corral. 
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Art.  59.  Si  en  la  merced  ó  documentos  presentados  no  apare- 
cieren los  linderos  con  precisión,  sino  rumbos,  se  seguirán  estos 
rumbos  en  el  deslinde. 

Art.  60.  Se  considerará  centro  del  fundo  el  designado  en  la 
providencia  del  Cabildo  al  otorgarse  la  merced  y  se  pueda  identifi- 
car. A  falta  de  éste  el  reconocido  como  tal  en  actas  ó  documentos 
])úblicos  anteriores  á  1800,  y  á  falta  de  ambos  el  reconocido  por  tal 
desde  tiempo  inmemorial,  ó  donde  hubiese  estado  el  asiento  más 
antiguo  del  asiento  ó  corral,  apreciados  por  el  Juez  con  areglo  á  de- 
recho, los  hechos  y  fundamentos  alegados  y  probados. 

Art.  61.  La  simple  mención  de  un  paraje  6  detalle  topográ- 
fico por  algún  nombre  en  la  concesión  de  una  merced  ó  en  sus  dili- 
gencias preliminares,  no  crea  ninguna  presunción  en  favor  de  la 
existencia  de  títulos  sobre  ese  paraje,  pero  si  se  hiciere  mención  de 
que  existía  concesión  ó  asiento  anterior  se  considerará  esta  última 
mención  como  prueba  de  una  merced,  si  de  hecho  ha  habido  allí 
asiento  conocido  desde  tiempo  inmemorial. 

Art.  62.  En  la  calificación  de  títulos  de  los  comuneros  se 
apreciará  su  condominio  no  por  las  caballerías  de  tierra  ó  medida 
de  superficie  ó  longitud  que  aparezcan  de  su  documentación,  sino 
por  la  i»arte  alícuota  que  represente  en  los  antiguos  y  legítimos  tí- 
tulos de  la  hacienda,  hato  ó  corral,  fijándose  su  porción,  conocidas 
que  se^n  la  superficie  total  á  dividir,  y  las  posesiones  legítimamen- 
te adquiridas  en  la  proporción  correspondiente. 

Art.  63.  Si  por  el  repartimiento  de  hacienda  poblada  de  ga- 
nado resultare  que  los  ganados  de  un  condueño  quedan  en  los  terre- 
nos de  otro  ó  los  ganados  de  una  hacienda  en  terrenos  de  otra  colin- 
dante estarán  obligados  á  reducirlos  al  suyo  ó  extraerlos  en  el  tér- 
mino preciso  de  un  afio,  á  menos  que  se  convengan  de  otra  suerte. 

Art.  64.  Las  labranzas  y  mejoras  que  queden  fuera  del  área 
de  la  hacienda  deslindada  y  las  que  deba  soltar  alguno  por  tener 
ocupado  más  de  lo  que  le  corresponda,  las  disfrutará  por  un  afio  el 
que  las  hizo  si  fueren  de  frutos  menores  ó  hasta  la  recolección  de  la 
cosecha  si  la  planta  fuere  anual,  ó  por  tres  cosechas  si  fueren  cañave- 
rales, á  menos  que  el  comunero  ó  comunidad  adquirente  del  terreno 
prefiera  indemnizar  al  ocupante  á  tasación  ó  en  la  forma  que  acuer- 
den ambas  partes.  Las  fábricas  podrá  demolerlas  y  llevarse  los 
materiales  el  que  las  fabricó  si  no  tuviere  acuerdo  con  el  comunero 
ó  comunidad  adquirente.  Las  cercas  estables,  plantíos  de  árboles  y 
pastos  artificiales  serán  indemnizados  á  tasación  de  personas  enten- 
didas, pagándose  el  precio  en  tres  anualidades  iguales,  salvo  siempre 
lo  dispuesto  en  la  letra  (d)  del  artículo  42. 

Art.  65.  Si  las  cercas,  plantíos  y  edificaciones  fueren  poste- 
riores á  la  prevención  del  juicio  de  deslinde  no  tendrá  derecho  el 
comunero  que  las  ejecute  á  resarcimiento  alguno. 

Art.  66,  Los  yerros  de  la  mensura  que  procedan  de  imperfec- 
ción inexcusable  de  los  instrumentos,  no  que'darán  sujetos  á  recti- 
ficación. 
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Art.  '67.  Si  de  la  división  resultar^  terreno  sobrante  se  ven- 
derá para  cubrir  los  gastos  y  costas  si  estuvieren  pendientes  de  pa- 
go. Si  no  lo  estuvieren  se  comprenderán  en  el  reparto.  Los  yaci- 
mientos de  mineral  que  tengan  importancia,  ajuicio  de  los  Califica- 
dores y  Síndico,  se  venderán  á  beneficio  de  la  comunidad;  pero  si 
la  mayoría  de  los  comuneros  lo  acordare  serán  comprendidos  en  el 
reparto. 

Art.  68.  Al  convocarse  á  junta  se  señalarán  el  día,  hora  y  lu- 
gar en  que  deba  verificarse.  Se  celebrarán  en  el  lugar  de  audien- 
cia pública  del  Juzgado,  y  si  éste  no  fuere  bastante  espacioso  en  la 
Sala  Capitular.  Las  presidirá  siempre  el  Juez,  cop  el  lleno  de  atri- 
buciones que  le  corresponde,  .y  se  extenderá  un  acta  de  la  sesión  en 
términos  claros  y  concisos. 

Cuando  por  cualquier  causa  no  termine  una  junta  el  día  seña- 
lado continuará  al  día  siguiente  á  la  misma  hora  y  en  el  mismo  lu- 
gar. 

Art.  69.  Cuando  varias  haciendas  ó  fundos  no  deslindados 
sean  limítrofes  y  pertenezcan  á  un  solo  dueño,  para  el  deslinde  de 
cualquiera  de  ellos  serán  citados  los  propietarios  ó  comuneros  de 
los  fundos  más  próximos  no  deslindados,  por  el  interés  que  tienen 
ó  puedan  tener  en  la  determinación  de  las  mercedes  de  las  hereda- 
des inmediatas  y  de  sus  centros. 

Art.  70.  Se  sobreseerá  en  el  deslinde  por  los  rumbos  en  que 
se  demuestre  ó  aparezcan  que  ya  han  sido  deslindadas  en  forma  las 
propiedades  limítrofes,  á  cuyos  poseedores  en  nada  podrá  perjudi- 
car la  operación  que  se  realice,  bien  entendido  que  este  precepto  no 
se  contrae  al  mero  apeo  y  deslinde  de  acotamientos  Ó  asientos. 

Art.  71.  En  todas  las  líneas  dividentes  se  harán  trochas  ó  se 
pondrán  mojoneras  firmes  á  costa. común  de  los  colindantes  á  quie- 
nes sirvan. 

Art.  72.  Los  segmentos,  huecos  y  sobrantes  que  resultaren 
entre  haciendas,  hatos  ó  corrales  limítrofes  por  consecuencia  de  la 
medida  circular  se  distribuirán  entre  los  fundos  colindantes  en  la 
proporción  que  corresponda  á  su  naturaleza  respectiva,  siempre  que 
no  estuvieren  ocupados  por  el  tiempo  necesario  para  la  prescripción. 

Art.  73.  No  se  retrocederá  en  el  procedimiento  por  las  alega- 
ciones de  ninguna  de  las  partes,  á  menos  que  recaiga  sentencia  firme 
de  nulidad  de  actuaciones  por  violación  de  las  formas  esenciales 
del  juicio  numeradas  en  el  art.  1691  déla  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  habida  consideración  de  los  preceptos  especiales  de  esta  Orden. 

Art.  74.  La  citación  á  los  ausentes  sólo  se  hará  por  edictos, 
entendiéndose  por  ausentes  á  los  efectos  de  estos  procedimientos 
aquellos  que  no  residiendo  en  el  país,  no  tengan  constituido  admi- 
nistrador ó  mandatario  reconocido  para  la  administración  y  régi- 
men de  su  propiedad.  Se  dejarán  también  cédulas  en  las  fincas 
que  le  pertenezcan,  y  si  las  fincas  estuvieren  abandonadas  se  en- 
tregarán las  cédulas  al  Alcalde  Municipal  del  término  en  que  estu 
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vií^re  sita  la  finca,  y  si  perteneciere  á  más   de  nn  término,    al  Al- 
calde de  aquél  en  que  estuviere  el  asiento  ó  casa  principal  del  fundo. 

En  todos  los  casos  será  citado  el  Ministerio  fiscal  por  los  au- 
sentes 6  por  las  partes  que  no  tengan  legalizada  ó  formalizada 
representación. 

Art.  75.  Si  en  el  curso  del  procedimiento  resultare  que  hay 
sucesiones  que  no  tienen  legalizada  su  representación,  el  Juez  en 
ramo  separado  proveerá  á  esa  legalización,  que  podrá  hacerse  tam- 
bién concurriendo  los  interesados  ó  sus  representantes  ante  Notario 
con  los  documentos  necesarios  para  hacer  la  declaración  de  herede- 
ros y  con  los  testigos  que  depongan  sobre  la  no  existencia  de  dispo- 
sición testamentaria. 

El  expediente  que  resulte  se  remitirá  de  oficio  al  Juzgado  de 
primera  instancia,  el  cual,  con  audiencia  del  Ministerio  ñscal,  que 
informará  dentro  de  cinco  días,  dictará  en  su  vista  el  auto  de  decla- 
ración de  herederos  que  sea  procedente,  previos  los  anuncios  y 
edictos  cuando  sean  necesarios,  devolviendo  el  expediente  original 
al  Notario  remitente,  quien  lo  archivará  en  su  protocolo. 

Se  abonarán  al  Notario  por  su  intervención  en  el  expediente 
diez  pesos  de  honorarios  y  al  Ministerio  fiscal  por  sus  derechos 
cinco  pesos. 

En  el  auto  de  declaración  de  herederos  se  hará  mención  de  que, 
promovido  juicio  de  deslinde  con  arreglo  á  esta  Orden,  tiene  por 
objeto  formalizar  la  representación  de  los  herederos  en  los  juicios  á 
que  ésta  se  contrae,  á  los  efectos  de  la  exención  de  derechos  fiscales. 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS 

Art.  76.  Los  procedimientos  iniciados  con  anterioridad  y  pen- 
dientes á  la  publicación  de  esta  Orden  se  ajustarán  á  ella  en  sus 
trámites  ulteriores,  á  cuyo  efecto  los  Jueces  de  primera  instancia 
llamarán  á  la  vista  con  toda  urgencia  los  autos  de  deslinde  y  divi- 
sión de  haciendas,  hatos  ó  corrales  pendientes  en  el  Juzgado  y  pro- 
veerán lo  necesario  para  su  continuación,  y  las  Audiencias  devolve- 
rán á  los  respectivos  Juzgados  los  autos  de  deslinde  paralizados. 

Art.  77.  Si  los  juicios  se  hallaren  en  estado  de  división  y  en- 
tero y  hubiere  síndicos,  calificadores  ó  peiitos  en  posesión  del  car- 
go, procederán  á  hacer  el  reparto  general  pendiente  en  el  término 
de  sesenta  días. 

Si  no  los  hubiere  se  convocará  á  los  comuneros  que  no  hayan 
recibido  su  entero  para  que  hagan  el  nombramiento  de  calificado- 
res y  peritos  con  arreglo  á  esta  Orden. 

El  examen,  impugnación  é  incidencias  á  que  dieren  lugar  las 
calificaciones  ó  el  plan  de  reparto  se  sustanciarán  conforme  á  las 
reglas  de  esta  Orden. 

Art.  78.  Los  Registradores  de  la  Propiedad  de  los  partidos 
en  que  hubiere  haciendas,  hatos  ó  corrales  no  deslindados  y  comu- 
neros llevarán  en  forma  de  índice  y  con  arreglo  á  los  modelos  que 
les  facilitará  el  Gobierno,  un   libro  especial  en  que  tomarán  razón 
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de  esa  clase  de  fundos  y  de  sus  acotamieutos,  con  vista  de  los  datos 
existentes  en  los  Registros  respectivos  y  de  los  que  le  proporcionen 
los  interesados. 

Cada  seis  meses  á  partir  de  la  publicación  de  esta  Orden  remi- 
tirán á  las  Secretarías  de  Justicia  y  de  Hacienda  copias  autorizadas 
de  ese  índice. 

Art.  79.  Inmediatamente  después  de  la  publicación  de  esta 
Orden  se  procederá  por  la  Secretaría  de  Hacienda  á  la  investiga- 
ción, compilación  y  publicación  de  los  datos  y  documentos  que  ha- 
ya en  los  archivos  públicos  sobre  mercedes  de  haciendas,  hatos  ó 
corrales.  Los  Ayuntamientos,  Notarios,  Escribanos,  Registradores 
de  la  Propiedad  y  Archiveros  en  general,  facilitarán  á  dicha  Secre- 
taría ó  á  sus  delegados  y  representantes  los  datos  y  documentos  que 
tengan  en  su  poder,  franqueando  sus  archivos,  libros  y  protocolas 
para  las  pesquisas  que  sean  necesarias^  todo  sin  exacción  de  de- 
rechos. 

Cualquiera  persona  ó  entidad   que  posea  datos  y  documentos 
podrá  facilitarlos,  suscribiendo  diligencia  de  presentíición   al  entre- 
garlos, y  se  archivarán  los  que  presenten  si  ofrecieren   garantías  de . 
autenticidad  y  legitimidad,    considerándose  como  documentos  pri- 
vados los  que  no  estuvieren  en  archivo  público 

DISPOSICIÓN  FINAIi 

Art.  80.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  reglamentos  y  de- 
cretos de  procedimientos  relativos  á  esta  clase  de  juicios. 

En  cuanto  no  estén  expi-esamente  modificados  se  aplicarán  los 
preceptos  del  Código  y  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civiles. 

Esta  Orden  no  modifica  la  relativa  á  ferrocarriles. 

Ley  de  22  de  Octubre  de  190JÍ  (1). 

Art.  lo.  Desde  los  veinte  días  siguientes  al  de  la  publicación 
de  esta  Ley  en  la  Gaceta  de  la  República,  se  concede  un  plazo 
de  un  afio  para  que  todo  el  que  sea  parte  legítima,  conforme  al  ar- 
tículo 4o.  de  la  Orden  núm.  62,  serie  de  1902,  ejercite  los  derechos 
que  la  misma  le  confiere,  por  los  trámites  que  en  ella  se  establecen. 

Art.  2o.  Todos  los  expedientes  demolitorios  incoados  en  el 
plazo  que  se  determina  en  el  artículo  anterior,  deberán  quedar  de- 
finitivamente conclusos  dentro  de  dos  años,  á  contar  desde  el  venci- 
miento del  afio  concedido. 

Art.  3o  Los  Agrimensores  é  Ingenieros,  empleados  en  Obras 
Públicas,  practicarán  las  operaciones  periciales  de  deslinde  y  m-^^n- 
sura  de  las  haciendas  comuneras  cuyos  juicios  demolitorios  se  pro- 
muevan dentro  de  los  términos  que  se  sefialan  en  los  artículos  lo.  y 
2o.  de  esta  Ley,  sin  percibir  otros  derechos  por  sus  trabajos  que  los 


[IJ  Insertamos  esta  I^ey  conforme  se  publicó  por  segunda  vez  en  la  Oaceta  de  24  de 
Octubre  de  1004,  hechas  en  ella  las  correcciones  de  errateuB  que  aparecieron  en  su  primera 
publicación. 
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sueldos  que  reciban  del  Estado,  más  uua  remuDeración  coDSÍstent»e 
en  un  peso  por  caballería  de  tierra  útil  de  cada  hacienda,  la  cual 
percibirán  después  de  terminada  la  demolición. 

El  Ejecutivo  podrá  prorrogar  hasta  un  afio  más  el  plazo  conce- 
dido en  el  artículo  2o.,  si  los  A^i^rimensores,  Ingenieros  y  emplea- 
dos de  Obras  Públicas  no  pudiejen  llevar  á  cabo  los  trabajos  en  el 
término  de  dos  años. 

Se  autoriza  ig  nal  mente  al  Ejecutivo  para  aumentar  el  número 
de  Agrimensores,  Ingenieros  y  empleados  de  Obras  Públicas  en  los 
próximos  Presupuestos. 

Los  interesados  podrán  nombrar,  por  mutuo  acuerdo,  á  su  cos- 
to, Ingenieros  y  Agrimensores  que  practiquen  las  operaciones  de 
deslinde  v  mensura  de  las  haciendas,  si  lo  estiman  conveniente. 

Art.  4o.  Todos  los  Notarios  remitirán  al  Juzgado  testimonios 
de  los  documentos  que  existan  en  sus  protocolos  y  se  les  pidan,  re- 
lativos á  traslaciones  de  dominio,  gravámenes  y  cancelacioues  de  los 
terrenos  que  en  la  hacienda  que  se  esté  demoliendo  posea  el  solici- 
tante, ó  la  parte  que  de  ellos  se  les  señalare,  percibiendo  el  25  por 
100  de  sus  derechos  de  contado  y  el  75  por  100  restante  cuan- 
do termine  la  división. 

Art.  5o.  Los  Registradores  de  la  Propiedad,  dentro  del  plazo 
que  el  Juez  les  señale,  darán  gratis  á  los  interesados  que  las  solici- 
ten, certificaciones,  en  relación,  de  los  asientos  que  consten  en  sus 
libros  relativos  á  traslaciones  de  dominio,  gravámenes  y  cancelacio- 
nes de  los  terrenos  que  en  la  hacienda  que  se  divide  posean  aqué- 
llos, remitiendo  otro  certificado  igual  al  Juez  que  conozca  del  juicio, 
y  á  la  terminación  de  éste  percibirán  cincuenta  centavos  de  peso 
por  cada  uno  de  dichos  atestados  remitidos  á  los  Jueces,  haciendo 
gratis  las  inscripciones  de  todas  las  parcelas  que  se  adjudiquen  á  los 
comuneros. 

Art.  6o.  Todo  comunero,  para  atender  á  las  costas  y  gastos 
del  juicio,  cediera  á  favor  de  la  comunidad  el  5  por  100  del  terre- 
no útil  que  le  corresponda,  pudieñdo  entregar  su  importe  en  dine- 
ro, previa  tasación  de  peritos,  nombrados  uno  por  él  y  otro  por  el 
Juez. 

Si  hubiera  discordia  entre  los  mismos,  ambos  designarán  un  ter- 
cero que  la  dirima,  y  en  caso  de  no  ponerse  de  acuerdo  en  la  desig- 
nación del  tercero,  el  Juez  nombrará  como  dirimente  al  que  saque 
entre  tres  insaculados. 

Art.  7o.  A  los  efectos  del  artículo  3o.  de  esta  Ley,  los  Jueces 
se  dirigirán  directamente  al  Secretario  de  Obras  Públicas  para  que 
trasmita  las  órdenes  á  los  Agrimensores  é  Ingenieros  que  de  él  de- 
pendan. 

El  Ejecutivo  reglamentará  este  servicio. 

Art.  8o.  Transcurridos  los  plazos  que,  en  sus  respectivos  ca- 
sos, se  señalan  en  los  artículos  lo.  y  2o.,  queda  prescripto  el  dere- 
cho que  en  los  mismos  se  reconoce  y  se  declaran  aplicables  á  los  te- 
rrenos comprendidos  en  las  haciendas  comuneras,  las  disposiciones 
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sobre  prescripción  del  dominio  contenidas  en  el  Título  18,  Libro  4o. 
del  Código  Civil,  con  excepción  del  artícnlo  1965. 

Art.  9o.  Llegado  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
todo  poseedor  podrá  acreditar  su  derecho  en  la  forma  que  estable- 
cen los  artículos  390  y  siguientes  de  la  Ley  Hipotecaria;  pero  al  or- 
denar el  Juez  la  citación  de  los  propietarios  colindantes,  como  trá- 
mite previo  para  recibir  la  información  testifical,  convo¿fcrá  por  me- 
dio de  edictos, — que  se  fijarán  en  los  lugares  que  el  Juez  estime  con- 
venientes para  su  mayor  publicidad  en  el  distrito  á  que  la  finca  per- 
tenece y  se  insertarán  en  la  Gaceta  de  la  República^ — á  todos  los  que 
se  crean  perjudicados  con  la  inscripción  que  se  pretenda,  para  que 
comparezcan  en  el  término  de  veinte  días  á  anunciar  su  opo- 
sición. 

Art.  10.  El  que  anunciare  su  oposición  en  el  término  que  se 
señala  en  el  artículo  anterior,  debei^  ratificarla,  estableciendo  la 
demanda  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  á  contar  desde  la  fecha 
de  la  presentación  del  escrito  en  que  se  opuso.  Dicha  demanda  se- 
rá sustanciada  por  los  trámites  que  para  los  incidentes  señala  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil;  pero  en  ella  no  podrá  ser  objeto  de  discu- 
sión otra  cosa  que  la  exactitud  ó  inexactitud  de  los  linderos  fijados 
en  el  escrito  inicial  del  expediente  posesorio  y  la  verdad  ó  no  de  la 
posesión  que  se  alega. 

Art.  11.  Transcurridos  los  veinte  días  que  se  conceden  en  el 
articuló  9o.  para  anunciar  la  oposición,  sin  que  por  nadie  se  hubie- 
se verificado,  ó  vencidos,  en  su  caso,  los  treinta  ¿as  á  que  se  refiere 
el  artículo  10?  sin  formalizarse  la  oposición,  el  Juez  declarará  no 
haber  lugar  á  admitir  reclamación  alguna  en  lo  sucesivo  y  conti- 
nuará la  tramitación  del  exx>ediente  posesorio. 

Art.  12.  El  auto  que  dicte  el  Juzgado,  conforme  al  artículo 
392  de  la  Ley  Hipotecaria,  contendrá  en  su  parte  dispositiva  la  ex- 
presión de  ser  título  de  dominio  de  la  finca  objeto  del  expediente  y 
que  i>erjudica  á  tercero  cuando  la  información  compruebe  que  el 
promovente  se  encuentra  en  cualquiera  de  los  casos  de  los  artículos 
1957  y  1959  del  Código  Civil. 

Art.  13.  Los  Registradores  de  la  Propiedad  sólo  podrán  ne- 
gar la  inscripción  de  los  expedientes  tramitados  conforme  á  esta 
Ley,  cuando  del  Registro  aparezca  otra  inscripción  de  los  mismos 
terrenos.  La  denegarán  por  defectos  subsanables  cuando  no  haya 
transcurrido  el  término  que  se  fija  en  el  artículo  siguiente,  y  por 
defecto  insubsanable  cuando   hava  transcurrido  dicho  término. 

Art.  14.  Todas  las  inscripciones  parciales  de  terrenos  perte- 
necientes á  haciendas  comuneras  qne  aparezcan  en  los  libros  del  mo- 
derno Registro  de  la  Propiedad  y  que  estén  hechas  conforme  á  las 
disposiciones  especiales  de  la  Ley  Hipotecaria  para  inscribir  dichos 
terrenos,  quedarán  en  el  concepto  de  inscripciones  definitivas  de 
dominio  si  contra  ellas  no  se  anuncia  y  formaliza  oposición  dentro 
de  los  términos  y  en  la  forma  que  se  establece  en  los  artículos  9o.  y 
10?  de  esta  Ley,   debiendo  comenzarse  á  contar  el  primero  de  di- 
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chos  términos  desde  veinte  días  después  de  publicada  la  inscripción 
en  la  Gaceta  de  la  Eepublica. 

Art.  15.  Si  promovido  un  expediente  conforme  á  las  disposi- 
ciones anteriores,  se  presentase  ante  el  Juzgado  en  que  cursa  certi- 
ficación del  Registro  de  la  Propiedad  en  que  conste  la  inscripción 
de  los  mismos  terrenos,  convertida  en  definitiva  de  dominio  por  ha- 
berse cumplido  los  requisitos  que  se  determinan  en  el  artículo  pre- 
cedente, el  Juez  ordenará  archivar  el  expediente. 

Art.  16.  Por  las  inscripciones  de  estos  expedientes  sólo  po- 
drán cobrar  los  Registradores  de  la  Propiedad  á  razón  de  cincuenta 
centavos  moneda  oficial  por  caballería,  cuando  la  finca  no  exceda 
de  veinte;  veinte  y  cinco  centavos,  en  la  misma  moneda,  por  caba- 
llería, cuando  pase  de  veinte  y  no  exceda  de  cien,  y  cuando  la  ñnca 
tuviera  mayor  cabida,  se  aumentarán  cinco  centavos  por  cada  ca- 
ballería que  exceda  de  las  cien. 

Art.  17.  Los  plazos  fijados  en  los  artículos  lo.  y  2o.  son  apli- 
cables á  los  comuneros  de  hacienda  cuyos  juicios  estuvieren  comen- 
zados y  no  terminados  á  la  publicación  de  esta  Ley;  en  el  primero 
de  dichos  plazos  manifestará  al  Juzgado  el  propósito  de  continuar 
ejercitando  su  acción  en  el  juicio  demolitorio,  y,  en  ese  caso,  ten- 
drán que  cumplir  lo  que  se  dispone  en  el  artículo  2o. 

Artículo  adicional.  En  el  término  de  un  mes,  á  contar  desde 
que  comience  á  regir  la  presente  Ley,  los  Jueces  ante  los  cuales  cur- 
sen juicios  demolitorios  de  haciendas  comuneras  y  que  bo  sean 
competentes  conforme  al  artículo  2o.  de  la  Orden  62  de  1902,  los 
remitirán  de  oficio  á  los  Jueces  á  quienes  corresponda  conocer  de 
ellos,  conforme  á  dicho  artículo. 

SEGUNDA  PARTE 

DE  LOS  ACTOS  DE  JURISDICCIÓN  VOLUNTARIA  EN  NEGOCIOS  DE  COMERCIO 

TITULO  I 

I>isposÍ€Íon€8  generales 

Art.  3070.  Las  actuaciones  para  que  consten  los  hechos  que 
interesen  á  los  que  promuevan  informaciones  sobre  los  mismos  en 
negocios  de  comercio  se  seguirán  en  los  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia, 

Art.  2071.  ^o  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
podrán  practicarse  las  actuaciones  á  que  el  mismo  se  refiere,  an- 
te los  Juzgados  municipales  de  los  pueblos  que  no  sean  cabeza  de 
partido,  ó  ante  los  Cónsules  españoles  en  las  naciones  extranjeras, 
cuando  lo  requiera  la  urgencia  del  negocio,  ó  la  circunstancia  de 
existir  los  medios  de  prueba,  ó  las  mercancías  6  valores,  6  de  haber 
ocurrido  los  hechos  en  el  lugar  ó  en  la  circunscripción  de  los  Juz- 
gados ó  Consulados  respectivos. 

En  este  caso  el  Juez  municipal  ó  Cónsul  á  quien  se  acuda  dic- 
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tará  auto,  en  el  que  consigne  la  circunstancia  que  concurra  y  le 
faculte  para  conocer  del  negocio. 

APt.  2072.  Si  las  actuaciones  á  que  se  refieren  los  dos  ar- 
tículos anteriores  se  promo\áeren  en  territorio  español^  se  sujetarán 
á  las  prescripciones  que  para  cada  caso  determinen  el  Código  de 
Comercio  ó  la  presente  ley. 

Cuando  para  los  hechos  de  que  se  trate  no  se  hayan  estableci- 
do reglas  esj^eciales,  además  de  las  disposiciones  generales  de  la 
primera  parte  de  este  libro  que  les  fueren  aplicables,  se  observarán 
en  su  tramitación  las  reglas  siguientes: 

la.  Cuando  hubiere  terceras  personas  á  quienes  las  actuacio- 
nes pueden  perjudicar,  deberán  ser  citadas  para  que,  si  quieren, 
concurran  á  su  práctica,  sin  perjuicio  de  que  también  pueda  acu- 
dir á  las  mismas  todo  aquel  que  entienda  le  interesa  el  asunto  que 
se  ventile. 

El  Juez  rechazará  de  plano  toda  pretensión  deducida  por  quién 
notoriamente  no  tenga  interés  en  el  negocio. 

2a.  En  los  casos  en  que  las  diligencias  puedan  afectar  á  los 
intereses  públicos  ó  á  personas  que,  presentes  ó  ausentes,  gocen  de 
una  especial  protección  de  las  leyes,  ó  sean  ignoradas,  se  citará  á 
los  Fromotores  fiscales  en  las  cabezas  de  partido,  y  á  los  Fiscales  mu- 
nicipales en  los  demás  pueblos. 

3a.  Los  Escribanos  de  actuaciones  en  los  Juzgados  de  prime- 
ra instancia,  y  los  Secretarios  en  los  municipales,  darán  fé  ó  certi- 
ficarán del  conocimiento  de  las  personas  que  reclamen  la  interven- 
ción de  los  respectivos  Jueces,  y  de  los  testigos  de  las  informacio- 
nes que  en  su  caso  se  practiquen. 

Cuando  no  los  conocieren,  procurarán  comprobar  su  identidad 
por  documentos  ó  por  personas  que  los  conozcan.  En  caso  de  que 
faltaren  medios  de  comprobación  de  su  identidad,  lo  consignarán 
en  las  diligencias. 

4a.  La  intervención  de  las  terceras  personas  á  quienes  se  cite, 
la  de  los  Promqtorea  fiscales  y  de  los  Fiscales  municipales  en  su 
caso,  se  limitará  á  adquirir  el  conocimiento  de  quienes  sean  las 
personas  que  intervienen  en  las  diligencias,  y  á  su  capacidad  legal 
respecto  al  carácter  con  que  lo  hacen.  A  este  efecto  se  les  entre- 
garán las  diligencias,  ultimadas  que  sean,  ante  i  de  que  recaiga  pro- 
videncia judicial,  dándolas  por  terminadas,  para  que  expongan  lo 
que  vieren  convenirles.  Cualquiera  otra  reclamación  que  hicieren 
fuera  de  los  casos  relativos  á  la  identidad  y  á  la  capacidad  legal  de 
las  x)ersonas  concurrentes,  sólo  dará  lugar  á  que  se  les  reserve  su 
derecho  para  que  puedan  ejercitarlo  donde  y  como  lo  estimen  con- 
veniente. 

5a.  Si  las  reclamaciones  que  hicieren  los  terceros,  los  Promo- 
tores fiscales  ó  los  Fiscales  municipales,  versaren  sobre  faltas  subsa- 
nables,  el  Juez  decretará  lo  que  corresponda  para  completar  en  lo 
posible  las  diligencias. 

6a.     El  Juez,  en  vista  de  todo  lo  actuado,    dictará  auto  resol- 
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viendo  lo  que  proceda,  y  mandará  que  las  diligencias  se  archiven 
dándose  á  los  interesados  testimonio  de  la  parte  que  soliciten. 

7a,  Cuando  en  virtud  de  lo  establecido  en  el  art  2071  las  di- 
ligencias se  hayan  practicado  ante  algún  Juez  municipal,  instruidas 
que  fueren  en  su  parte  más  esencial  y  urgente,  dicho  Juez  las  remi- 
tirá al  de  primera  instancia,  y  éste  las  ultimará  en  la  forma  que 
proceda,  ejecutando  luego  lo  que  se  previene  en  la  regla  anterior. 

Art.  2073.  Las  apelaciones  que  interpongan  los  que  hayan 
promovido  el  expediente  se  admitirán  en  ambos  efectos;  las  que 
interpongan  los  demás  que  intervengan  en  el  mismo  lo  serán  en 
uno  sólo. 

Art.  2074.  Interpuesta  una  apelación  y  admitida  que  sea,  se 
remitirán  los  autos,  dentro  del  segundo  día,  previo  emplazamien- 
to de  los  interesados  por  el  término  de  ocho  si  fuere  para  ante  el 
Juez  de  primera  instancia,  y  de  diez  para  ante  la  Audiencia. 

Art.  3075.  En  las  apelaciones  de  las  resoluciones  dictadas 
por  los  Jueces  municipales,  recibidos  los  autos  por  el  de  primera 
instancia,  si  el  apelante  se  personare  antes  de  trascurrir  el  término 
del  emplazamiento,  mandará  el  Juez  convocar  á  los  interesados 
para  que  dentro  de  tercero  día  comparezcan  á  su  presencia,  en  cuyo 
acto  los  oirá,  extendiéndose  de  lo  que  expusieren  el  acia  correspon- 
diente. Celebrada  la  comparecencia,  el  Juez,  dentro  del  plazo  de 
tres  días,  dictará  la  resolución  que  corresponda. 

Las  apelaciones  ante  la  Audiencia  se  sustanciarán  por  los  trá- 
mites establecidos  para  las  de  los  incidentes. 

Art.  2076.  Si  el  apelante  no  se  personare  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  practicará  lo  ordenado  en  los  artículos  839  y 
siguientes. 

Art.  2077.  Contra  las  resoluciones  dictadas  en  segunda  ins- 
tancia no  habrá  recurso  alguno,  quedando  á  salvo  el  derecho  de  los 
interesados  para  que  lo  ejerciten  en  el  juicio  que  corresponda  según 
la  cuantía. 

AFt.  2078.  Los  reconocimientos  y  avalúos  se  practicarán  por 
peritos  que  tengan  el  título  «correspondiente,  siempre  que  los  haya 
en  el  lugar  donde  se  instruyan  las  actuaciones,  y  en  su  defecto  por 
prácticos. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  interesado  á  Quya  instancia  se 
practiquen  los  reconocimientos  ó  avalúos  pida  que,  á  su  costa,  se 
hagan  precisamente  por  peritos  con  títulos. 

Siempre  que  por  divergencia  de  dos  peritos  fuere  necesario  un 
tercero  para  dirimir  la  discordia,  la  designación  de  éste  se  hará 
por  medio  de  sorteo,  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  art.  615. 

Art.  2079.  Cuando,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  2071,  los 
Cónsules  eapañoleB  actúen  en  cualquier  acto  de  jurisdicción  volunta- 
ria, procurarán  ajustarse  en  lo  posible  á  las  prescripciones  de  esta 
ley. 
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TITULO  II 

Del  depósito  y  recoíiodmietito  ds  efectos  mercantiles 

Art.  2080.  Si  á  coDsecuencia  de  lo  dispuesto  eu  los  artículos 
121^  122,  218,  222,  365,  67^,  745,  777,  781  y  988  del  Código  de 
Coüiercio  (1),  6  por  cualquiera  otra  causa  análoga  hubiera  de  pro- 
cederse  al  depósito  de  efectos  mercantiles,  el  que  deba  promoverlo 
lo  solicitará  del  Juez  por  escrito,  expresando  en  relación  el  porme- 
nor de  los  efectos  cuyo  depósito  pida,  y  designando  la  persona  que 
haya  de  ser  el  depositario,  cuya  designación  habrá  de  recaer  en  co- 
merciante matriculado,  si  lo  hubiere  en  la  plaza,  y  en  su  defecto  en 
un  contribuyente  que  pague  la  cuota  de  contribución  que  el  Juez 
conceptúe  suficiente  garantía,  atendidos  el  valor  del  depósito  y  las 
condiciones  de  la  localidad. 

En  todo  caso  quedará  á  la  discreción  del  Juez  apreciar  las  ga- 
rantías que  ofreciere  el  depositario  designado  por  quien  promueva 
el  depósito;  y  si  estimare  que  debe  recaer  en  otro  el  nombramiento, 
lo  hará  con  sujeción  á  las  disposiciones  de  este  artículo. 

Art.  2081.  Si  el  depósito  se  pide  por  efecto  de  la  contingen- 
cia prevista  en  el  art.  777  (2)  del  citado  Código,  el  que  lo  inste  so- 
licitará también  el  reconocimiento  pericial  de  la  nave,  y  ofrecerá 
información  acerca  de  que  no  se  encuentra  otra  para  ñetarla  en  los 
puertos  que  estén  á  160  (3)  kilómetros  de  distancia. 

Este  extremo  podrá  justificarse  también  por  medio  de  docu- 
mentos. 

Art.  2082.  El  actuario  extenderá  diligencia  de  la  constitu- 
ción del  depósito,  comprensiva  del  número  y  estado  de  los  efectos 
depositados;  y  en  el  caso  de  que  exista  alguna  diferencia  con  la  rela- 
ción de  los  mismos,  hecha  en  el  escrito  en  que  se  haya  pedido,  ex- 
presará en  qué  consista. 

Art.  2083.  Si  el  actuario  ó  el  depositario  no  estuvieren  con- 
formes con  la  cantidad  ó  con  la  calidad  de  los  efectos  enumerados 
por  el  que  pidió  el  depósito,  y  éste  no  se  allanare  á  la  rectificación, 
en  el  caso  de  diferencia  en  la  cantidad,  el  actuario  hará  un  recuen- 
to minucioso  de  los  efectos  á  presencia  del  depositante  ,y  del  depo- 
sitario; y  si  la  diferencia  consistiere  en  la  calidad,  el  Juez  nombra- 
rá un  perito  que  los  clasifique,  extendiéndose  de  todo  el  acta  co- 
rrespondiente. 

Este  perito  deberá  sortearse  de  entre  los  Corredores  colegiados, 
si  los  hubiere,  ó  en  su  defecto  de  entre  los  comerciantes  matricula- 
dos en  la  clase  á  que  pertenezcati  los  efectos,  y  no  será  recusable. 

Art.  2084.    Si  ocurriere  lo  previsto  en  el  artículo  anterior,  el 


(1)  La.  ley  se  refiere  al  Código  de  1829,  cuyas  disposiciones  relacionadas  con  la 
saateria  tratada  en  este  y  siguientes  títulos  han  sido  derogadas  ó  sustituidas  por  las  del 
nuevo  Código  que  indicamos  en  notas  á,  cada  cita  del  texto. 

Los  artículos  &  que  se  refiere  el  presente,   corresponden  hoy  á  los  248,  382.  327.  367  369 
625,  657, 668,  824  y  844  del  Código  de  1885.  ,       i       ,  oo# ,  ooír, 

(2^    Esta  cita  corresponde  al  art.  667  del  nuevo  Código. 
f       (8)    El  párrafo  lo.  del  art.  657  del  vigente  Código  de  Comercio,  fija  en  150  kilómetrf>s  la 
distancia  mápxlma  &  que  se  refiere  el  texto. 
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Juez  proveerá  interinamente  á  la  custodia  y  conservación  de  los 
efectos  que  hayan  de  ser  depositados. 

Art,  2086.  Cuando  proceda  que  el  Juez  mande  vender  alguno 
de  los  efect/OS  depositados  para  cubrir  los  gastos  delí  recibo  y  conser- 
vación de  los  mismos,  esta  venta  se  hará  en  subasta  pública,  previa 
tasación  por  un  perito  nombrado  por  el  dueño  de  aquellos,  si  se  pre- 
sentare, ó  por  el  Ministerio  fiscal,  si  se  hallare  ausente,  y  otro  por 
el  Juez,  anunciándose  la  subasta  con  plazo  de  ocho  á  15  días 
por  edictos  que  se  fijarán  en  los  estrados  del  Juzgado,  y  podrán  in- 
sertarse en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  donde  lo  hubiere,  ó  en 
la  Gaceta  del  Crobierno  general,  á  prudente  arbitrio  del  Juez,  según 
el  valor  de  dichos  efectos. 

Si  presente  el  dueño  de  éstos  se  conformare  con  que  el  Juez 
nombre  un  solo  perito,  así  se  hará.  Si  optare  por  nombrarlo  y  su 
perito  no  estuviere  conforme  con  el  nombrado  por  el  Juez,  el  terce- 
ro será  designado  por  la  suerte. 

Art.  2086.  Si  en  la  subasta  no  hubiere  postor,  ó  las  posturas 
hechas  no  cubrieren  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación,  se  hará 
una  segunda  subasta,  y  la  tercera,  si  fuere  necesario,  dentro  de  otro 
término  igual,  con  rebaja  del  20  por  100  en  cada  una  de  la  cantidad 
que  hubiere  servido  de  tipo  para  la  anterior. 

APt.  2087.  Bn  el  caso  de  las  dudas  y  contestaciones  á  que  se 
refiere  el  art.  218  (1)  del  Código,  los  interesados,  si  no  se  avinieren 
en  el  nombramiento  de  peritos,  acudirán  al  Juez  para  que  los  desig- 
ne. Hecho  esto,  los  peritos  prestarán  su  declaración,  y  si  no  estu- 
vieren conformes,  el  Juez  sorteará  un  tercero. 

Si  los  interesados,  á  pesar  del  reconocimiento  pericial,  no  que- 
daren conformes  en  sus  diferencias,  se  procederá  al  depósito  orde- 
nado de  dicho  artículo. 

Art.  2088.  Cuando  proceda  hacer  constar  el  estado,  calidad  6 
cantidad  de  los  géneros  recibidos  ó  de  los  bultos  que  los  contengan, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  219,  362  ypái^afo  segundo 
del  370  (2)  del  Código,  y  demás  casos  análogos,  el  interesado  acu- 
dirá al  Juez  en  solicitud  de  que  ordene  se  extienda  diligencia  ex- 
presiva de  aquellas- circunstancias,  y  si  fuese  necesario  nombre  x>^- 
rito  que  reconozca  los  géneros  ó  bultos. 

Si  los  interesados  convinieren  en  nombrar  cada  uno  un  perito, 
lo  solicitarán  así,  sorteándose,  caso  de  discordia,  un  perito  tercero. 

TITULO   III 

Del  embargo  y  depósito  provisionales  del  valor  de  íma  letra  de  cambio 

APt.  2089.  En  los  casos  en  que,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  ^96  y  507  (3)  del  Código  de  Comercio,  proceda  el 


IV    Esta  referencia  corresponde  al  art.  3b7  del  nuevo  C<)digo. 
2]    Esta  cita  corresponde  hoy  Él  los  arts.  827, 336,  párrafo  último,  y  S06  del  nuevo 
Ko. 


CódiKG 

[8j    Hoy  artículos  491  y  498  del  nuevo  Código. 
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embargo  ó  depósito  provisional  del  valor  de  una  letra  de  cambio,  el 
que  lo  solicite  lo  pedirá  al  Jaez  i)or  escrito. 

APt.  2W90.  El  Juez,  en  vista  de  la  solicitud,  mandará  reque- 
rir á  quien  proceda  para  que  deposite  el  valor  de  la  letra.  Este  de- 
posito, no  habiendo  conformidad  entre  los  interesados,  se  hará  en 
el  establecimiento  público  destinado  al  efecto,  y  si  esto  no  pudiera 
tener  lugar,  en  un  comerciante  matriculado  de  reconocida  resx)on- 
sabilidad,  6  en  su  defecto  en  persona  que  tenga  esta  última  circuns- 
tancia. 

Art.  2091.  Verificado  el  embargo  6  depósito,  el  Juez  fijará  al 
que  lo  haya  solicitado  un  término  prudencial  para  que  presente  la 
segunda  letra  de  cambio  ó  pida  en  el  juicio  correspondiente  el  em- 
bargo definitivo  de  su  valor,  apercibido  de  que,  trascurrido  dicho 
término  sin  haberlo  verificado,  se  alzará  el  embargo  ó  depósito  pro- 
visional. 

Este  plazo  se  fijará  teniendo  en  cuenta  la  distancia  y  facilidad 
de  comunicaciones  que  exista  con  la  plaza  ó  punto  donde  se  haya 
expedido  la  letra,  y  será  prorrogable  por  justa  causa,  á  juicio  de 
Juez. 

TITULO  IV 

De  la  calificación  de  las  averias^  y  déla  liquidación  de  la  gruesa  y  contri- 
bución á  la  misma. 

Art.  3092«  Cuando  fuere  necesario  hacer  la  justificación  men- 
cionada en  el  art.  945  (1)  del  Código  de  las  jiérdidas  y  gastos  que 
constituyan  la  avería  común  ó  gruesa,  el  Capitán  del  buque,  dentro 
del  plazo  de  24  horas  de  haber  llegado  al  puerto  de  descarga,  mar- 
cado en  el  art.  670  de  dicho  Código,  presentará  al  Juez  el  esciito  de 
protesta,  haciendo  brevemente  relación  de  todo  lo  ocurrido  en  el 
viaje  con  referencia  al  diario  de  navegación,  y  solicitará  licencia 
X>ara  abrir  las  escotillas,  designando  al  efecto  el  perito  que  por  su 
parte  haya  de  asistir  al  acto. 

A  dicho  escrito  acompañará  las  diligencias  de  protesta  que  en 
otro  puerto  de  arribada  se  hubieren  instruido  á  su  instancia,  v  el 
diario  de  navegación. 

Art.  2093.  Presentado  el  escrito  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  el  Juez,  si  posible  fuere  en  el  mismo  día,  con  citación  y 
audiencia  de  todos  los  interesados  presentes  ó  de  sus  consignatarios, 
recibirá  declaración  á  los  tripulantes  y  pasajeros,  en  el  número  que 
estime  conveniente,  acerca  de  los  hechos  consignados  por  el  Capi- 
tán, y  practicada  la  información  dará  licencia  para  abrir  las  esco- 
tillas. 

Este  acto  se  llevará  á  efecto  en  la  forma  prevenida  en  el  artícu- 
lo 2132. 

Art.  2094.    Abiertas  las  escotillas  y  hecho  constar  el  estado 


¿11     E>{ta  cita  y  la  del  art  670  del  Código  antiguo,  corresponde  á  los  arts.  846  847  y  624 
del  nuevo  Código. 
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del  cargamento  para  que  pueda  precederse  á  la  calificación,  recono- 
cimiento y  liquidación  de  las  averías  y  su  importe,  el  Juez  manda- 
rá requerir  al  Capitán  de  la  nave  y  á  los  interesados  ó  sus  consigna- 
tarios para  que  en  el  término  de  24  horas  nombren  peritos;  bajo 
apercibimiento  de  que  si  no  lo  hicieren  serán  nombrados  de  oficio. 

El  Capitán  nombrará  un  i)erito  por  cada  clase  de  géneros  que 
haya  de  reconocerse;  otro  todos  los  interesados  ó  consignatarios,  y 
el  Juez  sorteará  un  tercero,  caso  de  discordia. 

Art.  2095.  Nombrados  los  peritos,  ó  designados  de  oficio,  se- 
gún proceda,  aceptarán  y  jurarán  el  desempeño  del  cargo,  en  la 
forma  prevenida  en  el  art,  947  del  Código  (1),  y  el  Juez  les  señalará 
uñ  término  breve  para  presentar  su  informe. 

Art,  2096.  Los  peritos  harán  la  calificación  de  las  averías 
enumerando  con  la  precisión  posible: 

lo.     Las  simples  ó  particulares. 

2o.     Las  gruesas  ó  comunes. 

Art.  2097.  Presentado  que  fuere  por  los  peritos  el  informe, 
se  pondrá  de  manifiesto  en  la  Escribanía  por  el  término  de  tres 
días,  dentro  del  que  los  interesados  podrán  consignar  por  medio  de 
comparecencia  ante  el  actuario  la  razón  que  tengan  para  no  pres- 
tarle su  conformidad. 

Art.  2098.  Si  alguno  no  estuviere  conforme  con  el  dictamen 
de  los  peritos,  el  Juez,  al  siguiente  día  de  trascurrido  el  término 
fijado  en  el  artículo  anterior,  convocará  á  los  interesados  para  el  in- 
mediato á  una  comparecencia.  En  este  acto  les  recibirá  por  vía  de 
instrucción  las  justificaciones  que  hicieren,  extendiéndose  de  todo 
el  acta  correspondiente. 

Art.  2099.  Dentro  de  segundo  día  el  Juez  dictará  auto  acor- 
dando la  resolución  que  proceda. 

Este  auto  será  apelable  en  un  solo  efecto. 

Art.  3100*  Cuando  todos  los  interesados  hubieren  prestado 
su  conformidad  al  informe  pericial  sobre  la  liquidación  de  la  ave- 
ría, ó  se  hubiere  dictado  el  auto  mencionado  en  el  artículo  prece- 
dente, el  Juez  ordenará  que  los  mismos  peritos  hagan,  dentro  del 
término  que  les  fije,  la  cuenta  y  liquidación  de  las  averías  grue- 
sas ó  comunes. 

Art.  2101.  Para  hacer  esta  cuenta  los  peritos  formarán  cua- 
tro estados: 

lo.  De  los  daños  y  gastos  que  consideren  averías  comunes,  6 
masa  de  averías. 

2o.  De  las  cosas  sujetas  á  la  contribución  de  las  averías  co- 
munes, ó  masa  imponible. 

3o.  Del  repartimiento  de  la  masa  de  avería  entre  las  cosas 
sujetas  á  contribución. 

4o.     De  contribuciones  efectivas  y  reembolsos  efectivos. 

Art.  2103.    Tanto  en  el  caso  del  artículo  anterior  como  en  el 


[Ij    Sin  equivalencia  en  el  nuevo  Código. 
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del  2(>95,  si  los  peritos  no  desempeñaren  sn  oometido  dentro  del  tér- 
mino que  se  les  haya  fijada  el  Jaez  de  ofíeio  deberá  apremiaurles 
para  que  lo  cumplan. 

Art.  2103.  Ajsí  qne  los  peritos  hayan  presentado  los  enatro 
estados  á  que  se  refiere  el  art.  2101,  se  pondrán  éstos  de  manifiesto 
en  la  Escribanía  por  el  término  de  seis  días,  para  los  efectos  expre- 
sados en  los  articalos  2097  y  siguientes. 

Art*  2104é  Si  todos  los  interesados  estuvieren  conformes,  el 
Juez  aprobará  el  repartimiento.  £n  el  caso  de  haberse  verificado 
la  comparecencia  ordenada  en  el  art.  2008,  el  Jaez,  dentro  de  tms 
días,  dictará  auto  aprobando  el  repartimiento  en  la  forma  en  que  lo 
hayan  presentado  los  peritos,  ó  con  las  modificaciones  que  estime 
justas. 

Este  auto  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  2105.  Cuando  el  Capitán  del  buque  no  cumpliere  con  el 
deber  que  le  impone  el  art.  962  f  1)  del  Código  de  hacer  efectivo  el 
repartimiento,  los  dueños  de  las  cosas  averiadas  podrán  acudir  al 
Juez  para  que  le  obligue  á  ello. 

Alt.  2106.  En  el  caso  de  que  los  dueños  de  las  cosas  averia- 
das formulen  la  pretensión  mencionada  en  el  artículo  precedente, 
el  Juez  mandará  requerir  al  Capitán  para  que  en  el  breve  término 
qne  al  efecto  le  señale,  haga  efectivo  el  repartimiento,  apercibién- 
dole que  será  responsable  de  su  morosidad  ó  negligencia. 

Art.  2107.  Cuando  los  contribuyentes  no  satisfiaigan  las  cuo- 
tas respectivas  dentro  de  tercero  día  si  el  Capitán  del  buque^  des- 
pués de  aprobado  el  repartimiento,  usare  del  derecho  qne  le  conce- 
de el  art.  96S  (2)  del  Código,  se  procederá  á  su  instancia  al  depósi- 
to y  venta  en  pública  subasta  de  los  efectos  salvadas  que  fueren  ne- 
cesarios para  hacer  efectivas  dichas  cuotas. 

Esta  subasta  tendrá  lugar  en  la  forma  prescrita  en  los  artículos 
2085  y  2086. 

COMPLE^ÍENTO. — ^DE  LA  JUSTIFICACIÓN  Y   UQIIDACIÓN  DE  LAS 

ATERÍAS.     Código  de  Comercio  de  1885, 

Rkccion  la.  Diaposiriouf'H  comunes  á  toda  clai^'  de  aretia^. 

Art.  S4&.  Los  interesados  en  la  justificación  y  liquidación  de 
las  averías  podrán  con veni  1*86  y  obligarse  mutuamente  en  cualquiex 
tiempo  acerca  de  la  responsabilidad,  liquidación  y  pdgo  de  ellas. 

A  falta  de  c<  n  venios,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

la.  I^  justifíeaeióu  de  la  avería  se  verificará  en  el  puerto 
donde  se  hagan  las  reparaciones,  si  fueren  necesarias,  ó  en  el  de 
descarga. 

2a.  La  liquidación  se  hará  en  el  puerto  de  descarga,  si  fuere 
e8pañ4}L 

3a.     Si  la  avería  hubiere  ocurrido  fuera  de  las  aguas  jurisdic- 


[l]     Hoy  art.  866  del  Código  vigente. 
l2j     Hoy  art.  867  del  nuevo  Código. 
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ciouales  de  Enpaña,  6  se  hubiere  vendido  la  carga  en  puerto  extran- 
jero por  arribada  forzosa,  se  hará  la  liquidación  en  el  puerto  de 
arribada. 

4a.  Si  la  avería  hubiese  ocurrido  cerca  del  puerto  de  destino, 
de  modo  que  se  pueda  arribar  á  dicho  puerto,  en  él  se  practicarán 
his  operaciones  de  que  tratan  las  reglas  la.  y  2a. 

Art.  847.  Tanto  en  el  caso  de  hacerse  la  liquidación  de  las 
averías  privadamente  en  virtud  de  lo  convenido,  como  en  el  de  in- 
tervenir la  Autoridad  judicial  á  petición  de  cualquiera  de  los  inte- 
resados no  conformes,  todos  serán  citados  y  oídos  si  no  hubieren  re- 
nunciado á  ello. 

Guando  no  se  hallaren  presentes  ó  no  tuvieren  legítimo  represen- 
tante, se  hará  la  liquidación  por  el  Cónsul  en  puerto  extranjero,  y 
donde  no  lo  hubiere,  por  el  Juez  ó  Tribunal  competente,  según  las  le- 
yes del  país,  y  por  cuenta  de  quien  corresponda. 

Guando  el  representante  sea  persona  conocida  en  el  lugar  donde 
se  haga  la  liquidación,  se  admitirá  y  producirá  efecto  legal  su  inter- 
vención, aunque  solo  esté  autorizado  por  carta  del  naviero,  del  cala- 
dor ó  del  asegurador. 

Art.  848.  Las  demandas  sobre  averias  no  serán  admisibles,  si 
no  excedieren  del  5  por  100  del  interés  que  el  demandante  tenga  en 
el  buque  ó  en  el  cargamento,  siendo  gruesas,  y  del  uno  por  100  del 
efecto  averiado  si  fueren  simples,  deduciéndose  en  ambos  casos  los 
gastos  de  tasación,  salvo  pacto  en  contrario. 

Art.  849.  Los  daños,  averias,  préstamos  á  la  gruesa  y  sus 
premios,  y  cualesquiera  otras  i)érdidas,  no  devengarán  interés  de 
demom  sino  pasado  el  plazo  de  tres  días,  á  contar  desde  el  en  que 
la  liquidación  haya  sido  terminada  y  comunicada  á  los  interesados 
en  el  buque,  en  la  carga  ó  en  ambas  cosas  á  la  vez. 

Art,  850.  Si  por  consecuencia  de  uno  ó  varios  accidentes  de 
mar,  ocurriesen  en  un  mismo  viaje  averías  simples  y  gruesas  del 
buque,  del  cargamento  ó  de  ambos,  se  determinarán  con  sepamcióo 
los  gastos  y  daños  i)ertenecientes  á  cada  avería,  en  el  puerto  donde 
se  hagan  las  reparaciones,  6  se  descarguen,  vendan  ó  beneñcien  las 
mercaderías. 

Al  efecto,  los  capitanes  estarán  obligados  á  exigir  de  los  peritos 
tasadores  y  de  los  maestros  que  ejecuten  las  reparaciones,  así  como 
de  loe  que  tasen  6  intervengan  en  la  descarga,  saneamiento,  venta  6 
beneficio  de  las  mercaderías,  que  en  sus  tasaciones  6  presupuestos  y 
cuentas  pongan  con  toda  exactitud  y  separación  los  daños  y  gastos 
|>erteneciente8  á  cada  avería,  y  en  los  de  cada  avería  los  correspon- 
dientes al  buque  y  al  cargamento,  expresando  también  con  separa- 
ción si  hay  ó  no  daños  que  procedan  de  vicio  propio  de  la  cosa  y  no 
de  accidente  de  mar;  y  en  el  caso  de  que  hubiere  gastos  comunes  á 
las  diferentes  averías  y  al  buque  y  su  i»arga.  se  doberá  calcular  lo 
que  le  corresponda  por  cada  cimeepto  y  expresarlo  distintamente. 
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Sección  2a.  De  la  liquidación  de  las  averias  gi^uesas 

Art.  851.  A  instancia  del  capitán  se  procederá  privadamente^ 
mediante  el  acuerdo  de  todos  los  interesados,  al  arreglo,  liquidación 
y  distribución   de  las  averías  gruesas. 

A  este  efecto,  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  siguientes  á 
la  libada  del  buque  al  puerto,  el  capitán  convocará  á  todos  los  inte- 
resados para  que  resuelvan  si  el  arreglo  ó  liquidación  de  las  averias 
gruesas  habrá  de  hacerse  por  peritos  y  liquidadores  nombrados  por 
ellos  mismos,  en  cuyo  caso  se  hará  así,  habiendo  conformidad  entre 
los  interesados. 

No  siendo  ia  avenencia  posible,  el  capitán  acudirá  al  Juez  ó 
Tribunal  competente,  que  lo  será  el  del  puerto  donde  hayan  de  prac- 
ticarse aquellas  diligencias,  conforme  á  las  disposiciones  de  este  Có- 
digo, ó  al  Cónsul  de  Hispana,  si  lo  hubiese,  y  si  no,  á  la  Autoridad 
local,  cuando  hayan  de  verificarse  en  puerto  extranjero. 

Art.  852.  Si  el  capitán  no  cumpliere  con  lo  dispuesto  eu  el 
artículo  anterior,  el  naviero  ó  los  cargadores  reclamarán  la  liquida- 
ción, sin  perjuicio  de  la  acción  que  les  corresponda  para  pedirle  in- 
demnización. 

Art.  853.  Nombrados  los  peritos  por  los  interesados  6  por 
el  Juez  ó  Tribunal,  procederán,  previa  la  aceptación,  al  reconoci- 
miento del  buque  y  de  las  reparaciones  que  necesite  y  á  la  taaacióu 
de  su  importe,  distinguiendo  estas  pérdidas  y  dafios  de  los  que  pro- 
vengan de  vicio  propio  de  las  cosas. 

También  declararán  los  peritos  si  pueden  ejecutarse  las  repara- 
ciones desde  luego,  ó  si  es  necesario  descargar  el  buque  para  reco- 
nocerlo y  repararlo. 

Bespecto  á  las  mercaderías,  si  la  avería  fuere  perceptible  á  la 
simple  vista,  deberá  verificarse  su  reconocimiento  antes  de  entre- 
garlas. 

No  apareciendo  á  la  vista  al  tiempo  de  la  descarga,  podrá  ha- 
cerse después  de  su  entrega,  siempre  que  se  verifique  dentro  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  de  la  descarga,  y  sin  perjuicio  de  las  demás 
pruebas  que  estimen  convenientes  los  peritos, 

Art.  854.  La  evaluación  de  los  objetos  que  hayan  de  contri- 
buir á  la  avería  gruesa,  y  la  de  los  que  constituyen  la  averia,  se  su- 
jetará á  las  reglas  siguientes: 

la.  Las  mercaderías  salvadas  que  hayan  de  contribcdr  ai  pa- 
go de  la  avería  giuesa  se  valuarán  al  precio  corriente  en  el  puerto 
de  descarga,  deducidos  fletes,  derechos  de  aduanas,  y  gastos  de 
desembarque,  según  lo  que  aparezca  de  la  inspección  material  de  las 
mismas,  prescindiendo  de  lo  que  resulte  de  los  conocimientos,  salvo 
pacto  en  contrario. 

2a.  Si  hubiere  de  hacerse  la  liquidación  en  el  puerto  de  salida, 
el  valor  de  las  mercaderías  cargadas  se  fijará  por  el  precio  de  com- 
pra con  los  gastos  hasta  ponerlas  á  bordo,  excluido  el  precio  del  se- 
guro. 
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3a.  Si  las  mercaderías  estuvieren  averiadas,  se  apreciarán  por 
su  valor  real. 

4a.  Si  el  viaje  se  hubiere  interrumpido,  las  mercaderías  se  hu- 
bieren vendido  en  el  extranjero,  y  la  avería  no  pudiere  regularse, 
se  tomará  por  capital  contribuyente  el  valor  de  las  mercaderías  en 
el  puerto  de  arribada,  6  el  producto  líquido  obtenido  en  su  venta. 

5a.  Las  mercaderías  perdidas  que  constituyeren  la  avería 
gruesa,  se  apreciarán  por  el  valor  que  tengan  las  de  su  clase  en  el 
puerto  de  descarga,  con  tal  que  consten  en  los  conocimientos  sus  es- 
pecies y  calidades;  y  no  constando,  se  estará  á  lo  que  resulte  de  las 
facturas  de  compra  expedidas  en  el  puerto  de  embarque,  aumentan- 
do á  su  importe  los  gastos  y  fletes  causados  posteriormente. 

6a.  Los  palos  cortados,  las  velas,  cables  y  demás  aparejos  del 
buque  inutilizados  con  el  objeto  de  salvarlo,  se  apreciarán  según  el 
valor  corriente,  descontando  una  tercera  parte  por  diferencia  de 
uuevo  á  viejo. 

Esta  rebaja  no  se  hará  en  las  anclas  y  cadenas. 

7a.  El  buque  se  tasará  por  su  valor  real  en  el  estado  en  que 
se  encuentre. 

8a.  Los  ñetes  representarán  el  50  por  100  como  capital  con- 
tribuyente. 

Art.  855.  Las  mercaderías  cargadas  en  el  combés  del  buque 
contribuirán  á  la  avería  gruesa  si  se  salvaren;  pero  no  darán  dere- 
cho á  indemnización  si  se  perdieren,  habiendo  sido  arrojadas  al 
mar  por  salvamento  común,  salvo  cuando  en  navegación  de  cabota- 
je permitieren  las  ordenanzas  marítimas  su  carga  en  esta  forma. 

Lo  mismo  sucederá  con  las  que  existan  á  bordo  y  no  consten 
comprendidas  en  los  conocimientos  ó  inventarios,  según  los  casos. 

En  todo  caso  el  fletante  y  el  capitán  responderán  á  los  carga- 
dores de  los  perjuicios  de  la  echazón,  si  la  colocación  en  el  combés 
se  hubiere  hecho  sin  consentimiento  de  éstos. 

Art.  856.  No  contribuirán  á  la  avería  gruesa  las  municiones 
de  boca  y  guerra  que  lleve  el  buque,  ni  las  ropa%  ni  vestidos  de 
uso  de  su  capitán,  oficiales  y  tripulación. 

También  quedarán  exceptuados  las  ropas  y  vestidos  de  uso  de 
los  cargadores,  sobrecargos  y  pasajeros  que  al  tiempo  de  la  echazón 
se  encuentren  á  bordo. 

Los  efectos  arrojados  tampoco  contribuirán  al  pago  de  las  ave- 
rías gruesas  que  ocurran  á  las  mercaderías  salvadas  en  riesgo  dife- 
rente y  posterior. 

Art.  857.  Terminada  por  los  peritos  la  valuación  de  los  efec- 
tos salvados  y  de  los  perdidos  que  cons^tuyan  la  avería  gruesa,  he- 
chas las  reparaciones  del  buque,  si  hubiere  lugar  á  ello,  y  aproba- 
das en  este  caso  las  cuentas  de  las  mismas  por  los  interesados  ó  por 
el  Juez  ó  Tribunal,  pasará  el  expediente  íntegro  al  liquidador  nom- 
brado para  que  proceda  á  ía  distribución  de  la  avería. 

Artw  858*  Para  verificar  la  liquidación  examinará  el  liquida 
dor  la  protesta  del  capitán,  comprobándola,  si  fuere  necesario,  con 
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el  libro  de  navegación,  y  todos  los  contratos  que  hubieren  mediado 
entre  los  interesados  en  la  avería,  las  tasaciones,  reconocimientos 
periciales  y  cuentas  de  reparaciones  hechas.  Si  por  resultado  de 
este  examen  hallare  en  el  procedimiento  algún  defecto  que  pueda 
lastimar  los  derechos  de  los  interesados,  ó  afectar  la  responsabilidad 
del  capitán,  llamará  sobre  ello  la  atención  para  que  se  subsane, 
siendo  posible,  y  en  otro  caso,  lo  consignará  en  los  preliminares  de 
la  liquidación. 

En  seguida  procederá  á  hi  distribución  del  importe  de  la  ave- 
ría, para  lo  cual  fijará: 

lo.  El  capital  contribuyente,  que  determinará  por  el  importe 
del  valor  del  cargamento,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  el 
art.  854. 

2o.  El  del  buque  en  el  estado  que  tenga,  según  la  declaración 
de  peritos. 

3o.  El  50  por  100  del  importe  del  flete,  rebajando  el  60  por 
100  restante  por  salarios  y  alimentos  de  la  tripulación. 

Determinada  la  suma  de  la  avería  gruesa  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  este  Código,  se  distribuirá  á  prorrata  entre  los  valores 
llamados  á  costearla. 

Art.  859.  Los  aseguradores  del  buque,  del  flete  y  de  la  carga, 
estarán  obligados  á  pagar  por  la  indemnización  de  la  avería  gruesa 
tanto  cuanto  se  exya  á  cada  uno  de  estos  objetos  respectivamente. 

Art.  800.  Si  no  obstante  la  echazón  de  mercaderías,  rompi- 
miento de  palos,  cuerdas  y  ai)arejos,  se  perdiere  el  buque  corrien- 
do el  mismo  riesgo  no  habrá  lugar  á  contribución  alguna  por  avería 
gruesa. 

Los  dueños  de  los  efectos  salvados  no  serán  responsables  á  la 
indemnización  de  los^arrojados  al  mar,  perdidos  ó  deteriorados. 

Art.  861.  Si  d(*spués  de  haberse  salvado  el  buque  del  riesgo 
que  dio  lugar  á  la  echazón,  se  i)erdiere  por  otro  accidente  ocurrido 
durante  el  viaje,  los  efectos  salvados  y  subsistentes  del  primer  ries- 
go continuarán  afectos  á  la  contribución  de  la  avería  gruesa,  según 
su  valor  en  el  esta-do  en  que  se  encuentren,  deduciendo  los  gastos 
hechos  para  su  salvamento. 

Art.  862.  Si  á  pesar  de  haberse  salvado  el  buque  y  la  carga 
por  consecuencia  del  corte  de  palos  ó  de  otro  daño  inferido  al  buque 
deliberadamente  con  aquel  objeto,  luego  se  perdieren  ó  fueren  roba- 
das las  mercaderías,  el  capitáü  no  podrá  exigir  de  los  cargadores  ó 
consignatarios  que  contribuyan  á  la  indemnización  de  la  avería,  ex- 
cepto, si  la  pérdida  ocurriere  por  hecho  del  mismo  dueño  ó  consig- 
natario. 

Art.  863.  Si  el  dueño  de  las  mercaderías  arrojadas  al  mar  las 
recobrase  despuás  de  haber  recibido  la  indemnización  de  avería 
gruesa,  estará  obligado  á  devolver  al  capitán  y  á  los  demás  intere- 
sados en  el  cargamento  la  cantidad  que  hubiere  percibido,  dedu- 
ciendo el  importe  del  perjuicio  causado  por  la  echazón  y  de  los  gas- 
tos hechos  para  recobrarlas. 
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En  este  caso,  la  cantidad  devuelta  se  distribuirá  entre  el  buque 
y  los  interesados  en  la  carga,  en  la  misma  proporción  con  que  hu- 
bieren contribuido  al  pago  de  la  avería. 

Art.  864.  Si  el  propietario  de  los  efectos  arrojados  los  reco- 
brare sin  haber  reclamado  indemnización,  no  estará  obligado  á  con- 
tribuir al  pago  de  las  averías  gruesas  que  hubieren  ocurrido  al  res- 
to del  cargamento  después  de  la  echazón. 

Art.  865.  El  repartimiento  de  la  avería  gruesa  no  t-endrá  ftier- 
za  ejecutiva  hasta  que  haya  recaído  la  conformidad,  ó  en  su  defecto, 
la  aprobación  del  Juez  ó  Tribunal  civil,  previo  examen  de  la  liqui- 
dación y  audiencia  instructiva  de  los  interesados  presentes  ó  de  sus 
representantes. 

Art.  866.  Aprobada  la  liquidación  corresponderá  al  capitán 
hacer  efectivo  el  importe  del  repartimiento,  y  será  responsable  á 
los  dueños  de  las  cosas  averiadas,  de  los  perjuicios  que,  por  su  mo- 
rosidad ó  negligencia  se  les  sigan. 

Art.  867.  Si  los  contribuyentes  dejaren  de  hacer  efectivo  el 
importe  del  repartimiento  en  el  término  de  tercer  día,  después  de 
haber  sido  á  ello  requeridos,  se  procederá,  á  solicitud  del  capitán, 
contra  los  efectos  salvados,  hasta  verificar  el  pago  con  su  producto. 

Art.  868.  Si  el  interesado  en  recibir  los  efectos  salvados  no 
diere  fianza  suficiente  para  responder  de  la  parte  correspondiente 
á  la  avería  gruesa,  el  capitán  podrá  deterir  la  entrega  de  aquéllos 
hasta  que  se  haya  verificado  el  pago. 

Sección  3a.  De  la  liquidación  de  las  avet-ias  simples 

Art.  869.  Los  peritos  que  el  Juez  ó  Tribunal  ó  los  interesados 
nombren,  según  los  casos,  procederán  al  reconocimiento  y  valuación 
de  las  averías  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  853  y  en  el  854,  re- 
glas 2a.  á  la  7a.,  en  cuanto  les  sean  aplicables. 

TITULO  V 

De  la  descarga^  abando'íio  é  ínter  vene  mn  de  efectos  mercantiles^  y  de 

la  fianza  de  cargamento. 

Art,  3108.  Si  obligado  el  Capitán  de  una  nave  á  arribar  á  un 
puerto  creyere  conveniente  para  la  mejor  cons^^-vación  de  todo  ó 
pai-te  del  cargamento  proceder  á  su  descarga  y  sucesiva  carga,  y  no 
tuviere  ó  no  pudiere  recihii*  el  consentimiento  de  los  cargadores, 
acudirá  al  Juez  por  escrito  ó  por  comparecencia  si  fuere  muy  uri 
gente  el  caso  para  obtener  la  autorización  requerida  por  el  art.  775 
(1)  del  Código. 

Art.  2109.  Para  obtener  dicha  autorización,  el  Capitán  pedi- 
rá que  el  cargamento  sea  reconocido  por  peritos:   uno  que  desde 


(1)    La  cita  de  este  artículo  deberá  entenderse  hoy  al  822  del  Código  vigente. 
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lu^o  designará,  y  otro  que  nombrará  el  Ministerio  f  scal  en  repre- 
sentación de  los  cargadores  ausentes,  sorteándose  por  el  Juez  el 
tercero,  en  caso  de  discordia. 

Art.  2110.  El  Juez  ordenará  que  se  practique  el  reconoci- 
miento; y  si  del  informe  pericial  apareciere  ser  necesaria  la  descar- 
ga, lo  acordará. 

A.rt.  2111*  De  todo  lo  actuado  se  dará  testimonio  literal  al 
Capitán  de  la  nave. 

(Los  artículos  2112  y  2113  siguientes,  están  derogados  y  se  insertan  en 
el  Apéndice  V). 

Art.  2U4.  Para  verificar  la  descarga  por  la  arribada  forzosa 
á  que  se  refiere  el  art.  97 If  (1)  del  Código,  el  Capitán  del  buque  so- 
solicitará  que  éste  y  el  cargamento  sean  reconocidos  por  peritos  á 
fin  de  que  manifiesten  si  fué  indispensable  hacer  dicha  arribada 
para  practicar  las  reparaciones  que  el  buque  necesitara,  ó  para  evi- 
tar daño  y  avería  en  el  cargamento. 

El  nombramiento  de  estos  peritos  se  hará  en  la  forma  preveni- 
da en  el  art.  2109. 

Art.  2115.  Opinando  los  peritos  por  la  descarga,  el  Juez 
acordará  que  se  efectúe,  proveyendo  lo  necesario  para  la  conserva- 
c^ión  del  cargamento. 

Art.  2116.  En  el  caso  de  que  el  Capitán  del  buque  haga  la 
declaración  de  avería  á  que  se  refiere  el  art.  976  (2)  del  Código,  reco- 
nocidos que  sean  los  géneros  por  peritos,  según  lo  prescrito  en  el 
077^  si  éstos  opinaren  en  interés  del  cargador  que  no  estuviere  pre- 
sente, que  deben  ser  vendidos,  la  venta  se  verificará  en  la  forma 
prescrita  en  el  título  siguiente. 

Art.  2117.  Eli  el  caso  de  abandono  para  pago  de  fletes  á  que 
se  refiere  el  art-.  790  (3)  del  Código,  si  el  fletante  no  estuviere  con- 
forme, los  cargadores  solicitarán  del  Juez  que  se  proceda,  con  inter- 
vención de  aquél,  al  peso  ó  .medición  de  las  vasijas  que  contengan 
los  líquidos  que  se  trate  de  abandonar. 

Art.  2118-  Acordado  el  peso  ó  medición  por  el  Juez,  si  resul- 
tare que  las  vasijas  han  perdido  más  de  la  mitad  (4)  de  su  con- 
tenido, mandará  que  se  le  entreguen  al  fletante. 

Art.  2119.  Para  autorizar  ía  intervención  mencionada  en  el 
art.  794  (5)  del  Código,  el  Capitán  del  buque  podrá  solicitarla  por 
escrito,  y  el  Juez  la  acordará  de  la  manera  que  produzca  el  menor 
vejamen  posible. 

Art.  2120.    Cuando  proceda  la  fianza  del  valor  en  el  carga- 


'1]    Sustituido  este  artículo  por  el  822  del  nuevo  Oódigo. 


Bata  referencia  y  la  siguiente  al  art.  977,  corrcHponden  hoy  al  art.  824  del  nuevo 
Oódiafo. 

fSj  Hoy  687  del  nuevo  CM\go,  debiendo  tenerse  en  menta  que  éste  exige  para,  el  aban- 
dono del  cargamento,  si  consisticire  en  líquidos  y  se  hubieren  derramado,  que  no  quede 
en  los  envases  sino  una.  cti'irtfi  parte  de  sk  contenido. 

[i]    Véase  la  Nota  del  artículo  anterior. 

15]  En  vez  del  art.  794  del  Código  antiguo  se  observara  el  666  del  vigente,  que  no 
autoriza  la  intervención  sino  el  depósito  de  las  mercaderías  en  caso  de  desconfianza  del 
Capitán  respecto  al  pago  de  fletes,  gastos  y  derechos. 
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mentó,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  805  (1)  del  Código,  el  Ca- 
pitán lo  solicitará  del  Juez,  acompañando  á  su  escrito  la  docximen- 
tación  de  la  que  resulte  dicho  valor.  ' 

Art.  2121.  El  Juez,  en  vista  del  escrito  y  documentos  pre- 
sentados, acordará  si  procede  ó  no  la  ñanza,  y  caso  íifinnativo  la  fi- 
jará en  la  cantidad  y  en  la  calidad  que  reclame  el  Cai)itán  del  buque. 

Si  fuere  en  metálico  se  depositará  inmediatament<í  en  la  forma 
abordada  en  el  art.    2090. 

TITULO  VI 

De  la  enajenaci&ii  y  apoderamiento  de  e/ectoa   amic reíales  en  casos 

urgentes^  y  de  la  recomposición  de  naves, 

Art.  3122.  En  los  casos  previstos  en  los  artículos  151^  598^ 
608^  6U,  6Uj  ^^^-^j  7'S><9*  <^-^7  ^'^<'>\  '^^'.9,  985 j  990  y  991  (2)  del  Códi- 
go, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Siempre  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar 
tí  culos  Í5i,  978  y  979  (^3)  del  Código  haya  que  proceder  á  la  venta 
de  efectos  que  se  hubieren  averiado  ó  cuya  alteración  haga  urgente 
su  enajenación,  el  comisionista  á  cuyo  cargo  se  hallen,  ó  el  Capitán 
del  buque  que  los  conduzca,  la  solicitará  del  Juez,  expresando  el 
número  y  clase  de  los  efectos  que  hayan  de  venderse.  Se  acompa- 
ñará en  su  caso  un  estado  firmado  por  el  Capitán  del  buque  que 
demuestre  las  existencias  que  haj^a  en  caja  y  se  ofrecerá  informa- 
ción acerca  de  las  gestiones  que  haj'a  hecho  para  hallar  quien  le 
prestara  á  la  gruesa  la  cantidad  necesaria  y  su  ningún  resultado. 

Segunda.  Presentada  la  solicitud,  sin  perjuicio  de  que  en  su 
(*aso  se  pnictique  la  información  mencionada  en  la  regla  anterior,  el 
Juez  nombrará  en  el  acto  perito  que  reconozca  los  géneros  en  aquel 
mismo  día  ó  á  más  tardar  en  el  siguiente. 

Tercera.  Acredita<lo  por  la  declaración  pericial  el  estado  de 
los  géneros,  si  resultare  ser  necesaria  ki  venta,  practicada  que  haya 
sido  en  su  caso  la  información,  el  Juez  dictará  auto  ordenando  su 
tasación  y  venta  en  pública  subasta,  adoptando  las  medidas  que 
sean  conducentes  para  darle  la  mayor  publicidad  i)0sible,  teniendo 
para  ello  en  cuenta,  no  solo  el  A^aloi-  de  los  efect-os,  sino  también  la 
mayor  ó  menor  urgencia  de  la  A^nta,  st^gúu  su  estado  de  conser- 
vación. 

Cuarta.  La  venta  de  efectos  procedentes  de  naufragio  se  suje- 
tan!, según  los  casos,  á  los  trámites  expresíulos  ími  las  reglas  ante- 
riores. El  Juez  que  haya  maiulado  depositarlos  ordenará  de  oficio 
su  venta  cuando  así  proceda. 

Quinta.  Cuando  la  cantidad  producto  de  la  vent-a  no  haya  tle 
tener  aplicación  inmediata,  se  depositará  en  la  forma  pi^venida  en  el 

[  1 »    Hoy  713  dvl  COdigo  vigo n te. 

yp  Equivalen  eom^latlvainonte  il  estos  artículos  del  Código  de  182»,  loe  289,  578, 
ftTv»,  5^2,  611,  «l«,  688,  667.  ti68,  S24.  842,  844  y  845  del  nuevo  Códiffo,  eorreepondiendo  lOB  824  y 
Mr>  de  (kste  A  los  978  y  ííTU  y  í»iHí  y  Wl  respeetivaniente  de  aquél. 

[8J    Véase  NoU\  del  artículo  anterior. 


481 

art.  2O90  á  disiiosieión  de  quien  corresponda,  deducido  el  importe  de 
to<ia  claae  de  ir^stos. 

Sexta.  Para  acreditarla  neoesídad  de  vender  nua  nave  que  en 
vi^e  se  haya  inntilijsado  para  la  navegación  y  no  pneda  ser  rehabilita- 
da pa^ra  continuarlo,  su  Capitán  ó  Maestre  solicitará  del  Jues  que  sea 
reconocida  por  peritos.  Ai  escrito  en  que  lo  pida  aeompafiará  el 
actet  ele  visita  6  fondeo  de  la  nave,  á  que  se  refiere  el  art.  6J18  (1) 
del  Código,  y  el  diario  de  navegación,  para  que  el  actuario  extien. 
da.  en  los  autos  testimonio  de  él. 

El  nombramiento  de  los  peritos  se  hará  en  la  forma  determina- 
da en  el  art.  2109,  y  si  de  la  declaración  pericial  resultara!  acredi- 
tados ambos  extremos,  el  Juez  decretará  la  venta  con  las  formali- 
dades establecidas  en  el  art.  608  (2)  de  dicho  Código.  La  cantidad 
qne  produzca  la  subasta,  deducidos  los  gastos  de  toda  clase,  se  de- 
positará como  en  el  caso  previsto  en  la  regla  anterior. 

Séptima.  En  todos  los  casos  á  que  se  refieren  las  r^las  ante- 
riores, cuando  en  la  primera  subasta  no  ha3ra  jKXstor  ó  las  posturas 
beclias  no  cubran  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación,  se  anuncia- 
rá por  igual  término  una  s^unda  ó  sucesivas  subastas,  con  el  20 
X>or  100  de  rebaja  en  cada  una. 

Octava.  Cuando  una  nave  necesite  rei>aración  y  alguno  de  los 
partícipes  no  consienta  en  que  se  haga  ó  no  provea  de  los  fondos 
necesarios  x>ara  ello,  el  que  la  conceptúe  indispensable  acudirá,  al 
Jaez  pidiendo  que  se  reconozca  la  nave  por  peritos. 

Beconocida  ésta  por  los  que  nombren  el  reclamante  y  su  oposi- 
tor, y  tercero  en  caso  de  discordia,  resultando  necesaria  la  reoom- 
posición,  el  Juez  mandará  requerir  al  que  no  haya  ai>ortado  los 
fondos  para  que  lo  verifique  en  el  término  de  ocho  días,  bajo  aper- 
cibimiento de  que  no  haciéndolo  se  verá  privado  de  su  parte, 
abonándole  sus  copartícipes  por  justiprecio  el  valor  que  tuviera  an- 
tes de  la  reparación. 

SKte  justiprecio  se  hará  por  los  mismos  peritos  que  hayan  re- 
conocido la  nave;  y  la  cantidikl  fijada,  si  no  la  quisiere  recibir  el 
condnefio  de  aquélla,  será  depositada  á  su  disposición  en  la  forma 
prevenida  en  las  rielas  anteriores,  reservándole  la  acción  que 
pueda  corresponderle  para  que  la  ejercite  en  el  jnieio  que  proceda 
según  la  cuantía. 

!N'ovena.  Cuando  un  Capitán  de  buque,  conforme  á  lo  ^g. 
pnesto  en  los  artículos  6JU  y  826  (3)  del  Código,  necesite  obte> 
ner  licencia  judicial  para  contraer  un  préstamo  á  la  gruesa,  deberá 
solicitarlo  haciendo  una  información  ó  presentando  documentos 
que  justifiquen  la  urgencia,  y  no  haber  podido  encontrar  fondos 
por  los  medios  enumerados  en  el  primero  de  los  articnloB  citados 
Además  pedirá  al  Juez  que  nombre  un  perito  que  reconozca  \a  nave  v 

íl]    Hoy  612  del  Código  vigente. 

[2]    Elsta  cita  corresponde  al  579  del  nuevo  Código. 

(3)    Reftindldoe  hoy  en  el  611,  nüm.  4o.  del  nuevo  Código. 
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fije  la  cantidad  necesaria  para  reparaciones,  rehabilitación  y  aprovi- 
sionamiento (1).  ' 

El  Jnez,  en  vista  de  la  declaración  pericial,  mandará  publicar 
dosannncios,  que  se  fijarán  en  los  sitios  de  costumbre  é  insertarán 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  donde  le  hubiere,  ó  en  la 
Guceta  del  Gobierno  general,  y  en  ellos  se  consignará  sucintamen- 
te la  pretensión  del  Capitán  de  la  nave  y  la  cantidad  que  el  peri- 
to haya  fijado. 

Concedida  por  el  Juez  la  autorización  para  contraer  el  présta- 
mo, si  á  pesar  de  ello  el  Capitán  no  encontrare  la  cantidad  necesa- 
ria, podi^  pedir  la  venta  de  la  parte  de  cargamento  que  fuere  indis- 
I)ensable. 

Esta  venta  se  hará,  previa  tasación  de  peritos  nombrados,  confor- 
me á  lo  prescrito  en  el  art.  2109,  y  en  subasta  pública,  anunciada  y 
verificada  con  las  formalidades  oiíienadas  en  las  reglas  anteriores. 

Décima.  En  el  caso  de  que  el  Capitán  de  un  buque  se  haya 
creído  obligado  á  exigir  de  los  qne  tengan  víveres  por  su  cuenta 
particular  que  los  entrenen  para  el  consumo  común  de  todos  los 
que  se  hallen  á  bordo,  y  los  dueños  de  los  mismos  no  se  couformen 
con  que  haya  existido  aquella  necesidad  ó  C/On  el  precio  á  que  el 
Capitán  quierar  pagar  los  víveres,  tanto  el  uno  como  los  otros,  para 
hacer  constar  los  hechos,  podrán  promover  una  información  judi- 
cial en  el  primer  puerto  á  donde  arriben. 

Prestada  la  información,  el  Juez  oirá  á  los  interesados  en  una 
comparecencia,  y  si  en  ella  no  se  avinieren  respecto  al  precio  á  que 
el  Capitán  haya  de  abonar  los  víveres,  dará  por  terminado  el  acto, 
con  reserva  á  sus  dueños  de  la  acción  que  les  corresponda  para  que 
la  ejerciten  en  juicio  contencioso. 

Si  el  interés  que  se  litigare  en  esta  cuestión  no  excediere  de 
1000  pesetas,  .se  sustanciará  enjuicio  verbal;  si  excediere,  se  sujeta- 
rá su  tramitación  á  la  establecida  para  los  incidentes. 

Undécima.  Si  el  fletante  quiere  ha<eer  uso  del  derecho  que  le 
concede  el  art.  798  (2)  del  Código,  pedirá  al  Juez  que  se  requiera 
al  consignatario  para  que  pague  en  el  acto  la  cantidad  que  le  adeu- 
de por  fletes  y  si  no  lo  verifica,  que  se  proceda  á  la  venta  judicial 
de  la  parte  necesaria  de  la  carga  en  subasta  pública  y  por  los  medios 
establecidos  en  las  reglas  precedentes. 

Hecho  qne  sea  el  requerimiento,  si  el  consignatario  no  verifica 
el  pago,  el  Juez  ordenará  que  se  constituya  en  depósito  la  parte 
de  carga  necesaria,  la  cnal  será  designada  por  peritos  nombrados 
por  los  interesados,  y  tercero,  qne  el  Juez  sorteará  en  caso  de  dis- 
cordia. 

Si  hecha  la  venta,  su  producto  no  alcanzara  á  cubrir  la  canti- 
dad adeudada,  á. instancia  del  fletante  y  con  las  mismas  formalida- 
des podrá  ampliarse  dicho  depósito  y  venta  sucesiva. 

En  el  caso  de  que  el  consignatario  se  opusiere,   se  depositará  el 

(1)  Véase  el  art.  583  del  Código  de  Comercio  vigente. 

(2)  Hoy  art.  667  del  Código  vigente. 
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precio  de  la  reuta  en  el  establecimiento  desAiiiado  al  décto,  hasta 
que  en  el  juicio  correspondiente  se  decida  si  procede  ó  no  el  pago. 

Deberá  presentar  la  demanda  en  el  término  de  20  días,  sustan- 
ciándose el  juicio  con  arreglo  á  lo  prescrito  para  los  incidentes. 
Trascurrido  dicho  término  sin  que  se  hubiere  presentado  la  deman- 
da, el  Juez  de  oficio  alzará  el  depósito  y  entregará  al  fletante  la  can* 
tidad  que  se  le  deba. 


TITULO  vn 

De  otros  actos  de  comercio  que  requieren  la  intervención  judicial  peren- 
toria 

Art.  2123.  En  el  caso  á  que  se  refiere  el  art  S07  (1)  del  C<i- 
digo,  los  socios  que  creyeren  que  el  encargado  de  administrar  y  lle- 
var la  firma  usa  mal  de  estas  facultades,  y  quisieren  nombrarle  un 
co-administrador,  present^arán  escrito  al  Juez  pidiendo  se  reciba  in- 
formación sobre  el  particular,  y  acreditado  el  mal  uso  que  su  conso- 
cio hiciere  de  dichas  facultades,  que  se  nombre  co-administrador  á 
la  persona  que  designen. 

Del  anterior  escrito  se  acompañará  copia,  la  que  será  entrega- 
da al  socio  administrador  en  el  acto  de  la  citación. 

Art.  2124.  M  socio  administrador  x>odrá  hacer  en  los  mismos 
antoH  la  contra  información  que  juzgue  procedente,  y  presentar  los 
documentos  que  acrediten  su  buena  gestión  comerciaL 

Art.  2125.  Practicada  la  información  ó  informaciones,  el  Juez 
oirá  á  los  interesados  en  una  comparecencia,  y  según  el  resultado 
de  estas  actuaciones  dictará  auto  acordando  haber  ó  no  lugar  al 
nombramiento  de  co-administrador. 

Art.  2126.  Bi  se  acordare  haber  lugar  á  dicho  nombramiento, 
lo  hará  el  Juez  á  fovor  de  la  iiersona  designada  por  los  socios  que  lo 
hubieren  solicitado. 

Si  el  socio  administrador  alegare  fundados  motivos  de  oiK>8Ícióu 
á  la  persona  propuesta^  se  citará  &  los  interesados  á  nueva  compa- 
recencia, y  no  i>oniéndose  en  ella  de  acuerdo,  recaerá  el  nombra- 
miento en  otra  persona  nuevamente  designada  por  los  mismos  socios. 

Art.  2127.  Todo  socio  que  quiera  usai-  del  derecho  que  le 
conceden  los  artículos  308  y  810  (2)  del  Código,  ó  de  los  de  igual 
índole  que  resultaren  del  contrato  ó  de  los  reglamentos  sociales,  si 
no  lo  consintiere  el  administrador,  podrá  acudir  por  escrito  al  Juez, 
y  éste  ordenará  que  en  el  acto  se  le  pongan  de  manifiesto  los  libros 
y  documentos  de  la  Sociedad  que  quiera  examinar. 

Si  el  socio  administrador  resistiere  en  cualquier  forma  la  exhi- 
bición, el  Juez  acordará  las  providencias  necesarias  para  compelerle 
hasta  conseguirla. 


'  1 ;    Hoy  art.  182  del  nuevo  Código. 

(2)     Esta  referencia  se  entiende  hoy  6,  los  arta.  133, 150  y  158  del  nuevo  Código. 
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Art*  2128*  Cuando  á  algún  participe  en  la  propiedad  de  una 
nave  le  convenga  hacer  uso  del  derecho  de  tanteo  á  que  se  refiere  el 
art.  612  (1)  del  Código,  ó  trate  de  precaverlo  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  613,  bastará  que  requiera  dentro  del  término  l^al 
al  vendedor  ó  á  sus  copartícipes  por  medio  de  acta  notarial,  consig- 
nando en  el  primer  caso  en  x>oder  del  Notario  la  cantidad  precio  de 
la  venta. 

Art.  3129.  En  cualquiera  de  los  casos  previstos  en  lo^  artícu- 
los 751,  752j  753,  75Í,  760  y  761  (1)  del  Código,  producida  que  sea 
la  queja  ante  el  Juez,  éste,  previa  información  sumaria,  adoptará  la 
resolución  que  proceda,  mandando  que  se  requiera  para  que  la  eje- 
cuten al  Capitán  de  la  nave  y  demás  personas  que  corresponda. 

Art.  2130.  El  Capitán  de  buque  que  afín  de  salvar  su  res- 
ponsabilidad en  caao  de  siniestro  quisiere  abrir  las  escotillas  para 
hacer  constar  la  buena  estiva  del  cargamento,  solicitará  para  ello 
licencia  judicial,  y  designará  desde  luego  el  perito  que  por  su  parte 
haya  de  asistir  al  acto. 

Art*  2131.  Presentada  la  solicitud,  el  Juez  mandará  requerir 
á  los  cargadores  y  consignatarios,  si  estuvieren  en  la  localidad,  y  en 
su  defecto  al  Ministerio  fiscal,  para  que  nombren  otro  perito.  Hecho 
el  nombramiento  de  los  peritos,  otorgará  la  licencia  solicitada. 

Art.  2132.  La  apertura  de  las  escotillas  se  hará  á  presencia 
del  actuario,  de  los  peritos  y  del  Capitán  de  la  nave,  pudiendo  asis- 
tir los  cargadores  y  consignatarios:  y  reconocido  que  fuere  el  carga- 
mento por  los  peritos,  se  extenderá  la  correspondiente  acta,  que  Aja- 
marán todos  los  concurrentes. 

Si  los  peritos  no  estuvieren  conformes,  el  Juez  sorteará  un  ter- 
cero. 

Art«  3133.  Terminadas  las  actuaciones,  si  el  Capitán  tuvie- 
re que  hacer  uso  de  ellas  en  otro  puerto,  se  le  entregarán  originales. 

Art.  2134*  En  los  casos  en  que  el  Capitán  de  una  nave  tenga 
que  hacer  constar  las  causas  de  las  averías,  arribada  forzosa,  nau- 
fragio ó  cualquier  otro  hecho  por  el  cuál  pueda  caberle  responsabi 
lidad  si  no  hubiere  obrado  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  Código 
de  Comercio,  presentará  al  Juez  un  escrito  solicitando  que  se  reci- 
ba declaración  á  los  pasajeros  y  tripulantes  acerca  de  la  certeza  de 
los  hechos  que  enumere. 

A  dicho  escrito  acompañará  el  diario  de  navegación. 

Art.  2135.  El  Juez,  en  su  vista,  recibirá  la  información  ofre- 
cida, y  mandará  testimoniar  del  libro  de  navegación  la  parte  que  se 
refiera  al  suceso  y  sus  causas,  entregando  después  al  Capitán  las 
actuaciones  originales. 

[1]  Este  artículo  y  el  618  también  citado  en  el  texto,  han  sido  sustitnídoe  por  el  b(- 
SUiente  del  nuevo  Cddlgo  que,  literalmente  dice:  *'Arí,  676.  Los  partícipes  en  la  propie- 
dad de  un  buque  gozarán  del  der^ho  de  tanteo  y  retracto  en  las  ventas  hechas  ft  extra- 
nos;  pero  sólo  podrán  utilizarlo  dentro  de  los  nueve  días  Mi^uientes  &  la  inscripción  de  la 
venta  en  el  Registro,  y  consignando  el  precio  en  el  acto." 

[2j    Estos  artículos  equivalen  &  los  689,  670,  872  y  674  del  nuevo  Código. 


485 

TITULO    VIII 
Del  nombramiento  de  arbitros,  y  del  de  periton  en  el  contrato  de  seguros 

(Los  artículos  2136,  2137  y  2138,  hoy  derogados,  se  descartan  del  texto 
insertándose  en  el  Apéndice  V.) 

Art.  21304  Cuaüdo  se  trate  de  hac/er  el  nombramiento  de  pe- 
ritoe  que  previene  el  art.  S79  (I)  del  Ci'xiigo  para  ej  caso  de  haber- 
se estipulado  el  aumento  del  precio  del  seguro,  se  designara  uno  por 
cada  interesado. 

Esta  designación  se  hará  por  escrito,  al  que  se  acompañará  la 
póliza  del  seguro. 

Aft.  2Í40«  Si  los  peritos  no  estuvieren  conformes,  el  Juez 
sorteará  un  tercero. 

Art*  214L    Fijada  la  cantidad  en  que  haya  de  consistir  el  au- 
mento del  seguro,  el  Juez  ordenará  que  se  haga  saber  á  quien  corres 
ponda. 

Art.  2142.  En  los  casos  en  que  por  electo  del  contrato  de  se- 
guros sea  necesario  hacer  constar  judicialmente  el  siniestro,  tasar  la 
cuantía  del  mismo  y  vender  los  efectos  que  por  consecuencia  de  él  ha- 
yan sufrido  avería,  se  practicará  lo  dispue^^tx)  para  otros  análogos 
en  los  títulos  anteriores  (2). 

DIíáPOSlClÓN    FINAL 

Art.  2143,  Quedan  derogadas  t^xlas  las  leyes,  Reales  decre- 
tos, reglamentos  y  ordenes  en  que  se  hayan  dictado  reglas  para  el 
[Enjuiciamiento  civil. 

Se  exceptúan  de  esta  dis^Hwición  las  r^las  de  procedimiento 
civil  establecidas  por  la  ley  Hipotexíaria  y  demás  leyes  espex;iales. 


(1 )     EstA  referencia  corresponde  hoy  al  art.  767  del  nuevo  Código. 

(2;  "La  valuación  de  los  daflos  causados  por  el  incendio,  se  ñiará,  tior  Ti«>fitnR  ttn  U 
forma  establecida  en  la  pólü»,  por  convenio  que  celebren  la«  partes,  ó,  en  stfdS^  cxin 
arredilo  &  lo  dispuesto  por  la  Ley  de  EiUaiclami^nto  C^viL"  AiT.¿MaW^m^ 
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EXPOSICIÓN 

SEÑOR:  Publicada  en  la  Gaceta  de  Madrid  en  los  últimos 
días  del  anteiior  Setiembre,  en  virtud  del  Real  decreto  de  25  del 
mismo  mes,  la  ley  reformada  para  el  Enjuiciamiento  civil  que  ha 
de  regir  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  desde  el  día  19  del  año 
próximo  de  1886,  el  Ministro  que  suscribe  considera  deber  suyo  el 
propone!*  á  V.  M.  las  siguientes  disposiciones  y  reglas  sencillas  que, 
&  semejanza  de  lo  que  repetidamente  se  ha  practicado  en  análogas 
ocasiones,  hagan  í^il  y  expedito  el  tránsito  de  la  legislación  anti- 
gua  á  la  nueva. 

Con  tal  propósito,  y  de  acuerdo  con  la  Comisión   Codificadora  ' 
de  Ultramar,  tiene  el  honor  de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el 
adjunto  proyecto  de  decr.eto. 

Madñd  27  de  Octubre  de  1885. 


SEÑOR: 

A.  li.  R.  p.  de  v.  M. 

MANUEL    AGUIRHE    DE    TEJADA. 


REAL    DECRETO 

Para  que  tenga  el  más  expedito  y  oportuno  cumplimiento  la 
aplicación  de  la  ley  reformada  de  Enjuiciamiento  civ^il  que  ha  de 
empezar  á  regir  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  el  día  19  del  año 
próximo,  conformándome  con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Ul- 
tramar, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  lo.  Los  pleitos  pendientes  el  día  de  la  publicación 
de  este  Real  decreto  en  las  Gacetas  oficiales  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto  Rico,  y  los  que  se  incoasen  desde  dicho  día  hasta  lo  de  Ene- 
ro de  1886,  en  que  empezará  á  regir  en  ellas  la  ley  reformada  para 
el  Enjuiciamiento  civil,  continuarán  sustanciándose  en  la  instancia 
en  que  se  hallen  ó  se  sustanciarán  conforme  á  las  siguientes  reglas: 

Primera.  Los  Tribunales  y  Jueces  convocarán  á  una  compa- 
recencia á  las  partes  interesadas  en  los  litigios  pendientes  j  á  las 
que  parezcan  serlo  en  las  demandas  que  se  incoaren  desde  la  publi- 
cación de  este  Real  decreto  en  las  mencionadas  Gacetas. 

Segunda.  En  el  primer  caso,  la  sustanciación  se  acomodará  á 
la  nueva  ley  cuando  todos  los  litigantes  de  común  acuerdo  lo  pidie- 
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ren.     No  habiendo  acuerdo  unánime  continuará  el  procedimiento 
con  sujeción  á  la  vigente  en  la  actualidad. 

Tercera.  En  el  segundo  caso,  si  no  hubiere  acuerdo  entre  las 
pai'tes  interesadas,  los  Jueces  darán  á  las  demandas  la  sustanciación 
que  corresponde  según  la  ley  en  la  actualidad  vigente.  No  presen- 
tándose el  demandante  ó  el  demandado,  el  que  compareciere  elegirá 
el  procedimiento  que  deba  darse  á  la  primera  instancia,  conforme  f 
una  ú  otra  ley.  No  compareciendo  ninguno  se  ajustará  el  procedi- 
miento á  la  nueva  Jey. 

Art.  2o.  Terminada  la  primera  instancia,  cuando  se  haya  sus- 
tanciado por  el  procedimiento  hoy  vigente  en  los  casos  á  que  se  con- 
traen las  reglas  anteriores,  si  se  interpusiere  apelación  de  la  senten- 
cia definitiva  que  en  ellas  se  dicte,  se  acomodará  la  segunda  instan- 
cia á  los  preceptos  de  la  nueva  ley. 

Art.  3o.  Los  pleitos  que  se  encuentren  en  el  período  de  ejecu- 
ción de  sentencia  al  publicarse  en  Cuba  y  Puerto  Rico  este  Real  de- 
creto, se  sustanciarán  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  nueva 
ley.  Exceptúanse  aquellos  en  que  estuviere  interpuesta  uua  apela- 
ción en  ambos  efectos  y  este  recurso  procediere  en  uno  sólo,  según 
la  nueva  ley,  en  cuyo  caso  se  sustanciará  conforme  á  lo  prevenido 
en  la  ley  vigente. 

Art  4o.  Los  Procuradores  que  tengan  poder  para  pleitos  po- 
drán concurrir  á  las  comparecencias  á  que  se  refiere  el  art.  lo.,  y 
acordar  en  nombre  de  sus  representados  lo  que  estimen  conveniente 
sobre  el  procedimiento  que  se  haya  de  seguir. 

Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco. 

Alfonso 

El  Ministro  de  ültrainai*, 

Mamirel  Aguirrc  de  T^adn. 


APÉNDICES 
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APÉNDICE  PRIMERO 

ORGANIZACIÓN  JUDICIAL 


Orden  núnu  il  de  H  de  Abril  de  1899  sobre  credción  y  or^anizaeión 

del  Tribunal  Supremo  (1 ) 

T.  Se  crea  por  el  presente  Decreto  un  Tribunal  que  se  denominará- 
Supremo,  que  na  de  residir  en  la  Capital  de  la  Isla  y  que  ejercerá  su  ju- 
risaicción  en  todo  el  territorio  cubano,  sin  que  pueda  haber  ot^o  con  igual 
título,  carácter  ni  categoría. 

II.  El  Tribunal  Supremo  se  compondrá  de  un  Presidente,  dos  Presi- 
denta del  Tribunal,  dos  Secretarios  ae  Sala,  ocho  Magistrados,  un  Fiscal, 
dos  Tenientes  Fiscales,  un  Secretario  del  Trifcunal,  dos  Secretarios  de  Sala, 
y  demás  personal  subalterno  que  luego  se  enumerará  (2). 

III.  El  personal  subalterno  estañ  constituido  por  tres  oficiales  y  tres 
escribientes  de  Secretaria,  tres  alguaciles,  un  portero  y  dos  mozos  de  lim- 
pieza que  se  asignan  al  Tribunal,  dos  escribientes  y  un  alguacil  para  la  Fis- 
calía. 

IV.  Será  una  sola  la  Sala  de  Justicia  del  Tribunal^  compuesta  del 
Preysidente  y  los  seis  Magistrados  (3).  La  Sala  necesitará  por  lo  menos  de  cinco 
Magistrados  para  dictar  autos  y  sentencias,  y  de  tres  para  dictar  providen- 
cias. En  los  recursos  contra  sentencias  que  llevaren  consigo  condenas  de 
muerU^  6  penas  perpetuas,  6  cuando  el  Fiscal  6  la  parte  acusadora  solicita- 
ren la  imposición  de.  alguna  de  estas  penas,  la  Sala  se  compondrá  necesa- 
riamente de  siete. 

Todas  las  resoluciones  se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  los  votos  que 
concurran  á  acordarlas.  En  los  casos  de  discordia,  se  estará  á  lo  que,  sobre 
el  particular,  disponen  las  leyes  procesales. 


( 1 ;  Salvo  los  casos  de  modiflcacióa  6  derogación  expresa  de  las  disposiciones  de  esta 
Orden  y  de  las  demás  que  forman  estos  Apéndices,  no  hacemos  en  ellas  alteración  algu- 
na* debiendo  consultarse  con  referencia  A  la  presente  la  núm.  96  de  1902  comprendida  en 
la  letra  B  de  este  Apéndice. 

[21  EiSte  artículo  ha  sido  reformado  según  lo  insertamos^por  la  Orden  95  de  1902.  Véase 
letra  B  de  este  Apéndice. 

[3]  El  art.  III  de  la  Orden  96,  citada  en  la  nota  anterior,  modifica  Ia>s  disposiciones  de 
«íste  artículo  en  la  parte  que  subrayamos. 
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V.  Cuando  por  recusación  ó  cualquier  otro  motivo  esté  impedido  de 
funcionar  un  Magistrado  ó  más  de  uno,  si  el  número  de  los  que  quedaren  no 
fuere  suficiente  para  dictar  lá  resolución  de  que  se  trate,  suplirán  por  su  or- 
den: el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  los  Presidentes  de  Sala  y 
los  Magistrados  de  la  misma.  Entre  los  de  igual  categoría  se  preferirá  el 
más  antiguo;  y  en  caso  de  antigüedad  igual,  al  de  mayor  edad,  tíste  último 
criterio  se  aplicará  también  á  los  casos  en  que  haya  de  sustituirse,  dentro  del 
mismo  Tribunal  Supremo,  á  su  Presidente  ó  á  su  Fiscal.  Si  se  tratare  de 
recursos  contra  un  mllo  en  el  que  alguno  de  los  ^ue  hayan  de  suplir  hubiere 
concurrido  á  dictarlo  ó  intervenido  en  la  tramitación  del  juicio  en  que  re- 
caiga, suplirá  aquel  que  en  el  expuesto  orden  le  siga,  absteniéndose  de  toda 
intervención  en  el  recurso  el  funcionario  en  el  que  alguna  de  tales  circuns- 
tancias concurra. 

VI.  Para  dirimir  discordias,  si  se  tratare  de  providencias  dictadas  por 
menos  de  cinco  Jueces,  se  constituirá  la  Sala  con  su  dotación  normal,  y 
cuando  haya  ocurrido  la  discordia  en  Salas  así  constituidas  ó  se  tratare  de 
autos  y  sentencias,  ae  aplicará  lo  dispuesto  en  el  artículo  LXXIX  de  la  Or- 
den núm.  92,  serie  de  1899,  con  la  modificación  de  que  los  dirimentes,  cuan- 
do la  concurrencia  de  ellos  sea  necesaria,  han  de  serlo  el  Presidente  del  Tri- 
bunal y  el  de  la  Sala  en  la  que  no  hubiera  ocurrido  la  discordia,  caso  de 
no  estar  impedidos,  y  en  est^  caso  los  demás  Magistrados  del  Tribunal  por 
orden  de  antigüedad  y  en  su  defecto  los  que  deban  sustituirlos  conforme  al 
artículo  V  (1). 

DE  liA  CX>NSTITUCIÓN  Y   ATRIBUCIONES  DEL  TRIBUNAL.  SUPREMO 

VII.  El  Tribunal  se  constituirá  en  Sala  de  Justicia  ó  en  Sala  de  Gro- 
bierno.  Corresponde  al  Tribunal  Supremo  constituido  en  Sala  de  Justicia 
e\  conocimiento  de  los  asuntos  siguientes: 

lo.  De  las  causas  que,  expresa  y  limitativamente,  atribuyan  en  lo  ade- 
lante á  su  conocimiento  las  leyes. 

2o.  De  las  causas  seguidas  contra  el  Presidente,  Fiscal,  Magistrados  y 
Tenientes  Fiscales  del  Tribunal  mismo. 

3o.  De  las  seguidas  contra  el  Presidente,  Presidentes  de  SaJa,  Magistra- 
dos, Fiscales  y  Tenientes  Fiscales  de  las  Audiencias. 

4o.  De  las  seguidas  contra  el  Secretario  y  oficiales  de  Sala  del  mismo 
Tribunal  Supremo  por  delitps  que  hubieran  cometido  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

5o.  De  las  causas  seguidas  contra  los  Secretarios  de  Despacho  del  Go- 
bierno Militar  de  la  Isla  y  contra  los  Gobernadores  civiles  de  provincias. 

En  los  cinco  casos  precedentes  cohocerá  en  única  instancia  y  en  juicio 
oral  y  público.  El  propio  Tribunal  designará  un  Magistrado  de  Audiencia 
en  especial  comisión  para  instrucción  del  sumario. 

6o.  De  los  juicios  de  responsabilidad  civil  contra  el  Presidente  y  Magis- 
trados del  propio  Tribunal  Supremo,  ó  Presidenta,  Presidentes  de  Sala  y 
Magistrados  de  las  Audiencias. 

7o.  De  los  incidentes  de  recusación  del  Presidente  del  Tribunal  y  de 
uno  ó  más  Magistrados  del  mismo. 

En  los  dos  casos  precedentes  conocerá  en  la  forma  ordenada  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  Civil. 

8o.  De  las  cuestiones  de  acuniulticít'nró  de  competencia  que  se  susciten 
entre  Jueces  y  Tribunales  que  no  tengan  otro  superior  común. 

9o.  De  los  recursos  de  queja  contra  los  autos  en  que  se  deniegue  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal  ó  por 
quebrantamiento  de  forma. 

10.  De  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal 
que  hubiesen  sido  admitidos. 


[11    Reformado  este  artículo  conforme  lo  insertamos,  por  la  Orden  05  de  1901.  V.  Nota 
antenor  * 
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11.  De  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  hu- 
biesen sido  admitidos. 

12.  De  las  cuestiones  de  fondo  cuando  se  hubiere  declarado  con  lugar  el 
recurso  interpuesto  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal. 

Lo  dispuesto  en  los  cinco  precedentes  pári-afos,  se  entenderá  así  en  lo 
que  se  refiere  á  asuntos  civiles  como  criminales,  salvo  en  lo  que  concierne  á 
la  casación  por  infracción  de  doctrina  legal,  privativa  de  los  asuntos  de  ca- 
rácter civil. 

13.  De  los  recursos  de  casación  interpuestos  contra  las  sentencias  de 
amigables  componedores. 

14.  De  los  recui-sos  de  revisión  asi  en  materia  civil  como  criminal  ó 
contencioso-adminlstrntiva. 

15.  Del  cumplimiento  de  sentencias  pronunciadas  por  Tribunales  ex- 
tranjeros con  arreglo  á  los  Tratados  y  á  las  leyes  que  continúen  vigentes  y 
que  se  celebren  ó  dicten  en  lo  sucesivo.  Se  exceptúa  el  caso  de  que,  en  los 
Tratados  que  se  celebren,  se  atribuya  su  conocimiento  á  otros  Tribunales. 

16.  De  los  incidentes  sobre  si  debe  concederse  audiencia  en  rebeldía  al 
litigante  condenado  por  el  propio  Tribunal  Supremo. 

17.  Del  procedimiento  para  la  extradición,  cuando  conociere  de  la  cau- 
sa el  mismo  Tribunal  Supremo. 

18.  De  las  apelaciones  de  sentencias  dictadas  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  asuntos  coutencioso-administrativos,  asi  como  también  de  los 
recui-sos  de  «jueja  contra  los  autos  en  que  se  deniegue  la  admisión  de  una 
apelación  interpuesta  en  estos  asuntos. 

19.  De  cualquier  otro  asunto  de  carácter  judicial,  que  en  lo  adelante 
pudieran  deferir  las  leyes  á  su  especial  competencia. 

VIII.  Corresponderán  al  Tribunal  Supremo,  constituido  en  Sala  de 
Gobierno,  las  facultades  siguientes: 

lo.     /elár  por  la  administración  de  justicia  en  todo  el  territorio  cubano. 

20.  Despachar  todos  los  asuntos  que  por  las  leyes  le  sean  atribuidos  y 
que  no  entren  en  la  comijetencia,  antes  expuesta,  de  la  Sala  de  Justicia. 

3o.  Evacuar  los  informes  que  el  Gobierno  pida  al  Tribunal,  relativos  á 
la  administración  de  justicia,  á  la  organizíición  y  régimen  de  los  Tribunales, 
á  los  asuntos  gubernativos  y  económicos' de  los  mismos;  como,  en  general,  á 
la  promulgación,  derogación  y  reforma  de  las  leyes. 

4o.  Proponer  al  Gobierno  lo  que  considere  necesario  ó  conveniente 
en  lo  relativo  á  los  asuntos  á  que  se  refiere  el  número  anterior. 

5o.  Ejercer  la  jurisdicción  disciplinaria  en  los  casos  que  se  determina 
en  la  Compilación  que  fué  promulgada  en  esta  Isla,  de  las  disposiciones  or- 
gánicas de  la  Administración  de  Justicia  y  en  las  leyes  procesales;  y  en  la 
forma  que  en  estos  preceptos  se  estableí*e. 

6o.  Nombrar  y  separar,  á  propuesta  del  Presidente,  á  los  empleados 
subalternos  del  Tribunal,  salvo  lo  aispuesto  en  el  inciso  12  del  art.  14,  y  en 
el  art.  27. 

7o.  Tendrá  además  la  intervención  que  las  leyes  le  conceden  en  el  nom- 
bramiento, juramento  y  toma  de  posesión  de  los  funcionarios  judiciales. 

8o.  Dictará  disi>osiciones  de  carácter  reglamentario,  para  la  marcha  y 
orden  interior  del  Tribunal,  así  como  para  detemiinar  el  traje  que  sus  ftuí- 
cionarios  han  de  usar  en  actos  oficiales. 

IX  La  Sala  de  gobierno  se  c/)mp<Mi(lrá,  como  la  de  Justicia,  del  Presi- 
dente y  Magistrados  del  Tribunal;  pero  además  asistirá  siempre  á  ella  el 
Fiscal  y  Teniente  Fiscal  que  deba  sustituirle,  con  voz  y  voto;  á  menos  que 
se  trate  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  disciplinaria,  en  cuyos  casos  el  Minis- 
terio Fiscal  se  limitará  á  ejercer  las  funciones  propias  de  su  cargo  y  de 
acuerdo  con  los  preceptos  mencionados  en  el  número  5  del  artículo  anterior. 

X.  Bastará  la  concurrencia  de  cinco  funcionarios  de  los  que  deben  com- 
ponerla, para  que  se  estime  legalmente  constituida  la  Sala  de  gobierno.  Los 
acuerdos  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  entre  los  concurrentes.  En  los  ca- 
sos de  ejercicio  de  la  jurisdicción  'disciplinaria,  el  Fistíal  ó  Teniente  que  le 
sustituya  no  se  contará  entre  los  cinco    que  deben  concurrir  al    acuerdo. 
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XI.  I^as  reuniones  del  Tribunal  Supremo  en  Sala  de  gobierno  tendrán 
lugar  una  vez  por  semana,  ordinariamente^  á  menos  que  no  haya  ningún 
asunto  pendiente,  6  en  los  casos  extraordinarios  en  que  el  Presidente  lo 
juzgue  preciso  y  convocare  al  efecto. 

XII.  En  todo  lo  que  se  refiere  á  la  manera  de  discutir  y  votar,  modo  de 
verificar  las  reuniones,  asistencia  á  ellas,  funciones  del  Secretario,  libros  de 
actas  y  votos  reservados  (1)  y  demás  particulares  concernientes  al  funcionar 
miento  del  Tribunal  en  Sala  de  gobierno,  se  observarán  los  preceptos  con- 
tenidosen  el  Título  X  de  la  Compilación  antes  citada.  Be  exceptúa  el  precep- 
to del  artículo  311  en  lo  que  se  refiere  á  la  asistencia  de  un  Teniente  Fis- 
cíil,  que  cuando  concurra  en  representación  del  Fiscal,  tendrá  voz  y  voto,  co- 
mo queda  dicho  en  el  artículo  IX, 

XTII.    Los  acuerdos  de  la  Sala  de  gobierno  serán  fuiídados,  pero  sin  que 

sea  preciso  darles  la  forma  de  "Resultandos"  y  '^Considerandos",  la  cual 

será  potestativa.    En  los  casos  de  conformidad  con  el  dictamen  escrito   del 

Fiscíil  y  con  los  motivos  en  que  lo  apoye,  bastará  que  se  exprese   la  confor- 

.  midad  en  ambos  puntos. 

DEL  PRESIDENTE  DEL  TRIBUNAL. 

XIV.  La  dirección  superior  del  Tribunal  Supremo  estará  á  cargo  de  su 
Presidente,  al  cual,  en  tal  concepto,  corresponderán  las  siguientes  atribu- 
ciones: 

la.  Reunir  y  presidir  las  Salas  de  gobierno,  Contencioso-administra- 
tivo  y  de  discordia  y  señalar  las  horas  en  que,  en  todo  caso,  han  de  reunir- 
se las  de  lo  Civil  y  Criminal,  teniendo  el  derecho  de  presidir  cualquiera  de 
ellas  cuando  lo  juzgue  conveniente,  en  cuyo  caso  si  estuviera  completo  el 
número  que  debe  constituir  la  Sala,  vacará  el  Magistrado  más  moderno,  si 
no  fuere  el  Ponente,  y  si  lo  fuere  el  que  le  preceda.  Corresponde  también  al 
Presidente  del  Tribunal  designar  los  Magistrados  que  accidentalmente  deban 
completar  alguna  Sala,  conforme  al  artículo  IV  de  esta  Orden  (2). 

2a.  Hacer  cumplir  este  Decreto  y  todas  las  leyes  que  se  refieran  á  fun- 
ciones que.  por  su  cargo,  le  estén  encomendadas. 

3a.  Exponer  al  Gobierno  lo  que  estime  necesario  ó  conveniente  para  la 
más  cumplida  administración  de  justicia. 

4a.    Recibir  y  despachar  la  c<)rrespondencia  oficial. 

5a.  Dar  curso,  con  su  infonne,  á  las  solicitudes,  anejas  y  consultas  que 
el  Tribunal,  ya  constituido  en  Sala  de  justicia  ó  en  Sala  de  gobierno,  y  los 
Magistrados,  auxiliares  y  subalternos  del  Tribunal  mismo  eleven  al 
gobierno. 

6a.  Recibir  las  excusas  de  asistencia  de  los  Magistrados,  auxiliares  y 
subalternos  del  Tribunal. 

7a.  (Cuidar  de  que  todos  los  Magistrados,  auxiliares  y  subalternos  del 
Tribunal  llenen  cumplidamente  sus  deberes  y  comunicarles  Ijvs  órdenes  que 
estime  convenientes  al  desempeño  desús  funciones. 

8a.  Llamar  al  Fiscal  para  hacerle  las  indicacionc^s  (]iie  considere  opor- 
tunas para  la  mejor  administración  de  justicia,  relativas  á  el  y  á  sus  subor- 
dinados, sin  que  se  entienda  directatneute  con  éstos  ni  coarte  la  libertad  de 
acción  del  Ministerio  fiscal.  Cuando  lo  considero  necesario,  podrá  dirijiíse 
al  Gobierno,  manifestando  lo  que,  relativaniente  al  Ministerio  fiscal,  estime 
oportuno. 

9a.  Poner  en  conocimiento  déla  Sala  de  gobieno  la  falta  de  las  Magis- 
trados que  puedan  dar  lugar  á  correcciones  disciplinarias  y  de  la  Sala  de 
Justicia,  como  Tribunal  competente  de  los  delitos  que  cometan  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones. 

10.  Dar  cuenta  al  Gobierno  de  las  vacantes  que  ocurran  en  el  Tribu- 
nal cuíindo  por  el  Gobierno  <leban  nombrarse  los  que  han  de  cubrir  las  pla- 


[1]    Hoy  no  existen,  al  menos  eoii  tal  carácter. 

[2]    Reformado  este  número  por  la  Orden  95,'  citada  en  las  notas  anteriores. 
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zas,  así  como  de  las  que  temporalmente  se  produzcan  por  cualouier  motivo 
que,  por  un  tiempo  apreciable,  aleje  á  algún  funcionario  del  Tribunal  del 
ejercicio  de  sus  mnciones. 

11.  Oir  las  quejas  referentes  á  la  administración  de  justicia  que  le 
presenten  los  interesados  relativaa  Á  asuntos  pendientes  antt>  el  Tribunal 
6  ante  cualquier  Audiencia  por  el  retraso  en  el  despacho;  adoptar  las  pro- 
videncias que  estén  dentro  ae  sos  facultades;  poner  la  queja  en  fonoci- 
naiento  de  la  Sala  de  Justicia  6  de  gobierno;  y  si  se  refiere  á  asunto  pen- 
diente ante  una  Audiencia,  llamar  la  atención  sobre  ella  al  Presidente  de 
la  misma. 

12.  Nombrar  y  set»rar  libremente  los  mozos  de  limpiessa  del  Tribunal. 

13.  Dictar  las  medidas  que  sean  necesarias  ó  convenientes  para  el 
buen  Orden  y  conservación  del  Archivo  y  Biblioteca  del  Tribunal. 

14.  Avisar  al  Tribunal  cuando  no  pudiere  asistir  al  mismo. 

XV.  El  Presidente  del  Tribunal  nunca  será  designado  como  Po- 
nente. 

XVI.  Corresponderá  al  Presidente  del  Tribunal  Supremo  la  facultad 
de  resolver  en  última  instancia  las  apelaciones  que  se  interpongan  contra 
lo  resuelto  por  los  Presidentes  de  Audiencias  en  todos  los  casos  en  que 
éstos  deban  conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  calificaciones  que 
hagan  los  Registradores  de  la  Propi&lad  de  documentos  presentados  al 
Registro,  ya  sean  presentados  por  particulares,  ya  expedidos  por  la  Autoridad 
judicial,  atribuyéndosele  así  por  éste  precepto  las  meultades  que  el  Regla- 
mento de  la  Ley  Hipotecaria  asigna  Á  la  Sección  de  los  Rastros  y  del  No- 
tariado del  Ministerio  de  Ultramar  y  que  fueron  posteriormente  a.signadas  & 
la  respectiva  Sección  de  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación  dej 
Gobierno  General  de  la  Isla  durante  el  régimen  autonómico. 

DEL  SECRETARIO 

XVII.  El  Secretario  lo  será  de  la  Sala  de  Justicia,  de  la  Sala  de  gobier- 
no y  de  la  Presidencia. 

XVIII.  Son  fiznciones  propias  del  Secretíirio: 
lo.     Conservar  el  Sello  del  'rribuual. 

2o.  Sellar  y  registrar  las  cartas  y  despachos  que  mandase  librar  el  Tri- 
bunal, para  lasjiartes  interesadas  ó  de  oñcio. 

3o.  lilevar  un  Registro  exacto,  en  que  estén  copiados  literalmente  los 
documentos  expresados  en  el  número  anterior,  y  no  aar  copia  de  ninguno  de 
ellos  sin  orden  escrita  del  Tribunal. 

4o.  Estar  al  frente  del  Archivo  y  Biblioteca  del  Tribunal,  con  las  obli- 
gaciones oue  á  los  Archiveros  asignan  los  artículos  220  al  ^5  (ambos  inclusi- 
ve) de  la  Compilación. 

XIX.  Como  Secretario  de  la  Sala  de  Justicia,  tendrá  en  los  recursos  y 
actuaciones  que  cursen  ante  el  Tribunal  Supiemo  la  intervención  y  funcio- 
nes que  le  son  propias,  confonne  á  los  preceptos  de  las  leyes  procesales,  y  las 
obligaciones  que  determinan  los  artículos  196  y  197  de  la  Compilación  vi- 
gente. 

XZX.  Podrá  del^ar  el  cumplimiento  de  todas  estas  funciones  en  los 
Oficiales  de  Sala  cuand  o  sus  ocupaciones  como  Secretario  de  la  Sala  de  go- 
bierno y  de  la  Presidencia  lo  hicieren  preciso.  En  estos  casos  dichos  oficia- 
les actuarán  como  "delegados"  y  firmarán  las  actuaciones  y  documentos 
cumpliendo  con  los  deberá  propios  del  Secretario  á  quien  representan. 
Como  antefirma  expresarán  que  lo  hacen  *  *por  delegación. '  * 

XXI.  Como  becretario  de  la  Sala  de  gobierno  entenderá  en  los  nego- 
cios gubernativos  del  Tribunal  y  no  podrá  delegar  estas  funciones  en  las 
que,  sin  embargo,  será  sustituido  en  casos  en  que  estuviere  impedido  de 
ejercerlas,  por  el  Oficial  de  Sala  más  antiguo,  ó  el  ile  más  eúsui  en  cuso  do 
antigüedad  igual. 

XXII.  Como  Secretarlo  de  la  Presideu^-ia  desp  lehará  con  el  Presiden- 
te del  Tribunal  los  asuntos  queá  éste  result.iii  ene  emendados  en  este  l)i^ 
creto. 
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DE  LOS  OFICIALES  DE  SALA 


XXIII.  Les  corresponderá  hacer  los  emplazamientos,  citaciones  y  no- 
tificaciones, recogidas  de  autos  y  toda  otra  diligencia  que  deba  practicarse 
fuera  de  la  presencia  judicial  y  de  orden  del  Tribunal. 

DEL  FISCAL  Y  TENIENTES  FISCALES 

XXIV.  El  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  será  el  jefe  del  Ministerio  fis- 
cal en  toda  la  Isla  y  no  dependerá  sino  directamente  de  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia. 'Se  declaran  en  consecuencia  vigentes  los  artículos  456  al  460  (ambos 
inclusive)  de  la  Compilaoión,  cual  si  en  el  presente  decreto  estuviesen  re- 
producidos; sin  más  diferencia  que  la  de  sustituir,  en  todas  las  ocasiones  en 
que  allí  se  habla  de  '^la  Monárouía'^,  á  esta  expresión  la  de  ''el  territorio 
cubano";  y  cuando  se  habla  del  "Ministerio  de  Ultramar"  sustituir  esttis 
palabras  por  las  de  ''Secretaría  de  Justicia." 

XXVt  Se  declaran  igualmente  vigentes  los  artículos  452,  453,  454  y 
455  de  la  citada  Compilación,  en  cuanto  son  aplicables  al  Fiscal  y  Tenien- 
tes Fiscales  del  Tribunal  Supremo. 

XXVI.  Los  Tenientes  Fiscales  deberán  auxiliar  al  Fiscal,  en  la  for- 
ma que  éste  disponga,  en  los  trabajos  todos  de  la  Fiscalía.  Cuando  ac- 
túen por  el  Fiscal,  firmarán  los  escritos  que  produzcan  y  comunicaciones 
que  expidan  expresando  que  lo  hacen  "por  delegación." 

XxVII.  Corresponderá  al  Fiscal  la  facultad  de  nombrar  y  separar  li- 
bremente al  auxiliar  del  despacho,  escribientes  y  alguacil  de  la  Fiscalía. 

DEL  PEBSONAL  SUBALTERNO 

.  XXVIII.  Los  oficiales  de  Secretaría  no  aparecerán  oficialmente  en  las 
diligencias  y  actuaciones  judiciales,  en  las  que  el  Secretario  y  los  oficiales  de 
Sala  han  de  intervenir  necesariamente  y  autorizar  con  su  presencia  y  firma, 
estarán  á  las  órdenes  directas  de  éstos  para  prestarles  la  ayuda  y  cooperación 
que  se  les  indiaue  en  el  ejercicio  de  las  funciones  que  corresponden  á  dichos 
empleados  del  Tribunal. 

XXIX.  El  auxiliar  del  despacho  de  la  Fiscalía  tendrá  á  su  cargo  el  Re- 
gistro de  la  misma  y  prest» rá  al  Fiscal  servicios  semejantes  á  los  que,  en  el 
artículo  anterior,  se  indican  respecto  de  los  oficiales  de  Secretaría. 

XXX.  Los  porteros  y  alguaciles  cumplirán  con  lo«  deberes  que  ú,  los 
de  su  clase  impone  el  artículo  279  de  la  Compilación  entendido  con  referen- 
cia y  aplicación  al  Tribunal  Supremo. 

XXXI.  El  Presidente  del  Tribunal  reglamentará  el  servicio  de  al^^ua- 
clles,  portero  y  mozos  de  limpieza  en  la  forma  que  estime  más  conveniente. 
El  Fiscal  lo  hará  asimismo  re8i)ecto  á  todo  el  personal  subalterno  de  la 
Fiscalía. 

DEL  NOMBRAMIENTO,  ANTIGÜEDAD,  PRECEDENCIA,  POSESIÓN,  JURAMENTO 
Y  DOTACIÓN  DE  LOS    FUNCIONARIOS  Y  SUBALTERNOS  DEL   TRIBUNAL 

SUPREMO. 

XXXII.  El  nombramiento  de  todos  los  ftmcionarios  del  Tribunal  Su- 
premo, á  excepción  de  aquellos  (pie  componen  el  personal  subalterno,  co- 
rresponderá al  Gobernador  Militíir  de  la  Isla  de  Cuba  oyendo  acerca  del 
particular  lo  que  entendiere  discreto   proponerle  el  Secretario  de  Justicia. 

XXXIII.  La  antigüedad  y  la  precedencia  en  cargas  de  igual  catego- 
ría se  computarán  por  la  fecha  de  los  nombramientos;  y  si  los  nombra- 
dos lo  hubieren  sido  en  un  mismo  decreto  ó  disposición  considerándose 
como  de  antigüedad  igual,  la  precedencia  se  detenninará  por  la  mayor 
edad. 

XXXIV.  El  Presidente,  Priscal,  Magistnidos  y  Tenientes  FLscales  ju- 
rarán el  cargo  al  inagurarse  el  Tribunal  ante  el  Gobernador  Militar  de 
la  Isla  en  la  forma   que  se  determine  y  tomarán  posesión   ante  el  Tribu- 
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nal  constituido  en  la  Sala  de  gobierno  y  en  audiencia  pública.  El  Secre- 
tario y  Oñciales  de  Sala  jurarán  el  cargo  y  tomarán  posesión  ante  la 
misma  Sala  de  gobierno   y  también  en  audiencia  pública. 

XXXV.     Los  haberes  ae  que  disfrutarán  los  funcionarios  todos  del  Tri- 
bunal Supremo  serán  los  siguientes: 

El  Presidente,  seis  mil  pesos. 

El  Fiscal,  cinco  mil  setecientos  cincuenta. 

Cada  uno  de  los  Magistrados,  cinco  mil  quinientos. 

Cada  uno  de  los  Tenientes  Fiscales,  cinco  mil. 

Ei  Becretívrio,  cuatro  mil. 

Cada  uno  de  los  Oficiales  de  Sala,  dos  mil  Quinientos. 

Los  Oñciales  de  Secreüiría  y  el  auxiliar  del  despacho  de  la  Fiscalía,  mil 
pesos  cada  uno. 

Cada  escribiente,  seiscientos  pesos. 

El  portero  y  alguaciles,  cuatrocientos  cincuenta  cada  uno. 

Cada  mozo  de  limpieza,  trescientos. 

Kstos  sueldos  se  aoonarán  mensualmente  y  en  moneda  de  los  Esta- 
dos Unidos,  6  su  equivalente. 

Si  la  Sala  de  gobierno  lo  entendiere  preciso,  y  asimismo  en  su  des- 
pacho el  Fiscal,  podrán  determinar  que  uno  de  los  escribientes  de  Secre- 
taría y  uno  de  la  Fiscalía,  sean  además  estenógrafos.  En  este  caso,  el  es- 
cribiente estenógrafo  ganará  mil  pesos. 

XXXVI.  El  Tribunal  dispondrá  de  mil  quinientos  pesos  anuales, 
moneda  de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equivalente,  para  gastos  de  mate- 
rial. Esta  cantidad  será  repartida  entre  la  Presidencia  y  la  Fiscalía  en 
la  proporción  que  acordare  la  Sala  de  gobierno  y  será  administrada  libre- 
mente, en  la  jíarte  que  á  cada  cual  corresponda,  por  el  Presidente  y  el 
Fiscíil. 

ÜK    L.AS  CX)XDIOIONES  É  INCAPACIDADES  PARA  EL  NOMBRAMIENTO  DE  FUN- 
CIONARIOS DEL  TRIBUNAL  SUPREMO  É  INCOMPATIBILIDADES 

DE  LOS  MISMOS 

XXXVIT.  Para  sor  nombrado  y  desempeñar  los  cargos  de  Presidente, 
Magistnido,  Fiscal,  Teniente  Fisíuil,  Sericretaoú  Oficiales  de  Sala  del  Tri- 
bunal Supremo,  se  requerirán  las  condiciones  siguientes: 

lo.  Ser  cubano  ó  declarar  expresamente  que  se  acepta  la  condición  de 
cubano,  sierñpre  que  el  (jiie  haga  esta  declaración  entó  comprendido  en  el  ar- 
tículo 9  del  Tratado  de  París  de  10  de  Diciembre  de  1898. 

'2o.     Ser  mayor  de  edad,  esto  os,  haber  cumplido  23  años. 

3o.     Ser  abogado. 

4o.  No  hallarse  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  de  incapacidad 
6  incompatibilidad  que  más  ndolante  se  determinan. 

XXXVI n.  No  podrán  ser  nombrados  jMira  ninguno  de  los  cargos  que 
antes  se  expresan: 

lo.     Ijosimi)ed¡dosfís¡ca  ó  ¡ntelectualmente. 

2o.     liOS  que  estuvieren  procesados  por  cualquier  delito. 

3o.  Los  que  estuvieren  condenados  á  cualquier  pena  correccional  ó 
aflictiva,  mientras  que  no  la  hayan  sufrido  ú  obtenido  indulto  total. 

4o.  Los  que  hubieren  sufrido  y  cumplido  cualquier  pena  que,  ya  por  si 
mismo,  ya  por  razón  del  delitt^  que  la  hubiere  motivado,  les  haga  dem^re- 
cer  en  el  concepto  público. 

5o.     Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6o.     LoB  concursados  mientras  no  fueren  declarados  inculpables. 

7o.     Los  deudores  á  fondos  públicos  como  segundos  contribuyentes. 

8o.  Loe  (jue  tuvieren  vicios  vergonzosos,  y  en  general,  los  que  hubieren 
ejecutado  actos  ú  omisiones  que,  aunque  no  penales,  los  hagan  demerecer 
en  el  concepto  público.  , 

XXXIX.  Los  cargos  antes  expresados  (Art.  XXXVII)  son  incompa- 
tibles: 
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lo.    Con  el  ejercicio  de  cualquiera  otra  jurisdicción. 

2o.    Con  otros  empleos  6  cargos  del  Estado,  provincia  ó  municipio. 

3o.    Con  empleos  ae  auxiliares  6  subalternos  deTribunales  ó  Juzgados. 

XL.  Se  declaran  aplicables  al  Tribunal  Supremo  los  artículos  76,  77, 
78  y  79  de  la  Compilación;  pero  la  cita  que  el  77  hace  del  75  se  entenderá 
referida  al  artículo  anterior  de  este  Decreto. 

XLI.  El  Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal  Supremo,  así  como  el 
Fiscal  y  Tenientes  Fiscales  no  podrán  ejercer  las  profesiones  de  Abogado, 
Procurador  ni  Notario,  ni  tampoco  ejercerán  por  sí,  ni  por  sus  mujeres,  ni  á 
nombre  de  otro,  industria,  comercio  ni  granjeria,  ni  tomarán  parte  en  em- 
presas, ni  en  sociedades  mercantiles  como  socios  colectivos  ni  como  directo- 
res, gestores,  administradores  ó  consejeros. 

Los  que  contravinieren  esta  disposición,  se  consideraran  como  renun- 
ciantes de  sus  cargos. 

XLII.  El  Secretario  del  Tribunal  y  sus  Oficiales  de  Sala  no  podrán  ejer 
eer  las  profesiones  de  Abogado,  Procurador  ni  Notario.  Su  ejercicio  dará 
lugar  á  que  se  les  aplique  el  último  precepto  del  artículo  anterior. 

XLIlI.  Para  ser  mdividuo  del  personal  subalterno  del  Tribunal  se  re- 
querirá la  primera  condición  del  artículo  XXXVII  de  este  Decreto,  y  ade- 
más las  de  saber  leer  y  escribir,  ser  de  buena  cx)nducta  y  no  estar  incluido 
en  las  incapacidades  que  se  determinan  en  los  cuatro  primeros  incisos  del  ar- 
tículo XXXVII  (1). 


Orden  núm,  95  de  10  de  Abril  de  1901^  modificando  la  núm.  Ji.1 
sobre  organización  del  Tribunal  Supremo 

Por  la  presente  se  modifica  en  la  forma  que  á  continuación  se  expresa, 
la  Orden  núm.  41,  serie  de  1899  del  Cuartel  General  de  la  División  de  Cuba, 
por  la  que  se  creó  y  organizó  el  Tribunal  Supremo  de  esta  Isla  (2). 

II.  Además  del  personal  subalterno  asignado  al  Tribunal  por  el  artí- 
culo III  de  la  citada  Orden  y  otras  disposiciones  posteriores,  se  aumenta  un 
escribiente,  typewriter  y  un  alguacil. 

III.  El  Tribunal  se  dividirá  en  tres  Salas  de  Justicia,  una.  para  cono- 
cer de  los  asuntos  civiles,  otra  para  los  asuntos  criminales  y  otra  para  los 
asuntos  contencioso-admlnistrativos.  La  Sala  de  lo  Civil  se  compondrá  de  un 
Presidente  y  cuatro  Magistrados;  la  de  lo  Criminal  también  se  compondrá 
de  un  Presidente  y  cuatro  Magistrados;  la  de  lo  contencioso-aministrativo 
la  formarán  el  Presidente  del  Tribunal,  los  dos  Presidentes  de  Sala  y  dos 
Magistrados  á  ese  efecto  nombrados,  dentro  de  los  que  compongan  el  Tribu- 
nal, por  el  Presidente  del  mismo.  Este  nombramiento  se  hará  anualmen- 
te y  los  que  cesen  podrán  ser  reelegidos. 

IV.  En  los  casos  en  que,  conforme  al  art.  IV  de  la  Orden  de  14  de 
Abril  de  1899,  á  lo  dispuesto  en  esta  Orden,  ó  en  otras  especiales,  sea  necesario 
constituir  Salas  con  más  de  cinco  Jueces,  se  completarán  aquéllas  con  Ma- 
gistrados del  mismo  Tribunal,  y  solo  en  el  caso  de  que  fuere  preciso  comple- 
tar el  número  normal  de  cinco  Magistrados  de  una  Sala  y  las  atenciones  de 
la  otra  no  permitieran  distraer  los  Magistrados  necesarios  á  ese  effecto,  6 
cuando  en  el  Tribunal  no  quedare  número  suficiente  de  Magistrados,  no  im- 
pedidos, para  constituir  las  Salas  de  siete  Jueces,  se  hará  la  sustitución  en  la 
forma  establecida  en  el  art.  V  de  la  citada  Orden.  Al  Presidente  del  Tribu- 
nal lo  sustituirán  los  Presidentes  de  Sala  por  orden  de  antigüedad,  y  á  éstos 
los  Magistrados  de  sus  respectivas  Salas,  también  por  orden  de  antigüedad 


[11  Reformado  este  artículo  según  ahora  se  inserta,  por  la  Orden  111  de  20  de  Julio 
de  1899. 

r2  j  Los  artículos  de  esta  Orden  no  insertos  en  este  Apéndice,  forman  parte  de  la  Or- 
den 41  que  precede,  por  expresa  disposición  de  aquella. 
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VI.  Corresponde  á  la  Sala  de  lo  Criminal  el  conocimiento  de  los  asun- 
tos comprendidos  en  los  números  1,  2,  8,  4,  6,  17  y  19  del  art.  VII  de  la  repe- 
tida Orden  de  14  de  Abril,  y  en  los  números  7  al  12,  ambos  inclusive,  y  en  el 
14  de  dicho  artículo  cuanao  se  trate  de  asuntos  criminales.  En  los  casos 
previstos  en  los  números  2,  3,  4  y  5,  la  Sala  se  constituirá  con  siete  Jueces. 

VII.  Corresponde  á  la  Sala  de  lo  Civil  el  conocimiento  de  los  asuntos 
comprendidos  en  los  números  6,  13,  15,  16  y  19  del  citado  artículo  VII,  y  los 
comprendidos  en  los  del  7  al  12,  arabos  inclusive,  y  en  el  14  de  dicho  artículo 
cuando  se  trate  de.  materia  civil.  En  el  caso  del  número  6  la  Sala  se  compon- 
drá, de  siete  Jueces. 

VIII.  La  Sala  de  lo  Contencioso-administrativo  conocerá  de  los  asun- 
tos de  esta  clase  conforme  á  las  disposiciones  que  separadamente  se  dictarán. 
Mientras  esas  disposiciones  no  se  dicten,  conocerá  délos  recursos  de  casación 
y  ^ueja  que  la  legislación  actual  atribuye  al  conocimiento  de  la  Sala  de  Jus- 
ticia del  Tribunal,  en  la  materia  contencioso-administrativa. 

IX.  La  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  la  constituirán  el  Presidente, 
los  dos  Presidentes  de  Sala,  el  Fiscal,  6  su  sustituto  legal,  y  los  tres  Magis- 
trados más  antiguos  del  Tribunal, 

XI.  Corresponderán  á  los  Presidentes  de  Sala,  como  atribuciones  pio- 
pias  de  su  cargo,  el  hacer  cumplir  las  leyes  que  al  mismo  se  refieren;  presi- 
sidir  las  Salas  para  que  hayan  sido  nombraaos;  llevar  en  ella  la  palabra,  sin 
que  ninguno  sin  su  permiso  pueda  usarla:  hacer  (jue  en  la  misma  se  guarde 
el  orden  debido  y  poner  en  conocimiento  del  Presidente  del  Tribuntu  todo 
lo  que  estime  oportuno  para  la  mejor  administración  de  justicia  y  las  faltas 
de  los  Magistrados,  cuando  consideren  que  necesitan  un  correctivo  que  no 
quepa  dentro  del  límite  de  sus  atribuciones.  Los  Presidentes  de  Sala  no 
serán  nombrados  Ponentes  en  sus  Salas. 

XII.  Habrá  tres  Secretarios:  el  del  Tribunal,  que  lo  será  de  la  Presiden- 
cia y  de  la  Sala  de  Gobierno,  uno  de  los  de  Sala  que  lo  será  de  lo  Civil  y 
de  lo  Contencioso-administrativo,  y  el  otro  de  la  de  lo  Criminal.  Los  Secre- 
tarios tendrán,  según  las  funciones  á  cada  uno  encomendadas,  las  atribucio- 
nes y  deberes  que  con  relación  á  ellas  establecen  los  artículos  XVIII,  XIX, 
XXI  y  XXII  de  la  Orden  de  14  de  Abril  de  1899.  Al  Secretario  del  Tribu- 
nal lo  sustituirán  por  orden  de  antigüedad,  los  Secretarios  de  Sala,  y  éstos, 
en  caso  de  vacante  accidental  se  sustituirán  uno  á  otro,  si  las  atenciones  del 
servicio  lo  permitieren,  ó  en  otro  caso,  la  Sala  de  Gobierno  habilitará  á  un 
Letrado  que  ejerza  esas  funciones,  dando  cuenta  á  la  Secretaría  de  Justicia 
para  que  ésta  resuelva. 

XIII.  Las  funciones  encomendadas  á  los  Oficiales  de  Sala  por  el  ar- 
ticulo XXIII  de  la  Orden  de  14  de  Abril,  se  desempeñarán,  hasta  que  otra 
cosa  se  resuelva,  por  los  Oficiales  de  Secretarla,  sin  que  esto  se  entienda 
como  aumento  de  categoría  á  los  mismos. 

XIV.  Los  Presidentes  de  Sala  disfrutarán  del  haber  anual  de  cinco  mil 
setecientos  cincuenta  pesos.  Los  Secretarios  de  Sala  de  tres  mil  quinientos 
pesos. 

Los  demás  funcionarios  y  empleados  sendrán  el  haber  que  á  los  de  su 
clase  se  asigna  en  el  art.  XXXV  de  la  citada  Orden  de  organización  del  Tri- 
bunal. 

c 

Orden  núm,  80,  de  15  de  Junio  de  1899^  sobre  organización  de  las 

Audiencias, 

I.  A  partir  de  la  fecha  de  la  publicación  del  presente  Decreto  las  Au- 
diencias de  la  Isla  dé  C'uba  tendrán  la  organización  y  atribuciones  que  en  el 
mismo  se  determinan. 

II.  Habrá  seis  Audiencias  en  la  Isla;  las  de  Pinar  del  Río,  Habana  Ma- 
tanzas, Santa  Clara,  Puerto  Príncipe  (1)  y  Santiago  de  Cuba.  Todas  ellas  ten- 

(1)    Hoy  Camagüey. 
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di*án  dentro  del  límite  década  una  de  las  citadas  provincias  jurisdicción  civil 
y  criminal,  y  la  de  la  Habana  tendrá  además  la  jurisdicción  con  tenci  oso-ad- 
ministrativa. 

III.  La  Audiencia  de  la  Habana  tendrá  una  Sala  de  lo  Civil  y  Conten 
cioso  y  otra  Sala  de  lo  Criminal.  Esta  última  tendrá  un  Presidente  y  cinco 
Magistrados  y  se  dividirá  en  dos  secciones.  Presidirá  la  primera  el  Presi- 
dente de  la  Sala  y  la  segunda  el  Magistrado  más  antiguo  de  la  misma. 

IV.  La  Sala  de  lo  Civil  y  Contencioso  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
estará  presidida  por  el  Presidente  del  Tribunal  y  tendrá  además  cuatro  Ma- 
gistrados. 

V.  La  Audiencia  de  la  Habana  se  constituirá  en  Sala  de  gobierno 
para  los  asuntos  que  más  adelante  se  determinarán.  Formái*án  esta  Sala 
de  gobierno  el  Presidente,  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Criminal,  los  dos  Ma- 
gistrados más  antiguos  del  Tribunal  y  el  Fiscal  ó  el  Teniente  Fiscal  en  su  sus- 
titución. 

VI.  La  Sala  de  gobierno  tendrá  un  Secretario  y  un  Oficial  que  lo  se- 
rán de  dicha  Sala  y  de  la  Presidencia.  La  Sala  de  lo  Civil  tendrá  asimis- 
mo un  Secretario  y  un  oficial  de  Sala.  La  de  lo  Criminal  tendrá  un  Secre- 
tario y  un  oficial  para  cada  Sección.  La  cat^oría  respectiva  de  Secretario 
y  Oficiales  de  Sala  será  la  misma;  quedando,  por  tanto,  suprimida  la  dife- 
rencia hasta  hoy  existente  entre  el  Secretario  de  gobierno  y  los  de  Sala  en 
esta  Audiencia. 

VII.  El  personal  del  Ministerio  Fiscal  en  la  Audiencia  de  la  Habana 
se  compondrá  de  un  Fiscal,  un  Teniente  Fiscal  y  cinco  Abogados  Fiscales. 

VIII.  Compondrán  el  personal  subalterno  de  dicha  Audiencia  las  per- 
sonas siguientes:  dos  oficiales  de  Secretaría  para  cada  una  de  la  de  lo  Cri- 
minal, dos  para  la  de  lo  Civil  y  Contencioso  y  uno  para  la  Secretaria  de 
la  Sala  de  gobierno;  cuatro  escribientes  para  la  Secretaría  de  lo  Civil  y  con- 
tencioso; cuatro  para  cada  una  de  la  de  lo  CriTninal  y  dos  para  la  de  la  Sala 
de  gobierno;  un  portero  del  Tribunal,  seis  alguaciles  y  dos  mozos  de  limpie- 
za. La  Fiscalía  tendrá  un  auxiliar  de  despacho,  dos  escribientes  y  un  al- 
guacil. Por  razón  déla  importancia  del  Archivo  en  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, estará  á  su  cargo  un  Archivero  con  dos  auxiliares,  que  serán  también 
sus  escribientes. 

IX.  El  personal  completo  de  las  Audiencias  de  Matanzas, Santa  Clara  y 
Santiago  de  Cuba,  se  compondrá  de  los  funcionarios  siguientes:  un  Presi- 
dente (que  lo  será  del  Tribunal  y  la  única  Sala  de  Justicia  y  de  gobierno), 
un  Fiscal,  cuatro  Magistrados,  lin  Teniente  Fiscal,  un  Abogado  Fiscal,  un 
Secretario,  (que  lo  será  del  Tribimal  y  de  la  Sala)  dos  oficiales  de  Sala,  tres 
oficiales  de  Secretaría,  cuatro  escribientes,  un  portero,  dos  alguaciles  y  dos 
mozos  de  limpieza.  El  personal  subalterno  de  la  Fiscalía  se  compondrá  de 
un  auxiliar  de  despacho,  un  escribiente  y  un  alguacil. 

X.  El  personal  completo  de  las  Audiencias  de  Pinar  del  Río  y  Puerto 
Príncipe  se  compondrá  de  los  funcionarios  siguientes:  un  Presidente  (del 
Tribunal  y  la  Sala)  un  Fiscal,  tres  Magistrados,  un  Teniente  Fiscal,  un  Se- 
cretario (del  Tribunal  y  la  Sala)  un  Oficial  de  la  Sala,  un  Oficial  de  Secreta- 
ría, tres  escribientes,  un  portero,  dos  alguaciles  y  un  mozo  de  limpieza.     El 

Sersonal   subalterno  déla  Fiscalía  estará  conípuesto  por  un  auxiliar  de 
espacho  y  un  alguacil. 

XI.  En  las  Audiencias  habrá  Magistrados  suplentes;  habrá  cuatro  en  la 
de  la  Habana,  dos  en  la  de  Matanzas,  Santa  Clara  y  Santiago  de  Cuba,  y  uno 
en  la  de  Pinar  del  Río  y  Puerto  Príncipe.  El  tiempo  de  su  nombramiento 
será  el  de  un  año,  de  EÍiero  á  Enero;  pero  los  que  primeramente  se  nomibren 
durante  el  año  actual  estarán  en  funciones  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1900. 

XII.  Dichos  nombramientos  de  Magistrados  suplentes  podrán  recaer 
en  personas  que  tengan  la  capacidad  l^al  para  desempeñar  cargos  de  Magis- 
trados de  Audiencia.  Deberán  ser  los  que  nombren  letrados  que  hubieren 
ejercido  su  profesión  con  buen  crédito  y  sin  notas  desfavorables;  procurando, 
SI  reunieren  dichas  circunstancias,  que  no  sean  Abogados  en  ejercicio.    Este 
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cargo  de  Magistrado  suplente  no  será  incompatible  ano  con  otros  cargos  de- 
Poder  Judicial;  pero  cuando  los  nombrados  entren  en  funciones  y  tengan  del 
recho  á  i)ereibir  sueldo,  no  podrán  percibir  sino  uno  solo  de  aquellos  de  que 
lilstniten,  Á  su  elección  (1).  .  ^r 

XIV.  Cuando  por  cualquier  motivo  esté  impedido  de  funcionar  un  Ma- 
gistrado de  Audiencia,  ó  más  de  uno,  si  el  nOmero  de  los  que  quedaren  no 
fuere  suficiente  para  dictar  la  resolución  de  que  se  trate,  se  les  sustiUurá  con 
Magistrados  suplentes.  Si  estos  no  bastaren,  con  Magistrados  de  otra  bala 
del  mismo  Tribunal  en  la  Audiencia  de  la  Habana;  y  en  las  restan  tes  Audien- 
ciiis,  como  en  la  déla  Habana  también  cuando  lo  antes  dispuesto  no  fu^ 
posible,  con  Jueces  de  Primera  Instancia  siempre  que  no  hayan  intervemdo 
en  el  juiciode  que  se  trate  en  el  caso  de  que  se  les  llame  á  suplir. 

El  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Criminal  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
sustituirá  al  Presidente  de  la  Audiencia  en  los  términos  que  expresa  el  párra- 
fo 2o,  del  artículo  XXIV.  ^     o  i        -x 

En  todos  los  demás  casos  los  Presidentes  de  Tribimal  y  de  Sala  serán 

sustituidos  por  el  Magistrado  más  antiguo. 

DB  ÍbJl  constitución  Y  ATRIBUCIONES  DE  LAS  AUDIENCIAS 

XV.  Las  Audiencias  se  constituirán  en  Sala  de  Justicia  y  Sala  de  go- 
bierno. La  Sala  de  Justicia  se  compondrá  del  Presidente  y  Magistiados  del 
TribunaL  Estos  concurrirán  igualmente  á  formar  la  Sala  de  gobierno;  pero 
también  asistirá  á  dicba  Sala  el  Fiscal  ó  el  Teniente  Fiscal,  en  sustitución 
su  va  con  voz  y  voto;  á  menos  que  se  trate  del  ejercicio  déla  jurisdicción  dis- 
ciplinaria en  cuyos  casos  el  Ministerio  Fiscal  se  limitará  á  ejercer  ]ss  funcio- 
nes propias  de  su  cargo.  Este  último  pi-ecepto  relativo  á  tener  el  Fiscal  voz 
V  voto  en  la  Sala  de  gobierno  v  á  su  papel  en  la  misma  en  caso  de  jurisdic- 
ción disciplinaria  será  aplicable  á  la  Audiencia  de  la  Habana;  pero  su  cons- 
titución en  Salas  de  Justicia  v  de  gobierno  se  regirá  por  lo  dispuesto  en  los 
artículos  III,  IV  y  V  del  presente  Decreto.  ,      .    ^.       .     ^ 

XVT.  Para  la  constitución  de  la  Sala  de  gobierno  en  la  Audiencia  de 
la  Habana  se  necesitará  la  concurrencia  de  los  cinco  funcionarios  que  deben 
formarla.  Si  alguno  no  pudiere  asistir  se  les  sustituií-á  con  los  Magistrados 
de  la  misma  Audiencia  por  orden  descendente  de  antigüedad  y  el  Fiscal  se- 
rá sustituido  por  su  Temente.  J..J.  .  ^ 

En  las  demás  Audiencias  de  la  Isla  la  Sala  de  gobierno  se  constituirá 
por  lo  menos,  con  tres  de  los  funcionarios  que  deben  formarla. 

Lios  acuerdos  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  entre  los  concurrentes. 
En  los  casos  de  ejercicio  de  la  jurisdicción  disciplinaria  el  Fiscal  ó  Teniente 
Fiscal,  cuando  le  sustituya,  no  se  contarán  entre  aquellos  cuyos  votos  han  de 

concurrir  al  acuerdo.  ^  ,     ,     ^    ^.  .     ^     ^  .      . 

XVII.  Las  Audiencias  constituidas  en  Sala  de  Justicia  tendrán  ju- 
risdicción y  competencia  para  conocer  de  los  asuntos  deferidos  á  las  mismas 
por  las  leyes  procesales  y  demás  disposiciones  vigentes  quo  dicten  preceptos 

acerca  del  particular.  .  .  .,      . 

XVIII.  Constituidas  en  Sala  de  gobierno  tendrán  las  atribuciones  que 
en  el  artículo  8o.  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal  Supremo  se  asignan  á  las 
Salas  de  gobierno  de  este  Tribunal;  pero  circunscribiéndolas  al  territorio  en 

ainac 


¡erzan  jurisdicción  y  á  las  Autoridades  y  funcionarios  judiciales  subor- 
Los  á  la  Audiencia  misma.    Siempre  que  en  el  ejercicio  de  estas  funcio- 


por 


(1 )     El  art.  XIII  siguiente  que  (i(*í*ciirtrmosdel  texto  ha  sido  expresamente  derogado 
X    la  Orden  151  de  IWK».  Kn  »u  lugar,  deberán  tenerse  presente  los  arta,  II  y    III  de  la 
misma,  cuyo  texto  lite  ral  es  como  .sigue: 

IlT^  A  partir  de  la  publicación  de  esUi  Orden,  la«  Audiencias  de  la  Isla  de  Cuba  se- 
rán todas  de  Igual  categoría,  pero  en  vlsu*  de  los  mayores  gastos  que  arroja  el  servicio  eii 
la  Hatwiiia,  el  Presidente,  Magistrados,  Fiscales  y  demás  funcionarios  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  seguirán  percibiendo  los  mismos  haberes  que  actualmente  disfrutan." 

III.  Siempre  que  lo  necesitare  la  administración  de  justicia,  los  Presidentes,  Magis- 
trados, FlscalGü  y  demás  funcionarlos  de  las  distintas  Audiencias,  se  trasladarán  de  una 
á  otra  da  las  mismas. 
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nes  tengan  que  dirigirse  al  Gobierno,  lo  harán  por  conducto  del  President 
del  Tribunal  Supremo. 

XIX.  Además  de  las  facultades  que  el  artículo  anterior  expresa,  ten- 
drán lajs  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  las  siguientes: 

la.  Propondrán  en  tema  al  Gobernador  Militar  de  la  Isla,  por  conduc- 
to de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  las  personas  que  hayan  de  desempeñar  Iob 
cargos  de  Jueces  de  Primera  Instancia  en  la  Isla. 

El  Gobernador  Militar  podrá  nombrar  á  cualquiera  de  los  que  figuran 
en  la  tema  6  devolverla  á  la  Sala  de  gobierno  para  que  formule  otra  en  la 
que  no  ñgure  ninguno  de  los  antes  propuestos  (1). 

2a.  Propondrán  asimismo  al  Gobernador  Militar  de  la  Isla  á  los  Magis- 
trados Suplentes.  Para  esta  propuesta  no  será  precisa  la  tema.  El  Gober- 
nador Militar  puede  desechar  á  los  propuestos,  en  cuyo  caso  la  Sala  deberá 
hacer  propuestas  nuevas  en  que  no  figuren  los  ya  dese(íhados. 

3a.  Nombrarán  á  propuesta  en  tema  de  los  Jueces  de  Primera  Instan- 
cia al  personal  auxiliar  y  subalterno  de  dichos  Juzgados;  y  á  propuesta  en 
tema  de  los  Ayuntamientos,  previo  informe  (que  será  reservado)  délos  Jue- 
ces de  Primera  Instancia,  á  los  Jueces  municipales  y  sus  suplentes. 

4a.  Cada  Sala  de  gobierno  dará  posesión  de  sus  cargos  á  los  funciona- 
rios todos  que  sean  nombrados  para  la  Audiencia  á  que  pertenece  el  mis- 
mo (2). 

XX.  Los  artículos  11,  12  y  13  del  decreto  oi^ánico  del  Tribunal  Su- 
premo se  declararán  asimismo  aplicables  á  las  Audiencias. 

DE  liOS  PRESIDENTES  DE  AUDIENCIA 

XXI.  Los  Presidentes  de  Audiencias  tendrán  dentro  del  territorio  en 
Que  ejerzan  su  jurisdicción  los  Tribunales  que  presidan,  las  mismas  faculta- 
des y  atribuciones  que  el  art.  14  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal  Supi'emo 
asigna  al  Presidente  de  este  Tribunal.  Cuando  en  el  ejercicio  de  estas 
&cultades  tengan  que  dirigirse  al  Gobierno,  lo  harán  por  el  intermedio  del 
Presidente  del  Tribunal  Supremo. 

XXII.  El  Presidente  no  será  designado  nunca  como  ponente. 

XXIII.  El  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  presidirá  ía  Bala 
de  lo  Civil  y  Contencioso  y  la  Sala  de  gobierno. 

Estará  también  en  sus  facultades  el  presidir  la  Sala  de  lo  Criminal  ó 
cualquiera  de  sus  Secciones,  cuando  lo  tuvifere  por  conveniente. 

DEL.  PRESIDENTE  DE  LA  SALA  DE  LO  CRIMINAL  EN  LA  AUDIENCIA  DE  LA 

HABANA 

XXIV.  Corresponderán  á  este  funcionario,  como  atribuciones  propias 
de  su  cargo,  el  hacer  cumplirlas  Leyes  que  al  mismo  se  refieren;  presi- 
dir la  Sala  ó  su  Sección ;  llevar  en  ella  la  palabra,  sin  que  ninguno,  sin 
su  permiso,  pueda  usarla;  hacer  que  en  la  misma  se  guarde  el  orden  debido 
y  poner  en  conocimiento  del  Presidente  del  Tribunal  todo  lo  que  estime 
oportuno  á  la  mejor  administración  de  justicia  y  las  faltas  de  los  Magistra- 
dos, cuando  considere  que  necesiten  un  correctivo  que  no  quepa  dentro  del 
límite  de  sus  atribuciones. 

Sustituirá  además  al  Presidente  del  Tribunal  en  casos  en  que,  por  cual- 
quier motivo,  dicho  Presidente  estuviere  impedido  de  ejercer  su  cargo.  Esta 
sustitución  no  alcanzará  á  la  presidencia  de  la  Sala  de  lo  Civil  y  Contencio- 
so; en  ella  el  Presidente  del  Tribunal  será  sustituido  por  el  Magistrado  más 
antiguo. 

DE  LOS  SECRETARIOS 

XXV.  Son  aplicables  á  los  Secretarios  de  Audiencias,  excei)ción  hecha 


[11    Este  Inciso  se  entenderá  hoy  redactado  de  acuerdo  con  los  I,  II,  III  y  IV  de  la  Or- 
den 98  de  1901,  inserta  bajo  la  letra  D  siguiente  del  presente  Apéndice. 

(2)    Retonuado  este  inciso  conforme  lo  insertamos,  por  la  Orden  249  de  1899. 
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de  los  de  la  Habana  los  preceptos  contenidos  en  los  armenios  del  17  al  22,  am- 
bos inclusive,  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal  Supremo  pero  siempre  con 
referencia  á  la  Audiencia  en  que  ejerzan  sus  funciones  y  á  su  territorio. 

XXVI.  El  Secretario  de  la  Bala  de  gobierno  y  la  Presidencia  tendrá 
las  facultades  indicadas  respecto  del  Secretario  del  Tribunal  Supremo  por 
los  artículos  21  y  22  del  antes  citado  Decreto,  así  como  las  que  consigna  el 
artículo  18;  pero  con  referencia  á  la  Sala  de  que  es  Secretario  y  á  la  Fresi- 
dencia  misma  y  con  la  excepción  de  la  custodia  del  archivo,  que  en  esta  Au- 
diencia estará  á  cargo  del  Archivero. 

XXVII.  Los  Secretarios  de  las  Salas  de  lo  Civil  y  Contencioso  y  de  lo 
Criniinal  de  la  misma  Audiencia  tendrán  con  referencia  á  las  Salas  de  que 
sean  tales  Secretarios,  las  fóx^ultades  comprendidas  en  los  números  1,  2  y  3 
del  art  culo  18  y  en  el  artículo  19  de  dicho  Decreto. 

XXVIII.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  20  del  repetido  Decreto  es  asimis- 
mo aplicable  á  todos  los  Secretarios  de  la.  Audiencia  de  la  Habana. 

DE  liOS  OFICIAIiES  DE  SALA 

XXIX.  El  artículo  23  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal  Supremo  es 
también  aplicable  á  los  Oficiales  de  Sala  de  las  Audiencias. 

DEL  ARCHIVERO  DE  LA  AUDIENCIA  DE  LA  HABANA 

XXX.  Se  declaran  aplicables  á  este  funcionario  y  en  tal  concepto  vi- 
gentes, los  artículos  222  y  224  de  la  Compilación  de  las  disposiciones  orgáni- 
cas de  la  Administración  de  justicia.  Se  considerarán  como  formando  x>arte 
del  personal  subalterno  de  la  Audiencia  y  en  tal  concepto  serán  nombrados 
Á  propuesta  del  Presidente,  por  la  Sala  de  gobierno. 

DEL   FISCAL  Y  TENIENTE  FISCAL  DE  LAS  AUDIENCIAS 

XXXI.  Los  artículos  del  24  al  27,  ambos  inclusive,  del  citado  Decreto 
orgánico,  serán  aplicables  á  estos  funcionarios;  pero  se  entiende  que  los 
Fiscales  de  Audiencias  dependerán  del  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  y  por 
su  conducto  se  entenderán  con  el  Gobierno,  cuando  les  fuere  preciso  y  ejer- 
cerán sus  funciones  dentro  del  respectivo  territorio. 

XXXII.  Se  declaran  asimismo  vigentes  los  artículos  del  461  al  465, 
ambos  inclusive,  de  la  Compilación,  salvo  el  sustituir  á  las  palabras  **Mi- 
nisterio  de  Ultramar' '  las  palabras  **Secretaría  de  Justicia." 

DE  LOS  ABOGADOS  FISCALES 

XXXIII.  Se  considerarán  auxiliares  del  Ministerio  Fiscal  y  ejercerán 
las  funciones  propias  de  este  Ministerio  que  en  ellos  deleguen  los  Fiscales 
respectivos.  Firmarán  con  la  antefirma  "por  delegación".  Sustituirán  al 
Teniente  Fiscal,  por  orden  de  antigüedad  cuando  hubiere  más  de  uno.    . 

DEL  PERSONAL  SUBALTERNO 

XXXIV-  Son  aplicables  al  personal  subalterno  de  las  Audiencias  los 
artículos  del  28  al  31,  ambos  inclusive,  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal 
Supremo. 

DEL  NOMBRAMIENTO,   ANTIGÜEDAD,   PRECEDENCIA,   POSESIÓN,  JURAMEN- 
TO Y   DOTACIÓN  DE  LOS  FUNCIONARIOS  SUBALTERNOS 

DE  LAS  AUDIENCIAS 

XXXV.  El  nombramiento  de  todos  los  funcionarios  de  las  Audiencias, 
á  excepción  de  aquellos  que  componen  el  personal  subalterno  corresponderá 
al  Gobernador  Militar  de  la  Isla  de  Cuba,  oyendo  acerca  del  particular  lo 
que  entendiere  discreto  proponerle  el  Secretario  de  Justicia. 

Los  Magistrados  Suplentes  serán  nombrados  por  el  Gobernador  Militar 
en  los  términos  que  se  expresan  en  el  número  2  del  artículo  XIX  del  presen- 
te Decreto. 


504 

» 

XXXVI.  La  antigüedad  y  precedencias  en  caraos  de  igual  categoría 
se  computará  por  la  fecha  de  los  nombramientos;  y  si  los  nombrados  lo  hu- 
bieren sido  en  un  mismo  decreto  6  disposición,  considerándose  como  de  an- 
tigtiedad  igual,  la  precedencia  se  determinará  por  la  mayor  edad.  Al  ha- 
cerse por  primera  vez  nombramientos  por  el  Gobernador  Militar,  no  se  abo- 
narán para  determinar  la  antigüedad,  servicios  que  se  hayan,  prestado  con 
anterioridad  á  dichos  nombramientos. 

XXXVII.  Los  Presidenta,  Fiscales  y  Magistrados  de  las  Audiencias 
jurarán  y  tomarán  posesión  de  sus  cargos  ante  el  Tribunal  respectivo  cons- 
tituido en  pleno;  y  los  demás  funcionarios  de  orden  Judicial  ante  la  Sala  de 
gobierno  déla  Audiencia  á  cuyo  territorio  estén  destinados  (1). 

XXXVIII.  Los  haberes  de  que  disfrutarán  los  funcionarios  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  serán  los  siguientes: 

El  Presidente,  cinco  mil  Quinientos  pesos  pesos. 

El  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Criminal,  cinco  mil  pesos. 

Cada  uno  de  los  Magistrados,  cuatro  mil  quinientos  pesos. 

El  Teniente  Fiscal,  cuatro  mil  doscientos  cincuenta  pesos. 

Cada  uno  de  los  Abogados  Fiscales^  tres  mil  quinientos  pesos. 

Cada  uno  de  los  Secretarios,  dos  mil  quinientos  peso». 

Cada  uno  de  los  Oficiales  de  Sala,  mil  quinientos  pesos. 

El  Archivero  mil  quinientos  pesos. 

Cada  uno  de  sus  dos  escribientes,  auxiliares,  seiscientos  pesos. 

Los  Oficiales  de  Secretaría  y  el  auxiliar  del  Despacho'de  la  Fiscalía,  mil 
pesos  cada  uno. 

Cada  escribiente  seiscientos  pesos. 

El  Portero  y  Alguaciles,  cuatrocientos  cincuenta  pesos  cada  uno.  . 

Cada  mozo  de  limpieza,  trescientos  pesos. 

Estos  sueldos  se  entenderán  anuales  y  se  pagarán  por  mensualidades  en 
moneda  de  los  Estados  Unidos  ó  su  equivalente. 

XXXIX.  Los  haberes  de  que  disfrutarán  los  funcionarios  de  las  de- 
más Audiencias  de  la  Isla  serán  los  siguiente»: 

Los  Presidentas,  cuatro  mil  doscientos  cincuenta, 

Los  Magistrados,  cuatro  mil. 

Los  Tenientes  Fiscales,  tres  mil  quinientos. 

Los  Abogados  Fiscales,  dos  mil  quinientos. 

Los  Secretarios,  dos  mil. 

Los  Oficiales  de  Sala,  mil. 

Los  Oficiales  de  Secretaría  y  auxiliares  del  Despacho  de  la  Fiscalía, 
ochocientos  cincuenta. 

Los  Escribientes  quinientos. 

Los  Porteros  y  Alguaciles,  cuatrocientos  cada  uno. 

Los  Mozos  de  limpieza,  doscientos  setenta  y  cinco. 

Estos  sueldos  serán  asimismo  anuales  y  pagaderos  como  se  expresa  en 
el  párrafo  último  del  anterior  artículo. 

XL.  La  Audiencia  de  la  Habana  dispondrá  anualmente  de  tres  mil 
seiscientos  pesos  para  gastos  de  material  (2),  las  de  Matíinzas,  Síinta  Clara  y 
Santiago  de  Cuba,  dos  mil  quinientos,  y  las  de  Pinar  del  Rio  y  Puerto  Prín- 
cipe de  mil  doscientos  cincuenta.  Estas  cantidades  serán  repartidas  entre  la 
Presidencia  y  la  Fiscalía  en  la  proporción  que  acordase  la  Sala  de  gobierno 
y  serán  administradas  libremente  en  la  parte  que  á  cada  cual  corresponda 
por  el  Presidente  y  el  Fiscal. 

DE  LAS  CONDICIONES  É  INCAPACIDADES  PARA  EX.  NOMBRAMIENTO  DE  FUN- 
CIONARIOS DE    liAS  AUDIENCIAS,   É   INCOMPATIBILIDADES 

DE  LOS  MISMOS. 

XLI.  Se  declaran  aplicables  á  los  funcionarios  de  las  Audiencias  los 
artículos  del  37  al  43  del  Decreto  orgánico  del  Tribunal  Supremo. 

[1]    Reforniaclo  éste  artículo  seg(\n  ahora  lo  Insertamos,  por  la  Orden  265  de  1900. 
12]    Reformada  la  primera  parte  de  este  artículo,  referida  ú.  la  Audiencia  de  la  Habor 
na,  por  la  Orden  (52  de  1900. 
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DISPOSICIONES  ADICIONALES 


XLII.  En  virtud  de  tener  asignados  sueldos  por  este  Decreto  los  funr 
cionaríos  todos  de  las  Audiencias,  ios  litigantes  no  tendrán  que  pagar  en  las 
mismas  derechos  de  ninguna  especie  por  razón  de  las  actuaciones  judiciales. 

XLIIL  Cuando  los  Magistrados  suplentes  asistieren  ft  la  Sala  en  sus- 
titución de  algün  Magistrado  titular  que  se  encontrare  ausente  por  cualquier 
motivo  que  lleve  consigo  el  no  ejercicio  por  su  parte  de  las  funciones  de  su 
cargo,  tendrán  derecho  dicnos  suplentes  á  la  mitad  del  haher  del  titular  ft 
quien  sustituyeren,  por  todo  el  tiempo  que  durare  la  sustitución  (1). 

D 

Orden  núm,    93  de  9  de  Abril  de   1901,  estableciendo  reglas  sobre 

el  noiiibramiento  de   Jueces  de  Primera  Instancia^ 

Correccionales  y  Municipales. 

£n  lo  sucesivo,  ios  Jueces  de  Primera  Instancia,  así  como  ios  Corre<'- 
cionales  y  Municipales,  serán  nombrados  de  la  manera  siguiente: 

Las  Audiencias,  constituidas  en  Salas  de  gobierno,  tendrán  las  faculta- 
des siguientes: 

I.  Lia  de  elevar  ternas  al  Gobernador  General  de  la  Isla,  por  consueto 
del  Secretario  de  Justicia,  con  el  fin  de  llenar  las  plazas  de  Jueces  de  Prime- 
ra Instancia,  en  caso  de  vacantes.  Estas  temas  serán  elevadas  dentro  de 
treinta  días  después  de  haber  ocurrido  la  vacante  respectiva.  El  Goberna- 
dor General  podrá  nombrar  á  cualquiera  de  las  personas  propuestas,  ó  de- 
volver la  terna  correspondiente  al  Tribunal  con  objeto  de  que  se  haga,  otra 
eii  la  que  no  deberá  incluirse  el  nombre  de  ninguna  de  las  personas  ya 
propuestas. 

II.  La  de  proponer  en  terna  al  Gobernador  General  por  conducto  del 
Secretario  de  Justicia,  á  la  persona  que  haya  de  llenar  cada  vacante  de  Juez 
Correccional  ó  Municipal.  El  Gobernador  General  podrá  nombrar  á  cual- 
quiera de  los  propuestos  ó  devolver  la  tema  al  Tribunal,  para  que  forme 
otra,  en  la  que  no  deberá  figurar  el  nombre  de  los  individuos  ya  propuestos, 

III.  Hecibidas  las  temas,  con  el  fin  de  nombrar  los  Jueces  oe  Primera 
Instancia,  Correccionales  y  Municipales,  por  el  Secretario  de  Justicia,  éste 
liará  las  investigaciones  que  considere  necesarias  y  consignará  su  opinión 
en  las  mismas. 

IV.  Las  Audiencias  adoptarán  las  medidas  necesarias  con  el  fin  de 
obtener  informes  fidedignos  respecto  de  la  reputación  y  aptitudes  de  los  que 
sean  propuestos  para  Jueces,  de  las  clases  que  se  citan  (2). 

VI.  El  inciso  I  del  artículo  XIX,  Orden  80  del  Cuartel  General  de  la 
División  de  Cuba,  serie  de  1899^  se  entenderá  redactado  de  acuerdo  con  los 
preceptos  contenidos  en  los  incisos  I,  II,  III,  y  IV  de  la  presente  Orden. 


Orden  núm.  198  de  2  de  Septiembre  de  1901,  sobre  atribuciones,   deberes  y 
sustitueiónjes  del  PreMdente  de  fa  Sala  de  lo  Civil  y  de  la 

Audiencia  de  la  Habana. 

El  Gobernador  Militar  de  Cuba,  á  propuesta  del  Secretario  de  Justicia 
ha  tenido  á  bien  disponer  la  publicación  de  la  siguiente  orden:  ' 

(1)  Aclarando  lo  dispuesto  en  este  artículo,  declaró  la  Orden  numero  239  de  1899  oue 
los  Magistrados  suplentes  en  él  referidos  tendrán  derecho  d,  percibir  haberes  como'  tales 
suplentes,  tan  sólo  en  el  caso  en  que  aquél  &  quien  sustituyesen  esté  disfrutando  de  licen- 
cia concedida  de  acuerdo  con  las  disposiciones  que  á  éstas  regulan,  6  cuando  desemneñen 
una  plaza  vacante.  '^ 

(2)  El  artículo  V.  siguiente  de  esta  Orden,  carece  hoy  de  aplicación  v  en  conRecuen- 
cia  snprimlmos  su  inserción  en  el  texto.  P"ca.cion  y   en  consecuen- 
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I.  El  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Civil  y  Contencioso  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  tendrá  las  atribuciones  que  se  determinan  en  el  art.  296 
de  la  Compilación  vigente  (1). 

Deberá  además  turnar  en  las  ponencias,  correspondiéndole  una  de  nue- 
ve. Será  sustituido  reglamentariamente  por  el  Magistrado  más  antiguo  de 
la  misma  Sala. 

II.  El  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  podrá  presidir  ade- 
más de  la  Sala  de  lo  Criminal  6  cualquiera  de  su^  Secciones,  la  de  lo  Civil  y 
Contencioso,  cuando  lo  tuviere  por  conveniente. 

III.  La  sustitución  reglamentaria  del  mencionado  Presidente  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  corresponderá  al  Presidente  de  Sala  más  antiguo 
de  la  misma  Audiencia. 

IV.  Formarán  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  la  Habana:  el 
Presidente  de  ésta,  los  dos  Presidentes  de  Sala,  el  Magistrado  más  antiguo 
del  Tribunal  y  el  Fiscal  ó  el  Teniente  Fiscal  en  su  sustitución, 

V.  Se  revocan  todas  las  disposiciones  anteriores  que  se  opongan  á  las 
contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual  empezará  á  regir  tan  pronto  como 
entre  en  funciones  el  Presidente  que  se  nonibre  para  la  Sala  de  lo  Civil  y 
Contencioso  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

.  F 

Orden  núm,  2^5  de  15  de  Noviembre  de  1901^  sobre  Salas  de   Justicia 

provisionales  y  eoctraordinarias. 

I.  Se  autoriza  á  los  Presidentes  de  Audiencia  para  que,  con  los  Magis- 
trados propietarios,  los  suplentes,  aún  cuando  no  estén  en  funciona,  y  el 
personal  subalterno  del  Tribunal  que  presidan  y  dos  de  los  Jueces  de  Pnme- 
ra  Instancia  ó  de  Instrucción  de  mayor  categoría  de  la  Provincia  respectiva, 
puedan  constituir  Salas  provisionales  cuando  las  necesidades  del  servicio  lo 
exigieren,  cuidando  de  evitar  en  lo  posible  que  dichas  Salas  se  constituyan 
figurando  en  ellas  mayor  numero  de  Magistrados  suplentes  que  propietarios. 

II.  Igualmente  se  les  autoriza  para  que,  utilizando  el  personal  á  que 
se  refiere  el  párrafo  anterior,  dispongan  la  formación  de  Salas  de  Justicia 
con  cinco  Magistrados,  en  todos  los  casos^  que  aun<}ue  no  estén  previstos 
por  la  Ley,  revistan,  á  su  juicio,  especial  importancia. 

III.  Se  deroga  el  artículo  II  d!e  la  Orden  civü  número  68,  serie  co- 
rriente de  este  Cuartel  general,  y  todas  las  disposiciones  anteriores  que  se 
opongan  á  las  contenidas  en  la  presente  Orden,  la  cual  empezará  á  regir  des- 
de la  fecha  de  su  publicación  en  la  Gaceta  de  la  Habana. 


Orden  núm,  256  de  26  de  Diciembre  de  1901^  sobre   est^idistica,    visi- 
tas judiciales  &^ 

I.  Dentro  de  los  ocho  primeros  días  de  cada  mes,  empezando  por  el  de 
Febrero  de  1902,  los  Presidentes  de  las  Audiencias  elevarán  á  la  Sala  de  go- 
bierno del  Tribunal  Supremo,  por  conducto  del  mismo: 

Primero. — Una  relación  de  las  causas  de  presos  en  las  que  durante  el 
mes  anterior  se  hava  celebrado  el  juicio  oral,  haya  tenido  lugar  la  ratifica- 
ción ó  se  haya  hecho  constar  la  conformidad  de  los  artículos  655  y  y  795  de 
la  Ley  de  Emuiciamiento  Criminal,  consignando: 
a. — Él  nombre  del  Juzgado; 
6. — ^Números  del  sumario  y  del  rollo; 


(1)    La  plaza  de  Presidente  de  la  Sala  de  lo  Civil  fué  creada  por  la  Orden  192  de  1901, 
y  está  dotada  con  el  haber  anual  de  cinco  mil  pesos. 
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c.~El  delito; 

d, — Las  personas  procesadas  y  presas; 

e. — ^Fecha  en  que  se  haya  paÑuIo  la  eausa  á  la  Audiencia  iK>r  el 
-Fiscal; 

/. — Fecha  de  la  prisión. 

g, — Fecha  de  la  celebración  del  juicio  oral,  ó  la  ratificación  ó  con- 
formidad en  su  caso. 

h. — 8i  la  sentencia  fué  condenatoria  ó  absolutoria:  é 
i. — Si  el  procesado  quedó  preso  ó  en  libertad. 

Segundo. — Otra  relación  de  las  causas  de  presos  en  que  durante  el  mes 
anterior  se  haya  susjiendido  el  Juicio  oral  ó  la  ratificación  ó  conformidad  de 
loe  artículos  655  y  7d5  de  la  Liey  procesal,  expresando  las  dreunstancias  se- 
tialadas  en  el  p&mfo  precedente  con  las  letras  a,  6,  c,  d,  6,  /,  g^  y  además: 
1&  fecha  en  que  debió  celebrarse  el  juicio  oral  ó  la  ratificación  en  su  caso; 
fecha  en  que  se  suspendió;  motivo  de  la  susp^isión;  si  se  sefialó  el  nuevo 
a<^to  y  para  que  día;  si  se  hubiese  aplazado  el  nuevo  señalamiento,  consiga 
najT  la  causa. 

Tercero. — Otra  relación  de  las  causas  de  presos  que  el  último  día  de  cada 
xries  estuvieren  pendientes  de  sefialamiento  para  cualquiera  de  los  tres  refe- 
ridoB  actos,  expresando  los  seis  primeros  datos  del  p&iraib  primero  de  este 
a.rtículo  y  también  la  fecha  y  objeto  de  la  última  resolución  adoptada  y  dili- 
gencia practicada  en  el  rollo. 

Cuarto. — Otra  relación  que  contendrá  copia  literal  y  fecha  del  último 
asiento  que  aparezca  el  último  día  del  mes  en  todos  los  ubros  oficiales  que  se 
llevan  en  Las  Salas  de  lo  Criminal  y  en  sus  Secretarias,  con  indicación  del 
nombre  de  cada  libro. 

II.  Se  impone  á  las  Salas  de  lo  Criminal  de  las  Audiencias  las  obliga- 
ciones siguientes: 

Primera.  La  de  pasar  el  último  día  hábil  de  cada  mes,  un  alarde  de  to- 
das las  causas  de  presos  presentadas  por  el  Fiscal  y  pendientes  de  trami- 
tación, las  cuales,  si  no  lo  estorbare  alguna  entr^;a  de  autos,  serán 
examinadas  por  el  Tribunal,  (}uien  oyendo  in  voce  al  Fiscal,  ratificará  ó 
dejará  sin  efecto  la  prisión  provisional,  s^ún  fuere  procedente  en  derecho, 
y  resolverá  lo  necesario  para  evitar  entorpecimientos  y  demoras  en  el  curso 
del  procedimiento  y, 

Secunda.  Dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  del  alarde  mencionado, 
se  remitirá  á  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  una  copia  del  mis- 
mo, con  expresión: 

a, — Del  Juzgado; 

6. — ^De  los  números  del  rollo  y  del  sumario; 

c.  — De  los  procesados,  con  indicación  de  los  presos; 

d. — Del  delito; 

e. — Fecha  en  que  el  Fiscal  haya  pasado  el  sumario  á  la  Audiencia; 

/.  — ^Fecha  en  que  se  abrió  el  último  trámite  pendiente; 

g. — Fecha  de  la  prisión ; 

h, — Petición  del  Fiscal  en  el  alarde; 

i,  — Fecha  de  los  alardes  anteriores  de  que  hubiere  sido  objeto  la  cau- 
sa; y 

k. — Expresión  del  trámite  por  virtud  del  cual   haya  habido  entre- 
ga ael  proceso,  impidiendo  que  se  comprenda  en  el  alarde. 

III.  Dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  en  que  finaliza  cada  trimes- 
tre del  año  natural,  los  Presidentes  de  las  Audiencias  elevarán  á  la  Sala  de 
gobierno  del  Tribunal  Supremo,  por  conducto  del  Presidente  del  mismo  los 
estados  siguientes:  * 

lo.  Del  número  de  causas  terminadas  por  sentenciase—sobreseimiento 
libre, — sobreseimiento  provisional,— suspensión  y  archivo  por  rebeldía  total 
de  los  procesad^,-declaraci6n  de  estar  extinguida  la  acción  penaL-senten- 
cia  del  arii.  655  de  la  Ley  Procesal,-auto  declarando  mal  forjado  el  proce- 
dimiento,—auto  de  inhibición,— auto  de  suspensión  del  art.  383  de  la  Ley 
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2o.  Del  número  de  causas  sin  presos  pendientes  de  tramitación,  consig- 
nando los  particulares  siguientes: 

a. — El  Juzgado  de  que  proceda; 

6. — Números  del  rollo  y  del  sumario; 

c— El  delito; 

d, — Los  procesados; 

e, — Fecha  eli  que  empezó  la  causa  en  la  Audiencia;  y 

/. — Fecha  en  que  se  abrió  el  trámite  pendiente. 

IV.  Dentro  de  los  diez  primeros  días  del  mes  de  Febrero  de  cada  afio  Á 
contar  desde  el  de  1902,  los  Presidentes  de  las  Audiencias  remitirán  á  la  Ba- 
la de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo,  los  estados  siguientes: 

lo.  Del  número  de  negocios  civiles  tenninados  en  la  Audiencia  du- 
rante el  afio  anterior,  clasificados  en  esta  forma:— juicios  de  mayor  cuan  tí  a, — 
id.  de  menor  cuantía, — ^incidentes,  competencias  y  demás  .asuntos  cuya  tra- 
mitación en  segunda  instancia  sea  distinta  á  la  que  corresponde  á  los  an- 
teriores juicios. — ^En  cada  una  de  esta  clase  de  asuntos,  se  consignará:  los 
terminados  por  sentencia, — id.  por  deserción, — id.  por  desistimiento, — id. 
por  transacción, — id.  por  caducidad. 

2o.    Del  número  de  negocios  civiles  pendientes  en  31  de  Diciembre  de 
cada  año,   clasificados  de  igual  modo  que  los  indicados  en  el  número  ante- 
rior, pero  con  expresión,  además,  de  las  circunstancias  siguientes: 
a, — En  tramitación; 

b, — Paralizados  por  falta  de  gestión  durante  seis  meses; 
c. — Paralizados  por  disposición  legal; 
d. — Pendientes  de  casación;  y 

e. — Fecha  en  que  empezó  á  correr  el  término  para  la  caducidad  en 
los  asuntos  paralizados  durante  más  de  un  año. 

3o.  Del  número  de  sentencias  condenatorias  en  causa  criminal  dicta- 
das durante  el  año,  y  de  las  cumplidas  en  igual  espacio  de  tiempo. 

4o.  Del  número  de  sumarios  pendientes  á  fin  de  año  en  cada  Juzgado 
de  Instrucción,  expresando:  número  de  radicación  en  el  mismo,  fecha  del 
inicio,  delito,  situación  de  los  proejados. 

5o.  Del  número  de  negocios  civiles  fallados  por  cada  uno  de  los  Jueces 
de  Primera  Instancia  durante  el  año. 

6o.  Del  número  de  negocios  civiles  pendientes  en  cada  uno  de  los  Juz- 
gados de  Primera  Instancia  al  finalizar  el  año,  expresando  todas  las  circuns- 
tancias mencionadas  en  el  párrafo  número  2,  sustituyendo  á  los  pendientes 
de  casápión  por  los  pendientes  de  apelación  y  refiriéndose  la  paralización  á 
un  año  y  á  más  de  tres  en  los  casos  de  las  letras  b  y  e\y 

7o.  Del  número  de  apelaciones  resueltas  y  pendientes  en  los  Juzgados 
de  Primera  Instancia  en  lo  civil,  con  estas  separaciones:  juicios  de  desahu- 
cio, id.  verbales. 

V.  Los  datos  que  deben  suministrar  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é 
Instrucción,  les  serán  pedidos  con  la  anticipación  necesaria  por  los  Presi- 
dentes de  las  Audiencias,  quienes  los  resumirán  y  elevarán  en  un  solo  estado 
con  la  división  por  Juzgado. 

VI.  Tan  luego  como  se  reciban  en  el  Supremo  los  estados  de  cada  Au- 
diencia á  que  se  refieren  los  artículos  precedentes,  se  pasarán  al  Fiscal  para 
que  en  su  vista  promueva  lo  que  estime  oportuno. 

VII.  En  el  primer  trimestre  de  cada  año,  á  contar  desde  el  de  1902,  el 
Presidente  del  Tribunal  Supremo  designará  los  Magistrados  del  mismo  que 
deban  visitar  las  distintas  Audiencias  de  la  Isla,  estableciendo  entre  éstas, 
para  las  visitas,  el  orden  que  crea  oportuno,  lo  mismo  que  en  cuanto  á  la  de- 
signación de  Magistrados,  teniendo  en  cuenta  las  necesidades  del  servicio  y 
las  consecuencias  que  en  cada  caso  determinen  las  circunstancias. 

VIII.  Además  de  las  diligencias  que  crean  convenientes  practicar  du- 
rante la  visita,  los  Magistrados  del  Supremo  encargados  de  hacerla  se  ajus- 
tarán á  las  reglas  siguientes: 

Primera.    Examinarán  todos  los  libros  que  se  llevan  en  las  Audiencias 
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poniendo  á  continuación  6  al  margen  del  último  asiento  la  fecha  de  la  visi- 
ta y  la  palabra  '* Visitado",  autorizada  con  su  rúbrica  6  firma. 

Segunda.  Sacarán  de  los  libros  de  radicación  nota  de  las  causas  no 
elevadas  por  los  Jueces  al  Fiscal  y  de  las  que  se  les  hubieren  devuelto. 

Tercera.  Traerán  á  la  vista  los  rollos  de  dichas  causas  para  inspeccio- 
nar si  en  ellos  se  dan  los  partes  correspondientes  de  adelanto; 

Cuarta.  Por  medio  de  los  libros  de  sentencias,  averiguarán  si  en  los  ro- 
llos respectivos  aparecen  cuniplidíis  aauéUas,  ó,  en  otro  caso,  las  medidas 
adoptadas  por  las  Salas  para  activar  el  cumplimiento; 

Quinta.  Partiendo  de  los  datos  que  arrojen  los  libros,  inquirirán,  con 
examen  de  loe  rollos  respectivos,  si  se  devolvieron  á  los  Jueces  con  oportuni- 
dad las  causas  sobreseídas  provisionalmente,  aquéllas  en  que  se  reputó  falta 
el  hecho  y  aquéllas  en  que  se  suspendió  el  procedimiento  por  reoeldía  de 
los  procesados,  y  si  aparece  acusado  el  correspondiente  recibo; 

Sexta.  Cuidarán  de  observar  si  todas  las  actuaciones  están  autoriza- 
dos por  los  funcionarios  que  en  ellas  intervinieron; 

Séptima.  Observarán  si  en  el  señalamiento  de  los  juicios  se  ha  dado 
preferencia  á  las  causas  con  presos  y  por  delito  flagrante; 

Octava.  Pedirán  todos  los  rollos  en  curso  para  ver  su  estado  y  los  mo- 
tivos que  hayan  producido  demoras  injustificadas  y  los  demás  defectos  ú 
omisiones  que  en  ellos  se  adviertan; 

Novena.  Procurarán  esclarecer  si  el  número  de  causas  pendientes  en 
tramitación  en  la  Audiencia  conviene  con  el  que  se  indica  en  los  libros; 

Décima.  Igual  operación  practicarán  respecto  de  los  pleitos  pendien- 
tes de  apelación; 

Undécima.  Averiguarán  si  hay  pleitos  en  que  no  obstante  haber  tras- 
currido los  dos  años  para  la  caducidad  de  la  instancia,  se  ha  omitido  dar 
cuenta  á  la  Sala  conforme  al  artículo  412  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
á  cuyo  fin  registrarán  los  libros  para  venir  en  conocimiento  de  los  negocios 
antiguos  no  resueltos  por  sentencia  firme; 

Duodécima.  Para  las  investigaciones  de  la  visita  aprovecharán  horas 
distintas  de  las  de  audiencia  del  Tribunal  visitado; 

•Décima  tercera.  Visitarán  las  dependencias  del  Tribunal  para  exami- 
nar si  en  ellas  se  guarda  el  orden  necesario  y  cual  sea  el  método  que  se  em- 
plee para  la  custodia,  clasificación  y  registro  de  expedientes  y  piezas  de  con- 
vicción, así  como  para  poner  en  claro  si  en  el  archivo  han  ingresado  proce- 
sos no  terminados  completamente  ó  sin  mandato  judicial;  y 

Décima  cuarta.  Confrontarán  los  estados  mensuales,  trimestrales  y 
anuales  enviados  al  Supremo,  para  cerciorarse  de  la  exactitud  de  los  mis- 
mos en  cuanto  fuere  esto  posible. 

IX.  En  el  mes  de  Febrero  de  cada  año,  á  partir  desde  el  de  1902,  los 
Presidentes  de  las  Audiencias  nombrarán  por  turno  un  Magistrado  ó  dos, 
según  lo  creyeren  oportuno,  para  que  visiten  los  Juzgados  de  Primera  Ins- 
tancia é  Instrucción  del  territorio,  conforme  á  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Examinarán  todos  los  libros  que  se  lleven  en  los  Juzgados, 
poniendo  á  continuación  ó  al  margen  del  último  asiento  la  fecha  de  lá  visi- 
ta y  la  palabra  * 'visitado,"  autorizada  con  su  firma  ó  rúbrica; 

Segunda.  Sacarán  de  los  libros  de  radicación  nota  de  las  causas  en  su- 
mario; 

Tercera.  Examinarán  dichas  causas  para  ver  si  existen  retrasos  injus- 
tificados y  si  se  han  formado  los  oportunos  incidentes; 

Cuarta.  Examinarán  también  los  exhortos  de  otros  Juzgados  que  de  los 
libros  aparezcan  incumplidos,  para  conocer  los  motivos  á  que  la  paraliza- 
ción obedezca; 

Quinta.  Inspeccionarán  con  igual  fin  el  cumplirniento  de  las  ejecuto- 
rias criminales  que  se  les  haya  delegado  por  la  Sala  sentenciadora; 

Sexta.  Averiguarán  el  número  de  causas  en  que  se  haya  revocado  el 
auto  de  conclusión  del  sumario  ó  sido  devueltas  pidiendo  diligencias  el  Fis- 
cal, y  si  la  revocación  fué  dictada  en  procesos  en  que  se  persigan  delitos  gra- 
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ves  6  que  tengan  importancia  por  razón   de  su  naturaleza  y  de  la  alarma 
que  hayan  producido; 

Séptima.  Cuidarán  de  observar,  si  todas  las  actuaciones  están  autoriza- 
das por  los  funcionarios  que  en  ellas  intervinieron; 

Octava.  Averiguarán  si  hay  pleitos  en  que  no  obstante  haber  transcu- 
rrido los  cuatro  años  que  marca  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para  su  ca- 
ducidad, no  se  haya  decretado  ésta,  á  cuyo  fin  inspeccionarán  los  libros,  i>a^ 
ra  venir  en  conocimiento  de  los  negociosantiguos  no  resueltos  por  sentencia 
firme; 

,  N^ovena.  Procurarán  armonizar  los  trabajos  de  investigación  que  la 
visita  exige  con  las  obligaciones  del  Juzgado  en  punto  al  despacho  diario  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes; 

Décima.  Visitarán  todas  las  dependencias  del  Juzgado  para  observar 
si  en  ellas  se  guarda  el  orden  necesario  y  cual  sea  el  método  que  se  eñaplee 
para  la  custodia,  clasificación  y  registro  de  expedientes  y  piezas  de  convic- 
ción, así  como  para  poner  en  claro  si  en  el  archivo  han  ingresado  procesos  no 
terminados  completamente  ó  sin  mandato  judicial; 

Undécima.  Visitarán  la  Cárcel  en  día  anunciado  de  antemano  para 
oir  las  reclamaciones  de  los  presos  con  causas  pendientes  y  proceder  en  con- 
secuencia de  las  mismas  á  lo  que  hubiere  lugar; 

Duodécima.  Estudiarán  los  procesos  en  sumario  al  objeto  de  observar 
si  se  cumple  la  Ley  respecto  á  la  tramitación  de  los  delitos  flagrantes;  y 

Décima  tercera.  Confrontarán  los  estados  remitidos  á  las  Audiencias  á 
los  efectos  de  cerciorarse  en  la  medida  respecto  á  su  exactitud. 

X.  Los  visitadores  serán  sustituidos  mientras  dure  la  visita  por  los  lla- 
mados en  derecho  á  reemplazarlos  y  disfrutarán,  además  de  sus  haberes,  las 
indemnizaciones  por  gastos  de  viajes  y  dietas  que  el  Gobierno  en  cada  caso 
fije,  si  no  estuviere  regulado  por  disposiciones  especiales. 

XI.  Los  visitadores  nombrarán  un  Secretario  que  les  auxilie  entre  los 
funcionarios  subalternos  del  Tribunal  visitante. 

XII.  En  los  ocho  días  siguientes  á  aquel  en  que  se  tennine  la  visita, 
los  Magistrados  del  Supremo  y  los  de  las  Audiencias  que  las  hubieren  prac- 
ticado, dirigirán  respectivamente  á  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Supre- 
mo por  los  conductos  debidos,  un  informe  en  el  que,  después  de  relacionar 
cuantía  defectos,  errores  y  omisiones  hubiesen  advertido  y  creyeran  dignos 
de  mención^  indicarán,  cuando  lo  creyeren  oportuno,  las  medidas  conducen- 
tes á  remediar  dichos»  males,  para  evitar  su  repetición  en  lo  futuro.  La  Sala 
de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo  pasará  este  informe  al  Fiscal  y  resolve- 
rá con  su  dictamen  lo  que  crea  oportuno. 

XIII.  Todas  las  visitas  se  limitarán  á  inspeccionar  los  asuntos  civiles 
y  criminales  despachados  y  pendientes  el  año  anterior  al  de  la  fecha  en  que 
aquéllas  se  practiquen. 

XIV.  Sin  perjuicio  de  las  visitas  anuales  que  esta  Orden  establece,  los 
Presidentes  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias  podrán  ordenar  las 
extraordinarias  que  crean  oportunas  debiendo  ajustarse  en  tales  casos  á  los  ar- 
tículos 372,  373,  374,  375,  377  v  378  de  la  Compilación  de  5  de  Febrero  de  1891. 

XV.  También  deberá  observarse,  tanto  por  los  Magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo  como  por  los  de  las  Auaiencias  lo  que  disponen  los  artículos 
379  y  381  de  dicha  Compilación. 

XVI.  En  el  mes  de  Enero  de  cada  año,  el  Presidente  del  Tribunal  Su- 
premo redactará  una  memoria  relativa  á  las  visitas  del  año  anterior  y  la 
elevará  al  Gobierno,  por  conducto  del  Secretario  de  Justicia,  haciendo  las 
observaciones  y  recomendaciones  que  estime  oportunas. 

XVII.  Se  derogan  todas  las  disposiciones  anteriores  que  se  opongan  á 
las  contenidas  en  la  presente  Orden,  de  cuya  ejecución  queda  encargada  la 
Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo,  la  cual  resolverá  las  dudas  á  que 
su  aplicación  pueda  dar  lugar  y  expedirá  las  instrucciones  que  estime  nece- 
sarias para  su  cumplimiento. 
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Orden  núm.  505  de  llf,   de  Diciembre  de  1900,  soh^e  jurarnento  y  toma 

de  posesión  de  los  Jv£ces  y  Magistrados 

I.  Desde  la  publicación  de  la  presente  Orden,  el  Capítulo  III,  Título 
III  del  Decreto  Ley  de  5  de  Enero  de  1891  se  entenderá  redactado  como 
sigue: 

CAPITULO  ni. 

DEL  JURAMENTO  Y  DE  LA  TOMA  DE  POSESIÓN  DE  LOS  JUECES 

Y  MAGISTRADOS 

Art.  109.  Los  Jueces  Municipales  y  sus  suplentes  en  los  pueblos  que 
no  sean  cabeza  de  partido,  prestarán  el  juramento  de  estilo  y  tomarán  pose- 
sión de  sus  cargos  en  el  lugar  destinado  á  las  audiencias  del  Juzgado  y  en 
un  solo  acto,  ante  el  respectivo  Juez  que  cese  ó  quien  sus  funciones  ejerciere. 
Los  Jueces  Municipales  y  sus  suplentes  en  pueolos  que  sean  cabeza  de  par- 
tido, prestarán  el  juramento  de  estilo  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  res- 
pectivo ó  quien  sus  funciones  ejerciere;  y  tomarán  posesión,  después  de  ha- 
ber prestado  juramento,  en  el  lugar  destinado  á  las  audiencias  del  Juzgado 
Municipal,  ante  el  respectivo  Juez  que  cese  ó  quien  sus  funciones  ejerciere. 

Art.  lío.  Los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  prestarán  el 
juramento  de  estilo  ante  la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  Territorial  á 
que  pertenezcan  los  Juzgados  para  que  hayan  sido  nombrados;  y  tomarán 
posesión  en  el  lugar  señalado  para  su  residencia  ante  los  que  estuvieren  ejer- 
ciendo las  respectivas  jurisdicciones. 

Art.  111 .  Los  Presidentes  y  Magistrados  de  Audiencia  prestarán  el 
juramento  de  estilo  ante  los  Tribunales  á  que  vayan  destinados^  constituidos 
en  pleno,  y  en  audiencia  pública,  con  asistencia  del  Ministerio  Fiscal  y  á 
presencia  de  todos  los  auxiliares  y  subalternos;  y  tomarán  posesión  en  la 
misma  forma.  A  la  prestación  de  juramento  y  toma  de  posesión  de  los  Pre- 
sidentes de  Audiencia  asistirán  además,  los  Jueces  Municipales  de  la  capital 
de  la  Provincia. 

Art.  112.  El  Presidente  y  Magistrados  del  Tribunal  Supremo  presta- 
rán el  juramento  de  estilo  y  tomsurán  posesión  de  sus  cargos  en  un  solo  acto, 
y  ante  el  Tribunal  en  pleno  y  con  asistencia  del  Ministerio  Fiscal.  A  la 
prestación  del  juramento  y  toma  de  posesión  del  Presidente  y  Magistrados 
del  Tribunal  Supremo,  asistirán,  además,  el  Presidente,  Fiscal  y  Magistra- 
dos de  la  Audiencia,  y  los  Jueces  de  Primera  Instancia. 

Art.  113.  Los  Jueces  Correccionales  prestarán  el  juramento  da  estilo 
ante  la  Sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia  á  cuyo  territorio  estuvieren  desti- 
nados; y  tomarán  posesión  de  sus  cargos  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia 
del  partido  en  que  vayan  á  residir,  si  fiíeren  á  ocupar  un  Juzgado  de  nueva 
creación,  y  ante  el  Juez  Correccional  saliente  ó  quien  sus  funciones  ejercie- 
re, si  ocuparen  un  Juzgado  ya  establecido. 

Art.  114.  Solo  prestarán  juramento  los  funcionarios  del  orden  judicial 
y  fiscal  al  ingresar  ó  reingresar  en  la  carrera  ó  cuando  fueren  promovidos  á 
cargos  de  mayor  categoría  que  los  que  desempeñen. 

A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no  estarán  en  la  obliga- 
ción de  prestar  el  juramento  los  Jueces  de  Primera  Instancia  que  sean  nom- 
brados para  Juzgados  de  mayor  categoría. 

Art.  115.  De  toda  pres&ción  de  juramento  y  toma  de  posesión,  se  ex- 
tenderá la  correspondiente  acta,  remitiéndose  una  copia  certificada  de  la 
misma  á  la  Secretaría  de  Justicia. 

II.  Todos  los  decretos,  órdenes  ó  leyes  que,  en  todo  ó  en  parte  se  opon- 
gan á  las  disposiciones  que  preceden,  quedan  por  la  presente  derogados. 
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Orden  núm,  194.  ^  ^^  ^   Octubre  de  1899 y  %óbre   licenoiüs  de  los  fun- 

cmiaii4)8  del  orden   judicial  y  fiscal 

En  lo  adelante  se  entenderán  modificadas  las  disposiciones  que  lian  re- 
gido hasta  la  fecha  sobre  licencias  de  los  funcionarios  del  orden  judicial  y 
fiscal,  contenidas  en  el  Capítulo  18,  Título  2o.  de  la  Ley  de  5  de  Enero  de 
1891,  el  cual  se  entenderá  redactado  en  la  fonna  que  expresan  los  artículos 
siguientes; 

I.  Los  Jueces  Municipales  podrán  ausentarse  por  ocho  días  6  menos 
del  territorio  de  su  residencia,  dejando  al  suplente  encargado  del  despacho 
y  participándolo  al  Juez  de  la.  Instancia  del  partido.  Para  ausentarse  más 
de  ocho  días  y  menos  de  treinta  deberán  obtener  por  escrito,  licencia  del 
Juez  de  la.  Instancia  del  partido,  y  desde  trejnta  á  noventa,  del  Presidente 
de  la  Audiencia.  En  ninguno  de  los  casos  expresados,  podrán  los  Jueces 
Municipales  ausentarse  de  la  localidad  en  que  ejerzan  sus  funciones  hasta 
cjue  el  suplente  respectivo  quede  encargado  de  la  jurisdicción. 

TI.  Los  funcionarios  de  las  carreras  i udicial  y  fiscal,  no  pueden  ausen- 
tarse sin  licencia  de  la  localidad  en  que  desempeñen  sus  funciones. 

III.  La  licencia  puede  concederse  por  dos  causas,  á  saber:  por  enfer- 
medad justificada  de  quien  la  solicite,  6,  para  asuntos  propios  del  miismo, 
debiendo  solicitarse  en  todo  caso,  por  escrito,  6  por  conducto  del  jefe  inme- 
diato cuando  lo  tenga  el  funcionario  solicitante. 

IV.  Toda  licencia  que  se  pida  para  el  extranjero  6  por  un  término  de 
ciento  veinte  días  6  mayor  que  éste,  se  concederá  por  el  Gobernador  Militar 
de  Cuba.  Las  que  se  soliciten  para  el  interior  de  lá  Isla  y  por  término  me- 
nor que  el  expresado,  las  otorgará  el  Secretario  de  Justicia. 

V.  El  Gobernador  Militar  concederá'licencia  para  el  extranjero  por  un 
plazo  de  cuarenta  y  cinco  días  sin  sueldo.  Si  la  licencia  se  pidiere  por  en- 
fermedad justificada  podrá  otorgarla  por  el  plazo  máximo  de  setenta  y  cin- 
co días,  gozando  el  interesado  el  sueldo  que  le  corresponda  por  su  destino, 
durante  los  primeros  cuarenta  y  cinco  días  y  la  mitad  de  dicho  sueldo  por 
el  resto  del  tiempo  hasta  completar  el  que  se  le  hubiere  concedido. 

VI.  El  Gobernador  Militar  concederá  licencia  por  cuatro,  seis  ú  ocho 
meses  á  los  funcionarios  que  hayan  permanecido  sin  interrupción  en  el  ser- 
vicio activo  tres,  seis  y  diez  años  respectivamente.  Se  entenderá  por  servi- 
cio activo  no  interrumpido,  el  ejercicio  de  las  funciones  inherentes  al  cargo 
ó  cargos  que  haya  desempeñado  el  funcionario  que  solicite  la  licencia,  por 
el  numero  de  años  que  indica  el  presente  artículo,  sin  que  durante  ellos,  ha- 
ya disfrutado  de  licencia  alguna. 

VIL  Las  licencias  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  concederán 
sin  sueldo  cuando  fuese  para  asuntos  propios.  Cuando  fuese  por  causa  de 
enfermedad,  tendrá  derecho  el  funcionario  á  quien  se  otí^rgue,  á  su  haber  du- 
rante el  primer  mes  y  á  la  mitad  del  mismo  durante  el  segundo.  El  resto 
del  tiempo  porque  se  hubiere  concedido  la  licencia  se  entenderá  sin  sueldo. 

VIII,  El  Secretario  de  Justicia  concederá  licencias  para  el  interior  de 
la  Isla,  por  el  término  máximo  de  cuarenta  y  cinco  días.  Si  la  licencia  se 
hubiere  otorgado  por  enfermedad,  disfrutará  el  empleado  su  haber  entero 
por  un  sólo  mes,  y  la  mitad  del  mismo  por  el  resto  del  término  que  se  le  hu- 
biere concedido.  Si  fuere  por  otro  motivo  se  entenderá  siempre  otorgada  la 
licencia  sin  sueldo. 

IX.  Para  disfrutar  de  licencia,  cualquiera  que  sea  el  motivo  por  que  se 
solicite,  es  indispensable  que  el  funcionario  que  la  pida  no  haya  disfrutado 
de  otra  dentro  del  año  judicial.  Si  se  le  hubiere  concedido  alguna  por  un 
término  menor  del  que  consiente  el  presente  Decreto,  podrá  en  este  caso 
concederse  la  licencia  ó  licencias  que  solicite,  hasta  completar  el  máximo  le- 

fal,  sin  que  en  ningún  caso  puedan  otorgarse  por  un  término  que  exceda  de 
icho  máxiraun. 
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X.  El  funcionario  que  hubiere  obtenido  licencia  tres  años  seguidos,  no 
puede  obtener  otra  ninguna  durante  otros  tres  años.  Solo  en  el  caso  de  en- 
termedati  grave  justificada  debidamente  y  en  que  peligre  la  vida  de  los  inte- 
resados podrá  otorgarse  licencia  por  el  Gobernador  General  de  Cuba  ó  por  el 
Secretario  de  Justicia  en  su  caso,  &  funcionarios  que  no  tengan  derecho  á 
obtenerla.  La  licencia  que  se  otorgue  en  ese  caso  se  entenderá  como  antici- 
po y  no  podrá  exceder  de  setenta  y  cinco  días  si  es  para  el  extranjero  6  de 
cuarenta  y  cinco  para  el  interior  de  la  Isla. 

XI.  Cuando  la  licencia  se  solicite  por  causa  de  enfermedad,  se  justifi- 
cará ésta  por  medio  de  certificación  suscrita  por  dos  facultativos  en  la  que 
bajo  juramento  hagan  constar  la  enfermedad  que  padezca  el  funcionario  á 
quien  el  certificado  se  refiera,  y  ser  además  indispensable  la  ausencia  del 
mismo  de  la  localidad  en  que  desempeñe  sus  funciones,  para  que  pueda  ob- 
tener su  curación  ó  el  abandono  del  trabajo  con  el  mismo  objeto. 

XII.  í^n  los  casos  en  que  se  solicite  licencia  para  asuntos  propios,  el 
jefe  inmediato  al  dar  curso  á  la  solicitud,  informará  sobre  si  ^uede  conce- 
derse sin  que  se  originen  dificultades  en  la  marcha  de  los  negocios  ó  á  la  rec- 
ta administración  de  justicia.  La  Autoridad  Superior  á  quien  corresponda, 
concederá  ó  negará  la  licencia  si  lo  estima  procedente. 

XIII.  Los  Jueces  Municipales  y  los  mncionarios  de  la  carrera  judicial 
y  fiscal  que  se  ausenten  de  la  localidad  en  que  desempeñen  sus  funciones  sin 
haber  obtenido  licencia  de  las  Autoridades  llamadas  á  prestarla  por  el  pre- 
sente Decreto,  serán  multados  si  perciben  sueldo,  con  la  pérdida  de  un  mes 
de  su  haber  la  primera  vez  que  cometan  dicha  falta;  y  se  les  requerirá  iK>r  la 
Oaceta  para  que  en  el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas  vayan  á  ocupar 
su  puesto.  Si  no  lo  hicieren  ó  si  reincidieren,  se  entenderá  que  renuncian 
al  cargo  que  desempeñen  y  serán  declarados  por  ese  solo  hecho  cesantes,  sin 
perjuicio  de  las  demás  responsabilidades  á  que  haya  lugar.  Exceptúan  se 
los  que  se  ausentaren  en  cumplimiento  de  su  deber  ó  para  practicar  alguna 
diligencia  de  la  Administración  de  Justicia.  Las  penalidades  á  que  este 
artículo  se  refiere  serán  impuestas  por  la  Sectretaria  ae  Justicia,  en  cuyo  co- 
nocimiento deberán  poner  el  hecho  los  superiores  del  funcionario  que  hu- 
biere cometido  la  falta  á  que  estos  preceptos  se  contraen. 

XIV.  No  necesitarán  de  licencia  los  funcionarios  referidos,  ni  los  Jue- 
ces Municipales,  para  hacer  entrega  por  causa  de  enfermedad  de  sus  respec- 
tivos cargos  á  quienes  deban  sustituirlos;  pero  será  condición  precisa  que  se 
reciuiera  al  sustituto  para  que  se  encargue  del  despacho  y  que  el  propietario 
ponga  el  hecho  en  conocimiento  de  su  Superior  gerárquico,  el  cual  lo  comu- 
nicará á  la  Secretaría  de  Justicia.  En  el  caso  de  este  artículo,  el  ñmcionar 
rio  no  podrá  ausentarse  de  Ui  localidad  en  que  desempeñe  las  funciones  de 
«u  destino  titular  ni  podrá  durar  más  de  ocho  días  el  término  de  la  sustitu- 
ción. Dentro  de  ese  término  podrá  pedir  licencia,  la  que  en  caso  de  conce- 
dérsele, empezará  á  contarse  y  surtir  todos  sus  efectos  con  respecto  á  sus  ha- 
beres y  á  les  que  tenga  derecho  á  percibir  el  sustituto,  desde  la  fecha  en  que 
hizo  entrega  del  despacho. 

XV.  De  toda  licencia  disfrutada  por  un  funcionario,  se  tomará  nota  en 
su  expediente  x)ersonal,  así  como  de  las  entregas  que  hiciese,  en  el  caso  del 
artículo  anterior. 

XVI.  Los  términos  de  las  licencias  empezarán  á  contarse  desde  el  día 
en  que  comiencen  á  disfrutarse.  Los  funcionarios  á  quienes  se  otorgue,  de- 
berán tomar  posesión  de  su  destino  el  día  último  del  plazo,  ó  antes  si  lea 
conviniere.  Si  decursare  el  término  de  la  licencia  sin  tomar  posesión  de  sus 
cargos  serán  declarados  cesantes. 

XVII.  Las  licencias  caducarán  á  los  veinte  días  de  concedidas,  si  du- 
rante ellos  no  se  hubiere  hecho  uso  de  las  mismas.  Los  funcionarios  á  quie- 
nes se  conceda  licencia  deberán  poner  en  conocimiento  de  su  superior  inme- 
diato y  éste  en  el  de  la  Secretaría  de  Justicia,  el  día  en  que  empiecen  á  dis- 
frutarla. 

XVIIL  No  se  podrá  conceder  licencia  simultánea  á  más  de  la  tercera 
parte  de  los  Magistrados  del  Supremo  ó  de  las  Audiencias.    Tampoco  podrá 
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disfrutarla  más  de  un  representante  del  Ministerio  Fiscal  en  el  Tribunal  Su- 
premo y  Audiencias  de  la  Isla  con  excepción  de  la  de  la  Habana  en  (jue  po- 
drán concederse  simultáneamente  á  tres  de  dichos  representantes. 

XIX.  Cuando  funcionarios  de  la  carrera  judicial  ó  fiscal  6  un  Juez  Mu- 
nicipal tuvieren  que  desempeñar  un  puesto  retribuido  con  mayor  sueldo, 
sustituyendo  al  propietario  á  quien  se  hubiere  concedido  licencia,  tendrán 
derechos  por  todo  el  tiempo  que  desempeñen  dicho  puesto  á  percibir  la  canti- 
dad con  que  esté  dotado  el  que  ocupen  accidentalmente  sin  perjuicio  de  los 
derechos  del  propietario  á  percibir  su  sueldo  durante  el  tiempo  que  señahí  el 
presente  Decreto. 

j 

Decreto  presidencial  núm.  276  de  11^  de  Septiembre  de  190 4^    aclarando 

algunos  conceptos  de  la  Orden  19If.  de  1899 ^  que  regula  kis 

licencian  de  los  funcionarios  judiciales 

A  propuesta  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia  y  con  el  fin  de  aclarar 
algunos  conceptos  de  la  Orden  Militar  núm.  194  de  1899,  que  regula  las  li- 
cencias de  los  funcionarios  judiciales,  vengo  en  disponer  lo  siguiente: 

Artículo  1.  El  Presidente  y  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  y  los  Pre- 
sidentes y  Fiscales  de  las  Audiencias  podrán  ausentarse  de  las  ciudades  en 
que  desempeñen  sus  funciones,  por  un  término  máximo  de  ocho  días,  siem- 
pre que  algún  motivo  de  carácter  oficial  así  lo  exiia;  debiendo  en  todo  caso 
hacer  formal  entrega  del  cargo  á  quien  corresponda  y  comunicarlo  á  la  Se- 
cretaría de  Estado  y  Justicia. 

Artículo  II.  El  Presidente  y  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  y  lo»  Pre- 
sidentes y  Fiscales  de  las  Audiencias  podrán  ausentarse  de  sus  residencias 
oficiales  en  días  festivos,  haciendo  entrega  de  sus  cargos  á  quienes  corres- 
ponda, hasta,  su  regreso. 

También  podrán  autorizar  por  escrito  á  sus  respectivos  subordinados, 
para  ausentarse  en  días  festivos  cuando  las  ftinciones  de  aquéllos  y  las  aten- 
ciones del  servicio  lo  permitan. 

Artículo  III.  Siempre  que  un  funcionario,  á  causa  de  haberse  ausenta- 
do en  día  festivo,  no  acudiere  al  Tribunal  ó  Juzgado  á  que  pertenezca  á  la 
hora  reglamentaria  del  primer  día  hábil,  se  pondrá  el  hecho,  por  quien  co- 
rresponda, en  conocimiento  del  Secretario  de  Estado  y  Justicia,  para  la  re- 
solución que  proceda. 

Artículo  IV.  Las  ausencias  autorizadas  según  los  artículos  anteriores, 
no  se  reputarán  licencias  á  los  efectos  de  la  Orden  No.  194  de  1899. 

Artículo  V.  El  Presidente  y  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  y  los  Pre- 
sidentes y  Fiscales  de  las  Audiencias  podrán  anticipar,  en  casos  de  justifi- 
cada urgencia,  las  licencias  que  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  co- 
rresponde otorgar  al  Presidente  de  la  República  6  á  la  Secretaría  de  Estado 
y  Justicia;  debiendo  entenderse  siempre  el  anticino  sin  sueldo,  á  reserva  de 
lo  que  acuerde  al  confirmar  la  licencia  la  autoridad  competente. 

Artículo  VI.  El  Secretario  de  Estado  y  Justicia  podrá  autorizar  á  los 
funcionarios  del  orden  judicial  y  fiswil  para  que  residan  fuera  de  las  pobla- 
ciones en  que  presten  sus  servicios,  siempre  que  por  la  proximidad  de  los  lu- 
gares ó  faiíilidad  y  rapidez  de  las  comunicaciones,  no  dejen  por  ello  de  asis- 
tir diariamente  con  la  debida  puntualidad  á  sus  respectivas  tribunales. 

Habana,  Septiembre  14  de  1904. 


T.  EvSTRADA  Palma. 


C.  E.  Ortiz, 

Secretarlo  de  Estado  y  Justicia. 
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Orden  núm.  99  de  12  de  Abnl  de   1902,  sobre  destitueioties  y  traslados 

de  funciona  rios  judiciales, 

r.  Los  funcionarios  que  en  la  actualidad  desempeñen  cargos  de  la  ca- 
rrera judicial  ó  fiscal  y  los  que  en  lo  sucesivo  fueren  nombrados  para  dichos 
cargos,  conforme  &  la  Ley,  no  podrán  ser  suspendidos  ni  destituidos  de  sus 
destinos  6  empleos,  ni  separados  de  la  carrera,  sino  por  razón  de  delito  ú 
otra  causa  grave  debidamente  acreditada,  y  siempre  con  audiencia  del  in- 
teresado. 

II.  Procede  de  derecho  la  destitución  en  el  cargo  y  la  separación  defi- 
nitiva ó  temporal  de  la  carrera: 

lo.    Por  sentencia  firme  en  que  así  se  declare. 

2o.  Por  sentencia  firme  en  que  se  imponga  al  funcionario  pena  correc- 
cional ó  afiictiva,  las  cuales  llevarán  siempre  consigo  la  separación. 

III.  Podrán  ser  separados  ó  destituíaos  de  sus  cargos,  gubernativamen- 
te, los  funcionarios  que  los  desempeñen,  por  alguna  de  las  causas  siguientes: 

a. — Por  incapacidad  física  ó  mental  que  les  impida  desempeñar  el 
cargo. 

6. — Por  haber  sido  corregidos  disciplinariamente,  más  de  una  vez,  por  he- 
chos graves,  que  sin  constituir  delito,  comprometan  la  dignidad  de 
su  ministerio  ó  les  hagan  desmerecer  en  el  concepto  público. 

c. — Por  haber  sido  dos  veces  declarados  responsables  civilmente  en 
juicios  sonidos  para  exigirles  esa  clase  de  responsabilidad. 

d, — Cuando  por  su  conducta  viciosa  no  sean  dignos  de  continuar  ejor-! 
ciendo  sus  funciones. 

IV.  En  los  casos  del  artículo  II,  la  separación  se  llevará  á  efecto  tan 
pronto  quede  firme  la  sentencia  en  que  se  imponga.  .Durante  la  sustancia- 
ción  de  la  causa  el  funcionario  acusado  estará  en  suspenso  en  el  ejercicio  do 
su  cargo. 

V.  En  los  casos  del  artículo  III,  los  Tribunales  que  impongan  las  co- 
rrecciones disciplinarias  ó  condenen  al  pago  de  la  responsabilidad  civil  da- 
rán siempre  cuenta  al  Gobierno,  quien  si  estima  procedente  la  aplicación 
de  dicho  artículo,  pasará  los  antecedentes  á  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribu- 
nal del  Distrito  en  que  preste  sus  servicios  el  inculpado,  si  éste  tuviere  ca- 
tegoría inferior  á  la  de  Magistrado,  para  que  informe  acerca  de  dicho  parti- 
cular, precia  audiencia  del  Fiscal  y  del  interesado.  Cuando  éste  tenga  ca- 
tegoría superior  á  la  de  Magistrado  é  inferior  á  la  de  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  el  informe  se  pedirá  á  la  Sala  de  Gobierno  de  este  último,  y 
en  los  demás  casos  á  dicho  Tribunal  constituido  en  pleno,  con  exclusión  del 
interesado  y  sin  peijuicio  de  la  audiencia  que  á  éste  debe  darse. 

VI.  En  los  casos  previstos  en  los  números  letras  (a)  y  (d)  del  artículo 
III,  las  Salas  á  las  cuales  corresponde,  según  la  categoría  del  inculpado  y 
conforme  al  artículo  precedente,  dar  informe  en  el  caso  previsto  en  el  mis- 
mo, procederán  á  abrir  información,  ya  por  iniciativa  propia,  por  tener  co- 
nocimiento de  hechos  que  lo  ameriten,  yaá  petición  del  superior  gerárquico 
del  inculpado  (que  para  este  caso  se  entiende  que  lo  son  los  Presidentes  de 
los  Tribunales  respecto  de  los  Magistrados;  el  del  Supremo  respecto  de  todos 
los  funcionarios  del  orden  judicial;  los  Fiscales  respecto  del  personal  que  les 
esté  sudordinado  y  el  del  Tribunal  Supremo  respecto  de  todo  el  Ministerio) 
ya  por  orden  del  Gobierno.  En  estos  casos  nombrarán  las  Salas  un  ftmcio- 
nario  de  igual  ó  superior  categoría  para  que  practique  las  investigaciones 
del  caso,  y  hecho  ésto  remitirá  las  diligencias  á  la  Sala,  la  cual  oirá  los  des- 
cargos y  recibirá  las  pruebas  que  presente  el  inculpado,  con  intervención  del 
Ministerio  Fiscal  y  previo  el  informe  de  éste  evacuará  el  suyo,  relativamen- 
te á  hechos,  elevándolo  al  Gobierno.  Tan  pronto  como  se 'inicien  estas  in- 
vestigaciones se  dará  cuenta  al  Gobierno,  por  el  Presidente  del  Tribunal  que 
las  haya  de  practicar. 
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VII.  En  los  casos  de  los  artículos  precedentes,  el  Tribunal  que  practi- 
que la  investigación  ó  el  Gobierno,  cuando  lo  ordenare,  podrán  disponer, 
cuando  la  gravedad  de  los  hechos  lo  exijan,  la  suspensión  del  funcionario, 
mientras  recaiga  resolución  definitiva. 

VIII.  Recibido  por  el  Gobierno  el  infonne  á  que  se  refieren  los  artícu- 
los V  y  VI,  resolverá  acerca  de  la  destitución  ó  separación  del  ftmcionario  in- 
culpado. Este  podrá  reclamar  conforme  á  Ley,  judicialmente  por  la  vía 
contencioso  administrativa  contra  dicha  resolución,  cuando  dicha  destitu- 
ción se  decreta,  sin  estar  el  destituido  comprendido  en  alguno  de  los  casos 
en  qué  según  la  presente  Orden  procede.  En  cuanto  á  hechos,  en  el  caso 
del  artículo  VI  se  estará  á  los  consignados  por  el  Tribunal  informante.  JL»a 
interposición  del  recurso  no  impedirá  que  se  lleve  á  efecto  la  destitución. 

IX.  Sólo  por  motivo  evidente  de  conveniencia  pública,  podrá  st»r  tnis- 
ladado  un  funcionario  sin  su  consentimiento,  á  otro  destino  de  igual  ciitego- 
ría,  fuera  del  lugar  donde  esté  desempeñando  el  que  ejerza.  En  nin^ln  ca- 
so será  trasladado  más  de  una  vez  un  mismo  funcionario,  dentro  del  térmi- 
no de  un  año. 

X.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y  decretos  que  se  opongan  a  la 
presente  y  los  derechos  por  esta  Orden  adquiridos  serán  respetadas. 


Orden  núm,  SO  de  4^  Febrero  de  1902,  sobre  haberes  de  Magistrados j 
Abogados  Fiscales  y  Jueces  Municipales  sustitutos 

1.  Los  Magistrados  suplentes  y  Abogados  Fiscales  sustitutos  «que  cu- 
bran una  plaza  de  propietario  que  se  encuentre  vacante  por  no  haberse  pose- 
sionado aun  de  ella  el  funcionario  que  deba  servirla,  ó  no  haberse  este  nom- 
brado ó  estar  el  propietario  con  licencia  ó  en  comisión  del  servicio,  6  susti- 
tuyendo á  otro  funcionario,  tendrán  derecho  á  percibir  el  sueldo  asignado  á 
dicha  plaza  si  la  sustitución  excede  de  ocho  días,  sin  perjuicio  del  haber  que 
en  su  caso  corresponda  al  propietario. 

2.  Igual  derecho  y  en  los  mismos  casos  previstos  en  el  artículo  anterior 
tendrán  los  Jueces  Municipales  cuando  8ustitU5ran  á  los  de  Primera  Instan- 
cia, de  Instrución  ó  Correccionales. 

3.  Fuera  de  los  casos  compi-endidos  en  los  artículos  anteriores,  ningún 
funcionario  de  la  carrera  judicial  que  por  virtud  de  sustitución  desempeñe 
plaza  de  superior  categoría  á  la  suya  tendrá  derecho  á  percibir  otro  haber 
que  el  que  le  corresponda  por  la  plaza  de  que  es  titular,  á  no  ser  cualquier 
aumento  de  sueldo  autorizado  en  cada  caso  por  el  Gobernador  Militar,  á  pro- 
puesta del  Secretario  de  Justicia,  quien  hará  dichas  propuestas  en  casos  es- 
peciales. 

4.  Ninguna  Autoridad,  salvo  el  Gobernador  Militar,  podrá  nombnir 
funcionarios  interinos  con  derecho  á  sueldo  sino  en  el  caso  de  vacante  abso- 
luta de  la  plaza  ó  cuando  el  propietario  no  perciba  el  haber  á  ella  asignado 
ó  perciba  menos,  en  cuyo  caso  el  interino  cobrará  la  diferencia  que  deje 
aquel  de  disfrutar,  de  modo  que  en  ningún  caso  el  nombramiento  de  un  in- 
terino produzca  aumento  de  gastos  en  la  plantilla  del  Tribunal  ú  Oficina 
correspondiente. 

LL 

CfaMficación  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia,  con  arreglo  á   la 
Orden  núm.  205  de  28  de  Octubre  de  1899  y  demás  disposiciones 

posteriores 

CLASIFICACIÓN 

La  Orden  núm.  205  de  28  de  Octubre  de  1899  dividió  en  tres  clases  los 
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Juzgados  de  la.  Instancia  déla  República,  comprendiéndose  actualmente  en 
CMida  una  de  ellas  los  Juzgados  siguientes: 

Primera  vlcLse,  Pertenecerán  á  ella  los  cuatro  Juzgados  de  la.  Instan- 
cia de  la  ciudad  de  la  Habana,  correspondientes  á  los  distritos  Norte,  Sur, 
Este  y  Oeste  (1). 

Segunda  clase.  Pertenecerán  á  ella  los  Juzgados  de  capitales  de  Pro- 
vincia, en  cuyas  poblaciones  residan  las  Audiencias,  á  excepción  de  los  com- 
prendidos en  la  anterior,  y  además  los  de  Cienfuegos,  Cárdenas,  Sagua  la 
Grande,  Kemedios,  Guanabacoa,  Holguín  y  Colón. 

Tercera  clase.  Perten'ecerán  á  ella  todos  los  demás  Juzgados  de  la.  Ins- 
tancia de  la  Isla. 

SUELDO  Y  CONSIGNACIÓN  PARA  MATERIAL 

£1  sueldo  de  los  Jueces  de  la.  Instancia  será  el  siguiente:  en  los  Juzga- 
dos de  la  primera  clase,  cuatro  mil  pesos;  en  los  de  la  segunda,  tres  mil  y  en 
los  de  la  tercera,  dos  mil.  Estos  haberes  se  entenderán  anuales  y  pagaderos 
por  mensualidades  en  moneda  de  los  Estados  Unidos  ó  su  equivalente. 

La  consignación  de  que  disfrutarán  los  Juzgados  de  la.  Instancia  para 
gastos  de  material  será  la  siguiente:  los  de  primera  clase,  trescientos  pesos; 
los  de  s^unda,  doscientos  cincuenta;  los  de  tercera,  doscientos.  Esas  can* 
tidades  se  entenderán  asimismo  anuales  y  pagaderas  por  mensualidades  en 
la  moneda  antes  dicha. 

APÉNDICE  II. 

PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES 

A 

Orden  núm.  S^  de  7  de  Febrero  de  1902^  regulando  el  procedimiento  para 
la  expropiación  forzosa  en  beneficio  de  los  Ferrocarriles. 

CAPITULO     VII 

DE   LA   EXPROPIACIÓN 

El  derecho  concedido  á  los  ferrocarriles  de  servicio  publico,  por  las  leyes 
vigentes  al  publicarse  esta  Orden,  y  el  que  se  les  concede  por  las  disposicio- 
nes de  la  misma,  para  la  ocupación  de  cualquier  parte  de  los  bienes  de  domi- 
II  io  público,  ó  para  la  expropiación  de  propiedades  ó  del  derecho  de  pose- 
sión, se  ejercitará  de  la  siguiente  manera: 

I 

OCUPACIÓN  DE  BIENES  DEL  DOMINIO  PUBLICO 

Mediante  aprobación  por  la  Comisión  de  Ferrocarriles  en  la  forma  fijada 
en  el  Capítulo  X  de  esta  Orden,  de  los  planos,  perfiles  y  memorias  descrip- 
tivas de  las  Compañías  de  Ferrocarriles,  bien  entendido  que  la  Comisión  de 
Ferrocarriles  determinará  la  manera  y  la  ocasión  de  entrar  on  la  ocultación 
de  cualquier  parte  de  los  bienes  del  dominio  público. 

II 

ADQUISICIÓN    DE    PROPIEDADES    Ó  DE    BIENES   EN  POSESIÓN  DEL    ESTADO» 
LA  PROVINCIA  Ó  EL  MUNICIPIO  QUE  NO  SEAN    DE  USO  PÚBLICO 

En  los  casos  en  que  las  Compañías  de  Ferrocarriles  no  llegasen  á  un 
acuerdo  con  el  Secretario  de  Hacienda  como  representante  del  EsUido,  el 
Gobernador  de  la  Provincia  como  representante  de  la  misma,  y  el  Ayunta- 

(1)    Véase  en  el  Apéndice  IV  la  actual  demarcación  de  estos  Juzgados. 
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iniento  como  representante  del  Municipio,  para  la  compra  por  dichas  Com- 
pañías de  cualquier  clase  de  propiedades,  del  derecho  de  posesión  6  cual- 
quier otro,  acciones  6  servidumbres  en  las  mismas,  pertenecientes  respecti- 
vamente al  Estado,  la  Provincia  6  el  Municipio,  se  seguirán  en  todos  los  ca- 
sos iguales  procedimientos  á  los  que  se  fijarán  en  adelante  cuando  se  trate 
de  los  casos  referentes  á  individuos  particulares  6  sociedades,  con  excepción 
de  que  la  Comisión  de  Ferrocarriles  desempeñará  las  funciones  encomenda- 
das al  efecto  al  Juez  de  Primera  Instancia;  y  que  toda  alzada  que  se  esta- 
blezca contra  las  resoluciones  de  la  Comisión  de  Ferrocarriles  deberá  inter- 
ponei-se  pura  ante  el  Tribunal  Supremo  en  vez  dé  hacerse  ante  la  Audien- 
cia. En  los  procedimientos  referidos  serán  citados,  el  Fiscal  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  como  representante  del  Estado,  los  Gobernadores  de  las 
Provincias  como  representantes  de  sus  respectivas  Provincias,  y  los  Presi- 
dentes de  los  Ayuntamientos  como  representantes  de  sus  respectivos  Muni- 
cipios; los  cuafes  podrán  comparecer  por  medio  de  sus  representantes  de- 
bidamente autorizados.  El  Presidente  de  la  Comisión  por  medio  de  la  per- 
soim  en  quien  delegue,  pondrá  á  las  Compañías  de  Ferrocarriles  en  posesión 

Erevia  y  definitiva  en  la  misma  forma  que  según  se  indicará  más  adelante, 
abrán  de  hacerlo  los  Jueces  de  Primera  Instancia;  y  la  Comisión  determi- 
nará el  ünporte  del  valor  aproximado  de  la  propiedad  que  baya  de  utilizarse 
y  praetiairá  los  demás  actos  que  se  requieren  sean  ejecutados  en  tales  casos 
por  el  Juez. 

III 

ADQUISICIÓN     DE    CUAJLQÜIER    CITASE    DE     PROPIEDADES,     DERECHOS    DE 

POSESIÓN,     PRIVILEGIOS,    ACCIONES    Ó   SERVIDUMBRES  PERTE- 
NECIENTES Á  SOCIEDADES  ó   Á  PARTICULARES 

En  el  caso  de  que  las  Compañías  de  Ferrocarriles  no  ll^;asen  á  un  acuerdo 
con  los  dueños,  para  la  compra  por  las  mismas  de  cualquier  clase  de  propie- 
dades, posesión,  dei-echos  ó  cualquier  participación  ó  servidumbre  en  los  misj- 
mos,  cjue  sean  necesiirios  para  los  fines  del  ferrocarril,  ó  si  el  dueño  careciere 
líe  la  cj\piu*idad  necesaria  para  jx)der  vender  cualquiera  de  las  mismas,  ó  si 
despu<?!*  de  debida  investigación  no  se  encuentra  el  dueño,  ó  no  puede  pre- 
cisarse su  nombre  ó  domicilio,  ó  si  sus  títulos  de  propiedad  resultasen  con 
vicios  de  nulidad  ó  defectuosos,  ó  si  tales  propiedades,  posesión,  participa- 
ción ó  servidumbre  estuviesen  embargados  ó  sujetos  á  administración  judi- 
cial ó  de  cualquier  otro  género,  la  Compañía  tendrá  el  derecho  de  adquirir 
las  misimis  por  expropiación  no  sólo  para  la  construción  original  de  sus  Fe- 
rrocarriles, sino  también  posteriormente  para  las  necesidades  y  usos  de  los 
mismos. 

Cuando  fuere  necesario  ejercitar  el  derecho  de  expropiación  de  cual- 
quier fiase  de  propieilades,  i>osesión,  derechos  ó  de  cualquier  participación  ó 
servidumbre  en  las  mismas,  la  Compañía  presentará  al  Juez  competente  de 
Primera  Iiü^tancia  del  distrito  en  el  cual  estén  situadiws  dicha  propiedad,  po- 
si'sión,  dereclias  ó  participación  ó  ser\idumbre  que  deban  ser  ocupados,  usa- 
dos, cruzados  ó  andados,  una  solicitud  firmada  por  su  agente  ó  ingeniero, 
mostrando  por  me<lio  de  un  mai>a  ó  planos,  ó  de  cualquier  otra  manera  apro- 
bíida  ix>r  hi  Comisión  de  FerrcK*i4rriIes,  la  propiedad,  posesión,  derechos,  par- 
tid pjición  ó  servidumbre  en  las  mismas  que  deban  ser  ocupados,  usa- 
dos, cruzados  ó  anegi\dos  con  el  fin  de  llevar  á  cabo  las  obras  en  el  di<ítrito, 
expresando  si  fuereíi  conocidos  los  nombres  de  loe  propietarios,  dueños  de 
cualesquier  gravámenes  é  hipotecas,  ó  de  otras  partes  interesadas  por  cual- 
quier título  en  la  propieilad,  pi>sesión,  derechos,  participación  ó  servidum- 
bres referidos,  y  pidiendo  al  Juez  que  cite  á  dichas  personas  para  que  com- 
pirezean  ante  él  con  objeto  de  celebrar  una  junta  en  la  que  se  hará  el  nom- 
bramiento de  comisionados  para  e^^uar  la  propiedad,  posesión,  derechos, 
ptirt i ci pación  ó  servidumbre  que  han  de  ocuparse,  usarse,  cruzarse  ó  andarse 
y  losperjuicios  que  puedan  irrogarse  de  la  ocupación,  uso,  cruce  ó  anegación. 
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M  Juez  fijará  el  lugar,  día  y  hora  para  la  celebración  de  tal  Junta,  la 
cual  se  efectuará  dentro  de  veinte  días,  á  contar  desde  el  primero  en  que  se 
haga  la  publicación  del  aviso  para  la  junta,  según  se  dirá  más  adelante,  la 
cual  se  celebrará  cualquiera  que  sea  el  número  de  los  que  asistan.  El  Juez, 
inmediatamente  que  se  le  presente  la  solicitud  antes  dicha,  convocará  á  di- 
cha junta,  publicando  en  el  Boletín  Oficial  de  la  Provincia  y  en  un  periódico 
de  la  Municipalidad,  si  hubiere  alguno,  durante  no  menos  de  cinco,  ni  más 
de  diez  días  sucesivos,  convocatorias  á  todas  las.personas  mencionadas  en  la 
solicitud;  y  á  todas  las  que  se  crean  con  algún  interés  en  el  asunto.  Todas 
las  personas  que  asistan,,  deberán  antes  de  quedar  autorizadas  para  tomar 

f)arte  en  la  junta,  presentar  las  pruebas  de  su  interés  en  lo  que  es  motivo  de 
a  misma;  y  el  Juez  dentro  de  diez  días,  á  contar  desde  la  fecha  fijada  para 
la  junta  resolverá  con  vista  de  esas  pruebas,  respecto  al  derecho  de  dichas 
personas  para  tomar  parte  en  ella,  suspendiéndose  la  junta  hasta  trascu- 
rridos dichos  diez  días.  Contra  la  resolución  del  Juez  se  podrá  apelar 
á  la  Audiencia,  cuya  resolución  será  definitiva.  El  Juez  cuidará  de 
que  las  personas  q[ue  crea  interesadas  en  el  asunto  y  estén  domiciliadas  en  el 
distrito,  sean  notificadas  personalmente,  citándoseles  para  dicha  junta  en  la 
forma  dispuesta  por  la  ley. 

En  la  junta  el  duefio  ó  dueños  de  las  propiedades,  posesión,  derechos, 
participación  ó  servidumbre  en  los  mismos  que  hayan  de  ser  ocupados,  usa- 
dos, cruzados  ó  anegados,  ó  la  persona  ó  personas  debidamente  autorizadas 
para  representar  á  los  mismos,  nombrarán  un  Comisionado  que  les  represen- 
te en  los  procedimientos  que  habrán  de  seguirse  para  la  tasación,  y  la  perso- 
na que  comparezca  por  la  Compañía  de  Ferrocarril  nombrará  un  Comisio- 
nado que  represente  á  dicha  Compañía  para  tal  objeto..  En  caso  que  di- 
cho propietario  ó  propietarios  no  estuvieren  presentes  personalmente  ó  por 
persona  debidamente  autorizada,  el  Fiscal  del  distrito  les  representará  y  pe- 
dirá al  Juez  que  nombre  un  Comisionado  que  por  los  mismos  se  persone  ó 
si  estuviesen  presentes  y  dejasen  de  hacer  el  nombramiento,  el  Juez  nom- 
brará un  Comisionado  que  los  represente.  Cuando  se  haya  hecho  el  nom- 
bramiento de  los  dos  Comisionados  en  la  forma  antes  dicna,  éstos  nombra- 
rán un  tercer  Comisionado  para  que  en  caso  de  no  haber  acuerdo  entre  ellos, 
decida  respecto  de  la  tasación. 

Una  vez  hecho  el  nombramiento  de  los  Comisionados  según  queda  di- 
cho, el  Juez  publicará  en  la  misma  forma  prescrita  para  la  publicación  de 
avisos  para  la  junta,  un  anuncio  llamando  á  todos  ios  que  se  crean  intere- 
sados en  la  propiedad,  posesión,  derechos,  participación  ó  servidumbre,  obje- 
to del  procedimiento,  con  el  fin  de  hacerles  saber;  (o)  Que  los  Comisionados 
han  sido  nombrados  expresando  sus  nombres  y  domicilios;  (h)  Que  los  Co- 
misionados harán  la  tasación  en  un  día  fijo,  expresando  el  día,  hora  y  lu- 
gar; (c)  Que  los  Comisionados  presentarán  su  informe  al  Juez  en  un  día  fijo, 
expresando  dicho  día;  y  {d)  Que  las  partes  interesadas  podrán  comparecer 
ante  los  Comisionados  para  ser  oidas  en  el  día  fijado  para  la  tasación,  ó  pre- 
sentar cualesquiera  pruebas  á  los  mismos  con  anterioridad  á  la  fecha  de  la 
presentación  de  sü  informe. 

Los  Comisionados  prestarán  juramento  ante  el  Juez  de  que  cumplirán 
bien  y  fielmente  su  cometido  dentro  de  un  período  que  no  excederá  de  vein- 
te días,  y  que  deberá  ser  fijado  por  el  Juez  en  el  acto  de  prestarse  juramento. 

Los  Comisionados  después  de  verificar  las  investigaciones  que  conside- 
ren propias  por  medio  de  declaraciones  de  personas  y  examen  de  las  propie- 
dades, posesión,  derecho,  participación  ó  servidumbre  en  cuestión,  ó  des- 
pués de  oir  á  quienes,  conforme  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  hayan 
dercitado  el  derecho  de  comparecer  ante  ellos,  presentarán  mi  infoiTue  al 
Juez,  expresando  las  dimensiones,  descripción  y  linderos  como  también  el 
valor  en  que  hayan  tasado  la  propiedad,  posesión,  derecho,  participación  ó 
servidumbre  cuya  expropiación  se  pretende,  manifestando  las  bases  en  que 
hayan  fundado  la  tasación  y  la  suma  que  deberá  ser  pagada  á  cada  interesa- 
do, como  el  valor  de  dichas  propiedades,  posesión,  derecho,   participación  ó 
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servidumbre,  con  más,  los  dañoe  y  peijuieioB  causados  por  la  expropiaeidn 
<le  las  mismas,  y  por  la  construcción  del  Ferrocarril. 

Al  hacer  su  informe  los  Comisionados  tendrtln  en  consideración,  en  lo  que 
respecta  Á  los  terrenos  que  hayan  de  ser  expropiados,  el  aumento  en  valor 
que  adquirirán  los  terrenos  que  habrán  de  ser  cruzados  por  el  Ferrocarril  en 
construcción,  para  disminuir,  en  su  caso,  el  importe  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  ha^'an  ocasionado  por  la  toma  de  posesión,  uso,  cruce,  6  anega- 
ción de  dichos  terrenos,  ó  parte  de  los  mismos  por  virtud  de  la  expropiación. 

El  Juez,  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  aquel  en  que  se  le  entr^^ 
el  informe  de  los  Comisionados,  resolverá  aprobanao  ó  no  dicho  informe,  y 
acto  seguido  notificará  su  resolución  á  las  partes  uue  hayan  comparecido 
ante  él,  pudiendo  cualquiera  de  los  interesados  apelar  ante  la  Audiencia  de 
la  Provincia  en  un  período  de  quince  días,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  no- 
tificación. La  Auaiencia,  dentro  de  cinco  días  después  de  recibir  los  au- 
tos que  serán  remitidos  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  el  segundo  día 
después  de  luiber  tenninado  el  de  los  quince  días  fijados  como  término  para 
apelar,  resolverá  solamente  sobre  aquella  parte  de  la  resolución  del  Juez,  ob- 
jeto del  recurso. 

Caso  de  no  establecerse  dentro  de  un  período  de  diez  días,  recurso  de 
casación,  la  Audiencia  remitirá  inmediatamente  al  Juez  de  Primera  Instan- 
kis  autos  originales,  con  más  una  copia  certifíeada  de  su  resolución,  pora 
que  la  misma  sea  inmediatamente  ejecutada.  £n  el  caso  que  la  Compañía 
no  ha^-a  entregado  al  Juez  para  darle  posesión  previa  el  v^or  aproximado 
fijado  por  el  mismo  de  la  propiedad,  posesión,  derecho,  participación  ó  ser- 
viduniore,  dispondrá  dicho  Juez,  á  petición  de  las  partes  interesadas  ó  dd 
Fiscal,  que  la  Compañía  deposite  inmediatamente  en  el  Juzgado  la  cantidad 
fijada  como  indemnización  á  &vor  del  dueño  en  la  resolución  final  que  hu- 
biere recaído.  Kn  el  caso  que  la  Compañía  hubiera  entripado  ai  Juez  como 
A^alor  aproximado  en  la  forma  que  se  dirá  más  adelante,  una  cantidad  que 
no  cubra  dicha  indemnización  el  Juez  requerirá  á  la  Compañía  para  que 
inmediatamente  aumente  dicha  cantidad  en  lo  necesario  para  completar 
la  suma  que  liaya  de  pagarse  como  total  indemnización;  y,  por  último,  en 
i^aso  que  la  Conii>añía  haya  entregado  al  Juez  como  valor  aproximado  una 
cantidad  nmyor  que  elini|x>rtede  dicha  indemnización,  el  exceso  que  re- 
sultare será  devuelto  á  la  Compañía. 

Kl  Juez  üe  Primera  Instancia,  ó  el  Tribunal,  en  caso  de  apelación,  fija- 
rán las  responsabilidades  de  costas  y  gastos  de  conformidad  con  las  leyes  vi- 
gentes; los  derechos  que  devenguen  los  Comisionados  serán  sometidos  para 
su  aprobación  al  Juez,  quien  deberá  oir  á  las  partes  interesadas;  y  de  la  reso- 
lución que  dicte  aquél,  fijando  el  importe  de  los  mismos,  podrá  cualquiera 
de  las  partas  apelar  á  la  Auiiiencia  en  la  forma  dispuesta  paia  apelaciones 
á  dicho  Tribunal. 

Caso  que  no  se  haya  interpuesto  apelación  contra  la  decisión  del  Juez 
de  Primera  lut^tancia,  dicho  Juez  una  vez  que  haya  transcurrido  el  término 
para  apelar,  hará  que  inmediatamente  se  cumplasu  resolución. 


rroc! 

Juez  de  Primera  Instancia  del  distrito  en  que  se  encuentre  situada  la  pro- 
piciiad,  posesión,  derecho,  partieioíieión  ó  servidumbre  que  se  pretenda  ex- 
propiar, que  se  le  |x>níra  en  inmediata  posesión  para  los  fines  del  Ferrocarril, 
de  lo  que  naya  sido  objeto  de  la  solicitud.  El  Juez  pondrá  inmediatamente 
á  h\  Compiíñía  de  Ferrocarril  en  posesión  previa  de  la  propiedad,  posesión, 
derecho,  participación  ó  ser\'idumbre  solicitada,  é  inm^iatamente  remitirá 
mía  nota  ix>r  dui>I¡c:\do  dirigida  al  Registrador  de  la  Propiedad  del  distrito 
en  que  se  encuentre  situada  dicha  propiedad,  posesión,  aereeho,  participa- 
ción ó  servidumbre,  para  que  ix>r  el  mismo  se  ponga  nota  mai^ginal  en  el 
registro  de  dichas  propiedades,  haciendo  constar  que  á  dicha  Comx)añía  de 
Ferrocarril  se  le  ha  dado  posesión  precia  de  dicha  propiedad,  posesión,  dere^ 
cho,  participación  ó  ser\'idumbre,  y  que  se  han  instituido,   y  penden  ante 
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dicho  Juez,  prooediinieiitoB  para  la  expn>piaci6D  de  las  mismas;  iMura  que 
de  esta  mano»  pueda  peijudicar  á  tercero  dicha*  anotación.    Todo  lo  cual 

Erocederá  siempre  que  la  Compañía  de  Ferrocarril  haya  entregado  ál  Jues 
i  cantidad  fijada  por  el  mismo  como  tsAof  aproximado  de  la  propiedad, 
posesión,  derecho,  participación  ó  servidumbre,  cuya  expropiación  se  pre^ 
tenda;  fundándose  para  fijar  didio  valor  en  aquellos  hechos  que  le  consten, 
couno  también  en  la  prueba  oue  se  haya  presentado  con  la  solicitud  por  la 
Compañía  de  Ferrocarril,  toao  lo  que  se  hará  saber  á  las  partes  interesadas. 
Previa  la  justificación  de  sus  derecnos  á  las  propiedades  y  aviso  á  las  Com- 
pañías de  Ferrocanil;  los  dueños  de  aquellos  podrán  inmediatamente  solici- 
tar del  Juez  que  les  entregue  la  suma  que  acuerden  los  mismos  con  la  Com- 
pañía de  Ferrocaríl,  pero  la  cantidad  que  deberá  ser  entregada  á  los  dueños 
no  deberá  ser  menor  de  una  tercera  psjte  de  la  suma  depositada,  sin  per- 
juicio de  dichos  dueños  ó  de  las  Compañías  de  Ferrocarril  en-  lo  referente  á 
la  determinación  del  valor  tcblí  de  dichas  propiedades.  En  caso  de  que  la 
cantidad  entregada  al  Juez  por  la  Compañía  sea  mayor  que  el  valor  de  las 
propiedad^  la  diferencia  que  resulte  será  devuelta  ]K>r  los  dueñas  á  la  Com- 
pañía; y  si  fuere  menor  dicha  suma,  la  Compañía  pagará  la  diferencia  á  los 
dueños. 

I>e  la  resolución  del  Juez  fijando  la  cantidad  del  valor  aproximado,  la 
Compañía,  ó  cualquier  parte  interesada,  podrá  apelar  á  la  Audiencia  de  la 
Provincia  en  que  se  encuentre  situada  aicha  propiedad,  posesión,  derecho, 
I>articipación  ó  servidumbre,  la  cual  en  Sala  de  Gk>biemo  resolverá  suma- 
riamente y  la  resolución  de  la  misma  será  firme.  Esta  apelación  á  la  Au- 
diencia no  impedirá  que  se  ponga  á  la  Compañía  en  inmediata  posesión. 

£n  todos  los  casos  el  Juez  de' Primera  Instancia  depositará  en  la  Depo- 
sitaría del  GU>biemo  en  la  Provincia  el  valor  aproximaao  de  la  propiedail, 
que  se  le  haya  en  triado  por  la  Compañía  de  Ferrocarril,  como  también  la 
cantidad  ó  indemnización  fijadas  para  las  personas  ausentes  y  entr^ará  la 
indemnización  fijada  á  otros  en  la  forma  preceptuada  por  las  leyes. 

Gn  el  momento  de  poner  á  las  Compañías  de  Ferrocarril  en  posesión 
deñnitiva  de  cualquier  propiedad,  posesión,  derecho,  participación  ó  servi- 
dumbre como  resultado  de  los  procedimientos  de  expropiación,  las  partes 
interesadas,  ó  en  su  defecto  el  Juez  otorgarán  y  entr^arán  á  las  Compañías 
la  correspondiente  escritura  de  traspaso  conteniendo  los  particulares  dis- 
puestos en  la  ley  vigente. 


Orden  núm.  S4  de  7  de  Febrero  de  1902  sobre  procedimiento   contra 
las  Compañías  de  Ferrocarriles^  en  cobro  de  créditos  hipotecarios 


CAPITULO  IX. 

CX)MPETENCIA 


X.  Todos  los  procedimientos  que  se  instituyan  en  los  Tribunales  para 
hacer  efectivas  reclamaciones  contra  Compañías  de  Ferrocarril,  sus  líneas 
y  bienes,  garantidas  con  hipotecas  que  se  constituyan  después  de  la  promul- 
gación de  esta  Orden,  así  como  para  la  venta  de  dichos  Ferrocarriles  y  sus 
bienes  objeto  de  dichos  procedimientos,  estarán  sometidos,  exclusivamente 
Á  la  jurisdicción  del  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  ciudad  de  la  Habana  á 
quien  en  tumo  corresponda,  y  nin^n  convenio,  acuerdo  ó  acto  que  tenga 
por  objeto  llevar  dichos  procedimientos  ante  otro  Juez,  será  considerado 
como  l^al  y  obligatorio. 


PROCEDIMIENTOS 

LI-     Siempre  que  una  C 
auier     '         ^      --^--l 


XI.  Siempre  que  una  Compañía  de  Ferrocarril  dejare  de  nácar  cual- 
vii^ier  plazo  de  los  intereses  del  capital  vencido  de  un  pr^tamoó  de  una 
deuda  garantida  con  hipoteca  de  su  línea  y  de  sus  bienes   situados  en  la  Is- 
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la  de  Cuba,  6  de  cualquier  parte  de  losTriisnios,  y  dicha  falta  de  pago  de  di- 
chos intereses  6  capital  durare  seis  meses,  él  6  ios  acreedores  hipotecarios, 
podrán  después  de  exigir  el  pago  de  dichos  intereses,  ó  del  capital,  según  el 
caso,  si  la  Compañía  ha  descuidado  6  rehusado  hacer  el  pago  del  mismo  en 
el  lugar  6  en  la  fonna  estipulada  en  el  contrato  hipotecario,  ó  si  dicha  forma 
no  estuviere  consignada  en  el  mismo,  en  la  época  y  en  el  lugar  que  exija  di- 
cho acreedor  6  acreedores  hipotecarios,  ó  siempre  que  á  consecuencia  de 
cualesquiera  otros  actos  de  dicha  Compañía,  los  intereses  ó  el  capital  garanti- 
do por  dicha  hipoteca,  hubiere  vencido  según  los  términos  y  condiciones 
del  contrato,  y  de  acuerdo  con  el  plazo  allí  fijado  á  ese  respecto,  dicho  acree- 
dor 6  dichos  acreedores  podrán  instituir  los  procedimientos  para  el  cobro  de 
su  6  sus  créditos,  vendiéndose  los  bienes  hipotecados  de  la  Compañía  deudo- 
ra ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  ciudad  de  la  Habana  á  quien  en 
turno  correspon'da,  y  con  dicho  fin  se  presentará  al  Juez  citado  un  escrito 
ratificado  bajo  juramento  por  dicho  acreedor  6  acreedores,  ó  su  6  sus  repre- 
sentantes debidamente  autorizados,  y  firmado  por  un  Abogado  de  la  Isla  de 
Cuba.  Dicho  escrito  hará  mención  clara  de  los  hechos  relativos  á  la  perso- 
nalidad del  peticionario,  el  origen  de  la  deuda  hipotecaria,  el.  otorgamiento 
de  la  hipoteca,  asi  como  su  inscripción,  la  falta  de  pago  de  la  cantidad  debi- 
da que  se  trata  de  hacer  efectiva,  las  gestiones  para  el  cobro  hechas  al  deu- 
dor hipotecario  para  el  pago,  y  la  negligencia  6  negativa  del  pago  de  parte 
de  dicha  Compañía,  6  la  falta  de  la  Compañía  haciendo  ó  dejando  de  hacer 
cualquier  otra  cosa  6  acto  prohibido  ó  exigido  según  los  términos  y  condi- 
ciones de  dicha  hipoteca,  á  consecuencia  de  lo  cual  dicha  hipoteca  deba  te- 
nerse por  vencida  en  su  capital  é  intereses  según  el  caso  y  la  persistencia  de 
la  falta  de  pago  de  dicha  Compañía,  expresando,  para  mayor  claridad,  las 
partes  pertinentes  de  la  escritura  hipotecaria  y  la  mita  de  cumplimiento  por 
parte  de  la  Compañía. 

También  se  expresará  en  el  escrito  cuales  son  los  nombres  y  el  domicilio 
de  dichos  acreedores,  del  deudor  Hipotecario  tal  como  aparezca  en  la  ins- 
cripción hecha  en  la  Oficina  del  Registrador  de  la  Propiedad  en  cuya  ofici- 
na se  hubiere  inscripto  la  escritura  hipotecaria  del  acreedor  ó  acreedores 
hipotecarios  que  instituyen  los  procedimientos,  y  se  acompañará  con  el  es- 
crito un  certiñcado  de  dicho  Registrador  de  fecha  posterior  á  la  en  que  la 
cantidad  asegurada  por  la  hipoteca  venció,  pero  de  no  más  de  cinco  días  an- 
teriores á  la  fecha  del  escrito,  certificando  que  la  hipoteca  no  aparece  pagada 
y  que  no  aparece  del  Diario  ningún  asiento  de  presentación  para  la  cancela- 
ción. Dicna  certificación  contendrá  tambián  una  copia  literal  de  cuales- 
quiera otras  hipotecas  ó  gravámenes  que  graven  los  bienes  hipotecados  lo 
mismo  que  cualesquiera  enajenaciones  de  la  misma  á  favor  de  tercero  ó  de 
cualquiera  otra  Compañía,  si  alguna  hubiere,  desde  la  fecha  de  la  hipoteca 
contra  la  cual  se  procede.  También  se  unirá  á  dicho  escrito  una  copia  nota- 
rial de  la  escritura  hipotecaria  de  los  bienes  contra  los  cuales  se  procede  y 
el  poder  de  cualquier  representante  del  acreedor  ó  acreedores  hipotecarios 
que  instituyan  los  procedimientos  si  los  mismos  lo  fueren  por  su  represen- 
tante. 

XII.  El  Juez  examinará  el  escrito  y  los  documentos  unidos  al  mismo, 
y  si  observare  que  se  han  cumplido  los  requisitos  especificados  en  el  párrafo 
que  precede  expedirá  una  orden  al  efecto  de: 

1.  Que  si  los  procedimientos  se  han  instituido  á  consecuencia  de  la 
falta  de  pago  de  cualquier  plazo  del  capital  ó  de  los  intereses  la  Compañía 
de  Ferrocarril  deudora  ha  de  depositar  dentro  de  diez  días  después  de  la  fe- 
cha de  dicha  orden  en  el  Banco  responsable  de  la  Habana  qjue  designe  el 
Juez,  el  imix)rte  del  crédito  por  el  cual  se  procede  con  los  intereses  y  las 
costas. 

2.  Que  si  los  procedimientos  se  han  instituido  en  virtud  delaeiecución 
ú  omisión  de  cualquier  acto  prohibido  ó  que  se  exija  se  haga  en  la  hipoteca 
por  la  cual  se  procede,  la  Compañía  del  Ferrocarril,  dentro  del  término  de 
diez  días,  cumplirá  con  los  pactos  y  condiciones  de  la  escritura  hipotecaria 
no  cumplida. 
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3.  Que  copias  de  dicha  orden  sean  inmediatamente  entn^das  al  Pre- 
sidente, Viee-Presidente  6  Administrador  de  la  Compañía  de  Ferrocarril  en 
la  Isla  áe  Cuba,  6  á  la  persona  debidamente  constituida  para  representarla,- 
con  el  apercibimiento  á  la  Compañía  de  que,  Á  menos  que  se  haga  dicho  pa- 

fo  6  que  se  cumpla  con  las  estipulaciones  y  condiciones  dejadas  de  cumplir 
entro  de  dichos  diez  días  posteriores  á  la  notiñcación,  los  bienes  hipotecar 
dos  serán  vendidos  en  pública  subasta,  bajo  la  dirección  del  Juez,  dentro  del 
término  no  menor  de  sesenta  y  cinco  ni  mayor  de  noventa  días  á  contar 
desde  la  fecha  de  dicha  orden,  ó  que  se  disp<>ndrá  de  las  propiedades  hipote- 
cadas en  los  términos  expresados  en  la  escritura  hipotecaria,  y  que  si  el  do- 
micilio de  las  personas  que  sean  dueños  de  gravámenes  sobre  las  propieda- 
des contra  las  cuales  se  procede,  que  estén  inscriptos  con  posterioridad  á  la 
fecha  de  la  inscripción  de  la  hipoteca  por  la  cual  se  procede,  aparece  en  el 
certificado  del  Registrador  de  la  Propiedad,  se  entregarán  personalmente  á 
las  mismas  si  estuvieren  en  la  ciudad  de  la  Habana  en  dicho  tiempo  ó  á  una 
distancia  de  un  día  de  viaje  desde  dicha  ciudad,  copia  del  escrito  y  de  la 

Í)rovidencia  dictada  por  el  Juez,  pero  si  no  estuvieren  presentes  entonces  se 
es  dirigirá  la  misma  por  correo  á  su  última  dirección  de  correo  conocida, 
haciéndosele  saber  de  igual  manera  por  medio  de  publicaciones. 

4.  Que  en  caso  de  falta  de  pago  el  Juez,  á  instancia  del  promovente, 
venderá  en  pública  subasta  los  bienes  hipotecados  ordenando  que  se  haga 
la  venta  de  acuerdo  con  las  condiciones  contenidas  en  la  escritura  de  hipo- 
teca, pero  si  no  existieren  tales  condiciones  ordenará  que  se  haga  la  venta 
de  la  manera  que  se  dispone  más  adelante. 

5.  Que  la  providencia  disponiendo  la  venta  de  los  bienes  hipotecados 
fijará  el  tiempo  y  lugar  de  la  misma  sin  que  el  tiempo  fijado  sea  menor  de 
sesenta  y  cinco  aías  ni  mayor  de  noventa  á  contar  desde  la  fecha  de  dicha 
providencia,  y  ordenará  que  se  publiquen  avisos  de  dicha  venta  en  la  forma 
que  se  dispone  más  adelante,  lo  mismo  que  la  postura  más  b^ja  admisible 
por  los  bienes  hipotecados;  y  que  podrán  ser  admitidos  en  todo  ó  parte  de 
pago  del  precio  ofrecido  por  los  compradores,  bonos  ú  otras  constancias  de 
deudas  garantizadas  por  la  hipoteca  por  la  cual  se  procede. 

6.  Que  los  anuncios  de  la  venta  de  los  bienes  hipotecados  expresarán: 

(a).     El  año,  mes,  día,  hora  y  lugar  de  la  venta. 

(b).  Una  descripción  concisa  de  los  bienes  hipotecados  que  se  han  de 
vender. 

(c).  La  postura  más  baja  que  será  admitida  y  que  no  será  menor  de  la 
suma  de  las  carg¿is  anteriores  si  son  vencidas  y  pagaderas,  y  de  los  gravá- 
menes inscritos  que  corresponda  y  determinados  por  el  Juez  con  los  intere- 
ses hasta  la  fecha  de  la  venta,  más  la  suma  que  el  Juez  fije  como  debida  de 
la  hipoteca  por  la  cual  se  procede  con  los  intereses  y  las  costas. 

(d).  Si  el  capital  de  dichas  cargas  anteriores  y  gravámenes  no  es  ven- 
cido y  pagadero,  los  bienes  hipotecados  se  vendei^n  sujetos  á  los  mismos. 
Si  no  existieren  anteriores  cargas  ó  gravámenes,  la  postura  más  baja  admisi- 
ble será  la  suma  que  corresponda  y  que  será  determinada  por  el  Juez  por 
concepto  del  principal  de  la  hipoteca  i>or  la  cual  se  procede  ox)n  los  intereses 
y  las  costas,  á  menos  que  el  acreedor  hipotecario  solicite  del  Juez  que  fije  co- 
mo postura  más  baja  menor  suma. 

7.  Que  para  poder  tomar  parte  en  la  subasta  deberá  depositarse  previa- 
mente según  lo  dispusiere  el  Juez  en  los  anuncios  de  la  venta,  una  suma 
equivalente  al  dos  por  ciento  de  la  postura  más  baja  admisible. 

8.  Que  copias  de  dichos  avisos  se  entregarán  personalmente  á  todas  las 
personas  que  sean  dueños  de  gravámenes  sobre  los  bienes  hipotecados  ins- 
crito, en  las  oficinas  del  Registrador  de  la  Propiedad  donde  estuvieren  ins- 
critas las  hipotecas  por  las  cuales  se  procede,  si  dichas  personas  estuvieren 
domiciliadas  en  la  ciudad  de  la  Habana,  y  si  no,  dicha  notificación  se  hará 
depositando  en  el  correo  dichas  copias  dirigidas  á  la  última  dirección  de  co- 
rreo de  dichas  personas. 
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VENTA   DE  BIENES   HIPOTECADOS 


XIII.  £1  Juez  leerá  en  el  día  y  á  la  hora  de  la  venta  Á  los  presentes  su 
resolución  disponiendo  la  venta  de  los  bienes  hipotecados  y  los  términos  y 
condiciones  de  dicha  venta,  y  declarará  después  que  admitirá  proposiciones 
selladas  para  los  bienes  hipotecados  durante  un  período  que  no  excederá  de 
quince  minutos,  después  de  vencido  el  cual  abrirá  los  pliegos  contoniendo 
las  posturas  y  aceptará  la  proposición  del  mejor  postor,  y  si  existieren  dos  ó 
más  ascendentes  á  la  misma  suma  y  las  mismas  condiciones,  anunciará  que 
recibirá,  durante  un  término  prudencial,  á  discreción  suya,  otras  proposicio- 
nes de  los  postores  que  hayan  presentado  proposiciones  ascendente  á  las 
mismas  sumas  y  con  las  mismas  condiciones,  y  continuará  así  hasta  que  se 
haya  hecho  una  postura  mejor  que  todas  las  demás  presentadas,  después  de 
lo  cual  el  Juez  declarará  á  la  persona  que  haya  presentado  dicha  mejor  pos- 
tura compradora  de  los  bienes  hipotecados  teniendo  derecho  á  la  posesión 
de  los  mismos. 

XIV.  El  Juez  notificará  al  mejor  postor  que  deposite  dentro  de  los  cin- 
co días  posteriores  el  importe  de  su  postura  después  de  deducir  el  inix)orte 
del  depósito  hecho  en  garantía  de  buena  fé,  en  un  Banco  responsable  en  la 
ciudad  de  la  Habana  que  ha  de  ser  designado  por  el  Juez,  juntos  con  cuales- 
quiera bonos  garantidos  por  la  hipoteca  por  la  cual  se  procede  ofrecidos  del 
en  pago  de  su  postura;  en  su  caso  é  inmeaiatamente  después  de  hecho  dicho 
depósito  el  Juez  otoi^rá  una  escritura  ante  un  Notario  de  la  ciudad  de  la 
Habana  trasi>asando  á  dicho  postor  los  bienes  hipotecados  y  expedirá  una 
orden  disponiendo:  (a)  que  se  haga  la  cancelación  de  cualesquiera  hi- 
potecas, cargas  ó  gravámenes  constituidos  sobre  los  bienes  hipotecados, 
con  posterioridad  á  la  fecha  de  la  inscripción  de  la  hipoteca  por  la  cual  se 
procede;  (b)  disponiendo  que  dicho  mejor  postor  sea  puesto  en  posesión  in- 
mediata de  dichos  bienes  hipotecados  cuya  posesión  será  dada  j^r  el  Juez  ó 
cualquiera  persona  competente  designada  por  el  mismo;  (c)  la  devolución 
dentro  del  término  de  dos  días  á  cualesquiera  otros  postores  de  las  cantida- 
des depositadas  por  ellos  ant^  ó  el  día  de  la  venta  como  garantía  de 
buena  fé. 

XV.  Si  el  mejor  postor  dejare  de  completar  el  pago  de  su  postura,  per- 
derá el  depósito  hecho  por  él  como  garantía  de  buena  fé;  del  cual  se  pagarán 
las  costas  del  procedimiento  y  el  exceso  será  pagado  al  Tesoro  PúbÚco,  de- 
clarándose desierta  la  subasta. 

XVI.  Si  no  se  hicieren  posturas  en  la  venta  de  los  bienes  hipotecados, 
ó  si  se  declarase  desierta  la  subasta  como  se  dispone  en  el  párrafo  anterior, 
el  promovente  podrá  acudir  al  Juez  solicitando  que  disponga  se  haga  otra 
venta  de  la  manera  antes  dispuesta  ó  que  se  le  adjudiquen  los  bienes  hipo- 
tecados sujetos  ó  no  á  anteriores  gravámenes,  según  el  caso,  en  pago  de  su 
crédito. 

XVII.  Si  no  pudieren  venderse  por  separado,  sin  perjudicar  la  to- 
talidad de  los  mismos  podrán  ser  vendidos  juntos  como  formando  una  sola 
entidad,  los  bienes  hipotecados.  Si,  no  obstante,  dichos  bienes  fueren  divi- 
sibles y  se  debiere  tan  sólo  el  interés  de  un  capital  as^urado  por  una  hipo- 
teca, el  Juez  podrá  disponer  se  venda  únicamente  la  parte  de  dichos  bienes 
que  sea  necesaria  para  pagar  los  intereses  vencidos  con  la  condición  de  que 
se  hará  otra  venta  al  ocurrir  una  segunda  falta  de  pago  y  si  dicha  parte  se 
vendiere  por  una  suma  mayor  aue  la  necesaria  [>ara  pagar  dichos  intei-eses,  el 
exceso  será  aplicado  á  cuenta  de  dicha  suma  principal  á  menos  que  la  escri- 
tura hipotecaria  disponga  otra  cosa. 

XVIII.  Cuando  se  trate  de  una  venta  de  los  bienes  hipotecados  el 
Juez  inmediatamente  después  de  hecho  el  depósito  del  precio  de  la  compra, 
dispondrá  la  entrega  del  mismo  á  la  persona  ó  personas  que  tengan  derecho 
á  dicho  precio,  bien  hayan  sido  ó  no  parte  en  el  procedimiento. 

XIX.  Cualquier  caso  no  previsto  en  las  disposiciones  de  esta  Orden,  se 
regirá  por  las  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  sin  embar- 
go ninguna  apelación  suspenderá  el  cumplimiento  de  la  resolución  del  Juez 
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gún  las  circunstancias,  y  dicho  Administrador  tomará  posesión  y  adminis- 
trará el  Ferrocarril,  los  bienes,  derechos  reales  y  demás  derechos  de  dicha 
Compañía  deudora  y  pagará  la  suma  ó  sumas  debidas  á  dicho  acreedor  ó 
acreedories  con  los  productos  líquidos  si  los  hubiere,  devolviendo  dicho  Fe- 
rrocarril y  dichos  bienes  de  la  manera  prescrita  en  el  último  párrafo  que 
precede,  7a). 

(c)  Cuando  no  existieren  deudas  de  dicha  Compañía  deudora  garan- 
tidas con  hipotecas  de  su  Ferrocarril  y  bienes,  el  Juez  nombrará  inmediata- 
mente un  Administrador  judicial  en  representación  del  acreedor  ó  de  los 
acreedores  dichos,  y  exigirá  una  ñanza  en  la  cantidad  aue  considere  necesa- 
ria segün  las  circunstancias,  después  de  prestada  la  cual,  dicho  Administra- 
dor judicial  tomará  posesión  y  administrará  el  Ferrocarril  y  los  bienes  de 
dicha  Compañía  deudora  hasta  que  de  los  productos  líquidos  de  los  mismos 
se  hayan  pagado  en  su  totalidad  las  cantidades  debidas  según  la  sentencia 
con  sus  intereses  á  los  acreedores;  en  cuyo  caso  dicha  línea  y  bienes  serán 
devueltos  á  la  Compañía  deudora. 

III.  Si  en  cualquier  momento  de  los  referidos  anteriormente  existiere 
más  de  una  hipoteca  garantida  con  todo  ó  parte  del  Ferrocarril  y  bienes  de 
la  Compañía  deudora  bien  se  haya  nombrado  ó  no  un  Fideicomisario  en  las 
escrituras  constitutivas  de  dichas  hipotecas,  la  persona  que  ha  de  gestionar 
ó  ser  nombrada  como  Administrador  judicial  de  la  manera  aquí  prescrita, 
procederá  de  conformidad  con  la  escritura  constitutiva  de  la  primera  hipo- 
teca inscrita,  es  decir,  si  existiere  un  Fideicomisario  nombrado  en  la  misma, 
dicho  Administrador  judicial  será  dicho  Fideicomisario,  y  si  no  hubiere  Fi- 
deicomisario nombrado  en  la  misma  dicho  Administradorjudiciál  será  la 
persona  que  elijan  los  acreedores  con  primera  hipoteca  ó  el  Juez  en  su  caso. 

TV.  En  los  casos  arriba  mencionados  de  falta  de  pago  del  principal  y 
de  los  intereses  debidos  á  acreedores  hipotecarios,  las  cláusulas  de  la  escri- 
tura hipotecaria  se  cumplirán  de  la  manera  que  en  ella  se  prescribe. 

V.  En  ningún  caso  se  venderá  en  pública  subasta  un  Ferrocarril,  ni 
los  bienes,  derechos  reales  y  demás  derechos  de  los  mismos  para  la  ejecu- 
ción de  cualquiera  sentencia  ó  sentencias  de  ningún  acreedor  ó  acreedores 
de  la  Compañía  de  Ferrocarril  contra  la  cual  se  proceda,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  de  conformidad  con  los  términos  y  condiciones  de  la  hipoteca 
garantida  por  dichos  Ferrocarriles,  sus  bienes,  derechos  reales  y  demás  dere- 
chos que  se  hubiese  estipulado  de  que  se  celebrará  la  subasta  pública  de  di- 
cho Ferrocarril,  sus  bienes,  derechos  reales  y  demás  derechos. 

No  será  nombrado  un  Administrador  iudicial  de  ninguna  Compañía  de 
Ferrocarril  á  consecuencia  de  ninguna  reclamación,  demanda  ó  derecho  de 
cualquier  clase  que  sea  hasta  que  dicha  reclamación,  demanda,  ó  derecho 
haya  sido  objeto  de  una  sentencia  ñrme  obtenida  en  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia. 

VI.  Los  Administradores  judiciales  no  ejecutarán  ningún  acto,  ni 
otorgarán  ningún  contrato  que  pueda  afectar  á  los  bienes  de  la  Compañía 
sin  la  autorización  del  Juez;  rendirán  sus  cuentas  á  dicho  Juez,  de  tiempo 
en  tiempo,  según  ordenare  el  mismo  y  su  retribución  y  gastos  serán  ñjados 
y  aprobados  por  el  Juez,  lo  cual  se  hará  oyendo  á  los  interesados,  y  dicha  re- 
tribución no  excederá  del  cinco  por  ciento  de  la  cantidad  recibida  y  pagada 
á  los  mismos  en  virtud  de  su  nombramiento,  y  en  ningún  caso  excederá  de 
la  suma  de  diez  mil  pesos  anuales.  Contra  todas  las  resoluciones  del  Juez 
podrán  interponerse  apelaciones  por  las  partes  para  ante  la  Audiencia  en  la 
forma  ordinaria,  como  se  dispone  en  los  procedimientos  para  el  cumplimien- 
to de  las  sentencias. 

VII.  Ningún  otro  procedimiento  sobre  suspensión  de  pagos  ó  de  quie- 
bras será  instituido  por  ó  contra  las  Compañías  de  Ferrocarril. 
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Ley  de  SI  de  Marzo  de  190S,  dictando  reglas  para  la  decisión  de  las  con- 
troversias e7itre  paHes  sobre  la  constüucionalidad  de  las  leyes  (1). 

Artículo  lo.  Toda  controversia  entre  partes  ^tobre  la  constitucioualidad 
de  una  Ley,  Decreto  6  Reglamento,  será  decidida  ei^lusivamente  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  la  forma  y  por  los  trámites  que  la  presen- 
te Ley  establece. 

Artículo  2o.  También  decidirá  exclusivamente  el  Tribunal  Supremo, 
de  la  manera  establecida  en  esta  Ley,  y  cuando  fuere  objeto  de  controversia 
entre  partes,  si  se  opone  ó  n6  á  la  Constitución,  conforme  á  lo  establecido  en 
la  séptima  de  sus  disposiciones  transitorias,  cualesquiera  Ley,  Decreto, 
Reglamento,  Orden  6  Disposición  que  estuvieren  en  vigor  el  veinte  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  dos  (2). 

Artículo  'Áo,  Si  cualquiera  de  las  partes  sostuviere  ó  alegare,  en  Juicio 
civil,  criminal  ó  contencioso^ulministrativo,  la  inconstitucionalidad  de  una 
Ley,  Decreto  ó  Reglamento,  el  Juez  ó  Tribunal  llamado  á  fallar  dicho  juicio 
se  abstendrá  de  dictar  resolución  sobre  ese  extremo,  consignándolo  así  en 
la  sentencia,  y  l&s  partes  podrán  interponer  el  recurso  de  casación  ó  apelación 
ante  el  Tribunal  Supremo  que  las  disposiciones  vigentes  conceden,  fundán- 
dolo en  la  mencionada  inconstitucionalidad.  £1  recurso  se  interpondrá  y 
sustanciará  en  la  forma  que  determinen  las  leyes  procesales  vigentes;  y  el 
Tribunal  Supremo  decidirá  expresamente,  al  resolverlo,  sobre  la  inconstitu- 
cionalidad alegada. 

Artículo  4o.  Si  se  tratare  de  juicios  en  que  no  se  concede  el  recurso  de 
X^asación  ó  apelación  ante  el  Tribunal  Supremo,  podrá  interponerse  no  obs- 
tante, el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  última  instancia,  fundándolo  exclusivamente  en  la  inconstitucionali- 
dad de  una  Ley,  Decreto,  ó  Ri^lamento.  £1  recurso  se  ajustará  á  la»  dii»- 
posiciones  vigentes,  debiendo  citarse  como  ley  infringida  un  artículo  de 
la  Constitución. 

Artículo  5o.  El  recurso  concedido  en  el  artículo  precedente,  no  suspen- 
derá el  procedimiento,  debiendo  ouedar  en  el  Juzgado  ó  Tribunal,  para 
continuarlo,  testimonio  litera]  de  la  sentencia  rocurrida  y  de  los  demás  lu- 
gares de  la  actuación  que  la  Autoridad  judicial  estime  necesarios.  Dicho 
testimonio  se  expedirá  dentro  del  término  máximo  de  cinco  días,  salvo  el 
caso  previsto  en  el  artículo  veinte. 

Artículo  6o.  La  inconstitucionalidad  de  una  Ley,  Decreto  ó  Reglamen- 
to, podrá  ser\'ir  de  motivo  al  recurso  de  casación,  aunque  no  se  haya  discu- 
tido ni  al^^ado  en  el  juicio. 

Artículo  7o.  El  Sf inisterio  Fiscal  deberá  intervenir  en  la  tramitación 
de  dichos  recursos  como  una  de  las  partes  y  asistir  á  la  vista  ante  el  Trí- 
bunaL  ^ 

Artículo  8o.  Toda  persona  á  quien  se  aplique,  fuera  de  aetuaíríoiies  ju- 
diciales uoa  Ley,  D¿«reto  ó  Reglament4)  que  estime  inconstitucional,  tenclrá 
el  derecho  de  nmuifestarlo  por  escrito,  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á 
la  notificación,  á  la  Autoridad  ó  funcionario  que  los  haya  apliego,  anun. 


(1 )  Para  poder  estimar  qae  ana  díitpoeicf^n  legal  »e  opone  á  la  0>n](títaci6n.  e»  indin- 
pensable,  no  f^*\<>  <|u*'  \*p<  prv^-^'pUri  de  una  y  otra  ten^nn  por  obJ<fU>  un;i  rnUma  ':/>Ha.  kído 
ademájs  qae  e^la  «--ud»-!  porv'frí*ir  para  C'ritramt.«iS,  pu<í-iUi  que  el  principio  de  la  relrrxiCtí- 
vidad  de  Ia.«  lf-j<*-  ».-*  pr^-f-'-pto  '-on«'tiiuí-íonal,    H.  ít  Eru^o  Vj'j'*. 

C2)  Infrínée  *A  artfí-ulo  «9*  de  la  ív>ns!itací6n  el  aeoerdodel  Oon»-jodeHecrf'larion  que 
dispone — interpreían^io  la  Orrl^^n  !ti^  de  li:0¿— <|ueen  lo  i^uceKÍvo  no  ne  oátiptarÁn  manda 
xnientof:  de»-mlAirsr«/»  d^r  -'i»-!  l'y-  de  '-mpleado-,  pue>»  qu*-,  con  dK-ho  a^ruí-rdo  •«*;  Umita  el 
libre  ejercicio  d»-í  pí^^d^-r  Ju'ii'-L»!.  qu.-  <-¡  expr*.-¿ído  artículo  con^ia^ra, pañi  que  Uja  Tri^u- 
nale;  pueblan  c*»nfx-^r  i-^jU  arr*-í;!o  al  artículo  \*  d<-  la  mi^roa  !>->'  fauoaraeutal.  de  Umí*^ 
loeJaicio&.  ya  v^n  *-:v:l».—.  cnrj*.rial«>  A  co;itATjcí'>^>-adraírji»tratíví>»;  príváud'jMe  con  ello 
de  eficacia  4  ref^Au  -loije^  de  un  J'jez  díctala»  en  av>  de  «a  propia  jarí^icciOn.    AtOde 
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ciándoie  su  intención  de  acudir  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  para  que 
decida  la  controversia. 

Sin  embargo^  cuando  se  trate  de  un  acuerdo  del  Consejo  Provincial, 
deberá  la  parte  interesada  solicitar  la  sus^nsión  de  aquél,  como  trámite 
previo  del  Gobernador  de  la  Provincia  y  si  éste  no  accediere,  del  Presidente 
de  la  Bepública. 

Si  el  acuerdo  fuera  de  un  Ayuntamiento,  la  parte  interesada  deberá  so- 
licitar la  suspensión  sucesivamente  del  Alcalde  respectivo;  si  éste  la  negare, 
del  Gobernador  de  la  Provincia,  y  si  tampoco  accediere  á  ello,  del  Presiden- 
te de  la  República. 

Agotado  el  recurso  que  establece  el  párrafo  anterior,  queda  expedito  el 
derecho  de  las  partes  interesadas  para  interponer  ante  el  Tribunal  Supremo 
el  recurso  á  que  se  refiere  el  presente  artículo  contra  la  disposición  que  lo 
motive. 

La  solicitud  de  suspensión  deberá  resolverse  por  el  funcionario  ante 
quien  se  formule,  dentro  del  término  preciso  de  ocho  días. 

Cuando  la  disposición  de  que  se  trata  proceda  directamente  de  un  Go- 
bernador de  Provincia,  un  Alcalde  ó  un  funcionario  de  la  Administración, 
contra  cuyos  actos  y  resoluciones  se  concede  recurso  de  queja  ó  alzada,  y  no 
se  funde  lo  dispuesto,  en  Leyes,  Decretos  ó  Reglamentos  ni  en  acuerdos  pro- 
vinciales ó  municipales  prexistentes,  el  recurso  ante  el  Tribunal  Supremo 
se  establecerá  contra  la  resolución  administrativa  que  tenga  carácter  defini- 
vo,  según  las  leyes  vigentes. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  impide  que  los  funcionarios  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  noventa  y  seis  y  ciento  ocho  de  la  Constitución,  usen  de 
oficio  y  con  independencia  unos  de  otros,  de  la  facultad  de  suspensión  que 
dichos  artículos  les  confieren  (1). 

Artículo  9o.  La  autoridad  ó  funcionario  á  quien  se  haya  presentado  el 
escrito  Q  ue  se  menciona  en  el  artículo  anterior,  entr^ará  al  reclamante, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes,  t^timonio  literal  de  la  resolución  ú  orden 
que  motive  la  controversia,  emplazando  á  todas  las  partes  para  que  compa- 
rezcan ante  el  Tribunal  Supremo  dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  dicha 
entrega.  El  término  será  de  quince  días  para  los  recursos  interpuestos  en 
las  Provincias  de  Puerto  Principe  y  Santiago  de  Cuba. 

Artículo  10.  La  Autoridad  ó  funcionario  que  haga  el  emplazamiento, 
comunicará  por  correo  la  fecha  del  mismo  al  Presidente  dal  Tribunal  Su- 
premo. 

Artículo  11.  El  reclamante  comparecerá  dentro  del  término  señalado 
ante  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  por  sí  ó  por  medio  del  mandatario 
con  poder  bastante,  acompañando  la  certincación  que  le  haya  sido  entrega- 
da y  la  prueba  documental  que  crea  conveniente,  y  un  escrito  con  firma  de 
Letrado  en  que  exponga  clara  y  sucintamente  el  caso,  y  ale^e  las  razones 
en  que  se  funde  para  estimar  inconstitucional  la  Ley,  Decreto  ó  Reglamen- 
to, con  mención  expresa  del  artículo  de  la  Constitución  que  creyere  infrin- 
gido. Se  presentarán  al  mismo  tiempo  tantas  copias  del  escrito  y  de  los 
documentos  que  lo  acompañen,  como  partes  hayan  sido  emplazadas  ó  noti- 
ficadas, y  una  más  para  el  Fiscal. 

Artículo  12.  Si  la  resolución  que  motive  la  controversia  procediere  de 
un  Consejo  Provincial,  ó  de  un  Ayuntamiento,  tendrán  estas  Corporaciones 
el  derecho  de  designar  un  representante  ante  el  Tribunal  Supremo,  dentro 
del  término  del  emplazamiento,  que  se  notificará  al  efecto  á  sus  respectivos 
Presidentes.  Dicho  representante  acreditará  su  carácter  presentanoo  la  co- 
municación oficial  en  que  se  le  designe. 

Artículo  13.  Presentado  el  escrito  por  el  reclamante,  el  Presidente  del 
Tribunal  Supremo  dará  traslado  del  mismo  al  Fiscal  del  Tribunal,  á  las 
otras  partes  emplazadas  y  á  la  representación  del  Consejo  Provincial  ó  del 

(1)  Los  términos  en  que  está  redactado  este  artículo  convencen  de  que  contra  cual- 
quiera resolución  que  aplique  una  disposición  de  carácter  general  se  dá  el  recurso  de  in- 
constitucionalidad,  sin  que  al  efecto  sea  indispensable  que  á  dicha  disposición  correspon- 
da estrictamsnte  la  calificación  de  Ley,  Decreto  ó  Reglamento.    S.  90  Agosto  1905, 
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Ayuntamiento  que  se  hubiere  personado,  entregándole  una  de  las  copias  del 
escrito  y  documentos,  para  ^ue  contesten  por  escrito,  acompañando  los  do- 
cumentos que  crean  convenientes  y  una  copia  de  todos  para  cada  parte  y  el 
Fiscal,  dentro  del  término  común  ae  diez  días.  Este  escrito  se  limitará  á 
precisar  el  caso  y  á  exponer  las  razones  que  tengan  para  oponerse  ó  adherir- 
se á  ló  pedido. 

Artículo  14.  El  Presidente  del  Tribunal  señalará,  inmediatamente, 
día  para  la  vista,  que  se  efectuará  dentro  de  los  quince  siguientes  á  la  pre- 
sentación de  los  escritos  á  que  se  refiere  el  artículo  once,  ó  al  vencimiento 
del  término  concedido  para  ello. 

Artículo  15.  La  vista  de  esta  controversia,  así  como  la  de  los  recursos 
de  casación  ó  apelación  en  que  se  discuta  sobre  la  inconstitucionalidad  de 
una  Ley,  Decreto  ó  Reglamento,  se  celebrará  ante  el  Tribunal  Supremo  en 
pleno,  actuando  como  Secretario,  el  de  Gobierno  de  dicho  Tribunal. 

Artículo  16.  En  los  escritos  á  que  se  refiere  el  artículo  trece,  ó  en  el 
acto  de  la  vista,  podrá  impugnar  cualesquiera  de  las  partes  la  admisión  del 
recurso  por  infracción  de  las  r^las  establecidas  en  los  artículos  octavo  y  dé- 
cimo primero.  También  podrá  el  Tribunal  declarar,  de  oficio,  mal  admitido 
el  recurso,  por  las  mismas  causas. 

Artículo  17.  La  sentencia  se  dictará  precisamente,  dentro  de  los  cinco 
días  siguientes  á  la  terminación  de  la  vista,  y  se  notificará  dentro  de  los 
tres  días  posteriores  á  su  fecha,  á  las  partes  personadas,  comunicándose  den- 
tro del  mismo  plazo,  por  correo,  á  la  Autoridad  ó  funcionario  de  que  proce- 
da la  resolución  que  la  motivó.  Dicha  Autoridad  ó  funcionario  dará  inme- 
diato cumplimiento  á  lo  resuelto. 

Artículo  18.  Las  sentencias  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  pu- 
blicarán en  la  Gaceta  dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la  fecha  en  que 
fueren  dictadas. 

Artículo  19.  El  procedimiento  establecido  en  los  artículos  octavo  y, 
siguiente  podrá  ser  utilizado  por  los  Consejos  Provinciales  y  los  Ayunta- 
mientos cuando  el  Gobernador  de  la  Provincia  O  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, respecto  de  los  primeros,  y  cualesquiera  de  ellos  ó  el  Alcalde,  respecto 
de  los  segundos  suspendieren  sus  acuerdos  por  estimarlos  contrarios  ala 
Constitución  en  virtud  de  lo  que  la  misma  establece  en  los  artículos  noven- 
ta y  seis  y  ciento  ocho. 

La  suspensión  acordada,  continuará  subsistente  mientras  no  la  revoque 
en  definitiva  el  Tribunal  Supremo. 

Artículo  20.  En  cualquier  estado  del  procedimiento,  y  á  petición  de 
parte,  oídas  las  demás  que  estén  personadas  y  el  Ministerio  Fiscal,  podrá 
acordar  el  Tribunal  Suj)remo  la  suspensión  de  la  resolución  que  motive  el 
recurso,  cuando  su  ejecución  pueda  ocasionar  daños  irreparables,  exigiendo 
fianza  ae  estar  á  las  resultas,  al  que  hubiere  pedido  dicha  suspensión.  En 
ese  caso  podrá  acordar  también  el  Tribunal,-  que  se  adopten  antes  de  la  sus- 
pensión, las  medidas  que  estime  necesarias  para  asegurar  el  cumplimiento 
de  la  resolución  reclamada. 

Artículo  21.  La  fianza  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  consistirá 
necesariamente  en  metálico  ó  valores  púbhcos  del  Estado  ú  obligaciones 
preferentes  de  Ayuntamientos,  al  precio  de  cotización  del  día  en  que  la 
suspensión  se  acuerde;  y  se  constituirá  en  el  Tesoro  de  la  República. 

Artículo  22.  El  acuerdo  de  suspensión  no  se  llevará  á  efecto  hasta  que 
la  fianza  esté  constituida  y  acreditada  en  autos  con  el  oportuno  resguardo. 

Artículo  23.  Las  resoluciones  que  dicte  el  Tribunal  Supremo,  confor- 
me á  esta  Ley,  surtirán  los  mismos  efectos  que  las  ejecutorias  de  dicho  Tri- 
bunal en  materia  civil. 

Artículo  24.  Todos  los  términos  á  que  se  refiere  esta  Ley,  son  impro- 
rrogables, y  los  días  han  de  entenderse  hábiles. 

Artículo  25.  En  cuanto  á  imposición  y  pago  de  costas,  aplicará  el 
Tribunal  Supremo  las  reglas  establecidas  para  los  recursos  de  casación  por 
la  Orden  número  noventa  y  dos,  serie  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve y  las  demás  disposiciones  vigentes. 
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Artículo  26.  Las  notificaciones  que  hayan  de  hacerse  en  virtud  de  esta 
Ley  se  practicarán  en  la  forma  que  determinen  las  de  procedimientos  civiles 
vigentes. 

Artículo  27.  Quedan  derogadas  todas  las  Leyes,  Decretos  y  Reglamen- 
tos que  se  opongan  á  la  presente. 

±*or  tanto,  mando  que  se  cumpla  y  ejecute  la  presente  Ley  en  todas -sus 
partes. 

Dada  en  el  Palacio  de  la  Presidencia,  en  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de 
Marzo  de  mil  novecientos  tres. 

T.  Estrada  Palma. 

£1  Secretario  de  Estado  y  Justicia, 

CariíOS  de  Zaldo. 


APÉNDICE  Iir 


ARANCELES 

A 

Araricéleít  jvMciales  para  losiiegocios  civües,  establecidos  por  B.  2>.  de 

18  de  Julio  de  189S 

TITULO   PRIMERO 
De  los  Juzgados  Mvmeipales 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  IiOS  JUECES 

Sección  primera. — De  los  negocios  en  general 

p.   c. 

Artículo  lo.    Los  Jueces  Municipales  percibirán  por  la  primera  provi- 
dencia que  dicten  y  firmen  en  cada  n^ocio O  50 

Art.  2o.    Porcada  una  <le  las  demás  que  dictaren O  25 

Art.  3o.     Por  cada  auto O  75 

Art.  4o.    Por  las  sentencias  definitivas 1  25 

Art.  5o.    Por  la  declaración  de  parte,  testigo  6  perito  que  reciban,  co- 
brarán por  cada  una  de  las  hojas  que  contenga O  13 

Art.  6o.    Por  una  ratificación  simple 0  25 

Art.  7o.    8i  la  ratificación  fuese  adicionada  ó  enmendada O  38 

Art.  8o.    8i  las  declaraciones  ó  ratificaciones  tuviesen  lugar  por  me- 
dio de  intérprete  ó  fuera  del  local  del  Juzgado,  devengarán  dobles 
derechos  de  los  señalados  á  las  mismas  en  los  artículos  anteriores. 
Art.  9o.    Por  la  celebración  del  juicio  verbal  que  debe  tener  lugar  en 

el  desahucio,  percibirán  por  cada  hora  que  dure  dicho  acto 1  00 

En  ningún  caso  excederá  el  importe  de  los  gastos  y  derechos  origina- 
dos por  este  juicio  de  5  pesos  (1 ). 


(1)  Con  referencia  &  la  aplicación  de  este  artículo  declaró  la  Secretaría  de  Justicia  en 
Decreto  de  19  de  Dic.  de  1899,  que:  **en  los  derechos  j  gastos  originados  por  el  Juicio  de 
desahucio  que  según  el  artículo  %P  de  los  Aranceles  Judiciales  vigentes,  no  podrán  exce- 
der de  cinco  pesos,  están  comprendidos  absolutamente  todos  los  gastos  que  las  partes  de- 
ban hacer  como  consecuencia  del  Juicio,  y  por  tanto  los  derechos  correspondientes  á  todos 
los  funcionarios  de  los  Juzgados  municipales  que  por  cualquier  concepto  intervengan 
en  dichos  Juicios,  hasta  el  cabal  cumplimiento  de  la  sentencia.'* 
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Art.  lo.  ^  Por  la  celebración  de  las  juntas  de  fiamilla  para  dar  el  con- 
sentimiento 6  consejo  para  contraer  matrimonio,  cobrarán  por 
hora ....._. 1  00 

-^-^*  11-  Por  toda  comparecencia  de  las  partes,  deduciendo  pretensio- 
.        ^€!Q  que  se  hallen  autorizadas  6  admitida  por  la  ley O  25 

-^^^^^  12.  Por  toda  clase  de  certificaciones  que  con  arreglo  Á  la  misma 
<iel>e]i  expedir,  y  por  loe  mandamientos,  exhortos,  requisitorias, 
suplicatorios  é  informes. O  50 

Art.    13.      Por  cada  comunicación  ú  oficio 0  13 

Art.    14.      Por  cada  edicto O  25 

-^^-1^-  Por  la  asistencia  á  las  subastas,  inventarios,  ocupación  de 
oienes,  inspecciones  oculares,  diligencias  de  deslinde  y  depósito 
de  personas,  no  pasando  de  una  hora 1  50 

-ívrt-    16.     Y  por  cada  hora  de  exceso 100. 

Sección  segunda. — De  lo»  actos  de   conciliación 

-^^-  17-  Por  la  celebración  de  cadfi  acto  de  conciliación,  con  inclu- 
sión de  la  providencia  de  citación  y  de  certificado  que  expidan, 
percibirán  i>or  todos  sus  derechos ^     1  00 

Art.  18.     Cuando  citado  el  demandado  no  se  oel^rase  el  acto  por  fiüta 

de  eompareoencia  de  una  de  las  partes,  incluyendo  la  oertlficación,    O  75 

Sección  tercera, — De  los  juicios  verbales 

-^^'^  1^-  Por  todas  las  providencias,  actos  y  diligencias  de  un  juicio 
yerbal  sea  cualquiera  su  duración  hasta  la  sentencia  inclusive,  co- 
brarán      1  00 

-^^^20-     Cuando  citado  cJ  demandado  no  se  celebrase  el  acto  por  ¿tita 

de  eomparecencia  del  demandante  ó  de  ambos O  5í) 

CAPITULO   II. 

DE  liOS  FISCAIiEB  MUXICIPJLLEaS 

Art-  21.  Por  cada  dictamen  que  emitan  por  escrito  en  los  asuntos  ci- 
viles en  que  deban  intervenir,  percibirán 1  00 

Art^  22,  En  los  demás  actos  y  diligencias  á  que  deban  concurrir  con 
los  Jueces,  devengarán  una  cuarta  parte  menos  de  loe  derechos  que 
estuvieran  señalados  á  éstos. 

CAPITUIiO  lEL 

DE  LOS  8BCRETARIOB 

Sección  primera. — De  los   negocios  en    general 

Art.  2a.     1x16  SecretarioB  de  los  Juzgados  Municipales  pocibirftn  ñor 

la  eiLtensíón  y  autorización  de  cada  providencia  ^^     o  «^ 

Art-  24-      Por  la  de  cada  auto - "  ^ 

Art.  25.     Por  la  exUaiisíón  y  autorización  de  las  amteni^as i  íü 

Art.  26.     PcM-cada  notificación,  citación,   nsauerirnit^t^  k"'2^'S:{ll^L'' 
miento  rfeeuudo  en  el  local  d^  Juz¿.d?r?^*S«?^  ^^ 
pant  verificarlo,  con  melueión  de  la  copia  de  la  tm^jÍ^a^    ^^^^    n  ^w 

Art.  27.      rar  c^ialqui^a  de  las  n4eridas  ^^i^^^TT^^^^  { ^  ^ 

fuera  «le  diclios^  locales ^^!^r^^^  **  tuvieren  lugar 

Art.  28.     Bi  se  hicieren  por  medio  de  céduü'  eii'a¿¿¡.«V-i«  .V'V ^ 

que  ha  de  ser  notíficada  por  no  hallare   c^^^^*^  -  ^>  p«WHia 

closióD  de  diciía  cédula *^  ***  domicilio,  con  in- 

O  63 
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Art.  29.  Cuando  se  hiciere  á  corporación  6  particulares,  previo  seña- 
lamiento de  día  y  hora 1  00 

Art-  30.  Cuando  la  persona  notificada  se  niegue  Á  firmar  y  sea  nece- 
sario que  lo  verifiquen  dos  testigos O  75 

Art.  31.  Por  la  extensión  de  la  respuesta,  cuando  deba  admitirse,  co- 
brarán además O  13 

Art.  32.    Por  cada  notificación  que  se  practique  en  estrados O  25 

Art.  33.  Por  cada  nota  que  se  extienda  en  el  papel  de  pagos  al  Esta- 
do ó  en  el  que  sirva  de  reintegro  para  algún  documento  ó  dili- 
gencia     O  13 

Art.  34.  Por  cada  una  de  las  notas  que  extiendan  en  los  contratos  de 
inquilinato  ó  en  otros  documentos,  haciendo  constar  la  posesión, 
emoargo  y  desembargo  de  bienes,  nombramiento  de  Administra- 
dor judicial  ó  su  alzamiento,  ó  cualquiera  otra  circunstancia  ó  he- 
cho en  virtud  del  mandato  del  Juez O  25 

Art.  35.    Por  el  desglose  de  documentos,  diligencia  en  que  se  haga 

constar  y  nota  que  debe  quedar  en  los  autos O  50 

Art.  36.  Por  la  extensión  de  la  diligencia  de  consignación  de  dinero, 
alhajas  ó  valores  y  del  recibo,  que  deben  facilitar  cuando  tuviere 
lugar  en  el  local  del  Juzgado 1  00 

Art.  37.     Por  las  diligencias  que  practi(][uen  para  su  entrega,  bien  á 

las  partes  ó  en  esteblecimien tos  públicos .• 1  00 

Art.  38.  Cuando  por  disposición  de  la  Ley  ó  por  mandato  del  Juez 
hicieren  constar  la  entrega  de  documentos  á  cualquiera  persona  ú 
oficina  pública O  50 

Art.  39.    Por  cada  declaración  de  partes,   testigo  y  perito,  cobrarán 

por  cada  hoja  que  comprenden 0  38 

Art.  40.     Por  la  ratificación  simple 0  25 

Art.  41.     Si  ésta  fuere  adicionada  ó  enmendada 0  38 

Art.  42.  Cuando  las  declaraciones  ó  mtificaciones  se  recibiesen  por 
medio  de  intérprete  ó  fuera  del  local  del  Juzgado,  cobrarán  dobles 
derechos  de  los  que  quedan  señalados. 

Art.  43.    Por  la  extensión  de  suplicatorios,    exhortos,   despachos, 
mandamientos,  certificacionas  é  informes,  incluida  la  nota  de  su 

expedición  y  entrega  ó  de  haberle  dado  curso O  50 

Art.  44.    Por  cada  oficio  ú  orden 0  25 

Art.  45.    Por  cada  edicto 0  25 

Art.  46.  Por  la  asistencia  al  juicio  verbal  que  debe  tener  lugar  en  el 
desahucio,  y  extensión  del  acta,  percibirán  por  cada  hora  que  du- 
re dicha  diligencia 1  00 

Art.  47.  Por  la  celebración  de  las  juntas  de  parientes  para  dar  el 
consentimiento  ó  consejo  para  contraer  matrimonio,  cobrarán  por 

hora 1  00 

Art.  48.  Por  cada  hora  de  ocupación  en  las  subastas,  depósito  de  per- 
sonas, embargo  de  bienes  y  lanzamientos 1  00 

Art.  49.  Por  la  formación  de  inventarios,  ocupación,  posesión  y  des- 
cripción de  bienes,  deslindes,  inspección  ocular  y  cotejos,  cobra- 
rán por  hora O  75 

Art.  50.  Por  la  tasación  de  costas,  sus  prorrateos,  comprobación  de 
cuentas  y  liquidación  de  cargas  y  de  intereses  y  su  extensión  en 
el  pleito,  llevarán  por  cada  hoja  que  comprenda  dicha  diligencia..    O  50 

Art.  51.  Por  el  examen  de  autos  y  de  documentos  para  la  liquida- 
ción á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  llevarán  por  cada  hoja  de 
las  que  nayan  tenido  que  examinar O  04 

Art.  52.  Por  la  busca  de  cualquier  juicio  ó  expediente  dándose  noti- 
cia fija  del  año  de  su  incoación  ó  terminación ^ O  50 

Art.  53.    Si  no  se  diere  la  noticia  indicada,  llevarán  por  cada  año  de 
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los  que  deban  registrar,  á  contar  desde  el  anterior  inmediato  al  en 

que  se  practique  la  busca O  13 

Sección  segunda. — De  los  dclos  de  conciliación 

Art.  54.  Por  todos  los  derechos  en  cada  acto  de  conciliación  en 
que  intervengan  y  autoricen,  con  inclusión  de  la  providencia  de 
citación  y  del  certificado  que  expidieren,  devengarán 1  00 

Art.  65.  Cuando  citado  el  demandado  no  llegare  Á  celebrarse  por  fal- 
ta de  comparecencia  de  las  partes,  incluyendo  la  certificación O  76 

Art.  55.    Si  el  demandado  fuere  citaao  por  oficio  dirigido  al  Juez  de 

su  residencia,  con  arreglo  á  la  ley,  percibirán  además O  38 

Sección  tercera, — De  los  juicios  verbales 

Art.  57.  Por  todos  las  actos  y  diligencias  de  un  juicio  verbal,  cual- 
quiera que  sea  su  extensión,  hasta  la  sentencia  inclusive 1  00 

Art.  68.  Cuando  el  juicio  no  se  celebrare  i)or  falta  de  asistencia  de  al- 
guna de  las  partes  ó  de  ambas,  cobrarán  por  todo  lo  actuado,  in- 
cluso la  diligencia  haciéndolo  constar O  50 

CAPITULO  IV 

D£  LOS  ALGUACILES 

Art.  69.  Los  Alguaciles  de  los  Juzgados  Municipales  cobrarán  por 
cada  citación  para  los  actos  de  conciliación,  juicios  verbales  ó  cual- 
quiera otra  diligencia  judicial O  25 

Art.  60.    Si  estas  citaciones  las  practicaren  en  despoblado  y  á  mayor 

distancia  de  dos  kilómetros  de  la  población,  llevarán O  50 

Art.  61.  Por  cada  requerimiento  que  hagan  en  virtud  de  manda- 
miento judicial O  25 

Art.  62.     Por  la  diligencia  en  busca  de  testigos  cuando  la  parte  que 

ha  de  ser  citada  ó  requerida  se  niegue  á  firmar O  13 

Art.  63.    Por  llevar  un  oficio  ó  comunicación 0  25 

Art.  64.     Por  la  asistencia  á  la  celebración  de  juicios  y  demás  actos  á 

que  deban  concurrir  en  estrados O  38 

Art.  65.  Por  la  asistencia  á  recocimientos,  cotejos,  inspecciones  ocu- 
lares, deslindes,  inventarios,  posesión  de  hienas,  depósitos  de  per- 
sonas y  otras  análogas^  llevarán  por  hora O  38 

Art.  66.    Por  las  diligencias  de  embargo,  desembargo  y  lanzamiento, 

cobrarán  por  cada  hora  que  empleen  en  ellas O  50 

Art.  67.     Por  cada  día  de  guarda  de  vista 100 

Art.  58.     Por  cada  noche  de  guarda  de  vista 150 

CAPITULO   V. 

DISPOSICIONES  ESPECIALES 

Art.  69.  Lo  dispuesto  en  los  capítulos  precedentes  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  lo  prevenido  en  las  disposiciones  generales  de  estos 
Aranceles. 

Art.  70.  Las  diligencias  ó  actuaciones  comprendidas,  en  los  capítulos 
anteriores  que  deban  practicarse  en  los  expedientes  posesorios 
para  inscribir  bienes  en  los  Registros  de  la  Propiedad,  se  cobrarán 
con  arreglo  á  los  artículos  438  y  439  del  reglamento  para  la  ejecu- 
ción délas  leyes  Hipotecarias  deCuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas  (1). 

(1)  Los  artículos  71  al  293  inclusive,  comprendidos  en  los  títulos  II  y  III,  carecen  de 
aplicación  por  referirse  &  honorarios  y  derechos  de  funcionarios  Judiciales  que  hoy  no 
los  perciben. 
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TITULO  CUARTO 

De  los  Procuradores 
CAPITULO  PRIMERO 

DE  I/OS  NEGOCIOS  EN  QUE  INTERVIENEN  POB  DISPOSICIÓN  DE  LA  LEY  (1) 

B.  C. 

Art.  294.    Por  la  aceptación  del  poder  6  por  la  sustitución,  después  de 

tada,  en  favor  de  cualquier  otro  Procurador  ó  tercera  persona O  50 

Art.  295.  Por  la  aceptación  de  defensorías  de  menores,  ausentes  ó  in- 
capacitados     O  50 

Art.  296.    Por  la  obligación  y  fianza  que  deben  constituir  en  el  caso 

expresado  en  el  artículo  anterior 1  00 

Art.  297.    Por  ei  reparto  de  pleitos  de  pobre  y  de  oficio 0  50 

Art  29t.  Por  la  presentación  de  las  demancÍEis  en  el  reparto  y  averi- 
guar á  quien  ha  correspondido  asi  como  por  la  de  escritos  y  documen- 
tos en  la  Escribanía,  sean  éstos  uno  ó  varios 0  25 

Art  299.    Por  cada  escrito  de  los  que  el  Procurador  pueda  presentar 

por  sí  sin  dirección  ni  firma  de  Letrado 2  50 

Art.  300.  Por  instruirse  de  toda  clase  de  escritos,  interrogatorios,  re- 
lación de  bienes  ó  deudas,  memorias,  documentos  y  demás  traba- 
jos formados  por  los  Letrados,  copiarlos  en  el  papel  sellado  corres- 
pondiente y  autorizarlos  ccm  su  firma,  no  excediendo  de  una  hoja, 
llevar&n 1  00 

Art.  301.    Por  cada  hoja  de  exceso O  38 

Art  302.  Por  las  copias  en.  papel  común  de  los  escritos,  apuntamien- 
tos y  documentos  aue  se  presenten  en  juicio  ó  que  se  &ciliten  Á  las 
partes  ó  Letrados,  llevar&n  igualmente  por  hoja,  inclusa  su  firma.    O  38 

Art.  303.  Por  cada  citación,  emplazamiento  ó  notincación  y  el  avi- 
so que  han  de  dar  á  quien  corresponda. O  50 

Art.  304.     Por  cada  comparecencia  que  verifiquen  en  los  autos  de  las 

atorizadas  por  la  ley O  75 

Art.  305.    Por  los  requerimientos  que  se  les    hagan  con  arralo  á  la 

ley,  sea  cualquiera  su  objeto O  50 

Art*  306.  Por  el  nombramiento  de  peritos  en  el  acto  de  la  notifica- 
ción, sean  uno  ó  varios,  con  inclusión  de  los  derechos  de  la  notifi- 
cación, comparecencia  ó  requerimiento O  75 

Art  307.  Por  el  otorgaminto  de  fianza  y  aceptación  de  responsabili- 
dad cuando  la  ley  lo  exija 1  25 

Art.  308.    Por  la  toma  de  autos  para  entregar  al  Abogado,  incluso  el 

recibo  que  hayan  de  dar  y  recoger 1  00 

No  se  entienden  comprendidos  en  los  derechos  señalados  en  este  artí- 
culo los  gastos  de  remisión  de  los  autos  al  Letrado  que  resida  fuera 
de  la  capital  del  partido 

Art.  309.  Por  la  devolución  de  los  autos  Á  la  Escribanía  ó  Secreta- 
ría y  cancelación  de  los  recibos. O  50 

Art.  310.  Si  el  volumen  de  los  autos  exigiese  valerse  de  un  mozo  pa- 
ra conducirlos O  50 

Art  311.  Para  la  asistencia  A  la  prí&ctica  de  toda  clase  de  prueba  ante 
los  Jueces  ó  Tribunales,  á  las  comparecencias  que  la  ley  determina 
en  los  juicios  universales,  incidentes  de  ejecución  de  sentencia  y 
otros  cualesquiera  en  que  bajo  la  presidencia  del  Juez  ha  van  de 
contender  verbalmente  ias  partes,  y  á  la  de  inventarios,  embargos., 
tasaciones,  inspecciones  oculares,  juntas,  subastas  y  entr^a  ó  po- 
sesión de  bienes,  llevarán  por  hora 2  00 

Art  312.  Por  la  asistencia  á  la  vista  de  los  pleitos,  llevarán  por  au- 
diencia     2  50 

(1 )    Hoy  no  ee  oblig»torlai  la  intervención  de  loe  Proenradores  en  Jnicio. 


.  diif.  Vyuanuo  ei  irocuraaor  naya  ae  saiir  a  inaa  ae  aos  kuou 
tros  del  punto  de  residencia  del  Juzgado,  á  presenciar  cualquie 
diligencia  á  que  concurriere  el  Juez  ó  el  Escribano,  por  coniisi( 
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Art.  213.    En  el  caso  de  que  no  se  verifique  la  vista  por  ocupaciones 

del  Juzgado,  6  suspendida,  no  se  hubiese  notificado,  llevarán  la 
mitad  de  los  derecnos  asignados. 

Art.  314.  Por  cada  aviso  que  den  á  los  Letrados,  recogiendo  de  estos 
el  enterado,  á  sus  {xxlerdantes  ó  á  cualquier  otra  persona  por  su  en- 
cargo, de  señalamiento  de  vista,  juntas  6  declaraciones,  llevarán.    O  75 

Art.  315.  Siempre  que  con  arreglo  á  la  ley,  ó  á  lo  prevenido  en 
estos  aranceles,  tenga  el  Procurador  que  dar  y  firmar  recibo  en  di- 
ligencia consagrada  á  este  ünico  objeto,  devengará O  50 

Art.  315.  Por  el  examen  y  comprobación  de  las  tasaciones  de  costas 
cuando  lo  hagan  por  sí,  ya  porque  se  de  vista  de  ellas  ó  pongan  de 
manifiesto  y  por  instruirse  de  los  autos,  documentos^  pruebas  ó 
cual(juiera  otra  actuación,  cuando  se  manda  que  se  exibieren  en  la 
Escribanía  y  no  lo  haga  el  Abogado,  llevarán  por  cada  hoja  de  las 
que  hayan  ae  reconocer O  d5 

Art.  317.  En  la  presentación  y  diligencias  de  cumplimiento  de  ex- 
hortos  y  cuando  se  verifique  por  medio  de  Procurador,  salvos  los 
derechos  por  las  diligencias  que  expresamente  autoriza  la  ley,  co- 
brarán en  concepto  de  agencia  y  correspondencia,  por  mes 2  50 

Art.  318.  Por  la  copia  de  árboles  genealógicos,  llevarán  por  cada  ca- 
silla     O  08 

Art.  319.    Cuando  el  Procurador  haya  de  salir  á  más  de  dos  kilóme- 

[uiera 
comisión 
del  mismo,  cobrará  por  dietas  en  cada  día  natural,  no  percibiendo 
derechos,  á  no  determinarse  expresamente 7  50 

Art.  320.  Por  la  agencia,  con  inclusión  en  ella  de  la  correspondencia 
que  han  de  seguir  con  sus  poderdantes,  pero  no  los  certificados  y 
telegramas,  llevarán  por  cada  mes,  mientras  los  autos  están  en 
curso 3  75 

Se  entiende  que  están  en  curso  los  autos,  siempre  que  el  Procurador  no 
deje  transcurrir  ocho  días  después  ae  fenecido  el  término  de  ca- 
da trámite  ó  actuación  judicial  sin  practicar  por  su  parte  la  gestión 
que  corresponda  con  arreglo  á  la  ley. 

CAPITULO  II 

DE  LOS  NEGOCIOS  EN  QUE  INTERVIENEN  POR  VOLUNTAD  DE  LAS  PARTES 

Art.  321.    Por  todos  sus  derechos  en  los  actos  de  conciliación,  incluso 

el  de  recoger  la  certificación 2  50 

Art.  322.    Cuando  asistieren  á  los  juicios  verbales  acompañando  alas 

S artes  para  hablar  y  proponer  en  su  nombre  cuanto  crean   proce- 
ente,  llevarán  por  todos  sus  derechos,  hasta  que  la  sentencia  sea 

firme 2  00 

Art.  223.  Si  su  intervención  en  dichos  juicios  fuese  en  concepto  de 
representante  ó  de  apoderado  de  las  partes,  entendiéndose  por 
tanto  con  él  todas  las  actuaciones,   llevarán  asimismo  por  todos 

sus  derechos  hasta  qjue  se  dicte  sentencia  y  esta  sea  firme 4  00 

Art.  324.  Las  demás  diligencias  en  que  intervengan  como  apoderar 
dos,  las  cobrarán  con  arreglo  á  este  Arancel,  pero  subordinando  su 
cuantía  á  lo  establecido  en  las  disposiciones  generales. 

TITULO  QUINTO 
Be  las  demás  personas  que.  devengan  derechos  en  los  juicios 

CAPITULO    PRIMERO 

DE  liOS  REVISORES  DE  LETRAS  ANTIGUAS  Y  SOSPECHOSAS 

Art.  325.    Por  el  reconocimiento  caligráfico  de  una  firma  sospechosa 

y  declaración  que  deben  prestar 5  00 
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Art.  326.    Por  el  reconocimiento  caligráfico  de  un  documento  y  por 

la  declaración  é  informe  que  sobre  él  hayan  de  prestar,  llevarán  por 
cada  horade  ocupación 3  50 

Art.  327.    Por  contestar  verbalmente  con  arreglo  á  la  Ley  ante  el  Tri. 
bunal  á  las  preguntas  que  las  partes  les  hagan  para  ampliar  ó 
aclarar  dichos  informes,  llevarán  por  hora 2  50 

Art  328.  Por  la  versión  á  la  escritura  corriente  de  documentos  ante- 
riores al  siglo  XII,  por  cada  hoja  de  copia 3  76 

Art.  329.  Si  los  documentos  fuesen  de  los  siglos  XII  al  XVII  in- 
clusive, por  cada  hoia  de  copia 3  37 

Art.  330.     Y  si  ftiesen  ae  época  posterior,  llevarán  en  igual  forma 2  50 

Art.  331.  Por  la  traducción  al  lenguaje  corriente  de  documentos  escri- 
tos en  latín,  castellano  antiguo,  lemosín  ó  gallego,  siendo  anterio- 
res al  siglo  XVIII,  por  cada  hoja  de  traducción 7  50 

Art.  332.    Y  si  fuese  de  época  posterior 6  00 

Art.  333.  Por  hacer  análisis  crítico  paleográfico  de  un  documento 
anterior  al  siglo  XVIII,  certificando  de  su  autenticidad  ó  falsedad, 
no  pasando  de  un  pliego 12  50 

Art.  334.    Por  cada  pliego  de  exceso 2  50 

Art.  335.  Por  la  declaración  oficial  tasando  documentos  paleográ- 
ficos,  libros,  manuscritos  ú  objetos  arqueológicos,  por  caoa  hoja  de 
su  declaración  ó  informe 7  50 

Art.  336.  8i  los  que  practicaren  estas  operaciones  no  fuesen  Archive- 
ros Bibliotecarios  con  título  académico,  percibirán  la  mitad  de 
los  derechos  qne  quedan  señalados. 

Art.  337.  Los  traductores  de  los  documentos  escritos  en  cualquiera  de 
los  diversos  idiomas  que  se  hablan  en  el  territorio  filipino  percibi- 
rán por  cada  pliego  vertido  al  castellano  corriente O  80 

CAPITULO  II. 

DE  LOS  MEDIÓOS,  FARMACÉUTICOS,  ARQUITECTOS,  PERITOS  AGRÓNOMOS 
Y  TASADORES    DE  JOYAS  Y  OBJETOS  DE  ARTE.' 

Art.  338.  Los  Médicos,  sean  ó  no  forenses,  Farmacéuticos,  Arqui- 
tectos, Peritos  agrimensores  y  tasadores  de  joyas  ú  objetos  de  ar- 
te, devengarán  los  derechos  que  le  estén  asignados  por  las  Acade- 
mias, Escuelas  especiales  á  que  pertenezcan,  ó  en  Aranceles,  por 
todas  y  cada  una  de  las  diligencias  que  practiquen  ó  se  les  enco- 
mienden por  los  Juzgados  ó  Tribunales 

CAPITULO  III 

DE  liOS  PERITOS  DE  LABRANZA  Y  ARTESANOS 

Art.  339.  Los  peritos  de  labranza  y  artesanos  de  todas  clases  que  fue- 
ren llamados  para  deslindar  amoionamientos,  reconocimientos, 
tasaciones  y  otras  operaciones  ó  trabajos  propios  de  sus  profesiones 
y  oficios,  percibirán  por  cada  día  un  jornal  doble  del  que  por  re- 
gla general  llevan  los  de  su  clase,  aunque  su  ocupación  no  consu- 
ma todas  las  horas  hábiles  de  trabajo 

Art.  340.  Si  los  interesados  juzgasen  excesiva  la  regulación  de  los 
jornales  hecha  por  los  peritos  de  artes  y  oficios,  el  Juez  ó  Tribunal, 
oyendo  verbalmente  á  los  interesados,  decidirá  sin  ulterior  reclar 
mación 

CAPITULO  IV 

DE    LOS   TASADORES    DE    MUEBLES    Y    DE    EFECTOS  DE  COMERCIO 

Art.  341.  Los  tasadores  de  muebles  y  de  efectos  y  géneros  de  comer- 
cio llevarán,  i)or  cada  hora  de  ocupación 1  75 
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TITULO    SEXTO 
IHsposieiones    generales 

Art.  342.  Los  derechos  señalados  en  este  Arancel,  por  razón  de  las  ac- 
tuaciones anteriores  á  la  ejecución  de  las  sentencias  que  se  dicten  en  los  jui- 
cios verbales,  no  podrán  exceder  en  el  Juzgado  municipal  de  un  25  por  100 
ni  en  el  de  primera  instancia  de  un  7  por  100  de  la  cantidad  litigiosa. 

Cuando  excedieren  de  esas  cifras,  los  funcionarios  que  en  tales  juicios 
hubieran  intervenido  sufrirán  á  porrata  el  descuento  que  les  corresponda. 

Art.  343.  En  las  diligencias  de  ejecución  de  las  sentencias  de  los  jui- 
cios verbales,  y  en  las  de  cumplimiento  de  lo  convenido  en  los  actos  conci- 
liatorios, percibirán  cada  uno  de  los  funcionarios  que  intervengan  en  ellos 
los  derechos  señalados  en  este  Arancel,  pero  no  pudiendo  en  ningún  caso  ex- 
ceder lo  que  por  todos  ellos  perciban  de  la  cuarta  parte  de  la  cantidad  liti- 
giosa. 

Art.  344.  Los  derechos  específicamente  asignados  á  cada  actuación  ó 
diligencia  se  entienden  aplicables  á  los  pleitos  de  mayor  cuantía. 

En  aquellos  pleitos  cuya  cuantía  no  exceda  de  750  pesos,  no  podrán  per- 
cibir los  auxiliares  y  subalternos  más  que  el  50  por  100  de  los  tipos  de  Arancel. 

Cuando  valiendo  la  cosa  litigiosa  más  de  750  pesos,  no  pasase  de  1500, 
percibirán  el  75  por  100  de  los  créditos  señalados. 

Los  derechos  correspondientes  á  las  actuaciones  anteriores  á  la  ejecución 
do  la  sentencia  en  los  juicios  de  menor  cuantía,  no  podrán  exceder  en  nin- 
gún caso  de  un  20  por  100  del  capital  litigioso  en  la  primera  instancia  y  de 
un  15  en  la  segunda.  Si  excedieren,  los  auxiliares  y  subalternos  sufrirán  á 
porrata  el  descuento  correspondiente. 

En  la  ejecución  de  las  sentencias  dé  estos  juicios,  los  auxiliares  y  subal- 
ternos percibirán  los  derechos,  según  la  proporción  establecida  en  el  párrafo 
segundo  de  este  artículo  (1). 

Art.  345,  Los  auxiliares  y  subalternos  percibirán  una  mitad  más  de 
los  derechos  asignados  en  este  Arancel  si  las  diligencias  se  practicasen  de 
noche. 

Art.  346.  Las  actuaciones  comunes  á  dos  ó  más  partes  litigantes,  serán 
cobradas  una  sola  vez,  distribuyendo  su  importe  entre  éstas. 

Aunque  fueren  muchos  los  litigantes,  se  considerará  como  una  sola  par- 
te á  los  que  se  defiendan  bajo  una  sola  dirección  y  formulen  sus  pretensio- 
nes en  un  solo  escrito. 

Art.  347.  Cuando  alguna  de  las  partes  se  persone  en  cualquiera  de  las 
instancias,  después  que  la  otra  ú  otras  personadas  hubiesen  satisfecho  dere- 
chos comunes,  deberá  reintegrar  á  éstas  de  lo  que  por  su  cuenta,  hubiesen 
anticipado. 

Art.  348.  Cuando  en  el  curso  de  un  pleito,  los  auxiliares  y  subalternos 
que  en  él  hubieren  intervenido  fueran  sustituíaos  por  otros,  no  podrán  éstos 
percibir  derecho  alguno  por  razón  de  los  trabajos  que  aquéllos  hubiesen 
practicado,  aunque  deban  repetirlos  para  el  buen  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  349.  Cuando  los  actos  y  diligencias  estén  retribuidos  por  horas,  s^ 
cobrará  por  completo  la  primera  aun  cuando  no  se  haya  invertido  toda  ella, 
pero  en  las  sucesivas  los  derechos  se  percibirán  por  fracciones  de  media  hora. 

La  duración  de  estos  actos  ó  diligencias  se  hará  constar  en  la  actuación 
destinada  á  los  mismos,  antes  de  que  las  partes  la  suscriban,  cuando  esto  sea 
procedente,  ó  bajo  la  fe  del  Secretario  ó  Escribano,  si  ni  aquéllas  ni  el  Juez 
ó  Tribunal  debieren  firmar. 

Los  tasadores  de  muebles  ú  objetos  de  comercio  y  demás  personas  que 
practiquen  en  sus  respectivas  casas  operaciones  propias  de  su  profesión,  ex- 
presarán la  duración  de  estas  diligencias  al  final  de  la  declaración  que  deben 
prestar  bajo  juramento. 

Art.  350.    La  cantidad  señalada  por  dietas  á  los  auxiliares  y  subalter- 

(1)    Hoy  DO  perciben  derechos  los  auxiliares  ó  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzga- 
dos que  no  sean  municipales. 
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nos  sólo  se  reputará  devengada  en  el  caso  que  la  ocupación  de  aquéllos  hu- 
biese durado  seis  horas  justas.  Si  durase  más  ó  menos  de  seis  horas,  los  de- 
rechos señalados  se  aumentarán  ó  disminuirán  por  cada  hora  en  una  déci- 
ma parte  de  la  cantidad  fijada  en  el  Arancel. 

L<:)S  gastos  justificados  de  salida  y  regreso,  los  que  en  este  concepto  se 
ocasionen  cuando  la  diligencia  haya  de  practicarse  mera  del  perímetro  que 
forma  la  orilla  del  mar,  calzada  de  la  Infanta  y  la  acequia  del  Matadero. 

No  se  devengarán  derechos  en  los  casos  en  que,  según  Arancel,  los  fun- 
cionarios sean  retribuidos  con  dietas. 

Art.  351.  Cuando  los  funcionarios  cuyos  derechos  señala  este  Arancel 
hubiesen  de  salir  en  comisión  fuera  de  los  límitiBS  del  partido  ó  territorio  en 
que  funcionen,  percibirán  las  dietas  que  los  Juzgados  les  señalen,  siendo  de 
su  cuenta  todos  los  gastos. 

Art.  352.  En  todos  los  escritos^  testimonios,  compulsas,  providencias, 
autos  y  sentencias,  y  cuantas  actuaciones  estén  retribuidas,  por  pliegos  ó  por 
hojas,  deberá  contener  por  lo  menos  20  líneas  la  página  ó  folio  (2)  en  que  se 
halle  el  sello  del  papel  y  24  las  demás. 

Cada  línea  tendrá  13  sílabas;  pero  podrán  compensarse  las  diferencias 
dentro  de  cada  pliego. 

Las  copias  simples  de  todas  clases  se  regularán  por  la  extensión  que  ten- 
ga el  documento  ó  actuación  de  que  estén  sacadas,  pero  en  ningún  caso  se 
les  computarán  menos  líneas  y  sílabas,  de  las  que  señala  el  párrafo  prece- 
dente. 

Los  Jueces  y  Tribunales  podrán  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio,  privar 
de  derechos  á  los  auxiliares  y  subalternos  respecto  de  los  escritos  ó  actuacio- 
nes en  que  infringiesen  las  aisposiciones  de  este  artículo. 

Art.  853.  No  devengarán  derechos  más  actos  <jue  los  que  directa  y  cla- 
ramente se  expresan  en  estos  Aranceles.  Si  algún  interesado  creyese  digno 
de  retribución  cualquier  trabajo,  actuación  ó  diligencia  omitida,  lo  pondrá 
en  conocimiento  del  Gobierno  por  el  conducto  ordinario  para  que  resuelva 
lo  que  estime  justo. 

Art.  354.  Cuando  hubiese  razón  de  dudar  si  por  un  acto  ó  diligencia 
comprendidos  en  este  Arancel  se  deben  mayores  6  menores  derechos,  la  du- 
da se  resolverá  en  el  sentido  más  favorable  al  litigante  que  ha  pagado. 

Art.  355.  Los  derechos  correspondientes  á  cada  funcionario  por  las  dis- 
tintas actuaciones  en  que  intervengan,  serán  anotados  en  guarismos,  al  pié 
de  la  firma  de  aquél.  En  las  cuentas  ó  minutas  que  para  hacerlos  efectivos, 
se  formulen,  se  expresará  el  artículo  del  'Arancel  aplicable  á  cada  una  de  las 
partidas,  y  la  fecna  de  las  diligencias  ó  actuaciones  que  comprendan.  La 
omisión  de  cualquiera  de  estos  requisitos  será  causa  suficiente  para  negar  el 
pago  de  los  derechos. 

Art.  356     El  pago  de  los  suplementos  hechos  y  de  los  derechos  deven- 

fados  con  arreglo  á  este  Arancel,  así  como  el  de  los  honorarios  correspon- 
ientes  á  los  Aoogados  defensores  de  las  partes  en  juicio,  podrá  exigirse  por 
la  vía  de  apremio  del  Procurador  ó  de  la  persona  á  cuya  instancia  se  hayan 
causado  en  la  forma  que  establecen  los  artículos  8o.  y  12  de  las  leyes  de  En- 
juiciamiento de  Cuba,  Puerto  Rico  y  Filipinas. 

En  ningún  caso  se  accederá  á  la  solicitud  de  apremio  si  no  se  hubieren 
observado  por  el  reclamante  las  prescripciones  del  artículo  precedente. 

Art.  357.  Los  Presidentes  de  los  Tribunales  y  los  Jueces  de  primera 
instancia  y  municipales  dispondrán  que  en  el  sitio  más  apropiado  para  co- 
nocimiento del  público  y  en  el  despacho  de  cada  uno  de  los  auxiliares,  se 
coloque  un  ejemplar  del  Arancel  respectivo  y  de  las  disposiciones  generales, 
autorizado  por  su  firma  y  la  del  Secretario  de  gobierno  ó  Juzgado,  debiendo 
corregir  gubernativamente  las  faltas  ú  omisiones  que  notaren. 

Art.  358.  Los  auxiliares  y  subalternos  que  reclamen  y  cobren  derechos 
m^ores  que  los  señalados  en  este  Arancel,  incurrirán  en  la  responsabili- 
dad que  establece  el  artículo  8o.  de  las  leyes  de  Enjuiciamiento  Civil  de  Cu- 
ba  y  Puerto  Rico  y  de  Filipinas. 

(2)    Que  encabeza  el  escrito  ó  documento. 
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Art.  859.  Incurrirán  también  en  la  responsabilidad  correspondiente  los 
que  exigieren  y  cobrasen  derechos  por  algún  acto  judicial  á  que  no  hubieran 
concurrido.  Ésta  responsabilidad  alcanza  igualmente  á  los  funcionarios  á 
quienes  competa  autorizar  la  diligencia  si  la  redacción  de  esta  diere  ocasión 
al  abuso  (1). 


Ley  arancelaria  de  Ij^.  de  Febrero  de  1903 j  que  señala  los   derechos  que 
deben  percibirse  en  los  Consulados  generales,  Consulados  y  Více- consula- 
dos de  la,  República  de  Cuba. 

ASUNTOS  DE  CARÁCTER  JUDICIAL  Y  DE  ÍNDOLE  DIVERSA. 

P.         C. 

Art.  50.  Por  cualquier  acta,  certificación  ó  documento  no  men- 
cionado especialmente  en  este  Arancel 5  00 

Art.  51.    Por  cada  declaración  ó  diligencia 1  00 

Art.  52.    Por  el  inventario  ú  ocupación  de  bienes,  en  los  casos  en 

que  proceda,  por  cada  página  ó  fracción  de  lo  escrito O  50 

Art.  53.  Por  el  reconocimiento  y  examen  de  actas,  copias  y  do- 
cumentos que  se  presenten,  por  cada  hoja , O  20 

Art.  54.  Por  la  asistencia  á  cada  acto  en  que  se  reclame  la  inter- 
vención ó  presencia  del  Cónsul 2  00 

Art.  55.  En  todos  los  casos  en  que  los  actos  ó  diligencias  se  efec- 
túen fuera  de  la  Oficina  Consular,  además  de  los  derechos  y 
de  los  gastos,  se  abonará  por  cada  hora  de  ocupación 2  00 

Art.  56.    Por  la  recepción,  custodia  y  entrega  de  dinero  ó  valores 

de  particulares,  por  el  total  importe  ( dos  por  diento )..... 2  pg 

Art.  57.    Por  la  custodia  de  documentos  no  comprendidos  en  la 

denominación  de  valores,  por  cada  mes  ó  fracción  de  mes O  50 

Art.  58.    Por  la  traducción  de  cualquier  documento,  por  cada  pá- 

gina  ó  fracción O  50 

Art.  59.  Por  las  actuaciones  en  los  juicios  voluntarios  ó  necesa- 
rios de  testamentaría  ó  abintestato,  incluso  la  liquidación  y 
división  de  la  herencia,  se  cobrará  sobre  el  importe  de  la  li- 
dación,  deducidas  las  bajas: 

Hasta  mi  1  pesos  ( veinte  centavos  por  ciento  de  pesos ) O  20  p3 

De  más  de  mil  pesos  hasta  cincuenta  mil  pesos  {diez  centavos  por 

ciento  de  pesos) O  10  p3 

No  se  cobrarán  derechos  por  la  protocolización  y  registros  de  estas 
actuaciones,  ni  por  el  exceso  de  cincuenta  mil  pesos. 

Art.  60.  Por  las  actuaciones  en  los  expedientes  de  aprobación  de 
las  operaciones  de  una  testamentaría,  practicadas  judicialmen- 
te, se  satisfarán,  además  de  loe  derechos  de  examen  de  cada 
hoja: 

Por  el  auto  aprobando  las  operaciones  de  partición,  liquidación  y 
adjudicación  del  haber  hereditario,  sobre  su  importe,  deduci- 
das las  bajas: 

Hasta  mil  pesos  {veinte  centavos  por  ciento  de  pesos) O  20  pg 

De  más  de  mil  pesos  hasta  cincuenta  mil  pesos  {diez  centavos  por 

ciento  depesos) O  10  pg 

Por  el  exceso  de  cincuenta  mil  pesos  nada  se  cobrará;  pero  la  pro- 
tocolización ó  registro  de  estos  expedientes,  devengarán  los 
derechos  que  correspondan. 

(1)    Los  artículos  360,  361  y  362  de  estos  Aranceles,  carecen  actualmente  de  aplicación 
y  en  consecuencia  se  descartan  del  texto. 
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p.       c. 


Art.  61.    Por  el  ri^istro  de  cada  certificación*  de  la  inscripción 

del  nombramiento  del  cargo  de  tutor , 2  00 

Art.  62.  Por  cada  hoja  en  las  actuaciones  sobre  asuntos  de  Juris- 
dicción voluntaria,  informaciones  de  todas  clases  y  demias  no 
contenciosas 1  00 

Los  derechos  ^ados  en  este  artículo,  no  podrán  exceder,  en  nin- 
gún caso,  de  veinticinco  pesos. 

Por  el  acta  de  entr^a  de  estas  actuaciones,  cuando  proceda  con- 
forme ala  ley 2  00 

Art.  63.  Por  cada  hoja  en  las  actuaciones  para  dictar  laudo  ó 
sentencia  en  los  casos  en  que  el  Cónsul  sea  arbitro  ó  amigable 
componedor,  nombrado  ó  aceptado  por  las  partes 1  00 

Bi  mediare  ajuste  de  cuentas  ó  liquidación,  sobre  la  cantidad  que 

sea  objeto,  se  cobrará  veinte  centavos  por  ciento  de  pesos O  20  p3 

Los  derechos  ñjados  en  este  artículo  no  podrán  exceder  en  ningún 
caso  de  veinticinco  pesos. 

Art.  64.  Cuando  por  mandato  de  la  autoridad  competente  ó  por 
designación  de  las  partes,  el  funcionario  consular  administre 
judicialmente  bienes  de  cualquier  clase,  ó  cuando  hiciere  lo 
mismo  por  consecuencia  de  testamentaría  ó  abin  testa to,  salvo 
el  caso  previsto  en  el  artículo  siguiente,  tendrá  derecho  á  las 
retribuciones  siguientes: 

8obre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  frutos,  bienes  muebles  ó 

semovientes  {dos  por  ciento) 2  i>g 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  bienes  raices  ó  cobranza 

de  valores  de  cualquiera  especie  {uno  por  ciento) 1  pg 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  efectos  públicos  {un  me- 

diopor  ciento) J  pg 

Sobre  los  demás  ingresos  que  haya  en  administración  por  concep- 
tos diversos  de  los  expresados  en  los  párrafos  precedentes  per- 
cibirá (cwa^ro  por  ciento) 4  pg 

Art.  65.  Por  la  administración  de  bienes  de  ciudadanos  que  hu- 
bieren desaparecido  de  su  domicilio,  sin  saberse  su  paradero  y 
sin  dejar  apoderado,  ó  cuando  hubiese  caducado  el  poder  con- 
ferido por  el  ausente,  siempre  que  en  dichos  casos  se  le  confie- 
ra la  administración  por  la  autoridad  competente  ó  por  los 
tratados  sobre  el  producto  líquido  de  dichos  bienes  {cinco por 
ciento) -. 6  pg 


Arancel  de  Peritos  mercantiles  para  las  tasajones  de  efectos  de  comer- 
cio^ aprobado  por  B.  O.  de  23  de  Abril  de  1880 

En  las  tasaciones  de  efectos  de  comercio  que  ocurran  los  peritos  y  pro- 
fesores mercantiles  ó  los  que  hagan  sus  veces  por  no  haberlos  en  la  localidad 
ó  en  los  pueblos  inmediatos,  perciben  dentro  de  la  población,  aparte  de  los 
**costos  de  viaje  y  manutención"  si  vienen  de  otra. 

Del  valor  íntegro  de  la  tasación  hasta  |100,  el 10  p.g 

De     101  á  %      500,  el 8 

De     501  á  I    1000,  el 6 

De   1001  á  %    5000,  el 4 

De    5001  á$  10000,  el 2} 

De  10001  á  %  50000,  el 1 

De  50001  en  adelante  el J 


•» 

n 
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Tarifa  de  los  honorarios  que  devengan  los  ArqiiUectos  y  Maestros  de 
obras  por  las  tasaciones  de  fincas  urbanías  y  medición  del  área 
que  ocupan,  aprobada  por  B,  O.  de  8  de  Abiil  de  1879 


TASACIÓN  DE  FINCAS  URBANAS 


Importe  de  la  tasación 


Masta, 

■»> 

»» 

?• 
Tí 
TI 
»T 
T» 
TT 
TT 
TT 


H  ouoraricM: 

Tanto  por 

ciento 


2500 

$1-25 

5000 

1-175 

10000 

1-  10 

15000 

1-  05 

20000 

1-  02 

25000 

1-  00 

30000 

0-935 

35000 

0-85 

40000 

0-  80 

45000 

0-775 

50000 

0-  75 

75000 

0-  70 

lOOQpO 

0-675 

125000 

0-  65 

150000 

0-625 

200000 

0-60 

250000 

0-575 

300000 

0-55 

350000 

0-52 

400000 

0-50 

MEDICIÓN  DE  FINCAS  URBANAS 


Metros  cuadrados 


Hasta. 


100 
150 
200 
250 
300 
400 
600 
900 
1200 


Honorarios: 

Por  metro 

cuadrado 


1200  en  adelante.. 


$  0-40 
0-35 
0-33 
0-^2 
0-28 
0-27 
0-25 
0-20 
0-15 
0-16 


Trabajos  praetieados  faera  de  la 
resideneia  del  perito 


A  distancia  menor  de  22  k... 

De  22  a  56  kilómetros 

De  56  á  111  kilómetros. 

Pasando  de  111  kilómetros.. 


Tanto  por  100 
de  aumento 


P«  25 

..     75 
100 


f» 


APÉNDICE    IV 

CIRCULARES  Y  DISPOSICIONES  GENERALES 


Circular  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  España,  de  29  de  No- 
tnembre  de  1898^  sobre  inteligencia  del  articulo  301   del    Código  civü  en 

relación  con  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

£U  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Madrid  ha  dirigido  á  este  Centro  la  si- 
guiente comunicación:  '^Excelentísimo  señor:  £1  Representante  del  Minis- 
terio fiscal  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pastrana  me  ha  consultado 
si  en  nnas  diligencias  de  prevención  de  abintestato,  tratándose  de  menores 
de  edad,  hijos  del  difunto  y  huérfanos  de  madre,  debía  acordarse  el  sobresei- 
miento, una  vez  constituido  el  Consejo  de  familia,  como  el  consaltante  ha- 
bía solicitado,  por  entender  que  el  artículo  301  del  Código  civil  ha  derogado 
las  disposiciones  de  la  Ley  procesal. 

Como  quiera  que  se  trata  de  autos  en  trámite,  cuya  paral  zación,  aten- 
dida su  naturaleza,  pudiera  irrogar  perjuicios  á  los  interesados,  me  ha  pare- 
cido conveniente  evacuar  sin  demora  la  consulta  en  los  términos  siguientes, 
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sin  perjuicio  de  someterla  á  la  superior  resolución  de  V.  E.  para  que  me  sir- 
va de  guía  en  los  casos  análogos  que  en  adelante  puedan  presentarse. 

Contestación  á  la  consulta.— *'Disp(me  el  art.  309  del  Código  civil, 
que  el  Consejo  de  familia  conocerá  de  los  negocios  que  sean  de  su  compeU'ii- 
cia,  conforme  á  las  prescripciones  de  aíjuel  Cuerpo  legal.  Refiérense  ésfcw 
únicamente  á  la  tutela,  cuya  constitución  y  ejercicio  han  variado  radical- 
mente, asumiendo  hoy  el  Consejo  las  facultades  que  á  la  Autoridad  judicial 
estaban  confiadas  antes,  y  pudiendo  considerarse  aquella  institución  como 
la  base  sobre  la  que  descansa  la  tutela,  hasta  el  punto  de  que  la  intervención 
judicial  y  la  del  Ministerio  fiscal  cesa  desde  que  se  constituye  el  Consejo,  á 
excepción  del  caso  en  que  debe  presidirlo  el  Fiscal  municipal  Con  razón, 
por  consiguiente,  se  consideran  derogados  los  artículos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  que  tratan  del  nombramiento  de  tutores,  por  el  art.  197G  del 
Código  civil. 

Bajo  este  concepto,  una  vez  formado  el  Consejo  ha  de  proceder  á  dictar 
las  medidas  necesarias  para  atender  á  la  persona  y  bienes  del  menor  ó  inca- 
pacitado y  constituir  la  tutela,  á  tenor  de  lo  establecido  por  el  artículo  301 
del  Código.  Pero  en  la  prevención  del  juicio  de  nhintestato  ninguna  inter- 
vención concede  la  ley  al  Consejo,  y  por  consiguiente,  no  puede  considerar- 
se como  de  su  competencia  ni  estimarse  derogadas  las  disposiciones  de  la 
ley.  entre  las  que  se  encuentra  la  relativa  á  la  adopción  de  oficio  por  el  Juez 
de  las  medidas  que  entienda  necesarias  para  la  seguridad  de  los  bienes  á  que 
se  refiere  el  artículo  962,  el  cual  se  halla  vigente,  excepto  en  la  parte  relati- 
va al  nombramiento  de  tutor,  así  como  vigentes  se  encuentran  también  las 
demás  prescripciones  de  la  ley,  que  tratan  del  de  la  prevención  del  abinfes- 
tatOj  declaración  de  herederos  y  subsiguiente  juicio,  debiendo  continuar  la 
intervención  judicial,  según  dispone  el  artículo  1002  en  su  párrafo  segundo, 
cuando  legalmente  sea  necesaria,  por  concurrir  algur\£i  de  las  circunstancias 
que  hacen  necesario  el  juicio  de  t¿tamentaría,  segtin  el  artículo  1041,  ó  sea 
cuando  los  herederos  ó  cualquiera  de  ellos  sean  menores  ó  estén  incapacita- 
dos, á  no  ser  que  estén  representados  por  sus  padres. 

Es  cierto,  como  V^  S.  entiende,  que  el  Consejo  de  familia  ha  sustituido  á 
la  Autoridad  judicial  en  las  facultades  de  protección  á  los  menores  ó  incapa- 
citados: pero  no  lo  es  menos  que,  aparte  de  este  extremo,  en  los  demás  rela- 
tivos al  abintestato  contenidos  en  la  ley,  ésta  no  ha  sido  modificada  por  el 
Código  civil^  y  por  ello  debe  continuar,  en  el  caso  que  motiva  su  consulta, 
la  intervención  judicial  y  la  consiguiente  representación  del  Ministerio  pú- 
blico.»» 

Apercibida  esta  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  que  los  ténninos  con- 
cretos de  la  cuestión  se  reducían  á  la  inteligencia  del  artículo  SOI  del  Código 
civil  en  relación  con  la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  mateHa  de  abintestafos  ji 
deterininadón  del  verdadero,  concepto  del  Consejo  de  familia,  contestóla 
consulta  quedando  enterada  de  sus  términos  y  mostrando  su  conformidad 
con  la  resolución  indicada  por  el  Ilustrísimo  or.  Fiscal  de  la  Audiencia  de 
esta  corte,  en  el  sentido  de  que  la  disposición  del  art.  301  del  Código  civil  eu 
Que  aquel*  representante  fiscal  de  Pastrana  se  fundaba,  no  ha  derogado  las 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  referente  á  los  abintestatos,  y,  por  consi- 
guiente, que  nó  debe  sobreseerse  en  éstos,  cesando  la  intervención  judicial 
sólo  porque  se  haya  constituido  el  Consejo  de  familia  de  menores  de  edad 
hijos  del  difunto  y  huérfanos  de  madre. 

Creyendo,  empero,  que  los  términos  de  la  consulta  y  atin  algunos  de  los 
fundamentos  por  dicho  Fiscal  consignados  al  solucionarla,  requerían  aclara- 
ción, consideró  esta  Fiscalía  conveniente  adicionar  algunas  consideraciones 
que  sirvieran  para  fijar  el  criterio  del  Ministerio  fiscal  en  los  conceptos  de 
que  se  trata,  y  que  esencialmente  se  estima  necesario  reproducir  ahora  por 
medio  de  esta  Circular  para  conocimiento  y  regla  de  conducta  de  todos  sus 
dignos  individuos. 

Una  cosa  es  el  abintestato  y  otra  el  interés  personal  que  en  él  puedan  te- 
ner menores  ó  incapacitados. 

El  abintestato  tiene  lugar  á  faltar  de  testamento,  porque  la  voluntad  del 
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filiado  expresamente  declarada  en  solemne  forma  es  la  suprema  ley  para  la 
disposición  de  sus  bienes:  puede  no  constar  la  existencia  de  disposición  tes- 
tamentariaj  pero  esto  no  implica  que  no  existaj  y  que,  según  ella,  nazcan  de- 
rechos en  favor  de  ciertas  personas:  dicho  juicio  es  universal  y  ha  de  pre- 
venirse de  qficiOy  aún  cuando  haya  parientes  dentro  del  grado  y  calidad  que 
designe  el  núm.  3o.  del  art.  960  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  cuando  algu- 
no de  ellos  sea  de  la  condición  indicada  (art.  962). 

En  ese  juicio,  así  prevenido,  es  parte  hl  Fweal,  como  la  ley  dice,  en  re- 
presentación délos  que  puedan  tener  derecho  ala  herenei^a,  siendo  de  su 
obligación  promover  imanto  considere  necesario  para  la  seguridad  y  buena 
administración  de  los  f nenes  (artículo  972),  y  no  cesa  su  intervención  hasta 
que  sea,  firme  la  resolución  judicial  por  la  que  se  haya  hecho  la  declaración 
de  herederos  (art.  996),  siíi  que  de  estos  terminantes  preceptos  legales  se  ex- 
cluya el  caso  de  existir  únicam.ente  descendientes  del  finado^  porque  la  decla- 
ración de  su  derecho  han  de  obtenerla  precisamente  con  citación  y  audien- 
cia fiscal  (artículos  677  al  981). 

Es,  pues,  nuestro  Ministerio  el  protector  nato  de  los  derechos  é  intereses 
de  la  universalidad  á  que  responde  el  juicio  de  abintestato,  y  esto,  por  sí  so- 
lo, advierte  desde  luego  la  inaplicación  del  art.  301  del  Código  para  impedirá 
dicho  juicio,  toda  vez  que  aquel  artículo  se  limita  á  disponer  que,  una  vez 
formado  el  Consejo  de  familia,  dicte  las  medidas  necesarias  para  atendei*  á 
la  persona  y  bienes  del  menor  ó  incapacitado  y  constituir  la  tutela;  es  decir, 
que  el  Código  trata  en  el  artículo  aludido  de  intereses  particulares,  indivi- 
duales ó  de  wwa  per«onor¿«c/ad,  en  tanto  que  la  Ley  procesal  ampara  enjui- 
cio y  por  medio  del  Juez  y  del  Fiscal,  como  queda  dicho,  los  de  la  univer- 
salidad. 

No  puede  ser  más  patente  la  distinción:  y  la  hay,  además  muy  signifi- 
cativa, en  la  misma  Ley  de  Enjuiciamiento,  entre  los  sujetos  ó  no  á  tutela, 
como  se  observa  comparando  el  párrafo  segundo  del  artículo  961  con  el 
art.  962. 

En  aquél  dice:  "Luego  que  comparezcan  los  parientes  por  sí  ó  por  me- 
dio de  persopa  que  les  represente  legítimamente,  se  les  hará  entrega  de  los 
bienes  y  efectos  pertenecientes  al  diñmto,  cesando  la  intervención  judicial^ 
ano  ser  que  alguno  de  los  interesados  la  solicitare" ;  y  en  el  962  ordena: 
**que  se  adopten  de  oficio  las  medidas  que  el  Juez  estime  necesarias  para  la 
seguridad  de  los  bienes  cuando  alguno  de  los  parientes  sea  menor  o  incapa- 
citado'\  A  los  que  se  hallaren  en  este  caso,  el  Juez  de  primera  instancia  les 
proveerá  de  tutor,  si  no  lo  tuvieren;  de  suerte  que,  aún  provistos  de  repre- 
sentante legal,  no  manda  la  ley  que  cese  la  intervención  judicial,  como  cuan- 
dos  se  trata  de  personas  en  la  plenitud  de  sus  derechos  civiles. 

Evidente  es  que,  respecto  al  nombramiento  de  tutor,  ha  de  estarse  á  lo 
que  dispone  el  Código  civil;  bien  entendido  que  éste  no  ha  derogado  en  ma- 
nera alguna  la  facultad  del  Juez  de  primera  instancia,  antes  indicada,  para 
procurar  que  el  menor  ó  incapacitado  tgnga  tutor;  sólo  que  en  vez  de  nom- 
brarlo él,  exigirá  qué  el  Consejo  de  familia  cumpla  lo  que  ordena  el  citado 
art.  301  del  Código;  y  si  no  se  hubiere  formado  ó  constituido  el  Consejo,  re- 
querirá al  Juez  municipal  respectivo  para  que  sobre  esto  provea,  caso  de  no 
mediar  excitación  del  Ministerio  fiscal  (art.  294  del  Código  civil). 

En  orden  á  la  verdadera  significación  del  Consejo  de  familia,  no  hay 
que  tomarla  tan  en  absoluto  como  parece  desprenderse  de  las  frases  que  se 
emplean  al  ocuparse  de  ella. 

No  ha  sustituido  por  completo  á  la  Autoridad  judicial  en  todo  lo  que  de 
antiguo  venía  ésta  gerciendo  para  protección  délos  débiles,  ni  el2^rottUor 
ha  reemplazado  al  Ministerio  fiscal  de  tal  modo  que  haya  extinguido  su 
esencial  á  la  vez  que  tradicional  misión. 

Y  como  las  leyes  sólo  por  otras  leyes  se  derogan,  según  el  art.  6o.  del 
mismo  Código,  debe,  por  tanto,  mterpretarse  éste  restrictivamente,  esto  es, 
no  admitir  en  el  Consejo  ni  en  el  protutor  otra  competencia  que  le  esté  cla- 
ra y  explícitamente  definida,  reconociendo,  por  el  contrario,  en  la  Autori- 
dad judicial  y  en  el  Ministerio  público,  respectivamente,  la  que  á  la  promul- 
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gación  del  Código  les  correspondiera  y  no  se  les  haya  por  este  Cuerpo  legai 
cercenado  de  modo  evidente. 

El  Consejo  de  familia  no  es,  en  resumen,  sino  un  elemento  del  nuevo  or- 
ganismo tutelar,  y  bien  considerada  la  tutela  civil  instituida  para  la  protec- 
ción, defensa  y  representación  de  personas  y  bienes  particulares  de  meno- 
res é  incapacitados,  no  es  propiamente  una  institución  de  Derecho  pfiblico, 
sino  de  Derecho  privado,  lo  cual  no  importa  para  que  se  reconozca  que  es 
institución  que  afecta  á  un  orden  é  interés  generales,  como  cuantas  leyes  se 
refieren  á  la  asistencia  de  los  neífesitados  de  amparo  bajo  el  principio  de  pro- 
teción  legal^  cuyos  fines  se  cumplen  bajo  diversas  formas. 

En  cierto  sentido  de  analogía  pudiera  tal  vez  repetirse  aquí  algo  pareci- 
do á  lo  que  antes  se  decía  de  la  jurisdicción:  tutela  retenida  y  tutela  delega- 
da'^ aquélla,  social,  más  comprensiva,  indeterminada  y  general,  en  el  Poder 
público;  la  otra,  individual,  especial  y  de  límites  más  concretos,  en  el  Con- 
sejo de  familia;  la  una  comün]  la  otra  especial.  Para  la  general^  retenida  y 
social  están  los  antiguos  organismos  judicial  y  fiscal;  para  la  especial  dele- 
gada é  ¿ndividualy  esos  otros  nuevos  organismos  limitados,  del  tutor  del 
Consejo  y  del  protutor  en  recíproca  relación  de  objeto  con  l<»s  otros. 

La  práctica  es  la  que  hará  comprender  mejor  que  la  doctrina  la  reali- 
dad legal  de  los  expresados  conceptos;  siendo,  á  mi  juicio,  conclusión  de  és- 
tos que,  en  caso  de  duda,  como  en  lo  jurisdiccional  se  resuelven  los  conflic- 
tos en  favor  del  fuero  ordinario  y  no  del  especial,  por  ser  aquél  la  regla  co- 
mún y  la  fuente  de  todos  los  demás,  siempre  que  tal  duda  aparezca,  será  la 
tutela  retenida^  y  sus  órganos  natos,  el  Juez  y  el  Fiscal,  los  que  en  su  respec- 
tiva esfera,  habrán  de  funcionar  por  el  principio  general  de  protección  social 
del  Poder  i)úblico. 

Por  último,  conviene  rectificar  el  concepto  de  qne  la  ley  no  concede  al 
Consejo  de  familia  ninguna  intervención  en  los  abintestatos;  porque  la  re- 
presentación del  menor  ó  incapacitado  en  actos  civiles,  y  por  ende  en  juicio, 
si  bien  corresponde  al  tutor,  hay  casos  en  que  directamente  pasa  el  Consejo, 

Sor  incompatibiUdad  de  aquél  y  del  protutor,  debiendo  tener  la  autorización 
el  Consejo  para  entablar  demandas  á  nombre  de  los  patrocinados  ó  tutela- 
dos. De  suerte  que  si  éstos  tienen  intereses  en  un  abintestato^  »puede  y  debe 
intervenir  el  Consejo  de  familia  en  los  términos  someramente  expresaaos. 


Orden  núm,  139  de  27  de  Mayo  de  1901^  declarando  libre  la  acción  de 
toda  clase  de  acreedores  y  regulando  su  ejercicio 

I.  Desde  el  primero  de  Junio  próximo  queda  libre  la  acción  de  toda 
clase  de  acreedores  para  cobrar  y  hacer  efectivos  sus  créditos  sobre  toda  cla- 
se de  bienes. 

II.  Los  créditos  hipotecarios  contraídos  con  anterioridad  al  31  de  Di- 
ciembre de  1898,  y  las  pensiones  de  censos  constituidos  antes  de  dicha  fecha, 
si  unos  ú  otros  gravaren  fincas  rústicas  destruidas  por  causa  de  la  guerra  y 
no  estuvieren  comprendidos  en  las  excepciones  de  los  artículos  V  y  VI  de 
la  Orden  núm.  69  de  1899,  se  regularán  en  la  forma  que  se  expresa  en  los  ar- 
tículos siguientes,  en  cuanto  al  plazo  de  sus  vencimientos,  cuantía  de  sus 
intereses  y  modo  de  hacerlos  efectivos. 

III.  El  capital  asegurado  con  hipoteca  devengará  sin  reducción  algu- 
na,  el  interés  pactado,  durante  todo  el  tiempo  del  contrato  y  á  la  fecha  del 
vencimiento  de  dicho  contrato  se  capitalizarán  los  intereses  vencidos  y  no 
pagados,  acumulándose  al  principal  pendiente  de  pago,  cuya  suma  total  de- 
vengará desde  la  fecha  del  vencimiento  del  contrato  el  interés  anual  del  cin- 
co por  ciento. 

IV.  Si  el  contrato  no  hubiere  totalmente  vencido  antes  de  la  fecha  de 
esta  Orden,  se  aplicará  la  disposición  anterior,  á  los  plazos  que  se  hubieren 
vencido  y  que  no  se  hubieren  satisfecho,  acumulándose  á  la  suma  total  que 
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importen  dichos  plazos  los  intereses  devengados  y  no  satisfechos  correspon- 
dientes á  los  ñiismos  y  la  deuda  total  por  ambos  conceptos  se  pagará  en  la 
forma  que  en  esta  Orden  se  determina. 

V.  8i  la  hipoteca  no  estuviere  vencida,  en  todo  ni  en  parte,  en  las  fe- 
chas expresadas  anteriormente,  pero  hubiere  vencido  algún  plazo  de  intere- 
ses, que  no  se  hubiese  satisfecho,  se  acumularán  los  intereses  no  pagados  y 
desde  dicha  fecha  devengarán  el  interés  del  cinco  por  ciento  anual  hasta  su 
pago,  que  se  hará  en  la  forma  que  se  expresará. 

VI.  Las  pensiones  de  censos  vencidas  y  no  pagadas  en  lo.  de  Mayo 
serán  también  acumuladas  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior, 
devengando  el  mismo  interés  de  cinco  por  ciento,  sin  que  por  esto  se  entien- 
da modificado  el  contrato  principal  que  seguirá  en  lo  sucesivo  produciendo 
sus  efectos  legales. 

VII.  El  pago  de  las  sumas  totales  formadas  con  el  principal  ó  por  pla- 
zos vencidos  del  mismo,  6  por  intereses,  ó  por  uno  y  otros,  en  la  forma  dis- 
puesta en  los  artículos  III  y  IV  de  esta  Orden  se  hará  en  la  forma  siguien- 
te: á  un  año  plazo  que  vencerá  el  lo.  de  Mayo  de  1902  se'  abonará  y  será 
exigible  el  diez  por  ciento  de  la  dicha  suma,  más  el  interés  al  cinco  por  cien- 
to anual  de  la  misma.  Al  segundo  plazo  anual  6  sea  el  lo.  de  Mayo  de  1903, 
se  pagará  y  será  exigible  el  quince  por  ciento  de  la  suma  principal,  más 
el  cinco  por  ciento  de  interés  de  la  misma.  Al  tercer  plazo  6  sea  el  lo.  de 
Mayo  de  1904,  se  pagará  y  será  exigible  el  treinta  por  ciento  de  la  repetida 
suma  total  y  el  interés  correspondiente  al  cinco  por  ciento.  Al  vencimien- 
to del  cuarto  y  último  plazo,  se  pagará  el  saldo  de  la  suma  principal  6  sea 
el  cuarenta  y  cinco  por  ciento  pendiente,  más  el  interés  anual  de  cinco  por 
ciento.  -  \ 

VIII.  Las  sumas  totales  formadas  con  los  intereses  de  las  hipotecas  y 
las  pensiones  de  censos  en  la  forma  ordenada  en  los  artículos  IV  y  V  de  esta 
Orden,  se  pagarán  y  serán  exigibles  también  en  cuatro  plazos  que  vencerán 
en  las  fechas  dichas  en  el  artículo  anterior,  y  se  pagarán  en  igual  propor- 
ción del  diez,  quince,  treinta  y  cuarenta  y  cinco  por  ciento  del'  principal, 
respectivamente  en  cada  plazo  con  el  interés  correspondiente  al  respecto  del 
cinco  por  ciento  anual  dispuesto  en  dichos  artículos. 

IX.  Se  entenderán  por  fincas  destruidas  á  los  efectos  de  esta  Orden  y 
á  las  cuales  únicamente  son  de  aplicarse  sus  preceptos,  las  que  durante  la 
guerra  y  por  consecuencia  de  la  misma  perdieron  sus  bateyes  y  maquinarias, 
y  á  la  fecha  no  han  podido  reponerlos,  y  tratándose  de  fincas  agrícolas  ó  de 
crianza,  las  que  hubieren  sido  taladas  6  arrasadas  durante  la  misma  y  al  pre- 
sente no  se  liayan  podido  poner  en  producción. 

X.  La  circunstancia  de  estar  la  finca  contra  la  cual  se  dirija  reclama- 
ción judicial,  comprendida  en  esta  Orden,  se  alegará  y  justificará  por  el  deu- 
dor, fundando  en  dicho  hecho  una  excepción,  admisible  en  toda  clase  de 
juicio,  ya  sea  declarativo  ó  ejecutivo,  la  cual  se  sustanciará  y  decidirá  en  la 
forma  pi'escrita  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

XI.  La  circunstai^cia  antes  dicha  de  estar  comprendida  la  finca  que  se 
pretende  subastar  en  las  disposiciones  de  esta  Orden,  cuando  se  trate  del 
procedimiento  especial  regulado  por  el  artículo  168  y  siguientes  del  Regla- 
mento de  la  vigente  Ley  Hipotecaria,  podrá  alegarse  por  el  ejecutado  en 
forma  de  incidente,  y  formulando  su  reclamación  al  efecto,  la  que  se  trami- 
tará y  sustanciará  como  incidente  previo  si  se  acompañare  con  algún  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito. 

XII.  Los  deudores  á  quienes  correspondan  las  disposiciones  de  esta 
Orden  podrán  exigir  de  sus  acreedores  el  otorgamiento  de  las  correspondien- 
tes escrituras  públicas  ó  la  modificación  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  de 
los  asientos  referentes  á  sus  créditos  en  la  forma  que  por  la  presente  Orden 
queden  novados,  y  si  el  acreedor  no  se  prestare  á  ello  puede  compelerlo  judi- 
cialmente probando  que  la  finca  se  encuentra  comprendida  en  los  beneficios 
que  la  presente  otorga.  Los  contratos  que  se  celebren  con  este  objeto  dentro 
del  término  de  un  año,  á  partir  de  la  fecha,  estarán  exentos  del  pago  de  de- 
rechos reales.    Igual  exención  disfrutarán  pero  dentro  del  plazo  fijado  de 
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cuatro  años,  cuando  la  escritura  se  extienda  6  la  modificación  se  haga  por 
virtud  de  sentencia  judicial. 

XIII.  La  Secretaría  de  Justicia  se  encargará  del  cumplimiento  de  la 
presente  Orden. 

c 

Orden  núm,  2^4  ^  ^0  de  Junio  de  1900,  estableciendo  la  demarcación 

territorial  de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instrucción 

y  Municipales  de  la  ciudad  de  la  Habana  (1). 

I.  Los  cuatro  Juzgados  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  los  cua- 
tro Municipales  que  desde  el  lo.  de  Julio  de  1900  empezarán  á  funcionar  en 
la  ciudad  de  la  Habana,  se  denominarán: 

Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  Norte. 

Juzgado  Municipal  del  Distrito  Norte. 

Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  Sur. 

Juzgado  Municipal  del  Distrito  Sur. 

Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  Este. 

Juzgado  Municipal  del  Distrito  Este. 

Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  Oeste. 

Juzgado  Municipal  del  Pistrito  Oeste. 

II.  Los  Juzgados  del  Distrito  Norte  tendrán  jurisdicción  en  el  territo- 
rio comprendido  dentro  de  una  línea  que  seguirá  el  itinerario  que  á  conti- 
nuación se  expresa: 

Sale  del  muelle  de  Caballería  por  el  eje  de  la  calle  de  O'Reilly  hasta  en- 
contrar el  de  la  de  Zulueta,  tomando  éste  hacia  la  derecha,  sigue  hasta 
encontrar  el  eje  de  la  calle  de  Neptuno,  continúa  por  éste  hasta  su  cruce  con 
el  eje  de  la  calle  San  Miguel,  continúa  por  éste  hasta  encontrar  el  eje  de 
la  calzada  de  Belascoain,  sigue  por  éste  hacia  la  derecha  hasta  encxjntrar  el 
mar,  y  costeando  su  orilla  hacia  la  derecha,  sigue  hasta  el  muelle  de  Caba- 
llería, punto  de  partida. 

El  Darrio  de  Casa  Blanca,  queda  comprendido  dentro  de  este  Distrito. 

III.  Los  Juzgados  del  Distrito  Sur  tendrán  jurisdicción  en  el  territorio 
(X)mprendido  dentro  de  una  línea  que  seguirá  el  itinerario  que  á  continua- 
ción se  expresa: 

Partiendo  del  cruce  del  eje  de  la  calle  de  San  Miguel  y  el  de  la  calzada 
de  Belascoain,  sigue  por  el  de  la  primera  hasta  su  cruce  con  el  de  la  de  Nep- 
tuno, por  éste  continúa  hasta  encontrar  el  de  la  de  Zulueta,  sigue  por  éste 
á  la  derecha  hasta  encontrar  el  de  la  de  San  José,  toma  éste  á  la  derecha 
hasta  el  de  la  de  Prado,  continúa  por  éste  hacia  la  izquierda  hasta  encontrar 
el  cruce  de  los  ejes  de  la  calzada  del  Monte  yla  calle  de  Cárdenas;  sigue  por 
el  eje  de  ésta  hasta  el  eje  de  la  del  Arsenal,  toma  por  este  á  la  derecha  hasta 
la  calle  de  Factoría  por  el  cual  sigue  hasta  el  mar;  continúa  hacia  la  derecha 
orillando  la  costa  hasta  el  punto  medio  de  la  desembocadura  del  arroyo  del 
Matadero;  sigue  por  el  eje  de  éste  hasta  su  cruce  con  el  eje  de  la  calzada  de 
Cristina,  continúa  por  éste  á  la  derecha  hasta  encontrar  con  el  eje  de  la  cal- 
zada de  Belascoain,  por  donde  sigue  hasta  su  encuentro  con  el  de  la  de  San 
Miguel,  de  donde  partió. 

IV.  Los  Juzgados  del  Distrito  Este  ejercerán  jurisdicción  en  el  terri- 
torio comprendido  dentro  de  una  línea  que  seguirá  el  itinerario  que  á  con- 
tinuación se  expresa: 

Partiendo  del  muelle  de  Caballería  sigue  el  eje  de  la  calle  de  0*Reilly 
hasta  el  de  la  de  Zulueta,  por  el  que  toma  á  la  izquierda  hasta  el  de  la  de  San 
José;  sigue  éste  hasta  encontrar  el  eje  de  la  calle  del  Prado,  por  el  que  toma 

(1)  Creado  nuevamente  por  la  Ley  de  23  de  Julio  de  1903  el  suprimido  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Sur,  uno  de  los  cuatro  establecidos  por  esta  Orden,  entendemos  que 
está  vigente,  ó  debe  estarlo,  la  demarcación  territorial  que  insertamos  en  este  apartado. 
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á.  la  izquierda  hasta  el  de  la  calzada  del  Monte;  sigue  éste  hasta  su  entron- 
que con  el  eje  de  la  calle  de  Cárdenas;  continúa  éste  hasta  su  encuentro  con 
el  eje  de  la  calle  del  Arsenal,  por  el  que  sigue  hasta  encontrar  el  de  la  do 
Factoría;  sigue  por  éste  hasta  el  mar,  y  orillando  la  costa  hacia  la  izquierda 
vuelve  al  muelle  de  Caballería  en  el  punto  de  partida. 

V.  El  Juzgado  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  Oeste, 
ejercerá  jurisdicción  en  el  tertitorio  comprendido  dentro  de  una  línea  que 
seguirá  el  itinerario  que  á  continuación  se  expresa: 

Parte  en  el  cruce  del  eje  de  la  calzada  de  Belascoain  con  la  costa  Norte, 
sigue  por  dicho  eje  hasta  su  encuentro  con  el  de  la  calzada  de  Cristina,  con- 
tinúa por  éste  hasta  su  cruce  con  el  eje  del  arroyo  del  Matadero,  sigue  por 
éste  hasta  el  punto  medio  de  su  desembocadura  en  el  mar,  orillando  la  cosbi 
hacia  la  derecha;  continúa  dicha  costa  por  la  ensenada  de  Atares,  fortalezíi 
de  dicha  ensenada.  Almacenes  de  Hacendados,  ensenada  de  Guanabacoa, 
Punta  Blanca,  orilla  derecha  del  río  Martín  Pérez  hasta  su  encuentro  con 
el  eje  de  la  calzada  de  Guanabacoa;  continúa  por  éste  hasta  su  encuentro 
con  el  de  la  calzada  de  Güines,  sigue  por  éste  hasta  su  encuentro  con  Río 
Hondo;  continúa  por  la  línea  limítrofe  exterior  de  los  barrios  del  Calvario, 
Arroyo  Naranjo,  Arroyo  Apolo,  Jesús  del  Monte,  Puentes  Grandes,  Prínci- 
pe y  Vedado  hasta  encontrar  la  costa,  y  orillando  ésta  á  la  derecha,  sigue 
hasta  el  punto  de  partida. 

El  Juzgado  Municipal  del  Distrito  Oeste  ejercerá  su  jurisdicción  sobre 
el  mismo  territorio  que  queda  asignado  al  de  Primera  Instancia  é  Instruc- 
ción del  Distrito  Oeste,  excepto  en  los  barrios  del  Calvario,  Arroyo  Naranjo, 
Puentes  Grandes,  Príncipe  y  Vedado. 

VI.  (a)  Los  archivos,  libros,  documentos  y  existencias  de  los  Juzga- 
dos de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal  del  actual  Distrito  de 
Guadalupe,  quedarán  desde  el  día  lo.  de  Julio  próximo  á  cargo  y  bajo  la 
custodia  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal  res- 
pectivamente, del  Distrito  Norte. 

(6).  Los  archivos,  libros,  documentos  y  existencias  de  loe  Juzgados  de 
Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal  del  actual  Distrito  de  Jesús 
María,  quedarán  desde  el  día  lo.  de  Julio  próximo  á  cargo  y  bajo  la  custo- 
dia de  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal,  respecti- 
vamente, del  Distrito  Sur. 

(c).  Los  archivos,  libros,  documentos  y  existencias  de  los  Juzgados  de 
Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal  de  los  actuales  Distritos  de 
Belén  y  Catedral,  quedarán  desde  el  día  lo.  de  Julio  próximo  á  cargo  y 
bajo  la  custodia  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Mu- 
nicipal, respectivamente,  del  Distrito  del  Este. 

(d).  Los  archivos,  libros,  documentos  y  existencias  de  los  Juzgados 
de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipales  de  los  actuales  Distritos 
de  Pilar  y  Cerro,  quedarán  desde  el  día  lo.  de  Julio  próximo,  á  cargo  y  bajo 
la  custodia  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  y  Municipal, 
respectivamente  del  Distrito  del  Oeste. 

D 

Decreto  presidencial  núm,  204.  sobre  remisión  y  cumplimiento  de  exhortos 

en  el  extranjero 

En  uso  de  las  facultades  que  me  confiere  la  Constitución  y  á  propuesta 
del  Secretario  de  Estado  y  Justicia  vengo  en  decretar: 

Artículo  lo.  Los  exhortos  ó  comunicaciones  que  por  los  Jueces  ó  Tri- 
bunales de  la  República  se  libren  para  la  práctica  de  diligencias  ó  actos  ju- 
diciales de  instrucción  en  el  extranjero  serán  enviados,  salvo  lo  que  se  esta- 
blezca en  los  Tratados,  la  Secretaria  de  Estado  y  Justicia,  por  el  conduc- 
to que  determinan  las  disposiciones  vigentes,  para  que  por  el  Departamento 
de  Estado  de  la  misma  Secretaría  se  les  dé  el  curso  correspondiente. 

Artículo  2o.  Los  Agentes  Diplomáticos  y  Consulares  de  la  República 
no  darán  curso  ni  cumplimiento  á  ningún  despacho  de  los  expresados  en  el 
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Artículo  anterior,  que  no  les  fuere  trasmitido  por  el  Departamento  de  Esta- 
da de  la  Secretaria  de  Estado  v  Justicia.  Tampoco  se  comunicarán  diclios 
Agentes  con  las  Autoridades  de  la  República,  ni  éstas  con  aquéllos,  sino  pof 
conducto  del  mismo  Departamento  á  no  ser  en  los  casos  en  que  estuviere 
prevenido  6  se  prevenga  lo  efectúen  directamente  6  en  los  que  se  les  autori- 
ce para  ello  por  dicha  Secretaría. 

Habana,  Palacio  de  la  Presidencia  á  25  de  Mayo  de  1905. 


JUAN  F.  O'Farrill. 

Secretario  de  Estado  y  Justicia. 


T.  Estrada  Palma, 

Presidente. 


Preceptos  de  derecho  positivo  sobre  ejecución   de  senteticicts  extranjeras, 
vigentes  en  los  países  de  más  frecuentes  relaciones 
con  la  República  de  Cuba. 

Alemania 

Practica  la  reciprocidad  legislativa,  sin  perjuicio  de  la  diplomática^  ha- 
llándose contenidos  los  preceptos  de  derecho  positivo  sobre  ejecución  de 
sentencias  extranjeras  en  los  artículos  660  y  siguientes  del  Código  de  proce- 
dimientos de  1877  que  literalmente  dicen: 

"Art.  660.  La  sent>encia  de  un  Tribunal  extranjero  sólo  será  ejecutoria 
cuando  su  ejecución  se  haya  declarado  previamente  admisible  en  el  juicio 
correspondiente.  La  demanda  para  obtener  esta  sentenciase  entablará  aote 
el  Tribunal  cantonal  ó  regional  á  cuya  jurisdicción  esté  sometido  el  deman- 
dado en  razón  de  su  estatuto  de  jurisdicción  general,  ó  á  falta  de  este  Tribu- 
nal, ante  el  cantonal  ó  regional  en  el  cual  pudiera  ser  demandado  en  con- 
formidad con  el  art.  24. 

Art.  661.  La  sentencia  de  ejecución  se  dictará  sin  previo  examen  de 
fondo  del  fallo  de  que  se  trate. 

No  podrá  dictarse  la  sentencia  de  ejecución: 

lo.  Si  aun  no  fuera  firme  la  sentencia  del  Tribunal  extranjero  con  arre- 
glo al  derecho  á  aue  se  ajuste; 

2o.  Cuando  la  ejecución  tuviera  por  consecuencia  obligar  á  la  parte  de- 
mandada á  cumplir  un  acto  respecto  del  cual  no  pudiera  ser  apremiado  con 
arreglo  al  derecho  vigente  en  el  Tribunal  alemán  que  deba  fallar  sobre  la 
admisión  de  la  ejecución  forzosa; 

3o.  Si  con  arreglo  al  derecho  vigente  en  el  Tribunal  alemán  que  deba 
fiiUar  sobre  la  admisión  de  la  eiecución  forzosa,  no  hubieren  sido  los  compe- 
tentes los  Tribunalos  del  Estado  al  cual  pertenezca  el  Tribunal  extranjero 
sentenciador; 

4o.  Si  el  deudor  condenado  perteneciere  á  la  nacionalidad  alemana  y 
no  hubiere  sido  parte  en  el  litigio,  á  menos  que  se  le  hubiese  notificado  per- 
sonalmente  la  demanda  en  el  estado  en  que  resida  el  Tribunal  que  hubiese 
entendido  del  litigio,  ó  bien  en  el  Impeno  de  Alemania  por  medio  de  supli- 
catorio; 

5o.    Cuando  no  esté  garantida  la  reciprocidad. 

Austria 

Rige  el  sistema  de  la  reciprocidad  efectiva  cuya  prueba  corresponde  a^ 
que  solicita  la  ejecución  de  la  sentencia  extranjera.  En  cuanto  á  preceptos 
positivos  y  reglas  de  jurisprudencia  sobre  la  materia,  pueden  citarse  como 
más  esenciales  los  siguientes: 

lo.  La  sentencia  cuya  ejecución  se  pida  deberá  haber  sido  dictada  por 
Juez  ó  Tribunal  competente. 
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2o.    Que  dicha  senteucia  tenga  füena  de  cosa  jugada. 

3o.  Que  :<»  ejecución  no  se  oponga  al  d^echo  ni  al  orden  publico  en 
Austriiu 

4o.  Que  en  el  pafs  de  donde  proceda  se  cumplimenten  las  sentencias 
de  lob  Tribunales  austríacos. 

Bélgica 

Rigen  los  artículos  que  van  á  continuación,  consignados  en  la  Licy  de 
enjuiciamiento  ^vU  de  1876: 

^'Art.  10.  Conocerán,  por  último  ^  los  TnbnnaleB  de  príraer  grado),  de 
las  decisiones  dictadas  por  los  Jueces  extranjeros  en  materia  civil  y  co- 
mereiaL 

Si  existiese  entre  Bélgica  y  el  pafs  de  donde  la  decisión  proceda  un  Tra- 
tado sobre  la  base  de  reciprocidad,  se  limitará  su  examen  á  los  cinco  extre- 
mos siguientes: 

lo.  Si  la  decisión  contiene  algo  contrario  al  orden  público  ó  á  los  prin- 
cipios del  derecho  público  belga; 

2o.  Si  según  la  ley  del  país  en  donde  se  dictó  el  tallo,  está  éste  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada;  < 

3o.  Si  según  la  misma  ley  reúne  la  copia  presentada  las  condiciones  de 
autenticidad  necesarias; 

4o.    Si  se  han  respetado  los  derechos  de  la  defensa; 

5o.  Si  el  Tribuna  extranjero  es  el  único  competente  por  rasón  de  la 
nacionalidad  del  demandado. 

Art.  546.  L«as  sentencias  dictadas  por  Tribunales  extranjeros  y  los  do- 
cumentos autorizados  por  los  funcianaríos  de  otros  países  no  serán  sascepti- 
bles  de  ejecución  en  Bélgica,  sino  en  la  forma  v  modo  pre\i$tos  en  los  arts. 
2123  y  2128  del  Código  ci\'U. 

España 

Acepta  el  sistema  de  la  reciprocidad,  constituyendo  la  legislación  vi- 
gente sobre  la  materia  los  arts.  dol  á  958  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil, 
que  no  transcribimos  por  hallarse  casi  literalmente  reproducidos  en  nuestra 
vigente  ley  procesal  ( 1 ) . 

Estados  Unidos 

No  obstante  la  variedad  de  leyes  y  Códigos  especiales  por([ue  se  rige  la 
Confederación,  en  el  fondo  de  sus  instituciones  jurídicas,  subsisten  los  prin- 
cipios de  la  legislación  inglesa,  dándose  á  las  sentencias  extranjeras  un  \^- 
lor  absoluto  en  cuanto  al  fondo. 

Francia 

£s  regla  del  Tribunal  de  Casación  no  dar  efecto  ni  valor  alguno  á  las 
sentencias  extranjeras,  sino  después  de  examinadas  y  revisadas  en  el  fondo, 
salvo  lo  concertado  en  los  Tratados  especiales. 

Holanda 

No  admite  el  cumplimiento  de  sentencias  extranjeras,  constituyendo  su 
legislación  vigente  los  siguientes  arts.  del  Código  de  procedimientoeivil: 

'*Art.  431.  Salvo  en  los  casos  expresamente  previstos  por  la  ley  (2)  .no 
serán  ejecutorias  dentro  del  Reino  las  sentencias  dictadas  por  Jueces  ó  Tri- 
bunales extranjeros. 

Podrán  instruirse  de  nuevo  los  pleitos  ante  el  Juez  neerlandés  y  serán 
resueltos  por  éste. 


(1)  Véase  nota  del  art.  951  de  la  Ley  de  Eixjuieiaiiiiento  civil,  relativa  al  cumplimien- 
to en  Es^ña  de  las  sentencias  de  los  Tribunales  cubanos. 

(2)  I)ecisiones  de  Autoridades  extranjeras  sobre  derechos  de  salvamento  por  sinies- 
tros marítimos,  regulación  de  averías  &.  &.,  tratados  en  el  tít.  7o.  lib.  2o.  del  C.  de  Ck>mer- 
cio  holandés. 
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En  los  casos  antes  exceptuados,  la  sentencia  de  los  Jueces  ó  Tribuna- 
les extranjeros  sólo  será  ejecutiva  dentro  del  Reino  cuando  la  autorice  el 
Tribunal  ae  partido  en  cuya  jurisdicción  haya  de  ejecutarse,  en  virtud  de 
instancia  presentada  en  la  forma  mencionada  en  el  artículo  que  precede. 

Cuando  se  acceda  á  la  demanda  de  autorización,  no  se  someterá  el  pleito 
á  nuevo  examen".  / 

Inglaterra 

Es  complicadísima  la  jurisprudencia  inglesa  sobre  lajnateria  de  ejecu- 
ción de  sentencias  extranjeras  y  sobre  ella,  para  no  incurrir  en  fáciles  erro- 
res, trascribimos  á  manera  de  síntesis  doctrinal  el  siguiente  párrafo  de  un 
notable  trabajo  debido  al  gran  jurisconsulto  inglés,  Mr.  G.  Phillimore: 

*' Resumiendo  las  precedentes  observaciones,  diremos  que  está  plena- 
mente admitida  y  establecida  en  la  legislación  inglesa  la  teoría  de  la  ejecu- 
ción de  los  fallos  extranjeros.  Se  debe  á  la  cortesía,  que  hace  validar  la 
obligación  creada  por  la  sentencia  extranjera.  Se  considera  este  fallo  como 
presunción  del  derecho  que  motiva  la  acción.  Se  puede  alejar  esta  presun- 
ción mediante  la  demostración  de  que  el  fallo  ha  sido  obtenido  por  fraude, 
ó  que  es  contrario  al  Derecho  internacional,  ó  al  Derecho  público,  ó  que  ej 
Tribunal  era  incompetente.  No  se  revisa  en  el  fondo  el  fallo  extraniero  y  el 
Tribunal  inglés  no  se  constituye  en  Corte  de  apelación  respecto  de  la,  juris- 
dicción extranjera.  Cuando  se  invocü  por^l  demandado  el  fallo  extranjero, 
en  respuesta  á  una  acción  inglesa,  si  satisface  todas  las  condiciones  de  la  co- 
sa juzgada,  es  tenido  por  tal  y  hace  fracasar  la  demanda.  EL  demandante 
no  puede  replicar  atacándola  cosa  juzgada." 

Italia 

Son  preceptos  vigentes  sobre  la  materia  los  artículos  941  al  950  del  Códi- 
go de  procedimiento  civil  de  lo.  de  Enero  de  1866  que  transcribimos  á  conti- 
nuación. 

"Art.  941.  La  fuei*za  ejecutiva  de  las  sentencias  dictadas  por  las  Auto- 
ridades extranjeras  se  dará  por  el  Tribunal  de  apelación  en  cuya  jurisdicción 
deban  ser  ejecutadas,  previo  un  juicio  de  deliberación,  en  el  que  el  Tribunal 
examinará; 

lo.  Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  una  Autoridad  judicial 
competente: 

2o.    Si  na  sido  dictada  después  de  citadas  las  partes: 

3o.  Si  éstas  han  estado  legalmente  representadas  ó  han  sido  declaradas 
en  rebeldía  con  arreglo  á  la  ley; 

4o.  Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contrarias  al  orden  público  ó 
al  derecho  público  interior  del  Reino. 

Art.  942.     El  juicio  de  deliberación  será   promovido  con  citación,   por 

grocedimiento  sumario,  de  los  interesados,  y  deberá  oirse  al  Ministerio  pú- 
lico. 

La  parte  que  lo  promueva  deberá  presentar  la  sentencia  en  forma  au- 
téntica. 

Si  la  ejecución  de  una  sentencia  se  pidiere  por  la  vía  diplomática  y  la 
parte  interesada  no  hubiere  designado  Procurador  que  promueva  el  juicio 
de  deliberación,  el  Tribunal  de  apelación,  á  instancia  del  Ministerio  púolico, 
nombrará  de  oficio  á  la  misma  parte  un  Procurador  que  lo  promueva  en 
nombre  de  aquélla. 

Art.  943.  Para  ejecutar  en  el  Reino  las  providencias  de  secuestro  dicta- 
das por  Autoridades  judiciales  extranjeras,  se  observará  lo  dispuesto  en  los 
dos  artículos  anteriores  en  cuanto  sean  aplicables. 

Art.  944.  La  fuerza  ejecutiva  de  los  documentos  auténticos  formaliza- 
dos en  país  extranjero,  se  la  dará  el  Tribunal  civil  del  lugar  en  que  aquél 
haya  de  producir  sus  efectos,  previo  un  juicio  en  que  deberán  observarse  las 
reglas  establecidas  por  los  arts.  941  y  942  en  cuanto  sean  aplicables  al  caso. 

Arib.  945.    Las  sentencias  y  autos  de  las  Autoridades  extranjeras,   reía- 
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tivas  á  examen  de  testigos,  actos  periciales^  juramentos,  interrogatorios 
ú  otras  diligencias  de  instrucción  que  tiayan  de  ejecutarse  en  el  Reino,  se  de- 
clararán ejecutivos  por  un  simple  decreto  del  Tribunal  de  apelación  del  lu- 
gar en  que  deba  procederse  á  estos  actos. 

Si  la  ejecución  se  pidiere  directamente  por  las  partes  interesadas,  se  pro- 
pondrá la  instancia  por  escrito  al  Tribunal,  uniéndose  á  ella  copia  auténtica 
de  la  sentencia  ó  providencia  que  ordenó  los  actos  de  que  se  trate. 

Si  la  ejecución  se  pidiere  por  la  Autoridad  judicial  extranjera,  la  peti- 
ción deberá  transmitirse  por  la  yí&  diplomática,  sin  necesidad  de  unir  á  ella 
copia  auténtica  del  auto  ó  de  la  providencia. 

El  Tribunal  deliberará  en  Sala  de  Consejo,  oído  el  Ministerio  público, 
Si  accede  á  la  ejecución,  encargará  ésta  á  la  Autoridad  judicial  ó  al  funcio- 
nario que  tenga  facultad  para  llevarla  á  cabo. 

Art.  946.  Cuando  la  petición  se  haga  por  la  vía  diplomática  y  la  parte 
interesada  no  haya  nombrado  Procurador  que  promueva  la  ejecución  de  los 
actos  mencionados  en  el  artículo  anterior,  las  providencias,  citaciones  y  no- 
tificaciones necesarias  para  ejecutarlas  se  ordenarán  de  oficio  por  la  Autori- 
dad judicial  que  entienda  en  el  asunto.  Si  los  actos  exigidos  requieren  por 
circunstancias  especiales,  diligencias  de  la  parte  interesada,  dicha  Autori- 
dad judicial  podrá  nombrar  de  oficio  un  Procurador  que  la  represente. 

Si  fuere  necesaria  ó  permitida  la  presencia  de  las  partes  interesadas  en 
el  acto  solicitado,  se  notificará  el  decreto  que  señale  el  día  en  que  debe  pro- 
cederse  á  dicho  acto  por  una  simple  cédula  enviada  por  me<lio  de  un  hugier 
á  las  partes  interesadas  cuya  residencia  en  el  Reino  sea  conocida.  Se  trans- 
mitirá por  la  vía  diplomática  copia  del  decreto  á  la  Autoridad  extranjera,  á 
fin  de  que  sea  conocida  por  las  otras  partes. 

Art.  947;  Cuando  se  trate  de  citaciones  para  comparecer  ante  las  AutOr 
ridades  extranjeras,  ó  de  sinlples  notificaciones  de  actos  procedentes  de  otro 
país,  se  dará  el  permiso  por  el  Ministerio  público  del  Tribunal  en  cuya  ju- 
risdicción deba  nacerse  la  notificación  ó  las  citaciones. 

Si  se  hubieren  pedido  por  la  vía  diplomática,  se  encargarán  dichas  no- 
tificaciones directamente  á  un  hugir  por  el  Ministerio  público. 

Art.  948.  La  ejecución  en  el  Reino  de  los  actos  indicados  en  los  tres 
artículos  anteriores  no  obsta  á  la  necesidad  del  juicio  de  deliberación  cuando 
se  trate  de  la  ejecución  de  una  sentencia  definitiva. 

Art.  949.  La  fuerza  ejecutiva  dada  por  un  Tribunal  civil  ó  de  apela- 
ción, ó  por  el  Ministerio  público,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos 
941  á  947,  valdrá  también  para  promover  la  ejecución  ante  otras  jurisdic- 
ciones. 

Art.  950.  Las  disposiciones  de  este  título  estarán  subordinadas  á  las  de 
los  convenios  internacionales  y  leyes  especiales." 

F 

Consideraciones  generales  sobre   redacción  de  exhortos  dirigidos  al  ex- 
tranjero y  cumplimiento  de  los  mismos. 

Como  principio  fundamental  en  la  materia  de  exhortos  dirigidos  al  ex- 
tranjero, téngase  en  cuenta  que  éstos  deberán  tener  por  objeto  diligencias  de 
in^frucdórij  como  emplazamientos,  examen  de  testigos,  comprobación  de 
letras  y  otras  de  índole  análoga,  no  dándose  cumplimiento  á  los  que  in- 
teresan la  práctica  de  actoH  reales,  por  equipararse  éstos  á  la  ejecución 
de  sentencias  y  hallarse  sometidos,  por  tanto,  á  los  procedimientos  que 
regulan  esta  última  materia. 

La  redacción  de  estos  despachos  judiciales  será  en  forma  deprecatoria  y 
en  ellos  se  ofrecerá  siempre  la  reciprocidad. 

Hoy,  por  regla  general,  el  cumplimiento  de  exhortos  extranjeros  se  prac 
tica  en  todas  las  naciones  cultas,  reuniendo  las  condiciones  de  forma  que  los 
autentiquen  y  siempre  que  en  su  fondo  las  diligencias  que  se  interesen  sean 
de  carácter  instructivo. 
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Como  disposiciones  vigentes  en  la  Kepúbliea  sobre  la  materia,  consúl- 
tense las  complementarias  del  art.  300  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  y  el 
apartado  (Z))  de  este  Apéndice  que  contiene  el  último  Decreto  presidencial 
relativo  á  exhortos  dirigidos  al  extranjero. 


APÉNDICE  V 


TEXTO   DEROGADO  Y   PALABRAS  EN  CURSIVA    DE    LA   LEY   DE 

ENJUICIAMIENTO    CIVIL 


A 

Artículos  y  párrafos  finales  de  éstos  que  han  sido   descartados  del  texto 

de  la  Ley  por  derogación  expresa  6  tácita  (1). 

LIBRO  PRIMERO 

titulo~Trimero 

De  la  comparecencia  en  juicio 

Art.  4o.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrán  Ior 
interesados  comparecer  por  sí  mismos  ó  por  medio  de  sus  administradores 
6  apoderados  generales: 

lo.     En  los  actos  de  conciliación. 

2o.  En  las  juicias  de  que  conozcan  en  primera  instíincia  los  Jueces  mu- 
nicipales. 

3o.     En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4o.     En  los  de  arbitros  y  amigables  compon edoi'es. 

5o.  En  los  juicios  universales,  cuando  se  limite  la  comparecencia  ala 
presentación  de  los  títulos  de  crédito  ó  derechos,  ó  para  concurrir  á  juntas. 

6o.  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  provisionales,  embaimos 
preventivos  y  diligencias  urgentes  que  sean  preliminares  del  juicio. 

7o.    En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Cuando  los  interesados  no  comparecieren  por  si  mismos,  ó  por  medio  de 
administrador  ó  apoderado  general,  se  valdrán  de  Procunulor  habilitado  en 
los  pueblos  donde  los  haya. 

A  falta  de  Procurador  habilitado,  nombrarán  para  su  representación  á 
cualquier  vecino  del  pueblo,  mayor  de  edad,  en  el  goce  de  sus  derechos  civi- 
les, y  que  sepa  leer  y  escribir  correctamente,  confiriéndole  el  poder  oportuno. 

Art.  7o.  Si  después  de  entablado  un  negocioel  poderdante  no  habilita- 
re á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios  para  continuarlo,  podrá  éste 
pedir  que  sea  aquél  apremiado  á  verificarlo. 

Esta  pretensión  se  deducirá  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  que  conozca  del 
pleito,  el  cual  accederá  á  ella,  fijando  la  cantidad  que  estime  necesaria  y  el 
plazo  en  que  haya  de  entregarse,  bajo  apercibimiento  de  apremio. 

Art.  26.  En  este  caso  no  estará  dispensado  del  depósito  si  no  hubiere 
solicitado  la  defensa  por  pobre  antes  de  la  citación  para  sentencia  en  la  se- 
gunda instancia. 

TITULO  II 
De  la  competencia  y  de  las  contiendas  de  jurisdicción 

Art.  112.    Las  cuestiones  de  jurisdicción  promovidas  por  Jueces  ó  Tri- 


(1)  Según  indicamos  en  la  Advertencia  al  principio  de  esta  obra,  no  incluimos  en 
este  Apéndice  las  disposiciones  que  se  refieren  á  los  recursos  de  casación  y  revisión  ante- 
riores á  las  que  hoy  ngen,  contenidas  en  la  Orden  92,  haciendo  esta  excepción  con  el  fin  de 
no  aumentar  inútilmente  el  volumen  de  esta  obra,  y  en  mérito  &  que  dichos  precepto» 
carecen  de  todo  valor  por  haber  sido  sustituidos  por  los  de  dicha  Orden  92. 


553 

bunales  seculares  contra  Jueces  ó  Tribunales  eclesiásticos  se  sustanciarán  y 
decidirán  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas  para  los  recursos  de  fuerza  en 
conocer. 

Art.  113.  Cuando  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  estimaren  que  les 
corresponde  el  conocimiento  de  un  negocio  en  que  entiendan  los  Jueces  (i 
Tribunales  seculares,  podrán  requerirles  de  inhibición,  y  si  no  se  inhibieren, 
recurrir  en  queja  al  superior  inmediato  de  éstos,  el  cual,  después  de  oir  al 
Ministerio  fiscal,  resolverá  lo  que  creyere  procedente.     ^ 

Contra  esta  resolución  no  se  dará  recurso  alguno. 

TITULO  III 
De  los  recursos  de  fuerza  en  conocer 

Art.  125.  Procederá  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cuando  un  Juez  ó 
Tribunal  eclesiástico  conozca  ó  pretenda  conocer  de  una  causa  profana  no 
sujeta  á  su  jurisdicción,  ó  llevar  á  ejecución  la  sentencia  que  hubiere  pro- 
nunciado en  negocio  de  su  competencia,  procediendo  por  embargo  y  venta 
de» bienes,  sin  impetrar  el  auxilio  de  la  jurisdicción  ordinaria. 

Art.  126.  Las  Audiencias  de  Cuba  y  Puerto  Rico  conocerán  de  los  re- 
cursos de  fuerza  que  se  interpongan  contra  los  Tribunales  eclesiásticos  de 
sus  distritos  respectivos. 

Contra  las  resoluciones  de  la  Audiencia  no  se  dará  ulterior  recurso. 

Art.  127.    Podrán  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer: 

lo.  Los  que  se  consideren  agraviados  por  la  usurpación  de  atribuciones 
hecha  por  un  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico. 

2o.  Los  Fiscales  de  las  Audiencias  por  sí  ó  á  excitación  del  Fiscal  del 
Tribunal  Supremo.  < 

Art.  128.  Los  Fiscales  municipales,  los  Promotores  fiscales,  los  Jueces 
y  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria,  no  podrán  promover  directa- 
mente recursos  de  fuerza  en  conocer. 

Cuando  supieren  que  alguna  Autoridad  judicial  eclesiástica  se  haya  en- 
trometido á  entender  en  negocios  ajenos  á  su  jurisdicción,  se  dirigirán  á  los 
Fiscales  de  las  Audienaias  ó  al  del  Supremo,  según  sus  atribuciones  respec- 
tivas, dándoles  las  noticias  v  datos  que  tuvieren  para  que  promuevan  el  re- 
curso, si  lo  estimasen  procedente. 

Art.  129.  Los  que  considerándose  agraviados  por  un  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico,  quisieren  promover  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  lo  propon- 
drán en  los  términos  que  prescribe  esta  ley. 

Art.  130.  El  Ministerio  fiscal  promoverá  el  recurso  directamente  y  sin 
preparación. 

Art.  131.  El  agraviado  preparará  el  recurso  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
eclesiástico  solicitando,  en  petición  firmada,  (jue  se  separe  del  conocimiento 
del  negocio  y  remita  los  autos  ó  las  diligencias  practicadas  al  Juez  compe- 
tente, protestando,  si  no  lo  hiciere,  impetrar  la  Real  protección  contra  la 
fuerza.  ^ 

Art.  132.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare  la  preten- 
sióu  hecha  con  arreglo  al  artículo  anterior,  podrá  el  agraviado  pedir  testi- 
monio de  la  providencia  denegatoria,  y  obtenido  se  tendrá  el  recurso  por 
preparado. 

Art.  133.  En  el  caso  de  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  denegare  di- 
cho testimonio  ó  no  diere  providencia  separándose  del  conocimiento  del  ne- 
gocia, podrá  el  agraviado  recurrir  en  queja  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio 
ejerciere  aquél  su  jurisdicción,  en  conformidad  á  lo  establecido  en  esta  ley. 

Art.  134.  El' Tribunal  ante  quien  se  interpusiere  la  queja,  si  fuere 
competente  para  conocer  del  recurso,  ordenará  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiásti- 
co que  facilite  el  testimonio  al  recurrente  en  el  término  de  tercero  día  desde 
aquél  en  que  reciba  la  Real  provisión  que  al  efecto  se  le  dirija. 

Art.  135.  Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  no  cumpliere  con  lo 
ordenado  en  la  provisión  de  que  trata  el  artículo  anterior,  se  le  dirigirá  se- 
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guiida  Real  provisión,  conminándole  con  la  pena  establecida  para  este  caso 
en  el  Código  penal. 

Art.  136.  Si  no  obedeciere  á  la  segunda  Real  previsión,  el  Tribunal  que 
conozca  del  recurso  mandará  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  cu- 
ya jurisdicción  residiere  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico,  que  recoja  los  autos 
y  se  los  remita,  y  que  proceda  desde  luego  á  la  formación  de  la  causa  crimi- 
nal correspondiente. 

En  este  caso  el  recurso  de  fuerza  quedará  preparado  con  la  remesa  de  los 
autos. 

Art.  137.  Presentado  ante  el  Tribunal  á  quien  corresponda  conocer  del 
recurso  el  testimonio  de  la  denegación  decretada  por  el  Juez  ó  Tribunal 
esclesiástico,  ó  interpuesto  el  recurso  directamente  por  el  Ministerio  fiscíil, 
se  dictará  auto  admitiéndolo  ó  declarando  no  haber  lugar  á  admitirlo. 

Art.  138.  El  Tribunal  declarará  la  admisión  cuando  haya  motivos  que 
induzcan  á  estimar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  ha  salido  de  los  lími- 
tes de  sus  atribuciones  y  competencia. 

En  otro  caso  se  declarará  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso. 

Art.  139.  En  la  misma  providencia  en  que  Tribunal  admita  el  recurso 
mandará,  por  medio  de  una  Keal  previsión,  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiás- 
tico, dentro  de  tercero  día,  remita  las  autos,  á  no  ser  que  ya  estuvieren  en  el 
Tribunal  por  consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  art.  136. 

Art.  140.  En  la  Real  provisión  que  se  despache  en  conformidad  con  lo 
establecido  en  el  artículo  anterior,  se  encargará  al  Juez  eclesiástico  que  haga 
emplazar  á  las  partes  para  que  comparezcan  dentro  de  10  días  improrroga- 
bles, si  quieren,  ante  el  Tribunal  que  conozca  del  recurso,  á  hacer  uso  de  su 
derecho. 

Art.  141.  Cuando  comparecieren  los  citados  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  serán  parte  en  el  recurso.  Si  no  lo  hicieren,  se  sus- 
tanciará éste  sin  su  concurrencia,  parándoles  perjuicio  del  mismo  modo  que 
si  estuvieren  presentes. 

Art.  142.  Los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos  podrán  citar  á  sus  res- 
pectivos Fiscales  para  que  comparezcan  como  parte  ante  la  jurisdicción  or- 
dinaria. 

Este  mismo  carácter  tendrán  los  Jueces  y  Tribunales  eclesiásticos,  cuan- 
do se  presenten  en  el  recurso  para  sostener  sus  actos  y  su  competencia. 

Art.  143.  Cuando  no  remitiese  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  los  autos 
que  se  reclamen,  se  observará  lo  que  se  ordena  en  el  art.  136. 

Art'.  144.  En  el  caso  de  que  el  Juez  de  primera  instancia,  cumpliendo 
con  lo  que  previene  el  art.  136,  remesare  los  autos  al  Tribunal,  mandará 
notificar  la  providencia  en  que  lo  ordene  á  los  que  sean  parte  en  ellos,  em- 
plazándolos á  los  efectos  que  establece  el  art.  140. 

Art.  145.  Remitidos  los  antos  por  el  Juez  de  primera  instancia  con 
arreglo  á  lo  preceptuado  en  los  artículos  anteriores,  se  tendrá  por  admitido 
el  recurso  por  el  hecho  de  entrar  los  autos  en  el  Tribunal  á  cuyo  conocimien- 
to corresponde. 

Art.  146.  En  todo  caso,  recibidos  los  autos  en  la  Audiencia,  se  sustan- 
ciará el  recurso  en  la  forma  establecida  en  esta  ley  respecto  á  las  apelaciones 
de  los  incidentes. 

Ar.  147.  El  Ministerio  fiscal  será  también  parte  en  los  recursos  que  no 
haya  promovido,  y  en  todo  caso  caso  concurrirá  necesariamente  á  la  vista. 

Art.  148.  El  Tribunal  dictará  auto,  dentro  de  los  ocho  días  siguientes 
al  de  la  vista,  limitándose  á  las  declaraciones  que  siguen: 

la.  No  haber  lugar  al  recurso,  condenando  en  costas  al  que  lo  hubiere 
interpuesto  y  mandando  devolver  los  autos  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico 
para  su  continuación  con  arreglo  á  derecho. 

No  se  podrá  imponer  dicha  condena  de  costas  al  Ministerio  fiscal  en 
ningún  caso. 

2a.  Declarar  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace  fuerza  en  conocer 
y  ordenar  que  levante  las  censuras  si  las  hubiere  impuesto. 

Se  podrá  en  este  caso  imponer  las  costas  al  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico, 
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cuando  hubiere  por  su  parte  temeridad  notoria  en  atribuirse  facultades  6 
competencia  que  no  tenga. 

Esta  providencia  se  comunicará  al  Juez  6  Tribunal  eclesiástico  por  me- 
dio de  oficio. 

Art.  149.  De  todo  auto  en  que  se  declare  que  un  Juez  ó  Tribunal  ecle- 
siástico hace  fuerza  en  conocer,  se  dará  cuenta  al  Gobierno,  acompañando 
copia  del  mismo  auto. 

Art.  150.  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se  devolverán 
los  autos  al  Juez  6  Tribunal  eclesiástico,  con  la  certificación  correspondien- 
te para  que  pueda  continuarlas  con  arreglo  á  derecho. 

Art.  151.  Hecha  la  devolución  de  los  autos,  se  tomarán  y  regularán  las 
costas,  y  se  procederá  por  la  Audiencia  á  disponer  lo  que  corresponda  para 
hacerlas  efectivas  empleando  para  ello  la  vía  de  apremio. 

Art.  152.  Si  se  declarase  que  el  Juez  ó  Tribunal  eclesiástico  hace  fuer- 
za, se  remitirán  los  autos  al  Juez  competente,  con  citación  de  las  partes  que 
se  hayan  personado  en  el  Tribunal,  y  se  dará  noticia  al  eclesiástico  por  medio 
de  oficio. 

TITULO  V 
De  las  recusaciones 

Art.  212.  Además  de  la  condenación  de  costas  expresada  en  el  artículo 
anterior,  se  impondrá  al  recusante  una  multa  de  125  á  250  pesetas^  cuando  el 
recusado  fuere  Juez  de  primera  instancia;  y  de  250  á  500  cuando  fuere  Presi- 
deute  ó  Magistrado  de  Audiencia  (1). 

TITULO  VI 
De  las  actuaciones  y  términos  judiciales 

Ar.  248.  Todas  las  actuaciones  judiciales  deberán  escribirse  en  el  papel 
sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos,  bajo  las  penas  que  en  ellos 
se  determinen. 

Las  providencias  que  deben  dictarse  de  oficio  en  los  casos  ordenados  por 
esta  ley,  y  las  diligencias  para  su  cumplimiento,  se  extenderán  en  papel  del 
sello  de  oficio,  sin  perjuicio  de  su  reintegro,  cuando  y  como  proceda. 

Art.  253.  También  firmarán  los  Relatores  con  firma  entera  y  exprt^ 
sión  de  su  cargo,  precediendo  á  la  del  Escribano,  los  actos  y  providencias 
que  se  dictaren  con  su  intervención. 

Art.  264.     (Párra/oj'?Aia¿)  No  compareciendo  oportunamente,  se  harán 
en  el  domicilio  de  la  persona  que  deba  ser  notificada,  á  cuyo  fin  lo  designa-    • 
rá  en  el  primer  escrito  que  presente. 

Art.  269.  {Párrafo  Ji nal).  También  podrá  acordar  que  se  publique  la 
cédula  en  la  Gaceta  de  Madrid,  cuando  lo  estime  necesario. 

Art.  304.  (Párrafo  final).  Tampoco  se  contarán  los  días  de  las  vaca- 
ciones de  verano  en  el  término  para  interponer  ante  el  Tribunal  Supremo 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  á  no  ser  que  verse  sobre  desahu- 
cios, actos  de  jurisdicción  voluntaria  ó  cualquier  otro  negocio  urgente  de  los 
que  pueden  decidirse  en  Sala  de  vacaciones. 

TITULO  VII 
Del  despacho^  vista,  votación  y  fallo  de  los  asuntos  judiciales 

Art.  319.  Al  final  del  apuntamiento  expresará  el  Relator,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, si  en  la  instancia  ó  instancias  anteriores  se  han  observado  las 

(1)  Este  artículo  no  ha  sido  derogado,  sino  redactado  de  nuevo  por  la  Orden  núm. 
242  de  18  de  Junio  de  1900  y  lo  insertamos  aquí,  según  su  primitiva  redacción,  por  consi- 
derarlo de  cierto  valor  comparativo  y  correspondiendo  &  la  referencia  hecha  en  el  texto 
de  la  Ley.  Por  idénticas  razones  hacemos  lo  mismo  con  otras  disposiciones  de  aquélla 
que  han  quedado  vigentes  aunque  su  texto  haya  sufrido  nueva  redacción. 
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Srescripciones  de  esta  ley  sobre  términos  y  sus  prórrogas,  apremios  y  recogí- 
as de  autos^  y  demás  que  se  refieran  al  orden  y  forma  de  los  procedimien- 
tos, así  como  también  si  se  han  practicado  actuaciones  innecesarias  ó  no  au- 
torizadas por  la  ley,  anotando  los  defectos  ú  omisiones  que  resulten,  ó  con- 
signando, si  no  los  hubiere,  que  se  han  observado  las  prescripciones  leales 
en  la  sustanciación  del  juicio. 

Art.  320.  Los  Relatores  formarán  los  apuntamientas,  siguiendo  el  or- 
den riguroso  de  las  fechas  en  que  se  hubiere  acordado  éste  trámite.  Sólo 
darán  preferencia  á  los  asuntos  que  se  expresan  en  el  artículo  siguiente. 

TITULO  VII 
Del  modo  y  f(yrma  en  que  han  de  dictarse  las  resoluciones  judiciales 

Art.  367.  En  las  certificaciones  de  las  sentencias  no  se  insertarán  los 
votos  particulares  reservados;  pero  se  remitirán  al  Tribunal  Supremo  en  los 
casos  prevenidos,  y  siempre  que  hayan  de  elevarse  al  mismo  los  autos;  y  se 
harán  públicos  cuando  se  interponga  y  admita  recurso  de  casación. 

TITULO  XI 
De  la  tasación  de  costas. 

Art.  421.  {Párrafo  final).  En  los  Juzgados  y  Tribunales  donde  hu- 
biere tasadores  de  costas  por  oficio  enajenado  y  en  tanto  que  no  reviertan  al 
Estado  tales  oficios,  practicarán  los  mismos  ía  tasación,  ajustándose  á  las 
disposiciones  de  la  ley. 

TITULO    XII 
Del  repartimiento  de  negocios 

Art.  434.  El  Escribano  que  actúe  en  un  negocio  sujeto  á  repartimiento 
sin  que  le  hubiere  sido  turnado,  incurrirá  en  la  multa  del  duplo  de  los  dere- 
chos que  haya  devengado. 

LIBRO   II 

TITULO    II 
De  los  juicios  declarativos 

Art.  482.    Se  decidirán  enjuicio  declarativo  de  mayor  cuantía: 

lo.     Las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  5000  pesetas. 

2o.  Las  demandas  cuya  cuantía  sea  inestimable,  ó  no  pueda  determi- 
narse por  las  reglas  que  se  establecen  en  el  art.  488. 

3o.  Las  relativas  á  derechos  políticos  ú  honorificos,  exenciones  y  pri- 
vilegios personales,  filiación,  paternidad,  interdicción  y  demás  que  versen 
sobre  el  estado  civil  y  condición  de  las  personas. 

Art.  483.  Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía  las  demandas  ordi- 
narias cuyo  interés  pase  de  1.000  pesetas  y  no  exceda  de  5.000. 

Art.  709.  Celebrada  la  vista,  en  la  que  las  partes,  sus  Procuradores  ó 
Abogados,  podrán  informar  únicamente  sobre  los  hechos,  en  los  cinco  días 
.siguientes  se  dictará  sentencia  confirmando  ó  revocando  la  apelada  ó  resol- 
viendo, en  su  caso,  lo  que  proceda  sobre  la  nulidad  y  demás  cuestiones  so- 
metidas á  la  resolución  de  la  Sala. 

La  sentencia  confirmatoria  ó  que  agrave  la  de  primera  instancia,  debe- 
rá contener  condena  de  costas  al  apelante. 

Art.  736.  {Párrafo  final).  Cuando  haya  habido  condena  de  costas,  el 
actuario  pondrá  nota  circunstanciada  de  las  mismas  al  pié  del  testimonio 
para  su  exacción,  si  no  le  hubieren  sido  satisfechas. 
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TITULO  IV 
De  los  juicios  en  rebéldia 

Art.  768.  {Párrafo  final).  También  se  publicarán  dichos  edictos  en  la 
Gaceta  de  Madrid  cuando  las  circunstanciada  del  caso  lo  exigieren,  ajuicio 
del  Juez. 

TITULO  VI 
De  la  segunda  instancia. 

Art.  841.  [Párrafo  final).  En  la  carta-orden  de  devolución  anotará  el 
Secretario  los  derechos  devengados  y  lo  que  corresponda  por  reintegro  del 
papel  del  sello  de  oficio  que  se  hubiere  invertido  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  párrafo  segundo  del  artículo  248  para  que  se  exija  su  importe  del  apelante. 

Art.  850.  {Párrafo  final).  De  ella  se  tomará  razón  en  la  Cancillería  de 
la  Audiencia,  quedando  en  su  registro  copia  literal. 

Art.  869.  (Párrafo  final).  Al  devolver  los  autos  manifestarán  las  par- 
tes su  conformidad  con  lo  adicionado  al  apuntamiento,  ó  pedirán  las  nuevas 
adiciones  ó  rectificaciones  que  crean  necesarias. 

Art.  882.  En  todos  los  casos  en  que  se  escriba  é  imprima  alegación  en 
derecho,  se  imprimirá  también,  unido  á  ella  precisamente,  el  apuntamiento 
del  pleito. 

Art.  888.  En  los  casos  en  que  se  facilite  el  testimonio  al  apelante  para 
naejorar  ante  el  Tribunal  superior  la  apelación  admitida  en  un  efecto,  tam- 
bién se  pasarán  los  autos  al  Relator  para  la  formación  del  apuntamiento 
luego  que  aquél  mejore  el  recurso,  si  lo  verifica  dentro  del  término  legal. 

Art.  890,  Tanto  el  apelante  como  el  apelado,  al  devolver  los  autos,  ma- 
nifestarán en  escrito  con  firma  de  Letrado  su  conformidad  con  el  apunta- 
miento, ó  pedirán  las  reformas  y  adiciones  que  estimaren  procedentes. 

Art.  901.  Desde  esta  providencia  hasta  el  día  que  se  señale  para  la  vis- 
ta, el  Relator  adicionará  el  apuntamiento  con  el  resultado  de  las  pruebas. 

TITULO    VII 
Del  recurso  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Magistrados 

Art.  913.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  presentada  la  demanda,  acor- 
dará la  Sala  que  se  reclame  de  la  Audiencia  certificación  de  los  votos  reser- 
vados, ó  negativa  en  su  caso. 

Recibida  dicha  certificación  se  unirá  á  los  autos,  y  si  de  ella  resultare 
que  hubo  algün  voto  reservado  sobre  la  resolución  que  sea  objeto  de  la  res- 
ponsabilidad, se  comunicará  al  actor  por  seis  días  para  que  manifieste  si  in- 
fliste  en  la  demanda,  ó  si  la  modifica  respecto  del  Magistrado  ó  Magistrados 
que  hubieren  salvado  su  voto. 

TITULO  IX 
De  los  abintestatos 

Art.  1024.  {Párrafo final).  También  podrán  insertarse  en  la  Gaceta 
de  Madrid  cuando  el  Juez  lo  crea  conveniente. 

Art.  1025.  {Párrafo  final).  Si  los  edictos  hubieren  de  insertarse  tam- 
bién en  la  Gaceta  de  Madrid,  el  Juez  señalará  para  la  subasta  el  término  de 
sesenta  días,  contados  desde  dicha  publicación. 

TITULO    X 
De  las  testamentarias 
Art.  1069.     {Párrafo  final).    En  los  Juzgados  donde  aún  existan  conta- 
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dores  judiciales  por  oficio  enajenado,  y  en  tanto  que  no  se  lleva  á  cabo  la 
reincorporación  en  el  Estado  de  dichos  oficios,  continuarán  en  el  desempe- 
ño de  las  atribuciones  que  esta  ley  confiere  á  los  contadores  nombrados  por 
las  partes. 

Los  contadores  judiciales  por  oficio  enajenado  serán  recusables  por  las 
misnuis  causas  y  en  igual  forma  que  los  peritos. 

TITULO    XII 
Del  concurso  de  acreedores 

•  Art.  1266.  {Par  rafas  finales).  El  primero,  los  acreedores  por  trabajo 
personal  y  alimentos. 

Si  se  tratase  de  un  ahintestato  ó  testamentaría  concursada,  se  colocarán 
en  este  lugar  los  acreedores  por  los  gastos  de  funeral  proporcionado  á  las  cir- 
cunstancias del  finado,  y  por  los  ocasionados  con  motivo  de  la  ordenación 
de  su  ultima  voluntad  y  formación  de  inventario  y  diligencias  judiciales  á 
que  haya  dado  lugar  el  abintestato  ó  testanientaríá. 

El  segundo,  los  acreedores  hipotecarios,  por  el  orden  de  preferencia  que 
en  derecho  les  corresponda. 

Se  comprenderán  en  este  estado,  tanto  los  acreedores  que  tengan  á  su 
favor  hipoteca  legal  que  se  halle  subsistente,  como  los  que  la  tengan  volun- 
taria, con  la  advertencia  respecto  de  éstos  de  que  su  preferencia  se  limitará 
á  los  bienes  hipotecados  especialmente;  y  si  su  valor  no  alcanzase  á  cubrir 
el  importe  total  del  crédito  asegurado  con  la  hipoteca,  serán  considerados 
como  escriturarios  por  la  diferencia. 

También  se  comprenderán  en  este  estado  los  acreedores  con  prenda,  li- 
mitando igualmente  su  preferencia  al  valor  efectivo  de  la  misma,  la  que  de- 
volverán á  la  masa  del  concurso. 

El  tercero,  los  acreedores  que  lo  sean  por  escritura  pública,  por  el  orden 
de  sus  fechas. 

El  cuarto,  los  (íomunes,  comprendiendo  en  este  estado  todos  los  créditos 
no  incluidos  en  los  tres  anteriores. 

TITULO  XIII 
Del  orden  de  proceder  en  las  quiebras 

Art.  1335.  (Párrafo  final).  Además  de  los  periódicos  oficiales  déla 
plaza  ó  de  la  provincia  en  que  deberán  publicarse  los  edictos,  según  la  dis- 
posición 5a.  del  art.  1044  del  Código,  se  insertarán  también  en  la  Gaceta  de 
Madrid  cuando  el  Juez  lo  estime  conveniente,  atendidas  las  circunstancias 
de  la  quiebra. 

TITULO  XV     • 
Del  juicio  ejecutivo 

Art.  1449.  {Par  rafas  finales).  A  los  empleados  públicos  se  les  compu- 
tará, para  los  efectos  de  este  artículo,  el  sueldo  y  sobre  sueldo  mientras  los 
perciban. 

Si  sólo  disfrutaren  del  sueldo,  se  reducirá  el  embargo  á  la  parte  propor- 
cional que  á  dicho  sueldo  corresponda. 

Cuando  por  disposición  de  la  ley  estén  gravados  dichos  sueldos  ó  pensio- 
nes con  algún  descuento  permanente  ó  transitorio,  la  cantidad  líquida,  que 
deducido  éste,  perciba  el  deudor,  será  la  que  servirá  de  tipo  para  regular  el 
embargo,  según  la  proporción  fijada  en  este  artículo. 

TTULO   XVII 
Del  juicio  de  desahucio 

Art.  1560.    Los  Jueces  municipales  del  lugar  ó  distrito  en  que  esté  sita 
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la  finca  conocerán  en  primera  instancia  de  los  desahucios,  cuando  la  de- 
manda se  funde  en  una  de  las  causiis  siguientes: 

la.    En  el  cumplimiento  del  término  estipulado  en  el  contrato. 

2a.  En  haber  espirado  el  plazo  del  a  vaso  que  para  la  conclusión  del  con- 
trato deba  darse  con  arreglo  á  la  ley,  á  lo  pactado,  ó  á  la  costumbre  general 
de  cada  pueblo. 

3a.    En  la  falta  de  pago  del  precio  convenido. 

Art.  1561.  Conocerán  deestos  juicios  los  Jueces  de  primera  instancia 
que  sean  competentes  conforme  á  la  regla  13  del  art.  63: 

lo.  Cuando  tengan  por  objeto  el  desahucio  de  un  establecimiento  mer- 
cantil 6  fabril  6  el  de  una  finca  rústica  cuyo  precio  de  arrendamiento  exce- 
da de  5000  pesetas  anuales,  aunque  se  funde  la  demanda  en  alguna  de  las 
causas  señaladas  en  el  artículo  anterior. 

2o.  Cuando  la  demanda,  respecto  á  toda  clase  de  fincas,  se  funde  en 
una  causa  que  no  sea  de  las  comprendidíis  en  dicho  artículo. 

Art.  1563.     Procederá  el  desahucio  y  podrá  dirigirse  la  demanda: 

lo.    Contra  los  inquilinos,  colonos  y  demás  arrendatarios. 

2o.  Contra  los  administradores,  encargados,  porteros  ó  guardas,  puestos 
por  el  propietario  en  sus  fincas. 

3o.  Contra  cualquiera  otra  persona  que  disfrute  6  tenga  en  precario  la 
finca,  sea  rústica  6  urbana,  sin  pagar  merced,  siempre  que  fuere  requerida 
con  un  mes  de  anticipación  para  que  la  desocupe. 

TTULO  XIX 
De  los  retractos 

Art.  1618.  {Párrafo  final).  Para  dicho  efecto  se  tendrá  por  maliciosa 
la  ocultación  de  la  venta  cuando  no  se  hubiere  inscrito  oportunamente  en 
el  Registro  de  la  propiedad.  En  este  caso  se  contará  el  término  desde  la 
presentación  de  la  escritura  de  venta  en  el  Registro. 

LIBRO  III 

TITULO  II 
De  la  adopción  y  de  la  arrogación 

Art.  1831.  En  los  casos  en  que  sea  necesario  para  la  adopción  el  otor- 
gamiento del  Rey  y  en  los  de  arrogación,  se  presentará  la  solicitud  al  Presi- 
dente de  la  Audiencia  con  los  documentos  expresados  en  el  párrafo  2o.  del 
art.  1824  y  se  instruirá  el  expediente  en  la  forma  prevenida  en  el  tít.  8o.  de 
este  libro  para  las  informaciones  sobre  dispensa  de  ley. 

Este  expediente,  informado  por  la  Sala  de  gobierno,  se  remitirá  para 
su  resolución  al  Ministerio  de  Ultramar. 

TITULO  III 

Del  nombramiento  de  tutores  y  curadores  y  del  discernimiento   de  estos 

cargos 

Sección  primera, — Del  nombramiento  de  tutores 

Art.  1832.  Acreditado  el  nombramiento  de  tutor,  hecho  en  disposición 
testamentaria  por  el  padre  ó  la  madre  del  menor,  mandará  el  Juez  que  se 
le  discierna  el  cargo  sin  exigirle  fianza  si  se  le  hubiere  relevado  de  darlas. 

Ar.  1833.  También  se  mandará  discernir  el  cargo  de  tutor  al  nombrado 
por  cualquiera  persona  que  haya  instituido  heredero  al  menor,  ó  dejádole 
manda  ó  legado  de  importancia;  pero  la  relevación  de  fianza  en  su  caso  sólo 
se  entenderá  respecto  á  los  bienes  en  que  consista  la  herencia  ó  legado. 
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Art.  1834.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores, 
cuando  sobrevenga  razones  muy  fundadas,  que  el  Juez  apreciará  atendidas 
las  circunsUincias  especiales  que  en  su  caso  ocurran,  podrá  exigir  la  prestii- 
ción  de  fíanza  aun  al  tutor  6  curador  nombrado  por  el  padre  ó  la  madre,  6 
por  otra  persona  que  haya  dejado  al  menor  manda  ó  legado  de  importancia.  - 

Art.  1835.  JNo  habiendo  tutor  nombrado  por  el  padre,  la  madre  ú  otra 
persona  que  haya  instituido  heredero  al  menor,  ó  dejádole  manda  de  impor- 
tancia, designará  el  Juiz  para  este  cargo  al  pariente  á  quien  corresponda  con 
arreglo  á  la  ley. 

Art.  1836.  Previa  la  aceptación  del  designado  y  la  prestación  de  fíanza 
en  su  caso,  se  le  discernirá  el  cargo. 

Art.  1837.  A  falta  de  parientes  á  quien  designar,  ó  no  reuniendo  el  que 
hubiere  las  cualidades  que  exigen  las  leyes,  lo  cual  se  hará  constar  en  el  ex- 
pediente, el  Juez  nombrará  para  el  desempeño  del  cargo  á  la  persona  que 
merezca  su  conftanza. 

Art.  1838.  Si  se  hiciere  oposición  al  nombramiento,  se  discutirá  y  resol- 
verá por  los  trámites  de  los  incidentes  entre  el  que  la  promueva  y  el  tutor 
nombrado,  representando  los  intereses  del  menor  el  Promotor  fiscal. 

Durante  la  sustanciación  del  juicio  quedará  á  cargo  del  tutor  electo  la 
custodia  del  menor  y  la  administración  de  su  caudal  bajo  las  garantías  que 
parecieren  suflcienteá  al  Juez. 

Art.  1839.  Oponiéndose  el  tutor  elegido  á  aceptar  el  cargo,  se  oirá  al 
Promotar  fiscal,  y  si  éste  está  conforme,  nombrará  el  Juez  nuevo  tutor. 

Si  el  Promotor  fiscal  no  se  conformare,  se  discutirá  y  resolverá  la  op<ísi- 
ción  por  los  trámites  de  los  incidentes,  y  observándose  lo  prevenido  en  el 
párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 

Sección  segunda. — Del  nombramiento  de  curadores  para  los  bienes 

Art.  1840.  Acreditido  el  nombramiento  de  curador  hecho  en  disposi- 
ción testamentaria  por  el  padre  ó  la  madre  cjel  menor,  ó  por  otra  persona 
sxtraña  que  lo  hubiere  nombrado  heredero  ó  dejado  manda  de  importancia, 
acordará  el  Juez  el  discernimiento  del  cargo. 

En  la  misma  providencia  decretará  la  prestación  ó  relevación  de  la 
fianza,  según  los  casos,  y  en  la  forma  prevenida  para  los  tutores  en  los  artícu- 
los 1832,  1833  y  1834. 

Art.  1841.  El  menor  podrá  oponerse  al  nombramiento  de  curador,  he- 
cho i>or  la  persona  que,  no  siendo  el  padre  ó  la  madre,  le  haya  instituido 
heredero  ó  aejado  manda  de  importancia. 

Si  fonnulare  dicha  oposición,  el  Juez  dará  audiencia  al  Promotor  fiscal, 
en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1814;  y  encontrando  fundada  la  oposición 
del  menor  negará  al  nombrado  el  discernimiento  del  cargo,  disponiendo  que 
nombre  otro,  con  a{)ercibimiento  de  nombrarle  de  oficio  para  los  bienes  en 
que  consista  la  herencia  ó  legado. 

Art.  1842.  En  el  caso  de  empeñarse  cuestión  sobre  cualquiera  de  los 
particulares  indicados  en  los  artículos  precedentes,  se  sustanciará  por  los 
trámites  de  los  incidentes,  representando  en  él  al  menor  en  primer  lugar  el 
tutor,  si  lo  hubiere  tenido;  después  el  que  haya  sido  su  curador  para  pleitos; 
y  á  falta  de  los  anteriores,  el  Promotor  fiscal  del  Juzgado. 

Art.  1843.  No  habiendo  curador  nombrado  por  el  padre,  madre  ó  per- 
sona que  haya  instituido  heredero  al  menor  ó  dejádole  manda  de  importan- 
cia, corresponderá  al  mismo  menor  su  nombramiento. 

Art.  1844.  El  nombramienio  de  curador  ha  de  hacerse  en  comparecen- 
cia ante  el  Juez,  acordada  á  instancia  del  menor. 

Art.  1845.  Si  la  persona  nombrada  no  reuniese  las  condiciones  necesa- 
rias para  el  desempeño  del  cargo,  podrá  el  Juez  negarle  el  discernimiento, 
invitando  al  menor  á  que  nombre  otro  en  su  lugar. 

Sección  tercera, — Del  nombramiento  de  curadm^es  templares 
Art.  1846.    El  Juez  competente  á  cuyo  conocimiento  llegue  que  alguna 
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persona  ha  sido  declarada,  por  sentencia  ñrme,  incapacitada  para  adminis- 
trar sus  bienes,  le  nombrará  curador  ejemplar,  encabezando  el  expediente 
con  testimonio  de  dicha  sentencia. 

Art.  1847.  Cuando  la  incapacidad  por  causa  de  demencia  no  resulte 
declarada  en  sentencia  firme,  se  acreditará  sumariamente  en  un  antejuicio, 
y  se  nombrará  un  curador  ejemplar  interino,  reservando  á  las  partes  el  dere- 
cho que  pueda  asistirles  en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  1848.  El  nombramiento  de  curador  ejemplar  deberá  recaer  por  su 
orden  en  las  personas  que  á  continuación  se  expresan,  si  tuvieren  la  aptitud 
necesaria  para  desempeñarlo:  padre,  mujer,  hijos,  madre,  abuelos  y  herma- 
nos del  incapacitado.  ♦ 

Art.  1849.  Si  hubiere  varios  hijos  6  hermanos,  serán  preferidos  los  va- 
rones á  las  hembras  y  el  mayor  al  menor.  .      ,  ' 

Concurriendo  abuelos  paternos  y  maternos,  serán  también  pTpferidos  ios 
varones  á  las  hembras;  y  en  el  caso  de  ser  del  mismo  se^o,  ,lós  qii^  ^  Ip  seaii 
por  parte  del  padre  á  los  que  lo  fueren  por  la  de  la  náadre.        /  ,   ,.'     . 

Art.  1850.  No  habiendo  ninguna  de  las  personas  iiiaict^das  ^n_  ¡el  artícur 
lo  precedente,  6  no  siendo  aptas  para  la  cúratela,  el  Juez  podrá'  nombrar  á 
la  que  estimare  más  apropósito  para  desempeñarla,  prefiriendo,  si  reunieren 
la  necesaria  capacidad,  la  que  sea  pariente  6  amigo  del  incapacitado  6,.de  sus 
padres. 

Sección  cv/arta. — Bel  nombramiento  de  caradores  para  pleitos 

Art.  1851.  Los  menores  de  25  años  que  se  hallen  bajo  la  patria  potestad 
serán  representados  en  juicio  por  las  personas  que  los  tengan  bajo  su  poder. 

Los  que  no  estén  sujetos  á  la  patria  potestad  lo  serán  por  sus  tutores  ó 
curadores. 

Art.  1852.  En  el  caso  de  que  los  padres  del  menor  sujeto  á  la  patria  po- 
testad 6  sus  tutores  6  curadores  no  puedan  representarlos  en  juicio  con  arre- 
glo á  las  leyes,  se  procederá  á  nombrarles  un  curador  para  pleitos.        ,     , 

Lo  mismo  se  hará-  si  el  menor  6  incapacitado  no  tuviere  nombrado  tutor 
6  curador.  '  ^ 

Art.  1853.  Corresponde  al  Juez  hacer  el  nombramiento  de  ci|rad(jr  pa- 
ra pleitos  á  los  menores  de  14  y  12  años,  según  su  sexo,  y  á  los  incapacitados. 

Art.  1854.  El  Juez  hará  el  nombramiento  de  curador  para  pleitos  en 
un  pariente  inmediato  del  menor,  si  lo  hubiere:  en  su  defecto,  en  persona 
de  su  intimidad  6  la  de  sus  padres;  y  no  habiéndolas,  ó  no  teniendo  la  apti- 
tud legal  necesaria,  en  persona  de  su  confianza  que  la  tenga. 

Art.  1855.  Los  menores  de  25  años,  mayores  de  14  y  de  12,  según  sus 
respectivos  sexos^  podrán  designar  para  curador  para  pleitos  á  la  persona 
que  crean  conveniente,  siempre  que  tengan  la  aptitud  legal  necesaria  para 
representarlos  en  juicio.  La  designación  se  hará  en  comparecencia  ante  el 
Juez. 

Art.  1856.  El  Juez  podrá  negar  el  discernimiento  si  la  persona  propues- 
ta por  el  naenor  no  tiene  la  aptitud  legal  necesaria,  en  cuyo  caso  le  invitará 
á  que  proponga  otra  q^ue  la  tenga,  bajo  apercibimiento  de  que  no  haciéndolo 
se  le  nomorai^  de  oficio. 

Art.  1857.  Si  sobre  el  discernimiento  del  cargo  se  empeñare  cuestión,  se 
sustanciará  por  los  trámites  de  los  incidentes,  representando  al  menor  el 
Promotor  fiscal. 

Art.  1858.  Hecho  el  nonibramiento  de  curador  para  pleitos,  se  le  dis- 
cernirá el  cargo  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  1859.  La  representación  del  curador  para  pleitos  cesará  luego  que 
se  haya  nombrado  al  menor  ó  incapacitado,  tutor  ó  curador  para  bienes  ó 
ejemplar,  ó  haya  desaparecido  la  incapacidad  para  representarlos. 

Sección  quinta, — Del  discernimiento  de  los  cargos  de  tutor  y  curador 
AH.  1860.    Hecho  el  nombramiento  de  tutor  ó  curador  para  bienes  ó 
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ejemplar,  si  fuere  conocido  el  caudal  del  menor  ó  incapacitado,  dictará  el 
J  uez  providencia  mandando  que  se  oiga  al  tutor  6  curador  nombrado  y  al 
Promotor  fiscal  acerca  de  si  se  na  de  entender  el  desempeño  del  cargo  frutos 
por  alimentos,  6  ha  de  señalarse  pam  éstos  una  cantidad  determinada. 

Si  el  caudal  del  menor  6  incapacitado  no  fuere  conocido,  bastará  para 
los  efectos  de  este  artículo  que  el  tutor  6  curador  nombrado  presente  un  in- 
ventario simple  del  caudal  del  menor,  formado  con  citación  del  Promotor, 
fiscal  y  asistencia  de  dos  de  los  parientes  más  próxinlos  de  dicho  menor, 
uno  por  cada  línea;  y  si  no  lo  hubiere,  de  dos  vecinos  de  arraigo  designados 
por  el  Juez. 

Art.  1861.  En  vista  de  lo  que  expongan  dicho  curador  y  el  Promotor, 
dictará  el  Juez  el  auto  que  corresponda,  fijando  la  cantidad  en  que  ha  de 
consistir  la  pensión  alimenticia,  si  opta  por  este  medio,  y  detenninando 
además  en  este  caso  el  tanto  por  100  que  haya  de  abonarse  al  tutor  ó  curador 
por  el  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  1862.  El  auto  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se  ejecutará  sin 
perjuicio  del  recurso  de  apelación,  que  será  admitido  en  un  solo  efecto. 

Art.  1863.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  sólo  será  aplicable 
al  caso  en  que  el  que  haya  nombrado  heredero  al  menor  no  hubiere  dispues- 
to otra  cosa. 

Art.  1864.  No  estando  relevado  el  tutor  ó  curador  nombrado  de  la 
obligación  de  dar  fianza,  se  le  requerirá  para  que  presente  la  que  el  Juez 
estime  necesaria  para  garantizar  el  importe  de  los  bienes  muebles,  y  la  renta 
ó  producto  de  los  inmueble  que  constituya  el  capital  del  menor  ó  incapa- 
citado. 

Art.  1860.  Berá  admisible  toda  clase  de  fianza,  á  excepción  de  la  per- 
sonal. 

Art.  1866.  La  aprobación  de  la  fianza  se  hará,  previa  audiencia  del 
Promotor  fiscal. 

En  el  auto  de  aprobación  se  dispondrá,  según  los  casos: 

lo.  La  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  los  bienes  raices 
en  que  consista  la  fianza,  cumpliendo  lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  y 
en  su  r^lamento. 

2o.    El  depósito  de  los  valores  ó  efectos  en  que  consista  la  fianza. 

3o.  La  práctica  de  cualquiera  otra  diligencia  que  el  Juez  considere 
conveniente  para  la  eficacia  de  la  fianza  y  conservación  de  los  bienes  del  me- 
nor ó  incapacitado. 

Art.  1867.  Practicadas  todas  las  diligencias  acordadas  y  otorgada  apud 
acta  por  el  tutor  ó  curador  obligación  de  cumplir  los  deberes  de  su  cargo 
conforme  á  las  leyes,  el  Juez  acordará  el  discernimiento  del  cargo. 

En  el  acta  del  discernimiento  le  conferirá  facultad  para  representar  al 
menor  ó  incapacitado  con  arreglo  á  las  leyes,  y  para  cuidar  de  su  persona 
y  bienes,  y  dispondrá  que  se  ponga  el  correspondiente  testimonio  del  acta 
en  el  registro  del  Juzgado. 

Art.  1868.  Si  la  fianza  llegare  á  ser  insuficiente,  podrá  el  Juez  de  ofi- 
cio óá  instancia  de  cualquiera  persona,  mandar  (jue  se  amplíe  hasta  la  canti- 
dad que,  según  su  prudente  arbitrio,  sea  necesaria  para  asegurar  las  resultas 
de  la  administración,  guardándose  las  formalidades  que  en  los  artículos  an- 
teriores quedan  prevenidas. 

Art.  1869.  Hecho  el  discernimiento  se  hará  entrega  del  caudal  del  me- 
nor é  incapacitado  al  tutor  ó  curador  por  inventario,  que  se  unirá  al  expe- 
diente, si  ya  no  obrare  en  él,  á  cuyo  pié  constará  el  recibo  del  expresado  tu- 
tor ó  curador. 

Igual  entrega  y  con  la  misma  formalidad  se  hará  de  los  títulos  y  docu- 
mentos que  se  refieran  á  dichos  bienes. 

Art.  1870.  A  los  curadores  para  pleitos  nombrados  con  arreglo  á  las 
disposicionífi  de  esta  ley  se  les  discemirtl  el  cargo,  previo  el  otorgamiento  de 
la  obligación  prevenida  en  el  artículo  1867,  sin  exigirles  fianza. 

Art.  1871.    Si  el  tutor  ó  curador  lo  pidiere,  se  requerirá  á  los  inquilinos, 
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colonos,  arrendatarios  y  demás  personas  á  quienes  corresponda  para  que  lo 
reconozcan  como  tal  tutor  6  curador. 

JSección  sexta. — Disposiciones  comunes  á  las  secciones  anteriores 

Art.  1872.  Toda  cuestión  que  suija  áe  las  disposiciones  contenidas  en 
este  título,  y  haya  de  resolverse  en  juicio  contradictorio,  s^ún  lo  ordenado 
en  el  mismo,  se  sustanciará  en  la  forma  determinada  para  los  incidentes. 

A.rt.  1873.  Cuando  los  productos  del  caudal  del  menor  no  excedan  de 
la  cantidad  ñjada  en  el  art.  15  de  esta  ley,  para  tener  derecho  á  obtener  la 
administración  de  justicia  gratuita,  la  instrucción  de  los  expedientes  de  tu- 
tela y  cúratela  se  hará  en  napel  de  oñcio  y  sin  exacción  de  derechos. 

Al  efecto,  se  sustanciará  primero  la  pretensión  de  pobreza,  sin  perjuicio 
de  que  si  el  Juez  creyere  que  conviene  tomar  alguna  resolución  urgente,  la 
adopte  desde  luego  de  oñcio,  ó  á  instancia  del  representante  del  menor,  ó 
del  Promotor  ñscal . 

Art.  1874.  En  los  Juzgados  de  primera  instancia  habrá  un  registro,  en 
que  se  pondrá  testimonio  de  todos  los  discernimientos  que  se  hicieren  del 
cargo  de  tutor  ó  curador. 

Art.  1875.  Dentro  de  los  ocho  primeros  días  de  cada  año  los  Jueces 
examinarán  dicho  registro,  pedirán  los  informes  que  sean  necesarios,  y  acor- 
darán según  los  casos: 

lo.    El  reemplazo  de  los  tutores  que  hubieren  fallecido. 

2o.    Que  rindan  cuentas  los  tutores  y  curadores  que  deban  darlas. 

3o.  El  depósito  en  el  establecimiento  corresponaiente  de  los  sobrantes 
de  la»  rentas  ó  productos  de  los  bienes  de  los  menores  ó  incapacitados. 

4o.  La  imposición  lucrativa  de  los  fondos  existentes,  á  que  no  deba 
darse  aplicación  especial. 

5o.  las  demás  providencias  necesarias  para  remediar  ó  evitar  los  abus^)8 
en  la  gestión  de  la  tutela  ó  cúratela. 

Art.  1876.  Sobre  las  cuentas  que  el  tutor  ó  curador  rindiere  durante  el 
ejercicio  de  su  curgo  se  oirá  siempre  al  Promotor  ñscal. 

Art.  1877.  No  poniendo  el  menor  ni  el  Promotor  reparo  á  las  cuentas, 
se  aprobarán  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio  del  derecho  que  las  leves  con- 
ceden al  menor  para  reclamar  cualquier  agravio  que  en  ellas  pueda  habérse- 
le causado. 

Art.  1878.  Los  tutores  y  curadores,  ya  sean  para  bienes,  ya  para  plei- 
tos, no  pueden  ser  removidos  por  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  aun 
cuando  sea  á  solicitud  de  los  menores. 

Para  decretar  su  separación  después  de  discernido  el  cargo,  será  indis^ 
pensable  oírlos  y  vencerlos  en  j nidio. 

TITULO  V 

Del  suplemento  del  consentimiento  de  los  padres^   abuelos  6  curadores 

para  contraer  matrimonio 

Art.  1918.  En  los  casos  en  que  con  arreglo  á  la  ley  corresponda  á  1« 
Autoridad  judicial  prestar  su  consentimiento  para  el  matrimonio  de  un  me- 
nor^ deberá  éste  acreditar  documentalmente,  ó  por  medio  de  información 
testifical,  hallarse  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

lo.  No  tener  padre,  madre,  abuelo  paterno  ni  materno,  ni  curador  tes- 
tamentario; ó  caso  de  que  existan,  hallarse  en  países  en  los  cuales  sea  preci- 
so invertir  máfi  de  un  año  para  comunicarse  y  ootener  respuesta. 

2o.  Ignorarse  el  paradero  de  dichos  padres,  abuelos  ó  curador  testa- 
mentario. 

3o.  Hallarse  los  mismos  impedidos  legal  6  físicamente  para  prestar  el 
consentimientx). 

4o.  Ser  el  curador  testamentario  pariente  dentro  del  cuarto  grado  civil 
de  la  persona  con  quien  se  proyecta  el  óasamiento. 
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Art.  1919.  Becibtda  la  información,  se  pasará  el  expediente  al  Promo- 
tor fistol  para  que  manifieste  si  lo  encuentra  completo,  6  proponga  en  otro 
caso  las  diligencias  que  á  su  juicio  deban  practicarse. 

Art.  1920.  Devuelto  el  expediente  por  el  Promotor  ñscal,  y  completada 
én  su  caso  la  justificación,  dictará  eljuez  la  providencia  que  corresponda. 

Art.  1921.  En  el  caao  de  ser  hijo  natural  ó  ilegítimo  el  que  pretendiese 
contraer  matrimonio,  el  Juez  dictará  auto  otorgando  ó  negando  la  licencia, 
según  estime  procedente;  por  los  datos  y  noticias  que  hubiese  adquirido,  que 
le  conviene  ó  no  su  celebración. 

El  auto  denegatorio  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1022.  Siendo  el  peticionario  hijo  legítimo,  mandará  el  Juez  con- 
vocar á  junta  de  parientes,  disponiendo  al  efecto  que  se  cite  para  el  día,  hora 
Íi  local  en  que  haya  de  celebrarse  á  los  que  deban  concurrir  á  ella;  y  que  se 
ibre  para  citar  á  los  que  no  residan  en  la  población,  los  exhortos  necesarios 
para  que  comparezcan  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado  especial,  bajo  aper- 
cibimiento de  que  la  falta  de  asistencia,  sin  causa  legítima  que  la  excuse  ó 
impida,  será  penada  con  la  multa  que  fijará,  sin  que  pueda  exceder  de  125 
pesetas. 

Cada  apoderado  no  podrá  tener  más  que  una  representación. 

Art.  1923.  La  junta  de  parientes  de  que  habla  el  artículo  anterior  se 
compondrá: 

lo.    De  los  ascendientes  del  menor. 

2o.    De  sus  hermanos  mayores  de  edad. 

3o.  De  los  maridos  de  las  hermanas,  de  igual  condición  que  aquéllos,  y 
viviendo  éstas. 

4o.  A  falta  de  ascendientes,  hermanos  y  maridos  de  hermanas,  ó  cuan- 
do sean  menos  de  tres,  se  completará  la  junta  hasta  el  número  de  cuatro 
Vocales  con  los  parientes  varones  más  allegados  y  mayores  de  edad,  elegidos 
con  igualdad  entre  las  dos  líneas,  comenzando  por  la  del  padre.  En  igual- 
dad de  grados,  serán  preferidos  los  de  más  edad.  El  curador,  aun  cuando 
sea  pariente,  no  se  computará  eh  tel^número  de  los  que  han  de  formar  la 
junta.'  ■  •"^".■'   '        ^-,  <■■  íii     '/.  I..1   I    .        ¡.-.I.,..  . 

'6o.  A  falta  d«  ¿áriWtes  se  coitiplétará  la,  jiméi  cori  ^^eiéinos*  honrados: 
elegidos,  siendo  posible,  entibe  los  que  háyati  sido  amigos  dte  loó  ¿adres'  diel 
menor. 

Art.  1924'.'  La  ásifetenda  á  la  junta  deparieiites  será  obligátoiik  respei^ 
to  á  aquéllos  que;  residan  en  tel  donáicilio  del  inenór^  6  en  otro  puebló^que  nó 
diste  más  de  30  kilómetros  del  punto  en  que  haya  de  celebrarse  la  misma, 
corrigiéndose  sü  falta  no  justificada  con  la  multk  J)i-es¿'ita  en  el  aHículo 
1922.  Lo6  parientes  que  residan  fiíera  de  dicl;iO'mdio,  pero  dentro  del  teri*i- 
torio  lie  lafe  islas  de  (^uba  y  Puerto^  Kico^  réspectiyariaente,  serán  también  ci- 
tados auñqufe  les  podrá  üimbiénsefrvir' dfeexcüsA  lal  distancia. '-     '      '       ' 

Si  no  cónéuméíén.,'  será?i  sustituidos  con^l  pariente  de  gradó  y  condi- 
ciones precedentes,  aühque  ño  éitádo,  que  éxp^ntáneamente  éoncuíta,  ó  con 
el  que  deba  intervenir,'  segúil  leí  dispuesto  eh  el  artículo  aij tenor. 

Art.  1925.  Si  el  recurrente  no  hubiere' designado  los  ilombresde  suíí  as^ 
cendientes,  hermanos  varones,  y  maridds  desús  lüemianas  qUte'háíí  de  com- 
poner la  junta,  se  le  requerirá  para'i^üe  lo  há-gít  eíi'era^to.'     '     *' 

Igual  requerimiento  se  hará  para^qtie,máiríifieyte  (él"  nbmbfe''ae  lós  pá^ 
rientes  más  próximos  de  ambas  líneas  en  él  'ca^'^i^é  diié'lós  esípredldos  no 
lleguen  á  cuatro;  y  en  el  de  que  ni  aún  con  éstos  pueda  Completarse  ^el  ex- 
presado número,  para  que  diga  quienes  eran  los  vecinos  honrados  que  hu- 
biesen sido  amigos  de  sus  padres. 

Art.  1926.  El  Juez  elegirá  entre  las  personas  expresadas  en  el  artículo 
anterior  las  que  deban  componer  la  junta,  designando  los  jyarientes  alterna- 
tivamente de  ambas  líneas,  empezando  por  la  paterna. 

Art.  1927.  Podrá  reclamar  su  admisión  en  la  junta  el  pariente  que  se 
creyere  postergado  por  haber  sido  elegido  otro  de  grado  más  remoto. 

Si  no  reclamase,  se  entenderá  que  renuncia  á  este  derecho,  y  será  válido 
lo  que  se  acuerde  en  la  junta. 
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Art.  1928.  El  curador  testamentario  y  el  menor  podrán  recusar  aAles 
de  la  celebración  de  la  junta  al  pariente  6  amigo  que  nütiiesé  sido  elegido, 
cuando  á  su  juicio  existan  motivos  para  presumir  que  faltará  Á  la  impar- 
cialidad, 6  que  obrará  movido  por  interés.  '  í  <  ; 

Art.  1929.  Reunida  la  junta  el  día  señalado  bajó  la  presidencia  del  Juez, 
antes  de  deliberar  sobre^su  objeto,  se  dará  cuenta  por  el  actuario  de  las  soli- 
citudes de  exclusión^  y  oídos  los  que  las  formularen,  si  se  ll^b¡eren  presen- 
ttido,  resolverá  elJuez  lo  que  estime  éon  veniente.'  ' 

Cuando  por  admitirlas  no  quedare  el  número  dé  Vocales  necesarios  "pa- 
ra constituir  junta,  trasladará  la  continuación  de  la  convocada  al  día  más 
próximo  posiole,  y  reemplazará  por  otro  pariente  ó  amigo  al  que  so  hubiere 
excusado. 

Se  tratará  después  de  las  admisiones  ó  recusaciones,  propuestas  las  cua- 
las,  previa  audiencia  de  los  interesados  si  lo  pidieren,  serán  decididas  por  la 
junta  y  el  Juez  por  mayoría  absoluta  de  votos,  siendo  decisivo  el  del  último 
en  caso  de  empate. 

Ijos  reclamantes  se  retirarán  antes  de  empezar  la  votación. 

Art.  1930.  Constituida  definitivamente  la  junta,  se  procederá  á  delibe- 
rar si  es  ventajoso  ó  perjudicial  al  menor  el  matrimonio  proyectado. 

La  discusión  ha  de  ser  siempre  secreta,  retirándose  el  actuario  antes  de 
empezada. 

Art.  1931.  Terminada  la  deliberación,  volverá  á  entrar  el  actuario,  y 
dará  principio  la  votación. 

El  acuerdo  de  la  junta,  tomado  por  mayoría  absoluta  de  votos,  consti- 
tuirá uno  sólo  y  otro  el  del  Juez,  que  votará  con  separación. 

Cuando  resulte  empate  en  los  votos  dé  los  parientes  y  amigos,  lo  dirimi- 
rá el  del  Juez,  que  siempre  votará  el  último. 

8i  el  voto  del  Juez  no  fuere  conforme  con  el  de  la  mayoría,  prevalecerá 
el  favorable  al  matrimonio. 

Art.  1932.  El  actuario  extenderá  acta  suficientemente  expresiva  de  los 
acuerdos  tomados  por  la  junta,  y  la  firmarán  el  Juez  y  todos  los  concurren- 
tes á  ella,  autorizándola  dicho  actuario. 

Art.  1933.  Contra  el  acuerdo  de  la  junta  concediendo  ó  negando  la  li- 
cencia no  se  daró  ulterior  recurso. 

^  « 8i 'fuere  favorable  el  matrimonio,  se  dará  testimonio  del  acta  al  menor 
interetodo/^para  que 'pueda  hacerlo  constar  ante  quien  convenga. 
'^  ^'' Art.»  1934.  í Cuándo  con  arreglo  á  la  ley  coiTespon da  al  curador  testa- 
mentafio  presta**  ó 'negar  su  í*.oilseiitimient¿a)ara  el  proyectado  matrimonio, 
bomipetirá  exclusiva mtín te  al  Juez  mumtsipat  del  pueblo  deludpmicilio  del 
menor <johvocar,  á  ^tición  de  éste  y  .dy  cur»dor^,.-^y  presidií  la  junta  de  pa- 
rientes y  víCiiioB.  n  -  iu<»  ,  i-  i  ••.• 
>EI  Jliez^miiniCipal  tendrá-las  mismas.atrlbuciohes  y  facultades  que  á 
los  de  primera  instirncia  se  conceden  por  lofi  artículos  anteriores,  con  las  ex- 
cepciones siguientes: 

la.    El  Juez  noí  tendrá  voz  ni  voto  en  las  deliberaciones. 

'  j2a.  Vbtarári'en  primer  lugar  los  parieiiteA' y  vecinos,  formando  acuerdo 
los  yotós^^^d'e  iá  mayoría  absoluta,  y  después  votará,  separaaamente  el  curador. 

3a.  Si  resultare  empate  en  los  votos  de  los  ¿)árientes  y  vecinos,  lo  diri- 
mirá el  pariente  más  prókimo,  y  habiendo  dos  en  igual  grado,  el  (le  Mayor 
edad.^'*Péro  si  lá  juñita  s^  tíófnpusiera  solamente *de  veiñinos  •  honi^ados,  pre- 
valecerá él  K^oto  del  de  mayor  edad,  i        -  ^  1    ^ 

''\  '^ai  .'Cuando  el^  voió  del'curador'no  concüerde  con  el 'de  la  junta,  plreva- 
Idceró  el  favorable  a  J 'matrimohió.  ■     '  ' 

^  ^  ^Art.  1940.^  Cuando  !se  hubiere  pedido  el  consentimiento  por  la  ausencia 
ó  ignorado  piíradei-o  de 'loe  ^dres,  abuelos  ó  curadoresí  testamentarios,  si  an- 
tes de  otorgado  se  presentaren  éstos,  se  sobreseerá  inmediatamente  en  el  ex- 
pediente. 

Si  su  presentación  ó  la  noticia  de  su  paradero  tuviere  lugar  después  de 
otorgado  el  consentimiento,  pero  antes  de  celebrars^^  el  matrimonio,  el  Juez 
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anulará  aquél  y  recogerá  el  documento  en  donde  const¡e,  para  que  no  produz- 
ca efecto  alguno. 

Art.  1941.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  practicará  también 
cuando  la  madre  haya  dado  el  consentimiento  por  la  ausencia  é  ignorado 
paradero  del  padre,  ó  lo  haya  dado  el  abuelo  6  curador  testamentario,  si  cesa 
el  impedimento  de  la  persona  á  quien  sustituyeron. 

TITULO  VI 

Del  modo  de  elevar  á  escritura  pública  el  testamento  6  codicüo  hecho 

de  palabra 

Art.  1949.  Tambián  deberá  acreditarse,  si  no  constare  por  notoriedad, 
la  calidad  del  Notario  del  otorgamiento  en  los  casos  en  que  hubiere  concu- 
rrido. 

TITULO  VII 

De  la  apertura  de  testamentos  cerrados  y  protocolización  de  las  memorias 

testamentarias 

Art.  1968.  El  que  tenga  en  su  poder  alguna  memoria  testamentaria 
deberá  presentarla  al  Juez  competente  en  cuanto  sepa  la  defunción  del  otor- 
gante, pidiendo  su  protocolización  y  manifestando  la  causa  de  que  obre  en 
su  poder.  Con  el  escrito  presentará  documento  en  que  acredite  dicho  falle- 
cimiento, y  exhibirá  copia  fehaciente  del  testamento  en  que  se  indiquen  su 
existencia  y  las  señales  que  debe  reunir  para  ser  considerada  legítima. 

No  presentando  dichos  documentos,  dictará  el  Juez  providencia  man- 
dando qne  se  traigan  á  los  autos. 

Art.  1969.  A  continuación  del  escrito  se  extenderá  por  el  actuario  dili- 
gencia suficientemente  expresiva  del  estado  en  que  se  haUé  la  Memoria,  y 
de  las  circunstancias  por  las  que  pueda  juzgarse  de  su  identidad  con  la  in- 
dicada en  el  testamento. 

Firmará  esta  diligencia  el  que  presente  la  memoria;  y  si  no  supiere  ó  no 
quisiere  ñrmar,  se  hará  lo  que  queda  dispuesto  en  el  párrafo  s^undo  del 
art.  1957. 

En  s^uida  se  extenderá  por  el  actuario  testimonio  de  la  clausula  6  clau- 
sulas del  testamento  exhibido  que  se  refieran  á  la  Memoria,  devolviéndoselo 
al  que  lo  exhiba,  quien  firmará  su  recibo. 

Art.  1970.  El  Juez  dictará  providencia  mandando  que  se  proceda  á  la 
lectura  de  la  Memoria  y  confrontación  de  sus  señales  con  las  expresadas  en 
el  testamento,  fijando  el  día  y  hora  en  que  habrá  de  practicarseresta  diligen- 
cia. Los  interesados  en  el  testamento  podrán  concurrir  á  ella,  á  cuyo  efec- 
to se  les  instruirá  de  dicho  señalamiento,  con  la  prevención  de  que  su  feílta 
de  asistencia  no  impedirá  la  celebración  del  acto,  ni  será  motivo  paja  su  nu- 
lidad, cualquiera  que  sea  la  causa  que  se  alague. 

Ari.  1971.  Si  la  Memoria  estuviere  contenida  dentro  de  un  pliego 
cerrado,  procederá  el  Juez  á  su  apertura  y  lectura  en  secreto  y  no  encontran- 
do disposición  del  testador  en  aue  ordene  que  no  se  publique  alguna  cláusu- 
la hasta  día  ó  época  determinada,  la  entregará  al  actuario  para  que  la  lea  en 
alta  voz. 

Si  contuviere  dicha  disposición,  se  omitirá  la  lectura  de  las  cláusulas  á 
que  se  refiera,  y  no  se  podrá  dar  testimonio  de  ellas,  quedando  cerrada  y  ar- 
(mivada  la  Memoria  hasta  que  llegue  el  día  ó  época  determinados  por  el  tes- 
tador. 

Art.  1972.  Acto  continuo  se  procederá  á  la  información  y  examen  de 
las  señales  requeridaiL  en  el  testamento  para  que  deba  tenerse  como  legítima 
la  Memoria  con  las  halladas  en  ésta. 

De  esta  diligencia  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  firmarán  el  Juez  y 
los  demás  concurrentes  interesados. 
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Art.  1973.  Resultando  del  expediente  que  la  Memoria  reúne  las  condi- 
ciones exigidas  por  el  testador  para  que  se  la  considere  auténtica,  se  dictará 
auto  mandando  protocolizarla,  sin  peijuicio  del  derecho  de  los  interesados 
para  impugnarla  en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  1974.  La  protocolización  se  hará  en  los  registros  del  Notario  que 
autorizó  el  testamento,  y  juntamente  con  éste.  Si  en  esta  circunstancia  no 
fuere  posible,  se  pondrá  por  el  Notario  en  el  registro  del  testamento  nota 
marginal  expresiva  de  la  existencia  de  la  Memoria,  y  del  libro  y  folio  en  que 
se  halle  protocolizada. 

Art.  1975.  Cuando  el  testador  haga  referencia  á  alguna  Memoria  escri- 
ta de  su  puño  y  letra,  ó  sólo  firmada  por  él,  sin  mencionar  ninguna  otra  se- 
ñal especial  que  la  identifique,  presentada  que  sea  acompañada  de  los  docu- 
mentos expresados  en  el  art.  1968,  el  Juez  mandará  que  sea  reconocida  por 
tres  testigos  que  conocieran  perfectamente  la  letra  del  testador,  pudiendo 
también  designar  á  parientes  que  no  hayan  sido  favorecidos  por  dicha  Me- 
moria. 

Los  testigos  ó  parientes  declararán,  bajo  juramento,  que  no  abrigan  du- 
da racional  de  que  el  citado  documento  está  escrito  por  el  testador,  y  si  estu- 
viere sólo  fi miado,   que  es  suya  la  firma  y  rúbrica. 

Art.  1976.  Si  aclemás  lo  creyere  el  Juez  ccn  veniente,  podrá  confrontar, 
asistido  por  dos  peritos,  la  letra,  firma  y  rúbrica  de  la  Memoria  con  otra  in- 
dubitada del  testador  que  obre  en  cualquier  documento  público  ú  oficina 
del  Estado. 

Art.  1977.  Resultando  auténtica  la  Memoria,  el  Juez  mandará  proto- 
colizarla en  la  forma  establecida  en  el  art.  1973. 

Art.  1978.  Cuando  la  presentación  de  la  Memoria  tuviere  lugar  estando 
pendientes  las  diligencias  para  elevar  á  escritura  el  testamento  otorgado  de 
palabra,  ó  para  su  apertura  siendo  cerrado,  se  unirá  la  Memoria  á  dicho  ex- 
pediente, y  en  él  se  practicarán  las  diligencias  que  quedan  expresadas  para 
su  protocolización. 

TITULO  VIII 
De  las  infoi^Tnaciones  para  dispensa  de  ley 

Art.  1979.  No  podrán  recibirse  las  informaciones  que  tengan  por  obje- 
to una  dispensa  de  ley  sino  en  virtud  de  Real  orden  comunicada  al  Juez  por 
su  superior  inmediato,  salvo  los  casos  á  que  se  refiere  el  art.  1831. 

Art.  1980.  Recibida  en  el  Juzgado  la  Real  orden,  se  procederá  á  darle 
cumplimiento,  mandando  requerir  al  que  la  obtuvo  para  que  preste  la  infor- 
mación correspondiente  sobre  los  hechos  expresados  en  su  instancia  ó  sobre 
los  prevenidos  en  la  Real  orden. 

Art.  1981.  Si  durante  la  tramitación  del  expediente  pidiera  el  intere- 
sado que  se  amplíe  la  justificación  á  otros  hechos  que  no  conocía  cuando  fir- 
mó la  instancia,  ó  que  crea  ser  de  gran  interés,  podrá  concederlo  el  Juez  si 
las  estimare  importantes. 

Art.  1982.  Estas  informaciones  se  recibirán  con  citación  del  Promotor 
fiscal.  Tambiép  serán  citadas  las  personas  que  tengan  interés  conocido  y 
legítimo  en  el  asunto,  siempre  que  asi  se  haya  mandado  en  la  Real  orden,  ó 
lo  solicite  el  recurrente. 

Art.  1983.  El  actuario  dará  fé  de  conocer  los  testigos.  Si  no"  los  cono- 
ciere, exigirá  que  otros  dos  respondan  del  conocimiento  de  cada  uno  de  ellos, 
y  suscriban  las  declaraciones  de  los  que  se  encuentren  en  este  caso. 

Art.  1984.  Si  se  hubiere  mandado  hacer  la  información  con  citación  de 
alguna  persona,  se  le  oirá  si  citada  solicitare  la  entrega  del  expediente. 

También  se  admitirán  los  testigos  y  documentos  que  presentare  sobre  los 
hechos  objeto  de  la  información. 

Art.  1985.  Cuanbo  el  citado  no  comparezca,  trascurrido  que  sea  el  tér- 
mino que  para  ello  se  le  hubiere  designada),  continuará  la  sustanciación  del 
expediente  con  solo  la  intervención  del  Promotor  fiscal,  á  no  ser  que  aquél 
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fuere  menor  6  incapacitado,  en  cuyo  caso  será  indispensable  su  audiencia,  y 
á  este  fin  deberá  compelerse  á  su  representante  legítimo  para  que  sin  excusa 
alguna  proponga  dentro  del  término  que  el  Juez  señale  lo  que  al  interés  del 
menor  6  incapacitado  convenga. 

Art.  1986.  Si  pendiente  una  información  mandada  recibir  sin  citación 
se  presentare  alguna  persona  oponiéndose  á  la  dispensa  para  la  cual  se  reci- 
ba, se  le  oirá  si  tuviere  conocido  y  legítimo  interés  en  resistirla. 

Art.  1987.  Para  la  compulsa  ó  cotejo  de  documentos  será  indispensable 
la  asistencia  del  Promotor  fiscal. 

Si  no  hubiere  de  compulsarse  más  que  parte  del  documento  ó  no  fuere 
íntegra  la  copia  que  haya  de  cotejarse,  el  Promotor  informará  en  la  misma 
diligencia  si  en  la  parte  que  se  omite  hay  ó  no  alguna  diferencia  que  modifi- 
jjüe  ó  se  oponga  á  la  parte  testimoniada. 

Art.  1888.  Practicadas  las  diligencias  acordadas  á  instancia  de  parte  ó 
mandadas  en  la  Eeal  orden,  se  entregará  el  expediente  al  Promotor  fiscal 
para  que  emita  dictamen  por  escrito. 

Art.  1989.  Si  el  Promotor  hallare  que  no  se  ha  acreditado  el  conoci- 
miento délos  t^tigos  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  1983,  ó  algún  otro 
defecto  notable,  pedirá  que  se  subsane.  También  podrá  pedir  la  práctica 
de  las  diligencias  que  estime  necesarias  para  la  calificación  acertada  de  los 
hechos  en  aue  se  funde  la  petición  de  la  gracia,  y  la  citación  de  las  personas 
que  teniendo  interés  legítimo  para  oponerse  á  su  concesión  no  hubieren  sido 
citadas  oportunamente,  debiendo  halberlo  sido  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1882. 

Art.  1990.  Hallando  el  Promotor  fiscal  completa  la  inscripción  del  ex- 
pediente, dará  dictamen  sobre  el  fondo  del  negocio. 

Art.  1991.  Evacuada  la  audiencia  del  Promotor,  el  Juez  emitirá  su  dic- 
tamen, que  remitirá  con  el  expediente  al  Tribunal  snperior  en  la  forma 
acostumbrada. 

Art.  1992.  La  Sala  de  gobierno  oirá  al  Fiscal,  y  subsanados  los  defectos 
que  pueda  tener  el  expediente,  acordará  el  informe  que  deba  elevarse  al  Mi- 
nisterio de  Ultramar,  al  cual  remitirá  ori^nal  el  expediente  con  copia  certi- 
ficada del  dictamen  fiscal.  Si  algún  Magistrado  hubiere  disentido  ae  la  mar 
yoría  podrá  extender  por  separado  su  dictamen;  que  se  insertará  en  la  con- 
sulta. 

TITULO  IX 
De  las  hoMlitaciones  para  comparecer  en  juicio 

Art.  1996.  En  el  auto  en  que  se  conceda  la  habilitación  á  un  hijo  legí- 
timo no  emancipado,  se  mandará  también  que  se  le  provea  de  curador  para 
pleitos  de  la  manera  prevenida  en  la  sección  cuarta  del  tít.  3o.  de  este  libro. 

TITULO    XI 

De  la  enajenación  de  bienes  de  menores  é  incapacitados  y  transacd&n 

acerca  de  sus  derechos 

Art.  2015.  El  Juez  hará  siempre  el  nombramiento  de  peritos  para  el 
avalúo,  los  cuales  no  podrán  ser  recusados. 

Tampoco  podrá  serlo  el  tercero  si  hubiese  habido  necesidad  de  nombrar- 
lo por  haber  discordado  los  dos  primeros. 

Art.  2016.  Hecho  el  avalúo,  mandará  el  Juez  que  se  anuncie  la  subasta 
por  el  término  de  30  días,  designando  el  día,  hora  y  local  en  que  halla  de  ce- 
lebrarse, y  que  se  fijen  edictos  en  los  sitios  de  costumbre,  insertándolos  ade- 
más, si  lo  estima  conveniente,  en  algún  periódico  oficial. 

Art.  2017.  No  podrá  admitirse  postura  que  no  cubra  el  valor  dado  á  los 
bienes. 
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Art.  2018.  No  habiendo  postura  admisible,  el  tutor  6  curador  podrá 
hacer  cualquiera  de  las  pretensiones  siguientes: 

la.    Que  se  le  tenga  por  apartado  y  se  sobresea  en  el  expediente. 

2a.  Que  se  le  autorice  para  la  venta  extrajudicial  por  el  precio  y  las 
condiciones  que  sirvieron  para  la  subasta. 

3a.  Que  se  anuncie  segunda  subasta  con  la  rebaja  de  un  20  por  ciento 
en  el  precio. 

En  el  caso  de  que  opte  por  la  segunda  pretensión,  si  dentro  del  año  de 
verificada  la  primera  sunasta  no  pudiere  realizar  la  venta  exjbrajudicial,  po- 
drá pedir  que  se  anuncie  otra  con  la  rebaja  indicada. 

Art.  2019.  La  segunda  subasta  se  celebrará  con  las  mismas  solemnida- 
des que  la  primera. 

Si  tampoco  hubiere  postor,  podrá  el  Juez  autorizar  al  tutor  6  curador 
p'ara  la  venta  extrajudicial  por  el  precio  de  dicha  segunda  subasta. 

Art.  2020.  Cuando  la  venta  se  solicite  para  el  pago  de  deudas  ú  otra 
necesidad,  podrá  celebrarse  á  petición  del  tutor  ó  curador,  tercera  subasta, 
con  rebaja  de  otro  20  por  100  sobre  el  tipo  seftalado  en  la  segunda. 

Si  tampoco  resultare  postura  admisible,  podrá  autorizarse  al  represen- 
tante del  menor  para  realizar  extrajudicialmente  la  enajenación  por  el  pre- 
cio señalado  para  la  tercera  subasta. 

Art.  2021.  Los  valores  expresados  en  el  núm.  2o.  del  art.  2010,  se  enaje- 
narán siempre  por  medio  de  Agente  ó  Corredor  de  Bolsa  que  nombre  el  Juez 
y  al  precio  de  la  cotización  oficial. 

Si  no  se  cotizaren  en  Bolsa,  se  venderán  con  las  formalidades  estableci- 
das en  los  artículos  que  preceden  para  la  venta  de  inmuebles. 

Art.  2023.  El  precio  se  entr^;ará^  mientras  se  dá  la  aplicación  corres- 
pondiente, al  tutbr  ó  curador  si  estuvieren  relevados  de  fianza  ó  si  las  que 
tengan  prestadas  son  suficientes  para  responder  de  él. 

SEGUNDA    PARTE 

TITULO   V 

De  la  descarga^  abandono  é  intervención  de  efectos  mercantiles^ 

y  de  la  fianza  de  cargamento, 

Art.  2112.  Cuando  en  los  fietamentos  á  carga  general  uno  de  los  carga- 
dores pretendiere  descargar  su  mercancía,  y  los  demás  (quisieren  hacer  uso 
del  derecho  que  les  concede  el  artículo  765  del  Código,  acudirán  al  Juez  pidien- 
do hacerse  cargo  de  los  efectos  que  se  pretenda  descargar,  y  consignarán  su 
importe  al  precio  de  factura. 

Art.  2113.  Si  la  pretensión  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  estuviere 
hecha  dentro  de  las  prescripciones  de  la  Ley,  el -Juez  accederá  á  ella  man- 
dando requerir  al  dueño  de  los  efectos  para  que  reciba  la  cantidad  c^signada. 

En  el  caso  de  que  el  dueño  de  los  efectos  no  quisiera  recibir  su  importe, 
se  consignará  á  su  disposición  en  la  forma  establecida  en  el  artículo  2090,  re- 
servándole el  derecho  de  que  se  crea  asistido  para  que  lo  ejercite  contra  quien 
y  como  corresponda. 

TTULO   VIII 
Del  nomb-ramiewto  de  arbitros^  ydfilde  peritos  en  el  contrato  de  seguros 

Art.  2136.  Cuando,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  324  del  Códi- 
go, el  Juez  haya  de  intervenir  en  el  nombramiento  de  arbitros,  cualquiera  de 
los  interesados  podrá  pedir  se  señale  un  término  prudencial  para  que  dicho 
nombramiento  tenga  lugar. 

Trascurrido  el  término  señalado  sin  verificar  el  nombramiento,  el  Juez 
lo  hará  de  oficio  en  las  personas  que,  según  su  concepto,  sean  peritas  é  im- 
parciales para  entender  en  el  negocio  que  se  dispute. 
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Art.  2137.  Si  los  interesados  no  se  pusieran  de  acuerdo  para  el  nom- 
bramiento de  arbitros  en  los  casos  á  que  se  refieren  los  artículos  323,  345  y 
989  del  Código  y  en  cualquiera  otro  en  que  según  sus  prescripciones  deba 
hacerse,  podrá  cualquiera  de  ellos  acudir  al  Juez  en  solicitud  de  que  los  nom- 
bre. 

Presentado  el  escrito  en  que  se  pida  el  nombramiento,  el  Juez  señalará 
un  término  que  no  exceda  de  10  días  para  que  los  interesados  lo  hagan  por 
sí;  y  trascurrido  sin  haberlo  hecho,  el  Juez  procederá  según  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  2o.  del  artículo  anterior. 

Art.  2138.  Cuando  se  haya  estipulado  que  la  resolución  de  algún  asun- 
to se  sujete  á  la  decisión  de  amigables  componedores,  el  nombramiento  de 
estos  se  hará  con  arreglo  á  los  trámites  establecidos  en  los  artículos  prece- 
dentes. 


Relación  de  palabras  y  canceptos  qae  contiene  en  letra  cursiva  el  texto 
oficial  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ciml  y  que  en  igvuil  forma 
se  reproducen  en  esta  óbra^  considerándose  vigentes  . 
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Belacián  de  palabras  y  conceptos  contenidos  en  esta  obra  qoe^  por  carecer 
hoy  de  aplicación  deberán  entmderse  consignados  en  letra  cursiva 

según  el  método  adoptado   (1) 
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la  cual  86  formará  á  costa  del  que  pida  la  pobreza. 
En  las  informaciones  para  dispensas  de  ley  y, 
el  mismo  Tribunal  en  pleno  á  que  pertenezca  el  recusado 
Y  de  Puerto  Rico  reofiprocamente, 
al  Procurador  de 

se  formará  á  costa  de  taparte  que  tenga  promovido  el 
incidente. 

(1)  Compuesta  esta  obra  en  el  brevísimo  término  de  tres  meses  y  durante  las  horas 
que  nos  dejaban  libres  nuestras  ocupaciones  diarias,  no  nos  ha  sido  posible  armonizar 
absolutamente  un  plan  de  composición  en  cuanto  al  empleo  de  los  distintos  caracteres 
tipográficos  con  que,  conven cionalmente,  distinguimos  en  ella  los  conceptos  6  palabras 
sin  aplicación  actual. 

Al  deseo  de  salvar  esas  deficiencias  obedece,  pues,  el  presente  estado,  con  el  que  muy 
fácilmente  podrá  resolverse  cualquier  duda  relativa  á  la  subsistencia  del  concepto  ó  pa- 
labra que  la  origine;  debiendo  advertir  que  no  incluímos  en  él  los  términos  España,  espa- 
ñnles  y  otros  que,  bien  en  cursiva,  bien  en  letra  redonda,  tienen  hoy  por  virtud  del  nuevo 
régimen  político,  equivalentes  en  los  de  Cuba,  (Cubanos,  etc.,  etc.,  cuya  sustitución  como 
se  vé,  es  de  buen  sentido. 
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